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El presente trabajo tiene por objeto el análisis, estudio y valoración de la 
protección del suelo rural o no urbanizable por los sistemas de planificación 
vigentes en la normativa española actual, teniendo en consideración el 
tratamiento que estos procesos otorgan al suelo rural en general, pero tomando 
como centro de atención principal el sistema por los que se identifican los 
diferentes ámbitos de suelo especialmente protegido y el modo por el que se 
establece su régimen jurídico singularizado. 
 
De acuerdo con esta premisa, esta tesis doctoral se plantea con la finalidad de 
identificar y analizar en profundidad los procesos por los que los diferentes 
instrumentos de planeamiento tratan de ordenar el territorio en sus diferentes 
aspectos y, en concreto, los procedimientos mediante los que delimitan los 
ámbitos de suelo que deben ser sometidos a un régimen singularizado en 
función de los valores naturales, patrimoniales o culturales presentes en los 
mismos o, en otro caso, de los elementos y situaciones coyunturales que así lo 
demanden, todo ello conforme determine la normativa aplicable en cada zona 
concreta del territorio nacional.  
 
Aparte de lo anterior, el presente estudio también trata de determinar los 
efectos que se derivan de la protección del territorio, describiendo las 
singularidades que presentan los distintos regímenes en los que se estructura 
el tratamiento del suelo rural, tanto en lo que respecta a las condiciones 
específicas dispuestas para cada territorio en concreto, como en lo relativo a 
los efectos que automáticamente se producen por la propia declaración del 
suelo como especialmente protegido y que en su mayor parte no dependen del 
medio por el que ésta se produce. 
 
La elección de esta materia tiene en consideración la importancia que de forma 
creciente presenta el tratamiento del suelo rural o no urbanizable en la 
normativa española y, en general, en la propia sociedad contemporánea, como 







cada vez presenta una mayor incidencia en todos los ámbitos de la actividad 
humana. Dentro de esta creciente preocupación ambiental de la sociedad, sin 
duda mantiene un lugar preferente la preservación de los entornos rurales y 
ambientalmente destacables, en función de la convicción cada vez más 
generalizada por la que se estima imprescindible la protección de los entornos 
ambientalmente más destacados y los que presenten una estructura más 
sensible a las posibles afecciones derivadas de la actividad humana. 
 
La necesaria protección de los entornos rurales presenta, junto con esta 
vertiente de preservación muy importante y destacada, una serie de efectos 
que inciden y afectan a los ciudadanos, fundamentalmente a los titulares del 
suelo protegido, que es preciso considerar igualmente en su justa medida, de 
manera que el análisis de la protección del suelo obtenga una imagen fiel y 
completa de todas sus repercusiones. En este sentido, si la protección del 
medio rural presenta un indudable interés general, reconocido 
constitucionalmente en el artículo 45 de la Carta Magna, la introducción de las 
medidas precisas para alcanzar este objetivo también conlleva una serie de 
limitaciones que van a afectar a los intereses particulares de los propietarios de 
los suelos protegidos, que también deben ser analizadas como elementos 
integrantes del régimen de especial protección del territorio.   
 
En definitiva, se trata de obtener un retrato global y omnicomprensivo de todos 
los ámbitos que se ven afectados por la protección del territorio, tanto en su 
vertiente positiva de protección del suelo con valores naturales de importancia, 
como en su vertiente negativa o, cuanto menos restrictiva, que deriva del 
régimen limitativo que inevitablemente se impone a los titulares de derechos 
estos suelos protegidos y que se plasma en la práctica en una sensible 
reducción de la aptitud del territorio para albergar usos y actividades, que suele 
incidir de forma directa en su valoración económica. 
 
La acreditación de esta doble vertiente de la protección del territorio ha 
derivado en la introducción de nuevos criterios en el tratamiento del suelo rural 
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y principalmente del especialmente protegido, de entre los que puede 
destacarse el de desarrollo sostenible como elemento modulador de las 
limitaciones impuestas a los regímenes de preservación del territorio. En base 
a la consideración de este criterio, se pretende realizar un análisis de estas 
nuevas medidas de protección del suelo, que se adoptan tomando en 
consideración la necesidad de dotar a los pobladores de los entornos rurales, y 
especialmente de los espacios protegidos, de los medios de generación de 
actividad económica que eviten que la introducción de las medidas de 
protección del territorio suponga un elemento añadido por el que se produzcan 
o aceleren procesos no deseados como el de la despoblación, que también 
afecta en gran manera al mantenimiento del suelo rural y de sus usos 
tradicionales. 
 
Para lograr los objetivos de este trabajo se plantea la realización de un estudio 
descriptivo de los diversos elementos que confluyen en la protección del 
territorio por los procesos de planificación, partiendo de la realidad normativa 
española y su diáspora regulatoria motivada por la atribución constitucional de 
las competencias en materia de ordenación del territorio y urbanismo a las 
Comunidades Autónomas, quedando en manos del Estado las competencias 
sectoriales que incidan sobre la planificación territorial, principalmente las de 
naturaleza ambiental. En segundo lugar, se toma en consideración el suelo 
como elemento material susceptible de protección, analizando tanto su propia 
realidad física como los valores y elementos por los que puede demandar su 
singular protección, conforme a los criterios genéricos dispuestos por la 
normativa aplicable en cada ámbito territorial. 
 
Tras la consideración de ambos elementos, el trabajo se centra en analizar los 
procesos de planificación, mediante la identificación de sus fases 
fundamentales y los sistemas por los que se determinan los ámbitos de suelos 
protegidos y se disponen sus regulaciones específicas. Esta fase presenta un 
carácter eminentemente práctico, al incorporar el estudio de diferentes 







diversos criterios como son su alcance (planificación territorial o urbanística), la 
actualización de sus contenidos (instrumentos formulados en fecha reciente y 
otros con cierta antigüedad aunque adaptados formalmente a la normativa 
vigente) o por sus condiciones de elaboración, distinguiendo entre documentos 
de planificación urbanística que se gestaron con la ayuda previa de un 
instrumento de ordenación territorial aplicable sobre su territorio o, por el 
contrario, los que se formularon sin esta vinculación previa. 
 
La finalidad de esta fase es determinar el grado de aplicación con el que los 
diferentes instrumentos de planificación se adaptan a los requerimientos 
teóricos exigidos para este tipo de documentos y, en base a las características 
de cada uno de ellos, concluir en qué condiciones los documentos presentan 
un mayor nivel de excelencia en su formulación. Esta última conclusión se 
realiza siempre condicionada a la realidad práctica de todo proceso de 
planificación, por la que el mayor o menor éxito de las medidas de ordenación 
impuestas solo puede verificarse tras analizar su aplicación efectiva, cuestión 
por la que se requiere su estudio tras varios años de implementación de sus 
determinaciones. 
 
Posteriormente, con objeto de abordar con plenitud el sistema de protección del 
territorio, se abordan los medios y sistemas de preservación de los espacios 
naturales presentes en el territorio, analizando los instrumentos de planificación 
ambiental y otros de naturaleza sectorial que tienen como objetivo delimitar 
espacios singulares dentro de los distintos entornos rurales y establecer sobre 
ellos diferentes ámbitos de regulación en función de su respectivo alcance. 
Estos instrumentos presentan una evidente conexión con el objeto principal del 
presente trabajo, debido a que constituyen supuestos específicos de 
instrumentos de protección del territorio que, con carácter general, establecen 
vinculaciones directas sobre los instrumentos de planificación territorial o 
urbanística que despliegan sus efectos sobre un mismo ámbito geográfico, y 
que éstos deben reconocer sin efectuar sobre los ellos alteraciones 
significativas salvo excepciones muy determinadas. 
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Para finalizar todo este proceso de análisis de la protección del territorio, se 
incluye un estudio de los efectos que derivan de esta declaración para el propio 
suelo afectado como para sus titulares, distinguiendo entre los citados efectos 
directos que derivan de la propia consideración del territorio como tal suelo 
protegido, de los que se establecen en concreto para cada espacio superficial 
delimitado en función de su situación material y los motivos por los que se 
adoptó la decisión de someter su ámbito a un régimen de protección singular. 
Con ello se pretende establecer una visión general de las repercusiones 
jurídicas y socioeconómicas que presenta la declaración de especial protección 
de un territorio, asumiendo que la especificidad de esa parte singular que 
presenta todo régimen de preservación del territorio impide realizar un 
tratamiento integral de la cuestión, pero puede estimarse de forma significativa 
al abordar un amplio abanico de supuestos prácticos. 
 
Sobre el tratamiento que se realiza de estas cuestiones durante toda la tesis se 
pueden destacar varios aspectos, como pueden ser los relativos a la alusión a 
los principales tratadistas sobre las distintas materias abordadas, en un intento 
de exponer los distintos puntos de vista sobre cada cuestión analizada y, 
además, desde diferentes ámbitos, por lo que se cuenta entre las alusiones 
realizadas con citas a juristas, arquitectos, geógrafos, sociólogos, historiadores 
y, en general, todo un variado elenco de profesionales cuya participación en la 
función planificadora es fundamental para otorgar una visión completa de la 
ordenación a realizar sobre el territorio. No obstante, cabe resaltar que el 
elemento principal sobre el que se analizan los diversos temas en la tesis 
doctoral es su vertiente jurídica, por lo que todos los elementos se presentan 
bajo el contraste de la jurisprudencia que ha estudiado sus distintas vertientes, 
intentando aportar los posicionamientos más generalmente aceptados y, sobre 
todo en los aspectos más controvertidos, los más recientes. 
 
Conforme a esta disposición el trabajo se estructura en cinco capítulos, 







española sobre el suelo rural, desde los inicios de la regulación urbanística 
nacional hasta las recientes leyes sectoriales ya formuladas tras la distribución 
constitucional de las competencias que ha supuesto la dispersión normativa a 
la que se ha hecho referencia. Se incluye una descripción de las distintas 
normativas autonómicas vigentes sobre la ordenación territorial y el urbanismo, 
destacando en cada una de ellas los sistemas de planificación que desarrollan 
para el territorio sobre el que despliegan sus efectos, junto con la consideración 
del suelo rural y de los diversos tipos que pueden diferenciarse dentro de su 
misma clase. 
 
El capítulo segundo es el que trata al suelo como elemento material susceptible 
de protección, analizando en el mismo los diversos aspectos del territorio que 
entran en consideración en los procesos de planificación y, en particular, los 
que requieren o motivan una consideración específica en forma de regulación 
singularizada, y que en definitiva conllevan la declaración de especial 
protección del territorio en el que se identifican. 
 
El capítulo tercero es en el que se aborda el proceso de planificación y se 
diferencian las distintas fases que debe incorporar al objeto de procurar una 
correcta ordenación del ámbito territorial determinado, conteniendo las 
referencias a los distintos instrumentos que se han considerado como ejemplos 
de los procesos identificados. Por su parte, el capítulo cuarto recoge una 
exposición de los distintos tipos de instrumentos de planificación ambiental que 
inciden y vinculan a los procesos de planificación territorial, sobre todo en lo 
relativo al tratamiento del suelo no urbanizable, incluyendo referencias a otros 
instrumentos sectoriales que presentan igualmente una incidencia notable 
sobre la regulación del suelo rural y su consideración por los instrumentos de 
ordenación territorial y urbanística. 
 
Finalmente, el capítulo quinto aborda la fundamental cuestión relativa a los 
efectos derivados del a protección del territorio, analizando las posibles 
limitaciones que pueden establecerse en cuanto a su régimen de usos 
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urbanísticos autorizados, cuestión que vendrá mediatizada en cada caso en 
función de los motivos por los que se dispone la protección del territorio. 
Además, como se ha apuntado, se trata de analizar el mecanismo jurídico de la 
protección del suelo en su aspecto general, por lo que se incluyen las 
referencias a los efectos legales derivados de la propia declaración 
administrativa por la que un suelo pasa a considerarse sujeto a especial 
protección.  
 
La presente tesis doctoral se culmina con un apartado específico en el que se 
formulan las conclusiones extraídas de los distintos análisis realizados, 
recogidas sobre la base de la distribución de los asuntos abordados a la que se 
ha hecho referencia, si bien, debido a la integración que presentan los aspectos 
analizados algunas de ellas presentan perfiles relativos a más de uno de los 
capítulos en los que se estructura el trabajo realizado. 
 
Sobre este punto es preciso destacar que debido a la amplitud de la materia 
objeto de estudio y la de los aspectos que sobre la misma han sido analizados, 
las conclusiones formuladas no pueden alcanzar la concreción que hubiera 
sido deseable, siendo planteadas con arreglo a criterios generales y que 
deberán ser objeto de un desarrollo posterior, tanto en lo que respecta a su 
posible implementación como en el análisis que, a su vez, deba realizarse de 
su efectividad práctica. No obstante, se estima que las conclusiones y 
reflexiones planteadas al final del trabajo sirven de epílogo sintetizador de las 
cuestiones surgidas a lo largo de todos los aspectos analizados, constituyendo 
un resumen de los elementos discutibles o controvertidos del proceso 
planificador en general y del tratamiento del suelo rural en particular. 
 
En este último aspecto es donde el trabajo trata de profundizar su análisis, 
poniendo en evidencia la necesidad de justificar adecuadamente las decisiones 
adoptadas en relación con la ordenación de los suelos rurales, debido a que 
lejos de suponer una cuestión “residual” en relación con la planificación de los 







tradicionalmente), hoy por hoy suponen un elemento fundamental en la 
ordenación territorial, tanto en lo que respecta a la vertiente ambiental que 
supone su preservación, como en lo que se refiere a la potencialidad de los 
entornos rurales para albergar usos y actividades, que deben convertirse en 
motores de la realidad socioeconómica de muchas áreas rurales españolas con 
el objetivo de implementar los criterios de desarrollo ambiental y 
socioeconómico sostenible, que en un futuro próximo deben presidir el 
tratamiento del suelo no urbanizable en todo el territorio nacional. 
 
Para finalizar este apartado introductorio se debe apuntar que las referencias 
normativas, alusiones jurisprudenciales, citas doctrinales recogidas y, en 
general, la revisión de los argumentos sostenidos en el presente trabajo, se 
han cerrado a fecha 1 de abril de 2019. Por lo tanto, delimitados los aspectos 
sobre los que versa la tesis doctoral proyectada y las pretensiones con las que 
se aborda su análisis, procedemos a su exposición con la esperanza no solo de 
no defraudar con su contenido, sino de servir de elemento de reflexión sobre 
los aspectos analizados y las cuestiones en las que se hace referencia expresa 
por su importancia o especial incidencia. 
 
Como ya expuse en un trabajo anterior, pero entiendo procedente reiterar en el 
presente por su mayor importancia, espero que el lector que por cualquier 
circunstancia se adentre en la lectura del presente documento pueda 
aprovechar al menos parte de su contenido en su labor cotidiana, ya sea ésta 
doctrinal o de aplicación práctica de la ordenación territorial o del urbanismo, lo 
que sin duda supondría el mejor título que podría obtener de las largas horas 
dedicadas a la realización de esta tesis doctoral.  
 
Debo reconocer expresamente en este punto la labor de dirección de esta tesis 
realizada por los reputados juristas, don Venancio Gutiérrez Colomina, 
Secretario General del Excmo. Ayuntamiento de Málaga y Profesor de Derecho 
Administrativo de la Universidad de Málaga y don Jesús Jordano Fraga, 
Catedrático de Derecho Administrativo de la Universidad de Sevilla, que desde 
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su posición de acreditados administrativistas, tanto a nivel teórico como 
práctico, han sabido orientar el estudio realizado para alcanzar los objetivos 
pretendidos. Espero que el resultado no defraude sus expectativas y la 
inestimable dedicación de tiempo y esfuerzo que han asumido con la 
codirección del presente trabajo, de lo que quedo en perpetua deuda y 
agradecimiento, ya que sin su labor no hubiera sido posible la culminación de 




LA CONSIDERACIÓN DEL SUELO RURAL  
EN LA NORMATIVA ESPAÑOLA 
 
 
I. EL SUELO RURAL EN LA LEGISLACIÓN ESPAÑOLA.  
 
A. El suelo rural en los orígenes de la normativa urbanística española. 
 
Toda aproximación al estudio del Urbanismo, del Derecho Urbanístico o, en 
términos más generales, a la regulación del territorio y su ordenación en 
España1 debe partir de la consideración de varias normas aprobadas en el 
siglo XIX, debido a que es en esta época en la que debemos fijar, cuanto 
menos2, los orígenes de la actividad urbanística en el territorio nacional.  Del 
análisis de estas normas decimonónicas se constata el diferente tratamiento 
otorgado inicialmente por las mismas a las distintas clases de suelo debido a 
que, en los albores de la regulación de la ordenación territorial nacional, la 
normativa tendía a intentar dar respuesta a los problemas existentes en la 
sociedad del momento y que, de forma casi exclusiva, se centraban en la 
ordenación de las incipientes aglomeraciones urbanas3.  
 
Esta realidad determinaba que las normas que inicialmente se promulgaron 
sobre esta materia se centraban en el saneamiento y ensanche de las 
poblaciones, cuestión fundamental en un momento histórico (finales del siglo 
XIX y principios del siglo XX) en el que se producía una constante migración de 
habitantes desde las zonas rurales hasta los entornos urbanos más pujantes 
industrialmente4. En este contexto histórico es fácil suponer que la regulación 
                                            
1 Vid. LÓPEZ DE LUCIO, Ramón (1997, pág. 80). 
2 Para este autor, el punto de inicio de la disciplina en España puede situarse a mediados del 
siglo XIX, aunque entiende que bien se podría afirmar que las técnicas de ordenación 
voluntaria de los entornos humanos son tan antiguas como las propias grandes civilizaciones 
que jalonan la historia de nuestra especie. 
3 Es sintomático que el propio vocablo “urbanismo” procede etimológicamente del latín “urbs-
urbis” que puede traducirse por población o ciudad. 
4 Un estudio bastante exhaustivo sobre la evolución histórica de la normativa estatal sobre 
urbanismo se contiene en la obra “Historia de la Legislación Urbanística” LORA-TAMAYO 
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del suelo rural presentaba mucho menor interés para el legislador español del 
momento, centrado en solucionar los graves problemas que presentaban las 
conurbaciones urbanas que en esos momentos se estaban gestando en 
determinadas zonas de España5, frente a un entorno rural cuya incidencia 
socioeconómica en el conjunto del Estado iba progresivamente disminuyendo. 
Como afirma GUTIÉRREZ COLOMINA6, la propiedad privada, el saneamiento 
de las ciudades a través del ejercicio de competencias de higiene y salubridad, 
su reforma interior, mediante el reequipamiento de zonas verdes, espacios 
libres y la apertura de viales y su ensanche, traspasando los límites de las 
murallas históricas, constituyen los instrumentos que conformaban el 
urbanismo decimonónico. 
 
Con esta realidad social se aprecia una evidente carencia de regulación 
específica para el uso del suelo rural, al entender principalmente a este tipo de 
terreno como el sustrato material sobre el que se realizaban las actividades 
económicas del sector primario, lo que le otorgaba una atención normativa muy 
residual. Por descontado, todavía estaban muy lejanas en el tiempo las 
posiciones sociales de concienciación medioambiental que iniciaron las 
propuestas de protección de determinados elementos del suelo no destinado al 
desarrollo urbanístico y al crecimiento de las poblaciones. 
 
No obstante lo anterior, en la normativa de la época podemos encontrar 
algunos esbozos de protección específica de suelo rural, concretamente en las 
                                                                                                                                
VALLVÉ, Marta (2007), o en la clásica “Génesis y Evolución del Derecho Urbanístico Español” 
BASSOLS COMA, Martín (2002, 1ª ed. 1973). 
5 Con CASTELAO RODRÍGUEZ, Julio y SANTOS DÍEZ, Ricardo (1999, págs. 76 y ss.), 
podemos citar las siguientes normas por orden cronológico: 
- Real Orden de 25 de julio de 1846, sobre planos geométricos de poblaciones. 
- Real Orden de 29 de junio de 1863, sobre reglas de construcción de edificios. 
- Ley de 29 de junio de 1864, de Ensanche de Poblaciones. 
- Ley de 26 de julio de 1892, de Ensanches de Madrid y Barcelona. 
- Ley de 18 de marzo de 1895, de Saneamiento y Mejora de Grandes Poblaciones. 
- Real Orden de 3 de enero de 1923, de instrucciones técnico-sanitarias para pequeños 
municipios. 
- Real Orden de 9 de agosto de 1923, de condiciones higiénicas de viviendas y condiciones 
técnico-sanitarias para el ensanche y reforma interior de poblaciones. 
- Ley de 15 de mayo de 1945, de Ordenación de Solares. 
6 GUTIÉRREZ COLOMINA, Venancio (2012-c, pág. 634). 
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leyes reguladoras de los diversos ámbitos del dominio público, en las que se 
establecían limitaciones y servidumbres legales para garantizar el uso y 
protección de dichos bienes, constituyendo una de las primeras referencias de 
lo que, en fecha muy posterior, se denominaría suelo no urbanizable 
especialmente protegido por legislación sectorial. A modo de ejemplo podemos 
citar la Ley de Aguas Continentales7 de 1879, en la que se establecen las 
servidumbres de sirga (arts. 112 y siguientes), en las zonas laterales de los ríos 
navegables o flotables; de amarre (arts. 120 y 121) o de depósito (arts. 122 y 
siguientes). Al objeto de garantizar la viabilidad de estas servidumbres, 
principalmente la de sirga, los titulares de los predios colindantes tenían 
vedada la ejecución de “…plantaciones, siembras, cercas, zanjas ni otras obras 
o labores que embaracen su uso” (artículo 118). En definitiva, en este tipo de 
regulaciones de protección de elementos del dominio público podemos 
encontrar las primeras manifestaciones del suelo especialmente protegido, 
pero como elemento garantizador de los bienes y recursos destinados al uso o 
servicio público y no, o al menos no en principio, como régimen de salvaguarda 
del entorno rural y de sus valores específicos.  
 
Esta situación de ausencia de normativa específica del suelo rural en cuanto a 
su régimen urbanístico era suplida, al menos en cierta medida, por la normativa 
civil reguladora del derecho de propiedad aplicable a los predios rústicos y por 
la normativa sectorial aplicable al uso agrario del suelo que, generalmente con 
regulaciones basadas en las tradiciones locales, contenían determinados 
parámetros de su régimen de utilización conforme a su carácter de bienes del 
sector primario. En estas normas se establecían determinados criterios de uso 
y disposición de este tipo de bienes inmuebles que, posteriormente, se irían 
incluyendo de forma progresiva en los instrumentos de ordenación territorial o 
urbanística8 formulados sobre sus ámbitos geográficos. Pero estas 
excepciones no pueden soslayar la realidad de la falta de tratamiento normativo 
                                            
7 https://sirio.ua.es/libros/BGeografia/ley_de_aguas/index.htm (último acceso, 26 de octubre de 
2018). 
8 Como ejemplo de esta regulación agraria tradicional podemos citar el Informe al Consejo 
sobre la Ley Agraria de Pablo de Olavide, citado por ANES ÁLVAREZ, Gonzalo (1995, págs. 
111 y ss.). 
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del suelo rural que se producía en la España de principios de siglo XX, debido 
a que su uso quedaba básicamente restringido a la agricultura y ganadería y a 
que, por lo general, las necesidades urbanísticas de los habitantes del medio 
rural español distaban mucho de ser entendidas como prioritarias, salvo 
algunas excepciones como la citada Real Orden de 3 de enero de 1923, de 
instrucciones técnico-sanitarias para pequeños municipios. 
 
Esta situación se mantuvo a grandes rasgos durante el transcurso del primer 
tercio del siglo XX, aunque durante este periodo la normativa española 
empieza a abordar cuestiones relativas al tratamiento del suelo rural, como es 
el caso de las valoraciones de fincas y su posible expropiación, reguladas en el 
Estatuto Municipal de Calvo Sotelo, de 8 de marzo de 19249, o en segundo 
lugar, la regulación contenida en el Texto Articulado de la Ley Municipal de 31 
de octubre de 1935, en la que las Cortes de la II República atribuyeron a los 
Ayuntamientos la competencia sobre las vías públicas urbanas y rurales, 
asumiendo su custodia, cuidado y mantenimiento10.  
 
Como indica DÁVILA LINARES11, desde la década de los años veinte del 
pasado siglo en España comienzan a penetrar las nuevas tendencias 
urbanísticas surgidas en Europa tras la Primera Guerra Mundial, poniendo de 
manifiesto la necesidad de reformar el sistema legislativo vigente sobre la 
materia, con el objeto de afrontar las nuevas exigencias sociales y lo que 
suponían para el territorio, sobre todo en lo que respecta al crecimiento 
espacial que requerían algunos lugares, con niveles desconocidos hasta ese 
momento. Entre esas nuevas tendencias urbanísticas europeas, el citado autor 
destaca la denominada Arquitectura o Urbanismo Racionalista, cuya premisa 
fundamental era, como su propio nombre indica, introducir medidas racionales 
en la consideración espacial del territorio, incluyendo las normas de ensanche, 
higiene anteriormente consideradas, pero también, los criterios estéticos y de 
ordenación de construcciones en su disposición material.  
                                            
9 Gaceta de Madrid núm. 69, de 9 de marzo de 1924. 
10 Gaceta de Madrid núm. 307, de 3 de noviembre de 1935. 
11 DÁVILA LINARES, Juan Manuel (1991, pág. 102). 
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De conformidad con estos parámetros, la aplicación práctica principal de esta 
tendencia urbanística se plasma en la técnica de la zonificación12, descrita 
como la descomposición espacial del territorio, clasificar los principales usos 
del suelo y, en función de ambos parámetros, asignar a cada zona espacial el 
uso o usos al que esté destinado. Como afirma ROMERO ALOY13, la 
zonificación aparece como un modelo interpretativo de la ciudad, aparejado con 
un aparato normativo con fuerza de obligar, dotado de las cualidades de 
sencillez, fácilmente detallado y convincente por su racionalidad, de tal modo 
que ofrece unas posibilidades muy destacables para que pueda ser utilizado 
como herramienta eficaz por los agentes que operan en la formación o en la 
transformación de la ciudad. En esta época, su protagonismo en el urbanismo 
crece de modo notable hasta tal punto que no forma parte del plan sino que, 
desde un punto de vista técnico, lo constituye. 
  
No obstante lo anterior, la doctrina concluye que estos avances urbanísticos 
solo tuvieron aplicación práctica en algunos lugares muy concretos dentro del 
territorio nacional, en los que las nuevas formas de entender la gestión 
territorial fueron capaces de penetrar en la consideración de los poderes 
encargados de aplicar las incipientes normas urbanísticas vigentes. Lo cierto es 
que, con carácter general, la situación en el periodo previo a la Guerra Civil 
Española de 1936 había variado muy poco con respecto a la que se apreciaba 
a inicios del siglo XX.   
 
Esta realidad, corregida y aumentada con los funestos efectos derivados de la 
contienda civil, determinaron que las primeras normas emanadas por las 
Cortes del régimen instaurado por el General Francisco Franco fueran las que 
otorgaran al urbanismo un carácter integrador del municipio, considerando el 
término municipal en su conjunto a la hora de establecer la obligatoriedad de 
regular los usos e intensidades edificatorias. En concreto, es preciso hacer 
                                            
12 La técnica de la zonificación ya se incorpora al Estatuto Municipal de 1924, como criterio de 
distribución racional de los usos del suelo. 
13 ROMERO ALOY, María Jesús (2011). 
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referencia en primer lugar a la Ley de Régimen Local de 194514, que estableció 
en sus artículos 134 y siguientes la obligatoriedad de aprobar un plan general 
de urbanización integral, que contuviera para cada término municipal las 
determinaciones urbanísticas tanto del suelo urbano como del no susceptible 
de urbanización posterior.  
 
Por su parte, BASSOLS COMA añade a la anterior la Ley de Solares de 1945 y 
la legislación específica de grandes ciudades del periodo 1944-1953, 
argumentando que fueron normas que de forma progresiva contribuyeron a 
permitir la gestación de una ley general que abordara de forma integral la 
regulación urbanística española15. En concreto, MENÉNDEZ REXACH16 
destaca la legislación urbanística especial para grandes ciudades, debido a que 
su objeto principal era la aprobación de un plan general por el que se dividiera 
el territorio fundamentalmente en zonas urbanizadas y zonas urbanizables, 
estableciendo el régimen aplicable a unas y otras mediante técnicas jurídicas 
que anticipaban las que posteriormente se incluirán en la LS1956. 
 
En resumen, la realidad socioeconómica de la España de posguerra junto con 
estos progresivos avances normativos, propiciaron que el poder legislativo de 
la época asumiera por primera vez la necesidad de elaborar una normativa 
integral del urbanismo para toda España, en la que se establecieran los 
principios fundamentales del desarrollo territorial al que deberían adaptarse 
obligatoriamente los planeamientos de las entidades locales y que, ahora sí de 






                                            
14 BOE núm. 199, de 18 de julio de 1945. Posteriormente esta ley fue refundida en sendos 
textos articulados de 16 de diciembre de 1950 y 24 de junio de 1955. 
15 BASSOLS COMA, Martín (2006, pág. 49). 
16 MENÉNDEZ REXACH, Ángel (2006, pág. 164). 
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B. La Ley de 12 de mayo de 1956, sobre Régimen del Suelo y Ordenación 
Urbana. 
 
El Boletín Oficial del Estado número 135, de 14 de mayo de 1956, publicó el 
texto de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana (LS1956), 
primera norma española denominada expresamente como urbanística, que 
como se ha indicado anteriormente nacía con el ánimo de superar la dispersión 
normativa en la que hasta entonces se contenía la regulación del Derecho 
Urbanístico español y, de este modo, ofrecer una regulación integral del suelo y 
de su ordenación territorial17. Esta norma, que indudablemente supone el inicio 
de la regulación urbanística española, fue calificada en su día como un ejemplo 
evidente de la magistral técnica normativa de los años cincuenta del siglo XX, 
en la que se promulgaron una gran cantidad de normas administrativas, 
algunas de las cuales incluso hoy día permanecen vigentes. En concreto, se ha 
alabado el esfuerzo unificador de los parámetros urbanísticos de todo el 
territorio nacional, afrontando de forma integral todas las vertientes del 
urbanismo mediante el estableciendo criterios de directa aplicación para los 
distintos tipos de suelo que identifica la ley18. 
 
Como criterio general más destacable de esta nueva regulación urbanística 
nacional, la doctrina pone el acento en la exigencia de la distribución del 
territorio mediante el sistema de clasificación del suelo, que desde ese 
momento ha permanecido en la normativa urbanística española19. La 
clasificación del suelo que introdujo la nueva norma consistía en formar 
compartimentos estancos (y solo excepcionalmente comunicables) dividiendo 
                                            
17 La propia exposición de motivos de la ley comienza de esta manera: “El urbanismo español 
se rige por una serie de disposiciones que, promulgadas en muy diferentes fechas, no integran 
un conjunto orgánico”. 
18 No obstante, algunos sectores doctrinales achacan a la Ley de Suelo de 1956 la apertura de 
una separación entre el Derecho Urbanístico español y el del resto de países europeos, al 
introducir una distinción conceptual del territorio diferente a la de los países de nuestro entorno, 
cuya impronta permanece actualmente en las normas territoriales y urbanísticas vigentes. En 
concreto, se discute la adopción de un criterio excesivamente centrado en la planificación del 
suelo, en contra de lo que sucede en otros países de nuestro entorno cercano, en los que la 
figura del planeamiento es mucho menos destacada y rígida que en España, dado que se 
establece por regla general una zonificación de usos o una norma nacional edificatoria y no una 
clasificación del suelo como elemento estanco en cada ámbito territorial. 
19 Cfr. SANTOS DÍEZ, Ricardo (2004). 
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la totalidad del ámbito territorial considerado en suelo urbano, suelo de reserva 
urbana (urbanizable o apto para ser urbanizado) y suelo rústico (posteriormente 
denominado no urbanizable) y, ya dentro de cada clase de suelo, diferenciando 
categorías diferentes en función de sus especiales condiciones.  
 
Como apunta ROMERO ALOY20, con esta exigencia de distribución espacial 
del territorio la nueva normativa española asumía un muy acabado diseño de la 
técnica de zonificación urbanística. Para ello, en la propia exposición de 
motivos, al tratar del régimen jurídico del suelo se indicaba expresamente que 
con la nueva regulación se instituía un régimen del suelo según su situación y 
destino, de tal modo que configuraba las facultades dominicales sobre los 
terrenos conforme a su calificación urbanística, constituyendo un estatuto 
jurídico del suelo. Mediante este sistema, las limitaciones y deberes de de 
atribuidas a cada tipo de suelo definían el contenido normal de la propiedad 
según su naturaleza y, por lo tanto, su delimitación legal no daba lugar a 
indemnización por la diferencia de trato otorgado a cada territorio. 
  
Entrando a analizar la nueva situación jurídica que se planteaba para el suelo 
rural con la Ley del Suelo de 1956, debemos destacar en primer lugar la propia 
delimitación que establece su artículo 62, en el que se identificaba en todo 
término municipal en el que se aprobara un plan de ordenación las clases de 
suelo urbano, de reserva urbana y rústico21. En concreto, éste último se definía 
de forma residual por el artículo 65, como todo el que no fuera incluido dentro 
de ninguna de las dos primeras clases. De este modo, conforme afirman 
BULLEJOS CALVO y ORTEGA MARTÍN22, la regulación del suelo rústico (rural 
o no urbanizable) desde la óptica de la LS1956, supone el nacimiento de la 
concepción residual o negativa del suelo rústico o no urbanizable. En todo 
caso, como afirma MENÉNDEZ REXACH esta clase de suelo no se 
                                            
20 Op. cit. (2011). 
21 En el supuesto de los Municipios sin Plan de ordenación, se identificaban únicamente el 
suelo urbano y rústico, determinando la necesidad de que los clasificados como reserva urbana 
se delimitaran únicamente por el instrumento de planeamiento exigible a todo término 
municipal. 
22 BULLEJOS CALVO, Carlos y ORTEGA MARTÍN, Eduardo (2012-b). 
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configuraba de forma homogénea a efectos de su valoración, debido a que en 
función de su situación podía ser tasado conforme a su valor inicial o 
expectante23. 
 
A partir de esta alusión, ciertamente enunciada en sentido residual, la LS1956 
establece la primera regulación urbanística dirigida expresamente al suelo no 
incorporable al proceso urbanizador y que conforme se incluía 
fundamentalmente en su artículo 69, se centraba en la enumeración de un 
elenco de limitaciones de usos para los titulares esta clase de suelo, tendentes 
a su conservación en situación rural conforme hubiera sido declarada por el 
planeamiento. 
 
De conformidad con lo anterior, la primera de las limitaciones a las que se 
refiere el artículo 69.1 viene a establecer, aunque de forma ciertamente muy 
superficial, el origen de la especial protección del suelo rural por instrumento de 
planificación, al disponer expresamente que los terrenos que, conforme al 
planeamiento en vigor, por sus características particulares deban ser objeto de 
conservación y defensa no podrán ser dedicados a utilizaciones que implicaran 
transformación de su destino propiamente agrícola o forestal, según la propia 
ordenación. Esta afirmación legal otorgaba la competencia al instrumento de 
planeamiento, del que deberían dotarse todos los municipios españoles, para 
delimitar los ámbitos de suelo no susceptibles de ser incorporados al proceso 
urbanizador en virtud de sus especiales condiciones agrícolas o forestales, con 
lo que de facto se venía a exigir al planificador urbanístico la necesidad de 
identificar las áreas en las que concurrieran efectivamente estas condiciones 
naturales y, por añadidura, establecer un régimen específico de protección 
suplementario al establecido por la LS1956 para el resto de suelo rústico 
definido conforme a la normativa sectorial aplicable.  
 
Esta última exigencia se desprende igualmente de lo dispuesto por el artículo 
69.2, que literalmente establecía que en los terrenos rústicos a que se refería la 
                                            
23 Op. cit. (2006, pág. 175). 
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limitación del punto anterior, los propietarios deberían llevar a cabo los 
aprovechamientos y explotaciones de los que fueran naturalmente 
susceptibles, de acuerdo con las disposiciones dictadas por el Ministerio de 
Agricultura. Conforme a esta realidad normativa, y aunque al suelo rústico es el 
único tipo al que se le dedicaba un artículo propio para definir su estatuto, 
prohibiciones y deberes e, incluso, dentro del mismo se señalaba la necesidad 
de conservación de determinados suelos agrícolas y forestales, para 
MATESANZ PARELLADA esta protección singular no suponía de forma 
expresa el establecimiento de una categoría diferenciada para estos suelos, 
aunque con estas medidas se pretendía evitar la especulación del territorio 
que, entre otras cosas, sustraía prematuramente terrenos rurales a sus usos 
tradicionales24. En sentido contrario, PAREJA I LOZANO25 sí interpreta que la 
LS1956 contenía un régimen de protección especial de determinados suelos 
rústicos, conformado por lo dispuesto en sus artículos 13, 15, 17 y 69.1. 
  
Por lo demás, el régimen del suelo rústico que establecía la LS1956 se 
completaba con las siguientes medidas: 
 
a) Se establecía un estándar de edificabilidad26 sobre el suelo rural, 
delimitado por la proporción máxima de 1,00 m3 por cada 5,00 m2 de 
superficie, definido como facultad de los titulares de este tipo de suelo, 
con la excepción de las construcciones destinadas a explotaciones 
agrícolas que se incluyeran en normas o planes del Ministerio de 
Agricultura. 
 
Para CRIADO SÁNCHEZ27 este derecho edificatorio inherente a la 
propiedad con carácter general de un metro cúbico por cada cinco 
metros de superficie de terreno en suelo rústico que disponía la LS1956, 
                                            
24 MATESANZ PARELLADA, Ángela (2009). 
25 PAREJA I LOZANO, Carles (2006, pág. 300). 
26 Es destacable la inclusión en la LS1956 de este criterio de edificabilidad en suelo rural, algo 
que posteriormente fue reservado al suelo urbano, siendo sustituido en los suelos no 
urbanizables por el concepto de “ocupación”, término carente de las connotaciones urbanas 
que presenta actualmente el de edificabilidad. 
27 CRIADO SÁNCHEZ, Alejandro Javier (2016). 
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supone otro hito histórico que posteriormente cambiaría por el 
crecimiento económico en las posteriores normas urbanísticas. Este 
derecho igualmente provocaría una extensa literatura doctrinal, que 
llegaría a concluir que el derecho a edificar es inherente al de propiedad, 
algo que tuvo necesariamente que cambiar en función de su adecuación 
a la función social que actualmente limita la titularidad de los predios y 
que, en consecuencia, cada vez se encuentra más restringido en el 
suelo rústico o no urbanizable, debido al grave peligro que su uso 
indiscriminado ha supuesto para los entornos rurales. 
 
De este modo, la prevalencia de este derecho a edificar en suelo rústico 
sobre el resto de limitaciones, apuntada por autores como el citado 
PAREJA I LOZANO en base a la exigencia de indemnización que se 
establecía frente a cualquier restricción que se impusiera frente al 
mismo, incluso por cuestiones relativas a la protección del territorio, fue 
el elemento que influyó decisivamente en el proceso de alteración 
progresiva de la naturaleza del suelo rústico, principalmente mediante la 
aparición de numerosos núcleos residenciales no vinculados, al menos 
directamente, al uso tradicional del suelo rural28.  
  
b) En segundo lugar, cabe destacar que en la nueva regulación se 
delimitaban los usos que, en contra de los tradicionales del suelo rural, 
debían por cualquier circunstancia ubicarse fuera de los entornos 
urbanos y que desarrollaban fines sociales, asistenciales, sanitarios, 
educativos o turísticos, a los que se otorgaba además la posibilidad de 
exceder la proporción edificatoria general. Esta posibilidad se 
instrumentaba siempre de forma justificada y mediante la autorización de 
la Entidad Local, previa tramitación de un procedimiento establecido al 
efecto en el artículo 46.329 LS1956. 
                                            
28 Op. cit. (2006, pág. 301). 
29 El artículo 46.3 LS1956 disponía literalmente: 
3. El proyecto de modificación se someterá a información pública por plazo de un mes, y 
requerirá la aprobación de la Corporación municipal, con el quórum del artículo trescientos tres 
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c)  Se definía el régimen de autorización de la vivienda unifamiliar aislada 
en ámbitos alejados de los núcleos urbanos, siempre que se acreditara 
la no concurrencia de riesgo de formación de núcleo de población. Del 
mismo modo que en el caso anterior, estas viviendas singulares podrían 
igualmente exceder del estándar edificatorio previa tramitación del 
denominado “proyecto de modificación” regulado en el citado artículo 
46.330. 
 
d)  Se imponía la obligación de adaptar las construcciones al entorno rural y 
a su condición aislada, prohibiendo expresamente “…las edificaciones 
características de las zonas urbanas y especialmente los bloques de 
pisos con paredes medianeras al descubierto”.  
 
e)  Finalmente, se consagraba el concepto de unidad mínima de cultivo 
como límite expreso de los fraccionamientos o segregaciones de predios 
rústicos. Dicha unidad mínima de cultivo debía establecerse para cada 
término municipal por los instrumentos de planeamiento del que 
obligatoriamente debían dotarse. 
 
En definitiva, la LS1956 contenía la primera regulación urbanística española 
que atendía específicamente al suelo rural, estableciendo un régimen unitario 
de tratamiento del suelo declarado como rústico, ya obtuviera esta 
consideración de forma expresa mediante la determinación del planeamiento 
aplicable en cada término municipal o, en otro caso, por delimitación material, 
al considerarse en esta clase a los suelos no urbanizados de los municipios 
carentes de planeamiento general. Dicha regulación configuraba un régimen 
jurídico muy simplificado y basado en la delimitación de los usos del suelo 
autorizables, con carácter general exigiendo la vinculación de los mismos a su 
                                                                                                                                
de la Ley de Régimen Local, y de la Comisión Provincial o Central de Urbanismo, según 
procediere, con los mismos requisitos. 
30 Cfr. MENÉNDEZ REXACH, Ángel (2017). 
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naturaleza rural, salvo en las excepciones en las que se entendiera procedente 
la ubicación en suelo rural de usos no característicos del mismo.  
 
Sin embargo, esta determinación positiva de un régimen peculiar para el suelo 
rústico presentaba, para autores como MADERA DONOSO31, el inconveniente 
de su propia definición residual, que en la práctica impidió la eficacia del nuevo 
sistema legal, a lo que se añadió el disperso e incoherente comportamiento de 
la legislación sectorial que vino a colaborar decisivamente en la no consecución 
de los objetivos que se pretendían. Sobre esta última cuestión PAREJA I 
LOZANO32 destaca la influencia negativa que sobre el régimen del suelo rústico 
tuvo la aplicación de la regulación de determinadas normas sectoriales, como 
fueron las expropiaciones urbanísticas de suelo rústico para la creación de 
polígonos de viviendas al amparo de la Ley de 21 de julio de 1962, que 
motivaron el surgimiento de núcleos residenciales al margen de la ordenación 
urbanística aplicable en el territorio; las actuaciones producidas sobre suelo 
rústico en ejecución de los Planes de Desarrollo aprobados por la Ley 
194/1963, en los que se incluía la localización de los denominados polos de 
promoción y desarrollo industrial sin sujeción de ningún tipo a las previsiones 
urbanísticas; la implantación en suelo rústico de instalaciones industriales en 
base a la aplicación mecánica del régimen de distancias mínimas a las zonas 
residenciales previsto en el reglamento de actividades molestas, insalubres, 
nociva y peligrosas de 1961; y, fundamentalmente, por la irrupción de la Ley de 
Zonas y Centros de Interés Turístico Nacional de 1964, que facilitó su 
implantación sobre cualquier tipo de planeamiento vigente, en muchos casos 
con un gran impacto territorial, ambiental y paisajístico. 
 
No obstante lo anterior, puede afirmarse que la indicación establecida en el 
artículo 69.2 antes citado, suponía de facto la introducción de un régimen de 
protección reforzado conforme a lo que determinara el planeamiento general de 
cada término municipal y, en su caso, las disposiciones gubernamentales que 
establecieran los criterios de explotación del suelo conforme a su uso 
                                            
31 MADERA DONOSO, Miguel (2016). 
32 Op. cit. (2006, págs. 302-303). 
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tradicional y que fueran acordes con dicho régimen de protección 
suplementario sobre el general asignado al suelo rural. Esta determinación 
normativa ha sido considerada como la primera alusión al régimen de especial 
protección por planificación (en este caso urbanística) del suelo no urbanizable, 
realizada por la legislación española. 
 
Esta afirmación se acredita al constatar que la exigua regulación del suelo 
rústico contenida en la LS1956 fue conformando progresivamente un régimen 
normativo suficientemente individualizado frente a la regulación del suelo 
urbanizado o susceptible de urbanización y que, a efectos de la protección de 
la integridad del entorno rural, fue objeto de reconocimiento por los Tribunales 
de Justicia, al afirmar en numerosas resoluciones la prevalencia de los 
parámetros constructivos establecidos en el artículo 69 frente a los estándares 
aplicables al suelo urbano, siempre que no concurrieran los supuestos 
excepcionales habilitados por el citado artículo y se hubiera seguido la 
tramitación exigida en el mismo. Como ejemplo podemos destacar la STS de 
17 de mayo de 1978 (Sala 3ª, FD 2º. Ponente BOTELLA TAZA, CENDOJ: 
28079130041978100860), en la que se exige expresamente el cumplimiento de 
las medidas de ordenación del suelo rústico aun en los casos en los que se 
acreditara el cumplimiento de los requisitos sectoriales para instalar 
construcciones industriales fuera de los ámbitos de suelo urbano. 
   
Para finalizar esta referencia a la LS1956 y como elemento de indudable 
incidencia en el suelo rústico definido por la misma, es preciso realizar una 
mención expresa a la intención del legislador de conseguir un sistema 
jerarquizado y sistemático de planeamiento territorial que, conforme 
determinaba su artículo sexto, se plasmaba en la exigencia de aprobación de 
un Plan Nacional de Urbanismo, Planes Provinciales y, finalmente, los Planes 
Municipales (e incluso Comarcales, cuando afectaran a más de un municipio). 
Con esta distribución en capas territoriales de los distintos instrumentos de 
planeamiento, la normativa urbanística pretendía establecer un sistema 
jerarquizado en el que los planes supramunicipales establecieran las directrices 
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territoriales de aplicación global, que posteriormente deberían ser desarrolladas 
por los inferiores en sus respectivos ámbitos geográficos. Con ello se 
introducían en la normativa urbanística los principios de lo que, posteriormente, 
se definiría conceptualmente como “ordenación territorial”, estableciendo un 
ámbito diferenciado del urbanismo, pero con evidente incidencia y conexión 
con éste33. 
 
De este modo, el artículo séptimo de la LS1956 atribuía al citado Plan Nacional 
de Urbanismo la función de configurar “…las grandes directrices de la 
organización urbanística del territorio español, en función de las conveniencias 
de la ordenación social y económica, para el mayor bienestar de la población”, 
con lo que de facto se pretendía que este instrumento de planeamiento 
asumiera las funciones trasversales de ordenación territorial que 
posteriormente se atribuirán a los instrumentos de planificación territorial, 
incluyendo el establecimiento de protecciones específicas sobre ámbitos 
determinados de suelo rústico, que en función de sus especiales características 
naturales fuera preciso establecer por estos instrumentos de planificación 
supramunicipal.  
 
En función de esta premisa, el artículo octavo al delimitar las funciones de los 
Planes Provinciales establecía en su punto e) que deberían contener las 
normas urbanísticas para la defensa de las comunicaciones, de la naturaleza, 
del paisaje, del medio rural y del patrimonio artístico de las poblaciones, así 
como para la edificación en todos los terrenos respecto de los cuales no 
hubiere planeamiento aprobado. Estos instrumentos supramunicipales 
ciertamente presentaban una vocación dirigida, de forma prioritaria, a la 
configuración de una ordenación urbanística generalizada con aplicación 
directa en los municipios sin ordenación municipal, aunque de facto pudieran 
                                            
33 Con arreglo a lo dispuesto en la Carta Europea de la Ordenación del Territorio, adoptada por 
la Conferencia Europea de Ministros responsables de Ordenación del Territorio (CEMAT) en 
1983, podemos definir la ordenación del territorio como la expresión espacial de la política 
económica, social, cultural y ecológica de toda la sociedad, por lo que se puede apreciar que 
es una disciplina de carácter transversal, puesto que su objetivo es trasladar al espacio 
geográfico de una zona las localizaciones concretas de las diversas actividades, usos y áreas 
de especial protección, que en cada momento concreto demanda la sociedad. 
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establecer elementos de ordenación del territorio de su ámbito espacial, al 
estilo de los actuales planes de ordenación territorial de ámbito subregional, tal 
y como expresamente habilitaba el artículo trece, al disponer expresamente 
que, sin perjuicio de la inclusión en planes territoriales, el planeamiento 
urbanístico podría referirse especialmente a la ordenación de ciudades 
artísticas, protección del paisaje y de las vías de comunicación, conservación 
del medio rural en determinados lugares, saneamiento de poblaciones y a 
cualesquiera otras finalidades análogas. 
  
En conclusión, puede destacarse que la LS1956 pretendía configurar un 
ambicioso dispositivo de instrumentos que permitieran establecer una total 
cobertura del territorio nacional, entre cuyos fines debía incluirse el 
establecimiento de los ámbitos de especial protección del medio rural cuyas 
condiciones naturales así lo exigiera y las medidas que en garantía del 
cumplimiento de esta protección suplementaria debieran establecerse. Sin 
embargo, la exigente propuesta de planificación integral del territorio nacional 
no fue objeto de implantación en la práctica, llegando solo a aprobarse algunos 
planes provinciales en los casos de Barcelona, Guipúzcoa y algunas islas, lo 
que supuso la falta de una ordenación supramunicipal de alcance territorial en 
casi todo el territorio nacional. Para BASSOLS COMA34 esta realidad fue la 
determinante para la proliferación de planificaciones y actuaciones sectoriales 
carentes de toda armonización al no disponer de un referente territorial, con lo 
que se acentuaba el desajuste y desorden de la planificación urbanística 








                                            
34 Op. cit. (2006, págs. 80 y ss.). 
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C. La Ley del Suelo de 1975 y su Texto Refundido de 1976. 
 
1. La nueva regulación del suelo. 
 
Con el régimen político surgido tras la Guerra Civil de 1936 dando sus últimos 
coletazos, se planteó la necesidad de reformar la LS1956 ante la no 
consecución de sus objetivos prioritarios, entre los que como se ha apuntado 
cabe destacar la ausencia generalizada de aprobación de los planeamientos 
distribuidos en capas jerárquicamente organizadas a nivel provincial, salvo muy 
contadas excepciones35. 
 
Ante esta tesitura, se promulgó la Ley de Reforma de la Ley sobre Régimen del 
Suelo y Ordenación Urbana, de 2 de mayo de 197536, que fue concebida como 
una batería de medidas tendentes a la modificación y actualización a la 
realidad social de la época de los parámetros contenidos en la LS1956 y que, 
de forma obligada, requería su culminación normativa mediante la habilitación 
al Gobierno para que procediera a su refundición37. De conformidad con este 
mandato, el primer Gobierno de la era posfranquista aprobó el Real Decreto 
1346/1976, de 9 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley 
sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana38 (BOE número 144, de 16 de 
junio de 1976). 
 
Conforme a esta premisa, el nuevo texto legal viene a mantener la directa 
consideración a la zonificación del territorio incluida en la anterior, disponiendo 
expresamente su artículo primero la competencia urbanística para establecer 
las distintas zonas de utilización del suelo según la densidad de la población 
que haya de habitarlas, el porcentaje de terrenos que pueda ser ocupado por 
construcciones (volumen, forma, número de plantas, clase y destino de los 
                                            
35 Partiendo del propio Plan Nacional de Urbanismo que nunca llegó a ser aprobado. 
36 BOE núm. 157, de 5 de julio de 1975. 
37 Disposición adicional segunda de la Ley del Suelo de 1975. 
38 Los avatares del destino han propiciado que, como se analizará posteriormente, el 
TRLS1976 permanezca vigente de forma permanente como norma estatal de aplicación 
supletoria de la normativa urbanística autonómica de directa y preferente aplicación, en virtud 
de lo dispuesto en la STC 61/1997, de 20 de marzo. 
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edificios) y con sujeción a ordenaciones generales uniformes para cada 
especie de los mismos en toda la zona. Esta consideración zonal del territorio 
se aplica igualmente a los ámbitos de suelo declarados como aptos para 
urbanizar y a los excluidos de dicho proceso, incluyendo a los que se delimiten 
como merecedores de un régimen singularizado de especial protección39. 
 
Partiendo de esta consideración inicial, cabe indicar que el tratamiento que esta 
nueva normativa urbanística estatal otorgaba al suelo rural presentaba varias 
novedades con respecto a la regulación de la que le precedió, debiendo ser 
destacadas las siguientes40: 
 
a) En primer lugar, el suelo rural cambia su denominación de suelo rústico 
a suelo no urbanizable, con lo que se adopta la denominación que 
posteriormente se impondrá como generalizada en la normativa 
urbanística española posterior (tanto estatal como autonómica)41. Con 
esta medida se pretendía poner de manifiesto la exclusión de este tipo 
de suelo del desarrollo urbanizador predicable del resto de suelos 
incluidos en los instrumentos de planeamiento y, como afirma PAREJA I 
LOZANO, acentuar la limitación del régimen establecido por la nueva 
regulación sobre la propiedad rústica en cuanto al establecimiento de 
criterios objetivos para la edificación42. 
 
Esta consideración del TRLS1976 ha sido objeto de discusión doctrinal 
al entender que con esta denominación se pone de manifiesto 
exclusivamente la dimensión urbanística de este suelo, obviando su 
                                            
39 Cfr. ROMERO ALOY, María Jesús (2011). 
40 Vid. GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús (1998, págs. 902 y ss.). 
41 BARREDA BARBERÁ, Juan (2008, págs. 39 y ss.) estima que la expresión “no urbanizable” 
no es acertada, tanto por su definición negativa y no positiva del suelo como, 
fundamentalmente, porque no se encuentra excluido totalmente del proceso urbanizador salvo 
los ámbitos que se delimiten como especialmente protegidos. No obstante, como indica 
igualmente este autor, el término “no urbanizable” ha sido mantenido por las normativas 
urbanísticas posteriores, salvo en el caso de algunas Comunidades Autónomas que han 
acogido el vocablo “rústico” al estimarlo más apropiado para su definición y atendiendo, entre 
otras cuestiones, a la recomendación formulada por el II Congreso Español de Derecho 
Urbanístico. 
42 Op. cit. (2006, pág. 304). 
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condición principal de suelo en situación rural y los supuestos 
excepcionales en los que cabe realizar actuaciones sobre el mismo.  
 
b) En segundo lugar, como se ha apuntado, cabe destacar que en la nueva 
regulación se renuncia a establecer un régimen genérico de condiciones 
concretas para la realización de construcciones en suelo no urbanizable, 
asignando esta función de forma expresa a los instrumentos de 
planeamiento aplicables en cada término municipal. A juicio del citado 
autor43 con esta medida el TRLS1976 procede a la desvinculación entre 
propiedad y edificación en el suelo no urbanizable, lo que estima de gran 
trascendencia para el desarrollo de la política de protección de espacios 
naturales realizada a partir de este momento. 
 
c) Mantiene la determinación por la que las construcciones autorizadas en 
suelo no urbanizable no pueden presentar las características de las 
ejecutadas en zonas urbanas, aunque deriva igualmente al 
planeamiento aplicable las condiciones propias de ejecución de esta 
premisa. 
 
d) Finalmente, establece de una forma más nítida que en la normativa 
anterior la distinción de los suelos clasificados como no urbanizables, 
diferenciando entre los de carácter genérico (que se delimitan de forma 
residual en los municipios sin Plan General Municipal de Ordenación o 
de forma expresa conforme determine este instrumento de planeamiento 
urbanístico en cada término municipal) y los incluidos en espacios que, 
por sus excepcionales características (agrícolas, forestales, ganaderas, 
de explotación de recursos naturales, paisajísticas, históricas, culturales, 
o la defensa de la flora, fauna y el equilibrio ecológico) según el Plan 
General de cada término municipal tuvieran que ser objeto de una 
especial protección44.  
 
                                            
43 Op. cit. (2006, pág. 308). 
44 Art. 80 del TRLS1976. 
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Por lo tanto, siguiendo la tendencia iniciada por la anterior normativa, el 
TRLS1976 otorgaba la posibilidad al planeamiento de cada municipio de 
establecer determinados ámbitos de suelo no urbanizable como merecedores 
de un régimen de protección suplementaria de la atribuida de forma genérica al 
resto de suelo no urbanizable de régimen común, al identificar las zonas de 
suelo rural cuyas condiciones naturales, ambientales, económicas, culturales, 
paisajísticas o ámbito similar pudieran exigir el establecimiento de un régimen 
jurídico de protección y salvaguarda diferenciado y, por definición, mucho más 
exigente.  
 
A juicio de GONZÁLEZ PÉREZ45 en la reforma de la normativa urbanística de 
1975 se otorga una doble función al planeamiento general con respecto al 
suelo no urbanizable, ya que no solo debía delimitar el terreno incluido en esta 
concreta clasificación sino que, además, tendría que determinar los ámbitos 
que deberían comprender la categoría cualificada de esta clase de suelo al 
requerir una especial protección. Conforme a esta premisa, el citado autor 
entiende que el suelo no urbanizable se configura en la nueva regulación no 
con un sentido residual, sino con un sentido de protección frente a las 
propuestas de desarrollo urbanizador, o incluso, de forma reforzada, por sus 
especiales valores inherentes. Por su parte, MENÉNDEZ REXACH no excluye 
el carácter residual del suelo no urbanizable en el TRLS1976, si bien estima 
que esta condición solo sería aplicable para el suelo no urbanizable común, 
que puede delimitarse bajo esta premisa y sin necesidad de justificación, frente 
al especialmente protegido cuya declaración debía basarse en la situación real 
de los terrenos incluidos en esta categoría46. 
  
Con arreglo a los criterios expuestos, el TRLS1976 establece el régimen 
jurídico aplicable al suelo no urbanizable básicamente mediante la imposición 
de limitaciones al uso del mismo que se contienen en su artículo 85, dispuestas 
inicialmente para el suelo urbanizable no programado, pero extensibles al suelo 
                                            
45 GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús (1988, págs. 847 y ss.). 
46 Op. cit. (2006, págs. 177-178). 
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no urbanizable de régimen común en virtud de lo dispuesto en su artículo 86.1 
y que son las siguientes47: 
 
a) En su régimen de utilización, deberían respetarse las incompatibilidades 
de usos señaladas expresamente en el Plan General. 
 
b) No se autorizaban otras construcciones que las destinadas a 
explotaciones agrícolas que guardaran relación con la naturaleza y 
destino de la finca y se ajustaran, en su caso, a los planes o normas del 
Ministerio de Agricultura, así como las construcciones e instalaciones 
vinculadas a la ejecución, entretenimiento y servicio de las obras 
públicas. Sin embargo, podrían autorizarse, siguiendo el procedimiento 
previsto en el artículo 43.3, edificaciones e instalaciones de utilidad 
pública o interés social en el medio rural, así como edificios aislados 
destinados a vivienda familiar en lugares en los que no exista posibilidad 
de formación de un núcleo de población. 
 
c) Los tipos de las construcciones deberían ser adecuados a su condición 
aislada, conforme a las normas que estableciera el planeamiento 
aplicable, quedando prohibidas las edificaciones características de las 
zonas urbanas. 
 
d) Finalmente, en las transferencias de propiedad, divisiones y 
segregaciones de terrenos rústicos no podrán efectuarse 
fraccionamientos en contra de lo dispuesto en la legislación agraria. 
 
Como afirma CATALÁN SENDER48 la razón de ser de estas previsiones 
legales era amparar en la clase de suelo no urbanizable los usos que 
tradicionalmente se han venido desarrollando en los entornos rurales, 
                                            
47 La asimilación de los regímenes aplicables a los suelos no urbanizables y urbanizables no 
programados es coherente con la situación urbanística de éstos últimos, debido a que la 
ausencia de programación determina que su régimen de uso sea equiparable a su condición 
rural actual, al no contar con la perspectiva de un desarrollo urbanizador a corto o medio plazo. 
48 CATALÁN SENDER, Jesús (1999). 
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intentando preservar de su ámbito los usos característicos del suelo urbano. 
Para ello, la normativa legitima exclusivamente la ejecución, además de las 
construcciones agrícolas, de las "…construcciones e instalaciones vinculadas a 
la ejecución, entretenimiento y servicio de las obras públicas", al entender 
procedente su localización en áreas de suelo no urbanizable. Fuera de estos 
casos, solo se autorizan edificaciones declaradas de utilidad pública o interés 
social y las viviendas unifamiliares aisladas, en ambos casos previa tramitación 
del expediente preciso para su autorización expresa. 
 
A este régimen jurídico atribuible al suelo no urbanizable común (que debería 
ser desarrollado por el planeamiento aprobado en cada término municipal), se 
debía añadir el específicamente dispuesto para el suelo especialmente 
protegido que, conforme se ha apuntado anteriormente, debería ser delimitado 
por el denominado Plan General Municipal de Ordenación y cuyo aspecto 
fundamental se contiene en el artículo 86.2. Este artículo exigía que los 
espacios que por sus características tuvieran que ser objeto de una especial 
protección no podrían ser dedicados a utilizaciones que implicaran 
transformación de su destino o naturaleza o, en cualquier caso, pudieran 
lesionar el valor específico que específicamente se quisiera proteger. 
 
Con esta afirmación, muy similar a la contenida en la anterior LS1956, se volvía 
a atribuir al planeamiento urbanístico la configuración concreta del régimen de 
especial protección de los ámbitos que se delimitaran, por lo que los aspectos 
específicos sobre los que se diseñaran estos concretos regímenes serían 
establecidos de forma individualizada para cada uno de ellos y, en cualquier 
caso, en función de las características que en cada caso concreto hubieran 
motivado su calificación como suelo especialmente protegido49. 
 
En relación con esta apelación al planeamiento, es preciso indicar que el 
TRLS1976 reitera la obligación ya contenida en la normativa anterior de 
                                            
49 El artículo 11.3 TRLS1976 dispone literalmente: “3. Los Planes Generales Municipales tienen 
por objeto específico, en el suelo no urbanizable, preservar dicho suelo del proceso de 
desarrollo urbano y establecer, en su caso, medidas de protección del territorio y del paisaje”. 
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establecer en todo el territorio nacional un sistema jerarquizado de 
planificación, con la novedad de que en su nomenclatura ya se contiene el 
término “territorial”, con lo que se le atribuye a todos los efectos a los 
instrumentos supramunicipales un carácter abiertamente de ordenación del 
territorio, vinculante sobre los instrumentos de planeamiento urbanístico de 
nivel jerárquico inferior. De este modo, se proyectó de nuevo la gestación de un 
Plan Nacional de Ordenación (no ya de Urbanismo, a diferencia con la 
LS1956), que según el artículo 6 “…determinará las grandes directrices de 
ordenación del territorio, en coordinación con la planificación económica y 
social para el mayor bienestar de la población”.  
 
Por debajo de este Plan Nacional de Ordenación se establecían los 
denominados Planes Directrices Territoriales de Coordinación50, cuya función 
principal según el artículo 8 del TRLS1976 era: “…(establecer), de conformidad 
con los principios del Plan Nacional de Ordenación y de la Planificación 
Económica y Social y las exigencias del desarrollo regional, las directrices para 
la ordenación del territorio, el marco físico en que han de desarrollarse las 
previsiones del Plan y el modelo territorial en que han de coordinarse los 
Planes y Normas a que afecte”, definición que puede equipararse a todos los 
efectos con la establecida en las actuales normativas autonómicas para 
instrumentos similares de ordenación territorial. A mayor abundamiento, el 
artículo 8.3 TRLS1976 introduce la relación de elementos que deben ser 
considerados a la hora de abordar la realización de toda ordenación territorial y 
que han de incorporarse en la formulación de los instrumentos de esta 
naturaleza, incluyendo la exigencia de comprender los estudios que justificaran 
                                            
50 Los Planes Directrices Territoriales de Ordenación debían contener, según el artículo 8.2 del 
TRLS1976: 
a) El esquema para la distribución geográfica de los usos y actividades a que debe destinarse 
prioritariamente el suelo afectado. 
b) El señalamiento de las áreas en que se hayan de establecer limitaciones por exigencias de 
la defensa nacional, teniendo en cuenta la legislación específica en la materia, o por otras 
razones de interés público. 
c) Las medidas de protección a adoptar en orden a la conservación del suelo, de los demás 
recursos naturales y a la defensa, mejora, desarrollo o renovación del medio ambiente natural y 
del patrimonio histórico-artístico. 
d) El señalamiento y localización de las infraestructuras básicas relativas a las comunicaciones 
terrestres, marítimas y aéreas, al abastecimiento de agua, saneamiento, suministro de energía 
y otras análogas. 
57





la elección del modelo territorial, los planos, normas y programas que exigiera 
su realización y las bases técnicas y económicas para el desarrollo y ejecución 
del propio instrumento de planificación. 
  
Por todo lo anterior, cabe atribuir al TRLS1976 la condición de primera norma 
española con determinaciones propias de la ordenación territorial como 
elemento diferenciado del urbanismo, cuyas determinaciones establecidas 
desde un punto de vista integral y espacialmente en plano superior al 
planeamiento urbanístico debían vincular a éste y, en definitiva, constituir un 
elemento planificador independiente y diferenciado del estrictamente 
urbanístico51. De acuerdo con esta consideración, la propia norma determina 
que los Planes Generales Municipales de Ordenación deberían redactarse con 
arreglo a las determinaciones de los Planes Directores aplicables sobre su 
ámbito geográfico o, en caso de que fueran anteriores, adaptarse en el plazo 
de un año desde la entrada en vigor de éstos mediante su revisión. 
 
Como indica GONZÁLEZ PÉREZ52 con estos instrumentos de carácter 
supralocal, el TRLS1976 trata de superar el urbanismo puramente municipal, 
tratando de instaurar una ordenación territorial que establezca los criterios de 
desarrollo que de forma transversal incidan sobre cada ámbito geográfico. Para 
ello, los instrumentos de alcance regional, que presentan una identidad análoga 
a la del Plan Nacional de Ordenación, sin embargo se diferencian de éste en 
que no presentan un carácter exclusivamente orientador, sino que sus 
determinaciones debían vincular expresamente a los instrumentos de 
ordenación urbanística, conforme al contenido que para ellos se exige en el 





                                            
51 Las diferencias y conexiones existentes entre el urbanismo y la ordenación territorial, se 
analizan de forma concisa pero muy clarificadora por JURADO ALMONTE, José Manuel (2011, 
págs. 51-79).  
52 Op. cit. (1998, págs. 138 y ss.). 
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2. El desarrollo reglamentario del TRLS1976. 
 
A todo lo expuesto cabe añadir que a partir de la entrada en vigor de esta 
nueva regulación, la necesidad de introducir una normativa de un carácter más 
técnico que la contenida en el TRLS1976 obligó a los gobernantes de la 
denominada “transición española” a dictar tres normas reglamentarias que 
complementaran y desarrollaran sus determinaciones. De este modo, se 
aprobaron los reglamentos de planeamiento, gestión y disciplina urbanística, en 
un loable intento de colmar la normativa urbanística aplicable en todo el 
territorio nacional53. Debido al carácter eminentemente técnico de sus 
disposiciones, estos reglamentos de 1978 tampoco estaban especialmente 
dirigidos al suelo no urbanizable (más bien todo lo contrario), si bien podemos 
citar algunos aspectos que inciden en el objeto de nuestro estudio y que se 
regulan, aunque sea de forma tangencial o parcial, en estas normas 
reglamentarias54.  
 
La referencia más directa al asunto que centra nuestro trabajo se contiene en el 
artículo 45 del reglamento de gestión urbanística, que en consonancia con el 
contenido del TRLS1976 dispone literalmente: 
 
“1. Los terrenos clasificados como suelo no urbanizable estarán sujetos 
a las limitaciones establecidas para el suelo urbanizable no 
programado. 
 
2. Los espacios que por sus características según el Plan General 
deban ser objeto de una especial protección no podrán ser dedicados a 
utilizaciones que impliquen transformación de su destino o naturaleza o 
lesionen al valor específico que se quiera proteger”. 
 
                                            
53 Los reglamentos aprobados fueron: 
- Real Decreto 2159/1978, de 23 de junio, de planeamiento urbanístico (BOE núm. 221 y 222, 
de 15 y 16 de septiembre de 1978). 
- Real Decreto 2187/1978, de 23 de junio, de disciplina urbanística (BOE núm. 223, de 18 de 
septiembre de 1978). 
- Real Decreto 3288/1978, de 25 de agosto, de gestión urbanística (BOE núm. 27 y 28, de 31 
de enero y 1 de febrero de 1979). 
54 La redacción en presente no es una mera cuestión de expresión, ya que estos reglamentos 
se encuentran vigentes en la mayoría de las Comunidades Autónomas en todos aquellos 
aspectos que no se opongan a lo dispuesto en su legislación urbanística. 
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Con esta declaración se reafirma la concepción proteccionista del régimen de 
planificación establecido por la normativa urbanística y de ordenación territorial 
refundida en 1976, atribuyendo específicamente al planificador municipal la 
salvaguarda de los terrenos cuyas características requieran el establecimiento 
de un régimen jurídico singularizado que, en todo caso, debe evitar toda 
agresión al entorno protegido.  
  
En segundo lugar, cabe hacer referencia al artículo 36 del reglamento de 
planeamiento, que establece de forma concreta las determinaciones mínimas 
que el planeamiento general debería contener sobre el suelo no urbanizable, 
definiendo tres ámbitos fundamentales a los que deben referirse 
obligatoriamente los planes municipales: 
 
1. Las áreas de suelo no urbanizable que se determinen como de especial 
protección, incluyendo la pormenorización de los actos edificatorios no 
permitidos55. 
 
2. La determinación de los núcleos de población, con arreglo a las 
características que en cada lugar sugieran su formación. 
 
3. Las características técnicas de las construcciones y edificaciones que se 
ubiquen en suelo no urbanizable, en función de los diferentes usos 
autorizados. 
 
En tercer lugar, en el caso del reglamento de disciplina urbanística puede 
destacarse que contiene una regulación específica de las infracciones y 
sanciones aplicables a los actos ilícitos realizados en suelo no urbanizable y, 
del mismo modo, determina el inicio de la aplicación del mecanismo de la 
situación urbanística de fuera de ordenación, dado que su artículo 31 establece 
el procedimiento de actuación ante una construcción no amparada por la 
                                            
55 Con lo que la normativa reglamentaria desarrollaba la necesidad de que el planeamiento 
municipal estableciera los ámbitos de suelo especialmente protegido y definiera su régimen 
específico, en función de los especiales valores que fueran determinantes para su 
diferenciación sobre el resto de suelo rural de cada localidad. 
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preceptiva licencia o que hubiera excedido los límites de ésta, estableciendo 
literalmente que siempre que no hubiere transcurrido más de un año56 desde la 
total terminación de las obras realizadas sin licencia u orden de ejecución o sin 
ajustarse a las condiciones señaladas en la misma, el Alcalde o el Gobernador 
Civil, de oficio o a instancia del Delegado Provincial del Ministerio de Obras 
Públicas y Urbanismo, o de la autoridad que en virtud de disposiciones 
especiales tuviera atribuidas sus competencias, se debería requerir al promotor 
de las obras o a sus causahabientes para que solicitara, en el plazo de dos 
meses, la oportuna licencia o, en su caso, ajustara las obras a las condiciones 
de la otorgada.  
 
En caso que el interesado no solicitara la licencia en el plazo de dos meses o si 
ésta fuese denegada por ser su otorgamiento contrario a las prescripciones del 
plan o de las ordenanzas, o si no se ajustara dentro de dicho plazo las obras a 
las condiciones de la licencia u orden de ejecución, el Ayuntamiento debería 
acordar la demolición de las obras, a costa del interesado, y proceder a impedir 
definitivamente los usos a los que diera lugar. Efectuada esta actuación 
administrativa, si el interesado no procediera a la demolición en el plazo de un 
mes, contado desde la expiración del término otorgado o desde que la licencia 
fuese denegada por los motivos expresados, el Alcalde o el Gobernador Civil 
deberían disponer directamente la demolición de lo irregularmente construido a 
costa del interesado. 
 
De conformidad con lo establecido en este artículo, se acredita que con el 
régimen jurídico configurado por la normativa reglamentaria de 1978, se daba 
carta de naturaleza a la posibilidad de mantener las construcciones “ilegales”, 
una vez que hubiera finalizado el plazo establecido para poder ejercitar las 
medidas de reacción pública frente a las mismas. Con esta normativa, aplicada 
en sentido contrario, se iniciaba de facto el régimen de asimilación de 
construcciones a la situación jurídica de fuera de ordenación, entendiendo por 
                                            
56 El plazo de un año inicialmente establecido por el reglamento de disciplina urbanística fue 
posteriormente ampliado a cuatro años, en virtud de lo dispuesto en el artículo 9 del Real 
Decreto-Ley 16/1981, de 16 de octubre. 
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ésta la situación en la que quedan las construcciones que, estando 
previamente adaptadas a las condiciones definidas por el planeamiento 
aplicable, dejan de estarlo en virtud de una modificación del planeamiento o de 
la normativa aplicable posterior a su construcción. Al contrario, en estos casos 
los efectos legales se producían no por un cambio en la planificación aplicable, 
sino por el mero trascurso del plazo de reacción administrativa frente a las 
construcciones irregulares, lo que provocaba su regularización a efectos del 
mero mantenimiento de su integridad constructiva. 
 
En términos generales, las consecuencias jurídicas de una u otra condición son 
técnicamente equiparables, debido a que en ambos casos se limitan las 
posibilidades de reforma y rehabilitación estructural de las construcciones, si 
bien, no se determinan expresamente las condiciones en que los propietarios 
de las construcciones “asimiladas” podrían ejecutar actuaciones de mero 
mantenimiento ordinario. Esta medida, aplicable a las construcciones 
realizadas en cualquier tipo de suelo, de forma evidente podría suponer el 
mantenimiento de construcciones que supusieran una agresión a los intereses 
públicos subyacentes en determinados ámbitos, por lo que se establecían 
algunas excepciones específicas a su establecimiento de forma generalizada, 
contenidas en el artículo 40 que establecía expresamente que el plazo de un 
año (posteriormente ampliado a cuatro como se ha indicado anteriormente), no 
se aplicaba a los terrenos destinados a zonas verdes o espacios libres en el 
planeamiento.  
 
La consideración de la especial protección del suelo no urbanizable en los 
ámbitos cuyos valores exigieran esta consideración motivó que, como se hará 
referencia más adelante, las posteriores normativas urbanísticas y de 
ordenación territorial equipararan los suelos rurales especialmente protegidos a 
los ámbitos inicialmente excluidos de la aplicación de esta medida de 
mantenimiento de las edificaciones construidas inicialmente en situación 
irregular, como una de las medidas adicionales de protección que configuran el 
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régimen jurídico aplicable a estos tipos de suelo frente a las notas que 
caracterizan el suelo común o general de cada término municipal. 
 
 
3. La situación de la regulación del territorio previa a la Constitución Española 
de 1978.  
 
En definitiva, a las puertas de la promulgación de la Constitución Española de 
1978 (CE1978), la legislación urbanística española se había dotado de un 
cuerpo normativo completo que, para su plena efectividad, exigía la 
implementación de un sistema de planificación que aplicara en cada zona 
geográfica sus determinaciones y, en lo que respecta al suelo no urbanizable, 
delimitara los ámbitos en los que se apreciara la concurrencia de valores 
naturales, paisajísticos, etnológicos, culturales, y otros similares, que 
fundamentaran el establecimiento sobre los mismos de un régimen de 
protección suplementaria y reforzada sobre el establecido para el suelo rural 
común o general. A su vez, el planeamiento debería establecer la sustancia 
material de ese régimen suplementario de protección, sobre la base de un 
mínimo común denominador consistente en la no alteración de su realidad 
física y, por consiguiente, la imposibilidad de ser introducido en el proceso 
urbanizador.  
 
Esta exigencia atribuida a la planificación fue, evidentemente, objeto de una 
posterior revisión por los órganos competentes del Poder Judicial, en 
resoluciones en las que tuvieron la oportunidad de delimitar tanto el margen de 
actuación de la acción planificadora de la Administración, como las 
repercusiones prácticas derivadas de la inclusión del suelo en ese régimen de 
especial protección, analizando en este último caso fundamentalmente el 
ámbito de usos autorizables en el mismo. De este modo, sentencias como la 
del Tribunal Supremo de 29 de enero de 1992 (Sala Tercera, sec. 5ª, rec. 
3771/1990. Ponente ESTEBAN ÁLAMO, RJ/1992/2239) establecieron el 
denominado carácter tuitivo del suelo no urbanizable, entendiendo por tal la 
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afirmación consistente en que las condiciones rurales del suelo son las que 
determinan su clasificación como no urbanizable y, en su caso, la calificación 
como especialmente protegido y no, como se entendería en sentido contrario, 
la voluntad del planificador la que preponderaría en la asignación del régimen 
rústico del suelo. De este modo, la citada sentencia dispone en su FD 4º: 
 
“En la Ley del Suelo, Texto Refundido de 1976, se sometía al suelo no 
urbanizable a un particular régimen tuitivo que remediaba la 
vulnerabilidad del llamado suelo rústico en la Ley de 1956. Basta 
simplemente la lectura reposada de los arts. 85 y 86 de la Ley y 44 y 45 
del Reglamento de Gestión Urbanística para constatar la realidad de 
ese especial régimen de protección en él, como apuntábamos en 
nuestra S. 19-6-1991, se puede apreciar una cierta graduación de 
menor a mayor, según se trate de urbanizable pero no programado, no 
urbanizable, y de especial protección. Análoga protección, si no más 
acentuada, se da a estos suelos en los arts. 5, 6 y 7 de la nueva Ley del 
Suelo de 25-7-1990. No es admisible por tanto una interpretación de 
esta normativa amplia o elástica en cuanto a los usos que hayan de 
tolerarse o edificación o instalaciones que en tales terrenos hayan de 
emplazarse, que incidiría negativamente en ese régimen tuitivo que el 
legislador ha querido para estos terrenos. De ahí que se exijan 
rigurosamente para las instalaciones o edificaciones estos requisitos: 
que sean de utilidad pública o interés social, que además tengan que 
estar emplazados necesariamente en el medio rural; que no exista 
posibilidad de formación de núcleo de población, quedando en todo 
caso prohibidas las edificaciones características de las zonas urbanas; 
item más, en los espacios de especial protección ésta alcanza a la 
imposibilidad de dedicación o utilización que implique transformación de 
su destino o naturaleza o lesionen el valor específico que se quiera 
proteger…”. 
 
Esta interpretación jurisprudencial se plasmó en la práctica en la exigencia 
“estricta”57 de la acreditación de la adaptación al entorno rural de las 
construcciones e instalaciones proyectadas en suelo no urbanizable no 
directamente vinculadas a su régimen tradicional de usos y la justificación de la 
necesidad de su ubicación en dicho suelo, así como su utilidad pública e 
interés social, a lo que se ha de añadir la propia viabilidad legal de su 
implantación en el caso de que los suelos estuvieran sometidos a un régimen 
                                            
57 Según el FD quinto de la sentencia anterior: “…La aplicación no rigurosa, sino estricta, y 
teniendo presente las directrices del art. 3.º del Código Civil, de la normativa expuesta, no 
permite llegar a la conclusión de que los actos impugnados están de acuerdo con el 
ordenamiento urbanístico. Ciertamente utilidad pública o interés social son conceptos jurídicos 
indeterminados, pero deben ser determinables a través de las circunstancias concretas que les 
rodean y concurran en el caso concreto en que se apliquen…”. 
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de protección suplementario al general del suelo no urbanizable. En Sentencias 
como la antes citada o la de 19 de junio de 1991 (Sala Tercera, rec. 1986/1989. 
Ponente ESTEBAN ÁLAMO, EDJ 1991/6567), el propio Tribunal Supremo 
exige la efectiva acreditación de la utilidad pública o interés social de las 
actuaciones pretendidas en suelo no urbanizable, como exigencia legal para 
poder autorizar de forma previa su construcción y, en todo caso, como 
elemento de protección preventiva del entorno en el que se pretenden realizar 
las actuaciones y de su concreto régimen de protección. 
 
Pero el análisis judicial de la especial protección del suelo no urbanizable 
atribuida mediante determinación del planeamiento consideró, además del 
aspecto anterior, la propia discrecionalidad de la actuación administrativa por la 
que se reconocían los valores que fundamentaban la asignación de este 
régimen de protección. En este caso, la jurisprudencia asumió la inclusión de la 
planificación territorial y urbanística en el ámbito de las denominadas 
potestades discrecionales de la Administración y, en cuanto a tales, sometidas 
al doble control de los hechos determinantes y de los principios generales del 
Derecho.  
 
Esta cuestión, que será objeto de mayor desarrollo posterior, puede apreciarse 
en la STS de 8 de octubre de 1990 (Sala Tercera, sec. 6ª. Ponente DELGADO 
BARRIO, RJ/1990/7842) en cuyo FD 3º se dispone que la calificación podría 
resultar justificada por factores distintos de los mencionados por el perito 
(dimensiones, valor agrícola o forestal), pero los alegados carecen de 
virtualidad para fundarla convincentemente, al establecer una vinculación 
urbanística que no guarda coherencia con una calificación de suelo rústico 
protegido. Así las cosas, concluye la Sala, la realidad de los hechos, por un 
lado, y la coherencia necesaria en el desarrollo de los criterios de planificación, 
por otro, determinan la conclusión de que la calificación litigiosa no se ajusta a 
las exigencias de racionalidad en la actuación administrativa, por lo que se 
desestima la asignación de la especial protección del suelo afectado. 
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En conclusión, la interpretación jurisprudencial de la exigencia normativa del 
TRLS1976 vino a establecer los dos criterios fundamentales del proceso 
planificador relativo al suelo no urbanizable, delimitando por un lado su carácter 
tuitivo y, por el otro, su ámbito de potestad discrecional, que debían concurrir 
conjuntamente a la hora de verificar la correcta actuación administrativa en su 
ejercicio. En otras palabras, el suelo rural debería efectivamente ostentar las 
condiciones naturales, ambientales, agrarias o de cualquier otro tipo que 
requiera la asignación de un régimen de singular protección y, desde otro punto 
de vista, su delimitación debe realizarse sin la concurrencia de ningún elemento 
o ámbito que pudiera suponer arbitrariedad en la actuación administrativa. 
  
 
D. La Constitución Española de 1978. 
 
Siguiendo una exposición cronológica, en este punto ha de hacerse referencia 
expresa a la entrada en vigor de la Constitución Española de 1978 (CE1978), 
que presenta una indudable influencia sobre la ordenación territorial y el 
urbanismo en España, no solo por contener los principios reguladores de lo que 
habría de ser la sociedad del futuro, entre los que se encuentran varios de ellos 
con directa aplicación al régimen de uso y gestión del territorio, sino también y 
fundamentalmente, por suponer un punto de inflexión en el régimen de 
distribución de competencias sobre la ordenación territorial y el urbanismo, al 
atribuir a las recién creadas Comunidades Autónomas la posibilidad de asumir 
en sus respectivos Estatutos de Autonomía su ejercicio de forma plena. 
 
En concreto, con referencia a la primera de las cuestiones antes citadas, cabe 
resaltar que la CE1978 viene a plasmar los principios que ya se contenían en la 
normativa urbanística española vigente y que se condensan en su artículo 4758 
                                            
58 Aparte del artículo 47, la CE1978 contiene referencias de sectores con conexión al 
urbanismo en los artículos 33 (función social de la propiedad), 45 (protección del medio 
ambiente), 46 (protección del patrimonio histórico, cultural y artístico) y, en general, en los 
artículos dedicados a establecer los principios rectores de la actividad económica del Estado 
Social y Democrático de Derecho que consagra, dada la indudable incidencia de la ordenación 
territorial y del urbanismo en el sistema económico español. 
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al exigir la vinculación del uso del suelo al interés general de forma prioritaria 
sobre su aspecto mercantil (exigiendo expresamente la eliminación de la 
especulación en su gestión) y, en segundo lugar, la participación de la sociedad 
en las plusvalías generadas por la acción pública en el proceso urbanizador. 
Estas consideraciones constitucionales sobre el urbanismo, que no se realizan 
sobre ningún otro sector de la economía nacional (salvo la mención genérica 
que sobre toda la actividad económica y riqueza del país establece el artículo 
128.1), derivan de la naturaleza de función pública que se le atribuye en cuanto 
a su actividad de planificación.  
 
Conforme sostiene REBOLLO PUIG, con esta consideración del urbanismo se 
acredita que la CE1978 no le otorga el mismo tratamiento que al resto de los 
sectores económicos que se encuentran sometidos a las reglas generales del 
mercado, por lo que se justifica la deslegitimación expresa de la especulación 
en esta materia y justifica una especial participación de la colectividad en las 
plusvalías59. En el mismo sentido se expresa CAYETANO ROSADO al exponer 
los principios que subyacen del tratamiento del suelo en el texto constitucional, 
del que destaca su socialización mediante la aplicación de conceptos como el 
de la necesidad de la planificación del territorio y la participación de la 
comunidad en la gestión de los poderes públicos en esta materia60.  
 
Con esta consideración, la CE1978 viene a consagrar las limitaciones 
establecidas al uso del suelo en las normas urbanísticas emanadas por el 
régimen anterior, incluido el vigente en ese tiempo TRLS1976, exigiendo la 
planificación urbanística como medio de actuación de la acción pública de 
ordenación territorial e incluyendo la protección del suelo rural como medio de 
garantía de preservación de sus valores inherentes. 
 
No obstante lo anterior, como ya se ha apuntado, la cuestión más innovadora 
del texto constitucional de 1978 con respecto a la realidad jurídica anterior, 
deriva del régimen de distribución de competencias entre los distintos 
                                            
59 REBOLLO PUIG, Manuel (Coordinador) (2007, pág. 45). 
60 CAYETANO ROSADO, Moisés (2005, pág. 774). 
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estamentos del poder público establecidos en la propia Constitución. De este 
modo, conforme dispone el artículo 148.1.3ª, las Comunidades Autónomas 
podrían asumir a través de sus Estatutos de Autonomía las competencias 
sobre “ordenación del territorio, urbanismo y vivienda”61, con lo que, de facto se 
propició la dispersión normativa en estas materias que conocemos 
actualmente, al asumir los poderes autonómicos en la totalidad de los casos 
estas competencias y, de este modo, vaciar la competencia estatal para la 
regulación directa de estas materias en todo el Estado62. 
 
La situación descrita motivó que, de forma progresiva, la normativa estatal 
vigente fuera siendo desplazada por la entrada en vigor de las normas 
autonómicas aprobadas conforme los respectivos parlamentos regionales 
fueron ejerciendo su capacidad legislativa sobre las materias de ordenación 
territorial y urbanismo, manteniendo mientras tanto su actuación administrativa 
conforme a los parámetros del cuerpo normativo creado por el legislador 
preconstitucional. Como también se ha referido anteriormente, este progresivo 
desplazamiento normativo no se ha producido hasta la fecha de forma tan 
acusada con respecto a los reglamentos de desarrollo de 1978, que se 
mantienen vigentes de forma generalizada en todo aquello que no se opongan 
a lo dispuesto por la respectiva normativa legal autonómica, salvo en los 
supuestos en los que se han aprobado normas reglamentarias posteriores, que 
fuerzan en cada territorio su desplazamiento efectivo a la condición de normas 
de aplicación supletoria63. 
 
En resumen, cabe destacar que a partir de la actual distribución constitucional 
de competencias se inicia un proceso de concreción de los límites de las 
competencias del Estado y de las Comunidades Autónomas, que fue esbozado 
en las normas estatales aprobadas posteriormente a la entrada en vigor de la 
                                            
61 Cfr. MARTÍN JIMÉNEZ, María Isabel (2014). 
62 Con la excepción de las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, cuya singularidad presenta 
matices muy controvertidos, dada la ausencia de competencia legislativa que, a día de hoy, 
todavía tienen sus respectivas Asambleas. 
63 A modo de ejemplo, en la Comunidad Autónoma de Andalucía solo se ha aprobado hasta la 
fecha el Decreto 60/2010, de 5 de marzo, Reglamento de Disciplina Urbanística de Andalucía. 
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actual Carta Magna, si bien, su alcance solo fue efectivamente depurado por la 
controvertida Sentencia del Tribunal Constitucional 61/1997, de 20 de marzo, a 
la que posteriormente se hará referencia. 
 
Con todo, las competencias estatales sobre este ámbito (considerado en 
sentido amplio) también derivan del margen competencial reservado al mismo 
por el artículo 149.1 CE1978, en el que se incluyen algunas materias cuya 
regulación y desarrollo normativo presentan una marcada incidencia sobre los 
ámbitos relativos a la ordenación territorial y al urbanismo. Conforme apuntan 
CASTELAO RODRÍGUEZ y SANTOS DÍEZ64, entre las materias reservadas al 
Estado por el citado artículo 149.1, podemos destacar las siguientes por su 
indudable conexión con la gestión territorial: la regulación de las condiciones 
básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los 
derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales (art. 149.1.1ª); 
la legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y desarrollo por 
las Comunidades Autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí 
donde existan (art. 149.1.8ª); las bases y coordinación de la planificación 
general de la actividad económica (art. 149.1.13ª); las bases del régimen 
jurídico de las Administraciones públicas (art. 149.1.18ª); la legislación básica 
sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las 
Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de protección y la 
legislación básica sobre montes, aprovechamientos forestales y vías pecuarias 
(art. 149.1.23ª); las bases del régimen minero y energético (art. 149.1.25ª); o la 
defensa del patrimonio cultural, artístico y monumental español (art. 149.1.28ª).  
 
Esta reserva de competencia estatal en materias indudablemente conectadas 
con la ordenación territorial y el urbanismo, ha conllevado la afirmación de que 
las competencias autonómicas deben coexistir con las reservadas al Estado 
por vía del citado artículo 149.1 CE1978, cuyo ejercicio puede condicionar 
                                            
64 Op. cit. (1999, págs. 131 y ss.). 
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lícitamente la actuación autonómica, aunque sean los poderes regionales los 
que ostenten la competencia completa sobre estas materias65. 
 
En definitiva, con la entrada en vigor de la Carta Magna de 1978 y la 
interpretación que se deriva de sus postulados, cabe concluir que se considera 
a las Comunidades Autónomas las responsables del diseño y desarrollo de las 
políticas urbanísticas y, en concreto, de las competencias exclusivas sobre 
ordenación territorial, urbanismo y vivienda, en tanto que el régimen del suelo y 
la igualdad en las condiciones de ejercicio de los derechos constitucionales 
afectados, se entiende competencia de la legislación estatal66.  
 
 
E. La Ley del Suelo de 1990 y el Texto Refundido de 1992. 
 
1. La actualización de la regulación territorial a nivel estatal. 
 
En el inicio de la década de los años noventa del pasado siglo, el legislador 
estatal estimó procedente efectuar algunas innovaciones en la normativa 
urbanística vigente, en determinados casos de muy importante calado porque 
suponían la introducción de elementos muy novedosos en la concepción que 
hasta entonces se tenía del urbanismo y su aplicación territorial. Esta 
adaptación de la normativa estatal vigente se dispuso bajo el convencimiento 
del legislador nacional de su capacidad de actualizar la normativa urbanística 
aplicable en todo el territorio español, en defecto de normativa autonómica que 
viniera a desplazar su aplicación en cada ámbito regional concreto, supuestos 
en los que su vigencia desplegaba efectos de carácter supletorio. La propia 
exposición de motivos del nuevo texto legal mantenía que la capacidad de 
actualizar la normativa urbanística de aplicación (al menos) supletoria en todo 
el territorio nacional, derivaba del ámbito competencial reservado al Estado por 
el citado artículo 149.1 de la CE1978, con el objeto de garantizar la igualdad de 
                                            
65 Cfr. GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús (1998, págs. 58 y ss.). 
66 Cfr. CANO BUESO, Juan (2007, págs. 42 y ss.). 
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todos los ciudadanos en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de 
los deberes constitucionalmente reconocidos. 
 
De conformidad con esta interpretación se promulgó la Ley 8/1990, de 25 de 
julio, de Reforma del Régimen Urbanístico y Valoraciones del Suelo. Como su 
propio nombre indicaba, la nueva regulación incorporaba un conjunto de 
medidas de reforma del sistema urbanístico estatal vigente desde 1976, 
aunque mantenía formalmente en vigor en otros muchos aspectos de la 
anterior regulación. Como afirma FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ67 la nueva norma 
estatal pretendía enmarcarse dentro del reparto de competencias 
constitucionalmente establecido, para lo que afirmaba la aplicabilidad plena de 
una parte de sus preceptos, limitando el alcance de otros a la condición de 
normas básicas y, en tercer lugar, asignando al resto el carácter de normas 
supletorias de la regulación específica de cada Comunidad Autónoma. 
 
Entre las principales novedades que introducía la nueva regulación la doctrina 
ha destacado la adquisición gradual de las facultades urbanísticas, establecida 
a partir del cumplimiento en plazo de los deberes urbanísticos exigibles a los 
titulares de terrenos edificables68; la introducción del sistema del 
aprovechamiento tipo de las áreas de reparto, que venía a sustituir al anterior 
del aprovechamiento medio dispuesto por el TRLS1976; el establecimiento de 
un nuevo régimen objetivo de valoraciones urbanísticas, o finalmente, la 
introducción de técnicas instrumentales de intervención en el mercado del 
suelo.   
 
La introducción de estas novedades junto con el mantenimiento de buena parte 
de la regulación anterior, motivó a que la propia norma legal de 1990 incluyera 
una habilitación expresa para que el Gobierno efectuara un texto refundido de 
todas las normas vigentes sobre la materia en el plazo de un año, tal y como 
disponía su disposición final segunda69. La citada obligación gubernamental se 
                                            
67 FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, Tomás Ramón (1990, págs. 9 y ss.). 
68 Cfr. CASTELAO RODRÍGUEZ, Julio y SANTOS DÍEZ, Ricardo (1999, págs. 133 y ss.). 
69 Cfr. FERNÁNDEZ TORRES, Juan Ramón (1993, págs. 127 y ss.). 
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materializó en la aprobación del Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de 
junio, por el que se aprobó el Texto Refundido de la Ley sobre el Régimen del 
Suelo y Ordenación Urbana (TRLS1992)70.  
 
 
2. El suelo no urbanizable en el TRLS1992. 
 
En este nuevo texto normativo, comprensivo de la normativa de ámbito estatal 
vigente, el suelo no urbanizable71 se configura de un modo similar al de la 
normativa a la que sustituye, ya que su artículo 12 lo define con carácter 
residual al establecer que será de esta clase el que no se incluya dentro de las 
categorías de suelo urbano o urbanizable por el planeamiento. De forma directa 
el nuevo texto sólo categoriza como no urbanizable aquél que el planeamiento 
deba proteger especialmente en función de su valor agrícola, forestal o 
ganadero, de las posibilidades de explotación de sus recursos naturales, de 
sus valores paisajísticos, históricos o culturales, o para la defensa de la fauna, 
la flora o el equilibrio ecológico. Mediante esta diferenciación el legislador 
estatal de 1992 encomendaba al instrumento de planeamiento correspondiente 
la delimitación de los ámbitos de especial protección que dentro del suelo 
clasificado como no urbanizable, presentaran una identidad singular sobre el 
resto de suelo rural, en función de los valores específicos por los que se 
reconociera expresamente. Como consecuencia de esta identificación, el 
planeamiento debería establecer un estatuto jurídico diferenciado, en el que se 
debería contener el régimen de protección específico para estos suelos72. 
                                            
70 Publicado en el Boletín Oficial del Estado número 156, de 30 de junio de 1992. 
71 Debido a que en el momento de aprobación de la reforma normativa urbanística estatal de 
los años 90 ya se encontraban plenamente en desarrollo las Comunidades Autónomas, el 
legislador estatal se planteó esta regulación para su aplicación desde un punto de vista 
diferenciado en función de que por la respectiva Comunidad se hubiera aprobado o no una 
regulación propia sobre la materia. De este modo, en los casos en los que así fuera el 
TRLS1992 debía entenderse como una regulación supletoria de la normativa autonómica 
aplicable (como de hecho antes era el TRLS1976). Sin embargo, en los todavía bastantes 
casos de Comunidades Autónomas que no habían aprobado una regulación propia, la norma 
pretendía funcionar de forma directa y plena. De ahí que en el caso de la denominación del 
suelo no urbanizable se añadiera la expresión “…o denominación equivalente atribuida por la 
legislación autonómica”. 
72 Cfr. LLISET BORREL, Francisco; LÓPEZ PELLICER, José A. y ROMERO HERNÁNDEZ, 
Federico (1993, pág. 99). 
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En concreto, el tratamiento que el TRLS1992 recoge sobre el suelo no 
urbanizable se contiene fundamentalmente en sus artículos 15 a 17, en los que 
establece una escueta regulación relativa a los usos y construcciones que 
pueden autorizarse en su ámbito, mediante los que viene a asumir la distinción 
que ya se contenía en la normativa anterior entre los usos vinculados a la 
naturaleza rural del territorio de los que, en función del tipo de suelo y su 
posible especial protección, pudieran ser autorizados expresamente por su 
utilidad pública o interés social. En todo caso, la normativa estatal continuaba 
asignando al suelo no urbanizable una regulación muy limitada, excluyéndola 
de los criterios novedosos que impuso para el suelo urbano, cuyo principal 
exponente eran los mecanismos de adquisición progresiva de derechos 
urbanísticos hasta obtener el habilitante para proceder a la edificación.  
 
Sobre esta cuestión, autores como LLISET BORREL, LÓPEZ PELLICER y 
ROMERO HERNÁNDEZ73 afirman que la normativa de 1992, como ya hiciera 
su predecesora, no contemplaba un ius aedificandi específico para los titulares 
de suelo no urbanizable y ello en contra de lo que establecía la LS1956 al 
establecer una determinación específica de edificabilidad sobre el suelo 
entonces denominado rústico. Para estos autores, la posibilidad de ejecutar 
construcciones en estos suelos se convirtió, a partir de la Ley de 1975, en poco 
menos que en una concesión administrativa, al menos en tanto se verificara el 
cumplimiento de los requisitos exigidos por la propia normativa o por el 
planeamiento para su autorización74.   
 
La primera cuestión a la que hace referencia el TRLS1992 es al denominado 
principio de vinculación a destino de los suelos rurales, al exigir expresamente 
en su artículo 15 que los suelos declarados como no urbanizables por el 
planeamiento75 no puedan ser destinados a fines distintos de los 
tradicionalmente admitidos en los entornos rurales (agrícola, forestal, ganadero, 
                                            
73 Op. cit. (1993, págs. 113 y ss.). 
74 En el mismo sentido se expresa GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús (1990, pág. 126). 
75 O declarados expresamente como tales por el propio artículo 13 del TRLS1992 en los 
municipios sin planeamiento urbanístico aplicable. 
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cinegético y, en general, los vinculados a la utilización racional de sus recursos 
naturales), todo ello conforme a lo dispuesto en la normativa que, en cada 
caso, fuera aplicable. 
 
Esta limitación de los usos del suelo no urbanizable, aplicable tanto al calificado 
como común o general como al especialmente protegido por los 
correspondientes instrumentos de planeamiento, se desarrolla en el artículo 16, 
en el que se contiene el régimen de prohibiciones y posibles autorizaciones 
sobre su ámbito, lo que a efectos prácticos configura el estatuto jurídico de esta 
clase de suelo. En concreto, se prohíbe expresamente toda transferencia, 
división o segregación realizada en contra de la normativa que fuera aplicable, 
en función de los usos del territorio afectado y, en general, todo acto de 
parcelación que pretenda o promueva su transformación, salvo las excepciones 
legales relativas a los núcleos rurales o asentamientos tradicionalmente 
admitidos en los entornos rurales. En este punto FERNÁNDEZ TORRES 
encontraba una novedad conforme a la regulación anterior, al extender el 
catálogo de normas conforme a las que pudieran autorizarse segregaciones en 
suelo no urbanizable, frente a la anterior exigencia de su acomodación a lo 
dispuesto en la normativa agraria76. 
 
Con respecto a las construcciones y edificaciones autorizables, como se ha 
apuntado anteriormente la nueva normativa parte de la premisa de declarar, 
con carácter general, únicamente válidas las relativas a los usos 
tradicionalmente admitidos en los suelos de naturaleza rural, limitando su 
configuración y características a lo dispuesto expresamente en los planes 
vigentes sobre el territorio o en la normativa sectorial aplicable al uso concreto 
del suelo. En concreto, a falta de determinaciones específicas, autores como 
GONZÁLEZ PÉREZ77 entendían que la exigencia legal para la autorización de 
estas construcciones requería la acreditación de la verdadera adaptación de la 
construcción al uso del suelo y que, en todo caso, su utilización se encuadrara 
dentro del mismo, sin que pudiera destinarse a otros usos que pudieran 
                                            
76 Op. cit. (1993, págs. 136 y ss.). 
77 Op. cit. (1990, págs. 130 y ss.). 
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desnaturalizar su autorización. Por lo demás, cabe indicar que la adaptación de 
estas construcciones y edificaciones a los usos tradicionales del suelo 
determinaba, desde un punto de vista procesal, su autorización mediante un 
procedimiento simple y aprobado por la propia administración local. 
 
Además de estas construcciones vinculadas a los usos tradicionales del suelo, 
el TRLS1992 en su artículo 16.3.2ª recogía la habilitación que ya se contenía 
en la normativa anterior, relativa a la posible autorización de edificaciones no 
vinculadas los usos naturales del entorno rural, pero que por cualquier motivo 
tuvieran que emplazarse en suelos no urbanizables previa declaración de su 
utilidad pública o interés social. A esta previsión, heredera de la que se 
contenía en el artículo 44.2 del RGU de 1978, se añadía la también prevista 
anteriormente posible autorización de viviendas unifamiliares aisladas, cuya 
premisa fundamental era la acreditación de que con su instalación no se 
fomentara la creación de nuevos núcleos de población en suelo rural. 
 
Para la concesión de esta autorización de uso excepcional del suelo no 
urbanizable, el texto refundido de 1992 asume igualmente la tramitación 
contenida en el punto segundo del artículo 44 del RGU, que requiere la 
autorización expresa del órgano autonómico competente con anterioridad a la 
obtención de la preceptiva licencia municipal. Este procedimiento de “doble 
autorización” presenta en el TRLS1992 una configuración similar al establecido 
en la normativa estatal previa, al exigir de forma expresa la justificación de la 
utilidad pública o interés social del proyecto78, el establecimiento de un periodo 
de información pública y, finalmente, el acto de autorización emitido de expresa 
por la Administración autonómica correspondiente y, en todo caso, previo a la 
intervención municipal mediante la concesión de la preceptiva licencia 
urbanística. Sin embargo, presenta la novedad de la propia referencia al órgano 
autonómico competente, a diferencia del texto del RGU79, sin duda para 
                                            
78 O, en su caso, la necesidad de la vivienda unifamiliar para el servicio al uso del territorio, 
junto con la acreditación de no existencia de riesgo de formación de núcleo de población en 
suelo rural. 
79 En el que se cita expresamente al Ministro de Obras Públicas y Urbanismo, que era 
competente cuando se tratara de capitales de provincia o municipios de más de 50.000 
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adecuar su regulación a la distribución competencial establecida por la CE1978 
y recogida de forma generalizada por los Estatutos de Autonomía de las 
diferentes Comunidades Autónomas.   
 
Tras esta regulación, el TRLS1992 se refería expresamente al suelo no 
urbanizable especialmente protegido en su artículo 17, en el que literalmente 
se disponía: 
 
“17. Áreas de especial protección. 
 
El planeamiento territorial y urbanístico podrá delimitar áreas de 
especial protección en las que estará prohibida cualquier utilización que 
implique transformación de su destino o naturaleza, lesione el valor 
específico que se quiera proteger o infrinja el concreto régimen limitativo 
establecido por aquél”. 
 
En este texto pueden apreciarse las características que la norma estatal de 
1992 atribuía al suelo no urbanizable especialmente protegido y a las que se ha 
hecho referencia anteriormente. En concreto, se atribuye expresamente al 
planeamiento la función de delimitar las denominadas “áreas de especial 
protección”, prohibiendo todo tipo de actuación en su ámbito que implicara 
cualquier tipo de transformación del suelo que pudiera menoscabar los valores 
por los que obtuvo esta consideración, y todo ello conforme al régimen jurídico 
limitativo de usos que, de forma específica debería contener el propio 
instrumento planificador. Con esta expresa mención, la norma estatal atribuía a 
los instrumentos de planificación territorial o urbanística la competencia para 
contener, además de la propia delimitación de los ámbitos protegidos, el propio 
régimen aplicable a los mismos, estableciendo las limitaciones específicas que 
la salvaguarda de los valores identificados en el territorio pudiera demandar. 
Como señala PAREJA I LOZANO, los instrumentos de planificación presentan 
una importancia capital en la configuración de los suelos protegidos, debido a 
que son el medio fundamental por el que se formula su específico estatuto 
jurídico, cuya finalidad prioritaria de protección de estos entornos puede 
                                                                                                                                
habitantes o, en otro caso, a la Comisión Provincial de Urbanismo respectiva, en los demás 
casos. 
76





conllevar el establecimiento de limitaciones más restrictivas que las 
establecidas de forma ordinaria por la normativa vigente80.  
 
A la anterior conclusión deben sumarse dos reflexiones sobre la redacción del 
artículo trascrito. En primer lugar, puede indicarse que es sintomática la 
expresión “planeamiento territorial y urbanístico”, lo que expresa la realidad 
histórica del momento en el que se aprueba la reforma de la normativa 
urbanística estatal, en la que se diferencian de forma efectiva los conceptos de 
ordenación territorial y urbanismo, acogiendo la posibilidad de que ambas 
materias pudieran delimitar espacios de suelo especialmente protegido81. En 
segundo lugar, el TRLS1992 establece esta función del planeamiento con la 
expresión “podrá”, lo debe ser interpretado como una mera cuestión semántica, 
entendiendo que el sentido de la expresión adoptada por el legislador estatal 
no es la de establecer una mera posibilidad de su ejercicio, sino una asignación 
de potestad para el ejercicio de esta función dentro de la planificación territorial 
o urbanística, plenamente exigible una vez verificada la presencia de suelo en 
su ámbito geográfico en el que concurran los valores merecedores de un 
régimen de protección suplementaria sobre el general del suelo no urbanizable 
común. 
 
Por lo demás, cabe añadir que aunque la citada diferenciación entre las 
expresiones de planeamiento territorial y urbanístico evidenciara su 
delimitación independiente, el TRLS1992 asumía el compromiso de la 
normativa anterior de propiciar una planificación integral del territorio nacional, 
estableciendo en sus artículos 65 y siguientes la figura del Plan Nacional de 
Ordenación82 como elemento global vertebrador de todo el territorio nacional y 
                                            
80 PAREJA I LOZANO, Carles (1990, págs. 81 y ss.). 
81 Cfr. LLISET BORREL, Francisco; LÓPEZ PELLICER, José A. y ROMERO HERNÁNDEZ, 
Federico (1993, págs. 124-125). 
82 El artículo 66 del TRLS1992 disponía expresamente: “El Plan Nacional de Ordenación 
establecerá las grandes directrices territoriales, fijará los fines y objetivos y determinará las 
prioridades de la acción pública a escala del territorio nacional, de forma que permita la 
adopción coordinada de las decisiones estratégicas referentes a la compatibilidad del espacio 
económico con la calidad de vida y el bienestar social, así como la integración del espacio 
nacional en el europeo en el marco de las competencias que constitucionalmente corresponden 
al Estado”. 
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sobre el que deberían efectuarse los denominados Planes Directores 
Territoriales de Coordinación (o instrumentos similares establecidos por la 
normativa autonómica), encargados de desarrollar los objetivos territoriales del 
Plan Nacional a modo de instrumentos subregionales de estrategia y desarrollo 
territorial cuyo ámbito máximo sería el de la Comunidad Autónoma. Esta 
distribución de ámbitos de actuación se sustentaba en la pretendida 
distribución competencial que el legislador estatal de la época estimaba que 
otorgaba la Constitución Española de 1978, al entender que el aspecto 
vertebrador integral del territorio nacional debía ser asumida por el Estado y 
que podía igualmente prever los ámbitos de actuación regional para los 
supuestos de las Comunidades Autónomas que no hubieran establecido una 
normativa propia en virtud de lo dispuesto en el artículo 148 del texto 
constitucional y sus respectivos Estatutos de Autonomía. Pero esta 
consideración, como veremos a continuación, quedó en entredicho una vez que 
el Tribunal Constitucional procedió a interpretar y delimitar los ámbitos 
competenciales del Estado y las Comunidades Autónomas sobre la ordenación 
territorial y el urbanismo, en función de la escueta regulación del artículo 
148.1.3ª de la Constitución Española, en la famosa y comentada Sentencia 
61/1997, de 20 de marzo. 
 
En definitiva, en el nuevo régimen normativo estatal, en lo que respecta al 
suelo no urbanizable, se mantenían los elementos fundamentales de la 
regulación a la que sustituyó, teniendo en cuenta además que los reglamentos 
de desarrollo seguían siendo aplicables hasta que fueran desplazados en cada 
territorio por posteriores normas autonómicas, en todas las cuestiones que no 
fueran incompatibles con la nueva regulación legal. Esta consideración fue 
apreciada incluso por la jurisprudencia, ya que en la STS de 29 de enero de 
1992 (RJ/1992/2239) a la que se ha hecho referencia anteriormente, se 
contiene la siguiente manifestación en su FD 4º: “…se puede apreciar una 
cierta graduación de menor a mayor, según se trate de urbanizable pero no 
programado, no urbanizable, y de especial protección. Análoga protección, si 
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no más acentuada, se da a estos suelos en los arts. 5, 6 y 7 de la nueva Ley 
del Suelo de 25-7-1990.”.  
 
Con esta mención expresa, el Alto Tribunal venía a apreciar la tendencia 
continuista de la nueva regulación legal aprobada a primeros de los años 
noventa del pasado siglo, caracterizada por el progresivo aumento en la 
protección del suelo no urbanizable, reservando su máxima expresión a los 
ámbitos declarados como especialmente protegidos cuyo régimen singular 
debía venir definido por los propios instrumentos de planificación por los que 
fueran expresamente reconocidos. 
 
 
F. La Sentencia del Tribunal Constitucional 61/1997, de 20 de marzo y la 
normativa estatal posterior. 
  
La impugnación de varias Comunidades Autónomas ante el Tribunal 
Constitucional del texto de la Ley del Suelo de 1990, que se unió a las que 
también se presentaron frente al TRLS1992, derivó en la famosa y discutida 
STC 61/1997, de 20 de marzo (rec. 2479/1990. Ponente: RUIZ VADILLO, EDJ 
1997/860), en la que el Tribunal Constitucional declaró la inconstitucionalidad 
de la mayor parte del texto refundido, no por cuestiones materiales o de fondo 
sino, por una parte, por resolver expresamente la ausencia de competencia 
estatal para regular sobre cuestiones propias de la ordenación territorial y el 
urbanismo (materias atribuidas de forma unitaria a las Comunidades 
Autónomas por mor de lo dispuesto en el artículo 148.1.3ª de la Constitución 
Española de 1978), y por otra parte, por establecer el criterio interpretativo de 
que el Estado no podía legislar en materias en las que no tuviera competencia, 
aunque solo fuera para establecer una normativa de carácter supletorio y 









Como indica ESCUÍN PALOP83 en la citada Sentencia el Tribunal 
Constitucional sostiene que la declaración del artículo 149.3 de la CE1978, por 
la que se declara a la normativa estatal como supletoria de la regulación 
aprobada por las diferentes Comunidades Autónomas, no atribuye al Estado un 
título material habilitante del ejercicio de su potestad legislativa en las materias 
sobre las que no ostenta competencia, lo que conduce inexorablemente a 
considerar viciados de nulidad todos los preceptos del TRLS1992 que 
surgieron con el único objeto de servir de regulación supletoria. Pero, a mayor 
abundamiento, esta ausencia de competencia estatal para producir normas con 
exclusivo alcance supletorio se extiende, a juicio del Tribunal Constitucional, 
incluso a las materias en las que la distribución competencial se distribuye 
entre la regulación de las bases por el Estado y su desarrollo por las 
Comunidades Autónomas, y ello debido a que no puede invocar la cláusula 
relativa a la supletoriedad para poder amparar una regulación para la que no 
ostenta competencia alguna.   
 
En adición a lo anterior, la STC 61/1997 en su FD 12º sostiene que la 
imposibilidad de dictar normas supletorias con tal exclusivo propósito allí donde 
el Estado carece de competencias sobre la materia, como en el caso del 
urbanismo, trae también como consecuencia que la refundición de textos 
legales no sea la técnica legislativa más adecuada en manos del legislador 
estatal, puesto que, a menos que tal refundición se circunscriba a aquellos 
textos legales o normas sobre las que el Estado sí ostente algún título 
competencial, la producción de esta nueva norma refundida incurriría 
igualmente en vicio de nulidad por causa de incompetencia material84.  
 
Lo que en cambio estima procedente el Tribunal Constitucional es que la 
competencia autonómica sobre el urbanismo y la ordenación territorial coexista 
con las materias que el artículo 149.1 de la CE1978 reserva al Estado y cuyo 
ejercicio puede condicionar la actuación autonómica, debido a sus inevitables 
                                            
83 ESCUÍN PALOP, Catalina (1999, págs. 17 y ss.). 
84 Cfr. MORILLAS SÁNCHEZ, Pedro, en la obra colectiva “Derecho Urbanístico Práctico. 
Autonómico y Estatal Supletorio” (2001, pág. 39). 
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puntos de conexión. En este sentido GONZÁLEZ PÉREZ85 señala que el 
problema se encuentra en la delimitación de cada ámbito en particular, lo que 
requiere un examen de los concretos títulos competenciales que sirven de 
fundamento a la intervención estatal en materias vinculadas con el urbanismo y 
la ordenación territorial. 
 
Con arreglo a estos postulados, el fallo de la Sentencia 61/1997, de 20 de 
marzo, determinó la declaración de inconstitucionalidad de todos los preceptos 
declarados como de aplicación supletoria en el TRLS1992, junto con los de 
carácter básico que, a juicio del Tribunal Constitucional, invadían las 
competencias reconocidas constitucionalmente a las Comunidades Autónomas 
y cuyo ejercicio podía ser impedido o indebidamente condicionado. Esta 
restricción del ámbito de la actuación supletoria del Estado en materias de 
competencia autonómica fue criticada por una parte importante de la doctrina, 
debido a que autores como PEÑARANDA RAMOS estimaron que la función 
constitucional del Estado no podría reducirse en estos casos a mantener los 
textos normativos previos a la nueva distribución competencial, sin siquiera 
poder realizar su actualización o refundición86. 
 
En términos más genéricos, PARDO ÁLVAREZ87 destacaba que la resolución 
del Tribunal Constitucional se orientaba en contra de la inequívoca voluntad de 
la Carta Magna de establecer la aplicación supletoria de la legislación estatal, 
que sin embargo a partir de este momento quedaba sometida al cumplimiento o 
a la concurrencia de una serie de requisitos no exigidos originariamente. De 
este modo, esta autora resaltaba la realidad por la que, desde la introducción 
de esta interpretación, para que alguna de las disposiciones estatales de nueva 
redacción pudiera tener aplicación supletoria, debería formularse a partir de la 
invocación de algún título específico que le habilitara en concreto para 
establecer la reglamentación de que se trate, o en otras palabras, sería 
                                            
85 GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús (1998, págs. 58 y ss.). 
86 PEÑARANDA RAMOS, José Luis (1997, págs. 138 y ss.). 
87 PARDO ÁLVAREZ, María (1997, págs. 622 y ss.). 
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requisito inexcusable  invocar alguno de los títulos competenciales enumerados 
en el artículo 149.1 de la CE1978. 
 
El sentido del fallo del Tribunal Constitucional, tal y como exponen CASTELAO 
RODRÍGUEZ y SANTOS DÍEZ88 hace imprescindible destacar que la 
declaración de inconstitucionalidad fue motivada, en todos los casos, por 
razones competenciales y no por cuestiones materiales, de tal modo que 
podría afirmarse que si la misma norma la hubiera elaborado una Comunidad 
Autónoma no hubiera obtenido tacha alguna de legalidad.  
 
Con todos estos antecedentes, la publicación de esta Sentencia del Tribunal 
Constitucional supuso la generación de una serie de efectos legales en cadena, 
que derivaron en el restablecimiento de la vigencia del TRLS1976 en todas 
aquéllas Comunidades Autónomas que no habían aprobado una normativa 
propia89 y, a su vez, que dicho texto se convirtiera de facto en la normativa 
estatal supletoria para el resto de Comunidades Autónomas que sí se habían 
dotado de normativa propia, al establecerse una pervivencia ad eternum de 
dicha norma como única supletoria de general aplicación. Sobre la base de 
esta interpretación del Tribunal Constitucional, al legislador estatal solo se le 
reconoció a futuro la ya apuntada capacidad de aprobar normas sobre las 
materias que, manteniendo algún tipo de competencia constitucional y 
conforme a su propio alcance, presentaran conexión con la ordenación 
territorial y el urbanismo, de tal forma que pudieran incidir o vincular en 
determinados aspectos al legislador autonómico en su normativa de ordenación 
territorial o urbanística90. 
                                            
88 Op. cit. (1999, pág. 150). 
89 Salvo en las cuestiones derogadas expresamente por la vigencia de los artículos del 
TRSL1992 que fueron declarados expresamente compatibles con el ordenamiento 
constitucional vigente. 
90 En este caso vuelve a surgir la problemática de las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, 
cuyas respectivas Asambleas no ostentan potestad legislativa. Sobre este asunto se pretendió 
fundamentar la competencia del Estado para actualizar la normativa estatal de 1976, al invocar 
su necesidad dado que, en caso contrario, estos territorios españoles quedarían 
permanentemente sin la posibilidad de modernizar la normativa aplicable sobre los mismos, 
pero esta propuesta ha sido considerada como un supuesto de fraude de ley. En la actualidad, 
la disposición adicional tercera del Real Decreto Legislativo 7/1985, de 30 de octubre, por el 
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana se refiere a la 
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Acerca de esta cuestión, DE ASÍS ROIG91 expone que es innegable que, a 
partir de esta interpretación del Tribunal Constitucional, el centro de articulación 
de los sistemas de ordenación urbanística ha de formarse sobre la base de las 
diferentes regulaciones autonómicas sobre ordenación territorial y urbanismo. 
Con esta consideración no se excluye totalmente la intervención del Estado en 
todo lo relativo a la gestión y uso del suelo, pero sí que ésta queda restringida 
al efectivo alcance de sus títulos competenciales reconocidos y, en otro caso, a 
la aplicación de su normativa como derecho supletorio, aunque en este último 
supuesto su actualización ha quedado vedada en la práctica.  
 
A lo anterior se ha de añadir la consecuencia de la generalización posterior de 
una situación que puede definirse, cuanto menos, de curiosa, dado que varias 
Comunidades Autónomas aprobaron de forma urgente el propio texto estatal 
declarado inconstitucional como normativa propia y ello debido a que, como se 
ha apuntado, los motivos que llevaron al Tribunal Constitucional a anular la 
mayor parte del TRLS1992 no fueron de naturaleza sustantiva sino de carácter 
competencial, por lo que no existía inconveniente jurídico alguno para que las 
Comunidades Autónomas, que ya venían aplicando este texto normativo, 
pudieran adoptar su regulación mediante su establecimiento como normativa 
propia92. En otros casos, las Comunidades Autónomas abordaron su propia 
                                                                                                                                
peculiar situación de las Ciudades Autónomas al disponer: “Las ciudades de Ceuta y Melilla 
ejercerán sus potestades normativas reglamentarias en el marco de lo establecido por las 
respectivas leyes orgánicas por las que se aprueban sus estatutos de autonomía, esta ley y las 
demás normas que el Estado promulgue al efecto. En todo caso, corresponderá a la 
Administración General del Estado la aprobación definitiva del Plan General de Ordenación 
Urbana de estas ciudades y de sus revisiones, así como de sus modificaciones que afecten a 
las determinaciones de carácter general, a los elementos fundamentales de la estructura 
general y orgánica del territorio o a las determinaciones a que se refiere el apartado séptimo de 
la disposición final segunda. La aprobación definitiva de los Planes Especiales no previstos en 
el Plan General, y de sus modificaciones, así como de las modificaciones del Plan General no 
comprendidas en el párrafo anterior, corresponderá a los órganos competentes de las ciudades 
de Ceuta y Melilla, previo informe preceptivo de la Administración General del Estado, el cual 
será vinculante en lo relativo a cuestiones de legalidad o a la afectación a intereses generales 
de competencia estatal, deberá emitirse en el plazo de tres meses y se entenderá favorable si 
no se emitiera en dicho plazo”. 
91 DE ASÍS ROIG, Agustín E. (Director) (1997, pág. 52). 
92 En concreto se aprobaron las siguientes normas: 
- Andalucía: Ley 1/1997, de 18 de junio, por el que se adoptan con carácter urgente y 
transitorio disposiciones en materia de régimen de suelo y de ordenación urbana de Andalucía. 
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regulación urbanística y/o territorial de forma urgente, al objeto de desplazar la 
aplicación en su territorio del renacido TRLS1976.  
 
En resumidas cuentas, la STC 61/1997, de 20 de marzo, junto con otras 
resoluciones judiciales posteriores93, provocaron la definitiva dispersión 
normativa que presenta el panorama nacional actual, ya que tras ella se 
generalizó progresivamente la aprobación de normas urbanísticas propias por 
cada Comunidad Autónoma, evitando a su vez que el Estado pudiera actualizar 
su normativa como elemento de homogeneización por vía supletoria, cuestión 
que ha sido muy discutida doctrinalmente, pero que se ha sostenido en la 
práctica jurídica durante el trascurso de más de dos décadas desde su 
publicación. Como afirma GUTIÉRREZ COLOMINA94, con esta decisión del 
Tribunal Constitucional se produjo una reducción al ámbito autonómico del 
urbanismo, tanto en lo que se refiere a la normativa de aplicación directa, como 




G. La Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre Régimen del Suelo y Valoraciones. 
 
1. La nueva consideración del suelo no urbanizable. 
 
Ante la nueva situación surgida con la interpretación del Tribunal 
Constitucional, el legislador estatal se planteó la necesidad de adaptar a sus 
postulados un proyecto normativo que ya tenía en cartera con anterioridad, 
dirigido a reformar parte del régimen urbanístico y de las valoraciones. Para 
ello se revisó el proyecto inicial al objeto de incluir exclusivamente referencias 
                                                                                                                                
- Cantabria: Ley 1/1997, de 25 de abril, de medidas urgentes en materia de régimen de suelo y 
ordenación urbana. 
- Extremadura: Ley 13/1997, de 23 de diciembre, reguladora de la actividad urbanística.  
93 En concreto, la Sentencia del Tribunal Supremo de 25 de junio de 1997 (RJ/5382/1997) 
determinó la nulidad de cinco artículos y una disposición transitoria del TRLS1992, que habían 
permanecido vigentes tras la Sentencia del Tribunal Constitucional, por estimar que se había 
producido un exceso en el ejercicio de la refundición de las normas incluidas en el mismo. 
94 Op. cit. (2012-c, págs. 649-650). 
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al exiguo ámbito de materias que tuvieran conexión con la ordenación territorial 
y el urbanismo, y que la resolución del Tribunal Constitucional entendía dentro 
de las competencias estatales. De forma resumida, estas materias se centran 
en el establecimiento de las condiciones básicas de igualdad en el ejercicio de 
los derechos y el cumplimiento de los deberes constitucionales, la expropiación 
forzosa y el régimen de valoraciones95.  
 
Este proyecto revisado se plasmó finalmente en la aprobación de la Ley 
6/1998, de 13 de abril, sobre Régimen del Suelo y Valoraciones96 (LRSV1998), 
norma que contenía, entre otras cuestiones, la determinación del régimen 
urbanístico de la propiedad del suelo97, estableciendo los criterios generales de 
clasificación de las distintas clases de suelo. De este modo, su artículo 9 
definía el suelo no urbanizable de la siguiente forma: 
 
“Tendrán la condición de suelo no urbanizable, a los efectos de esta 
Ley, los terrenos en que concurra alguna de las circunstancias 
siguientes: 
 
1.- Que deban incluirse en esta clase por estar sometidos a algún 
régimen especial de protección incompatible con su transformación de 
acuerdo con los planes de ordenación territorial o la legislación sectorial, 
en razón de sus valores paisajísticos, históricos, arqueológicos, 
científicos, ambientales o culturales, de riesgos naturales acreditados en 
el planeamiento sectorial, o en función de su sujeción a limitaciones o 
servidumbres para la protección del dominio público. 
 
2.- Que el planeamiento general considere necesario preservar por los 
valores a que se ha hecho referencia en el párrafo anterior, por su valor 
agrícola, forestal, ganadero o por sus riquezas naturales, así como 
aquellos otros que considere inadecuados para el desarrollo urbano”. 
 
Conforme a la redacción trascrita, la LRSV1998 establecía los criterios que 
debían motivar la consideración de un determinado suelo en la clasificación de 
no urbanizable (o clase equivalente establecida por la normativa urbanística 
                                            
95 A lo que hay que añadir una materia muy importante para nuestro estudio como es la 
contenida en el artículo 149.1.23ª CE1978 y que otorga al Estado la competencia para aprobar 
la legislación básica sobre protección del medio ambiente. 
96 BOE núm. 89, de 14 de abril de 1998. 
97 Aunque asumiendo la no competencia estatal sobre la materia, el legislador seguía 
atribuyendo condiciones urbanísticas a los tipos de suelo definidos por la LRSV1998, 
manteniendo incluso la denominación tradicional asignada por las normas previas a la STC 
61/1997, de 20 de marzo. 
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autonómica aplicable en cada caso), en función de dos criterios fundamentales, 
como son la especial protección asignada por los instrumentos de ordenación 
del territorio o por leyes sectoriales aplicables sobre su ámbito geográfico98 y, 
en segundo lugar, en función de la propia voluntad del planeamiento 
urbanístico que determinara la necesidad de preservar el terreno en función de 
sus valores, condiciones físicas o, en todo caso, por la consideración de su 
falta de aptitud para el desarrollo urbano.  
 
Con ello, el legislador de 1998 estableció un cambio radical en la determinación 
del suelo no urbanizable, debido a que era la primera norma de contenido 
urbanístico estatal que abordaba una definición directa de este tipo de suelo, 
sin acudir a criterios con referencias residuales a los otros tipos de suelo. Esta 
consideración del suelo no urbanizable fue destacada por autores como ALLI 
ARANGUREN99, al entender que mediante esta incorporación de criterios de 
clasificación más amplios que en normas anteriores, se pretendía la afirmación 
de su carácter reglado, perdiendo su previa caracterización residual que con la 
nueva regulación se atribuía al suelo urbanizable.   
 
A juicio de SÁNCHEZ GOYANES esta nueva concepción del suelo no 
urbanizable en la normativa estatal se plasma en el establecimiento de dos 
categorías distintas, la primera constituida por los suelos sometidos a una 
especial protección, ya venga ésta determinada por normas o instrumentos 
externos a la planificación urbanística o deriven de ésta y, en segundo lugar, 
los suelos a los que el planificador urbanístico, plasmando su propia 
consideración política, considere no adecuados para el desarrollo urbano o, en 
otras palabras, excluya simple y llanamente del proceso urbanizador100. Para 
                                            
98 La vinculación del urbanismo por las diferentes normas sectoriales no ha estado exenta de 
polémica en función de la posible colisión de intereses que pudieran existir entre las distintas 
Administraciones competentes. Sin embargo, la prevalencia de la normativa sectorial y de los 
planes de ordenación del territorio sobre el urbanismo ha sido afirmada por la Jurisprudencia 
en numerosas sentencias, entre las que podemos destacar la STSJ de Cataluña número 
2/2000, de 12 de enero. 
99 ALLI ARANGUREZ Juan Cruz (1999, págs. 296-297). 
100 SÁNCHEZ GOYANES, Enrique (1998). 
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MARTÍNEZ GARCÍA101 con este cambio de criterio normativo el suelo no 
urbanizable aparte de dejar de considerarse como suelo residual, pasaba a ser 
objetivado y, en consecuencia, su delimitación y clasificación exigía ser 
debidamente justificada en las distintas memorias de los instrumentos de 
planificación. Con esta nueva consideración de su definición pasaba además a 
ser objeto de verificación judicial, mediante las técnicas del control de la 
discrecionalidad y de los conceptos jurídicos indeterminados, aplicables en la 
delimitación de sus ámbitos por el planeamiento vigente. 
 
Para SANTOS DÍEZ y CASTELAO RODRÍGUEZ102 la LRSV1998 contenía una 
diferenciación en categorías dentro del suelo considerado como no 
urbanizable, pudiendo distinguir entre los suelos en los que se apreciaran 
valores merecedores de una especial protección impuesta por normativa 
sectorial o instrumentos de planificación territorial; los suelos en los que se 
apreciaran estos mismos valores pero cuya delimitación se realizara por el 
propio planificador municipal; y, en tercer lugar, los que no poseen estos 
valores pero su condición de no urbanizables deriva de la apreciación del 
planificador de su inadecuación para albergar futuros desarrollos 
urbanizadores. Por tanto, según estos autores, el suelo especialmente 
protegido podría derivar de su consideración por la normativa sectorial, del 
planeamiento territorial o ambiental que pudiera otorgar expresamente esta 
condición y, en tercer lugar, de la propia decisión razonada del planificador 
urbanístico, en la que justificara la presencia de los valores que fundamentaran 
su sometimiento a un régimen de especial protección. Por el contrario, en el 
caso del suelo inadecuado para su desarrollo urbanístico, podría ser apreciado 
discrecionalmente por el planeamiento general, dentro de una decisión que 
requeriría igualmente una justificación de las razones motivadoras de su 
adopción, lo que indudablemente debía incidir en los términos de razonabilidad 
y tendencia a la consecución del bien común.  
 
                                            
101 MARTÍNEZ GARCÍA, Silvestre (1998). 
102 En la obra colectiva Régimen del Suelo y Valoraciones. Comentarios a la Ley 6/1998, de 13 
de abril (2000, págs. 97 y ss.). 
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Según CASTILLO GÓMEZ103 en el citado artículo 9 se hace una distinción 
eficaz y bien organizada entre la regulación de sus párrafos primero y segundo. 
En concreto, en el primer párrafo se refiere a todas las decisiones 
supramunicipales o supraterritoriales (leyes sectoriales y planes de ordenación 
territorial), por las que se excluye a ciertos terrenos de su transformación. Pero 
eso sí, en función de datos objetivos que pueden ser valores paisajísticos, 
históricos, arqueológicos, científicos, ambientales o culturales, también de sus 
limitaciones para la protección del dominio público y, finalmente, de riesgos 
naturales acreditados en el planeamiento sectorial. En todos estos casos la 
planificación municipal se ve constreñida a obedecer dichas decisiones 
supramunicipales sobre el suelo no urbanizable, debido a que las razones de 
especial protección le son impuestas al municipio. 
 
Al contrario, en los demás casos (establecidos en el párrafo segundo del 
artículo 9 LRSV1998), será el planificador municipal el que considere como no 
urbanizables ciertos terrenos, en función de los mismos valores antes citados 
o, en su caso, también por ser inadecuados para el desarrollo urbano. Este 
último supuesto tiene un papel muy importante, porque mientras todo el resto 
de valores son medidos objetivamente por el municipio, en cambio los 
inadecuados para el desarrollo urbano son subjetivamente medidos y su 
establecimiento depende de la interpretación que cada municipio entienda 
procedente. De esta realidad la citada autora concluye que no sería sólo el 
urbanizable el suelo calificado como residual, sino que también podría serlo el 
no urbanizable, en virtud del alcance de la decisión municipal relativa al suelo 
inadecuado para un desarrollo urbano.  
 
No obstante, la interpretación de esta autora no fue la considerada de forma 
mayoritaria por la doctrina, que venía a entender que como contrapartida a esta 
nueva concepción del suelo no urbanizable, desde la entrada en vigor de la 
LRSV1998 el suelo residual pasaba a ser el clasificado como urbanizable, en 
un claro intento de facilitar la puesta a disposición del máximo suelo posible 
                                            
103 CASTILLO GÓMEZ, Fátima (1999).  
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para el proceso urbanizador y, en consecuencia, abastecer la demanda de 
vivienda existente e incidir de forma directa en el mercado inmobiliario, con el 
propósito final de reducir el precio del suelo y, por extensión, de la vivienda. 
Para conseguir estos objetivos, también en este caso se establecieron dos 
categorías de suelo urbanizable, diferenciadas en función de la disposición 
efectiva de la delimitación de sus ámbitos o del establecimiento de las 
condiciones de su desarrollo (art. 16.1), o que, en otro caso, no se hubieran 
delimitado ámbitos ni definido las condiciones para su desarrollo (art. 16.2). 
 
  
2. El uso del suelo no urbanizable en la LRSV1998. 
 
En cualquier caso, cabe indicar que las determinaciones sobre el suelo no 
urbanizable de la LRSV1998 se complementaban con lo establecido en su 
artículo 20, que se refería de forma breve al derecho a disfrutar de los terrenos 
conforme a su naturaleza y a las limitaciones que estableciera la normativa 
urbanística aplicable en cada caso. De este modo, la Comunidad Autónoma 
con competencias sobre la materia es la que debía plasmar las condiciones 
específicas del uso del suelo no urbanizable, conforme al criterio sostenido por 
el Tribunal Constitucional.  
 
Para BALLESTEROS FERNÁNDEZ104 con la nueva regulación el suelo no 
urbanizable quedaba vinculado al uso de la propiedad de conformidad con la 
naturaleza de los terrenos, debiendo ser destinados a fines agrícolas, 
forestales, ganaderos, cinegéticos u otros usos vinculados a la utilización 
racional de los recursos naturales. En consecuencia con esta afirmación, 
quedaban prohibidas las parcelaciones urbanísticas y las divisiones, 
segregaciones o fraccionamientos en contra de lo dispuesto por la legislación 
agraria, forestal o de similar naturaleza y ello aunque, excepcionalmente, se 
pudieran autorizar actuaciones específicas de interés público, si bien esta 
referencia debía de entenderse realizada a la legislación autonómica, o en su 
                                            
104 BALLESTEROS FERNÁNDEZ, Ángel (1998). 
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defecto y de forma supletoria, a los términos del régimen de autorizaciones en 
suelo no urbanizable que se contiene en el TRLS1976, “resucitado” por la 
interpretación del Tribunal Constitucional sostenida en la citada Sentencia 
61/1997, de 20 de marzo.  
 
Como sostiene GONZÁLEZ PÉREZ105 la LRSV1998 establece el principio 
general del uso y disfrute de los suelos no urbanizables con arreglo a su 
naturaleza y al destino establecido para los mismos en la normativa y, 
particularmente, en el planeamiento aplicable. De conformidad con esta 
premisa, en el caso de los suelos declarados como especialmente protegidos 
conforme a lo dispuesto en el artículo 9.1, el uso del suelo deberá adecuarse 
específicamente a lo que determine la norma o instrumento que defina su 
régimen de protección. En el mismo sentido, los posibles usos excepcionales 
que fueran autorizables sobre el suelo no urbanizable si se acreditara su 
interés público, solo podrían ser considerados conforme al procedimiento que, 
en su caso, estableciera la normativa urbanística aplicable, como evidente 
medida garantizadora del respeto a la distribución constitucional de 
competencias santificada por el Tribunal Constitucional. En cualquier caso, la 
norma estatal exigía expresamente que su posible autorización no conculcara 
los límites del régimen jurídico que pudieran ostentar los suelos declarados 
como especialmente protegidos, conforme dispusiera la norma o instrumento 
por el que hubieran sido formalizados106.  
 
Para LLISET BORREL107 esta es una de las cuestiones que más problemas 
había suscitado hasta la fecha, debido a que la tradicional laxa interpretación 
de estas autorizaciones extraordinarias había propiciado la proliferación de 
todo tipo de construcciones en suelo no urbanizable. Para remediar esta 
cuestión, la discrecionalidad en la autorización de estos usos y construcciones 
trata de modularse mediante la prohibición expresa de su autorización en 
                                            
105 Op. cit. (1998, págs. 397 y ss.). 
106 En similares términos se manifiesta ORTEGA GARCÍA, Ángel (1998). 
107 LLISET BORREL, Francisco (1998, págs. 112 y ss.). 
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contra del régimen específico que se hubiera establecido para los suelos 
especialmente protegidos. 
 
Además de lo anterior, cabe destacar que la limitación contenida en el artículo 
20.2 de la LRSV1998, relativa a la prohibición de todo acto de parcelación, 
división o fraccionamiento del suelo no urbanizable en contra de lo dispuesto 
en la legislación agraria, forestal o de cualquier tipo que fuera aplicable, 
suponía una limitación sectorial y no directamente urbanística. En concreto, 
para GONZÁLEZ SALINAS108 esta limitación, al igual que lo dispuesto en 
normas estatales anteriores, tiene su razón de ser en la premisa de evitar la 
formación de nuevos núcleos de población en los entornos rurales, para lo que 
se exige la verificación de la normativa sectorial aplicable a los usos 
autorizados en suelo no urbanizable relativos a la explotación de sus recursos 
naturales. En términos generales, esta prohibición pretende eliminar (o al 
menos limitar en lo posible), que las fragmentaciones del territorio rural puedan 
propiciar la generación de situaciones de hecho que pudieran devenir 
irreversibles, para lo que se exige la verificación de que los actos dispositivos 
sobre los suelos rurales guardan relación con el uso autorizado en los mismos 
y no esconden intenciones contrarias al mismo. 
 
A modo de resumen se puede señalar que la normativa estatal surgida a raíz 
de la aplicación de la STC 61/1997, de 20 de marzo, suponía un intento de 
reconducir la situación creada con su interpretación de la realidad urbanística y 
territorial con arreglo a la distribución constitucional de competencias. De este 
modo, en un intento de salvaguardar la acción estatal en estas materias aun 
conociendo la limitación de sus atribuciones, se intentó procurar un marco 
general en el que se pudieran encuadrar las diferentes normativas 
autonómicas, a partir de unos criterios generales sobre los que implementar las 
medidas propuestas desde el Estado para incidir en la gestión territorial.  
 
                                            
108 GONZÁLEZ SALINAS, J. en la obra colectiva Tratado de Derecho Municipal (1988, pág. 
1819). 
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En concreto, sobre el suelo no urbanizable se pretendía generar una línea 
general de actuación conforme a la que se definieran las diferentes categorías 
creadas por las distintas normativas autonómicas, intentando orientar la 
delimitación de los suelos rurales de todos los territorios conforme a un sistema 
directo y no residual, con el objetivo de trasladar a las distintas regulaciones la 
línea de actuación que el legislador estatal entendía prioritaria. 
 
 
H. Las modificaciones normativas posteriores relativas a la consideración 
del suelo no urbanizable.      
 
En este estado de la cuestión normativa sobre la ordenación territorial y el 
urbanismo, el Gobierno de la Nación procedió a modificar, entre otros, el 
artículo 9 de la LRSV1998, en un intento por avanzar en el proceso 
liberalizador de la actividad económica, incidiendo específicamente en el 
mercado del suelo como elemento socioeconómico de singular importancia. De 
este modo, se aprobó el Real Decreto-Ley 4/2000, de 23 de junio, de medidas 
urgentes de liberalización del sector inmobiliario y transportes109, por el que se 
alteraba la redacción del punto 2 del citado artículo, al eliminar su inciso final 
“…así como aquéllos otros que considere inadecuados para un desarrollo 
urbano.”. El objetivo principal del cambio de redacción era la eliminación de la 
potestad del planeamiento de excluir del proceso urbanizador a los terrenos 
que considerara inadecuados para el desarrollo urbano sin que tuvieran un 
valor o característica natural a considerar especialmente.  
 
En otros términos, esta limitación de la operatividad del planeamiento en la 
clasificación del suelo pretendía eliminar, de facto, el suelo no urbanizable 
común o genérico, debido a que en todo caso debería estimarse algún criterio 
de especial protección para su consideración como tal. 
 
                                            
109 BOE núm. 151, de 24 de junio de 2000.  
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Según describía expresamente la exposición de motivos del Real Decreto-Ley 
4/2000, de 23 de junio, las medidas que se incorporaba estaban destinadas a 
corregir las rigideces advertidas en el mercado, como consecuencia del fuerte 
crecimiento de la demanda y la incidencia en los productos inmobiliarios en el 
precio del suelo, condicionado, a su vez, por la escasez de suelo urbanizable 
disponible en la práctica. En consecuencia, la reforma pretendía incrementar la 
oferta de suelo en el mercado, al eliminar aquellas previsiones normativas en 
vigor que, por su falta de flexibilidad pudieran limitarla, cuestión que a juicio del 
legislador debería trasladar un efecto positivo al precio final de los bienes y 
productos inmobiliarios. 
 
Esta decisión del legislador estatal, de indudable sentido socioeconómico más 
que estrictamente urbanístico, fue contestada por una parte importante de la 
doctrina, debido a que autores como GONZÁLEZ I BALLESTEROS110 se 
postularon en contra de la legitimidad constitucional de la modificación 
normativa, entendiendo que vulneraba no solo la competencia urbanística de 
las Comunidades Autónomas al restringir los supuestos en los que podría 
declararse el suelo como no urbanizable sino, además, la propia autonomía 
municipal, al limitar indebidamente el ámbito de actuación de su potestad 
planificadora atribuida por la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las 
Bases del Régimen Local.  
 
A la misma conclusión llegó PUCHALT RUIZ111 al entender que el Estado se 
había extralimitado competencialmente al eliminar el citado inciso final del 
artículo 9.2 de la LRSV1998, debido a que los títulos competenciales aludidos 
para su fundamentación (los artículos 149.1.1 y 149.1.13 de la CE1978) se 
vieron desbordados y, en todo caso, la reforma pretendida, si bien intentaba 
facilitar la oferta de suelo a través de un mero ingenio de clasificación territorial, 
técnicamente rompía con uno de los fines básicos del urbanismo, como es la 
configuración y diseño del modelo territorial a través de la libre clasificación del 
suelo no urbanizable en función de otros criterios más allá que los 
                                            
110 GONZÁLEZ I BALLESTEROS, Josep (2000). 
111 PUCHALT RUIZ, Marcos (2002). 
93





estrictamente preservacionistas. Por ello, concluía el citado autor, con la nueva 
regulación estatal se trasgredía no solo con la competencia urbanística 
autonómica, sino también con la de ordenación territorial, al intentar truncar la 
posibilidad de establecer criterios generales de planificación del territorio como 
son los parámetros de delimitación de los suelos no aptos para futuros 
desarrollos urbanizadores. 
 
Con todo, esta modificación no llegó a tener una virtualidad operativa real que 
vinculara a la normativa autonómica y a los planeamientos urbanísticos 
derivados de la misma, debido a la interpretación que el Tribunal Constitucional 
sostuvo para ratificar la constitucionalidad del propio artículo 9 de la LRSV1998 
en la Sentencia 164/2001, de 11 de julio112 (Rec. 3004/1998. Ponente 
GARRIDO FALLA), que en síntesis determinaba que la redacción de los 
criterios de protección del suelo no debía entenderse como un número cerrado, 
sino como una relación ejemplificativa que podía ampliarse o desarrollarse por 
la normativa urbanística de cada Comunidad Autónoma. A efectos prácticos, 
con esta interpretación se garantizaba la posible delimitación del suelo rústico o 
no urbanizable en cada territorio en función de criterios más o menos amplios, 
según lo dispuesto por cada legislador113, lo que de facto abría la puerta al 
establecimiento de un suelo no urbanizable genérico o común, delimitado tanto 
de forma directa como de forma residual. 
 
A juicio de SÁNCHEZ GOYANES114, con esta interpretación del Tribunal 
Constitucional el suelo no urbanizable dejaba de ser (si es que realmente lo fue 
alguna vez) reglado en cuanto clase única de suelo, al descomponerse en la 
práctica en múltiples subclases, que serán tanto más numerosas cuanto más 
haga uso el respectivo legislador autonómico de las competencias que le 
                                            
112 BOE núm. 194, de 14 de agosto de 2001. 
113 La redacción del artículo 9 dada por el Real Decreto-ley 4/2000, de 23 de junio, fue 
posteriormente declarada inconstitucional y nula, por vulneración del artículo 86.1 CE1978, 
según dispuso la Sentencia 137/2011, de 14 de septiembre, del Pleno del Tribunal 
Constitucional (BOE. núm. 245, Suplemento, de 11 de octubre de 2011). 
114 SÁNCHEZ GOYANES, Enrique (2001). 
94





aumentó la STC 164/2001, quedando un margen de disponibilidad en manos 
del planificador urbanístico en los términos de la misma doctrina constitucional.  
  
En definitiva, la primera pieza del mecanismo legal destinado a articular la 
liberalización del suelo por parte del Estado, consistente en eliminar todo 
margen de maniobra para clasificar terrenos como suelo no urbanizable, devino 
virtualmente inoperativa. Como al respecto afirmaba RUIZ ARNÁIZ115, el Alto 
Intérprete Constitucional afirmaba implícitamente la falta de competencia del 
legislador estatal para fijar los criterios sobre clasificación del suelo no 
urbanizable, y ello debido a que los criterios contenidos en la norma carecían 
de toda virtualidad al ser puramente ejemplificativos, lo que conlleva que las 
Comunidades Autónomas pudieran fijar otros distintos, asumiendo el orden 
constitucional de distribución de competencias. 
 
Pero las vicisitudes del artículo 9 de la LRSV1998 continuaron en fechas 
posteriores, debido a que el texto de su punto 2 fue nuevamente modificado por 
la Ley 10/2003, de 20 de mayo, de medidas urgentes de liberalización en el 
sector inmobiliario y transportes116, quedando redactado de la siguiente forma: 
 
“2.- Que el planeamiento general considere necesario preservar por los 
valores a que se ha hecho referencia en el párrafo anterior, por su valor 
agrícola, forestal, ganadero o por sus riquezas naturales, así como 
aquellos otros que considere inadecuados para el desarrollo urbano, 
bien por imperativo del principio de utilización racional de los recursos 
naturales, bien de acuerdo con criterios objetivos de carácter territorial o 
urbanístico establecidos por la normativa urbanística”. 
 
Como afirmaba SÁNCHEZ GOYANES117 con esta nueva redacción reaparecía 
explícitamente para el planificador urbanístico la posibilidad de configurar una 
modalidad de suelo no urbanizable con carácter común o genérico, en la que 
no se apreciara ningún valor específico a proteger y que, por tanto, no 
postulara la acreditación de tal valor como exigencia previa para la validez de la 
decisión clasificatoria. No obstante esta afirmación, la realidad es que con esta 
                                            
115 RUIZ ARNÁIZ, Guillermo (2006, págs. 100 y ss.). 
116 BOE núm. 121, de 21 de mayo de 2003. 
117 SÁNCHEZ GOYANES, Enrique (2003). 
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reforma el legislador estatal, aun enmendando la fallida modificación anterior, 
en última instancia pretendía constreñir de algún modo la potestad del 
legislador autonómico de ampliar a su conveniencia la definición del suelo no 
urbanizable, estableciendo unos criterios mínimos que debería considerar el 
planeamiento para poder clasificar suelo en esta categoría.  
 
A tal conclusión llegaba BELTRÁN AGUIRRE118, al afirmar que la modificación 
introducida en el artículo 9.2 recuperaba en parte la redacción original de la 
LRSV1998, ya que el nuevo texto no se equiparaba a la inicial en toda su 
extensión. Al contrario, se limitaba la determinación del suelo no urbanizable no 
protegido al principio de utilización racional de los recursos naturales o, en otro 
caso, a criterios objetivos de carácter territorial y urbanístico, con lo que se 
intentaba determinar el alcance de la inadecuación para el desarrollo urbano, 
restringiendo su ámbito a cualquiera de estas circunstancias. 
 
Para RUIZ ARNÁIZ119 la reforma de 2003 situaba al suelo no urbanizable a 
caballo entre la redacción original de la LRSV 1998 y la derivada de la 
modificación del año 2000, debido a que no permitía al planificador un margen 
tan amplio como para que cualquier circunstancia justificada pudiera ser 
suficiente para delimitar un ámbito de suelo no urbanizable por su inadecuación 
para el desarrollo urbano, pero, por otra parte, tampoco restringía por completo 
su ámbito de actuación como sucedía con la anterior redacción del artículo 9.2. 
La cuestión, conforme a la redacción establecida por la Ley 10/2003, se 
centraba en definir los valores o elementos por los que un suelo podía 
considerarse inadecuado para su desarrollo, que debían basarse en el principio 
de utilización racional de los recursos naturales, o en otro caso, en criterios 
objetivos de carácter territorial o urbanísticos delimitados previamente por la 
normativa aplicable. Con todo, para este autor la nueva redacción tampoco 
podría generar el efecto esperado por el legislador estatal, debido a que, con 
arreglo a las interpretaciones formuladas por el Tribunal Constitucional en las 
referidas Sentencias 61/1997 y 164/2001, si la nueva regulación se intentaba 
                                            
118 BELTRÁN AGUIRRE, Juan Luis (2001, págs. 70 y ss.). 
119 Op. cit. (2006, pág. 111 y ss.). 
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imponer de forma plenamente vinculante, su formulación habría de reputarse 
como inconstitucional y nula, al invadir claramente competencias reservadas a 
las Comunidades Autónomas. Si al contrario entendemos que la nueva 
regulación podría ser ampliada o restringida por la normativa autonómica 
aplicable en cada caso, la rectificación realizada debería calificarse como 
meramente anecdótica, debido a que la ausencia de competencia sobre la 
materia impide toda restricción estatal vinculante sobre elementos 
determinantes de la configuración de las clases de suelo, cuestión que con la 
actual distribución competencial fijada constitucionalmente reside en las 
Comunidades Autónomas.   
 
En la práctica sucedió lo pronosticado en esta última apreciación, debido a que 
con la nueva redacción poco o nada nuevo introdujo el legislador estatal en la 
regulación del suelo no urbanizable, y ello debido a que al amparo de la 
interpretación sostenida por el Tribunal Constitucional en su Sentencia 
164/2001 antes descrita, la competencia del Estado sobre la materia no incluye 
el establecimiento de criterios apriorísticos para la consideración de los 
diferentes tipos de suelo, materia que, al contrario, debe asumir cada una de 
las Comunidades Autónomas en su normativa urbanística respectiva. Esta 
situación determinaba que, incluso asumiendo el texto del artículo 9.2 de la 
LRSV1998 tras la innovación de 2003, la normativa autonómica sobre 
ordenación del territorio y urbanismo en cada caso aplicable podría establecer 
unos criterios, más o menos laxos, conforme a los que delimitar el suelo no 
urbanizable de su ámbito territorial.  
 
Por lo tanto, podemos concluir que el efecto pretendido de restricción de la 
potestad planificadora para la delimitación de ámbitos de suelo rural no 
susceptibles de desarrollo urbanístico quedó, en cualquier caso, a criterio de 
cada Comunidad Autónoma, que en función de su corriente ideológica y/o 
sensibilidad territorial y urbanística, podría establecer diferentes criterios sobre 
los que habilitar a los instrumentos de planificación en su función delimitadora y 
preservadora de los entornos rurales. 
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I. La Ley 8/2007, de 28 de mayo, de Suelo y sus Textos Refundidos. 
  
1. Un cambio de criterio en la regulación del suelo por la normativa estatal. 
 
Con la llegada al Gobierno de la Nación del Partido Socialista Obrero Español 
en el año 2004 se planteó la modificación de los criterios que sustentaban la 
LRSV1998, en la que el legislador estatal de la época asumía posiciones de 
corte más liberal, como el intento al que se ha hecho referencia de propiciar la 
asignación al suelo urbanizable de un carácter residual, con el objeto de 
facilitar la incorporación del máximo posible de suelo disponible al proceso 
urbanizador y que ello se reflejara, finalmente, en el aumento de la oferta 
inmobiliaria para los ciudadanos. 
 
Con un criterio radicalmente distinto se aprobó la Ley 8/2007, de 28 de mayo, 
de Suelo120, que nació ya destinada a ser refundida en breve plazo con los 
preceptos que todavía permanecían vigentes del TRLS1992. Dicha tarea, 
encomendada al Gobierno de la Nación en el propio texto legal de 2007, fue 
realizada mediante la aprobación del Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de 
junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo (BOE de 26 
de junio de 2008). Este nuevo cuerpo normativo estatal asume conceptos 
totalmente distintos a las normas anteriores121 (sobre todo en comparación con 
la LRSV1998), de lo que es claro ejemplo la renuncia a la definición de las 
diversas clases de suelo, al entender que esta cuestión es una materia de 
alcance urbanístico y, por lo tanto, de competencia exclusivamente autonómica 
y suponer, además, un instrumento que impulsaba su encarecimiento en el 
mercado.  
 
                                            
120 BOE núm. 128, de 29 de mayo de 2007. 
121 Este cambio de criterio sobre la regulación del suelo por la normativa estatal se aprecia 
incluso en su denominación, que en un intento de adaptarse literalmente a las competencias 
estatales sobre la materia, elimina el artículo que precedía tradicionalmente a la palabra suelo 
pasando a ser exclusivamente “Ley de Suelo”. Con esta medida se pretendía adecuar hasta la 
denominación de la norma a las competencias estatales sobre la materia, eludiendo toda 
referencia urbanística o territorial.   
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Por el contrario, la nueva norma estatal establecía en su artículo 12 las 
situaciones básicas del suelo, distinguiendo únicamente entre el suelo que está 
urbanizado por contar con los servicios y dotaciones legalmente requeridos y, 
por otra parte, el suelo rural122, entendiendo por tal tanto el preservado por la 
ordenación territorial y urbanística como el delimitado por los instrumentos 
urbanísticos para su posterior transformación en urbanizado y, en este último 
supuesto, hasta el momento que la actuación urbanizadora sobre el mismo 
hubiera finalizado.  
 
Esta nueva concepción del suelo para la legislación estatal tenía el claro 
objetivo de incidir en el valor económico del suelo, evitando que se 
incorporaran al mismo las expectativas de revalorización del terreno no 
basadas en la inversión efectiva generadora de valor añadido al inicial del suelo 
en situación rural. Para GUTIÉRREZ COLOMINA la nueva regulación estatal 
mantiene un principio inspirador directo, como es la lucha contra la 
especulación en el mercado inmobiliario123 y que motiva la introducción de 
algunas de las medidas más novedosas de esta regulación, como son la 
vinculación del suelo residencial al servicio del derecho a disfrutar de una 
vivienda digna, el mayor rigor en la determinación y gestión de los patrimonios 
públicos de suelo, o, fundamentalmente, la citada sustitución de la clasificación 
del suelo por la definición de su concreta situación material. En concreto, con la 
nueva regulación se pretende una vuelta a los criterios originales de la 
normativa sobre expropiación forzosa, otorgando a los suelos el valor que 
ostentan en cuanto a su situación real y no, como realmente sucedía en la 
práctica, en función de sus expectativas urbanísticas, presentes o futuras. 
 
Para PÉREZ FERNÁNDEZ124 el abandono de la clasificación del suelo se debe 
a su consideración como una técnica urbanística, mientras que la regulación de 
las situaciones básicas se vincula a las valoraciones que competen plenamente 
                                            
122 Con estas nuevas denominaciones de suelo urbanizado y rural, el legislador estatal renuncia 
a atribuir elementos asociados al urbanismo en la definición de los tipos de suelo establecidos, 
en un claro intento por evitar invadir las materias sobre las que no ostenta competencia. 
123 GUTIÉRREZ COLOMINA, Venancio (2008, pág. 151 y ss.).  
124 PÉREZ FERNÁNDEZ, José Manuel (2017). 
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al legislador estatal. La diferencia fundamental entre las leyes estatales 
anteriores y la nueva estriba en que aquéllas imponían la clasificación del suelo 
en el marco de las "condiciones básicas" del derecho de propiedad, en tanto 
que la actual ni la impone ni prejuzga su existencia.  
 
De conformidad con este razonamiento, la legislación autonómica puede 
concretar los criterios de clasificación y el régimen de utilización de cada una 
de las clases, pero con la anterior regulación estatal no le era posible prescindir 
de la clasificación. A partir de ahora puede prescindir de ella si lo estimara 
conveniente, aunque no es previsible que se abandone, al menos a corto plazo, 
una técnica tan arraigada en la normativa española. En conclusión, el legislador 
urbanístico autonómico tiene competencia para prescindir o, en su caso, 
modificar las técnicas urbanísticas de clasificación y categorización al 
desaparecer éstas de la legislación estatal. No obstante, no parece que las 
Comunidades Autónomas estén, por el momento, dispuestas a renunciar al uso 
de esta consolidada técnica urbanística. 
 
A esta nueva consideración del suelo se debe sumar la definición legal de los 
criterios de valoración, que en el caso concreto del suelo en situación rural, 
opta por aplicar el método de capitalización real o potencial, a lo que se debe 
añadir la valoración de construcciones o edificaciones existentes, junto con la 
de las plantaciones o sembrados, en su caso. A esta definición, el régimen de 
valoración de este suelo añade expresamente la premisa por la que en ningún 
caso podrán incorporarse las expectativas derivadas de la asignación de 
edificabilidad y/o usos por la ordenación territorial o urbanística, al menos hasta 
que éstas hayan sido efectivamente realizadas y materializadas. No obstante, 
este criterio sobre el cual ninguna condición externa al valor intrínseco del 
suelo rural puede ser objeto de consideración a efectos de valoración legal del 
suelo (principalmente a efectos expropiatorios), queda en parte modulado por 
la excepción contenida en la propia norma por la que se permite la corrección 
al alza del valor obtenido en función de la efectiva concurrencia de factores 
objetivos de localización, como la accesibilidad a núcleos de población, a 
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centros de actividad económica o la ubicación en entornos de singular valor 
ambiental o paisajístico, cuya aplicación y ponderación habrá de ser justificada 
en el correspondiente expediente de valoración, todo ello en los términos que 
reglamentariamente se establezcan.  
 
Esta corrección valorativa derivada básicamente de la localización del suelo en 
situación rural presentaba, en la redacción original de esta norma, un límite en 
el doble del valor obtenido en la tasación inicial del suelo, cuestión que fue 
objeto de impugnación mediante recurso de inconstitucionalidad125, al estimar 
que ese límite podría establecer valoraciones anormales a efectos 
expropiatorios, ya que al limitar el impacto que presenta la localización de un 
terreno sobre su tasación se podrían producir discriminaciones legales al fijar 
precios para situaciones de venta forzosa muy alejados del valor de mercado 
del mismo bien. Dicho recurso fue estimado mediante la STC 141/2014, de 11 
de septiembre126, por la que el Tribunal Constitucional determinaba la nulidad 
del inciso “…hasta un máximo del doble” que se contenía en la redacción 
original del artículo 22.1.a) párrafo tercero de la Ley de 2007, al determinar su 
inconstitucionalidad por no poder establecer una limitación apriorística de la 
incidencia que sobre los elementos tasados de valoración del suelo rural 
pueden presentar los parámetros estimados para el contraste de su 
localización.  
  
A lo anterior se ha de añadir la referencia a otro de los principios inspiradores 
de la nueva regulación estatal, que puede calificarse como el principio de 
desarrollo territorial y urbano sostenible. En base a esta pretensión, la nueva 
regulación estatal se postula como defensora de una utilización del suelo 
congruente con la utilidad pública e interés social concurrente, incluyendo la 
                                            
125 Recursos de inconstitucionalidad 6963-2007, 6964-2007, 6965-2007 y 6973-2007 
(acumulados). Interpuestos, respectivamente, por el Consejo de Gobierno de Madrid, el 
Consejo de Gobierno de La Rioja, más de cincuenta diputados del Grupo Parlamentario 
Popular del Congreso y el Gobierno de Canarias en relación con diversos preceptos de la Ley 
8/2007, de 28 de mayo, de suelo, y recursos de inconstitucionalidad 7020-2008 y 7231-2008, 
acumulados a los anteriores, interpuestos, respectivamente, por el Consejo de Gobierno de 
Madrid y el Consejo de Gobierno de La Rioja con respecto a distintos preceptos del texto 
refundido de la Ley de suelo, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio. 
126 BOE núm. 243, de 7 de octubre de 2014. 
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aspiración de lograr un uso sostenible del territorio. A juicio de GARCÍA GIL127 
este principio no se limita a un mero enunciado, sino que se traduce en el 
mandato legal por el que se impone un uso racional del suelo y de los recursos 
naturales, que propicie los procesos de producción y consumo favorecedores 
de la sostenibilidad del desarrollo económico y social, junto con la integración 
de las exigencias medioambientales en la gestión del territorio. 
 
 
2. El Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana. 
 
Estos principios reguladores del suelo en las materias de competencia estatal 
se mantienen vigentes actualmente, si bien es preciso hacer referencia a que, 
transcurridos seis años desde la aprobación de la norma estatal de 2007, se 
produjo la aprobación de la Ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitación, 
regeneración y renovación urbanas128, lo que motivó la necesidad de refundir la 
totalidad de legislación estatal vigente sobre las materias con conexión con el 
urbanismo. Esta tarea se llevó a la práctica a través del Real Decreto 
Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido 
de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana129 (TRLS2015), norma estatal 
actualmente vigente en materia de suelo.  
 
En su redacción actual se define el suelo rural conforme a lo que dispone el 
artículo 21.2 del TRLS2015:  
 
“a) En todo caso, el suelo preservado por la ordenación territorial y 
urbanística de su transformación mediante la urbanización, que deberá 
incluir, como mínimo, los terrenos  excluidos de dicha transformación 
por la legislación de protección o policía del dominio público, de la 
naturaleza o del patrimonio cultural, los que deban quedar sujetos a tal 
protección conforme a la ordenación territorial y urbanística por los 
valores en ellos concurrentes, incluso los ecológicos, agrícolas, 
ganaderos, forestales y paisajísticos, así como aquéllos con riesgos 
naturales o tecnológicos, incluidos los de inundación o de otros 
                                            
127 GARCÍA GIL, F. Javier (2007, pág. 19 y ss.). 
128 BOE núm. 153, de 27 de junio de 2013. 
129 BOE núm. 261, de 31 de octubre de 2015. 
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accidentes graves, y cuantos otros prevea la legislación de ordenación 
territorial o urbanística. 
 
b) El suelo para el que los instrumentos de ordenación territorial y 
urbanística prevean o permitan su paso a la situación de suelo 
urbanizado, hasta que termine la correspondiente actuación de 
urbanización, y cualquier otro que no reúna los requisitos a que se 
refiere el apartado siguiente”. 
  
De esta descripción actual del suelo rural en la normativa estatal, como se ha 
apuntado anteriormente, se puede concluir que establece una formulación 
meramente enunciativa de la diferente tipología que la legislación sectorial o la 
ordenación pueden delimitar, al formular en el punto a) anterior una mera 
relación de condiciones que deben motivar la clasificación del suelo rural 
preservado de la transformación urbanística, en consonancia con la actual 
interpretación del Tribunal Constitucional sobre la cuestión. A partir de este 
mínimo común denominador, será la legislación de ordenación territorial y 
urbanística de cada Comunidad Autónoma la que deba determinar los tipos de 
suelo rural existentes en su ámbito geográfico, definidos por lo general en 
función de la forma en la que se materialice su delimitación efectiva. 
 
Para autores como GONZÁLEZ PÉREZ130 esta renuncia del legislador estatal a 
definir legalmente las clases de suelo es meramente semántica, debido a que a 
efectos prácticos se vienen a mantener las tres categorías clásicas de suelo. A 
juicio de este autor, el denominado suelo en situación rural puede, a su vez, no 
ser susceptible de posterior transformación (con lo que se equipararía al 
tradicional suelo no urbanizable) o, en otro caso, poder asumir en un futuro un 
proceso de urbanización (con lo que se equipararía al suelo urbanizable). No 
obstante, la definición de los suelos en función de su estado material actual 
parece evitar toda alusión urbanística indebida a efectos competenciales, lo 
que validaría la descripción territorial de la vigente norma estatal.  
 
                                            
130 GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús (2007, pág. 263). 
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De forma parecida se expresa SÁNCHEZ GOYANES131 al manifestar que, aun 
cuando no se formaliza expresamente como criterio de clasificación, es obvio 
que existe un supuesto adicional conducente a la clasificación de suelo como 
no urbanizable o determinante de su preservación en situación rural, en la 
medida en que no está justificada la clasificación de más terreno como 
urbanizable, procede reservar el resto del suelo (rural) preservándolo de 
cualquier proceso de urbanización. Este criterio adicional e implícito (y 
conducente a la configuración residual de esta categoría) estaba también 
presente en la normativa anterior. A juicio de este autor, hay que recordar que 
la LRSV1998 ha permanecido vigente con el tenor en este punto de la 
modificación de 2003, la cual revitalizó el consenso para la consagración del 
suelo no urbanizable común como verdadera categoría urbanística residual. 
Con esta definición simplemente se enfatizó que a esta categoría se podía 
llegar por la mera constatación por el planificador urbanístico de que tal 
preservación de suelo del proceso urbanizador era lo procedente en virtud del 
principio de utilización racional de los recursos naturales y/o del desarrollo 
sostenible, toda vez que ambos se manejaron indistintamente desde entonces. 
 
No obstante, otros autores como FERNÁNDEZ DE GATTA SÁNCHEZ132 
entienden que esta nueva descripción legal del suelo es uno de los aspectos 
más novedosos de la regulación estatal, ya que frente a las tres conocidas 
clases de suelo de las leyes anteriores (urbano, urbanizable y no urbanizable, u 
otros conceptos similares), prevé únicamente las situaciones básicas de suelo 
rural y de suelo urbanizado (aunque la primera puede tener dos posibilidades), 
lo que supone una importante intervención administrativa en la materia y una 
restricción apreciable del suelo utilizable a efectos edificatorios, ya que el suelo 
para el que se permita su paso a la situación de suelo urbanizado continúa 
siendo suelo rural hasta que termine la actuación de urbanización, lo que 
puede tener incidencia negativa directa y a corto plazo en el suelo disponible 
para su uso edificatorio o de otra naturaleza. 
 
                                            
131 SÁNCHEZ GOYANES, Enrique (2007). 
132 FERNÁNDEZ DE GATTA SÁNCHEZ, Dionisio (2007). 
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En cualquier caso, podemos afirmar con CORCHERO PÉREZ y JIMÉNEZ 
FRANCO133 que con independencia de las ventajas que pueda tener la técnica 
de la clasificación y categorización del suelo por el planeamiento, lo cierto es 
que su formulación supone una técnica urbanística, por lo que no le 
corresponde al legislador estatal juzgar su oportunidad134. A juicio de estos 
autores, esta distribución del suelo mediante clases diferenciadas, además de 
no ser necesaria para fijar los criterios legales de valoración del suelo, ha 
contribuido históricamente a la inflación de los valores del terreno, incorporando 
expectativas de revalorización mucho antes de que se realizaran las 
operaciones necesarias para materializar las determinaciones urbanísticas de 
los poderes públicos y, por ende, ha fomentado también las prácticas 
especulativas, contra las que los poderes públicos deben luchar por imperativo 
constitucional. 
 
En el caso del suelo descrito en el punto b) del citado artículo 21.2, se han de 
entender incluidos en el mismo los suelos urbanizables o urbanos no 
consolidados en tanto culminen su desarrollo urbanístico, asumiendo un mismo 
criterio de consideración actual pero diferenciándose del caso anterior en la 
propia aptitud para poder ser transformado y, por consiguiente, adquirir en un 
futuro más o menos cercano la condición de suelo urbanizado. 
 
Como expone MENÉNDEZ REXACH135 con la actual regulación estatal la 
situación de suelo rural no es estática, sino que puede modificarse en función 
de las actuaciones de transformación que se lleven a cabo, salvo que se trate 
de suelos protegidos. En coherencia con el mandato general de preservar los 
valores ambientales, culturales, históricos, arqueológicos, científicos y 
paisajísticos que sean objeto de protección por la legislación aplicable, está 
prohibido alterar las delimitaciones de los espacios naturales protegidos o de 
los espacios incluidos en la Red Natura 2000, reduciendo su superficie total o 
excluyendo terrenos de su ámbito (arts. 13.1 y 3 TRLS2015). 
                                            
133 CORCHERO PÉREZ, Miguel y JIMÉNEZ FRANCO, Emmanuel (2016). 
134 En similares términos se expresa FERNÁNDEZ FERNÁNDEZ, Gerardo Roger (2012, pág. 
122 y ss.). 
135 MENÉNDEZ REXACH, Ángel (2017). 
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De este modo, junto con el reconocimiento de la discrecionalidad de la 
Administración para clasificar el suelo como no urbanizable en virtud del criterio 
de la inadecuación para el desarrollo urbano, se ha afirmado rotundamente el 
carácter reglado de esa clasificación cuando existan valores merecedores de 
protección, aunque no estén sujetos a un régimen de protección especial. El 
carácter reglado de la clasificación del suelo protegido excluye la 
discrecionalidad en la apreciación de la existencia de valores merecedores de 
protección, por tratarse de un hecho objetivo. Como más adelante se analizará 
en detalle, su reclasificación es posible pero solo cuando hayan desaparecido 
los valores determinantes de la protección o existan razones de interés público 
prevalente que justifiquen la desprotección, lo que habrá de acreditarse 
debidamente en la memoria del instrumento correspondiente. El carácter 
reglado de la clasificación acentúa las exigencias de motivación para justificar 
su alteración.  
 
Esta doctrina formulada antes de la LRSV1998, se consolidó con ella y se ha 
mantenido tras la nueva regulación estatal surgida en 2007, siendo aplicable al 
suelo en situación de rural por estar protegido, porque deba estarlo en atención 
a sus valores o por la incidencia de riesgos naturales o tecnológicos. A juicio de 
este autor no sería extensible, en cambio, al resto del suelo rural y, en 
particular, al susceptible de transformación en virtud de los instrumentos de 
ordenación territorial y urbanística. 
 
 
3. El uso del suelo rural en el actual TRLS2015. 
 
Sobre la base de la delimitación del suelo en situación rural, 
independientemente de su posible transformación o no, la normativa estatal 
(que renuncia como hemos visto a introducir elementos de clasificación o 
tipologías de suelo a efectos urbanísticos) formula una serie de criterios o 
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normas de utilización del mismo136, incardinadas en la regulación como parte 
inherente de la configuración legal del derecho de propiedad de este tipo de 
suelo y, por consiguiente, de competencia estatal en virtud de lo dispuesto en 
el artículo 149.1.1ª y  13ª de la CE1978. En concreto, el actual artículo 13.1 del 
TRLS2015 dispone expresamente: 
  
“1. En el suelo en situación rural a que se refiere el artículo 21.2.a), las 
facultades del derecho de propiedad incluyen las de usar, disfrutar y 
disponer de los terrenos de conformidad con su naturaleza, debiendo 
dedicarse, dentro de los límites que dispongan las leyes y la ordenación 
territorial y urbanística, al uso agrícola, ganadero, forestal, cinegético o 
cualquier otro vinculado a la utilización racional de los recursos 
naturales. 
 
La utilización de los terrenos con valores ambientales, culturales, 
históricos, arqueológicos, científicos y paisajísticos que sean objeto de 
protección por la legislación aplicable, quedará siempre sometida a la 
preservación de dichos valores, y comprenderá únicamente los actos de 
alteración del estado natural de los terrenos que aquella legislación 
expresamente autorice. 
 
Con carácter excepcional y por el procedimiento y con las condiciones 
previstas en la legislación de ordenación territorial y urbanística, podrán 
legitimarse actos y usos específicos que sean de interés público o 
social, que contribuyan a la ordenación y el desarrollo rurales, o que 
hayan de emplazarse en el medio rural”. 
 
A esta determinación se le debe añadir lo dispuesto en el artículo 16.1 del 
propio TRLS2015, relativo al deber de conservar el suelo rural, que incluye la 
obligación atribuida a sus titulares de costear y ejecutar las obras necesarias 
para mantener los terrenos y su masa vegetal en condiciones de evitar riesgos 
de erosión, incendio, inundación, así como daños o perjuicios a terceros o al 
interés general, incluidos los medioambientales; garantizar la seguridad o salud 
públicas; prevenir la contaminación del suelo, el agua o el aire y las inmisiones 
contaminantes indebidas en otros bienes y, en su caso, recuperarlos de ellas 
en los términos dispuestos por su legislación específica; y, finalmente, asegurar 
el establecimiento y funcionamiento de los servicios derivados de los usos y las 
actividades que se desarrollen en el suelo. 
  
                                            
136 Cfr. MANTECA VALDELANDE, Víctor (2007). 
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Con este régimen normativo la legislación estatal trata de introducir una serie 
de medidas precautorias en relación con el uso y disfrute del suelo en situación 
rural, estableciendo el contenido mínimo de su deber de conservación y, sobre 
todo, incorporando una medida cautelar y preventiva específica sobre el uso de 
los suelos en los que concurran valores que requieran una protección especial 
a consecuencia de esta apreciación, si bien, debido al estrecho ámbito 
competencial que el Estado ostenta actualmente sobre esta materia, su 
concreción material queda remitida a la efectiva plasmación de estas 
consideraciones en la normativa de ordenación territorial o urbanística aplicable 
en función de la Comunidad Autónoma en la que se ubique el territorio en 
concreto. 
 
Para GONZÁLEZ PÉREZ137 cualquiera que fueran los límites y la propia 
calificación del suelo rural (protegido o común), existe un cierto derecho a 
edificar, aunque la norma estatal no se refiera expresamente a ello. La 
singularidad de este derecho en suelo rural viene definida por su necesaria 
vinculación al uso autorizado en el mismo, sin perjuicio de los supuestos de 
autorizaciones excepcionales que conforme a la normativa aplicable pudieran 
otorgarse en supuestos de interés público o utilidad social acreditada.  
 
En similares términos se expresa GUTIÉRREZ COLOMINA138 al entender 
incluido dentro de los elementos constitutivos de la utilización del suelo en 
situación rural el ius aedificandi vinculado a la funcionalidad agraria. Para este 
autor, este derecho presenta un carácter instrumental al servicio del uso del 
terreno rural, que viene a garantizar su correcto ejercicio, de tal modo que su 
limitación podría imposibilitar o hacer inviable la explotación de los recursos del 
suelo. En cualquier caso, para evitar los posibles efectos perjudiciales que para 
el suelo rural puede suponer el uso indebido e indiscriminado de este derecho, 
parece conveniente que tanto la normativa como el planeamiento aplicable 
establezcan los parámetros a los que deben someterse estas construcciones, 
                                            
137 Op. cit. (2007, pág. 356 y ss.). 
138 Op. cit. (2008, pág. 258 y ss.). 
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incluyendo la acreditación de la vinculación al uso del terreno en el que se 
proyectan. 
 
GARCÍA GIL139 recoge los postulados doctrinales que afirman que el régimen 
legal del suelo rústico implica la reducción del contenido del derecho de 
propiedad al uso y disfrute del territorio conforme a su propia naturaleza y usos 
autorizados. Sin embargo, esta consideración no impide que, en función del 
régimen de protección en el que se encuentre incluido el suelo en cuestión, 
conforme a la tramitación establecida en la normativa aplicable puedan 
autorizarse actos y usos no vinculados a los usos tradicionales del entorno 
rural, que acrediten la concurrencia de un interés público o social, contribuyan a 
la ordenación y desarrollo rural o, finalmente, cuando su emplazamiento deba 
localizarse en suelo rural. Para SÁNCHEZ GOYANES140 el artículo 13 del 
TRLS2015 permite sistematizar el estatuto positivo del propietario del suelo 
rural, a partir de los usos autorizados sobre el mismo y las condiciones de 
adaptación al entorno que se establezcan por el planeamiento, por lo que se el 
derecho a edificar de sus titulares no se encuentra eliminado, pero sí en cierto 
modo, restringido. 
  
Esta última consideración se refleja expresamente en el artículo 20.2 del propio 
TRLS2015, por el que se exige que las instalaciones, construcciones y 
edificaciones se adapten al ambiente en que estuvieran situadas y, en concreto 
para el suelo rural, que en los lugares de paisaje abierto y natural, y en las 
inmediaciones de las carreteras y caminos de trayecto pintoresco, no se 
permita que la situación, masa, altura de los edificios, muros y cierres, o la 
instalación de otros elementos, limite el campo visual para contemplar las 
bellezas naturales, rompa la armonía del paisaje o desfigure la perspectiva 
propia del mismo. Con esta afirmación, la normativa estatal atribuye a la 
regulación autonómica aplicable y, principalmente, a la planificación aprobada 
conforme a sus postulados, el establecimiento de estos criterios de modulación 
del derecho a edificar sobre el suelo en situación rural, como medio de 
                                            
139 Op. cit. (2007, pág. 105 y ss.). 
140 SÁNCHEZ GOYANES, Enrique (2009).  
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garantizar la adaptación al entorno de las edificaciones autorizadas en estos 
ámbitos en función a la vinculación a los usos del territorio o, incluso, a su 
interés público o utilidad social.  
 
En síntesis de lo expuesto, podemos afirmar con FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ141 
que cuales sean las modificaciones que puedan producirse en el futuro, parece 
que la normativa sobre suelo deberá respetar, en todo caso, el principio de 
desarrollo sostenible, como nueva divisa universal aplicable a todo lo que 
concierne a la utilización del territorio y de los recursos naturales. En 
consecuencia con este principio, cualquier regulación o proceso de 
planificación que tenga como referente el suelo o la ordenación territorial debe 
verificar que sus postulados son acordes con este principio, asumiendo las 
cargas relativas a la preservación de los entornos más sensibles y, por 
añadidura, el uso eficiente de los recursos limitados que se encuentran en el 
medio en el que se desarrolla la actividad humana. 
 
Para finalizar esta breve reseña a la norma estatal sobre suelo vigente, 
debemos hacer mención expresa a la reciente STC 143/2017, de 14 de 
diciembre142, por la que se resuelve el recurso promovido por la Generalidad de 
Cataluña contra determinados artículos de la Ley 8/2013, de 26 de junio, de 
rehabilitación, regeneración y renovación urbanas, sobre el alcance de los 
títulos competenciales estatales que se relacionan con la materia urbanística y 
que fueron invocados para la justificación de las normas impugnadas, al 
estimar que condicionaban indebidamente el ejercicio de las competencias 
autonómicas sobre la materia.  
 
Como resume HERNÁNDEZ JIMÉNEZ143 el Tribunal Constitucional, aparte de 
otras cuestiones relativas a la competencia para establecer el informe de 
evaluación de edificios, declara la inconstitucionalidad de la regulación del 
TRLS2015 sobre el silencio administrativo negativo respecto de la actuaciones 
                                            
141 FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, Tomás-Ramón (2016, pág. 43). 
142 BOE núm. 15, de 17 de enero de 2018. 
143 HERNÁNDEZ JIMÉNEZ, Hilario M. (2018). 
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referidas en el artículo 11.4, alcanzando al determinado para los actos que 
autoricen las parcelaciones, segregaciones u otros actos de división de fincas 
en cualquier clase de suelo, cuando no formen parte de un proyecto de 
reparcelación, las obras de edificación, construcción e implantación de 
instalaciones de nueva planta y la ubicación de casas prefabricadas e 
instalaciones similares, ya sean provisionales o permanentes y las talas de 
masas arbóreas o de vegetación arbustiva en terrenos incorporados a procesos 
de transformación urbanística.  
 
Conforme a la interpretación del Tribunal Constitucional, la distribución 
competencial de materias determina que a estos efectos se deba estar a lo que 
disponga la legislación autonómica sobre ordenación territorial o urbanismo en 
relación con el régimen de la regulación del silencio administrativo contenido en 
el artículo 24.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas. Por el contrario, la 
regulación del silencio por el Estado será plenamente constitucional cuando la 
actuación se localice en suelo rural cuya transformación urbanística no esté 
prevista o permitida, y ello debido a que en este caso entra en juego la 
competencia estatal en materia de medio ambiente contenida en el artículo 
149.1.23 de la CE1978. 
 
Con esta interpretación, el Tribunal Constitucional vuelve a limitar los espacios 
de actuación de la normativa estatal sobre el régimen del suelo, habilitando 
únicamente su intervención en las materias conexas con el mismo sobre las 
que ostenta competencias materiales. Con ello es cierto que se restringe en 
gran medida la posible armonización que pudiera pretenderse sobre la 
ordenación territorial y el urbanismo, materias atribuidas en exclusiva a las 
Comunidades Autónomas, pero no puede soslayarse que en el caso concreto 
del suelo rural, rústico o no urbanizable, su capacidad de actuación se ve 
reforzada por la operatividad de la competencia ambiental que mantiene y que 
se refleja en aspectos que pueden incidir de forma muy decisiva en su régimen 
jurídico. 
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J. La Ley 45/2007, de 13 de diciembre, para el Desarrollo Sostenible del 
Medio Rural. 
 
1. Objetivos y criterios de actuación para el desarrollo del medio rural. 
 
La última de las normas estatales a las que debemos hacer referencia por su 
incidencia sobre el suelo rural (o no urbanizable), es la que se publicó en el 
BOE el 14 de diciembre de 2007 y que, como su propio nombre indica, trata de 
regular el desarrollo del medio rural español con criterios de sostenibilidad, lo 
que la hace incardinarse dentro del ámbito de la ordenación territorial en 
función de la naturaleza trasversal de sus contenidos en relación con el uso (o 
desarrollo) del suelo no sometido a procesos de urbanización. No obstante esta 
afirmación, la habilitación competencial que la norma invoca para su 
promulgación por el Estado, conforme dispone su disposición final quinta, 
establece como básicos únicamente unos pocos sus artículos, entre ellos el 19 
que regula los instrumentos de planeamiento ambiental sobre el suelo rural, 
atribuyendo a la generalidad de su articulado el carácter de normativa 
reguladora de las bases y coordinación de la planificación general de la 
actividad económica144. 
 
Por lo que respecta a la regulación material de la Ley 45/2007, de 13 de 
diciembre (LDSMR), su artículo 1 determina que su objeto es regular y 
establecer medidas para favorecer el desarrollo sostenible del medio rural en 
tanto que suponen condiciones básicas que garantizan la igualdad de todos los 
ciudadanos en el ejercicio de determinados derechos constitucionales y en 
cuanto que tienen el carácter de bases de la ordenación general de la actividad 
económica en dicho medio. Para lograr esta loable pretensión, la propia norma 
establece como objetivos generales de su regulación los siguientes: 
                                            
144 Es preciso apuntar que esta norma estatal fue acompañada de la Ley Orgánica 16/2007, de 
13 de diciembre, complementaria de la Ley para el desarrollo sostenible del medio rural (BOE 
de 14 de diciembre de 2007). En esta norma, como indica expresamente su exposición de 
motivos, atiende a las directrices de técnica normativa que aconsejan incluir en textos distintos 
los preceptos de naturaleza ordinaria y los preceptos de naturaleza orgánica. En concreto, en 
esta Ley Orgánica se regulan los ámbitos de colaboración para la prestación de servicios de 
policía local en los entornos rurales. 
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a) Mantener y ampliar la base económica del medio rural mediante la 
preservación de actividades competitivas y multifuncionales, y la 
diversificación de su economía con la incorporación de nuevas 
actividades compatibles con un desarrollo sostenible. 
 
b) Mantener y mejorar el nivel de población del medio rural y elevar el 
grado de bienestar de sus ciudadanos, asegurando unos servicios 
públicos básicos adecuados y suficientes que garanticen la igualdad de 
oportunidades y la no discriminación, especialmente de las personas 
más vulnerables o en riesgo de exclusión. 
 
c) Conservar y recuperar el patrimonio y los recursos naturales y culturales 
del medio rural a través de actuaciones públicas y privadas que permitan 
su utilización compatible con un desarrollo sostenible. 
 
Para SÁNCHEZ GOYANES145, como resumen a lo anterior, cabe destacar que 
el objeto básico de la LDSMR es regular y establecer medidas para favorecer el 
logro de un desarrollo sostenible del medio rural, mediante la acción de la 
Administración General del Estado y la concertada con las demás 
Administraciones Públicas, incluyendo objetivos generales simultáneamente de 
ámbito económico, social y medioambiental. 
 
La consecución de estos objetivos se plantea mediante la puesta en marcha de 
una serie de medidas concretas, a realizar por las Administraciones 
competentes en cada caso, de entre las que podemos destacar por su relación 
con la materia que nos ocupa (artículo 2.2): 
  
“e) Lograr un alto nivel de calidad ambiental en el medio rural, 
previniendo el deterioro del patrimonio natural, del paisaje y de la 
biodiversidad, o facilitando su recuperación, mediante la ordenación 
integrada del uso del territorio para diferentes actividades, la mejora de 
                                            
145 Op. cit. (2009). 
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la planificación y de la gestión de los recursos naturales y la reducción 
de la contaminación en las zonas rurales. 
 
f) Facilitar el acceso a la vivienda en el medio rural, y favorecer una 
ordenación territorial y un urbanismo adaptados a sus condiciones 
específicas, que garantice las condiciones básicas de accesibilidad, que 
atiendan a la conservación y rehabilitación del patrimonio construido, 
persigan un desarrollo sostenible y respeten el medio ambiente”. 
 
Con arreglo a estas premisas, esta norma trata de establecer una planificación 
para el desarrollo económico sostenible de las zonas rurales conforme las 
delimita espacialmente en función de la población existente en los municipios o 
en las áreas (zonas) que al efecto delimita conforme al criterio de densidad 
poblacional, que debe plasmarse fundamentalmente a través del Programa de 
Desarrollo Rural Sostenible (art. 5), que se configura como el instrumento 
principal para la planificación de la acción de la Administración General del 
Estado en relación con el medio rural, y que se debe elaborar en coordinación 
con las Comunidades Autónomas, de acuerdo con las previsiones establecidas 
la propia Ley y, entre sus cometidos, debe concretar los objetivos y planes y 
actuaciones sectoriales a desarrollar.   
 
Como medidas concretas para conseguir el objetivo general del “desarrollo 
rural sostenible”, la LDSMR incluye en sus artículos 20 y siguientes una 
relación de ámbitos concretos sobre los que el citado Programa puede incidir, 
relativos a las diversas líneas de actuación sobre las que se entiende 
procedente fomentar o incentivar actividades tanto públicas como privadas. Por 
su directa conexión con la naturaleza de nuestro trabajo, podemos destacar lo 
dispuesto en su artículo 21, en el que se relacionan las medidas a implementar 
con el objetivo específico de conservación de la naturaleza y gestión sostenible 
de los recursos naturales: 
  
a) La conservación y restauración de los hábitats y especies amenazadas y 
prioritarias presentes de forma natural en las zonas rurales prioritarias. 
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b) La gestión sostenible de los recursos naturales, especialmente el agua, 
el suelo, las masas forestales, los espacios naturales, la fauna 
cinegética y los recursos de pesca continental. 
 
c) El apoyo a los programas de uso público de los espacios naturales 
protegidos y de la Red Natura 2000. 
 
d) La educación ambiental y concienciación pública sobre los valores 
naturales de las zonas rurales calificadas. 
 
Por su parte, el artículo 33 incluye las líneas de actuación propuestas sobre las 
materias de urbanismo y vivienda, indicando expresamente las medidas que se 
pueden contemplar, pudiendo destacar: 
 
a) Hacer compatible el desarrollo urbanístico con el mantenimiento del 
medio ambiente, limitando el desarrollo urbanístico a la disponibilidad de 
agua para abastecimiento y a una ordenación territorial previa, 
prestando una atención especial a las áreas delimitada por la Red 
Natura 2000 y, en general, a los municipios rurales de pequeño tamaño. 
 
b) Facilitar el acceso a la vivienda de los ciudadanos del medio rural, 
adaptando los regímenes de protección pública a las singularidades de 
dicho medio. 
 
c) Fomentar la reutilización de viviendas ya existentes, la rehabilitación de 
viviendas y edificios, la preservación de la arquitectura rural tradicional, y 
la declaración de áreas de rehabilitación de los municipios rurales, a los 
efectos de las ayudas públicas que se determinen, con objeto de 
recuperar y conservar el patrimonio arquitectónico rural. 
 
d) Desincentivar el urbanismo disperso, particularmente en las zonas 
rurales periurbanas. 
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2. El carácter multidisciplinar de la LDSMR. 
 
En lo que atañe más concretamente al uso del suelo rural y a la planificación de 
sus aptitudes para la realización y desarrollo de actividades sobre el mismo, 
debemos hacer referencia a lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley, que regula 
las denominadas Directrices Estratégicas Territoriales de Ordenación Rural. La 
propia LDSMR establece que deben ser elaboradas por las respectivas 
Comunidades Autónomas con el objeto de contribuir a la ordenación del medio 
rural, debiendo orientar y, en su caso, condicionar la localización territorial de 
las medidas derivadas del Programa de Desarrollo Rural Sostenible del Estado, 
favoreciendo la compatibilidad de los planes y actuaciones que se lleven a 
cabo en cada zona rural en función de sus características y potencialidades. 
 
A su vez, el desarrollo del Programa de Desarrollo Rural Sostenible, con objeto 
de garantizar la complementariedad y coherencia de las medidas derivadas del 
mismo, se dispone mediante la elaboración de un Plan por cada zona rural 
delimitada, que deberá ser aprobado por las Comunidades Autónomas y en 
que se deben recopilar las actuaciones sean precisas en cada localización 
concreta. Estos Planes de Zona se regulan en el artículo 13 y se configuran 
como instrumentos de aplicación de un nuevo modelo de desarrollo sostenible, 
con carácter territorial, integral, participativo, coordinado y concertado entre las 
distintas Administraciones implicadas, que persiguen los  objetivos de corregir 
las deficiencias en infraestructuras que dificulten el desarrollo socioeconómico 
y ambiental, mejorar la habitabilidad de la zona y la calidad de vida de sus 
habitantes, prevenir posibles daños derivados de actividades y acciones que 
repercutan en el medio ambiente y, en cuarto lugar, satisfacer las necesidades 
y demandas sociales de grupos de población que requieran una atención 
prioritaria (las personas mayores, las mujeres, la juventud y las personas con 
discapacidad)146. 
                                            
146 En el caso concreto de Andalucía, se formularon hasta 11 Planes de Zona mediante el 
Acuerdo de 29 de noviembre de 2011, del Consejo de Gobierno, por el que se aprueban los 
once Planes de Zonas Rurales a revitalizar de la Comunidad Autónoma de Andalucía, en 
aplicación de la Ley 45/2007, de 13 de diciembre, para el Desarrollo Sostenible del Medio Rural 
(BOJA de 2 de diciembre de 2011). Su configuración actual puede obtenerse en el enlace web: 
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Pero, además de lo anterior, podemos afirmar que el precepto más importante 
que se contiene en la LDSMR es su artículo 19, no solo por su condición de 
básico en aplicación de lo dispuesto en el artículo 149.1.23ª de la CE1978, sino 
principalmente porque se refiere a los instrumentos de planificación ambiental 
que establece sobre el medio rural y que, de forma evidente, deben incidir 
sobre los usos y condiciones del suelo. Dicho artículo dispone literalmente: 
 
“Artículo 19. Planificación ambiental. 
 
1. De acuerdo con lo establecido en la legislación correspondiente, el 
Gobierno, en colaboración con las Comunidades Autónomas, y previa 
consulta a las organizaciones profesionales agrarias más 
representativas, aprobará el Plan Estratégico Nacional del Patrimonio 
Natural y de la Biodiversidad y Geodiversidad, que incluirá previsiones 
de actuación en materia de protección de suelos y acuíferos, proyección 
del paisaje, lucha contra la desertificación, reforestación, restauración 
hidrológico-forestal, prevención de riesgos naturales, prevención contra 
incendios y recuperación de la cubierta vegetal, con especial detalle 
para la protección contra incendios de los núcleos de población del 
medio rural y de los espacios naturales protegidos. Asimismo, se 
considerarán, específicamente, las actuaciones ligadas al 
mantenimiento y protección de los paisajes protegidos y de interés del 
medio rural y las áreas de montaña. Se incluirán iniciativas para el 
conocimiento, protección y uso sostenible del patrimonio geológico, 
minero y biológico como recurso científico, cultural y turístico. 
 
2. En los términos establecidos en la legislación vigente, las 
Comunidades Autónomas aprobarán planes e instrumentos de gestión 
necesarios para el área incluida en la Red Natura 2000 de cada una de 
las zonas rurales calificadas y delimitadas como tales de acuerdo con lo 
previsto en este título. 
 
3. El Gobierno, a propuesta de los Ministerios de Agricultura, Pesca y 
Alimentación y de Medio Ambiente, y previa consulta a las 
organizaciones profesionales agrarias más representativas, aprobará un 
Plan Nacional de Calidad Ambiental Agrícola y Ganadera que incluirá 
subprogramas relativos a reducción, reutilización y gestión sostenible de 
Residuos Agrarios y Ganaderos, Agricultura y Ganadería Ecológicas, y 
a la reducción y uso sostenible de Fertilizantes y Plaguicidas Agrícolas. 
Dicho Plan incluirá un tratamiento y medidas especiales para las 
explotaciones incluidas en la Red Natura 2000 y para las que pueden 
contribuir, a través de un uso más responsable de estas sustancias, a la 
                                                                                                                                
http://www.juntadeandalucia.es/organismos/agriculturapescaydesarrollorural/areas/desarrollo-
rural/marco-andaluz/paginas/aviva-planes-zona.html (último acceso, 29 de marzo de 2019). 
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reducción de la contaminación difusa de los acuíferos y las aguas 
superficiales y costeras”. 
 
En definitiva, sobre la base de la necesaria proyección económica del 
desarrollo del medio rural con criterios de sostenibilidad, con esta norma el 
Estado trata de incidir en la regulación de sectores con evidente conexión con 
la materia, mediante la introducción de instrumentos de planificación que 
establezcan criterios que deben tener reflejo en la posterior planificación 
ambiental y urbanística realizada por las Administraciones competentes.  
 
Esta voluntad del legislador estatal, plasmada en el texto de la actual LDSMR 
hace que esta norma sea calificada por autores como ARROYO YANES147 
como “multifuncional”, al adoptar una posición integradora de las políticas de 
desarrollo rural dentro de una concepción amplia del territorio, derivada de la 
aplicación de las técnicas e instrumentos vinculados a la ordenación territorial. 
El propio autor citado destaca la afirmación que la Ley recoge en su exposición 
de motivos, en la que asume expresamente esta condición al disponer su 
naturaleza de orientación territorial, lo que implica que debe ser aplicada 
tomando en consideración criterios y directrices de ordenación territorial. 
 
Es evidente que la implementación de sus previsiones requerirá su correcta 
incardinación dentro de la normativa de ordenación territorial y urbanística 
emanada por las Comunidades Autónomas, lo que motiva que la propia 
LDSMR requiera la participación de éstas en la formulación de los instrumentos 
de planificación que regula y ello, sin duda, para evitar las posibles fricciones 
que pudieran surgir en la aplicación de sus postulados si no son aceptados por 
todos los poderes autonómicos, Esta cuestión podría derivar incluso en 
conflictos constitucionales sobre la posibilidad de la adopción de estas medidas 
planificadoras por la normativa estatal, dado el difuso perfil que determina la 
inclusión de algunas de las materias a las que hace referencia esta norma en 
los ámbitos de planificación económica o de la propia ordenación territorial, y 
con ello la habilitación competencial precisa para su tratamiento. 
                                            
147 ARROYO YANES, Luis Miguel (2008, pág. 218). 
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No obstante, cabe añadir que si bien en un principio esta norma fue 
contemplada como una oportunidad histórica para conseguir el ansiado 
desarrollo del medio rural español148, y con ello la superación de los males 
endémicos que le afectan, lo cierto es que transcurridos solo unos pocos años 
desde su aprobación autores como VATTIER FUENZALIDA149 opinan que esta 
normativa estatal ha fracasado, al menos en la consecución de sus objetivos 
más ambiciosos. Conforme a este planteamiento, el citado autor expone que 
desde el primer momento fue evidente que el sistema de actuaciones previsto 
por la LDSMR era demasiado complejo y se formulaba en un delicado equilibrio 
entre las competencias del Estado y las Comunidades Autónomas, en las que 
predominaban orientaciones políticas de signos muy diferentes. Esta realidad 
se ha plasmado en que la LDSMR no ha llegado a aplicarse en su integridad e, 
incluso, se proponga abiertamente su sustitución. 
 
A juicio de este autor las causas aparentes de este fracaso pueden citarse los 
numerosos instrumentos de planificación y aplicación previstos por la LDSMR, 
la lentitud de las actuaciones administrativas, y finalmente, el protagonismo 
conferido en exclusiva a los distintos órganos de la Administración, con olvido 
de la iniciativa económica de los particulares. Si a esta complejidad 
administrativa añadimos la diversidad de signo político, se comprende bien la 
lentitud y el complicado proceso de negociación que hasta ahora se ha llevado 
a cabo, con el frustrante resultado negativo que se ha expuesto. 
 
 
II. EL SUELO RÚSTICO O NO URBANIZABLE EN LA NORMATIVA 
AUTONÓMICA.  
  
El efecto más apreciable que supuso en la práctica la Sentencia 61/1997, de 20 
de marzo del Tribunal Constitucional fue la reacción en cadena de los 
diferentes poderes legislativos autonómicos, que salvo contadas excepciones, 
                                            
148 Cfr. MORILLA ABAD, Heriberto (2009). 
149 VATTIER FUENZALIDA, Carlos (2011). 
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se dispusieron a dotar a sus respectivas Comunidades Autónomas de una 
normativa propia sobre el urbanismo y/o la ordenación territorial. Con esta 
nueva predisposición legislativa, las Comunidades Autónomas cuyos 
parlamentos no habían aprobado normativa propia sobre estas materias con 
anterioridad, pretendían dotarse de ella con el evidente objetivo de evitar que 
su territorio se rigiera por una regulación básicamente preconstitucional y no 
adaptable a la nueva realidad como era el TRLS1976 y su normativa de 
desarrollo, aplicable de forma supletoria en defecto de regulación autonómica 
por determinación de la interpretación sostenida en la precitada Sentencia. 
 
De este modo, aunque con diferente ritmo de producción normativa, las 
distintas Comunidades Autónomas se han dotado de una regulación propia 
que, al menos en sus aspectos generales, establecen unos criterios 
diferenciados sobre el tratamiento de los distintos tipos de suelo que definen y 
que, a su vez,  inevitablemente conllevan diferentes procesos de identificación 
de los ámbitos que delimitan, lo que lógicamente entraña un diferente régimen 
del suelo en función de la norma aplicable en cada caso. No obstante, sin 
perjuicio de las particularidades de cada regulación, podemos señalar dos 
cuestiones que inevitablemente unifican los elementos definitorios del suelo (en 
concreto del no urbanizable) en todo el territorio español y sirven de nexo 
común entre todas las normativas autonómicas actuales.  
 
En primer lugar, la propia regulación estatal vigente (TRLS2015), que como se 
ha indicado anteriormente renuncia a establecer una clasificación o descripción 
de los tipos de suelo, limitándose a identificar los mismos de forma primigenia 
en función de su estado real y no potencial (distinguiendo únicamente los 
suelos en situación de suelo rural o urbanizados)150, por lo que la delimitación 
establecida por la legislación autonómica deberá respetar esta diferenciación 
inicial del territorio para después establecer su tipología a efectos urbanísticos.  
 
                                            
150 Artículo 21 del TRLS2015. 
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En segundo lugar, porque en definitiva la diferente normativa autonómica viene 
a ser heredera de la anterior normativa estatal sobre el urbanismo, por lo que 
las soluciones establecidas en cada caso no deben suponer un cambio radical 
de la consideración anterior del suelo, máxime en un ámbito como el suelo no 
urbanizable en el que los aspectos que inciden sobre el mismo no pueden 
alterarse artificialmente de un lugar a otro del territorio nacional, aun asumiendo 
la posibilidad de la introducción de criterios diferenciadores en uno y otro caso. 
 
Como afirma RUIZ CENICEROS151 a pesar del tiempo transcurrido desde la 
Sentencia 61/1997, de 20 de marzo, continua vigente el tradicional sistema de 
planificación urbanística en cascada, basado en un instrumento de ordenación 
a gran escala territorial cuyas determinaciones van siendo desarrolladas por la 
planificación secundaria hasta llegar al último escalón de la urbanización, que 
es el proyecto de edificación. No es que la fórmula sea deficiente en sí misma, 
incluso sobre el papel parece muy bien concebida, pero la velocidad de los 
acontecimientos socio-económicos desborda completamente el ritmo del 
planeamiento. Ese modelo de diseño urbanístico es tan rígido que no impide (e 
incluso parece que fomenta) la ausencia o la obsolescencia del planeamiento 
urbanístico, bloqueando las principales actividades y demandas públicas y 
privadas.  
 
De hecho, como afirma el propio autor la operatividad de todo este sistema 
depende de que las Administraciones Públicas competentes aprueben a tiempo 
los sucesivos instrumentos de planificación. Además, a pesar de su vigencia 
indefinida, los planes deben tener una vocación dinámica y responder al 
principio de mutabilidad o adaptación a las demandas sociales de índole 
cultural, ambiental y económica, que son activas y evolutivas en tiempo y 
espacio. Pero lo cierto es la elaboración, evaluación, tramitación y aprobación 
requiere un intervalo en ocasiones incompatible con el interés público de 
determinadas actuaciones. 
 
                                            
151 RUIZ CENICEROS, Mauricio (2017). 
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Como elemento generalizador de las diferentes normativas autonómicas 
aprobadas hasta la fecha, cabe destacar la progresiva regulación tanto de la 
materia urbanística como de la ordenación territorial, asumiendo la habilitación 
constitucional por la que se le otorga a las Comunidades Autónomas su 
tratamiento en exclusiva. Además, en lo que respecta a los suelos protegidos, 
cabe indicar sobre todo en la regulación de la ordenación territorial, que 
también se ha ido ampliando su concepto e incorporando como objetivos 
prioritarios la protección de la naturaleza y del patrimonio histórico y cultural. 
Además, podemos afirmar con RANDO BURGOS152 que las normas 
autonómicas más recientes, aun manteniendo la finalidad fundamental de 
asignar a la ordenación territorial el objetivo de la gestión responsable de los 
recursos naturales y la protección del medio ambiente, van adecuando su 
tratamiento a las nuevas realidades y demandas, incorporando la noción del 
desarrollo sostenible, como parámetro de modulación de las limitaciones 
impuestas en pro de sus objetivos fundamentales.  
 
Conforme a estas aspiraciones, singularidades e ineficiencias, vamos a 
proceder a un somero análisis de la normativa autonómica sobre la ordenación 
territorial y el urbanismo, con referencia especial al tratamiento sobre el suelo 
rústico o no urbanizable y los medios por los que se delimita en cada caso. En 
función del ámbito principal en el que se desarrolla esta tesis doctoral, se 
otorga un tratamiento algo más extenso y detallado de la normativa actual en 
Andalucía, para posteriormente contrastar su regulación con la del resto de 








                                            
152 RANDO BURGOS, Esther (2018, págs. 9 y ss.). 
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1. La Ley de Ordenación del Territorio de Andalucía. 
 
La progresiva diferenciación de los conceptos de ordenación del territorio y 
urbanismo, que ya se atisbaba en la normativa refundida de 1976 y se afirmaba 
en el TRLS1992, como se ha indicado en la recapitulación de normativa estatal 
anterior, fundamentó la aprobación de la primera norma de rango legal 
emanada del Parlamento de Andalucía sobre el suelo y su consideración 
jurídica, destinada a regular la ordenación territorial en el ámbito de la 
Comunidad Autónoma. De este modo se aprobó la Ley 1/1994, de 11 de enero, 
de Ordenación del Territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía153, cuya 
exposición de motivos indicaba expresamente:  
 
“…La Ordenación del Territorio constituye por tanto una función pública 
destinada a establecer una conformación física del territorio acorde con 
las necesidades de la sociedad. En este sentido, la Carta Europea de la 
Ordenación del Territorio la define como «expresión espacial de las 
políticas económica, social, cultural y ecológica de toda sociedad», y 
debe ser democrática, global, funcional y prospectiva, en la que todo 
ciudadano debe tener la posibilidad de participar por estructuras y 
procedimientos adecuados, en defensa de sus legítimos intereses y del 
respeto debido a su cultura y marco de vida…”. 
  
Con la aprobación de esta norma, la Comunidad Autónoma de Andalucía se 
dotaba de una regulación integral sobre la totalidad de aspectos que han de 
tenerse en cuenta al prever la evolución y futuro desarrollo del espacio físico, 
incidiendo de forma directa sobre los aspectos meramente urbanísticos (que se 
regulaban por la normativa estatal vigente) y que, como elemento 
imprescindible, requerían la formulación y desarrollo de un proceso planificador 
que, estructurado de forma jerarquizada, fuera implementando una completa 
ordenación del territorio andaluz en la que se determinaran los elementos 
necesarios para el progreso sostenible de sus habitantes, entre los que 
evidentemente se debían contener y delimitar los ámbitos y criterios de 
protección del medio ambiente, los recursos naturales y los espacios que 
                                            
153 Publicada en el BOJA número 8, de 22 de enero de 1994 y en el BOE número 34, de 9 de 
febrero de 1994.  
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debieran preservarse de futuros desarrollos urbanos en atención a sus 
específicos valores inherentes154. 
 
Como expone LÓPEZ BENÍTEZ155 la aprobación de esta norma en el año 1994 
constituyó el corolario de una serie de intentos de establecer una ordenación 
jurídica del territorio de Andalucía, que tomando el testigo de los citados 
intentos baldíos de la normativa estatal previa a la STC 61/1997, fueron 
elaborados como pretendidos inicios de la ordenación territorial regional, 
aunque desde una perspectiva exclusivamente económica o sectorial. En 
concreto, el citado autor señala entre estos instrumentos al Plan Económico de 
Andalucía (1984/1986), los Planes Andaluces de Desarrollo Económico de 
1987 y 1994 respectivamente, los Planes Especiales de Protección del Espacio 
Físico realizados a nivel provincial en 1987, las Directrices del Litoral de 
Andalucía de 1990 y, finalmente, el Plan Director de Infraestructuras (1994-
2007). La influencia de estos antecedentes es mayor de lo que pudiera parecer, 
puesto que la idea gestora de la ordenación integral de Andalucía surge ante la 
acreditación de la insuficiencia de estos instrumentos de naturaleza parcial 
para establecer una coherente ordenación integral del territorio. 
 
En consecuencia con estos antecedentes, autores como GUTIÉRREZ 
COLOMINA156 señalan que, en un orden racional y lógico, esta norma debería 
haber sido la primera en aprobarse para que, a continuación, se hubiera 
dictado una legislación urbanística engarzada con ella y posteriormente, una 
legislación sectorial imbricada con las dos anteriores. Pero el legislador andaluz 
fue directo a la última fase, al aprobar previamente a la Ley de Ordenación 
Urbanística de Andalucía una parte importante de la legislación sectorial, que 
                                            
154 Esta norma, surgida con anterioridad a la Sentencia del TC 61/1997, estableció la normativa 
andaluza sobre ordenación territorial que motivó el desplazamiento de la regulación estatal de 
1992 sobre la materia. De este modo, en el ámbito de Andalucía, los Planes Directores 
Territoriales de Coordinación a los que se refería el artículo 65 del TRLS1992 fueron sustituidos 
por los nuevos instrumentos de planeamiento instaurados por la regulación autonómica, 
quedando únicamente vigente como elemento de ordenación territorial a nivel estatal el citado 
Plan Nacional de Ordenación, que nunca llegó a aprobarse y fue definitivamente desechado 
por los fundamentos del fallo de la controvertida resolución del TC. 
155 LÓPEZ BENÍTEZ, Mariano (2007, págs. 171-172). 
156 GUTIÉRREZ COLOMINA, Venancio (2017). 
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introdujo una cierta descoordinación y ralentización de la gestión urbanística. 
Este proceso de creación normativa, a juicio de este autor, ha dado lugar a que 
la planificación sectorial y urbanística haya carecido de la debida coherencia y 
a que no se hayan tratado los problemas urbanísticos del territorio andaluz de 
manera integral y coordinada, así como que la planificación subregional de la 
ordenación del territorio, que se ha ido aprobando progresivamente, haya 
producido diversos problemas en la planificación sectorial y urbanística en 
vigor. 
  
Pero independientemente de la consideración anterior, la intención del 
legislador andaluz fue hacer frente a ese pretendido proceso planificador, 
mediante la configuración de un sistema jerarquizado al estilo del diseñado en 
su día por la normativa estatal, formulado mediante la figura superior del Plan 
de Ordenación del Territorio de Andalucía (POTA) y debía desarrollarse a 
través de los planes de ámbito subregional157 que de forma progresiva 
deberían ser aprobados en la totalidad de la geografía andaluza, culminando 
así el objetivo ordenador definido por la LOTA. Aunque en términos muy 
generales, dada la naturaleza global que se pretende de este instrumento de 
planificación, la previsión normativa contenida en el artículo 7 ya establece la 
necesidad de que esta figura delimite las zonas cuyos valores intrínsecos 
determinen su inclusión en un régimen de protección reforzada, al disponer que 
deberá contener, entre otras cuestiones, el diagnóstico de las oportunidades y 
problemas territoriales, los objetivos específicos a alcanzar y las propuestas a 
desarrollar durante la vigencia del plan, los criterios territoriales básicos para la 
delimitación y selección de áreas de planificación territorial, ambiental, 
económica y sectorial, los criterios territoriales básicos para el mejor uso, 
aprovechamiento y conservación del agua y demás recursos naturales y para la 
protección del patrimonio histórico y cultural, la indicación de las zonas con 
riesgos catastróficos y la definición de los criterios territoriales de actuación a 
contemplar para la prevención de los mismos y, finalmente, la indicación de las 
                                            
157 Posteriormente se introdujo la figura del Plan de Protección del Corredor Litoral de 
Andalucía, como elemento intermedio entre ambos instrumentos de planificación, debido a su 
carácter general pero de ámbito espacial limitado a la línea de costa andaluza. 
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áreas o sectores que deban ser objeto prioritario de Planes de Ordenación del 
Territorio de ámbito subregional o de Planes con Incidencia en la Ordenación 
del Territorio, y la definición de sus objetivos territoriales generales. 
 
Para GONZÁLEZ FUSTEGUERAS158 con la entrada en vigor de la LOTA 
Andalucía se dota definitivamente de un sistema de planificación y de una serie 
de instrumentos con capacidad operativa. Esta Ley establece entre sus 
objetivos generales que la ordenación del territorio debe contribuir a la 
cohesión, integración y desarrollo equilibrado de la región. Conforme a esta 
finalidad, reducir los evidentes desequilibrios territoriales existentes en 
Andalucía entre los dominios territoriales interiores y el litoral, o entre el 
dinamismo efervescente de los grandes centros regionales y la vulnerabilidad 
de las áreas de montaña, se convierte en un objetivo prioritario a materializar 
mediante la promoción de una mejora generalizada de la conectividad-
accesibilidad entre su partes y equilibrando territorialmente la disposición de 
equipamientos y servicios como argumento básico de cohesión social. El 
establecimiento de estos objetivos está presidido por el principio de una 
utilización racional del suelo, de forma que se equilibre el desarrollo territorial 
con la protección, preservación y potenciación de los valores naturales. 
 
A juicio de CABRAL GONZÁLEZ-SICILIA159 la integración del POTA en el 
ordenamiento jurídico supone, en atención al principio de jerarquía normativa 
constitucionalmente garantizado por el artículo 9.3 de la CE1978, que sus 
determinaciones deben respetar y cumplimentar la norma superior que 
directamente lo regula, es decir, la LOTA, y aquellas otras que pueden afectarle 
por ubicarse en un escalón jerárquico superior e incidir sobre unos u otros 
aspectos de su contenido, que, consiguientemente, deben asumir un 
determinado sentido. Partiendo de esa naturaleza normativa, la intervención del 
legislador andaluz en la aprobación del POTA podría suscitar dudas en cuanto 
al rango que debe ostentar y concedérsele. No obstante, parece evidente que 
la LOTA ha querido reservar al POTA un papel exclusivamente reglamentario. 
                                            
158 GONZÁLEZ FUSTEGUERAS, Manuel Ángel (2017). 
159 CABRAL GONZÁLEZ-SICILIA, Ángel (2011). 
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Por ello, se puede sostener que el POTA, desde la óptica sustantiva, al 
detentar naturaleza reglamentaria, ha de estar sometido plenamente a la 
LOTA. 
 
En lo concerniente a la relación del POTA para con el resto de los reglamentos, 
ésta se produce en un doble plano, jerárquico y competencial. Desde la 
perspectiva jerárquica impone la propia LOTA que su aprobación se ha de 
producir por Decreto del Consejo de Gobierno, por lo que tiene que emplazarse 
en el primer escalón de la estructura jerárquica reglamentaria andaluza. En el 
plano competencial, establece los elementos básicos para la organización y 
estructura del territorio de la Comunidad Autónoma, siendo el marco de 
referencia territorial para los demás planes regulados en esta Ley y para las 
Actuaciones con Incidencia en la Ordenación del Territorio, así como para la 
acción pública en general.  
 
De la conjunción de ambos conceptos puede concluirse que el Plan de 
Ordenación del Territorio de Andalucía160, además del resto de contenidos a los 
que se ha hecho referencia, como figura superior del entramado planificador 
territorial de la Comunidad Autónoma, debe identificar las áreas de suelo rural 
que deben ser objeto de tratamiento singularizado en virtud de sus especiales 
características y que, en virtud de las mismas, deben recibir una especial 
protección jurídica y ser excluidas de ámbitos de futuros desarrollos 
urbanizadores. Como al respecto señala GALLEGO ALCALÁ161, en el POTA se 
han de recoger los cuatro principios inspiradores de toda actuación de las 
Administraciones Públicas como son la planificación, participación, cooperación 
y coordinación. De esta forma, es meridiano su carácter de elemento básico y 
vertebrador de la organización y estructura del territorio en Andalucía, 
vinculando a los Planes de Ordenación del Territorio menores y a los Planes 
con incidencia en la Ordenación del territorio. 
 
                                            
160 El Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía actualmente en vigor se recoge en el 
Decreto 206/2006, de 28 de noviembre (BOJA número 250, de 29 de diciembre de 2006). 
161 GALLEGO ALCALÁ, José Domingo (2009). 
127





En palabras de MÁRQUEZ BERRAL162 estamos ante el instrumento de 
referencia y orientador del conjunto de las políticas públicas, planes y 
programas que se desarrollen en la Comunidad Autónoma con incidencia 
territorial, ante un verdadero plan de planes, cuya principal misión ha sido la de 
establecer el modelo territorial andaluz y constituyendo dicho modelo la 
principal aportación del POTA, además de aportar una visión estructural de 
Andalucía y de la vigencia de su diagnóstico. Un modelo territorial dirigido a 
conseguir una correcta organización interna del territorio regional que sirva 
para, conseguir un sistema urbano polinuclear y equilibrado, favorecer un 
adecuado desarrollo de las relaciones territoriales, y avanzar hacia la 
sostenibilidad en el uso de los recursos naturales y el territorio a través de la 
definición del marco físico-natural de referencia desde el punto de vista 
geoeconómico y ecológico. Todo ello planteado mediante “estrategias de 
desarrollo territorial” tales como las directrices recogidas en el documento 
relativas a la ordenación y mejora de los procesos de urbanización, los 
equipamientos y las mejoras de la dotación de zonas verdes y espacios libres 
de carácter supramunicipal o el sistema de patrimonio territorial recogido en el 
documento, entre otras, que fijan la línea de actuación de la política territorial, 
constituyendo una referencia que encauza al resto de la planificación sectorial. 
 
En aplicación de lo anterior, las determinaciones del POTA, que 
irremediablemente van a presentar un carácter general que es preciso definir 
posteriormente, han de ser desarrolladas por las figuras de ordenación de 
segundo nivel que establece la ley y que se denominan como de “ámbito 
subregional”. Son este concreto tipo de instrumentos de ordenación territorial 
los que de forma directa establecen y delimitan los criterios establecidos por el 
instrumento de planificación superior y, en el caso concreto del suelo no 
urbanizable, deben definir los espacios geográficos protegidos y fundamentar 
los motivos por los que se adopta esta decisión. En concreto, el artículo 11.1.c) 
de la LOTA incluye dentro del contenido de estos planes de ordenación de 
ámbito subregional: 
                                            
162 MÁRQUEZ BERRAL, Rafael (2017). 
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“c) La indicación de las zonas para la ordenación y compatibilización de 
los usos del territorio y para la protección y mejora del paisaje, de los 
recursos naturales y del patrimonio histórico y cultural, estableciendo los 
criterios y las medidas que hayan de ser desarrolladas por los distintos 
órganos de las Administraciones Públicas”.  
 
Esta zonificación de ámbitos de espacios protegidos presenta una plena 
incidencia territorial, debido a que el propio concepto de ordenación territorial 
sugiere una prevalencia sobre el ámbito urbanístico dado su carácter trasversal 
e integral de sus determinaciones y que la propia normativa andaluza recoge 
expresamente al indicar en sus artículos 20 y siguientes el carácter vinculante 
de las determinaciones de los instrumentos de ordenación territorial sobre el 
planeamiento urbanístico, las propias Administraciones y los particulares. Por lo 
tanto, la zonificación realizada por el planeamiento territorial debe ser, en todo 
caso, observada por el planificador urbanístico, debido a que los parámetros 
territoriales establecidos no pueden ser objeto de rectificación o revisión dado 
el citado carácter vinculante de sus determinaciones163. 
 
Para el autor anterior los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito 
subregional son los claros instrumentos jurídicos de los que se vale la 
Administración Autonómica para diseñar su política territorial supramunicipal, y 
abarca necesariamente un conjunto de términos municipales completos y 
contiguos que conforman un área coherente de planificación territorial, siendo 
relevante la posibilidad que se le confiere a la Entidad Local de instar la 
formulación de dicho Plan, debiendo para ello venir refrendada por los 
Acuerdos Plenarios de los Ayuntamientos que representen al menos tres 
                                            
163 En este asunto cabe añadir que las determinaciones de los instrumentos de ordenación 
territorial pueden ostentar la condición jurídica de normas, directrices o recomendaciones, 
conforme dispone el artículo 21 LOTA. De este modo, los preceptos calificados como normas 
vinculan plenamente a los instrumentos de planificación urbanística y a sus actos de ejecución, 
debiendo ser aplicados de forma directa e indiscutida. Por su parte, las directrices vinculan en 
cuanto a los fines establecidos, pudiendo adoptarse las medidas concretas para ello por los 
elementos de planificación inferior. Finalmente, las recomendaciones son indicaciones de 
incidencia territorial que el planificador urbanístico puede, incluso, contradecir siempre que se 
motive la decisión adoptada y se acredite la no incidencia sobre los aspectos territoriales objeto 
de protección. 
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quintos de los municipios que se incluyen en dicho plan cuando agrupen al 
menos a la mitad de la población de dicho ámbito.  
 
Como defiende GÓRGOLAS MARTÍN164, saber discernir el nivel de resolución 
que precisa un plan de ordenación subregional es una decisión clave, máxime 
cuando el sistema de planificación de la Comunidad Autónoma de Andalucía 
ostenta una característica principal que es su condición jerárquica. Esta 
contingencia hay que entenderla desde un doble punto de vista. En primer 
lugar, de jerarquía normativa, es decir, las determinaciones de un instrumento 
de planificación de escala superior no deben ser puestas en cuestión por otro 
de escala inferior en todo aquello que afecte a su ámbito competencial de 
ordenación. En segundo lugar, lo que podríamos denominar jerarquía de 
ordenación, que obliga a adoptar un nivel de resolución ajustado a la escala 
territorial sobre la que se está reflexionando, evitando tanto las indefiniciones 
que vacían de contenido el instrumento, como las sobredeterminaciones que 
hipotecan la formulación y desarrollo de los niveles inferiores de planificación. 
Se trataría, en este caso, de encontrar un “equilibrio decisional” que aporte a la 
escala de la planificación subregional las tres virtudes básicas de cualquier 
intervención en el territorio: claridad, permanencia y economía expresiva. 
 
En definitiva, en la Comunidad Autónoma de Andalucía la normativa sobre 
ordenación territorial atribuye a sus instrumentos de planeamiento la posibilidad 
(o mejor dicho la exigencia) de zonificar y delimitar los ámbitos de suelo en 
situación rural que deba obtener un régimen de especial protección con el 
objetivo de mantener las condiciones naturales, históricas, culturales, 
ambientales, agropecuarias o de cualquier otra naturaleza que requieran su 
salvaguarda del proceso urbanizador y, en general, de cualquier actuación que 
pueda alterar su estado original. La aplicación práctica de estas previsiones 
relativas al suelo rural (así como el resto de determinaciones de ordenación 
territorial de estos instrumentos) deberán implementarse mediante la aplicación 
                                            
164 GÓRGOLAS MARTÍN, Pedro (2017). 
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de la normativa urbanística y, en particular, de las determinaciones de sus 
instrumentos de planificación. 
 
Finalmente, cabe hacer referencia a la inclusión que la normativa territorial 
andaluza realiza sobre los instrumentos de planificación ambiental, debido a 
que como apunta RANDO BURGOS165, Andalucía es una de las Comunidades 
Autónomas que realizan esta asimilación, aunque de forma un tanto implícita. 
De este modo, conforme a la interpretación de esta autora, los instrumentos de 
planeamiento ambiental de competencia autonómica se incluyen en la 
definición de los Planes con Incidencia en la Ordenación del Territorio, dado 
que el anexo II de la propia norma, relaciona un conjunto de actividades de 
planificación, entre las que incluye a los Planes de Ordenación de los Recursos 
Naturales (PORN), que se asimilarían dentro de los citados instrumentos con 
incidencia territorial. Esta asimilación no deja de suponer una incongruencia 
con el régimen jurídico específico de estos planes ambientales, que se tratará 
más adelante en este trabajo. En concreto, la cuestión deriva de la vinculación 
definida por la LOTA del Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía con 
respecto a los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional y, a 
su vez, de ambas figuras con respecto a los Planes con Incidencia en la 
Ordenación del Territorio, categoría en la que parece que se incluyen los 
PORN, lo se contradice abiertamente con lo dispuesto en la Ley 42/2007, de 13 
de diciembre del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad, que consagra la 
prevalencia de los PORN sobre los instrumentos de planificación territorial y, en 
concreto, sobre la LOTA en virtud de la cláusula de prevalencia del derecho 
estatal acogido por el art. 149.3 de la CE1978. 
 
Esta cuestión, en la práctica, va a suponer la necesidad de establecer un 
régimen de total armonización entre las determinaciones de los instrumentos 
de ordenación territorial y los específicamente ambientales, de tal modo que se 
eviten posibles discrepancias que pudieran generar conflictos sobre la 
prevalencia de unos u otros instrumentos, tomando como criterio de referencia 
                                            
165 Op. cit. (2018, págs. 27 y ss.). 
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la preferente aplicación de la normativa estatal sobre el medio ambiente a la 
que ya se ha aludido anteriormente. 
 
 
2. La Ley de Ordenación Urbanística de Andalucía. 
 
Como se ha apuntado en el epígrafe anterior, el efecto de la Sentencia del TC 
61/1997, de 20 de marzo, motivó que varias Comunidades Autónomas 
asumieran la normativa estatal anulada mediante la adopción de legislaciones 
emanadas de los correspondientes parlamentos autonómicos, con lo que se 
evitaba el defecto formal de competencia por el que se anulaba la regulación 
estatal y dado que no se apreciaba ningún motivo de naturaleza material por el 
que pudiera cuestionarse su contenido. En concreto, el Parlamento Andaluz 
aprobó la Ley 1/1997, de 18 de junio, que asumía de forma transitoria la 
normativa estatal refundida en 1992 como propia, al entender más procedente 
esta decisión que volver a la anterior regulación de 1976 “resucitada” para la 
vida jurídica por la resolución del máximo intérprete constitucional español. En 
todo caso, al incorporar la normativa estatal de 1992 al acervo jurídico andaluz 
ya se indicaba que la medida era meramente transitoria, al entender necesario 
que la región se dotara de una normativa urbanística propia y vinculada a la de 
ordenación territorial que ya había sido promulgada varios años antes.  
 
De este modo, el Parlamento Andaluz aprobó la Ley 7/2002, de 17 de 
diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía (LOUA)166, que venía a 
derogar la normativa de transición y a establecer las bases reguladoras del 
urbanismo andaluz para el siglo recién comenzado. 
 
Para PÉREZ MARÍN167 la LOUA, al estilo de sus precedentes estatales, es una 
norma extensa, compleja y difícil de abordar. En su estructura y contenido 
sigue el modelo estatal, que califica como tradicional, asimilando al mismo 
                                            
166 Publicada en el BOJA núm. 154, de 31 de diciembre de 2002 y en el BOE núm. 12, de 14 de 
enero de 2003. 
167 PÉREZ MARÍN, Antonio (2003, págs. 7-8). 
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tiempo la regulación sobre urbanismo de otras Comunidades Autónomas. A 
esta complejidad el autor añade la necesidad de su integración y adaptación a 
la anterior LOTA de 1994, lo que aumenta la dificultad de su extensión, manejo 
y aplicación. 
 
Por lo que respecta al suelo rural (al que la normativa andaluza continúa 
denominando “no urbanizable” conforme a la nomenclatura de la normativa 
estatal reciente), la propia exposición de motivos indica los parámetros por los 
que el planeamiento urbanístico debe identificar y delimitar sus ámbitos, 
estableciendo expresamente: 
  
“…En la Ley se ha hecho un esfuerzo para precisar los criterios por los 
que determinados terrenos deben ser excluidos del proceso urbanizador 
a través de su clasificación como suelo no urbanizable, pudiendo 
establecer el Plan General categorías dentro de esta clase de suelo. En 
este sentido, se identifican las razones por las que determinados 
terrenos han de preservarse del proceso urbanizador: en unos casos 
estas razones residen en sus valores naturales, ambientales y 
paisajísticos que pueden estar ya reconocidas en legislaciones 
sectoriales o bien que sea el propio Plan General el que les conceda 
dicha condición; en otros supuestos se hace necesario también 
preservar determinados terrenos del proceso urbanizador por estar 
expuestos a riesgos naturales o tecnológicos, o por la necesidad de 
ubicar en ellos determinadas actividades o usos, que han de estar 
necesariamente alejados de la ciudad. Criterios de sostenibilidad, 
crecimiento racional y ordenado de la ciudad y las propias 
características estructurales del municipio determinarán asimismo la 
clasificación de ciertos terrenos como suelo no urbanizable…”. 
 
A partir de esta premisa, la normativa urbanística andaluza establece en su 
artículo 46 un catálogo de condiciones por las que el suelo debe clasificarse 
como no urbanizable, en función de los valores, riesgos naturales o afecciones 
al dominio público que concurran en el mismo168. Estas condiciones, que deben 
                                            
168 En concreto, el artículo 46.1 LOUA dispone literalmente: 
1. Pertenecen al suelo no urbanizable los terrenos que el Plan General de Ordenación 
Urbanística adscriba a esta clase de suelo por: 
a) Tener la condición de bienes de dominio público natural o estar sujetos a limitaciones o 
servidumbres, por razón de éstos, cuyo régimen jurídico demande, para su integridad y 
efectividad, la preservación de sus características. 
b) Estar sujetos a algún régimen de protección por la correspondiente legislación 
administrativa, incluidas las limitaciones y servidumbres así como las declaraciones formales o 
medidas administrativas que, de conformidad con dicha legislación, estén dirigidas a la 
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ser apreciadas por el instrumento de planeamiento urbanístico según la propia 
Ley, en su mayoría se configuran como elementos inherentes al propio suelo y 
que el planificador no puede sino reconocer y delimitar, por lo que se 
consideran características del régimen tuitivo que el legislador andaluz 
reconoce al suelo cuyos valores requieren su clasificación como no 
urbanizable, de forma similar a la consideración que ya realizaba el Tribunal 
Supremo en la precitada sentencia de 29 de enero de 1992. No obstante, la 
norma andaluza introduce algunos elementos configuradores de suelo no 
urbanizable cuyo alcance parece superar claramente el carácter tuitivo que se 
predica del resto de características concurrentes en estos suelos, como es la 
mención se incluye en el punto k) del artículo 46.1 relativa a la improcedencia 
de su transformación por razones de sostenibilidad, racionalidad y las 
condiciones estructurales del municipio.  
  
Este tipo de características incorporan un evidente ámbito de subjetividad 
sobre la delimitación del suelo no urbanizable, debido a que no se refiere a 
                                                                                                                                
preservación de la naturaleza, la flora y la fauna, del patrimonio histórico o cultural o del medio 
ambiente en general. 
c) Ser merecedores de algún régimen especial de protección o garante del mantenimiento de 
sus características, otorgado por el propio Plan General de Ordenación Urbanística, por razón 
de los valores e intereses en ellos concurrentes de carácter territorial, natural, ambiental, 
paisajístico o histórico. 
d) Entenderse necesario para la protección del litoral. 
e) Ser objeto por los Planes de Ordenación del Territorio de previsiones y determinaciones que 
impliquen su exclusión del proceso urbanizador o que establezcan criterios de ordenación de 
usos, de protección o mejora del paisaje y del patrimonio histórico y cultural, y de utilización 
racional de los recursos naturales en general, incompatibles con cualquier clasificación distinta 
a la de suelo no urbanizable. 
f) Considerarse necesaria la preservación de su carácter rural, atendidas las características del 
municipio, por razón de su valor, actual o potencial, agrícola, ganadero, forestal, cinegético o 
análogo. 
g) Constituir el soporte físico de asentamientos rurales diseminados, vinculados en su origen al 
medio rural, cuyas características, atendidas las del municipio, proceda preservar. 
h) Ser necesario el mantenimiento de sus características para la protección de la integridad y 
funcionalidad de infraestructuras, servicios, dotaciones o equipamientos públicos o de interés 
público. 
i) Presentar riesgos ciertos de erosión, desprendimientos, corrimientos, inundaciones u otros 
riesgos naturales. 
j) Proceder la preservación de su carácter no urbanizable por la existencia de actividades y 
usos generadores de riesgos de accidentes mayores o que medioambientalmente o por 
razones de salud pública sean incompatibles con los usos a los que otorga soporte la 
urbanización. 
k) Ser improcedente su transformación teniendo en cuenta razones de sostenibilidad, 
racionalidad y las condiciones estructurales del municipio. 
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condiciones del propio terreno rural sino, por el contrario, a criterios relativos a 
la generación de nuevos suelos urbanos cuya sostenibilidad se quiere 
garantizar por esta vía indirecta. Por lo tanto, parece evidente concluir que una 
correcta labor planificadora requerirá la justificación de la clasificación de estos 
suelos como no urbanizables en contraposición a los que obtengan la condición 
de urbanizables, dado que ambas consideraciones afectan de forma muy 
importante y directa a los intereses legítimos de sus propietarios, al atribuir muy 
distintos derechos de uso en uno y otro caso como fácilmente puede 
apreciarse. A juicio de PÉREZ MARÍN169 las categorías de suelo no 
urbanizable que establece la LOUA constituyen una mera enunciación de 
posibilidades, dentro de las cuales se puede mover el planificador, de forma 
que se pueden incluir en el instrumento de planeamiento todas o solo algunas 
de ellas, conforme a los criterios asumidos en la evaluación territorial. 
 
Para BAENA GONZÁLEZ170 estos criterios no reglados de delimitación de 
suelos no urbanizables se basan en conceptos jurídicos indeterminados que, 
en cuanto determinen esta clasificación del territorio, deben justificarse en el 
interés general que requiere tal decisión administrativa. Aunque pueden 
invocarse gran variedad de motivos para fundamentar la clasificación del suelo 
no urbanizable en la norma andaluza, este autor entiende que será el propio 
instrumento de planeamiento el que debe incluir la justificación de la decisión 
adoptada, como medida de su racionalidad.  
 
Por su parte, MARTÍNEZ GARCÍA171 afirma que la ordenación del espacio rural 
que propone la LOUA, guiada por un enfoque positivo del suelo no urbanizable, 
debe mucho a los postulados de los autores que venían exigiendo la adopción 
de una concepción positiva del suelo no urbanizable, superando su tradicional 
consideración como puramente residual y no merecedor, por tanto, de una 
ordenación específica. Para ello su estatuto dominical no debe limitarse a 
meras prohibiciones de actuación, sino que debe implicar obligaciones 
                                            
169 Op. cit. (2003, pág. 162). 
170 BAENA GONZÁLEZ, Antonio (2003, pág. 234). 
171 MARTÍNEZ GARCÍA, José Ignacio (2003). 
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positivas y activas, tendentes a la conservación del suelo y de sus valores 
específicos. 
 
A juicio de SÁNCHEZ GOYANES172 el legislador andaluz apuesta por el diseño 
de un suelo no urbanizable de carácter discrecional, derivado de la aplicación 
de los criterios contenidos en las letras g) y k) del artículo 46, que da cobertura 
a configuraciones abiertas del suelo no urbanizable o rústico en función de los 
criterios de evaluación del territorio que se extraigan de la consideración del 
ámbito geográfico en el proceso de planificación territorial. 
 
De acuerdo con estas consideraciones la LOUA establece, en su artículo 46.2, 
la necesidad de que los suelos en los que se presenten algunas de las 
características que requieran su clasificación como suelo no urbanizable se 
incorporen al planeamiento urbanístico en alguna de las siguientes categorías: 
 
a) Suelo no urbanizable de especial protección por legislación específica. 
Esta categoría debe incluir los terrenos de dominio público natural y sus 
ámbitos de influencia que requieran una especial preservación conforme 
a la normativa aplicable, y los que presenten riesgos naturales cuando 
éstos queden acreditados en el planeamiento sectorial. 
 
Por lo tanto, en esta categoría de suelo deben incluirse los terrenos que 
la normativa sectorial delimite como ámbitos de especial protección 
conforme a sus propias determinaciones, estableciendo un régimen 
jurídico de garantía con arreglo a lo dispuesto por la propia normativa 
aplicable. El carácter tuitivo de esta categoría de suelo parece evidente, 
debido a que es la propia regulación o planificación sectorial la que 
atribuye al suelo su condición rural y, además, la exigencia de su 
régimen de protección singularizado. 
 
                                            
172 SÁNCHEZ GOYANES, Enrique (2003-b). 
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b) Suelo no urbanizable de especial protección por la planificación territorial 
o urbanística. Esta es la categoría de suelo no urbanizable en la que el 
planificador, sea éste territorial o urbanístico, debe identificar los suelos 
merecedores de ostentar un régimen de protección singularizado 
respecto al suelo no urbanizable común o genérico y que, de forma 
ordinaria, se plasma en una restricción de los usos autorizables en su 
ámbito.  
 
En su caso, dada la vinculación que el planeamiento urbanístico 
presenta con respecto a la ordenación territorial, en el mismo se deben 
reconocer los ámbitos delimitados por el planificador territorial como 
suelos especialmente protegidos en función del tipo de protección que 
se asigne en cada caso concreto, asumiendo no obstante la 
configuración definida por el planificador urbanístico y atribuyendo el 
catálogo de usos autorizados conforme a la naturaleza rural del suelo 
así como, en su caso, los meramente autorizables a través de la 
tramitación exigida en cada caso por la propia LOUA173.  
 
c) Suelo no urbanizable de carácter natural o rural. Esta es la categoría de 
suelo que podemos denominar genérica o común, debido a que su 
clasificación comporta la exclusión de su ámbito del proceso urbanizador 
pero, por lo general, es susceptible de albergar la totalidad de los usos 
que la normativa urbanística atribuya al suelo no urbanizable. En el 
régimen de la LOUA podría albergar tanto los usos tradicionalmente 
reconocidos al suelo rural (agrarios, ganaderos, forestales, etc.), como 
los que puedan ser autorizables tras la tramitación exigida por la propia 
normativa (vivienda unifamiliar aislada, actuaciones de interés público u 
otros asimilados). 
 
                                            
173 En Andalucía los usos meramente autorizables en suelo no urbanizable, se encuentren 
vinculados o no a los usos tradicionales del suelo rural, requieren la previa tramitación de un 
Proyecto de Actuación o Plan Especial (esté último solo para casos muy concretos), mediante 
el que se determine la procedencia y aptitud del suelo para albergar el uso pretendido y las 
condiciones exigidas para su implantación. 
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d) Suelo no urbanizable del Hábitat Rural Diseminado, que debe incluir los 
terrenos que sirven de soporte físico a asentamientos urbanos 
vinculados en su origen al medio rural. Esta categoría de suelo no 
urbanizable, cuyo régimen presenta bastantes peculiaridades respecto 
de los tres anteriores, supone la adaptación a Andalucía de realidades 
que ya se consideraban en otras Comunidades Autónomas españolas y 
conlleva la posibilidad de regularizar mediante la oportuna planificación 
de desarrollo el mantenimiento e, incluso, la nueva construcción de 
viviendas y otras edificaciones ubicadas en suelo rural, invocando la (al 
menos inicial) vinculación del entorno a los usos tradicionales existentes 
en el mismo. Aunque puede calificarse esta incorporación a la normativa 
como una novedad importante, dado que viene a reconocer una realidad 
existente en Andalucía, a juicio de GUTIÉRREZ COLOMINA174 ha sido 
desafortunada la falta de previsión de instrumentos de equidistribución 
específicos para estos ámbitos de suelo no urbanizable, cuando la 
propia exposición de motivos de la LOUA señala que en su 
configuración precisan de determinadas dotaciones urbanísticas.    
   
En resumen, la normativa urbanística andaluza establece la posibilidad (o en 
una expresión más adecuada, la obligación) de que la Administración 
encargada de la planificación verifique los ámbitos de suelo que dentro de cada 
término municipal deban ser clasificados como no urbanizables y, dentro de 
estos, delimitar las áreas por cuyas características singulares deban ser 
incluidas dentro de la categoría de especial protección (por planificación 
territorial o urbanística). Esta exigencia deriva de que la propia norma establece 
los condicionantes que, de concurrir en un determinado territorio, deben ser 
identificados y suponer la fundamentación de su inclusión en un régimen de 
especial protección. En el caso de los criterios subjetivos de sostenibilidad y 
estructura urbana, en principio deberán fundamentar la clasificación del suelo 
como no urbanizable de carácter natural o rural (común), debido a que la 
ausencia de otros valores inherentes al terreno determinará su no inclusión en 
                                            
174 GUTIÉRREZ COLOMINA, Venancio y GUTIÉRREZ JULIÁN, Francisco Javier (2009, pág. 
168). 
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un régimen suplementario de protección, lo que no obsta a que, como ya se ha 
hecho referencia, igualmente debe justificarse la elección de otros territorios 
similares como susceptibles de incorporarse al proceso urbanizador. 
 
A lo anterior cabe añadir que el instrumento a través del que la Administración 
debe realizar esta labor planificadora es el denominado por la normativa 
andaluza como Plan General de Ordenación Urbanística175 (PGOU), entre 
cuyas determinaciones se encuentra expresamente la “…clasificación de la 
totalidad del suelo con delimitación de las superficies adscritas a cada clase y 
categorías de suelo adoptadas de conformidad con lo establecido en los 
artículos 44, 45, 46 y 47 de esta Ley…”. Estas determinaciones, contenidas en 
el artículo 10 de la LOUA dentro del contenido de la ordenación estructural que 
se ha de materializar en los PGOU de cada localidad, en lo que respecta al 
suelo no urbanizable de especial protección deben ser completadas con las 
siguientes consideraciones con respecto al suelo no urbanizable: 
 
- Normativa de las categorías del suelo no urbanizable de especial 
protección, con identificación de los elementos y espacios de valor 
histórico, natural o paisajístico más relevantes; la normativa e 
identificación de los ámbitos del Hábitat Rural Diseminado, a los que se 
refiere el artículo 46.1 g) de la LOUA y la especificación de las medidas 
que eviten la formación de nuevos asentamientos. 
 
- Las previsiones generales de programación y gestión de la ordenación 
estructural, los criterios y circunstancias cuya concurrencia haga 
procedente la revisión del Plan, así como, de manera expresa, la 
valoración, justificación y coherencia de sus determinaciones con las 
que, con carácter vinculante, establezcan los planes territoriales, 
sectoriales y ambientales. 
 
                                            
175 En algunos casos esta función la pueden desarrollar también los llamados Planes de 
Ordenación Intermunicipal. 
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- La normativa de aplicación a las categorías de suelo no urbanizable que 
no hayan de tener el carácter de estructural. 
 
- Definición de los restantes elementos o espacios que requieran especial 
protección por su valor urbanístico, arquitectónico, histórico, cultural, 
natural o paisajístico. 
 
A estas consideraciones hay que adicionar las que específicamente se 
contengan en la normativa sectorial y en los planeamientos de ordenación 
territorial o ambiental que tuvieran incidencia sobre el respectivo término 
municipal, para poder obtener la configuración total de los distintos regímenes 
de suelos protegidos establecidos en cada territorio concreto de Andalucía. 
 
La especial consideración que la LOUA atribuye a los instrumentos de 
planificación urbanística de carácter general, es destacada por autores como 
BAENA GONZÁLEZ176, al estimar que la normativa urbanística andaluza 
considera al planeamiento como el eje del régimen jurídico del suelo no 
urbanizable, ya que es la LOUA la que permite y prohíbe usos en esta clase de 
suelo, pero se remite al correspondiente instrumento de planeamiento para 
terminar de legitimarlos positiva o negativamente, ya que éste puede prohibir o 
restringir los autorizados por la Ley de forma genérica. Conforme a lo expuesto 
por esta apreciación doctrinal, en la regulación de la norma urbanística 
andaluza se encuentra el régimen aplicable al suelo no urbanizable de forma 
genérica y que, posteriormente, el planeamiento debe modular y adaptar a las 
características específicas de cada territorio andaluz.  
 
Como se ha apuntado anteriormente y destaca, entre otros, PÉREZ MARÍN177, 
la LOUA adopta un enfoque positivo en cuanto a la regulación del régimen 
aplicable al suelo no urbanizable, enfatizando las aptitudes del mismo frente a 
sus inevitables limitaciones y restricciones, sobre todo en lo que respecta a los 
suelos especialmente protegidos. Con el mismo posicionamiento se expresan 
                                            
176 Op. cit. (2003, pág. 255). 
177 Op. cit. (2003, pág. 181 y ss.). 
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GUTIÉRREZ COLOMINA y GUTIÉRREZ JULIÁN178, al indicar que la LOUA 
sigue en el suelo no urbanizable el criterio de asignar usos o aprovechamientos 
rurales y urbanísticos, aunque su delimitación de forma indirecta puede 
conllevar algunos problemas de interpretación, puesto que para los usos 
rústicos es preciso cumplir con las exigencias atribuibles a estos usos (como la 
unidad mínima de cultivo), en tanto que en el caso de los usos urbanísticos 
estos requisitos pueden ser excepcionados.  
 
En este sentido SÁNCHEZ GOYANES179 expone que, de un modo genérico, de 
la regulación del artículo 50 de la Ley se derivan como derechos del propietario 
del suelo no urbanizable los correspondientes a la explotación tradicional de los 
terrenos con arreglo a la potencialidad natural de los mismos, si bien con 
específicas limitaciones en atención a la eventual protección a que puedan 
estar afectadas zonas concretas, derechos primarios a los que se unirá toda 
una serie de derechos de utilización específicos contenidos en el artículo 52.1, 
que delimita los actos que pueden ejecutarse en los suelos clasificados como 
no urbanizables de carácter natural o rural y que, en síntesis, son los que se 
entienden vinculados a los usos tradicionales del suelo rural180. Al igual que en 
el caso anterior, en el caso de los suelos protegidos, la amplitud de esta 
formulación queda mediatizada en función de lo que determine el régimen 
específico de protección al que se encuentre sometido el terreno. 
 
La consideración de los actos vinculados a los usos tradicionales del suelo rural 
como ejecuciones inherentes al derecho de los titulares del terreno, aun con 
todas las matizaciones que el régimen del suelo no urbanizable pudiera 
adicionar, determina que su autorización requiera únicamente la previa 
obtención de la licencia municipal, con la excepción de la vivienda unifamiliar 
aislada, que conforme a la tradicional regulación estatal precedente requiere la 
                                            
178 GUTIÉRREZ COLOMINA, Venancio y GUTIÉRREZ JULIÁN, Francisco Javier (2011, pág. 
79). 
179 Op. cit. (2003-b). 
180 Como se ha indicado anteriormente, esta determinación se ha de entender modulada o 
limitada por lo dispuesto en la normativa sectorial aplicable en función de la materia y, en todo 
caso, por los parámetros incluidos en los instrumentos de planificación que desplieguen sus 
efectos sobre el territorio. 
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tramitación del procedimiento complejo establecido en la LOUA para las 
denominadas actuaciones de interés público (actuaciones no vinculadas a los 
usos tradicionales del suelo). En el caso de Andalucía, además, se requiere 
expresamente que la vivienda aislada se encuentre vinculada al uso agrícola, 
forestal o ganadero del terreno en el que se proyecte. 
  
MARTÍNEZ GARCÍA181 añade a esta cuestión que la propia naturaleza de 
estas actuaciones, no vinculadas a la explotación agrícola, forestal, pecuaria o 
análoga del terreno rural, es la que motiva la exigencia legal de la previa 
aprobación de un Plan Especial o Proyecto de Actuación, con la carga adicional 
de aportar un depósito de garantía y el abono de una prestación compensatoria 
por la autorización de usos excepcionales suelo. Estas construcciones, obras o 
instalaciones están sometidas a una serie de limitaciones específicas que se 
derivan de su propia consideración como usos no tradicionales de los entornos 
rurales y que se sintetizan en su duración limitada, pero renovable (al menos 
durante su periodo de amortización material) y, a consecuencia de ésta, en la 
exigencia expresa de la restauración del terreno una vez concluya el periodo de 
vigencia de su autorización. Al igual que en el caso de los usos vinculados a los 
usos del suelo rural, en el caso de los suelos protegidos la autorización de este 
tipo de proyectos (actuaciones de interés público) requiere que, cuanto menos, 
su autorización no se encuentre expresamente vedada por su régimen 
específico. 
 
Sobre estos suelos protegidos, aparte de lo ya apuntado en relación con la 
necesidad de verificar su singular régimen jurídico con anterioridad a autorizar 
cualquier acto o uso en su ámbito, LÓPEZ BENÍTEZ y PIZARRO NEVADO182 
estiman que en los mismos no se excluye el derecho a una explotación normal 
conforme a su naturaleza rural sino que, simplemente se vigila su 
compatibilidad con la conservación de los valores que se pretenden preservar 
en los mismos, aunque esta circunstancia puede verse en gran parte modulada 
por el concreto tipo de suelo protegido al que nos refiramos en cada caso. Por 
                                            
181 Op. cit. (2003). 
182 LÓPEZ BENÍTEZ, Mariano y PIZARRO NEVADO, Rafael (2003, pág. 191). 
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su parte, GUTIÉRREZ COLOMINA183 destaca de forma expresa la referencia al 
suelo necesario para la protección del litoral, mencionando directamente lo 
dispuesto en el artículo 17.7 de la Ley en el que se restringe de manera muy 
importante el uso de los terrenos afectados por la Servidumbre de Protección 
del Litoral que aún no se encuentren en curso de ejecución, sobre los que el 
instrumento de planeamiento que los ordene debe establecer su destino a 
espacios libres de uso y disfrute público. 
 
Finalmente, cabe indicar que la LOUA, aunque priorizando el enfoque positivo 
antes mencionado, incluye la mención expresa de los usos prohibidos en el 
suelo no urbanizable, independientemente de su consideración especialmente 
protegida o no, al establecer en su artículo 52.1.A) la prohibición de toda 
actuación que comporte un riesgo previsible y significativo, directo o indirecto, 
de inundación, erosión o degradación del suelo. Para garantizar el 
cumplimiento de esta exigencia, la norma andaluza establece la nulidad de 
pleno derecho los actos administrativos que autoricen este tipo de actuaciones, 
o que contravengan lo dispuesto en la legislación aplicable por razón de la 
materia o en los planes urbanísticos aplicables.  
 
 
B. El suelo no urbanizable en el resto de Comunidades Autónomas. 
 
Entrando a analizar el tratamiento del suelo no urbanizable en la normativa del 
resto de Comunidades Autónomas y su delimitación conforme a lo dispuesto en 
sus respectivos instrumentos de planificación, cabe destacar que, como por 
otra parte no podría ser de otro modo, el tratamiento de los medios de 
clasificación de suelo y en concreto del rural no contiene diferencias 
sustanciales con el visto anteriormente en el caso de Andalucía, debido a que 
todos los ordenamientos autonómicos derivan del mismo tronco común de la 
anterior normativa estatal y, por derivación, las diferentes soluciones aplicadas 
presentan un alto grado de homogeneidad, sin perjuicio de la introducción de 
                                            
183 GUTIÉRREZ COLOMINA, Venancio y CABRAL GONZÁLEZ SICILIA, Ángel (Directores) 
(2007, pág. 560). 
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algunos elementos discordantes que en la mayoría de los casos no van más 
allá de meras cuestiones semánticas. 
 
No obstante, la progresiva individualización del tratamiento del suelo, y en 
particular del suelo rural, en cada una de las Comunidades Autónomas sí 
produce un indudable efecto de paulatina diferenciación en determinados 
aspectos de su consideración normativa, que en algunos casos deben 
calificarse de gran importancia. En concreto, existen diferencias de calado en 
aspectos tan relevantes como es el del propio régimen jurídico aplicable al 
suelo rústico o no urbanizable, tanto de régimen común como especialmente 
protegido, de tal modo que en las distintas normativas regionales se aprecian 
diferencias muy sustanciales en lo relativo a los usos permitidos y tolerados 
sobre estos ámbitos y los distintos procedimientos arbitrados para su 
autorización. 
 
Por todo ello, se antoja necesaria una completa, aunque breve, referencia al 
tratamiento del suelo rural en todas las Comunidades Autónomas españolas, 
como punto de partida necesario para calibrar las posibilidades y exigencias 
que las distintas regulaciones ofrecen a territorio rural y a su proceso de 





En el caso de la Comunidad Autónoma de Aragón la normativa sobre 
ordenación territorial y urbanística se recoge en forma separada, al igual que 
hemos visto anteriormente en el caso andaluz. La normativa territorial se 
recoge básicamente en el Decreto Legislativo 2/2015, de 17 de noviembre, por 
el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Ordenación del Territorio de 
Aragón184, en el que se contienen como instrumentos de planificación territorial: 
                                            
184 Boletín Oficial de Aragón núm. 225, de 20 de noviembre de 2015. 
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la Estrategia de Ordenación Territorial de Aragón185, las Directrices de 
Ordenación Territorial, los Programas de Gestión Territorial y, finalmente, los 
Planes y Proyectos de Interés General de Aragón. De todos ellos, el 
instrumento de ordenación territorial con mayor incidencia sobre la planificación 
del territorio son, sin duda, las Directrices de Ordenación Territorial, debido a 
que son los medios por los que se establece la ordenación territorial de 
comarcas o zonas delimitadas por sus características homogéneas o 
funcionales (directrices zonales) o, en otro caso, se ordena la incidencia sobre 
el territorio de determinadas actividades económicas o administrativas, o de 
elementos relevantes del sistema territorial (directrices especiales). Estas 
directrices, en cuyo procedimiento de aprobación puede acordarse un periodo 
de suspensión de los instrumentos urbanísticos que pudieran ser afectados por 
sus determinaciones, por un plazo máximo de dos años (art. 25), tienen 
carácter obligatorio para sus destinatarios, sin perjuicio de la prevalencia de las 
disposiciones ambientales que puedan resultar de aplicación. 
 
Por lo que respecta a la normativa urbanística, se contiene con carácter 
general en el Decreto Legislativo 1/2014, de 8 de julio, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley de Urbanismo de Aragón186, donde su artículo 11 
establece la clasificación del suelo establecida para esta Comunidad 
Autónoma, indicando que dentro del suelo no urbanizable se distingue entre el 
suelo especial y el genérico. A su vez, en sus artículos 16 y siguientes 
desarrolla esta clasificación del suelo no urbanizable, disponiendo que el suelo 
genérico será el que el instrumento de planificación no incluya expresamente 
dentro de alguno de alguno de los ámbitos de suelo especial (protegido) que 
identifique. Conforme a esta premisa, el artículo 18 determina los suelos que 
han de ser considerados como de especial protección, señalando que serán los 
definidos con esta condición por la legislación sectorial específica aplicable o 
                                            
185 Que tiene por finalidad, partiendo del análisis y diagnóstico del sistema territorial de Aragón, 
y de acuerdo con los objetivos y estrategias contenidos en el título preliminar de esta ley, 
determinar el modelo de ordenación y desarrollo territorial sostenible de toda la Comunidad 
Autónoma, las estrategias para alcanzarlo y los indicadores para el seguimiento de la evolución 
de la estructura territorial y su aproximación al modelo establecido (art. 17). 
186 Boletín Oficial de Aragón núm. 140, de 18 de julio de 2014. 
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por formar parte del dominio público natural, los que presenten riesgos de 
cualquier tipo (naturales o tecnológicos) y, en tercer lugar, los que presenten 
valores naturales, ecológicos, agrícolas, ganaderos, forestales o paisajísticos y 
así se determine expresamente por el propio instrumento de planeamiento 
territorial, urbanístico o, en su caso, sectorial aplicable. 
 
Según TEJEDOR BIELSA187 la última modificación de la normativa urbanística 
aragonesa, en lo que se refiere al suelo rural se ha limitado a establecer 
nuevas categorías de suelo no urbanizable, pero en lo esencial, los criterios de 
clasificación de la versión inicial de la regulación se mantienen, con el suelo no 
urbanizable genérico como clase y categoría residual conforme a lo dispuesto 
en el citado artículo 18, que no ha sufrido alteraciones188. 
 
Con respecto a la autorización de usos en suelo no urbanizable, la normativa 
aragonesa diferencia los supuestos en los que es necesaria una autorización 
especial, otorgada mediante un procedimiento específico, de los que requieren 
un título habilitante de naturaleza urbanística189. En el caso de necesidad de 
autorización directa mediante título habilitante de naturaleza urbanística, la 
actual normativa amplía los usos al incorporar, junto a las construcciones 
destinadas a explotaciones agrarias, las ganaderas y la explotación de los 
recursos naturales o relacionados con la protección del medio ambiente. 
También admite la construcción de viviendas unifamiliares para la vivienda 
habitual de las personas de estas explotaciones, junto con la autorización de 
edificios aislados destinados a vivienda unifamiliar, sin vinculación a uso 
agrario o ganadero alguno, limitando este supuesto a municipios cuyo 
planeamiento no prohíba este tipo de construcciones y, en todo caso, siempre 
que no exista la posibilidad de formación de núcleo de población. Para las 
construcciones e instalaciones de interés público o social, la norma actual exige 
que deben reunir dos requisitos: que contribuyan a la ordenación y al desarrollo 
y que su emplazamiento en el medio rural sea conveniente, lo que supone una 
                                            
187 TEJEDOR BIELSA, Julio (2014). 
188 En similares términos se expresa SÁNCHEZ JIMÉNEZ, Rosa (2009). 
189 AGUADO ORTA, María Josefa (2013). 
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discrecionalidad que con la normativa anterior se encontraba más limitada. En 
este caso, la conveniencia viene justificada por el tamaño, las características o 
el efecto positivo en el territorio, pero, a diferencia de la regulación anterior, no 
se alude a ningún tipo de uso en concreto.  
 
Lo expuesto hace concluir a CORCHERO PÉREZ y SÁNCHEZ PÉREZ190 que 
la actual normativa urbanística aragonesa intenta facilitar la utilización del suelo 
no urbanizable, cuando con ello se pueda contribuir al desarrollo 
socioeconómico o a la creación de empleo, a través de una dispersión 
controlada de las actuaciones y, fundamentalmente, incentivando la 
rehabilitación de usos sobre edificaciones ya existentes o sobre suelos ya 
transformados. Para estos autores, se parte de la premisa de que la actuación 
del Gobierno de Aragón y la regulación de la Ley no pueden tener los mismos 
parámetros en suelo urbano o urbanizable que en suelo no urbanizable, sobre 
todo, dada la realidad de vacío demográfico de gran parte de su territorio. 
Desde el respeto al paisaje y al valor de estos vacíos, se considera necesario 
respaldar iniciativas que sobre edificios existentes quieran plantear actividades 
económicas que puedan tender a su recuperación o a generar impactos 
positivos sobre el territorio y, por otra parte, se clarifican los usos y actividades 





Al contrario que las normativas andaluza y aragonesa, la normativa asturiana 
sobre ordenación territorial y urbanismo se recoge actualmente, al menos en su 
parte fundamental, en un único cuerpo legal, concretamente en el Decreto 
Legislativo 1/2004, de 22 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de 
las Disposiciones Legales Vigentes en materia de Ordenación del Territorio y 
Urbanismo191. De esta  norma, que incorpora la parte fundamental de la 
regulación del suelo en esta Comunidad Autónoma, podemos destacar en 
                                            
190 CORCHERO PÉREZ, Miguel y SÁNCHEZ PÉREZ, Lucía (2013). 
191 Boletín Oficial del Principado de Asturias núm. 97, de 27 de abril de 2004. 
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primer lugar los instrumentos de ordenación territorial y urbanística que se 
habilitan para ordenar el territorio asturiano y que se regulan en sus artículos 
25 y 26. Entre los primeros se citan las Directrices de Ordenación Territorial, los 
Programas de Actuación Territorial, los Planes Territoriales Especiales de 
carácter supramunicipal, las Evaluaciones de Impacto y el Plan de Ordenación 
de los Recursos Naturales de Asturias, como instrumento para la planificación 
específica de los recursos naturales. Estos dos últimos instrumentos pueden 
ser considerados como herramientas sectoriales de naturaleza ambiental, por 
lo que el propio texto legal remite a la normativa sobre espacios naturales la 
regulación de los últimos. En cuanto a los instrumentos urbanísticos, la norma 
hace referencia al plan general y los instrumentos de planificación de desarrollo 
de éste. 
 
Además de lo anterior, cabe destacar que la norma asturiana recoge 
expresamente la vinculación de los instrumentos urbanísticos a los diferentes 
instrumentos de ordenación territorial (art. 27), si bien, cabe citarse que la 
delimitación de las áreas de protección que deban establecerse, mantenerse o 
ampliarse atendiendo a su valor natural, cultural, social o económico (haciendo 
especial referencia a los cursos agrícolas y forestales y a los cursos de agua), 
se atribuye expresamente a las Directrices de Ordenación Territorial, sin 
perjuicio de las delimitaciones específicas que puedan realizarse en aplicación 
de la legislación sectorial. 
 
Por lo que respecta al régimen del suelo no urbanizable contenido en la 
normativa de esta Comunidad Autónoma, cabe destacar que presenta una 
tipología de distribución clásica, si bien puede añadirse a esta afirmación que la 
denominación de los diferentes tipos de suelo no urbanizable es algo 
confusa192. En principio, el artículo 122 de la norma establece dos categorías 
fundamentales, que son el suelo no urbanizable de especial protección, 
integrado por aquellos espacios cuyos excepcionales valores de cualquier 
género les hagan merecedores de un alto grado de protección y, por otro lado, 
                                            
192 Un estudio aclaratorio sobre esta cuestión podemos encontrarlo en PÉREZ FERNÁNDEZ, 
José Manuel (2005). 
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el denominado suelo no urbanizable de interés, que presenta una aparente 
doble condición, debido a que, en un primer apartado, se indica que está 
compuesto por aquellos terrenos que, sin estar incluidos en ninguna otra de las 
categorías de este artículo, deban quedar preservados del desarrollo 
urbanístico y sometidos a un régimen específico de protección por disponerlo 
así el planeamiento territorial, urbanístico o sectorial, en consideración a sus 
valores paisajísticos, históricos, arqueológicos, científicos, ambientales o 
culturales, por la existencia de riesgos naturales debidamente acreditados, 
singularidades agrícolas, forestales o ganaderas, o para la preservación del 
peculiar sistema de poblamiento del territorio asturiano, así como en función de 
su sujeción a limitaciones o servidumbres para la protección del dominio 
público. De lo anterior parece desprenderse que estos tipos de suelos no 
urbanizables de interés también deben ser considerados como terrenos 
sometidos a protección singularizada. 
 
En un segundo apartado el contenido del suelo no urbanizable de interés es 
ampliado con los terrenos situados alrededor de los núcleos rurales cuya 
preservación del proceso urbanizador sea conveniente para el mantenimiento 
del propio núcleo y de sus valores paisajísticos y tradicionales, sin necesidad 
de que dichos terrenos sean objeto, en el momento en que se aprueba su 
ordenación, de un uso agrícola, forestal o ganadero. De esta regulación 
podemos concluir que, al menos para estos concretos supuestos, la norma 
asturiana no prevé de forma expresa la asignación de un régimen de especial 
protección. 
 
Finalmente el citado artículo introduce otros tres tipos de suelo no urbanizable 
diferenciados de los anteriores, como son: el suelo no urbanizable de costas, 
respecto al cual deben establecerse las medidas de protección que demanden 
las peculiaridades de las franjas costeras; el suelo no urbanizable de 
infraestructuras, comprensivo de los terrenos que resultan afectados por la 
localización de las infraestructuras básicas o de transporte y, finalmente, el 
núcleo rural, como categoría de suelo no urbanizable objeto de ocupación 
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residencial. De estos tres tipos parece que la normativa asturiana solo dispone 
de forma expresa la asignación de un régimen de especial protección al 
primero de ellos, atribuyendo a los dos restantes un carácter de suelo no 
urbanizable diferenciado del general común (que podríamos identificar en este 
caso con el suelo no urbanizable de interés no protegido), pero sin que sobre el 
mismo tuviera que establecerse necesariamente un régimen de especial 
protección. 
 
Para ALONSO IBÁÑEZ193 en Asturias el suelo no urbanizable no es un suelo 
de interés meramente urbanístico, sino un espacio que incide en la propia 
configuración del territorio asturiano, de ahí los intereses supramunicipales que 
sobre él se proyectan. Sus distintas categorías aparecen vinculadas a valores 
objetivos, en una línea que se ha visto reforzada con lo que se apuntó en la 
STC 164/2001, a propósito justamente de la constitucionalidad de la LRSV1998 
y en coherencia con lo que finalmente dijo la Ley 10/2003, de 20 de mayo, en la 
que se vuelve a las previsiones originarias de la normativa estatal, 
contemplando la clasificación como suelo no urbanizable de aquellos suelos 
que el planeamiento considere inadecuados para el desarrollo urbano, 
refiriendo dicha consideración bien por imperativo del principio de utilización 
racional de los recursos naturales, o bien de acuerdo con criterios objetivos de 
carácter territorial o urbanístico establecidos por la normativa urbanística. 
Como defiende esta autora, por la vía de la protección del medio rural y de la 
franja costera la normativa asturiana ha ido conformando un determinado 
modelo territorial propio donde el espacio rural no es una masa de reserva de 
suelo potencialmente edificable y susceptible de soportar cualquier impacto. 
   
ORTEGA MONTEQUÍN y MÉNDEZ GARCÍA194 destacan la importancia que en 
esta región presenta el suelo de núcleo rural, que responde a la realidad del 
poblamiento rural asturiano conforme a dos factores esenciales: la complejidad 
orográfica del territorio y su gestión por las sucesivas estructuras orientadas a 
su explotación, principalmente agraria. En la actual coyuntura socio-espacial de 
                                            
193 ALONSO IBÁÑEZ, María Rosario (2007). 
194 ORTEGA MONTEQUÍN, Marcos y MÉNDEZ GARCÍA, Benjamín (2017). 
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la geografía asturiana, con casi siete mil entidades de población, en su mayoría 
rurales, la ordenación del espacio residencial en el medio rural se ha convertido 
en una tarea compleja a la que cada entidad local se debe enfrentar a través de 
su planeamiento, a partir de la reglamentación autonómica que determina una 
serie de normas básicas que son interpretadas de acuerdo con las concretas 
necesidades e intereses. Sin embargo, a juicio de estos autores, estas normas 
básicas presentan una serie de problemas, siendo estimado como el más 
acuciante el relativo a los criterios de delimitación, que tienden a restringirse a 
una serie de valoraciones cualitativas (más allá de las propias restricciones en 
el crecimiento). Para mejorar los elementos de base precisos para la correcta 
delimitación de estos núcleos, entienden que lo procedente sería procurar una 
actualización de esta metodología (con sus pros y sus contras), que intente 
superar los conflictos que hasta ahora han surgido en la práctica o, en otro 
caso, llevar los criterios a una estandarización concreta, medible y específica, 
que permitiese objetivar en mayor medida las delimitaciones de estos entornos. 
 
La referencia al régimen aplicable al suelo no urbanizable asturiano se contiene 
en los artículos 123 y siguientes, en los que se describen los usos permitidos, 
sujetos a concesión de licencia municipal sin trámites previos; los usos 
meramente autorizables, que con anterioridad a la licencia municipal necesitan 
autorización previa conforme el trámite previsto en el artículo 132 de la propia 
Ley; los usos incompatibles, que son aquellos que no cumplen alguno de los 
requisitos exigidos para los usos permitidos o autorizables y cuya eventual 
admisibilidad requiere, con anterioridad a cualquier otra autorización o licencia, 
la nueva aprobación o modificación de un planeamiento en virtud del cual se 
habilite el suelo afectado por la finalidad pretendida; y, finalmente los usos 
prohibidos, que son aquellos que los Planes Generales de Ordenación 
imposibilitan en suelo no urbanizable y que en ningún caso podrán llevarse a 
cabo, salvo que se produzca la aparición de nuevos criterios urbanísticos y 
éstos se materialicen a través de la oportuna revisión del planeamiento. 
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Sobre el tratamiento de la normativa asturiana del régimen del suelo no 
urbanizable es preciso realizar algunas reflexiones, comenzando por la que se 
refiere al propio enfoque que el legislador le otorga. En efecto, si se contrasta el 
sentido de esta regulación con la de otras normas autonómicas (como puede 
ser la andaluza), podemos apreciar que el tratamiento de los usos 
denominados como incompatibles o, incluso, de los prohibidos, adopta un 
enfoque mucho más positivista, ya que no parece negar toda posibilidad de 
realizar usos inicialmente proscritos, aunque para su autorización se requiera la 
previa admisión por parte del planeamiento aplicable, ya sea a través de su 
modificación o revisión. Aunque evidentemente la aplicación de la normativa 
sectorial y de los instrumentos de planificación con efectos vinculantes incide 
de forma efectiva sobre el régimen de usos del suelo no urbanizable, y más en 
el caso de los expresamente prohibidos, la expresión del legislador asturiano 
parece no querer cerrar la puerta a posibles cambios de consideración en 
limitaciones impuestas por el propio planeamiento urbanístico, y ello aunque 
ciertamente con esta formulación se aparta, al menos nominalmente, del afán 
proteccionista que presiden las más recientes normas sobre ordenación 
territorial y urbanismo españolas. 
 
Por otro lado, también puede destacarse la posibilidad de construir nuevas 
viviendas unifamiliares aisladas, autorizables únicamente en aquellas zonas del 
suelo no urbanizable de interés en que el planeamiento urbanístico así lo 
disponga, para permitir el mantenimiento del peculiar sistema de poblamiento 
del territorio asturiano.  
 
 
3. Islas Baleares. 
 
La Comunidad Autónoma de las Islas Baleares asume sus competencias 
estatutarias sobre ordenación del territorio y urbanismo optando por una 
regulación diferenciada de ambas materias, lo que se concreta actualmente en 
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la Ley 14/2000, de 21 de diciembre, de Ordenación Territorial195 y en la reciente 
Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de Urbanismo de las Illes Balears196, 
respectivamente197.  
 
En la norma de ordenación territorial se regulan como instrumentos de 
planificación las Directrices de Ordenación Territorial, a las que califica como el 
instrumento superior y básico de ordenación del territorio de esta comunidad 
autónoma; los Planes Territoriales Insulares, como instrumento de desarrollo 
de los anteriores y los Planes Directores Sectoriales, definidos como 
instrumentos de ordenación específica que tienen por objeto regular, en 
ámbitos materiales determinados, el planeamiento, la proyección, la ejecución y 
la gestión de los sistemas generales de infraestructuras, equipamientos, 
servicios y actividades de explotación de recursos. Conforme disponen los 
artículos 14 y 15 de la citada norma, los instrumentos de planificación territorial 
de desarrollo se encuentran vinculados por lo dispuesto en las Directrices de 
Ordenación Territorial, como instrumento de planificación general de orden 
territorial; en tanto que todos ellos son vinculantes para los instrumentos de 
planeamiento urbanístico en los aspectos en que sean predominantes los 
intereses públicos de carácter supramunicipal.  
 
De conformidad con esta premisa, el planeamiento urbanístico debe adaptarse 
a las determinaciones fijadas en los instrumentos de ordenación territorial 
cuando, a través de la revisión, el municipio ejerza de forma plena la potestad 
de ordenación, sin perjuicio de que aquellas determinaciones se integren, por 
razón de su prevalencia, dentro de la ordenación urbanística vigente mediante 
la aplicación de sus previsiones de forma directa.  
 
Como expone MUNAR FULLANA198 la vinculación legal de los instrumentos de 
ordenación territorial hacia al planeamiento urbanístico municipal establecida 
                                            
195 Boletín Oficial de las Islas Baleares núm. 157, de 27 de diciembre de 2000. 
196 Boletín Oficial del Estado núm. 20, de 23 de enero de 2018. 
197 Se debe también hacer referencia a la Ley 6/1997, de 8 de julio, del Suelo Rústico de las 
Islas Baleares. 
198 MUNAR FULLANA, Jaume (2011). 
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en la normativa balear deriva de su carácter regulador de unos intereses 
públicos que van más allá de esfera de actuación de las entidades locales, para 
facilitar el cumplimiento y la ejecución de las determinaciones de los 
expresados instrumentos supralocales y, en definitiva, para que éstos alcancen 
plena operatividad y eficacia. Para este autor, el diseño normativo de la 
ordenación del territorio en la legislación balear permite establecer una 
secuencia jerárquica entre la ordenación del territorio autonómica y el 
urbanismo municipal, que tendrá reflejo en dos mecanismos distintos. De una 
parte, la atribución de efectos directos prevalentes a los instrumentos de 
ordenación territorial, implicando con ello la eliminación de posibles 
competencias urbanísticas municipales, si bien cabe interpretar que esta 
atribución deberá limitarse a aspectos de entidad supramunicipal. De otra 
parte, un segundo mecanismo comportará remitir a los instrumentos 
urbanísticos municipales la capacidad de completar y hacer operativas las 
previsiones de la ordenación territorial. Se reconocerá así la existencia de un 
ámbito para el ejercicio de la potestad urbanística municipal, aún sin implicar el 
reconocimiento de una libertad absoluta en el uso de aquella potestad 
planificadora. 
 
Para BAUZÁ MARTORELL199 la ordenación del territorio en las Islas Baleares 
no puede entenderse ajena a un régimen jurídico complejo, en el que junto a 
las determinaciones de las leyes generales de suelo, conviven instrumentos de 
ordenación del territorio (los planes territoriales parciales o insulares), junto a 
los instrumentos municipales de planeamiento urbanístico, así como 
ordenaciones sectoriales en materia de turismo, agricultura, medio ambiente, 
suelo rústico y otras más específicas (carreteras, costas, servidumbres 
aeronáuticas, puertos…). Conforme a esta consideración, el artículo 9 define 
un sistema de planeamiento urbanístico integrado y jerarquizado, de suerte que 
el alcance y el contenido de cada instrumento y sus relaciones para cumplir los 
fines específicos integrados en el sistema global sólo pueden ser los previstos 
en la Ley, de forma coherente con las determinaciones de los instrumentos de 
                                            
199 Cfr. BAUZÁ MARTORELL, Felio José (2018). 
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ordenación territorial y de cualquier otra legislación o planificación sectorial con 
incidencia en su ámbito específico. 
 
Con arreglo esta premisa, la nueva regulación balear clasifica los instrumentos 
de planeamiento urbanístico distinguiendo entre los propios de las 
determinaciones estructurales (planes generales) y los relativos al detalle y 
desarrollo de los primeros (planes de ordenación detallada). Así, por un lado el 
artículo 35 regula los planes generales como instrumentos de ordenación 
integral y de carácter estructural de su territorio, que comprenderán cada 
término municipal completo y, entre otras cuestiones, deben clasificar el suelo 
en urbano, rústico y, en su caso, urbanizable, para el establecimiento del 
régimen jurídico correspondiente; definir los elementos fundamentales de la 
estructura general y orgánica del territorio; y establecer las previsiones 
temporales o prioridades para su desarrollo, ejecución y condiciones para su 
revisión. Por su parte, el artículo 40 contempla los planes de ordenación 
detallada, que en cumplimiento de las determinaciones de carácter estructural 
establecidas en el plan general que deben desarrollar200. 
  
Atendiendo al tratamiento del suelo rural, la normativa urbanística de esta 
comunidad insular201 define al suelo rústico como el que el planeamiento 
urbanístico general preserve de los procesos de desarrollo o transformación 
urbanística, mediante su ordenación y la protección de los elementos de 
identidad que les caractericen en función de sus valores agrícolas, forestales, 
pecuarios, cinegéticos, naturales, paisajísticos o culturales, y su aportación a la 
defensa de la fauna, la flora y el mantenimiento del equilibrio territorial y 
ecológico. También constituyen suelo rústico los terrenos no clasificados 
expresamente como urbanos o urbanizables por el planeamiento urbanístico 
general.  
 
                                            
200 Vid. BLASCO ESTEVE, Avelino (2018, págs. 25 y ss.). A juicio de este autor, la distinción 
que establece la norma balear entre ambos tipos de instrumentos de planificación urbanística 
no resulta demasiado clarificadora, al entrar en contradicción con distintas precisiones que la 
propia normativa realiza en otros puntos de su regulación.  
201 Cfr. NAVARRO SÁNCHEZ, Ángel Custodio (2007). 
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Conforme expresa MUNAR FULLANA202 sobre la regulación de la actual norma 
urbanística balear, como ya sucedía con respecto a la anterior, puede 
apreciarse la voluntad de establecer una regulación basada en una definición 
de carácter positivo de los terrenos que constituyen el suelo rústico de esta 
Comunidad Autónoma, añadiendo a los ya adscritos al suelo no urbanizable 
aquellos cuya asignación a tal clase deriva de la necesidad de mantenimiento 
de las características de la estructura territorial. Precisamente, a juicio de este 
autor, con la opción por este sistema se determinó que la asignación de los 
terrenos a esta clase de suelo se efectuase mediante los instrumentos de 
planeamiento general, de acuerdo con las pautas básicas que se definen en la 
propia normativa y que su ordenación urbanística, concretada en la calificación 
y en la regulación de las actividades y de las edificaciones, pudiese asimismo 
venir contenida en estos instrumentos o en el planeamiento especial, 
definiendo el contenido mínimo que a estos efectos deberían incluir. Fruto de la 
elección de este sistema se formula la definición que se introduce de la 
categoría de suelo rústico conforme se ha apuntado anteriormente.  
 
A esta definición, el artículo 21 de la Ley 12/2017, de 29 de enero, de 
Urbanismo añade que, según la intensidad de su protección, el planeamiento 
diferenciará en esta clase de suelo las calificaciones básicas de suelo rústico 
protegido y suelo rústico común. A partir de esta distinción, los artículos 4 y 
siguientes de la citada Ley 6/1997, de 8 de julio, del Suelo Rústico, distinguen 
entre el suelo común, que se define como el suelo residual dentro de esta clase 
y el protegido, en el que se deben integrar, cuanto menos, los terrenos 
incluidos en espacios naturales, los terrenos que determinen los instrumentos 
de planificación territorial y, finalmente, los que determinen los planes 
urbanísticos y sectoriales aplicables. 
 
Por su parte, los artículos 31 y siguientes se destinan a regular el régimen de 
los derechos y deberes de las personas propietarias de suelo rústico, 
disponiendo expresamente que podrán realizar las actividades necesarias para 
                                            
202 Op. cit. (2011). 
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la explotación agrícola, forestal, cinegética y pecuaria mediante el uso de los 
medios técnicos y las instalaciones adecuadas, de acuerdo con la normativa 
específica, y sin que impliquen, en ningún caso, la transformación de su 
condición o características esenciales; así como desarrollar, de forma limitada 
a las estrictas necesidades debidamente justificadas, las actividades de 
edificación, construcción o instalación para llevar a cabo las actividades 
anteriores y, excepcionalmente, los otros posibles usos que se autoricen de 
acuerdo con la legislación urbanística. Al igual que sucede en el resto de 
normativas autonómicas, en el caso de la legislación balear se dispone 
expresamente que las personas propietarias de terrenos calificados como suelo 
rústico protegido, además de las limitaciones al derecho de la propiedad 
inherentes al suelo rústico común, tendrán las que se deriven de su especial 
régimen de protección. 
 
Además de lo anterior, con referencia al suelo rústico de las Islas Baleares 
debemos citar la categoría especial de los denominados “núcleos rurales”, 
definidos por el artículo 26 como asentamientos de edificaciones agrupadas de 
carácter predominantemente residencial. Sobre esta delimitación primigenia la 
normativa atribuye expresamente al planeamiento la identificación de dos tipos 
de núcleos rurales, como son los núcleos rurales tradicionales, que se definen 
como aquellos asentamientos que, en función de sus características 
morfológicas, la tipología de las edificaciones y otras circunstancias que 
acrediten la vinculación del asentamiento a las actividades tradicionales 
desarrolladas en el medio físico donde se ubique, están implantados con 
anterioridad a la Ley de 12 de mayo de 1956 sobre régimen del suelo y 
ordenación urbana.  
 
En segundo lugar, pueden identificarse los denominados núcleos rurales 
ordinarios, que son los reconocidos y delimitados en los instrumentos de 
ordenación territorial o, en su defecto, en los de planeamiento urbanístico 
general, anteriores a la entrada en vigor de la actual normativa urbanística y 
157





que se rigen por lo que establecen estos instrumentos o, en su caso, el 
planeamiento especial de desarrollo. 
 
Finalmente cabe hacer mención a las actividades y usos no vinculados a la 
naturaleza del suelo rústico, que en esta Comunidad Autónoma también 
pueden autorizarse en relación con los usos extractivos o declarados de interés 
general. Estos usos, a los que la normativa balear se refiere como 
condicionados, pueden constituir todas aquellas actividades que, respetando 
las limitaciones que se establezcan en los instrumentos de ordenación territorial 
y urbanísticos vigentes, trasciendan los meros intereses individuales, sean 
compatibles con el grado de protección de la zona y, en caso que supongan 
actuaciones de construcción, edificación o instalación, resulten de ubicación 
necesaria en el suelo rústico por su vinculación funcional directa, incluyendo la 
vivienda unifamiliar aislada203. Estos usos condicionados, autorizables previa 
declaración de interés general por el órgano autonómico correspondiente, 
encuadran la categoría de usos excepcionales del suelo rústico, debido a que 
no se entienden usos vinculados a la naturaleza rural del entorno en el que se 
proyectan.   
 
 
4. Islas Canarias. 
 
En el caso de la otra Comunidad Autónoma insular, la regulación normativa de 
la ordenación territorial y del urbanismo ha pasado de encontrarse dividida en 
varias normas (algunas de ellas de carácter parcial), a unificarse en su núcleo 
fundamental a través de la reciente Ley 4/2017, de 13 de julio, del Suelo y de 
los Espacios Naturales Protegidos de Canarias204, que además recientemente 
ha sido objeto de desarrollo reglamentario mediante la aprobación del Decreto 
181/2018, de 26 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de 
Planeamiento de Canarias, del Decreto 182/2018, de 26 de diciembre, por el 
                                            
203 Cfr. MUNAR FULLANA, Jaume (2002). 
204 Boletín Oficial de las Islas Canarias núm. 138, de 19 de julio de 2017 (BOE núm. 216, de 8 
de septiembre de 2017). 
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que se aprueba el Reglamento de Intervención y Protección de la Legalidad 
Urbanística de Canarias, y del Decreto 183/2018, de 26 de diciembre, por el 
que se aprueba el Reglamento de Gestión y Ejecución del Planeamiento de 
Canarias205. 
 
La citada norma legal regula en su Título III la ordenación del suelo, 
disponiendo sus artículos 81 y siguientes los principios y criterios con los que 
los poderes públicos canarios deben realizar su función planificadora206. En 
concreto, como instrumentos de planificación territorial y ambiental la Ley 
4/2017, de 13 de julio establece tres tipos diferenciados: 
 
a) Instrumentos de ordenación general de los recursos naturales y del 
territorio, que incluyen las directrices de ordenación, de alcance tanto 
general como sectorial, así como los planes insulares. 
 
b) Instrumentos de ordenación ambiental, que incluyen los planes y normas 
de los espacios naturales protegidos. 
 
c) Instrumentos de ordenación territorial, que incluyen los planes 
territoriales parciales y especiales. 
 
A su vez, como instrumentos de ordenación urbanística se establecen las 
normas técnicas del planeamiento, de los instrumentos municipales regulados 
por la propia norma (planes generales de ordenación y e instrumentos 
urbanísticos de desarrollo) y de los planes de modernización, mejora e 
incremento de la competitividad turística. 
  
La estructuración de este amplio sistema de planificación territorial, en el que 
se superponen figuras de ordenación territorial, ambiental y urbanística, 
                                            
205 Publicados en el Boletín Oficial de Canarias núm. 5, de 9 de enero de 2019. 
206 Aunque relativo a la normativa anterior a la actualmente vigente, un magnífico estudio sobre 
el tratamiento de la regulación territorial y urbanística de esta Comunidad Autónoma, cuyos 
fundamentos han sido incorporados a la aprobada en 2017, puede encontrarse en PAREJO 
ALFONSO, Luciano (1999). 
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pudiendo afectar a ámbitos generales, parciales o sectoriales, se instrumenta 
mediante lo dispuesto en el artículo 83.3, al indicar que los instrumentos de 
ordenación dispuestos se rigen por los principios de jerarquía, competencia y 
especialidad. En el caso de contradicción, prevalecerán las determinaciones 
ambientales sobre las territoriales y las urbanísticas. Como afirma RANDO 
BURGOS207 con esta normativa Canarias se posiciona como la Comunidad 
Autónoma que de manera más diferenciada lleva a cabo una completa 
integración entre la planificación en los niveles ambiental, territorial y 
urbanístico. 
 
En este sentido BLASCO HEDO208 expone que las directrices se mantienen 
como instrumento de ordenación de ámbito autonómico en materia de recursos 
naturales y ordenación territorial, aunque sin rango de ley, que facultan al 
Gobierno de Canarias para establecer, cuando lo considere adecuado y 
necesario, medidas ambientales y territoriales de alcance autonómico. Los 
planes insulares de ordenación tendrán una función de ordenación de los 
recursos naturales, de zonificación de usos globales del territorio y de 
determinación y ordenación de infraestructuras de interés insular, si bien, como 
principal novedad, se elimina el contenido urbanístico y también el facultativo 
de ordenación socioeconómica. Los planes generales de ordenación incluirán 
como contenido obligatorio mínimo la ordenación estructural del territorio 
municipal, si bien, en cambio, la ordenación pormenorizada tiene carácter 
facultativo, pudiendo incorporarla en su totalidad o en parte, y para todas o 
algunas clases de suelo, remitiendo el resto a su ordenación por planeamiento 
de desarrollo. 
 
Para analizar el tratamiento del suelo no urbanizable en la nueva regulación 
canaria, denominado rústico en conforme al tratamiento originario de la 
LS1956, la Ley 4/2017, de 13 de julio parte de afirmar expresamente en su 
artículo 3.8 que la ordenación territorial debe atender a los principios de 
desarrollo territorial y urbano sostenibles, conforme se definen en la legislación 
                                            
207 Op. cit. (2018, págs. 21 y ss.). 
208 BLASCO HEDO, Eva (2017-b). 
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estatal. Para GARCÍA MÁRQUEZ209, esta premisa, que ya se contenía en la 
normativa anterior, no debe entenderse como una mera formulación retórica, 
sino que debe estimarse plasmada en las condiciones restrictivas impuestas 
para la clasificación de nuevos suelos urbanizables, en función de criterios 
tales como la estimación de crecimientos previsibles y razonables, su ubicación 
en zonas contiguas a los actuales núcleos urbanos y el establecimiento de la 
limitación del criterio urbano a su extensión.  
 
A partir de esta premisa, la normativa canaria implanta un régimen de 
clasificación del suelo en el que el rural es considerado el tipo o categoría 
residual, debido a que será rústico todo suelo no clasificado expresamente por 
el planeamiento urbanístico como suelo urbano o urbanizable (art. 30.2). A 
partir de esta consideración inicial, la Ley establece una diferenciación de tipos 
de suelo rústico distinguiendo entre el suelo rústico común (SRC, que a su vez 
se subdivide en suelo rústico común de reserva y suelo rústico común 
ordinario210) y los diferentes tipos de suelos protegidos, cuya regulación se 
contiene de forma muy pormenorizada, habilitando al planificador urbanístico 
para que identifique en su análisis territorial los siguientes: 
 
a) Suelo rústico de protección ambiental (SRPA), para los terrenos en los 
que hallen presentes valores naturales o culturales, diferenciándose las 
siguientes subcategorías: suelo rústico de protección natural (SRPN), 
suelo rústico de protección paisajística (SRPP), suelo rústico de 
protección cultural (SRPCU), suelo rústico de protección de entornos 
(SRPEN) y suelo rústico de protección costera (SRPCO).  
 
b) Suelo rústico de protección económica (SRPE), destinado a incluir los 
terrenos que cuenten con valores económicos, por ser idóneos, al 
                                            
209 GARCÍA MÁRQUEZ, Faustino (2007, pág. 90). 
210 La diferencia entre ambos tipos de suelo rústico común deriva de la existencia en el primer 
caso de un motivo expreso para incluirlo dentro de esta categoría, que es la reserva para 
futuras necesidades del desarrollo urbano, en tanto que, en el segundo caso, la ley parece 
aludir al verdadero suelo no urbanizable o rústico residual, ya que se concibe por descarte del 
resto de suelos incluidos en ámbitos definidos de forma expresa. 
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menos potencialmente, para su aprovechamiento, diferenciándose las 
siguientes subcategorías: suelo rústico de protección agraria (SRPAG), 
suelo rústico de protección forestal (SRPF), suelo rústico de protección 
hidrológica (SRPH) y suelo rústico de protección minera (SRPM). 
 
c) Suelo rústico de protección de infraestructuras (SRPI). 
 
Finalmente, cabe indicar que el artículo 34 de esta ley introduce un tipo 
adicional de suelo rústico, denominado suelo rústico de asentamiento (SRA) y 
que habilita para el caso de que existan núcleos de población consolidados en 
entornos rurales, diferenciando, a su vez, las siguientes subcategorías: 
 
1) Suelo rústico de asentamiento rural (SRAR), integrado por aquellos 
núcleos de población existentes con mayor o menor grado de 
concentración, donde las actividades agrarias, en el caso de existir, 
tienen un carácter meramente residual y, cuyas características no 
justifiquen su clasificación y tratamiento como suelo urbano. 
 
En este caso, el legislador canario está reconociendo un asentamiento 
en suelo rural que, a diferencia del caso siguiente, no requiere 
vinculación alguna con las actividades primarias del territorio, por lo que 
su realidad actual reconocida es la meramente residencial. Por ello, 
según indica RODRÍGUEZ MARTÍNEZ211 en su regulación se percibe la 
preocupación del legislador canario por evitar que esta categoría de 
suelo rústico se vaya de las manos a través de una planificación 
territorial o urbanística inadecuada, introduciendo limitaciones a su 
descripción y configuración por los distintos instrumentos. 
 
2) Suelo rústico de asentamiento agrícola (SRAG), integrado por aquellas 
áreas de explotación agropecuaria en las que haya habido un proceso 
                                            
211 RODRÍGUEZ MARTÍNEZ, Miguel Ángel (2009). 
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de edificación residencial relacionado con dicha explotación, siendo la 
edificación justificada y proporcional a la actividad desarrollada. 
 
El citado autor establece como características peculiares de este tipo de 
suelo rústico y que, entre otras cuestiones, lo diferencian de la categoría 
anterior, en primer lugar que su perímetro no se define, como en el caso 
anterior, por las edificaciones existentes sino por el área de explotación 
agropecuaria dentro de la cual existirán las edificaciones residenciales. 
Esta realidad es así porque se busca mantener y arraigar la actividad 
productiva como objetivo básico. En segundo lugar, se caracteriza este 
tipo de suelo por su improcedencia de identificarse en zonas de 
contigüidad con suelos urbanos o urbanizables salvo excepciones 
justificadas de viviendas existentes. Pero, con todo, la diferencia básica 
con el asentamiento rural es que en el agrícola se exige la vinculación 
de las nuevas edificaciones residenciales con la actividad agropecuaria 
desarrollada en el entorno y que determina su configuración perimetral. 
  
No obstante sus apuntadas diferencias, ambos supuestos presentan similitudes 
evidentes con el suelo de hábitat rural diseminado existente en Andalucía y 
otras figuras similares presentes en la normativa autonómica. En los dos casos, 
aunque su regulación se contenga fuera del suelo rural común, debemos 
entender que este tipo de suelo rústico no debe incluirse dentro de los tipos de 
suelo especialmente protegido, dado que, en tal caso, el legislador canario 
podría haber introducido expresamente este vocablo en su definición, lo que no 
ha sucedido. Por lo tanto, al igual que en el caso andaluz, debemos entender 
que este suelo es una categoría independiente dentro de las que identifica la 
norma vigente. 
 
Para BLASCO HEDO212 la regulación del suelo rústico parte de la regulación 
preexistente, pudiendo destacar como principales novedades en la nueva 
norma canaria que el suelo rústico de infraestructuras se convierte en una 
                                            
212 Op. cit. (2017-b). 
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categoría diferenciada, pero compatible con cualquier otra. Además, puede 
añadirse que la conservación de los suelos forestales e hidráulicos se 
reconduce también a los suelos ambientales y, en tercer lugar, que el suelo 
rústico de protección territorial pasa a convertirse en suelo rústico común, 
operando como reserva de suelo en lugar de los suelos urbanizables no 
sectorizados. En esta coyuntura se abordan dos cuestiones polémicas, por un 
lado, la delimitación de los asentamientos rurales, y, por otro, la potenciación 
del aprovechamiento de los suelos de protección económica (básicamente de 
naturaleza agraria). 
 
Una categoría que por su singularidad merece ser destacada es la relativa a los 
suelos de protección minera, incluidos dentro de la categoría global de suelos 
de protección económica y que según RODRÍGUEZ MARTÍNEZ213 supone la 
protección individualizada de terrenos en los que se produce una situación 
contradictoria, debido a que por una parte se desea preservar una actividad de 
alto valor económico pero, a su vez, por otra parte, se garantiza una actuación 
que suele representar una merma sobre los valores naturales del entorno en el 
que se desarrolla. La clave para determinar la apreciación de suelos de esta 
categoría vendrá determinada por la prevalencia del interés general 
subyacente, que en el supuesto de que la explotación minera o actividad 
extractiva sea prioritario sobre los valores que pudieran existir en el entorno, 
posibilitará la delimitación de este tipo de suelo por el planeamiento. 
 
Finalmente, podemos destacar que la normativa canaria en materia de 
espacios naturales protegido reitera las normas y reglas hasta ahora vigentes. 
Su regulación se lleva a cabo en su Título IV, en el que también se recogen la 
evaluación y declaración de los espacios de la Red Natura 2000 y se formulan 
las medidas de corresponsabilidad y colaboración en la sostenibilidad territorial 
implantadas por la Ley 14/2014, de 26 de diciembre de Armonización y 
Simplificación en materia de Protección del Territorio y de los Recursos 
Naturales. Esta regulación se desarrolla en el Decreto 181/2018, de 26 de 
                                            
213 Op. cit. (2009). 
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diciembre de Planeamiento de Canarias, que contiene las disposiciones 
relativas a la ordenación de los espacios naturales del archipiélago canario, 
incluyendo las medidas dispuestas para los incluidos en la Red Natura 2000.   
 
Para BLASCO HEDO214 el cambio más significativo en este sentido de la nueva 
normativa canaria es el carácter imperativo y no potestativo de las actuaciones 
públicas en el ámbito de las áreas de influencia socioeconómica, establecidas 
en orden a la compensación de poblaciones y municipios afectados por su 





En el caso de la Comunidad Autónoma de Cantabria, al igual que sucede en su 
vecina Asturias, la normativa sobre ordenación territorial y urbanística se 
encuentra unificada actualmente, al menos en su parte fundamental, en la Ley 
2/2001, de 25 de junio, de Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico del 
Suelo de Cantabria215, aunque también debe destacarse como norma sectorial 
muy importante en relación con la ordenación y protección del territorio, a la 
Ley 4/2014, de 22 de diciembre, del Paisaje216, que tiene por objeto el 
reconocimiento jurídico y la protección, gestión y ordenación del paisaje de 
Cantabria, en atención a sus valores naturales, patrimoniales, científicos, 
económicos y sociales, conforme a su consideración como elemento diferencial 
de la región, seña de identidad y factor de competitividad, reconociéndose 
como un activo de singular valor para la Comunidad Autónoma. 
 
Con arreglo a lo dispuesto en esta normativa, los instrumentos de planeamiento 
que pueden aprobarse sobre el territorio de la región cántabra se definen en el 
artículo 10 de la Ley 2/2001, de 25 de junio, distinguiendo entre el Plan 
                                            
214 Op. cit. (2017-b). 
215 Boletín Oficial de Cantabria núm. 128, de 4 de julio de 2001 (BOE núm. 206, de 28 de 
agosto de 2001). 
216 Boletín Oficial de Cantabria núm. 67, de 29 de diciembre de 2014 (BOE núm. 23, de 27 de 
enero de 2015). 
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Regional de Ordenación Territorial, las Normas Urbanísticas Regionales y los 
Proyectos Singulares de Interés Regional, dentro del ámbito de la ordenación 
territorial y los Planes Generales de Ordenación Urbana, los Planes Parciales 
de Desarrollo sus instrumentos complementarios, dentro del ámbito de la 
planificación urbanística. Finalmente, el propio artículo contiene la posibilidad 
de formular Planes Especiales cuya función prioritaria será desarrollar o 
completar el planeamiento territorial y urbanístico. 
 
Según exponen CORCHERO PÉREZ y SÁNCHEZ PÉREZ217 los caracteres 
básicos del sistema urbanístico de Cantabria se basan en la continuación de la 
cultura jurídico-urbanística tradicional y la fidelidad al marco normativo estatal, 
en la adopción de una regulación integrada del urbanismo y la ordenación 
territorial, la simplificación normativa y su convencionalidad y, finalmente, en la 
adopción de una opción netamente municipalista.  Sobre este último aspecto, 
los citados autores señalan que si bien el modelo económico global es una 
competencia estatal y el modelo territorial genérico una política autonómica, el 
urbanismo es, sobre todo, una decisión municipal, aunque efectivamente 
condicionada por las propias competencias estatales y autonómicas y que, 
desde ese punto de vista, debe mantener el debido equilibrio.   
 
De este modo, la Ley cántabra busca este equilibrio entre el poder municipal y 
la salvaguarda de los intereses supramunicipales y que, en definitiva, el 
ejercicio de las competencias propias de las entidades locales no interfiera en 
los intereses propios de la Comunidad. Dentro de las fórmulas arbitradas con 
este objetivo se encuentra la limitación del margen discrecional de la 
Comunidad Autónoma para aprobar los Planes Generales, que se compensa 
con la posibilidad de que ella misma lleve a cabo Planes de Ordenación 
Territorial que se imponen a los urbanísticos. Se prevén también informes 
motivados, que a veces son vinculantes y, por otra parte, se esbozan en 
muchos otros aspectos, técnicas de equilibrio de similar naturaleza. 
 
                                            
217 CORCHERO PÉREZ, Miguel y SÁNCHEZ PÉREZ, Lucía (2013-b). 
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En lo que respecta al tratamiento normativo del suelo no urbanizable, que en 
esta Comunidad Autónoma también se denomina rústico, se regulan 
expresamente dos tipos diferenciados en función del régimen jurídico aplicable 
a cada uno de ellos, como son el suelo rústico de protección ordinaria (al que 
podemos calificar de suelo rural común del territorio cántabro) y, por otro lado, 
el suelo rústico de especial protección (art. 92). Podemos destacar con 
MENÉNDEZ ALONSO218 que parte de la actual regulación del suelo rústico se 
debe a la modificación se introdujo mediante la Ley 2/2009, de 3 de julio, de 
Modificación de la Ley 2/2001, de 25 de junio, de Ordenación Territorial y 
Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria. La reforma se formuló como 
respuesta a una resolución del Parlamento de Cantabria de 26 de junio de 
2008 por la que se instaba al Gobierno de la Región a la aprobación, a la 
mayor urgencia posible, de los instrumentos urbanísticos precisos para 
desbloquear y regular la construcción y rehabilitación de viviendas unifamiliares 
e instalaciones vinculadas al ocio y el turismo rural en el suelo rústico o no 
urbanizable. La modificación operada, a juicio de este autor, apareció 
nuevamente lastrada por una visión caracterizada por cautelas innecesarias, lo 
que dio lugar a que, en la práctica, en el medio rural cántabro se imposibilitara 
la rehabilitación de edificaciones y el cambio de uso de las existentes, lo que se 
tradujo en su degradación. 
 
No obstante, esta regulación de 2009 fue en parte enmendada mediante la 
innovación realizada a través de la Ley 3/2012, de 21 de junio, por la que el 
legislador cántabro establece una regulación transitoria con la que pretende 
facilitar, e incluso fomentar, la recuperación de las edificaciones existentes y 
posibilitar desarrollos moderados y sostenibles de los núcleos existentes.  
 
Con arreglo a estos antecedentes, la regulación actual del suelo rústico de esta 
Comunidad Autónoma se contiene en los artículos 108 y siguientes de la Ley 
2/2001, de 25 de junio, comenzando su regulación por la definición del suelo 
rústico de especial protección, indicando al efecto que formarán parte del 
                                            
218 MENÉNDEZ ALONSO, José María (2013-b). 
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mismo los terrenos rurales en los que los planes y normas de ordenación 
territorial, o la legislación sectorial pertinente, determinen expresamente como 
incompatibles con su transformación en razón de sus valores paisajísticos, 
históricos, arqueológicos, científicos, ambientales, culturales, agrícolas, de 
riesgos naturales acreditados, o en función de su sujeción a limitaciones o 
servidumbres para la protección del dominio público. En otro caso, también se 
consideran suelos rústicos de especial protección los que sean clasificados 
como tales por la planificación urbanística, bien por estimar necesaria su 
preservación en atención a la presencia de los valores anteriores o, en otro 
caso, debido a su importancia agrícola, forestal o ganadera. 
 
Al contrario, tendrán la consideración de suelo rústico de protección ordinaria 
los terrenos a los que, no reuniendo los requisitos y características exigidos 
para integrar el suelo especialmente protegido, el planeamiento les reconozca 
tal carácter con objeto de preservarlos de las construcciones propias de las 
zonas urbanas y de su desarrollo urbano integral. Este tercer tipo de suelo, que 
hemos calificado anteriormente como el tipo común de suelo no urbanizable de 
esta Comunidad Autónoma, parece establecerse como la auténtica categoría 
residual de toda la ordenación urbanística cántabra (aunque el texto del citado 
artículo 109 que lo regula parece exigir la existencia de un reconocimiento 
expreso por parte del instrumento de planificación urbanística) y ello debido a 
que la fundamentación requerida para la identificación del resto de clases y 
tipos de suelo que introduce la propia norma se antoja mucho más exigente 
que la breve referencia que establece para la delimitación de este suelo rústico 
de protección ordinaria. 
 
En este sentido se expresa el propio MENÉNDEZ ALONSO219, al exponer que 
la revisión de 2012, de la que deriva la actual regulación del suelo rústico, 
mantiene la anterior distinción entre suelo rural ordinario y de especial 
protección, donde el primero tiene carácter residual respecto del segundo y su 
clasificación como tal por el planeamiento municipal tiene por objetivo 
                                            
219 MENÉNDEZ ALONSO, José María (2013). 
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preservarlo de las edificaciones propias del entorno urbano y de su desarrollo 
urbano integral. Al contrario, las categorías de suelo protegido responden a la 
necesidad de preservar los valores o elementos definidos por la normativa 
urbanística o sectorial aplicable y, en cualquiera de los supuestos, requieren 
una delimitación específica de su entorno. 
 
Por lo que respecta al régimen jurídico aplicable a este suelo, en la actual 
normativa cántabra se regula en sus artículos 110 y siguientes, partiendo de la 
habilitación genérica a sus propietarios para usar, disfrutar y disponer de sus 
terrenos conforme a la naturaleza de los mismos, dentro de los límites 
establecidos por las leyes y el planeamiento aplicable, con arreglo a sus fines 
agrícolas, forestales, ganaderos, cinegéticos, extractivos y otros similares 
vinculados a la utilización racional de los recursos naturales,  
 
Por el contrario, queda vedada su división salvo que se realice en el marco de 
una operación de concentración conforme a la normativa aplicable al uso 
autorizado en los propios terrenos o, en otro caso, tenga por objeto destinar 
una de las fincas resultantes a cualquiera de los usos no agrarios permitidos 
por expresamente por la propia normativa. En el caso del suelo rústico de 
especial protección, su régimen de uso vendrá indisolublemente asociado a la 
norma o instrumento de planificación que lo haya instaurado y determine su 
régimen específico. 
 
Sobre esta cuestión cabe realizar algunas consideraciones en relación con 
elementos particulares de la regulación cántabra sobre el suelo rural, que en 
algunos casos presentan singularidades con respecto a otras normativas 
autonómicas: 
 
- En primer lugar, en la regulación cántabra también se autorizan las 
construcciones no vinculadas a los usos tradicionales del suelo rústico, 
siempre que sean declaradas de interés público o social y su ejecución 
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no entre en contradicción con el régimen específico del suelo en el que 
se proyecten. 
 
- En segundo lugar, también se permite la vivienda unifamiliar aislada, si 
bien en este caso debemos distinguir su carácter en función del tipo de 
suelo en el que se proyecte. En el caso del suelo de protección 
ordinaria, el artículo 113.2.e) de la Ley 2/2001, de 25 de junio, autoriza la 
construcción de viviendas unifamiliares aisladas, así como las 
instalaciones vinculadas a actividades artesanales, culturales, de ocio y 
turismo rural. De esta redacción podemos concluir que la normativa 
cántabra no exige la vinculación de las edificaciones aisladas 
residenciales a los usos autorizados en el territorio. Sin embargo, esta 
vinculación sí se exige expresamente para estas construcciones si son 
proyectadas en suelos protegidos, tal y como dispone el artículo 112.2.a) 
de la Ley. 
 
- Finalmente, en lo que respecta al procedimiento y competencia para 
autorizar los actos sobre el suelo rústico, la normativa cántabra adopta 
un criterio algo diferente que el resto de normativas autonómicas, al 
disponer que las autorizaciones en suelo rústico de protección ordinaria 
corresponden al respectivo Ayuntamiento cuando cuente con 
planeamiento general vigente, previo informe vinculante del órgano 
autonómico competente. Al contrario, las autorizaciones relativas a 
actuaciones en suelo rústico de especial protección, así como las que 
afecten a más de un término municipal y las de suelo rústico de 
protección ordinaria perteneciente a municipios sin planeamiento general 





                                            
220 Cfr. MENÉNDEZ ALONSO, José María (2013). 
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6. Castilla-La Mancha.  
 
En la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha cabe destacar que su 
normativa de ordenación territorial y urbanística se presenta actualmente 
refundida en un solo texto legal, al estilo de la normativa estatal promulgada 
hasta los años 90 del pasado siglo. De este modo, el actual Decreto Legislativo 
1/2010, de 18 de mayo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de 
Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística221 (TRLOTAU) contiene 
el grueso de la normativa autonómica sobre ambas materias, con algún 
desarrollo reglamentario dirigido precisamente al suelo no urbanizable, que en 
esta Comunidad Autónoma se denomina rústico acogiendo, al igual que en 
otros casos ya analizados, la denominación inicialmente adoptada por la 
normativa estatal en 1956.  
 
Como afirma SÁNCHEZ GOYANES222, la normativa castellano-manchega 
asume la tradicional distribución competencial entre la Comunidad Autónoma, 
que detenta las atribuciones sobre ordenación territorial, y las Entidades 
Locales, a las que se atribuyen las competencias urbanísticas. Conforme a esta 
realidad, en el TRLOTAU se describen los instrumentos de ordenación 
territorial y urbanística en su artículo 14, incluyendo a las Normas y las 
Instrucciones Técnicas del Planeamiento, las Ordenanzas Municipales de la 
Edificación y la Urbanización y, en tercer lugar, los Planes e instrumentos de 
ordenación territorial y urbanística. 
 
A estos últimos instrumentos se refiere expresamente el artículo 17 de la 
misma norma, en el que se realiza la distinción de ámbitos en los que operan 
los diferentes tipos de elementos de planificación, atribuyendo a los de carácter 
supramunicipal223 el establecimiento las directrices de coordinación territorial y 
la delimitación de las actuaciones de interés social y/o económico de ámbito 
regional (como evidente reflejo de las funciones de ordenación territorial), y a 
                                            
221 Diario Oficial de Castilla-La Mancha núm. 97, de 21 de mayo de 2010. 
222 SÁNCHEZ GOYANES, Enrique (1998-b). 
223 Planes de Ordenación del Territorio (integrales o sectoriales) y Planes de Singular Interés. 
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los de carácter municipal (generales, de desarrollo y especiales) la estrategia 
de utilización del suelo y su ordenación estructural (atribuyéndoles 
expresamente el establecimiento del régimen propio del suelo rústico).  
 
Del análisis del contenido del vigente Texto Refundido224 puede apreciarse que, 
aunque como hemos visto con diferente forma de regulación, el tratamiento que 
la norma castellano-manchega realiza sobre los instrumentos de ordenación 
territorial y urbanística presenta similitudes con el régimen analizado, por 
ejemplo, en el caso andaluz, dado que los instrumentos supramunicipales (y 
por lo tanto de ordenación territorial), vinculan en sus determinaciones a los 
planes municipales (de ámbito urbanístico), en función del régimen atribuido a 
cada una de sus consideraciones, asumiendo las funciones de ordenación 
integral del territorio, incluyendo la disposición de las actividades y usos que 
optimice las condiciones de vida en colectividad y armonice el desarrollo 
económico-social con el medio ambiente en general, la preservación de la 
naturaleza y la protección del patrimonio arquitectónico y del histórico y cultural.  
 
Por su parte, a los planes de ámbito municipal (que en el caso de los Planes de 
Ordenación Municipal pueden abarcar más de un término municipal completo), 
la norma autonómica atribuye las funciones de ordenación urbanística del 
territorio, incluyendo la clasificación del suelo225 y de determinación estructural 
de los ámbitos municipales sobre los que despliegue sus efectos226. 
 
Con arreglo a estos parámetros, la norma castellano-manchega describe el 
suelo rústico en su artículo 47 (artículo 48 en el caso de municipios que no 
                                            
224 Un completo análisis del sistema de planificación dispuesto por la normativa castellano-
manchega lo realiza SÁNCHEZ HERNÁNDEZ, Marta (2010). 
225 El artículo 24.1.b) dispone: 
1. Los Planes de Ordenación Municipal comprenden uno o varios términos municipales 
completos, definiendo su ordenación estructural comprensiva de las siguientes 
determinaciones: 
b) Clasificación del suelo en urbano, urbanizable y rústico, dividiendo cada una de estas clases 
en las categorías que procedan y, en todo caso, en zonas de ordenación territorial y 
urbanística, con delimitación incluso de áreas sometidas a un régimen de especial protección 
sobre la base de los valores en ellos concurrentes. 
226 Cfr. LÓPEZ ABARCA, Antonio (2007). 
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dispongan de planeamiento general vigente)227, señalando que deberán ser 
incluidos dentro del mismo a los terrenos de dominio público natural, los 
sometidos a algún régimen de especial protección y los que se determinen 
como improcedentes para asumir futuros procesos urbanizadores tanto por 
contener valores igualmente dignos de protección como, por otro lado, por sus 
condiciones tipológicas específicas. En aplicación de esta exigencia, el punto 
segundo del citado artículo 47 atribuye expresamente al planeamiento 
urbanístico la tarea de diferenciar dentro de todos los terrenos que conformen 
el suelo rústico de cada término municipal las categorías de “suelo no 
urbanizable de especial protección” y “de reserva”228, de conformidad con los 
criterios que se establezcan en la normativa reglamentaria de desarrollo229.  
 
Para CORCHERO PÉREZ230 la actual normativa urbanística castellano-
manchega introduce una categoría intermedia entre el suelo urbanizable y el no 
urbanizable, como es el citado suelo rústico de reserva. Para esta categoría, 
además de mantener la posibilidad del desarrollo e implantación de las 
actividades y usos propios de la categoría del suelo rústico común, se pasa a 
admitir ahora de manera expresa la aptitud legal para ser transformado y, por 
tanto, la posibilidad añadida de su incorporación al proceso urbanizador, 
siempre que se cumplan los requisitos y las condiciones que al efecto se 
establezcan en el planeamiento urbanístico. 
 
A su vez, dentro de la categoría de suelo no urbanizable de especial protección 
deberán distinguirse los siguientes tipos: 
 
                                            
227 Un exhaustivo tratamiento del suelo rústico castellano-manchego se ha realizado por 
NAVARRO ESPEJO, Antonio (2009, págs. 619 y ss.). 
228 Se aprecia como en las definiciones de las categorías de suelo rústico la normativa 
castellano-manchega introduce el término “no urbanizable”, pero solo como atributo del suelo 
rústico de especial protección y no del rústico de reserva. Esta definición ha sido señalada por 
la doctrina como más acorde con la realidad descriptiva de los tipos de suelo rural, ya que se 
predica el carácter no urbanizable solo de aquellos suelos que se encuentran excluidos de todo 
proceso urbanizador precisamente por su especial protección y no, por el contrario, de los que 
se encuentran dentro de la categoría genérica de suelo rural. 
229 Actualmente se encuentra vigente el Decreto 242/2004, de 27 de julio, por el que se 
aprueba el Reglamento de Suelo Rústico de Castilla-La Mancha. 
230 CORCHERO PÉREZ, Miguel (2010). 
173





1) El suelo rústico no urbanizable de protección ambiental, natural, 
paisajística, cultural o de entorno, por razón de los valores, naturales o 
culturales, que en él se hagan presentes, en el que se deben adscribir 
en todo caso tanto los bienes de dominio público hidráulico y pecuario y 
sus zonas de protección, en la variedad específica de protección 
ambiental, como los terrenos incluidos en parques y reservas naturales o 
figuras administrativas análogas, en la variedad específica de protección 
natural. 
 
2) El suelo rústico no urbanizable de protección estructural, sea hidrológica, 
agrícola, ganadera, forestal, extractiva, por razón de su potencialidad 
para los expresados aprovechamientos. 
 
3) El suelo rústico no urbanizable de protección de infraestructuras y 
equipamientos, por razón de la preservación de la funcionalidad de 
infraestructuras, equipamientos o instalaciones. 
 
En todos los tipos descritos podemos encontrar elementos de especial 
protección debidos a instrumentos de planificación, no obstante parece que en 
los suelos del primer tipo predominan los elementos sectoriales de protección, 
frente a los de la segunda y tercera tipología, que parecen destinados a ser 
objeto específico de regulación vía proceso de planificación territorial y/o 
urbanística. En el primero de los tipos,  a su vez, su configuración se encuentra 
sometida a una diversificación en función del motivo o fundamento principal de 
su inclusión en esta categoría de suelo, como dispone expresamente el artículo 
5 del Decreto 242/2004, de 27 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de 
Suelo Rústico que identifica dentro del mismo al suelo rústico no urbanizable 
de protección ambiental, al de protección natural, al de protección cultural y, en 
cuarto lugar, al de protección paisajística o del entorno.  
 
Finalmente, conforme al régimen residual que se pregona para el resto del 
suelo rústico, se determina expresamente en el punto 2.2 del citado artículo 47 
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que los suelos rurales no incluidos en los tipos anteriores serán incluidos dentro 
de la categoría de suelo rústico de reserva, que se configura como categoría 
común y cuyo régimen jurídico ha de estimarse como genérico a partir del cual 
el resto de categorías añaden elementos de protección adicional. 
 
De la descripción realizada sobre el tratamiento del suelo rústico en esta 
Comunidad Autónoma, podemos afirmar con CORCHERO PÉREZ231 que su 
consideración no se dispone como un mero suelo residual de la actividad 
urbanística sino, más bien al contrario, como un recurso estratégico de primer 
orden cuya salvaguarda y protección constituye una manifiesta intención de los 
poderes públicos de Castilla-La Mancha. A esta afirmación el autor añade la 
evidente aplicación del principio de la integración ambiental en la toma de 
decisiones y, junto a éste, el convencimiento de que solo una real y eficaz 
coordinación interadministrativa será eficaz para el logro de los principios y 
objetivos marcados por el legislador castellano-manchego. 
 
Para ello, el régimen de uso y disfrute del suelo rústico en esta Comunidad 
Autónoma, definido en los artículos 54 y siguientes del TRLOTAU, determina la 
posibilidad de realizar actos y construcciones vinculados a la utilización y 
explotación de los recursos del terreno, conforme a los usos autorizados por el 
planeamiento vigente y, en función de las determinaciones de éste, las 
actuaciones no vinculadas a los usos tradicionales del suelo que precisen su 
emplazamiento en suelo rústico. En el caso de los suelos protegidos, podrán 
realizarse los actos anteriores siempre y cuando no se encuentren prohibidos 
por la legislación sectorial o el planeamiento territorial y urbanístico y cuenten 
con los informes o autorizaciones previstos en la normativa que resulte 
aplicable, incluida la vivienda familiar aislada en áreas territoriales donde no 
exista riesgo de formación de núcleo de población, ni pueda presumirse 
finalidad urbanizadora, por no existir instalaciones o servicios necesarios para 
la finalidad de aprovechamiento urbanístico. 
 
                                            
231 Op. cit. (2010). 
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La actividad administrativa relativa a la autorización de las citadas actuaciones 
proyectadas en suelo rural puede resume, a grandes rasgos, en su 
sometimiento a los procedimientos de obtención de licencia o, en determinados 
casos, de calificación urbanística. En síntesis, en el suelo rústico de reserva los 
actos vinculados a la naturaleza del suelo podrán ser autorizados con la sola 
obtención de la previa licencia urbanística, en tanto que requerirán calificación 
urbanística previa las obras e instalaciones relacionadas con usos dotacionales 
de titularidad pública, los actos y construcciones relacionados con los usos 
industriales, terciarios y dotacionales de titularidad privada y las edificaciones 
adscritas al sector primario que no impliquen transformación de productos 
cuando rebasen los seis metros de altura total a alero. Como es lógico, el 
elenco de actuaciones que requieren este trámite adicional de autorización 
administrativa se ve aumentado en el caso de que se proyecten en suelo 
rústico de especial protección, todo ello conforme desarrolla el artículo 37 del 
Reglamento de Suelo Rústico antes citado. 
 
En lo que respecta a la competencia para otorgar las anteriores autorizaciones, 
aparte de la licencia urbanística regulada de forma similar al resto de 
normativas urbanísticas españolas, el procedimiento de calificación en Castilla-
La Mancha presenta la singularidad de establecerse diferenciado en función de 
la entidad de la actuación proyectada y el tipo de suelo rústico en el que se 
proponga. De este modo, será competente el órgano correspondiente de la 
Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha en los supuestos establecidos 
en el artículo 42.1 del Reglamento de Suelo Rústico (actos en suelos 
protegidos y el resto en municipios de menos de diez mil habitantes, así como 
los que afecten a más de un término municipal). En el resto de casos, su 
concesión corresponderá a los respectivos Ayuntamientos, que deberán 
pronunciarse sobre ella en el procedimiento de otorgamiento de licencia y con 
motivo de su resolución. 
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Sobre esta cuestión AYALA GONZÁLEZ, DÍAZ SANZ y GELABERT 
GONZÁLEZ232 destacan como un avance de la actual normativa castellano-
manchega, la disminución progresiva del número de los actos sometidos a 
calificación urbanística y que, en su defecto, ahora sólo requieren licencia 
urbanística municipal. Como ejemplos principales de estos supuestos los 
citados autores resaltan expresamente a la vivienda familiar y a las 
edificaciones de naturaleza agropecuaria o de sector primario. En ambos 
casos, únicamente se exigirá licencia urbanística municipal, salvo, como hemos 
citado anteriormente, en el supuesto de las edificaciones del sector primario 
que excedan de altura determinada. 
 
Finalmente, en lo que respecta a la normativa de esta Comunidad Autónoma 
debemos hacer referencia al reciente Decreto 86/2018, de 20 de noviembre, de 
medidas para facilitar la actividad urbanística de la ciudadanía y los pequeños 
municipios233, por el que se vienen a introducir diferentes modificaciones sobre 
normas reglamentarias, entre las que destacan las relativas a determinados 
aspectos del citado Decreto 242/2004, de 27 de julio, por el que se aprueba el 
Reglamento de Suelo Rústico. En concreto, se introducen modificaciones que 
afectan a la regulación del concepto de riesgo de formación de núcleo de 
población, a los supuestos en los que cabe entender implícita la calificación 
urbanística y a las medidas de reforestación a realizar en actuaciones 
promovidas en suelo rústico. Pero como medidas más importantes en relación 
con el ámbito del presente trabajo, cabe destacar la adecuación que realiza 
sobre el régimen de protecciones sectoriales aplicables sobre el suelo rústico 
no urbanizable de especial protección, conforme a lo dispuesto en la normativa 





                                            
232 AYALA GONZÁLEZ, Rafael; DÍAZ SANZ, Nuria y GELABERT GONZÁLEZ, Fernando 
(2003). 
233 Diario Oficial de Castilla-La Mancha núm. 234, de 30 de noviembre de 2018. 
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7. Castilla y León. 
 
En el caso de la otra región castellana234, cabe destacar que utiliza actualmente 
el sistema contrario al de la manchega, incluyendo la regulación de la 
ordenación del territorio y del urbanismo en normas diferenciadas. En concreto, 
a la primera materia le dedica la Ley 10/1998, de 5 de diciembre, de 
Ordenación del Territorio de la Comunidad de Castilla y León235, en tanto que la 
segunda se encuentra actualmente regulada en la Ley 5/1999, de 8 de abril, de 
Urbanismo de Castilla y León236 y en el Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el 
que se aprueba el Reglamento de Urbanismo237 que la desarrolla. 
 
En la primera de las citadas normas se establece en su artículo 5 que la 
actividad de ordenación territorial de la Junta de Castilla y León se ejercerá a 
través de Directrices de Ordenación del Territorio de Castilla y León, Directrices 
de Ordenación de ámbito subregional, Planes y Proyectos Regionales, Planes 
de Ordenación de los Recursos Naturales, con lo que podemos comprobar 
como la normativa territorial castellano-leonesa (al igual que otras normativas 
ya analizadas) incluye en su ámbito los instrumentos de planificación 
ambiental. Por lo demás, la normativa contiene los elementos que suelen 
caracterizar la regulación de este ámbito, incluyendo la vinculación de las 
determinaciones de los distintos instrumentos, sobre los que establece un 
sistema gradual en función de su intensidad de aplicación (plena, básica u 
orientativa). 
 
Como expone LÓPEZ TRIGAL238 la normativa castellano-leonesa toma como 
referencia la figura de las directrices, a las que califica como instrumento de 
                                            
234 Expresión adoptada con un criterio únicamente referido a la denominación oficial de ambas 
regiones y sin que ello suponga distinguir ambos territorios del resto de los que proceden, con 
mayor o menor vínculo temporal, del territorio del Reino de Castilla (y de León, Asturias, 
Toledo, Córdoba…).  
235 Boletín Oficial de Castilla y León núm. 236, de 10 de diciembre de 1998 (BOE núm. 16, de 
19 de enero de 1999).  
236 Boletín Oficial de Castilla y León núm. 70, de 15 de abril de 1999 (BOE núm. 134, de 5 de 
junio de 1999).  
237 Boletín Oficial de Castilla y León núm. 21, de 2 de febrero de 2004. 
238 LÓPEZ TRIGAL, Lorenzo (Director) (2002, págs. 95 y ss.). 
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orientación y síntesis de la política territorial de la región, no suponiendo un 
plan de carácter omnicomprensivo, frente a otras normativas autonómicas que 
ha optado por la figura del planeamiento regional a desarrollar por planes 
subregionales. Conforme a esta premisa, el modelo normativo de las 
Directrices de Ordenación del Territorio de ámbito regional y subregional tiene 
en Castilla y León el complemento de las Normas Urbanísticas Subsidiarias de 
Nivel Municipal, que suplen la inexistencia de ordenación urbanística en el 
ámbito local, los Planes Regionales, de carácter sectorial; los Proyectos 
Regionales, referenciados en infraestructuras, servicios, dotaciones, 
instalaciones y equipamientos de interés o alcance regional y, finalmente los 
Planes de Ordenación de los Recursos Naturales. Esta última referencia obliga 
a considerar la falta de coherencia de la Ley de Ordenación del Territorio de 
Castilla y León con la secuencia de los preceptos constitucionales que 
determinan la prevalencia de los recursos naturales y del patrimonio histórico 
artístico y cultural sobre el resto de los contenidos territoriales, expresado en la 
vinculación del medio ambiente a los derechos de la persona y su protección 
penal, unido a la protección penal de los bienes del patrimonio histórico, 
artístico y cultural. 
 
Por su parte, COMPANY VÁZQUEZ239 afirma que la Ley de ordenación 
territorial castellano-leonesa no articula las relaciones entre los distintos 
instrumentos que regula de una forma estrictamente jerárquica o piramidal, a 
diferencia del sistema de relaciones que establecen otras leyes autonómicas. 
Por ello, al no existir una posición jerárquica de los instrumentos de ordenación 
del territorio respecto de los demás, no existe impedimento para que cualquiera 
de estos instrumentos pueda aprobarse de forma independiente o autónoma 
respecto de los demás. Ahora bien, esta afirmación general debe matizarse con 
la previsión que establece el artículo 6 al indicar que los instrumentos de 
ordenación del territorio tendrán carácter vinculante para los planes, programas 
de actuación y proyectos de las Administraciones públicas y de los particulares, 
de forma congruente con su carácter directriz. 
                                            
239 COMPANY VÁZQUEZ, Ana María (2012). 
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Por último, la propia autora destaca la naturaleza normativa de los instrumentos 
de ordenación del territorio regulados en la norma castellano-leonesa y que 
explícitamente reconoce su artículo 7, de forma similar a la que utiliza la norma 
urbanística regional en relación a los planes urbanísticos. En efecto, se refiere 
expresamente a su entrada en vigor y de su carácter ejecutivo, así como de su 
vigencia indefinida. Además, la Ley prevé a lo largo de su articulado su 
aprobación mediante disposición normativa, ya sea de rango legal o 
reglamentario, y la necesidad de su publicación en el Boletín Oficial respecto 
de las Directrices de Ordenación del Territorio de Castilla y León, para las 
Directrices de ámbito subregional y para los Planes y Proyectos Regionales. El 
reconocimiento de esta naturaleza normativa deriva de la legislación 
precedente estatal, toda vez que este tipo de instrumentos formaban parte del 
sistema de planeamiento urbanístico, que gozaba de este valor normativo y así 
ha sido generalmente reconocido.   
 
Por su parte, la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León 
regula los instrumentos de planeamiento de esta naturaleza en sus artículos 33 
y siguientes, siendo definidos como el conjunto de instrumentos dispuestos 
para la ordenación del uso del suelo y el establecimiento de las condiciones 
para su transformación o conservación. Según su objeto y su ámbito de 
aplicación, la norma distingue entre instrumentos de planeamiento general y de 
desarrollo. Para FERNÁNDEZ DE GATTA SÁNCHEZ240 la normativa 
castellano-leonesa mantiene, en lo esencial, las características del sistema 
tradicional de planeamiento urbanístico español, bien asentadas en la práctica 
administrativa y profesional, aunque con pretensiones de paliar sus posibles 
deficiencias. Para ello, entre otras cuestiones, prevé una serie de criterios 
obligatorios para todos los tipos de instrumentos (novedad ya recogida en otras 
leyes autonómicas), destacando los aspectos cualitativos como objetivos de los 
mismos y, por otro lado, priorizando la función del planeamiento como 
instrumento que determina el uso racional del suelo y su aprovechamiento.  
                                            
240 FERNÁNDEZ DE GATTA SÁNCHEZ, Dionisio (2005). 
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Como han destacado autores como MARINERO PERAL241, la nueva regulación 
del urbanismo regional tuvo como efecto una aceleración del proceso de 
despliegue del planeamiento urbanístico en Castilla y León, ya que solo cuatro 
años después de la entrada en vigor de la Ley el número de municipios que 
contaba con planeamiento general había aumentado exponencialmente, con lo 
que se puede sostener, al menos en parte, que se han alcanzado los objetivos 
centrales del legislador regional en esta materia.  
 
Atendiendo a la regulación del suelo no urbanizable, la citada Ley de 
Urbanismo regula en sus artículos 15 y siguientes el tratamiento que se le 
atribuye en esta comunidad, pudiendo destacar en primer lugar la adopción del 
término rústico al igual que en otros casos ya analizados. En segundo lugar, 
debemos señalar que también en Castilla y León de forma expresa se identifica 
al suelo rústico como el residual, al indicar el artículo 15 que formará parte del 
mismo el terreno no incluido dentro de los ámbitos de suelo urbano y 
urbanizable y, cuanto menos, el que debe formar parte del suelo especialmente 
protegido242. Para COMPANY VÁZQUEZ243 aparte de que la normativa 
castellano-leonesa delimita como suelo rústico común el que no encuentre 
encaje en ninguna de las categorías alternativas de esta clase de suelo, la 
premisa fundamental de la actual regulación se centra en que será suelo 
rústico aquel otro que prevea la legislación de ordenación territorial y 
urbanística, que en esta región será todo el que no se clasifique como suelo 
urbano o urbanizable, dejando al planificador cierto margen de discrecionalidad 
que, no obstante, se presenta más reducido que bajo el prisma de regulaciones 
urbanísticas anteriores.  
 
A partir de estas referencias previas podemos destacar con FERNÁNDEZ 
FERRERAS que la normativa castellano-leonesa establece una distinción muy 
                                            
241 MARINERO PERAL, Ángel María (2017). 
242 QUINTANA LÓPEZ, Tomás (1999, pág. 277). 
243 COMPANY VÁZQUEZ, Ana María (2009, pág. 92). 
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pormenorizada de categorías de suelo rústico244, al establecer la siguiente 
distribución: 
 
a) Suelo rústico común, constituido por los terrenos que no se incluyan en 
ninguna de las otras categorías. 
 
b) Suelo rústico de entorno urbano, constituido por los terrenos contiguos al 
suelo urbano o urbanizable que el planeamiento estime necesario 
proteger para no comprometer su posible desarrollo futuro. 
 
c) Suelo rústico con asentamiento tradicional, constituido por los terrenos 
que el planeamiento estime necesario proteger para preservar formas 
tradicionales de ocupación humana del territorio. 
 
d) Suelo rústico con protección agropecuaria, constituido por los terrenos 
que el planeamiento estime necesario proteger por su interés, calidad u 
otras características agrícolas o ganaderas. 
 
e) Suelo rústico con protección de infraestructuras. 
 
f) Suelo rústico con protección cultural.  
 
g) Suelo rústico con protección natural. 
 
h) Suelo rústico con protección especial, constituido por los terrenos 
amenazados por riesgos naturales o tecnológicos incompatibles con su 
urbanización, así como por los terrenos que el planeamiento estime 
necesario proteger por cualesquiera otras razones justificadas. 
 
i) Suelo rústico de actividades extractivas, constituido por los terrenos que 
el planeamiento estime necesario reservar para tal finalidad. 
                                            
244 FERNÁNDEZ FERRERAS, Carlos (2000). 
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j) Suelo rústico de asentamiento irregular, constituido por los terrenos 
parcelados u ocupados por edificaciones mediante procesos ajenos al 
marco normativo vigente en su momento.  
 
Conforme a esta diferenciación tipológica del suelo rural castellano-leonés, 
podemos traer a colación en este punto lo dicho en otros supuestos como en el 
de las Islas Canarias, al estimar que la normativa establece una diversa 
tipología de suelos sobre los que solo en determinados casos atribuye la 
condición de especialmente protegidos245, siendo el resto de ellos tipos 
diferenciados entre sí pero, en todo caso, equiparables al suelo rústico común 
en lo que respecta al carácter del régimen asignado a cada uno de ellos, lo que 
no quiere decir que no pueda atribuirse a cada tipo en concreto atribuciones o 
restricciones diferenciadas de los demás, pero sin asumir la rigurosidad que 
subyace de la declaración de suelo especialmente protegido en términos 
generales. Esta interpretación deriva de la no muy afortunada redacción del 
artículo 16 de la norma castellano-leonesa, dado que si bien en la definición de 
varias de las categorías que se relacionan se incluyen expresiones como 
“proteger”, “preservar” o “reservar”, tanto su denominación como su concreta 
formulación inducen a pensar que no son tipos que requieran el carácter de 
suelos especialmente protegidos. En todo caso, la efectiva determinación del 
suelo como especialmente protegido o, por el contrario, como tipo de suelo 
rústico de alguna de las categorías no sometidas a esta especial protección va 
a derivar, en gran medida, de su configuración por el instrumento de 
planeamiento que de forma efectiva lo delimite.  
 
Como tipo destacable dentro del suelo rústico, podemos citar a la de 
asentamiento irregular, que según BERROCAL HERNÁNDEZ y FERNÁNDEZ 
MONTERO246 se introdujo en la normativa castellano-leonesa en un intento de 
solucionar el problema generado por las parcelaciones de terrenos o la 
edificación sobre éstos, sin ajustarse a la legalidad vigente en cada momento, 
                                            
245 Cfr. DÍEZ VÁZQUEZ, Jesús Ángel (2000). 
246 BERROCAL HERNÁNDEZ, Agustín y FERNÁNDEZ MONTERO, Pilar (2014). 
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esto es, las parcelaciones y construcciones ilegales que han proliferado a lo 
largo del territorio, autorizando su cobertura legal por medio del planeamiento, 
a través de las técnicas de la clasificación y la categorización del suelo. Para 
estos autores a este tipo de suelo le es aplicable el régimen general propio del 
suelo rústico, que prohíbe las obras de urbanización, salvo las necesarias para 
ejecutar infraestructuras o sistemas generales previstos en la normativa 
sectorial o en el planeamiento urbanístico.  
 
Por ello, su delimitación no habilita una nueva forma de urbanizar el suelo 
rústico para transformarlo en urbano, es decir, no puede entenderse como una 
categoría de suelo “semiurbano” y, en segundo lugar, no puede hablarse de 
reservas, cesiones, densidades y otros parámetros que la legislación 
urbanística establece para la transformación urbanizadora. Su finalidad última 
es hacer posible la clasificación de situaciones preexistentes, como las 
urbanizaciones ilegales discontinuas que no estén clasificadas como suelo 
urbanizable, como aquello que son realmente. También pretende servir como 
medio de resolver los problemas que representan estos asentamientos para el 
interés general, tanto a nivel medioambiental, paisajístico, viario, sanitario o de 
cualquier otro tipo. 
 
Conforme destacan CORCHERO PÉREZ y SÁNCHEZ PÉREZ247, la actual 
redacción de la disposición adicional décima de la Ley establece que los 
terrenos clasificados como suelo rústico de asentamiento irregular deberán ser 
objeto de regularización, a fin de corregir los efectos negativos de la ocupación, 
proteger el medio ambiente y prevenir riesgos en materia de salubridad, tráfico, 
incendio e inundación, así como mejorar la calidad de vida de sus habitantes, 
en especial en lo relativo a la dotación de servicios y accesos. 
 
Para finalizar esta breve alusión a la normativa territorial de Castilla y León, 
debemos citar al contenido de los artículos 23 y siguientes de la Ley, en el que 
se recoge el régimen jurídico del suelo rústico. Al estilo de la regulación del 
                                            
247 CORCHERO PÉREZ, Miguel y SÁNCHEZ PÉREZ, Lucía (2014).  
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resto de normas autonómicas, el régimen general de este tipo de suelo 
conlleva el que sus titulares tienen derecho a usar, disfrutar y disponer de ellos 
conforme a su naturaleza rústica, pudiendo destinarlos a usos agrícolas, 
ganaderos, forestales, cinegéticos u otros análogos vinculados a la utilización 
racional de los recursos naturales. 
 
Aparte de este régimen general de uso del suelo rústico, el punto segundo del 
citado artículo 23 establece los “usos excepcionales” que pueden ser 
autorizados en este tipo de suelo, distinguiendo en el artículo 25 entre: 
 
a) Usos permitidos: los compatibles con la protección de cada categoría de 
suelo rústico. Estos usos no precisan una autorización expresa, sin 
perjuicio de la exigibilidad de licencia urbanística y de las demás 
autorizaciones administrativas sectoriales que procedan. 
 
b) Usos sujetos a autorización de la Administración de la Comunidad 
Autónoma, previa a la licencia urbanística: aquéllos para los que deban 
valorarse en cada caso las circunstancias de interés público que 
justifiquen su autorización, con las cautelas que procedan. 
 
c) Usos prohibidos: los incompatibles con la protección de cada categoría 
de suelo rústico y, en todo caso, los que impliquen un riesgo relevante 
de erosión o deterioro ambiental. 
 
A juicio de QUINTANA LÓPEZ248 de esta forma el sistema se hace descansar 
en los instrumentos de planificación habilitados para clasificar los terrenos 
como suelo rústico, que deben delimitar algunas o todas las categorías de esta 
clase de suelo, y dentro de éstas, incluir las previsiones que el propio 
planeamiento contenga sobre los usos de cada categoría de suelo, 
permitiendo, sometiendo a previa autorización autonómica o prohibiendo en 
cada una de ellas los usos correspondientes.  
                                            
248 Op. cit. (1999, pág. 285). 
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Estas determinaciones del planeamiento deben respetar lo dispuesto en la Ley 
5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León, en relación con los 
mínimos de protección de los terrenos de cada categoría de suelo rústico, sin 
perjuicio que el planeamiento pueda introducir mayores limitaciones para dotar 
a los terrenos afectados de un mayor nivel de protección. En todo caso, los 
usos excepcionales que puedan realizarse por estar permitidos o ser 
autorizables en las distintas categorías de suelo rústico deben adicionarse a los 
que se disponen como conformes a la naturaleza de los terrenos clasificados 
como suelo rústico, por ser considerados inherentes al mismo expresamente 
por el legislador. 
 
Para CORCHERO PÉREZ y SÁNCHEZ PÉREZ249 la última reforma de la 
regulación de las actuaciones en suelo rústico en cuanto a la autorización de 
los citados usos excepcionales, teniendo en cuenta que en Castilla y León el 
espacio urbanizado supera apenas el dos por ciento de su superficie, tiene una 
dimensión más compleja que la mera referencia a los espacios naturales y, por 
lo tanto, debería ser objeto de un adecuado desarrollo y promoción. No 
obstante, por otro lado, no es menos cierto que la abundancia y el deficiente 
estado de conservación del patrimonio construido en el medio rural, justifican el 
tratamiento preferente de las construcciones e instalaciones existentes frente a 





La Comunidad Autónoma de Cataluña regula la ordenación territorial y el 
urbanismo también de forma separada, en el primer caso conforme a la Ley 
23/1983, de 21 de noviembre, de Política Territorial250 que tiene por objeto, 
según su artículo 1, establecer las directrices de ordenación del territorio 
                                            
249 Op. cit. (2014). 
250 Diario Oficial de la Generalidad de Cataluña núm. 385, de 30 de noviembre de 1983 (BOE 
núm. 18, de 21 de enero de 1984). 
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catalán y de las acciones administrativas con incidencia territorial en Cataluña. 
Esta Ley, pionera de la actuación normativa autonómica sobre ordenación 
territorial, trataba de dar respuesta a las necesidades que se estimaban 
prioritarias en la planificación territorial de la región en los albores del nuevo 
estado autonómico que se gestaba en toda España y, como en general en todo 
el territorio nacional, partía de una situación de ausencia de vertebración 
territorial, al menos conforme a los criterios de los nuevos titulares de los 
poderes públicos autonómicos251. 
 
Para alcanzar los objetivos territoriales propuestos, la norma catalana 
determina que la planificación integral de esta Comunidad Autónoma se 
realizará a través del Plan Territorial General, desarrollado por los planes de 
ámbito parcial o sectorial. Como sucede con carácter general, el artículo 11.4 
de la Ley 23/1983, de 21 de noviembre, dispone expresamente la vinculación 
de los parámetros de la ordenación territorial sobre los instrumentos de 
planificación urbanística, si bien, cabe indicar que la norma utiliza una 
expresión mucho menos imperativa que en otras comunidades autónomas, al 
indicar expresamente que los planes de ordenación urbanística serán 
coherentes en las determinaciones del Plan Territorial General y de los planes 
territoriales parciales y facilitarán su cumplimiento. 
 
A juicio de PAREJA I LOZANO252 la incidencia sobre el territorio de los 
instrumentos de ordenación territorial dispuestos por la normativa catalana se 
encamina, fundamentalmente, a coordinar y vincular tanto el ejercicio de las 
potestades públicas en materia de planeamiento urbanístico, como de las 
diversas actuaciones sectoriales que se produzcan. Para este autor, esta 
función tiene como excepción de las medidas destinadas a la protección del 
medio natural, que tienen el efecto de una vinculación directa sobre el suelo 
afectado, que se justifica por la propia naturaleza de tales medidas de 
protección y cuya eficacia quedaría ciertamente limitada si se les atribuyese 
únicamente un efecto indirecto. 
                                            
251 Una aproximación a esta cuestión puede obtenerse en CASASSAS I SIMÓ, Lluís (1983). 
252 PAREJA I LOZANO, Carles (1990, pág. 160). 
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Dentro de los objetivos de la ordenación territorial catalana, podemos destacar 
con NEL·LO I COLOM253 los denominados “espacios abiertos”, que constituyen 
uno de los grandes sistemas tratados en los planes territoriales catalanes y que 
lejos de ser considerados ámbitos residuales, estos espacios constituyen la 
matriz paisajística y ambiental básica del territorio regional.  
 
De conformidad con esta pretensión, los espacios abiertos definidos en los 
instrumentos de ordenación territorial se integran en tres categorías: 
 
a) Suelos de protección especial, en los que se incluye los suelos que ya 
gozan de algún tipo de protección ambiental y los espacios que los 
interconectan. Estos suelos no son susceptibles, en ningún caso, de ser 
objeto de transformación y el régimen de usos y actuaciones autorizado 
sobre los mismos debe ser compatible con la preservación de sus 
valores ambientales y paisajísticos. 
 
b) Suelos de protección territorial, que abarcan suelos que, por sus 
características, requieren la adopción de importantes cautelas antes de 
proceder a su transformación, de modo que, en la mayoría de los casos, 
difícilmente podrán ser objeto de transformación posterior. 
 
c) Suelos de protección preventiva, integrados por suelos no urbanizables 
ordinarios que, siempre de acuerdo con las estrategias previstas en los 
planes para la extensión de los asentamientos pueden ser clasificados, 
si se considera oportuno, por el planeamiento urbanístico municipal 
como suelo urbanizable. 
 
En lo relativo a la regulación urbanística en esta comunidad, actualmente se 
recoge básicamente en el Decreto Legislativo 1/2010, de 3 de agosto, por el 
                                            
253 NEL·LO I COLOM, Oriol (2010, pág. 147). 
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que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Urbanismo254. Para analizar el 
contenido de esta norma en relación con el suelo rural catalán, debemos partir 
con GIFREU FONT255 de lo que dispone su artículo 3, en el que se dispone que 
la sostenibilidad urbanística se logra a través de la armonización y el 
ajustamiento de las necesidades de crecimiento con la preservación de los 
recursos naturales (en especial, del propio suelo) y de los valores paisajísticos, 
arqueológicos, históricos y culturales en beneficio de la seguridad y el bienestar 
de las generaciones presentes y futuras. Para esta autora, las finalidades 
nucleares que derivan del principio de desarrollo sostenible son, por una parte, 
la utilización del suelo en atención a su carácter de recurso natural no 
renovable y, por otra, la protección y gestión cuidadosa del medio ambiente y 
del patrimonio natural, preservando las funciones ecológicas del suelo, la 
mejora de la calidad ambiental, la gestión adecuada del paisaje para preservar 
los valores, la utilización racional de los recursos naturales y el fomento de la 
eficacia energética. 
 
Por su parte, es el artículo 55 de la citada norma refundida el que establece 
que la ordenación del suelo en este ámbito se realiza mediante el planeamiento 
urbanístico general, que está integrado por los planes directores urbanísticos, 
por los planes de ordenación urbanística municipal y por las normas de 
planeamiento urbanístico, determinado a los segundos como los instrumentos 
por los que se establece la clasificación del suelo, aunque los primeros también 
pueden incluir consideraciones sobre este asunto en supuestos concretos256. 
Por su singularidad, cabe hacer mención específica de los planes directores 
urbanísticos, que según la autora antes citada257 tienen su origen remoto en los 
planes directores territoriales de coordinación, regulados en el TRLS1976 
estatal. En su opinión, de entre todos los planes directores urbanísticos 
                                            
254 Diario Oficial de la Generalidad de Cataluña núm. 5686, de 5 de agosto de 2010 (BOE núm. 
218, de 8 de septiembre de 2010). 
255 GIFREU FONT, Judith (2017-b). 
256 En la consideración del sistema de planeamiento urbanístico catalán no pueden obviarse las 
denominadas “directrices para el planeamiento urbanístico”, reguladas en los artículos 5 y 
siguientes del Decreto 305/2006, de 18 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 
de Urbanismo (Diario Oficial de la Generalidad de Cataluña núm. 4682, de 24 de julio de 2006). 
257 Op. cit. (2017-b). 
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aprobados en Cataluña, los que han tenido más proyección mediática por su 
incidencia en la autonomía local han sido, sin duda, los que afectan al sistema 
costero, además de los ordenadores de las áreas residenciales estratégicas. Al 
margen del buen criterio o del sentido común que hayan inspirado sus 
determinaciones, sobre estos planes gravita la sospecha de quebrar el principio 
de autonomía local reconocido constitucionalmente y, particularmente, el 
ejercicio legítimo de la competencia urbanística por parte de las entidades 
locales que se reconoce por la normativa vigente sobre régimen local. 
 
Con respecto a la regulación de la normativa catalana sobre el suelo no 
urbanizable, cabe destacar que difiere en algunos aspectos de la del resto de 
comunidades analizadas, ya que no establece una tipología concreta de 
categorías en las que estructurar al suelo rural, limitándose a disponer una 
serie de criterios por los que el planificador debe identificar el terreno a incluir 
dentro del suelo no urbanizable. En concreto, el artículo 32 señala que deberán 
incluirse dentro del suelo no urbanizable, en primer lugar, los terrenos que el 
plan de ordenación urbanística municipal debe clasificar como no urbanizables 
por determinaciones externas al propio proceso planificador258. En segundo 
lugar, determina los terrenos que el plan de ordenación urbanística municipal 
debe considerar necesario clasificar como suelo no urbanizable por la 
concurrencia de los valores definidos por la legislación aplicable en materia de 
suelo, para garantizar la utilización racional del territorio y por el valor agrícola 
de los terrenos incluidos en indicaciones geográficas protegidas o 
denominaciones de origen. Finalmente, en tercer lugar, deberán incluirse 
igualmente como suelo no urbanizable los terrenos reservados para sistemas 
urbanísticos generales no incluidos en suelo urbano ni en suelo urbanizable. 
 
                                            
258 Que puede ser: un régimen especial de protección aplicado por la legislación sectorial y por 
el planeamiento territorial que exija esta clasificación como consecuencia de la necesidad o la 
conveniencia de evitar la transformación de los terrenos para proteger el interés conector, 
natural, agrario, paisajístico, forestal o de otro tipo; las determinaciones de los planes directores 
aplicables al territorio o, en tercer lugar, la sujeción de los terrenos a limitaciones o 
servidumbres para la protección del dominio público. 
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En cualquier caso, de las determinaciones normativas sobre la clasificación del 
suelo no urbanizable que se contienen en la normativa catalana se aprecia que 
el legislador ha establecido un suelo especialmente protegido por 
consideraciones externas que debe ser apreciado por el planificador y, por otra 
parte, la posibilidad de que éste añada supuestos específicos de suelo con 
diferente grado de protección conforme a los criterios emanados del análisis 
territorial del propio proceso planificador259. Para AGUIRRE I FONT260 esta 
regulación plantea tanto vías regladas como discrecionales por las cuales un 
suelo puede devenir como no urbanizable, pero la elección de la vía de 
clasificación no es optativa por parte de la administración que debe justificarla 
de forma adecuada. Para ello el autor alude a la propia jurisprudencia del 
Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, que admite la posibilidad 
discrecional del planeamiento de clasificar un suelo como no urbanizable, pero 
sin renunciar al control de la posible arbitrariedad en que haya podido incurrir la 
misma administración en su delimitación. 
 
Al régimen del suelo no urbanizable catalán se refieren fundamentalmente los 
artículos 47 del Decreto Legislativo 1/2010, de 3 de agosto y 46 y siguientes del 
Decreto 305/2006, de 18 de julio, en los que se parte del reconocimiento del 
derecho de sus propietarios al uso, goce y disposición de acuerdo con su 
naturaleza rústica, bajo los imperativos derivados del principio de utilización 
racional de los recursos naturales y dentro de los límites establecidos por la 
legislación vigente y el planeamiento aplicable en cada caso261. A partir de esta 
premisa, se establece la posibilidad de ejecutar actuaciones vinculadas a los 
usos tradicionales del entorno rural, así como la construcción de viviendas 
unifamiliares y otras actividades de carácter turístico y comercial que deban 
localizarse en suelo rural. 
 
Junto con estas actuaciones, autorizables en función de su vinculación a los 
usos tradicionales del entorno rural, la normativa catalana admite la posibilidad 
                                            
259 ARGULLOL MURGADAS, Enric (2007). 
260 AGUIRRE I FONT, Josep M. (2017). 
261 Cfr. FONT MONCLÚS, Joan A. (2009). 
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de ejecutar actuaciones específicas con destino a actividades o equipamientos 
de interés público, que se tengan que emplazar en el medio rural. Estas 
actuaciones deben justificar debidamente que el ámbito de actuación no está 
sometido a un régimen especial de protección con el cual sean incompatibles 
por razón de sus valores, por la existencia de riesgos o por el hecho de estar 
sujeto a limitaciones o a servidumbres para la protección del dominio público. 
Asimismo, las actuaciones que se autoricen no tienen que disminuir de manera 
significativa la permeabilidad del suelo, ni tienen que afectar de manera 
negativa a la conectividad territorial. 
 
A la tramitación procesal exigida por la normativa catalana para la autorización 
de las actuaciones en suelo no urbanizable se refiere el artículo 48 del Texto 
Refundido, en el que se dispone un procedimiento complejo (al estilo del resto 
de normativas autonómicas analizadas) para la aprobación de proyectos de 
actuaciones específicas de interés público, que exige la validación previa de los 
proyectos por la entidad local y, posteriormente, la aprobación definitiva por 
parte de la comisión territorial de urbanismo que correspondiente. Este 
procedimiento se extiende por determinación del artículo 49 de la citada norma 
a los proyectos de actividades y de construcciones directamente vinculadas a 
la explotación de recursos naturales, de nuevas construcciones destinadas a 
vivienda familiar o alojamiento de trabajadores temporeros, la apertura o 
recuperación de vías de acceso, caminos y atajos, las estaciones de suministro 
de carburantes y de prestación de otros servicios de la red viaria, las 
construcciones auxiliares destinadas a la actividad de turismo rural y, 
finalmente, a cualquier otra actuación que afecte a restos arqueológicos de 
interés declarado, acuíferos clasificados, zonas vulnerables o zonas sensibles 
declaradas de conformidad con la legislación vigente, yacimientos 
paleontológicos o puntos geológicos de interés. 
 
Como sostiene GONZÁLEZ I BALLESTEROS262 el régimen de doble 
aprobación establecido por la normativa catalana en estos supuestos, comporta 
                                            
262 GONZÁLEZ I BALLESTEROS, Josep (2004). 
192





el ejercicio de las competencias respectivas concurrentes en el proceso de 
autorización de los diferentes proyectos, según la articulación descrita en la 
propia redacción del texto legal. Por lo tanto, las entidades locales afectadas no 
pueden aprobar definitivamente los proyectos sometidos a este trámite 
específico, pero sí acordar su denegación en el momento de su consideración 
previa, debido a que la aprobación definitiva atribuida a la Generalidad de 
Cataluña no supone una competencia para adoptar toda resolución, sino 
únicamente para disponerla cuando sea afirmativa a la pretensión actuada 





Por lo que respecta a la Comunidad Autónoma de Extremadura, debemos 
aludir recientísima Ley 11/2018, de 21 de diciembre, de Ordenación Territorial y 
Urbanística Sostenible de Extremadura263, norma en la que se contiene el 
grueso de la normativa urbanística y de planificación territorial de esta región. 
Esta nueva regulación presenta como novedad destacable la introducción del 
criterio de sostenibilidad como elemento consustancial a la ordenación 
territorial y el urbanismo de esta Comunidad Autónoma. En concreto, su 
artículo 10 formula los criterios de ordenación sostenible, en su vertiente 
territorial, ambiental y de cohesión social, identificando los que denomina como 
de sostenibilidad, movilidad y accesibilidad, conservación del patrimonio 
cultural, eficiencia energética y perspectiva de género264. 
 
A partir de estas consideraciones, en esta norma se contiene la regulación de 
la ordenación del territorio de Extremadura en sus artículos 13 y siguientes, en 
los que se disponen como instrumentos propios de esta materia a las 
                                            
263 Diario Oficial de Extremadura núm. 250, de 27 de diciembre de 2018. Viene a sustituir a la 
anterior Ley 15/2001, de 14 de diciembre, del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura. 
264 A los que añade la exigencia de participación social, estableciendo expresamente que los 
instrumentos de ordenación territorial y urbanística fomentarán la participación de toda la 
ciudadanía en el proceso de redacción, mediante la información y debate de las necesidades 
de los distintos grupos sociales.  
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Directrices de Ordenación Territorial y los Planes Territoriales con carácter 
general, junto con los Planes de Suelo Rústico y los Planes Especiales de 
Ordenación del Territorio con carácter de desarrollo265. Los instrumentos 
incluidos en esta relación, definida con criterios de ordenación jerárquica, una 
vez aprobados vinculan conforme al alcance de sus prescripciones tanto a los 
de nivel inferior como a los instrumentos de planificación urbanística, sin que 
por ello puedan incorporar determinaciones correspondientes a éstos. 
 
Dentro de este elenco de instrumentos de ordenación territorial CAMPESINO 
FERNÁNDEZ266 destaca a las Directrices de Ordenación Territorial, como 
documento de rango superior y carácter vinculante, encargado de la definición 
del modelo de organización y estructuración de la Comunidad Autónoma de 
Extremadura y cuyas determinaciones vinculan a los restantes instrumentos de 
ordenación territorial y urbanística, tanto públicos como privados. Sus fines se 
concretan en la definición del marco territorial para la coordinación e 
integración de las políticas sectoriales de las Administraciones Publicas, en la 
formulación de las determinaciones estratégicas de ordenación y ocupación del 
territorio por las actividades económicas y sociales, y en la distribución 
equilibrada de estos procesos en sus emplazamientos. 
 
Para CORCHERO PÉREZ267 la normativa extremeña tiene por objeto la 
regulación integral de la ordenación del territorio y de la ordenación de la 
actividad urbanística, desde el entendimiento de ambas como una realidad 
unitaria, aunque sometida a distintos niveles competenciales. Bajo este prisma, 
el gobierno del territorio se traduce en una única función, por más que el 
desarrollo de ésta exija intervenciones desde perspectivas distintas, más 
estratégicas y organizativas unas y más concretas y de directa y detallada 
regulación e intervención otras. De ahí que se establezca y defina, de manera 
                                            
265 A diferencia de la regulación anterior, la nueva ley extremeña define a los Proyectos de 
Interés Regional como instrumentos de intervención directa, por lo que al menos formalmente 
elimina de ellos su componente de ordenación (aunque ciertamente los encuadra en el mismo 
artículo 13). 
266 CAMPESINO FERNÁNDEZ, Antonio José (2010, pág. 571). 
267 CORCHERO PÉREZ, Miguel (2015). 
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diferenciada, el conjunto de instrumentos, de ordenación territorial y de 
ordenación de la actividad urbanística, a través de los cuales debe 
desarrollarse la aludida función y producirse, en definitiva, el gobierno del 
territorio. 
 
Por su relación con la materia del presente trabajo, debemos realizar una 
mención específica a los nuevos Planes de Suelo Rústico, que se definen 
como instrumentos de desarrollo de los Planes Territoriales para la ordenación 
pormenorizada del suelo rústico de todos o parte de los municipios de un Plan 
Territorial por ámbitos contiguos, con la finalidad de asegurar la protección de 
interés supramunicipal en la conservación del paisaje, de los recursos 
naturales, de los bienes de dominio público y del patrimonio cultural, conforme 
a lo establecido en esta ley para la ordenación territorial. De acuerdo con esta 
afirmación del artículo 27.1 de la Ley, se constata que estos instrumentos 
deben de alcanzar en un futuro un rol clave en la ordenación del suelo rural 
extremeño y, por añadidura, en la delimitación de sus distintos ámbitos sujetos 
a especial protección. 
 
Conforme a la nueva configuración, la Ley 11/2018, de 21 de diciembre, se 
refiere a los instrumentos de planificación urbanística en sus artículos 44 y 
siguientes, disponiendo que esta función se debe desarrollar a través de los 
Planes Generales Municipales, como instrumentos de planificación general, 
junto con sus instrumentos complementarios, denominados Planes Especiales 
y Catálogos. A su vez, la nueva norma extremeña incluye como instrumentos 
de desarrollo a los Planes Parciales, Estudios de Detalle, Ordenanzas 
Municipales y Normas Técnicas de Planeamiento. De este modo, la nueva 
regulación eleva a la condición de instrumentos de desarrollo a elementos que 
ya se contenían en la normativa anterior, que si bien no ostentaban tal 
consideración nominal, materialmente cooperaban y complementaban a la 
ordenación urbanística vigente268. 
                                            
268 Antes se denominaban Criterios de Ordenación Urbanística y las Ordenanzas Municipales 
de Policía de la Edificación y de la Urbanización. Vid. CORCHERO PÉREZ, Saturnino (2011) y 
SÁNCHEZ PÉREZ, Lucía (2012). 
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La referencia a la clasificación del suelo en esta Comunidad Autónoma se 
contiene en el artículo 6 de la Ley, que establece las tres clases de suelo 
existentes en su ámbito territorial, adoptando la nomenclatura de suelo urbano, 
urbanizable y rústico, por lo que opta por adoptar la nomenclatura que en su 
día adoptó la LS1956 y que cada vez se utiliza en más normativas regionales, 
cambiando por tanto la anterior denominación de suelo no urbanizable que se 
usaba en la ley de 2001.   
Por lo que respecta al tratamiento del suelo rústico en Extremadura, el artículo 
6.4 de la nueva ley establece expresamente que se configura como la 
categoría básica del conjunto del suelo municipal, integrado por los terrenos no 
clasificados como suelo urbano o suelo urbanizable, bien sea porque su 
transformación urbanística resulte innecesaria o inapropiada, o por la presencia 
de ciertas características o valores. 
A partir de esta configuración inicial, el artículo 9 dispone que a través de los 
Planes Generales Municipales o de los Planes de Suelo Rústico, se deberán 
delimitar las distintas categorías en las que se distribuya el suelo rústico de 
cada término municipal, delimitando igualmente sus zonas de afección. 
Conforme a este criterio, la nueva regulación establece las categorías de suelo 
rústico protegido, áreas de suelo rústico que, de forma motivada, deben ser 
objeto de protección de valores existentes tales como ecológicos, naturales, 
paisajísticos, culturales y otros análogos; suelo rústico restringido, los terrenos 
que, de forma motivada y objetiva, son vulnerables a distintos tipos y 
categorías de riesgos por lo que deben evitarse o limitarse la implantación de 
usos, actividades y edificaciones y los posibles desarrollos urbanísticos; y de 
asentamiento tradicional, formado por áreas de suelo rústico constituido por los 
terrenos que el planeamiento estime necesario proteger para preservar formas 
tradicionales de ocupación humana del territorio269. 
                                            
269 Con independencia de la categorización y de forma superpuesta, los planes que ordenen el 
suelo rústico establecerán las zonas de afección con limitaciones de usos o trámites 
específicos por la existencia de áreas en las que legislación sectorial otorga protección 
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De la redacción de la nueva normativa podemos extraer algunas conclusiones, 
comenzando por señalar que la actual regulación parece establecer una 
categoría de suelo rústico común, conformada por los suelos innecesarios o 
inapropiados para el desarrollo urbano y que no cuenten con valores o riesgos 
que los hagan merecedores de ostentar una categoría de las específicamente 
dispuestas en la relación del artículo 9, aunque no la delimite expresamente270. 
No obstante, de la redacción del punto 2.b de este artículo puede obtenerse 
una interpretación diferente y determinar que el suelo rústico restringido 
colmataría el ámbito de suelos rurales extremeños.  
 
En segundo lugar, y en abundamiento a lo anterior, cabe añadir que tras el 
análisis de la nueva regulación no queda netamente definida la relación de 
suelos especialmente protegidos, al existir algunas cuestiones controvertidas 
que requieren una interpretación adicional. En principio, parece que los suelos 
rústicos protegidos tendrían esta consideración legal por su propia 
denominación, pero la cuestión se complica con la definición de los suelos 
restringidos, que parece que pueden contener tipos diversos. En todo caso, 
dada la novedad de la norma extremeña, sin duda de forma progresiva se irán 
definiendo estas cuestiones, tanto con la práctica de los distintos procesos de 
planificación que se vayan aprobando bajo su vigencia, como por las 
decisiones judiciales que vayan conformando los límites legales de cada tipo de 
suelo. 
 
No obstante, entiendo procedente efectuar una consideración sobre el ámbito 
de los suelos protegidos de la nueva regulación, relativa a su consideración a 
efectos de la posible limitación temporal de las actuaciones irregulares 
ejecutadas sobre ellos. En concreto, el artículo 179 establece que las medidas 
de restauración de la legalidad urbanística a adoptar por la Administración ante 
actuaciones ilegales no se encuentran sometidas al plazo general de seis años 
                                                                                                                                
específica al patrimonio natural o cultural, o por la existencia de bienes de dominio público y 
sus zonas de protección (art. 9.3).  
270 Vid. FERNÁNDEZ FERRERAS, Carlos (2004). 
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en los casos de terrenos declarados como espacios naturales protegidos, los 
pertenecientes a la Red Natura 2000, el dominio público y sus zonas de 
servidumbre, afección o policía y los bienes inventariados o declarados de 
interés cultural271. Por lo tanto, según esta nueva regulación, los suelos 
clasificados como rústicos de especial protección pero no incluidos en estos 
espacios naturales no mantienen esta consideración, por lo que las 
actuaciones irregulares ejecutadas en ellos pueden consolidarse por el mero 
trascurso del tiempo. Con ello se establece una diferenciación muy importante 
en el régimen aplicable a estos tipos de suelo, puesto que en parte de ellos se 
limita de forma muy evidente su régimen de protección, sobre todo ante la 
posible ausencia de potestad de reacción administrativa ante construcciones 
irregulares.  
 
Aunque los posibles efectos no deseados de esta regulación pueden verse 
modulados en gran medida por la no limitación que el artículo 179.2 dispone 
expresamente para las parcelaciones en todo tipo de suelo rústico272, lo cierto 
es que esta omisión puede dar lugar a vinculaciones de gran calado, como 
puede ser la relativa a las órdenes judiciales de demolición, que se pueden ver 
limitadas por esta posible regularización temporal. Al contrario, también puede 
destacarse la ampliación de esta no limitación del plazo para ejercer las 
medidas de restauración de la legalidad a ámbitos hasta ahora no sometidos a 
esta vinculación permanente, como son las zonas de servidumbre, afección y 
policía del dominio público que, salvo que se localizaran en suelos protegidos, 
hasta ahora no ostentaban esta consideración legal. 
  
Por lo que respecta al régimen de uso del suelo rústico, que se contiene en los 
artículos 64 y siguientes de la Ley 11/2018, de 21 de diciembre, podemos 
destacar con CARRODEGUAS MÉNDEZ273 pretende superar la estricta 
                                            
271 Además de las realizadas sobre terrenos calificados como sistemas generales, zonas 
verdes o espacios libres públicos. 
272 Con lo que, al menos, en algunas de las actuaciones más graves sobre el entorno rural, 
como son las parcelaciones irregulares, la Administración competente podrá ejercitar las 
medidas de restauración de la legalidad sin limitación temporal. 
273 CARRODEGUAS MÉNDEZ, Roberto (2018). 
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consideración de usos y actividades propias de la naturaleza tradicional del 
suelo rústico. Para ello junto a los usos agropecuarios, forestales y cinegéticos 
que tradicionalmente reconoce la normativa urbanística a este tipo de suelos, 
se fomenta la promoción de otros aprovechamientos vinculados al territorio y 
compatibles con sus valores como medio de generar riqueza colectiva a largo 
plazo, como son los de transformación de productos de la explotación de los 
recursos naturales y las actividades compatibles como son el alojamiento rural, 
las actividades deportivas al aire libre, culturales y educativas, el turismo rural, 
la formación e investigación, la hostelería y sus servicios auxiliares 
imprescindibles. 
 
Para ello, la nueva normativa establece un sistema gradual de autorización de 
los usos del suelo rústico, distinguiendo entre usos naturales, vinculados, 
permitidos, autorizables y los prohibidos. En función de cada tipo de uso se 
dispone la no existencia de control urbanístico para lo usos naturales274; la 
licencia o comunicación municipal para los usos vinculados; la licencia 
municipal con calificación previa para los usos permitidos; y, finalmente, la 
licencia municipal previa calificación autonómica para los usos autorizables.    
  
Como cuestiones más destacables del régimen del suelo no urbanizable de 
esta Comunidad Autónoma podemos resaltar con CORCHERO PÉREZ275 la 
inclusión de algunas de las novedades introducidas por la reforma normativa 
realizada en 2015, que en síntesis se centran en facilitar los proyectos que 
impliquen la rehabilitación de edificaciones tradicionalmente vinculadas al 
medio rural y condicionar la calificación urbanística a la obtención de los 
correspondientes informes o resoluciones sectoriales favorables, para evitar 
dilaciones en el procedimiento.  
 
                                            
274 Según el artículo 67 se consideran usos naturales la explotación agropecuaria, forestal, 
cinegética, piscícola o análoga, conforme a la naturaleza del terreno, sin incurrir en 
transformación del mismo y empleando medios técnicos ordinarios, así como los cultivos 
relacionados con el desarrollo científico agropecuario. 
275 CORCHERO PÉREZ, Miguel (2015). 
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Finalmente, como se ha apuntado al hacer referencia al relacionar los tipos de 
suelo rústico que contiene esta nueva normativa extremeña, se puede destacar 
la regulación de los usos residenciales rurales que se incluye. Por un lado, la 
Ley hace referencia al uso residencial autónomo, que puede considerarse tanto 
permitido como meramente autorizable en función de la forma en la que se 
disponga en el planeamiento vigente o en ausencia de este y que, en principio, 
no se exige para su autorización la acreditación de su vinculación a los usos 
naturales del entorno. 
 
Por otro lado, se incluye una regulación específica de los asentamientos en 
suelo rústico, definidos por el artículo 71 como el conjunto de edificaciones, 
construcciones o instalaciones que presenta unos indicadores, tales como 
densidad u ocupación, superiores a los estándares de sostenibilidad territorial 
establecidos para el suelo rústico siendo, en cualquier caso, inferiores a los 
estándares de sostenibilidad urbana. En defecto de estándares, el criterio 
determinante será el hecho de que estas edificaciones, construcciones o 
instalaciones, manifiesten un riesgo de formación de nuevo tejido urbano. Los 
correspondientes instrumentos de planificación podrán prever la creación de 
asentamientos en suelo rústico para el fomento del desarrollo rural y la 
economía verde y circular, delimitando los correspondientes sectores y las 
condiciones para su desarrollo, que en ningún caso pueden conllevar la 
transformación urbanística del ámbito ni exceder de la estricta dotación de 






En Galicia actualmente se regulan las materias de ordenación territorial y el 
urbanismo en normas diferenciadas, a semejanza de lo que sucede en el caso 
andaluz y en otros como el analizado anteriormente de Castilla y León. En 
concreto, la ordenación territorial gallega se regula en la Ley 10/1995, de 23 de 
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noviembre, de ordenación del territorio de Galicia276, en cuyo artículo 4 se 
dispone que la ordenación territorial de esta Comunidad Autónoma se realizará 
a través de las Directrices de Ordenación del Territorio, los Planes Territoriales 
Integrados, los Programas Coordinados de Actuación, los planes y proyectos 
sectoriales y, finalmente por los planes de ordenación del medio físico. Las 
Directrices de Ordenación Territorial, que han de ser objeto de tratamiento 
singularizado en los instrumentos de planificación territorial que se regulan en 
la propia norma, deben contener entre otras cuestiones, la delimitación de las 
áreas de protección que queden sustraídas al desarrollo de las actividades 
urbanas, para ser destinadas a la preservación o explotación de los recursos 
naturales, atendiendo a su valor cultural, social o económico y estableciendo la 
prioridad de dicho destino. Su vinculación dependerá del alcance concreto con 
el que se expresen sus determinaciones, como señala el artículo 9 de la propia 
norma. 
 
Como destacan LOIS GONZÁLEZ y ALDREY VÁZQUEZ277, la pieza básica del 
desarrollo de la ordenación territorial en esta Ley es la implementación de los 
instrumentos de planificación, ejecución y coordinación y, de forma preferente, 
las Directrices de Ordenación del Territorio, que tienen vocación de englobar 
las actuaciones con incidencia en el espacio gallego, reconociendo su 
estructura y la diversidad de sus funciones. Mediante su formulación, se 
propone una acción territorial integral, caracterizada por la necesidad de 
equilibrio y armonía, la calidad ecológica y el aprovechamiento de las 
potencialidades regionales. 
 
Con arreglo a lo dispuesto en estas Directrices de Ordenación Territorial y el 
resto de documentos de esta naturaleza, los instrumentos de planeamiento 
urbanístico definidos en la Ley 2/2016, de 10 de febrero, del Suelo de Galicia278 
han de establecer la clasificación del suelo de sus concretos ámbitos 
                                            
276 Diario Oficial de Galicia núm. 233, de 5 de diciembre de 1995 (BOE núm. 11, de 12 de enero 
de 1996). 
277 LOIS GONZÁLEZ, Rubén Camilo y ALDREY VÁZQUEZ, José Antonio (2010, pág. 598). 
278 Diario Oficial de Galicia núm. 34, de 19 de febrero de 2016 (BOE núm. 81, de 4 de abril de 
2016). 
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geográficos de aplicación, incluyendo la identificación y delimitación de las 
áreas de suelo rústico (apartándose así, al igual que en otros casos como el de 
Castilla y León, de la discutida denominación del suelo rural como “no 
urbanizable”) y su categorización en función de su concreto régimen de 
protección279. Según el artículo 45 de la Ley, la ordenación urbanística se 
llevará a cabo a través del Plan básico autonómico, los planes básicos 
municipales y los planes generales de ordenación municipal, así como a través 
de sus instrumentos urbanísticos de desarrollo, elementos que forman la 
estructura de planificación del territorio gallego en esta materia. 
 
Como destacan FERNÁNDEZ FERNÁNDEZ, PALEO PAZ y CASTRILLÓN 
MARTÍNEZ280 la actual normativa gallega introduce como novedad dos figuras 
sin antecedentes conocidos en el ámbito de la normativa autonómica, como 
son el Plan básico autonómico y los Planes básicos municipales, definido el 
primero de ellos como el instrumento a través del que se pretende delimitar, en 
el ámbito de toda la Comunidad Autónoma, las afecciones derivadas de la 
legislación sectorial e identificar los asentamientos de población existentes.  
 
Este documento de alcance regional ha sido formulado mediante el Decreto 
83/2018, de 26 de julio, por el que se aprueba el Plan básico autonómico de 
Galicia281, manifestando en su exposición de motivos que viene a reflejar los 
ámbitos de afección que establece la normativa sectorial de aplicación sobre el 
territorio, tanto autonómica como estatal. Así, en palabras del propio Decreto, 
desde la perspectiva de la normativa sectorial el Plan básico autonómico 
constituye un documento de referencia en cuanto refleja las afecciones y zonas 
de protección reguladas por la respectiva normativa sectorial vigente, en un 
único conjunto de planos sobre la totalidad del territorio de la Comunidad 
Autónoma.  
 
                                            
279 Cfr. MEILÁN GIL, José Luis (2009). 
280 FERNÁNDEZ FERNÁNDEZ, María José; PALEO PAZ, Héctor y CASTRILLÓN MARTÍNEZ, 
Daniel (2016). 
281 Diario Oficial de Galicia núm. 162, de 27 de agosto de 2018. 
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En todo caso, las afecciones sectoriales que se reflejan en el Plan básico 
autonómico tienen carácter declarativo, sin eficacia normativa, prevaleciendo 
en caso de discrepancia, las disposiciones y afecciones derivadas de la 
respectiva legislación sectorial, estatal o autonómica, sobre la información 
reflejada en la cartografía del Plan básico autonómico, por lo que ni clasifica ni 
categoriza el suelo a los efectos urbanísticos. Por otra parte, el Plan básico 
autonómico incorpora las determinaciones de los diferentes instrumentos de 
ordenación del territorio aprobados de conformidad con la legislación de 
ordenación del territorio de Galicia, de manera que resulte clara su incidencia 
sobre cada zona del ámbito autonómico.  
 
En desarrollo de este Plan básico autonómico se deben elaborar los planes 
básicos municipales dirigidos a los ayuntamientos de menos de 5.000 
habitantes que no cuenten con un instrumento de planeamiento general. Estos 
planes se configuran como instrumentos de ordenación para un término 
municipal completo y tienen por objeto la delimitación de los núcleos rurales 
existentes e identificados en el Plan básico autonómico y de los terrenos que 
reúnan los requisitos exigidos para ser clasificados como suelo urbano 
consolidado, además de contemplar la categorización del suelo rústico 
establecida en el Plan básico autonómico. 
 
Ambos instrumentos constituyen una ordenación básica del territorio gallego, 
cuya formulación, tramitación y aprobación corresponde a la Comunidad 
Autónoma y en cuyo proceso de gestación la colaboración y participación de 
los Ayuntamientos se limita a la emisión de un informe. No obstante esta 
escasa participación de las entidades locales en su formulación, se prevé que 
dichos planes permanezcan vigentes hasta que surjan iniciativas o razones 
determinantes de una mayor complejidad urbanística que aconsejen la 









Del análisis de ambas figuras se desprende que es el interés de dotar de 
seguridad jurídica a aquellos Ayuntamientos de escasa población, el aspecto 
que se sitúa en la base de esta novedosa previsión normativa, aunque se le 
pueda achacar la posible conculcación de la autonomía local al invadir posibles 
competencias de planificación urbanística reservadas a las entidades locales. 
Esta contingencia ha sido puesta de manifiesto, entre otros, por PENSADO 
SEIJAS282 al concluir que la potestad de planeamiento respecto a los 
Ayuntamientos incide en uno de sus elementos básicos estructurales, como es 
su territorio, como bien indican entre otros el artículo 11 de la LRBRL. 
Conforme a ello, esta facultad alcanza una dimensión fundamental en las 
entidades locales, cuya intromisión competencial, a juicio de este autor, 
quebranta el principio de Autonomía Local, recogido expresamente en el 
denominado bloque de la constitucionalidad. Para este autor, una mejor 
solución sería articular los medios coactivos y de fomento con que cuenta la 
Administración autonómica, para que los Ayuntamientos elaboraran y 
aprobaran sus propios instrumentos de planeamiento urbanístico general. 
 
Entrando a considerar la regulación material de la normativa gallega, cabe 
destacar que en el tratamiento del suelo rústico que se contiene en la actual 
normativa urbanística debemos partir de lo dispuesto en el artículo 31 de la 
Ley, que establece una calificación bastante tradicional del suelo rústico. En 
concreto el citado artículo requiere en su punto segundo que los instrumentos 
de planificación diferencien entre el suelo rural de protección ordinaria (general 
o común) y el de especial protección, que es objeto de desarrollo singularizado 
en el artículo 34, estableciéndose sobre el mismo una especificación derivada 
no tanto por el medio por el que se otorga esta protección especial (normativa 
sectorial o planeamiento), sino principalmente por el concreto valor 
predominante que determina su inclusión en este régimen de protección 
suplementaria283.  
 
                                            
282 PENSADO SEIJAS, Alberto (2016). 
283 Cfr. BETANCOR RODRÍGUEZ, Andrés (2001); FERNÁNDEZ FERRERAS, Carlos (2004-b). 
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Esta categorización en función a los valores específicos a proteger en cada tipo 
de suelo no es una característica exclusiva de la regulación gallega, ya que 
como se ha visto anteriormente el régimen de la normativa extremeña es 
similar, pero supone una exigencia adicional al planificador urbanístico, ya que 
en su diagnóstico de los elementos del suelo por los que debe ser sometido a 
una protección suplementaria a la general debe determinar expresamente el 
valor o valores preponderantes en el territorio. Esta identificación será 
evidentemente más sencilla en el caso de los ámbitos delimitados por la 
normativa sectorial aplicable, pero supondrá un elemento de mayor 
complejidad cuando los valores específicos del suelo sean apreciados por el 
propio instrumento, requiriéndose al menos en teoría una exigencia adicional 
sobre la fase de diagnóstico de las condiciones del suelo y su entorno. A esta 
exigencia se refiere expresamente en el punto tercero del artículo 34, al señalar 
expresamente que:  
 
“Los ayuntamientos que durante la elaboración de su planeamiento y 
como consecuencia del estudio detallado observasen ámbitos que, pese 
a no contar con protección sectorial, contienen valores merecedores de 
especial protección podrán otorgarles tal categorización, previa 
justificación adecuada y conformidad expresa de la administración que 
ostente la competencia sectorial”. 
 
A lo anterior cabe añadir otra consideración que refuerza el papel de la fase de 
diagnosis que requiere la elaboración del planeamiento urbanístico gallego, que 
le permite “requerir” la exclusión de determinados ámbitos del suelo 
especialmente protegido, incluso los que deberían formar parte de esta clase 
de suelo por determinarlo así la normativa sectorial. En estos casos, en los que 
conforme señala el artículo 34.5 concurra una causa prioritaria para el 
desarrollo urbanístico “racional” del municipio, podrán ser excluidos de forma 
justificada siempre que se cuente con informe favorable del órgano que ostente 
la competencia sectorial correspondiente.  Evidentemente, esta justificación 
requiere que la fase de análisis y diagnóstico de los valores predominantes y 
de los requerimientos del desarrollo racional del municipio se realice de forma 
muy exigente, dado que debe acreditarse la prioridad de un desarrollo 
urbanizador sobre un régimen de protección fundamentado en la presencia de 
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valores inherentes al suelo en su realidad actual, cuestión que se antoja 
bastante complicada y objeto de un análisis muy pormenorizado. 
 
En cuanto al régimen aplicable al suelo rural de esta Comunidad Autónoma, 
puede destacarse que en el artículo 35 de la Ley se regulan los usos y 
actividades “admisibles” en suelo rústico, que con carácter general se autorizan 
mediante la sola obtención de la licencia urbanística otorgada por el 
Ayuntamiento correspondiente. No obstante, en determinados casos, esta 
autorización requiere la previa tramitación de un procedimiento adicional, 
regulado en el artículo 36, por el que se obtenga la autorización sectorial o del 
órgano autonómico correspondiente. Estos supuestos son los relativos a 
actuaciones sobre suelos especialmente protegidos o, de forma singular, los 
proyectos de construcciones destinadas a usos residenciales vinculados a la 
explotación agrícola o ganadera y las construcciones de naturaleza artesanal o 
de reducida dimensión que alberguen actividades complementarias de primera 
transformación, almacenamiento y envasado de productos del sector primario, 
siempre que guarden relación directa con la naturaleza, extensión y destino de 
la finca o explotación del recurso natural. 
 
Finalmente, sobre esta normativa pueden realizarse algunas consideraciones 
adicionales, como es en primer lugar la prohibición de la autorización de 
actuaciones en suelo rural de carácter industrial o comercial, salvo las expresa 
y específicamente relacionadas en el citado artículo 35, con lo que se restringe 
de modo efectivo el uso del suelo rural para fines no vinculados a su naturaleza 
tradicional y, en segundo lugar, la posibilidad de efectuar construcciones y 
rehabilitaciones destinadas al turismo que sean potenciadoras del medio donde 
se ubiquen, así como construcciones e instalaciones para equipamientos y 
dotaciones públicos o privados, previa aprobación de un plan especial de 
infraestructuras y dotaciones, salvo que la actuación pudiera encuadrarse en 
los supuestos de las edificaciones existentes de carácter tradicional. 
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Conforme a este último inciso, FERNÁNDEZ FERNÁNDEZ, RECAREY 
LIÑARES y CASTRILLÓN MARTÍNEZ284 destacan que con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo 40 de la Ley, las edificaciones tradicionales existentes 
en cualquier categoría de suelo de núcleo o de suelo rústico, podrán ser 
destinadas a usos residenciales, terciarios o productivos, a actividades 
turísticas o artesanales y a pequeños talleres y equipamientos, previa 
obtención del título habilitante municipal de naturaleza urbanística, sin 
necesidad de cumplir los parámetros urbanísticos de aplicación (salvo el límite 
de altura) y podrán ser rehabilitadas, reconstruidas y, por razones justificadas, 
incluso ampliadas en volumen independiente, sin superar el 50 % del volumen 
originario de la edificación tradicional. En cualquier caso, deberán mantener 
sus características esenciales con respecto a la propia edificación, del lugar en 
que se ubica y de su tipología originaria.  
 
A estos efectos, se considerarán edificaciones tradicionales aquellas existentes 
con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 19/1975, de 2 de mayo, estatal 
de suelo, con lo que se fomenta el mantenimiento de las construcciones 
realizadas conforme a los parámetros reguladores del suelo rural vigentes 
hasta la reforma del urbanismo español de aquel año. 
 
 
11. La Rioja. 
 
La Comunidad Autónoma de La Rioja opta actualmente por regular la 
ordenación del territorio y el urbanismo en una sola norma, concretamente en 
la Ley 5/2006, de 2 de mayo, de Ordenación del Territorio y Urbanismo de La 
Rioja285, recientemente modificada por la Ley 3/2019, de 18 de marzo286. En su 
artículo 15 se contienen los instrumentos de ordenación territorial aplicables 
sobre el espacio de esta región uniprovincial, entre los que destacan por su 
                                            
284 FERNÁNDEZ FERNÁNDEZ, María José; RECAREY LIÑARES, Noelia y CASTRILLÓN 
MARTÍNEZ, Daniel (2016). 
285 Boletín Oficial de La Rioja núm. 59, de 4 de mayo de 2006 (BOE núm. 123, de 24 de mayo 
de 2006). 
286 BOE núm. 74, de 27 de marzo de 2019. 
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función de análisis y propuesta de ordenación espacial la denominada 
Estrategia Territorial de La Rioja y las Directrices de Actuación Territorial287. 
 
La propia norma riojana establece que las determinaciones de los instrumentos 
de ordenación del territorio previstos tendrán carácter meramente orientativo o 
vinculante, pudiendo éstas, a su vez, ser vinculantes sobre el territorio, para la 
fijación de su régimen jurídico, directa e inmediatamente aplicables al ámbito a 
que afecten, que prevalecerán sobre las previsiones contrarias del 
planeamiento urbanístico local; o, en otro caso, vinculantes para la 
planificación, que no serán de aplicación directa e inmediata sobre el territorio, 
pero que vincularán directamente a los instrumentos de planeamiento local, 
que deberán adaptarse a sus determinaciones en su elaboración, aprobación, 
modificación o revisión, en el plazo que se señale. Como expone 
SANTAMARÍA ARINAS288 estos instrumentos se encuentran sometidos a 
evaluación ambiental en su procedimiento de elaboración. 
 
Por su parte, la ordenación urbanística integral de los municipios de esta 
Comunidad Autónoma se realiza a través del Plan General Municipal, que 
conforme dispone el artículo 61 de la Ley de 2006, deben clasificar el suelo 
para el establecimiento del régimen jurídico correspondiente, definir los 
elementos fundamentales de la estructura general adoptada para la ordenación 
urbanística del territorio y, en tercer lugar, establecer las determinaciones 
orientadas a promover su desarrollo y ejecución. Conforme a lo indicado 
anteriormente, la norma dispone expresamente que de existir instrumentos de 
ordenación territorial, los Planes Generales Municipales deberán redactarse 
teniendo en cuenta las determinaciones y directrices establecidas en aquellos, 
con el alcance que en cada caso se establezca. En la misma forma que en el 
resto de normas autonómicas analizadas, el planeamiento general despliega 
sus efectos en la práctica directamente o, en otro caso, a través de los 
instrumentos de desarrollo que relaciona el artículo 74 de la Ley.  
                                            
287 A los que se les suman las Zonas de Interés Regional y los Proyectos de Interés 
Supramunicipal. 
288 SANTAMARÍA ARINAS, René Javier (2006). 
208






En lo referente al tratamiento del suelo no urbanizable, la normativa riojana 
asume una terminología algo confusa, debido a que establece dos tipos 
fundamentales denominados como suelo no urbanizable genérico y suelo no 
urbanizable “especial”. En este segundo tipo, en el que sin duda debemos 
entender comprendidas las categorías de suelo rural sometido a especial 
protección en esta región, se incluyen los suelos que se encuentren sometidos 
a algún régimen de protección incompatible con su transformación de acuerdo 
con los distintos instrumentos de ordenación territorial o la legislación sectorial; 
en razón de sus valores paisajísticos, históricos, arqueológicos, científicos, 
ambientales o culturales; los terrenos cuyas características geotécnicas o 
morfológicas desaconsejen su destino a aprovechamientos urbanísticos para 
evitar riesgos ciertos de erosión, hundimiento, inundación o cualquier otro tipo 
de calamidad; y, en tercer lugar, los sometidos a limitaciones o servidumbres 
para la protección del dominio público cuando las leyes que los establecen así 
lo exijan o excluyan cualquier uso urbano de los mismos. 
 
En el caso del suelo no urbanizable genérico, el artículo 46 de la ley riojana 
establece que deberán incluirse aquellos en los que concurra alguno de los 
valores referidos en la categoría de suelo especial o que cuenten con un 
significativo valor agrícola, forestal o ganadero o con riquezas naturales, 
justificando debidamente dichas circunstancias, y excepcionalmente y con igual 
justificación, aquellos que por su ubicación y características o por los costes 
desproporcionados que exigiría su aprovechamiento urbanístico, resulten 
inadecuados para el desarrollo urbano.  En este caso parece que el primer tipo 
de suelo definido como genérico podría hacer referencia al suelo protegido por 
el planeamiento urbanístico, no solo por ser el propio instrumento el que lo 
identifique, sino principalmente porque en el mismo se apreciarían valores que 
deben motivar la especial protección del suelo, en base a criterios reconocidos 
doctrinal y jurisprudencialmente como es el de la naturaleza reglada del suelo 
especialmente protegido, al que se hará cumplida referencia más adelante en 
este trabajo. 
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Por lo tanto, cabe concluir que en contra de lo que pudiera parecer por la 
denominación que utiliza la norma riojana, el suelo rural común de esta región 
(entendiendo por tal el que presenta una protección general por su condición 
rural) quedaría reservado para el segundo tipo de suelo genérico, debido a que 
el primero de los supuestos parece englobar una categoría específica de suelo 
a proteger especialmente por el propio instrumento de planificación 
urbanística289. No obstante, debemos entender que la determinación con la que 
el planeamiento aplicable delimite los correspondientes ámbitos de suelo no 
urbanizable, será la que en definitiva defina el alcance de la protección 
atribuida a estos suelos.  
 
En lo que respecta al suelo no urbanizable genérico, como afirma SÁNCHEZ 
GOYANES290 es el medio viable para clasificar terrenos como suelo no 
urbanizable, aunque no concurra en ellos valor específico alguno, sino 
simplemente como una técnica al servicio de una estrategia más amplia de 
encauzamiento racional del proceso urbanizador, en consonancia con los 
postulados, cada vez más vinculantes, de los principios de utilización racional 
de los recursos naturales y de sostenibilidad. 
 
En cuanto al régimen aplicable al suelo no urbanizable de esta Comunidad 
Autónoma, los propietarios tendrán derecho de disfrutar de sus terrenos de 
acuerdo con la naturaleza propia de los mismos, para lo que deberán ser 
destinados a explotaciones acordes con la utilización racional de los recursos 
naturales. Las actividades y usos que excedan de ese destino natural de los 
terrenos estarán sujetos, como regla general, a la obtención de título 
                                            
289 La propia terminología utilizada por el artículo 46.a) de la norma riojana parece avalar esta 
consideración, debido a que equipara los valores identificados en el terreno a los establecidos 
por el artículo 45 para el suelo no urbanizable especial o, en otro caso, determina que son 
“significativos” valores agrícolas, forestales, ganaderos o riquezas naturales, los motivos que 
deben fundamentar la inclusión del territorio en esta categoría de suelo, debiendo justificar 
adecuadamente esta decisión. Como veremos más adelante, esta definición se equipara 
irremediablemente con la terminología generalmente aceptada para la delimitación del suelo no 
urbanizable sujeto a especial protección. 
290 SÁNCHEZ GOYANES, Enrique (2009). 
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administrativo habilitante, adicional a la preceptiva licencia urbanística 
municipal (arts. 47 y ss.). 
 
 
12. Comunidad de Madrid. 
 
En el caso de la Comunidad de Madrid, la normativa sobre ordenación territorial 
y suelo se presenta actualmente contenida en leyes diferenciadas, a 
semejanza de lo que sucede en Andalucía y otras regiones españolas. En 
concreto, la normativa de ordenación territorial se contiene en la Ley 9/1995, de 
28 de marzo, de Medidas de Política Territorial, Suelo y Urbanismo291, en la 
que se delimitan los ámbitos de actuación de los distintos instrumentos 
planificación territorial, entre los que se encuentran el denominado Plan 
Regional de Estrategia Territorial y los Planes de Ordenación del Medio Natural 
y Rural.  
 
Por lo que respecta al primero de ellos, junto con el resto de competencias que 
suelen atribuirse a un instrumento de ordenación territorial de carácter general 
y estructural, el artículo 16.1.2 de la norma madrileña le atribuye expresamente 
la competencia para la delimitación de los espacios naturales y rurales que 
deban ser preservados del proceso de urbanización y cuyo régimen normativo 
puede ser desarrollado por los Planes de Ordenación del Medio Natural y 
Rural, como instrumentos de culminación del proceso planificador territorial en 
lo que respecta al suelo de naturaleza rural en esta Comunidad Autónoma.  
 
Para VALENZUELA RUBIO292 la mayor novedad de la Ley era la propuesta de 
diseño del gobierno del territorio integrando en un esquema unitario la 
ordenación del territorio y el urbanismo en sentido estricto, como una 
competencia compartida por la Comunidad Autónoma y los Ayuntamientos. 
Para ello, en palabras del propio autor, se optaba por utilizar la escala territorial 
                                            
291 Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid núm. 86, de 11 de abril de 1995 (BOE núm. 186, 
de 5 de agosto de 1995). 
292 VALENZUELA RUBIO, Manuel (2010, pág. 111). 
211





como ámbito privilegiado para la actividad planificadora, teniendo como figura 
preponderante el citado Plan Regional de Estrategia Territorial, al que se 
encomendaba la responsabilidad de establecer la organización y estructura del 
territorio, la definición de sus objetivos estratégicos y la elaboración del marco 
de referencia de todos los demás instrumentos o planes de ordenación 
territorial y de planeamiento municipal. Además, se ponía en manos de la 
Administración autonómica, junto a las competencias sectoriales, la posibilidad 
de impulsar acciones estratégicas en aspectos tales como las magnitudes de 
desarrollo, la ocupación del suelo, la compatibilidad intermunicipal o los valores 
ambientales. 
 
Al igual que en el resto de normativas autonómicas analizadas, en la 
Comunidad de Madrid las determinaciones de la planificación territorial vinculan 
al resto de los instrumentos de planeamiento que desplieguen sus efectos 
sobre el territorio regional y, de forma especial, sobre los instrumentos 
urbanísticos, por expresa determinación del artículo 17 de la propia Ley de 
1995. Esta vinculación tendrá distinto alcance en función del grado en el que se 
formulen en los respectivos instrumentos territoriales, si bien, por propia 
determinación legal, sólo las determinaciones relativas a las denominadas 
Zonas de Interés Regional podrán producir la directa modificación de los 
parámetros del planeamiento urbanístico municipal vigente. 
 
En lo que respecta a la normativa urbanística madrileña, actualmente ésta se 
contiene básicamente en la Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo, de la 
Comunidad de Madrid293, en la que se recoge la nomenclatura más 
generalizada de las clases de suelo, distinguiendo entre suelo urbano, 
urbanizable y no urbanizable, con la peculiaridad que en esta Comunidad 
Autónoma se le añade a esta última clase de suelo la expresión “de 
protección”. Con esta denominación el legislador madrileño parece querer 
enfatizar la necesidad de proteger el suelo rural de la Comunidad Autónoma, 
sin duda influenciado por la realidad física y social de la región en la que se 
                                            
293 Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid núm. 177, de 27 de julio de 2001 (BOE núm. 245, 
de 12 de octubre de 2001). 
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ubica el área metropolitana de la Capital de España con su indudable presión 
expansionista. 
  
Esta necesidad de protección suplementaria del suelo no urbanizable se 
desprende igualmente de la clasificación que el artículo 16.1 de la Ley del 
Suelo de la Comunidad de Madrid realiza sobre el suelo no urbanizable de 
protección, en la que sólo se distinguen dos categorías en función de que la 
normativa sectorial o ambiental determine su carácter rural o, en segundo 
lugar, de que el planeamiento aprecie la concurrencia de valores que requieran 
su preservación en estado natural. Aparte del carácter de protección reforzada 
que la regulación madrileña parece otorgar al suelo rural, de su categorización 
normativa podemos extraer otra conclusión, que es la inexistencia de un suelo 
común genérico en el no urbanizable, lo que supone la necesidad de que sea 
planeamiento municipal el que establezca el régimen jurídico aplicable en cada 
área de suelo delimitada en esta clase de suelo. 
 
Como afirman FERRE MOLTÓ y NAVAJAS LAPORTE294 de la normativa 
madrileña sobre suelo se desprende que la clasificación de un terreno como no 
urbanizable protegido ha de ser entendida como una decisión necesariamente 
dotada de un fundamento razonable, capaz de poner en evidencia la existencia 
en este suelo de los valores que el planificador estime conveniente preservar. 
Con esta premisa, las citadas autoras entienden que el suelo no urbanizable 
madrileño se obtiene a través de un criterio de clasificación necesariamente 
restrictivo y, por lo tanto, de consideración muy justificada, que el planificador 
debe acreditar de forma coherente con la singularidad que se otorga por la 
normativa de forma directa a esta clase de suelos. 
 
Estas consideraciones evidencian la preponderancia que el legislador 
madrileño otorga al planeamiento como elemento determinante en la 
clasificación del suelo y en el establecimiento de su régimen jurídico aplicable, 
                                            
294 FERRE MOLTÓ, María de los Ángeles y NAVAJAS LAPORTE, Cristina (2002, pág. 163). 
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lo que en el caso del suelo no urbanizable de protección se pone de manifiesto 
al incluir el artículo 16 un punto segundo con la siguiente redacción:  
 
“El planeamiento regional territorial clasificará directamente los terrenos 
que, en todo caso, deban pertenecer a esta clase de suelo, que será 
completado, en su caso, por la clasificación realizada por el 
planeamiento general”.  
 
De conformidad con la redacción de este artículo, se aprecia como la normativa 
madrileña atribuye de forma expresa a la planificación territorial la capacidad 
para clasificar suelo no urbanizable de protección (a diferencia de lo que 
sucede en otros casos antes analizados), lo que supone un grado de 
vinculación suplementaria y muy acentuada sobre el planeamiento municipal, 
que en este caso solo puede adicionar ámbitos de este tipo de suelo.  
 
Con esta afirmación se vuelve a poner de manifiesto la importancia que el 
legislador madrileño otorga al suelo rural, cuya delimitación y protección quiere 
establecer desde los instrumentos de planificación más generales existentes en 
la Comunidad Autónoma, no solo mediante el establecimiento de directrices o 
recomendaciones de ordenación territorial, sino vinculando al planeamiento 
municipal con la propia fijación espacial de los suelos cuyos valores inherentes 
reclaman una protección específica y su no incorporación a un posible futuro 
proceso urbanizador. Indudablemente, con esta atribución normativa expresa 
de delimitación de suelo rural protegido a los instrumentos de ordenación 
territorial se pretende, de facto, establecer un control reforzado de la actuación 
urbanística de los municipios por la Comunidad Autónoma, cuestión que se 
produce de forma generalizada al requerirse la aprobación regional para los 
procedimientos urbanísticos de mayor calado, pero que en el caso madrileño 
se presenta de forma mucho más evidente y acentuada con esta 
preponderancia no solo material sino también formal de la ordenación territorial. 
 
Sin embargo, algunos autores como RUIZ SÁNCHEZ295 han puesto de 
manifiesto la complejidad de la coordinación de este sistema combinado de 
                                            
295 RUIZ SÁNCHEZ, Javier (2001, pág. 138). 
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ordenación territorial, debido a que, aunque se fomente el planeamiento urbano 
territorial, su implementación se entiende muy difícil de desarrollar, no tanto 
como consecuencia de la inexistencia de instrumentos habilitados para ello, 
sino fundamentalmente por la dificultad de coordinación de los mismos bajo un 
programa común. La dificultad de dicha coordinación es consecuencia directa 
de la propia complejidad del territorio, pero lo es aún más de nuestro propio 
diseño administrativo y competencial y de las barreras comunicativas entre 
organismos y entidades. 
 
Como apunta SÁNCHEZ GOYANES296 en lo que respecta al régimen del suelo 
no urbanizable de protección, el artículo 28.1 del la Ley madrileña establece 
como derechos del propietario del suelo no urbanizable los correspondientes a 
la explotación tradicional de los terrenos con arreglo a la potencialidad natural 
de los mismos, a los que se unirá toda una serie de derechos de utilización 
específicos en los artículos 28.1 y 29 de la misma norma. Conforme a esta 
realidad natural, el suelo podrá ser destinado eventualmente a los usos que se 
señalen en el correspondiente régimen de protección predeterminado en la 
disposición superior de la que éste dimane y, en todo caso, a las instalaciones 
vinculadas a dotaciones públicas a que se refiere el artículo 29.2. 
 
Además de lo anterior, de forma excepcional, en esta clase de suelo son 
también admisibles actuaciones específicas, para las que se requiere la previa 
tramitación del procedimiento de calificación, con lo que la normativa madrileña 
se equipara al resto de normativas autonómicas en la posibilidad y 
procedimiento de autorización de actuaciones no vinculadas a los usos 
tradicionales de los entornos rurales, justificadas por su interés público o social, 
por su contribución a la ordenación y el desarrollo rurales o, en todo caso, 




                                            
296 SÁNCHEZ GOYANES, Enrique (2001-b). 
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13. Región de Murcia. 
 
En el caso de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, al igual que en 
supuestos anteriores, la actual normativa sobre ordenación territorial y 
urbanística se presenta de forma unificada en la reciente Ley 13/2015, de 30 de 
marzo, de ordenación territorial y urbanística de la Región de Murcia297, en la 
que se determinan las clases de suelo conforme a la nomenclatura 
preponderante en la mayoría de las Comunidades Autónomas, denominando al 
suelo rural como suelo no urbanizable.  
 
Como novedades más significativas LÓPEZ PÉREZ298 destaca los Estudios de 
Paisaje, regulados en los artículos 45 a 47, que tienen por objeto el análisis y la 
evaluación del impacto que sobre el paisaje podría tener una actuación, 
actividad o uso concreto sobre el territorio, y las medidas a adoptar para su 
correcta integración. Su realización y aprobación resulta necesaria cuando así 
lo indique la normativa de los instrumentos de ordenación del territorio y 
urbanísticos. Además, el citado autor resalta el régimen de ordenación del 
litoral murciano, adaptándose a la vigente legislación de costas estatal y, 
finalmente, las novedosas estrategias territoriales, que tienen por objeto la 
gestión integral del territorio desde una perspectiva amplia y global tomando en 
cuenta la interdependencia y diversidad de los sistemas territoriales y 
naturales, las actividades humanas y la percepción del entorno, estableciendo 
políticas de protección, regulación y gestión, mediante procesos participativos y 
de coordinación de todos los agentes sociales e institucionales para lograr sus 
objetivos específicos, todo ello de conformidad con lo establecido en el artículo 
59. La propia Ley contempla, al margen de otras que puedan innovarse, la 
Estrategia del Paisaje y la Estrategia de Gestión de Zonas Costeras, 
prevaleciendo ambas sobre el planeamiento urbanístico, vinculando 
expresamente sus determinaciones con arreglo al alcance establecido en las 
mismas. 
                                            
297  Publicada en el Boletín Oficial de la Región de Murcia núm.  77, de 6 de abril de 2015 (BOE 
núm. 104, de 1 de mayo de 2015). 
298 LÓPEZ PÉREZ, Fernando (2015). 
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En lo que respecta al suelo no urbanizable, la normativa murciana en su 
artículo 83 distingue tres tipos de suelo en función del régimen jurídico 
aplicable, diferenciando entre suelo no urbanizable inadecuado para su 
transformación urbanística (que puede identificarse como suelo rural común, 
delimitado como tal por el planeamiento aplicable), el de protección específica 
(que incluye los terrenos calificados como especialmente protegidos por la 
normativa sectorial) y, finalmente, el protegido por el planeamiento, definido 
como el que fuera justificado por sus valores de carácter agrícola, incluso las 
huertas tradicionales, forestal, ganadero, minero, paisajístico o por otras 
riquezas naturales, así como aquellos que se reserven para la implantación de 
infraestructuras o servicios públicos.  
 
De conformidad con esta diferenciación del suelo no urbanizable, vemos como 
la Región de Murcia sigue la categorización generalizada del territorio en 
función del elemento concreto que establece y motiva su concreta calificación, 
distinguiendo los suelos que requieren una protección suplementaria de la 
general del suelo rural común en atención al medio que la requiere 
expresamente. Como al efecto expone AVILÉS HERNÁNDEZ299 la distinción 
entre los tipos de suelo protegido que establece la normativa murciana deriva, 
como en otras normativas autonómicas, del ámbito por el que se declara 
expresamente tal condición. De este modo, en el caso del suelo no urbanizable 
de protección específica, su declaración viene definida por la propia normativa 
sectorial o, en otro caso, por los instrumentos de ordenación territorial o de 
naturaleza ambiental que desplieguen sus efectos sobre el territorio en 
cuestión. Al contrario, en el caso del suelo no urbanizable de protegido por el 
planeamiento, será el propio instrumento de planificación urbanística el que 
determine su especial condición, en función del análisis del terreno realizado en 
su elaboración y de los valores susceptibles de protección que en el mismo se 
identifiquen. 
 
                                            
299 AVILÉS HERNÁNDEZ, Elena (2008, pág. 94). 
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PÉREZ ALCARAZ300 expone que en la definición del suelo no urbanizable 
clasificado por decisión propia del planificador urbanístico se incluyen, además 
de los terrenos a preservar por su valor agrícola, ganadero, minero o, en 
general, por sus riquezas naturales, los referentes a la minería, como actividad 
tradicional en algunas zonas de la región y al paisaje, en cuanto a éste, la 
propia norma establece en sus artículos 62 y siguientes una específica 
Estrategia del Paisaje, que tiene como objetivo reconocer el paisaje como 
expresión de la diversidad del patrimonio común cultural, residencial, industrial 
y natural, aplicar políticas de protección, gestión y ordenación de paisaje, 
establecer procedimientos de participación pública, e integrar el paisaje en las 
políticas de ordenación territorial y urbanística. 
 
Conforme a la citada distribución de la clasificación del suelo no urbanizable 
realizada por la normativa murciana, sus artículos 92 y siguientes establecen 
su régimen jurídico específico, señalando al efecto que sus titulares tendrán 
derecho a usar, disfrutar y disponer de sus terrenos conforme a la naturaleza 
de los mismos, para un aprovechamiento racional de los recursos, conforme a 
lo dispuesto en la legislación estatal y siempre que no suponga su 
transformación urbanística. En el mismo sentido que el resto de normas 
autonómicas, la Ley murciana modula esta apreciación general para el caso de 
los suelos protegidos, en los que se debe contrastar cualquier proyecto con el 
concreto régimen de protección asignado a cada territorio.  
 
Sobre esta cuestión, LÓPEZ PÉREZ301 destaca la novedad introducida en esta 
Comunidad Autónoma, de poder calificar suelo no urbanizable como sistema 
general, al objeto de obtener suelo de valor ambiental gratuitamente para evitar 
definitivamente su transformación física y proteger y conservar los valores 
existentes. Este modelo se importa por la normativa murciana de otras 
legislaciones autonómicas que adoptaron esta posibilidad anteriormente, como 
son los casos de Galicia, la Comunidad de Madrid, la Comunidad Valenciana o 
Castilla y León. 
                                            
300 PÉREZ ALCARAZ, Salvador (2013). 
301 Op. cit. (2015). 
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Por su parte, PÉREZ ALCARAZ302 expone que la Ley autonómica murciana 
establece que los usos y construcciones permitidos en esta clase de suelo, han 
de ser los estrictamente necesarios para las actividades propias de cada una 
de las zonas delimitadas. Sin embargo, excepcionalmente, se admiten 
determinadas actuaciones específicas de interés público, justificando su 
ubicación y las razones de su excepcionalidad y su interés público en relación 
con los valores señalados en el planeamiento general, debiendo resolver 
adecuadamente las infraestructuras precisas para su funcionamiento y su 
inserción en el territorio mediante estudio de paisaje. A estas autorizaciones 
excepcionales, aprobadas mediante un procedimiento específico conforme a la 
tradición normativa española, se le suma la posibilidad de autorizar viviendas 
unifamiliares ligadas a la actividad productiva de la explotación que, de forma 
efectiva, se ubique en el territorio en el que se proyecta la construcción 
residencial (art. 95). 
 
Para la aplicación de todos los parámetros expuestos la Ley murciana 
establece expresamente que los instrumentos de planeamiento pueden 
identificar los suelos incluidos en la cada clase del no urbanizable y, en 
concreto, los terrenos cuyos valores requieren ser incluidos en la categoría de 
suelos protegidos por el planeamiento. Concretamente, en su artículo 20 
determina los instrumentos de planificación territorial, cuya función en el caso 
de las denominadas Directrices de Ordenación Territorial y de los Planes de 
Ordenación Territorial comprende la ordenación del suelo (como su propio 
nombre indica) y en el caso de los segundos incluye específicamente la 
delimitación de las zonas a proteger por su interés natural, ecológico, 
ambiental, paisajístico, histórico, turístico, cultural o económico, con indicación 
de su régimen de protección y explotación y, en segundo lugar, de las zonas de 
riesgo de inundación, geomorfológico, de la minería o de cualquier otro riesgo 
natural o tecnológico, así como el régimen de usos asociados a dichos riesgos. 
A esta consideración debemos añadir que en la normativa murciana se sigue 
                                            
302 Op. cit. (2013). 
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igualmente la vinculación generalizada que se predica de los instrumentos de 
ordenación territorial sobre los urbanísticos303. 
 
A los instrumentos de planeamiento urbanístico se refieren los artículos 113 y 
siguientes de la Ley de 2015, atribuyendo a los mismos la competencia para 
clasificar el suelo, en concreto al denominado como Plan General Municipal de 
Ordenación, encargado conforme determina el artículo 118 a delimitar los 
distintos ámbitos de suelo no urbanizable y sus diferentes categorías y, a su 
vez, a establecer las medidas, condiciones y limitaciones para cada una de las 
categorías en razón de los valores a proteger, dirigidas a evitar la formación de 
núcleos urbanos, de conformidad con el régimen urbanístico establecido en la 
propia norma. Por todo ello, podemos apreciar que el sistema de planeamiento 
murciano se adapta milimétricamente al régimen instaurado por la normativa 
estatal desde los años setenta del pasado siglo, atribuyendo la competencia 
principal para el establecimiento de los regímenes de protección del suelo a los 
instrumentos urbanísticos, con las vinculaciones y directrices procedentes de 
los instrumentos de planificación territorial y de la normativa sectorial aplicable.  
 
Como indica LÓPEZ PÉREZ304 otra novedad de la Ley13/2015, de 30 de 
marzo, es la que el propio legislador llega a calificar en el preámbulo como 
procedimiento innovador en el panorama de la normativa urbanística 
autonómica, concerniente a la coordinación entre la aprobación de los 
instrumentos de planeamiento urbanístico y el procedimiento ambiental, de 
forma que los plazos su la tramitación sea conjunta, teniendo como objetivo 




                                            
303 Artículo 22.1: “Las determinaciones de los instrumentos de ordenación del territorio 
vincularán a todas las administraciones públicas y a los particulares, en los términos 
establecidos en los mismos, prevaleciendo siempre sobre las determinaciones del instrumento 
de rango inferior y sobre los planes urbanísticos municipales que, en caso de contradicción, 
deberán adaptarse en plazo y contenido a lo dispuesto en aquellos”. 
304 Op. cit. (2015). 
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14. Comunidad Foral de Navarra. 
 
La regulación navarra se contiene en el reciente Decreto Foral Legislativo 
1/2017, de 26 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Foral 
de Ordenación del Territorio y Urbanismo305. En esta norma conjunta para 
ambas materias306, se relacionan en su artículo 28 los instrumentos de 
ordenación territorial aplicables sobre el ámbito de la Comunidad Foral, que 
ordenados de forma jerárquica son: la Estrategia Territorial de Navarra, los 
Planes de Ordenación Territorial, los Planes Directores de Acción Territorial y 
los Planes y Proyectos Sectoriales de Incidencia Supramunicipal.  
 
Además de estos instrumentos, la normativa foral incluye dentro de la 
ordenación territorial planes sectoriales como son los Planes de Ordenación de 
los Recursos Naturales o el Plan Director de Carreteras. Al igual que sucede en 
otras normativas ya analizadas, la navarra también establece la vinculación de 
los instrumentos de ordenación territorial, tanto entre sí de forma jerarquizada, 
como sobre los instrumentos de planificación urbanística y, en todo caso, 
conforme al diferente alcance de sus determinaciones307. Conforme destacan 
SÁNCHEZ GOYANES y RUBIO TORRANO308 estas determinaciones podrán 
ser: 
 
a) Determinaciones vinculantes sobre el territorio, en orden a la ratificación 
o la modificación del régimen jurídico directa e inmediatamente aplicable 
a los terrenos sobre los que incidan y que, como determinaciones de 
ordenación territorial, prevalecerán sobre las previsiones contrarias del 
planeamiento local. 
 
                                            
305 Boletín Oficial de Navarra núm. 168, de 31 de agosto de 2017 (BOE núm. 272, de 9 de 
noviembre de 2017). 
306 También debemos hacer referencia al Decreto Foral 85/1995, de 3 de abril, por el que se 
aprueba el Reglamento de la Ley Foral 10/1994, de 4 de julio, de normas reguladoras de 
Ordenación del Territorio y Urbanismo (Boletín Oficial de Navarra núm. 69, de 31 de mayo de 
1995). 
307 Los antecedentes de la ordenación territorial de la Comunidad Foral de Navarra pueden 
encontrarse de forma sintetizada en ENÉRIZ OLAECHEA, Javier (1989). 
308 SÁNCHEZ GOYANES, Enrique y RUBIO TORRANO, Roberto (2003). 
221





b) Determinaciones vinculantes para la planificación, que no tendrán 
aplicación directa e inmediata, pero obligan a atenerse a su contenido al 
elaborar, aprobar y modificar la planificación urbanística local, bien sea 
cuando se decida su elaboración, bien sea en el plazo previsto en la 
propia determinación. 
 
c) Determinaciones orientativas, que constituirán criterios, directrices y 
guías de actuación de carácter no vinculante, informadores de las 
pautas que el Gobierno de Navarra considere adecuadas para la 
actuación territorial y urbanística de los poderes públicos. 
 
Por su parte, a los instrumentos destinados a contener la planificación 
urbanística se refieren los artículos 48 y siguientes, en los que se incluyen al 
Plan General Municipal, destinado a ordenar urbanísticamente sobre toda la 
extensión de los términos municipales de esta Comunidad Autónoma, y el resto 
de instrumentos que, según cada supuesto concreto, están destinado a 
desarrollar las previsiones del planeamiento general. En su formulación, la 
normativa navarra dispone la división de las determinaciones contenidas en los 
instrumentos de ordenación urbanística en estructurantes y pormenorizadas. 
Las primeras son aquellas mediante las cuales se define el modelo de 
ocupación, utilización y preservación del conjunto de cada municipio, así como 
los elementos fundamentales de la estructura urbana y territorial y de su 
desarrollo futuro. Por su lado, las determinaciones pormenorizadas son las que 
precisan las anteriores hasta el grado suficiente para legitimar la realización de 
actos concretos de ejecución material. 
 
Dentro de los instrumentos de desarrollo, RAZQUIN LIZARRAGA309 destaca a 
los Planes Especiales de Actuación Urbana, figura incorporada a la normativa 
navarra en la innovación realizada en 2015 y que pueden contemplar la 
regeneración o renovación de carácter integrado, pudiendo incluso regular 
actuaciones de nueva urbanización mediante la reclasificación de suelos no 
                                            
309 RAZQUIN LIZARRAGA, Martín María (2016). 
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urbanizables cuando resulten necesarios para ubicar dotaciones urbanísticas 
públicas e infraestructuras, con un máximo del 10 por ciento de la superficie 
total del ámbito. Estos Planes Especiales de Actuación Urbana deben contener 
adicionalmente la especificación y justificación del tipo o tipos de actuación que 
desarrollan y la memoria de viabilidad y sostenibilidad económica, que pasa a 
ser un documento esencial del Plan. 
 
En lo que respecta al tratamiento del suelo no urbanizable, conforme a su 
determinación por los instrumentos de planificación urbanística, podemos 
indicar que la regulación navarra presenta algunas notas características que la 
diferencian del régimen general de la mayoría de normas autonómicas, lo que 
también conlleva un cierto punto de complejidad para poder simplificar su 
específica categorización.  
 
En concreto, la normativa navarra establece dos tipos fundamentales de suelo 
no urbanizable, como son el de protección y el de preservación. En el primer 
tipo, de protección, se deben incluir los suelos que, de acuerdo con la 
legislación sectorial, estén sometidos a algún régimen especial de protección 
incompatible con su transformación por sus valores paisajísticos, naturales, 
ambientales o agrícolas, o por sus valores históricos, artísticos, científicos o 
culturales; en segundo lugar, los que estén excluidos del proceso urbanizador 
por los instrumentos de ordenación territorial en razón al modelo de desarrollo 
territorial, a sus valores paisajísticos, naturales, ambientales o agrícolas, o a 
sus valores históricos, artísticos, científicos o culturales; y, en tercer lugar, los 
que se encuentren amenazados por riesgos naturales o de otro tipo que sean 
incompatibles con su urbanización, tales como inundación, erosión, 
hundimiento, desprendimiento, corrimiento, incendio, contaminación o cualquier 
otro tipo de perturbación de la seguridad y salud públicas o del ambiente 
natural. En este último tipo también podrán incluirse los terrenos que habiendo 
tenido en el pasado los valores anteriores, los hayan perdido por incendios, 
devastaciones u otras circunstancias y deban ser protegidos para facilitar su 
recuperación. Tanto por su denominación como por su contenido, es evidente 
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que este tipo de suelo no urbanizable debe de considerarse como suelo 
especialmente protegido, con los efectos legales establecidos para ello en la 
propia normativa navarra. 
 
No obstante lo anterior, la situación torna a mayor complejidad cuando se 
analiza la definición de suelo no urbanizable de preservación, en el que el 
artículo 92.2 del texto refundido navarro incluye a los suelos que el 
planeamiento municipal justificadamente considere necesario preservar para el 
mantenimiento de sus características, por sus valores paisajísticos, históricos, 
arqueológicos, científicos, culturales, ambientales, o por su valor agrícola, 
ganadero o forestal y, en segundo lugar, los que el planeamiento municipal 
justificadamente considere incompatibles con el desarrollo urbanístico por 
razones de conservación, capacidad y funcionalidad de infraestructuras, 
equipamientos, servicios e instalaciones públicas o de interés público, o para la 
instalación de actividades especiales, de acuerdo con lo que se establezca 
reglamentariamente. En este caso, al igual que hemos visto en el caso de La 
Rioja, parece justificado entender que el primero de los tipos descritos como 
suelo no urbanizable de preservación deba ser considerado como suelo de 
especial protección por planificación urbanística, al concurrir en el mismo 
elementos que, conforme a la doctrina y jurisprudencia prácticamente unánime, 
deben ser sometidos a medidas de especial protección sobre el régimen 
atribuido al suelo común rural del territorio310. 
 
La anterior afirmación es corroborada por lo dispuesto en el punto tercero del 
artículo 92 de esta norma, en el que se indica que en el suelo no urbanizable, 
tanto de protección como de preservación, el planeamiento podrá distinguir las 
siguientes subcategorías, en atención al motivo que justifica dicha clasificación: 
suelo de valor paisajístico, de valor ambiental, de valor para su explotación 
natural, de valor cultural, de salvaguarda del modelo de desarrollo, de 
prevención de riesgos, destinado a infraestructuras y, finalmente, el destinado 
para actividades especiales. 
                                            
310 Que debe estar constituido por el segundo de los supuestos establecidos para este tipo de 
suelo no urbanizable de preservación. 
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Como más adelante se analizará debidamente, parece evidente que al menos 
las primeras cuatro categorías de suelo relacionadas deberán ser objeto de un 
tratamiento singularizado, por lo que podemos concluir que la especial 
protección del suelo no depende, en la regulación actual de Navarra, del tipo de 
suelo en el que se incluye, sino de la subcategoría en el que se inscribe dentro 
de cada tipo de los identificados por la normativa.  
 
Cabe añadir que la norma analizada determina expresamente que el 
planeamiento urbanístico municipal de las entidades navarras deberá recoger 
la regulación y delimitación de los suelos de protección con carácter informativo 
salvo en los casos en los que la legislación sectorial o los instrumentos de 
ordenación territorial le faculten a establecer o concretar dicha regulación y/o 
delimitación. Con esta premisa, de facto está otorgando al planeamiento 
territorial la facultad de establecer el régimen jurídico aplicable al suelo 
protegido que identifique, lo que va a condicionar la planificación urbanística no 
solo en la delimitación de sectores de suelo no urbanizable sino, además, en el 
régimen de usos establecidos sobre los mismos. 
 
Finalmente, en lo que respecta al régimen jurídico de los suelos rurales de esta 
Comunidad Autónoma, SÁNCHEZ GOYANES y RUBIO TORRANO311 exponen 
que los propietarios de suelo no urbanizable deberán, por una parte, destinarlo 
a fines agrícolas, forestales, ganaderos, cinegéticos u otros vinculados a la 
utilización racional de los recursos naturales, y dentro de los límites que, en su 
caso, establezcan las leyes o el planeamiento. Por otro lado, solicitar 
autorización para realizar los usos y actividades previstos en ley, sin perjuicio 
de lo que disponga la legislación sectorial aplicable. Las limitaciones 
establecidas en la ley para el régimen de protección del suelo no urbanizable 
tienen el carácter de mínimas y básicas, pudiendo el planeamiento establecer 
condiciones de protección superiores para zonas específicas del suelo no 
urbanizable, en razón de las específicas condiciones y características del 
                                            
311 Op. cit. (2003). 
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territorio al que se refieran. Con ello, la Ley Foral se articula como una norma 
de mínimos que otorga al planificador municipal la potestad de aumentar el 
nivel de preservación de determinadas áreas del espacio físico rural. 
 
A partir de esta premisa, el artículo 110 de la norma refundida navarra distingue 
en las actividades y usos en suelo no urbanizable, las permitidas, meramente 
autorizables y expresamente prohibidas. Conforme a esta distinción, como 
disposición general, en el suelo no urbanizable navarro, tanto de protección 
como de preservación, serán consideradas actividades permitidas aquellas 
actividades y usos que por su propia naturaleza sean compatibles con los 
objetivos de protección y preservación del suelo no urbanizable, y garanticen 
que no alterarán los valores o causas que han motivado la protección o 
preservación de dicho suelo. Por su parte, se entienden actividades 
autorizables las que por su propia naturaleza deban emplazarse en suelo no 
urbanizable, en determinadas condiciones y con carácter excepcional, sean 
compatibles con los objetivos de protección y preservación del suelo no 
urbanizable y garanticen que no alterarán los valores o causas que han 
motivado la protección o preservación de dicho suelo. Estas actividades 
autorizables, a las que la propia norma adiciona la vivienda unifamiliar aislada 
conforme a su artículo 115, podrán ser promovidas en suelos protegidos en 
función de las limitaciones específicas existentes en cada caso y, con carácter 
general, autorizadas con arreglo al procedimiento bifásico que se contiene en el 
artículo 117 y cuya resolución se confiere al órgano foral competente en 
materia de ordenación del territorio y urbanismo.   
  
  
15. País Vasco. 
 
En el País Vasco la normativa sobre las materias que venimos analizando se 
presenta actualmente en normas diferenciadas, incluyendo la regulación 
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fundamental sobre planificación territorial312 en la Ley 4/1990, de 31 de mayo, 
de Ordenación del Territorio del País Vasco313. Esta norma relaciona los 
instrumentos de planificación del territorio aplicables sobre la comunidad vasca 
en su Título II, donde se definen las Directrices de Ordenación Territorial, los 
Planes Territoriales Parciales y los Planes Sectoriales314, estableciendo su 
régimen de tramitación y aprobación315, así como su contenido. 
 
En lo que respecta a las Directrices de Ordenación Territorial, conforme a lo 
dispuesto en su artículo 4, constituirán el marco general de referencia para la 
formulación de los restantes instrumentos de ordenación regulados en la propia 
Ley, así como de los planes de ordenación previstos en la legislación sobre 
régimen del suelo, al que en todo caso habrán de acomodarse los planes, 
programas y acciones con incidencia en el territorio que puedan desarrollar las 
diferentes Administraciones Públicas de carácter autonómico, foral o local, en 
el ejercicio de sus respectivas competencias. Para VEGARA GÓMEZ316, en el 
caso de estas Directrices de Ordenación Territorial del País Vasco, un aspecto 
decisivo para hacer viable la identificación de problemas y la preparación de 
estrategias de intervención es la elección de la escala territorial apropiada para 
el desarrollo de las propuestas entre los términos municipales y el territorio 
regional. Para ello, considera que las denominadas “áreas funcionales del 
territorio” son delimitaciones de escala comarcal, suficientemente próximas a 
los municipios y a las necesidades de los ciudadanos, que permiten un 
tratamiento satisfactorio de los problemas de equilibrio territorial, sobre todo, en 
lo relativo a dotaciones y servicios a la población. 
 
                                            
312 Una aproximación a los precedentes de la ordenación territorial de esta Comunidad 
Autónoma puede obtenerse en URKIDI ELORRIETA, Pello (2012). 
313 Boletín Oficial del País Vasco núm. 131, de 3 de julio de 1990 (BOE núm. 51, de 29 de 
febrero de 2012). 
314 A los que se deben unir los planes con incidencia territorial que, en su caso, pudieran 
elaborar las Diputaciones Forales de cada provincia. 
315 En este punto puede hacerse referencia al interesante estudio realizado por LAZCANO 
BROTONS, Íñigo (2002), relativo al control jurisdiccional de estos instrumentos, en virtud de la 
STSJ del País Vasco 293/2001, de 12 de marzo. 
316 VEGARA GÓMEZ, Alfonso (1989). 
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Las Directrices de Ordenación Territorial son objeto de desarrollo por los 
Planes Territoriales Parciales, instrumentos de alcance subregional que a juicio 
de LOZANO VALENCIA317 tienen la finalidad de ordenar desde un punto de 
vista territorial y de forma pormenorizada, las áreas funcionales delimitadas por 
las propias Directrices de Ordenación Territorial. Para este autor, las áreas 
definidas de esta forma son ámbitos bastante homogéneos, bien diferenciados 
del resto y con un funcionamiento determinado, básicamente a nivel de áreas 
de atracción y red de asentamientos. 
 
En términos generales, podemos afirmar con URKIDI ELORRIETA318 que la 
vinculación entre los diferentes instrumentos de planificación territorial de la 
actual normativa vasca se enmarcaría dentro de la tipología llamada “estructura 
jerárquica piramidal cerrada”, en el sentido de que se crea una clara 
distribución vertical entre los instrumentos de ordenación del territorio. 
Conforme a esta realidad, el instrumento de rango superior o regional vincula a 
los de escala subregional, y ambos a los planes sectoriales. Para este autor, al 
contrario, no es un sistema escalonado, por lo que cada instrumento puede 
desarrollarse independientemente, ni es necesario que el documento de rango 
regional sea aprobado de forma previa para que los demás puedan 
desarrollarse, aunque una vez aprobado el mismo, el resto de documentos 
deberían adaptarse al mismo. También explicita una vinculación directa del 
planeamiento urbanístico con el territorial. 
 
En esta materia, debemos hacer también referencia al Decreto 90/2014, de 3 
de junio, sobre protección, gestión y ordenación del paisaje en la ordenación 
del territorio de la Comunidad Autónoma del País Vasco319, en cuyo artículo 3 
de contienen los instrumentos de planificación sectorial aplicables sobre el 
paisaje en esta comunidad, incluyendo los denominados Catálogos del Paisaje, 
las Determinaciones del Paisaje, los Planes de Acción del Paisaje, los Estudios 
                                            
317 LOZANO VALENCIA, Pedro J. (2003, págs. 160-161). 
318 URKIDI ELORRIETA, Pello (2010, pág. 640). 
319 Boletín Oficial del País Vasco núm. 112, de 16 de junio de 2014. 
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de Integración Paisajística y, finalmente, las medidas de sensibilización, 
formación, investigación y apoyo.  
 
Como destaca BLASCO HEDO320 esta norma se formula en atención a los 
compromisos derivados de la adhesión al Convenio Europeo del Paisaje y con 
la finalidad de integrar el paisaje dentro de las políticas de la ordenación del 
territorio, y tiene por objeto establecer los instrumentos para la protección, la 
gestión y la ordenación del paisaje, así como las medidas oportunas de 
promoción, sensibilización, formación e investigación sobre el paisaje. En su 
ámbito, la participación de los agentes y de la ciudadanía interesada adquiere 
especial relevancia en el diseño e implementación de las políticas de paisaje y 
debe desplegarse a través de los instrumentos antes relacionados. Como 
elementos de rango superior, los Catálogos del Paisaje son los documentos de 
carácter descriptivo y prospectivo que abarcan la totalidad del paisaje de cada 
área funcional de la Comunidad Autónoma del País Vasco, conforme se 
definen en las Directrices de Ordenación Territorial y constituyen el documento 
base para la redacción de las Determinaciones del Paisaje.  
 
Por su parte, el urbanismo en esta Comunidad Autónoma se encuentra 
regulado actualmente por la Ley 2/2006, de 30 de junio, de Suelo y 
Urbanismo321, en la que dispone expresamente en su artículo 5 que solo la 
ordenación urbanística vincula el suelo a destinos y le atribuye usos mediante 
la clasificación y la calificación urbanísticas, todo ello sin perjuicio de lo 
dispuesto para los instrumentos de ordenación territorial.  
 
Para ALBERDI COLLANTES322 la Ley de 2/2006 de Suelo y Urbanismo del 
País Vasco profundiza y adecúa la regulación normativa vasca a la 
problemática del territorio y a los criterios recogidos en la actual normativa 
estatal sobre suelo. En concreto, el texto de la Ley recupera con plenitud la 
categoría de suelo no urbanizable o rústico, en consonancia con la 
                                            
320 BLASCO HEDO, Eva (2014). 
321 Boletín Oficial del País Vasco núm. 138, de 20 de julio de 2006 (BOE núm. 266, de 4 de 
noviembre de 2011). 
322 ALBERDI COLLANTES, Juan Cruz (2011, pág. 9). 
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jurisprudencia constitucional y en aras de la configuración de modelos urbanos 
sostenibles, por inadecuación de su desarrollo al modelo urbano definido por la 
ordenación urbanística. Para este autor, la norma urbanística vasca impone 
una utilización racional del suelo, muestra especial atención a la correcta 
preservación del suelo no urbanizable y señala como improcedente la 
transformación urbanística de los terrenos en cuanto estén sometidos a un 
régimen específico de especial protección. 
 
En la norma urbanística del País Vasco se regula la función de planificación del 
territorio en sus artículos 50 y siguientes, estableciendo que la ordenación 
urbanística organiza las determinaciones de carácter urbanístico del suelo, en 
su dimensión tanto espacial como temporal, a través del planeamiento. Esta 
labor de ordenación se debe desarrollar a través de los instrumentos que se 
regulan en el artículo 59, distinguiendo entre dos niveles de ordenación, 
estructural y pormenorizada. Entre los destinados a la ordenación estructural la 
Ley vasca incluye al Plan General de Ordenación Urbana, al Plan de 
Compatibilización de Planeamiento General y al Plan de Sectorización. Por su 
parte, los instrumentos de ordenación pormenorizada son los que desarrollan y 
especifican las previsiones estructurales definidas en los anteriores, entre los 
que el citado artículo cita a los Planes Parciales, Planes Especiales de 
Ordenación Urbana y a los Planes Especiales. 
 
OCHOA GÓMEZ323 destaca que el criterio de la sostenibilidad es el que debe 
presidir la actuación pública de ordenación urbanística, para lo que la norma 
vasca exige la definición de un modelo territorial que plantee la planificación 
desde con criterios de clasificación de suelo suficientemente motivados, 
fomento de las políticas de regeneración y rehabilitación del patrimonio 
construido y edificado, protección de los recursos naturales del suelo y del 
suelo no urbanizable y la recuperación de la importancia del programa y del 
orden de prioridades para estructurar una ejecución sostenible y ordenada del 
municipio. 
                                            
323 OCHOA GÓMEZ, Pilar (2007). 
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A juicio de GALÁN RODRÍGUEZ DE LA ISLA324 una de las más destacables 
propuestas que contiene la Ley 2/2006, de 30 de junio, son los Programas de 
Participación Ciudadana, que constituyen un instrumento muy importante en el 
fomento de la participación ciudadana, cuya regulación se contiene en el 
artículo 108 y establece que la formulación, modificación o revisión de cualquier 
figura de planeamiento de ordenación estructural deberá estar acompañado de 
un programa de participación ciudadana en el que, según las características del 
municipio, se establecerán los objetivos, estrategias y mecanismos suficientes 
para posibilitar a los ciudadanos y ciudadanas y entidades asociativas el 
derecho a participar en el proceso de su elaboración. Entre estos mecanismos 
la autora destaca las sesiones abiertas al público explicativas del contenido de 
la propuesta, la posibilidad de celebrar consulta popular municipal y la 
preparación de material divulgativo, que deberá adjuntarse con los documentos 
legalmente exigidos para los instrumentos urbanísticos, al objeto de facilitar su 
difusión y comprensión. 
 
En lo referente al tratamiento del ámbito rural de esta Comunidad Autónoma, la 
regulación que contiene esta norma se dispone de forma diferenciada al resto 
de normativas autonómicas analizadas, puesto que obvia la determinación 
legal de tipos o categorías dentro de la clase de suelo no urbanizable, 
limitándose su artículo 13 a hacer referencia a los motivos por los que debe 
clasificarse un determinado suelo como no urbanizable, básicamente por la 
improcedencia para su transformación urbanística y la inadecuación de los 
terrenos para el desarrollo urbano. Dentro del primer tipo el punto segundo del 
citado artículo incluye los terrenos que, de forma general, se encuentran 
sometidos a especial protección por vinculaciones sectoriales, aunque también 
parece tener encaje en este tipo el suelo protegido por la propia determinación 
del proceso de planificación urbanística. En el segundo tipo, la norma vasca 
incluye a los suelos cuyas características hagan necesario o conveniente el 
mantenimiento de su carácter rural para garantizar el respeto a la estrategia 
                                            
324 GALÁN RODRÍGUEZ DE LA ISLA, Elena (2014). 
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local de sostenibilidad del modelo de desarrollo urbanístico y en segundo lugar, 
los que especiales exigencias de fomento del sector económico primario local, 
especialmente en aquellos municipios donde existan reconocidas indicaciones 
geográficas o denominaciones de origen, se justifique su vinculación al sector 
primario. 
 
La especialidad de la normativa vasca en esta cuestión es destacada por 
SÁNCHEZ GOYANES325, debido a que en esta clase de suelo no se 
diferencian formalmente categorías o tipos, a diferencia de lo que sucede, 
prácticamente, en todo el Derecho Urbanístico comparado. Ahora bien, aunque 
en coherencia con lo anterior, el régimen de usos aparece, en principio, 
unificado, sin embargo está claro que su configuración específica va a venir 
determinada y condicionada por la regulación aplicable específicamente a cada 
suelo concreto, en función de su concreto régimen de protección. A lo anterior, 
cabe añadir que existe virtualmente un régimen modulado para el denominado 
suelo no urbanizable de núcleo rural, que se presenta igualmente diferenciado 
del tipo general regulado en la normativa vasca. 
 
El citado autor sostiene que el régimen general de usos del suelo no 
urbanizable en la actual normativa vasca parte del reconocimiento como 
derechos del propietario de los correspondientes a la explotación tradicional de 
los terrenos con arreglo a la potencialidad natural de los mismos, más algún 
otro eventualmente operativo. De este modo, el régimen de los usos en suelo 
no urbanizable, regulado en su artículo 28, se articula, primero, a través de la 
enumeración de los potencialmente ejercitables sobre el mismo y, 
posteriormente, a través de la triple distinción entre usos admisibles o 
permitidos (compatibles con los objetivos de protección del suelo  que no 
necesitarán autorización autonómica previa, aunque eventualmente precisen 
otro título habilitante), autorizables (eventualmente compatibles con aquellos 
objetivos y que necesitarán autorización previa) y prohibidos (incompatibles con 
los objetivos de protección de este suelo). 
                                            
325 SÁNCHEZ GOYANES, Enrique (2006-b). 
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No obstante, como antes se ha apuntado, se configura un régimen más flexible 
para una categoría regulada de forma específica, como es la del suelo no 
urbanizable de núcleo rural, junto con el supuesto igualmente singularizado de 
la reconstrucción de caseríos existentes en cualquier categoría de suelo no 
urbanizable. Esta referencia expresa a los núcleos rurales, como ámbitos de 
asentamiento poblacional en suelo no urbanizable326, determina que, en tanto 
mantengan esta condición, el planeamiento que contenga su ordenación no 
podrá contener nuevas dotaciones, equipamientos, espacios libres ni vías 
públicas de nuevo trazado, posibilitándose únicamente regularizar los límites y 
las alineaciones ya existentes. 
 
Finalmente, en lo que respecta a la promoción y reconstrucción de viviendas 
rurales en esta Comunidad Autónoma, ALBERDI COLLANTES327 expone que 
la Ley del Suelo vigente en el País Vasco recoge entre sus objetivos la 
necesidad de controlar y limitar la construcción de vivienda unifamiliar aislada 
en el medio rural, de tal modo que las propuestas presentadas se fundamentan 
en la filosofía que prevalece desde la aprobación del TRLS1976 pero, con 
carácter general, pretenden ser más útiles a la hora de conseguir el objetivo 
planteado. En principio, construir en el medio rural queda prohibido salvo en 
aquellos casos en que sean acciones ligadas a la actividad agraria o sean 
actuaciones consideradas de interés general, de tal modo que en la regulación 
de estas construcciones el tratamiento que el planeamiento otorgue al medio 
rural tiene cada vez mayor importancia puesto que, tomando como base los 
principios de la Ley, será éste el que defina la regulación que va a posibilitar la 
promoción de estas construcciones. Como añade el citado autor, la Ley del 
Suelo prohíbe la construcción de vivienda que carece de actividad agraria, con 
lo que trata de evitar que la realización de cualquier construcción para destino 
agrario lleve ligada la realización de una vivienda o, en otro caso, la misma 
estructura se modifique para tal uso. En esta materia la norma vasca se alinea 
                                            
326 Al estilo de otras normas ya analizadas, como la de Andalucía o la de Galicia. 
327 ALBERDI COLLANTES, Juan Cruz (2017). 
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con las normas de otras regiones que exigen la vinculación específica y 
justificada de la edificación residencial al uso agropecuario del territorio rural. 
 
Por lo que respecta a las construcciones que existían anteriormente y que 
están abandonadas, la norma permite su recuperación siempre y cuando se 
conserve la estructura de la vivienda, al menos en altura y planta, en su 
integridad. Se prohíbe expresamente la construcción de vivienda justificada a 
partir de la existencia de un resto anterior, con lo que se pretende poner freno a 
la obtención de permisos a partir de la existencia de antiguos elementos muy 
deteriorados y ruinosos, usados como germen de una nueva construcción en 
suelo no urbanizable. También se regula la reforma de viviendas que ya 
estaban construidas anteriormente. En estos casos tan sólo pueden ser 
consideradas como residencias aquellas que antes ya cumplían esta función.  
 
Con todas estas medidas, se trata de limitar la proliferación de nuevas 
construcciones de uso residencial que no se encuentren vinculadas a los usos 
tradicionales del suelo, queriendo excepcionar únicamente las realidades ya 
existentes y consolidadas. 
 
 
16. Comunidad Valenciana. 
  
En la Comunidad Valenciana, la actual Ley 5/2014, de 25 de julio, de 
Ordenación del Territorio, Urbanismo y Paisaje, de la Comunitat Valenciana328, 
supone el último hito de la profusa normativa que esta Comunidad Autónoma 
ha aprobado durante el presente siglo en relación con la ordenación territorial, 
el urbanismo y otras materias directamente relacionadas329. En este sentido, 
BROSETA PALANCA y CASAR FURIO330 destacan el carácter innovador del 
                                            
328 Diario Oficial de la Comunidad Valenciana núm. 7329, de 31 de julio de 2014 (BOE núm. 
231, de 23 de septiembre de 2014). 
329 Que incluso ha sido recientemente modificada por la Ley 1/2019, de 5 de febrero (Diario 
Oficial de la Comunidad Valenciana de 7 de febrero de 2019). 
330 BROSETA PALANCA, María Teresa y CASAR FURIO, María Emilia (2012). 
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régimen jurídico del la ordenación territorial valenciana y la actividad 
administrativa asociada a la misma. 
 
Para FARINÓS DASÍ y SÁNCHEZ CABRERA331 esta profunda y loable 
innovación normativa en la ordenación territorial y el urbanismo se ha visto 
empañada por la realidad de la actuación tanto pública como privada, que ha 
neutralizado la bondad de algunos preceptos legales, sobre todo en lo que 
respecta a la protección ambiental y de los espacios protegidos. Como 
respuesta a esta realidad, la nueva Ley valenciana trata de regular de forma 
integrada la mayoría de las cuestiones que presentan relación con la gestión y 
uso del territorio, intentando poner todos los procesos autorizados sobre el 
mismo bajo el prisma del principio de desarrollo sostenible del territorio. 
Conforme a esta premisa, la norma valenciana tiene por objeto la generación 
de un modelo de desarrollo territorial y urbanístico sostenible, entendiendo por 
tal el que satisface las necesidades adecuadas y suficientes de suelo para 
residencia, dotaciones y actividades productivas, preservando los valores 
ambientales, paisajísticos y culturales del territorio.  
 
De la actual regulación valenciana, podemos destacar que la Ley 5/2014, de 25 
de julio, define los diferentes instrumentos de ordenación territorial y urbanística 
que pueden formularse en su ámbito regional de una forma singular, debido a 
que su artículo 14 no distingue formalmente entre los de cada tipo de materia, 
sino que los diferencia por su alcance territorial. De este modo, el citado 
artículo dispone como instrumentos de planeamiento urbanístico y territorial de 
ámbito supramunicipal a la Estrategia Territorial de la Comunidad Valenciana, 
los Planes de Acción Territorial y los Planes Generales Estructurales 
Mancomunados. Por su parte, el citado artículo define como instrumentos de 
planeamiento urbanístico y territorial de ámbito municipal al Plan General 
Estructural, como instrumento de planificación general, y al Plan de Ordenación 
                                            
331 FARINÓS DASÍ, Joaquín y SÁNCHEZ CABRERA, José Vicente (2010). 
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Pormenorizada, los Planes de Reforma Interior, los Planes Parciales y los 
Estudios de Detalle, como instrumentos de ordenación pormenorizada332. 
 
De la modificación normativa aprobada en 2019 debemos destacar con DURÁ 
ALEMAÑ333 que introduce, entre otros, el principio de la conservación del suelo 
rural, como valor específico en sí mismo e insustituible, así como la 
conservación de la vida silvestre existente en estos espacios. Como medidas 
concretas podemos destacar la eliminación de las anteriores actuaciones 
territoriales estratégicas, que han sido sustituidas por los proyectos de 
inversión estratégica sostenible. Si bien las anteriores eran descritas por 
AVIÑÓ BELENGUER334 como elementos de importancia capital en la 
regulación valenciana, mediante las que se le otorgaba plena competencia a la 
Generalitat Valenciana para su tramitación y aprobación, con el objetivo de 
defender con una única voz los intereses supramunicipales de la Comunidad 
Autónoma y, de este modo, facilitar la implantación de aquellas infraestructuras 
que por su relevancia económica y social fueran necesarias para los intereses 
generales, la nueva figura trata de consolidar la participación de las 
instituciones públicas de forma más intensa que en la anterior, de tal modo que, 
como indica la propia exposición de motivos de la Ley 1/2019, de 5 de febrero, 
su carácter excepcional se traduce en requisitos de gestión y de utilización 
adecuada de los instrumentos urbanísticos. De este modo, la nueva regulación 
viene a reconducir la formulación de estos instrumentos de ordenación 
territorial puntual, asumiendo una mayor participación de las entidades locales 
implicadas en proyectos de interés supramunicipal. 
 
En materia de planificación urbanística, la tramitación de los planes regula la 
ordenación en dos niveles: la ordenación estructural, a través del Plan General 
Estructural, de aprobación autonómica y, en segundo lugar, la ordenación de 
desarrollo, básicamente instrumentada a través del Plan de Ordenación 
Pormenorizada y de aprobación municipal. Con ello la norma pretende, en 
                                            
332 El artículo 14.3 añade como instrumentos de ordenación los planes especiales, los 
catálogos de protecciones y los proyectos de inversiones estratégicas sostenibles. 
333 DURÁ ALEMAÑ, Carlos Javier (2019). 
334 AVIÑÓ BELENGUER, David (2015). 
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definitiva, derivar al planeamiento estructural las cuestiones de mayor 
relevancia ambiental y territorial respecto del modelo territorial, derivando al 
planeamiento de desarrollo el uso detallado del suelo y de la edificación, así 
como las actuaciones urbanísticas.  
 
Otra cuestión que puede destacarse de los instrumentos de planeamiento de la 
Ley valenciana es la que se refiere a la necesidad de incluir dentro de su 
formulación, los procesos de evaluación ambiental y participación ciudadana 
exigidos por la normativa europea y estatal actualmente vigente. Sobre esta 
cuestión y con referencia a la normativa anterior a la reforma de 2019, 
ALFONSO TORMO y BEUNZA IBÁÑEZ335 señalaban que la participación 
pública de los planes y programas quedaba condicionada al tipo de 
procedimiento de evaluación ambiental y territorial que resultara de aplicación, 
de tal modo que si el plan o programa era sometido a evaluación ambiental 
ordinaria la participación pública quedaba más reforzada, pero en el caso de 
que la evaluación se tramitara por el procedimiento simplificado, la regulación 
se limitaba a establecer el clásico trámite de información pública.  
 
Por ello, las autoras afirmaban que la normativa valenciana no garantizaba que 
todo instrumento de planeamiento fuera el resultado de las necesidades y 
prioridades reflejadas por las partes interesadas, que sería la auténtica 
definición de urbanismo participativo recogida en los tratados internacionales y 
en las guías metodológicas de implantación de los mismos. Para ellas, lo 
deseable sería incluir la participación pública en los tres niveles del proceso de 
planeamiento, es decir, en la previa configuración de los fines de la ordenación, 
en identificar las distintas alternativas para alcanzar los fines y en la selección 
final de la alternativa, así como asegurar la realización del proceso en su 
máxima expresión en todo tipo de instrumentos de planeamiento, con 
independencia de su contenido, dada su innegable condición de norma jurídica. 
En atención a estas exigencias doctrinales, aparte de otras cuestiones, la 
reforma del año 2019 introduce el nuevo artículo 49.bis, que exige con 
                                            
335 ALFONSO TORMO, Carmen y BEUNZA IBÁÑEZ, Helena (2016). 
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anterioridad a la elaboración del borrador de los instrumentos de planeamiento, 
la elaboración de una consulta previa por el departamento de la administración 
que lo promueva, con un documento en el que se indique de modo sucinto los 
problemas que se pretenden solucionar con la iniciativa, la necesidad y 
oportunidad de su aprobación, los objetivos del plan y las posibles soluciones 
alternativas. Esta consulta pública se dispone con efectos administrativos 
internos, preparatorios de la redacción del plan, y dará lugar a la obligación de 
elaborar un informe de respuesta conjunta a las aportaciones recibidas. 
 
Dentro de las cuestiones que han de recoger los instrumentos de planificación 
descritos en el artículo 14 de la Ley, destaca la obligación de establecer la 
planificación integral del suelo de la Comunidad Autónoma, incluyendo la 
necesidad de realizar la denominada “zonificación estructural de las zonas 
rurales”, que requiere la diferenciación entre el suelo rural común y el de 
protección especial, atendiendo este último a las normativas sectoriales 
específicas y a los valores ambientales, culturales, agrológicos o de calidad 
paisajística (artículo 26.1.a). Esta zonificación debe servir de base para que, 
posteriormente, los instrumentos de planificación urbanística delimiten los 
ámbitos de suelo no urbanizable (adoptando a efectos urbanísticos la 
nomenclatura generalizada de suelos urbanos, urbanizables y no 
urbanizables), incluyendo los ámbitos de zonificación rural previstos por los 
instrumentos de planificación territorial y categorizados en función de su nivel 
de protección. 
 
En esta planificación a nivel urbanístico el legislador valenciano establece la 
determinación del régimen jurídico aplicable tanto al suelo no urbanizable 
común como al especialmente protegido, en el que deberán contenerse las 
especificaciones que lo individualicen con respecto al régimen del no 
singularizado336. Para alcanzar estos cometidos, la norma urbanística 
                                            
336 En concreto, el artículo 26.1.b) requiere expresamente: “…En este tipo de suelo, las 
actividades que prevean los planes estarán relacionadas con la utilización, aprovechamiento o 
captura de recursos naturales, tales como el viento, el sol, el agua o los minerales; además, se 
exigirá que no generen impactos significativos en el medio ambiente o que, previa evaluación 
de su impacto ambiental y el estudio de su integración en el paisaje, su interés público o social 
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valenciana exige expresamente al planificador el reconocimiento y observación 
de las exigencias regulatorias que la normativa sectorial pudiera establecer 
sobre cualquier ámbito de suelo no urbanizable protegido, junto con la 
posibilidad de establecer disposiciones normativas y zonificaciones que 
mejoren su protección y gestión, con lo que, de facto, está introduciendo la 
posibilidad de que el instrumento de planificación contenga elementos de 
protección adicional a los ámbitos protegidos por normativa sectorial, 
ampliando de este modo el espectro de la ordenación del planeamiento. 
 
Como afirma AVIÑÓ BELENGUER337, es destacable la novedad de los 
asentamientos residenciales en suelo no urbanizable, que pueden ser 
delimitados por cualquier instrumento de planeamiento con capacidad de 
efectuar una ordenación estructural. Esta situación jurídica se desarrolla más 
ampliamente y se dota de mayor flexibilidad con la nueva regulación, mediante 
la introducción de soluciones diferenciadas en función del grado de 
incompatibilidad con el planeamiento y se definen los deberes de los 
propietarios de estas edificaciones. Para la posible regularización de estas 
construcciones, la norma valenciana establece una serie de criterios de 
actuación cuyo objetivo es procurar la minimización de los impactos territoriales 
en suelo no urbanizable (arts. 210 y ss.), realizables mediante la tramitación de 
los instrumentos establecidos por la propia normativa y cuyo inicio conlleva el 
efecto automático de la suspensión de la tramitación de los expedientes de 
restablecimiento de la legalidad urbanística o de la ejecución de las resolución 
que recaigan sobre obras e instalaciones incluidas en la zona delimitada. 
 
Finalmente, por su especial relación con el régimen de protección del suelo no 
urbanizable de esta Comunidad Autónoma es preciso destacar la Ley 5/2018, 
                                                                                                                                
prevalezca o resulte compatible con los valores ambientales, culturales y paisajísticos que 
podrían resultar afectados. Igualmente, se podrán llevar a cabo las obras e instalaciones 
necesarias para la gestión de los bienes de dominio público, o de los servicios públicos o 
actividades de utilidad pública o interés general, y para la minoración de los riesgos que 
motivaron su especial protección. Por último, los planes incluirán las medidas a adoptar a 
efectos de la conservación, protección o mejora de los bienes protegidos y, cuando proceda, la 
prohibición de construir…”. 
337 Op. cit. (2015). 
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de 6 de marzo, de la Generalitat, de la Huerta de Valencia338, cuyo objeto es  
objeto de la ley es la preservación, recuperación y dinamización de la Huerta 
como espacio con reconocidos valores agrarios, ambientales, paisajísticos, 
arquitectónicos, históricos, culturales y antropológicos, que son determinantes 
para el progreso económico, la calidad de vida de la ciudadanía y la gestión 
sostenible del área metropolitana de Valencia, promoviendo la rentabilidad y 
viabilidad económicas de la actividad agraria (art. 1.1). Para ello, entre otras 
medidas, dispone la formulación del denominado Plan de  
Acción Territorial de Ordenación y Dinamización de la Huerta de Valencia, en 
los términos del artículo 16 de la Ley 5/2014, de 25 de julio, de Ordenación del 
Territorio, Urbanismo y Paisaje. Este instrumento deberá contener, como 
mínimo, la definición y la caracterización de la infraestructura verde de la 
Huerta de Valencia, la regulación de los usos y las actividades a desarrollar, los 
criterios de integración de las infraestructuras existentes y de aquellas que se 
implanten, las líneas básicas de actuación en las diferentes materias que el 
plan formule y los indicadores para su seguimiento y evaluación. Como objetivo 
prioritario de este instrumento de ordenación territorial, la norma señala 
expresamente a la dinamización de la actividad agraria de la Huerta de 
Valencia y su prevalencia en relación con el resto de usos actualmente 
implantados en su área metropolitana, pudiendo diferenciar entre la zona rural 
común, cuya regulación corresponde al planeamiento municipal y la zona rural 
protegida de huerta. 
  
Como uso global predominante de esta zona, el artículo 22 de la Ley 5/2018, 
de 6 de marzo establece de forma al agropecuario, por lo que de forma expresa 
autoriza en su ámbito las construcciones, instalaciones y obras que sean 
necesarias y compatibles con el mejor aprovechamiento, conservación, cuidado 
y restauración de los recursos propios de esta actividad, si bien, este uso global 
admite la compatibilidad de otros usos complementarios o dinamizadores de la 
actividad principal. El Plan de Acción Territorial deberá establecer la gradación 
del régimen de usos y actividades permitidas, así como sus intensidades. En 
                                            
338 Diario Oficial de la Comunidad Valenciana núm. 8252, de 12 de marzo de 2018. 
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sentido contrario, se prohíbe todo desarrollo urbanístico de uso industrial global 
que no esté expresamente contemplado por la ordenación territorial, con la 
premisa de fomentar la reconversión y cambio de uso de las áreas industriales 
contiguas con terrenos de huerta a usos agrarios, residenciales, terciarios o 
dotacionales.  
 
Con carácter excepcional, el Plan de Acción Territorial podrá permitir la 
implantación de usos residenciales, dotacionales y terciarios. Los espacios en 
que los campos de cultivo sean colindantes a la costa se consideran de 
especial valor paisajístico, etnológico y cultural, por lo que la implantación de 
estos usos dotacionales y terciarios en ningún caso pueden suponer una 
disminución significativa de la superficie cultivable, ni desincentivar que la 
actividad agraria se mantenga al lado de las playas, dunas o restingas del 
ámbito del plan de acción territorial. 
 
 
17. Ceuta y Melilla. 
 
Los casos de las denominadas Ciudades Autónomas de Ceuta y de Melilla 
suponen una singularidad dentro del régimen normativo de la ordenación 
territorial y del urbanismo, debido a su particular régimen jurídico derivado de 
sus respectivos Estatutos de Autonomía339, ambos aprobados en 1995 y que 
les otorgan un régimen de autonomía bastante diferenciado del establecido 
para las Comunidades Autónomas, particularmente en lo que respecta a las 
competencias de sus órganos institucionales, a los que se les atribuye potestad 
reglamentaria y ejecutiva pero no legislativa. 
 
Esta circunstancia determina que, aunque en los dos casos los Estatutos de 
Autonomía atribuyen a estas Ciudades Autónomas las competencias de 
ordenación del territorio y urbanismo, esta asignación no puede entenderse en 
                                            
339 Ley Orgánica 1/1995, de 13 de marzo, de Estatuto de Autonomía de Ceuta (BOE núm. 62, 
de 14 de marzo de 1995) y Ley Orgánica 2/1995, de 13 de marzo, de Estatuto de Autonomía 
de Melilla (BOE núm. 62, de 14 de marzo de 1995). 
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ningún caso como plena, puesto que dependen de forma inicial de la normativa 
estatal sobre la materia, aunque les competa su posterior desarrollo y 
ejecución. 
 
Sobre esta cuestión, la disposición adicional tercera del TRLS2015 dispone 
literalmente: 
   
“Disposición adicional tercera. Potestades de ordenación urbanística en 
Ceuta y Melilla. 
 
Las ciudades de Ceuta y Melilla ejercerán sus potestades normativas 
reglamentarias en el marco de lo establecido por las respectivas leyes 
orgánicas por las que se aprueban sus estatutos de autonomía, esta ley 
y las demás normas que el Estado promulgue al efecto. 
 
En todo caso, corresponderá a la Administración General del Estado la 
aprobación definitiva del Plan General de Ordenación Urbana de estas 
ciudades y de sus revisiones, así como de sus modificaciones que 
afecten a las determinaciones de carácter general, a los elementos 
fundamentales de la estructura general y orgánica del territorio o a las 
determinaciones a que se refiere el apartado séptimo de la disposición 
final segunda. 
 
La aprobación definitiva de los Planes Especiales no previstos en el 
Plan General, y de sus modificaciones, así como de las modificaciones 
del Plan General no comprendidas en el párrafo anterior, corresponderá 
a los órganos competentes de las ciudades de Ceuta y Melilla, previo 
informe preceptivo de la Administración General del Estado, el cual será 
vinculante en lo relativo a cuestiones de legalidad o a la afectación a 
intereses generales de competencia estatal, deberá emitirse en el plazo 
de tres meses y se entenderá favorable si no se emitiera en dicho 
plazo”340.  
                                            
340 Es preciso hacer referencia igualmente a la STC 240/2006, de 20 de julio (ponente: Jiménez 
Sánchez, Guillermo. EDJ 2006/112580), en la que el Alto Intérprete Constitucional desestima el 
conflicto en defensa de la autonomía local promovido por la ciudad de Ceuta en relación con el 
artículo 68 de la Ley 55/1999, de 29 diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden 
social, por el que se modifica la disposición adicional tercera de la Ley 6/1998, de 13 abril, 
sobre régimen del suelo y valoraciones. Considera la Sala, entre otras, que la actividad de 
planeamiento derivado de la Ciudad Autónoma de Ceuta afecta claramente a intereses de 
carácter inequívocamente supramunicipal, cuya gestión constituye el objeto de competencias 
del Estado, lo cual justifica sobradamente la intervención de la Administración estatal en la 
ordenación urbanística de ese territorio municipal con la intensidad que prevé el precepto 
impugnado. Es por ello por lo que la exigencia del informe preceptivo y vinculante del Ministerio 
de Fomento previamente a la aprobación definitiva de los planes parciales y de sus 
modificaciones o revisiones por parte de los órganos competentes de la Ciudad Autónoma, 
tampoco vulnera la autonomía local constitucionalmente garantizada a dicha ciudad (formula 
voto particular el Magistrado don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez al que se adhiere el 
Magistrado don Roberto García-Calvo y Montiel). Un breve pero muy esclarecedor análisis de 
esta Sentencia se encuentra en GARCÍA ARENAS, Nicanor (2016, págs. 996-998).  
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La controvertida cuestión sobre la regulación normativa en materias como la 
ordenación territorial y el urbanismo en las Ciudades Autónomas sigue sin 
obtener una solución definitiva, cuando han transcurrido más de veinte años 
desde la introducción de la doctrina del Tribunal Constitucional impuesta por la 
citada Sentencia 61/1997, de 20 de marzo. En principio, parece actualmente 
pacífica la aplicación sobre ambas del TRLS1976, en función de la declaración 
de inconstitucionalidad de los preceptos de la Ley del Suelo de 1990 y del 
posterior TRLS1992 que formuló el Estado de forma supletoria a las normas 
autonómicas de aplicación preferente y que, de forma directa, se disponían 
para su aplicación en estos territorios sin capacidad legislativa propia341. Por lo 
tanto, para determinar la regulación de las diferentes clases de suelo y, en 
concreto, del suelo no urbanizable, debemos acudir a los artículos del texto 
refundido estatal de 1976 y conforme a ellos se deberán formular los 
instrumentos de planeamiento, con las salvedades antes citadas del actual 
TRLS2015. 
 
No obstante, cabe reseñar que cada vez son mayores las voces que reclaman 
la aprobación de una nueva regulación sobre ordenación territorial de ambas 
Ciudades Autónomas342, que supere las rigideces y los posibles desfases que 
pudieran derivarse de la aplicación de una norma con más de cuarenta años de 
antigüedad y elaborada en un contexto socio-político muy distinto al de la 
España actual. Para ello se han propuesto varias fórmulas como son la 
reinterpretación de la doctrina del Tribunal Constitucional en este sentido 
concreto, la introducción de la pertinente modificación a la CE1978 o, incluso, 
                                            
341 Incluso, algunos autores, como BARNES VÁZQUEZ, Javier (1997), llegaron a sostener que 
el Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1992 podía considerarse plenamente vigente en 
Ceuta y Melilla, habida cuenta de que la declaración de inconstitucionalidad obedeció 
exclusivamente a la quiebra del orden constitucional de distribución de competencias entre el 
Estado y las Comunidades Autónomas. De este modo, este autor defendía que, al margen de 
que Ceuta y Melilla deban conceptuarse como Ciudades con Estatuto de Autonomía y no como 
Comunidades Autónomas, es evidente que carecen de competencias legislativas sobre 
urbanismo. Por todo ello, entendía que el Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1992 no 
había invadido competencia alguna de Ceuta y Melilla, por lo que no había motivo para no 
estimar su aplicación en ambos territorios autónomos. 
342 https://elfarodeceuta.es/una-ley-necesaria-ceuta/ (último acceso, 8 de agosto de 2018). 
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la apelación a regulaciones sectoriales ampliadas que pudieran derivar en una 
nueva regulación integral en ambos territorios. Sin embargo, aun estimando 
necesaria la introducción de nuevos elementos regulatorios en la normativa 
aplicable a estas Ciudades Autónomas, no se vislumbra una solución factible al 
asunto, al menos en un corto plazo.  
 
 
III. CONSIDERACIONES GENERALES SOBRE EL TRATAMIENTO DE LA 
NORMATIVA ESPAÑOLA SOBRE EL SUELO RÚSTICO O NO 
URBANIZABLE. 
 
De lo analizado en el punto anterior pueden extraerse varias conclusiones que, 
con carácter general, ya han sido apuntadas al considerar los diferentes modos 
en los que el Estado y las Comunidades Autónomas han venido aprobando la 
normativa relativa al territorio en función de sus respectivas competencias 
constitucionalmente reconocidas. De este modo se aprecia que, aunque con la 
presencia de ciertos matices, la normativa autonómica ha adoptado los 
parámetros que ya se contenían en la normativa estatal anterior a la Sentencia 
61/1997, del Tribunal Constitucional a la que se ha hecho igualmente 
referencia, sin adoptar elementos novedosos sobre la consideración más allá 
de las diferencias de tratamiento que han sido apuntadas. 
 
Con arreglo a esta premisa cabe indicar, siempre en términos generales, que la 
normativa autonómica actual atribuye a los instrumentos de planificación la 
competencia para delimitar los ámbitos de suelo que merecen una 
consideración especial que se traduce en régimen suplementario de protección 
sobre el otorgado con carácter genérico para el suelo rural común. Con este 
punto de partida, podemos comprobar cómo los matices entre las distintas 
Comunidades Autónomas se producen en los ámbitos en los que recae esta 
potestad planificadora, en función de la mayor o menor prevalencia de la 
ordenación territorial (de competencia autonómica casi exclusiva) o de la 
planificación urbanística (ámbito con mayor actuación municipal).  
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En cualquier caso, en todos los supuestos analizados se otorga a la 
planificación una doble función relativa a la consideración de los ámbitos de 
suelo protegido, ya que por un lado debe identificar los sectores o zonas 
sometidos a un régimen diferenciado por expresa determinación de normativa 
sectorial aplicable o su declaración a través de un instrumento de planificación 
sectorial habilitado para ello (como más adelante se hará referencia). Por otro 
lado, debe identificar y delimitar las zonas en las que su análisis territorial 
localice valores inherentes merecedores de un régimen reforzado de garantía, 
que de forma prioritaria se contiene en un marco limitado de usos autorizados y 
en su exclusión casi total de futuros procesos de desarrollo urbanístico. 
 
Esta primera nota caracterizadora de la clasificación de los suelos rústicos (o 
no urbanizables) en la normativa autonómica deriva de la propia función de 
análisis del suelo y el entorno que ha de realizar el planificador (tanto sea éste 
de ámbito territorial como urbanístico), que en su fase de diagnóstico del 
territorio deberá, en primer lugar, alumbrar los ámbitos de suelo que requieran 
una especial protección por determinación de la normativa sectorial aplicable, 
supuestos en los que la labor planificadora parece limitarse a identificar los 
supuestos existentes en el territorio objeto de análisis y a delimitarlos 
espacialmente conforme al régimen establecido por la concreta normativa que 
motive su especial protección. En segundo lugar, el planificador debe identificar 
los ámbitos que del propio análisis del territorio se deduzca la presencia de 
valores que hagan que una determinada área geográfica deba ser incluida en 
la clase de suelo no urbanizable o rústico (y por lo tanto ser excluido de un 
posible proceso urbanizador futuro, al menos en las condiciones del momento 
de la planificación) y, en algunos casos, en un régimen de protección 
suplementario al general de todo suelo rural, ya sea por la presencia de un 
determinado valor de forma más acentuada o con mayor entidad que en la 
generalidad del suelo rural del entorno o, en otros casos, por la identificación 
de concretos valores por cuya sola presencia se requiere este régimen de 
especial protección del suelo. 
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La concreta formulación de cada tipo de suelo protegido vendrá determinada 
por diversos factores cuya combinación puede suponer la presencia de un 
mayor o menor ámbito de discrecionalidad en la función del planificador, 
comenzando por la propia normativa que puede delimitar elementos o valores 
concretos de han de ser apreciados para otorgar un nivel de protección 
suplementario al general en los distintos suelos rurales incluidos en el ámbito 
del instrumento de planeamiento (como sucede en los casos analizados de la 
normativa gallega o extremeña), o establecer una relación de valores 
meramente enunciativa y que debe ser objeto de concreción en el 
correspondiente instrumento de planificación, como sucede en la normativa 
andaluza.  
 
Esta diferencia se aprecia de forma muy difuminada en los supuestos de 
valores naturales, ambientales, culturales, agrarios u otros similares, ya que en 
todos los casos expuestos la normativa autonómica exige que la apreciación de 
la concurrencia de elementos de esta relación de valores en un concreto 
territorio, debe conllevar su inclusión en un régimen de protección 
suplementaria de su entorno físico que evite en lo posible su alteración e 
impida, en todo caso, su inclusión en ámbitos de desarrollo urbano. Sin 
embargo, donde esta diferencia puede apreciarse con mayor nitidez es en los 
supuestos en los que la normativa establece categorías de suelo protegido que, 
en el caso de otras normativas autonómicas, en situaciones similares puedan 
ser incluidos en los ámbitos de suelo rural común. Tal es el caso de los suelos 
cuyas características les hagan ser inapropiados para el desarrollo urbano, en 
cuya categoría se pueden englobar tanto suelos ubicados en zonas alejadas de 
las áreas urbanas, suelos con dificultades orográficas muy apreciables, u otros 
similares, que sin presentar unos valores apreciables para su protección 
especial, pueden ser incluidos por la normativa aplicable en una categoría 
específica de suelo no urbanizable o, en otro caso, engrosar la categoría de 
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suelo común y ostentar la protección genérica atribuida a todo suelo rural del 
entorno343.  
 
En realidad, esta cuestión no debe suponer un efecto práctico generador de 
diversidades autonómicas apreciables, ya que la fase de diagnosis de los 
instrumentos de planeamiento debe advertir la necesidad de proteger a un 
determinado entorno por sus excepcionales o singulares valores, entre los que 
sin duda puede incluirse su inadecuación para el desarrollo urbanizador ya sea 
porque de forma expresa lo indique la normativa urbanística aplicable o porque, 
de otro modo, se justifique la adopción de esta medida de forma fehaciente en 
el proceso de análisis territorial que todo instrumento de planeamiento debe 
realizar.  
 
Esta última consideración conecta con la segunda de las características que 
pueden destacarse de la normativa sobre el suelo no urbanizable analizada, y 
que de forma generalizada exige que el proceso de planificación identifique el 
suelo que ha de integrarse en ámbitos de suelo no urbanizable especialmente 
protegido, en función de sus singulares valores concurrentes, lo que parece 
limitar la apreciación meramente discrecional de esta consideración por parte 
del agente planificador (salvo en supuestos como el anterior), lo que viene a 
caracterizar a la fase de análisis territorial de todo proceso planificador en una 
prospección del territorio más que en una fase de evaluación de sus concretas 
condiciones344.  
 
                                            
343 Este último caso es el de normativas como la andaluza y la castellano-manchega, que 
parecen determinar la inclusión de este tipo de suelo rural en la categoría genérica de suelo no 
urbanizable de carácter natural o rural en el caso andaluz y de reserva en el castellano-
manchego, salvo que de forma motivada el planeamiento lo haga incluir en un ámbito de suelo 
protegido. Por el contrario, en normativas como la extremeña o gallega, la inclusión de este tipo 
de suelo rural en ámbitos protegidos parece una opción más del planificador que, en caso de 
que así lo entienda procedente, podrá determinar el carácter especialmente protegido de este 
tipo de suelo e incluirlo en el tipo habilitado al efecto. 
344 Esta consideración, expresada en términos coloquiales, viene a suponer que la 
identificación del suelo como merecedor de una especial protección la ha de realizar el 
planificador en función de que efectivamente los valores concurrentes en cada territorio existen 
de forma objetiva y pueden determinarse con carácter evidente, de suerte que es la realidad 
del entorno la que motiva la aplicación de un régimen jurídico individualizado y no la mera 
apreciación subjetiva del planificador. 
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Esta interpretación del carácter del procedimiento planificador deriva de la 
propia interpretación jurisprudencial que ha conocido del asunto, en sentencias 
como la del Tribunal Supremo de 29 de enero de 1992 (Sala Tercera, sec. 5ª, 
rec. 3771/1990. Ponente ESTEBAN ÁLAMO, RJ/1992/2239), en la que se 
reafirma la tesis del carácter tuitivo del suelo no urbanizable de protección (en 
este caso el identificado en la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares), lo 
que supone que la aplicación del régimen jurídico singularizado establecido 
para este tipo de suelo ha de ser aplicado de forma estricta (cuestión que 
distingue de la posible aplicación “rigurosa”), primando en todo caso la: 
 
“…imposibilidad de dedicación o utilización que implique transformación 
de su destino o naturaleza o lesionen el valor específico que se quiera 
proteger (…) no podrán estos terrenos ser destinados a fines distintos 
de los vinculados a la utilización racional de los recursos naturales, y, en 
todo caso, habrá de garantizarse la preservación en estos suelos del 
proceso de desarrollo urbano”345.  
 
El propio Tribunal Supremo ha ratificado esta consideración del suelo no 
urbanizable en otras sentencias posteriores, como es el caso de la de la Sala 
Tercera de 20 de diciembre de 2001 (Sección 5ª, recurso 8690/1997. Ponente: 
GARZÓN HERRERO, LA LEY 231054/2001), en cuyo FD 6º viene a afirmarse 
esta necesaria identificación de los suelos protegidos cuando sus condiciones 
inherentes son irrefutables, cuya declaración reglada solo puede enervarse 
previa justificación fehaciente de la errónea consideración de la realidad del 
territorio.  
  
En conclusión, cabe destacar que la normativa autonómica vigente, adoptando 
una diferente nomenclatura y definición tipológica, en general atribuye al 
planeamiento la delimitación los ámbitos de suelo rural y, dentro de éstos, los 
sometidos a una especial protección, en función de la realidad actual del suelo 
o su eventual potencialidad, pero siempre atendiendo a valores objetivos que 
deben ser advertidos y puestos en valor por en el ejercicio de la función 
planificadora. 
 
                                            
345 Fundamento de Derecho 4º in fine. 
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La tercera consideración que cabe realizar sobre el análisis de la normativa 
autonómica es la prevalencia de la planificación territorial sobre los 
instrumentos de planificación urbanística, derivada del carácter transversal que 
se predica de la ordenación territorial frente al alcance más limitado del 
urbanismo. Esta prevalencia de la ordenación territorial en su desarrollo 
planificador sobre la labor similar que ha de realizarse en el ámbito urbanístico, 
puede apreciarse en todas las normativas autonómicas analizadas, al contener 
expresamente la vinculación de los nuevos instrumentos urbanísticos a la 
ordenación territorial realizada o, en otro caso, la necesidad de adaptar a la 
misma los existentes a su entrada en vigor.  
 
Cabe resaltar que la preferencia del ámbito territorial procede de la propia 
normativa urbanística estatal, que como se ha apuntado ya contenía la 
necesidad de desarrollar instrumentos de planificación territorial de carácter 
integral, cuyas determinaciones debían observar los instrumentos de 
planificación urbanística aprobados para cada término municipal. Con arreglo a 
estos antecedentes, la normativa autonómica ha adaptado este criterio a su 
propia realidad al asumir estatutariamente las competencias de ambas 
materias y formular su propia normativa. La jurisprudencia ha reconocido esta 
posición preferente de la ordenación territorial al establecer su delimitación 
material en función del alcance de sus determinaciones, lo que puede 
apreciarse en sentencias como la del Tribunal Constitucional 149/1998, de 2 de 
julio (LA LEY 8308/1998)346.  
                                            
346 Su FD 3º dispone expresamente: “…En una primera aproximación global al concepto de 
ordenación del territorio, ha destacado que el referido título competencial "tiene por objeto la 
actividad consistente en la delimitación de los diversos usos a que puede destinarse el suelo o 
espacio físico territorial" (SSTC 77/1984, fundamento jurídico 2º; 149/1991, fundamento jurídico 
1º B). Concretamente, dejando al margen otros aspectos normativos y de gestión, su núcleo 
fundamental "está constituido por un conjunto de actuaciones públicas de contenido 
planificador cuyo objeto consiste en la fijación de los usos del suelo y el equilibrio entre las 
distintas partes del territorio del mismo" (SSTC 36/1994, fundamento jurídico 3; 28/1997, 
fundamento jurídico 5º). Sin embargo, también ha advertido, desde la perspectiva 
competencial, que dentro del ámbito material de dicho título, de enorme amplitud, no se 
incluyen todas las actuaciones de los poderes públicos que tienen incidencia territorial y 
afectan a la política de ordenación del territorio, puesto que ello supondría atribuirle una 
alcance tan amplio que desconocería el contenido específico de otros títulos competenciales, 
no sólo del Estado, máxime si se tiene en cuenta que la mayor parte de las políticas sectoriales 
tienen una incidencia o dimensión espacial (SSTC 36/1994, fundamento jurídico 3º; 61/1997, 
fundamento jurídico 16; 40/1998, fundamento jurídico 30…”. 
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En referencia a la normativa autonómica, la vinculación expresa del 
planeamiento territorial sobre el urbanístico se recoge de forma generalizada 
en los instrumentos de ordenación aprobados, como puede comprobarse en el 
caso de lo dispuesto en la Norma 6ª del antes citado Plan de Ordenación del 
Territorio de Andalucía. En este artículo se dispone que tanto los instrumentos 
territoriales de rango inferior como el planeamiento urbanístico quedan 
obligados a guardar la debida coherencia con las determinaciones de la 
planificación territorial general, por lo que se exige su adaptación tanto a través 
del proceso normal de su formulación o, en otro caso, requiriendo su 
innovación posterior. 
 
Con esta indicación expresa y el resto de menciones contenidas en el POTA, el 
planificador andaluz garantiza dos cuestiones fundamentales relativas a la 
aplicación de las medidas impuestas por el instrumento aprobado, en primer 
lugar la prevalencia de las normas de ordenación de rango superior sobre las 
inferiores y las derivadas del planeamiento urbanístico (en función de su grado 
de exigencia) y, en segundo lugar, la aplicación de la norma más restrictiva de 
las que confluyan en un mismo territorio, al atribuir al resto de instrumentos de 
planificación la posibilidad de otorgar una protección suplementaria a la 
dispuesta por la ordenación general. En términos similares se expresan los 
instrumentos de planificación del resto de Comunidades Autónomas, debido a 
que se formulan con los mismos objetivos de coherencia jerárquica en sus 
determinaciones y, en lo que respecta específicamente a la protección de los 
suelos protegidos, con la posibilidad de aumentar el nivel de protección de los 
diferentes ámbitos, debiendo mantener como mínimo común denominador el 
régimen atribuido por el instrumento superior y vinculante. 
  
Los Tribunales de Justicia han avalado igualmente esta consideración, lo que 
puede apreciarse de forma generalizada en sentencias como la del TSJA, Sede 
de Málaga, de 21 de diciembre de 2011 (Sección 1ª, rec. 1661/2006. Ponente: 
GÓMEZ PASTOR, EDJ 2011/391472), en la que se afirma que, entre los 
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objetivos de la ordenación del territorio, como competencia autonómica y 
materia propia de los instrumentos de planificación territorial, se incluye de 
manera principal la distribución geográfica de las actividades y de los usos del 
suelo, armonizada con el desarrollo socioeconómico, las potencialidades 
existentes en el territorio y la protección de la naturaleza y del patrimonio 
histórico y cultural. A juicio de la Sala, la ordenación del territorio debe suponer 
el establecimiento de determinaciones relacionadas con la protección de la 
naturaleza y del paisaje, extremo al que, además, por si ello no bastara, se 
refiere la propia Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de 
Andalucía en su artículo 46.1.e). Por ello, concluye que es evidente que 
aquellas determinaciones, dirigidas a la preservación del proceso urbanizador 
del suelo por razones medioambientales, afectan de manera directa a intereses 
claramente supralocales, imbricados especialmente en la materia 
medioambiental y de ordenación del territorio, que por lo tanto, pueden y deben 
ser abordadas por los instrumentos que el ordenamiento contempla como 
propios de estas materias, los cuales, además, son vinculantes para los planes 
de ordenación urbanística.  
 
A lo anterior cabe añadir, en cuarto lugar, que aunque los parámetros y criterios 
sobre los que se considera el suelo rural en toda España son en su mayoría 
muy similares, su regulación en cada caso concreto puede presentar 
particularidades que en determinadas circunstancias pueden conllevar 
diferencias de tratamiento de cierta entidad en el régimen aplicable en la 
práctica a suelos con situaciones físicas similares. 
 
Esta diferenciación puede apreciarse tanto en los criterios de calificación del 
suelo rural como, por otra parte, en las diferencias de régimen aplicable de 
forma general al mismo. En el primer caso, si bien partiendo de los postulados 
generales de la vigente normativa estatal sobre suelo y de los criterios 
apreciados de forma uniforme por las distintas Comunidades Autónomas, que 
no presentan actualmente diferencias destacables en cuanto a la identificación 
del suelo rústico o no urbanizable, pueden sin embargo apreciarse diferencias 
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en cuanto al encuadramiento concreto de éste dentro de los tipos que 
establezca la norma aplicable y, en concreto, sobre la mayor o menor amplitud 
de los supuestos en los que debe considerarse que un suelo ha de ser 
sometido a un régimen de especial protección. 
 
Por otro lado, también pueden apreciarse diferencias de tratamiento del suelo 
rural en las diferentes normativas autonómicas en lo que respecta a su régimen 
jurídico. Tomando como referencia el suelo rural definido como genérico o 
común en cada territorio, podemos apreciar que existen normativas que 
determinan el régimen de uso y disfrute del terreno de una forma más 
restrictiva que otras, tanto en lo que respecta a los usos vinculados a la 
naturaleza rural del suelo como, principalmente, en los supuestos de 
actuaciones excepcionales autorizables, en cuyo régimen de autorización 
pueden identificarse diferencias muy acentuadas, en función de la mayor o 
menor limitación con la que se describan estos supuestos excepcionales.  
 
En ambos casos puede alegarse que la labor y las conclusiones del 
planificador serán, en definitiva, las que en muchos supuestos determinen el 
régimen concreto aplicable al terreno sometido al diagnóstico y ordenación en 
su planificación. Pero no cabe duda que el mayor o menor ámbito de restricción 
con el que la normativa describa el régimen general del suelo va a ser muy 
determinante a la hora de establecer los usos permitidos y autorizables en los 
suelos rurales de cada Comunidad Autónoma y, en definitiva, su régimen 
jurídico aplicable, que posteriormente podrá ser modulado por los distintos 
instrumentos de ordenación, aunque sin exceder los límites establecidos por el 
legislador autonómico correspondiente. 
 
Finalmente, también pueden destacarse las diferencias apreciables en el 
tratamiento de los posibles usos residenciales autorizables en los entornos 
rurales, partiendo no obstante de una posición general tendente a restringir o 
limitar en lo posible las nuevas construcciones de viviendas en el suelo no 
urbanizable. Las diferencias existentes en las diferentes regulaciones pueden 
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sintetizarse, por una parte, en el establecimiento de criterios más o menos 
restrictivos para autorizar la instalación de viviendas aisladas que no presenten 
riesgo de generar nuevos núcleos de población. Además de la anterior, una 
fundamental diferencia de regulación, a la que con posterioridad se hará 
referencia expresa en este trabajo, es la exigencia de acreditar la vinculación 
de la necesidad de vivienda para el correcto uso agropecuario del suelo, como 
requisito insoslayable para autorizar la construcción de edificaciones de este 
tipo en normativas como la andaluza. 
 
En relación con esta cuestión, aunque con distinta formulación, también 
pueden apreciarse diferencias en el tratamiento de los posibles núcleos 
residenciales delimitados en suelo rural, reconocidos por algunas normativas 
como la asturiana, gallega o andaluza, como uno de los medios dispuestos 
para intentar regularizar y ordenar las edificaciones existentes en suelo no 
urbanizable, atribuyendo una configuración y entidad colectiva a situaciones 
que, al menos en su origen, surgieron como consecuencia de la necesidad de 
establecer vinculaciones colectivas para la explotación de los recursos del 
territorio. La delimitación de sus contornos y el establecimiento de sus 
condiciones de ordenación y mantenimiento son atribuidas, con carácter 
general, a los instrumentos de planeamiento que deberán disponer las 
soluciones a las necesidades y carencias de estos núcleos residenciales 
rurales, sobre todo en lo que respecta a los accesos y dotación de servicios, 
debiendo compatibilizar su establecimiento con la naturaleza rural del suelo en 
el que se asientan. 
   
En definitiva, estas consideraciones suponen los parámetros fundamentales 
que la normativa actual atribuye a la planificación, como elemento identificador 
del suelo rústico o no urbanizable en cada área geográfica concreta, 
formulados desde un punto de vista general y meramente enunciativo. A partir 
de este punto, y sobre la base de la normativa vigente en cada territorio 
concreto, la labor planificadora deberá identificar de forma material cada tipo 
específico de suelo, evaluando sus condiciones de forma individualizada y, en 
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función de los resultados obtenidos, atribuir a cada zona su régimen jurídico 
aplicable. Esta tarea de la función planificadora, denominada fase de análisis o 
diagnóstico del territorio, se dispone como la cuestión nuclear de todo proceso 
de planificación, al incluir en la misma la labor de identificación de los 
elementos que, al fin y a la postre, van a servir de fundamento a la asignación 
en cada territorio de un régimen jurídico propio, con la consiguiente repercusión 
que ello supone en su régimen de usos autorizables y, en definitiva, en los 
derechos de sus titulares. Por todo ello, el correcto ejercicio de este análisis 
territorial se antoja fundamental para el buen término de toda labor 
planificadora, cuestión que va a ser el elemento y objetivo fundamental de la 




EL SUELO COMO ELEMENTO SUSCEPTIBLE DE PROTECCIÓN 
 
 
I. LA PROTECCIÓN DEL ENTORNO COMO CRITERIO FUNDAMENTAL DEL 
DESARROLLO HUMANO.  
  
La concienciación ambiental que preside la sociedad actual determina que, con 
carácter general, toda actuación, plan, proyecto o intervención que sea 
susceptible de presentar algún tipo de impacto sobre el medio ambiente en el 
que se pretende realizar, se someta a un análisis previo al objeto de determinar 
si ese impacto es o no real y efectivo, si aun siendo posible o inevitable su 
producción su alcance puede o no ser mitigado o atemperado o, en 
determinados casos, si el interés general de su realización ha de ser 
considerado como prioritario sobre el impacto ambiental generado, lo que 
puede que determine su autorización cumpliendo los requisitos que al efecto 
determine la normativa vigente, lo que sucederá en muy reducidas ocasiones, 
debido a que la tendencia general de la normativa vigente es la de priorizar la 
protección ambiental sobre los intereses económicos y/o sociales subyacentes 
en estos casos. Esta realidad viene presidiendo la actuación de los poderes 
públicos del mundo occidental principalmente desde mediados del siglo 
pasado, momento a partir del cual, de forma progresiva, se fue percibiendo la 
incidencia evidente que la actuación del ser humano y sus procesos  
industriales y de construcción de infraestructuras presenta sobre el entorno 
físico, lo que en la época actual se plasma en las evidencias (ya prácticamente 
no discutidas por ningún sector científico) del cambio climático que los 
habitantes de este planeta venimos percibiendo, con los perjuicios que ello 
parece que puede acarrear para la vida en un futuro lamentablemente cercano. 
 
Por entorno podemos entender, coloquialmente, como todo aquello que rodea 
a la actividad humana, y que constituye el espacio físico en el que se 
desarrollan las relaciones individuales y sociales de la vida, de tal modo que 
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toda actuación humana tiene reflejo en el mismo porque es el marco en el que 
se realiza y con el que se interactúa347. 
 
Desde un punto de vista jurídico podemos hacer referencia a la definición 
contenida en el artículo 28.1 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del 
Patrimonio Histórico de Andalucía348, que define el entorno de los bienes 
históricos protegidos en Andalucía como el formado por aquellos inmuebles y 
espacios cuya alteración pudiera afectar a los valores propios del bien de que 
se trate, a su contemplación, apreciación o estudio, pudiendo estar constituido 
tanto por los inmuebles colindantes inmediatos, como por los no colindantes o 
alejados. De ambas definiciones podemos extraer la conclusión de que el 
entorno es todo aquello que rodea al ser humano en su aspecto físico y 
ambiental, incluyendo al resto de seres vivos y elementos materiales que se 
localizan en una zona concreta del planeta. La conservación de este entorno se 
ha convertido en uno de los condicionantes más importantes de toda nueva 
actividad que se pretenda realizar en el momento actual, asumiendo los 
poderes públicos los postulados más tendentes a mantener la realidad física 
del territorio conforme a su realidad natural, salvo en los supuestos en los que 
se garantice previamente que lo proyectado no le afecta sensiblemente.  
 
Este afán proteccionista se ha venido reflejando, entre otras cuestiones, en el 
establecimiento de medidas precautorias frente a la realización de actuaciones 
y proyectos que por su localización, la emisión de elementos contaminantes, la 
alteración del medio físico en el que se pretendan ubicar o la posible 
producción de otros efectos perniciosos para el medio ambiente general o del 
entorno, se estimen perjudiciales para el interés general preferente que, en la 
actualidad, presenta como uno de sus parámetros fundamentales el respeto al 
medio ambiente y entorno adecuados, cuestiones todas ellas que se tienen su 
                                            
347 La Real Academia Española de la Lengua define el vocablo entorno en su primera acepción 
como: Ambiente, lo que rodea. 
348 BOJA núm. 248, de 19 de diciembre de 2007. 
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reflejo en la aspiración social cada vez más demandada de un espacio de vida 
saludable y un progreso ambientalmente sostenible349.  
   
Además de lo anterior cabe indicar que de forma paulatina se han ido 
incorporando nuevas aspiraciones sociales que suponen un freno o, cuanto 
menos, una rémora a la ejecución de proyectos o actuaciones que pueden 
afectar a su defensa y conservación, y que la conciencia ciudadana ha ido 
incorporando al elenco de derechos que han de ser preservados frente a las 
actuaciones que puedan causarles impactos apreciables. Nos referimos a los 
ámbitos culturales, arqueológicos, paisajísticos, agrarios, etnográficos etc., 
cuya estimación conjunta forma un complejo de elementos que deben ser 
objeto de valoración previa a la autorización de las actuaciones o proyectos 
que por su naturaleza puedan afectar a sus manifestaciones en el entorno en el 
que se desarrolla la vida humana y las relaciones sociales y ciudadanas350. 
 
Del análisis de los medios de protección y prevención que la normativa vigente 
se ha dotado para conseguir los objetivos de salvaguarda de estos derechos 
sociales y el interés general asociado a los mismos, se comprueba como la 
mayor parte de las medidas se contienen en las normas e instrumentos que 
establecen las condiciones de uso y desarrollo del suelo, ya que éste es el 
sustrato material en el que se desarrollan las actividades humanas y en el que 
se sustentan los proyectos y actuaciones que pueden afectar al entorno 
natural, físico, ambiental, histórico, cultural o etnográfico que se estime preciso 
preservar como medio de garantizar el ansiado desarrollo social sostenible. 
                                            
349 La propia CE1978 en su artículo 45 dispone: 
1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la 
persona, así como el deber de conservarlo. 
2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, con 
el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, 
apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva. 
3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije se 
establecerán sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de 
reparar el daño causado. 
350 Estos derechos sociales también tuvieron reflejo en la CE1978, como es el caso del artículo 
46, que dispone: Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el 
enriquecimiento del patrimonio histórico, cultural y artístico de los pueblos de España y de los 
bienes que lo integran, cualquiera que sea su régimen jurídico y su titularidad. La ley penal 
sancionará los atentados contra este patrimonio,  
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Para ello, las Administraciones competentes han ido conformando un bloque 
normativo cada vez más amplio mediante el que se establecen los criterios de 
uso y gestión del suelo que garanticen su utilización racional y la garantía de 
preservación de los entornos que, por la concurrencia en los mismos de uno o 
varios de los elementos susceptibles de conservación específica, se estimen 
como merecedores de un régimen jurídico específico que tiene como objetivo 
principal su mantenimiento conforme a su situación original o su recuperación 
(en el supuesto de entornos degradados). En estos casos, de forma evidente el 
régimen de usos autorizables de estos suelos vendrá mediatizado por las 
medidas previstas para su conservación, pudiendo autorizar únicamente 
aquellas actuaciones que por su naturaleza o intensidad no presenten 
afecciones a la preservación del entorno protegido y los valores por los que ha 
obtenido esta consideración. 
 
Como afirma BERBEROFF AYUDA351 para conseguir los objetivos pretendidos 
deben ponerse en funcionamiento los mecanismos regulados por el Derecho 
Urbanístico, lo que implica la introducción de una abundante normativa que 
discipline no solamente los tres aspectos clásicos en el ámbito urbanístico, 
como son planeamiento, gestión y disciplina, sino también otros que presentan 
una indudable conexión sectorial con aquéllos. A juicio de este autor, en una 
tendencia califica como globalizadora, es necesario el engarce de la regulación 
del suelo con los más modernos principios de protección medioambiental, 
sobre aspectos tales como el paisaje o la movilidad, que cobran una 
extraordinaria importancia social, y por ello legitiman y justifican la 
preocupación del legislador, materializada en una amplia producción normativa. 
 
Dentro de esta relación de normas jurídicas que establecen los medios por los 
que se pretende regular la preservación del entorno y sus valores inherentes en 
territorio nacional, debemos citar fundamentalmente las que ya se han 
mencionado al analizar las distintas normas e instrumentos de planeamiento 
existentes en la regulación española, partiendo de la normativa sobre suelo del 
                                            
351 BERBEROFF AYUDA, Dimitri (2007, pág. 100). 
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Estado (TRLS2015) y de las normas de ordenación territorial y urbanismo 
emanadas por las Comunidades Autónomas352. Además, como elemento 
fundamental de la cuestión relativa a la preservación del medio ambiente y 
otros valores asociados al mismo, debemos citar por su importancia la 
normativa sectorial ambiental, nutrida en gran parte por normativa emanada de 
la Unión Europea que es posteriormente desarrollada y completada por el 
Estado y las Comunidades Autónomas en función del alcance constitucional de 
sus competencias en esta materia, debiendo añadir también a la normativa 
emanada de las Corporaciones Locales que aunque limitada a rango 
reglamentario (al menos en las entidades locales de régimen común), también 
presenta una incidencia apreciable en las actuaciones de conservación de los 
valores identificados en el territorio y que conforme a estas normas es preciso 
preservar y/o recuperar.  
 
Pero salvo los supuestos en los que la propia normativa identifica y delimita los 
ámbitos geográficos concretos sobre los que se aplica el régimen de protección 
del suelo que propugna, para la localización geográfica de los concretos 
lugares donde se aprecien los valores susceptibles de protección especial se 
deberá realizar una labor de análisis territorial con el objeto de delimitar los 
lugares donde se acredite su existencia y la intensidad con la que se 
identifican. Este análisis territorial de un ámbito espacial concreto, cuando 
presenta un carácter general353 y tiene por objeto, al menos, ordenar un 
espacio de forma en que se delimiten sus diferentes zonas en función de la 
necesidad de establecer sobre ellas un régimen específico de protección y la 
aptitud para albergar usos diferenciados, se suele denominar con la expresión 
planificación (territorial), que en otras palabras puede definirse como la función 
de establecer una ordenación racional de un ámbito territorial determinado, con 
                                            
352 En este punto es preciso volver a citar la excepción de las Ciudades Autónomas de Ceuta y 
Melilla, dado que su actual normativa no les otorga a sus Asambleas la capacidad para aprobar 
normas con rango de ley, por lo que en sus ámbitos se aplica la normativa estatal vigente en 
todo el territorio nacional y, de forma supletoria, la de ordenación territorial y urbanística vigente 
en la fecha de entrada en vigor de la STC 61/1997.   
353 Lo que no quiere decir que su alcance sea general, ya que puede referirse a un ámbito 
sectorial. En este caso nos referimos a un carácter global del entorno concreto en el que se 
realiza el análisis territorial y no a una localización específica dentro de un ámbito mayor.  
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el objeto de identificar en el mismo las consideraciones que establece la 
normativa vigente, ya sean estas de carácter general o , en su caso, relativas a 
un ámbito sectorial determinado (como puede ser el medioambiental). A esta 
labor planificadora nos referiremos más adelante, debiendo en primer lugar 
atender al elemento material sobre el que se realiza, que como ya se ha 
apuntado es el suelo, considerando éste como el elemento material del 
territorio donde se realizan las actividades humanas y que requiere que sobre 
el mismo se realice una delimitación de los concretos ámbitos en los que estas 
actividades pueden desarrollarse de los que, por cualquier circunstancia, no 
deben ser objeto de alteración alguna o, cuanto menos, determinar que toda 
posible afección sobre ellos sea limitada. 
 
 
II. EL SUELO COMO ELEMENTO TERRITORIAL. 
 
La evolución de la sociedad occidental hasta el momento temporal actual, y en 
particular la española, ha determinado la alteración del entorno físico en el que 
se desarrollan las actividades de los ciudadanos, tanto por la construcción y 
progresiva ampliación de áreas urbanizadas como por la utilización de los 
espacios rurales para actividades que, en muchos de los casos, han ido 
produciendo un paulatino deterioro de los entornos no urbanos que, salvo 
excepciones muy concretas, han ido degradando sus características naturales 
y condiciones inherentes. Esta realidad, como se ha apuntado anteriormente, 
ha motivado una creciente conciencia social relativa a la necesidad de la 
protección de estos entornos y, en la medida de lo posible, su regeneración, lo 
que se ha plasmado en un posicionamiento activo de los poderes públicos 
mediante la implementación de políticas de prevención y conservación de estos 
ámbitos, que inevitablemente se han de materializar en la delimitación de 
espacios sometidos a regímenes especiales de protección y en la restricción de 
los usos autorizables en los mismos. 
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Como se analizó al tratar la evolución de la normativa sobre suelo en España, 
si en sus orígenes ésta se dirigía casi exclusivamente a tratar al suelo urbano y 
a la ordenación de las ciudades, de forma progresiva fue introduciendo la 
regulación de los espacios rurales no destinados (al menos en principio) a ser 
objeto de posterior desarrollo urbanizador, incluyendo medidas delimitadoras 
de los usos autorizables y la necesidad de delimitar los espacios sujetos a una 
protección suplementaria con restricción de los usos previstos para el resto. 
Esta progresiva introducción de la regulación integral motivó la introducción del 
concepto de ordenación territorial354 diferenciado del urbanismo, como término 
“superior” al atender a consideraciones de naturaleza trasversal al analizar el 
territorio355 frente al carácter sectorial del régimen de uso del terreno que se 
atribuye al urbanismo. Esta consideración general del territorio motivó, a su 
vez, la progresiva atención de los poderes públicos sobre el suelo protegido, 
como elemento fundamental para la consecución de las aspiraciones sociales 
de preservación de los derechos ambientales (y de otros ámbitos conectados 
como vimos en el epígrafe anterior) que ostentan un lugar preferente en el 
concepto de interés general en la sociedad occidental actual y, por supuesto, 
en la española. 
  
El suelo protegido (o sometido a un régimen especial de protección) puede 
definirse con MARTÍNEZ MARTÍNEZ356 como toda porción de terreno que, en 
razón de la concurrencia objetiva de ciertos valores ecológicos, naturales o 
culturales, está sometido por el ordenamiento jurídico a un régimen jurídico 
notablemente restrictivo de su uso y disfrute y de sus facultades de disposición. 
Sobre esta definición podemos realizar algunas consideraciones, que si bien en 
algunos casos ya han sido apuntadas anteriormente, es preciso traer a colación 
en este momento para poder realizar un análisis global del suelo como 
elemento susceptible de un régimen jurídico de protección singular. 
                                            
354 CASTELAO RODRÍGUEZ y SANTOS DÍEZ (1999, página 100) establecen el origen del 
término “ordenación del territorio” en la literatura científica española a principios de la década 
de los 60 del pasado siglo. 
355 La Carta Europea de la Ordenación del Territorio de 1983 lo define como: “…expresión 
espacial de la política económica, social, cultural y ecológica de la sociedad”. 
356 MARTÍNEZ MARTÍNEZ, María (2010, pág. 37). 
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A. La delimitación de los ámbitos de suelo protegido. 
 
La primera cuestión a considerar de esta definición es la delimitación del suelo 
como “porción de terreno”, lo que introduce el elemento espacial como 
determinante del entorno sometido a protección por sus valores intrínsecos. De 
forma evidente lo que se protege es una zona concreta y delimitada en el 
espacio, que requiere que la normativa que determine su protección o el 
instrumento de planificación que la contenga, proceda a circunscribir su 
superficie a una localización territorial concreta y debidamente 
georreferenciada. Esta cuestión presenta una mayor importancia de la que a 
priori pueda parecer, debido a que el concreto espacio protegido está sometido 
a un régimen jurídico que difiere (y en muchas ocasiones de forma muy 
considerable) del aplicable a sus zonas limítrofes357, lo que determina la 
necesidad insoslayable de delimitar de forma muy precisa los contornos de los 
espacios de territorio incluidos en las zonas de especial protección. Esta 
consideración motiva que los diferentes medios de establecimiento de zonas 
sometidas a especial protección incluyan entre sus primeras consideraciones la 
localización del espacio físico que delimitan como ámbito geográfico sobre el 
que se despliegan sus efectos, aplicando normalmente las coordenadas del 
Sistema de Referencia Terrestre Europeo 1989 (ETRS89)358 junto con otros 
elementos físicos existentes en el entorno, para conseguir una definición de los 
límites del espacio protegido lo más precisa posible y evitar así posibles 
conflictos con los titulares de los espacios limítrofes.  
 
Esta correcta delimitación de los terrenos sometidos a un régimen de especial 
protección ha sido exigida igualmente por los Tribunales de Justicia, invocando 
                                            
357 Aunque en muchas ocasiones existan efectos del régimen de especial protección que se 
proyecten hacia las zonas limítrofes de los espacios protegidos, en aplicación de medidas 
proteccionistas que requieren zonas de servidumbre en predios colindantes para evitar la 
posible transmisión de las afecciones de los usos o actividades que fueran autorizables en 
éstos que no fueran admisibles en los suelos especialmente protegidos. 
358 Como ejemplo reciente, puede citarse la delimitación física que contiene el Decreto 
142/2016, de 2 de agosto, por el que se amplía el ámbito territorial del Parque Natural de 
Doñana, se declara la Zona Especial de Conservación Doñana Norte y Oeste (ES6150009) y 
se aprueban el Plan de Ordenación de los Recursos Naturales y el Plan Rector de Uso y 
Gestión del Espacio Natural Doñana, cuyo Anexo I contiene la descripción literal de la 
ampliación de los límites del Parque Natural de Doñana. 
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la necesaria seguridad jurídica que debe presidir todo establecimiento de un 
régimen jurídico individualizado sobre una localización física concreta, de tal 
modo que se ha impuesto la obligación ineludible por la que los instrumentos 
de planificación deben delimitar de forma indubitada los contornos de los 
espacios sobre los que despliegan efectos sus medidas de protección 
específicas. Por ejemplo, la STSJ de Canarias de 18 de abril de 2005 (Sede de 
Santa Cruz de Tenerife, Sala de lo Contencioso-Administrativo, sec. 2ª, rec. 
435/2004. Ponente MOYA MEYER, EDJ 2005/65174) dispone en su FD 5º:  
 
“El núcleo esencial del conflicto gira en torno a si la delimitación 
efectuada es correcta. La propia Administración demandada parece 
admitir que el deslinde practicado no es muy preciso y que se basa en 
una cartografía desfasada. Se ha practicado informe pericial del cual se 
deduce que las mediciones realizadas sólo tienen un valor aproximado, 
y no delimitan con precisión el espacio protegido, amén de haberse 
utilizado unos planos a escala 1:5000 que son inadecuados para la 
representación gráfica de la señalización colocada, porque el punto que 
los representa equivale a un objeto mucho mayor. Ante esta situación 
no podemos dar por buenas las actuaciones de la Administración que 
implican imponer al demandante una servidumbre legal de soportar los 
carteles informativos en los terrenos de su propiedad sin que exista la 
suficiente certeza de que señalicen los verdaderos límites del espacio 
protegido. La Administración deberá proceder a una nueva delimitación 
del espacio, con citación de los interesados, y colocar las señales 
informativas donde realmente corresponde”.  
 
También en la Comunidad Autónoma de las Islas Canarias podemos citar la 
reciente STSJ de 12 de diciembre de 2016 (Sede de Las Palmas de Gran 
Canaria, Sala de lo Contencioso-Administrativo, sec. 2ª, rec. 174/2016. 
Ponente VARONA GÓMEZ-ACEDO, EDJ 2016/283388), cuyo FD 4º hace 
referencia a la indebida delimitación de una zona de Reserva Natural en el 
planeamiento como causa inmediata de la ilegal concesión de las licencias 
urbanísticas, por lo que exhorta a los poderes públicos a identificar de forma 
correcta los ámbitos sujetos a protección singular dentro de los instrumentos de 
planeamiento, para evitar así posibles perjuicios a terceros que posteriormente 










B. La consideración material del suelo protegido. 
  
La segunda consideración a realizar sobre el concepto de suelo protegido es la 
relativa a la propia definición del vocablo suelo, sobre el que debemos entender 
el sustrato material en el que se desarrollan las actividades humanas y no el 
concepto físico de suelo como mero elemento de base para la construcción de 
instalaciones y edificaciones. Esta consideración deriva de la realidad por la 
que todo ámbito del territorio, incluido el anegado por aguas fluviales o 
marítimas359, es susceptible de protección, debido a que la definición de suelo 
que manejamos tiene un aspecto más geográfico que el meramente físico o 
material. Dicho de otro modo, el suelo protegido se configura como un 
elemento definido por una magnitud geográfica y no material, puesto que 
debemos considerar al territorio en relación con su entorno ambiental y ello 
debido a que, como analizaremos más adelante, los elementos susceptibles de 
protección no tienen porqué presentarse sustentados en el sustrato material del 
terreno, sino que pueden ser valores presentes en el entorno pero que no se 
manifiesten sensorialmente como “anclados” al elemento físico material del 
suelo sobre el que se identifican. 
 
 
1. El suelo como elemento físico sujeto a protección. 
 
Esta consideración material del suelo presenta actualmente una creciente 
importancia, debido a que diversos autores se postulan a favor de la 
implementación de una estrategia de protección directa del territorio como 
elemento físico, al estimar que la regulación que hasta la fecha se ha elaborado 
sobre la materia es insuficiente, principalmente por estar incluida en la 
                                            
359 En estos casos, además, casi con toda seguridad el suelo por el que discurran aguas 
fluviales (permanentes o incluso intermitentes) y el de los mares sometido a jurisdicción 
nacional, vendrán sometidos a especial protección por la propia determinación de las leyes 
sectoriales sobre los correspondientes ámbitos, por lo que su consideración en esta materia 
está fuera de toda duda. 
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normativa sectorial con incidencia sobre el territorio, salvo excepciones muy 
concretas360.  
 
Como señalan CUBERO MARCOS y LASAGABASTER HERRASTE361, la 
respuesta que el ordenamiento jurídico ha dado a la necesidad de protección 
del suelo ha ido dirigida, al menos inicialmente, a la preservación de su calidad 
pero desde un punto de vista tangencial. Esta realidad supone que la 
preservación del territorio se ha procurado como consecuencia de otros 
problemas o necesidades, y no por plantearse la necesidad de proteger el bien 
suelo como elemento en sí mismo considerado. Se trata por tanto de una 
protección indirecta, que tiene como fundamento principal la protección de 
otros bienes jurídicos, en especial y de forma directa la salud humana, pero 
que no atiende al suelo como objeto de protección principal.  
 
Los propios autores antes citados362 concluyen que la actual necesidad de 
protección del suelo, como sustrato y elemento territorial, requiere una atención 
normativa autónoma y un ámbito de desarrollo que inevitablemente pasa por la 
ordenación territorial. De este modo indican que la respuesta a la necesidad de 
protección del suelo como bien ambiental debe encontrarse en la ordenación 
del territorio, debido a que son los instrumentos de este ámbito los que deben 
procurar esa protección. 
 
Esta necesidad de proteger el suelo de forma autónoma al exigirlo la entidad de 
su propia naturaleza se aprecia desde otro punto de vista por autores como DE 
LA VARGA PASTOR363, al estimar que la regulación que implemente su 
preservación debe ser la ambiental, debido a que el territorio debe ser 
considerado un elemento de naturaleza ambiental y, en cuanto a tal, debe ser 
protegido por esta normativa sectorial. Para esta autora, actualmente no se 
cuestiona la consideración del suelo como bien jurídico incluido dentro del 
                                            
360 Como es el caso de la normativa sobre suelos contaminados, que actualmente se encuentra 
a nivel estatal en la Ley 22/2011, de 28 de julio, de residuos y suelos contaminados. 
361 CUBERO MARCOS, José Ignacio y LASAGABASTER HERRASTE, Iñaki (2007, página 48). 
362 Op. cit. (2007, pág. 56). 
363 DE LA VARGA PASTOR, Aitana (2010, págs. 36 y ss.). 
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medio ambiente, como efectivamente se reconoce por la propia normativa 
vigente364.   
 
En cualquier caso, para alcanzar el pretendido objetivo de la preservación del 
territorio como realidad material será necesario construir y desarrollar las 
categorías y técnicas adecuadas para alcanzar los fines propuestos, entre las 
que destacan por su importancia las que restrinjan los desarrollos no 
justificados del suelo, así como aquellos otros instrumentos y condicionantes 
que sirvan para preservar las características propias de su realidad material. 
Estos criterios serán aplicables sobre los terrenos cuya preservación se 
entienda necesaria desde una perspectiva ambiental estricta o por su valor 
como suelo agrario, patrimonial, cultural o, en general, por cualquiera de los 
motivos definidos por la normativa aplicable, incluida su inadecuación objetiva 
para albergar desarrollos urbanos. 
 
 
2. El suelo como elemento susceptible de titularidad dominical. 
 
A lo expuesto en el punto anterior cabe añadir que la consideración material del 
suelo susceptible de protección presenta también una significativa incidencia 
sobre el derecho de propiedad, debido a que en su condición de elemento 
económico y, por lo tanto, susceptible de apropiación, también se ve afectado 
por sus especiales condiciones de preservación. 
 
Como en general todos los tipos de terrenos, el suelo protegido es susceptible 
de apropiación y de formar parte de la titularidad dominical, ya sea ésta pública 
o privada, y ello incluso aunque en muchos de los supuestos de suelos 
protegidos su régimen jurídico determine o, cuanto menos, propicie su 
consideración como bien de dominio público de titularidad de cualquiera de las 
                                            
364 Para avalar esta afirmación, la autora citada se refiere expresamente al artículo 2.17 de la 
Ley 26/2007, de 23 de octubre, de responsabilidad medioambiental, que al definir los recursos 
naturales se refiere expresamente a las especies silvestres y los hábitats, el agua, la ribera del 
mar y de las rías y el suelo. 
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Administraciones españolas365. Esta última consideración deriva de la propia 
composición del régimen jurídico de los suelos especialmente protegidos, 
debido a que la conformación del estatuto jurídico de sus propietarios se ve 
ciertamente condicionada por su singular condición que, aparte de otras 
limitaciones impuestas de forma automática, tiende a restringir de forma muy 
acusada las posibilidades de uso y disfrute de estos bienes de titularidad 
privada y, en consecuencia, a provocar un efecto gravoso para sus intereses 
económicos presentes y futuros. 
 
Ciertamente esta vinculación del suelo a las determinaciones de la normativa y 
de los instrumentos de planificación aplicables no es predicable únicamente del 
suelo rural protegido, sino que actualmente se extiende a todos los tipos de 
suelos reglados en la normativa, en aplicación de la función social e interés 
general a los que se encuentra sometida toda actuación sobre el suelo 
conforme dispone el artículo 47 de la CE1978. Pero siendo cierta esta 
afirmación, cabe añadir que esta realidad se manifiesta con mayor incidencia 
sobre los suelos especialmente protegidos, al conectar el anterior artículo con 
la exigencia de protección ambiental que se recoge en el artículo 45 de la 
CE1978. La conjunción de ambos preceptos constitucionales se traspone en la 
práctica en la mayor restricción que presenta el régimen de uso y disfrute de 
estos suelos, en atención a la preferencia que sobre los mismos presentan los 
de los valores a proteger en sus respectivos ámbitos territoriales. 
 
En definitiva, la especial protección del territorio supone una aplicación 
reforzada de la concepción que autores como CUENCA LÓPEZ366 denominan 
“urbanística” del suelo, por la que se vincula su régimen de uso y disfrute a la 
normativa y/o planificación establecida para el mismo, en virtud a su 
subordinación a la citada función social y a la protección ambiental como 
                                            
365 En los casos de los bienes de dominio público por naturaleza esta condición es inherente a 
los mismos, pero también en otros supuestos como son los espacios naturales protegidos, su 
especial régimen jurídico conlleva en muchos casos la necesidad de proceder a su adquisición 
por la Administración competente y su incorporación al dominio público, como se hará 
referencia a lo largo de esta tesis.   
366 CUENCA LÓPEZ, Luis Javier (2013, pág. 101). 
267





principios rectores de la política social y económica que consagra nuestra Carta 
Magna367. Debido a esta vinculación y a la exigencia de cumplir con los 
apuntados requerimientos constitucionales, el régimen jurídico del suelo en 
general se presenta conformado por múltiples limitaciones a la conformación 
tradicional de la titularidad dominical, cuestión que en el caso del suelo 
especialmente protegido aumenta exponencialmente al incorporar las 
restricciones tendentes a la preservación material del territorio. 
 
Como afirma PÉREZ ÁLVAREZ368 los límites legales al derecho de propiedad 
del suelo son numerosos y derivan no solo de las determinaciones del 
planeamiento aplicable sobre el mismo, sino también de multitud de normas 
sectoriales que tienden a incrementarse como consecuencia del cada vez 
mayor intervencionismo de los poderes públicos sobre el uso y la gestión del 
suelo, invocando para ello el interés general.  
 
Por lo expuesto cabe concluir que la consideración del suelo protegido 
presenta también una vertiente económica, que afecta al régimen estatutario de 
sus titulares y que se manifiesta en una serie de afecciones a sus legítimos 
intereses, que inevitablemente se ven constreñidos por las medidas restrictivas 
que se imponen al uso y disfrute de su propiedad. De este modo, al abordar la 
protección del suelo se debe analizar su incidencia sobre las cuestiones de 
naturaleza económica relativas a la titularidad de los terrenos afectados, como 
consecuencia directa de su singularidad con respecto al resto de los terrenos 
de su misma clase.  
      
 
                                            
367 Este autor diferencia entre la concepción “urbanística” (o estatutaria) y la concepción 
“civilista” (o abstracta) del suelo, considerando esta última como la que parte de las 
determinaciones del artículo 348 del CC, que señala que: “La propiedad privada es el derecho 
a gozar de una cosa, sin más limitaciones que las establecidas en las leyes. El propietario tiene 
acción sobre el tenedor y poseedor de la cosa para reivindicarla”. No obstante, el propio autor 
expone la realidad actual por la que se entiende prioritaria la primera, con el respaldo no solo 
de la CE1978, sino también de las sucesivas Leyes urbanísticas, junto con la mayoría de la 
doctrina y con la Jurisprudencia del Tribunal Supremo y del Constitucional. 
368 PÉREZ ÁLVAREZ, María del Pilar (2014, pág. 22). 
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C. La proyección espacial del suelo y su incidencia sobre los entornos 
protegidos. 
 
A lo anterior cabe añadir una tercera reflexión sobre el concepto de suelo 
protegido, si cabe de mayor trascendencia jurídica, que es la relativa a la 
proyección del régimen jurídico del terreno protegido hacia el vuelo y el 
subsuelo369 de su propia realidad material. La consideración del vuelo como 
elemento integrante del derecho de propiedad y su materialización a nivel 
urbanístico ha sido reconocida desde los albores de la regulación de esta 
materia, debido a que la ejecución de los usos autorizados sobre los distintos 
tipos de suelo tiene, en la gran mayoría de ocasiones, una proyección evidente 
hacia el vuelo del territorio sobre el que se ejecutan las actuaciones. Por ello la 
normativa urbanística ha manejado desde un primer momento conceptos que 
delimitan la intensidad en la que se reflejan las aptitudes de un suelo concreto 
por encima del nivel físico del territorio (edificabilidad, ocupación, volumetría, 
etc.). De este modo, no presenta mucho problema trasladar esta cuestión al 
suelo en situación rural y sometido a especial protección, dado que será el 
régimen de usos autorizables el que determine su alcance e intensidad, 
incluyendo evidentemente su proyección hacia el vuelo del territorio en el que 
se asienten. 
 
Sin embargo, la regulación de los usos del subsuelo del territorio no ha sido 
objeto de tratamiento por el Derecho Urbanístico hasta tiempos recientes370, 
aunque ciertamente la utilización del mismo ha sido materializada desde un 
primer momento, tanto para la instalación de elementos de naturaleza privada 
(sótanos, canalizaciones, pozos, etc.) como de titularidad e interés colectivo 
                                            
369 Asumimos de este modo la tradicional distinción de la proyección de los ámbitos del 
territorio sobre el suelo, vuelo y subsuelo, como elementos integrantes del mismo sobre los que 
se refleja el derecho de propiedad del territorio conforme a lo dispuesto en la normativa 
aplicable. 
370 Se suele citar como primera manifestación genérica de la capacidad de uso urbanístico del 
subsuelo la regulación contenida en el artículo 1.15 del Real Decreto 2187/1978, de 23 de 
junio, por el que se aprueba el Reglamento de Disciplina Urbanística para el desarrollo y 
aplicación de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, que establecía como 
actos sujetos a licencia previa: “Las instalaciones subterráneas dedicadas a aparcamientos, 
actividades industriales, mercantiles o profesionales, servicios públicos o cualquier otro uso a 
que se destine el subsuelo”. 
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(redes de suministros, de saneamientos, etc.). De este modo, todo acto 
pretendido sobre el subsuelo de un terreno se ha basado inicialmente en la 
invocación del concepto civil del derecho de propiedad, recogido en el artículo 
350 del Código Civil, por el que el propietario de un terreno lo es también de su 
subsuelo, sin más restricciones que las posibles servidumbres existentes y las 
normas sectoriales que pudieran incidir sobre el caso concreto. Como afirma 
LÓPEZ PELLICER371, la consideración jurídico-civil del subsuelo del territorio 
parte de la lógica de entender que ostenta la misma naturaleza jurídica que la 
superficie, por lo que los criterios de utilización vendrían determinados por los 
atribuidos a la parcela por la normativa vigente al ser continuación material de 
la misma.  
 
Desde un punto de vista urbanístico, la ausencia de regulación expresa del 
subsuelo como elemento material integrante del territorio tenía su continuidad 
en el similar tratamiento que se le otorgaba por los instrumentos de 
planificación, lo que llegó a motivar la generación de situaciones controvertidas 
en las que se planteaban dudas sobre la ordenación aplicable al subsuelo ante 
el silencio de la regulación del planeamiento aplicable. Sobre este tema 
CUESTA REVILLA372 analiza la STSJ de Andalucía, de 27 de noviembre de 
1992, que resuelve la discrepancia sobre la legalidad de una licencia de obras 
otorgada por el Ayuntamiento de Huelva para la construcción de una guardería 
y un garaje en el subsuelo de un inmueble de dicha ciudad. La Sala se 
interroga acerca de las posibilidades de uso del subsuelo cuando no hay en el 
plan una regulación completa y precisa sobre el mismo, al contrario de lo que 
sucede con el suelo en cuanto superficie. A juicio de la Sala sólo cabían dos 
soluciones, en función de si se estimaba que en el subsuelo sólo pueden 
permitirse aquellos usos que se establecen en el Plan general o, en otro caso, 
admitir todos aquellos usos que no menoscaben, dificulten o impidan la 
utilización del suelo, al ser éste únicamente el que es objeto de completa 
ordenación.  
 
                                            
371 LÓPEZ PELLICER, José Antonio (2000). 
372 CUESTA REVILLA, José (2002, págs. 85-86). 
270





El TSJ de Andalucía optó claramente por esta última solución. Para el Alto 
Tribunal andaluz la exigencia del entonces aplicable artículo 58.1 del TRLS de 
1976, por la que el uso de los predios no podía apartarse del destino previsto, 
no podía conducir a la prohibición de cualquier uso no específicamente previsto 
en el subsuelo, cuando del mismo en nada se alteraría la utilización 
predeterminada del suelo, que es lo que en definitiva viene a regular el 
planeamiento. Por lo tanto, de donde no exista norma urbanística contenida en 
el Plan general o el correspondiente de desarrollo, que prohíba o impida un uso 
concreto del subsuelo y el pretendido, además, en nada merme o afecte al 
determinado para la superficie o suelo, no puede concluirse que lo que procede 
es la denegación de la licencia, alegando el incorrecto argumento de que el 
plan no prevé explícitamente cuál será el destino del subsuelo. El citado autor 
añade que la línea argumental de esta sentencia resume de forma muy clara el 
sentir generalizado que sobre esta materia sostuvo no sólo una muy autorizada 
doctrina, sino incluso el propio Tribunal Supremo, como puede apreciarse en 
las Sentencias de 28 de diciembre de 1983, de 26 de septiembre de 1984, o de 
27 de febrero de 1997.  
 
La consideración de los usos del subsuelo ha ido aumentando de forma 
progresiva, pues como indica ALEMANY GARCÍAS373 ha pasado de ser un 
espacio accesorio y casi sin valor, a albergar una amplísima gama de usos de 
la más variada índole, que en muchos casos nada tienen que ver con los que 
este autor califica como tradicionales. Como reflejo de esta realidad, la 
legislación estatal sobre suelo ha entrado a regular varias cuestiones relativas 
al uso del subsuelo, lo que ha venido a configurar un principio de régimen 
jurídico que los instrumentos de planeamiento deben materializar y completar. 
En concreto el artículo 12 del TRLS2015 al regular las facultades comprendidas 
dentro del derecho de propiedad del suelo, dispone en su punto segundo:  
 
“Las facultades del propietario alcanzan al vuelo y al subsuelo hasta 
donde determinen los instrumentos de ordenación urbanística, de 
                                            
373 ALEMANY GARCÍAS, Juan (2016, pág. 63). 
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conformidad con las leyes aplicables y con las limitaciones y 
servidumbres que requiera la protección del dominio público”.  
 
De conformidad con esta previsión legal, es evidente que en las zonas donde la 
intensidad de los usos autorizados se encuentre expresamente regulada, 
mediante los parámetros de edificabilidad y de ocupación, el alcance del 
derecho de propiedad del subsuelo debe quedar perfectamente delimitado con 
arreglo a lo que determinen las respectivas normas del planeamiento aplicable.  
 
Esta situación, por lógica, será habitual en los suelos urbanos consolidados, 
cuyo régimen urbanístico debe establecer los criterios de utilización del 
subsuelo para usos computables y, en su caso, para usos no computables en 
la edificabilidad asignada a cada parcela. Entre otros ejemplos de regulación 
sobre esta materia, podemos destacar la actual regulación normativa de los 
denominados complejos inmobiliarios, figura jurídica que entre otras 
cuestiones, permite disociar los usos y naturaleza del suelo, subsuelo e incluso 
del vuelo de una finca conforme dispone el actual artículo 26.5 del TRLS2015 
al indicar que:  
 
“Cuando los instrumentos de ordenación urbanística destinen 
superficies superpuestas, en la rasante y el subsuelo o el vuelo, a la 
edificación o uso privado y al dominio público se constituirá un complejo 
inmobiliario de carácter urbanístico en el que aquéllas y ésta tendrán el 
carácter de fincas especiales de atribución privativa, previa la 
desafectación y con las limitaciones y servidumbres que procedan para 
la protección del dominio público. Tales fincas podrán estar constituidas, 
tanto por edificaciones ya realizadas, como por suelos no edificados, 
siempre que su configuración física se ajuste al sistema parcelario 
previsto en el instrumento de ordenación”.  
 
De este modo, sobre la base de esta normativa estatal la legislación urbanística 
puede regular específicamente esta posibilidad de uso diferenciado del 
subsuelo o vuelo de una finca respecto del de su suelo, como de hecho 
realizan algunas norma urbanísticas como es ejemplo el artículo 101 de la Ley 
5/2014, de 25 de julio, de Ordenación del Territorio, Urbanismo y Paisaje, de la 
Comunitat Valenciana, que recoge expresamente la posibilidad de uso 
diferenciado del suelo y del subsuelo aunque su titular fuera una 
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Administración, pudiendo distinguir zonas de dominio público de otras de 
naturaleza patrimonial dentro del propio complejo374.  
 
En términos similares, esta posibilidad de uso del subsuelo se recoge en el 
artículo 228 de la Ley 13/2015, de 30 de marzo, de Ordenación Territorial y 
Urbanística de la Región de Murcia. También se refiere expresamente al 
subsuelo la reciente Ley  11/2018,  de  21  de  diciembre,  de  Ordenación  
Territorial  y  Urbanística Sostenible de Extremadura, cuya exposición de 
motivos afirma expresamente que su regulación se extiende al subsuelo, vuelo 
y cielo de una Extremadura sostenible, debido a que estima como deber del 
legislador regional mantener y proteger las tierras fértiles, que han sido el motor 
económico extremeño y, en tal consideración, deben ser preservadas para 
generaciones venideras.  
 
Si exceptuamos el caso de la reciente normativa extremeña, que extiende la 
referencia al subsuelo por toda su regulación de forma generalizada, se aprecia 
que las referencias contenidas en el resto de normas autonómicas parecen 
dirigidas de forma específica los suelos urbanos, por lo que en el caso de los 
suelos rurales la regulación de los usos autorizables no suele contener el 
régimen de utilización del subsuelo, salvo en los casos en los que el 
instrumento de planeamiento aplicable establezca las condiciones concretas de 
ejecución de las construcciones asociadas a los usos autorizables.  
 
Esta cuestión suele recogerse en las construcciones e instalaciones vinculadas 
a los usos tradicionales del suelo rural, pero puede no venir definida 
                                            
374 El citado artículo 101 de la Ley valenciana dispone: “1. El planeamiento puede prever la 
utilización, como bien patrimonial en régimen de dominio privado, del subsuelo bajo superficie 
dotacional pública. La propiedad del terreno en este régimen se cederá en su totalidad a la 
administración y computará a efectos de estándares y cesiones. El subsuelo se integrará en el 
patrimonio municipal de suelo y el vuelo en el dominio público. Ambos coexistirán como 
complejo inmobiliario o en régimen de propiedad horizontal.2. Los planes podrán prever 
excepcionalmente, en las zonas urbanizadas a las que se refiere el artículo 25.2 de esta ley, y 
cuando sea compatible con el uso dotacional, que la totalidad o parte de la edificabilidad sobre 
o bajo rasante sea de dominio privado y parte de dominio público. En este caso, el suelo 
computará a efectos de estándares en proporción a su edificabilidad de dominio público y la 
edificabilidad privada computará a efectos de aprovechamiento privado, constituyéndose 
complejo inmobiliario en los términos establecidos en la legislación estatal de suelo”. 
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expresamente para los usos autorizados en virtud de habilitaciones para la 
utilización excepcional del suelo rural, en los casos en los que se permiten 
actividades industriales, dotacionales, turísticas o similares375. En estos casos, 
el propio sistema arbitrado por la normativa urbanística correspondiente debe 
determinar los supuestos en los que el uso del subsuelo, o las afecciones que 
el uso superficial puedan derivar sobre el mismo, puedan incidir negativamente 
sobre el entorno rural correspondiente y a su concreto régimen de protección, 
cuestión que no debe estar exenta de controversia por la limitación que esta 
consideración puede conllevar para el uso pretendido por el promotor.  
 
La jurisprudencia ha entrado a valorar esta cuestión en resoluciones como la 
STS de 26 de noviembre de 2008 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, sec. 
5ª, rec. 6848/2004. Ponente FERNÁNDEZ VALVERDE, EDJ 2008/240081)376. 
En este caso el Alto Tribunal estima la actuación preventiva adoptada frente a 
los posibles efectos que las construcciones superficiales pudieran generar 
sobre el subsuelo, en el que existían unas cuevas objeto de protección 
patrimonial. Esto supone, en resumidas cuentas, que la consideración del uso 
del subsuelo deberá establecerse en correcta relación con la del propio entorno 
en el que se localiza y, en cualquier caso, junto con el suelo rasante sobre el 
que se ubica y su vuelo.  
 
Conforme a este razonamiento, CUESTA REVILLA377 concluye que desde 
cualquier óptica se revela como imprescindible operar urbanísticamente en el 
subsuelo del mismo modo a como actuamos en superficie. El derecho 
urbanístico abarca también al subsuelo y, por tanto, también a éste puede 
atribuirse aprovechamiento urbanístico. En dicho caso también en él operará el 
principio de equidistribución de beneficios y cargas, con los mismos problemas 
que su aplicación puede generar en el suelo. Lo que en ningún caso puede 
entenderse justificada es la posibilidad de operar en el mismo al margen de la 
                                            
375 Por ejemplo, en Andalucía mediante la autorización de las denominadas actuaciones de 
interés público (arts. 42 y 43 de la LOUA). 
376 Cfr. MARTÍNEZ MARTÍNEZ, María (2010, pág. 99). 
377 Op. cit. (2002, pág. 97). 
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ordenación urbanística. Como apunta LÓPEZ FERNÁNDEZ378, que no se 
establezca una ordenación concreta del subsuelo no quiere decir que carezca 
de regulación, debido a que puede estimarse aplicable la del suelo atendiendo 
a su innegable proyección vertical. Sin embargo, la complejidad que en la 
actualidad ha asumido el uso y utilización del subsuelo hace que se estime muy 
conveniente que la normativa y el planeamiento le otorguen una regulación 
específica, incluyendo los usos autorizados y prohibidos en su ámbito en 
función de las circunstancias de cada supuesto concreto. 
 
Si atendemos específicamente al suelo no urbanizable, la ya citada autora 
MARTÍNEZ MARTÍNEZ379  expresa el razonamiento por el que concluye que en 
el suelo rural no parece razonable admitir usos que no sean compatibles con 
los permitidos en suelos con valores medioambientales y ecológicos a 
preservar, si bien al contrario también parece razonable no desatender los 
derechos de los particulares ni llegar a la irracionalidad que puede producirse si 
toda la protección se basa exclusivamente en la prohibición. En similares 
términos se expresa AGOUÉS MENDIZÁBAL380 en cuya opinión los límites del 
uso del subsuelo del territorio deben de ponerse en relación con los valores 
ambientales del entorno, por lo que estima imprescindible su correcta 
ordenación conforme a las exigencias sectoriales que fueran vinculantes.  
 
Aparte del estrictamente ambiental, como afirma MORALO IZA381 el límite a la 
proyección del subsuelo no puede ser otro que el susceptible de 
aprovechamiento y uso conforme a su naturaleza, pero no el subsuelo que 
pudiera considerarse como remoto, más allá del cual ni la lógica ni la técnica 
pueden reconocer aprovechamiento alguno. En cualquier caso, a juicio de este 
autor, parece claro que el subsuelo debe ser entendido como parte del objeto 
de la actividad urbanística y, en cuanto a tal, sujeto a planificación. 
 
                                            
378 LÓPEZ FERNÁNDEZ, Luis Miguel (2005, pág. 11 y ss.). 
379 Op. cit. (2010, pág. 100). 
380 AGOUÉS MENDIZÁBAL, Carmen (2005, págs. 48-51). 
381 MORALO IZA, Víctor Manuel (2006). 
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En conclusión a todo lo expuesto, podemos destacar que el subsuelo (al que 
podríamos añadir el vuelo) de todo territorio es un elemento integrante del 
conjunto de derechos y obligaciones atribuidos al titular del suelo, que de forma 
conjunta configuran su estatuto jurídico. Con el alcance que en cada caso 
autorice la normativa o el planeamiento aplicable, tanto vuelo como subsuelo 
podrán ser objeto de los usos urbanísticos atribuidos a la superficie del 
territorio, salvo los que de forma expresa se encuentren expresamente 
prohibidos por cualquier motivo y, en concreto en el caso del suelo rural, los 
que pudieran afectar a las condiciones ambientales o físicas del entorno. 
  
 
III. LA CONCURRENCIA DE VALORES COMO ELEMENTO 
CARACTERIZADOR DEL SUELO PROTEGIDO. EL CARÁCTER REGLADO 
DEL SUELO NO URBANIZABLE DE ESPECIAL PROTECCIÓN. 
 
La segunda cuestión a considerar en el ámbito de los elementos que 
constituyen la definición del suelo protegido a la que se ha aludido en el punto 
anterior, es la concurrencia objetiva de los valores que hacen a un suelo 
concreto merecedor de un régimen individualizado y suplementario de 
protección frente al general atribuido al suelo rural común. La propia 
delimitación del concepto requiere hacer referencia a varias cuestiones que 
pueden plantearse a la hora de reconocer o delimitar un entorno en el que 




A. La identificación de ámbitos protegidos por el proceso de 
planificación. 
 
En primer lugar, cabe plantear la cuestión relativa a la capacidad que ostenta el 
poder planificador para delimitar los ámbitos de suelos protegidos en función de 
los valores inherentes que aprecie en los mismos y, en concreto, qué margen 
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de maniobra dispone a la hora de articular los diferentes tipos de protección 
aplicables sobre los mismos. Esta consideración presenta una acusada 
trascendencia debido a que, como se ha apuntado anteriormente, la 
identificación de zonas de especial protección tiene una incidencia directa 
sobre el ámbito de usos autorizables en el territorio en cuestión y, por 
consiguiente, en los legítimos intereses de sus propietarios que con carácter 
general pueden verse afectados por las medidas restrictivas que 
irremediablemente se aplican a los suelos protegidos.   
 
Para analizar esta cuestión debemos partir de la mención que realiza el actual 
artículo 13.1 del TRLS2015, en el que se dispone que las facultades del 
derecho de propiedad en el suelo rural incluyen las de usar, disfrutar y disponer 
de los terrenos de conformidad con su naturaleza, debiendo dedicarse, dentro 
de los límites que dispongan las leyes y la ordenación territorial y urbanística, al 
uso agrícola, ganadero, forestal, cinegético o cualquier otro vinculado a la 
utilización racional de los recursos naturales. Por su parte, añade el propio 
artículo, la utilización de los terrenos con valores ambientales, culturales, 
históricos, arqueológicos, científicos y paisajísticos que sean objeto de 
protección por la legislación aplicable, deberá quedar siempre sometida a la 
preservación de dichos valores, y comprenderá, únicamente, los actos de 
alteración del estado natural de los terrenos que la normativa aplicable 
expresamente autorice. La única excepción que se introduce a esta limitación 
es la autorización extraordinaria, conforme al procedimiento y las condiciones 
previstas en la legislación de ordenación territorial y urbanística, mediante la 
que podrán legitimarse actos y usos específicos que sean de interés público o 
social, que contribuyan a la ordenación y el desarrollo rurales, o que hayan de 
emplazarse en el medio rural.  
 
Teniendo en cuenta lo dispuesto en este artículo, que se formula en términos 
similares a lo dispuesto en la normativa sobre ordenación territorial y urbanismo 
de las diferentes Comunidades Autónomas, la cuestión que subyace a la hora 
de interpretar los criterios de actuación que se atribuyen al planificador se 
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centra en determinar si la misma se ha de entender como totalmente reglada o 
si, por el contrario, presenta un cierto margen de discrecionalidad. En otras 
palabras, la cuestión se basa en determinar si el poder público encargado de 
elaborar los instrumentos de planificación, a la hora de identificar los suelos 
que requieren una especial protección, ostenta un cierto margen para excluir o 
incorporar parte del territorio a los mismos o, por el contrario, la advertencia de 
la existencia de valores merecedores de protección exige al planificador su 
protección especial sin ostentar ningún ámbito de decisión sobre la materia.  
 
En principio, parecería que la propia función planificadora conllevaría un cierto 
margen de discrecionalidad en la actuación del poder público, debido a que la 
propia noción de planificación382 sugiere la capacidad de establecer elementos 
(o planes) de proyección de las actuaciones políticas que se desean formular 
sobre el territorio y que, en función del tipo de instrumento al que se refiera, 
tienen un alcance de mayor o menor transversalidad. Esta apreciación supone 
que salvo en los supuestos en los que la especial protección del territorio venga 
establecida por la normativa sectorial correspondiente (o por la aplicación de un 
instrumento de planificación de superior entidad), el proceso de planificación 
podría determinar los ámbitos en los que establecer los objetivos de su función 
programática, que en el caso del suelo no urbanizable se configuran en la 
delimitación de los sectores sometidos a especial protección con el objeto de 
evitar su futura transformación e, incluso, el mantenimiento de su realidad física 
actual.  
 
Ciertamente esta afirmación puede presentar matices muy diferenciados en 
función del concreto valor o elemento cuya presencia se advierta en un 
territorio determinado, dado que en algunos de los casos la propia naturaleza 
del elemento identificado conllevará la impresión general de la necesidad de 
preservar el entorno en el que se ha encontrado, en tanto que en otros casos la 
                                            
382 De hecho, en el Diccionario de la Real Academia Española de la Lengua, planificación se 
define en segundo lugar como “plan general, metódicamente organizado y frecuentemente de 
gran amplitud, para obtener un objetivo determinado, tal como el desarrollo armónico de una 
ciudad, el desarrollo económico, la investigación científica, el funcionamiento de una industria, 
etc.”.  
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propia entidad del elemento o valor posibilitará la introducción de un cierto 
grado de discrecionalidad en la labor del planificador. 
 
 
B. La consideración reglada del suelo protegido. 
 
Dentro del primer tipo de los anteriores podemos citar los valores que, como ya 
se ha apuntado, han ido acumulando una mayor entidad y preponderancia de 
forma paulatina en tanto que la concienciación social ha ido igualmente 
exigiendo su protección efectiva, como es el caso de los valores naturales, 
ambientales, forestales y similares. Evidentemente, en estos casos la mera 
apreciación de la presencia de elementos de esta naturaleza conllevará el 
análisis pormenorizado del entorno al objeto de determinar si su entidad 
requiere el establecimiento sobre el territorio estudiado de un régimen de 
especial protección, con la correspondiente restricción de usos autorizables 
sobre el mismo. Sobre esta clase de valores, cuya presencia no se encuentra 
sometida a disquisiciones con alto grado de subjetividad, se ha llegado a 
entender como de carácter reglado la actuación del planificador, debido a que 
la mera identificación de los elementos susceptibles de protección debe 
conllevar su inclusión en un régimen singularizado, como medio de 
salvaguardar la sustancia propia del valor al que el legislador ha otorgado esta 
condición.  
 
De este modo, la efectiva apreciación reglada de la delimitación del suelo no 
urbanizable protegido será totalmente evidente en el caso de que los 
elementos y valores identificados cuenten con una previa declaración sectorial 
por vía normativa o de cualquier tipo de planificación específica, en cuyo caso 
autores como AGUDO GONZÁLEZ383 determinan la plena vinculación de los 
elementos presentes en el suelo sobre la potestad discrecional del planificador. 
Por esta vinculación efectiva de la protección ambiental sobre la ordenación 
                                            
383 AGUDO GONZÁLEZ, Jorge (2004, páginas 411 y ss.). 
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territorial SANZ LARRUGA384 expone la progresiva reducción de la 
discrecionalidad del planificador por la incidencia del principio de sostenibilidad 
ambiental, que influye de manera decisiva en todos los actos y decisiones del 
proceso hasta el extremo de condicionar decisivamente en su resultado. 
 
En el mismo sentido GUTIÉRREZ COLOMINA385 afirma que también la 
jurisprudencia ha ido paulatinamente limitando la discrecionalidad de los 
poderes públicos a la hora de determinar la especial protección del suelo no 
urbanizable o rural, haciendo referencia para ello a las STS de 14 de febrero de 
2007 y de 15 de noviembre de 1995, en las que se dispone que la calificación 
del SNU de especial protección ecológica no está dentro del libre arbitrio del 
planificador, sino que éste ha de respetar el criterio real (reglado) en su 
delimitación, afirmando esta última sentencia que esta consideración constituye 
“…uno de los supuestos, junto con la calificación de suelo urbano, en el que 
priva el criterio real en la delimitación”. 
  
A diferencia de los supuestos anteriores, en los casos en los que se aprecie la 
existencia de valores protegidos por la normativa sectorial pero no exista una 
previa declaración individualizada, el análisis del territorio deberá valorar la 
entidad de los mismos como criterio determinante de su inclusión en un ámbito 
de protección suplementaria o si, por el contrario, la intensidad de su presencia 
no exige tal consideración, lo que supone indudablemente un ámbito de 
potestad discrecional de la actuación del planificador, aunque sea de alcance 
ciertamente limitado.  
  
Esta afirmación es debida a que la propia existencia de valores, aunque no 
hubieran sido declarados como elementos susceptibles de protección por una 
disposición o instrumento anterior, en ocasiones ha determinado la necesidad 
de su protección por encima de la voluntad del planificador, como es el caso al 
                                            
384 SANZ LARRUGA, FJ (2016). 
385 GUTIÉRREZ COLOMINA, Venancio (2016, pág. 66). 
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que se refiere la STS de 23 de abril de 1996386 (Sala Tercera, Sección 5ª, rec. 
4636/1990. Ponente BARRIO IGLESIAS, EDJ 1996/5162) en la que se 
determina la nulidad del instrumento de planeamiento que considera un terreno 
como suelo urbanizable en el que existe una zona de humedal, aunque la 
misma no haya sido previamente delimitada, catalogada o reconocida 
expresamente como tal, y ello debido a que la Sala entiende que se debe 
salvaguardar la presencia efectiva de este tipo de valor ambiental por su mera 
identificación, como así establece el sentido de la normativa sectorial que exige 
la protección de estos espacios ambientales387; o la STS de 15 de enero de 
2010 (Sala 3ª, sec. 5ª, rec. 6238/2005. Ponente TESO GAMELLA, LA LEY 
587/2010), que determina que en los suelos susceptibles de protección la 
variación de la clase de suelo no reviste el carácter de discrecional, sino que es 
de carácter reglado. Así, matiza la propia Sala, del mismo modo que la 
clasificación de suelo urbano tiene naturaleza reglada, también la clasificación 
de suelo rústico de protección lo es, por lo que no puede equipararse a un caso 
en el que se dispone de discrecionalidad administrativa, al no ser posible el 
cambio de clasificación del suelo cuando no concurren las circunstancias 
físicas que lo hagan posible388.  
 
En el mismo sentido pueden citarse decisiones más recientes, como la STS de 
25 de abril de 2016 (Sala 3ª, sec. 5ª, rec. 1266/2015. Ponente SUAY RINCÓN, 
EDJ 2016/55861), en la que el Alto Tribunal declara que es procedente la 
consideración de los terrenos como suelo no urbanizable cuando tal 
clasificación sea necesaria para salvaguardar aquellos valores paisajísticos, 
históricos, arqueológicos, científicos, ambientales o culturales que estuvieran 
presentes. En este caso, la consideración de suelo no urbanizable no era 
consecuencia directa y automática del hecho de estar sujeto el terreno a algún 
régimen especial de protección, sino que requiere una ponderación de los 
valores y circunstancias concurrentes, lo que inevitablemente comporta un 
cierto margen de apreciación por parte del planificador.  
                                            
386 Sala Tercera, Sección 5ª (rec. 4636/1990). Ponente: Barrio Iglesias, Jaime (EDJ 
1996/5162).  
387 Cfr. AGUDO GONZÁLEZ, Jorge (2004, pág. 417). 
388 Cfr. DESDENTADO DAROCA, Eva (2008). 
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Con esta argumentación la Sala entiende que la clasificación como suelo no 
urbanizable no es materia discrecional sino por el contrario sigue siendo 
reglada, de tal modo que si se constata que concurren tales valores, será 
preceptivo asignar al terreno tal clasificación. De esta argumentación 
jurisprudencial podemos concluir que el margen de discrecionalidad en la 
planificación se encuentra en su actuación ciertamente más subjetiva, mediante 
la que debe identificar los ámbitos en los que existen elementos y valores 
susceptibles de protección singular. Pero a partir de este punto su actuación se 
convierte en reglada, dado que en las zonas identificadas por la presencia de 
estos valores no tiene margen de maniobra alguna, debiendo únicamente 
adoptar las decisiones procedentes conforme a la naturaleza del territorio y a la 
normativa aplicable.  
 
En similares términos, la STS de 10 de febrero de 2016 (Sala 3ª, sec. 5ª, 
rec.1947/2014. Ponente TOLOSA TRIBIÑO, ECLI: ES:TS:2016:396) emitida 
sobre el contradictorio asunto del hotel “El Algarrobico”, ubicado en la costa 
almeriense, reitera la ya citada prevalencia de la ordenación y planificación 
ambiental sobre la territorial, añadiendo que la posible contradicción o 
incoherencia interna solo puede resolverse y clasificarse mediante el examen 
del problema sustantivo, es decir de la concurrencia o no de características 
naturales de los terrenos dignas de protección, y ello con independencia de las 
resoluciones judiciales sobre clasificación urbanística de los terrenos, pues esa 
clasificación debía ceder ante el PORN y no al contrario, con lo que, en 
definitiva, prevalece la naturaleza reglada del SNU de especial protección. 
 
Cabe añadir que esta obediencia debida en la actuación administrativa 
planificadora en la asignación de un régimen de especial protección sobre los 
terrenos en los que estudios técnicos determinen la concurrencia de especiales 
valores dignos de preservación ha sido puesta de manifiesto por recientes 
decisiones judiciales, pudiendo destacar la STS de 8 de abril de 2013 (Sala 3ª, 
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sec. 5ª, rec. 4378/2010. Ponente CALVO ROJAS, EDJ 2013/42167), en la que 
su FD 5º literalmente dispone:  
 
“…la clasificación reglada o ex lege del suelo no urbanizable no opera 
únicamente respecto de aquellos terrenos a los que se refiere el artículo 
9.1 de la Ley 6/1998, esto es, los que están sujetos a algún régimen de 
protección especial. En el esquema de la normativa estatal básica, 
interpretada por la jurisprudencia en los términos que acabamos de 
exponer, no hay duda de que la clasificación del terreno como suelo no 
urbanizable tiene carácter reglado cuando concurran las circunstancias 
a que se refiere el artículo 9.1 de la Ley 6/1998 (es decir, cuando se 
trate de terrenos "que deban incluirse en esta clase por estar sometidos 
a algún régimen especial de protección incompatible con su 
transformación de acuerdo con los planes de ordenación territorial o la 
legislación sectorial en razón de sus valores paisajísticos, históricos, 
arqueológicos, científicos, ambientales o culturales, de riesgos naturales 
acreditados en el planeamiento sectorial, o en función de su sujeción a 
limitaciones o servidumbres para la protección del dominio público")…”.  
 
Este carácter reglado del reconocimiento de los valores inherentes al suelo y 
que exige su inclusión en un régimen jurídico específico, viene determinado a 
su vez por el carácter tuitivo que la normativa urbanística ha venido atribuyendo 
al suelo rural o no urbanizable, como exigencia específica de salvaguarda de 
los valores presentes en el mismo y que justifica la imposición de acreditar la 
no existencia de elementos susceptibles de una especial protección con 
carácter previo a la habilitación del terreno para su futuro desarrollo urbanístico 
o para la autorización de usos no directamente relacionados con el destino 
natural del suelo rural aun sin cambiar su clasificación. Esta consideración se 
ha recogido por la jurisprudencia en sentencias como la ya citada del Tribunal 
Supremo de 29 de enero de 1992, al indicar expresamente que los terrenos en 
los que concurran estas características singulares no podrán ser destinados a 
fines distintos de los vinculados a la utilización racional de los recursos 
naturales, y, en todo caso, se deberá garantizar la preservación en estos 
suelos del proceso de desarrollo urbano. 
 
El límite de este carácter reglado de la consideración del suelo protegido 
vendrá determinado por la realidad física del terreno, de tal modo que como 
toda decisión administrativa está sujeta a la verificación mediante prueba 
contradictoria, en la que cabe alegar la ausencia de los valores cuya presunta 
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existencia motiva la inclusión del terreno afectado en un ámbito de especial 
protección y, en consecuencia, la procedencia de su incardinación dentro del 
régimen general de protección atribuido al suelo rural común definido por cada 
normativa urbanística concreta. Esta cuestión también ha sido avalada por la 
jurisprudencia, en resoluciones como la STSJ de Cantabria de 18 de enero de 
2000 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, EDJ 2000/1251) que considera 
incongruente una calificación de suelo no urbanizable de especial protección al 
estimarla contradictoria con la realidad natural de los terrenos y supondría 
desconocer su degradación verificada en la práctica. 
 
 
C. La discrecionalidad del planificador en la consideración del suelo rural. 
 
Aun manteniendo esta consideración de la debida actuación del planificador, 
otras decisiones judiciales han reconocido la existencia de este cierto ámbito 
de discrecionalidad389, como sucede en la STS de 26 de marzo de 1996 (Sala 
3ª, sec. 5ª, rec. 3487/1991. Ponente BARRIO IGLESIAS, EDJ 1996/2085), en 
la que se admite la potestad planificadora de la Administración, si bien con el 
límite de los ámbitos en los que la existencia de valores identificados y 
reconocidos por la normativa sectorial, que en todo caso deben ser incluidos en 
zonas de especial protección390. Mediante esta interpretación el Alto Tribunal 
viene a establecer distintos supuestos en función de los motivos por los que el 
suelo debe mantener su condición rural y, en su caso, singularizar su régimen 
jurídico, otorgando un mayor margen de actuación discrecional al planificador 
en los supuestos en los que la exclusión de la urbanización se realiza por 
motivos relacionados con el modelo de ordenación propuesto, que se reducen 
                                            
389 Apuntado incluso por el propio Tribunal Supremo en algunas sentencias en las que se 
reafirma el carácter reglado del suelo protegido, pero asumen la concurrencia de este ámbito 
de operatividad en la actuación del planificador. 
390 El propio Tribunal Constitucional, en su Sentencia 164/2001, de 11 de julio, avaló la 
existencia de un cierto margen de discrecionalidad en la actuación del planificador sobre el 
suelo no urbanizable, estimando que el establecimiento de los regímenes de especial 
protección debe realizarse conforme a una aplicación conjunta del análisis territorial y de los 
criterios que, al efecto, establezca la normativa urbanística aplicable, salvo en los supuestos en 
los que la delimitación del ámbito venga predeterminada por cualquier otro instrumento o 
normativa sectorial aplicable.   
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a su mínima expresión en los casos en los que se identifiquen valores sobre los 
que la normativa exige su preservación.   
 
Por su parte, la STS de 25 de marzo de 2011 (Sala 3ª, secc. 5ª, rec. 
5516/2007. Ponente CALVO ROJAS, CENDOJ 28079130052011100148) 
dispone expresamente en su FD 5º:  
 
“…Por tanto, existe una jurisprudencia consolidada que afirma que la 
categorización del suelo no urbanizable de protección especial no es 
potestad discrecional, sino reglada, resultando obligado asignar esa 
clasificación específica cuando concurren valores merecedores de tal 
protección”.  
 
Esta última afirmación del Alto Tribunal, aunque ciertamente parece asumir la 
postura de la aplicación estricta del carácter reglado del suelo de especial 
protección, para MORA RUIZ391 debe entenderse en el sentido que, con 
independencia de la competencia para la clasificación del suelo, éste será en 
todo caso no urbanizable de especial protección cuando claramente concurran 
valores ambientales que exijan y legitimen el mantenimiento de este suelo al 
margen de los procesos urbanizadores, convirtiendo la concreta clasificación 
de este suelo en potestad reglada. Para esta autora se traslada la discusión al 
ámbito de la prueba o la acreditación de los valores ambientales del suelo en el 
caso concreto, y no al de los elementos reglados del ejercicio de una potestad 
discrecional como el planeamiento, o a la existencia o no de arbitrariedad en 
las decisiones adoptadas en el proceso. 
 
En definitiva, de lo expuesto cabe concluir que la construcción teórica del 
carácter reglado del suelo no urbanizable presenta diversos matices en función 
del tipo de valor presente en el territorio y de la forma en la que se encuentre 
identificado, oscilando desde ámbitos en los que el planificador prácticamente 
solo puede transponer lo ya establecido por la normativa sectorial u otros 
instrumentos de planeamiento, a otros supuestos en los que el planificador 
                                            
391 MORA RUIZ, Manuela (2011). 
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asume un rol mucho más operativo en la tarea de identificar y delimitar los 
ámbitos de suelo a proteger de forma suplementaria.  
 
Esta segunda consideración puede predicarse tanto de la propia delimitación 
del suelo no urbanizable común, al considerarlo como excluido de futuros 
procesos urbanizadores, como de la introducción de zonas de suelo rural en 
ámbitos de especial protección en los casos en los que la identificación de los 
valores no se encuentre previamente establecida o, de forma más evidente, en 
los casos en los que razones de mayor carga subjetiva aconsejen establecer 
protección suplementaria a terrenos rurales sobre los que su apariencia física 
no parecería demandarlo392. Este último supuesto puede ser objeto de 
controversia con respecto a los derechos de los particulares que pudieran 
verse afectados por la decisión del planificador, por lo que se requiere una 
correcta y suficiente justificación tanto de la decisión adoptada como del 
régimen especial establecido, para evitar que prospere una posible 
impugnación frente a la planificación aprobada.  
 
Con carácter general, esta diversidad en la apreciación del suelo sobre el que 
se identifique la presencia de estos valores protegidos ha sido recogida por la 
normativa urbanística emanada por las Comunidades Autónomas, al establecer 
los criterios con los que el planificador debe proceder a la configuración de los 
espacios rurales sometidos a especial protección. Como ejemplo podemos citar 
la redacción del artículo 46.2.b)393 de la LOUA, en la que el legislador andaluz 
exige que “al menos” deban incluirse obligatoriamente en la categoría de suelo 
                                            
392 La STS de 6 de mayo de 1996 es un claro ejemplo de este último supuesto, al considerar 
válida la inclusión de un suelo previamente destinado a cantera como suelo especialmente 
protegido de carácter forestal, debido a que su ubicación contigua a la masa forestal existente 
permitía establecer un sistema de protección sobre el suelo en el que realmente se 
identificaban los valores forestales, por lo que el Alto Tribunal entendió que la actuación del 
planificador estaba coherentemente justificada. 
393 Artículo 46.2.b): De conformidad y en aplicación de los criterios que se establezcan 
reglamentariamente, el Plan General de Ordenación Urbanística podrá establecer, dentro de 
esta clase de suelo, todas o algunas de las categorías siguientes: b) Suelo no urbanizable de 
especial protección por la planificación territorial o urbanística, que incluirá al menos los 
terrenos clasificados en aplicación de los criterios de las letras c), d) y e) del apartado anterior. 
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no urbanizable de especial protección por planificación territorial y urbanística, 
los citados en los puntos c), d) y e) del punto primero del mismo artículo394.  
 
De esta afirmación normativa se puede concluir que la discrecionalidad 
administrativa, que preside la configuración de este tipo de suelo en Andalucía, 
presenta una diferenciación fundamental relativa al alcance de la misma, que 
se ha de entender limitado a una cuestión meramente técnica, como es la 
propia apreciación de la presencia de los valores sujetos a protección y la 
entidad de los mismos. Por el contrario, en el resto de supuestos la norma 
analizada atribuye al planificador una potestad mucho más amplia, otorgándole 
la posibilidad de incluir otros tipos de suelos rurales como especialmente 
protegidos, evidentemente con el límite legal de la actuación administrativa 
discrecional395 en el control de sus elementos reglados.  
 
En términos parecidos se expresan el resto de normativas urbanísticas de las 
distintas Comunidades Autónomas, si bien en algunos casos la distinción entre 
valores de “naturaleza reglada” y otros sometidos a un mayor nivel de 
discrecionalidad en su apreciación no se encuentra expuesta de forma tan 
evidente, como es el caso de la normativa castellano-manchega (artículo 5 del 
Decreto 242/2004, de 27 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de 
Suelo Rústico). En otros casos, como en la normativa gallega, el carácter 
reglado de los valores sobre los que se ha de aplicar la especial protección del 
suelo parece extensible a todos los ámbitos a los que se refiere la propia 
                                            
394 Dichos puntos disponen expresamente: 
c) Ser merecedores de algún régimen especial de protección o garante del mantenimiento de 
sus características, otorgado por el propio Plan General de Ordenación Urbanística, por razón 
de los valores e intereses en ellos concurrentes de carácter territorial, natural, ambiental, 
paisajístico o histórico. 
d) Entenderse necesario para la protección del litoral. 
e) Ser objeto por los Planes de Ordenación del Territorio de previsiones y determinaciones que 
impliquen su exclusión del proceso urbanizador o que establezcan criterios de ordenación de 
usos, de protección o mejora del paisaje y del patrimonio histórico y cultural, y de utilización 
racional de los recursos naturales en general, incompatibles con cualquier clasificación distinta 
a la de suelo no urbanizable. 
395 No en vano, la propia definición del suelo especialmente protegido por planificación territorial 
o urbanística contiene la palabra “podrá”, atribuyendo al poder público la potestad de delimitar 
los espacios incluidos en esta categoría de suelo no urbanizable, con la salvedad de los que se 
han de incluir de forma obligada por propia determinación legal. 
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regulación, atribuyendo algún margen de discrecionalidad al planificador en los 
ámbitos no sometidos a regulación sectorial pero cuya identidad sea 
merecedora de protección adicional, permitiendo que de forma razonada se 
incluyan estos territorios dentro de los suelos sometidos a un régimen especial 
dentro del suelo rural (artículo 34.3 de la Ley del Suelo de Galicia). 
 
 
D. La graduación del sistema de calificación del suelo protegido. 
 
De todo lo anterior se puede concluir que la calificación del suelo rural como 
especialmente protegido se encuentra sometida a un régimen “gradual”, que 
deriva de la posibilidad de establecer una escala o graduación relativa a los 
distintos tipos de motivos que fundamentan el establecimiento de un régimen 
de especial protección sobre el territorio. Esta escala oscila entre los que 
exigen de forma indubitada e incuestionable su consideración como tales 
(sobre los que cabe apreciar en toda su extensión la naturaleza reglada de su 
condición de suelos protegidos) y, por otra parte, los que, al no presentar 
ningún antecedente o vinculación previa a esta consideración, el planificador 
debe justificar debidamente su incorporación a este específico régimen jurídico 
o, en otro caso, su exclusión como tal.  
 
En tal sentido se expresa GARCÍA ÁLVAREZ396, al concluir que la línea 
jurisprudencial de la protección del suelo no urbanizable especial está anclada 
en el valor constitucional del medio ambiente y por lo tanto al margen de 
cambios legislativos. Por ello afirma que el carácter reglado del suelo no 
urbanizable de protección especial es sumamente relevante como mecanismo 
de elevación del nivel de preservación del suelo y de freno a su posible 
desclasificación, pero no puede omitir la debida acreditación de la realidad 
protegida conforme a lo requerido por la normativa aplicable397.  
                                            
396 Op. cit. (2016, pág. 326). 
397 El mismo autor señala expresamente sobre esta cuestión que: “…la consideración como 
categoría reglada de todo el suelo no urbanizable de protección especial supone una 
construcción jurisprudencial, con apoyos argumentales sólidos, pero que va claramente más 
allá del tenor literal de la legislación básica. Supone un avance en la configuración jurídica de 
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Como apunta SÁNCHEZ GOYANES398, la naturaleza reglada del suelo 
protegido no implica que tal categorización pueda llevarse a cabo sin más y así 
lo asume, más o menos implícitamente, la propia doctrina del Tribunal Supremo 
cuando presta atención a las pruebas periciales practicadas en relación con la 
efectiva concurrencia o no de valores intrínsecos a proteger en el territorio 
acotado.  
 
Esta afirmación doctrinal supone admitir que, como toda cuestión que se 
considere reglada desde un punto de vista jurídico, la necesidad de proteger un 
territorio concreto presenta un cierto ámbito de subjetividad, debido a que en 
mayor o menor medida podrá discutirse la presencia de los valores por los que 
deba atribuirse esta singularidad sobre el resto del suelo rural. Por lo tanto, se 
vuelve a apreciar el aspecto gradual con el que debe ser entendida esta 
exigencia de protección del suelo, al existir ámbitos en los que sea muy difícil 
(o casi imposible) defender la no necesidad de su protección, como serían los 
espacios naturales y otros entornos de excepcional valor ambiental o 
patrimonial, frente a otros supuestos en los que por su propia configuración 
material, tipología, degradación, u otras consideraciones de similar naturaleza, 
su protección específica pueda presentar posiciones contradictorias.  
 
                                                                                                                                
un urbanismo sostenible, especialmente desde la perspectiva ambiental. Sin embargo, 
constituye a mi juicio una doctrina que está aún precisada de una última maduración que 
introduzca matices en el margen que ha de reconocerse al planificador, fundamentalmente en 
función de los valores que estén siendo objeto de protección —notablemente, valores 
ambientales o culturales frente a decisiones que optan por mantener una producción agrícola o 
ganadera tradicionales—, pero también en función del contenido concreto de la protección. El 
suelo no urbanizable de protección especial no es una categoría unitaria, ni se aproxima 
siquiera a ello. Ya no sólo en función de la pluralidad de regímenes que derivan de 
legislaciones de carácter especial respecto a la urbanística, como la de costas, aguas, vías 
pecuarias, carreteras, espacios naturales o patrimonio cultural, por poner algunos ejemplos. 
También y fundamentalmente en función de las decisiones adoptadas en cada caso por el 
planificador: la protección «especial» es meramente un régimen exorbitante, más restrictivo de 
los usos permitidos, respecto al del suelo que, lógicamente, se conoce como «común», no en 
función de una denominación usada por el legislador, sino acuñada por la práctica 
administrativa y judicial. Pero, también lógicamente, esas restricciones adicionales varían 
enormemente entre sí. Dadas las limitaciones de la casación, no corresponde al Tribunal 
Supremo entrar en las circunstancias de cada caso, pero sí establecer una doctrina general 
que permita ese examen circunstancial por los tribunales de instancia” (pág. 336). 
398 SÁNCHEZ GOYANES, Enrique (2004-c). 
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Es en estos casos en los que se deberá realizar un juicio razonado sobre los 
argumentos sostenidos en defensa de cada una de las opciones, en cuya 
resolución inevitablemente va a concurrir un cierto margen de discrecionalidad 
en la decisión adoptada por la Administración competente y que, como no 
podría ser de otro modo, se encontrará sometida al oportuno control judicial 
posterior. Autores como RODRÍGUEZ DE SANTIAGO399 definen esta 
valoración administrativa que se realiza en el ámbito del ejercicio de una 
potestad discrecional atribuido legalmente, como una actuación incluida dentro 
de su “zona de incertidumbre”, al integrar con criterios jurídicos el supuesto de 
hecho para justificar la decisión adoptada, como puede ser la de someter a 
especial protección un suelo por la concurrencia en el mismo de valores 
agrícolas merecedores de esta consideración. 
 
En resumen, podemos afirmar que la discrecionalidad del planificador en esta 
materia puede apreciarse desde diversos enfoques en función del tipo de 
análisis que se realice, ya sea al calibrar los valores presentes en un 
determinado suelo y su alcance o, en otro caso, al dilucidar si un suelo debe o 
no incorporarse a un ámbito de especial protección mediante una concreta 
habilitación legal. Ambos supuestos se incluyen en una escala en la que la 
función planificadora del territorio tendrá mayor o menor nivel de decisión en 
atención a los concretos valores identificados, su incidencia sobre el entorno, 
los criterios de ordenación definidos y, en general, todos los parámetros por los 
que se rige la actuación de los poderes públicos en este proceso y van a ser 







                                            
399 RODRÍGUEZ DE SANTIAGO, José María (2015, pág. 7). 
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IV. LA EVALUACIÓN AMBIENTAL DE LOS INSTRUMENTOS DE 
PLANIFICACIÓN. 
 
A. La exigencia de evaluación ambiental en el proceso de planificación. 
  
Como elemento adicional a la consideración reglada de los suelos protegidos 
en la planificación de los usos del suelo, al menos en lo que respecta a los 
valores relacionados con la conservación del medio ambiente, es preciso hacer 
referencia a la exigencia incorporada por la normativa de someter los 
instrumentos de planeamiento a procesos de evaluación ambiental, lo que en 
resumidas cuentas supone establecer un mecanismo de control suplementario 
en esta materia a la labor planificadora, máxime en los supuestos en los que el 
órgano ambiental (órgano de la Administración Pública que realiza el análisis 
técnico de los expedientes de evaluación ambiental y formula las declaraciones 
estratégica y de impacto ambiental, y los informes ambientales) y el órgano 
sustantivo (órgano de la Administración Pública que ostenta las competencias 
para adoptar o aprobar un plan o programa), pertenecen a distintas 
Administraciones Públicas. Estos controles sobre los planes o programas han 
sido considerados por la doctrina como unos instrumentos fundamentales en la 
verificación de la sostenibilidad ambiental de sus determinaciones, llegando a 
ser calificados por BAÑO LEÓN400 como los auténticos paradigmas de la 
protección ambiental actual, suponiendo un mecanismo de garantía en la 
preservación de los estándares mínimos que han de ser observados por el 
poder planificador correspondiente. 
 
La actual exigencia de evaluación ambiental de los instrumentos de 
planificación del suelo viene impuesta por el artículo 22 del TRLS2015, en el 
que se añade que el informe de sostenibilidad ambiental de los instrumentos de 
ordenación de actuaciones de urbanización deberá incluir un mapa de riesgos 
naturales del ámbito objeto de ordenación. Conforme a esta obligación 
normativa impuesta por la actual Ley de Suelo del Estado, la Ley 21/2013, de 9 
                                            
400 BAÑO LEÓN, José María (2009, págs. 200 y ss.). 
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de diciembre, de Evaluación Ambiental401 (LEA), establece en su artículo 6.1.a) 
que los planes y programas realizados por las Administraciones Públicas y 
vengan impuestos por la normativa vigente o acuerdos de los Gobiernos del 
Estado o las Comunidades Autónomas, estarán sometidos al procedimiento 
denominado de evaluación ambiental estratégica402. Dentro de estos supuestos 
se encuentran recogidos todos los instrumentos de planificación que afectan a 
la ordenación territorial y al urbanismo, así como los relativos al ámbito 
ambiental y se refieren a espacios protegidos por esta materia. 
 
Para DEL OLMO ALONSO403 la evaluación ambiental es un procedimiento de 
análisis previo de los efectos que sobre el medio ambiente puede tener una 
obra pública en proyecto, una actividad o cualquier actuación que requiera 
autorización administrativa para su ejecución. Su finalidad es preventiva, ya 
que pretende determinar si la obra o actuación proyectada es compatible con la 
protección del medio ambiente y, en su caso, en qué condiciones puede ser 
desarrollada, de conformidad con la legislación que lo tutela y los estándares 
considerados admisibles. Se constituye, por tanto, en el instrumento más 
adecuado para la preservación de los recursos naturales y la defensa del 
medio ambiente, sobre todo por su carácter de evaluación preventiva al 
implementarse con anterioridad al inicio de la ejecución de la actuación 
proyectada.  
 
Si analizamos los objetivos que se plantea el legislador con la formulación de 
los modelos de evaluación ambiental vigentes, se aprecia que su finalidad 
fundamental es la de garantizar un elevado nivel de protección ambiental en 
                                            
401 Publicada en el BOE núm. 296, de 11 de diciembre de 2013. 
402 El citado artículo añade que los planes y programas requerirán este procedimiento de 
evaluación ambiental en los siguientes supuestos: 
a) Establezcan el marco para la futura autorización de proyectos legalmente sometidos a 
evaluación de impacto ambiental y se refieran a la agricultura, ganadería, silvicultura, 
acuicultura, pesca, energía, minería, industria, transporte, gestión de residuos, gestión de 
recursos hídricos, ocupación del dominio público marítimo terrestre, utilización del medio 
marino, telecomunicaciones, turismo, ordenación del territorio urbano y rural, o del uso del 
suelo; o bien, 
b) Requieran una evaluación por afectar a espacios Red Natura 2000 en los términos previstos 
en la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad. 
403 DEL OLMO ALONSO, Jesús (2010, págs. 273 y ss.). 
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todo el territorio del Estado y procurar un desarrollo sostenible (art. 1 LEA). 
Para ello, de entre sus acciones fundamentales podemos destacar la que 
persigue la integración de los aspectos medioambientales en la elaboración y 
aprobación de los planes y proyectos. De forma evidente, con el sometimiento 
de los procesos de planificación territorial a los informes de evaluación 
ambiental se pretende garantizar que la actuación del poder planificador no 
pueda producir efectos perniciosos sobre el entorno del ámbito espacial al que 
se refiere, lo que debe conllevar indefectiblemente la verificación del 
establecimiento sobre los suelos en los que se aprecien valores ambientales 
constatables de un régimen de especial protección que garantice el 
mantenimiento de su realidad física actual o, incluso, su posible regeneración 
ambiental.  
 
En el caso de los instrumentos de ordenación y planificación territorial la 
normativa estatal exige su sometimiento al procedimiento de la evaluación 
ambiental estratégica, definido como el más exhaustivo de los regulados por la 
LEA y que, en función de la entidad del instrumento sometido a la evaluación, 
debe finalizar obteniendo la “declaración ambiental estratégica”404 o, en el caso 
de los procedimientos simplificados, el “informe ambiental estratégico”. En 
ambos casos nos encontramos ante documentos que tienen el carácter de 
informe preceptivo y determinante (según expresión del propio artículo 25.2 
LEA), si bien el informe ambiental estratégico en el caso de que concluya con 
la posible existencia de posibles afecciones al medio ambiente, determinará la 
necesidad de someter el plan al proceso ordinario. 
 
En lo que respecta a la Administración competente para tramitar el 
procedimiento de evaluación ambiental y, en su caso, formular la declaración 
ambiental estratégica, la normativa estatal realiza una distribución competencial 
                                            
404 Según el artículo 25.2 LEA: “La declaración ambiental estratégica tendrá la naturaleza de 
informe preceptivo, determinante y contendrá una exposición de los hechos que resuma los 
principales hitos del procedimiento incluyendo los resultados de la información pública, de las 
consultas, en su caso, los de las consultas transfronterizas, así como de las determinaciones, 
medidas o condiciones finales que deban incorporarse en el plan o programa que finalmente se 
apruebe o adopte”. 
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en función del ámbito sobre el que se desarrolle la labor planificadora, lo que 
igualmente incidirá en la atribución de la Administración competente para la 
aprobación definitiva del instrumento objeto de evaluación. De conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 11 de la LEA, la titularidad del órgano ambiental 
corresponderá al Ministerio correspondiente cuando el plan deba ser aprobado 
por la Administración del Estado o sus entidades vinculadas. Por el contrario, la 
el órgano ambiental corresponderá a la Comunidad Autónoma correspondiente 
en el caso de que el instrumento de planificación sea aprobado o autorizado 
por ésta. Finalmente, en el caso de los instrumentos de planeamiento que 
fueran aprobados o autorizados por las entidades locales, las competencias se 
atribuirán conforme disponga la correspondiente normativa autonómica. De 
acuerdo con esta determinación de la nueva norma estatal, algunas 
Comunidades Autónomas han ido adaptando sus normas ambientales a las 
nuevas exigencias procedimentales, introduciendo o reformulando los 
procedimientos exigidos por la regulación estatal, trámite que por el contrario 
ha sido omitido por otras en aplicación de lo dispuesto en la disposición final 
undécima405 de la LEA406.  
 
                                            
405 Disposición final undécima. Entrada en vigor en relación con la normativa autonómica de 
desarrollo. 
Sin perjuicio de su aplicación a las evaluaciones ambientales competencia de la Administración 
General del Estado desde el momento de su entrada en vigor, a efectos de los dispuesto en las 
disposiciones derogatoria y finales séptima y novena, y de la aplicación de la presente Ley 
como legislación básica, las Comunidades Autónomas que dispongan de legislación propia en 
materia de evaluación ambiental deberán adaptarla a lo dispuesto en esta Ley en el plazo de 
un año desde su entrada en vigor, momento en el que, en cualquier caso, serán aplicables los 
artículos de esta Ley, salvo los no básicos, a todas las Comunidades Autónomas.  
La redacción original de esta disposición final undécima incluía un inciso final con la siguiente 
redacción: “…No obstante, las Comunidades Autónomas podrán optar por realizar una remisión 
en bloque a esta ley, que resultará de aplicación en su ámbito territorial como legislación básica 
y supletoria”, que ha sido declarada inconstitucional por la STC 53/2017, de 11 de mayo (BOE 
núm. 142, de 15 de junio de 2017). Conforme indica LOZANO CUTANDA (2017), el Tribunal 
Constitucional anula este inciso por considerar que no era necesaria una «invitación» o 
«habilitación» al respecto, dado que las Comunidades Autónomas pueden recurrir a dicho 
mecanismo si así lo consideran conveniente. El Tribunal Constitucional considera, por ello, que 
si se trataba de una mera invitación sin contenido técnico jurídico, el lugar idóneo a tales 
efectos hubiera sido, en todo caso, el preámbulo de la Ley de Evaluación Ambiental, aunque 
ciertamente coincide con el Abogado del Estado en que el ejercicio de esta facultad no supone 
nada más que el ejercicio de las competencias de cada Comunidad Autónoma. 
406 Cfr. DE LA VARGA PASTOR, Aitana (2017). 
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Tomando como ejemplo el caso de la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
mediante el Decreto-Ley 3/2015, de 3 de marzo407 se adaptó el contenido de la 
Ley 7/2007, de 9 de julio, de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental 
(LGICA) a las previsiones normativas estatales, estableciendo la nueva 
redacción del su artículo 36 que se encuentran sometidos a evaluación 
ambiental estratégica ordinaria los planes y programas, así como sus 
modificaciones, que establezcan el marco para la futura autorización de 
proyectos enumerados en el anexo I de la propia Ley, sobre agricultura, 
ganadería, silvicultura, acuicultura, pesca, energía, industria, minería, 
transporte, gestión de residuos, gestión de recursos hídricos, ocupación del 
dominio público marítimo-terrestre, utilización del medio marino, 
telecomunicaciones, turismo, ordenación del territorio urbano y rural, o del uso 
del suelo y planes y programas que requieran una evaluación en aplicación de 
la normativa reguladora de la Red Ecológica Europea Natura 2000, que se 
tramiten y aprueben por alguna Administración de Andalucía y se realice por 
alguna exigencia legal o disposición del Consejo de Gobierno de la Junta de 
Andalucía. Hay que destacar que la norma andaluza establece de forma 
específica el sometimiento a evaluación ambiental de los instrumentos de 
planeamiento urbanístico408, delimitando los supuestos en los que han de 
adoptar el trámite ordinario o simplificado en función de su ámbito y del alcance 
de sus determinaciones.  
 
En el mismo sentido, la Ley 16/2015, de 23 de abril, de Protección Ambiental 
de la Comunidad Autónoma de Extremadura409 regula en sus artículos 38 y 
siguientes el procedimiento de evaluación ambiental estratégica en esa 
Comunidad de forma muy similar a la contenida en la normativa andaluza, 
                                            
407 Decreto Ley 3/2015, de 3 de marzo, por el que se modifican las Leyes 7/2007, de 9 de julio, 
de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental de Andalucía, 9/2010, de 30 de julio, de Aguas 
de Andalucía, y 8/1997, de 23 de diciembre, por la que se aprueban medidas en materia 
tributaria, presupuestaria, de empresas de la Junta de Andalucía y otras entidades, de 
recaudación, de contratación, de Función Pública y de fianzas de arrendamientos y 
suministros, y se adoptan medidas excepcionales en materia de sanidad animal. Fue 
posteriormente convalidado por la Diputación Permanente del Parlamento de Andalucía, en 
sesión celebrada el día 17 de marzo de 2015, de conformidad con lo previsto en el artículo 
110.2 del Estatuto de Autonomía para Andalucía. 
408 Art. 40 de la LGICA. 
409 DOE número 81, de 29 de abril de 2015. 
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incluyendo la mención diferenciada de los instrumentos de planificación 
urbanística (arts. 55 y ss.), a lo que cabe añadir que en esta norma se añaden 
de forma expresa los instrumentos de ordenación territorial. También cabe citar 
a la reciente Ley 6/2017, de 8 de mayo, de Protección del Medio Ambiente de 
La Rioja410 por la que la normativa de esta Comunidad Autónoma se adapta a 
la normativa estatal vigente. En esta ley, al igual que en el caso extremeño, se 
relacionan expresamente los planes sujetos a evaluación ambiental estratégica 
en su disposición transitoria tercera, en donde se incluyen tanto los de 
naturaleza urbanística como los de ordenación territorial.  
 
No obstante, esta omisión en la normativa andaluza no supone en la práctica 
que los instrumentos de ordenación territorial no se encuentren sometidos al 
trámite de evaluación ambiental estratégica, debido a que indiscutiblemente se 
encuentran incluidos dentro del ámbito de aplicación general que se contiene 
en el artículo 36 de la LGICA411 y que es un trasunto del contenido en la 
normativa estatal. 
 
En contra de lo anterior, se ha discutido el sometimiento de los instrumentos de 
planificación ambiental más importantes, básicamente los Planes de 
Ordenación de los Recursos Naturales (PORN) y los Planes Rectores de Uso y 
Gestión (PRUG), a la tramitación ambiental exigida por la normativa estatal y la 
autonómica dictada en el ámbito de sus competencias asumidas por vía 
estatutaria. La cuestión deriva de la no alusión de forma expresa por la 
normativa, ni actual ni la anterior derogada por ésta, de estos instrumentos, 
junto con la redacción del artículo 6.3 de la Directiva 92/43/CEE del Consejo, 
de 21 de mayo de 1992, relativa a la conservación de los hábitats naturales y 
de la fauna y flora silvestres412, que exige el sometimiento a procesos de 
                                            
410 Boletín Oficial de La Rioja número 54, de 12 de mayo de 2017. 
411 Lo que puede apreciarse, por ejemplo, en el caso del Decreto 124/2014, de 14 de octubre, 
por el que se aprueba el Plan de Ordenación del Territorio de la aglomeración urbana de Jaén 
(BOJA nº 214, de 3 de noviembre de 2014). 
412 “Cualquier plan o proyecto que, sin tener relación directa con la gestión del lugar o sin ser 
necesario para la misma, pueda afectar de forma apreciable a los citados lugares, ya sea 
individualmente o en combinación con otros planes y proyectos, se someterá a una adecuada 
evaluación de sus repercusiones en el lugar, teniendo en cuenta los objetivos de conservación 
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evaluación ambiental de los planes y proyectos que puedan afectar a los 
hábitats naturales “sin tener relación directa con la gestión del lugar”. Con 
arreglo a estas premisas, autores como DEL CASTILLO MORA y SÁNCHEZ 
CARMONA413, han entendido que estos instrumentos estarían excluidos de la 
obligación de realizar la evaluación ambiental, dada la naturaleza directa con la 
gestión de los respectivos espacios naturales que indiscutiblemente presentan.  
 
En fecha reciente la STSJUE de 11 de abril de 2013414 aclaró la cuestión al 
interpretar el citado artículo 6.3 de la Directiva, determinado que causará 
perjuicio a la integridad de dicho lugar todo plan o proyecto sin relación directa 
con la gestión de un lugar o que no sea necesario para ésta, si puede impedir 
el mantenimiento sostenible de las características constitutivas del lugar en 
cuestiones relativas a la existencia de un hábitat natural prioritario, cuya 
conservación haya justificado la inclusión de dicho lugar en la lista de lugares 
de importancia comunitaria415.  
 
A esta interpretación se han de unir otras resoluciones judiciales que permiten 
sostener que la cuestión parece actualmente zanjada416, asumiendo la tesis de 
los que defienden la improcedencia del trámite ambiental en la tramitación de 
este tipo de instrumentos de planificación ambiental. De este modo, podemos 
citar como ejemplo la STS de 30 de septiembre de 2014 (Sala 3ª, sec. 5ª, rec. 
4573/2012. Ponente PECES MORATE, CENDOJ 28079130052014100264), 
cuyo FD 1º literalmente dispone:  
 
                                                                                                                                
de dicho lugar. A la vista de las conclusiones de la evaluación de las repercusiones en el lugar 
y supeditado a lo dispuesto en el apartado 4, las autoridades nacionales competentes sólo se 
declararán de acuerdo con dicho plan o proyecto tras haberse asegurado de que no causará 
perjuicio a la integridad del lugar en cuestión y, si procede, tras haberlo sometido a información 
pública”. 
413 DEL CASTILLO MORA, Daniel y SÁNCHEZ CARMONA, Miguel (2011, página 116). 
414 Asunto C-258/11 Peter Sweetman, Ireland, Attorney General y Minister for the Environment, 
Heritage and Local Government c. An  Bord  Pleanála. 
415 Cfr. CARDESA SALZMANN, Antonio (2013, págs. 9-10). 
416 La propia disposición transitoria tercera de la citada Ley 6/2017, de 8 de mayo, de 
Protección del Medio Ambiente de La Rioja, excluye del proceso de evaluación ambiental 
estratégica de forma expresa a los instrumentos de ordenación territorial que tengan por objeto 
la protección del medio ambiente.  
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“En el primer motivo de casación se reprocha a la Sala de instancia la 
conculcación de lo establecido por el artículo 7.3 y concordantes de la 
Ley 9/2006 al considerar que el Plan de Ordenación de los Recursos 
Naturales y el Plan Rector de Uso y Gestión impugnados no precisan de 
evaluación de impacto ambiental, lo que dicha Sala basa en una 
interpretación y aplicación indebida del artículo 6.3 de la Directiva 
92/43/CEE, sobre Hábitat y del artículo 4.4 e) de la Ley 4/1989, de 27 
de marzo, de Conservación de Espacios Naturales. Este motivo de 
casación no puede prosperar porque la exigencia de evaluación 
ambiental estratégica de planes y programas impuesta por el 
ordenamiento comunitario europeo e interno español excluye 
precisamente aquellos planes que tienen como genuina finalidad la 
protección ambiental de un lugar o zona concretos, ya que, como es 
lógico, estos planes colman las exigencias de evaluación ambiental que 
para otros planes y programas exige tanto nuestro ordenamiento interno 
como el comunitario europeo, lo que, con toda lógica, deduce la Sala 
sentenciadora, entre otros, de los preceptos citados en el fundamento 
jurídico quinto de la sentencia recurrida, transcrito en el antecedente 
segundo de esta nuestra y que damos por reproducido para desestimar 
este primer motivo de casación”. 
 
 
B. La omisión de la evaluación ambiental como causa de nulidad de los 
instrumentos de planificación. 
 
1. La ausencia del trámite ambiental como causa formal de nulidad. 
 
La exigencia de someter a evaluación ambiental la actuación planificadora, 
como indican expresamente las diferentes normas de evaluación ambiental 
analizadas, conlleva en sentido contrario que la ausencia de su tramitación en 
los diferentes procesos de formulación de los planes, programas y proyectos 
que legalmente lo requieran, deba ser considerada como un supuesto de 
nulidad de pleno de derecho del acuerdo por el que se hayan aprobado o 
autorizado. La propia LEA establece esta consideración de forma expresa en 
su artículo 9, añadiendo en el artículo siguiente la consideración del silencio 
negativo en el caso de que transcurridos los plazos legales no se hubieran 
emitido las resoluciones de los diferentes expedientes ambientales. 
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Como afirma REINA MUÑOZ417 la nulidad del proceso de planificación derivada 
de la ausencia de su evaluación ambiental procede de la importancia que tiene 
la realización de un análisis ex ante en profundidad de las nuevas propuestas, 
en el que se determine con exactitud el sometimiento o la exclusión de la 
actuación, proyecto o instrumento a verificación ambiental, en prevención de 
los efectos que pueden tener sobre el medio ambiente y las consecuencias 
jurídicas que ello conlleva. Por lo tanto, su omisión debe ser considerada como 
un supuesto de nulidad de pleno derecho encuadrable dentro de los definidos 
en el actual artículo 47.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas.   
 
Esta consecuencia también ha sido avalada por la jurisprudencia que ha 
analizado esta cuestión, entendiendo que la omisión del trámite ambiental 
supone un vicio de legalidad que determina la nulidad radical del instrumento 
de planeamiento, como puede apreciarse, entre muchas otras, en las 
Sentencias del Tribunal Supremo de 5 de abril de 2013, de 22 de abril de 2015, 
de 20 de diciembre de 2016 y de 5 de junio de 2017. En todos estos casos el 
Alto Tribunal considera que los instrumentos de planeamiento general o sus 
modificaciones, cuando introducen elementos innovadores sobre la 
planificación anterior, deben ser sometidos al trámite ambiental legalmente 
procedente, debido a que pueden suponer alteraciones relevantes que desde el 
punto de vista ambiental revelen unas consecuencias significativas sobre el 
medio ambiente del entorno afectado.  
 
En concreto, la citada STS de 20 de diciembre de 2016 (Sala 3ª, sec. 5ª, rec. 
3002/2015, FD 6º. Ponente FERNÁNDEZ VALVERDE, EDJ 2016/232524), 
ratifica la nulidad de un Plan Especial de contenía innovaciones sobre el 
planeamiento general relativas a condiciones urbanísticas del suelo urbano, 
pero cuya posible incidencia sobre el entorno entiende relevante a efectos 
ambientales, considerando innegociable la sumisión de las nuevas 
determinaciones a la preceptiva evaluación ambiental. El razonamiento del Alto 
                                            
417 REINA MUÑOZ, Fernando (2018, pág. 124). 
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Tribunal es claro y perfectamente incardinable dentro de los fundamentos que 
determinan la exigencia legal de someter a evaluación ambiental los 
instrumentos de planeamiento, de tal modo que toda nueva consideración que 
pueda tener efectos sobre el entorno (aunque fueran meramente indirectos), 
debe acreditar su verificación conforme a este proceso.  
 
Esta conclusión se extrae de la propia resolución analizada, al desestimar el 
argumento de la entidad local recurrente por el que estimaba que las 
innovaciones realizadas no producían un “efecto significativo” sobre el medio 
ambiente, a lo que la Sala contesta determinando que, precisamente, su 
alcance debe ser definido por la evaluación ambiental418.  
 
En palabras de RAMOS MEDRANO419, la exigencia de evaluación ambiental 
estratégica no es solo un informe o trámite más a añadir a los muchos ya 
necesarios para formular positivamente un instrumento de ordenación 
territorial, sino que ha de entenderse como un proceso, una forma de trabajo 
que supone tener en cuenta, en el marco de un procedimiento participativo, los 
aspectos medioambientales a la hora de diseñar el modelo territorial que se 
propone. Como al efecto afirma el propio Tribunal Supremo, este proceso no ha 
de ser una mera justificación de los planes, sino un verdadero instrumento de 
integración del medio ambiente en las políticas sectoriales para garantizar un 
desarrollo sostenible más duradero, justo y saludable, que permita afrontar los 
grandes retos de la sostenibilidad, como son el uso racional de los recursos 
naturales, la prevención y reducción de la contaminación, la innovación 
tecnológica y la cohesión social, finalidad que resulta de difícil consecución si 
se proyecta sobre realidades ya consolidadas (STS de 30 de octubre de 2018, 
FD 10º. Ponente TOLOSA TRIBIÑO, ECLI: ES:TS:2018:3758). 
 
                                            
418 Con esta afirmación la Sala asume la consideración por la se entiende que el proceso de 
evaluación ambiental es el trámite oportuno para calibrar los efectos de las nuevas medidas de 
planificación propuestas, evitando así que se formulen conclusiones meramente apriorísticas 
sobre la incidencia de los nuevos parámetros sobre el entorno en el que se pretender 
establecer. 
419 RAMOS MEDRANO, José Antonio (2017-b, págs. 12-13). 
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2. La vinculación del contenido de la evaluación ambiental sobre los 
instrumentos de planificación. 
 
Conforme a esta apreciación, el propio Tribunal Supremo ha tenido ocasión de 
destacar la importancia del contenido de la evaluación ambiental en sentencias 
como la de 17 de febrero de 2015 (Sala 3ª, sec. 3ª, rec. 1005/2013. Ponente 
TOLOSA TRIBIÑO, EDJ 2015/17287), en la que afirma que este proceso no ha 
de ser una mera justificación de los planes, sino un instrumento de integración 
del medio ambiente en las políticas sectoriales para garantizar un desarrollo 
sostenible más duradero, justo y saludable que permita afrontar los grandes 
retos de la sostenibilidad, como son el uso racional de los recursos naturales, la 
prevención y reducción de la contaminación, la innovación tecnológica y la 
cohesión social. A su vez, la STS de 11 de julio de 2016 (Sala 3ª, rec. 
1006/2015. Ponente SUAY RINCÓN, EDJ 2016/110850) señala que lo esencial 
es el medio ambiente y, por ello, el plan ha de situarse al servicio de la realidad 
ambiental y, en esta misma línea, la STS de 26 de junio de 2012 (Sala 3ª, rec. 
5200/2009. Ponente PECES MORATE, EDJ 2012/161254) añade que se ha 
dicho con razón que todo procedimiento de redacción y aprobación de un plan 
urbanístico debe ser, en sí mismo, un procedimiento de evaluación del impacto 
de la nueva ordenación que del recurso suelo hace el plan sobre el medio 
urbano y rústico, por lo que se infiere que la necesidad de evaluación ambiental 
de sus determinaciones es un trámite inherente a su propia condición. 
 
La importancia del trámite de evaluación ambiental de los instrumentos de 
ordenación territorial y urbanística se manifiesta en toda su extensión cuando 
se analiza su repercusión sobre elementos concretos de su contenido, 
principalmente en cuestiones que pudieran suponer una mayor afección al 
entorno desde un punto de vista ambiental. Como afirma RODRÍGUEZ 
LAPLAZA420, en asuntos singulares como la localización de un depósito de 
residuos en suelo rural el planeamiento territorial debe exigir, en orden a la 
implantación de instalaciones de esta naturaleza, un coherente y riguroso 
                                            
420 RODRÍGUEZ LAPLAZA, Eduardo (2018). 
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estudio de alternativas de emplazamiento, en la integridad del ámbito espacial 
que aquél venga en cada caso a contemplar y ordenar, que descarte cualquier 
posibilidad de su emplazamiento en suelos de menor protección territorial y, por 
definición, a priori susceptibles de una mayor adaptación a la implantación de 
este tipo de actuaciones421.  
 
Conforme a esta premisa, es evidente que el correcto ejercicio de la potestad 
planificadora requiere su análisis por la evaluación ambiental correspondiente, 
con lo que, entre otras cuestiones, podrán prevenirse supuestos patológicos 
que puedan provocar perjuicios evitables o, cuanto menos, predecibles para el 
entorno y que, por añadidura, pueden culminar en pronunciamientos judiciales 
anulatorios que deriven en ejecuciones sumamente costosas para la 
comunidad. Al fin y al cabo, concluye el propio autor, nos encontramos ante 
una materia que no admite improvisación, ni atajo de género alguno. 
 
Esta exigencia ha supuesto que las sucesivas resoluciones judiciales hayan 
añadido a la exigencia formal de la tramitación de la evaluación ambiental 
requerida para los instrumentos de planificación, la relativa específicamente a 
su contenido material, asumiendo la necesidad de que el mismo se adapte a la 
propia exigencia legal que determina la corrección en su ejecución, 
estableciendo en caso contrario la misma consecuencia de nulidad por su 
omisión que la derivada de la ausencia total del proceso evaluador. En este 
sentido puede citarse la reciente STSJ de Andalucía de 25 de enero de 2018 
(Sede de Granada, Sala de lo Contencioso-Administrativo, sec. 4ª, rec. 
1193/2014. Ponente GALINDO SACRISTÁN, ECLI: ES:TSJAND:2018:1405), 
en la que se declara la nulidad del PGOU de Jaén al estimar que el informe de 
valoración ambiental que se incluyó en el expediente, aunque efectivamente 
pretendía cumplir las finalidades propias de la evaluación ambiental 
estratégica, en el sentido de evitar o corregir los efectos ambientales derivados 
de la nueva ordenación propuesta, sin embargo omitía al menos algunos 
                                            
421 Cfr. STSJ de Cataluña de 4 de septiembre de 2017, sec. 3ª (rec. 18/2014 - EDJ 
2017/233731). 
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aspectos de información calificada como sustancial a la luz de la normativa 
estatal y de la jurisprudencia que la interpreta.  
 
A similar conclusión llega la STSJ de Cantabria de 18 de junio de 2018 (Sala 
de lo Contencioso-Administrativo, sec. 1ª, rec. 233/2015. Ponente HIDALGO 
BERMEJO, ECLI:ES:TSJCANT:2018:171), al estimar que la introducción de 
modificaciones sustanciales en la tramitación de un instrumento de 
planeamiento en fecha posterior a la emisión de la evaluación ambiental 
requiere su sometimiento a un nuevo análisis, debido a que el cambio de 
ordenación puede suponer un potencial impacto sobre el medio ambiente. 
Incluso esta exigencia de verificación ambiental se ha exigido específicamente 
ante tramitaciones de instrumentos incursas en periodos de aplicación de 
normativa transitoria, sobre la base de la ausencia de fundamentación de la 
innecesariedad de su tramitación, como puede apreciarse en la STSJ de 
Galicia de 31 de mayo de 2018 (sec. 2ª, rec. 4311/2016. Ponente RECIO 
GONZÁLEZ, ECLI:ES:TSJGAL:2018:3148) y en la STSJ de Cataluña de 28 de 
noviembre de 2017 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, sec. 3ª, rec. 
35/2012. Ponente LÓPEZ VÁZQUEZ, ECLI:ES:TSJCAT:2017:12394).     
 
En aplicación de lo expuesto, la jurisprudencia también ha estimado la nulidad 
de los instrumentos de planeamiento los casos que, sin justificación 
suficientemente acreditada, su ordenación se hubiera apartado de forma 
ostensible de los postulados de la evaluación ambiental. A tal conclusión llega, 
entre otras, la STSJ de la Comunidad de Madrid de 15 de diciembre de 2017 
(Sala de lo Contencioso-Administrativo, sec. 1ª, rec. 1130/2015. Ponente 
FERNÁNDEZ GARCÍA, CENDOJ 28079330012017100832), cuyo FD 3º 
expone: 
 
“En el plan general objeto de este recurso, los propios órganos 
fiscalizadores en materia ambiental han sido claros y contundentes 
respecto a que dicho instrumento, que se aprueba inicial y 
provisionalmente por el ayuntamiento (artículos 57 y ss. de la LSM), de 
ahí la legitimación pasiva de dicha corporación local en este proceso, en 
absoluto cumple con esas exigencias en relación al desarrollo 
sostenible en el municipio objeto de ordenación. Se parte, 
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esencialmente, de una premisa de desarrollo poblacional no acorde con 
la realidad que determina el informe definitivo de análisis ambiental 
(IDAA). Éste contiene unos pronunciamientos que exige una nueva 
ordenación del territorio basada en la realidad de la efectiva población 
existente en el municipio y en datos objetivos de crecimiento, con un 
nuevo IDAA, todo lo cual no se ha cumplimentado en el plan aprobado. 
En definitiva, el diseño recogido en la memoria descriptiva y justificativa 
conculca claramente el principio de sostenibilidad del desarrollo 
territorial y urbano exigido por la normativa arriba expuesta, sin que el 
ius variandi de la potestad del planeamiento se haya ejercido de forma 
racional. Todo lo cual ya es causa legal de su anulación…”.  
 
Y se predica igualmente de las modificaciones introducidas a los instrumentos 
de ordenación o planificación general, como expresamente ha advertido la 
STSJ del País Vasco de 29 de septiembre de 2017 (Sala de lo Contencioso-
Administrativo, rec. 687/2016. Ponente ALBERDI LARIZGOITIA, CENDOJ 
48020330022017100314), al indicar que su sometimiento al proceso de 
evaluación deviene obligado por la vigente normativa estatal, aplicable incluso 
ante la presencia de normativa autonómica contradictoria422.  
 
En definitiva, el alcance material de la evaluación ambiental determina que 
también se haya exigido expresamente en el caso de los instrumentos de 
planeamiento de desarrollo, como se deduce de la STSJ del País Vasco de 21 
de febrero de 2018 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, sec. 2ª, rec. 
                                            
422 En tal sentido señala: “Ello no obstante, la entrada en vigor el 12/12/2014 de la Ley 21/2013, 
de 9 diciembre, de evaluación ambiental, por el transcurso del año que concedió la disposición 
adicional undécima a las Comunidades Autónomas con legislación propia para su adaptación, 
supone un cambio sustancial en dicha cuestión, en la medida en que, a partir de dicho 
momento, las modificaciones menores de los planes se hallan necesariamente sujetas al 
procedimiento de evaluación ambiental simplificada regulada por la Sección 2ª del Capítulo I 
del Título II, y pueden quedar sometidas a evaluación ambiental ordinaria de la Sección 1ª del 
Capítulo I del Título II ex art. 6.1.d), si así lo decide el órgano ambiental al considerar que tiene 
efectos significativos sobre el medio ambiente, tal y como resulta de lo previsto por el artículo 
31.2. De conformidad con la doctrina del Tribunal Constitucional (SSTC 102/2016, 116/2016, 
127/2016, 204/2016 y 1/2017), en un supuesto como el de autos, de una legislación 
autonómica congruente con la legislación básica vigente al momento de su dictado, que 
deviene disconforme con la nueva legislación básica, el legislador territorial ha de acomodar su 
legislación a la nueva legislación básica, pero si esa acomodación no se produce, el operador 
jurídico ha de resolver el conflicto de leyes inaplicando la ley autonómica en virtud de la 
prevalencia de la ley estatal, por lo que hemos de concluir que resulta de directa aplicación la 
Ley 21/2013 de 9 de diciembre, que desplaza a la Ley vasca 3/1998, de 27 de febrero. En 
suma, hemos de concluir que resultaba procedente la tramitación del procedimiento de 
evaluación simplificada, sin perjuicio de lo que pudiera decidir el órgano ambiental acerca de 
los efectos en el medio ambiente y, en su caso, la procedencia del procedimiento de evaluación 
ambiental ordinaria, en el supuesto de que resultaran significativos, razón por la cual procede la 
estimación del recurso y la anulación del acuerdo recurrido”. 
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295/2015. Ponente ALBERDI LARIZGOITIA, ECLI:ES:TSJPV:2018:895), en la 
que al igual que en la anterior se requiere la evaluación ambiental de un Plan 
Parcial al exigirlo la normativa estatal en contra de la autonómica vigente; o de 
la STSJ de Andalucía de 18 de diciembre de 2017 (Sede de Málaga, Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, sec. 1ª, rec. 64/2014. Ponente GAMO SERRANO, 
CENDOJ 29067330012017100922), en la que se que dispone que en la 
tramitación de un instrumento de estas características, concretamente un Plan 
Especial, se debe realizar el trámite de evaluación ambiental debido a que su 
contenido puede tener efectos significativos para el medio ambiente del entorno 
afectado por el desarrollo propuesto y, en tal sentido, se requiera 
expresamente por la normativa vigente423.  
 
En este punto, es obligada la referencia a la reciente STC de 21 de septiembre 
de 2017 (Sentencia 109/2017, rec. 2540/2017. Ponente GONZÁLEZ-
TREVIJANO SÁNCHEZ, LA LEY 136522/2017), relativa a la legislación balear 
sobre medio ambiente, en la que el Tribunal Constitucional concluye que la 
normativa autonómica vulnera las competencias estatales al excluir de 
evaluación ambiental determinadas categorías de planes y programas que, por 
el contrario, sí están sometidos a la misma de conformidad con la legislación 
básica estatal, lo que provoca la reducción de los niveles mínimos de 
protección exigibles de forma general.  
 
Como afirma HERNÁNDEZ JIMÉNEZ424 esta interpretación del Tribunal 
Constitucional es de extraordinaria relevancia para una multitud de 
instrumentos de planeamiento y sus innovaciones, que en función de la 
normativa autonómica aplicable en principio han quedado fuera de esta 
exigencia de evaluación ambiental. Aplicando los argumentos de esta 
resolución del Máximo Intérprete Constitucional, se deberían revisar las 
                                            
423 En idénticos términos se expresa la STSJ de Cataluña de 22 de noviembre de 2017, al 
declarar la nulidad de un Plan Especial Urbanístico aprobado para regularizar una planta de 
biomasa ubicada en suelo no urbanizable, al no incluir en su tramitación la correspondiente 
evaluación ambiental que descartara la producción de efectos significativos sobre el medio 
ambiente de la zona (Sala de lo Contencioso-Administrativo, sec. 3ª, rec. 107/2014. Ponente 
HERNÁNDEZ PASCUAL, ECLI:ES:TSJCAT:2017:10560). 
424 HERNÁNDEZ JIMÉNEZ, Hilario M. (2018-b). 
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normativas autonómicas que pueden estar vulnerando en algún aspecto las 
exigencias derivadas de la normativa estatal. 
 
En resumidas cuentas, como afirma SANZ LARRUGA425 el proceso de 
evaluación ambiental presenta una vital importancia en la elaboración de los 
planes urbanísticos y, por extensión, en el control de su discrecionalidad. Como 
establece el propio artículo 25 de la LEA la declaración ambiental estratégica, 
que tiene la naturaleza de informe preceptivo y determinante y es elaborado 
por el órgano ambiental competente, debe contener una exposición de los 
hechos que resuma los principales hitos del procedimiento incluyendo los 
resultados de la información pública y de las consultas, así como de las 
determinaciones, medidas y condiciones finales que deben incorporarse en el 
plan que finalmente se apruebe o adopte.  
 
De este modo, el citado autor se suma a los autores que sostienen el carácter 
“vinculante” de la evaluación ambiental de los instrumentos de ordenación 
territorial, en función del efecto condicional que presenta para el órgano con 
competencias para resolver o sustantivo y que incluso han recogido 
expresamente algunas resoluciones judiciales, como puede apreciarse en la 
STSJ de la Comunidad de Madrid de 26 de marzo de 2018 (Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, sec. 1ª, rec. 396/2017. Ponente FERNÁNDEZ 
GARCÍA, ECLI:ES:TSJM:2018:3382), cuyo FD 6º incluye esta expresión al 
fundamentar la nulidad de una modificación puntual de un instrumento de 
planificación general urbanística, ante la ausencia del informe ambiental 
favorable al que califica de este modo.  
 
 
C. El contenido material de los procesos de evaluación ambiental. 
 
Tras analizar la exigencia legal por la que los procesos de planificación deben 
ser sometidos a evaluación ambiental y, en base a este requisito procesal, 
                                            
425 SANZ LARRUGA, FJ (2016). 
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incluir sus consideraciones en sus propuestas de ordenación del territorio, cabe 
en este punto hacer referencia a los extremos a los que debe aludir este 
proceso, como elementos de control sobre los que calibrar la adaptación 
ambiental de las nuevas propuestas de ordenación introducidas en la 
planificación en trámite.  
 
Para ello debemos partir de lo que al efecto dispone la normativa vigente, en 
concreto de lo que establece el artículo 1 de la LEA, en el que se indica que el 
objeto de toda evaluación ambiental es promover un desarrollo sostenible, 
mediante la integración de los aspectos medioambientales en la elaboración y 
en la adopción, aprobación o autorización de los planes, programas y 
proyectos; el análisis y la selección de las alternativas que resulten 
ambientalmente viables; el establecimiento de las medidas que permitan 
prevenir, corregir y, en su caso, compensar los efectos adversos sobre el 
medio ambiente; y, finalmente, el establecimiento de las medidas de vigilancia, 
seguimiento y sanción necesarias para cumplir con las finalidades de la 
normativa de aplicación.  
 
En cumplimiento de estas exigencias legales, podemos estimar que los 
procesos de verificación ambiental de los instrumentos de planeamiento deben 
asegurar que las decisiones que se adopten sean lo menos gravosas para el 
medioambiente, mediante un proceso de análisis de alternativas que incluso 
incluya la posibilidad de desechar la propuesta inicialmente sometida a 
evaluación. En palabras de la Ley 7/2007, de 9 de julio, de Gestión Integrada 
de la Calidad Ambiental de Andalucía426 el proceso al que se someten los 
instrumentos de planificación en esta Comunidad Autónoma se describe como 
el estudio elaborado por el promotor, que, siendo parte integrante del plan o 
programa, identifica, describe y evalúa los posibles efectos significativos sobre 
el medio ambiente que puedan derivarse de su aplicación, formulando para ello 
alternativas razonables, técnica y ambientalmente viables. 
 
                                            
426 BOJA núm. 143, de 20 de julio de 2007 (BOE» núm. 190, de 9 de agosto de 2007). 
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Si centramos esta definición en su aplicación sobre las determinaciones con 
respecto al suelo no urbanizable que contengan los instrumentos sometidos a 
evaluación, podemos afirmar que su objeto será verificar la adaptación 
ambiental de todas las medidas de ordenación propuestas sobre el mismo, 
incluyendo las relativas a los ámbitos sobre los que se propone su 
reclasificación y, por descontado, los que requieren su inclusión en un régimen 
de especial protección. 
 
Dentro de estas cuestiones sobre las que debe incidir el análisis ambiental, 
LÓPEZ PÉREZ427 destaca las posiciones contrarias a tolerar propuestas 
expansivas de planificación, debido a las múltiples afecciones que para el 
entorno pueden generar, teniendo como referencia principal la lucha sostenida 
contra el cambio climático. A juicio de este autor, las alternativas a estas 
propuestas deben centrarse en fomentar las actuaciones de rehabilitación y 
regeneración urbana, que limiten en lo posible la apelación a nuevos espacios 
de suelo rural para su futura transformación urbanizadora. 
 
Por su parte, BASSOLS COMA428 pone el acento en la exigencia al órgano 
ambiental de verificar las posibles afecciones que puedan derivarse para el 
entorno de las propuestas de ordenación, como sería la preservación del 
terreno de actividades que pudieran generar su degradación, mediante la 
pérdida de sus propiedades naturales o incluso su contaminación. Para ello, 
requiere un análisis exhaustivo de los potenciales efectos perjudiciales para el 
entorno que de forma directa o inducida pudiera generar el cambio de 
ordenación propuesto. Como afirma LOMO CASANUEVA429, mediante los 
distintos procesos de evaluación el legislador pretende afirmar la aplicación del 
principio de prevalencia ambiental, habilitando un procedimiento simultáneo al 
de la aprobación de los instrumentos sujetos a evaluación en el que puedan 
reconducirse las decisiones que se consideren ambientalmente insostenibles, 
                                            
427 LÓPEZ PÉREZ, Fernando (2018-e).  
428 BASSOLS COMA, Martín (2018). 
429 LOMO CASANUEVA, Tomás (2017). 
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incluidas los defectos de protección que se aprecien sobre el ámbito rural 
objeto de planificación.    
 
Dentro del ámbito de cuestiones sobre las que debe posicionarse la evaluación 
ambiental de todo proceso de planificación, autores como LAZCANO 
BROTONS430 destacan la necesidad de apreciar la correcta formulación de la 
calificación de las distintas clases de suelo delimitadas. En el caso concreto del 
suelo rural, esto supone no solo verificar los distintos tipos de suelo no 
urbanizable identificados en el territorio, sino además la adaptación ambiental 
de los usos autorizables en cada uno de ellos. De esta forma se acreditaría que 
los posibles impactos generados por la ejecución de los usos previstos (y el 
grado de intensidad admitido para los mismos), no presentan afecciones 
ambientales considerables para cada uno de los ámbitos delimitados. 
 
En este sentido DELGADO JIMÉNEZ431 resalta la importancia que la 
evaluación de los usos asignados al territorio presenta actualmente sobre 
aspectos esenciales desde un punto de vista ambiental, como es el propio 
cambio climático, al afirmar que el equilibrio territorial es un objetivo prioritario 
para alcanzar el uso sostenible de los recursos naturales. Entiende esta autora 
que la adopción de decisiones adecuadas sobre los usos del territorio supone 
una cuestión capital en la defensa de los entornos sensibles y, en general, en 
la preservación del medioambiente global. 
 
La importancia fundamental de la evaluación ambiental también ha sido 
destacada por la jurisprudencia que ha analizado esta cuestión, llegando 
incluso a establecer la exigencia de su realización incluso en los supuestos en 
los que la realidad material ya hubiera sido sometida a los procesos previstos 
en el instrumento sometido a verificación ambiental. De este modo, la STS de 
30 de octubre de 2018 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 3029/2017. Ponente TOLOSA 
TRIBIÑO, ECLI: ES:TS:2018:3758) expone en su FD 12º la doctrina 
jurisprudencial por la que se afirma que la preexistencia de las características 
                                            
430 LAZCANO BROTONS, Íñigo (2010, págs. 131 y ss.). 
431 DELGADO JIMÉNEZ, Alexandra (2018). 
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físicas sobre las que se proyecta la ordenación sujeta a verificación, no excluye 
la procedencia de practicar el trámite de evaluación ambiental estratégica sobre 
el instrumento que la contiene.  
 
De lo expuesto podemos concluir que la evaluación ambiental de los planes y 
programas con incidencia territorial debe incluir la verificación de todas aquellas 
cuestiones que puedan afectar ambientalmente al entorno, tanto en lo que 
respecta al estudio de alternativas a las soluciones adoptadas432, como en lo 
que respecta al régimen aplicable a cada tipo de suelo identificado en el ámbito 
territorial, de tal modo que con la formulación de este proceso simultáneo al de 
la planificación se acredite que la nueva ordenación propuesta presenta 
soluciones ambientalmente sostenibles y, en todo caso, en las que no puede 
preverse una especial afección perjudicial para el entorno geográfico 
considerado.      
    
 
D. Las posibles disfunciones del proceso de planificación derivadas de su 
evaluación ambiental. 
 
La consideración del trámite ambiental de evaluación del planeamiento como 
un proceso diferenciado del sustantivo presenta, por un lado, un evidente 
aspecto fiscalizador por el que un agente externo (ya sea de la misma 
Administración o de otra distinta) debe verificar la aptitud ambiental de las 
medidas propuestas en el proceso sometido a su control, algo que sin duda 
debe estimarse como muy conveniente para garantizar la corrección de su 
formulación. Pero, por otro lado, esta exigencia normativa puede generar 
algunas cuestiones controvertidas y disfunciones procesales a las que también 
es preciso hacer referencia.  
                                            
432 Incluyendo la referencia a la denominada alternativa cero, que supone la consideración de 
no alterar la situación actual del ámbito y, por lo tanto, desechar toda nueva implantación de 
usos o la ejecución de proyectos al estimar esta opción más conveniente para el medio 
ambiente y los intereses generales concurrentes. Esta exigencia ha sido avalada por la 
jurisprudencia, como puede apreciarse en la STSJ de la Comunidad Valenciana de 30 de enero 
de 2015 (FD 3º, EDJ 2015/114100). 
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En efecto, a juicio de CASANOVA GÓMEZ, IGLESIAS GONZÁLEZ y 
ABASCAL RODRÍGUEZ433 la consideración de la tramitación del planeamiento 
y de la evaluación estratégica ambiental como dos procedimientos 
administrativos individualizados es el origen de buena parte de los problemas 
actuales de la evaluación ambiental de los instrumentos de planeamiento, 
puesto que nuestro sistema jurídico no regula satisfactoriamente las relaciones 
jurídicas entre dos procedimientos que han de tramitarse simultáneamente y 
mantienen una conexión indisociable, en un ejemplo de lo que cierta doctrina 
ha denominado como procedimientos coligados. Como afirman los citados 
autores, el propio artículo 18.1 de la LEA establece que la evaluación ambiental 
estratégica ordinaria debe realizarse dentro del procedimiento sustantivo de 
adopción o aprobación del plan o programa, pero no existe regulación relativa 
al régimen de tramitación de un procedimiento administrativo que se inserta 
dentro de otro.  
 
En el mismo sentido se expresa DEL OLMO ALONSO434 al subrayar que, de 
acuerdo con sus normas reguladoras, la evaluación ambiental constituye un 
trámite bastante complejo y con frecuencia dilatado en el tiempo, que se inserta 
en el procedimiento administrativo relativo a la aprobación del proyecto de 
obra, instrumento o autorización de la actividad considerada y que incluye 
siempre un trámite de información pública. En todo caso, como recuerda el 
citado autor, el procedimiento de evaluación de impacto ambiental es aplicable 
solo a los proyectos y actuaciones de mayor riesgo para el medio ambiente, 
promovidos por los públicos o por los operadores privados y que, en todo caso, 
deben relacionarse expresamente en la legislación estatal o autonómica. 
  
Un supuesto de posible disfunción del proceso planificador derivado de su 
evaluación ambiental sería el surgido ante la inactividad del órgano ambiental 
que pudiera frustrar la tramitación del instrumento proyectado, en virtud de la 
                                            
433 CASANOVA GÓMEZ, Carmen; IGLESIAS GONZÁLEZ, Felipe y ABASCAL RODRÍGUEZ, 
Miguel (2014). 
434 Op. cit. (2010, pág. 274).  
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aplicación del silencio negativo que se recoge en el citado artículo 10 de la 
LEA435. La cuestión es ciertamente controvertida debido a que la propia norma 
estatal no atribuye la posibilidad de recurrir las declaraciones o informes por los 
que finalizan los diferentes procesos de evaluación ambiental, remitiendo la 
impugnación de estos documentos a la ulterior reclamación que se efectúe 
frente a las disposiciones o actos administrativos por los que se aprueben los 
instrumentos evaluados436. En esta tesitura, surge la posibilidad (ciertamente 
nada remota) por la que el órgano competente en materia ambiental no 
resuelva el expediente en el plazo habilitado para ello, produciéndose de forma 
automática los efectos del silencio negativo establecidos por el citado artículo 
10 de la LEA.  
 
En esta situación, se plantea si esta desestimación por inactividad del órgano 
ambiental puede ser objeto de impugnación autónoma, como excepción al 
régimen general contenido en la propia norma estatal. Existen diversos 
posicionamientos sobre el particular, siendo actualmente mayoritarios los que 
opinan que, en su condición de acto de trámite cualificado, debe posibilitarse la 
impugnación de esta desestimación presunta, sobre todo cuando los 
instrumentos de planeamiento objeto de evaluación son promovidos por 
intereses particulares, debido a que la situación planteada puede equipararse a 
una desestimación de las pretensiones del promotor, ante la imposibilidad 
efectiva de continuar con la tramitación del expediente administrativo por el 
órgano sustantivo437. 
 
                                            
435 Artículo 10. Falta de emisión de las declaraciones e informes ambientales. 
La falta de emisión de la declaración ambiental estratégica, del informe ambiental estratégico, 
de la declaración de impacto ambiental o del informe de impacto ambiental, en los plazos 
legalmente establecidos, en ningún caso podrá entenderse que equivale a una evaluación 
ambiental favorable. 
436 En el caso de la evaluación ambiental estratégica, el artículo 29.4 de la LEA dispone: Contra 
la declaración ambiental estratégica no procederá recurso alguno sin perjuicio de los que, en su 
caso, procedan en vía judicial frente a la disposición de carácter general que hubiese aprobado 
el plan o programa, o bien de los que procedan en vía administrativa o judicial frente al acto, en 
su caso, de adopción o aprobación del plan o programa. 
437 Sobre este asunto se recomienda la lectura del artículo coordinado por BERBEROFF 
AYUDA, Dimitri (2014). 
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Subyace en este caso una invocación evidente al principio de precaución que 
motiva la paralización de todo plan, proyecto o actuación que no haya sido 
previamente evaluada positivamente desde un punto de vista ambiental, desde 
la base de que toda incidencia sobre el territorio puede provocar afecciones a 
su entorno cuyos riesgos potenciales deben ser previamente calibrados y, en la 
medida de lo posible, eliminados o debidamente compensados. Sin embargo, 
como también se ha apuntado anteriormente, la aplicación de este principio 
ambiental de forma preferente no puede subvertir la aplicación de otros 
igualmente prioritarios en toda actuación administrativa, como son los de 
seguridad jurídica y el sometimiento a los procedimientos regulados por la 
normativa vigente, lo que sin duda determina la posibilidad de que por parte de 
los particulares, o en su caso la Administración con competencia sustantiva en 
el procedimiento, puedan impugnar la actitud omisiva del órgano ambiental y 
procurar una resolución efectiva del proceso de evaluación ambiental de la 
propuesta. 
 
En este sentido, la citada STC 53/2017, de 11 de mayo438 ha determinado 
expresamente la constitucionalidad de los artículos 25.4 y 47.6 de la LEA, que 
son los que disponen la no procedencia de recurso alguno contra la declaración 
ambiental estratégica, ni contra el informe de impacto ambiental 
respectivamente. No obstante, siguiendo a LOZANO CUTANDA439 en el 
análisis de esta decisión del Tribunal Constitucional, podemos añadir que dado 
que el apartado cuarto del artículo 25 y el apartado seis del artículo 47 de la 
Ley de Evaluación Ambiental no hacen sino reproducir (y así lo dice 
expresamente el TC) lo dispuesto en la legislación básica procesal para los 
actos de trámite, las resoluciones en ellos citadas han de considerarse 
recurribles cuando concurran las circunstancias para ello según dicha 
                                            
438 Recurso de inconstitucionalidad 1410-2014. Interpuesto por el Consejo Ejecutivo de la 
Generalitat de Cataluña en relación con la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación 
ambiental. Competencias  sobre medio ambiente: nulidad de la atribución de carácter básico a 
diversos preceptos legales que  regulan el régimen de resolución de discrepancias y las 
evaluaciones ambientales estratégicas y de proyectos; interpretación conforme de diferentes 
preceptos legales sobre las mismas materias y en relación  con  las  consultas de otros 
Estados en sus procedimientos de evaluación ambiental (BOE núm. 142, de 15 de junio de 
2017). 
439 LOZANO CUTANDA, Blanca (2017, pág. 4). 
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legislación básica, algo que únicamente compete determinar a los tribunales 
caso por caso. Para esta autora entender este razonamiento de otra forma 
resultaría contrario al derecho a la tutela judicial efectiva del artículo 24 de la 
CE1978 y de la Directiva 2011/92/UE, de evaluación ambiental de proyectos, 
tal como la ha interpretado el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, que 
expresamente se ha pronunciado sobre la necesidad de habilitar vías de 
recurso cuando se trate de proyectos incluidos en su ámbito de aplicación440.  
 
En general, cabe señalar que las posibles controversias surgidas en el proceso 
de evaluación ambiental de los instrumentos de planeamiento normalmente 
deben surgir en los supuestos en que los posicionamientos de los órganos 
intervinientes sean contradictorios, por lo que la mejor solución sería la de 
intentar alcanzar un acuerdo sobre los puntos discordantes que pudiera 
desbloquear el conflicto. Esta posibilidad se antoja mucho más previsible en los 
casos en los que tanto el órgano ambiental como el sustantivo pertenecen a la 
misma Administración, siendo por el contrario bastante menos plausible una 
solución de este tipo en los supuestos en los que pertenezcan a distintas 
Administraciones, debido a que en estos casos pueden concurrir intereses 
contrapuestos que dificulten en extremo la consecución de una salida 
satisfactoria a la controversia surgida. Como muy acertadamente opina 
MORENO MOLINA441, el proceso de evaluación ambiental de los instrumentos 
de planeamiento, aplicado con tiento, mesura y lealtad institucional, puede 
servir de cauce idóneo para el diálogo y la concertación interterritorial sobre la 
premisa de la tutela de valores ecológicos en ámbitos de evidente interés 
mutuo. Sin embargo, en palabras del propio autor, aplicado de modo desviado, 
puede servir de cauce para perpetrar una injerencia autonómica en la libertad 
intrínseca del municipio a la hora de autoconfigurarse en el futuro, instaurando 
auténticos controles de oportunidad, bajo la apariencia de controles de 
legalidad ambiental, que podrían resultar incompatibles con la autonomía local. 
 
                                            
440 Como puede apreciarse,entre otras, en la STJUE de 30 de abril del 2009, asunto C-75/08. 
441 MORENO MOLINA, Ángel Manuel (2016). 
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Esta reflexión lleva a estimar procedente arbitrar mecanismos de control de las 
actuaciones del órgano ambiental de estos procedimientos, desarrollados sobre 
la base de la necesaria y exigible capacidad de poder reconsiderar decisiones 
que, en algunos casos, cuanto menos puedan estimarse como discutibles 
desde un criterio estrictamente ligado a la protección ambiental y a la 
preservación del entorno. Debe tenerse en cuenta que el denominado proceso 
de resolución de discrepancias, establecido en el artículo 12 de la LEA, 
atribuye la decisión de las controversias suscitadas al Consejo de Gobierno de 
la Administración estatal o autonómica, en función de quien sea competente 
para resolver la discrepancia planteada, por lo que, al menos sobre el papel, se 
mantiene la exclusión de una de las partes en la decisión final adoptada, lo que 
en el caso de las Entidades Locales se produce en todos los posibles 
supuestos planteados.  
 
Como afirma GARCÍA URETA442, aun pudiendo recurrir judicialmente el acto 
administrativo por el que se resuelva la discrepancia, se antoja necesario 
establecer soportes de mediación interadministrativa sobre los que 
fundamentar decisiones consensuadas, máxime en los supuestos en los que 
puedan considerarse alternativas ambientalmente viables que ofrezcan 
soluciones satisfactorias tanto para la parte proponente como para la 
fiscalizadora.  
 
Esta reclamación doctrinal es de todo punto comprensible, debido a que la 
posición en la que se encuentran las Entidades Locales en la defensa de sus 
propuestas es realmente muy debilitada, teniendo en cuenta que la decisión de 
la controversia se deja en manos de la Administración que mantiene una 
posición contraria. Por ello, debería exigirse que las decisiones adoptadas en 
estos procesos fueran estrictamente ambientales, con el objeto de evitar que 
posturas o intereses contrarios a la propuesta local primaran sobre ésta bajo la 
apariencia de su posible afección al entorno, máxime cuando podrían 
alcanzarse soluciones alternativas plenamente satisfactorias.  
                                            
442 GARCÍA URETA, Agustín (2014, págs. 340-341). 
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V. LA INTENSIDAD DE LA PRESENCIA DE VALORES COMO ELEMENTO 
DETERMINANTE DE SU NECESIDAD DE PROTECCIÓN.   
 
Además de los extremos analizados en los puntos anteriores, es preciso hacer 
una breve referencia a la cuestión relativa a la tipología, entidad o medición de 
la concurrencia de los valores presentes en un territorio concreto, al objeto de 
poder calibrar a partir de qué punto o nivel de presencia de un determinado 
valor se exige la inclusión del terreno en el que se identifique en un ámbito 
protegido y, por consiguiente, la aplicación sobre el mismo de un régimen 
jurídico individualizado. Según el propio artículo 13.1 del TRLS2015 la 
presencia de valores dignos de especial protección443 viene determinada por la 
normativa sectorial que configure a los mismos dentro de esta clase o 
categoría, lo que sugiere que será cada ámbito normativo concreto el que 
establezca los criterios mínimos con los que el planificador debe apreciar en 
cada territorio la presencia de cada tipo de valor y los ratios de intensidad del 
mismo sobre los que someter la zona a un régimen de preservación adecuado 
en cada caso.  
 
De forma evidente, esta cuestión se planteará únicamente en los supuestos en 
los que la consideración del suelo como especialmente protegido no venga 
impuesta por normativa sectorial u otro instrumento de planificación de 
aplicación preferente, dado que en este caso entraría a operar de forma 
incondicional la doctrina del carácter reglado del suelo protegido antes 
analizada. Por lo tanto, solo podemos entender operativa esta cuestión en los 
supuestos en los que no existiendo una previa exigencia de especial 
protección, tras el diagnóstico territorial inherente a todo proceso de 
planificación se identifiquen ámbitos en los que se acredite la existencia de 
valores que podrían ser objeto de la misma. En estos casos se requiere que su 
                                            
443 La relación contenida en este artículo no debe considerarse como cerrada, debido a que la 
normativa sectorial o el propio instrumento de planeamiento aplicable pueden determinar la 
necesidad de preservar algún concreto valor o elemento suplementario. No obstante, los 
términos de la relación ofrecida se estiman los suficientemente amplios como para englobar 
cualquier tipo de elemento que, en la actualidad o en un futuro, pueda entenderse susceptible 
de especial protección. 
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preservación se estime prioritaria frente a la posible utilización del suelo para 
usos que fueran compatibles o autorizables en un suelo rural sin especial 
protección y, en todo caso, frente a los posibles derechos de los terceros que 
pudieran verse afectados por esta medida.  
 
En el caso de los valores ambientales, entendiendo por tales todos los relativos 
a la naturaleza y su entorno (masa forestal, flora, fauna, etc.), la caracterización 
de los ámbitos en los que la presencia de elementos naturales requiera su 
consideración como espacios protegidos viene determinada por la profusa 
normativa existente, emanada tanto del Estado como de las Comunidades 
Autónomas en atención a sus respectivas competencias. En este caso, la 
fundamental Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la 
Biodiversidad contiene la determinación de los elementos mínimos 
caracterizadores de los hábitats naturales a identificar en el territorio, que 
posteriormente y en función de sus respectivas características, pueden pasar a 
incluir alguno de los supuestos de espacios protegidos que determina la propia 
norma estatal o, en su caso, conforme regula la normativa autonómica 
aplicable.  
 
Evidentemente, todo proceso de identificación de la presencia de valores de 
este tipo en un terreno determinado no deja de contener un mayor o menor 
grado de subjetividad, que puede apreciarse en la propia identificación del valor 
en concreto o, en otro caso, en la apreciación de su intensidad444. A modo de 
ejemplo podemos citar el catálogo de hábitats de interés comunitario (HICs) 
terrestres de Andalucía445, documento en el que se recoge su configuración 
ecológica y distribución espacial, describiendo las características principales de 
cada tipología de hábitat y delimitando los que se han de estimar como 
                                            
444 En ocasiones, el nivel de subjetividad en el análisis del territorio se contendrá en la 
apreciación de la presencia de valores naturales en una zona concreta, en tanto que en otros 
casos, se contendrá en el nivel de su presencia, como ocurrirá en los supuestos en los que en 
un territorio concreto se identifique la presencia de una especie forestal cuya protección ya 
viene declarada por la normativa, lo que trasladará la posible subjetividad del planificador a la 
apreciación de la intensidad y características de su presencia en el ámbito analizado. 
445https://juntadeandalucia.es/medioambiente/portal_web/rediam/documentos/vegetacion/Descr
p_HIC_Abril2013-1.pdf (último acceso, 12 de agosto de 2018). 
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prioritarios al objeto de ser incluidos en algún régimen de protección 
cualificado. Este documento, elaborado por la Red de Información Ambiental de 
Andalucía (REDIAM)446 sirve como elemento de base para la posterior 
redacción de los instrumentos de planeamiento y determina criterios 
interpretativos para considerar cada tipo de hábitat y plantear el régimen 
urbanístico que finalmente se otorgue a cada zona en concreto447. 
 
Esta cuestión ha sido igualmente objeto de interpretación por la jurisprudencia 
que ha entrado a analizar supuestos de esta naturaleza, como en la ya citada 
STS de 23 de abril de 1996 (Sala 3ª, sec. 5ª, rec. 4636/1990. Ponente BARRIO 
IGLESIAS, EDJ 1996/5162), que dispone la necesidad de apreciar la condición 
de suelo protegido de un humedal delimitado por los informes sectoriales, pero 
no incluido previamente en ningún régimen de protección, señalando 
expresamente en su FD 1º: 
 
“…no podíamos menos de compartir el criterio de la Sala "a quo" de 
considerar a la Unidad Urbanística en Suelo Urbanizable no 
Programado U.U.N.P. número..."Les Illes" como zona comprendida 
                                            
446 La Red de Información Ambiental de Andalucía (REDIAM) tiene como objeto la integración, 
normalización y difusión de toda la información sobre el medio ambiente andaluz generada por 
todo tipo de centros productores de información ambiental en la Comunidad Autónoma. Fue 
creada por la Ley 7/2007, de 9 de julio, de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental (GICA) y 
ordenada por el Decreto 347/2011, de 22 de noviembre, por el que se regula la estructura y 
funcionamiento de la Red de Información Ambiental de Andalucía y el acceso a la información 
ambiental. 
447 Podemos apreciar el alcance de los datos incluidos en este documento haciendo referencia 
a cualquier tipo de hábitat recogido en el mismo. Por ejemplo, en el caso del 9530 Pinares 
(sud-) mediterráneos de pinos negros endémicos (considerado como prioritario), se dispone: 
DESCRIPCIÓN. Bosques abiertos oromediterráneos y supramediterráneos de Pinus nigra 
subsp. Salzmannii (pino salgareño) y, a veces Pinus sylvestris var. Nevadensis (pino albar), 
bajo los que se localizan mantos de sabinas y enebros 
rastreros) y/o Juniperus phoenicea (sabina mora). Se asientan en dolomías y calizo-dolomías 
de las sierras Béticas. 
INTERPRETACIÓN. Hábitat de carácter fitocenótico, es decir, determinado por la vegetación. 
Formaciones de pino salgareño acompañado a menudo por pino albar, donde la cobertura del 
arbolado supere el 30 (-25) % de la ocupación en la unidad considerada, siempre que la 
cohorte arbustiva característica (presencia de la 
asociación vegetal definitoria) ocupe al menos ¾ partes de la unidad. Cuando el arbolado 
supera el 50 % se considera bosque independientemente del sotobosque. Las repoblaciones 
deben ser consideradas HIC cuando sean formaciones maduras, con sotobosque desarrollado, 
donde ya no es apreciable el marco de plantación y se encuentren dentro de su área natural de 
distribución. Los criterios de definición del Hábitat han sido ajustados por parte de la REDIAM y 
están pendientes de validación científica. 
RELACION CON LA SINTAXONOMÍA. Comunidades asociadas al Hábitat (son las especies 
las que actúan de características y definitorias). 
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dentro de una de las húmedas definidas en el artículo 11 de la Ley 
catalana 12/1985, de 13 de junio, de espacios naturales protegidos, y 
con la protección dispuesta en el mismo y en el artículo 4.c) de igual 
Ley, por lo que la solución racional para ella en el planeamiento no era 
la de clasificarla como suelo urbanizable no programado, sino como 
suelo no urbanizable, y dentro de esta clase de suelo, como el de 
especial protección a que se refieren los artículos 80.b) y 86.2 del texto 
refundido de la Ley del Suelo EDL 1992/15748 y Ordenación Urbana de 
9 de abril de 1976, tal conclusión en modo alguno podemos vernos 
precisados a cambiarla de signo por la pruebas practicadas ahora y de 
entre las cuales las más significativas, evidentemente, no son otras que 
el informe de los Ingenieros de Caminos, Canales y Puertos y de 
Montes…”.  
 
Conforme a esta interpretación, la identificación de los ámbitos en los que 
existan valores ambientales apreciables deberá conllevar su inclusión en un 
régimen de especial protección, salvo que de forma contradictoria se aprecien 
otros valores que pudieran considerarse como preponderantes, cuestión que 
en el caso de los valores ambientales y ante la actual concienciación social 
sobre la protección del medio ambiente, se antoja realmente compleja. Tal es 
así que, como ya se ha advertido anteriormente, la facultad discrecional de 
apreciación del carácter protegido de un suelo rural normalmente opera en 
sentido positivo, frente a los supuestos en sentido contrario que son realmente 
excepcionales448. 
 
No obstante lo anterior, también podemos encontrar supuestos en los que los 
Tribunales han anulado la actuación del planificador al entender que la 
estimación de la necesidad de proteger especialmente un suelo no se 
encuentra plenamente justificada, al no acreditar suficientemente la presencia 
de los valores que fundamenten esa decisión, generalmente adoptada en 
contra de los derechos de los titulares de los terrenos afectados. De este modo, 
la STS de 27 de octubre de 2000 (Sala 3ª, sec. 5ª, rec. 5838/1995. Ponente 
GARZÓN HERRERO, EDJ 2000/35806) al analizar la aprobación de un plan 
protección del medio físico y del paisaje, cuyos términos contradecían al 
                                            
448 La actual consideración preponderante de la defensa del interés general que subyace en la 
protección del medio ambiente, frente a los intereses particulares que puedan verse afectados, 
hace que se estime prioritaria toda actuación en defensa de su integridad, incluida la adoptada 
en la consideración del establecimiento de medidas cautelares, como puede verse en las STS 
de 6 de mayo de 2009 y de 14 de diciembre de 2016.  
319





planeamiento urbanístico vigente al establecer nuevos ámbitos de suelo 
especialmente protegido, reclama la necesidad de acreditar el cambio de 
criterio adoptado con respecto al suelo incluido en su ámbito, como medio para 
evitar asumir la posible arbitrariedad en la decisión adoptada, aunque ésta 
fuera de carácter eminentemente proteccionista449.  
 
En el mismo sentido, la STS de 27 de abril de 2016 (Sala 3ª, sec. 5ª, rec. 
3381/2014. Ponente NAVARRO SANCHÍS, EDJ 2016/59329), aunque sin 
entrar a considerar el fondo del asunto cuestionado, determina improcedente la 
estimación del carácter de suelo especial protegido de un terreno al no justificar 
convenientemente los motivos de tal consideración y, por el contrario, no 
analizar las pruebas en sentido contrario que aportó la parte afectada por tal 
declaración.   
   
De forma evidente, se puede establecer una relación apriorística a partir de la 
cual, a mayor marco normativo relativo a un tipo de valor concreto menor será 
el ámbito de discrecionalidad en la actuación del planificador a la hora de 
analizar el territorio y verificar su presencia, intensidad y, en definitiva, la 
necesidad o no de someter el territorio a un régimen de protección 
suplementaria. Como afirma SANZ LARRUGA450 en la calificación del suelo el 
planificador dispone de un amplio margen de discrecionalidad en función de la 
valoración que se haga de las necesidades colectivas, pero éste se ve 
                                            
449 En concreto la Sala señala (FD 2º): “La sentencia de instancia comienza poniendo de relieve 
el distinto tratamiento que los terrenos controvertidos tienen en los diferentes planes que 
inciden sobre el ámbito territorial en que se encuentran. Este hecho diferenciador, (suelo 
urbanizable común en el Plan General de Ordenación y ausencia de protección en el Plan de 
Espacios de Interés Natural de Cataluña, y, en contraposición, inclusión en el Plan Especial de 
Protección del Medio Físico de las Sierras del Montnegre) requiere justificación suficiente. Por 
sí mismo no es arbitrario, pero exige alguna razón que legitime ese diferente tratamiento. La 
sentencia de instancia mantiene que no sólo no existe esa justificación, sino que la delimitación 
establecida en el Plan es incoherente desde el punto de vista urbanístico. A partir de estas 
premisas es evidente que la Sala no ha apreciado indebidamente la arbitrariedad. Si no existe 
una justificación de un hecho cuestionado, (en este caso la delimitación del Plan Especial en un 
punto concreto) y la prueba practicada apreciada por la Sala es la de que dicha delimitación es 
incoherente, en términos urbanísticos, es patente que la conclusión de la arbitrariedad se 
impone. Tampoco el recurso ofrece explicación alguna sobre la delimitación controvertida, 
abstracción hecha de una referencia a los programas de ordenadores de universidades 
prestigiosas, que es claramente insuficiente”.  
450 Op. cit. (2016). 
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ciertamente constreñido una vez fijados los criterios de calificación mediante el 
establecimiento de las correspondientes categorías. De este modo, las 
concretas calificaciones del suelo han de resultar coherentes con la decisión 
inicial, produciéndose en la práctica una progresiva reducción de la 
discrecionalidad en función de la identificación en cada territorio de los 
elementos considerados en cada categoría inicialmente descrita.  
 
A modo de ejemplo, si atendemos al valor paisajístico en el caso concreto de 
Andalucía podemos acudir a la Estrategia del Paisaje de Andalucía451, 
aprobada por Acuerdo del Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía de 
fecha 6 de marzo de 2012452. Este documento define el término paisaje 
conforme a lo dispuesto en el Convenio Europeo del Paisaje (CEP)453, como 
cualquier parte del territorio tal como la percibe la población, cuyo carácter sea 
el resultado de la acción y la interacción de factores naturales y/o humanos. 
Esta definición entiende el paisaje como una conjunción de elementos objetivos 
(“cualquier parte del territorio”), subjetivos (“tal como la percibe la población”) y 
con una vertiente dinámica y causal (“resultado de las interacciones entre 
factores naturales y antrópicos”). Asimismo, en el Preámbulo del CEP se 
destaca la pluralidad del concepto de paisaje o, en otros términos, su interés 
general en varios campos muy diferenciados, a lo que añade su contribución al 
bienestar de las personas y su papel como factor de identidad cultural.  
 
De lo expuesto puede apreciarse que los niveles de protección del paisaje en la 
ordenación territorial se encuentran sometidos a criterios con un cierto nivel de 
subjetividad, asociado a la diferente percepción que pueden tener tanto la 
consideración de un paisaje como merecedor de una especial protección, como 
la naturaleza de los elementos que pueden distorsionar su fisonomía y alterar 
el régimen jurídico protegido en este caso. 
                                            
451 http://www.juntadeandalucia.es/export/drupaljda/estrategia_paisaje_andalucia_2012_0.pdf 
(último acceso, 12 de agosto de 2018). 
452 BOJA núm. 62, de 23 de marzo de 2012. 
453 Elaborado en el ámbito del Consejo de Europa y formalizado en Florencia el 20 de octubre 
de 2000. Fue ratificado por el Reino de España el 6 de noviembre de 2007, entrando en vigor el 
1 de marzo de 2008. 
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Una exigencia específica de la verificación de la presencia de este valor la 
encontramos en la Ley 5/2014, de 25 de julio, de Ordenación del Territorio, 
Urbanismo y Paisaje, de la Comunitat Valenciana, cuyo artículo 6 define al 
paisaje en términos similares al expuesto anteriormente, concretamente 
“…cualquier parte del territorio, tal y como es percibido por sus habitantes, cuyo 
carácter resulta de la interacción de factores naturales y humanos”. Esta norma 
exige que su protección se verifique en todas las políticas sectoriales de la 
Comunidad Autónoma y especialmente en la planificación territorial y 
urbanística, mediante la introducción en la fase de planificación de diferentes 
tipos de estudios paisajísticos, con la obligación de integrar sus resultados en 
el proceso de evaluación ambiental.  
 
Con carácter general en todos los procesos actuales de planificación se exige, 
de una forma u otra, la introducción del correspondiente estudio paisajístico, 
siendo  requerido incluso en los instrumentos de planeamiento de desarrollo 
urbanístico al objeto de verificar que las edificaciones y construcciones que se 
autoricen conforme a la ordenación que contengan los nuevos planes se 
adapten lo más posible al entorno y no causen alteraciones sensibles del 
paisaje visual. No obstante, la realidad es que nos encontramos ante una 
materia donde el nivel de interpretación subjetiva puede llegar a alcanzar una 
destacable entidad, lo que requiere que el planificador realice una correcta 
justificación de la decisión adoptada con respecto al territorio en el que se 
identifiquen elementos paisajísticos susceptibles de protección especial. Sobre 
este asunto puede citarse la STS de 3 de noviembre de 1988 (Sala 3ª, sec. 5ª, 
rec. 7296/1992. Ponente GARZÓN HERRERO, EDJ 1998/28623), en la que se 
establece que el valor paisajístico de los terrenos puesto de manifiesto en la 
prueba pericial realizada, evidencia que la decisión de clasificar el suelo como 
no urbanizable de especial protección en la revisión de un instrumento de 
planeamiento general es acertada y no errónea ni arbitraria, sino adoptada 
conforme a la realidad de las cosas y por quien tenía facultad para ello. 
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Si confrontamos la determinación anterior con la regulación de un valor de 
naturaleza más “material” como es el caso de los yacimientos y otros 
elementos arqueológicos, puede apreciarse como su delimitación presenta 
perfiles más acusados, lo que debe facilitar en gran medida al planificador la 
identificación de la presencia de valores de este tipo en el entorno analizado y 
calibrar su importancia al objeto de procurar su concreto régimen de protección. 
De este modo, la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español 
(LPHE) en su artículo 40 dispone que se encuentran dentro de su ámbito los 
muebles o inmuebles de carácter histórico, susceptibles de ser estudiados con 
metodología arqueológica, incluyendo los elementos geológicos y 
paleontológicos relacionados con la historia del hombre, sus orígenes y 
antecedentes. Con arreglo a esta premisa dispuesta por la legislación estatal, 
la normativa autonómica en función a sus respectivas competencias 
estatutarias procede a desarrollar el encuadre normativo de los yacimientos y 
otras zonas con presencia de valores arqueológicos y/o históricos, disponiendo 
con carácter general la necesidad de aplicar a estas zonas un régimen de 
especial protección determinado en función del tipo de suelo en el que se 
identifiquen.  
 
A modo de ejemplo, puede citarse la regulación contenida en los artículos 29 y 
siguientes de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de 
Andalucía454, que inicia su regulación disponiendo expresamente en su artículo 
29.1 que los instrumentos de ordenación territorial o urbanística, así como los 
planes o programas sectoriales que incidan sobre bienes integrantes del 
Patrimonio Histórico, deberán identificar los elementos patrimoniales y 
establecer una ordenación compatible con la protección de sus valores y su 
disfrute colectivo. Esta exigencia normativa se plasma en la práctica en la 
necesidad de incorporar a la tramitación de los instrumentos de planeamiento 
los informes preceptivos455 de la Consejería competente sobre patrimonio 
                                            
454 BOJA núm. 248, de 19 de diciembre de 2007.  
455 El artículo 29.4 de la norma andaluza establece que el caso de que el instrumento de 
planeamiento sea de carácter urbanístico o sectorial, el informe a emitir se entiende además 
vinculante, lo que indica a las claras la voluntad de salvaguardar la competencia autonómica 
sobre este tipo de bienes de interés arqueológico e histórico y asegurar su correcta protección 
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histórico, en los que se suele incorporar la delimitación de estos espacios que 
ha de reconocerse e, incluso, las directrices de protección que han de ser 
consideradas como estándares mínimos de prevención de las zonas 
identificadas.  
 
En sentido similar, la Ley 4/2001, de 10 de mayo, de Parques Arqueológicos de 
Castilla-La Mancha456, instituye la figura sectorial de los denominados Planes 
de Ordenación de Parques Arqueológicos (arts. 9 y ss.), cuyo objetivo es la 
señalización de los elementos integrantes del patrimonio arqueológico, cultural 
y natural y su descripción; la determinación de las actuaciones que deban 
acometerse para su puesta en valor y el fomento del desarrollo cultural y 
socioeconómico, a través del uso racional del territorio, el turismo y 
cualesquiera otras actividades que favorezcan el cumplimiento de los objetivos 
del Parque Arqueológico. Las determinaciones de estos planes sectoriales, 
debido a su carácter especializado, vinculan a las previsiones de los 
planeamientos territoriales y urbanísticos (art. 10), por lo que deberán 
adaptarse a sus determinaciones o, en su caso, redactarse contemplando las 
mismas. 
  
En todo caso, la cuestión de la identificación de las zonas arqueológicas 
susceptibles de protección presenta los mismos perfiles que en el resto de 
supuestos analizados, debido a que toda zona de carácter arqueológico 
previamente delimitada y declarada por la Administración competente no tendrá 
otro fin que el ser incluida dentro de una zona de especial protección del suelo 
en el que se encuentre. Por el contrario, la actuación del poder planificador no 
presentará un cariz tan dirigido en los casos en los que las posibles zonas 
arqueológicas no hayan sido previamente declaradas, debiendo en tal caso 
                                                                                                                                
estableciendo las precauciones adecuadas sobre el instrumento que, en realidad, determina el 
régimen de uso y utilización de los terrenos en los que se localicen. 
456 Esta norma define Parque Arqueológico como: “…el espacio físico dentro del cual, sin 
perjuicio de la concurrencia de otros valores culturales o naturales, confluyen necesariamente 
los siguientes factores: a) la presencia de uno o varios bienes de interés cultural declarados, 
con categoría de Zona Arqueológica, conforme a la legislación de Patrimonio Histórico vigente 
y b) unas condiciones medioambientales adecuadas para la contemplación, disfrute y 
comprensión públicos de las mencionadas Zonas Arqueológicas” (art. 2). 
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justificar motivadamente la decisión adoptada, sobre todo en el caso que por el 
planificador territorial o urbanístico se delimite una nueva zona sobre la que no 
se tenga referencia anterior, lo que sin duda requerirá la aportación al 
expediente de los informes sectoriales correspondientes que avalen la decisión 
adoptada. En definitiva, se puede suponer que el ámbito de subjetividad que 
esta normativa otorga al planificador a la hora de identificar los suelos con 
valores arqueológicos es mucho más limitado que en el caso anterior, lo que 
deriva en gran medida de la propia naturaleza del elemento considerado. La 
catalogación que la Administración competente realice sobre cada yacimiento o 
zona con presencia arqueológica que se determine, va a propiciar, entre otras 
cuestiones, la exigencia de su delimitación y su inclusión en la zona de 
protección correspondiente. 
 
Como resumen de lo expuesto, cabe concluir trayendo a colación lo que ha 
sido reiterado en los párrafos anteriores, que la cuestión fundamental es la 
necesidad de justificar y fundamentar la decisión adoptada sobre los ámbitos 
en los que el planificador haya tenido que tomar un criterio racional acerca de 
la especial protección de un territorio concreto o, por el contrario, su no 
consideración como tal. La propia inercia de la regulación actual y la 
prevalencia de los valores objeto de protección determina que la 
fundamentación relativa a la especial protección de un territorio (aunque 
evidentemente debe constar como garantía frente a las posibles reacciones de 
los terceros afectados y justificación de la decisión adoptada) se antoje menos 
compleja que la contraria, esto es, la no declaración de especial protección de 
una zona en la que se aprecien signos de su presencia457. En el primer caso, 
                                            
457 Aunque más adelante se analice el asunto con más detalle, cabe puntualizar en este 
momento que en determinadas ocasiones la planificación parece no establecer ámbitos de 
suelo no sometido a un régimen de especial protección, optando por una técnica de graduación 
de los diferentes regímenes desde el nivel más proteccionista hasta el menos exigente, pero 
otorgando a todos ellos un mínimo común denominador que determina la incardinación técnica 
de todos los suelos rurales en las categorías de especialmente protegidos. Esta realidad, en la 
práctica de los usos autorizados no presenta mayores inconvenientes que la adecuación de la 
utilización del suelo al concreto régimen establecido para cada tipo, pero sin embargo plantea 
algunas cuestiones muy controvertidas, como es el caso de la posible prescripción de las 
acciones de restauración de la legalidad urbanística ante construcciones irregulares, que no 
operaría en un suelo determinado si se califica expresamente como sujeto a especial 
protección. Como ejemplo puede citarse la zonificación del suelo no urbanizable que contenía 
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se deberá fundamentar la prevalencia de los valores protegidos sobre los 
intereses contradictorios, incluyendo los usos que se limitan a los terceros 
afectados. Por el contrario, en el segundo de los casos se deberá acreditar que 
los signos apreciados no presentan una entidad suficiente para entender que 
debe prevalecer su protección sobre los intereses legítimos de terceros 
afectados, lo que puede resultar realmente complicado en el caso de la 
presencia de algunos tipos de valores como los de naturaleza ambiental, dada 
la actual predisposición normativa y jurisprudencial a su protección por encima 
de cualquier otro interés subyacente. 
 
Con todo, la actual normativa vigente sobre el suelo puede restar trascendencia 
a este último supuesto, sobre todo si lo comparamos con lo que sucedía en el 
contexto de aplicación de normativas anteriores. Esta afirmación se basa en la 
presente consideración del suelo rural como ámbito excluido de todo proceso 
de desarrollo urbanizador, salvo que se justifique su posible incorporación al 
mismo previa clasificación del ámbito como suelo urbanizable, con lo que sobre 
el mismo solo podrán autorizarse los usos previamente considerados como 
aptos conforme a su preservación material. En la generalidad de los casos esto 
solo supone que sobre estos terrenos se desarrollen los usos tradicionales del 
suelo en estado rural y, como mucho, la posibilidad de que sobre el mismo se 
desarrollen los usos no tradicionales que se entiendan autorizables, cuestión 
que además será objeto de verificación singular previa a su autorización 
expresa y en la que se debería volver a verificar el impacto del proyecto 
                                                                                                                                
el PGOU de Almonte (Huelva) conforme fue aprobada su revisión en febrero de 2008, que 
establecía tres niveles de zonificación del suelo no urbanizable (más uno delimitado de hábitat 
rural diseminado) a los que calificaba expresamente como especialmente protegido, en sintonía 
con la zonificación que previamente había delimitado el POTAD como instrumento de 
ordenación territorial de ámbito subregional vigente sobre su término municipal. La 
problemática surgida a raíz de la consideración del suelo rural común como especialmente 
protegido motivó que tras la aprobación definitiva de la Innovación puntual número 9 del citado 
PGOU, la definición del suelo no urbanizable común pasara de “Suelo No Urbanizable de 
especial protección de carácter ambiental y paisajístico que incluye los espacios vinculados al 
ruedo de Almonte, delimitados en el tercer nivel de protección por el POTAD, a excepción del 
suelo delimitado como suelo no urbanizable de hábitat rural diseminado”  a la de “Suelo No 
Urbanizable de carácter natural o rural que incluye los espacios vinculados al ruedo de 
Almonte, delimitados en el tercer nivel de protección por el POTAD, a excepción del suelo 
delimitado como suelo no urbanizable de hábitat rural diseminado”. 
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previsto sobre la realidad física del suelo, pudiendo impedir la instalación de 
elementos que pudieran causar perjuicios a sus condiciones naturales. 
 
Por lo tanto, el margen suplementario de protección que en la práctica conlleva 
la especial protección del territorio queda bastante difuminado, sobre todo en 
los casos de protecciones asignadas por los propios procesos de planificación, 
al establecerse un régimen individualizado sobre la base del general dispuesto 
para el suelo rural común, que ya de por sí debe procurar la preservación del 
entorno ambiental en el que se ubica. Sin embargo, no puede decirse que la 
exclusión de un territorio de los ámbitos de especial protección sea del todo 
inocua, no solo por la posible diferencia existente con los regímenes de 
protección más rigurosos (como pueden ser los espacios naturales), sino 
fundamentalmente por la no aplicación de condiciones legales directamente 
asociadas a los suelos protegidos de cuyo ámbito quedarían exonerados de 
forma automática.  
 
 
VI. EL PRINCIPIO DE “NO REGRESIÓN” DEL SUELO DE ESPECIAL 
PROTECCIÓN. 
 
A. El concepto de no regresión en la ordenación del territorio. 
 
El análisis de la consideración del suelo como elemento sujeto a protección en 
la labor de planificación de los poderes públicos tiene otro límite en en el 
denominado principio de “no regresión”, elaborado conforme a las decisiones 
judiciales que se han ido adoptando de forma paulatina durante los últimos 
años y que, en su formulación, supone otro criterio de delimitación del suelo 
protegido a modo de restricción o, al menos, de limitación a la discrecionalidad 
de la actuación administrativa a la hora de identificar y regular las diferentes 
categorías del suelo rural de un territorio.  
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En concreto, el principio de no regresión supone una limitación a la 
discrecionalidad del planificador a la hora de establecer la clasificación del 
suelo, que viene motivada por una vinculación previa derivada del 
planeamiento existente con anterioridad a la posterior actuación, teniendo en 
cuenta que la precedente tiene que ser del mismo ámbito o, en todo caso, de 
prevalencia no superior a la que se encuentra en tramitación, ya que de otro 
modo la prioridad de la clasificación establecida por la planificación previa 
impediría cualquier alteración de los suelos protegidos en tanto en cuanto este 
instrumento o norma sectorial no fueran igualmente modificados. Dicho de otro 
modo, el supuesto de hecho de aplicación de este principio requiere que el 
planeamiento que se elabora pueda alterar los parámetros de la ordenación 
precedente, como ocurriría en el caso de que un suelo protegido por el 
planeamiento urbanístico perdiera su régimen especial mediante la tramitación 
de un nuevo instrumento de planificación urbanística, o por una revisión o 
modificación del vigente458.  
 
Conforme describe TOLOSA TRIBIÑO459 este principio, que ha sido acogido y 
confirmado por reiterada jurisprudencia del Tribunal Supremo, supone la 
necesidad de una especial justificación de aquellas actuaciones que proyecten 
una desprotección ambiental del suelo, de tal modo que implica, exige e 
impone un plus de motivación razonada, pormenorizada y particularizada de 
aquellas actuaciones administrativas que deriven en la desprotección de todo o 
parte de esos territorios. Como al efecto señala la STS de 29 de marzo de 2012 
en su FD 7º (Sala 3ª, sec. 5ª, rec. 3425/2009. Ponente FERNÁNDEZ 
VALVERDE, EDJ 2012/50091), el principio de no regresión implica la 
imposibilidad de no alterar una clasificación o calificación urbanística 
directamente dirigida a la protección y conservación del entorno, frente a las 
propias potestades del planificador. Por ello este principio, también 
                                            
458 Como afirma LÓPEZ RAMÓN, Fernando (2016-b, págs. 269 y ss.), en la reciente 
introducción del principio de no regresión en Francia, éste se describe como aquél según el 
cual la protección del medio ambiente, asegurada por las disposiciones legislativas y 
reglamentarias relativas al medio ambiente, no puede ser objeto sino de una mejora constante, 
habida cuenta de los conocimientos científicos y técnicos del momento. 
459 TOLOSA TRIBIÑO, César (2017). 
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denominado como principio standstill, ha sido considerado como una "cláusula 
de statu quo" impuesta con la finalidad de proteger los avances de protección 
alcanzados en el contenido de las normas medioambientales, con base en 
razones vinculadas su carácter finalista.  
 
Para PAREJO ALFONSO, con resoluciones como la anterior la jurisprudencia 
ha establecido una doctrina que exige el que no se otorgue a la Administración 
una capacidad para decidir con plena libertad en el ejercicio de la función 
planificadora del territorio, sino que al contrario, en determinados supuestos 
viene obligada a la adopción de la única decisión estimada como correcta. 
Entre estos supuestos pueden incluirse los estándares urbanísticos delimitados 
legalmente, pero también los límites legales de índole medioambiental, tales 
como el principio de prevalencia de la planificación ambiental o el de no 
regresión, en particular en forma de intangibilidad de zonas verdes y suelos 
protegidos460.  
 
Como apunta JORDANO FRAGA461, en sentido contrario la regresión material 
del suelo permitiría asumir una alteración en su calificación urbanística, pero 
para ello se requiere que se acredite suficientemente esta realidad, al estimar 
que no puede afirmarse como una opción genérica en todo proceso de 
planificación, sino que debe motivarse con un elevado nivel de intensidad de tal 
forma que no se albergue duda razonable sobre la procedencia de la 
reclasificación autorizada.   
 
 
B. Consideración jurisprudencial del principio de no regresión. 
 
De acuerdo con esta doctrina, el Tribunal Supremo ha mantenido que la 
ausencia de una justificación especialmente precisa y pormenorizada 
determina la invalidez jurídica de la eliminación de la especial protección del 
suelo propuesta en la nueva planificación. De este modo, la STS de 16 de abril 
                                            
460 PAREJO ALFONSO, Luciano (2016). 
461 JORDANO FRAGA, Jesús (2009, págs. 160 y ss.). 
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de 2015 (Sala 3ª, sec. 5ª, rec. 3068/2012. Ponente TOLOSA TRIBIÑO, EDJ 
2015/69646) alcanza esta conclusión en su FD 7º, al sostener que la aplicación 
del principio de no regresión comporta la exigencia de una especial motivación 
de las innovaciones de planeamiento que incidan sobre la calificación de las 
zonas verdes o la clasificación de los suelos especialmente protegidos, porque 
nos sitúa en el ámbito propio del Derecho Medioambiental e impone un plus de 
motivación en el marco de la potestad discrecionalidad de planificación 
urbanística de la que se encuentra investido el poder público planificador.  
 
En el mismo sentido la STS de 10 de febrero de 2016 (Sala 3ª, sec. 5ª, rec. 
520/2014. Ponente FERNÁNDEZ VALVERDE, EDJ 2016/9700), emitida en el 
famoso caso del hotel “El Algarrobico”, dispone expresamente que resultaría 
exigible un especial rigor y motivación para justificar la desprotección de unos 
terrenos que están declarados como zona de especial protección para aves 
(ZEPA), integrante de la Red Natura 2000, Reserva de la Biosfera y del 
Humedal RAMSAR, así como zona especial de protección del mediterráneo 
(ZEPIME)462.  
 
Con la misma argumentación, el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, en 
su Sentencia de 15 de diciembre de 2016 (Sede de Sevilla, Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, sec. 2ª, rec. 394/2014. Ponente ARENAS IBÁÑEZ, 
EDJ 2016/285301), expone en su FD 4º:  
 
“Dado ese carácter reglado del SNUEP su clasificación como tal no 
podrá variarse por el planificador en tanto no desaparezcan los valores 
que la justificaron. Así lo establece la Sentencia de la Sala Tercera del 
Tribunal Supremo (Sección 5ª) de 22 de julio de 2011 dictada en 
recurso de casación núm. 4250/2007 en la que se razona que " Si tal es 
la naturaleza reglada de la decisión que comporta esta clase de suelo, 
ni que decir tiene que tal situación ha de mantenerse mientras subsistan 
los valores que se pretendían proteger. Dicho de otro modo, el cambio 
de clasificación de esa categoría reglada, de suelo no urbanizable 
protegido por los valores agropecuarios a urbanizable, sólo puede 
fundarse, motivadamente, sobre la desaparición de los valores que 
determinaron su clasificación como suelo no urbanizable protegido o, en 
su caso, el error en que se hubiera incurrido al establecer tal 
                                            
462 Cfr. FERNÁNDEZ VALVERDE, Rafael (2016). 
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clasificación. En este sentido, venimos declarando, por todas, Sentencia 
de 25 de octubre de 2006 (recurso de casación nº 3713/2003) que no le 
será posible al planificador modificar esa clasificación por otra que 
permita, ya o en el futuro, incluirlo en el desarrollo urbano, sin justificar 
antes, de modo razonado y suficiente, que aquel o aquellos valores, o 
no existían realmente, o son ya inexistentes, o no pueden seguir siendo 
protegidos, allí, en aquel suelo, por causas jurídicamente atendibles". 
 
Reafirmando esta exigencia, la misma Sala del TSJ andaluz, en Sentencia de 
20 de septiembre de 2018 (Sec. 2ª, rec. 313/2015. Ponente RODRÍGUEZ 
ROSALES, ECLI:ES:TSJAND:2018:11563) ha invocado el principio de no 
regresión para anular la desprotección de un suelo en el que se pretendía 
equiparar la delimitación del ámbito protegido a las exigencias de la normativa 
sectorial sobre protección de cauces públicos. Para la Sala, incluso esta 
pretendida adecuación del límite de la zona especialmente protegida debe 
adoptarse tras una suficiente justificación, debido a que la que fue otorgada 
sobre la dispuesta por la normativa sectorial tuvo un fundamento que para su 
reversión es preciso motivar de forma coherente.   
 
En resumidas cuentas, puede afirmarse que la aplicación de este principio de 
no regresión determina la predisposición jurídica a que los suelos clasificados 
como especialmente protegidos mantengan de forma permanente esta 
condición, al priorizar los motivos por los que en su día se otorgó esta especial 
clasificación sobre cualquier otro interés concurrente. Por lo tanto, solo previa 
una detallada justificación, en la que indefectiblemente debe acreditarse la 
pérdida de los elementos y valores por los que se incluyó al suelo en un 
régimen de especial protección, se puede fundamentar la alteración posterior 
de este régimen jurídico singularizado para el territorio en cuestión. Al contrario, 
la ausencia de esta justificación conlleva la nulidad de alteración de la 
clasificación propuesta por el planificador, al entrar en colisión la potestad 
discrecional del poder público que ejerce la función planificadora con la 
protección de los valores alumbrados e identificados en procesos anteriores o 
en normas sectoriales previas, cuya priorización y prevalencia han sido 
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declaradas por la propia jurisprudencia del Tribunal Supremo anteriormente 
analizada463.  
  
El propio Tribunal Constitucional, en su Sentencia 233/2015, de 5 de noviembre 
(ECLI:ES:TC:2015:233) 464, ha examinado la aplicación de este principio de no 
regresión, llegando a conclusiones similares a las apuntadas al determinar que 
resultarán inválidas las medidas carentes de justificación objetiva que 
supongan un patente retroceso de la protección ambiental. De este modo, en la 
necesaria ponderación de la actuación planificadora deberán ser tenidos en 
cuenta todos los factores concurrentes para poder considerar justificada toda 
propuesta de desclasificación del suelo protegido. En consecuencia, el Tribunal 
Constitucional confirma la existencia y aplicación del principio jurídico de no 
regresión en la protección ambiental, aunque rechaza su aplicación mecánica y 
automática, que por otra parte sería impropia de un principio jurídico. En este 
caso exige para su omisión un esfuerzo suplementario del planificador en la 
ponderación de las circunstancias concurrentes en cada supuesto concreto, del 
que deberá quedar reflejo en el expediente administrativo a través de su 
correspondiente motivación. 
  
En este sentido, algunas decisiones judiciales han avalado el cambio de criterio 
en la consideración del suelo no urbanizable, admitiendo que la recalificación 
de suelo no urbanizable protegido a no urbanizable común no vulnera la 
legislación sobre el suelo y la doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo, en 
cuanto que forma parte de la discrecionalidad de la Administración en el 
ejercicio de la potestad de planeamiento, siempre que se pueda justificar el 
cambio de calificación en la pérdida de los valores que determinaron esa 
protección del suelo rústico. En concreto, la STS de 12 de febrero de 2015 
                                            
463 En términos globales SAGOT RODRÍGUEZ, Álvaro (2013, pág. 1), se refiere al mismo 
afirmando que: “El principio de no regresión en materia ambiental, jurídicamente es efecto y 
eslabón, logrado materializar en el marco de una sociedad en crisis, que trata de establecer 
hitos mínimos de respeto a la biodiversidad, pensando en las generaciones que incluso no han 
nacido”.    
464 Cfr. GARCÍA ÁLVAREZ, Gerardo (2016, págs. 337-338). 
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señala (Sala 3ª, sec. 5ª, rec. 627/2013. Ponente SUAY RINCÓN, EDJ 
2015/17285):  
 
“En este sentido esta Sala ha declarado que las normas jurídicas que 
regulan esa clase de suelo no pueden interpretarse en el sentido de que 
el planificador disponga de una opción entre dos decisiones igualmente 
justas cuando se enfrenta a esa cuestión de clasificar un suelo, o no, 
como no urbanizable protegido, sino en el sentido de que tal 
clasificación es obligada, reglada, tanto si el suelo de que se trata está 
incluido en el ámbito de aplicación de normas o legislación específica 
que lo sometan a un régimen de protección incompatible con su 
transformación urbanística, como si, pese a no estarlo, concurren en él, 
y con el grado de intensidad requerido, los valores a los que 
sucesivamente se han ido refiriendo aquellos artículos (STS de 27 de 
febrero de 2007 recaída en el recurso de casación núm. 3865/2003).(…) 
En otros términos, la discrecionalidad de la Administración para 
clasificar un suelo como no urbanizable común llega hasta donde no 
alcanzan las exigencias para clasificar dicho suelo como protegido. Por 
eso, insiste la Sentencia de instancia en la necesidad de justificar 
suficientemente la pérdida de los valores rústicos o agrarios 
concurrentes. La recalificación pretendida puede llevarse a efecto en 
principio, pero requiere una justificación en sintonía con lo que 
acabamos de indicar, sin que para la Sala resulte suficiente el dato de 
que en la actualidad unos terrenos se encuentran sin cultivar…”. 
 
Esta exigencia específica de acreditación de la pérdida de las condiciones por 
la que un determinado suelo fue especialmente protegido para motivar su 
recalificación o reclasificación, ha sido percibida desde puntos de vista 
diferenciados, principalmente en función de la naturaleza o tipología de los 
elementos o valores analizados. Así se ha llegado a estimar la verificación 
material de la pérdida de los valores antes existentes en un territorio por medio 
de informes técnicos cualificados, o incluso mediante referencias genéricas, 
como puede apreciarse en la STS de 26 de mayo de 2016 (Sala 3ª, sec. 5ª, 
rec. 965/2015. Ponente PECES MORATE, EDJ 2016/78201), que estima no 
aplicable el principio ante la nueva consideración de un suelo que con 
anterioridad había sido considerado como especialmente protegido, pero que lo 
fue para evitar su posible desarrollo urbanístico y no por la presencia de 
valores actualmente considerables. Al contrario, ante la presencia de otro tipo 
de valores que requieren una atención expectante, como son los culturales o 
patrimoniales, se ha impuesto una exigencia del principio de no regresión de 
forma reglada, tal y como se desprende de la STSJ de Castilla y León de 30 de 
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noviembre de 2007 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, sec. 1ª, rec. 
476/2005. Ponente REVILLA REVILLA, EDJ 2007/234462). 
 
A lo expuesto cabe añadir que la aplicación del principio de no regresión del 
suelo debe actuar de forma conjunta con otros de naturaleza similar, en el 
sentido de que han sido formulados para salvaguardar la entidad y realidad 
material del suelo no urbanizable frente a actuaciones que pueden alterar su 
configuración original de forma no adecuada. En este sentido JORDANO 
FRAGA465 hace referencia a los principios de tratamiento homogéneo del 
territorio con valores destacados, delimitación, viabilidad normativa y, 
finalmente, de procedimiento adecuado, como criterios de necesaria 
concurrencia para que sea posible la modificación del régimen jurídico aplicable 
previamente a un suelo protegido. Con todo ello podemos concluir que la 
reconsideración de un suelo protegido requiere, además de su plena 
justificación y motivación, que en el momento en el que se proponga sea 
posible conforme a la normativa vigente, que se realice mediante el trámite 
procesal exigible para ello466 y que se delimiten adecuadamente el ámbito para 
el que se propone la alteración de su nivel de protección.  
 
De forma específica, el citado autor incorpora la exigencia jurisprudencial por la 
que se debe impedir la formación de “islas” o ámbitos descontextualizados en 
la ordenación del territorio, de tal modo que no se introduzcan ordenaciones 
que no presenten una conformación racional, salvo que exista una 
fundamentación debidamente acreditada para ello467. Conforme a esta doctrina 
se requiere un tratamiento homogéneo del territorio que conforme una 
ordenación racional y equilibrada, salvo en los casos en los que la presencia de 
valores dignos de protección exija la introducción de ámbitos de suelos 
sometidos a un régimen singularizado468, en cuyo caso se ha de entender 
                                            
465 Op. cit. (2009, págs. 166 y ss.). 
466 Mediante los procesos que permitan alterar la ordenación previa, como serían tanto la 
implementación de un nuevo instrumento de planificación o, cuanto menos, la modificación o 
revisión del vigente.  
467 Cfr. STSJ de Andalucía (Granada), de 24 de marzo de 2003 y STSJ de las Islas Baleares de 
4 de abril de 2003. 
468 Cfr. STSJ de la Comunidad de Madrid, de 11 de julio de 2003. 
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C. Supuestos de imposición normativa del principio de no regresión. 
 
La construcción doctrinal del principio de no regresión del suelo no solo ha 
calado en los procesos de planificación del territorio, sino que también ha 
fundamentado la incorporación de preceptos normativos tendentes a evitar todo 
tipo de retroceso en la protección de suelos rurales, y ello aunque en ocasiones 
quede acreditada la alteración física del terreno, así como la pérdida o 
disminución significativa de sus valores ambientales.  
 
En concreto, debemos hacer referencia al supuesto del artículo 50 de la Ley 
43/2003, de 21 de noviembre, de Montes (LM) en el que se exige que la 
normativa autonómica por la que se desarrolle deba contener las condiciones 
de restauración de los terrenos forestales incendiados, incluyendo la 
prohibición expresa del cambio de uso forestal al menos durante 30 años y la 
autorización de toda actividad incompatible con la regeneración de la cubierta 
vegetal del territorio, en este caso durante el periodo que al efecto determine la 
propia legislación regional.  
 
Esta exigencia normativa que al principio se contemplaba de forma tan 
rigurosa, fue posteriormente objeto de matización mediante la introducción de 
algunas excepciones que podrían ser impulsadas por las respectivas 
normativas autonómicas para evitar la aplicación estricta de esta prohibición de 
alteración del uso forestal del suelo, si bien limitadas a los supuestos en los 
que  con anterioridad al incendio forestal el cambio de uso estuviera previsto en 
                                            
469 El citado autor añade a estos criterios exigibles para toda reconsideración de la ordenación 
suelo rural, la necesidad de salvaguarda de su entidad natural en los casos en los que aunque 
no se proponga una recalificación o reclasificación de su consideración urbanística, sin 
embargo se pretenda modificar su régimen previo mediante la introducción de un nuevo 
catálogo de usos autorizables en su ámbito, de tal suerte que de forma indirecta se pueda 
alterar su configuración actual. En defensa de este argumento toma como ejemplo la 
interpretación contenida en la STSJ de Cataluña de 25 de abril de 2008 (EDJ 2008/98078).     
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un instrumento de planeamiento previamente aprobado o pendiente de 
aprobación, si en este segundo caso ya hubiera sido objeto de evaluación 
ambiental favorable, o en tercer lugar, en una directriz de política agroforestal 
que contemple el uso agrario o ganadero extensivo de montes no arbolados en 
estado de abandono.  
 
Asimismo, con carácter excepcional las Comunidades Autónomas pueden 
acordar el cambio de uso forestal cuando concurran razones imperiosas de 
interés público de primer orden que deberán ser apreciadas mediante ley, 
siempre que se adopten las medidas compensatorias necesarias que permitan 
recuperar una superficie forestal equivalente a la quemada. Tales medidas 
compensatorias deberán identificarse con anterioridad al cambio de uso en la 
propia ley junto con la procedencia del cambio de uso470. 
 
No obstante, la reciente STS de 18 de junio de 2018 (Sala 3ª, sec. 5ª, rec. 
923/2017. Ponente SUAY RINCÓN, ECLI: ES:TS:2018:2527), ha venido a 
introducir una exigencia adicional a la concurrencia de los requisitos exigidos 
por el artículo 50.1 de la LM para poder excepcionar la prohibición de alteración 
del uso forestal de los suelos incendiados. En este caso el Alto Tribunal afirma 
en el FD 6º de la citada resolución, que no basta acreditar que la actuación 
urbanística estuviese prevista con anterioridad en un instrumento de 
planificación en tramitación que hubiera recibido la evaluación ambiental 
favorable para aplicar sin más esta excepción, debido a que la garantía del 
principio de integridad forestal que esta normativa tiene como objetivo principal 
determina la necesidad de ofrecer alguna razón o motivo adicional por el que la 
supresión del uso forestal sea ambientalmente admisible o, en otro sentido, al 
menos justificar la no necesidad de proceder a la restauración ambiental de los 
terrenos incendiados. Con esta interpretación el Tribunal Supremo se postula a 
favor de entender que no cabe apreciar de forma general que todos los 
terrenos forestales incendiados puedan acogerse sin más a las excepciones 
                                            
470 Estas excepciones, que nunca pueden aplicarse montes catalogados, si corresponden a un 
interés general de la Nación deberán ser implementadas mediante ley estatal que determine la 
necesidad del cambio de uso forestal, en los mismos supuestos y con las condiciones 
indicadas. 
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previstas en el artículo 50.1 de la LM, al exigir una fundamentación 
debidamente razonada por la que pueda aplicarse alguno de los supuestos 
legalmente previstos, en este caso de carácter ambiental, además de requerir 
la concurrencia de los requisitos formales descritos en el propio precepto para 
alterar el uso forestal de los terrenos incendiados. 
 
Aunque sin citarlo expresamente, de forma evidente el Tribunal Supremo aplica 
en esta interpretación la doctrina jurisprudencial de la no regresión de los 
suelos rurales, en este caso forestales, debido a que introduce un requisito 
adicional no directamente exigido en la norma para poder aplicar los supuestos 
de excepción del criterio general de no alteración del uso al que estaban 
destinados los suelos que han sufrido un incendio. En concreto, como se ha 
apuntado viene a exigir una fundamentación ambiental para validar la decisión 
administrativa de alterar el uso previo del suelo, con lo que se confirma la 
necesidad de aportar una debida justificación de toda decisión administrativa 
que venga a alterar el carácter rural o el nivel de protección del suelo, como 
criterio de defensa del principio de preservación del territorio que subyace de la 
doctrina del principio de no regresión.  
   
En sentido similar, la aplicación de este principio también ha servido para 
fundamentar la impugnación de algunos preceptos normativos contrarios a su 
espíritu, como es el caso del Decreto 630/2013, de 2 de agosto, por el que se 
regula el Catálogo Español de Especies Exóticas Invasoras471, que fueron 
anulados por la STS de 16 de marzo de 2016 (BOE núm. 146, de 17 de junio 
de 2016) al analizar la peligrosidad que las especies invasoras representan 
para la biodiversidad y los servicios asociados de los ecosistemas, que 
considera deben de ser sometidos a una interpretación restrictiva, dada su 
naturaleza, pues así lo imponen los principios de precaución y prevención, así 
como el de no regresión, al que de esta forma se refiere expresamente472. 
 
 
                                            
471 BOE núm. 185, de 3 de agosto de 2013. 
472 Cfr. FERNÁNDEZ VALVERDE, Rafael (2016-b). 
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D. Su aplicación ante actuaciones irregulares consolidadas.  
 
Una última consideración cabe realizar sobre este principio de “no regresión” 
del suelo especialmente protegido, y es la relativa a la incidencia que sobre el 
mismo pueden tener las actuaciones de transformación del entorno que una 
vez consolidadas puedan generar situaciones en las que el interés público 
prevalente requiera su mantenimiento, frente a la permanencia de la especial 
protección sobre un suelo que por este motivo ya hubiera perdido los valores 
por los que se le atribuyó esta condición. Este supuesto ha sido analizado por 
la STSJ de Castilla y León473 de 29 de mayo de 2017 (Sala de lo Contencioso-
Administrativo, sec. 1ª, rec. 67/2015. Ponente REVILLA REVILLA, CENDOJ 
09059330012017100112), cuyo FD 10º dispone literalmente:  
 
“…No obstante lo dicho, lo relevante es si ese suelo, antes clasificado 
como suelo no urbanizable especialmente protegido y ahora clasificado 
por el Proyecto Regional en casi su totalidad como suelo urbano 
consolidado (salvo una pequeña porción clasificada como suelo rústico 
con protección cultural), seguía manteniendo esos valores ambientales 
en el momento de aprobarse la Ley 6/2007, y sobre todo si los seguía 
manteniendo en el momento de tramitarse y aprobarse el Proyecto 
Regional "Parque del Medio Ambiente", ya que de seguir manteniendo 
esos valores ambientales o naturales con base en los cuales se clasificó 
como suelo no urbanizable protegido en el año 1993, entonces también 
procedería ahora, por ser un concepto reglado, su clasificación y 
categorización como suelo rústico protegido (con protección 
natural).(…) Y la parte actora insiste en su tesis sobre todo porque esa 
era la clasificación y categorización que aparecía en las NNSS de 
Planeamiento Municipal de 1993, pero sin embargo en el presente 
procedimiento y tampoco en vía administrativa ha aportado ni propuesto 
la práctica de prueba alguna pericial, testifical-pericial o de otro tipo 
tendente a acreditar que sigua concurriendo en dicho suelo los citados 
valores ambientales y naturales. (…) Y también en dicho Decreto se 
justifica esta nueva clasificación en que dicho suelo, de conformidad con 
los hechos que hemos venido relatando se encuentra totalmente 
urbanizados y reparcelados con ocasión de la ejecución de las obras 
urbanización y de reparcelación contempladas en sendos proyectos de 
actuación en su momento aprobados en ejecución y desarrollo del 
Proyecto Regional "Ciudad del Medio Ambiente" aprobado por la Ley 
6/2007; y añade que también por ello ese suelo ha perdido las 
condiciones para seguir siendo suelo rústico, como así estaban 
clasificados en las NNSS de Planeamiento de 1993…”. 
 
                                            
473 Sala de lo Contencioso-Administrativo, sec. 1ª (rec. 67/2015). Ponente: Revilla Revilla, 
Eusebio (CENDOJ 09059330012017100112). 
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El criterio de la Sala viene a establecer que la transformación del suelo por 
actos que en su momento fueron aprobados de forma legítima474, incluso 
aunque posteriormente fueran anulados, ha determinado una nueva realidad 
que es preciso apreciar y valorar a la hora de analizar la procedencia del 
mantenimiento de la especial protección del suelo, debido a que la pérdida de 
los valores inherentes que motivaron tal consideración puede hacer que el 
interés preferente requiera el aprovechamiento de las dotaciones ejecutadas, 
aunque su uso pudiera estar condicionado por la incidencia del entorno 
colindante.  
 
En el supuesto analizado por la referida sentencia, relativo al denominado 
Proyecto Regional "Parque Empresarial de Medio Ambiente" en Garay (Soria), 
la transformación del suelo venía precedida de las autorizaciones otorgadas en 
desarrollo de la previa Ley 6/2007, de 28 de marzo475, por la que se aprobó el 
Proyecto Regional "Ciudad del Medio Ambiente", que fue posteriormente 
declarada inconstitucional por la STC 203/2013, de 5 de diciembre476. La Sala, 
aun reconociendo la nulidad sobrevenida de la normativa por la que se 
otorgaron las licencias que ejecutaron la urbanización del terreno, entiende que 
su ejecución, efectuada en el periodo en el que la norma estaba en vigor y, por 
lo tanto, con una presunción de validez incuestionable, ha producido una nueva 
realidad material que debe tomarse en consideración a la hora de determinar la 
situación del suelo, y ello aunque los criterios con los que se determinó la 
procedencia de la urbanización fueran posteriormente cuestionados. 
 
A mayor abundamiento, la propia sentencia contiene una referencia al estudio 
de alternativas realizado en la fase de evaluación ambiental del nuevo proyecto 
aprobado, en el que se determina que la denominada “alternativa 0” no es la 
más viable tanto desde un punto de vista económico como incluso ambiental477, 
                                            
474 Cuestión diferente a la preterida por la Ley de Montes antes analizada, en la que la 
alteración del suelo viene provocada por un hecho fortuito o incluso intencionado, pero en todo 
caso no derivado de una actuación administrativa previa. 
475 Publicada en el Boletín Oficial de Castilla y León de 27 de abril de 2007. 
476 BOE núm. 7, de 8 de enero de 2014. 
477 Por el contrario, la evaluación ambiental entiende procedente la alternativa 2.c), que 
determina: Alternativa 2: Reconsideración de la actuación, valorando las infraestructuras ya 
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al disponer que la renaturalización de lo existente, desmantelando todo lo 
urbanizado supondría un elevado coste económico y ambiental, debido a que el 
proceso de desmantelamiento de la urbanización y la gestión de los residuos 
generaría impactos que en algunos casos serán superiores a los de su propia 
construcción. 
  
De lo anterior se puede concluir que el principio de “no regresión” del suelo 
protegido presenta una limitación material derivada de la propia realidad del 
suelo, lo que supone que las posibles alteraciones de su configuración que 
hagan impropia la consideración del suelo como protegido pueden suponer la 
causa o la fundamentación que avale su recalificación o incluso, como en el 
supuesto analizado, su reclasificación. Para ello se requiere que la ejecución 
de la actuación transformadora venga precedida de la tramitación precisa 
conforme a la normativa vigente en su momento y, por otra parte, no exista 
ninguna determinación legal que exija la restauración de la situación física del 
suelo alterado.  
 
En cualquier caso, toda actuación sobre el suelo protegido (incluyendo su 
restauración)  se debe realizar previo análisis del interés público y ambiental 
preferente, debido a que pueden existir tanto situaciones en las que la 
restauración ambiental se entienda como labor prioritaria frente al 
mantenimiento de la realidad una vez transformada, como otras en las que la 
labor restauradora pueda generar mayores inconvenientes para el entorno que 
el mantenimiento de lo actuado sobre el territorio aunque fuera irregular, Todo 
dependerá de los múltiples factores que deben analizarse en la evaluación 
ambiental de los proyectos estudiados, como son el propio entorno en el que se 
ubique el suelo transformado, el grado de ejecución de las actuaciones, la 
capacidad su utilización con actividades no agresivas con el entorno, o incluso, 
                                                                                                                                
existentes y la redefinición del Proyecto Regional, así como la adecuación y racionalización de 
los usos edificabilidades y del ámbito de la actuación. En esta opción se presentan varias 
posibilidades según se considere el grado de ejecución de las actuaciones existente, la 
viabilidad de la propuesta u otros ajustes de detalle: c) Ámbitos urbanizados al 100% y aquellos 
que solo requieren de actuaciones puntuales para la finalización de la urbanización. Según la 
documentación, esta opción permite una mayor flexibilidad y posibilidades de adecuar la 
ordenación a las necesidades actuales. 
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la potencial incidencia que puedan tener sobre los valores del entorno las 
tareas de regeneración de los terrenos. 
 
 
VII. LOS VALORES A PROTEGER ESPECIALMENTE EN EL SUELO 
RURAL. DEFINICIÓN NORMATIVA. 
   
En los epígrafes anteriores se ha realizado una aproximación a la 
caracterización del suelo en el que se identifiquen los valores que la normativa 
vigente reconoce como merecedores de un régimen de especial protección, 
analizando las consecuencias que supone esta circunstancia para el territorio y 
para la actuación del poder público que realiza las funciones de planificación. 
Tras lo anterior, lo que procede en este punto es analizar de forma 
individualizada los distintos tipos de valores que se relacionan en la normativa 
vigente, realizando un estudio sobre cómo han sido identificados por los 
diversos instrumentos de planificación y, a su vez, como han sido perfilados por 
la doctrina y la jurisprudencia que han entrado a conocer de este asunto, lo que 
en algunos aspectos se encuentra sujeto a no pocas controversias e 
interpretaciones divergentes. 
 
Para alcanzar este objetivo debemos partir del ya citado artículo 13 del 
TRLS2015, cuyo párrafo segundo del punto primero dispone que la utilización 
de los terrenos con valores ambientales, culturales, históricos, arqueológicos, 
científicos y paisajísticos que sean objeto de protección por la legislación 
aplicable quedará siempre sometida a la preservación de dichos valores, y 
comprenderá únicamente los actos de alteración del estado natural de los 
terrenos que aquella legislación expresamente autorice. De la redacción de 
este artículo de la vigente normativa estatal sobre suelo podemos concluir que 
el legislador ha querido enumerar e identificar una serie de valores, cuya sola 
presencia conlleva en la práctica el reconocimiento para el territorio en el que 
se ubican de una protección específica e individualizada, si bien en cualquier 
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caso, con el condicionante impuesto constitucionalmente por el que la 
exigencia específica de protección se ha de contener en la normativa aplicable.  
 
Hay que tener en cuenta que la invocación que este precepto realiza a la 
normativa aplicable es la que fundamenta la propia enumeración que contiene, 
debido a que la ausencia de competencias urbanísticas en poder del Estado 
determina que los elementos de uso del suelo sobre los que proyecta su 
regulación deben venir derivados de la aplicación de normas sobre las que sí 
ostente competencias, por lo que el artículo trascrito se convierte en una 
condensación de las exigencias contenidas en la normativa sectorial de cada 
ámbito de regulación. 
 
Pero además de lo anterior y en gran medida por su mismo fundamento, la 
generalidad de normativa urbanística autonómica española recoge estos 
valores como determinantes de la atribución de un régimen de especial 
protección en los suelos en los que se identifiquen, aunque si bien es poco 
probable, puede ser que en algún supuesto concreto la regulación urbanística 
no recoja alguno de los elementos relacionados por la normativa estatal. Esta 
situación no debe producir ningún efecto distorsionador de la regulación del 
suelo rural, puesto que la omisión de alguno de ellos puede ser solventada con 
la intervención de algún otro valor en el que pueda incluirse el no recogido 
expresamente en la normativa autonómica478, aparte de la propia necesidad de 
cumplir lo recogido de forma expresa en el precepto estatal directamente 
aplicable.  
 
A su vez, la normativa urbanística puede añadir algún tipo concreto de valor 
sujeto a protección que no se encuentre dentro de la relación de la Ley estatal, 
si bien, también se puede aducir en este caso que la amplitud de alguno de los 
valores anteriores bien podría incluir ámbitos de muy diversa procedencia 
aunque no hayan sido citados de forma expresa. En concreto, la normativa 
                                            
478 Por ejemplo, es bastante probable que la ausencia en alguna normativa autonómica de la 
expresa referencia al suelo con valor “histórico” sea completada con la apelación a su carácter 
“cultural”, con lo que de facto se podrán proteger los mismos tipos de suelo, aunque en 
determinados casos con nomenclaturas diferenciadas. 
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urbanística autonómica incluye, con carácter general dentro de los elementos 
que determinan la atribución de un régimen de especial protección, a los suelos 
en los que se aprecien riesgos naturales479, estableciendo su condición de 
suelo protegido como criterio de prevención de los posibles efectos que el 
riesgo identificado pudiera generar para la población o el entorno. También 
podemos encontrar alusiones específicas a los valores relativos a los usos del 
suelo, como los agrarios, ganaderos, cinegéticos y otros similares480; o a la 
protección de infraestructuras y dotaciones presentes o previstas en el suelo no 
urbanizable481. 
 
Para autores como PÉREZ FERNÁNDEZ482, la enumeración contenida en el 
artículo 13 del TRLS2015 permite establecer la siguiente distinción dentro del 
suelo rural al que denomina como preservado o protegido: 
 
a) Terrenos excluidos de la transformación urbanística por la legislación 
sectorial de protección o del dominio público, de la naturaleza o del 
patrimonio cultural. 
 
b) Terrenos dignos de protección por la ordenación territorial y urbanística 
en atención a sus valores ecológicos, paisajísticos o vinculados a un uso 
de producción primaria (agrícola, ganadera, forestal, etc.), o por otros 
valores o circunstancias que sean previstos por la legislación 
autonómica territorial y urbanística. La identificación y apreciación de 
estos valores recae, una vez más y analizando caso a caso, en los 
                                            
479 Como ejemplo puede citarse el artículo 46.1.i) LOUA: “i) Presentar riesgos ciertos de 
erosión, desprendimientos, corrimientos, inundaciones u otros riesgos naturales”, o el artículo 
31.1.b) de la Ley 2/2016, de 10 de febrero, del suelo de Galicia: “b) Los amenazados por 
riesgos naturales o tecnológicos, incompatibles con su urbanización, tales como inundación, 
erosión, hundimiento, incendio, contaminación o cualquier otro tipo de catástrofes, o que 
perturben el medio ambiente o la seguridad y salud”. 
480 Artículo 46.1.f) de la LOUA y artículo 11.1.c) de la Ley 15/2001, de 14 de diciembre, del 
Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura. 
481 Artículo 47.2.C) del Decreto Legislativo 1/2010, de 18 de mayo, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística de Castilla-
La Mancha. 
482 PÉREZ FERNÁNDEZ, José Manuel (2017). 
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instrumentos de ordenación territorial y urbanística de acuerdo con la 
legislación reguladora de cada materia. 
 
c) Los preservados de la urbanización por la ordenación territorial y 
urbanística al tratarse de terrenos sujetos a riesgos naturales o 
tecnológicos, de accidentes graves, o a cualesquiera otros que se 
prevea por la normativa aplicable. 
 
d) El resto de terrenos que presentan las característica generales y 
comunes del medio rural (suelo rural genérico o residual), en cuanto no 
reúne los requisitos del suelo urbanizado, que debe ser preservado del 
proceso de transformación urbanística por resultar innecesario o 
inidóneo en consideración al principio de utilización racional de los 
recursos naturales o de desarrollo sostenible. 
 
Sobre esta delimitación apreciada en la normativa estatal por el citado autor 
cabe realizar algunas consideraciones, comenzando por señalar que en 
principio solo las tres primeras categorías se corresponderían con suelos 
especialmente protegidos, ya que la cuarta se identificaría con los suelos 
sometidos al régimen general atribuido al suelo rural y, por lo tanto, no 
sometido a un sistema singularizado de protección específica. No obstante, en 
segundo lugar, puede afirmarse que esta consideración puede ser matizada 
por la normativa autonómica aplicable, que como se ha analizado 
anteriormente asume distintas posiciones en lo que respecta al régimen de 
protección del suelo rural o no urbanizable. De hecho, algunas normativas 
urbanísticas pueden reconocer tipos de suelos en los que se presenten los 
valores o elementos identificados y que, por el contrario, no conlleven de forma 
automática el establecimiento de un régimen de especial protección sobre los 
mismos.  
 
En sentido contrario, existen normativas (como actualmente la madrileña) que, 
al menos desde un punto de vista nominal, presentan a todo el suelo rural de 
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su ámbito geográfico como especialmente protegido, por lo que otorgaría esta 
condición incluso a su suelo genérico o común. Como también se ha apuntado 
anteriormente, esta realidad viene a determinar la necesidad de analizar la 
normativa aplicable en cada caso para afirmar la procedencia o, incluso, 
exigencia, de atribuir a un territorio concreto la condición de suelo protegido, en 
función de los valores o elementos que se aprecien en su ámbito y de las 
posibilidades que se atribuyan de forma expresa al planificador. 
 
Pero independientemente de esta última reflexión, en términos generales 
procede analizar las características fundamentales de los diferentes tipos de 
valores que, de una u otra forma, por la normativa aplicable se configuran como 
determinantes para que los procesos de  planificación provean su protección, 
para lo que en el caso del suelo no urbanizable se requiere la delimitación de 
ámbitos de especial protección y, en consecuencia, el establecimiento de un 
régimen jurídico singularizado y diferenciado sobre el suelo rural sometido al 
régimen de tratamiento general de acuerdo con su naturaleza. 
 
 
A. Los valores ambientales. 
 
Del contenido de lo analizado hasta este punto podemos comprobar que la 
categoría de valores ambientales (que engloba una amplia variedad de 
elementos susceptibles de protección, como son la flora, la fauna, la superficie 
forestal, las zonas costeras, las aguas interiores, los diferentes hábitats 
naturales, etc.) es la predominante y más profusamente regulada de todas las 
que se citan en el artículo 13 del TRLS2015, y ello sin duda por la importancia 
que ha alcanzado la defensa y protección del medio ambiente en las últimas 
décadas, tanto en lo que respecta a la creciente regulación normativa sobre la 
materia como, y sobre todo, por la progresiva y constante ampliación de la 
concienciación social sobre la importancia de la defensa de los valores 
ambientales y la regeneración de los entornos degradados. 
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Para hacer una breve referencia a la normativa que regula los valores 
ambientales sometidos a protección, debemos partir del ya citado artículo 45 de 
la CE1978, en cuyo punto primero se dispone expresamente que todos tienen 
el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la 
persona, así como el deber de conservarlo. A partir de esta afirmación 
constitucional y siguiendo la ordenación jerárquica normativa actual, debemos 
hacer referencia a los tratados internacionales formalizados por el Reino de 
España sobre la materia y, de forma específica, a la normativa de la Unión 
Europea, teniendo en consideración que esta cuestión ha sido uno de los 
puntos de referencia fundamentales en la producción normativa de la institución 
comunitaria483. De este modo, podemos hacer referencia a algunas de las 
normas europeas en las que se ha plasmado la regulación comunitaria sobre 
medio ambiente, relación que debe centrarse en las más generales e 
importantes cualitativa y cuantitativamente, debido a que gran cantidad de la 
regulación que afecta a la protección ambiental se encuentra recogida en 
normas de carácter sectorial relativas a todo el espectro de ámbitos en los que 
tiene incidencia la protección del entorno484.  
 
En concreto, podemos citar por su importancia a la Directiva 92/43/CEE, del 
Consejo, de 21 de mayo de 1992, relativa a la conservación de los hábitats 
naturales y de la flora y fauna silvestres y la Directiva 2009/147/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de noviembre de 2009, relativa a la 
conservación de las aves silvestres. En ellas se contiene una parte 
fundamental de la regulación europea sobre la protección de hábitats naturales, 
incluyendo la implementación de la importantísima Red Ecológica Europea 
Natura 2000, conformada por los Lugares de Importancia Comunitaria, las 
Zonas Especiales de Conservación y las Zonas de Especial Protección para las 
Aves, que cuentan con la consideración de espacios naturales protegidos, con 
la denominación específica de espacios protegidos Red Natura 2000, así como 
                                            
483 Un análisis sobre la política ambiental de la Unión Europea puede obtenerse directamente 
en la dirección web http://www.europarl.europa.eu/factsheets/es/section/193/la-politica-de-
medio-ambiente (fecha de último acceso, 12 de agosto de 2018). 
484 Para comprobar la intensa actividad normativa que sobre la materia ambiental realiza la 
Unión Europea, Vid. SARASOLA GORRITI, Silvia (2013).  
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el alcance y las limitaciones que se contengan en la normativa de desarrollo y, 
en particular, en los correspondientes instrumentos de planificación. 
 
En desarrollo de esta normativa europea y como plasmación de la protección 
ambiental que la Constitución Española exige a todos los poderes públicos, 
debemos resaltar la apelación a la fundamental Ley 42/2007, de 13 de 
diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad (LPNYB)485, en la que 
se recogen de forma general las principales vías de reconocimiento y 
delimitación de los entornos naturales protegidos por sus valores ambientales, 
incluyendo los que han de formar parte de la citada Red Natura 2000. A esta 
norma debemos añadir la Ley 30/2014, de 3 de diciembre, de Parques 
Nacionales, que viene a regular en la actualidad los lugares reconocidos como 
merecedores de un nivel de protección superior y cuya entidad les hace formar 
parte de un selecto club que desde 1916 ha venido constituyendo la Red de 
Parques Nacionales486.  
 
A partir de este punto podemos hacer referencia a un amplio repertorio de 
normas de carácter ambiental que van configurando los perfiles de los entornos 
que han de ser sometidos a un régimen especial de protección, que bien puede 
venir configurado por la propia norma o acto administrativo por el que se 
identifiquen y declaren como tales o, en otro caso, delimitado por el instrumento 
de planificación por el que se establezca y reconozca su singularidad con 
respecto al resto de suelos de su ámbito de aplicación. Entre estas normas 
podemos destacar el Real Decreto 1997/1995, de 7 de diciembre, por el que se 
establecen medidas para contribuir a garantizar la biodiversidad mediante la 
conservación de los hábitats naturales y de la fauna y flora silvestres; la Ley 
41/2010, de 29 de diciembre, de protección del medio marino; el Real Decreto 
                                            
485 BOE núm. 299, de 14 de diciembre de 2007. 
486 Conforme indica expresamente su exposición de motivos, los Parques Nacionales 
constituyen un: “…elenco de parajes excepcionales para la conservación de sus valores 
naturales y el disfrute y respeto de la sociedad. Tras casi un siglo de indudables 
trasformaciones en múltiples ámbitos, la esencia de esta figura permanece inalterada en 
cuanto a la excepcionalidad y simbolismo que conlleva, aparte de su riqueza natural, un 
reconocimiento social generalizado y unos valores estéticos, culturales, educativos y científicos 
destacados. Es por ello que su conservación merece una atención preferente y la declaración 
de interés general del Estado”. 
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139/2011, de 4 de febrero, para el desarrollo del Listado de Especies Silvestres 
en Régimen de Protección Especial y del Catálogo Español de Especies 
Amenazadas; el Real Decreto 435/2004, de 12 de marzo, por el que se regula 
el Inventario nacional de zonas húmedas; la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de 
Vías Pecuarias; la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes; el Real 
Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley de Aguas o la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas, en 
cada caso con sus correspondientes adaptaciones posteriores y normas 
reglamentarias de desarrollo.  
 
Por descontado, también debemos hacer referencia a las normas que en 
materia ambiental han formulado las diferentes Comunidades Autónomas, en 
virtud de las competencias asumidas estatutariamente sobre la gestión de las 
medidas de protección del medio ambiente487 y que en muchos de los casos 
contienen la referencia concreta a los ámbitos, especies y entornos 
susceptibles de obtener un reconocimiento jurídico individualizado a través de 
un régimen de especial protección.  
 
Todo este elenco normativo, al que podemos añadir la normativa reglamentaria 
local formulada sobre determinados aspectos ambientales, constituye un 
complejo compendio en el que se describe la relación de elementos cuyo valor 
ambiental debe motivar su protección cualificada y que, como ya se ha 
apuntado, puede implementarse de varias formas. En concreto, en el caso de 
los valores ambientales (y debido tanto a su amplio espectro de regulación 
normativa, como a la especial consideración social que actualmente se tiene 
sobre los mismos) la definición de su ámbito espacial y, en algunos casos, el 
establecimiento de su régimen jurídico de protección, suelen venir definidos y 
delimitados por la norma o acto que en concreto disponga su creación, lo que 
conlleva indefectiblemente que los procesos planificadores posteriores que 
recaigan sobre su zona geográfica (salvo contadas excepciones) deban 
                                            
487 El artículo 148.1 de la CE1978 dispone: “Las Comunidades Autónomas podrán asumir 
competencias en las siguientes materias: 9. ª La gestión en materia de protección del medio 
ambiente”. 
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reconocer y asumir su configuración y régimen jurídico, del que en su caso 
pueden complementar sus determinaciones sin alterar su objeto y 
consideraciones fundamentales. 
 
Esta determinación normativa de los ámbitos protegidos por la concurrencia de 
valores ambientales puede predicarse de la práctica totalidad de categorías de 
espacios naturales protegidos que se relacionan en la LPNYB, si bien esta 
afirmación debe ponerse en relación con la habitual apelación a la posterior 
planificación ambiental de los espacios protegidos mediante la figura de los 
Planes de Ordenación de los Recursos Naturales (PORN) o, en su caso, 
mediante cualquier otro tipo de instrumento similar regulado en la normativa 
autonómica aplicable488. Incluso, en algunos supuestos de espacios naturales 
protegidos como son los parques y las reservas naturales, el artículo 36 de la 
propia ley estatal exige que el instrumento de planificación se elabore y 
apruebe de forma previa a la propia declaración del espacio natural como tal, 
salvo en los casos en que de forma justificada se altere esta condición temporal 
por un plazo no superior a un año, tal y como permite el punto segundo del 
artículo citado.  
 
En la normativa autonómica podemos apreciar supuestos similares, en parte 
debido a que por lo general se destina su articulado al desarrollo normativo de 
la regulación estatal, lo que no obsta a que en los supuestos en los que se 
amplía la regulación básica se mantenga este régimen dual (declarativo y 
planificado) de los espacios en los que se identifiquen valores ambientales 
susceptibles de protección. A modo de ejemplo podemos citar la Ley 2/1989, 
de 18 de julio, por la que se aprueba el Inventario de Espacios Naturales 
Protegidos de Andalucía y se establecen medidas adicionales para su 
protección, en la que se amplía el elenco de espacios naturales regulados por 
la normativa estatal introduciendo las figuras de los Parajes Naturales, los 
                                            
488 De hecho, el artículo 16.1 de la LPNYB exige la planificación de los recursos naturales y, en 
particular, de los espacios naturales sujetos a protección.  
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Parques Periurbanos y las Reservas Naturales Concertadas489. En el articulado 
de esta norma andaluza se contiene un régimen específico de prohibiciones y 
autorizaciones establecido sobre los distintos tipos de espacios naturales que 
se incorporan en el registro autonómico que se crea, si bien, se remite a la 
posterior planificación a realizar en cada caso para desarrollar el condicionado 
en cada supuesto concreto, atribuyendo a los instrumentos de planificación 
incluso la potestad de alterar alguna restricción establecida por la propia 
norma, siempre de forma justificada490.  
 
Lo anterior nos lleva a concluir que la identificación normativa de los distintos 
tipos de espacios con valores ambientales suele contener una específica 
regulación del régimen de protección atribuido a la zona, si bien, en la 
generalidad de los casos se requiere la contribución del correspondiente 
instrumento de planificación para conseguir la descripción completa de su 
régimen jurídico. Este cometido se debe realizar mediante la delimitación de su 
catálogo específico de usos prohibidos, autorizados y meramente autorizables, 
entre los que, como hemos visto, pueden introducirse especificaciones sobre 
las consideraciones generales incluidas en las normas de establecimiento de 
los respectivos espacios naturales, siempre que se aporte la suficiente 
fundamentación de la excepción autorizada por la planificación. 
 
Pero, como también se ha apuntado, el proceso de planificación puede (y 
podría afirmarse incluso que debe) identificar ámbitos que deban ser sometidos 
igualmente a regímenes de especial protección sin una previa declaración por 
                                            
489 Es singular el caso de este tipo de espacio natural, definido como el predio que, sin reunir 
los requisitos objetivos que caracterizan las figuras declarativas previstas para otros tipos de 
espacios naturales recogidos en la norma andaluza y en la legislación básica estatal, merezca 
una singular protección, y que sus propietarios insten a la Administración ambiental la 
aplicación en los mismos de un régimen de protección concertado. A tal objeto, previo acuerdo 
del Consejo de Gobierno, la Consejería competente en materia de medio ambiente podrá 
celebrar convenios de colaboración con los interesados, en los que se concretarán los distintos 
regímenes de protección aplicables y los usos permitidos, en atención a las características de 
cada predio en particular. 
490 El artículo 15.bis.1 dispone: “No obstante lo previsto en los artículos 10.2, 13.1 y 14 de esta 
Ley, los instrumentos de planificación y las normas declarativas de los espacios naturales 
protegidos podrán excepcionar del régimen de autorización aquellas actuaciones que no 
pongan en peligro los valores objeto de protección, estableciendo en cada caso las condiciones 
en que podrán realizarse”. 
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norma singular o acto administrativo, si en la fase de diagnosis territorial se 
advierte la presencia de zonas del espacio geográfico sobre el que se efectúe 
la planificación en las que se identifiquen valores naturales similares o, cuanto 
menos, de una entidad próxima a los delimitados por la normativa sectorial 
sobre la materia. Esta exigencia sobre la actividad del poder planificador puede 
extraerse de la propia normativa ambiental y, en concreto, de lo dispuesto en 
los artículos 4 y 5 de la LPNYB.  
 
En el primero de los artículos citados se establece la función social y pública 
del patrimonio natural y la biodiversidad por su estrecha vinculación con el 
desarrollo, la salud y el bienestar de las personas y por su aportación al 
desarrollo social y económico, añadiendo el punto segundo que las actividades 
encaminadas a la consecución de los fines de esta ley podrán ser declaradas 
de utilidad pública o interés social, a todos los efectos y en particular a los 
expropiatorios, respecto de los bienes o derechos que pudieran resultar 
afectados. En base a estas premisas, el artículo 5 establece las obligaciones 
de los poderes públicos que, en concreto, deberán velar por la conservación y 
la utilización racional del patrimonio natural en todo el territorio nacional, que 
incluye su medio marino así como en la zona económica exclusiva y en la 
plataforma continental, con independencia de su titularidad o régimen jurídico, 
teniendo en cuenta especialmente los tipos de hábitats naturales y las especies 
silvestres en régimen de protección especial. 
 
Pero donde quizá se aprecia con más nitidez la exigencia legal de la 
identificación mediante planificación de suelos con valores ambientales es al 
analizar las distintas normativas urbanísticas, ya que al relacionar las distintas 
causas por las que el correspondiente poder planificador debe realizar esta 
consideración al diagnosticar el territorio, con carácter general atribuyen esta 
exigencia de forma más o menos expresa. Esta cuestión se aprecia de forma 
muy evidente en la normativa andaluza, debido a que la LOUA diferencia en su 
artículo 46 los suelos sobre los que procede el establecimiento de un régimen 
de especial protección al estar sujetos por la correspondiente legislación 
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administrativa, declaraciones formales o medidas administrativas que, de 
conformidad con dicha legislación, estén dirigidas a la preservación de la 
naturaleza, la flora y la fauna, del patrimonio histórico o cultural o del medio 
ambiente en general (art. 46.1.b); de los merecedores de algún régimen 
especial de protección o garantía del mantenimiento de sus características, 
otorgado por el propio Plan General de Ordenación Urbanística, por razón de 
los valores e intereses en ellos concurrentes de carácter territorial, natural, 
ambiental (art. 46.1.c). En el mismo sentido se expresan otras normativas 
urbanísticas autonómicas, como es el caso de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de 
Urbanismo de Castilla y León en su artículo 16.1.g).4º. 
 
Parece evidente que la delimitación de ambos tipos de suelo no urbanizable 
especialmente protegido por la identificación de valores ambientales presenta 
similitudes en su configuración, derivadas de la propia sustantividad del 
fundamento de su declaración, pero igualmente pueden apreciarse diferencias 
en cuanto a su formalización, que se plasman en una diversa motivación de la 
necesidad de proceder a la declaración del territorio concreto como 
especialmente protegido. En concreto, en los casos en los que la declaración 
de espacios con valores naturales (en cualquiera de sus formas) venga 
establecida previamente, la justificación será precisamente la propia 
declaración y no se requerirá al planificador ninguna información adicional491, al 
entrar en juego mecanismos ya analizados como es la propia vinculación de las 
normas e instrumentos ambientales sobre la planificación territorial o 
urbanística. Al contrario, en el caso de que el planificador identifique motu 
propio determinados suelos como merecedores de protección por la presencia 
de valores ambientales, la motivación que fundamente la decisión adoptada 
deberá tener la suficiente entidad para que las limitaciones que inevitablemente 
van asociadas se entiendan de atención preferente sobre los derechos de los 
posibles afectados, para lo que se ha de invocar de nuevo el interés público 
prevalente de los valores ambientales sobre el de los particulares, tal y como 
                                            
491 Que sí se requerirá, y con gran exigencia, en el caso de que se proponga la alteración en 
algún sentido de la formulación previa del entorno protegido. 
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establece, entre otros, el citado artículo 4 de la LPNYB y reclama la doctrina del 
carácter reglado del suelo protegido492. 
 
Esta última cuestión, a la que se hará una referencia más detallada al analizar 
el proceso planificador, se encuentra lógicamente sometida al control judicial, 
que en determinadas ocasiones ha admitido la reclamación de terceros 
afectados en supuestos en los que se ha pretendido imponer un régimen de 
protección sin justificar suficientemente la presencia de valores que hicieran 
exigible esa decisión administrativa. A modo de ejemplo, BARREDA BARBERÁ 
enuncia algunos supuestos en los que se ha revertido la inicial decisión de 
someter un suelo a un régimen de especial protección493, al estimar la falta de 
trascendencia de los valores identificados frente a las restricciones al uso del 
suelo que se imponían bajo el régimen de protección inicialmente asignado. 
 
Con todo parece oportuno reiterar que la actual concienciación social, su 
trasposición a la normativa vigente y la creciente tendencia a invocar los 
principios de precaución y protección ambiental, determinan una predisposición 
a realizar un análisis del territorio con un carácter muy preventivo, lo que 
indudablemente se refleja en un aumento de la superficie sometida a 
protección en base a los valores y recursos naturales apreciados y, por otra 
parte, en un aumento de las medidas restrictivas impuestas frente a los usos 
del suelo autorizables en el entorno protegido, con lo que los titulares de 
derechos afectados por estas decisiones van perdiendo paulatinamente medios 
de reacción, salvo que puedan demostrar la falta de acreditación o justificación 
razonable de las medidas adoptadas494. 
                                            
492 Aunque como ya se ha expuesto en el presente trabajo, en este punto el carácter reglado 
del suelo protegido no deja de tener un evidente ámbito de discrecionalidad, centrado en el 
proceso de identificación de los valores a proteger, cuestión que evidentemente puede estar 
sometida a controversia con los que cuestionen la efectiva presencia de estos valores. 
493 BARREDA BARBERÁ, Juan (2008, pág. 63). 
494 Como ejemplo de esta reflexión podemos citar la actual polémica existente entre la Junta de 
Andalucía y la entidad Gas Natural a consecuencia del posible uso de las cavidades 
subterráneas existentes en la zona del Entorno Natural de Doñana, como depósitos naturales 
de almacenamiento de gas procedente del exterior, una vez que el existente inicialmente en las 
mismas ya fue extraído en su totalidad. Esta actuación, que ya obtuvo las declaraciones 
estatales de impacto ambiental precisas para su inicio, se ha paralizado en el trámite de 
autorización ambiental autonómica, al estimar la Administración andaluza que el proyecto es 
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B. El dominio público por naturaleza o ambiental. 
 
1. Definición y régimen legal. 
 
Dentro de los valores ambientales cuya presencia en un territorio concreto 
motiva la inclusión de la zona en un ámbito de especial protección con objeto 
de su preservación y/o regeneración, deben considerarse de forma singular los 
que determinan que el suelo pase a formar parte del dominio público estatal, en 
virtud de sus condiciones naturales y como medio de garantizar tanto su 
integridad física como la del entorno en la que se ubican. La aproximación a 
este tipo de valores debe partir de la referencia constitucional a este tipo de 
elementos del patrimonio estatal recogida en el artículo 132 de la CE1978, en 
el que se enumeran algunos de los tipos de bienes demaniales de titularidad 
estatal por naturaleza, si bien la normativa posterior ha incorporado a esta 
categoría nuevos elementos por su consideración ambiental495.  
 
Algunos autores como AGUDO GONZÁLEZ entienden que la inclusión de 
estos valores ambientales dentro de la categoría del dominio público (presidido 
por su condición de inalienabilidad, inembargabilidad e imprescriptibilidad) es 
consecuencia directa de la consideración del medio ambiente como bien 
público indisponible496 y, en función de esta premisa, se determina su carácter 
público general y comunitario. A tal efecto, se ha llegado a discutir si esta 
delimitación de bienes de dominio público por naturaleza supone una 
excepción al criterio general de la afección al uso o servicio público de los 
bienes para su consideración como dominio público, estimando que lo 
                                                                                                                                
susceptible de generar impactos negativos para el entorno protegido. Para lograr la suspensión 
de la ejecución de la actividad proyectada, la Junta de Andalucía ha optado incluso por 
incrementar el régimen restricciones de usos de los suelos afectados aprovechando la nueva 
redacción del PORN y del PRUG del Espacio Natural de Doñana en el año 2016, haciendo 
referencia expresa a la inconveniencia de autorizar la actividad de almacenamiento de gas en 
el subsuelo de estas zonas especialmente protegidas. 
495 El artículo 132 CE1978 en sus puntos 1 y 2 dispone: “1. La ley regulará el régimen jurídico 
de los bienes de dominio público y de los comunales, inspirándose en los principios de 
inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad, así como su desafectación. 2. Son 
bienes de dominio público estatal los que determine la ley y, en todo caso, la zona marítimo-
terrestre, las playas, el mar territorial y los recursos naturales de la zona económica y la 
plataforma continental”. 
496 AGUDO GONZÁLEZ, Jorge (2004, págs. 390 y ss.). 
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prioritario es la condición del bien por encima de su utilidad social como criterio 
determinante de la excepcionalidad de su régimen jurídico.  
 
Según SAINZ MORENO esta discusión ha quedado superada actualmente, 
aunque resalta que es evidente que ciertos bienes de dominio público tienen 
una naturaleza más adecuada que otros para ostentar esta condición (son los 
bienes que históricamente han sido calificados de bienes de uso común), razón 
por la cual las leyes los califican como bienes de dominio público por su 
género. En estos casos cada uno de estos bienes entra en el dominio público 
desde el momento en que reúne las características tenidas en cuenta por el 
legislador, sin necesidad de un acto singular de afectación. No obstante, como 
dice el propio Consejo de Estado, se llama dominio público natural al que lo es 
por mandamiento directo de la ley, sin necesidad de afectación especial, por lo 
que pueden ser de dominio público natural tanto bienes y realidades de la 
naturaleza como productos artificiales de la técnica y el esfuerzo humano si así 
lo declara la ley, como serían los casos de castillos y murallas (Dictamen núm. 
322/97, Recopilación 1997, pág. 678)497.   
 
La STC 227/1988, de 29 de noviembre (Ponente RUBIO LLORENTE, BOE 
núm. 180, de 29 de julio de 1991), por la que se resolvieron varios recursos de 
inconstitucionalidad relativos a la Ley 2/1985, de 2 de agosto, de Aguas498, 
avaló la posibilidad de que el Estado pudiera incorporar nuevos elementos al 
catálogo de bienes del dominio público, como tipos o categorías genéricas de 
bienes definidos según sus características naturales homogéneas. Esta 
incorporación de nuevos bienes al dominio público estatal por naturaleza, 
realizada mediante ley como exige expresamente el artículo 132.2 de la 
CE1978, tiene su fundamento según el propio Tribunal Constitucional no en su 
adscripción al uso público o al servicio público499, sino que subyacen 
prioritariamente otros fines constitucionalmente legítimos y vinculados en última 
                                            
497 SAINZ MORENO, Fernando (1999, pág. 483). 
498 Actualmente refundida en el Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley de Aguas. 
499 Como sucede en el caso del dominio público de titularidad del resto de Administraciones 
españolas y conforme a su definición clásica. 
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instancia a la satisfacción de necesidades colectivas primarias, como por 
ejemplo la que garantiza el artículo 45 de la CE1978, que no es otra que la 
defensa del medio ambiente. Por su parte, la posterior STC 149/1991, de 4 de 
julio500 (Ponente RUBIO LLORENTE, BOE núm. 180, de 29 de julio de 1991), 
en la que se resolvieron varios recursos de inconstitucionalidad interpuestos 
esta vez frente al texto de la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas, viene a 
ratificar esta consideración del dominio público natural como medio para la 
protección del interés público ambiental de zonas con características definidas 
por su alto valor ecológico, restringiendo el régimen de usos tolerables no solo 
dentro de su ámbito sino también en zonas colindantes.  
 
En aplicación de esta doctrina, autores como LOZANO CUTANDA entienden 
que entre los fines que motivan la declaración de un bien natural como dominio 
público se encuentra el de garantizar su aprovechamiento racional que forma 
que se permita su preservación, tal y como exige el propio artículo 45 de la 
CE1978501. Esta autora describe esta apelación a la demanialización de 
recursos naturales mediante el ejemplo de las aguas subterráneas, adscritas al 
dominio público estatal mediante ley aprobada en 1985 y cuya fundamentación 
no se encuentra en el uso o servicio público, sino al contrario, en el objetivo de 
velar por su utilización racional y preservación de su calidad. En igual sentido, 
se expresa sobre la regulación de la demanialización de las playas y la zona 
marítimo-terrestre, realizada con la entrada en vigor de la Ley de Costas en 
1988 en desarrollo del artículo 132 de la CE1978, al identificar la finalidad 
preponderantemente ambientalista en los criterios de uso racional de los 
espacios costeros “…en términos acordes con su naturaleza, sus fines y con el 
respeto al paisaje, al medio ambiente y al patrimonio histórico” (art. 2.c). 
 
Actualmente, la normativa vigente determina como bienes de dominio público 
de carácter natural, aparte de los delimitados inicialmente por el artículo 132 de 
la CE1978 (cuya regulación fue desarrollada por la citada Ley 22/1988, de 28 
                                            
500 Ponente: Rubio Llorente, Francisco (BOE núm. 180, de 29 de julio de 1991). 
501 LOZANO CUTANDA, Blanca (2009, págs. 307 y ss.). 
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de julio, de Costas502), los regulados por la legislación sobre aguas interiores, 
que componen el denominado dominio público hidráulico estatal del que forman 
parte las aguas continentales (tanto las superficiales como las subterráneas 
renovables con independencia del tiempo de renovación), los cauces de 
corrientes naturales, continuas o discontinuas, los lechos de los lagos y 
lagunas y los de los embalses superficiales en cauces públicos, los acuíferos, a 
los efectos de los actos de disposición o de afección de los recursos 
hidráulicos, y las aguas procedentes de la desalación de agua de mar.  
 
También podemos incluir dentro de esta relación de bienes dominicales por 
naturaleza a los relacionados en la Ley 22/1973, de 21 de julio, de Minas503, en 
cuyo artículo segundo se dispone que todos los yacimientos de origen natural y 
demás recursos geológicos existentes en el territorio nacional, mar territorial y 
plataforma continental, son bienes de dominio público, cuya investigación y 
aprovechamiento el Estado podrá asumir directamente o ceder en la forma y 
condiciones que al efecto se dispongan por la normativa vigente. En un sentido 
algo más etéreo podemos citar igualmente al denominado dominio público 
                                            
502 El artículo 3 de la Ley de Costas dispone expresamente: 
Son bienes de dominio público marítimo-terrestre estatal, en virtud de lo dispuesto en el artículo 
132.2 de la Constitución: 
1. La ribera del mar y de las rías, que incluye: 
a) La zona marítimo-terrestre o espacio comprendido entre la línea de bajamar escorada o 
máxima viva equinoccial, y el límite hasta donde alcancen las olas en los mayores temporales 
conocidos, de acuerdo con los criterios técnicos que se establezcan reglamentariamente, o 
cuando lo supere, el de la línea de pleamar máxima viva equinoccial. Esta zona se extiende 
también por las márgenes de los ríos hasta el sitio donde se haga sensible el efecto de las 
mareas. Se consideran incluidas en esta zona las marismas, albuferas, marjales, esteros y, en 
general, las partes de los terrenos bajos que se inundan como consecuencia del flujo y reflujo 
de las mareas, de las olas o de la filtración del agua del mar. No obstante, no pasarán a formar 
parte del dominio público marítimo-terrestre aquellos terrenos que sean inundados artificial y 
controladamente, como consecuencia de obras o instalaciones realizadas al efecto, siempre 
que antes de la inundación no fueran de dominio público. 
b) Las playas o zonas de depósito de materiales sueltos, tales como arenas, gravas y guijarros, 
incluyendo escarpes, bermas y dunas, estas últimas se incluirán hasta el límite que resulte 
necesario para garantizar la estabilidad de la playa y la defensa de la costa. 
2. El mar territorial y las aguas interiores, con su lecho y subsuelo, definidos y regulados por su 
legislación específica. 
3. Los recursos naturales de la zona económica y la plataforma continental, definidos y 
regulados por su legislación específica. 
503 Norma legal evidentemente preconstitucional pero cuya regulación se mantiene vigente con 
las debidas actualizaciones. 
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radioeléctrico, regulado en la Ley 9/2014, de 9 de mayo, General de 
Telecomunicaciones504. 
 
Mención especial, por su indudable repercusión sobre la ordenación territorial 
merece dominio público forestal, constituido por los siguientes tipos de montes 
públicos (artículo 12.1 LM): 
 
“Son de dominio público o demaniales e integran el dominio público 
forestal: 
a) Por razones de servicio público, los montes incluidos en el Catálogo 
de Montes de Utilidad Pública a la entrada en vigor de esta ley, así 
como los que se incluyan en él de acuerdo con el artículo 16. 
b) Los montes comunales, pertenecientes a las entidades locales, en 
tanto su aprovechamiento corresponda al común de los vecinos. 
c) Aquellos otros montes que, sin reunir las características anteriores, 
hayan sido afectados a un uso o servicio público”. 
 
La especialidad de este bien de dominio público por naturaleza radica en que 
su titularidad no solo corresponde al Estado, sino que pueden ostentar (y de 
hecho efectivamente así ocurre) su titularidad dominical tanto las Comunidades 
Autónomas, las Entidades Locales e, incluso, otras entidades de derecho 
público, tal y como dispone expresamente el artículo 11 de la Ley de Montes. 
En desarrollo de esta previsión normativa las legislaciones autonómicas han 
venido a desarrollar esta regulación estatal, creando sus propios Catálogos de 
Montes en los que se inscriben los declarados de utilidad pública en su ámbito 
territorial, como de hecho sucede en la Ley 2/1992, de 15 de junio, de Montes 
de Andalucía505. Además de lo anterior, cabe añadir que la configuración de los 
montes como dominio público no es total, como por ejemplo sucede en el caso 
de las costas. Por el contrario, los montes de dominio público506 de cualquiera 
                                            
504 BOE núm. 114, de 10 de mayo de 2014.  
505 El artículo 16.2 LM dispone: “La inclusión y exclusión de montes en el Catálogo de Montes 
de Utilidad Pública y la llevanza de éste corresponde a las comunidades autónomas en sus 
respectivos territorios. Las comunidades autónomas darán traslado al Ministerio de Medio 
Ambiente de las inscripciones que practiquen así como de las resoluciones administrativas y 
sentencias judiciales firmes que conlleven modificaciones en el catálogo, incluidas las que 
atañen a permutas, prevalencias y resoluciones que, con carácter general, supongan la 
revisión y actualización de los montes catalogados”. 
506 Según el artículo 13 LM se inscribirán en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública, 
pasando a ser dominio público, los montes públicos comprendidos en alguno de los siguientes 
supuestos: a) Los que sean esenciales para la protección del suelo frente a los procesos de 
erosión, b) los situados en las cabeceras de las cuencas hidrográficas y aquellos otros que 
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de las Administraciones Públicas coexisten con otros montes también públicos 
como son los montes patrimoniales y los montes de titularidad privada, aunque 
el régimen atribuido a éstos últimos dista mucho de ser el del suelo rural 
común, al venir limitado por su carácter de recurso natural de alto valor 
medioambiental y que puede depender también de su posible inclusión en 
alguna figura legal de especial protección, o de su consideración de monte 
protector507, con el alcance y efectos que establecen los artículos 24 y 
siguientes de la LM. 
 
 
2. La delimitación del dominio público por naturaleza. El deslinde. 
 
En esta aproximación al dominio público por naturaleza es preciso realizar 
algunas referencias a cuestiones relativas a la incidencia que estos bienes 
naturales tienen sobre el territorio y que, indudablemente, van a repercutir en 
los procesos de planificación que se realicen sobre el mismo. En primer lugar, 
debemos hacer referencia al deslinde de la superficie de estos bienes, definido 
por ZAMORANO WISNES como el acto administrativo de carácter declarativo 
en virtud del cual la Administración resuelve la afectación al dominio público de 
los bienes que tienen las características de la normativa por la que se 
                                                                                                                                
contribuyan decisivamente a la regulación del régimen hidrológico, incluidos los que se 
encuentren en los perímetros de protección de las captaciones superficiales y subterráneas de 
agua, evitando o reduciendo aludes, riadas e inundaciones y defendiendo poblaciones, cultivos 
e infraestructuras, o mejorando el abastecimiento de agua en cantidad o calidad, c) los que 
eviten o reduzcan los desprendimientos de tierras o rocas y el aterramiento de embalses y 
aquellos que protejan cultivos e infraestructuras contra el viento, d) los que sin reunir 
plenamente en su estado actual las características descritas en los puntos anteriores sean 
destinados a la repoblación o mejora forestal con los fines de protección en ellos indicados, e) 
los que contribuyan a la conservación de la diversidad biológica a través del mantenimiento de 
los sistemas ecológicos, la protección de la flora y la fauna o la preservación de la diversidad 
genética y, en particular, los que constituyan o formen parte de espacios naturales protegidos, 
zonas de especial protección para las aves, zonas de especial conservación, lugares de interés 
geológico u otras figuras legales de protección, así como los que constituyan elementos 
relevantes del paisaje, y f) aquellos otros que establezca la Comunidad Autónoma en su 
legislación. 
507 Figura híbrida mediante la que se atribuye a un monte o terreno forestal privado alguna de 
las características que provocarían su catalogación y, por lo tanto, su demanialización. La 
consideración de un monte como protector altera su régimen jurídico al establecer sobre el 
mismo una serie de cargas y gravámenes derivados de especial condición ambiental, pero a su 
vez mantiene su titularidad privada, lo que se ha considerado como un mecanismo legal 
tendente a garantizar la integridad de los terrenos forestales sin que las Administraciones 
deban soportar las cargas de la adquisición de su propiedad.  
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establecen como tales. En definitiva, el deslinde fija los límites entre los bienes 
de titularidad privada y los bienes públicos508.  
 
El deslinde de los bienes de dominio público se recoge en la normativa vigente, 
en términos generales, como una potestad de las Administraciones Públicas 
con respecto a sus bienes509, por la que pueden determinar en un momento 
concreto sus límites precisos y su delimitación correcta con los terrenos 
colindantes. No obstante, en el caso de los bienes del dominio público natural, 
el deslinde se establece como el acto fundamental por el que se determina la 
superficie y localización concreta de los mismos, y ello independientemente de 
que los terrenos contiguos con los que se realiza la delimitación sean 
igualmente de carácter público, debido a que su función es declarativa de la 
realidad concreta del bien natural de dominio público. 
 
La figura del deslinde del dominio público por naturaleza presenta una mayor 
incidencia y relevancia en los supuestos en los que la superficie del bien puede 
verse alterada conforme a su formulación legal. El exponente más claro de este 
supuesto es el del dominio público marítimo-terrestre510, cuya configuración 
efectiva ha conllevado bastante controversia en función de la propia 
construcción legal de su ámbito y, por otro lado, de las modificaciones 
normativas que han venido afectando a su consideración. El citado autor511 
realiza un estudio sobre las consecuencias que para el deslinde de este 
dominio público ha supuesto la reciente modificación de la Ley de Costas, 
concretamente en lo relativo a los supuestos en los que se alteran los términos 
antes considerados en virtud de deslindes ya realizados y en vigor, que 
inevitablemente se ven alterados por la aplicación de los nuevos criterios 
delimitadores de la superficie de la zona de dominio público marítimo-terrestre.  
 
                                            
508 ZAMORANO WISNES, José (2016, pág. 128). 
509 Artículos 50 y siguientes de la LPAP, o artículo 65 de la Ley 7/1999, de 29 de septiembre, 
de Bienes de las Entidades Locales de Andalucía. 
510 Aunque de hecho existen otros supuestos de posibles alteraciones del dominio público por 
naturaleza, como es el caso de los cauces públicos. 
511 Op. cit. (2016, págs. 128 y ss.). 
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Esta cuestión ha sido tratada entre otras por la SAN de 26 de septiembre de 
2017 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, sec. 1ª, rec. 43/2012. Ponente 
BUISÁN GARCÍA, CENDOJ 28079230012017100596), en la que la Sala 
apunta a que la Ley de Costas no conoce supuestos de desafectación 
automática del dominio público marítimo-terrestre, por lo que en principio los 
terrenos deslindados como dominio público, aun habiendo perdido sus 
características naturales, seguirán ostentando esta condición, salvo las 
excepciones previstas legalmente. Para determinar si éstas concurren, trae a 
colación las consideraciones que supone más relevantes del Informe de la 
Dirección General de Sostenibilidad de la Costa y del Mar, partiendo de la base 
de que el criterio general no puede consistir en una desafectación 
indiscriminada. Dicho informe señala que la resolución de innecesariedad debe 
estar justificada, bien por la existencia de usos privados con el suficiente grado 
de intensidad y consolidación urbanística, bien por la implantación de 
instalaciones de uso o servicio público de titularidad de Administraciones 
Públicas, cuya continuidad podría resultar incompatible con la afectación. 
Asimismo se determinan los criterios generales en virtud de los cuales si los 
terrenos cumplen la totalidad de los requisitos establecidos en ellos, se 
consideran innecesarios para la protección del dominio público. 
 
En posición crítica con las desafectaciones provocadas por los nuevos criterios 
de delimitación del dominio público marítimo terrestre, PAREJO ALFONSO512 
al comentar la STC 233/2015, de 5 de noviembre513, apunta la incongruencia 
de esta situación con el fundamento ambiental que preside la declaración de 
los bienes de dominio público por naturaleza y la posible conculcación de 
principios aplicables a los espacios con valores naturales, como sería el de no 
regresión al que se ha hecho referencia anteriormente. Como añade sobre esta 
cuestión BLASCO HEDO514, a través de los procesos de deslinde del dominio 
público marítimo-terrestre la Administración ha declarado innecesarios para su 
utilización o protección los terrenos que han perdido sus características 
                                            
512 PAREJO ALFONSO, Luciano (2016). 
513 BOE núm. 296, de 11 de diciembre de 2015. 
514 BLASCO HEDO, Eva (2018). 
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naturales de ribera del mar. Se ha de partir de la base de que no cabe su 
desafectación automática sin una previa declaración de innecesariedad, que a 
su vez requiere la práctica de los deslindes correspondientes con carácter 
previo. Solo bajo esta consideración procesal puede determinarse si los 
terrenos han de permanecer o no dentro del dominio público estatal.  
 
Para LOZANO CUTANDA515 esta desafectación “sobrevenida”, como de hecho 
afirma el Tribunal Constitucional, solo puede sostenerse bajo la premisa de que 
ninguno de los terrenos excluidos pertenece a los bienes definidos en la Ley de 
Costas en aplicación de lo dispuesto en el artículo 132 de la CE1978, pues de 
no ser así tal desafectación devendría inconstitucional, en cuanto contraria al 
carácter demanial por naturaleza del dominio marítimo-terrestre tal como se 
reconoce constitucionalmente. Esta exclusión, en la modificación de la Ley de 
Costas realizada en 2013, se justifica porque los terrenos afectados se 
encuentran degradados (incluso incluidos en ámbitos urbanizados) y ello 
determina que conforme a sus características físicas actuales resultan 




3. Efectos de la declaración de los bienes del dominio público por naturaleza. 
  
A lo anterior cabe añadir que la delimitación de un entorno natural como bien 
de dominio público no solo provoca su titularidad pública ex lege516, con la 
lógica asimilación de su régimen de usos autorizables a su finalidad principal 
conservacionista, sino que puede afectar expresamente a sus zonas 
colindantes, cuyo régimen de uso puede verse igualmente alterado como 
consecuencia de la demanialización realizada en los terrenos contiguos al que 
                                            
515 LOZANO CUTANDA, Blanca (2013). 
516 La demanialización de un bien natural ha venido eliminando los derechos de propiedad 
preexistentes a su declaración, como de hecho ocurrió con la entrada en vigor de la Ley de 
Costas en 1988, que motivó su transformación en concesiones sobre el nuevo dominio público 
con el mismo régimen de uso y aprovechamiento que hasta la fecha estuvieran realizando 
(disposición transitoria primera). 
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permanece en régimen de propiedad privada. Esta realidad se plasma en la 
configuración de las denominadas servidumbres del dominio público, 
caracterizadas como una serie de limitaciones a los usos del suelo colindante 
con las zonas de titularidad pública, que han de venir impuestas por la 
normativa vigente o, en su caso, por el planeamiento territorial aplicable (cuya 
imposición evidentemente requerirá una justificación específica y adecuada).  
 
Conforme señala CARLÓN RUIZ517, las servidumbres tienen el objetivo de 
garantizar la integridad tanto patrimonial como medioambiental del dominio 
público y se plasman en una limitación del régimen de usos atribuible a los 
terrenos colindantes, por lo que sus efectos se producen en terrenos de 
titularidad distinta a los dominicales a los que la servidumbre pretende proteger. 
Esta realidad motiva que, en el caso de que los bienes naturales alteren su 
realidad física con la que obtuvieron tal declaración, las zonas de servidumbre 
legal también se vean alteradas, con la consiguiente repercusión para los 
titulares de los terrenos colindantes a la nueva realidad física del territorio518. 
 
Por otra parte, es evidente que la imposición de servidumbres por 
determinación legal supone un claro ejemplo de vinculación de la ordenación 
territorial por la normativa vigente, debido a que se establece una restricción 
normativa a los usos del suelo colindante al dominio público natural que el 
planificador ha de atender de forma automática. Por el contrario, en el caso de 
que las servidumbres fueran impuestas por el propio planeamiento territorial, 
nos encontramos ante un supuesto de protección especial del suelo por la 
voluntad expresa del planificador, que como ya se ha apuntado requerirá una 
justificación y motivación específica al suponer una limitación de derechos de 
los terceros afectados, al ver restringidas sus expectativas de uso de los 
terrenos incluidos en la zona de limitación y, en definitiva, en sus intereses 
particulares. Sobre el primero de estos casos es preciso aludir a la compleja 
conformación de los límites de la servidumbre del dominio público marítimo 
terrestre, derivada de la aplicación transitoria de las distintas regulaciones que 
                                            
517 CARLÓN RUIZ, Matilde (2015). 
518 Cfr. AGUDO GONZÁLEZ, Jorge (2004, pág. 397). 
363





ha tenido la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas. En su formulación actual se 
establecen distintos límites a la zona de servidumbre en función de la 
clasificación del suelo contiguo al dominio público, diferenciando dentro de los 
ámbitos urbanos distintos niveles en función de la consolidación efectiva de la 
urbanización, cuestión controvertida que ha requerido interpretación judicial, de 
lo que es reflejo la reciente SAP de 2 de noviembre de 2018 (Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, Sec. 2ª. Ponente DE MATEO MENÉNDEZ, 
ECLI:ES:AN:2018:4422), en la que la Sala viene a concluir que la excepción al 
régimen general de imposición de servidumbre en zonas urbanas o 
urbanizables requiere la efectiva concurrencia de derechos de 
aprovechamiento consolidado, por lo que en caso contrario se establecerá una 
limitación que no debe restar derechos edificatorios y, por lo tanto, su 
aplicación no propiciará el derecho a reclamar indemnización.  
 
Por su parte, la voluntad proteccionista del dominio público natural ha sido la 
inspiradora de la planificación realizada en muchas zonas del territorio nacional 
sobre los territorios contiguos a las costas, introduciendo limitaciones muy 
acentuadas a los posibles usos autorizables en sus espacios contiguos. Como 
ejemplo puede citarse la ordenación realizada por el Plan Territorial Especial 
del Suelo No Urbanizable de Costas del Principado de Asturias519, instrumento 
que completa y especifica la protección costera previamente contenida en el 
Plan de Ordenación del Litoral de Asturias de 2005, en el que ya se clasificaba 
todo el suelo englobado en la franja de los 500 metros contiguos a las costas 
asturianas como suelo no urbanizable, de manera que se delimitan los usos 
prohibidos en ese ámbito superficial determinado desde la línea de la ribera del 
mar y zonifica los enclaves localizados en su interior520. 
 
Debemos añadir, como por otra parte no podría ser de otro modo, que los usos 
realizados en los suelos incluidos en zonas de servidumbre del dominio público 
natural que fueran contrarios a los autorizados expresamente por la normativa 
                                            
519 Boletín Oficial del Principado de Asturias núm. 266, de 16 de noviembre de 2016. 
520 Este Plan Territorial Especial del Suelo no Urbanizable de Costas ha sido expresamente 
validado por el Tribunal Superior de Justicia de Asturias en la reciente Sentencia de 12 de 
marzo de 2018 (ECLI:ES:TSJAS:2018:797). 
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sectorial aplicable o por el ordenamiento que los estableciera, deberán ser 
removidos en garantía del cumplimiento de los objetivos que propiciaron la 
implantación de la zona de limitación, como puede apreciarse, entre otras, en la 
STS de 5 de marzo de 1997 (Sala Tercera, sec. 3ª, rec. 1015/1997. Ponente 
CID FONTÁN, EDJ 1997/1431), en la que se estima irregular la actuación del 
propietario del suelo colindante al cauce fluvial al colocar un obstáculo que 
impedía el tránsito por su zona de servidumbre.  
 
 
4. La posible concurrencia de ámbitos de protección. 
 
Otra consideración a realizar sobre la incidencia territorial de los bienes de 
dominio público por naturaleza es la relativa al solapamiento que, en muchas 
ocasiones, se produce entre el ámbito de un bien natural de dominio público y 
su posible declaración como espacio protegido en alguna de las categorías 
establecidas al efecto por la normativa vigente. En principio, los territorios 
incluidos en cualquiera de estas situaciones jurídicas se encuentran sometidos 
a un régimen jurídico que restringe su aptitud para albergar los usos que 
pudieran alterar sus características naturales o sus especiales condiciones 
para el disfrute general de sus elementos esenciales, aunque ambas 
situaciones presentan diferencias evidentes.  
 
En concreto, se señala como diferencia esencial de ambas situaciones jurídicas 
la posición en la que se colocan los poderes públicos en relación con los 
titulares dominicales de los bienes afectados, ya que la declaración de dominio 
público de un bien produce de forma automática su titularidad pública ex lege y 
otras consecuencias afines a ésta, como es la atribución de unas potestades 
excepcionales de defensa y protección específica igualmente otorgadas por la 
normativa aplicable. Al contrario, la declaración de protección de un espacio 
natural por sus valores ambientales no produce per se ningún efecto directo 
sobre la titularidad privada de los terrenos afectados, aunque es cierto que sí 
se producen afecciones sobre los derechos e intereses de los terceros, al 
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provocar una intervención en su régimen de uso y disfrute al restringir su 
capacidad de utilización de forma muy sensible. A lo anterior cabe añadir la 
propia declaración de interés y utilidad pública que produce la declaración del 
espacio natural, lo que se traduce en la capacidad de la Administración 
actuante de apelar a la expropiación para poder acceder a la titularidad 
dominical de los bienes incluidos dentro de la zona declarada como espacio 
protegido.  
 
En todo caso, los autores que han estudiado en profundidad esta cuestión 
sostienen que la demanialización de los bienes naturales no supone un plus de 
protección sobre la que puede establecerse mediante las declaraciones 
ambientales correspondientes521, lo que viene a depender más directamente de 
las propias características naturales del bien que de su concreto medio de 
protección. De hecho, en los supuestos en los que se establecen ambos 
regímenes de forma simultánea, la mayor protección puede proceder desde 
cualquiera de ellos, lo que como se ha indicado va a depender en mayor 
medida del estado natural en el que se encuentre.  
 
Esta duplicidad de regímenes de protección impuestos sobre un mismo espacio 
territorial no presenta, en principio, ningún problema de articulación normativa 
ni de efectividad en la aplicación de sus medidas, debido fundamentalmente a 
que proceden de ámbitos normativos diferentes, patrimonial en el caso de la 
declaración de dominio público y ambiental en el caso de la declaración de 
espacio natural. No obstante, se han detectado zonas de fricción entre ambas 
realidades jurídicas al enfrentar las potestades estatales en la protección del 
dominio público natural de su titularidad con las facultades ambientales que las 
Comunidades Autónomas ostentan en virtud de la normativa sectorial aplicable, 
y ello debido a que es destacable el carácter materialmente ambiental que 
presentan en la práctica ambos tipos de competencias522.  
 
                                            
521 Cfr. AGUDO GONZÁLEZ, Jorge. (2004, pág. 395). 
522 Cfr. LOZANO CUTANDA, Blanca (2009, págs. 313 y ss.). 
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Esta situación ha sido objeto de análisis por el Tribunal Constitucional en varias 
resoluciones con las que ha venido conformando una línea interpretativa en la 
que se aprecia una evolución tendente a restringir las potestades estatales 
sobre el dominio público, al objeto de evitar la “potencialidad expansiva del 
dominio público como título de intervención administrativa”. De este modo, 
analizando las STC 227/1988, 149/1991, 102/1995 y 195/1998 entre otras, se 
acredita la pretendida restricción del ámbito competencial ambiental del Estado 
atribuido por la declaración de dominio público de los bienes naturales, al 
concluir que las facultades otorgadas por la titularidad dominical solo pueden 
ser legítimamente utilizadas en atención a los fines que motivaron la 
declaración de los bienes de dominio público y no como medio de usurpar la 
competencia ambiental autonómica, aunque evidentemente limiten a ésta al 
condicionar sus facultades de ordenación territorial. 
 
Llevada a su extremo, esta corriente interpretativa puede ser objeto de crítica 
debido a la improcedencia práctica de negar toda capacidad al Estado para 
ejercer competencias ambientales derivadas de la titularidad de los bienes de 
dominio público natural, al suponer para autores como LOZANO CUTANDA 
una contradicción muy perjudicial, debido a que uno de los fundamentos 
esenciales de este tipo de dominio público es la propia garantía de protección 
integral de los recursos naturales, además de su libre acceso y uso público. 
Conforme indica la citada autora523, esta interpretación sesgada puede restar 
efectividad a la demanialización como técnica de protección reforzada de 
recursos naturales declarados de interés social y que, en su opinión, puede 
aminorar las pretensiones normativas de protección ambiental, por lo que 
demanda la implementación de técnicas de colaboración y cooperación 
administrativa que eviten las posibles disfunciones derivadas de la colisión de 
los ámbitos competenciales concurrentes.  
 
Finalmente, cabe indicar que la relación de los bienes dominicales por 
naturaleza con la ordenación territorial o urbanística aplicable al entorno en el 
                                            
523 Op. cit. (2009, pág. 314). 
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que se ubican presenta la singularidad de no tener que determinar ninguna 
alteración en su condición jurídica, incluso en el supuesto que los bienes 
queden integrados en núcleos de suelo urbano. Esta realidad deriva de la 
propia consideración de su integridad natural como elemento determinante de 
su demanialidad, por lo que su localización no debe influir, o al menos no 
directamente, en su configuración como bienes de titularidad pública. 
Evidentemente, esta situación se produce en los bienes demaniales cuya 
inclusión en ámbitos urbanizados no requiere su previa transformación, como 
es el caso del dominio público marítimo-terrestre o fluvial. Como afirma 
RODRÍGUEZ-PASSOLAS CANTAL524, la circunstancia de que un suelo haya 
sido incorporado a un proceso urbanizador no desnaturaliza su condición 
geomorfológica, por lo que la propia Ley de Costas asume la compatibilidad del 
dominio público marítimo-terrestre con la clasificación como urbano del suelo 
de su entorno, de manera que la urbanización de un terreno no constituye un 
hecho excluyente de su definición legal. El citado autor concluye que lo que 
importa en la regulación legal del dominio público por naturaleza no es el 
terreno tal y como ha sido transformado por obras o instalaciones sino, al 
contrario, tal y como es por naturaleza, de manera que las características 
naturales son las que determinan su calificación jurídica y las que han de ser 
tenidas en cuenta al delimitar su deslinde. 
 
En este sentido, la STS de 19 de julio de 2010 (Ponente TESO GAMELLA, LA 
LEY 114328/2010) establece el criterio que el carácter demanial es ajeno e 
inmune a las determinaciones del planeamiento urbanístico, las cuales no 
pueden, en modo alguno, obligar a una desafectación de pertenencias 
demaniales, tal y como se infiere de los artículos 132 de la CE1978 y 18 de la 
LC. De este modo, la Sala estima la plena compatibilidad del dominio público 
marítimo-terrestre con la clasificación como urbano del suelo, declarado en 
esta condición por haber sido urbanizado en ejecución del planeamiento 
vigente, al demostrarse que la zona cuestionada constituye un importante 
                                            
524 RODRÍGUEZ-PASSOLAS CANTAL, José (2010). 
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depósito de arenas litorales, por lo que con arreglo a la definición legal, debe 
incluirse en el dominio público marítimo-terrestre. 
 
 
C. Los valores paisajísticos. 
 
Con evidente conexión con los valores ambientales y debido a su creciente 
importancia (aunque el artículo 13.1 del TRLS2015 los cita en último lugar de la 
relación de valores que contiene), debemos hacer referencia a los valores 
paisajísticos como conjunto heterogéneo de elementos naturales y/o materiales 
que por sus especiales características motivan la atribución al entorno de una 
especial protección, fundamentada en la necesidad de preservar la 
composición visual de una perspectiva que se considera digna de tal 
consideración. 
 
El Convenio Europeo del Paisaje525 define en su artículo 1.a) el término 
“paisaje” como “…cualquier parte del territorio tal como la percibe la población, 
cuyo carácter sea el resultado de la acción y la interacción de factores 
naturales y/o humanos”. Esta definición contiene una fórmula meramente 
descriptiva, debido a que considera incluido en su ámbito cualquier entorno 
conforme se perciba por la población (fundamentalmente de forma visual), pero 
sin incluir elementos que determinen a priori su nivel de calidad para requerir 
una protección específica. Esta realidad nos lleva a concluir que la aspiración 
de la protección del paisaje es a mantener, en la medida de lo posible, los 
elementos configuradores del entorno de cada territorio concreto, identificando 
tanto las zonas en las que sus características físicas naturales o materiales 
exigen evitar toda introducción de elementos que puedan alterar su percepción 
por la población, como aquellas otras en las que las que puedan introducirse 
nuevos elementos que puedan alterar su campo visual, introduciendo medidas 
para evitar su impacto en la medida de lo posible, lo que requerirá 
                                            
525 Adoptado en el seno del Consejo de Europa en Florencia (Italia), el 20 de octubre de 2000. 
Fue ratificado por el Reino de España mediante Instrumento de 6 de noviembre de 2007 (BOE 
núm. 31, de 5 de febrero de 2008). 
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indudablemente una labor específica en este sentido en el análisis territorial de 
todo proceso planificador del territorio. No en vano, el propio Convenio Europeo 
del Paisaje recoge entre las medidas generales526 a desarrollar por los Estados 
firmantes del documento, la de:  
 
“…integrar el paisaje en las políticas de ordenación territorial y 
urbanística y en sus políticas en materia cultural, medioambiental, 
agrícola, social y económica, así como en cualesquiera otras políticas 
que puedan tener un impacto directo o indirecto sobre el paisaje”. 
 
De lo anterior podemos extraer una conclusión inicial sobre el valor paisajístico, 
relativa a su aplicación sobre el espacio territorial y que determina su 
consideración en un doble aspecto. En primer lugar, conforme dispone el citado 
artículo 13 del TRLS2015, el paisaje debe ser un elemento a considerar para 
atribuir a un determinado entorno un régimen de especial protección, con lo 
que se equipara al resto de valores determinantes de esta consideración para 
el territorio en el que se identifiquen. En segundo lugar, este valor presenta un 
contenido de aplicación general sobre todo el territorio y que motiva la 
necesidad de someter la totalidad del ámbito geográfico a un análisis 
paisajístico, al objeto de evitar la introducción de elementos que alteren su 
configuración característica y, por ello, independientemente del tipo de suelo 
considerado, ya que en este segundo aspecto la proyección paisajística 





                                            
526 El artículo 5 del Convenio Europeo del Paisaje dispone expresamente: 
Cada Parte se compromete a: 
a) reconocer jurídicamente los paisajes como elemento fundamental del entorno humano, 
expresión de la diversidad de su patrimonio común cultural y natural y como fundamento de su 
identidad; b) definir y aplicar en materia de paisajes políticas destinadas a la protección, gestión 
y ordenación del paisaje mediante la adopción de las medidas específicas contempladas en el 
artículo 6; c) establecer procedimientos para la participación pública, así como para 
participación de las autoridades locales y regionales y otras partes interesadas en la 
formulación y aplicación de las políticas en materia de paisaje mencionadas en la anterior letra 
b); d) integrar el paisaje en las políticas de ordenación territorial y urbanística y en sus políticas 
en materia cultural, medioambiental, agrícola, social y económica, así como en cualesquiera 
otras políticas que puedan tener un impacto directo o indirecto sobre el paisaje. 
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1. La consideración paisajística del territorio. 
 
a. Aspectos generales de la incidencia del paisaje en el territorio. 
 
Comenzando por el segundo de los aspectos apuntados, cabe indicar que la 
consideración general del paisaje en el territorio es una premisa que se deriva 
de la propia redacción del Convenio Europeo del Paisaje, ya que su artículo 
segundo al referirse a su ámbito de aplicación dispone literalmente:  
  
“Con sujeción a las disposiciones contenidas en el artículo 15, el 
presente Convenio se aplicará a todo el territorio de las Partes y 
abarcará las áreas naturales, rurales, urbanas y periurbanas. 
Comprenderá asimismo las zonas terrestre, marítima y las aguas 
interiores. Se refiere tanto a los paisajes que puedan considerarse 
excepcionales como a los paisajes cotidianos o degradados”.  
 
Del texto trascrito se infiere que el objetivo del Convenio es que la planificación 
paisajística se aplique a todo el territorio, asimilando los usos autorizados en 
cada caso a la concreta tipología de paisaje en el que se inserten527. Para 
OCHOA GÓMEZ y CANALES PINACHO528 con la ratificación del Convenio por 
el Reino de España nuestro legislador estatal se posiciona en la vanguardia 
sobre el paisaje, haciéndose eco de la creciente sensibilidad social por la 
necesidad de preservar este recurso, elemento fundamental de la calidad de 
vida de los ciudadanos, a la vez que progresa en la aplicación de las directrices 
reguladoras que derivan del llamado bloque ambiental constitucional. Entre 
otras cuestiones, los citados autores resaltan las novedades que se incorporan 
a nuestro acervo ambiental: 
 
a) Formulación expansiva del concepto del paisaje.  Con esta expresión los 
autores afirman que las medidas encaminadas a su ordenación y gestión 
tratarán de guiar, dirigir o influir en su evolución y los cambios que en él 
acontecen, de forma que sean compatibles con su utilización cotidiana, 
                                            
527 Con respecto a la aplicación de los parámetros del Convenio Europeo del Paisaje y su 
incidencia sobre el urbanismo español, podemos encontrar una correcta aproximación en 
PÉREZ GONZÁLEZ, Carlos (2008). 
528 OCHOA GÓMEZ, Pilar y CANALES PINACHO, Fernando (2010). 
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con la creatividad y con la mejora de sus condiciones, y no de 
reconstruir o recrear el paisaje de tiempos pasados, o de congelar su 
imagen actual. 
 
b) Amplificación del radio de acción de las disposiciones normativas sobre 
el paisaje. 
 
c) Diversificación de los objetivos de la legislación paisajística.  
 
d) Empoderamiento de la participación pública. Como consecuencia de que 
en la definición misma de paisaje tenga un peso específico la percepción 
que los habitantes tengan de su entorno, es la búsqueda de 
procedimientos para la difusión, acceso y puesta a disposición del 
público de la información sobre el paisaje, o de mecanismos que hagan 
de los ciudadanos participen de forma activa en las decisiones 
adoptadas sobre esta materia. 
 
Como conclusión derivada de las anteriores cuestiones sobre el paisaje en 
función de la normativa derivada de la aplicación del Convenio, los citados 
autores destacan específicamente su consideración como concepto global, lo 
que supone, por un lado, superar su mera visión simplista y limitada a aspectos 
centrados exclusivamente en la protección del medio ambiente y, por otro lado, 
entender su condición desde dos puntos de vista fundamentales: 
 
• En primer lugar, que no se limita a la protección de una determinada 
parte como en el caso de la protección sectorial, sino que entiende el 
paisaje como un todo integrado de valores ambientales y humanos, así 
como sus interrelaciones. 
 
• En segundo lugar, en tanto en cuanto el Convenio Europeo del Paisaje 
no se detiene en la defensa de aquellos paisajes espectaculares o 
extraordinarios que en gran medida vienen siendo protegidos 
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sectorialmente por sus valores extraordinarios naturales sino que, al 
contrario, extiende la protección de paisaje a los paisajes cotidianos o 
incluso degradados, al incluir la protección paisajística en la totalidad de 
las actuaciones que puedan tener incidencia sobre el territorio y su 
percepción por la población. 
 
A esta argumentación cabe añadir la reflexión que realiza SÁNCHEZ SÁEZ529 
en relación con la creciente importancia del paisaje y su protección jurídica. 
Conforme a la más reciente jurisprudencia del Tribunal Supremo, el citado 
autor pone de manifiesto la evolución que ha experimentado la consideración 
del paisaje como elemento integrante del derecho al medio ambiente que 
ostenta la sociedad en general, llegando incluso a reconocer el derecho a la 
protección del “paisaje privado”, entendiendo por tal el que se percibe desde 
zonas y ámbitos de titularidad privada530.  
 
Conforme a todos estos antecedentes, parece claro que el medio de actuación 
más propicio para alcanzar el objetivo de preservar el paisaje es su integración 
en la consideración global de los instrumentos de planificación y ordenación del 
territorio. En este sentido, ya en tiempos pretéritos autores como MARTÍN-
RETORTILLO BAQUER531 hacían referencia a la necesidad de establecer una 
consideración global del paisaje, como premisa para conservar ámbitos tanto 
rurales como urbanos que presentaran unos valores visuales dignos de una 
especial protección. A tal efecto, este autor destacaba los artículos 13 y 15 de 
la LS1956 como paradigmas normativos en favor de la tutela de los paisajes 
españoles, pero exponiendo igualmente la ausencia de repercusión práctica de 
su previsión.  
 
En fechas más recientes MATA OLMO532 indica en este sentido que la 
consideración del paisaje como cualidad de todo el territorio, sus sinergias con 
                                            
529 SÁNCHEZ SÁEZ, Antonio José (2012, págs. 285 y ss.). 
530 Entre otras el autor cita las STS de 28 de octubre de 1996, de 19 de julio de 1997 y de 25 de 
noviembre de 1997.  
531 MARTÍN-RETORTILLO BAQUER, Lorenzo (1973). 
532 MATA OLMO, Rafael (2014, pág. 16).  
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numerosos procesos territoriales y la necesidad de llevar a cabo acciones, no 
sólo de protección, sino también de gestión, mejora y creación de paisajes, 
conducen inevitablemente al ordenamiento territorial. Este autor pone como 
ejemplo de introducción del paisaje en la ordenación territorial al Plan Territorial 
(PTI) aprobado en 2003 para el ámbito de la Isla de Menorca533 (experiencia 
pionera en España de tratamiento del paisaje en la planificación, que recibió el 
Premio Nacional de Urbanismo en 2005), que introduce la consideración del 
paisaje como patrimonio común y recurso de un modelo turístico renovado y de 
calidad, mediante la asunción de compromisos programáticos en materia de 
paisaje y que se concretan de tres formas distintas, pero complementarias: en 
primer lugar, a través de medidas de ordenación sectoriales con una incidencia 
positiva sobre los valores del paisaje; en segundo lugar, mediante la 
declaración de determinados tipos de terrenos de protección especial por 
razones paisajísticas534 y, finalmente en tercer lugar, a través de iniciativas y 
líneas de actuación específicamente paisajísticas.  
 
En definitiva, según el citado autor y conforme a la experiencia práctica que 
señala como ejemplo, se puede concluir que los instrumentos de planificación 
territorial tienen la posibilidad de controlar y orientar paisajísticamente muchos 
de los procesos y de los nuevos usos del suelo que suelen provocar la pérdida 
de calidad y carácter del paisaje, ostentando una capacidad demostrable para 
intervenir sobre determinados aspectos más visibles o fisonómicos del paisaje, 
para fomentar el acceso a su contemplación y para sensibilizar sobre sus 
valores. Todo ello, como se ha apuntado, desde un punto de vista general del 
territorio, aportando para ello soluciones específicas para cada tipo de suelo y 
cada tipo de paisaje, incluyendo el enunciado de fórmulas de regeneración de 




                                            
533 Op. cit. (2014, págs. 16 y ss.). 
534 Lo que supone la introducción del paisaje como valor determinante para la declaración de 
suelos especialmente protegidos, conforme determina el artículo 13.1 TRLS2015 y la normativa 
urbanística aplicable. 
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b. La regulación española sobre el paisaje en su concepción general. 
 
La introducción en la planificación territorial de la consideración general del 
paisaje sobre el ámbito geográfico presenta actualmente un problema de base 
en España, que deriva de la ausencia de una normativa específica sobre la 
cuestión paisajística que determine los elementos y procesos a considerar en 
esta materia durante la formulación de los procedimientos de planificación. Esta 
cuestión ha sido abordada por autores como TRIAS PRATS535, poniendo de 
manifiesto la carencia de una regulación integral del paisaje a nivel estatal, ya 
que su regulación actual se encuentra en normativa sectorial diversa y en la 
reguladora de los espacios naturales protegidos, que básicamente se centran 
en la protección de determinados ámbitos con paisajes dignos de protección 
por su carácter ambiental, cultural o excepcionalmente pintoresco536. Por el 
contrario, se echa en falta una regulación de la protección paisajística que 
aborde la cuestión desde todos los posibles ámbitos, tal y como hemos visto 
que requiere el Convenio Europeo del Paisaje. 
 
Para GIFREU FONT537 esta realidad no significa la ausencia total de normativa 
aplicable en esta materia, ya que por una parte debe tenerse presente la 
aplicación del Convenio Europeo del Paisaje, en la medida en que ha sido 
ratificado por España y por lo tanto es plenamente vigente y aplicable538. Por 
otra parte, la protección del paisaje se contempla en abundante legislación 
sectorial (de costas, puertos, minas, espacios naturales protegidos, turismo, 
montes, urbanismo, etc.). Para esta autora, dentro de este conjunto normativo 
cobra especial relevancia para la protección del paisaje la normativa de 
protección de la naturaleza y la normativa urbanística, aunque debido a la 
actual distribución constitucional de competencias, solo en el primer caso se 
establece un marco general para todo el territorio nacional. 
                                            
535 TRIAS PRATS, Bartoméu (2012, págs. 266-267).  
536 El propio autor citado señala expresamente que “…no existe hoy en día, en el ordenamiento 
estatal, una verdadera regulación del paisaje, sino más bien la regulación de determinados 
paisajes”. Op. cit. (2012, pág. 266). 
537 GIFREU FONT, Judith (2017). 
538 Cfr. PÉREZ GONZÁLEZ, Carlos (2008). 
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En concreto, en la normativa estatal actual encontramos algunas referencias al 
paisaje desde un punto de vista integral, como es la alusión que se contiene en 
el artículo 19 de la LDSMR, por la que se atribuye al Gobierno, en colaboración 
con las Comunidades Autónomas y previa consulta a las organizaciones 
profesionales agrarias más representativas, la competencia para elaborar el 
Plan Estratégico Nacional del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad y 
Geodiversidad, en el que debe incluir previsiones de actuación en materia de 
protección de suelos y acuíferos, proyección del paisaje, lucha contra la 
desertificación, reforestación, restauración hidrológico-forestal, prevención de 
riesgos naturales, prevención contra incendios y recuperación de la cubierta 
vegetal, con especial detalle para la protección contra incendios de los núcleos 
de población del medio rural y de los espacios naturales protegidos.  
 
Además de la anterior, otra alusión al paisaje en su concepción territorial se 
encuentra en la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental 
(LEA), en la que se exige que en el contenido del estudio ambiental estratégico, 
al que se encuentran sometidos los instrumentos de planificación territorial, se 
haga referencia a los probables efectos significativos en el medio ambiente que 
pudieran provocar las determinaciones del plan objeto de evaluación, incluidos 
aspectos como la biodiversidad, la población, la salud humana, la fauna, la 
flora, la tierra, el agua, el aire, los factores climáticos, su incidencia en el 
cambio climático, en particular una evaluación adecuada de la huella de 
carbono asociada al plan o programa, los bienes materiales, el patrimonio 
cultural, el paisaje y la interrelación entre estos factores, debiendo incluir 
igualmente los efectos secundarios, acumulativos, sinérgicos, a corto, medio y 
largo plazo, permanentes y temporales, positivos y negativos que pudieran 
estimarse.  
 
A partir de esta determinación de la norma estatal, la regulación autonómica 
sobre los procedimientos de evaluación ambiental debe asumir la obligación de 
realizar el análisis paisajístico en los procesos en los que el órgano ambiental 
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sea la administración autonómica. A modo de ejemplo, la Ley 7/2007, de 9 de 
julio, de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental de Andalucía, una vez 
adaptada a la normativa estatal de 2013, exige entre la documentación precisa 
para tramitar los expedientes de evaluación ambiental estratégica de planes y 
programas de ámbito territorial y/o urbanístico, la referencia a los posibles 
efectos ambientales que su implementación pudiera generar, entre los que se 
encuentran expresamente los relativos al paisaje539. 
 
Como se ha indicado, el resto de referencias normativas estatales relativas al 
paisaje en su consideración territorial general se encuentran dispersas en 
normas sectoriales, como es el caso de la Ley 22/1988, de 28 de julio, de 
Costas, en cuyo artículo 2.c) se indica que dentro de los fines de la actuación 
administrativa en el dominio público marítimo-terrestre es “regular la utilización 
racional de estos bienes en términos acordes con su naturaleza, sus fines y 
con el respeto al paisaje, al medio ambiente y al patrimonio histórico.”; o como 
en el caso de la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes, cuyo artículo 4 
define la multifuncionalidad de los montes señalando en su párrafo primero:  
 
“…los montes, independientemente de su titularidad, desempeñan una 
función social relevante, tanto como fuente de recursos naturales y 
sustento de actividades económicas como por ser proveedores de 
múltiples servicios ambientales, entre ellos, de protección del suelo y del 
ciclo hidrológico; de fijación del carbono atmosférico; de depósito de la 
diversidad biológica y como elementos fundamentales de la 
conectividad ecológica y del paisaje”.  
 
Aparte de lo anterior, cabe añadir que la ausencia de normativa estatal sobre la 
consideración paisajística integral del territorio queda, al menos en parte, 
modulada por la aprobación por algunas Comunidades Autónomas de normas 
de este carácter, destinadas lógicamente al tratamiento global del paisaje en 
sus respectivos ámbitos territoriales. Por lo general, la regulación contenida en 
estas normas autonómicas se ajusta a los postulados del Convenio Europeo 
del Paisaje, asumiendo la necesidad de introducir la variable paisajística en 
                                            
539 En concreto, la referencia contenida en el Anexo II.C) de la ley andaluza transcribe de forma 
casi mimética el contenido del Anexo IV.6 de la LEA estatal. 
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todos los elementos que puedan incidir sobre el entorno, distinguiendo los 
variados paisajes existentes en la geografía de su ámbito territorial y, como no 
podría ser de otro modo, afectando tanto a entornos rurales como urbanos. A 
modo de ejemplo podemos citar la Ley 4/2014, de 22 de diciembre, del Paisaje 
de Cantabria540, en la que su preámbulo dispone expresamente:  
 
“…es necesario que, partiendo de la mejor información, las 
administraciones públicas introduzcan criterios paisajísticos en sus 
actuaciones y que aseguren, mediante los mecanismos oportunos, que 
las políticas, planes y proyectos con incidencia en el paisaje no 
conlleven necesariamente una pérdida de aquellos valores que 
socialmente son reconocibles, se asumen como identitarios y a los que 
se asignan unos objetivos de calidad. Se trata por lo tanto no solo de 
proteger el Paisaje, sino sobre todo de gestionarlo adecuadamente”.  
 
Para ello, la propia norma establece en su artículo 2 que sus determinaciones 
se aplican a todo el territorio de Cantabria, incluyendo los paisajes rurales, 
urbanos y periurbanos (tanto cotidianos como los que pudieran considerarse 
excepcionales)541. Como medios fundamentales para ejecutar las actuaciones 
incluidas en esta ley, se disponen los siguientes instrumentos específicos de 
“protección, gestión y ordenación del paisaje”: planes especiales del paisaje, 
directrices de paisaje, estudios de paisaje, proyectos de actuación paisajística y 
análisis de impacto e integración paisajística. Todos estos instrumentos tienen 
la consideración de elementos sectoriales que, con diferente alcance y 
tramitación, desarrollan las previsiones normativas generales sobre el paisaje 
de la región.   
       
                                            
540 Boletín Oficial de Cantabria núm. 67, de 29 de diciembre de 2014. 
541 Para conseguir los objetivos pretendidos con esta normativa, la ley cántabra formula una 
serie de actuaciones como son: a) La preservación de los paisajes que, por sus valores 
naturales o culturales, requieran actuaciones específicas e integradas. b) La mejora paisajística 
del ámbito urbano, especialmente de los ámbitos degradados, áreas periurbanas de tránsito 
hacia lo rural y de las vías de acceso a los núcleos de población. c) El mantenimiento, mejora y 
restauración de los paisajes rurales, con una atención particular hacia los paisajes más 
accesibles para el conjunto de la población, así como los espacios de contacto entre los 
ámbitos terrestre y marino. d) La adecuada integración paisajística de las intervenciones sobre 
el territorio, especialmente las correspondientes a nuevas infraestructuras y áreas de actividad 
económica. e) La puesta en valor, del paisaje por parte de las administraciones públicas y las 
entidades privadas. 
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Otros ejemplos de normativas autonómicas con tratamiento integral del paisaje 
son la Ley 7/2008, de 7 de julio, de protección del paisaje de Galicia542; o la Ley 
8/2005, de 8 de junio, de protección, gestión y ordenación del paisaje de 
Cataluña, en cuyo artículo 5 se describen las políticas del paisaje al establecer 
que los poderes públicos, en el ámbito competencial respectivo, deben integrar, 
por medio de los diferentes planes y programas y de otras actuaciones, la 
consideración del paisaje en las políticas de ordenación territorial y urbanística, 
agrícola, forestal, ganadera, de infraestructuras, cultural, social, económica, 
industrial y comercial, y, en general, en cualquier otra política sectorial con 
incidencia directa o indirecta sobre el paisaje. 
   
A lo anterior se puede añadir la referencia a otros ejemplos de normativas 
autonómicas, que si bien no han entendido procedente aprobar una ley 
específica para el tratamiento del paisaje, en cambio sí han desarrollado 
diversos sistemas de regulación del tratamiento del paisaje en sus respectivos 
territorios. Así, en el caso de la Comunidad Valenciana, la actual Ley 5/2014, 
de 25 de julio, de Ordenación del Territorio, Urbanismo y Paisaje543, realiza 
este tratamiento integral mediante su integración en una normativa global del 
territorio, en la que dedica al paisaje básicamente su artículo sexto544.   
                                            
542 Conforme a lo dispuesto en su artículo 4, su ámbito de aplicación se extiende a todo el 
territorio de Galicia, ya sean áreas naturales, rurales, urbanas y periurbanas, así como aquellas 
otras áreas de elevado valor ambiental y cultural, e incluso los paisajes degradados, 
comprendiendo asimismo las zonas terrestres, marítimo-terrestres y las aguas interiores. 
543 Norma que deroga expresamente la anterior Ley 4/2004, de 30 de junio, de Ordenación del 
Territorio y Protección del Paisaje. 
544 El artículo 6 literalmente dispone: 
1. Paisaje es cualquier parte del territorio, tal y como es percibido por sus habitantes, cuyo 
carácter resulta de la interacción de factores naturales y humanos. 
2. El paisaje se integrará en todas las políticas sectoriales que incidan en el mismo, tanto a 
escala autonómica, como a escala supramunicipal o local. En concreto, la planificación 
territorial y urbanística, en el marco del Convenio Europeo del Paisaje, se orientará por las 
siguientes finalidades (…). 
3. El paisaje condicionará la implantación de usos, actividades e infraestructuras, la gestión y 
conservación de espacios naturales y la conservación y puesta en valor de espacios culturales, 
mediante la incorporación en sus planes y proyectos condicionantes, criterios o instrumentos 
de paisaje. 
4. Los instrumentos de paisaje serán: 
a) Los estudios de paisaje, que analizan la ordenación urbana y territorial y los procesos que 
inciden en el paisaje, en los planes sometidos a evaluación ambiental y territorial estratégica, 
fijando objetivos de calidad paisajística y estableciendo medidas destinadas a su protección, 
ordenación y gestión, conforme al anexo I de esta ley. 
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Aparte de la anterior normativa general, en la Comunidad Valenciana puede 
hacerse referencia a la Ley 5/2018 de 6 de marzo, de la Huerta de Valencia, en 
la que se describe el paisaje de esta zona concreta del territorio valenciano 
como un elemento de relevancia regional, sobre el que los distintos 
instrumentos de ordenación territorial y urbanística deben prestar una atención 
especial, respetando sus trazas y elementos principales, garantizando una 
adecuado transición entre su ámbitos y los espacios urbanos colindantes y, en 
tercer lugar, acondicionando los desarrollos urbanísticos para evitar las 
afecciones visuales y provean la regeneración de ámbitos degradados.   
 
Desde otro ámbito, en el caso de Andalucía se recoge el tratamiento del 
paisaje en varias normas sectoriales, no existiendo una norma que recoja su 
regulación de forma integral,  aunque por el Consejo de Gobierno de esta 
Comunidad Autónoma se adoptó el Acuerdo de 6 de marzo de 2012545, por el 
que se aprobó la denominada “Estrategia del Paisaje de Andalucía”, 
documento que según su propia introducción trata de orientar la acción 
paisajística de la Junta de Andalucía en su conjunto hacia un enfoque que 
permita desarrollar y aplicar en la región los objetivos y ejes de intervención 
marcados por el Convenio Europeo del Paisaje (CEP). Para ello formula hasta 
siete objetivos de calidad paisajística que requieren de la actuación de varias 
Consejerías con competencias en actuaciones de incidencia paisajística, e 
implican los tres ejes de intervención sobre el paisaje establecidos en el CEP: 
protección, gestión y ordenación de los paisajes, poniendo el énfasis en la 
gestión inteligente del patrimonio natural y cultural, señalando de forma 
específica la relevancia de los paisajes culturales. 
 
                                                                                                                                
b) Los estudios de integración paisajística, que valoran los efectos sobre el carácter y la 
percepción del paisaje de planes no sometidos a evaluación ambiental y territorial estratégica, 
así como de proyectos y actuaciones con incidencia en el paisaje y establecen medidas para 
evitar o mitigar los posibles efectos negativos, conforme al anexo II de esta ley. 
c) Los programas de paisaje, que concretan las actuaciones necesarias para garantizar la 
preservación, mejora y puesta en valor de paisajes que requieren intervenciones específicas e 
integradas, conforme al anexo III de esta ley. 
545 BOJA núm. 62, de 29 de marzo de 2012. 
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Finalmente, podemos incluir en esta relación la normativa emanada por las 
entidades locales, que como indica BARRANCO PÉREZ546 ha venido aflorando 
sobre todo en la última década, debido a la creciente preocupación de los 
municipios por la protección del medio ambiente y por garantizar una adecuada 
calidad de vida a sus ciudadanos. Esta normativa, recogida en las comúnmente 
denominadas “Ordenanzas de Paisaje Urbano”, viene a establecer una serie de 
criterios de actuación sobre determinados elementos que tienen especial 
incidencia en el paisaje de cada localidad, ya sea por sus condiciones 
históricas, patrimoniales, culturales, etc. Aunque la mayoría de las 
determinaciones de estas regulaciones presentan una incidencia prioritaria 
sobre los entornos urbanos, la propia autora señala que existen supuestos en 
los que estas normas locales introducen elementos o criterios de intervención 
en suelo rural, destinados a impedir que las actuaciones realizadas en estos 
entornos provoquen afecciones sensibles sobre los entornos paisajísticos 
rurales existentes en los respectivos términos municipales. 
 
Este tratamiento del paisaje desde el ámbito local también ha tenido reflejo en 
la diferente consideración que ostenta en los instrumentos de planeamiento y, 
en concreto, en los de planificación urbanística. De este modo, según la propia 
autora citada, la consideración del paisaje en estos instrumentos ha 
evolucionado desde la exclusiva consideración como elemento para determinar 
la necesidad de especial protección del suelo, hasta conformar un elemento 
transversal de la propia consideración territorial, constituyéndose en un criterio 
de referencia para formular las propuestas de ordenación de los diferentes 
ámbitos y, en concreto, como medida de limitar o potenciar los posibles 
desarrollos urbanos autorizables. De forma evidente, esta intervención del 
elemento paisajístico se ha visto reforzada por su introducción en la evaluación 
ambiental de los planes que, en definitiva, determina la necesidad de contrastar 
conforme a criterios de incidencia paisajística, toda propuesta de nuevos 
desarrollos que se propongan en la nueva ordenación a implementar. 
 
                                            
546 BARRANCO PÉREZ, María Teresa (2017). 
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Sobre esta cuestión, GIFREU FONT547 apunta que el planeamiento general 
debe definir los objetivos y criterios ambientales que han de seguir las políticas 
urbanísticas municipales, de conformidad con los principios y directrices 
establecidos en la legislación urbanística, entre ellos, la sostenibilidad global 
del modelo de ordenación, la biodiversidad territorial, el patrimonio natural y la 
calidad del paisaje. Esta cuestión tendrá evidentemente su reflejo en la 
evaluación ambiental del plan en el marco de su aprobación urbanística.  
 
En base a esta exigencia, la jurisprudencia ha venido a admitir la posible 
modulación de los aspectos urbanísticos de presenten una incidencia 
paisajística, al estimar que su desarrollo se encuadra dentro de las 
competencias municipales de control de los impactos ambientales o visuales 
incluidos en todo proceso de planificación. A modo de ejemplo, la STSJ de 
Galicia de 15 de enero de 2019 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 
2ª, rec. 4192/2017. Ponente MARTÍNEZ QUINTANAR, 
ECLI:ES:TSJGAL:2019:127), valida expresamente los preceptos de la 
regulación municipal que establecen limitaciones a la introducción de 
elementos que pueden provocar impactos en los entornos visuales, como 
medida adoptada en aplicación de las atribuciones que a tal efecto le otorga la 
normativa vigente.  
 
En definitiva podemos concluir que, conforme a los condicionantes asumidos 
por el Reino de España con la ratificación del Convenio Europeo del Paisaje, el 
tratamiento de los distintos entornos visuales debe abordarse desde un punto 
de vista integral, requiriendo la realización de análisis específicos de esta 
materia en los procesos de diagnóstico territorial que se realicen en los 
diferentes instrumentos de planificación y la introducción de instrumentos y 
programas específicos relativos a los aspectos paisajísticos de los diferentes 
ámbitos geográficos. Para ello, conforme ha indicado la doctrina que ha 
analizado la materia, sería deseable que la normativa estatal introdujera una 
regulación básica que pudiera uniformar los aspectos fundamentales el 
                                            
547 Op. cit. (2017).  
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tratamiento del paisaje en su concepción integral del territorio, atribuyendo 
posteriormente a las Comunidades Autónomas su desarrollo conforme a las 
necesidades apreciadas en cada concreta realidad territorial548.    
     
 
2. El paisaje como valor determinante de la especial protección del suelo. 
 
El otro aspecto sobre el que debemos analizar el paisaje como elemento 
determinante dentro de la ordenación del territorio, es el que directamente lo 
configura como valor susceptible de fundamentar la especial protección del 
suelo en el que se identifique, equiparándose de este modo al resto de valores 
incluidos en la relación del artículo 13 del TRLS2015 y en la normativa territorial 
o urbanística autonómica de aplicación. 
 
En este caso, la legislación estatal se refiere expresamente al paisaje en la 
regulación sobre espacios naturales, al incluirlo en el artículo 2.d) de la LPNYB 
como principio inspirador de su normativa549 y, conforme a esta consideración, 
configurarlo como valor determinante de la declaración de ciertas zonas como 
espacios naturales protegidos en función, solo o en compañía de otros 
elementos, de su identificación en el entorno550. En concreto, dentro de los 
espacios naturales el artículo 35 de la LPNYB regula los denominados paisajes 
protegidos551, definidos como partes del territorio que las Administraciones 
competentes, a través del planeamiento aplicable, por sus valores naturales, 
estéticos y culturales, y de acuerdo con el Convenio del Paisaje del Consejo de 
Europa, consideren merecedores de una protección especial. De esta 
                                            
548 Cfr. MULERO MENDIGORRI, Alfonso (2013). 
549 d) La conservación y preservación de la variedad, singularidad y belleza de los ecosistemas 
naturales, de la diversidad geológica y del paisaje. 
550 De forma específica la LPNYB hace referencia al paisaje al hacer referencia a la 
geodiversidad o diversidad geológica, como variedad de elementos geológicos, incluidos rocas, 
minerales, fósiles, suelos, formas del relieve, formaciones y unidades geológicas y paisajes que 
son el producto y registro de la evolución de la Tierra y de la vida sobre la misma (art. 3). 
551 Los objetivos pretendidos con la declaración de estos paisajes protegidos son la 
conservación de los valores singulares que los caracterizan, la preservación de la interacción 
armoniosa entre la naturaleza y la cultura en una zona determinada y el mantenimiento de las 
prácticas de carácter tradicional que contribuyan a la preservación de sus valores y recursos 
naturales. 
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definición legal podemos extraer varias conclusiones relativas a la 
consideración de los paisajes como valor de los suelos protegidos: 
 
En primer lugar, podemos destacar que la determinación concreta de lo que se 
considera un paisaje susceptible de protección se remite al Convenio Europeo 
del Paisaje, por lo que su definición debe ponerse en consonancia con los 
parámetros que se contienen en el mismo y a los que se ha hecho referencia 
anteriormente. 
 
Conforme a esta realidad, cabe apuntar que esta definición asume en su 
integridad el sentido territorial de la cuestión paisajística, es decir, como afirma 
MATA OLMO552 la idea innovadora desde el punto de vista jurídico y político de 
que todo territorio es paisaje, que cada lugar se manifiesta en la especificidad 
de su paisaje, independientemente de su calidad y del aprecio social que 
merezca. De este modo, según el Convenio, paisaje es cualquier parte del 
territorio, tal y como la percibe la población, cuyo carácter sea el resultado de la 
acción y la interacción de factores naturales y/o humanos (traducción del 
Instrumento de Ratificación del Convenio Europeo del Paisaje, BOE de 5 de 
febrero de 2008).  
 
En resumen, se trata de una definición basada en preocupaciones ambientales 
y culturales, con una motivación eminentemente social y fundada en tres 
nociones esenciales: territorio, percepción y carácter singular. 
 
En segundo lugar, cabe resaltar que la normativa estatal parece atribuir 
expresamente a los instrumentos de planeamiento con incidencia territorial la 
virtualidad de delimitar estos paisajes protegidos, lo que conlleva la necesidad 
de que su establecimiento venga precedido de un análisis del territorio cuyo 
resultado propugne la delimitación de la zona protegida por la concurrencia en 
el mismo, al menos, de un paisaje merecedor de una protección específica con 
un régimen jurídico singularizado. Esta cuestión presenta, además, algunos 
                                            
552 MATA OLMO, Rafael (Coordinador) (2009, pág. 35). 
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matices sobre los que debe hacerse una breve referencia, como es la relativa 
al tipo de planeamiento que puede delimitar los paisajes protegidos 
(considerados como paisajes protegidos con el alcance y efectos de la 
LPNYB).  
 
En este caso, aunque la regulación del citado artículo 35 de la ley estatal no 
determina expresamente el tipo de instrumento de planeamiento que puede 
servir de medio de delimitación de estos espacios naturales, la referencia que 
hace el artículo 37.1 de la propia LPNYB a que su creación es competencia de 
las Comunidades Autónomas, parece sugerir la necesidad de que el 
instrumento de planificación preciso para contener o fundamentar la 
declaración del paisaje protegido requiera la aprobación autonómica, pudiendo 
en tal caso ser de ámbito territorial, ambiental (como el PORN553) o, incluso, de 
ámbito sectorial (lo que incluye a los instrumentos de planificación paisajística a 
los que se ha hecho referencia anteriormente).  
 
Esta reflexión, reiterando lo apuntado, es predicable únicamente para la 
consideración del paisaje como valor determinante para la declaración de un 
paisaje protegido dentro del ámbito de los espacios naturales de la LPNYB, 
debido a que nada obsta a que los poderes planificadores identifiquen valores 
paisajísticos en su labor de análisis territorial y, en consecuencia con este 
resultado, delimiten ámbitos de suelo especial protegido sin alcanzar la 
consideración de espacio natural a efectos de su declaración en el ámbito de la 
normativa aplicable o, incluso, que esta identificación y delimitación se realice 
mediante otros tipos de instrumentos, como sería el caso de los de 
planificación urbanística, lo que tampoco conllevaría de forma ordinaria su 
declaración como espacio natural a efectos de la LPNYB. 
                                            
553 En este caso, el propio artículo 20 de la LPNYB dispone en relación con los PORN: 
Artículo 20. Contenido mínimo. 
Los Planes de Ordenación de los Recursos Naturales tendrán como mínimo el siguiente 
contenido: 
b) Inventario y definición del estado de conservación de los componentes del patrimonio natural 
y la biodiversidad, de los ecosistemas y los paisajes en el ámbito territorial de que se trate, 
formulando un diagnóstico del mismo y una previsión de su evolución futura. 
e) Aplicación, en su caso, de alguno de los regímenes de protección de espacios naturales. 
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En todo caso, como afirma igualmente MATA OLMO554, la unidad de paisaje no 
suele tener una traslación directa a la propuesta de clasificación urbanística, 
excepto en el caso de determinadas piezas de reducido tamaño, homogéneas 
y de alta calidad en su conjunto, que pueden dar lugar a suelos rústicos o no 
urbanizables de protección por sus valores paisajísticos. Lo habitual es que 
dentro de una misma unidad se puedan diferenciar áreas de distinta calidad 
atendiendo a los factores de valoración considerados y, concretamente, al 
diverso grado de integridad o conservación del paisaje. Más frecuente resulta 
en la experiencia de otros países de nuestro entorno, que los instrumentos de 
planificación territorial o los explícitamente paisajísticos incluyan criterios de 
ordenación y gestión (entre los que puede figurar la protección de 
determinadas áreas) para cada paisaje o tipo de paisaje en función de sus 
características. 
 
En tercer lugar y en consonancia con esta última reflexión, puede destacarse 
que la LPNYB atribuye a los paisajes protegidos una consideración plural, al 
introducir otros elementos que deben ponerse en relación para identificar un 
espacio natural de naturaleza paisajística, citando concretamente los valores 
naturales, estéticos y culturales555. Este necesario carácter plural de los 
paisajes protegidos ha sido destacado por autores como LASAGABASTER 
HERRARTE y LAZCANO BROTÓNS556, afirmando que el mecanismo más 
habitual que ofrece la normativa estatal para articular una protección jurídica 
efectiva del paisaje es, precisamente, la declaración de ciertas zonas como 
espacios naturales protegidos en función, sólo o entre otros elementos, de su 
propio paisaje, para proteger los considerados como excepcionales o 
singulares557. De esta manera, los citados autores incluyen dentro de las 
finalidades a las que específicamente puede obedecer la declaración de un 
espacio, la de proteger aquellas áreas y elementos naturales que ofrezcan un 
                                            
554 Op. cit. (2009, pág. 47). 
555Cfr. GARCÍA CODRON, Juan Carlos; DE MEER LECHA-MARZO, Ángela y DE LA PUENTE 
FERNÁNDEZ, Leonor (2012, págs. 106-109). 
556 LASAGABASTER HERRARTE, Iñaki y LAZCANO BROTÓNS, Íñigo (2004, págs. 150 y ss.). 
557 Al estilo del ejemplo antes citado de la Ley de la Huerta Valenciana. 
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interés singular desde el punto de vista paisajístico, entre otros factores a 
considerar, concibiendo el paisaje a partir de la interrelación de otros elementos 
(culturales, arquitectónicos, artísticos, etc.). En el mismo sentido, BARREDA 
BARBERÁ558 define al paisaje como “la conjunción de un espacio físico con los 
valores ambientales y culturales por los que resulta identificable”. 
 
Esta diversidad de elementos con los que se relaciona la consideración de 
paisaje determina que el ámbito de lo paisajísticamente permitido y prohibido 
en la gestión de estos espacios protegidos vendrá determinado, precisamente, 
por la normativa específica de cada zona en concreto, lo que podrá atender a 
realidades distintas de las específicamente naturales en el caso de que los 
elementos presentes en el entorno sean de naturaleza artificial (construcciones, 
carreteras, puentes, iglesias,  etc.), lo que conllevará en la práctica el diferente 
tratamiento de cada zona a la hora de abordar por el planeamiento la precisa 
finalidad tuitiva de protección del entorno. 
 
A mayor abundamiento, cabe añadir a lo anterior la formulación doctrinal de 
valores de naturaleza mixta en los que participa el elemento paisajístico a 
modo de común denominador, que muestran el reflejo de la interacción de dos 
o más valores en un entorno determinado y que configuran subtipos 
individualizados de paisajes identificables y, por consiguiente, objeto inclusión 
en ámbitos de suelo protegido.  
 
Siguiendo a OREJAS SACO DEL VALLE559 podemos distinguir básicamente 
dos tipos de estos valores mixtos, como son los “paisajes naturales” y los 
“paisajes culturales”, incluyendo los primeros los entornos en los que la 
apreciación sensorial a proteger contiene elementos de carácter natural, físico, 
ambiental o geológico, lo que supone que, a priori, el aspecto visual del entorno 
no ha sido transformado o alterado (al menos de forma directa o intencionada) 
por la actuación humana560. 
                                            
558 BARREDA BARBERÁ, Juan (2008, pág. 223). 
559 OREJAS SACO DEL VALLE, Almudena (2001). 
560 Cfr. PLAZA GUTIÉRREZ, Juan Ignacio (2016). 
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Por el contrario, en el caso de los denominados “paisajes culturales” los 
elementos que se asocian a la percepción visual para configurar el entorno 
protegido han surgido como consecuencia de la actividad humana y su valor 
intrínseco reside en la combinación de lo natural y lo cultural, es decir, la 
interacción entre la población y el medio, que en definitiva es el fundamento de 
la necesidad de regular su protección.  
 
La citada autora561 expone que ya en 1992 la Convención sobre la Protección 
del Patrimonio Mundial de la UNESCO se convirtió en el primer documento 
jurídico que asumía la figura del paisaje cultural562 como "representación 
combinada de la labor de la naturaleza y el hombre", así como la necesidad de 
su protección. Incluso, dentro de este tipo de valor plural pueden distinguirse, a 
su vez, tres tipos de paisajes culturales:  
 
• Paisajes evolutivos, entre los que se encuentran los que han 
evolucionado orgánicamente y que, a su vez, pueden dividirse entre 
paisajes vivos y paisajes fósiles (o relictos).  
 
• Paisajes culturales asociativos, que cuentan con una marcada 
vinculación entre fenómenos religiosos, artísticos o culturales y el 
elemento natural.  
 
• Paisajes culturales ordenados o acondicionados, diseñados y 
creados por el hombre intencionalmente (parques, jardines 
históricos, etc.).  
                                            
561 Op. cit. (2001, pág. 6).  
562 El denominado Plan Nacional de Paisaje Cultural, aprobado en la sesión del Consejo de 
Patrimonio Histórico celebrada en Madrid el 4 de octubre de 2012, define el paisaje cultural 
como el "resultado de la interacción en el tiempo de las personas y el medio natural, cuya 
expresión es un territorio percibido y valorado por sus cualidades culturales, producto de un 
proceso y soporte de la identidad de una comunidad". En este sentido, el paisaje cultural es 
una realidad dinámica, resultado de los procesos que se producen a lo largo del tiempo en un 
territorio, y compleja porque la integran componentes naturales y culturales, materiales e 
inmateriales, tangibles e intangibles. La complejidad que encierra el paisaje cultural hace que 
sea necesario arbitrar los mecanismos apropiados de identificación, protección y gestión, que 
encuentran su marco idóneo en la elaboración del citado Plan Nacional.  
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En definitiva, se aprecia como el paisaje en su vertiente de valor a proteger en 
el suelo no urbanizable suele presentarse de forma conjunta con otros 
elementos de carácter físico, debido a que el elemento principal de la 
percepción sensitiva del valor paisaje presenta un indudable carácter subjetivo, 
que debe ponerse en relación con otro u otros elementos de naturaleza objetiva 
para que pueda identificarse un paisaje como elemento susceptible de 
protección, y ello para poder otorgar al planificador la consistencia precisa en la 
conclusión de su análisis territorial que determine la necesidad de proteger un 
entorno determinado como paisaje natural o cultural, y pueda justificar así la 
prevalencia del interés público subyacente en dicha medida de protección 
frente al posible interés particular que discuta esta decisión administrativa. 
 
En el caso concreto de los paisajes culturales, CAÑIZARES RUIZ563 destaca 
las categorías que enumera el Plan Nacional de Paisaje Cultural, derivadas de 
las actividades que mayor capacidad configuradora para el paisaje han tenido, 
según una perspectiva histórica: 
 
• Actividades agrícolas, ganaderas y forestales, de forma 
independiente o asociadas (sistemas agro-silvo-pastoriles 
históricos), marinas, fluviales y cinegéticas; y actividades artesanales 
en relación con las anteriores. 
 
• Actividades industriales: minería, gran industria, energía, etc. 
 
• Actividades de intercambio, comerciales, asociadas sobre todo a 
ambientes costeros y/o fluviales. 
 
• Actividades relacionadas con acontecimientos sociales de carácter 
lúdico, simbólico, religioso, artístico, etc. 
 
                                            
563 CAÑIZARES RUIZ, María del Carmen (2014, pág. 169). 
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• Actividades ofensivo-defensivas, como instalaciones defensivas, 
campos de batalla, etc. 
 
• Sistemas urbanos o asentamientos históricos con protagonismo en 
la construcción de determinados paisajes a lo largo del tiempo. 
Aunque ciudades y otras formas de asentamiento constituyen 
estructuras o patrones paisajísticos integrantes e integrados en 
paisajes de dominante agro-silvo-pastoril, industriales, comerciales, 
etc., se los considera aquí de forma específica, cuando desempeñan 
un papel protagonista en el modelado y la imagen histórica de 
determinados paisajes. 
 
• Grandes infraestructuras de comunicación y transporte e hidráulicas, 
como artífices principales de imágenes de la construcción histórica 
del paisaje. 
 
• Escenarios asociados a acontecimientos históricos. 
 
• Itinerarios y rutas generadoras de paisajes culturales. 
 
Esta necesidad de dotar a la zona especialmente protegida por su valor 
paisajístico de un elemento material, ya sea éste natural o artificial, tiene 
además una incidencia directa sobre el régimen de protección que se asigne al 
ámbito delimitado por el planeamiento, y ello debido a que será el propio 
elemento material el que determinará las limitaciones impuestas sobre la zona, 
al ser el punto de contraste sobre el que se definirán las líneas de control del 
impacto visual que se quiere proteger. Como ejemplo de esta consideración del 
elemento material sobre el ámbito del paisaje en el que se ubica, podemos citar 
lo dispuesto en el artículo 19 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del 
Patrimonio Histórico de Andalucía, en el que se regula la contaminación visual 
o perceptiva, entendiendo por tal la intervención, uso o acción en un bien 
protegido o su entorno que degrade los valores de un bien inmueble integrante 
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del Patrimonio Histórico y toda interferencia que impida o distorsione su 
contemplación. Conforme a esta apreciación, se exige que los municipios en 
los que se encuentren bienes inscritos en el Catálogo General del Patrimonio 
Histórico de Andalucía, incluyan en su planeamiento urbanístico las medidas 
que eviten su contaminación visual o perceptiva564, lo que supone la necesidad 
de establecer zonas de limitación de usos por encontrarse en entornos visuales 
protegidos, que en el caso del suelo no urbanizable probablemente conllevará 
la inclusión de los ámbitos territoriales afectados en zonas de suelo protegido.  
 
En cualquier caso, cabe indicar que estos supuestos de limitación del impacto 
visual sobre el paisaje no pueden ser de tal entidad que, de facto, impidan la 
autorización de todo uso a las zonas sobre las que se proyecte el ámbito visual 
del paisaje, lo que requerirá en la mayoría de las ocasiones la introducción de 
medidas de “adaptación” de las construcciones y usos autorizados al entorno 
visual protegido565. A modo de ejemplo sobre esta cuestión pueden citarse la 
STSJ de Cataluña de 15 de diciembre de 2005 (Rec. 296/2005. Ponente 
TABOAS BENTANANCHS), que hace referencia a la aplicación de los 
preceptos destinados a la protección de los campos visuales y la armonía del 
paisaje, afirmando que no cabe declarar inedificables las fincas colindantes a 
una zona declarada como espacio natural debido a su interés medioambiental, 
ya que atendiendo a las características de la construcción proyectada no se 
puede indicar que por sí misma se produzca una limitación de los campos 
visuales; o la STS de 6 de noviembre de 2015 (Sala 3ª, Sección 5ª, rec. 
181/2014. Ponente: SUAY RINCÓN, EDJ 2015/205809), relativa a la 
                                            
564 Según el citado artículo tales medidas deberían contener, al menos, el control de los 
siguientes elementos: 
a) Las construcciones o instalaciones de carácter permanente o temporal que por su altura, 
volumetría o distancia puedan perturbar su percepción. 
b) Las instalaciones necesarias para los suministros, generación y consumo energéticos. 
c) Las instalaciones necesarias para telecomunicaciones. 
d) La colocación de rótulos, señales y publicidad exterior. 
e) La colocación de mobiliario urbano. 
f) La ubicación de elementos destinados a la recogida de residuos urbanos. 
565 Un análisis sobre esta cuestión se realiza por los autores Lorenzo GARCÍA MORUNO, Julio 
HERNÁNDEZ BLANCO, Francisco AYUGA TÉLLEZ y Justo GARCÍA NAVARRO en su obra: 
Localización de las construcciones en el ámbito rural ante la protección del paisaje. Informes de 
la Construcción vol. 50 núm. 458, págs. 61-70. Instituto de Ciencias de la Construcción 
Eduardo Torroja (CSIC), Madrid (1998). 
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determinación del régimen de usos del suelo de protección paisajística agrícola 
vitivinícola delimitado por las Normas de Conservación del Monumento Natural 
de Bandama (Gran Canaria). En este caso, el Alto Tribunal estima el recurso 
interpuesto frente a la previa STSJ de Canarias de 18 de octubre de 2013, 
ordenando la práctica de una prueba previamente desestimada cuyo objeto era 
anular o, al menos, modular las limitaciones a la creación de terrazas y al 
cultivo en espaldera en las zonas de uso tradicional y en suelo de protección 
paisajística agrícola vitivinícola. Con ello, el Tribunal Supremo avala la 
posibilidad de que los límites del cultivo en este tipo de suelo puedan ser 
modificados y, por consiguiente, variar conforme a la propuesta inicialmente 
contenida en su régimen de protección establecido por el planificador, para lo 
que ordena la realización de la prueba inicialmente desestimada.   
  
En último lugar y aunque fuera de la definición de paisaje natural contenida en 
el artículo 35 de la LPNYB, debemos hacer referencia a la posibilidad que 
igualmente recoge la norma estatal de establecer zonas periféricas de 
protección destinadas a evitar impactos ecológicos o paisajísticos procedentes 
del exterior sobre los espacios naturales declarados. Esta posibilidad, 
contenida en el artículo 38 de la Ley, determina la posibilidad de establecer 
auténticas servidumbres en zonas colindantes a espacios protegidos, a modo 
de elementos de amortiguación de los posibles efectos que los usos 
autorizados en las zonas contiguas a los espacios protegidos pudieran 
causarles, en previsión de afecciones no deseables a su integridad física objeto 
de protección. 
 
En el caso concreto de la posible afección paisajística, nos encontramos ante 
dos diferentes vías de actuación conforme a la posibilidad que se contiene en 
esta previsión legal, debido a que, por una parte, la imposición de estas zonas 
periféricas de protección puede suponer, de facto, el establecimiento de una 
zona protegida de naturaleza paisajística, cuyo elemento objetivo vendría 
determinado por la conjunción del elemento cuyo espacio visual se pretende 
preservar. Dicho de otro modo, el establecimiento de este tipo de servidumbres 
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sobre espacios naturales (independientemente del medio en el que se 
formulen, que dependerá de la propia declaración concreta del espacio natural 
sobre el que se impone la zona periférica), puede equiparse al establecimiento 
por el poder planificador de una zona de suelo protegido por su excepcional 
valor paisajístico, al no diferenciarse en la práctica el establecimiento de una 
zona de esta naturaleza de forma independiente o, como en estos casos, de 
forma vinculada a un espacio natural colindante566.  
 
Desde otro punto de vista, cabe señalar que si el espacio natural sobre el que 
se pretende establecer una zona periférica de protección es un paisaje 
protegido, la servidumbre que conlleva esta declaración no dejará de ser el 
establecimiento de una zona diferenciada dentro del propio ámbito de la zona 
protegida por su excepcionalidad visual, cuya distinción vendrá determinada 
por la propia escala de limitaciones impuestas sobre su ámbito geográfico, que 
en buena lógica será más acentuada en el núcleo del paisaje protegido y, por el 
contrario, más atenuada sobre la zona de servidumbre colindante a la anterior. 
En todo caso, nos encontramos ante una posibilidad a la que el poder público 
correspondiente puede optar, pero que requerirá una fundamentación cuanto 
menos similar a la que motive el reconocimiento del paisaje protegido, y ello 
debido a que aunque el régimen de uso de la zona de servidumbre será mucho 
más laxo que el impuesto para el espacio natural al que rodea, su propio 
establecimiento requerirá la justificación de la necesidad de su imposición al 
venir derivado de la identificación de valores cuya presencia se infiere de forma 
indirecta o por mera relación de proximidad con el auténtico espacio natural 
objeto de protección.   
 
En relación a ambos supuestos de protección exterior de los paisajes 
protegidos LASAGABASTER HERRARTE y LAZCANO BROTÓNS567 sostienen 
                                            
566 A lo expuesto cabe añadir que el propio artículo 38 de la LPNYB en su inciso final dispone: 
“Cuando proceda, en la propia norma de creación, se establecerán las limitaciones 
necesarias.”, lo que viene a suponer el establecimiento ad hoc de un régimen jurídico 
individualizado con incidencia sobre los usos autorizables en la zona de protección, con lo que 
su situación se equipararía a todos los efectos con la de los espacios protegidos establecidos 
de forma singularizada. 
567 Op. cit. (2004, pág. 153). 
393





que su protección específica vendrá determinada por la puesta en aplicación de 
otras normas e instrumentos (de ordenación territorial, urbanísticos, 
demaniales, etc.), resultando de particular interés si se ubican los elementos 
locales constitutivos del concepto de paisaje, tanto el lugar de la percepción 
visual por los sujetos, como el del propio elemento percibido. Mediante esta 
afirmación los autores citados ponen de manifiesto la necesaria 
implementación de medidas de protección paisajística en ámbitos exteriores a 
los propios espacios protegidos, sugiriendo actuaciones concretas como es la 
obligación de adaptar las construcciones e infraestructuras a los entornos 
paisajísticos con los que interaccionan visualmente, lo que conlleva extender 
las medidas limitativas (aunque ciertamente de alcance mucho más restringido) 
a localizaciones externas a los espacios naturales protegidos y a sus posibles 
zonas de servidumbres de protección.  
 
En este sentido, GARCÍA MORUNO568 parte de la base de que el valor del 
paisaje constituye un patrimonio tangible, considerándolo como la aplicación de 
la acción humana sobre un soporte natural. Este soporte es físicamente 
diferente en cada sitio, por la forma o volumetría del enclave, lo que origina 
unas condiciones de visión específicas en cada lugar. Además, la acción 
humana imprime al entorno un carácter que se hace visible a través de los 
elementos que se construyen sobre él. Para este autor la actividad humana 
aplicada sobre el relieve inicial potencia trazos y geometrías, los contradice o 
introduce repetidamente un elemento para marcar un recorrido; éstas son 
maneras de apropiarse del genius loci o carácter del lugar y convertirlo en un 
territorio humano y, por tanto, intervenido. Como conclusión, afirma que el 
estudio de estos conceptos de soporte y recinto aporta argumentos esenciales 
para las teorías de intervención y es, por tanto, un fundamento importante para 
los criterios que intentan mantener la calidad de los paisajes. 
 
 
                                            
568 GARCÍA MORUNO, Lorenzo y otros (1998, pág. 62). 
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3. Referencias jurisprudenciales al paisaje como elemento determinante de la 
protección del suelo.      
  
Para finalizar este análisis del valor paisajístico debemos hacer referencia a la 
consideración que la jurisprudencia ha realizado sobre el mismo, partiendo de 
la base de que su tratamiento no se aparta de los parámetros dictados para el 
resto de valores de naturaleza ambiental, de los que se considera el paisaje 
parte integrante a efectos prácticos. Podemos citar como ejemplo la STS de 19 
de enero de 2012 (Sala 3ª, sec. 5ª. rec. 1286/2009. Ponente CALVO ROJAS, 
EDJ 2012/4559), relativa a la declaración del Paisaje Protegido de la Sierra de 
Bernia y Ferrer (Comunidad Valenciana). En esta resolución el Alto Tribunal 
desestima el recurso interpuesto frente a la previa STSJ de la Comunidad 
Valenciana de 8 de octubre de 2008, estimando que la interpretación asumida 
en su fallo fue ajustada a Derecho, incluyendo la siguiente reflexión de la 
sentencia recurrida:  
 
“…siendo de destacar que el artículo 33 de la Constitución Española (y 
establece que la función social del derecho de propiedad delimitará su 
contenido de acuerdo con las leyes, y que el artículo 47 impone a los 
poderes públicos la obligación de regular la utilización del suelo de 
acuerdo con el interés general, mientras que el artículo 45 les obliga a 
velar por la utilización racional de todos los recursos naturales con el fin 
de proteger y mejorar la calidad de vida y defender y restaurar el medio 
ambiente, de todo lo cual se deduce que la calificación de unos terrenos 
como suelo no urbanizable especialmente protegido, según disponen 
concordadamente los artículos 80, b y 86.2 de la Ley del Suelo, siempre 
que reúnan los valores ecológicos y paisajísticos que así lo justifiquen, 
es plenamente compatible con la normativa constitucional y no implica 
un vaciamiento del contenido esencial del derecho de propiedad, sino la 
delimitación de su contenido de acuerdo con su función social y 
conforme a la legalidad vigente". 
 
Por su parte, la STSJ de Andalucía de 13 de julio de 2015 (Sede de Málaga, 
Sala de lo Contencioso-Administrativo, sec. 3ª, rec. 422/2011. Ponente 
CARDENAL GÓMEZ, EDJ 2015/220167), que fue posteriormente confirmada 
por la STS de 11 de octubre de 2016, en su FD 6º afirma que el paisaje es un 
recurso natural que posee valores dignos de ser bien gestionados, protegidos y 
conservados, por lo que estima que para analizar un paisaje deben tenerse en 
cuenta características como formas de relieve, usos del territorio o impactos, 
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que estén presentes y justifiquen la actuación de que se trate569. En este caso, 
la Sala andaluza nítidamente afirma la capacidad del planificador urbanístico 
para delimitar zonas especialmente protegidas por su valor paisajístico, sin que 
se requiera una previa declaración como espacio natural o su inclusión en la 
ordenación territorial, lo que ratifica la posibilidad de que el valor paisajístico 
pueda ser considerado de forma individualizada dentro del análisis territorial de 
la planificación del suelo rural, motivando los elementos adicionales que forman 
parte del espacio visual que precisa protección específica, que como se ha 
apuntado anteriormente pueden ser de naturaleza muy diversa570.  
 
Esta potestad ha sido igualmente avalada por otras recientes decisiones 
judiciales, como son la STSJ de Andalucía de 31 de marzo de 2017 (Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, sec. 1ª, rec. 461/2011. Ponente GÓMEZ PASTOR, 
EDJ 2017/325811), en la que se afirma la posibilidad de que el planeamiento 
pueda delimitar zonas de suelo rural que, sin contener unos valores 
medioambientales excepcionales, sin embargo reúnan características naturales 
o paisajísticas (tanto actuales como potenciales), de interés en el contexto del 
ámbito sujeto a planificación y que, de forma motivada, merezcan ser tratadas 
de modo que queden preservadas de eventuales procesos de urbanización. 
 
La capacidad de la Administración para determinar ámbitos protegidos en virtud 
de su potestad de identificar valores protegidos, entre los que evidentemente 
se encuentran los paisajísticos, se extrae igualmente de las múltiples ocasiones 
                                            
569 “…aunque el perito judicial nos haya valorado el valor paisajístico de estos terrenos desde 
este punto de vista, la Sala entiende que es legítimo que el planificador, en la medida en que 
pueda y que queden espacios libres de edificación, quiera preservar el paisaje por el enorme 
impacto visual que puede suponer para los que circulan por la autovía y pueden quedar 
impresionados favorable o desfavorablemente por el entorno de la ciudad y ello es así porque 
se lo impone el propio legislador que le ordena preservar del proceso de urbanización para el 
desarrollo los terrenos en que concurran valores paisajísticos o los que por razón de la 
ordenación urbanística merezcan ser tutelados. (…) En este sentido concluimos que hay 
justificación legal y motivación suficiente en el propio PGOU a la que ya nos hemos referido 
para mantener y justificar esta actuación y que también el informe presentado por el 
Ayuntamiento codemandado justifica su protección como Área de Sensibilidad Paisajística "con 
gran visibilidad desde todas las rondas". 
570 En este caso el elemento material asociado al valor paisajístico es el entorno visual de la 
ciudad conforme se aprecia desde la autovía de acceso, lo que pone de manifiesto la amplitud 
que puede predicarse de este ámbito de protección territorial. 
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en las que, en términos más o menos generales, el propio Tribunal Supremo ha 
apreciado expresamente esa realidad, como es el caso de la Sentencia de 12 
de diciembre de 2017  (Sala 3ª, sec. 5ª, rec. 2867/2016. Ponente FERNÁNDEZ 
VALVERDE, EDJ 2017/259421), por la que se estima que en el supuesto 
analizado se ha realizado una adecuada interpretación y aplicación de la 
normativa sectorial en materia de medio ambiente, no apreciando por el 
contrario ningún atisbo de arbitrariedad en la actuación administrativa 
enjuiciada, al fundamentar las decisiones adoptadas en base a criterios 
sustentados en las posibilidades de actuación otorgadas por la normativa 
vigente.  
 
Esta última reflexión es extensible a las posibles limitaciones y vinculaciones 
singulares que, independientemente incluso del tipo de suelo en que se 
incluyan, pueden imponerse sobre los terrenos colindantes a los espacios 
visualmente protegidos como medidas de protección derivadas de la necesidad 
de evitar impactos perjudiciales sobre los mismos. Evidentemente, su 
imposición debe venir precedida del correcto y fundamentado análisis de los 
posibles impactos que las áreas visuales pueden recibir de zonas contiguas, 
requiriendo la formulación de las medidas tendentes a su limitación, no solo 
mediante la prohibición de actuaciones de alto nivel de afección sino, incluso 
de forma preferente, mediante el establecimiento de las medidas de adaptación 
al entorno que aunque condicionen los usos autorizados en estos terrenos, sin 
embargo no supongan un gravamen excesivo o no debidamente justificado 
sobre los mismos.  
 
 
D. Los valores culturales, históricos, arqueológicos y científicos. 
 
Aunque el artículo 13 del TRLS2015 enumera los valores a proteger en suelo 
rural de forma diferenciada, como ya se ha apuntado anteriormente para el 
caso de los valores ambientales y paisajísticos, podemos establecer una 
evidente conexión entre algunos de ellos, debido a que todo elemento con valor 
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histórico existente en un ámbito de suelo rural lleva consigo un evidente 
carácter cultural; como por otra parte en la mayoría de los casos, los valores 
culturales apreciados en terrenos no urbanos deben contar con un elemento 
histórico que coadyuve a la apreciación de su necesidad de protección. Ni que 
decir tiene que los valores arqueológicos cuentan con un carácter cultural, 
histórico y científico innegable, por lo que podemos concluir que esta relación 
de elementos a proteger especialmente presenta una conexión en sus 
principios fundamentales que permite realizar sobre ellos un tratamiento 
conjunto571.  
 
Todo lo anterior, además, debe apreciarse bajo el prisma de la interrelación 
que los valores patrimoniales, naturales o artificiales (culturales) presentan con 
el valor paisajístico, como ya se ha analizado en el punto anterior. Como al 
efecto afirman ALONSO y JIMÉNEZ-BLANCO572, para el legislador el concepto 
de patrimonio histórico español encuadra todo lo inherente la españolidad de 
los bienes y elementos que conforman la identidad cultural e histórica del 
pueblo español. Con objeto de salvaguardar esa identidad histórica y cultural 
se articulan las distintas medidas previstas en la normativa para proteger esos 
bienes y elementos, lo que inevitablemente requiere su consideración a efectos 
de la planificación del territorio en el que se localizan. 
 
En consecuencia con esta afirmación, la exigencia de incluir los valores 
culturales, históricos, arqueológicos y científicos identificados en suelo no 
urbanizable en un régimen de especial protección, aparte de contenerse en la 
normativa estatal sobre suelo, se encuentra de forma generalizada en la 
normativa urbanística de las diferentes Comunidades Autónomas, como puede 
comprobarse sin ánimo de exhaustividad en los artículos 46.1 de la LOUA, 
47.1.b) del Decreto Legislativo 1/2010, de 18 de mayo, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad 
                                            
571 De hecho, en la mayoría de normas urbanísticas autonómicas los valores de esta naturaleza 
se regulan de forma equivalente, como puede apreciarse en el artículo 43.1 puntos c) y e) de la 
LOUA. 
572 ALONSO, Alejandro y JIMÉNEZ-BLANCO, Gonzalo (2016). 
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Urbanística de Castilla-La Mancha, o el 11.b) de la Ley 15/2001, de 14 de 
diciembre, del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura.  
 
Sobre la importancia de la protección de los valores culturales o patrimoniales 
presentes en el territorio, GALINDO GONZÁLEZ y SABATÉ BEL573 declaran su 
capacidad de estructurar el propio ámbito territorial y fomentar su desarrollo, al 
exponer que en Europa encontramos cada vez más proyectos de parques 
industriales, mineros, agrícolas, fluviales, recorridos históricos, paisajes bélicos, 
parques arqueológicos o similares. Del análisis de los más significativos de 
estos proyectos podemos concluir que la gestión inteligente de los recursos 
patrimoniales supone, en variados y diversos territorios, uno de los factores 
clave para su desarrollo económico, porque atrae turismo e inversiones, genera 
ámbitos de actividad y puestos de trabajo, pero fundamentalmente, porque 
refuerza la autoestima y cohesión de la comunidad. Algunas de las iniciativas 
más recientes y exitosas de ordenación territorial evidencian el interés de esta 
nueva aproximación y contemplan las premisas básicas de identificar los 
recursos de mayor interés y ofrecer una interpretación estructurada y atractiva 
de ellos, narrar una historia capaz de atraer visitas e inversiones, descubrir 
oportunidades de actividad y áreas de proyecto y, en definitiva, situar el 
territorio en condiciones de iniciar un nuevo impulso de desarrollo económico. 
 
Esta realidad, aparte de requerir la protección de los bienes en los que se 
aprecien valores culturales o patrimoniales inherentes, reclama la necesidad de 
contar con una atención específica y preponderante por parte de los 
instrumentos de ordenación territorial y urbanística, estableciendo en ellos los 
criterios y las medidas que garanticen su correcta conservación y, conforme a 





                                            
573 GALINDO GONZÁLEZ, Julián y SABATÉ BEL, Joaquín (2009, págs. 26 y 27). 
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1. La normativa española sobre patrimonio histórico.       
 
La normativa sectorial aplicable, que determinará el régimen al que deben 
adaptarse los usos permitidos en el suelo en el que se identifiquen estos 
valores, según dispone la normativa estatal sobre suelo, se contiene en lo que 
respecta al Estado fundamentalmente en la Ley 16/1985, de 25 de junio, del 
Patrimonio Histórico Español574 (LPHE), que en su artículo primero hace 
referencia a los inmuebles y otros bienes que lo integran, entre los que también 
forman parte el patrimonio documental y bibliográfico, los yacimientos y zonas 
arqueológicas, así como los sitios naturales, jardines y parques, que tengan 
valor artístico, histórico o antropológico. Con esta descripción la norma estatal 
afirma la procedencia de que determinados elementos patrimoniales y sitios 
naturales575 puedan ser considerados parte del patrimonio histórico en función 
de sus valores inherentes. En relación con esta definición legal, es preciso 
hacer referencia al concepto de Bien de Interés Cultural (BIC), categoría 
jurídica en la que, conforme a los artículos 9 y siguientes de la LPHE, un 
determinado bien material o inmaterial ostenta una singular protección y tutela 
al ser declarado en tal condición por la propia ley o mediante resolución de 
forma individualizada.  
 
A los efectos que nos interesan particularmente en el presente trabajo, 
debemos referirnos al artículo 11.2 en el que se dispone que la resolución del 
expediente que declare un Bien de Interés Cultural deberá describirlo 
claramente, lo que en el caso de inmuebles debe conllevar la delimitación del 
entorno afectado por la declaración y, en su caso, la definición y enumeración 
de las partes integrantes, las pertenencias y los accesorios comprendidos en la 
declaración. Esta afirmación legal determina que el entorno protegido por un 
BIC forma parte integrante del mismo, lo que incidirá en la consideración del 
                                            
574 BOE núm. 155, de 29 de junio de 1985. 
575 Evidentemente, el supuesto tipo de esta consideración es el configurado por la presencia de 
un elemento patrimonial en un entorno natural, lo que determinaría su consideración conjunta a 
efectos de la planificación de su ámbito territorial.  
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suelo en el que se localice, al encontrarse sometido al mismo régimen de 
protección atribuible al elemento patrimonial que fundamentó su declaración576.  
 
Esta afirmación ha de ponerse en relación con la exigencia contenida en el 
posterior artículo 17, que hace referencia expresa a los BIC del tipo “conjuntos 
históricos”, requiriendo que en su proceso de declaración se consideren sus 
relaciones con el área territorial al que pertenece, así como la protección de los 
accidentes geográficos y parajes naturales que conformen su entorno. Aunque 
esta exigencia se predica expresamente para un tipo concreto de BIC, debido a 
su especial configuración de posible dispersión geográfica, de facto puede 
extenderse a los otros tipos regulados en la LPHE, al incluir en el proceso de 
delimitación de su entorno las necesarias referencias a las zonas anexas al 
elemento protegido y la justificación de su carácter accesorio al mismo. 
 
Pero la vinculación primordial que los BIC presentan sobre el planeamiento de 
los lugares en los que se ubican se contiene en los artículos 20 y 21 de la 
propia LPHE, en los que se recogen las exigencias que su declaración 
representa para el planeamiento urbanístico de los correspondientes términos 
municipales. De este modo, el artículo 20 establece para los Conjuntos y Sitios 
Históricos, así como para las Zonas Arqueológicas, la obligación de redactar un 
Plan Especial de Protección del área afectada por la declaración u otro 
                                            
576 La concreta definición del BIC vendrá determinada por su concreta naturaleza, distinguiendo 
la LPHE las siguientes categorías: 
- Monumentos: aquellos bienes inmuebles que constituyen realizaciones arquitectónicas o de 
ingeniería, u obras de escultura colosal siempre que tengan interés histórico, artístico, científico 
o social. 
- Jardín Histórico: espacio delimitado, producto de la ordenación por el hombre de elementos 
naturales, a veces complementado con estructuras de fábrica, y estimado de interés en función 
de su origen o pasado histórico o de sus valores estéticos, sensoriales o botánicos. 
- Conjunto Histórico: agrupación de bienes inmuebles que forman una unidad de asentamiento, 
continua o dispersa, condicionada por una estructura física representativa de la evolución de 
una comunidad humana por ser testimonio de su cultura o constituir un valor de uso y disfrute 
para la colectividad. Asimismo, es Conjunto Histórico cualquier núcleo individualizado de 
inmuebles comprendidos en una unidad superior de población que reúna esas mismas 
características y pueda ser claramente delimitado. 
- Sitio Histórico: lugar o paraje natural vinculado a acontecimientos o recuerdos del pasado, a 
tradiciones populares, creaciones culturales o de la naturaleza y a obras del hombre, que 
posean valor histórico, etnológico, paleontológico o antropológico. 
- Zona Arqueológica: lugar o paraje natural donde existen bienes muebles o inmuebles 
susceptibles de ser estudiados con metodología arqueológica, hayan sido o no extraídos y 
tanto si se encuentran en la superficie, en el subsuelo o bajo las aguas territoriales españolas. 
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instrumento de planeamiento de los previstos en la legislación urbanística, con 
el informe favorable de la Administración competente para la protección de los 
bienes culturales afectados. Como afirma ALEGRE ÁVILA577 esta exigencia 
determina que las previsiones de la Ley se configuren como mero marco 
delimitador de la regulación que los concretos Planes Especiales pueden 
albergar, constriñendo su funcionalidad a la labor de erigirse en soporte de las 
prescripciones, previsiones de planeamiento y prohibiciones que aseguren la 
identidad del elemento a cuyo servicio se orienta la declaración de Bien de 
Interés Cultural.  
 
Con este requisito la norma estatal reclama la introducción de un elemento de 
protección expreso para el BIC declarado, asegurándose de este modo la 
garantía de su salvaguarda ante posibles contradicciones con lo establecido en 
los instrumentos de planeamiento vigentes. Esta realidad se demuestra con la 
exigencia de autorización previa para otorgar licencias urbanísticas en los 
lugares calificados como BIC en tanto que no se apruebe el instrumento de 
planeamiento específico para el elemento protegido y que, por este motivo, 
cesa en el momento en que entre en vigor, todo ello debido a que mediante la 
aplicación de las directrices del nuevo planeamiento se entiende asegurada la 
protección requerida para el BIC declarado.  
 
Según afirma ANGUITA CANTERO578, mediante la introducción del 
planeamiento en los ámbitos de protección de los bienes culturales el legislador 
trata de resolver el problema de la concurrencia competencial sobre la materia, 
armonizando su desarrollo mediante el establecimiento de la medida 
precautoria de otorgar a la Administración Autonómica la potestad de emitir 
informe vinculante en tanto que se formule el preceptivo Plan Especial sobre el 
entorno patrimonial protegido, momento a partir del cual la competencia pasa a 
ser asumida directa y exclusivamente por la Administración Local 
correspondiente. 
 
                                            
577 ALEGRE ÁVILA, Juan Manuel (2015, págs. 232 y ss.). 
578 ANGUITA CANTERO, Ricardo (2009, pág. 225). 
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Por su parte, el artículo 21 determina para el supuesto de los Conjuntos 
Históricos la necesidad de que el planeamiento realice su catalogación, según 
lo dispuesto en la legislación urbanística, de los elementos unitarios que 
conforman el BIC tanto inmuebles edificados como espacios libres exteriores o 
interiores, u otras estructuras significativas, así como de los componentes 
naturales que lo puedan acompañar, definiendo los tipos de intervención 
posible.  
 
Por lo que respecta al régimen de la autorización de usos sobre los elementos 
patrimoniales declarados BIC recogido en la LPHE, incluye la necesidad de 
someter igualmente la concesión de licencias a la previa autorización de la 
Administración competente en materia de protección cultural579, salvo en los 
casos en los que el planeamiento específico haya moldeado su régimen de 
utilización, a lo que hay que añadir el especial régimen sancionador que se 
contiene en el Título IX de la Ley para reaccionar frente a las infracciones 
cometidas, siempre que la actuación no fuera considerada expresamente como 
ilícito penal.  
 
Además de todo lo expuesto, cabe añadir que las Comunidades Autónomas en 
uso de sus competencias han aprobado su propia normativa sobre patrimonio 
histórico en desarrollo de la estatal, en la que establecen sus propios medios 
de identificar, catalogar y proteger los bienes materiales e inmateriales que 
requieren un régimen jurídico singularizado que garantice su conservación580. 
Por ejemplo, la citada Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio 
Histórico de Andalucía581, recoge la regulación de los diversos elementos que 
pueden formar parte del Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, así 
                                            
579 Cfr. MARTÍNEZ MARTÍNEZ, María (2010, pág. 131). 
580 Sobre este punto, es preciso indicar que el artículo 11 del Real Decreto 111/1986, de 10 de 
enero, de desarrollo parcial de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, 
establece que corresponde al Ministerio de Cultura tramitar los expedientes para declarar de 
interés cultural los bienes integrantes del Patrimonio Histórico Español adscritos a servicios 
públicos gestionados por la Administración General del Estado o que formen parte del 
Patrimonio Nacional, en tanto que corresponderán a las Comunidades Autónomas la 
declaración de interés cultural de los restantes bienes del Patrimonio Histórico Español, cuya 
tramitación se regirá por su propia normativa. 
581 BOJA núm. 248, de 19 diciembre de 2007. 
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como la tramitación precisa para ello y los efectos que produce su inscripción. 
En este caso, se establece la relación de bienes inmuebles que pueden ser 
declarados BIC con arreglo a la normativa andaluza582 (art. 25), haciendo 
igualmente referencia a la declaración y delimitación de su entorno, formado 
por aquellos inmuebles y espacios cuya alteración pudiera afectar a los valores 
propios del bien de que se trate, a su contemplación, apreciación o estudio, 
pudiendo estar constituido tanto por los inmuebles colindantes inmediatos, 
como por los no colindantes o alejados (art. 28). 
 
Como no podría ser de otro modo, la norma andaluza también hace referencia 
a la incidencia que sobre el planeamiento territorial o urbanístico presenta la 
declaración de un bien como integrante del patrimonio histórico de la 
Comunidad Autónoma, al indicar su artículo 29.1 que:  
 
“Los instrumentos de ordenación territorial o urbanística, así como los 
planes o programas sectoriales que incidan sobre bienes integrantes del 
Patrimonio Histórico identificarán, en función de sus determinaciones y 
a la escala que corresponda, los elementos patrimoniales y 
establecerán una ordenación compatible con la protección de sus 
valores y su disfrute colectivo. En el caso de planes urbanísticos, los 
elementos patrimoniales se integrarán en el catálogo urbanístico”.  
 
Además de esta previsión, realizada para los casos en que la planificación se 
realice de forma posterior a la inclusión de los bienes en el Catálogo General 
de Patrimonio Histórico Andaluz, la norma contiene las previsiones de 
adaptación para los supuestos contrarios, en los que se ha de adaptar el 
planeamiento en vigor a la nueva exigencia de los entornos a proteger. Para 
                                            
582 Distinguiendo entre: Monumentos, Conjuntos Históricos, Jardines Históricos, Sitios 
Históricos, Zonas Arqueológicas, Lugares de Interés Etnológico, Lugares de Interés Industrial y 
Zonas Patrimoniales. Esta enumeración supone una equiparación a los supuestos recogidos en 
la normativa estatal, con la introducción de las tres especialidades finales, que se definen 
como: a) Lugares de Interés Etnológico, aquellos parajes, espacios, construcciones o 
instalaciones vinculados a formas de vida, cultura, actividades y modos de producción propios 
del pueblo andaluz, que merezcan ser preservados por su relevante valor etnológico; b) 
Lugares de Interés Industrial, aquellos parajes, espacios, construcciones o instalaciones 
vinculados a modos de extracción, producción, comercialización, transporte o equipamiento 
que merezcan ser preservados por su relevante valor industrial, técnico o científico y c) Zonas 
Patrimoniales, aquellos territorios o espacios que constituyen un conjunto patrimonial, diverso y 
complementario, integrado por bienes diacrónicos representativos de la evolución humana, que 
poseen un valor de uso y disfrute para la colectividad y, en su caso, valores paisajísticos y 
ambientales.   
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ello, el artículo 30 introduce la obligación de adecuar el planeamiento 
urbanístico a las necesidades de protección de tales bienes en el plazo de dos 
años, mediante la aprobación de las innovaciones que fueran procedentes. En 
dicha adaptación del planeamiento se deberán recoger las medidas de 
protección que establece la propia normativa, incluyendo las relativas a la 
zonificación de los elementos protegidos y su concreta regulación de usos, 
afectando a la delimitación de los ámbitos de suelo no urbanizable del 
planeamiento vigente. 
 
En el resto de Comunidades Autónomas podemos encontrar regulaciones 
sobre patrimonio histórico y cultural de carácter similar a la andaluza583, como 
es el caso de la Ley 4/2013, de 16 de mayo, de Patrimonio Cultural de Castilla-
La Mancha584, en el que se establecen como figuras de protección específicas, 
aparte de los BIC regulados por su normativa, los bienes de interés patrimonial 
y elementos de interés patrimonial. La propia norma establece la obligación de 
que la Consejería competente en materia de Patrimonio Cultural emita informe 
vinculante en los procedimientos de aprobación, modificación y revisión de los 
instrumentos de ordenación territorial y urbanística. También podemos citar la 
Ley 3/2013, de 18 de junio, de Patrimonio Histórico de la Comunidad de 
Madrid585, la Ley 4/1999, de 15 de marzo, de Patrimonio Histórico de 
Canarias586 o la Ley 3/1999, de 10 de marzo, del Patrimonio Cultural 
Aragonés587. 
 
Esta equiparación que en términos generales realiza la normativa vigente sobre 
los elementos patrimoniales y el territorio en el que se ubican, ha derivado en 
que autores como CASTILLO RUIZ588 hagan referencia al término “patrimonio 
territorial”, definido como el producto de la conversión del espacio físico en 
objeto patrimonial mediante la fusión de las masas patrimoniales tanto 
                                            
583 Cfr. ANGUITA CANTERO, Ricardo (2009). 
584 Diario Oficial de Castilla-La Mancha núm. 100, de 24 de mayo de 2013. 
585 Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid núm. 144, de 19 de junio de 2013. 
586 Boletín Oficial de las Islas Canarias núm. 36, de 24 de marzo de 1999. 
587 Boletín Oficial de Aragón núm. 36, de 29 de marzo de 1999. 
588 CASTILLO RUIZ, José (2009, págs. 36 y ss.). 
405





naturales como culturales. Mediante la formulación de este concepto, se afirma 
el reconocimiento de los valores culturales, históricos y naturales que ostenta el 
territorio y que le otorgan su condición patrimonial, pasando a considerarse 
como un elemento singular vinculado a la sociedad en la que se localiza. Esta 
consideración del territorio como elemento patrimonial ha de tener su reflejo en 
los procesos de planificación y ordenación, que deben reconocer esta cualidad 
a los espacios en los que se identifiquen elementos patrimoniales y, en 




2. Especial referencia a las Zonas Arqueológicas. 
 
La singularidad de las Zonas Arqueológicas deriva de su condición de elemento 
patrimonial que reúne en un mismo ámbito todos los valores aludidos en el 
presente epígrafe, ya que indudablemente en un yacimiento arqueológico 
concurren valores culturales, históricos, científicos y, evidentemente, 
arqueológicos. A esta consideración cabe añadir la creciente importancia que 
los descubrimientos de esta naturaleza han venido asumiendo en la actualidad, 
no solo por la comunidad científica sino en general por la propia sociedad 
contemporánea, lo que ha motivado que en la normativa vigente sobre 
patrimonio histórico se traten de forma específica los elementos de naturaleza 
arqueológica que puedan identificarse en el territorio, exigiendo 
específicamente su protección singular589. 
 
En la LPHE se contiene la regulación específica del patrimonio arqueológico en 
su Título V, en el que se define como el conjunto de bienes muebles o 
inmuebles de carácter histórico, susceptibles de ser estudiados con 
metodología arqueológica, hayan sido o no extraídos y tanto si se encuentran 
en la superficie o en el subsuelo, en el mar territorial o en la plataforma 
continental, incluidos los elementos geológicos y paleontológicos relacionados 
                                            
589 Cfr. BARRACA DE RAMOS, Pilar (1994) y BARREDA BARBERÁ, Juan (2008, págs. 243-
245).  
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con la historia del hombre y sus orígenes y antecedentes (art. 40.1)590. El 
estudio o investigación de los elementos arqueológicos puede realizarse 
mediante excavaciones (lo que conlleva la remoción de la superficie del terreno 
en el que se encuentran) o mediante prospecciones (exploraciones sin 
remoción de la superficie del terreno). Toda excavación o prospección 
arqueológica deberá ser expresamente autorizada por la Administración 
competente, que deberá comprobar que los trabajos sean planteados y 
desarrollados conforme a un programa detallado y coherente, presidido por los 
requisitos de conveniencia, profesionalidad e interés científico. Los objetos y 
restos materiales que posean los valores que son propios del Patrimonio 
Histórico Español y sean descubiertos como consecuencia de excavaciones, 
remociones de tierra u obras de cualquier índole o por azar, se consideran en 
todo caso bienes de dominio público. 
 
Estas características confieren a los yacimientos arqueológicos la importancia 
capital que la normativa estatal les otorga expresamente y que es objeto de 
desarrollo por la normativa autonómica. Por ejemplo, la normativa andaluza a la 
que se ha hecho referencia anteriormente añade a la regulación estatal la 
consideración de la zona de servidumbre arqueológica, formada por aquellos 
espacios claramente delimitados en los que se presuma fundadamente la 
existencia de restos arqueológicos de interés y se considere necesario adoptar 
medidas precautorias. Esta zona de servidumbre será declarada por la 
Consejería competente, previa tramitación del correspondiente expediente 
administrativo que incluye una fase de información pública y posterior 
publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía. La realización de 
obras de edificación o cualquiera otra actuación que lleve aparejada la 
remoción de terrenos localizados en zonas de servidumbre arqueológica se 
deberá notificar a la Consejería competente que podrá ordenar, en su caso, la 
realización de catas o prospecciones arqueológicas previas a la ejecución de 
las actuaciones proyectadas. 
 
                                            
590  “Quedan declarados Bienes de Interés Cultural por ministerio de esta Ley las cuevas, 
abrigos y lugares que contengan manifestaciones de arte rupestre” (art. 40.2). 
407





Como indican RUIZ DEL ÁRBOL, SÁNCHEZ PALENCIA y LÓPEZ 
JIMÉNEZ591, están tomando cada vez más pujanza en el marco de las 
estrategias de planificación territorial los conceptos de paisaje y parque cultural, 
con el objeto de la valorización del patrimonio arqueológico, iniciado mediante 
las ideas sobre la "musealización" de los yacimientos arqueológicos que han 
dado paso a una preocupación por dotar al patrimonio arqueológico de una 
mayor dimensión espacial y temporal. Fruto de este cambio es el aumento en 
España de las zonas arqueológicas como figuras de protección del patrimonio 
o la creación de parques culturales como forma de valorar el patrimonio 
arqueológico.  
 
En relación con estos cambios se han producido transformaciones y nuevos 
desarrollos de medidas para la protección del patrimonio, tanto en su gestión 
como en su puesta en valor. En este contexto, los citados autores entienden 
que los arqueólogos son los responsables de hacer efectiva la cooperación con 
los planificadores de forma que se asegure una protección, valoración y 
difusión eficaces, dado que el patrimonio es considerado como un recurso 
explotable económicamente cuya rentabilidad debe ser abordada en  sentido 
cultural, económico y turístico, con el objeto que se convierta en un útil para el 
desarrollo de ciertas regiones en las que puede incluso llegar a ser el recurso 
más importante.  
 
En la misma línea, FERNÁNDEZ CACHO592 sostiene que el patrimonio 
arqueológico puede suponer un medio de desarrollo económico de zonas en 
las que se localicen yacimientos de alto valor científico o cultural, si bien la 
inversión pública en su puesta en valor y mantenimiento es difícilmente 
cuantificable bajo criterios de recuperación conforme a criterios de mercado. En 
todo caso, la autora expone tres aspectos que pueden ser analizados para 
evaluar su verdadera incidencia en el desarrollo económico y social, que son la 
creación de un nuevo sector como es el turismo cultural, el desarrollo de 
                                            
591 RUIZ DEL ÁRBOL, María; SÁNCHEZ PALENCIA, F. Javier y LÓPEZ JIMÉNEZ, Óscar 
(2001). 
592 FERNÁNDEZ CACHO, Silvia (2006, págs. 433-440). 
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artesanías tradicionales y la innovación. En todo caso, concluye la autora593, 
sean económicos, sociales o una mezcla de ambos, los beneficios que el 
patrimonio histórico aporta al conjunto de la sociedad no se corresponden con 
la pretensión de preservarlos bajo criterios mínimos y difícilmente justificables. 
 
En consonancia con lo anterior cabe indicar que, con arreglo a la normativa 
estatal sobre patrimonio histórico, no todo yacimiento arqueológico identificado 
exige la adaptación del planeamiento para reflejar su especial protección, 
debido a que para ello deberá ser previamente declarado BIC como Zona 
Arqueológica, aunque de hecho se apliquen sobre la zona afectada las 
medidas precautorias impuestas por la normativa vigente, como es el caso de 
la servidumbre recogida en la regulación andaluza antes expuesta. En sentido 
contrario, la adaptación del planeamiento se exige de forma expresa para el 
caso de que el yacimiento sea declarado BIC, conforme se determina en el 
artículo 20 de la LPHE.  
 
Sin embargo, esta afirmación ha de ser matizada conforme a la expresa opción 
que la normativa urbanística con carácter general otorga al planificador para 
que delimite una zona de especial protección del suelo en ámbitos en los que 
existan indicios razonados de la existencia de elementos de valor arqueológico, 
lo que determinará el establecimiento de un régimen jurídico con evidentes 
elementos de restricción de usos, al menos hasta que las actuaciones 
propuestas no hayan superado un análisis del subsuelo de carácter preventivo 
en el que se descarte la verdadera existencia de los bienes o restos con valor 
arqueológico. Esta situación, descrita como la del valor cultural en situación 
expectante, puede presentarse en la práctica en diversas formas que 
requerirán la adopción de medidas de distinto alcance, en función de que los 
elementos arqueológicos hayan sido o no efectivamente localizados. 
 
En el caso de que los elementos de valor arqueológico hayan sido localizados 
la posibilidad (e incluso necesidad) de adoptar medidas precautorias es, 
                                            
593 Citando expresamente a QUILICI. 
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evidentemente, mucho más plausible, debido a que la identificación de los 
terrenos concretos en los que se encuentren los bienes o restos determina la 
indudable competencia de la Administración para establecer las medidas 
preventivas correspondientes incluidas las posibles servidumbres adicionales 
como en el caso de Andalucía. No obstante, estas medidas se deben limitar al 
establecimiento de protocolos de actuación preventivos, exigidos para poder 
verificar la efectiva presencia de los bienes arqueológicos con anterioridad a la 
realización de actuaciones que pudieran afectar a su integridad, así como 
dificultar o impedir el acceso futuro a los mismos. Por el contrario, la adopción 
de medidas más restrictivas como es el establecimiento de un ámbito de 
protección individualizado, con un específico régimen de restricción de usos 
autorizables, requerirá la efectiva adaptación del planeamiento vigente o la 
tramitación del instrumento específico que fuera procedente594.  
 
Todas estas medidas de protección administrativa de los elementos con valor 
arqueológico, incluida la propia declaración del yacimiento como BIC, se 
encuentran sometidas al sistema procedimental arbitrado por la normativa 
vigente, con su inseparable fase de información pública y de presentación de 
alegaciones por parte los posibles interesados en el proceso, en garantía del 
cumplimiento del principio de seguridad jurídica exigible de toda actuación de 
los poderes públicos. De este modo, la absoluta certeza de la existencia de los 
bienes o restos arqueológicos no impide que los procesos de declaración del 
yacimiento como BIC se sometan al ordenamiento jurídico vigente, lo que 
puede retrasar o condicionar la adaptación del planeamiento vigente a la nueva 
realidad, como puede apreciarse en la STSJ de Canarias de 29 de abril de 
2004 (Sede de Santa Cruz de Tenerife, Sala de lo Contencioso-Administrativo, 
Sec. 1ª, rec. 1093/2000. Ponente MORENO-LUQUE CASARIEGO, EDJ 
2004/132694), en la que se determina la caducidad del expediente de 
declaración de BIC de la Zona Arqueológica de Rasca, lo que produce la 
imposibilidad de la entrada en vigor de la Resolución de la Consejería Insular 
del Cabildo de Tenerife por el que se establecía la declaración de BIC. La 
                                            
594 Cfr. ARRANZ MARINA, Teófilo (2009). 
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propia Sala establece la improcedencia de la declaración por el defecto 
procesal apreciado y, en definitiva, la no validez de la delimitación de la zona 
afectada por el yacimiento arqueológico, cuyo reconocimiento oficial debe 
realizarse mediante un nuevo procedimiento administrativo con todas las 
garantías procesales para los afectados595. 
  
Por otra parte, esta realidad común con el resto de elementos generadores de 
ámbitos de especial protección del suelo, presenta en el caso de los 
yacimientos arqueológicos una singularidad derivada de la propia identificación 
de los elementos a proteger, o más concretamente, de su localización por lo 
general oculta y desconocida (al menos en su ubicación exacta) hasta que los 
elementos arqueológicos son descubiertos, como es la dificultad de delimitar 
las zonas del territorio en las que se ubiquen los yacimientos hasta que puedan 
determinarse con cierta seguridad sus contornos aproximados. Si la 
delimitación de la zona arqueológica se encuentra en un estado muy primario, 
como es el aquel en el que se conocen referencias históricas pero no se ha 
hallado ninguna evidencia material del yacimiento, el planificador tendrá muy 
difícil establecer una zona de protección especial sobre esta única 
consideración, debido a que la ausencia de certeza material de la ubicación 
exacta de los elementos impedirá, en la mayoría de los casos, el 
establecimiento de un régimen de protección singularizado para los terrenos en 
los que se presuma la localización del yacimiento con la correspondiente 
restricción de usos autorizables, al faltar el elemento justificante de la especial 
protección que determine la prevalencia del interés general frente al interés 
particular de los propietarios afectados, lo que obligará a la Administración 
competente a adoptar en todo caso medidas precautorias de ejecución previa 
ante los actos que pudieran afectar a los elementos que pudieran estar ocultos 
en el subsuelo del territorio596. 
                                            
595 En esta Sentencia la Sala dispone expresamente: “Otro tanto podríamos decir de las 
cuestiones planteadas de fondo, tales como la delimitación de la zona de propiedad del 
recurrente como área afectada; pues si se inicia nuevamente el expediente, habrá de volver a 
dictaminarse con todas sus garantías, y no convertirse en una mera reproducción de todo lo 
actuado con anterioridad a la fecha de caducidad”. 
596 Es evidente que en los supuestos en los que se tengan mayores referencias sobre la posible 
existencia de un yacimiento arqueológico las posibilidades de justificar la zona de especial 
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Pero incluso en el caso de que el yacimiento arqueológico ya haya sido 
descubierto, la justificación de la delimitación de su contorno debe adecuarse a 
la realidad de los elementos efectivamente encontrados y las posibilidades de 
extensión del yacimiento sobre los terrenos colindantes, lo que supondrá la 
necesidad de justificar la delimitación exacta del terreno afectado así como de 
las posibles zonas de servidumbre que pudieran establecerse. Esta 
exhaustividad en la delimitación del yacimiento es exigible de los ámbitos 
definidos por el propio planeamiento, pero puede extenderse al proceso 
administrativo por el que se declare la zona como BIC, ya que como indica 
expresamente citada sentencia del TSJ de Canarias en su FD 5º:  
 
“…hemos de destacar un incorrecto proceder en el aspecto técnico, 
respecto de la correcta delimitación de los yacimientos en relación al 
terreno o perímetro que se trata de delimitar como zona de interés 
arqueológico, que debe llevar aparejado una nueva revisión técnica de 
este aspecto fundamental. Pero en particular, el hecho de que según la 
disposición técnica del informe, solo un yacimiento afecte a una de las 
parcelas integrantes de los terrenos del recurrente, deja en evidencia el 
criterio de oportunidad seguido por la administración, que tendría que 
justificar de forma exhaustiva el motivo de porqué, ante tan escasa 
afectación, declara intervenidas tal cantidad de terreno privado, ya que 
de no hacerlo así estaríamos ante una actuación arbitraria que 
implicaría una expropiación encubierta, y por ello sería igualmente 
estimable el presente recurso”. 
 
Sobre la propia delimitación de la zona arqueológica y su entorno, se ha 
planteado igualmente la efectividad de la inclusión de las zonas anexas como 
elementos de protección tanto material como visual, consideración derivada no 
solo de la definición del yacimiento como bien protegido en cuanto a su 
carácter arqueológico, sino en conjunción con otros valores que pueden 
incluirse en la zona delimitada como es el del paisaje del entorno a proteger. 
                                                                                                                                
protección aumentan, tanto por poder establecer su delimitación con los estudios históricos que 
sustenten la expectativa de los posibles descubrimientos, como por la posibilidad de invocar 
otros valores anexos que pudieran fundamentar por sí solos esta declaración. A esta 
posibilidad se añade la propia configuración del régimen de especial protección, que puede 
amortiguarse en función de la efectiva identificación del yacimiento arqueológico, autorizando 
entre tanto un régimen de usos que no limite en exceso los intereses de los titulares afectados, 
lo que requerirá una labor del planificador muy meticulosa, no solo en la identificación de la 
zona afectada, sino en mayor medida en la regulación transitoria de los usos autorizados y 
autorizables sobre el terreno, y todo ello, por descontado, sometido a la posible impugnación 
por parte de los posibles afectados por las medidas preventivas adoptadas.  
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Esta cuestión ha sido avalada por resoluciones judiciales como la STSJ de la 
Región de Murcia de 5 de octubre de 2012 (Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sec. 1ª, rec. 275/2010. Ponente URIS LLORET, EDJ 
2012/242850)597, que entiende justificada la delimitación efectuada de una zona 
arqueológica en la que se incluyen los elementos que configuran su entorno de 
protección incluyendo su proyección visual.  
 
Esta interpretación se establece en mérito a la consideración de las zonas 
arqueológicas como parte integrante del elenco de elementos de patrimonio 
cultural y, en cuanto a tales, susceptibles de configurar un conglomerado de 
valores a proteger en el entorno en el que se localizan junto con el elemento 
paisajístico concurrente, que determina la necesidad de incorporar a su puesta 
en valor la garantía de conservación del marco visual sobre el que se proyecta 
su percepción por los habitantes del territorio. De este modo los denominados 
paisajes arqueológicos configurarían una categoría específica de los ámbitos 
paisajísticos culturales, determinados por la presencia del elemento material de 
carácter patrimonial en la conformación del marco visual susceptible de 
protección, analizados de forma específica por autores como FERNÁNDEZ 
CACHO598.  
 
En definitiva, podemos concluir esta reflexión sobre los elementos 
arqueológicos y su incidencia sobre la configuración de los ámbitos de especial 
protección del suelo, significando la singularidad que presentan los bienes 
alumbrados en los yacimientos existentes en el territorio, tanto en la vertiente 
de su delimitación espacial (en la que incide de forma muy acentuada la 
acreditación efectiva de la existencia de los elementos con valor arqueológico) 
como en la derivada de la definición de su ámbito de protección, en la que 
vienen a identificarse con el resto de elementos de naturaleza cultural e 
histórica, con la excepcionalidad que puede presentar la posible ampliación de 
las zonas afectadas por la presencia de otros bienes y elementos adicionales a 
los efectivamente encontrados en los yacimientos y, por consiguiente, su 
                                            
597 Posteriormente confirmada por la STS de 27 octubre de 2014. 
598 Op. cit. (2006, págs. 354-373). 
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concreta forma de establecer y justificar la imposición de medidas precautorias 
derivadas de esta posibilidad. 
 
  
3. Los valores científicos. 
 
La relación del artículo 13.2 del TRLS2015 contiene la referencia a los valores 
científicos como merecedores de la especial protección del suelo rural en el 
que se identifiquen, incluyéndolos por tanto dentro del elenco de elementos que 
pueden motivar la aplicación de un régimen de usos limitado para los terrenos 
en los que se aprecie su presencia, ya sea mediante determinación normativa 
previa o por su apreciación justificada por el poder planificador.  
 
Si atendemos a lo establecido por la Real Academia Española de la Lengua, el 
término científico se define en su primera acepción como “perteneciente o 
relativo a la ciencia” y, a su vez, el término ciencia se define como “conjunto de 
conocimientos obtenidos mediante la observación y el razonamiento, 
sistemáticamente estructurados y de los que se deducen principios y leyes 
generales con capacidad predictiva y comprobables experimentalmente”. De 
estas definiciones podemos intentar esbozar una definición del valor científico 
que la normativa exige proteger en el suelo rural, que comprendería a los 
elementos que pueden generar un mayor conocimiento o evolución de 
cualquier ámbito de la actividad humana y cuya presencia en suelos no 
urbanizables determina la necesidad de evitar desvirtuar sus propiedades 
mediante la autorización de usos que pudieran alterar el estado natural del 
terreno.  
 
Este intento de definición del valor científico al que hace referencia la normativa 
estatal sobre suelo expresa lo que, en base a un criterio racional de aplicación 
material de la terminología utilizada, parece pretender el legislador con la 
inclusión de este término en la relación de valores a proteger en el suelo rural, 
y que a grandes rasgos supone la necesidad de salvaguardar los terrenos 
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cuyas condiciones naturales permitan o faciliten la experimentación o puesta en 
práctica de actuaciones de cualquier ámbito que propicien una evolución de 
interés público y social. De esta artificiosa exposición se extrae una primera 
conclusión muy evidente, relativa a la necesidad de asociar el valor científico a 
un ámbito o aspecto concreto sobre el que realizar la evaluación o 
investigación y que, generalmente, se concreta en otro valor con el que forma 
un conjunto de elementos susceptibles de protección, al estilo de lo que se ha 
expuesto anteriormente para el caso de los valores paisajísticos.  
 
Esta necesidad de asociación del valor científico con algún otro ámbito material 
supone que, a efectos meramente prácticos, la omisión de su alusión normativa 
no hubiera conllevado la inobservancia de su protección por el planificador 
territorial, y ello debido a que con carácter general la protección del elemento 
de contraste con el que va a venir delimitado el valor científico motivaría 
igualmente la necesidad de proceder a su protección específica. De hecho, si 
analizamos las diferentes normativas urbanísticas aprobadas por las 
Comunidades Autónomas podemos apreciar como varias de ellas no incluyen 
al término científico dentro de la relación de valores a proteger especialmente 
en el suelo no urbanizable o rural599, en tanto que otras sí optan por su 
inclusión en la regulación del régimen de esta clase de suelo600, sin que en 
ninguno de los casos pueda estimarse que los supuestos en los que  
procediera el carácter científico del suelo no obtenga una protección especial y 
razonable. 
 
La apelación al valor científico como determinante de la especial protección del 
suelo ha sido corroborada por la jurisprudencia que ha entrado a analizar esta 
cuestión, como puede apreciarse en la STSJ de la Comunidad Valenciana de 
11 de mayo de 2005 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 3ª, rec. 
811/2010. Ponente MANGLANO SADA, EDJ 2005/94868), en la que se indica 
expresamente: 
                                            
599 Como son los casos de Andalucía, Comunidad Valenciana o Galicia.  
600 Como sucede en las normativas de Extremadura, Cantabria, Castilla-La Mancha, Castilla y 
León o la Comunidad de Madrid. 
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“Frente a estas afirmaciones, sustentadas por el demandante con un 
Informe Pericial, vemos que el Decreto 78/2001, en su Preámbulo 
señala inicialmente que la Sierra de Irta es una alineación montañosa 
costera, acantilada hacia el mar, que contiene tramos excepcionalmente 
bien conservados de monte litoral y de costa alta entre calas, 
constituyendo un ejemplo singular de sierra mediterránea costera, 
ambiente especialmente valioso y amenazado a escala europea y de 
cuenca mediterránea, formada por dos alineaciones montañosas 
paralelas y que es un macizo calcáreo de edad jurásica y cretácica, 
intensamente fracturado en una serie de bloques fallados e inclinados, 
con una altitud media de 300 a 400 metros sobre el nivel del mar, cuyas 
cotas máximas están muy cercano a la costa sobre laderas con fuertes 
pendientes y desniveles. Proclama a continuación el notable valor 
científico y didáctico de su estructura geomorfológica y destaca la 
configuración, en contraste con el mar, de paisajes sumamente agrestes 
y singulares…”.  
 
Aunque sin citarlo expresamente, también se puede apreciar la estimación del 
valor científico en los suelos cuyo régimen de especial protección se analiza en 
la STSJ de la Comunidad de Madrid de 17 de abril de 2013 (Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, Sec. 2ª, rec. 290/2011. Ponente GARCÍA 
ALONSO, EDJ 2013/65928), en la que se avala la aptitud del suelo protegido 
para la realización de actividades formativas y de práctica educativa, aunque 
con la plena observación de las limitaciones impuestas expresamente por el 
planeamiento aplicable. 
 
De estas consideraciones podemos concluir que los valores científicos se 
presentan como elementos cualificadores de otros presentes en el territorio, de 
tal modo que añaden una consideración experimental o de análisis a la propia 
finalidad que se pretende con la protección del entorno, con el objeto de 
obtener conclusiones que propicien una mejora en las propias condiciones de 
los elementos sobre los que se proyecta la actuación científica, pudiendo 
referirse a ámbitos diversos tales como la mejora de explotaciones agrícolas, 
ganaderas o forestales, de conservación de entornos arqueológicos, etc.  
 
En definitiva, el elemento científico vendrá a suponer un reforzamiento de la 
decisión del planificador dirigida a proteger específicamente la zona de suelo 
rural, en base a que los valores inicialmente apreciados presentan un interés 
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adicional al de su mera conservación. Como ocurre en el resto de los valores 
analizados su concurrencia va a requerir la preceptiva justificación, cuestión 
que igualmente supondrá un diferente esfuerzo argumentativo en función del 
elemento de contraste sobre el que se aprecie la concurrencia del valor 
científico. Parece irrefutable esta concurrencia cuando nos encontremos ante 
valores arqueológicos o etnográficos presentes en suelos rurales, si bien al 
contrario, su proyección sobre otros valores como pueden ser los 
agropecuarios sin duda va a exigir una coherente motivación del interés 




E. Los denominados valores productivos o de naturaleza económica. 
 
Como se indicó anteriormente, el TRLS2015 en su condición de norma estatal 
reguladora de los aspectos relativos al régimen del uso del suelo que no se 
atribuyen a las Comunidades Autónomas en virtud de la distribución 
competencial realizada por la Constitución Española, se limita a incluir en el 
párrafo segundo de su artículo 13.1 la relación de valores que pueden ser 
objeto de protección específica en el suelo rural por lo dispuesto en la 
legislación sectorial aplicable, relacionando expresamente a los ambientales, 
culturales, históricos, arqueológicos, científicos y paisajísticos. No obstante, 
como también se ha apuntado, la competencia constitucional que actualmente 
ampara a las Comunidades Autónomas para asumir las competencias 
exclusivas sobre ordenación del territorio y urbanismo, determina que la propia 
normativa aprobada en cada ámbito territorial será la que establezca 
específicamente el elenco de valores por los que, en cada caso, se deberán 
delimitar las diferentes superficies de suelo rural que requieran un régimen 
específico de especial protección.   
 
Aunque, con carácter general, las normativas urbanísticas emanadas por las 
diferentes Comunidades Autónomas reproducen en su regulación del suelo 
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rural o no urbanizable la relación de valores recogida por la norma estatal, 
igualmente se equiparan en la introducción de otros elementos adicionales a 
los anteriores, cuya identificación en el suelo no urbanizable puede (o cabe 
decir incluso que debe) determinar la inclusión de los terrenos afectados en 
ámbitos sujetos a un régimen de especial protección. En estos casos, la 
imposición de los valores concretos a identificar en el suelo no urbanizable no 
deriva de su regulación sectorial, sino de la propia normativa urbanística que 
define motu propio los elementos que, junto con los anteriores, deben 
fundamentar al planificador para el establecimiento de zonas de especial 
protección en los ámbitos territoriales en los que se identifiquen. Debido a esta 
forma de definición del régimen de protección, de forma general será el propio 
planeamiento urbanístico el que genere el régimen singular establecido sobre 
estos territorios, al no venir derivado de determinaciones legales u otros 
instrumentos de planeamiento de naturaleza sectorial o, incluso, de ordenación 
territorial601. 
 
Dentro de este elenco de valores establecidos por las diferentes normativas 
urbanísticas, podemos destacar los valores “productivos” o de naturaleza 
económica, que pueden definirse como el conjunto de elementos asociados a 
la actividad productiva desarrollada en el suelo rural y que en virtud de la 
concurrencia de condiciones de distinto sesgo (carácter tradicional, especial 
productividad e incidencia social, transición de ámbitos urbanos y forestales, 
etc.), la normativa urbanística requiere la protección especial de los suelos en 
los que se localicen. Como en otros supuestos ya analizados, igualmente 
pueden incluirse estos elementos en ámbitos protegidos de carácter complejo, 
al localizarse estos valores productivos de forma conjunta con otros (como 
serían los ambientales, paisajísticos, culturales o históricos), lo que 
determinaría que la especial protección del territorio presente una naturaleza 
mixta, al venir derivada tanto de la normativa sectorial como de la propia 
planificación urbanística. 
 
                                            
601 Aunque esta afirmación presenta alguna excepción, como se recoge expresamente en la 
normativa urbanística gallega, a la que se hará referencia más adelante. 
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Con carácter general podemos apreciar que la mayoría de supuestos de estos 
valores económicos no suponen sino una especificación o superior cualificación 
de los usos tradicionales del suelo rural, tal y como establece el propio artículo 
13.1 del TRLS2015 en su párrafo primero. Por lo tanto, de la consideración 
conjunta de lo dispuesto en la normativa estatal con las diferentes regulaciones 
autonómicas, se comprueba que estos valores a proteger en el suelo rural han 
de ser definidos como supuestos excepcionales de suelos destinados a usos 
tradicionales, en los que se acredita una especial intensidad, singularidad, 
interés social y económico o, en general, cualquier otra cualidad que determine 
la presencia de un interés social o utilidad pública determinantes de su especial 
protección.    
 
Al igual que hemos visto en el caso de la normativa estatal sobre suelo, las 
diferentes normativas urbanísticas autonómicas recogen este tipo de valores de 
naturaleza económica haciendo referencia a los distintos ámbitos de actividad 
asociada tradicionalmente al medio rural, como puede apreciarse en la 
redacción del artículo 46.1.f) de la LOUA, que dispone: “…Considerarse 
necesaria la preservación de su carácter rural, atendidas las características del 
municipio, por razón de su valor, actual o potencial, agrícola, ganadero, 
forestal, cinegético o análogo.” o en el artículo 47.1.c) del Decreto Legislativo 
1/2010, de 18 de mayo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de 
Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística de Castilla-La Mancha, 
que dispone: “…ser procedente su preservación del proceso urbanizador por 
tener valor agrícola, forestal o ganadero o por contar con riquezas naturales”602.  
 
No obstante, las citadas normas autonómicas difieren en la forma en la que se 
describen los elementos integrantes de estos valores productivos a proteger en 
                                            
602 También pueden citarse, sin ánimo de exhaustividad, los artículos 11.3 de la Ley 15/2001, 
de 14 de diciembre, del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura; 31 y siguientes de la 
Ley 2/2016, de 10 de febrero, del suelo de Galicia; 15.a) de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de 
Urbanismo de Castilla y León; 108 de la Ley 2/2001, de 25 de junio, de Ordenación Territorial y 
Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria; 16 de la Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo, de 
la Comunidad de Madrid; 26 de la Ley 5/2014, de 25 de julio, de Ordenación del Territorio, 
Urbanismo y Paisaje, de la Comunitat Valenciana, 33 de la Ley  4/2017, de 13 de julio, del 
Suelo y de los Espacios Naturales Protegidos de Canarias y 83 de la Ley 13/2015, de 30 de 
marzo, de ordenación territorial y urbanística de la Región de Murcia. 
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el suelo rural o no urbanizable, existiendo supuestos en los que se opta por 
relacionar los elementos concretos como en el caso las normas citadas 
(aunque siempre manteniendo un criterio de no exhaustividad en su contenido), 
frente a otros en los que se utilizan expresiones generalizadoras para referirse 
a este tipo de valores, como es el caso de la normativa valenciana o la 
castellano-leonesa, que contienen expresiones como valores “productivos” o 
“agrológicos” con los que se pretende aglutinar a varios elementos cuyo nexo 
de conexión es la explotación de recursos de tradicional realización en el suelo 
rural. 
 
Como ejemplo de normativa en la que la protección de los valores económicos 
se recoge de una forma más nítida y definida, suele citarse la normativa de las 
Islas Canarias, debido a que el artículo 34.b) de la Ley 4/2017, de 13 de julio, 
del Suelo y de los Espacios Naturales Protegidos de Canarias603 establece 
expresamente como suelos protegidos los terrenos que precisen de protección 
de sus valores económicos, distinguiendo dentro de esta categoría general 
cuatro subcategorías, distinguiendo en primer lugar el suelo rústico de 
protección agraria (SRPAG), para la ordenación del aprovechamiento o del 
potencial agrícola, ganadero, piscícola, de pastoreo y otros aprovechamientos 
o usos compatibles; en segundo lugar, el suelo rústico de protección forestal 
(SRPF), para la ordenación del aprovechamiento y la explotación intensiva de 
recursos forestales, incluyendo la reforestación con igual finalidad; en tercer 
lugar, el suelo rústico de protección hidrológica (SRPH), para la protección de 
las cuencas, así como para la ordenación del aprovechamiento y la explotación 
de recursos hidrológicos, tanto en superficie como subterráneos, cuando no se 
categoricen como protección ambiental, garantizando en todo caso las 
necesidades hídricas de la zona; y finalmente, en cuarto lugar el suelo rústico 




                                            
603 Boletín Oficial de las Islas Canarias núm. 138, de 19 de julio de 2017. 
604 Cfr. MARTÍNEZ MARTÍNEZ, María (2010, pág. 93). 
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1. Los valores agrícolas, ganaderos y forestales. 
 
En los supuestos en los que la normativa apuesta por establecer una relación 
de este tipo de valores productivos en el suelo rural, con carácter general se 
hace referencia a los ámbitos agrícolas, ganaderos y forestales605, bien 
enunciados de esta forma o mediante la apelación a términos más genéricos 
como es el caso de “agrario” o “agropecuario”, con los que se pretende hacer 
referencia al núcleo fundamental de actividades económicas tradicionalmente 
localizadas en los entornos rurales, en función de su evidente  y permanente 
conexión con el uso del suelo en su estado natural.  
 
La consideración de estos usos en el suelo rural no presenta muchos ámbitos 
de discusión o controversia, puesto que nos encontramos ante los usos 
considerados como eminentemente característicos de la explotación del suelo 
no urbanizable y que, salvo supuestos muy concretos de restricciones 
singulares, suelen ser autorizados en los suelos rurales comunes y en los 
protegidos cuyo régimen no tenga por finalidad preservar elementos que 
impidan actuaciones productivas, debido a que se entiende que su actividad, 
realizada en condiciones normales, no conlleva afecciones que puedan derivar 
en la alteración física del terreno en su estado natural de forma significativa.  
 
Siendo esta afirmación generalmente aceptada, sin embargo no es menos 
cierto que el ejercicio de estos usos tradicionales del suelo de forma irregular, 
no debidamente controlada e, incluso, adaptada a la legalidad pero de forma 
intensiva, puede generar impactos ambientales graves y muy acusados sobre 
el entorno rural de las explotaciones, como puede ser la pérdida de recursos 
hídricos, erosión y contaminación de los suelos, empobrecimiento del suelo en 
sus potencialidades agrarias y otros similares606. Pero, aun considerando la 
posibilidad de que se produzcan estas circunstancias adversas para los 
entornos rurales, normalmente la autorización de estas actuaciones productivas 
no suele requerir más control administrativo que el relativo a las cuestiones 
                                            
605 La normativa canaria añade el término “piscícola” a esta relación. 
606 Cfr. BARREDA BARBERÁ, Juan (2008, págs. 107-119).  
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sobre las que se entiende que puede haber una afección a los ecosistemas en 
los que se ubican, como pueden ser la adaptación de las construcciones a los 
respectivos entornos, la coherencia de los cultivos o aprovechamientos a las 
características del suelo o de la masa forestal, el control de los residuos 
generados por los diferentes tipos de explotaciones o, en general, cualesquiera 
otras cuestiones de naturaleza similar.  
 
No obstante lo anterior, es preciso analizar la vertiente que presentan estos 
usos tradicionales del suelo rural en el que se desarrollan en su condición de 
valores económicos o productivos, y ello debido a que su tradicional asimilación 
al suelo no urbanizable puede conllevar que en la fase de planificación del 
territorio quepa plantearse la posibilidad de incluir los ámbitos espaciales en los 
que se desarrollen estos usos como suelos especialmente protegidos o, por el 
contrario, considerar su naturaleza como determinante de la configuración 
genérica de la categoría de suelo no urbanizable común del territorio objeto de 
planificación. Como ya se ha apuntado en ocasiones anteriores, la decisión 
adoptada en uno u otro caso por el planificador (y especialmente la que 
conlleve la delimitación de ámbitos de especial protección) requerirá la 
exposición de las consideraciones que se han tenido en cuenta y su 
motivación, todo ello debido a la incidencia que estas decisiones pueden 
suponer sobre los intereses de terceros. 
 
 
a. La proyección económica de los valores forestales.  
 
Comenzando por el caso del uso forestal del terreno, es indudable que su 
régimen jurídico vendrá asociado en muchas ocasiones al instrumento de 
protección que delimite el ámbito de monte o concentración forestal de 
naturaleza similar sobre el que se establezca, por lo que su situación solo se 
equiparará al del resto de valores productivos en los supuestos en los que este 
uso se aplique a ámbitos no previamente delimitados por normas o 
instrumentos sectoriales. Dicho de otro modo, en la mayoría de ocasiones los 
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aprovechamientos forestales se generan sobre ámbitos de masas arbóreas que 
por su densidad y valores naturales lo normal es que se integren en espacios 
naturales protegidos por normas o instrumentos vinculantes sobre la 
planificación urbanística, por lo que su equiparación con el resto de valores a 
los que nos estamos refiriendo se limitará a los ámbitos no previamente 
declarados como susceptibles de especial protección y en los que su 
consideración como tal no derivará de las condiciones especiales de los 
propios espacios forestales, sino de su vocación productiva, y ello debido a que 
si entendemos que la expresión forestal se refiere a las condiciones del 
entorno, su protección vendría encuadrada en los valores ambientales o 
naturales a los que se ha hecho referencia en los epígrafes anteriores. 
 
Es evidente que un ámbito en el que se protejan los aprovechamientos 
forestales vendrá igualmente asociado a la protección de los propios valores de 
los elementos naturales sobre los que se extraen estos recursos, por lo que la 
anterior reflexión  no deja de ser un ejemplo “de laboratorio”, debido a que en la 
práctica los ámbitos forestales protegidos por la planificación urbanística 
vendrán fundamentados sobre la identificación en el territorio de un conjunto de 
valores que motivarán su régimen jurídico singularizado, del mismo modo que 
hemos comprobado en otros supuestos de naturaleza similar. Aun así, pueden 
encontrarse algunos ejemplos de suelos especialmente protegidos 
directamente por sus aprovechamientos forestales, como es el caso de la 
legislación canaria, en la que se reconoce la categoría de suelo rústico de 
protección forestal, destinado a la ordenación del aprovechamiento y la 
explotación intensiva de recursos forestales, incluyendo la reforestación con 
igual finalidad, y que se encuadra dentro de los suelos protegidos por sus 
valores económicos que recoge la citada normativa insular. En estos casos, la 
operatividad de su establecimiento por el planificador territorial o urbanístico 
requerirá la justificación de la decisión adoptada, sobre la base de la necesidad 
423





de proteger especialmente el valor forestal en su vertiente prioritariamente 
productiva607. 
 
A modo de conclusión puede destacarse que la singularidad de los espacios 
protegidos derivada de la proyección económica de su uso forestal ha de ser 
considerada como un supuesto residual, aunque posible en la práctica, en los 
que determinadas zonas no consideradas específicamente por sus valores 
ambientales, sin embargo presenten una potencialidad productiva que requiera, 




b. Los usos agropecuarios como elementos consustanciales al entorno rural. 
 
A diferencia del anterior, el uso agropecuario del suelo (agrícola y ganadero, en 
general), es admitido y asumido de forma ordinaria como el correspondiente a 
su naturaleza rural, y ello debido a que su vinculación con este entorno se 
estima consustancial a su propia condición. Es más, como se ha apuntado, la 
característica que presentan es su propia asimilación al suelo rural en todas 
sus categorías, lo que supone que en los ámbitos en los que se entienda no 
procedente debe ser excluido de forma específica, ya que al contrario se tiende 
a estimar autorizable en todo caso. 
     
A estos efectos, con respecto al uso ganadero cabe destacar la necesaria 
distinción entre el uso estabulado tradicional propiamente dicho, asociado a 
explotaciones de ganadería extensiva cuya finalidad es la producción de los 
                                            
607 En el caso de la normativa gallega se contiene una suerte de régimen intermedio, al 
establecer un suelo de especial protección específicamente determinado por su alta 
productividad forestal, si bien su delimitación requiere que los terrenos afectados ostenten la 
consideración jurídica de montes vecinales en mano común o, en otro caso, constar en el 
catálogo oficial correspondiente del órgano que ostente la competencia sectorial en materia 
forestal.  
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recursos derivados de los animales de granja608 y, por otro lado, el uso 
ganadero industrial asociado a elementos de producción de animal para su 
consumo y que requiere un tratamiento a efectos de su posible implantación 
equiparable al del resto de explotaciones industriales que deben (o pueden) 
ubicarse en suelo no urbanizable, siempre que el régimen jurídico concreto 
aplicable al mismo no excluya el uso de este tipo de actuaciones industriales609. 
Esta realidad determina que, a efectos de su consideración como elemento de 
protección del territorio, el valor ganadero debe ser entendido de forma estricta, 
por lo que debe equipararse exclusivamente al señalado en primer lugar, 
conformado por el uso tradicional en cuanto a tal y que ROMERO JIMÉNEZ610 
denomina como uso ganadero natural.  
 
Esta conclusión, formulada en sentido contrario, supone que no pueda 
estimarse como elemento determinante para fundamentar la especial 
protección del territorio el uso ganadero excepcional, representado por las 
industrias asociadas a la explotación intensiva, debido a que su configuración 
presentará un régimen evidentemente distinto del elemento tradicional que se 
pretende preservar611. 
 
Por lo que respecta al uso agrícola, cabe apuntar que sin duda representa el 
factor tradicional de uso del suelo rural por antonomasia y es por ello por lo que 
su consideración como valor susceptible de especial protección debe ir 
acompañado de elementos que coadyuven a determinar la necesidad de 
otorgar a los suelos destinados a este uso de un régimen singularizado y de 
                                            
608 Que conforme indica la exposición de motivos de la Ley 8/2003, de 24 de abril, de Sanidad 
Animal, su actividad debe entenderse respetuosa con el medio ambiente y el entorno natural en 
el que se localizan. 
609 Aunque ciertamente en determinadas ocasiones es difícil establecer la línea divisoria entre 
un tipo de explotación ganadera y una industrial del sector ganadero, sobre todo en los casos 
en los que su producción presente elementos de ambas categorías. Desde una interpretación 
restrictiva basada en el principio de prudencia, parece lo más coherente atribuir a una 
explotación el carácter industrial en el caso de que presente alguna característica de este tipo, 
al exigir para su implantación una mayor rigurosidad administrativa.    
610 ROMERO JIMÉNEZ, Ginés (2016). 
611 Que, en todo caso, podría considerarse en supuestos muy concretos como valor de 
naturaleza industrial que pudiera fundamentar un régimen de protección del suelo en el que se 
asiente, al estilo de lo que se ha referido en epígrafes anteriores sobre los ámbitos industriales 
protegidos por sus condiciones paisajísticas, culturales o históricas.  
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especial protección sobre el suelo rural común o genérico de cada territorio. 
Esta reflexión deriva en parte de la propia generalidad que este uso presenta 
para el suelo en situación rural (independientemente incluso de su clasificación 
urbanística), lo que conlleva la necesidad de apreciar elementos adicionales a 
la propia condición agraria para que se pueda justificar que un suelo ostente un 
régimen jurídico de especial protección, dada la incidencia que esta situación 
presenta para los intereses de sus titulares.  
 
Por otro lado, la anterior afirmación también se desprende de la propia realidad 
del sector agrícola en la España actual, cuya incidencia en la economía 
nacional no representa más allá de un 6 ó 7 % del total de la actividad 
productiva, lo que ha llevado a autores como JORDANO FRAGA612 a 
cuestionar la atribución de un régimen de especial protección de un suelo no 
urbanizable por albergar usos agrícolas que en muchas ocasiones incluso han 
desaparecido, salvo que se acredite de forma fehaciente la singularidad e 
importancia del mismo o que, en el mismo territorio, coexistan otros valores en 
cuya conjunción pueda fundamentarse coherentemente esta singularidad en el 
régimen jurídico aplicable al terreno en el que se asienta una determinada 
actividad agraria.  
 
No obstante, cabe añadir que esta infrautilización del suelo agrario español, 
con el consiguiente abandono de explotaciones agropecuarias, ha motivado en 
determinadas zonas del territorio nacional (sobre todo en la cornisa cantábrica) 
la introducción de normas de protección de suelo productivo de esta 
naturaleza, con el objetivo de fomentar la creación de “bancos de tierras” y 
“oficinas de intermediación”, lo que a juicio de MURUA MÚGICA, ASTORKIZA 
                                            
612 JORDANO FRAGA, Jesús, en la ponencia realizada en el Seminario “La problemática en la 
normativa autonómica de las viviendas fuera de ordenación y la prestación de servicios de 
abastecimiento y saneamiento de aguas”, organizado por la Universidad Internacional 
Menéndez Pelayo, Delegación Territorial de Granada y celebrado en Málaga el día 5 de mayo 
de 2017. Puede accederse a la ponencia completa en el siguiente enlace: 
https://www.youtube.com/watch?time_continue=14&v=GMBhaT0oxQM (último acceso, 25 de 
agosto de 2018). 
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IKAZURIAGA y EGUÍA PEÑA613 supone el reflejo de la preocupación existente 
en estas Comunidades Autónomas por el abandono de las explotaciones 
agrarias y el conjunto de efectos adversos que esta circunstancia produce en 
los entornos rurales, entre los que destaca sobremanera el de su despoblación.  
 
Desde otro punto de vista, MORÁN ALONSO, SIMÓN ROJO y ZAZO 
MORATALLA614 admitiendo la progresiva infravaloración que la actividad 
agraria presenta en la actividad productiva española, entre otras causas por el 
paulatino abandono de explotaciones agrarias (de forma muy acusada en los 
contornos de las grandes concentraciones urbanas), plantean la necesidad de 
promover la protección de los suelos agrarios principalmente en los ámbitos 
periurbanos, para lo que ponen como ejemplo algunas actuaciones 
desarrolladas en la Unión Europea. Para alcanzar este objetivo sostienen que 
la planificación debería proporcionar a estos espacios una gestión innovadora 
que, en primer lugar, sea capaz de poner en valor y reactivar la actividad 
agraria mediante la implantación de un modelo agrario europeo y que, en 
segundo lugar, contribuya a la preservación ambiental de un territorio 
antropizado, transformado a lo largo de la historia por una cultura agraria única, 
capaz de preservar su equilibrio socio-económico-ambiental.  
 
Incluso existen posiciones que requieren el fomento de los usos agrarios del 
territorio en el marco de una actuación política ambiental de carácter integral. 
Como exponen NAVARRO GÓMEZ, LÓPEZ BAO y RUIZ SALGADO615, la 
Estrategia de la Unión Europea sobre la Biodiversidad para 2020 reconoce el 
importante papel de la Política Agraria Común en su conservación, exigiendo 
una mayor contribución de usos tradicionales como son la agricultura y la 
silvicultura en el mantenimiento y mejora de la biodiversidad, dentro de los 
objetivos que se incluyen en la misma. En este sentido, los propios autores 
exponen que el abandono progresivo de cultivos es una de los problemas 
                                            
613 MURUA MÚGICA, Juan Ramón; ASTORKIZA IKAZURIAGA, Inmaculada y EGUÍA PEÑA, 
Begoña (2012, pág. 71). 
614 MORÁN ALONSO, Nerea; SIMÓN ROJO, Marian y ZAZO MORATALLA, Ana (2012, pág. 
161). 
615 NAVARRO GÓMEZ, LÓPEZ BAO y RUIZ SALGADO, Antonio (2016, págs. 6 y ss.). 
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ambientales más importantes que presentan actualmente los Estados de la 
Unión Europea, situación que se pretende reconducir a través de las políticas 
comunitarias de fomento de cultivos ambiental y socialmente sostenibles.   
 
Estas consideraciones, enfrentadas desde un punto de vista técnico-jurídico, 
responden sin embargo a una misma realidad consistente en la disminución de 
la importancia relativa que el sector agropecuario presenta para la economía 
productiva nacional, pero cuya incidencia sobre otros ámbitos y realidades de 
la sociedad de cada territorio puede motivar la adopción de medidas de diverso 
alcance. De este modo, en un ámbito dinámico cuya realidad económica y 
social no requiera al sector agrario como elemento determinante de la fijación 
de la población en el territorio, evidentemente parece totalmente improcedente 
someter el suelo agrario a especial protección, teniendo en cuenta que esto no 
significa en ningún caso su postulación inequívoca para ser objeto de un futuro 
desarrollo urbanizador y, por descontado, salvo que existan algunas 
condiciones o elementos cuya concreta cualificación requiera la efectiva 
implantación de un régimen jurídico individualizado.  
 
Al contrario, en los casos en los que la rigidez de las estructuras rurales 
determine la necesidad de salvaguardar el entorno agrario como medida de 
alcance económico-social, se puede optar por la adopción de criterios de 
protección del suelo como actuación de naturaleza trasversal, en los que se 
ponga el acento en la preservación del uso tradicional del suelo. Todo 
dependerá de las concretas circunstancias de cada caso, aunque ciertamente 
estos supuestos de especial protección parecen demandar una concurrencia 
de condiciones que sugieran la necesidad de establecer unos criterios de 
actuación que excederían del ámbito del planificador urbanístico, requiriendo 
cuando menos un análisis de alcance territorial para su implementación, como 
de hecho ocurre en normativas urbanísticas como la gallega, en la que la 
consideración del suelo no urbanizable de especial protección agropecuaria 
requiere la previa existencia de disposiciones o actos administrativos que 
delimiten los ámbitos especialmente protegidos, por lo que la discrecionalidad 
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del planificador urbanístico en este caso parece reducirse a los supuestos 
tasados en la norma616.  
 
No obstante, en el caso de la normativa canaria se establece expresamente la 
categoría de suelo rústico de protección agraria, destinado a la ordenación del 
aprovechamiento o del potencial agrícola, ganadero, piscícola, de pastoreo y 
otros usos compatibles, por lo que, al menos a priori, parece que en esta 
Comunidad Autónoma se faculta expresamente al planificador urbanístico para 
establecer ámbitos de suelo protegido en función únicamente de su 
potencialidad para el desarrollo de la actividad agropecuaria. En idéntica 
consideración, las normativas balear y vasca reconocen a los denominados 
suelos de “alto valor agrario” y “alto valor agrológico” respectivamente. En el 
caso de la normativa balear617, se definen como los terrenos de suelo rústico 
con alto valor productivo constituidos por suelos que, por su fertilidad u otras 
características que elevan su potencial productivo, merecen ser conservados y 
reservados exclusivamente para el cultivo de alimentos y el aprovechamiento 
ganadero sostenibles, o presentan un potencial productivo moderado, pero 
contienen arbolado tradicional, bancales o disponibilidad de agua. En este caso 
la norma insular permite clasificar estos suelos como protegidos, si bien 
también se permite su consideración como suelos rurales de régimen común, 
en cuyo caso estas zonas de han de denominar como “áreas de interés 
agrario”618.  
 
En el caso de la normativa de la Comunidad Autónoma del País Vasco, la 
especialidad que presenta la consideración de estos terrenos determina que la 
omisión del informe a emitir por la Administración competente en esta materia, 
durante la tramitación de instrumentos de planificación en los que se vean 
                                            
616 El artículo 34.2.a) de la Ley 2/2016, de 10 de febrero, del suelo de Galicia, dispone 
expresamente: “…Suelo rústico de protección agropecuaria, constituido por los terrenos que 
hayan sido objeto de concentración parcelaria con resolución firme y los terrenos de alta 
productividad agropecuaria que sean delimitados en el catálogo oficial correspondiente por el 
órgano que ostente la competencia sectorial en materia agrícola o ganadera”. 
617 Ley 3/2019, de 31 de enero, Agraria de las Islas Baleares (Boletín Oficial de las Islas 
Baleares núm. 18, de 19 de febrero de 2019). 
618 Art. 103 de la Ley 3/2019, de 31 de enero. 
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afectados este tipo de suelos, motiva su nulidad, tal y como ha declarado 
expresamente la STSJ del País Vasco de 12 de febrero de 2018 (Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, Sec. 2ª, rec. 373/2015, FD 8º. Ponente RUIZ 
RUIZ, ECLI:ES:TSJPV:2018:896).   
 
En un término medio se situarían normativas como la andaluza, que si bien no 
establece una categoría específica de especial protección para este tipo de 
valores, el carácter abierto de la formulación de sus tipos parece tolerar esta 
posibilidad siempre que se justifique adecuadamente; o la valenciana, que ha 
optado por proteger específicamente un tipo concreto de uso agrario mediante 
la aprobación de la reciente Ley 5/2018, de 6 de marzo, de la Huerta de 
Valencia619, a cuya regulación se une la posterior Ley 5/2019, de 28 de febrero, 
de estructuras agrarias de la Comunidad Valenciana620, que entre otros 
aspectos introduce medidas destinadas a la promoción de herramientas de 
gestión sectorial como el plan de actuación, que debe permitir sistematizar la 
planificación integral de las zonas de cultivo y el parque agrario, con el objeto 
fundamental de establecer una estrategia de defensa de los sistemas agrarios 
locales. 
 
Como elemento susceptible de calibrar la excepcionalidad de un suelo agrario 
con el objeto de justificar su especial protección, GARCÍA ALVARADO alude al 
concepto de “capacidad potencial de uso agrícola”621, definida como la cualidad 
o rasgo sintético determinante para la discriminación de áreas ambientales en 
cuanto a su aptitud para la producción agraria. Esta previsión de capacidad 
potencial de producción se establece mediante un sistema gradual, en el que 
se clasifica el suelo en una escala en cuya cúspide se sitúan los territorios a los 
se les otorga el calificativo de excelencia agrícola, degradando el resto de 
categorías de forma progresiva la consideración del tipo de cada suelo en su 
vertiente productiva622. Debemos entender que será mediante un sistema de 
                                            
619 Diario Oficial de la Generalitat Valenciana núm. 8252, de 12 de marzo de 2018.  
620 BOE núm. 69, de 21 de marzo de 2019. 
621 GARCÍA ALVARADO, José María (2000, págs. 422-428). 
622 La graduación referida por el citado autor y desarrollada específicamente para el estudio de 
la Comunidad de Madrid, determina una configuración estratificada de los suelos en cinco 
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esta naturaleza como pueda fundamentarse por el planificador la atribución de 
elementos determinantes a un área concreta del territorio, para su 
consideración como suelos protegidos frente al resto de zonas en las que su 
uso principal sea el agrario, salvo que puedan invocarse otros elementos o 
características que puedan justificar tal consideración de forma singular.  
      
Como también se ha apuntado anteriormente, la protección del suelo agrario 
puede (y de hecho en la mayoría de ocasiones así sucede en la práctica) venir 
determinada mediante la consideración combinada de las aptitudes agrarias del 
suelo, junto con otros factores o valores que resalten su excepcionalidad y, por 
esta realidad, coadyuven a justificar su especial protección. Al igual que se ha 
expuesto al analizar otros valores del suelo rural, en el caso del valor agrario o 
agropecuario se propugna la especial consideración de su vertiente 
paisajística, como sugieren PRADA LLORENTE, RIESCO CHUECA y 
HERRERO TEJEDOR623, poniendo de relieve la creciente importancia que ha 
alcanzado actualmente la protección de los elementos del paisaje rural, entre 
los que destacan expresamente tanto la trama de parcelación agropecuaria, 
conteniendo los mosaicos de cultivo o de gestión ganadera, que acompañados 
de sus modos de cerramiento que componen una malla sobre el territorio, 
como los equipamientos dispersos para la explotación del espacio o 
arquitecturas del territorio (pajares, corrales, apriscos, chozos, colmenares, 
palomares, etc.). Como en el resto de valores analizados, podemos determinar 
que será el valor que se considere preponderante por el planificador el que 
vendrá a delimitar la tipología concreta de protección que se otorgue al suelo, 
en función de los criterios que al efecto establezca la normativa aplicable. 
 
                                                                                                                                
categorías (A-E), estableciendo la excelencia agrícola para los territorios a los que se les 
atribuye la categoría A en función de un análisis de su capacidad productiva. No obstante, la 
propia escala gradual incluye a los suelos con mayor vocación ganadera o forestal en la clase 
D, concluyendo el propio autor que esta circunstancia solo refleja la menor aptitud del terreno 
para su roturación agrícola, pero no determina su consideración como valor para este otro tipo 
de usos, para los que puede ostentar un alto grado de valores naturales. 
623 PRADA LLORENTE, Ester Isabel; RIESCO CHUECA, Pascual y HERRERO TEJEDOR, 
Tomás (2013). 
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A modo de ejemplo de esta combinación de los valores agropecuarios del suelo 
con los valores paisajísticos del entorno visual en el que se ubica, puede 
citarse la delimitación de la zonificación de suelos protegidos en el ámbito del 
Monumento Natural de Bandama, (Islas Canarias), analizada por la ya referida 
STS de 6 de noviembre de 2015, en el que se establece la categoría de suelo 
rústico de protección paisajística vitivinícola coincidente con la mayoría de las 
zonas de uso tradicional relacionadas con el cultivo de la vid,  y con aquellas 
zonas en las que se pretende su fomento, aunque en la práctica existan 
implantados otros tipos de cultivos, .   
 
Pero independientemente de las disquisiciones doctrinales sobre la 
procedencia de la protección especial del suelo por sus valores agrarios, lo 
cierto es que la jurisprudencia ha venido a reconocer expresamente la 
posibilidad de que el planificador asuma esta consideración, al entender que la 
voluntad del legislador es proteger especialmente los suelos en los que se 
identifique la presencia de estos valores de naturaleza productiva de forma 
especialmente sensible. De este modo, la STSJ de la Comunidad Valenciana 
de 12 de junio de 2006 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 3ª, rec. 
729/2002. Ponente IRUELA JIMÉNEZ, EDJ 2006/363293) atribuye 
expresamente al suelo no urbanizable de protección agrícola la misma 
especialidad que el de protección ecológica frente al resto de suelo común, al 
entender que ambos tipos de especial protección producen el efecto de 
singularizar de forma efectiva su régimen jurídico frente al general del suelo 
rural del ámbito territorial analizado. En similares términos, la STS de 22 de 
junio de 2011 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 3207/2007. Ponente RODRÍGUEZ-
ZAPATA PÉREZ, EDJ 2011/131335) dispone expresamente en su FD 4º que 
hay que considerar en una interpretación amplia y acorde a la lógica de la 
categoría del suelo no urbanizable, que corresponde a las potestades de 
planeamiento preservar los terrenos y mantener su clasificación como suelo no 
urbanizable por su valor agrícola. 
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A su vez, en la reciente STSJ de Andalucía de 22 de enero de 2016 Sede de 
Málaga, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 3ª, rec. 1225/2014. 
Ponente GARCÍA DE LA ROSA, EDJ 2016/61921), que analiza la procedencia 
de la especial protección por razones de interés agrícola otorgada por 
diferentes instrumentos de ordenación territorial y urbanística aplicables sobre 
el mismo territorio, la Sala estudia la pretensión de desestimar la especial 
protección de un suelo por sus valores agrícolas ante la alegación de los 
recurrentes de que el terreno no presenta semejanzas con el colindante, 
declarado de especial protección por valores ambientales. En este caso, el FD 
3º concluye que los motivos invocados para otorgar la especial protección al 
territorio no son semejantes al del territorio contiguo, dado que en tal caso no 
cabría distinción entre el régimen aplicable a cada suelo, como de hecho 
sucede en el supuesto analizado, sino que proceden de la consideración del 
terreno conforme a su propia condición natural. 
 
Finalmente, desde otro punto de vista se ha de resaltar la ya apuntada 
exigencia jurisprudencial de que la especial protección del suelo se realice 
previa suficiente justificación, estimando en caso contrario la concurrencia de 
un supuesto de nulidad en la delimitación del suelo rural protegido. Como 
ejemplo de este último caso cabe destacar la STS de 13 de mayo de 2011 
(Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 5044/2007. Ponente CALVO ROJAS EDJ 2011/79272), 
en la que se concluye que la delimitación de suelos especialmente protegidos 
por sus valores agrarios no se presenta debida y suficientemente justificada, 
por lo que procede determinar su condición de suelos no urbanizables de 
naturaleza común, y ello debido a que la finalidad de su caracterización como 
protegido no se estimaba procedente de los valores agrarios del suelo, sino de 
la conveniencia de excluirlos del proceso urbanizador. Del examen del material 
probatorio disponible la Sala concluye que la asignación de la protección en 
este específico caso no se encuentra respaldada por la concurrencia de valores 
agrícolas suficientes, sino que responde a la finalidad de preservarlos de 
desarrollos urbanos, habiendo quedado de manifiesto por el contrario el escaso 
valor agronómico de los terrenos. 
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Con estos ejemplos podemos concluir que la jurisprudencia estima la 
procedencia de que la ordenación territorial y/o urbanística pueda delimitar 
ámbitos de suelo rural especialmente protegidos por sus especiales valores 
agropecuarios, siempre que la normativa aplicable así lo habilite y, en todo 
caso, independientemente de que sobre el mismo territorio se aprecie la 
concurrencia de otros valores adicionales. No obstante, es preciso incidir que la 
procedencia de la especial protección debe venir fundamentada en algún 
criterio racional por el que esta consideración se entienda prevalente sobre los 
intereses de los terceros afectados, no solo por la propia incidencia que sobre 
los usos del suelo presenta el establecimiento de un régimen de especial 
protección sino, además, por la necesidad de acreditar fehacientemente la 
procedencia de la actuación administrativa, que aun sin negar la posibilidad de 
realizar esta actuación dentro de su facultad discrecional, requiere que la 
finalidad perseguida con la medida adoptada se sustente en una motivación 
coherente con la realidad física, social y económica del ámbito territorial en su 
conjunto.   
 
 
2. Otros valores de naturaleza económica. 
 
A los valores tradicionales del suelo rural a los que se ha hecho referencia en el 
punto anterior, se unen otra serie de elementos de indudable proyección 
económica que algunas normas urbanísticas incluyen dentro del concepto de 
valores que hemos denominado como productivos, cuya consideración deriva 
igualmente de su indudable asociación con el medio rural, pero que presentan 
como nexo común su no generalización como elementos susceptibles de 
motivar la especial protección del suelo en el que se identifican, aunque las 
causas de esta circunstancia en cada caso son de naturaleza muy variada. 
Entre estos valores de apreciación no generalizada podemos citar al valor 
cinegético, que se incluye en normativas urbanísticas como la andaluza o la 
canaria; el valor minero, que se cita expresamente en la normativa canaria y en 
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la murciana; o incluso, un elemento algo inconcreto definido como “riquezas 
naturales”, que se cita en las normativas de Castilla-La Mancha, de las Islas 
Canarias o de Extremadura. 
 
 
a. El valor cinegético.   
 
Por lo que respecta al valor cinegético puede destacarse que su tratamiento 
como valor apreciable en el suelo rural es ciertamente contradictorio en la 
actualidad624, debido a que la consideración de la caza como disciplina 
deportiva de naturaleza ambiental ha venido siendo criticada en los últimos 
años por sectores ecologistas y de defensa de los animales, al destacar en la 
actividad cinegética su vertiente de actuación agresiva y exterminadora con las 
especies objeto de caza en cada disciplina, así como la potencial afección al 
medio ambiente que su práctica no controlada puede generar625, frente a las 
consideraciones benefactoras para el entorno de los predios asociados a usos 
cinegéticos que destacan los defensores de esta práctica deportiva626. 
  
Con arreglo a estas consideraciones, las Comunidades Autónomas que 
reconocen expresamente los valores cinegéticos como susceptibles de motivar 
la especial protección del suelo en el que se identifican, establecen en estos 
casos un tratamiento muy similar al del resto de valores de naturaleza 
económica, como es el caso de la normativa andaluza, en la que no se 
reconocen como valores sobre los que obligatoriamente se debe proceder a la 
constitución de ámbitos de suelo no urbanizable especialmente protegidos, 
pero pueden motivar esta consideración debido a la cláusula abierta 
establecida en el artículo 46.2.b) de la LOUA.  
                                            
624 Aunque ciertamente el párrafo primero del artículo 13.1 del TRLS2015 cita expresamente al 
uso cinegético como tradicional dentro del suelo en situación rural, siempre con arreglo a lo que 
dispongan las leyes y la ordenación territorial que en cada caso fueran aplicables. 
625 Cfr. BARREDA BARBERÁ (2008, pág. 118). 
626 Como son el control de las especies animales y sus descastes, el fomento de los espacios 
naturales en los que se practica la caza, la garantía de preservación y defensa de los espacios 
frente a agresiones como el fuego (dada la constante vigilancia que mantienen los cotos de 
caza), etc. 
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Singular consideración merece el tratamiento que reciben los valores 
cinegéticos en la Comunidad Autónoma de las Islas Canarias, al recogerse 
expresamente entre los valores que determinan la identificación del suelo 
rústico conforme a lo dispuesto en el artículo 33.1.d) de la Ley 4/2017, de 13 de 
julio, del Suelo y de los Espacios Naturales Protegidos de Canarias, si bien, 
posteriormente no se citan en la definición de los diferentes tipos de suelos 
especialmente protegidos. Esta omisión627 no es muy entendible debido a que 
la propia exposición de motivos de la norma canaria cita al uso cinegético como 
propio de los suelos agrarios y equivalentes, por lo que solo cabe estimar que 
el legislador canario otorga al poder planificador la potestad de otorgar un 
régimen de protección al suelo rural por este motivo mediante la invocación de 
la cláusula genérica de “otros aprovechamientos o usos compatibles”, que al 
efecto introduce el artículo 34.b).1) de la Ley, en el que se regula el suelo 
rústico de protección agraria como categoría específica del suelo de protección 
económica. 
 
A la regulación territorial y urbanística debe añadirse la sectorial que fuera 
aplicable, y ello debido a la indudable incidencia que presenta la caza sobre el 
entorno rural en el que se practica. Esta realidad determina que, en ocasiones, 
la delimitación de los ámbitos naturales en los que se autorice la práctica 
cinegética derive, a su vez, en la determinación de sectores especialmente 
protegidos definidos en los instrumentos de ordenación territorial y/o 
urbanística sobre los que coincidan espacialmente. En concreto, la normativa 
andaluza reconoce dentro de los tipos de terrenos con aptitudes cinegéticas a 
las denominadas reservas andaluzas de caza, definidas por el artículo 44 de la 
Ley 8/2003, de 28 de octubre, de la Flora y Fauna Silvestres, como zonas de 
aprovechamiento cinegético declaradas como tales por ley con el fin de 
promover y conservar hábitats favorables para el desarrollo de poblaciones 
cinegéticas de calidad y cuya administración se atribuye a la Consejería 
                                            
627 Que ya se apreciaba en el anterior Decreto Legislativo 1/2000, de 8 de mayo, precedente de 
la actual normativa vigente en Canarias.  
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competente en materia de medio ambiente628. Aunque la norma no determina 
esta consecuencia de forma expresa, parece evidente que la singular 
consideración de estos espacios sugiere o predispone su inclusión en un 
ámbito de especial protección a nivel territorial. 
 
La regulación de estas reservas andaluzas de caza se completa con lo 
dispuesto en los artículos 24 y siguientes del Decreto 126/2017, de 25 de julio, 
por el que se aprueba el Reglamento de Ordenación de la Caza en Andalucía, 
que las configuran como zonas de aprovechamiento cinegético, declaradas 
como tales por  ley, constituidas sobre terrenos de titularidad pública o privada, 
atendiendo a causas  justificadas de utilidad pública o interés social, en su 
caso, con la finalidad de promover,  conservar y fomentar determinadas 
especies cinegéticas y sus hábitats. De esta definición normativa subyace la 
evidente intención del legislador andaluz de potenciar el aspecto ambiental de 
la práctica de la caza, caracterizada principalmente por la aspiración de 
conservación de la cabaña de especies animales objeto de esta actividad. 
  
En el mismo sentido, la Ley 13/2004, de 27 de diciembre, de Caza de la 
Comunidad Valenciana, establece dentro de la relación de los espacios 
cinegéticos las denominadas reservas valencianas de caza629, cuya definición 
se formula en términos muy similares a las andaluzas (art. 31) y que dada la 
laxitud con la que se definen los tipos de suelos no urbanizables por la 
normativa urbanística de esta Comunidad Autónoma630, en base a su 
delimitación se puede justificar el establecimiento de ámbitos de especial 
protección por la ordenación territorial o urbanística, en virtud de la 
identificación en los mismos de los valores de naturaleza económica o 
                                            
628 El resto de terrenos aptos para el uso cinegético que regula la normativa andaluza son los 
cotos de caza (de titularidad privada pero cuya declaración como tal corresponde a la Junta de 
Andalucía) y las denominadas zonas de caza controlada (terrenos no declarados como 
reservas o cotos y que se constituyen como ámbitos cinegéticos de forma temporal, también 
por decisión de la Administración Autonómica. 
629 Entre otros tipos de ámbitos cinegéticos como son los cotos de caza o las zonas de caza 
controlada. 
630 De hecho, el artículo 26.c) de la Ley valenciana establece expresamente a los valores 
económicos (en sentido amplio), como susceptibles de motivar la delimitación de zonas de 
especial protección en suelo rural. 
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productiva cinegética. La normativa valenciana regula, a su vez, los 
instrumentos de planificación de la actividad cinegética, destacando las 
directrices de ordenación cinegética y los planes técnicos de ordenación 
cinegética. Las primeras, son instrumentos que fijan el modelo de ordenación 
cinegética de la Comunidad Autónoma, en tanto que, los segundos, se 
encargan de ordenar las intervenciones de uso, gestión y fomento a realizar en 
cada espacio dando preferencia a las medidas de conservación y mejora de los 
hábitats propicios para cada especie cinegética. Por tanto, ambos instrumentos 
pueden ser clasificados como medios de ordenación de la actividad cinegética 
que, en su condición de normativa sectorial, afectan a la ordenación territorial o 
urbanística del terreno, pudiendo asumir sus determinaciones como 
merecedoras de establecimientos de ámbitos de especial protección, siempre 
que no contradigan lo indicado en el planeamiento que fuera preponderante 
sobre el territorio. 
 
 
b. El valor minero. 
 
En segundo lugar, por lo que respecta al denominado valor minero o geológico 
cabe destacar que su consideración supone la introducción en el ámbito de los 
espacios protegidos de los suelos en los que se localicen yacimientos 
extractivos conforme se regulan en la vetusta Ley 22/1973, de 21 de julio, de 
Minas (LMN). Partiendo de la consideración jurídica que la citada norma hace 
de todos los yacimientos naturales y recursos geológicos como bienes de 
dominio público por naturaleza, la norma urbanística viene a atribuir a la 
totalidad del ámbito territorial la consideración que la normativa sectorial 
predica sobre ámbitos presentes generalmente en el subsuelo, aunque 
evidentemente con conexión con el plano superficial del territorio en el que se 
localicen. En este caso, parece claro que según el tipo de forma de extracción 
que presenten los distintos yacimientos podrá determinarse en mayor o menor 
medida la necesidad de proteger especialmente su entorno y ello debido a que, 
por lo general, las actuaciones que más impacto e incidencia tengan sobre la 
438





superficie del territorio (como serán las explotaciones a cielo abierto) 
presentarán unas características físicas con mayor vocación de ser 
preservadas, dada su singularidad y configuración visual e, incluso, histórica, 
frente a otros tipos de extracciones en las que su percepción no tiende a ser 
muy destacada y, por lo general, tampoco muy gratificante631. 
 
A lo anterior cabe añadir la circunstancia excepcional que presenta este tipo de 
valor del suelo, como es que el efectivo desarrollo del uso asociado a su 
especial consideración conlleva la alteración (y casi siempre disminución) del 
sustrato físico del territorio, al fundamentarse el elemento sujeto a protección 
precisamente en la aptitud del suelo para la extracción de elementos físicos de 
su composición original. Evidentemente, esta alteración del terreno será tanto 
más evidente en los casos en los que el objeto de extracción sean elementos 
materiales sólidos del propio territorio, frente a los casos de elementos de 
naturaleza líquida o gaseosa, cuyo reflejo en la superficie del territorio suele ser 
reducido. De hecho, las actividades extractivas pueden entenderse como una 
de las actuaciones que presentan una mayor afección sobre el ámbito territorial 
en el que se realizan, tanto en el caso de que se realicen extracciones de 
material del propio territorio (lo que conllevará una alteración evidente del 
sustrato geológico del terreno), como que se extraigan elementos líquidos o 
gaseosos, puesto que su ejecución requerirá actividades de sondeo y 
perforación de las que pueden derivarse afecciones y cauces de contaminación 
del entorno632. 
 
Paradójicamente, el motivo que parece fundamentar el deseo del legislador 
autonómico de proteger expresamente a los suelos en los que existan valores 
                                            
631 No obstante, cabe reiterar la tendencia actual de preservar entornos industriales como 
elementos de valor de paisajístico, característicos de una sociedad y un entorno concreto, 
incluyendo zonas industriales históricas, por lo que dependerá de cada situación concreta la 
solución a adoptar, en función de que se estime prioritaria la necesidad de salvaguardar estos 
enclaves o, en otro caso, procurar su restauración ambiental. Cfr. GALINDO GONZÁLEZ y 
SABATÉ BEL (2009). 
632 En la actualidad se cuestionan actuaciones de extracción de hidrocarburos muy agresivas 
con la estructura material del terreno, como es el caso de la práctica denominada “fracking” a la 
que más adelante se hará referencia expresa, sobre la que sus detractores afirman que puede 
conllevar la producción de graves afecciones ambientales, incluida la inestabilidad sísmica de 
los territorios cercanos. 
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mineros destacables será el preservar la integridad de su actual configuración, 
con lo que de facto se está exigiendo el mantenimiento y conservación de una 
parte del territorio que se encontrará muy alterada con respecto a su estado y 
formación física originaria, sobre todo en las citadas explotaciones abiertas o al 
aire libre633. Con ello, el legislador establece una excepción al régimen de 
protección de los suelos rurales, debido a que en la generalidad de los casos 
de especial protección del territorio lo que se propone es su preservación 
conforme al estado y realidad física en la que se encuentran (o incluso su 
restauración), en tanto que en los suelos protegidos por valores mineros lo que 
se viene a proteger precisamente es la aptitud de los mismos para su 
explotación productiva, que en este caso requiere, en la mayoría de casos, su 
alteración material634.  
 
De hecho, la actividad extractiva ha sido expresamente preterida en los 
supuestos más comunes de suelos protegidos, dada la incidencia que puede 
suponer su ejercicio sobre la integridad física del territorio en el que se 
localizan, al poder destruir su propia configuración, tal y como afirma la STS de 
19 de septiembre de 2016 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 2081/2015. Ponente: TOLOSA 
TRIBIÑO, EDJ 2016/152174) al entender que es uno de los supuestos 
concretos en los que se puede excepcionar el régimen establecido en el 
artículo 122 de la LMN por el que se requiere la justificación específica de la 
prohibición de usos extractivos en cada suelo en concreto (en en el mismo 
                                            
633 Cabe traer en este punto a colación lo citado anteriormente para los paisajes industriales y 
mineros, sobre los que la tendencia actual reclama su preservación. De este modo, espacios 
mineros de profunda tradición histórica (como pueden ser los de Río Tinto en la provincia de 
Huelva), pueden requerir la delimitación sobre los mismos de ámbitos de especial protección, 
basados tanto en la propia actividad extractiva en sí, como en la sustantividad y originalidad de 
este tipo de paisajes, como por otra parte ya se ha afirmado para otros tipos de valores 
presentes en el suelo no urbanizable. 
634 Salvo en el caso de que la protección del suelo propugne como valor preponderante su 
entidad paisajística, en cuyo caso se debería tender a mantener el estado de la explotación y 
su proyección visual. Sin embargo, en este caso no nos encontraríamos ante un valor 
económico, debido a que la especial protección no vendría determinada por su potencialidad 
productiva sino por su configuración física actual.  
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sentido se expresan las STS de 1 de junio de 1998, de 22 de febrero de 2006 y 
de 1 de abril de 2009, que se citan en la propia sentencia)635.  
 
Sobre esta cuestión DEL CASTILLO MORA636 analiza los requisitos que la 
doctrina del Tribunal Supremo ha ido conformando acerca de las limitaciones 
que pueden establecerse sobre las actividades mineras en los espacios 
naturales protegidos, tomando como punto de partida la exigencia general 
antes citada de que no pueden establecerse prohibiciones genéricas de 
exclusión de su autorización, y ello debido a que la inclusión de una limitación 
general supondría una actuación contraria a la normativa vigente y a la 
exigencia de justificación que requiere toda limitación de esta naturaleza, como 
se afirma expresamente en el citado artículo 122 de la LMN. No obstante, 
matizando esta afirmación, el citado autor invocando la doctrina emanada de la 
STC de 4 de noviembre de 1982637, viene a concluir que sí podría establecerse 
una prohibición de estas actividades de forma concreta y, en todo caso, previa 
justificación del interés prioritario del mantenimiento del sustrato material del 
entorno frente a la explotación de recursos de alto valor en términos de riqueza 
nacional. Para ello, se basa en los supuestos en los que el propio Tribunal 
Supremo viene admitiendo la legalidad de la denegación de la autorización de 
actividades extractivas por su incompatibilidad con la especial protección del 
suelo, por lo que la fundamentación de este régimen singular parece imponerse 
como elemento potencial de exclusión de estas actividades de forma genérica 
sobre los suelos que presentan un alto nivel de protección singular. 
 
Pero en todo caso, esta limitación debe venir impuesta por los propios 
instrumentos de planificación ambiental o territorial que contengan la 
ordenación de los ámbitos protegidos, debido a que el propio Tribunal Supremo 
ha admitido la prohibición genérica de extracciones mineras incluidas en 
instrumentos de planificación basada en la fundamentación aducida para la 
                                            
635 El artículo 122 de la LMN dispone: “Cualquier prohibición contenida en los instrumentos de 
ordenación sobre actividades incluidas en la Ley de Minas deberá ser motivada y no podrá ser 
de carácter genérico”. 
636 DEL CASTILLO MORA, Daniel (2016). 
637 BOE núm. 296, de 10 de diciembre de 1982.  
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protección de los entornos sobre los que se extiende la limitación, como puede 
apreciarse en la STS de 14 de febrero de 2012 que al efecto señala (Sala 3ª, 
Sec. 5ª, rec. 1049/2008. Ponente PECES MORATE, EDJ 2012/49571:  
 
“…en nuestra sentencia de fecha 3 de noviembre de 2010 (recurso de 
casación 5294/2007), en la que declaramos nula la prohibición total de 
extracciones mineras contenidas en unas Directrices de Ordenación 
Subregional, declaramos también (fundamento jurídico segundo, 
penúltimo párrafo) que la limitación de actividades extractivas mineras 
podría establecerse a través de la tramitación de los correspondientes 
instrumentos de ordenación urbanística o ambiental, en que se 
procediese a clasificar los suelos con la protección adecuada a sus 
singulares características, que es lo acaecido en el caso enjuiciado, 
razón por la que, repetimos, este primer motivo de casación debe ser 
también desestimado”. 
 
La especial protección del territorio puede operar incluso en suelos donde 
existan explotaciones mineras previamente autorizadas, al no existir causa que 
fundamente una limitación de la actuación administrativa en tal sentido, tal y 
como afirma la STS de 22 de julio de 1999 (Sala 3ª, rec. 960/1992. Ponente 
CID FONTÁN, RJ 1992/6319). Esta preferencia de la ordenación territorial 
sobre las autorizaciones de explotaciones deriva directamente de la vinculación 
que presentan los criterios de ordenación sobre todos los actores implicados, 
incluida la propia Administración, que deberá considerar las determinaciones 
del plan a la hora de adoptar cualquier decisión sobre la concesión otorgada638. 
A la misma conclusión llega la STSJ de Cantabria de 27 de marzo de 2001 (RJ 
2001/724) al estimar que la exclusión del uso contenida en el régimen de 
especial protección del suelo impedía la autorización otorgada para una 
investigación minera, en base a la citada vinculación del planeamiento y sus 
restricciones. 
 
A lo anterior, añade que las limitaciones que pueden consignarse en los 
instrumentos de ordenación ambiental o urbanística deben responder a los 
requisitos establecidos en la doctrina constitucional y, posteriormente, 
                                            
638 Incluida la posible indemnización a la entidad concesionaria en el caso de las nuevas 
determinaciones territoriales impidan o limiten en algún ámbito el normal desarrollo de la 
autorización previamente expedida. Cfr. RENAU FAUBEL, Fernando (2005, págs. 148 y ss.). 
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desarrollados por la ulterior jurisprudencia. A su vez, el análisis de las 
actividades singulares que se proyecten debe efectuarse caso por caso, 
mediante la aplicación del instrumento de prevención y control ambiental 
correspondiente, y en cualquier caso salvo incompatibilidad manifiesta con la 
normativa ambiental. En tal sentido se expresa, entre otras, la STS de 16 de 
noviembre de 2012 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 3072/2009. Ponente TESO 
GAMELLA, EDJ 2012/263553)639. 
 
Desde el punto de vista contrario, relativo a la protección del territorio por sus 
propios recursos extractivos, señala HERNÁNDEZ DURÁN640 que puede 
apoyarse en la figura de los cotos mineros, definidos por el artículo 108 de la 
LMN como la agrupación de intereses de titulares de derechos de explotación 
en diversas zonas de un mismo yacimiento o de varios de éstos, situados de 
forma tal que permitan la utilización conjunta de todos o parte de los servicios 
necesarios para su aprovechamiento.  
 
Dicho autor establece como elemento esencial, a la hora de realizar la 
planificación de las zonas en la que existan posibles recursos mineros, la 
ejecución de la fase de investigación geológico-minera, incluida dentro del 
análisis territorial inherente a todo proceso planificador, que define como la 
caracterización geológica y tecnológica de los recursos, delimitando los 
diferentes tipos o variedades de recursos potencialmente explotables, así como 
su localización geográfica. A juicio de este autor, esta investigación geológico-
minera constituye uno de los pilares básicos sobre los que se sustenta la 
ordenación minero-ambiental o cualquier esfuerzo de planificación territorial 
                                            
639 Expresamente la Sala señala: “En definitiva, no pueden establecerse presunciones 
generales para sujetar a informe favorable de la Comunidad Autónoma, considerando o 
suponiendo que toda autorización o concesión en determinadas materias siempre producirá 
esa transformación cualificada sobre la realidad física o biológica. Habrá de estarse al caso 
concreto, según el tipo de actuación proyectada, la naturaleza, finalidad e incidencia de la 
misma sobre el medio para determinar si efectivamente está sujeta al citado informe, 
insistimos, sin listas generales previas. Dicho en términos legales, el informe únicamente se 
precisa respeto de actuaciones que comporten actos de transformación de la realidad física o 
biológica (artículo 7.2 de la Ley 4/1989), y será negativo cuando se trate de una transformación 
sensible de la realidad física y biológica que pueda llegar a hacer imposible o dificultar de forma 
importante la consecución de los objetivos del plan (artículo 7.1 de la misma Ley 4/1989)”. 
640 HERNÁNDEZ DURÁN, Germán (2015, págs. 78-95). 
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centrado en la minería y donde  la cartografía derivada de dicha prospección es 
en sí misma un instrumento de integración del recurso minero en el proceso de 
planificación territorial, en tanto que permite localizar un recurso natural no 
renovable de gran valor, que debe ser considerado a la hora de asignar los 
diferentes usos del territorio.   
  
La realización de esta fase de investigación dentro del análisis territorial deberá 
permitir al planificador la posibilidad de atribuir al suelo en el que se localicen 
los recursos de alto valor la condición de especialmente protegido o, cuanto 
menos, la posibilidad de que su extracción sea autorizable dentro de los 
parámetros que, en su caso, se establecieran para el uso del suelo en el 
supuesto de que sobre el mismo se identificaran otros valores dignos de 
protección especial. 
 
En resumen, como afirma RENAU FAUBELL641 en la consideración de los 
suelos protegidos en los que se localice la presencia de un valor geológico 
apreciable, el proceso de planificación debe ponderar el interés minero y 
productivo del entorno frente a su valor estrictamente ambiental, al objeto de 
determinar cuál de ellos sería el prevalente y, por lo tanto, el que debe 
fundamentar los criterios de ordenación adoptados. Como afirma el Tribunal 
Constitucional en la citada STC de 4 de noviembre de 1982, es preciso 
encontrar el equilibrio entre la protección ambiental y el aprovechamiento de la 
riqueza nacional, lo que requiere un esfuerzo adicional para poder determinar 
qué ámbito presenta un mayor grado de satisfacción del interés general que 
debe presidir toda actuación de los poderes públicos. 
 
Similar conclusión alcanza VALCÁRCEL FERNÁNDEZ642, añadiendo que la 
especial protección de un territorio no elimina en todo caso la posibilidad de 
explotación de los recursos del territorio, y ello en función del distinto régimen 
que pueden ostentar los ámbitos protegidos por la ordenación territorial y 
urbanística, en los que pueden encontrarse situaciones en los que el interés 
                                            
641 RENAU FAUBELL Fernando (2005, págs. 142 y ss.). 
642 VALCÁRCEL FERNÁNDEZ, Patricia (2005). 
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general derivado de la explotación de los recursos del territorio pueda 
fundamentar su autorización. Esta coyuntura puede darse tanto en situaciones 
previstas en la propia ordenación vigente, como en las que el descubrimiento 
de la potencialidad económica de los recursos no haya sido considerado a la 
hora de realizar la planificación del territorio, cuestión que puede fundamentar 




c. Especial referencia a la explotación de hidrocarburos mediante la técnica de 
la fractura hidráulica. 
 
Un supuesto de actualidad y generador de mucha controversia doctrinal, tanto 
técnica como jurídica, es la posibilidad de autorizar la exploración, investigación 
o explotación de hidrocarburos mediante la utilización de la técnica 
denominada de fractura hidráulica, comúnmente denominada por la expresión 
anglosajona “fracking”. Con AYLLÓN DÍAZ-GONZÁLEZ podemos definir al 
fracking como una de las tecnologías que se usan para la extracción de 
hidrocarburos no convencionales, que se encuentran atrapados en rocas muy 
poco permeables y situadas a una gran profundidad, de tal manera que las 
técnicas usuales de extracción no son viables. En términos no técnicos, esta 
compleja tecnología de extracción consiste en construir una serie de conductos 
subterráneos verticales de gran profundidad, primeramente para llegar a la 
estructura geológica y, a partir de ahí, horizontales, a lo largo de la propia 
estructura, por los que inyectar un compuesto líquido a muy alta presión que 
fracture la estructura geológica en la que el gas natural o el petróleo se 
encuentra contenido y de este modo pueda ser extraído y almacenado643. 
 
La posibilidad de que la utilización de esta técnica pueda generar daños al 
entorno, debido a la fragmentación del subsuelo que produce su ejecución, es 
una cuestión discutida por los técnicos sobre la materia, aunque de forma 
                                            
643 https://libros-revistas-derecho.vlex.es/vid/politica-union-europea-referente-640208701  
(último acceso, 19 de noviembre de 2018). 
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creciente la sociedad parece mostrarse en contra de su utilización, ante el 
temor de padecer las posibles consecuencias perjudiciales derivadas de su uso 
incontrolado, o sin verificar previamente la posible producción de daños al 
medio ambiente de la zona. Como expone MOREU CARBONELL644 las 
afecciones ambientales que se achacan a la fractura hidráulica atañen tanto a 
los recursos hídricos del entorno por el riesgo de contaminación de las aguas 
subterráneas y acuíferos, especialmente a nivel de la capa freática; a la 
producción de residuos tóxicos derivados del desarrollo del proceso; y en tercer 
lugar a la contaminación atmosférica debido a la explotación mediante técnicas 
no convencionales. 
 
En este sentido, a nivel comunitario esta técnica cuenta con la regulación 
contenida en la Recomendación de la Comisión 2014/70/UE, de 22 de enero645, 
relativa a unos principios mínimos para la exploración y producción de 
hidrocarburos (como el gas de esquisto) utilizando la fracturación hidráulica de 
alto volumen, que califica esta técnica de forma expresa como presuntamente 
generadora de problemas tanto para la salud como para el medio ambiente. No 
obstante, la normativa estatal vigente asume la posibilidad de apelar a esta 
práctica para la exploración, investigación o la explotación de hidrocarburos 
conforme dispone el artículo 9.5 de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del sector 
de hidrocarburos (LSH)646. 
  
Pero la controversia que genera esta técnica ha motivado que varias 
normativas autonómicas hayan intentando vedar su práctica en el suelo rural 
de su región, mediante la introducción de limitaciones a su autorización 
invocando la posible incompatibilidad de su sistema de ejecución con el 
                                            
644 MOREU CARBONELL, Elisa (2012, págs. 7 y ss.).   
645 DOUE de 8 febrero de 2014. 
646 La regulación introducida a través de la Ley 17/2013, de 29 de octubre, para la garantía del 
suministro e incremento de la competencia en los sistemas eléctricos insulares y peninsulares 
(BOE núm. 260, de 30 de octubre de 2013), establece para este artículo la siguiente redacción: 
“En el desarrollo de los trabajos a ejecutar en el marco de los títulos señalados en este artículo 
podrán aplicarse métodos geofísicos y geoquímicos de prospección, perforación de sondeos 
verticales o desviados con eventual aplicación de técnicas habituales en la industria, entre 
ellas, la fracturación hidráulica, la estimulación de pozo así como técnicas de recuperación 
secundaria y aquéllos otros métodos aéreos, marinos o terrestres que resulten necesarios para 
su objeto”. 
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mantenimiento del entorno rural en el que se pretenda su realización. Incluso 
algunas Entidades Locales, como es el caso de la Diputación de Valencia en 
2013, aprobaron declaraciones institucionales con el objeto de evitar la 
autorización de esta práctica en sus respectivos ámbitos territoriales, que como 
afirman BOQUERA MATARREDONDA y JIMÉNEZ HERNANDIS647 no pueden 
conllevar ninguna consecuencia jurídica al carecer de competencias para ello, 
quedando como meras declaraciones u opiniones de carácter político.  
 
Entre los intentos normativos formulados para restringir esta práctica, debemos 
citar en primer lugar la Ley 1/2013, de 15 de abril, por la que se regula la 
prohibición en el territorio de la Comunidad Autónoma de Cantabria de la 
fractura hidráulica como técnica de investigación y extracción de gas no 
convencional, que disponía la prohibición de la autorización de esta práctica en 
todo el territorio de esa Comunidad Autónoma, al estimar que su ejecución 
puede generar graves daños al entorno y entender aplicable y preferente el 
principio de precaución ambiental. En parecidos términos se posicionaron las 
normativas autonómicas de La Rioja (Ley 7/2013, de 21 de junio) y de Navarra 
(Ley Foral 30/2013, de 15 de octubre). 
 
Sin embargo, las STC de 24 de junio de 2014 (BOE núm. 177, de 22 de julio de 
2014), 22 de julio de 2014 (BOE núm. 199, de 16 de agosto de 2014) y 15 de 
diciembre de 2014 (BOE núm. 17, de 20 de enero de 2015), declararon 
respectivamente la inconstitucionalidad del contenido principal de las normas 
cántabra, riojana y navarra, al estimar su contradicción con lo dispuesto en el 
citado artículo 9.5 de la LSH y, en consecuencia, vulnerar la competencia 
estatal al excluir de facto su aplicación en los territorios de estas regiones 
españolas648. Como expone BLASCO HEDO649, el argumento fundamental que 
esgrime la Sala es considerar que la prohibición absoluta e incondicionada de 
una determinada técnica de investigación y explotación de hidrocarburos no 
puede decidirse por una Comunidad Autónoma, y ello aunque pueda imponer 
                                            
647 BOQUERA MATARREDONDA, Vicente y JIMÉNEZ HERNANDIS, Juan (2013, pág. 180). 
648 Cfr. ALEGRE ÁVILA, Juan Manuel (2015-b, págs. 525-566). 
649 BLASCO HEDO, Eva (2014-b). 
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requisitos y cargas para el otorgamiento de autorizaciones y concesiones no 
previstas por la legislación estatal650. 
 
Como muy acertadamente apuntaba JORDANO FRAGA651 con esta 
interpretación del Tribunal Constitucional quedaba vedada toda prohibición 
absoluta e incondicionada de la técnica de la fractura hidráulica, al contradecir 
de manera radical e insalvable la legislación básica estatal que autoriza la men-
cionada técnica y someter a evaluación ambiental las actuaciones que 
conlleven su empleo, que debe realizar la Administración que resulte 
competente en cada caso. De este modo, a juicio de la Sala se podrá denegar 
la autorización del proyecto que suponga el empleo de la técnica del fracking si 
el resultado de la evaluación de impacto ambiental es negativo, pero no acudir 
a decisiones genéricas no motivadas ni sustentadas por criterios técnicos o 
ambientales. 
 
Tras la imposición de esta interpretación del Alto Intérprete Constitucional, 
algunas Comunidades Autónomas siguieron buscando fórmulas para limitar en 
lo posible la autorización de investigaciones o explotaciones que utilizaran el 
sistema de fractura hidráulica, optando en esta ocasión por introducir 
elementos de esta naturaleza en su normativa sobre ordenación territorial y 
urbanismo, apelando a la plenitud que sobre estas competencias les reserva la 
CE1978. En este sentido se posicionó la normativa catalana, al introducir en su 
normativa urbanística la exclusión “…de la tecnología de la fracturación 
hidráulica cuando pueda tener efectos negativos sobre las características 
geológicas, ambientales, paisajísticas o socioeconómicas de la zona, o en 
relación con otros ámbitos competenciales de la Generalidad” (art. 47.10 del 
Decreto Legislativo 1/2010, de 3 de agosto). El Tribunal Constitucional, al 
analizar esta nueva regulación catalana, determinó en la STC de 14 de abril de 
2016 (STC 73/2016. BOE núm. 122, de 20 de mayo de 2016) que había de 
reputarla igualmente inconstitucional, debido a que en la práctica producía la 
exclusión del sistema de fracking en todo procedimiento en el que tuviera 
                                            
650 Cfr. FERNÁNDEZ DE GATTA SÁNCHEZ (2014). 
651 JORDANO FRAGA, Jesús (2015-b, pág. 17). 
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participación la Administración autonómica, entendiendo que a ésta también se 
le otorgaba la capacidad de decisión sobre la materia652. Con similares 
argumentos la STC de 25 de enero de 2018 declaró inconstitucional la 
regulación sobre la materia introducida en la normativa urbanística del País 
Vasco (STC 8/2018. BOE núm. 46, de 21 de febrero de 2018), si bien, en este 
caso se incorporaba la novedad de la estimación favorable a la modificación de 
la Ley 1/2006, de Aguas del País Vasco, cuyo artículo 29.1 dispone:  
 
“Queda prohibido el uso de la técnica de la fractura hidráulica para la 
explotación de hidrocarburos en aquellos espacios clasificados como de 
riesgo de vulnerabilidad media, alta o muy alta en el mapa de 
vulnerabilidad a la contaminación de los acuíferos de la CAV”. 
    
A juicio del Tribunal Constitucional en este caso no se trasgrede la legislación 
estatal en materia de medio ambiente, al asumir la interpretación por la que se 
debe estimar que la prohibición autonómica no puede ser calificada de genérica 
e incondicionada, ni tampoco de irrazonable o desproporcionada, en palabras 
de la propia Sala “…máxime cuando tiende a la protección de un recurso 
esencial, como es el agua”. Al contrario, con esta limitación se introduce un 
elemento de prevención de posibles perjuicios al entorno sobre la base de una 
acreditación material previa, como es el riesgo de vulnerabilidad de los 
acuíferos, que podrían verse afectados por cualquier actuación que alterara las 
condiciones materiales del subsuelo. 
 
Pero el mayor avance sobre la posible regulación normativa de la utilización de 
esta técnica desde el prisma de la ordenación territorial, ha venido de la mano 
de la reciente STC de 7 de junio de 2018 (STC 65/2018. BOE núm. 164, de 7 
de julio de 2018), por la que se declara la adaptación constitucional de la 
regulación sobre esta materia introducida en el Decreto Legislativo 1/2010, de 
18 de mayo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Ordenación 
                                            
652 Debe apuntarse que en esta Sentencia se incorpora un voto particular, formulado por tres 
Magistrados, discrepantes del tenor del fallo al estimar que la norma impugnada debía 
entenderse limitada a la obligación de que el órgano autonómico denegara la licencia 
correspondiente, si tuviera la competencia para ello o, por el contrario, manifestara su 
oposición a la concesión en el expediente de evaluación ambiental, en el caso de que la 
actividad proyectada pudiera producir efectos negativos y así le constara expresamente. 
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del Territorio y de la Actividad Urbanística de Castilla-La Mancha. En este caso, 
la norma castellano-manchega introduce una regulación que permite delimitar 
(o como señala la propia Sala “zonificar”) los ámbitos territoriales en los que 
pueden autorizarse los proyectos consistentes en la realización de 
perforaciones para la exploración, investigación o explotación de hidrocarburos, 
almacenamiento de CO2, almacenamiento de gas y geotermia de media y alta 
entalpía, que requieran la utilización de técnicas de fracturación hidráulica. En 
concreto, estos proyectos pueden autorizarse en suelo rústico de reserva (no 
urbanizable), previa obtención de la preceptiva calificación urbanística y 
siempre que la ordenación urbanística y territorial no los prohíba expresamente. 
Formulando esta regulación en sentido contrario, puede afirmarse que el 
Tribunal Constitucional avala la posibilidad de que el planeamiento territorial o 
urbanístico pueda excluir de determinados ámbitos de suelo la utilización de 
esta técnica, lo que en el caso castellano-manchego se une a la prohibición 
absoluta determinada legalmente para los suelos especialmente protegidos, 
conforme a la redacción del artículo 54 analizada por la Sala Constitucional.  
 
En términos generales se puede concluir que con esta interpretación de la 
jurisprudencia constitucional los puntos de fricción entre las competencias 
territoriales y ambientales (autonómicas y estatales), quedan en gran parte 
diluidos con la aplicación del principio de precaución por el que se fundamenta 
la capacidad de la normativa territorial y urbanística para establecer la 
posibilidad de limitar los ámbitos en los que pueda utilizarse esta técnica, en 
consideración de su posible afección al entorno. De forma evidente, toda 
decisión sobre esta materia deberá contener la debida justificación de su 
adopción, cuestión que será tanto menos complicada en cuanto mayor sea el 
nivel de protección establecido para el territorio, aun en los casos en los que 
los diferentes suelos tuvieran similar calificación urbanística. Pero incluso, 
como se ha expuesto, cabe apelar a la propia preservación genérica de los 
suelos protegidos para establecer una exclusión global de la técnica de la 
fracturación hidráulica de sus ámbitos territoriales, tal y como realiza la vigente 
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normativa castellano-manchega y ha validado expresamente el Tribunal 
Constitucional.  
 
Sobre la base de esta interpretación jurisprudencial se ha formulado la reciente 
Ley 11/2018, de 15 de noviembre, por la que se establecen Medidas 
Adicionales de Protección de la Salud Pública y del Medio Ambiente para la 
Exploración, Investigación o Explotación de Hidrocarburos utilizando la Técnica 
de la Fractura Hidráulica en la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia653, que presenta como novedad reseñable la exigencia de elaboración 
de un plan estratégico para la utilización de esta técnica, cuyo objetivo 
declarado es el de prevenir, gestionar y reducir los posibles impactos y riesgos 
para la salud pública y el medio ambiente que pudieran generarse654.  
 
Podemos destacar que dentro de los contenidos de este documento de 
planificación se deben incluir una adecuada evaluación de riesgos a escala 
regional; una zonificación del territorio que diferencie los espacios superficiales 
donde quede restringida la técnica de la fractura hidráulica, con el fin de dar 
protección a la salud humana y la biodiversidad por los riesgos que la misma 
conlleve; y la inclusión en dicha zonificación de las distancias mínimas de 
protección que deberán establecerse entre las zonas aptas para la aplicación 
de la fractura hidráulica y sus zonas de exclusión, así como limitaciones en 
relación con la distancia mínima en profundidad entre la zona del subsuelo que 
va a fracturarse y cualquier masa de agua subterránea, así como establecer 
distancias mínimas de los pozos a los cuerpos de agua superficial.  
 
 
                                            
653 Boletín Oficial de la Región de Murcia de 21 de noviembre de 2018. 
654 La nueva normativa murciana dispone como medida transitoria la no concesión de nuevas 
autorizaciones de exploración, permisos de investigación ni concesiones de explotación de 
hidrocarburos obtenidos a través de fractura hidráulica en tanto no se apruebe el plan 
estratégico sectorial, que en principio, deberá estar aprobado en un plazo máximo de dieciocho 
meses desde su entrada en vigor. Por otra parte, también se dispone que las previsiones 
establecidas en la nueva norma se aplicarán a los trabajos específicos de las autorizaciones de 
exploración, permisos de investigación o concesiones de explotación de hidrocarburos 
obtenidos a través de fractura hidráulica ya concedidas o en tramitación en el territorio de la 
Región de Murcia. 
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d. Otros valores o riquezas naturales. 
 
Finalmente, como se indicó al inicio del presente epígrafe algunas normativas 
autonómicas contienen una referencia abierta a la posibilidad de delimitar 
ámbitos de suelos especialmente protegidos en función de que en su ámbito se 
aprecien “otras riquezas naturales”, como criterio indeterminado en virtud del 
cual se otorga al planificador un amplio margen de maniobra a la hora de 
calificar el suelo rural sobre el que se establezca el análisis territorial, pudiendo 
identificar elementos de nuevo cuño sobre los que instaurar un régimen de 
especial protección, si bien, como se ha expuesto reiteradamente, siempre que 
esa discrecionalidad procesal quede suficientemente justificada y motivada.  
 
Estos ámbitos indeterminados de valores productivos, a los que pueden 
añadirse algunos otros tipos de manifestaciones de naturaleza similar 
formuladas en otras normativas (como es el caso de Andalucía, en cuya ley 
urbanística se contiene el vocablo “análogo” junto con los valores agrícolas, 
ganaderos y forestales), pueden hacer referencia a varios tipos de elementos 
cuya identificación requiere, por un lado, que sean naturales, con lo que se 
excluyen los posibles valores de carácter artificial y, por otro lado, que 
presenten un estimable valor real o potencial en su consideración económica.  
 
En concreto, a modo de ejemplo cabe reseñar que en este tipo de valores 
indeterminados pueden ubicar los mineros o geológicos en las Comunidades 
Autónomas cuya regulación no contiene expresamente una referencia a los 
mismos, ya que encajan plenamente en la formulación descriptiva anterior. 
También podemos incluir aquí a los valores cinegéticos o piscícolas, en los 
supuestos en los que tampoco se identifiquen expresamente como 
determinantes para la especial protección del suelo. Y, en tercer lugar, también 
pueden identificarse otros tipos de valores productivos no determinados de 
forma concreta, como serían los procedentes de depósitos o sedimentos 
formados de manera espontánea y cuya protección se estimara procedente, 
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como serían el barro de uso medicinal o estético, los sedimentos destinados a 
sectores industriales de diversa índole, etc.  
 
En definitiva, con estas apelaciones a cláusulas abiertas el legislador tiende a 
garantizar que la planificación pueda dar respuesta a cualquier tipología de 
elementos o valores cuya preservación se entienda procedente, para lo que 
permite que la justificación y valoración del análisis territorial del concreto 
ámbito espacial pueda contener variados ámbitos de especial protección, 
debido igualmente a la propia diversidad de los propios espacios geográficos. 
 
Al contrario, en otras ocasiones este tipo de valor indeterminado ha sido 
definido como un conglomerado de otros tipos de valores, cuya singularidad 
deriva precisamente de la apreciación sobre el territorio de elementos variados 
cuya consideración unitaria presenta unas propiedades dignas de la especial 
protección asignada por el planificador. Este supuesto sería un caso de los que 
se han denominado como valores acumulativos, que tienen como característica 
fundamental la presencia de varios factores que apreciados de forma conjunta 
presentan una identidad particular merecedora de un régimen de especial 
protección. 
 
En tal sentido se expresa la STS de 24 de septiembre de 2009 (Sala 3ª, Sec. 
5ª, rec. 5239/2006). Ponente YAGÜE GIL, EDJ 2009/225150), que al ratificar la 
emanada previamente por el Tribunal Superior de Justicia de Aragón, con 
fecha 16 de junio de 2006, asume en su FD 5º la argumentación sostenida por 
la sentencia objeto de recurso de casación, incluyendo la siguiente reflexión:  
 
“EI tercer valor concurrente en estos suelos es el de Protección de 
Ecosistemas Naturales y, dentro de él, el de "Protección del Suelo 
Estepario", que además es el que afecta a la mayor parte de la 
superficie de los terrenos de constante referencia, que se puede 
considerar incluido dentro de la categoría de "riquezas naturales" del 
artículo 19.2 de la Ley 5/1999, de 25 de marzo, como se aprecia en el 
artículo 6.1.1.3 de las Normas, en su apartado 1.1.A).f), y en el artículo 
6.3.13, en sus apartados 2.f) y 8 de las Normas Urbanísticas del Plan 
General. Así, el artículo 6.3.13.8 de las Normas Urbanísticas define el 
suelo estepario "en razón de su calidad paisajística y de la riqueza de su 
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flora y su fauna". Además, la Memoria, en su página 145, define las 
estepas como "ecosistemas muy singulares particularmente por la 
riqueza de su flora y su fauna, además de por la belleza del paisaje" y 
de ella destaca "su gran interés botánico y geográfico, al constituir un 
enclave africano con especies que no trascienden a latitudes mas 
septentrionales" y que son "espacios muy sensibles a las alteraciones 
humanas, que pueden generar impactos irrecuperables". (…) La lectura 
de este apartado del informe pone de manifiesto que la actuación del 
planificador no puede ser tachada, como se pretende en el recurso, de 
arbitraria, puesto que se ha asignado a estos terrenos un régimen de 
protección especial en función de una serie de valores que 
efectivamente sí concurren y que además coinciden con los descritos en 
la Memoria...”. 
 
De la argumentación de la Sala podemos concluir que la conjunción de 
distintos valores en un mismo enclave territorial, incluso aunque algunos de 
ellos sean aparentemente contradictorios, puede motivar la aplicación sobre el 
mismo de un régimen de especial protección precisamente destinado a 
preservar su singularidad e integridad.  
 
 
VIII. LAS VÍAS PECUARIAS. 
 
Conforme establece la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de Vías Pecuarias (LVP)655 
en su artículo 1.2, se definen las vías pecuarias como las rutas o itinerarios por 
donde discurre o ha venido discurriendo tradicionalmente el tránsito ganadero. 
En la actualidad, conforme indica la citada norma estatal, son consideradas 
como bienes de dominio público de las Comunidades Autónomas por lo que, en 
consecuencia, ostentan la condición de bienes inalienables, imprescriptibles e 
inembargables656. Sin perjuicio de la posibilidad de atribuirles otros tipos de 
                                            
655 BOE núm. 71, de 24 de marzo de 1995. 
656 No obstante, esta consideración jurídica definida de forma inequívoca por la normativa 
estatal de 1995 no era acogida de forma unánime con anterioridad, al discutirse hasta entonces 
la adscripción automática al servicio público que le hubiera conferido tal carácter. Como afirma 
MANTECA VANDELANDE, Víctor (1995, págs. 162 y ss.), la actual regulación estatal viene a 
sustituir a la anterior Ley de Vías Pecuarias de 27 de junio de 1974, que junto con su 
Reglamento de 1978, contenían la regulación precedente. En esta normativa se afirmaba 
también el carácter dominical de las vías pecuarias, pero sin embargo se introducía un 
mecanismo por el que los ocupantes de terrenos podían consolidar sus derechos sobre ellos, al 
poder reivindicar los derechos sobre vías pecuarias en función de lo que disponía la disposición 
final primera de la Ley. De hecho, el propio Tribunal Supremo en sentencias como la de 31 de 
mayo de 1988, admitió la posibilidad de que la posesión continuada en el tiempo por tercero 
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nombres tradicionales en cada territorio concreto, la LVP distingue en términos 
generales tres tipos de vías pecuarias, que son las cañadas, vías cuya anchura 
no exceda de los 75 metros; los cordeles, cuando su anchura no sobrepase los 
37,5 metros y las veredas, vías que tienen una anchura no superior a los 20 
metros657. 
  
La incidencia que las vías pecuarias presentan sobre el régimen del suelo no 
urbanizable deriva tanto de su condición de bienes de dominio público 
localizados en el ámbito rural, como de su propia consideración de soporte 
tradicional de actividades de naturaleza agropecuaria, a lo que se une en la 
actualidad su disposición como elementos integrantes de actividades 
ambientales, lúdicas y culturales desarrolladas igualmente en el entorno rural, o 
incluso, como plataformas para la apreciación de entornos de singular valor 
natural y paisajístico. 
 
 
A. Las vías pecuarias como bienes de dominio público.  
 
De acuerdo a la anterior consideración, la primera cuestión a analizar sobre 
este tipo de bienes dominicales es la relativa a la de su naturaleza, ya que 
comparten una consideración ambiental que los equipara a la de los bienes de 
dominio público por naturaleza, aunque ciertamente su conceptualización 
demanial no viene determinada por su componente físico, sino por su condición 
de vía tradicional de tránsito ganadero658. Esta doble caracterización de las 
                                                                                                                                
permitiera la actuación de la prescripción adquisitiva, como medio de consolidación de la 
propiedad en manos del ocupante de terrenos por donde discurría una vía pecuaria. Esta 
consideración anterior ha motivado incluso que algunas normativas actuales contengan una 
referencia expresa a la cuestión, como sucede con la Ley 13/2018, de 28 de diciembre, de 
caminos públicos y rutas senderistas de Mallorca y Menorca, cuyo artículo 7.1 dispone que no 
produce desafectación del dominio público viario el uso, la ocupación o las utilizaciones 
privadas, por prolongadas que hayan sido en el tiempo. 
657 Un conciso pero completo análisis de la regulación histórica de las vías pecuarias españolas 
se contiene en BERMÚDEZ SÁNCHEZ, Javier (2017). 
658 Como afirma MARTÍN-RETORTILLO BAQUER, Lorenzo (1966, págs. 107 y ss.), la 
consideración de las vías pecuarias como bienes de dominio público procede del siglo XIX, 
pudiendo citar como antecedente el Real Decreto de 13 de agosto de 1892 de Reorganización 
de la Asociación General de Ganaderos, en cuyo artículo primero se disponía expresamente 
que:  “Las vías pecuarias, los abrevaderos y los descansaderos de la ganadería son bienes de 
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vías pecuarias como dominio público ha sido afirmada por los diversos autores 
que han analizado su condición jurídica, como es el caso de MERINO GARCÍA 
y ALIER GÁNDARAS659, que toman en consideración un aspecto esencial 
como es el contraste existente entre su uso tradicional y los posibles usos o 
aspectos sobre los que pueden incidir en el futuro. En concreto, los citados 
autores sostienen que tradicionalmente su función principal ha estado 
encaminada a servir de soporte territorial para la práctica de la actividad 
trashumante; sin embargo en el momento presente han perdido en gran 
medida su funcionalidad original, al haber descendido radicalmente el tránsito 
ganadero y, por el contrario, aparecer nuevos usos y contemplarse nuevas 
funcionalidades que se valorizan con el paso del tiempo, lo que requiere 
formular una reconsideración del papel de las vías pecuarias que 
inevitablemente pasa por una redefinición y clarificación de su funcionalidad 
ecológica, económica y social, incluyendo la aparición de nuevas actividades 
compatibles y complementarias con los usos tradicionales agropecuarios. 
 
En sintonía con esta tesis, ALENZA GARCÍA660 identifica hasta cuatro 
funciones o servicios que se reconocen a las vías pecuarias conforme a su 
actual condición jurídica. En primer lugar, el citado autor describe la propia de 
tránsito pecuario y comunicaciones agrarias, sobre la que opina que sigue 
plenamente vigente, aunque adaptada a las condiciones de la sociedad actual; 
en segundo lugar, la ecológica, en su condición de elementos clave para la 
conexión de los espacios naturales como corredores ecológicos que eviten su 
aislamiento geográfico, pero también como elementos de evidente interés 
paisajístico, protector de enclaves e incluso didáctico. Además de éstas, el 
autor añade las funciones de ocio y esparcimiento, al servir como soporte de 
actividades de creciente demanda social como son el paseo o el senderismo y, 
finalmente, la propia función histórico-cultural, como soportes del patrimonio 
etnológico y cultural del medio rural español desde la Edad Media.  
 
                                                                                                                                
dominio público, y son imprescriptibles sin que en ningún caso puedan legitimarse las 
roturaciones hechas en ellos”. 
659 MERINO GARCÍA, Julio y ALIER GÁNDARAS, José Luis (2004). 
660 ALENZA GARCÍA, José Francisco (2013, págs. 76-79). 
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En el mismo sentido, BARREDA BARBERÁ se refiere a esta cuestión poniendo 
de relieve la diversa consideración que la propia normativa actual atribuye a las 
vías pecuarias, para lo que se refiere a los artículos 16 y 17 de la LVP en los 
que se regulan los usos compatibles y complementarios que, añadidos al 
estrictamente pecuario, pueden atribuirse a estos bienes dominicales661. En 
concreto, los citados artículos establecen la posibilidad de compatibilizar el 
tránsito y la comunicación rural con su uso tradicional ganadero, así como 
efectuar plantaciones lineales, cortavientos u ornamentales, siempre que no 
incidan o dificulten su uso prioritario662.  
 
Como usos complementarios, la normativa estatal se refiere al paseo, la 
práctica del senderismo, la cabalgada y otras formas de desplazamiento 
deportivo sobre vehículos no motorizados siempre que respeten la prioridad del 
tránsito ganadero663. Como al efecto exponen ESPLUGA GONZÁLEZ DE LA 
PEÑA, GONZÁLEZ ALGARRA y ARNALICH CASTAÑEDA664 la correcta 
asignación de nuevos usos a las vías pecuarias requiere la realización de un 
estudio de su potencialidad para albergar actividades alternativas al uso 
ganadero tradicional. Para ello, estos autores proponen un estudio de las 
distintas vías en función de los factores determinantes que inciden sobre ellas y 
que, en síntesis, se establecen en las categorías de factores físicos y 
                                            
661 BARREDA BARBERÁ, Juan (2008, pág. 242). 
662 El uso prioritario de las vías pecuarias, el de tránsito ganadero, aunque en evidente recesión 
en la España actual, presenta elementos de valor añadido que lo hacen merecedor de una 
atención prioritaria, al suponer un elemento de cohesión territorial y de repoblación de 
territorios al procurar la reintroducción de labores tradicionales del medio rural. Pero, además, 
la función trashumante de las vías pecuarias presenta efectos significativos sobre la 
biodiversidad de las zonas por donde trascurre, tal y como ponen de manifiesto HEVIA, Violeta 
y GONZÁLEZ NOVOA, José Antonio (2017, págs. 64 y ss.).  
663 Estos usos complementarios han sido objeto de desarrollo por parte de la normativa 
autonómica, como puede apreciarse en la reciente Ley 3/2017, de 2 de mayo, de Senderos de 
Andalucía, que define estos elementos como “…todo itinerario que transcurre en la mayor parte 
de su recorrido por el medio rural, recorriendo su patrimonio natural y cultural a través de 
caminos tradicionales, sendas, pistas forestales u otras vías dentro del territorio de Andalucía, y 
que está habilitado para la marcha y el excursionismo, fundamentalmente a pie, y a veces en 
bicicleta o caballería.” (art. 2). La propia norma andaluza, que establece como usos principales 
de los senderos los medioambientales, deportivos y turísticos, determina expresamente que el 
uso de los senderos que discurran por un espacio natural protegido, terreno forestal o vía 
pecuaria se adecuará, en primer lugar, a lo establecido en la normativa específica que resulte 
de aplicación. 
664 ESPLUGA GONZÁLEZ DE LA PEÑA, Ana Pilar; GONZÁLEZ ALGARRA, Encarnación y 
ARNALICH CASTAÑEDA, Arturo (1999, págs. 84 y ss.).  
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ambientales, legales y administrativos y socioeconómicos. Del estudio de la 
incidencia concreta de cada uno de ellos se puede determinar el ámbito de 
actividades alternativas que pueden desarrollarse en las vías pecuarias 
analizadas. 
 
Una característica muy acusada del régimen jurídico de las vías pecuarias es la 
necesidad de su clasificación que, por una parte, deriva de su condición de 
dominio público por su utilidad funcional tradicional (y no, por tanto, por su 
propia naturaleza) y, por otra parte, de la asignación legal de su condición 
demanial independientemente de su naturaleza previa, debido a que como se 
ha apuntado no se atribuía directamente tal consideración de forma automática. 
La propia LVP configura a la clasificación como un acto administrativo de 
carácter declarativo, en virtud del cual se determina la existencia, anchura, 
trazado y demás características físicas generales de cada vía pecuaria.  
 
La naturaleza declarativa de la clasificación determina, como cuestión 
fundamental de su condición jurídica, que su finalidad es acreditar y reconocer 
(declarar) la existencia de previa de una vía o senda que, de forma continuada 
en el tiempo y no discutida, haya permitido el tránsito de ganado entre 
poblaciones o garantizado el acceso a zonas de pastos. Por lo tanto, lo que 
hace el acto administrativo es identificar un bien de dominio público que ya 
existe y ante el que, en consecuencia, solo se limita a reconocer su existencia 
previa y condición demanial legalmente atribuida. No obstante, la necesidad de 
que un acto administrativo declare expresamente la existencia de la vía 
pecuaria ha motivado cierta controversia sobre la verdadera naturaleza de la 
clasificación, al estimarse que hasta tanto ésta no se apruebe no puede 
reconocerse la propia existencia de la vía pecuaria y, entre otras cuestiones, 
instar su régimen de protección jurídica.  
 
Pero aun admitiendo esta posible ineficiencia de la normativa en la aplicación 
del régimen de protección de las vías pecuarias, la propia literalidad de la LVP 
debe entenderse suficiente para mantener la tesis de la condición declarativa 
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de la clasificación, al estimar con PÉREZ ANDRÉS665 que lo que produce la 
clasificación es la concreción en elementos concretos de la atribución legal que 
la LVP realiza a las vías pecuarias como bienes de dominio público, sin que 
pueda producir efectos más allá de esta mera declaración. En el mismo sentido 
se posicionan autores como MANTECA VANDELANDE666 o CARRILLO 
DONAIRE667, afirmando este último que la propia jurisprudencia ha 
determinado que la clasificación no presenta efectos constitutivos, por lo que 
requiere el posterior acto de deslinde para determinar el alcance de la 
titularidad pública del bien. Como resume el propio autor, el contenido jurídico 
de la clasificación como acto declarativo no es sino la concreción de la 
afectación legal genérica que realiza la LVP. 
 
Conforme a lo anterior, es preciso destacar que la justificación de la condición 
previa de la vía pecuaria es requisito indispensable para fundamentar su 
clasificación, y ello porque su reconocimiento como dominio público requiere 
indefectiblemente que se determine de forma inequívoca su uso agropecuario y 
su condición de vía de tránsito tradicional. Esta cuestión ha sido reconocida 
jurisprudencialmente, como podemos apreciar en la STSJ de Andalucía de 3 de 
diciembre de 2007 (Sede de Granada, Sala de lo Contencioso-Administrativo, 
Sec. 1ª, rec. 3650/2001. Ponente PUYA JIMÉNEZ, EDJ 2007/363049), por la 
que anula el acto de clasificación de vías pecuarias al considerar que el 
procedimiento para la creación ex novo de una vía pecuaria no es el mismo 
que el del acto de clasificación. En esta sentencia, posteriormente ratificada por 
la STS de 12 de noviembre de 2012, la Sala de Granada indica expresamente 
en su FD 7º:  
 
“La clasificación, como acto administrativo de carácter declarativo, 
precisa acreditación de modo fehaciente, con pruebas válidas y de 
superior valor jurídico a la escritura de propiedad de pertenencia al 
dominio público, es decir, la preexistencia de las vías pecuarias, 
circunstancia que en el caso no ha quedado suficientemente acreditada, 
ya que los tres documentos que sirven de base para justificar el 
contenido de la mencionada resolución, carecen de valor a tal efecto, y 
                                            
665 PÉREZ ANDRÉS, Eloísa María (2005, pág. 80). 
666 MANTECA VALDELANDE, Víctor (2002). 
667 CARRILLO DONAIRE, Juan Antonio (2005, págs. 33-34). 
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en el municipio por donde supuestamente discurrían las mencionadas 
vías no existen datos acerca de las mismas, constando, en el período 
de alegaciones, la oposición de los vecinos a la existencia de aquellas, 
con la adhesión del propio Ayuntamiento a dicha oposición. Todo lo cual 
nos lleva a la conclusión de que lo procedente es la declaración de 
nulidad del acuerdo recurrido por falta de motivación, en cumplimiento 
de los condicionantes establecidos en el artículo 13 del Reglamento de 
Vías Pecuarias”.  
   
En definitiva, de lo expuesto se puede extraer la conclusión de que todo acto 
de clasificación requiere una fase previa de investigación ciertamente 
exhaustiva, en la que se requerirá la acreditación y documentación de los 
hechos probatorios de los que pueda valerse la Administración a la hora de 
preparar un acto clasificatorio que declare la existencia de una vía pecuaria. 
Como afirma GARCÍA GARRO668 la resolución administrativa por la que se 
determine la clasificación será, evidentemente, susceptible de impugnación 
ante la jurisdicción competente por parte de los posibles afectados por la nueva 
consideración del territorio afectado.  
 
Como actuaciones administrativas adicionales a la propia clasificación de las 
vías pecuarias, la norma estatal establece las figuras del deslinde y del 
amojonamiento. El deslinde, al que PÉREZ ANDRÉS669 califica como la fase de 
continuación de la clasificación, como ya se apuntó al tratar los bienes de 
dominio público por naturaleza, puede definirse como el acto administrativo por 
el que se determinan de forma cierta los límites de los bienes demaniales. La 
diferencia existente en el caso de los bienes de dominio público por naturaleza 
con el que ahora analizamos deriva de que, en el caso de los naturales, el 
deslinde se ha de adecuar a la configuración legal que en cada caso se 
determine para cada tipo de elemento, en tanto que en las vías pecuarias el 
deslinde se ha de practicar de conformidad con lo establecido en el acto de la 
clasificación de cada vía pecuaria en concreto. 
 
En el caso del amojonamiento, se define como el procedimiento administrativo 
en virtud del cual, una vez aprobado el deslinde, se determinan los límites de la 
                                            
668 GARCÍA GARRO, María Aránzazu (2013). 
669 Op. cit. (2005, págs. 80 y ss.). 
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vía pecuaria y se señalizan con carácter permanente sobre el terreno. En otras 
palabras, el amojonamiento es la fase final del deslinde de una vía pecuaria, 
que comprende la posibilidad de instalar elementos de señalización (hitos, 
mojones, o elementos similares) para la plasmación material de la delimitación 
realizada sobre el territorio.  
 
Como consideración singular sobre esta cuestión, cabe destacar que la 
señalización de las vías pecuarias que deban integrar la Red Nacional de Vías 
Pecuarias670, deberá reflejar expresamente esta circunstancia, por exigencia 
expresa del artículo 18.4 de la LVP. La importancia de esta Red ha sido 
destacada entre otros por FERNÁNDEZ CENTENO y MORENO MANSO671, al 
pronosticar que en el futuro se convertirá en una herramienta fundamental para 
la consolidación de las vías pecuarias como infraestructuras verdes 
multifuncionales, vertebrando territorio, uniendo zonas urbanas con espacios 
naturales, protegidos y no protegidos. 
 
A partir de la consecución de esta función integradora, la labor administrativa 
sobre las vías pecuarias se centra en su conservación y armonización con el 
tratamiento y desarrollo de los entornos por los que transcurren. Como afirma 
MARTÍNEZ-CARRASCO PIGNATELLI672, la LVP atribuye estas funciones a las 
Comunidades Autónomas en su condición de titulares de las mismas, 
asumiendo las potestades administrativas de investigación de la situación de 
los terrenos que se presuman pertenecientes a las vías pecuarias; clasificar las 
vías pecuarias de su competencia; proceder a su deslinde y amojonamiento 
conforme se ha expuesto; su desafectación, en los casos en los que así 
proceda; y, en general, cualesquiera otros actos relacionados con las mismas. 
 
                                            
670 Integrada por todas las cañadas y aquellas otras vías pecuarias que garanticen la 
continuidad de las mismas, siempre que su itinerario discurra entre dos o más Comunidades 
Autónomas y también las vías pecuarias que sirvan de enlace para los desplazamientos 
ganaderos de carácter interfronterizo (art. 18.1 LVP). 
671 FERNÁNDEZ CENTENO, Guillermo y MORENO MANSO, Francisco (2017, págs. 9 y ss.). 
672 MARTÍNEZ-CARRASCO PIGNATELLI, Concepción (2003, pág. 136). 
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En este sentido, cabe destacar la posibilidad de formular instrumentos de 
planeamiento sectorial que de forma específica aborden este cometido, como 
sucede en el caso andaluz mediante los denominados Planes Sectoriales de 
Inspección Medioambiental en materia de vías pecuarias673, cuyo objetivo 
principal es la defensa y protección del dominio público, con el fin de garantizar 




B. La incidencia de las vías pecuarias sobre la ordenación territorial. 
 
 La segunda de las cuestiones a analizar en la consideración de la realidad 
actual de las vías pecuarias, es la relativa a la incidencia que presentan sobre 
la ordenación territorial o urbanística de los distintos entornos por los que 
discurren, cuestión sobre la que, como no podría ser de otro modo, debemos 
atender a la normativa autonómica correspondiente, pudiendo apreciar que no 
existe un régimen uniforme de tratamiento normativo en los distintos territorios, 
aunque por lo general la aplicación práctica de estos diferentes sistemas de 
regulación suelen conducir a resultados muy similares. Como afirma ALENZA 
GARCÍA674 la protección de las vías pecuarias por la normativa se completa 
con la referencia a las mismas que se contiene en la regulación sobre 
ordenación territorial y urbanística, en la ambiental y en la cultural, 
conformando un compendio de elementos a considerar a la hora de abordar su 
tratamiento y gestión. 
 
En concreto, algunas Comunidades Autónomas se refieren expresamente a las 
vías pecuarias en su normativa de ordenación territorial o urbanística, si bien su 
tratamiento tampoco es uniforme, debido a que en algunos casos se cita a las 
vías verdes como elementos determinantes de la clasificación de suelo como 
no urbanizable de especial protección (como sucede en las normativas 
                                            
673 Que para el bienio 2018/2019 se ha aprobado mediante la Resolución de 24 de abril de 
2018, de la Secretaría General de Ordenación del Territorio y Sostenibilidad Urbana (BOJA 
núm. 85, de 4 de mayo de 2018). 
674 Op. cit. (2013, págs. 85-86). 
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urbanísticas de Castilla-La Mancha o Castilla y León); en otros casos se infiere 
que su régimen es el similar al dominio público por naturaleza (como es el caso 
de la Comunidad Autónoma de Extremadura); o, en tercer lugar, se remite este 
asunto a la propia normativa sectorial, si bien solo en algunos casos, como es 
el de la normativa canaria, se hace una referencia expresa en tal sentido. 
 
En cualquier caso, debemos traer a colación la regulación sectorial que sobre 
este asunto han aprobado las diferentes Comunidades Autónomas, en la que 
se contienen referencias a esta cuestión conforme a la competencia en ambas 
materias que les otorga expresamente la Constitución Española. Por ejemplo, 
el Decreto 155/1998, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de 
Vías Pecuarias de Andalucía675, en primer lugar hace referencia a la 
planificación ambiental sobre vías pecuarias, cuya formulación exige realizar en 
coordinación con los instrumentos de ordenación territorial, dada la especial 
relación que reconoce con esta materia. A esta consideración general, la norma 
andaluza añade el contenido de su artículo 40, que dispone la obligación de 
que los trabajos de redacción de todo plan de ordenación del territorio de 
ámbito subregional, se recabe la información precisa sobre las vías pecuarias 
que discurran por su ámbito territorial. En el supuesto que el plan de 
ordenación del territorio propusiera la ejecución directa de una actuación que 
afectara a una vía pecuaria, se tendrá que proponer una modificación de 
trazado que deberá ser informada favorablemente por la Consejería de Medio 
Ambiente con carácter previo a la aprobación definitiva del plan de ordenación 
territorial. En lo que respecta a la planificación urbanística la norma permite la 
clasificación de las vías pecuarias como suelo no urbanizable de especial 
protección o integrarse en el sistema general de espacios libres del municipio 
con la clasificación correspondiente, manteniéndose la titularidad de las 
mismas por parte de la Comunidad Autónoma de Andalucía. En este último 
caso, la superficie ocupada por la vía pecuaria no computará a efectos del 
cálculo del estándar de espacios libres previsto en el artículo 10  de la LOUA. 
En términos similares se expresa la Ley 10/2005, de 11 de noviembre, de Vías 
                                            
675 BOJA núm. 87, de 4 de agosto de1998. 
463





Pecuarias de Aragón676, cuyo artículo 29.3 establece la necesidad de que se 
consideren ámbitos de suelo rural protegido, conforme al régimen establecido 
para los espacios naturales. Del mismo modo podemos citar la Ley de Castilla- 
La Mancha (artículo 18.5) o la Ley de la Comunidad de Madrid (artículo 25).   
 
Conforme a este medio de protección ambiental de las vías pecuarias, 
HERRÁIZ SERRANO677 sostiene que existen dos caminos para realizar este 
cometido, al poder encuadrar su protección conforme al espacio natural por el 
que trascurren y, en segundo lugar, al poder considerar su protección 
ambiental de forma independiente y singularizada. En el caso de la primera 
opción, la disposición adicional tercera de la LVP dispone que el uso de los 
tramos de vías pecuarias que transcurran por espacios protegidos se determine 
en el correspondiente instrumento de planificación de los mismos, asegurando 
el mantenimiento de su integridad superficial, la idoneidad de los itinerarios y 
de los trazados, la continuidad del tránsito ganadero y de los demás usos 
compatibles y complementarios de aquél.  
 
En concordancia con esta premisa, es destacable la función que presentan las 
vías pecuarias en relación con la exigencia contenida en la Ley 42/2007, de 13 
de diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad (LPNYB), por la que 
se ordena a las Administraciones Públicas la previsión en su planificación 
ambiental de los mecanismos para lograr la conectividad ecológica del 
territorio, estableciendo o restableciendo corredores, en particular entre los 
espacios protegidos Red Natura 2000 y entre aquellos espacios naturales de 
singular relevancia para la biodiversidad.  
 
Conforme a esta importante función ambiental, el documento denominado 
“Bases científico-técnicas de la Estrategia Estatal de Infraestructura Verde y de 
la Conectividad y Restauración Ecológicas”678, realizado por el Ministerio de 
                                            
676 Boletín Oficial de Aragón número 139, de 23 de noviembre de 2005. 
677 HERRÁIZ SERRANO, Olga (2017, págs. 120 y ss.). 
678 https://www.miteco.gob.es/es/biodiversidad/temas/ecosistemas-y-
conectividad/basescientifico-tecnicaseeivcre_tcm30-479558.pdf (último acceso, 28 de 
noviembre de 2018): 
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Agricultura y Pesca, Alimentación y Medio Ambiente en 2017 como soporte 
previo para la posterior elaboración del documento exigido por el artículo 15 de 
la citada LPNYB, incluye las vías pecuarias dentro de los elementos de 
infraestructura verde denominados “corredores ecológicos”, que tienen por 
objeto mantener la conectividad ecológica mediante nexos físicos entre las 
denominadas “áreas núcleo”, en concreto como corredores paisajísticos o 
territoriales, descritos como franjas de territorio y elementos del paisaje sin 
interrupciones, cuyos hábitats permiten la reproducción, la invernada y el 
desplazamiento de especies silvestres679.  
 
Respecto de la segunda opción, en la que la propia vía pecuaria constituya en 
sí misma un espacio natural, la citada autora expone cómo se ha justificado su 
encaje en varias de las figuras contempladas en la normativa vigente, poniendo 
como ejemplo lo dispuesto en el artículo 46 de la Ley 9/1999, de 26 de mayo, 
de Conservación de la Naturaleza de Castilla-La Mancha680, que declara 
como paisajes protegidos aquellos lugares concretos del medio natural que, por 
sus valores estéticos y culturales, sean merecedores de una protección 
especial, incluyendo los paisajes agrarios tradicionales y otros supuestos que 
adicionalmente a su valoración estética y cultural, contribuyan a la 
conservación de una importante parte de la biodiversidad de la región. A este 
ejemplo puede añadirse lo dispuesto en la reciente Ley 3/2017, de 2 de mayo, 
de regulación de los senderos de la Comunidad Autónoma de Andalucía681, 
que establece entre sus objetivos la conservación de las antiguas vías de 
comunicación, así como otros elementos ambientales y culturales directamente 
vinculados a ellas, entre las que evidentemente pueden encontrarse vías 
pecuarias, incluyendo entre los usos atribuidos a los mismos los 
medioambientales, definidos como los que tengan por objeto el acercamiento 
de los visitantes a los valores naturales y culturales de un espacio natural de 
                                            
679 A su vez, dentro de esta clase el documento distingue entre vías y cinturones verdes, 
considerando las primeras como pasillos del suelo no urbanizable y los segundos como los 
parques o terrenos rurales que se encuentran en torno o dentro de una ciudad o cualquier otro 
tipo de asentamiento humano (pág. 64). 
680 Diario Oficial de Castilla-La Mancha núm. 40, de 12 de junio de 1999 (BOE núm. 178, de 28 
de julio de 1999). 
681 Boletín Oficial de la Junta de Andalucía núm. 89, de 12 de mayo de 2017. 
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una forma ordenada, segura y que garantice la conservación y difusión de tales 
valores por medio de la educación y la interpretación ambiental. Para ello, la 
propia Ley andaluza dispone que el uso de los senderos que discurran por un 
espacio natural protegido, terreno forestal o vía pecuaria se adecuará, en 
primer lugar, a lo establecido en la normativa específica que resulte de 
aplicación. 
 
Aparte de los supuestos anteriores, la protección de las vías pecuarias 
otorgada por la ordenación territorial y urbanística ha sido destacada por 
autores como CARRILLO DONAIRE682, al estimar, en primer lugar, que la 
ordenación del territorio brinda un magnífico marco de protección a estos 
bienes, destacando que en el ámbito andaluz se consideran uno de los 
principales elementos de interconexión y cohesión de los espacios naturales 
existentes, y ello aunque, en segundo lugar, entienda que el mayor arma de 
protección la presenta la planificación urbanística, al exigir la normativa 
expresamente que las vías pecuarias formen parte del suelo no urbanizable 
especialmente protegido. 
  
A lo anterior cabe añadir que, por su especial configuración, las vías pecuarias 
pueden ostentar un tratamiento individualizado por el planeamiento en el que la 
especial protección no derive (o al menos no solo) de su aspecto ambiental, 
sino también de sus características históricas, culturales, sociales o 
económicas, como podemos apreciar en el tratamiento de los tránsitos 
tradicionales de naturaleza cultural y religiosa existentes en toda España 
(Camino de Santiago, Caminos de El Rocío, Camino Lebaniego, etc.). 
 
Aunque en realidad puede proceder en todos los supuestos analizados, en este 
último supuesto se puede apreciar con más nitidez la posibilidad de que las 
vías pecuarias mantengan su estructura aun en los supuestos en los que se 
introduzcan en áreas urbanas o urbanizables, estableciendo la normativa varias 
posibilidades de actuación en tales casos, pudiendo optar en función de las 
                                            
682 Op. cit. (2005, págs. 70-71). 
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circunstancias particulares de cada caso entre alterar el trazado (manteniendo 
el nuevo la condición de suelo rural protegido), integrarse en la trama urbana 
como sistema general ambiental, o principalmente en el último caso analizado, 
integrarse en la trama como vía de tránsito histórico-cultural, adaptada a las 
condiciones urbanas existentes683. 
 
En este análisis sobre las vías pecuarias y su tratamiento por la ordenación del 
suelo, debemos hacer referencia igualmente a la posibilidad apuntada por 
PÉREZ ANDRÉS684 por la que el planeamiento territorial o urbanístico pueda 
verse alterado por la declaración de nulidad de un deslinde de vía pecuaria, 
debido a la obligación que la normativa urbanística o sectorial impone para que 
dichos actos se recojan convenientemente en estos instrumentos. De esta 
realidad deriva que, en caso de nulidad del deslinde recogido en el instrumento 
de planificación, éste deba igualmente adaptarse a la nueva realidad, 
eliminando la referencia a la vía pecuaria o, cuanto menos, recogiendo la 
nueva realidad de su trazado. La propia autora señala que nos encontramos 
una relación acto-reglamento ciertamente curiosa, ya que existe una 
vinculación singular entre el contenido del acto de deslinde y su reflejo en el 
instrumento de planificación, cuando lo normal es la vinculación contraria. De 
este modo propone que, en caso de que no se proceda a la rectificación del 
instrumento de planeamiento, se acuda a la vía de la revisión de oficio de las 
disposiciones generales para adaptar la ordenación territorial a la realidad del 






                                            
683 Lo que se será más fácil de justificar en entornos rurales o entramados de viario histórico-
monumental, en los que la integración de las características propias de la vía pecuaria será 
mucho más permeable.  
684 Op. cit. (2005, págs. 115-116).  
685 Y ello, incluso, señalando la dificultad que representa esta propuesta, dada la tradicional 
reticencia existente de forma generalizada para admitir la revisión de oficio de las disposiciones 
generales a requerimiento de tercero. 
467





C. Los denominados “caminos naturales”. 
 
Para finalizar esta referencia a las vías pecuarias como elemento natural 
integrante del suelo rural susceptible de protección, cabe aludir a los 
denominados como “caminos naturales”, con los que mantienen una indudable 
conexión, debido a que estos itinerarios coincidirán en muchas ocasiones con 
los trazados actuales de las vías pecuarias. La regulación de los caminos 
naturales se encuentra actualmente en la disposición adicional sexta de la Ley 
21/2015, de 20 de julio, por la que se modifica la Ley 43/2003, de 21 de 
noviembre, de Montes686, y que los define como los itinerarios destinados a un 
uso público no motorizado, principalmente peatonal y ciclístico, que reúnan los 
requisitos exigidos y que, fundamentalmente, hayan sido construidos 
aprovechando itinerarios públicos preexistentes, como antiguos trazados de 
ferrocarril, vías pecuarias, caminos reales o senderos de ribera, entre otros687. 
  
La normativa establece que inclusión de un itinerario determinado en la 
denominada Red Nacional de Caminos Naturales presentará una incidencia 
destacable sobre la consideración del suelo por el que transcurran, al poder 
acreditar la presencia en su trazado de los valores por los que el itinerario en 
concreto ha sido considerado como camino natural. Esta realidad, sin duda, 
debe ser objeto de valoración específica por los poderes planificadores, 
asumiendo los valores que motivaron la inclusión del itinerario en la Red 
Nacional y, en su caso, estableciendo un régimen específico de ordenación 
territorial de su trazado. 
 
Sobre la disposición adicional referida cabe realizar un comentario final, relativo 
a la incidencia que sobre su contenido ha supuesto la STC 118/2017, de 19 de 
octubre de 2017 (Pleno del Tribunal Constitucional. Ponente MARTÍNEZ-
VARES GARCÍA, BOE núm. 278, de 16 de noviembre de 2017). En su fallo, 
derivado del recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Consejo de 
Gobierno de la Junta de Andalucía, se declara la constitucionalidad de la citada 
                                            
686 BOE núm. 173, de 21 de julio de 2015. 
687 Cfr. ASIAÍN IRAETA, Amaya (2007). 
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disposición adicional sexta, si bien declara la inconstitucionalidad y nulidad de 
sus puntos d) y e) del apartado cuarto, así como dos incisos de sus apartados 
sexto y séptimo. 
 
Como destaca BLASCO HEDO688, el punto central de la interpretación del 
Tribunal Constitucional es descifrar el alcance de la competencia del Estado 
conforme al artículo 149.1.23 de la CE1978, cuando se conecta con las 
previsiones normativas relativas a los caminos naturales incluidas en la citada 
disposición adicional sexta. El Tribunal examina si el contenido de los 
apartados impugnados excede o se ajusta a la ordenación de mínimos que 
debe respetarse en todo caso, o entran de lleno en las competencias de 
gestión y ejecución que ostenta la Comunidad Autónoma. Se parte de la base 
de que la titularidad dominical sobre los caminos no debe confundirse con un 
título competencial. Asimismo, la asunción de competencias ejecutivas por el 
Estado debe considerarse como una solución excepcional que jugará cuando 
no pueda establecerse un punto de conexión que permita el ejercicio de las 
competencias ejecutivas autonómicas. Por último, para la resolución de 
determinadas circunstancias derivadas de la supraterritorialidad debe acudirse 
a mecanismos de cooperación o coordinación.  
 
En este supuesto concreto, el Máximo Intérprete Constitucional ha considerado 
que se ha producido un desplazamiento de la competencia de gestión a favor 
del Estado en detrimento de las competencias autonómicas en aquellos casos 
en los que el Ministerio competente asume las funciones de ejecutar las obras 
y realizar el mantenimiento de los caminos naturales o la ejecución de las obras 
de los de nueva incorporación a la Red. A su vez, destaca esta autora, también 
considera que el Estado ha retenido indebidamente facultades ejecutivas 
cuando el Ministerio se atribuye la construcción directa de los caminos 
naturales o se reserva la ejecución de actuaciones sobre los mismos instando 
la declaración de interés general. En definitiva, cabe concluir que esta reserva 
                                            
688 BLASCO HEDO, Eva (2017). 
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de competencias ejecutivas carece de justificación y no se corresponde 
tampoco con una ordenación delimitada mediante aspectos o criterios mínimos. 
 
Pero una vez despejada la constitucionalidad de la mayor parte de su 
contenido, la voluntad potenciadora de los caminos naturales que establece la 
norma estatal puede verse implementada a través de la normativa autonómica 
que se dicte en su desarrollo, como es el caso de la reciente Ley 13/2018, de 
28 de diciembre, de caminos públicos y rutas senderistas de Mallorca y 
Menorca689, que expresamente se refiere a la LM en su exposición de motivos. 
En esta norma balear, se dispone expresamente que los instrumentos de 
planificación específicos establecidos para ordenar la integridad y estructura de 
la red de caminos de ambas islas, se consideran instrumentos de ordenación 
territorial en los casos de que se formulen con carácter supramunicipal, en 
tanto que se considerarán instrumentos urbanísticos si su alcance se limita al 
de un término municipal concreto. Con esta nueva normativa se aprecia el 
interés del Gobierno regional balear en destacar y proteger los valores 
naturales y sociales inherentes a los caminos públicos y a las rutas senderistas 
en general, asumiendo su vocación de elementos sujetos a un régimen singular 
que, incluso, van a requerir la formulación de instrumentos de planificación 
específicos. 
 
En síntesis de lo expuesto, es preciso destacar la importancia de las vías 
pecuarias y los caminos naturales en la estructuración y ordenación del suelo 
rural español, sobre todo por su condición de elementos de interconexión de 
los distintos enclaves protegidos y hábitats singulares, además del resto de 
funciones a las que sirven como soporte territorial. Por ello, estimamos muy 
acertada la reflexión de autores como ALENZA GARCÍA690, que demandan una 
actuación planificada y coordinada de los distintos poderes públicos que 
ostentan competencias sobre estos itinerarios naturales, centrada en los 
objetivos fundamentales de su recuperación integral, la coordinación de 
actuaciones administrativas y la potenciación de su régimen de usos. Con ello 
                                            
689 BOE núm. 24, de 28 de enero de 2019. 
690 Op. cit. (2013, págs. 88 y ss.). 
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se pretende, en definitiva, la implicación de todas las personas y entidades 
relacionadas con las vías pecuarias en su conservación y progresiva 
actualización.   
 
 
IX. LA PROTECCIÓN DE INFRAESTRUCTURAS, DOTACIONES, 
SERVICIOS O EQUIPAMIENTOS. 
 
A. Regulación y características principales. 
 
Otro elemento a considerar dentro de la planificación del suelo no urbanizable o 
rural es la posible existencia de instalaciones de interés general o colectivo, 
cuya localización en el entorno rural puede depender tanto de su propia 
naturaleza como de criterios de oportunidad técnica, económica o social, que 
exijan, posibiliten o aconsejen su ubicación en suelo no urbanizable. Estos 
elementos, por definición de naturaleza artificial691, presentan como nota 
común el interés general en su construcción y mantenimiento, debido a que 
suelen prestar servicios generales a los habitantes del entorno, de las 
localidades próximas a su situación geográfica, o incluso, a la generalidad en 
sentido nacional o regional, como sería el caso del tránsito de autopistas o 
autovías de alta capacidad de circulación de vehículos o de líneas de ferrocarril 
de interés general. 
 
La consideración de este criterio como elemento justificativo de la condición de 
suelo no urbanizable del entorno de las infraestructuras, dotaciones, servicios o 
equipamientos públicos ubicados en el entorno rural es asumida con carácter 
general por todas las normativas urbanísticas autonómicas, motivada por la 
necesidad de garantizar la protección de su integridad y funcionalidad. No 
obstante, como se ha indicado en otros casos de valores configuradores del 
suelo no urbanizable, su tratamiento no es uniforme en todas las Comunidades 
                                            
691 Aunque en algunos casos pueden tener un alto grado de composición natural, como sería el 
caso de los embalses, en los que la presa e instalaciones auxiliares presentan un indudable 
carácter artificial, pero la zona de almacenamiento del agua embalsada se dispone sobre el 
ámbito natural adyacente. 
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Autónomas de tal suerte que en algunos supuestos la protección de 
infraestructuras o dotaciones de interés público es un elemento determinante 
de la condición de suelo no urbanizable como tal, derivando al planificador su 
consideración como suelo rural común o, en los casos en los que se justifique 
debidamente, como suelo especialmente protegido. Por el contrario, en otros 
casos, la regulación urbanística establece una categoría específica de suelo 
especialmente protegido, lo que parece determinar en mayor medida la función 
planificadora, al estimar precisa la especial protección de los suelos de 
protección de las infraestructuras ubicadas en el entorno rural. 
 
En el primero de los casos podemos citar a la normativa andaluza692, que 
establece la obligación expresa de incluir las zonas colindantes a estas 
infraestructuras como suelo no urbanizable, pero no alude directamente a las 
mismas como supuestos específicos de especial protección, aunque la 
redacción abierta de la vigente ley urbanística de esta Comunidad Autónoma 
otorga indudablemente al planificador esta posibilidad. Al contrario, en otros 
muchos casos la normativa aplicable recoge expresamente la necesidad de 
someter a especial protección estos suelos, como puede apreciarse en 
normativas como las de Castilla y León, Castilla-La Mancha, Extremadura, 
Galicia o las Islas Canarias.  
 
En lo que respecta a la identificación de los elementos que pueden (o deben) 
comprender el suelo de especial protección del tipo analizado, vemos como de 
las definiciones que realizan las diferentes normativas autonómicas podemos 
identificar un amplio elenco de bienes sobre los que el planificador territorial o 
urbanístico debe formular su delimitación del espacio físico sujeto a protección. 
Una definición muy descriptiva y comprensiva de los elementos susceptibles de 
motivar la delimitación de este tipo de suelo protegido se recoge en la reciente 
Ley 4/2017, de 13 de julio, del Suelo y de los Espacios Naturales Protegidos de 
Canarias, cuyo artículo 34.d) enumera los siguientes: sistemas generales 
viarios, de telecomunicaciones, energéticos, los hidrológicos, de 
                                            
692 Art. 46 de la LOUA. 
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abastecimiento, de saneamiento y otros análogos, así como para la 
implantación de las dotaciones y los equipamientos que sea preciso en suelo 
rústico.  
 
En similares términos se expresa el artículo 34.2.e) de la Ley 2/2016, de 10 de 
febrero, del suelo de Galicia, que contiene la siguiente relación de 
infraestructuras y dotaciones en suelo rural especialmente protegido: las de 
comunicaciones y telecomunicaciones, las instalaciones para el 
abastecimiento, saneamiento y depuración del agua, las de gestión de residuos 
sólidos, las derivadas de la política energética o cualquier otra que justifique la 
necesidad de afectar una parte del territorio, con arreglo a la previsión de los 
instrumentos de planeamiento urbanístico y de ordenación del territorio693.  
 
De estas relaciones de elementos podemos concluir que, en definitiva, lo que 
se pretende es garantizar la preservación de los suelos sobre los que se 
asientan (o se proyectan) las infraestructuras y dotaciones que han de dar 
servicio de forma general a la colectividad, pudiendo abarcar elementos de 
carácter más local (servicios de telecomunicaciones) o de ámbito muy general 
(grandes infraestructuras de transporte, parques eólicos, etc.). Siendo la 
configuración de este tipo de suelo protegido muy similar a la de otros ya 
analizados anteriormente, cabe sin embargo realizar una breve alusión a 
algunas cuestiones destinadas a perfilar los matices que presenta la 
complejidad de una tipología tan amplia de elementos destinados a ser objeto 
de protección por los instrumentos de planificación. En concreto, debemos 
hacer referencia a las siguientes cuestiones: 
 
a) En primer lugar, se puede indicar que, en términos globales, las normas 
autonómicas se refieren a estos elementos susceptibles de fundamentar 
                                            
693 El artículo 4 del Decreto 242/2004, de 27 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de 
Suelo Rústico de Castilla-La Mancha dispone: “Suelo rústico no urbanizable de protección de 
infraestructuras y equipamientos, por razón de la preservación de la funcionalidad de 
infraestructuras, equipamientos o instalaciones. En esta categoría se deberán distinguir las 
diferentes subcategorías en razón del tipo de infraestructura o equipamiento que sea necesario 
preservar: carreteras, líneas eléctricas, canales, ferrocarriles y similares. Asimismo, se tendrá 
en cuenta lo establecido en la Disposición Adicional Segunda”. 
473





la especial protección de su entorno de forma muy genérica, por lo que 
será el planificador el que deba concretar de forma individualizada las 
infraestructuras, servicios y dotaciones que deban ser objeto de 
tratamiento singularizado dentro del régimen general del suelo rural. No 
obstante, existen algunos supuestos en los que el tratamiento de las 
diferentes normativas parece determinar soluciones distintas, aunque la 
distinción en la mayoría de los casos no pasa de una opción alternativa 
de definición de algunos elementos al incluirlos en los tipos concretos de 
suelos protegidos, sin que se aprecien diferencias materiales 
sustanciales.  
 
A modo de ejemplo, podemos citar el caso de las infraestructuras 
hidráulicas que en la descripción de la normativa canaria se incluyen 
dentro de este tipo de suelo protegido, al contrario que en otras 
normativas como la castellano-leonesa en la que son incluidas dentro 
del tipo de suelo protegido de protección natural, al menos en lo que 
respecta a la zona de embalse superficial. Con todo, es preciso reiterar 
que el diferente tratamiento normativo no tiene por qué suponer que los 
regímenes de protección sean sustancialmente diferentes, ni que, desde 
otro punto de vista, el planificador pueda incluir alguna dotación de este 
tipo dentro del suelo de protección de infraestructuras, si del análisis 
territorial se concluye que es su verdadera naturaleza y, en todo caso, 
en virtud del carácter abierto con que la propia normativa delimita los 
diferentes tipos de suelos protegidos. 
 
b) En segundo lugar, se debe hacer referencia a que la normativa 
urbanística suele puntualizar que la localización de las infraestructuras y 
dotaciones en suelo no urbanizable no exige su existencia presente, sino 
que puede preverse por el planificador la futura ubicación de una 
instalación de estas características. Esta posibilidad determina, a su vez, 
que en el caso de que las instalaciones se reflejen solo a nivel de mera 
previsión o proyecto, su concreta ubicación pueda venir localizada tanto 
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por el propio instrumento de planificación694 o, en otro caso, por normas 
o instrumentos de planificación sectorial695. 
 
En cualquier caso, es evidente que la necesidad de justificación de la 
implantación de la propia infraestructura o dotación será precisa en el 
caso de que la propuesta de localización se realice por el propio 
instrumento de planificación, dado que, si ya existe o, en otro caso, ha 
sido ubicada previamente por otra norma o instrumento sectorial, la 
fundamentación de su incorporación al planeamiento requerirá la mera 
acreditación de su propia existencia o su carácter vinculante. 
 
c) En relación con la posible previsión de suelo apto para albergar 
infraestructuras o dotaciones en suelo rural, procede hacer una breve 
alusión a la discusión que la doctrina que ha estudiado este asunto 
mantuvo acerca de la conveniencia de establecer una cuarta clase de 
suelo específicamente asignada al destinado a albergar sistemas 
generales, debido a que su localización, motivada por el interés general 
que priorizaba su ejecución, se determina en muchos casos de forma 
ajena a criterios meramente urbanísticos. Siguiendo en este punto a 
AGUDO GONZÁLEZ696, podemos afirmar que la regulación urbanística 
actual no considera esta posibilidad, decantándose por establecer un 
régimen concreto para las dotaciones e infraestructuras generales pero, 
en todo caso, incardinado dentro de la clase de suelo en la que se 
localiza697. 
 
                                            
694 Lo más correcto técnicamente es que en este caso el instrumento de de planificación sea de 
alcance territorial, sobre todo en los casos de infraestructuras y dotaciones de ámbito 
supramunicipal. Al contrario, en el caso de sistemas de ámbito local, su implantación puede 
localizarse igualmente por un instrumento de planificación urbanística. 
695 Lo que se indica de forma expresa en el artículo 16.1.e) de la Ley 5/1999, de 8 de abril, de 
Urbanismo de Castilla y León, pero ciertamente se infiere de otras redacciones como la de la 
norma canaria antes trascrita. 
696 AGUDO GONZÁLEZ, Jorge (2004, págs. 455 y ss.). 
697 El autor citado realiza una alusión expresa al Reglamento de Planeamiento de 1978, 
concretamente a su artículo 26.3 que señala: “La definición de los sistemas generales 
determinantes de la estructura general del territorio se formulará sin perjuicio de la clasificación 
del suelo, y el proceso de su ejecución se acomodará a la estrategia establecida para el 
desarrollo del Plan”. 
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Lo anterior se verifica mediante la simple comprobación de la redacción 
de la normativa urbanística de las diferentes Comunidades Autónomas, 
en las que se aprecia como el régimen del suelo no urbanizable o rural 
permite la ejecución de estas dotaciones o infraestructuras de interés 
general698, siempre sobre la base de la previa acreditación de la 
adecuación al régimen concreto del suelo en el que deben instalarse o 
por el que deben discurrir y sin perjuicio de posibilitar que se establezca 
un régimen de protección propio para las mismas conforme a los 
criterios que estamos analizando.  
 
d) Finalmente, debemos hacer referencia al ámbito territorial sobre el que 
puede o debe extenderse la protección del suelo, tomando en 
consideración que la justificación de este tipo diferenciado del tipo 
común rural deriva de la necesidad de garantizar la integridad y 
funcionalidad de las infraestructuras y dotaciones de interés general. Por 
ello, la lógica viene a determinar que el ámbito de aplicación de la 
especial protección no se circunscriba exclusivamente a los contornos 
de las infraestructuras cuya defensa territorial se pretende, sino que 
deba ampliarse a las zonas aledañas, caracterizadas por lo general por 
ser zonas de servidumbre o protección delimitadas por la propia 
normativa sectorial, reguladora de las diferentes dotaciones que 
requieren ser localizadas en suelo rural. 
 
Este razonamiento, de general aplicación en todo el territorio nacional, 
se recoge expresamente en algunas normativas autonómicas como es el 
caso de la propia ley canaria antes aludida, que indica expresamente 
que el suelo de especial protección de infraestructuras será el indicado 
para el establecimiento de las mismas y de sus zonas de protección y de 
reserva699. En similares términos se expresa el artículo 16 de la Ley de 
Castilla y León, al hacer referencia a las zonas de defensa no 
                                            
698 Como ejemplos pueden citarse los artículos 52 de la LOUA y el artículo 112 de la Ley de 
Cantabria. 
699 Artículo 34.d) de la Ley 4/2017, de de 13 de julio, del Suelo y de los Espacios Naturales 
Protegidos de Canarias. 
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susceptibles de urbanización, conforme a las previsiones del 
planeamiento sectorial y urbanístico, o el artículo 34.2.e) de la Ley de 
Galicia, que hace referencia a las “zonas de afección” de las 
infraestructuras y dotaciones en suelo rural.  
 
 
B. Consideración jurisprudencial. 
 
La jurisprudencia también ha analizado esta posibilidad de extensión de los 
ámbitos del suelo especialmente protegido a las zonas anexas a las 
infraestructuras y dotaciones ubicadas en suelo rural, estableciendo algunas 
pautas y conclusiones a las que es preciso hacer referencia. En concreto, la 
STS de 2 de noviembre de 2009 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 3946/2005. Ponente 
CALVO ROJAS, EDJ 2009/251575), al analizar una reclamación por la 
inclusión en la zona delimitada por la especial protección de una carretera, 
señala en su FD 3º:  
 
“De lo anterior se desprende que la posibilidad de clasificar unos 
terrenos como suelo no urbanizable de protección de infraestructuras no 
queda reducida a los supuestos en que concurran unas circunstancias 
tasadas, pues no cabe negar a la Administración un cierto margen de 
apreciación para determinar en qué casos procede sustraer los terrenos 
del desarrollo urbanístico en aras de aquella finalidad de protección. Es 
claro que la clasificación como suelo no urbanizable de protección de 
infraestructuras estará justificada si se trata de terrenos comprendidos 
en el ámbito de las líneas de protección o de servidumbre definidas en 
la legislación de carreteras, o si concurre un accidente geográfico que 
los haga asimilables a los comprendidos en ese ámbito delimitado por la 
legislación sectorial; pero, aparte de esos concretos supuestos, no debe 
excluirse que la Administración, en el ejercicio de sus facultades de 
planeamiento, pueda atribuir esa clasificación a otros terrenos que por 
circunstancias o razones distintas también considere no idóneos para el 
desarrollo urbanístico. Pero, claro es, esa decisión de los autores del 
planeamiento ha de quedar debidamente explicada y justificada”. 
 
En iguales términos se expresan otras sentencias, como la ya citada STS de 24 
de septiembre de 2009 o la de 10 de junio de 2013 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 
995/2010. Ponente PECES MORATE, EDJ 2013/120946). En esta última 
sentencia el Alto Tribunal español añade a la afirmación anterior la 
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consideración de que la decisión del planificador sobre la protección de los 
suelos de infraestructuras o dotaciones, puede venir determinada por la propia 
conclusión que realice de la fase de análisis territorial, sin que sea exigible que 
venga predeterminada por la normativa sectorial aplicable.  
 
El mismo criterio acoge la STSJ de la Comunidad Valenciana, de 23 de mayo 
de 2014 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 333/2011. 
Ponente ALTARRIBA CANO, EDJ 2014/119579), en la que se dispone que la 
argumentación sostenida en relación con la inexistencia de valores agrícolas, 
paisajísticos, medioambientales o forestales, carece de trascendencia, porque 
en el caso analizado la parte de la finca que se clasifica de especial protección 
no se hace en base a estos elementos, sino por estar dentro de la zona de 
protección de una carretera, lo que hace que esos suelos sean incompatibles 
con el desarrollo urbano. 
 
Estas afirmaciones de la jurisprudencia son muy esclarecedoras, debido a que 
vienen a confirmar la posibilidad, por una parte, de que el planificador pueda 
atribuir a los suelos adyacentes a las infraestructuras y dotaciones en suelo 
rural la condición de especialmente protegidos o, en su caso, la condición de 
suelo rural común, al menos en los casos en los que no se define esta 
determinación por la normativa sectorial aplicable. Por otra parte, se avala 
también la posibilidad para el planificador de integrar dentro del suelo de 
especial protección a ámbitos territoriales que, al menos desde un punto de 
vista de reconocimiento sectorial, no forman parte de las zonas de servidumbre 
o de salvaguarda establecidas para las dotaciones e infraestructuras700. Con 
ello se viene a respaldar la labor planificadora y las propuestas de ordenación 
territorial o urbanística que deriven del análisis del entorno y sus afecciones, 
priorizando siempre (y como por otra parte no podría ser de otro modo) la 
suficiente y coherente motivación de las decisiones adoptadas. 
 
                                            
700 Extendiendo sobre ellos las limitaciones que inevitablemente debe conllevar esta decisión 
en lo relativo a los usos autorizados en los mismos. 
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De conformidad con esta conclusión, puede afirmarse igualmente que no en 
todos los casos ha resultado pacífica la decisión administrativa de ampliar la 
zona protegida contigua a las infraestructuras y dotaciones ubicadas en suelo 
no urbanizable, al entenderse improcedente la extensión de los ámbitos de las 
zonas de servidumbre establecidas por la normativa sectorial sin la precisa 
justificación de la medida adoptada. Como ejemplo podemos citar la STSJ de 
Cantabria de 10 de mayo de 2005 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 
1ª, rec. 1104/2003. Ponente MARIJUAN ARIAS, EDJ 2005/65683), que al 
analizar la reclamación presentada por los afectados por la clasificación de 
suelo protegido de esta naturaleza, dispone expresamente en su FD 8º:  
 
“Partiendo de la inicial discrecionalidad del planificador debe indicarse, 
sin embargo, que la misma no entra en juego cuando de suelo no 
urbanizable se trata (…) la atribución a las parcelas de referencia de la 
clasificación de suelo no urbanizable de protección de las 
infraestructuras debe estar en ínsita relación con las características y 
condiciones fácticas de aquéllas, las cuales no concurren en el 
supuesto de autos, ya que si conforme a la Memoria de las NNSS de 
Polanco, dicho suelo es aquel que "por su emplazamiento próximo a 
infraestructuras de interés general debe abstraerse del proceso 
urbanizador, quedando afectados a la protección y conservación de 
dichas infraestructuras, normalmente por la aplicación de la normativa 
sectorial de carreteras, transportes, ferrocarriles y costas. El régimen 
urbanístico de dichos suelos se encuentra condicionado al 
mantenimiento y preservación de las infraestructuras que gravan el 
término municipal". (…) Por lo tanto, no reuniendo las parcelas de autos 
las condiciones y características necesarias para merecer la 
clasificación de suelo no urbanizable de protección de infraestructuras, 
toda vez que no se cumplen los requisitos que para ello imponen las 
NNSS ni tampoco se acredita la concurrencia de los accidentes 
geográficos a la que alude el informe técnico, debemos anular dicha 
clasificación de la propiedad de actor otorgada por la Revisión de las 
NNSS”.    
  
De lo anterior se concluye, reiterando lo ya expuesto en la presente tesis 
doctoral, que la justificación de la decisión del planificador tendente a extender 
la especial protección del suelo a ámbitos territoriales fuera del contorno de las 
infraestructuras ubicadas en suelo rural y sus zonas de servidumbre debe 
quedar acreditada de forma muy reforzada. En este caso, esta reflexión se 
debe no solo a que su localización queda fuera de las delimitaciones realizadas 
por la normativa sectorial aplicable para las infraestructuras y dotaciones, sino 
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también porque la propia motivación de la especial protección deriva de 
elementos que se encuentran fuera del propio suelo a proteger en este caso, lo 
que supone la necesidad de relacionar el suelo “exterior” con el realmente 
afectado por la infraestructura o dotación, de tal modo que su conjunción se 
aprecie como un elemento unitario, aunque ello no quiere significar, 
evidentemente, que su tratamiento deba ser uniforme. 
 
 
X. LOS RIESGOS DEL TERRITORIO COMO CONDICIONES 
DETERMINANTES DE SU ESPECIAL PROTECCIÓN.      
 
Aunque la presencia de riesgos procedentes de la propia naturaleza presente 
en el entorno, o de elementos artificiales existentes en un ámbito territorial más 
o menos cercano, no puedan considerarse ni técnica ni coloquialmente como 
“valores” presentes en el suelo rural, este tipo de contingencias identificables 
en el territorio suelen incluirse dentro de la relación de motivos que 
fundamentan el establecimiento de regímenes específicos de protección del 
suelo, lo que tiene reflejo en la normativa urbanística aplicable, que equipara su 
tratamiento a la del resto de elementos, valores y condiciones que determinan 
la consideración del suelo en el que se localizan.  
 
Partiendo de la propia normativa estatal, podemos hacer referencia en este 
sentido al artículo 21.2.a) del TRLS2015, en el que se define al suelo en 
situación rural como, en todo caso, el suelo preservado por la ordenación 
territorial y urbanística de su transformación mediante la urbanización, que 
deberá incluir, como mínimo, los terrenos excluidos de dicha transformación 
por la legislación de protección o policía del dominio público, de la naturaleza o 
del patrimonio cultural, los que deban quedar sujetos a tal protección conforme 
a la ordenación territorial y urbanística por los valores en ellos concurrentes, 
incluso los ecológicos, agrícolas, ganaderos, forestales y paisajísticos, así 
como aquéllos con riesgos naturales o tecnológicos, incluidos los de inundación 
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o de otros accidentes graves, y cuantos otros prevea la legislación de 
ordenación territorial o urbanística. 
 
Por su parte, la consideración que las diferentes normativas autonómicas 
realizan sobre los elementos que se incluyen en esta tipología de “valores” 
presentes en suelo no urbanizable, como en otros casos ya analizados, varía 
en función del nivel de exigencia establecido en las mismas para su tratamiento 
por el instrumento de planificación que realice el análisis del territorio. De este 
modo, si bien en la totalidad de las normas autonómicas del territorio nacional 
la existencia de riesgos naturales o tecnológicos determina la exigencia de la 
consideración del suelo en el que se identifiquen como rural o no urbanizable, 
excluyendo por tanto su ámbito de todo proceso urbanizador presente o futuro, 
a partir de esta consideración inicial pueden diferenciarse distintos tratamientos 
normativos que van a condicionar la actuación de los poderes públicos 
planificadores a la hora de delimitar los espacios de suelo en los que se aprecie 
la presencia de riesgos en cada territorio concreto. 
 
De este modo, podemos distinguir algunas normas autonómicas cuya 
regulación, de forma más o menos directa, parece exigir que los suelos en los 
que se identifiquen este tipo de valores sean considerados en todo caso como 
de especial protección, como son los casos de las normativas de Aragón, 
Asturias, Cantabria, Castilla y León, Comunidad de Madrid, Comunidad 
Valenciana o la Región de Murcia. En segundo lugar, podemos hacer 
referencia a otras comunidades cuya normativa vigente establece la posibilidad 
de que el planificador le otorgue a estos terrenos el carácter de suelo 
especialmente protegido o, en otro caso, los delimite como suelos rurales de 
régimen común. Este es el caso de Andalucía o de Galicia, en cuya normativa 
se contiene una referencia abierta a la posibilidad del planificador de añadir 
supuestos de suelos protegidos a los que de forma expresa se definen en el 
propio texto normativo. En tercer lugar, pueden apreciarse los casos como son 
los de Castilla-La Mancha, Extremadura o las Islas Canarias, donde la 
redacción de su normativa parece determinar que los suelos sobre los que se 
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aprecien riesgos naturales o tecnológicos acreditados, deben ser incluidos en 
la categoría (o categorías) de suelo común rural o no urbanizable, al no prever 
ningún tipo específico mediante el que incorporar estos terrenos al ámbito de 
los especialmente protegidos.  
 
Especialmente destacable es el caso de Canarias, en cuya reciente Ley 
4/2007, de 13 de julio, del Suelo y de los Espacios Naturales Protegidos, en 
cuyo artículo 33.1.e) se incluye, dentro de los terrenos que deben formar parte 
del suelo rústico a los que sea necesaria su protección por riesgos ciertos 
naturales o tecnológicos, incluidos los de inundación, erosión, 
desprendimientos, corrimientos o fenómenos análogos que comporten sus 
características geotécnicas o morfológicas. Sin embargo, la alusión que hace 
este artículo a la “protección” que requieren estos suelos no se corresponde, al 
menos de forma expresa, con ninguna de las categorías de suelo rústico 
especialmente protegido que relaciona posteriormente el artículo 34 de la 
citada Ley. 
 
En todo caso, como también se ha expuesto en otras ocasiones anteriores, en 
la mayoría de los supuestos analizados parece posible que el planificador 
pueda asimilar los terrenos en los que se aprecien elementos de esta 
naturaleza a alguna de las categorías de suelo de especial protección 
reconocidas expresamente por la normativa aplicable, si de forma justificada 
entiende que sobre los mismos es preciso establecer un régimen más 
restrictivo de usos que el atribuido de forma genérica al suelo no urbanizable o 
rústico común de cada Comunidad Autónoma.  
 
Conforme a esta premisa, cabe hacer referencia al caso concreto de Andalucía, 
en el que la normativa vigente parece sugerir en cierto modo esta posibilidad (o 
incluso exigencia), al establecer para los suelos en los que se declare la 
presencia de riesgos naturales o tecnológicos efectos adicionales a los propios 
del suelo no urbanizable común y que, en estos aspectos, vienen a ser 
equiparados con los suelos especialmente protegidos de forma expresa. En 
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concreto, nos referimos a lo dispuesto en el artículo 3.2 del Decreto 2/2012, de 
10 de enero, por el que se regula el régimen de las edificaciones y 
asentamientos existentes en el suelo no urbanizable en la Comunidad 
Autónoma de Andalucía701, que equipara los suelos  con riesgos ciertos de 
erosión, desprendimientos, corrimientos, inundaciones u otros riesgos 
naturales, tecnológicos o de otra procedencia, con los especialmente 
protegidos, en la imposibilidad de atribuir a las edificaciones construidas sobre 
los mismos sin licencia o contraviniendo sus indicaciones, el reconocimiento de 
la situación de asimilado a fuera de ordenación, y ello por estimar que en estos 
suelos no se encuentra sometida a plazo de finalización la actuación 
administrativa para restaurar la legalidad urbanística infringida por la ejecución 
de estas construcciones702. Del análisis de esta norma reglamentaria se 
desprende que la normativa andaluza, considerada en su conjunto, entiende 
que estos suelos con riesgos naturales o tecnológicos deben ser incluidos en 
ámbitos de suelo especialmente protegido, aunque ciertamente no lo exija de 





                                            
701 BOJA núm. 19, de 30 de enero de 2012. 
702 En este punto existe una contradicción con el texto de la propia LOUA, debido a que su 
artículo 185.2, que establece los supuestos en los que no finaliza el plazo establecido para que 
la Administración adopte las medidas de restauración de la legalidad, no cita en ningún 
momento a estos suelos de forma expresa salvo, claro está, que se encuentren incluidos en un 
ámbito de especial protección establecido por el instrumento de planificación aplicable. De 
hecho, la propia exposición de motivos del Decreto 2/2012, de 10 de enero, cuando hace 
referencia a esta cuestión, dispone: “En ningún caso prescriben las medidas de restauración de 
la legalidad en el suelo no urbanizable cuando las edificaciones se han ubicado en terrenos 
clasificados como suelo no urbanizable de especial protección o incluidos en la Zona de 
Influencia del Litoral”, omitiendo toda referencia expresa a los suelos en los que se acredite la 
presencia de riesgos naturales o tecnológicos. Esta argumentación nos lleva a concluir que, o 
bien el redactor de la norma reglamentaria se extralimitó al establecer los supuestos en los que 
no procede el reconocimiento de asimilado a fuera de ordenación o, en otro caso, se ha de 
entender que la advertencia de estos riesgos obliga al planificador a establecer sobre el 
territorio afectado un régimen de especial protección. La lógica determina que lo procedente es 
entender esto segundo, debido a que el primer supuesto conllevaría la imposibilidad de cumplir 
las exigencias del Decreto 2/2012, de 10 de enero, en sus propios términos, ya que no cabría 
oponer frente a las construcciones ubicadas en estos suelos la no finalización del plazo de 
actuación administrativa para restablecer la legalidad infringida, por propia determinación de la 
LOUA. 
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A. Los riesgos naturales. 
 
Los riesgos naturales apreciables en el territorio pueden definirse como las 
situaciones en las que la propia realidad física del terreno presenta elementos o 
variables que pueden determinar alteraciones en su configuración material, de 
tal modo que pueden verse afectadas las posibles construcciones, 
instalaciones, cultivos, plantaciones o, en general, cualquier actuación humana 
realizada en su ámbito. Estos riesgos naturales se asocian a los denominados 
por autores como JORDANO FRAGA703 eventos naturales, debido a que son 
procesos derivados de la propia naturaleza los que provocan la situación de 
riesgo que se advierte o presume y que en su gestación no participa, al menos 
de forma inmediata, la acción humana.    
 
Los riesgos naturales pueden presentarse en diferentes formas sobre el 
territorio704 en  función del tipo concreto identificado, pudiendo distinguir entre 
riesgos permanentes, cuya presencia en el terreno afectado se aprecia de 
forma continua y sus efectos se perciben en todo momento, y riesgos latentes o 
intermitentes, cuyos efectos solo se producen (o pueden producirse) en 
determinados momentos y, por lo tanto, no suelen percibirse salvo durante el 
periodo de tiempo en que se produce el hecho natural determinante del riesgo 
y hasta su finalización. Desde otro punto de vista, también pueden distinguirse 
los riesgos naturales cuyos elementos determinantes se encuentran dentro del 
ámbito del propio suelo, de los que se encuentran fuera de la superficie del 
mismo y cuya actuación solo le puede ser perjudicial en el caso que sus 
efectos alcancen su ámbito territorial.  
 
Esta diversidad de riesgos naturales es la que determina que la protección 
especial del suelo, establecida por el análisis del territorio realizada en la 
planificación de su ámbito espacial, pueda delimitarse en función de riesgos 
presentes y permanentes o, en otro caso, de riesgos cuya eventualidad solo 
puede determinarse en función de estudios de la realidad física del territorio 
                                            
703 JORDANO FRAGA, Jesús (2000, págs. 99 y ss.). 
704 Cfr. ESTRADA LARA, Óscar (2011). 
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que, inevitablemente, deben incorporarse al proceso planificador y que son los 
que justificarían la asignación de la especial protección a un territorio que, en 
principio, no presenta signos de riesgos presentes sobre el mismo. 
 
La relación de los riesgos naturales que pueden apreciarse sobre el territorio no 
suele contenerse en listados de numerus clausus, sino que al contrario suele 
establecerse mediante relaciones abiertas a que puedan incluirse cualesquiera 
elementos que pudieran afectar de forma directa a un suelo concreto y que, en 
función de esta circunstancia, determinen la improcedencia para albergar usos 
urbanísticos generalmente admitidos. A modo de ejemplo, cabe citar a la 
normativa andaluza, que expresamente cita a la erosión, desprendimientos, 
corrimientos, inundaciones u otros riesgos naturales (art. 46.1.i) LOUA); la 
normativa gallega, que cita a la inundación, erosión, hundimiento u otros de 
naturaleza similar; o la normativa canaria, que como hemos indicado 
anteriormente, cita la inundación, erosión, desprendimientos, corrimientos o 
fenómenos análogos que comporten sus características geotécnicas o 
morfológicas. En otros casos, la normativa se limita a incluir expresiones como 
“riesgos naturales acreditados” u otras de sentido similar, evitando la referencia 
a elementos concretos de esta naturaleza. 
 
En base a lo expuesto, podemos concluir que la apreciación de algunos riesgos 
naturales presentes en el territorio será tanto más reglada en cuanto los 
mismos sean directamente apreciables o sus efectos sean aparentes, en tanto 
que aquellos que no sean de esta naturaleza requerirán una justificación 
técnica y documental más extensa y profusa, con el evidente objeto de 
acreditar la efectiva realidad del riesgo natural identificado por el planeamiento. 
En el primer tipo podemos incluir a los fenómenos de erosión del terreno (cuyos 
efectos normalmente serán bastante apreciables), junto con los 
desprendimientos, corrimientos de tierra y otros de tipología similar, cuya 
verificación normalmente requerirá una justificación técnica poco compleja, 
debido a que los elementos que pueden provocar las alteraciones del territorio 
estarán, con carácter general, presentes en el propio espacio protegido. Dentro 
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del segundo tipo estarán fenómenos como los hundimientos, alteraciones 
geológicas del subsuelo y, de forma muy significativa, los riesgos de 
inundación, cuya justificación técnica requerirá la incorporación de informes 
justificativos de las zonas del territorio sobre las que pudieran afectar estos 
procesos naturales.   
 
La necesidad de evitar todo riesgo natural sobre el terreno determina que los 
informes técnicos sobre riesgos del territorio deban ser considerados una parte 
fundamental del planeamiento territorial o urbanístico, sea éste general o de 
desarrollo, llegando a exigir la propia normativa estatal vigente que todo 
proceso de este tipo debe contener un informe de sostenibilidad ambiental de 
los instrumentos de ordenación de actuaciones de urbanización, que deberá 
incluir un mapa de riesgos naturales del ámbito objeto de ordenación (art. 22.2 
TRLS2015).  
 
Esta exigencia deriva, evidentemente, de la necesidad de que los terrenos 
acrediten la no concurrencia en los mismos de riesgos naturales para poder 
iniciar su transformación urbanística, debido a que, como se ha apuntado 
anteriormente, en caso contrario deben quedar excluidos de la misma. Similar 
justificación motiva el establecimiento de un régimen singular de protección 
para estos terrenos, puesto que se pretende salvaguardar toda actividad 
humana de los riesgos inherentes al territorio en el que se realiza y, en 
concreto, la posibilidad de que los efectos de estos fenómenos naturales de 
riesgo acreditado puedan causar perjuicios a las personas y a las instalaciones, 
construcciones o edificaciones allí localizadas. Sobre esta exigencia de 
prevención frente a los posibles perjuicios que pudieran causar los riesgos del 
territorio, puede citarse por su carácter descriptivo la expresión que contiene el 
Decreto-Legislativo 1/2014, de 8 de julio, del Gobierno de Aragón, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley de Urbanismo de Aragón705, cuyo artículo 
16.1.b) señala como suelos que deben ser sometidos a una especial protección 
los terrenos que no resulten susceptibles de transformación urbanística por la 
                                            
705 Boletín Oficial de Aragón núm. 140, de 18 de julio de 2014. 
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peligrosidad para la seguridad de las personas y los bienes motivada por la 
existencia de riesgos de cualquier índole. 
  
En este punto cabe destacar la estrategia temática para la protección del suelo 
de la Unión Europea, formulada para la revisión de la actualmente vigente 
Directiva 2004/35/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de abril de 
2004, sobre responsabilidad medioambiental en relación con la prevención y 
reparación de daños medioambientales, por la que se proponen medidas cuyo 
objeto es la protección del suelo y la preservación de su capacidad de 
desempeñar sus funciones ecológicas, económicas, sociales y culturales. Una 
de las medidas contempladas en la propuesta de Directiva es que los Estados 
miembros deben identificar las zonas en las que exista riesgo de erosión, 
pérdida de materia orgánica, compactación, salinización y deslizamientos de 
tierras, así como aquéllas en las que ya se haya producido un proceso de 
degradación, que debe basarse en los criterios definidos en la propia 
propuesta. Además de lo anterior, deben fijar objetivos y adoptar programas de 
medidas apropiadas para reducir los riesgos mencionados y luchar contra sus 
consecuencias.  
  
De manera específica, la propuesta de Directiva dispone que los Estados 
miembros deben adoptar las medidas adecuadas para prevenir la 
contaminación del suelo por sustancias peligrosas, asumiendo la obligación de 
elaborar un inventario de los terrenos contaminados por esas sustancias 
cuando su concentración suponga un riesgo importante para la salud humana o 
el medio ambiente, así como de las instalaciones donde hayan tenido lugar en 
el pasado determinadas actividades (vertederos, aeropuertos, puertos, 
instalaciones militares, actividades reguladas por la Directiva IPPC, etc.). De 
esta propuesta de régimen jurídico elaborada por la Unión Europea, autores 
como BARREDA BARBERÁ706 concluyen con la necesidad de que los terrenos 
en los que los poderes planificadores aprecien la concurrencia de estos 
riesgos, sean declarados como suelos no urbanizables y sometidos a un 
                                            
706 Op. cit. (2008, pág. 67). 
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régimen de protección específico que permita, en la medida de lo posible, su 
recuperación, toda vez que se acredita su incapacidad intrínseca para 
sustentar asentamientos humanos. 
 
Esta conclusión, aparte de por la propia literalidad de la normativa autonómica 
antes analizada, es corroborada por resoluciones judiciales como es ejemplo la 
STSJ de Andalucía de 5 de diciembre de 2016 (Sede de Málaga, Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, Sec. 3ª, rec. 852/2011. Ponente CARDENAL 
GÓMEZ, EDJ 2016/295794), en la que se desestima el recurso interpuesto 
frente a la aprobación del PGOU de una localidad malagueña, por la posible 
antijuridicidad de la clasificación otorgada a varias fincas rústicas como suelo 
especialmente protegido, al estimar que no son ciertos los riesgos de erosión, 
desprendimientos y corrimientos de terreno declarados sobre las mismas. En 
contra de esta pretensión la Sala estima coherente la protección de varios 
suelos por los riesgos de erosión y deslizamiento de tierras, que fueron 
identificados en los mismos por los informes incorporados en la tramitación 
administrativa del instrumento de planeamiento y que, al contrario, no son 
desvirtuados por el informe técnico aportado por los recurrentes. En definitiva, 
la Sala andaluza avala la potestad administrativa de apreciar los riesgos de los 
terrenos analizados y, en su consideración, establecer sobre los mismos un 
régimen singularizado de protección707. 
 
En sentido similar se expresa el mismo Tribunal Superior de Justicia en 
Sentencia de 15 de febrero de 2013 (Sede de Málaga, Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sec. 1ª, rec. 950/2009. Ponente MACHO MACHO, EDJ 
2013/123353), en la que viene a validar la zonificación realizada por el Plan de 
Ordenación del Territorio de la Aglomeración Urbana de Málaga, en la que se 
identifican terrenos susceptibles de ser considerados de especial protección 
por presentar riesgos ciertos de erosión del sustrato material, estimando 
procedente su declaración por la ordenación territorial ya que esta 
                                            
707 Es de resaltar que la normativa urbanística andaluza no exige expresamente que los suelos 
no urbanizables en los que se aprecie este tipo de riesgos sean declarados como de especial 
protección, por lo que la capacidad discrecional del planificador queda aún más reforzada al 
entender correcta la propuesta de protección especial de estos suelos. 
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consideración no trasgrede ni limita la competencia municipal para la 
ordenación urbanística de cada respectivo término concreto.  
 
Además de esta afirmación, la Sala termina exponiendo una cuestión que tiene 
más importancia de la que en principio pudiera parecer, sobre todo ante la 
controversia provocada por la argumentación de los afectados por la 
zonificación recurrida, que en defensa de sus intereses invocan la no 
procedencia de la protección reclamada y, en todo caso, la no consideración 
similar de otros terrenos en los que pueden apreciarse condiciones semejantes. 
Ante esta argumentación la Sala expone literalmente (FD 8º):  
 
“Sin que tenga consistencia suasoria, por último, la alegación de que al 
no haberse declarado de especial protección terrenos similares a los 
actuales se ha quebrantado la doctrina de los actos propios a la par que 
con ello se evidencia que los motivos para que se declaren de especial 
protección son de carácter extrajurídico, en concreto políticos, pues al 
respecto dicha argumentación por especulativa y carente de todo apoyo 
probatorio no puede ser atendida, ya que en definitiva conlleva un juicio 
de valor que esta Sala no puede entrar a considerar y menos a estimar”.  
 
Con ello, la Sala no deja de reafirmar la potestad discrecional de la 
Administración a la hora de considerar la presencia de los valores (en este 
caso los riesgos) a la hora de analizar el territorio, lo que obviamente tiene su 
límite en la justificación y correcta motivación de sus decisiones, pero que no 
puede ser atacada por la mera alegación a la diferencia de tratamiento de otras 
zonas del territorio, debido a que la impugnación de la actuación planificadora 
debe centrarse en discutir la propia consideración que la misma ha realizado 
sobre el terreno afectado y no por la referencia o alusión a otros territorios, 
puesto que sus circunstancias y condiciones, aunque aparentemente iguales, 
pueden variar por múltiples circunstancias y, precisamente por ello, justificar el 
diferente tratamiento de la propuesta de ordenación.  
 
Esta reflexión puede extrapolarse a todos los valores analizados en este 
capítulo, pero presenta una especial incidencia en supuestos como los riesgos 
del territorio, en los que la apreciación técnica puede estar sujeta a 
discrepancias muy acentuadas, dadas las propias características de algunos de 
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los supuestos de precaución que se extraen por previsiones derivadas de 
estudios contingentes y, como tales, sometidos a discrepancias técnicas y 
doctrinales. 
 
Atendiendo a los estudios del terreno que realizan los propios instrumentos de 
planeamiento, vemos como la enumeración de riesgos naturales cuya posible 
presencia ha de ser analizada al realizar la diagnosis del territorio, se presenta 
en forma más desagregada que la que se contiene en la normativa vigente, si 
bien sus diferentes conceptos pueden incardinarse sin problema alguno en los 
supuestos a los que se hace referencia en los textos normativos. Por ejemplo, 
suelen analizarse fenómenos como la inestabilidad de laderas y otros 
accidentes geográficos (en prevención de deslizamientos, desprendimientos, 
vuelcos, coladas de barros, etc.); la sismicidad por terremotos o la presencia de 
fallas activas; la expansividad del terreno; la subsidencia708 por karstificación709 
o por la aparición de estructuras halocinéticas710 en el territorio; la 
vulnerabilidad de acuíferos; las inundaciones, erosión, incendios forestales; y, 
en general, cualesquiera otros riesgos geotécnicos. 
 
Como expone GALLEGO COSME711, mediante un análisis realizado para cada 
territorio, los planes de ordenación del suelo deben contemplar la posibilidad de 
que estas amenazas puedan ocurrir. En su tratamiento, el objetivo fundamental 
no es otro que proteger a la población y, en la medida de lo posible, aminorar 
los daños en caso de que estos se produzcan. Dentro de la consideración de 
los suelos afectados se deben incluir las actuaciones de necesaria ejecución 
para la prevención frente a estas amenazas, como son la construcción de 
                                            
708 La subsidencia es, junto con la contaminación de los acuíferos subterráneos, uno de los 
problemas principales de la minería subterránea. Consiste en el movimiento de una superficie 
cuya componente vertical de desplazamiento es claramente predominante sobre su 
componente horizontal. La subsidencia se debe principalmente a dos procesos: la karstificación 
y aparición de estructuras halocinéticas.  
709 La karstificación es un fenómeno que se produce en el terreno por la presencia de yeso y 
calizas que pueden dar lugar al efecto de disolución. Esto puede favorecer la aparición de 
espacios vacíos, oquedades que no se detectan y que pueden hundirse de forma brusca, 
causando graves daños y pérdidas en el terreno circundante. 
710 Las estructuras halocinéticas son formaciones geológicas producidas por el desplazamiento 
de rocas salinas que pueden alterar los materiales de su alrededor levantándolos, formando 
domos; o perforándolos, originando diapiros. 
711 GALLEGO COSME, Mario J. (2014, pág. 7). 
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infraestructuras (drenaje, plantación de árboles, acondicionamiento de cauces), 
o la creación de sistemas de previsión y vigilancia (redes de vigilancia sísmica, 
volcánica e hidrológica). 
 
La importancia de la planificación territorial en la prevención de riesgos 
naturales es actualmente apreciada con carácter general, como destacan 
FLEICHHAUER, GREIVING y WANCZURA, Sylvia712, al afirmar que hasta 
mediados de los años 90 del pasado siglo los peligros naturales en Europa se 
gestionaban mediante unidades  de gestión de emergencias u otras divisiones 
de planificación sectorial, si bien ya desde entonces se advertía de la 
necesidad de introducir la planificación territorial en el ciclo de gestión de 
riesgos. En la actualidad, destacan estos autores, en el Viejo Continente no 
solo se ha aceptado esta exigencia por los planificadores y responsables 
políticos, sino que también se corresponde con el resultado de iniciativas de 
investigación recientes, que destacan la función potencial de la planificación 
territorial para la evaluación y gestión de riesgos. 
 
 
B. Especial referencia al riesgo de inundabilidad del territorio. 
 
1. Delimitación de las zonas inundables.  
 
Dentro de la relación de riesgos naturales que pueden afectar al territorio y que 
deben ser objeto de tratamiento en sus procesos de planificación, merece 
especial consideración el riesgo de inundabilidad del terreno, debido a su 
carácter latente y discontinuo, pero a su vez, potencial generador de 
situaciones catastróficas. La realidad de los hechos pasados en los que la 
inundabilidad del territorio sobre el que se han asentado actividades humanas 
ha generado múltiples desgracias, algunas ciertamente evitables, ha 
desencadenado un clima actual de exigencia social por el que se exhorta a los 
poderes públicos a paliar este tipo de situaciones en áreas consolidadas y, 
                                            
712 FLEICHHAUER, Mark; GREIVING, Stefan y WANCZURA, Sylvia (2007, pág. 50). 
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fundamentalmente, a evitar la ocupación de nuevas zonas de suelo rural hasta 
que se acredite que se encuentran fuera de este tipo de riesgo. Para ello, 
autores como MENÉNDEZ REXACH713 hacen referencia a la necesidad de que 
se corrijan los efectos surgidos por actuaciones planificadoras inapropiadas y, 
en muchas ocasiones, la excesiva tolerancia que se ha observado con 
construcciones y asentamientos irregulares, que en su mayor parte se ubican 
en zonas con alto riesgo de inundabilidad. 
 
Como al efecto indica GARCÍA ÁLVAREZ714, en este como en otros ámbitos, 
desde un punto de vista jurídico, un primer problema deriva de la complejidad 
de la distribución de competencias en la materia, lo que se plasma en una 
considerable dispersión normativa generadora de una difícil concreción del 
concepto de zona inundable, cuya determinación es un elemento necesario 
como pieza clave del sistema. No obstante, a juicio de este autor, el esfuerzo 
realizado siguiendo el impulso de la Unión Europea, básico en ésta como en 
otras cuestiones ambientales, se está plasmando en el diseño de instrumentos 
jurídicos eficaces para la ordenación de las zonas inundables y mecanismos de 
coordinación, como el informe vinculante de la Administración hidráulica previo 
a la aprobación de los planes urbanísticos o, el sometimiento a autorizaciones 
sectoriales previas a la materialización de usos en zonas declaradas como 
inundables.  
 
La referencia que el autor realiza a la Unión Europea puede concretarse en 
este asunto en la Directiva 2007/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 23 de octubre de 2007, relativa a la evaluación y gestión de los riesgos de 
inundación, que introduce un nuevo enfoque e instrumentos para gestionar este 
tipo de riesgos y que fue transpuesta al ordenamiento jurídico español a través 
del Real Decreto 903/2010, de 9 de julio, de evaluación y gestión de riesgos de 
inundación. A través de lo exigido por esta norma reglamentaria, se han ido 
                                            
713 MENÉNDEZ REXACH, Ángel (2015, pág. 36). 
714 GARCÍA ÁLVAREZ, Gerardo (2106-b). 
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elaborando los denominados mapas de peligrosidad y riesgo de inundación715, 
formulados para cada demarcación geográfica, en los que deberán constar 
delimitadas las zonas de alta, media y baja probabilidad de inundación716. Con 
la información suministrada por estos mapas, la propia norma estatal establece 
la necesidad de formular los planes de gestión del riesgo de inundación (PGRI), 
que entre otras cuestiones deben estar coordinados con otras políticas 
sectoriales, como son la ordenación del territorio, protección civil, agricultura, 
forestal, minas, urbanismo o medio ambiente, siempre que afecten a la 
evaluación, prevención y gestión de las inundaciones (art. 11).  
 
En concreto, los PGRI deben contener las limitaciones a los usos del suelo 
planteadas para las zonas inundables en sus diferentes escenarios de 
peligrosidad, los criterios empleados para considerar el territorio como no 
urbanizable, y los criterios constructivos exigidos a las edificaciones situadas 
en zona inundable. Las medidas previstas para adaptar el planeamiento 
urbanístico vigente a los criterios planteados en el plan de gestión del riesgo de 
inundación, incluida la posibilidad de retirar construcciones o instalaciones 
existentes que supongan un grave riesgo, para lo cual su expropiación tendrá 
la consideración de utilidad pública717. A juicio de CARUZ ARCOS718 la 
implementación de los PGRI y en concreto la protección como suelos no 
urbanizables de numerosos espacios afectados por los riesgos de inundación, 
constituye uno de los principales retos a los que la actividad urbanística deberá 
enfrentarse en los próximos años. 
 
Además de la citada normativa, debemos hacer referencia al artículo 14 del 
Real Decreto 849/1986, de 11 de abril, por el que se aprueba el Reglamento 
                                            
715 Vid. OLCINA CANTOS, Jorge (2012). En este artículo el autor realiza un interesante estudio 
sobre la evolución de los mapas e instrumentos de cartografía que se han utilizado para la 
delimitación de las zonas con riesgo de inundabilidad. 
716 Determinada esta última mediante la consideración de un periodo de retorno de 500 años. 
717 Punto 5 de la Parte A del Anexo del Real Decreto 906/2010, de 9 de julio. 
718 CARUZ ARCOS, Eduardo (2018). 
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del Dominio Público Hidráulico, en cuyo punto primero719 se contiene la 
siguiente definición del concepto de zona inundable:  
 
“Se considera zona inundable los terrenos que puedan resultar 
inundados por los niveles teóricos que alcanzarían las aguas en las 
avenidas cuyo período estadístico de retorno sea de 500 años, 
atendiendo a estudios geomorfológicos, hidrológicos e hidráulicos, así 
como de series de avenidas históricas y documentos o evidencias 
históricas de las mismas en los lagos, lagunas, embalses, ríos o 
arroyos. Estos terrenos cumplen labores de retención o alivio de los 
flujos de agua y carga sólida transportada durante dichas crecidas o de 
resguardo contra la erosión. Estas zonas se declararán en los lagos, 
lagunas, embalses, ríos o arroyos. La calificación como zonas 
inundables no alterará la calificación jurídica y la titularidad dominical 
que dichos terrenos tuviesen”. 
  
De acuerdo con esta definición, se consideran zonas inundables los terrenos 
sobre los que exista alguna probabilidad de inundación conforme a lo indicado 
en los mapas de peligrosidad y riesgo de inundación antes aludidos, aunque 
ésta fuera de nivel bajo. En su nivel superior se encuentran las denominadas 
zonas de flujo preferente, que son las que presentan un mayor riesgo de que 
se puedan producir daños a las personas o bienes y que quedan definidas a 
partir de las avenidas en un periodo de retorno de cien años y que, debido a 
esta consideración especial, presentan un régimen similar al de la zona de 
policía de los cauces por el que se limitan de forma muy considerable los usos 
autorizados en las mismas. En los casos de zonas de flujo preferente 
localizadas en suelos rurales, estas limitaciones singulares se contienen en el 
artículo 9.bis del Real Decreto 849/1986, de 11 de abril. 
 
La incidencia que la definición de zona inundable presenta sobre la 
planificación del suelo se refleja de forma expresa en el punto segundo del 
citado artículo 14, al exigir a los organismos de cuenca el traslado a las 
Administraciones competentes en materia de ordenación del territorio y 
urbanismo de los datos y estudios disponibles sobre avenidas, al objeto de que 
se tengan en cuenta en la planificación del suelo, y en particular, en las 
                                            
719 En su redacción actual, vigente desde la modificación realizada por el Real Decreto 
638/2016, de 9 de diciembre.  
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autorizaciones de usos que se acuerden en las zonas inundables. Todo lo 
expuesto lleva a considerar que uno de los documentos técnicos esenciales 
que debe integrar todo proceso de planificación del territorio es el que delimite 
las zonas inundables existentes en el mismo, basado en los estudios 
elaborados por los organismos de cuenca y que, en su caso, podrán ser 
ampliados por los que realice el propio instrumento de planificación. En todo 
caso, dada la expresión que se contiene en el Reglamento del Dominio Público 
Hidráulico al que se ha hecho referencia, similar a la del artículo 11.2 del Real 
Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley de Aguas, al que desarrolla, autores como MARTÍNEZ 
MARTÍNEZ720 entienden que la cartografía sobre zonas inundables que debe 
sustentar la ordenación de los instrumentos de planificación urbanística debe 
realizarse por sus redactores, aunque basada y condiciona por los datos 
formulados por la Administración del Estado. 
 
En el mismo sentido, aunque desde un punto de vista alternativo, OLCINA 
CANTOS721 entiende que la realización de un estudio de riesgos de 
inundabilidad del territorio es esencial en todo proceso de planificación 
territorial, al estimar que el estudio del medio físico debe entenderse como un 
elemento fundamental en estos procesos, particularmente en los de ámbito 
local, añadiendo en lo que respecta a los análisis de riesgos del territorio que 
su tratamiento debe evitar tendencias generalistas y, por el contrario, centrarse 
en las referencias asociadas a su concreto ámbito geográfico de planificación. 
En resumidas cuentas, el citado autor concluye que cuanto más pequeño sea 
el espacio geográfico a analizar, mayor esfuerzo investigador requerirá y más 
innovador tendrá que ser el enfoque que imprima al análisis del riesgo del 
territorio. 
 
Por lo general, la normativa autonómica suele exigir de forma más o menos 
expresa que los instrumentos de planificación urbanística recojan la 
documentación relativa a los riesgos existentes en el territorio, como elementos 
                                            
720 Op. cit. (2010, pág. 119). 
721 OLCINA CANTOS, Jorge (2004, págs. 76-77). 
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determinantes y justificadores de las decisiones que se adopten en este ámbito 
y que vayan a definir las áreas de suelos especialmente protegidos por esta 
consideración. Así, el artículo 59.2.f) de la norma asturiana dispone que los 
planes de ordenación general deberán contener, entre otros muchos aspectos, 
la delimitación, independientemente de su inclusión en otras categorías, de las 
áreas de prevención, respecto de aquellos espacios que presenten un 
manifiesto riesgo de inundaciones, incendios, erosión, desprendimientos o 
sucesos similares. Esta exigencia normativa determina que la omisión de 
alguno de los documentos que se requiera incorporar para el análisis de estas 
especiales condiciones del territorio, pueda conllevar la nulidad del proceso 
planificador, por entender que esta documentación es un requisito 
consustancial al proceso de planificación y, por consiguiente, considerar que su 
omisión es un defecto insubsanable. Dicha documentación debe comprender, 
además, la exigida por la normativa sectorial aplicable, debido a que su 
carácter preceptivo determina que no pueda ser sustituida por otra de similares 
características, salvo que así expresamente se autorice. 
 
Tal conclusión ha sido refrendada por la jurisprudencia que ha analizado la 
cuestión, como puede apreciarse en la STSJ del Principado de Asturias, de 28 
de febrero de 2017 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, rec. 1032/2015). 
Ponente MARGARETO GARCÍA, CENDOJ 33044330012017100209), que 
exige de forma expresa el informe de la Confederación Hidrográfica del Norte 
sobre la existencia de zonas de inundabilidad en la tramitación de la 
planificación urbanística municipal, entendiendo que su omisión no puede ser 
subsanada por otros informes que no son los exigidos por la normativa 
sectorial.  
 
Junto con lo anterior, podemos encontrar documentos de alcance territorial de 
ámbito autonómico que contienen la previsión de inundabilidad de su geografía 
regional, instaurados mediante figuras de planificación sectorial vinculantes 
sobre el resto de instrumentos de ordenación territorial y urbanística. Como 
ejemplo podemos citar al Plan de Acción Territorial sobre Prevención del 
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Riesgo de Inundación en la Comunidad Valenciana (PATRICOVA), que se 
define como un Plan de Acción Territorial de los previstos en la Ley 5/2014, de 
25 de julio, de Ordenación del Territorio, Urbanismo y Paisaje, de la Comunitat 
Valenciana, al que deben adaptarse los instrumentos de planeamiento territorial 
y urbanístico de esta región.  
 
Ahora bien, como indica GARCÍA BOTELLA722 en referencia a este tema, el 
propio instrumento de ordenación sectorial asume su carácter de estudio 
regional realizado en origen a escala muy amplificada, por lo que es 
susceptible de ser concretado, ampliado, e incluso modificado mediante 
estudios de inundabilidad más precisos que, en todo caso, se realizarán de 
acuerdo con lo establecido en su regulación. Con esta afirmación se viene a 
corroborar la necesidad de que la planificación más próxima al terreno 
(normalmente la urbanística), sea la que defina y delimite con mayor exactitud 
los contornos de los suelos sobre los que se aprecien riesgos de inundabilidad 
o, en general, de cualquier otro riesgo natural presente en su espacio 
geográfico, siempre respetando los parámetros de la ordenación sectorial o 
territorial prevalente, salvo en los supuestos en los que de forma justificada 
pueda alterar sus determinaciones. 
 
En este orden de cosas, autores como GIMÉNEZ FERRER723 o ESTRELA 
MONREAL724 entienden que la ordenación urbanística debe desarrollar y 
profundizar sobre la territorial realizada sobre esta concreta materia, 
estableciendo los criterios de protección de los suelos declarados en riesgo de 
inundación y, sobre el planeamiento vigente, revisar las determinaciones 
previas de su ordenación al objeto de considerar todas las zonas en riesgo 
declarado y, por otro lado, plantear las soluciones aplicables para mitigar el 
impacto que los posibles efectos negativos pudieran producir sobre las 
construcciones, instalaciones y edificaciones existentes sobre zonas 
inundables.  
                                            
722 GARCÍA BOTELLA, Estela (2017, págs. 78-79). 
723 GIMÉNEZ FERRER, José Manuel (2003). 
724 ESTRELA MONREAL, Teodoro (2004, pág. 26). 
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No obstante, otros autores como MENÉNDEZ REXACH, aunque entienden que 
la planificación urbanística es la que tiene que realizar la función de 
clasificación de suelo y, en consecuencia, identificar las zonas inundables de 
un territorio concreto y establecer su régimen jurídico de protección especial, su 
labor debe ser sustentada por los estudios y trabajos realizados por la 
Administración que ostente las competencias hidráulicas, ya que será la que 
posea los datos más actualizados y precisos sobre la situación específica de 
cada cuenca725. Aunque poniendo el punto de atención en elementos distintos 
del proceso de planificación relativo a la identificación y delimitación de las 
zonas inundables del territorio, el citado autor destaca también la necesidad de 
que la planificación urbanística realice un análisis específico del suelo para 
determinar las zonas en riesgo de inundabilidad, con la exigencia de que su 
régimen jurídico establezca las medidas precisas para evitar las posibles 
consecuencias negativas que pudieran derivar de la producción de los 
elementos de riesgo que se pretenden evitar, y todo ello sin incluir 
determinaciones contrarias a los planes sectoriales vinculantes. 
 
En definitiva, como afirma CARUZ ARCOS726 el objeto de la planificación 
sectorial sobre los riesgos de inundabilidad del territorio es que las normas y 
planes urbanísticos formulen las medidas necesarias para lograr la efectividad 
de sus previsiones y, en concreto, reducir los riesgos e impactos negativos de 
las posibles inundaciones que pudieran estimarse del análisis histórico del 
correspondiente ámbito territorial. 
 
 
2. Limitaciones de usos autorizados en las zonas inundables. 
 
Como pautas para establecer la regulación de los usos autorizables sobre 
zonas inundables, DE UREÑA FRANCÉS y TEIXEIRA GURBINDO727 sugieren 
una clasificación del suelo protegido por su declarado riesgo de inundabilidad 
                                            
725 Op. cit. (2015). 
726 Op. cit. (2018). 
727 DE UREÑA FRANCÉS, José María y TEIXEIRA GURBINDO, Luis Carlos (2004). 
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determinada en función de la intensidad de uso del territorio por actividades 
que lo geometrizan o edifican para uso permanente, distinguiendo entre cuatro 
tipos fundamentales sobre los que el planificador puede establecer sus distintas 
condiciones urbanísticas, que son las denominadas áreas urbanas 
consolidadas, áreas urbanas de periferia, áreas rurales de uso intenso y, 
finalmente, las áreas rurales de uso escaso. En el caso de las dos áreas 
identificadas en suelo rural, su diferenciación viene motivada por la ocupación 
del territorio por construcciones, cultivos o instalaciones de uso permanente, 
que se encontrarán de forma ordinaria en el primer supuesto, en tanto que en 
las denominadas áreas rurales de uso escaso su localización será esporádica. 
La distinción propuesta por estos autores permitiría al planificador establecer 
las medidas dirigidas a disminuir la presión y afección sobre los cauces 
provocadores de la situación de riesgo de inundabilidad, que presentaran 
perfiles diferenciados en cada caso en función de la propia situación física del 
territorio y, en concreto, de la presencia de elementos que pudieran alterar los 
tránsitos naturales de los cauces existentes.  
 
Pero las vinculaciones urbanísticas de las zonas inundables presentan en la 
actualidad una regulación mucho más precisa y normalizada, derivada de la 
modificación del Reglamento del Dominio Público Hidráulico realizada a través 
del Decreto 638/2016, de 9 de diciembre, al que se ha hecho referencia 
anteriormente. De este modo, como exponen LOZANO CUTANDA y VÁZQUEZ 
COBOS728 a la posible ampliación de las zonas de servidumbre de policía de 
los cauces para amparar a las citadas zonas de flujo preferente y así extender 
a ellas sus restricciones, y a las limitaciones en el uso del suelo que pueden 
resultar de las previsiones de los PGRI, que prevalecen sobre la ordenación 
urbanística conforme dispone el artículo 15 del Real Decreto 903/2010, de 9 de 
julio, de evaluación y gestión de riesgos de inundación y pueden incluir 
limitaciones a los usos del suelo para la zona inundable en sus diferentes 
escenarios de peligrosidad, así como los criterios constructivos exigidos a las 
edificaciones situadas en zona inundable, se ha de añadir la nueva regulación 
                                            
728 LOZANO CUTANDA, Blanca y VÁZQUEZ COBOS, Carlos (2017). 
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detallada y con carácter de legislación básica de los usos y construcciones 
prohibidos y permitidos con determinadas condiciones en las zonas inundables 
de los cauces del dominio público hidráulico. 
 
Conforme a la nueva regulación, el artículo 9.bis del RDPH dispone que en las 
zonas catalogadas como de flujo preferente y ubicadas en suelo rural se impide 
expresamente la autorización de instalaciones que almacenen, transformen, 
manipulen, generen o viertan productos que pudieran resultar perjudiciales 
para la salud humana y el entorno; edificaciones y obras de reparación o 
rehabilitación que supongan un incremento de la ocupación en planta o del 
volumen de edificaciones existentes; zonas destinadas al alojamiento en los 
campings y edificios de usos vinculados; depuradoras de aguas residuales 
urbanas, salvo en aquellos casos en los que se compruebe que no existe una 
ubicación alternativa; invernaderos, cerramientos y vallados que no sean 
permeables, tales como los cierres de muro de fábrica estancos de cualquier 
clase; granjas y criaderos de animales que deban estar incluidos en el registro 
de explotaciones ganaderas; rellenos que modifiquen la rasante del terreno y 
supongan una reducción significativa de la capacidad de desagüe; acopios de 
materiales que puedan ser arrastrados o puedan degradar el dominio público 
hidráulico o almacenamiento de residuos de todo tipo; y, finalmente, 
infraestructuras lineales diseñadas de modo tendente al paralelismo con el 
cauce, salvo que no exista otra alternativa viable de trazado729.  
 
No obstante, excepcionalmente se permite la construcción de pequeñas 
edificaciones destinadas a usos agrícolas con una superficie máxima de 40,00 
m2, la construcción de las obras necesarias asociadas a los aprovechamientos 
reconocidos por la legislación de aguas, y aquellas otras obras destinadas a la 
                                            
729 Además, como medida procesal la nueva regulación exige que cualquier actuación en la 
zona de flujo preferente deberá presentar ante la Administración hidráulica competente una 
declaración responsable, en la que el promotor debe expresar claramente que conoce y asume 
el riesgo existente y las medidas de protección civil aplicables al caso, comprometiéndose a 
trasladar esa información a los posibles afectados, con independencia de las medidas 
complementarias que estime oportuno adoptar para su protección. Esta declaración 
responsable se requiere sin perjuicio de las autorizaciones u otros actos de control 
administrativo previo que resulten exigibles. 
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conservación y restauración de construcciones singulares asociadas a usos 
tradicionales del agua, siempre que se mantenga su uso tradicional y no 
permitiendo, en ningún caso, un cambio de uso salvo el acondicionamiento 
museístico730. 
 
Por lo que respecta a las zonas inundables no calificadas como de flujo 
preferente, el artículo 14.bis del Reglamento del Dominio Público Hidráulico 
contiene las limitaciones establecidas para las construcciones proyectadas en 
sus ámbitos, partiendo de la regla general de no autorizar ninguna de ellas “en 
la medida de lo posible”. Aun esta afirmación, el citado artículo añade que en 
los casos en los que no sea posible localizar las construcciones fuera de las 
zonas inundables, se estará a lo que al respecto establezca la normativa de la 
correspondiente Comunidad Autónoma, teniendo en cuenta que las 
edificaciones deben ser diseñadas teniendo en cuenta el riesgo de inundación 
existente y los nuevos usos residenciales se dispondrán a una cota tal que no 
se vean afectados por la avenida con periodo de retorno de 500 años.  
 
En todo caso, se deberá evitar el establecimiento de servicios o equipamientos 
sensibles o infraestructuras públicas esenciales tales como, hospitales, centros 
escolares o sanitarios, residencias de personas mayores o de personas con 
discapacidad, centros deportivos o grandes superficies comerciales donde 
puedan darse grandes aglomeraciones de población, acampadas, zonas 
destinadas al alojamiento en los campings y edificios de usos vinculados, 
parques de bomberos, centros penitenciarios, depuradoras, instalaciones de 
                                            
730 En los artículos 9.ter y 9.quáter del RDPH se incorpora a la nueva regulación un régimen 
especial para las obras y construcciones en zona de flujo preferente en suelo urbanizado y 
para los casos de municipios en los que al menos un tercio de su superficie esté incluida en la 
zona de flujo preferente o que por la morfología de su territorio tengan una imposibilidad 
material de orientar sus futuros desarrollos hacia zonas no inundables. En estos casos se 
permite la construcción de determinadas edificaciones, incluso residenciales, siempre que 
estén ubicadas fuera de la zona de policía y que se diseñen teniendo en cuenta lo previsto para 
las edificaciones de carácter residencial en suelo urbanizado. En este sentido, es destacable la 
reciente STSJ de Castilla y León de 20 de diciembre de 2018 (ROJ STS CL 4880/2018), en la 
que atendiendo a esta regulación específica de los suelos urbanos consolidados en zona de 
flujo preferente, se valida la ubicación en su ámbito de instalaciones temporales y 
desmontables, al estimar que no son vulnerables frente a posibles avenidas e inundaciones, al 
estar destinadas a actividades que no presentan una entidad suficiente como para suponer una 
grave amenaza para la salud de las personas o el medio ambiente. 
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los servicios de Protección Civil, o similares. Excepcionalmente, cuando se 
demuestre que no existe otra alternativa de ubicación, se podrá permitir su 
establecimiento, siempre que se cumplan los parámetros anteriores y se 
asegure su accesibilidad en situación de emergencia por inundaciones. 
 
El promotor de cualquiera de estas actuaciones debe suscribir una declaración 
responsable en la que exprese claramente que conoce y asume el riesgo 
existente y las medidas de protección civil aplicables al caso, 
comprometiéndose a trasladar esa información a los posibles afectados, con 
independencia de las medidas complementarias que estime oportuno adoptar 
para su protección que deberá estar integrada en la documentación del 
expediente de autorización. Con carácter previo al inicio de las obras, el 
promotor deberá disponer del certificado del Registro de la Propiedad en el que 
se acredite que existe anotación registral indicando que la construcción se 
encuentra en zona inundable. 
 
Finalmente cabe indicar que, a efectos procedimentales, la norma estatal 
distingue entre aquéllas que están incluidas dentro de la zona de servidumbre 
de policía, en la que la ejecución de cualquier obra o trabajo precisará 
autorización administrativa de los organismos de cuenca, de aquellas otras 
zonas inundables situadas fuera de dicha zona de policía, en las que las 
actividades serán autorizadas por la administración competente, previo informe 
de la Administración hidráulica731.  
 
De lo expuesto podemos extraer la conclusión que la normativa estatal, en 
base a las competencias ambientales que indudablemente se entrecruzan con 
las urbanísticas en los supuestos de la ordenación de las zonas inundables, 
establece una serie de limitaciones expresas a la autorización de 
construcciones e instalaciones en su ámbito que inciden en la potestad del 
                                            
731 A menos que el correspondiente Plan de Ordenación Urbana, otras figuras de ordenamiento 
urbanístico o los planes de obras de la Administración, hubieran sido informados y hubieran 
recogido las oportunas previsiones formuladas al efecto. 
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planificador a la hora de regular el régimen de estas superficies. De esta nueva 
regulación estatal debemos poner el acento en las siguientes cuestiones: 
 
§ En primer lugar, la norma establece una serie de limitaciones derivadas 
de la aplicación del principio de precaución que, con carácter general, 
preside toda la normativa ambiental española. En atención a esta 
premisa, se pretende evitar toda nueva construcción en zona inundable, 
salvo que su ejecución no pueda establecerse en una localización 
alternativa y así se acredite fehacientemente. 
 
§ En segundo lugar, debemos resaltar que la norma pretende limitar los 
daños que pudieran causar las posibles inundaciones en las 
construcciones existentes o que pudieran autorizarse en el futuro, al 
exigir la implementación de medidas que minimicen los posibles daños 
que pudieran generarse. En concreto, se pretende eliminar toda posible 
incidencia sobre las construcciones autorizadas para usos residenciales, 
al exigir su establecimiento en una cota en la que no se estime posible la 
afección por un episodio de inundación sobre el terreno. 
 
§ También se aprecia el interés por evitar las posibles responsabilidades 
administrativas que pudieran derivarse de la autorización de 
construcciones e instalaciones en zonas inundables, al exigir la 
aportación de una declaración responsable por el que el promotor 
conoce y asume los riesgos asociados a la ejecución de la construcción 
proyectada y se compromete a su comunicación a los posibles terceros 
afectados.  
 
En este sentido, es muy sintomática la exigencia de la aportación del 
certificado del Registro de la Propiedad en la que se acredite la 
existencia de la anotación relativa a la zona inundable en la que se 
localiza el terreno en el que se pretende realizar la construcción. Con 
ello, se incorpora una exigencia adicional a todo proyecto de 
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construcción en zona inundable, al requerir la inscripción registral de la 
finca o parcela sobre la que se pretende actuar y, en concreto, la 
determinación de que la misma se encuentra en zona de riesgo de 
inundabilidad. Además, se pretenden evitar las posibles 
responsabilidades que pudieran derivarse por la adquisición de terceros 
de buena fe de construcciones localizadas en zonas inundables. 
 
Finalmente, debemos destacar que las medidas limitativas impuestas suponen 
un catálogo de restricciones que, aunque evidentemente inciden en la potestad 
de planificación de los poderes públicos competentes, solo establecen un 
elenco de restricciones derivadas de la necesaria prevención de los riesgos 
asociados a la inundabilidad del territorio. De este modo se acredita que, por un 
lado, la planificación territorial puede establecer medidas todavía más 
restrictivas que las exigidas por la normativa estatal y, por otro, no se cuestiona 
la potestad del planificador de realizar la ordenación del suelo que se estime 
adecuada a la realidad del territorio y, en su caso, a implementar las medidas 
procedentes para eliminar los riesgos de inundabilidad de las superficies 
afectadas, para de este modo evitar la aplicación de las medidas restrictivas 
impuestas por el Reglamento del Dominio Público Hidráulico.      
 
 
3. Referencias jurisprudenciales a la delimitación de zonas en riesgo de 
inundabilidad. 
 
Entrando a analizar el tratamiento que los terrenos inundables han obtenido por 
parte de la jurisprudencia, cabe indicar que en los casos en los que la 
presencia de este riesgo ha quedado plenamente acreditada, la determinación 
sobre la necesidad de su protección es aceptada sin reparo alguno, en base a 
la necesidad de aplicar el principio denominado de “gestión del riesgo”, que se 
introdujo en la legislación española sobre aguas por imposición de la normativa 
europea y que persigue como objetivo la protección de las personas, los bienes 
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y, en general, del medio ambiente, a través de la modificación de la normativa 
sobre inundaciones y sobre la seguridad de presas, embalses y balsas.  
 
En base a este principio el Tribunal Supremo en Sentencias como las de 19 de 
mayo de 2010 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 12/2008, FD 3º. Ponente FERNÁNDEZ 
VALVERDE, EDJ 2010/153242), o de 13 de septiembre de 2017 (Sala 3ª, Sec. 
3ª, rec. 37/2012, FD 4º. Ponente FERNÁNDEZ VALVERDE, EDJ 
2017/183884), estima procedente la habilitación legal para que se adopten las 
medidas precisas para la salvaguarda de personas y bienes mediante la 
declaración de zonas en riesgo de inundabilidad, delimitadas conforme a los 
criterios establecidos por la normativa vigente y que, conforme apunta 
expresamente la última de las citadas, se han de tener en cuenta por los 
poderes planificadores autonómicos y locales.   
 
Esta conclusión se plasma igualmente en los casos en los que la normativa 
urbanística aplicable exige el tratamiento de las zonas inundables conforme a 
una calificación específica del suelo no urbanizable, como se puede apreciar en 
la STSJ de Castilla y León de 28 de octubre de 2014 (Sede de Burgos, Sala de 
lo Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 43/2013. Ponente GONZÁLEZ 
GARCÍA, EDJ 2014/229419), cuyo FD 3º afirma la necesidad de clasificar las 
zonas inundables como suelo rústico con protección, debido al tono imperativo 
que impone la normativa vigente en esa Comunidad Autónoma732.  
 
En íntima conexión con la anterior, debemos hacer referencia a la STSJ de 
Aragón de 1 de diciembre de 2010 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 
1ª, rec. 250/2007. Ponente ARIAS JUANA, EDJ 2010/308869), que al analizar 
en este caso la especial protección asignada por un instrumento de 
planificación urbanística señala expresamente (FD 3º):  
 
“Por el contrario, el propio recurrente viene a reconocer que su parcela 
forma parte del cauce del barranco de La Val de Osera, quedando 
afectada la mayoría de su superficie, y que fue esta la razón de su 
                                            
732 Sentencia posteriormente confirmada por la STS de 25 de mayo de 2016. 
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clasificación como suelo no urbanizable especial. Siendo ello así, la 
clasificación efectuada en el Plan impugnado de dicha parcela, en 
cuanto que constituye cauce del referido barranco, con el consiguiente 
riesgo de inundación, es claramente acorde a la definición de tal clase 
de suelo contenida en el artículo 20.2 de la citada Ley Urbanística de 
Aragón, a cuyo tenor "tendrán la consideración de suelo no urbanizable 
especial los terrenos del suelo no urbanizable a los que el plan general 
reconozca tal carácter y, en todo caso, los enumerados en la letra a) del 
artículo anterior y los terrenos que, en razón de sus características, 
puedan presentar graves y justificados problemas de índole geotécnica, 
morfológica o hidrológica o cualquier otro riesgo natural que 
desaconseje su destino a un aprovechamiento urbanístico por los 
riesgos para la seguridad de las personas y los bienes". Sin que frente a 
lo cual se haya acreditado por el recurrente la concurrencia de 
circunstancias que pudieran justificar urbanísticamente, no obstante 
formar parte los terrenos del cauce del referido barranco, con el riesgo 
natural que ello conlleva, una clasificación distinta. (…) Debiendo 
únicamente significarse, frente a la alegada vulneración del principio de 
igualdad, por el desigual trato que se da a los demás vecinos cuyas 
parcelas se clasifican como suelo urbano o urbanizable, que la misma 
carece de todo fundamento, pues es precisamente el hecho diferencial 
de su parcela, sobre otras con aquella clasificación, de ser cauce de un 
barranco y conllevar riesgos para la seguridad de las personas y los 
bienes en atención al tratarse de zona inundable, lo que determinó que 
se clasificara en la forma que se hizo y, en consecuencia, que estuviera 
justificado el distinto tratamiento”. 
 
Aunque en un registro distinto, pero con una indudable identidad sustancial en 
su razonamiento con las anteriores, la citada STSJ de Andalucía de 15 de 
febrero de 2013 ratifica la decisión de la ordenación territorial andaluza de 
delimitar las zonas de riesgo de inundabilidad del suelo incluido dentro de su 
ámbito de aplicación, requiriendo su posterior clasificación como suelo 
protegido. En este caso la propia Sala añade que esta consideración recae en 
el planificador urbanístico, en aplicación de los supuestos de la LOUA, pero 
cuya efectividad debe quedar condicionada con las determinaciones 
territoriales que deben ser priorizadas en su ordenación. 
 
Esta exigencia, por la que se atribuye a la planificación la obligación de 
determinar el alcance territorial o urbanístico de las zonas declaradas 
inundables, deriva de lo que dispone expresamente el artículo 14.1 del 
Reglamento del Dominio Público Hidráulico, al indicar que esta declaración no 
altera su calificación jurídica ni la titularidad dominical que tuvieran los terrenos 
afectados.  
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En este sentido, como ya se apuntó anteriormente, la vinculación de los 
instrumentos de ordenación por el contenido de los estudios de inundabilidad, 
en aplicación del principio de precaución que preside esta materia, motiva que 
la omisión de los informes preceptivos en este ámbito sea interpretado como un 
supuesto de nulidad de los instrumentos de ordenación que se hubieran 
aprobado sin su concurrencia, como puede apreciarse en la STSJ de Cataluña 
de 29 de julio de 2014 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 3ª, rec. 
384/2008. Ponente HERNÁNDEZ PASCUAL, EDJ 2014/232120).  
 
Por otro lado, la desviación sin justificación de la ordenación del planeamiento 
con respecto a la delimitación de las zonas inundables efectuada por la 
Administración competente, conlleva la nulidad de sus determinaciones, tal y 
como afirma la STS de 9 de noviembre de 2011 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 
5438/2007. Ponente PECES MORATE, EDJ 2011/298348), en la que estima 
que ante la declaración como inundables de unos terrenos, la Administración 
urbanística realiza un uso correcto de su discrecionalidad si los clasifica como 
urbanizables de uso industrial, al quedar acreditada su inadecuación para el 
desarrollo urbano con uso residencial. En el mismo sentido se expresa la STSJ 
de Cataluña de 31 de marzo de 2015 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, 
Sec. 3ª, rec. 285/2011. Ponente HERNÁNDEZ PASCUAL, EDJ 2015/60502).  
 
La validación jurisprudencial de las resoluciones administrativas por las que se 
declaran zonas inundables y su influencia sobre los usos del suelo, también 
puede apreciarse en los casos en los que se ha utilizado el mecanismo 
arbitrado por la normativa para ampliar la zona de servidumbre de policía de los 
cauces públicos para albergar las zonas de flujo preferente. Esta afirmación se 
desprende de resoluciones como la STSJ de la Región de Murcia de 23 de 
noviembre de 2017 (Ponente RUBIO BERNÁ, EDJ 2017/278784), justificando 
la medida en la posibilidad de evitar graves daños para las personas o bienes, 
quedando configurado su límite exterior mediante la envolvente de las zonas 
definidas dentro de los estudios de retorno de un periodo de cien años.  
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Para finalizar esta aproximación al tratamiento jurisprudencial de la 
inundabilidad, es preciso resaltar la exigencia otorgada a la documentación que 
soporte la planificación de las zonas inundables del territorio, sobre la que se 
exige no solo el cumplimiento del estudio de los retornos de periodos de 
quinientos años a los que hace referencia el Reglamento del Dominio Público 
Hidráulico, sino que, además, exige que el estudio de la geomorfología del 
terreno delimite con exactitud las zonas de riesgo de inundación en sus 
diferentes grados, estableciendo las medidas concretas propuestas para cada 
tipo de suelo afectado. En concreto, la STS de 29 de marzo de 2017 (Sala 3ª, 
Sec. 5ª, rec. 3705/2015. Ponente FERNÁNDEZ VALVERDE, EDJ 2017/28371) 
en su FD 7º viene a exigir que esta delimitación se contenga en un compendio 
de planimetría con el suficiente detalle733.   
 
En resumen, la jurisprudencia viene a avalar de forma muy contundente la 
necesidad de incorporar a los instrumentos de planificación territorial la 
delimitación de las zonas en riesgo de inundabilidad existentes, de modo que 
se apliquen a las mismas los criterios de ordenación que se determinen por la 
normativa urbanística aplicable, con el mínimo común denominador derivado 
de las limitaciones de usos impuestas por la normativa estatal. En todo caso, 
se aprecia la interpretación favorable a la incorporación de los estudios y 
                                            
733 En concreto, la Sala señala expresamente: “De tal situación, la sentencia (recurrida) destaca 
que, pese a lo anterior, el Estudio de Inundabilidad "no elabora un plano detallado de las zonas 
de inundabilidad de conformidad con lo requerido por el artículo 6", añadiendo que, en su lugar, 
"incluye unas fotos aéreas de Blanes sobre las que se sombrea en colores las zonas de 
inundabilidad". Como contraste, la sentencia destaca que la inundabilidad "aparece claramente 
delimitada en los planos del dictamen del perito procesal incluido en este procedimiento, pero 
no en el Estudio de Inundabilidad del POUM". Pues bien, es ello lo que le lleva a calificar el 
documento como insuficiente a los fines previstos en el artículo 6 del Reglamento. Algo similar 
acontece con la delimitación de las zonas inundables, destacando la sentencia de instancia que 
el POUM sólo incluye un "plano de información impreciso, el i-04, de riesgos naturales" ---
deduciendo de ello, otra vez, la vulneración del artículo 6 del Reglamento---. Desde otra 
perspectiva, en los Planos de Ordenación "únicamente se delimita el suelo calificado como 
subsistema hidráulico" (correspondiente a la denominada Zona Fluvial, ZF), llegando, por ello, 
a la conclusión de que el análisis del Estudio y el dictamen pericial "evidencian clara y 
manifiestamente que el POUM omite la zona fluvial de la riera del Blanes... como las demás 
zonas de inundabilidad del artículo 6". (…) Por último, concluye la valoración probatoria 
destacando que las medidas de protección frente al riesgo de inundación "no pueden serlo de 
iniciativa y ejecución por los particulares afectados", como resulta acreditado, según se expresa 
en la sentencia, por el dictamen pericial procesal”. 
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planes elaborados por la Administración competente, aunque efectivamente 
sean incorporados a la planimetría de los propios instrumentos territoriales y no 
introducidos como meras referencias externas. 
 
 
C. Los riesgos tecnológicos.  
 
Por riesgo tecnológico podemos entender toda disfunción de la actividad 
humana susceptible de generar un efecto pernicioso para la población o el 
entorno en el que se produce. Con carácter general estos riesgos derivan de 
ámbitos cuyos efectos se encuentran sometidos al control humano pero que, 
en determinadas circunstancias, pueden escapar del mismo y producir 
consecuencias no deseadas en el entorno y la población que lo habita. Desde 
otro punto de vista, los riesgos tecnológicos pueden definirse como la 
probabilidad de que un objeto, material o proceso peligroso, una sustancia 
tóxica o peligrosa, o bien un fenómeno debido a la interacción de éstos, 
ocasione un número determinado de consecuencias a la salud, la economía, el 
medio ambiente y el desarrollo integral de un sistema local o general734. 
 
En palabras de ESTEVE PARDO735, el concepto de riesgo tecnológico que 
aquí se utiliza es el que se debe a la acción humana (antrópico) y no a la 
naturaleza. Es más, precisamente es la actividad humana tendente a dominar 
la naturaleza y a evitar sus peligros la que genera este tipo de riesgos, y como 
esa actividad sobre la naturaleza es lo que constituye la técnica, resulta que 
este concepto de riesgo puede adjetivarse con toda naturalidad como riesgo 
tecnológico. 
  
Los riesgos tecnológicos, junto con los naturales antes analizados, son 
considerados por la mayoría de normativas sobre ordenación territorial o 
urbanística como elementos determinantes de la necesidad de declarar a los 
                                            
734 También son denominados como riesgos antrópicos, definidos como los provocados por la 
acción del ser humano sobre la naturaleza, como la contaminación ocasionada en el agua, aire, 
suelo, deforestación, incendios, entre otros. 
735 ESTEVE PARDO, José (1999, págs. 36 y ss.). 
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suelos en los que se identifican como no urbanizable, pero también al igual que 
en el caso anterior, existen diferencias de tratamiento en cuanto a la exigencia 
de que su ámbito se declare como especialmente protegido. Entre las 
normativas autonómicas que de forma más o menos expresa citan a los riesgos 
tecnológicos como supuestos a considerar para la delimitación del suelo rural, 
podemos citar a Andalucía, Galicia, la Comunidad Valenciana, Murcia o las 
Islas Canarias736, si bien, al igual que en el caso de los riesgos naturales, no en 
todos los casos se exige su integración en ámbitos de suelo especialmente 
protegido. En este último caso podemos citar ejemplos como el de Aragón, 
cuyo artículo 18 del Decreto Legislativo 1/2014, de 18 de julio, en relación con 
el 16.1.b) del mismo texto legal, exige la inclusión de los suelos en los que se 
aprecie “riesgos de cualquier índole” dentro de la categoría especial a la que 
otorga un régimen de protección singularizada. 
 
No obstante, cabe realizar aquí la misma reflexión que en otros supuestos ya 
analizados, en el sentido de estimar procedente que el planificador territorial o 
urbanístico pueda acudir directamente a las circunstancias del terreno para 
establecer sobre el mismo un régimen de especial protección, apelando bien a 
otros tipos de valores que pudiera estimar concurrentes o, en muchos de los 
casos, a fórmulas abiertas recogidas en las propias normas autonómicas. 
 
La consideración específica de los riesgos tecnológicos como elementos 
determinantes de la condición rural del suelo, incluyendo su especial 
protección, tiene como criterio de fundamentación la necesidad de prevenir los 
posibles efectos perniciosos que estos riesgos pudieran generar sobre las 
actividades humanas establecidas sobre el territorio, poniendo especial 
acentuación en las posibles afecciones medioambientales, de seguridad y de 
salud pública. Para ello, se establece la necesidad de atribuir a estos terrenos 
                                            
736 En algunos casos la referencia a los riesgos tecnológicos se realiza sin citar expresamente 
esta definición, pero conteniendo expresiones que aluden de forma directa a este tipo de 
riesgos, como es el caso de Andalucía, cuyo artículo 46.1.j) de la LOUA dispone: “Proceder la 
preservación de su carácter no urbanizable por la existencia de actividades y usos generadores 
de riesgos de accidentes mayores o que medioambientalmente o por razones de salud pública 
sean incompatibles con los usos a los que otorga soporte la urbanización”.  
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un régimen de usos muy limitado y que, de forma singularizada, evite la posible 
propagación de los efectos perniciosos que pueden generarse por la fuente de 
riesgo identificada en el mismo, a las personas u otros bienes que interactúen 
con el terreno afectado. 
 
Como elemento singular de los riesgos tecnológicos, aunque en cierta forma a 
semejanza de los riesgos naturales antes analizados, cabe destacar que en 
algunos de los casos identificados como tales su presencia se determina por 
afecciones de naturaleza predictiva, lo que viene a suponer que sus efectos no 
se aprecian directamente sobre el territorio sino que vienen determinados por 
estudios o análisis de los indicios de riesgo asociados a los elementos 
tecnológicos que, en cada caso, se encuentren presentes en el entorno. La 
percepción de este tipo de riesgos, de alcance en muchas ocasiones 
indeterminado, provoca la preocupación existente en la sociedad actual por los 
mismos y, por otra parte, que el ordenamiento jurídico les preste atención sin 
que se hubieran producido daños efectivos.  
 
PRADES LÓPEZ, ESPLUGA TRENC y HORLICK-JONES737 estiman que de 
acuerdo con la tradición técnica de los análisis de riesgo, la posibilidad de que, 
en un futuro determinado suceda algo negativo (básicamente un daño o una 
pérdida, a causa de un peligro o de un factor de riesgo) se puede estimar 
mediante un cálculo de probabilidades a lo largo de un periodo de tiempo 
determinado y, a su vez, también es posible estimar la magnitud de los daños o 
de las pérdidas que se pueden producir en el caso que tal contingencia se 
produzca. 
 
Esta cuestión motiva que ESTEVE PARDO738 estime que un gran problema de 
la identificación de la presencia de estos riesgos es el de su certidumbre, ya 
que sobre una misma realidad pueden darse muy diversas percepciones y 
valoraciones, que en muchos casos no serán ajenas a los intereses en juego. 
                                            
737 PRADES LÓPEZ, Ana; ESPLUGA TRENC, Josep y HORLICK-JONES, Tom (2015, pág. 
399). 
738 Op. cit. (1999, pág. 39). 
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Por el contrario, hay determinados elementos de riesgo cuya percepción es 
perfectamente apreciable en el entorno en el que se presentan o pueden 
generar sus efectos perniciosos, por lo que su consideración específica por el 
planificador al analizar el territorio se antoja mucho más predecible. 
 
Dentro del primer tipo de riesgos tecnológicos suelen citarse las denominadas 
como servidumbres de tránsito, conformadas por las áreas territoriales que se 
ven afectadas por la presencia de elementos cuya presencia no es 
permanente, sino que discurren de forma transitoria por su zona de afección. 
Ejemplos de estas servidumbres son los pasillos de tránsito aeroportuario o las 
vías de traslado de sustancias contaminantes y peligrosas (residuos nucleares, 
hidrocarburos, productos de la industria química, etc.). En el segundo caso, se 
encontrarían los elementos de naturaleza artificial que, presentes de forma 
permanente en el territorio, en circunstancias concretas e incontroladas pueden 
producir daños al entorno o a las personas presentes en el mismo, como son 
las conducciones de hidrocarburos (gaseoductos y oleoductos), industrias y 
otras instalaciones de almacenamiento de productos petroquímicos o de similar 
potencial contaminante, centrales o plantas de producción de energía de 
carácter no renovable, explotaciones mineras, instalaciones militares o 
deportivas en las que se utilicen armas, etc. 
 
Por su parte, CARUZ ARCOS739 distingue hasta cuatro tipos de riesgos 
tecnológicos, en función de la forma en la que la actuación humana puede 
generar las situaciones de riesgo sobre el territorio de influencia. De este modo, 
el citado autor define los riesgos asociados a los procesos industriales, los 
riesgos asociados al almacenamiento de materias primas, productos y residuos 
peligrosos, los riesgos asociados a las instalaciones auxiliares y, en cuarto 
lugar, los riesgos asociados a al transporte de materias, productos y residuos 
peligrosos. En sentido amplio, estos riesgos pueden asimilarse a los eventos 
                                            
739 Op. cit. (2018). 
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humanos que califica JORDANO FRAGA740 en contraposición a los que 
denomina como eventos naturales. 
 
No obstante, en cualquiera de los casos mencionados la consideración del 
riesgo tecnológico debe afectar de forma concreta al propio suelo delimitado 
por su ámbito de extensión, de tal modo que su propia configuración sea la 
determinante para establecer la clasificación del suelo como rural y, en su 
caso, como especialmente protegido. Tal conclusión puede extraerse, entre 
otras, de la STSJ de Aragón de 17 de octubre de 2014 (Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 61/2011. Ponente CARBONERO 
REDONDO, EDJ 2014/219885), en la que se concluye que tales riesgos 
tecnológicos deben ser inherentes al propio suelo y no consecuencia de las 
infraestructuras e instalaciones ubicadas en el mismo, para poder entrar a 
examinar y valorar una concreta clasificación urbanística.  
 
En otras palabras, la jurisprudencia entiende que es el propio suelo el que debe 
contener los elementos determinantes de la necesidad de protección 
establecida sobre el mismo, consecuencia lógica de la propia sustantividad de 
los efectos limitativos que esta declaración produce sobre los usos autorizables 
sobre el mismo. Por lo tanto, mediante esta interpretación se viene a afirmar la 
diferente clasificación y viabilidad de usos en zonas en las que existan 
instalaciones industriales o similares, potencialmente generadoras de riesgos 
para el entorno, siempre que se justifique que, al menos en condiciones 
normales, el propio terreno afectado no presenta signos de la presencia de los 
riesgos previstos o se encuentren localizados dentro de su zona de alcance.  
 
En sentido contrario, si las instalaciones existentes o proyectadas fueran un 
foco probable de riesgos para el entorno, y por extensión al suelo, 
indudablemente la planificación de sus zonas contiguas deberá someterse a las 
limitaciones derivadas de esta concreta circunstancia, entre las que debe 
considerase la prohibición de todo desarrollo urbanizador y, por lo tanto, su 
                                            
740 Op. cit. (2000, págs. 114 y ss.). 
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mantenimiento en situación rural conforme al régimen de preservación que se 
estime procedente. PRADES TENA, GONZALO IGLESIA, DE LA VARGA 
PASTOR y FARRÉ I COMA741 destacan que la aplicación del derecho 
ambiental, y en especial de los principios de precaución y de prevención, actúa 
como herramienta de control del desarrollo tecnológico y de delimitación del 
riesgo permitido frente al que no es admisible.  
 
Por todo lo expuesto, solo cabe apoyar la posición doctrinal por la que se 
estima que los poderes públicos no pueden permanecer indiferentes ante la 
generación de riesgos tecnológicos, debiendo esta contingencia suponer un 
elemento de inquietud más que justificada y, por consiguiente, incidir 
decisivamente en sus actuaciones, entre las que indudablemente se encuentra 




D. La consideración de los suelos contaminados.       
 
1. Definición y forma de declaración. 
 
Dentro de los riesgos tecnológicos o antrópicos, producidos por hechos 
derivados de la actividad humana, merece una especial consideración la 
contaminación del suelo, debido a que esta categoría presenta una 
característica esencial que la diferencia de los riesgos que se han citado en el 
epígrafe anterior. En este caso la afección del terreno ya se ha producido de 
forma efectiva, por lo que puede afirmarse que la contaminación del suelo más 
que un riesgo es una situación fáctica que conlleva, por un lado, la necesidad 
de su consideración a efectos de la ordenación del territorio y, a su vez, la 
exigencia de establecer los medios precisos para la restauración del suelo742.   
 
                                            
741 PRADES TENA, Jordi; GONZALO IGLESIA, Juan Luis; DE LA VARGA PASTOR, Aitana y 
FARRÉ I COMA, Jordi (2015, pág. 498). 
742 Cfr. CONDE ANTEQUERA, Jesús (2004, págs. 341-343). 
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Los suelos contaminados en España están regulados en la Ley 22/2011, de 28 
de julio, de residuos y suelos contaminados743 (LRSC) y en el Real Decreto 
9/2005, de 14 de enero, por el que se establece la relación de actividades 
potencialmente contaminantes del suelo y los criterios y estándares para la 
declaración de suelos contaminados. En base a dicha normativa744 se 
establece un protocolo de actuación administrativa frente a los suelos en los 
que, real o potencialmente, exista riesgo de contaminación o se acredite esta 
circunstancia de forma efectiva. Para ello, se establece un sistema de 
prevención mediante el que los propietarios deben hacer difusión pública y 
notoria (incluso mediante nota marginal en el Registro de la Propiedad) de la 
realización de actividades potencialmente contaminantes en las fincas de su 
titularidad, conforme a la lista aprobada por el Gobierno de la Nación en la que 
se relacionan estas actividades y comunicando esta circunstancia a la 
Comunidad Autónoma correspondiente745.  
 
Si lo anterior es predicable de los suelos en los que exista riesgo fehaciente de 
contaminación, una vez producido el efecto que conlleva asociada la 
contaminación del suelo, la Ley estatal establece en su artículo 34 la 
procedencia de la declaración formal de tal circunstancia, realizada por las 
correspondientes Comunidades Autónomas en los casos en los que se aprecie 
la presencia de componentes de carácter peligroso procedentes de las 
actividades humanas, evaluando los riesgos para la salud humana o el medio 
ambiente, de acuerdo con los criterios y estándares que, establecidos en 
función de la naturaleza de los suelos y de sus usos, se determinen por el 
Gobierno previa consulta a las propias Comunidades Autónomas. Como afirma 
DE LA VARGA PASTOR746 la declaración de un suelo como contaminado 
requiere la emisión de una resolución administrativa expresa previa tramitación 
                                            
743 BOE núm. 181, de 29 de julio de 2011. 
744 Por la que se transpone al derecho interno la Directiva 2008/98/CE del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 19 de noviembre de 2008, sobre los residuos y por la que se derogan 
determinadas Directivas. En este punto cabe añadir que se reclama abiertamente una nueva 
regulación comunitaria sobre la materia de suelos contaminados. Vid. BOLAÑO PIÑEIRO, 
María del Carmen (2014). 
745 Cfr. SANTOLARIA PANZANO, Agustín (2011). 
746 DE LA VARGA PASTOR, Aitana (2009, pág. 237). 
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del procedimiento habilitado al efecto, por la que se concluya que dicha 
contaminación supone un riesgo inaceptable para la salud humana o para el 
medio ambiente. 
 
En este sentido, la STS de 26 de enero de 2015 (ECLI: ES:TS:2015:295) 
concluye que el expediente por el que se declare un suelo contaminado debe 
incluir una investigación histórica sobre las actividades desarrolladas sobre el 
mismo y la obtención de datos de las características relevantes del medio 
físico, así como la realización de un análisis que permita acotar la lista de 
sustancias contaminantes presentes y su posible distribución espacial, 
indicando su concentración en cada una de las espacios diferenciadas dentro 
del área de estudio. Según el Alto Tribunal, dichos resultados deben ser 
remitidos por los promotores al órgano ambiental y una vez sustanciado, en su 
caso, el trámite de información pública y recabados tanto el informe del 
Ayuntamiento correspondiente como otros informes que se haya estimado 
conveniente solicitar, el órgano ambiental elaborará propuesta de resolución de 
declaración de la calidad del suelo. En este punto, cuando se dicta la oportuna 
resolución, es el momento en el que deberán concretarse dos aspectos 
fundamentales, como son las medidas precautorias a adoptar y, por otro lado, 
las personas físicas o jurídicas obligadas a adoptar las medidas de 
recuperación de suelos contaminados y alterados. 
 
Por lo tanto, esta declaración formal conlleva dos efectos asociados de gran 
importancia, como son la obligación de realizar las actuaciones necesarias para 
proceder a su limpieza y recuperación, en la forma y plazos en que determinen 
las respectivas Comunidades Autónomas y, en segundo lugar, la posible 
suspensión de la ejecutividad de los derechos de edificación y otros 
aprovechamientos del suelo en el caso de resultar incompatibles con las 
medidas de limpieza y recuperación del terreno que se establezcan, hasta que 
éstas se lleven a cabo o se declare el suelo como no contaminado.  
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En lo que respecta a la recuperación del suelo contaminado, cabe indicar que 
parece la principal preocupación del legislador estatal si atendemos al número 
de artículos de la LRSC que dedica a este asunto. En concreto, la norma 
estatal hace referencia expresa a los sujetos responsables de la restitución del 
suelo (directamente al causante de la contaminación y, subsidiariamente, al 
propietario o poseedor del terreno afectado)747; a la posibilidad de recuperación 
de lo invertido para llevar a cabo para esa reparación del suelo, si la persona 
que inicialmente los ha soportado no es el responsable directo748; a la 
necesidad de garantizar el retorno a la Administración de las ayudas otorgadas 
para este fin en el caso de que el suelo restaurado genere futuras plusvalías a 
su titular; a la posible apelación a la vía convencional para la realización de las 
actuaciones restauradoras; y finalmente, a la denominada como recuperación 
voluntaria de suelos, definida como aquella en la que el responsable procede a 
descontaminar el terreno afectado con carácter previo a su propia declaración 
como suelo contaminado, lo que requiere la aprobación del proyecto de 
restauración por la Comunidad Autónoma correspondiente. Esta última 
posibilidad es aplaudida autores como VÁZQUEZ GARCÍA749, al entender que 
debe propiciar una simplificación de la tarea administrativa y, de seguro, 
acortará sensiblemente los tiempos en las actuaciones de remediación y 
recuperación de suelos contaminados. 
 
 
2. Sus efectos sobre la ordenación del suelo. 
 
A diferencia de lo anterior, en el caso de los efectos sobre la situación 
urbanística del suelo, la norma estatal se limita a la referencia antes aludida, 
relativa a la posible suspensión de los usos incompatibles del suelo afectado 
                                            
747 Un excelente estudio de la responsabilidad en la restauración de los suelos contaminados 
conforme a la normativa española lo encontramos en BOLAÑO PIÑEIRO, María del Carmen 
(2015). 
748 Disponiendo expresamente que la recuperación de los costes de descontaminación no 
podrá exigirse por encima de los niveles de contaminación asociados al uso del suelo en el 
momento en el que se produjo la contaminación por el causante (art. 36.2). 
749 VÁZQUEZ GARCÍA, Daniel (2011, pág. 78). 
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con las medidas de restauración previstas para el mismo750, decisión que debe 
ponerse en relación con las propias medidas de ordenación territorial que 
pudieran adoptarse con respecto a los suelos contaminados. Esto nos lleva a 
considerar el tratamiento urbanístico del suelo contaminado desde dos puntos 
de vista diferenciados, como son, por un lado, el régimen específico y 
transitorio que se deba otorgar a los suelos contaminados una vez que el suelo 
ya se encuentra ordenado, que es el supuesto de hecho al que se refiere la 
norma estatal y, por otro lado, el tratamiento que deba otorgarse a estos suelos 
dentro del proceso de planificación. 
 
En el primero de los casos, será la declaración oficial de la contaminación la 
que determinará el alcance de la restricción de usos y actuaciones aplicable al 
suelo en concreto, lo que supone una limitación de las facultades urbanísticas 
atribuidas a sus titulares, independientemente de la clase de suelo al que nos 
refiramos, derivada de la aplicación de la normativa sectorial específica751. Para 
ello, las diferentes normas autonómicas aprobadas en desarrollo de la estatal, 
han introducido elementos de seguimiento y control ambiental de los suelos 
contaminados y de los que potencialmente pueden llegar a estarlo, como son 
los inventarios y los instrumentos de planificación de suelos contaminados752. 
La finalidad de esta normativa es, en la medida de lo posible, la recuperación 
de los terrenos contaminados y la prevención de nuevos supuestos, por lo que 
las medidas establecidas sobre los usos del suelo se han de entender como 
restricciones transitorias que pretenden facilitar las actuaciones de 
                                            
750 Por una parte, es cierto que la ausencia de referencias en este aspecto por parte de la 
normativa estatal no deja de ser un reflejo de la falta de competencia del Estado en materia 
urbanística, si bien parece que de la LRSC se extrae una carencia regulatoria de la situación 
transitoria en la que se encuentra el suelo contaminado hasta su descontaminación.  
751 A modo de ejemplo, el Decreto 18/2015, de 27 de enero, por el que se aprueba el 
reglamento que regula el régimen aplicable a los suelos contaminados en Andalucía, establece 
los efectos asociados a la declaración, en el que se debe incluir la referencia a la clase de 
suelo afectado y los usos actuales y potenciales del mismo, todo ello conforme a la 
planificación urbanística aplicable. 
752 El citado reglamento andaluz crea tanto el Inventario Andaluz de Suelos Contaminados 
como los Programas de Suelos Contaminados. Estos últimos se definen como instrumentos de 
acción a medio plazo, que se crean con el objeto principal de establecer directrices de 
actuación en materia de suelos contaminados en Andalucía, siguiendo dos líneas 
fundamentales: prevención de la contaminación y recuperación de suelos afectados por 
contaminación histórica. 
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recuperación del terreno y la producción de nuevas afecciones al entorno o a 
las personas.  
 
Pero es el segundo de los casos el que plantea una mayor incidencia sobre el 
tema que nos ocupa, al situarnos en la posición del planificador ante la 
identificación en el territorio de suelos contaminados y la necesidad de realizar 
una consideración integral de su tratamiento a nivel de ordenación territorial o 
urbanística. Con carácter general, los suelos contaminados deberán obtener el 
tratamiento atribuido a los suelos en los que se aprecien riesgos tecnológicos, 
por lo que la presencia de contaminación en suelos rurales deberá ser 
considerada como un supuesto de mantenimiento obligado de esta condición 
en la planificación y, en su caso, del establecimiento sobre el mismo de un 
régimen específico de especial protección. En concreto, algunas normas 
urbanísticas como la gallega, citan expresamente a la contaminación como un 
supuesto específico de riesgo artificial determinante de la consideración rural 
del suelo en la actuación planificadora, aunque, en general, podemos entender 
que las referencias del resto de normativas consideran a la contaminación del 
suelo como riesgo antrópico integrable dentro de la categoría de los artificiales 
o tecnológicos. 
 
Esta aseveración presenta algunas cuestiones sobre las que es preciso realizar 
una breve reflexión, comenzando por la propia identificación de la 
contaminación del suelo, que requerirá la declaración realizada por la 
normativa sectorial aplicable a la que se ha hecho referencia anteriormente, 
como medio establecido legalmente para acreditar esta condición de forma 
fehaciente, y que ha sido reconocido por la propia jurisprudencia, como puede 
apreciarse en la STSJ de la Región de Murcia de 11 de febrero de 2011 (Sala 
de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 877/2004. Ponente ALCÁZAR 
VIEYRA DE ABREU, EDJ 2011/93712), en la que expresamente se indica que 
la acreditación del riesgo o su inexistencia debe verificarse por la autoridad 
sectorial competente. En defecto de esta declaración formal, la posible 
apelación a la contaminación del suelo como elemento determinante de la 
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especial protección del suelo, solo podrá realizarse mediante la justificación de 
la presencia de indicios razonables de dicha condición o, en otro caso, 
afirmando la potencialidad del suelo para contener elementos que pudieran 
afectar a la seguridad o salubridad del entorno y de las personas, cuestiones 
que deberán concluirse tras el análisis territorial que ponga de manifiesto tales 
circunstancias. 
 
La segunda cuestión a la que debemos hacer alusión es a la posible reversión 
de la protección otorgada al suelo contaminado, basada en la posibilidad de su 
recuperación y regeneración, de tal forma que se plantee la eliminación del 
régimen de limitación establecido por el planeamiento que otorgó dicha 
protección individualizada, ya sea con el mero cambio de calificación de tal 
modo que pase a la condición de suelo rural común, o incluso, siendo 
susceptible de una reclasificación que permita su posterior transformación. 
Ambos supuestos, que dependerán de las concretas circunstancias de cada 
tipo de suelo y del momento procesal en el que se proponga la reconsideración 
del suelo, parten de un mismo principio conceptual, consistente en que los 
riesgos del suelo que propugnan su especial protección derivan de situaciones 
coyunturales y, en cuanto a tales, susceptibles de ser eliminadas, lo que de 
facto supondría la innecesariedad sobrevenida de la especial protección 
atribuida al suelo. Esta realidad, ciertamente no extensible de forma automática 
a todo tipo de riesgos del territorio, es especialmente apreciable en el caso de 
la contaminación del suelo, ya que como se ha indicado la propia normativa 
sectorial se dirige principal y casi únicamente a la recuperación y regeneración 
del suelo contaminado. 
 
La propia jurisprudencia también ha avalado esta consideración, al indicar 
expresamente en sentencias como la anteriormente citada del Tribunal 
Superior de Justicia de la Región de Murcia, que la protección de estos suelos 
tiene por finalidad excluir temporalmente del proceso urbanizador aquellos 
suelos que, por haber sido objeto de explotación minera, se encuentran en 
unas condiciones tales, que su transformación urbanística es peligrosa para la 
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salud y para la integridad física de las personas y de sus bienes753. En el 
mismo sentido, el propio Tribunal Supremo ha acogido esta consideración en 
sentencias como la ya analizada de 12 de mayo de 2015, en la que afirma que 
la discrecionalidad del planificador puede determinar el cambio de 
consideración en la protección del suelo, siempre que se acredite de forma 
fehaciente la pérdida de los valores objeto de protección, lo que podemos 
asimilar a la descontaminación efectiva del suelo, que sea estimada de forma 
favorable por la Administración sectorial competente. 
 
A lo anterior cabe añadir que la contaminación del suelo no es un fenómeno 
exclusivo del suelo rural (más bien todo lo contrario), por lo que nada impide 
que la planificación urbanística pueda contemplar su futuro desarrollo, cuyo 
inicio debe contener de forma inevitable su descontaminación. Por lo tanto, 
nada obsta a que la planificación pueda establecer un régimen específico para 
el suelo contaminado que pueda finalizar en su declaración como apto para 
urbanizar, estableciendo como elemento adicional a su coste de ejecución el de 
la descontaminación del suelo, tal y como determinan autores como LOSTE 
MADOZ y VIGUER PONT754.  
 
Sin embargo, la consideración de los gastos de contaminación dentro de los 
costes de urbanización ha sido puesto en duda, debido a que la normativa 
sectorial hace responsables de los mismos a sus causantes, en aplicación del 
principio ambiental de “quien contamina paga”, lo que ha sido ratificado en la 
muy comentada STSJ del País Vasco de 21 de abril de 2017 (Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, Sec. 2ª, rec. 228/2015. Ponente RUIZ RUIZ, 
CENDOJ 48020330022017100157), en la que se anula la modificación del Plan 
General de Ordenación Urbana de Éibar, referida a la denominada área AI 125 
Txonta, al estimar inviable económicamente la ejecución de sus 
determinaciones, al incluir dentro de los costes de urbanización la 
descontaminación de suelos urbanos de antiguas áreas industriales, cuyo 
                                            
753 FD 5º. 
754 LOSTE MADOZ, Juan Antonio y VIGUER PONT, Jordi (2008). 
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importe se cuantifica en una cantidad tan elevada que hace que la promoción 
del nuevo suelo destinado a uso residencial sea totalmente antieconómica.  
 
Situaciones como la analizada por esta sentencia han llevado a autores como 
LÓPEZ PÉREZ755 a estimar que en los casos en los que la exigencia de 
regeneración a su causante se antoja muy difícil de cumplir, como son los 
supuestos denominados de contaminación histórica, sean los poderes públicos 
los que afronten la rehabilitación de este tipo de suelos muy degradados, ya 
sea mediante la aplicación de recursos públicos (lo que el propio autor estima 
actualmente como escasamente viable) o con la atribución de una edificabilidad 
lucrativa suplementaria, de tal forma que al promotor se le haga viable el 
desarrollo del sector, lo que redundará en un beneficio para el interés general, 
tanto por lo que respecta a la ampliación del parque de viviendas disponibles 
en lugares que generalmente presentan demanda de las mismas, como por lo 
que supone la propia descontaminación del suelo y la reurbanización de 
sectores de anterior uso industrial, cuyo desmantelamiento provoca situaciones 
de degradación urbana muy evidentes. 
 
En este sentido DE LA VARGA PASTOR756 afirma que las obligaciones de 
restitución de los suelos contaminados, impuestas conforme a la modulación 
del derecho de propiedad que establece la CE1978 por su función social y 
prevalencia del medio ambiente, no pueden ser ilimitadas. De este modo, la 
imposición de la carga de descontaminación del suelo debería conllevar, en los 
supuestos en los que la misma superara los umbrales que de forma razonada 
se entiendan asumibles, la efectiva compensación que evitara que esta 
obligación vaciara por completo el derecho del titular del terreno a disponer del 
mismo con arreglo a su consideración jurídica.  
 
A medio camino entre los suelos sin afecciones por esta causa y los suelos 
contaminados, algunas normativas como la balear incorporan la categoría de 
los suelos degradados, definido como el que presente un valor de nivel 
                                            
755 LÓPEZ PÉREZ, Fernando (2017-d). 
756 DE LA VARGA PASTOR, Aitana (2009, págs. 501 y ss.). 
522





contaminante por encima del parámetro de referencia, aunque de su análisis 
detallado resulte un riesgo aceptable para la protección de los ecosistemas de 
su entorno o de la salud humana757. En estos casos, la Administración 
competente deberá determinar la necesidad de ejecutar sobre estos suelos las 
medidas de restauración contenidas en la normativa vigente, previa declaración 
expresa de esta situación administrativa tras el procedimiento habilitado por la 
normativa aplicable. 
 
En definitiva, la conclusión que puede extraerse del tratamiento de los suelos 
contaminados es que su posibilidad de regeneración, debidamente acreditada, 
puede marcar su evolución en el tratamiento que le otorgue la planificación del 
territorio, ya que nos encontramos ante una situación fáctica del suelo que, por 
definición, puede ser revertida758 y que igualmente puede motivar un cambio de 
consideración urbanística del terreno afectado. 
 
 
XI. LA IMPROCEDENCIA DE LA TRANSFORMACIÓN DEL SUELO. 
 
A. Definición normativa. 
 
El citado artículo 21.2.a) del TRLS2015, que como hemos indicado define al 
suelo en situación rural, establece expresamente que el suelo preservado por 
la ordenación territorial y urbanística de su transformación mediante la 
urbanización deberá incluir, como mínimo, los terrenos excluidos de dicha 
transformación por la legislación de protección o policía del dominio público, de 
la naturaleza o del patrimonio cultural, los que deban quedar sujetos a tal 
protección conforme a la ordenación territorial y urbanística por los valores en 
ellos concurrentes, incluso los ecológicos, agrícolas, ganaderos, forestales y 
                                            
757 Artículo 66 de la Ley 8/2019, de 19 de febrero, de Residuos y Suelos Contaminados de las 
Islas Baleares (Boletín Oficial de las Islas Baleares núm. 23, de 21 de febrero de 2019). 
758 Salvo en supuestos muy concretos en los que la naturaleza de la contaminación determine 
la excesiva dificultad técnica o económica de su regeneración (residuos nucleares, derivados 
de industria química pesada, etc.), en los que la consideración territorial y urbanística del suelo 
se mantendrá a expensas de que la evolución técnica o la introducción de medidas 
regeneradoras económicamente viables pueda revertir la situación del suelo. 
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paisajísticos, así como aquéllos con riesgos naturales o tecnológicos, incluidos 
los de inundación o de otros accidentes graves, y finalmente, cuantos otros 
prevea la legislación de ordenación territorial o urbanística. Con esta afirmación 
la norma estatal sobre el régimen del suelo determina que el suelo preservado 
de todo proceso de transformación debe ser considerado como suelo rural, por 
lo que la normativa territorial y urbanística aplicable debe incluir estos ámbitos 
dentro de la clase de suelo no urbanizable (o denominación similar establecida 
por cada Comunidad Autónoma). 
 
El artículo trascrito, redactado al objeto de regular las situaciones básicas del 
suelo sin adentrarse en los aspectos de ordenación territorial y urbanística que 
inciden sobre las mismas, determina los supuestos fácticos en los que el suelo 
debe mantener su consistencia natural y aspecto rural, con referencia expresa 
a los supuestos en los que concurren valores cuya identificación debe conllevar 
la atribución de un régimen de especial protección, pero admitiendo la 
posibilidad de que se incluyan otros tipos de suelo cuyo régimen no tiene 
(aunque de hecho sí puede) que llegar a ostentar un régimen de protección 
singularizada, bastando en ocasiones su inclusión en el régimen común del 
suelo rural definido por cada normativa en concreto. Entre estos últimos casos 
pueden citarse los ya analizados de riesgos naturales y tecnológicos, pero 
también, el propio suelo que el planificador estime como no adecuado para su 
transformación urbanística, lo que puede venir motivado por diversos 
condicionantes como pueden ser su localización, su singular orografía, su 
empleo ordinario para usos rurales, etc.  
 
Superadas antiguas disquisiciones doctrinales sobre el alcance y efectos de la 
delimitación de este tipo de suelo, sustentadas en función de los cambios de 
consideración sobre el suelo establecido como residual en la normativa 
española y, en definitiva, de la vigencia de la directriz política en uno u otro 
sentido759; en la actualidad la cuestión ha quedado reducida a la propia 
                                            
759 La entrada en vigor de la nueva normativa sobre suelo estatal en 2007 supuso un cambio en 
la dinámica anterior, en la que se discutía la posible determinación estatal del suelo de carácter 
residual, con lo que se pretendía incidir en la disponibilidad de suelo apto para su 
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consideración de este concreto tipo de suelo en cuanto a su propia 
configuración material, y ello debido a que será la propia opción del poder 
planificador la que lo discrimine en cuanto improcedente para el desarrollo 
urbanístico, tanto frente a los suelos urbanos y urbanizables, como frente al 
resto de suelos declarados como no urbanizables, dentro de los que debe 
considerarse incluido, si bien, en algunos de los casos, como una tipología 
diferenciada del resto. Como afirma BERBEROFF AYUDA760 resulta 
improcedente que la categorización de suelo como rústico o no urbanizable sea 
considerada como un elemento específico en la cruzada de los valores 
ambientales sobre el ámbito urbanístico, debido a que una planificación 
responsable no puede centrarse sólo en dispensar este tipo de protección 
basado en la mera discrecionalidad del planificador, pues al mismo tiempo que 
la misma pretende preservar determinados valores ambientales, no puede 
negarse que a su vez constriñe el proceso de generación de suelo disponible, a 
veces de forma poco justificada. 
 
Con carácter general, las diferentes normativas urbanísticas otorgan a este tipo 
de suelo un tratamiento muy homogéneo, debido a que, salvo algunas 
excepciones, las diferentes regulaciones autonómicas atribuyen al suelo que se 
considera inapropiado para su desarrollo urbanístico la condición expresa de 
suelo no urbanizable o rústico, si bien, no prevén que sobre el mismo se 
imponga un régimen de especial protección diferenciado. Este tratamiento 
como suelo rural común se aprecia en normas como las de Aragón, Cantabria, 
Castilla y León, Castilla-La Mancha, Extremadura, Galicia o la Comunidad 
Valenciana. Como excepciones, podemos citar el caso ya referido 
anteriormente de la Comunidad de Madrid, cuya normativa urbanística 
                                                                                                                                
transformación urbanística en todo el territorio nacional. No obstante, a partir de la STC 
164/2001, de 11 de julio, la posición del Estado en esta cuestión quedó muy debilitada, al 
afirmarse la posibilidad de la normativa autonómica de establecer los criterios de determinación 
de las distintas clases de suelo. La normativa estatal aprobada a partir del año 2007 vino a 
eliminar esta discusión, al evitar hacer referencia a las clases de suelo y solo delimitar las 
características del suelo en tanto su estado real, distinguiendo entre las situaciones de rural y 
urbanizado (aludiendo igualmente a los que se encuentran en proceso de transformación). Una 
muy acertada exposición sobre la problemática suscitada en la época puede verse en RUIZ 
ARNÁIZ, Guillermo (2006). 
760 BERBEROFF AYUDA, Dimitri (2014, pág. 103). 
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establece expresamente que todo suelo no urbanizable debe ser considerado 
de especial protección y, en un término medio, supuestos como los de 
Andalucía o Asturias, cuyas normas no exigen el establecimiento de un 
régimen de especial protección, pero habilitan de forma expresa a los 
instrumentos de planificación para que puedan contener esta consideración. 
 
Aparte de entender extensible a este caso mutatis mutandis lo expuesto en 
otros casos antes analizados, en referencia a la posibilidad del planificador de 
invocar otros valores anexos para encauzar la protección de un terreno 
determinado, cabe hacer alusión a algunos supuestos de normas autonómicas 
que, sin establecer la obligación de otorgar a estos suelos un régimen de 
especial protección, sí le otorgan en cambio un régimen diferenciado del resto 
del suelo rural común, debido precisamente a la motivación que preside su 
delimitación. Nos referimos a supuestos como los de la Región de Murcia, cuya 
normativa establece una categoría específica denominada “suelo no 
urbanizable inadecuado para su transformación urbanística”, en el que se han 
de incluir los suelos precisos para garantizar un desarrollo sostenible del 
territorio, de acuerdo con el modelo de desarrollo urbano y territorial definido 
por el planeamiento, comprendiendo expresamente en esta categoría los 
terrenos que no resulten necesarios o idóneos para su transformación 
urbanística761.  
 
También podemos apreciar una situación especial en la reciente normativa de 
las Islas Canarias, que presenta la singularidad de establecer una categoría de 
suelo rústico común de reserva, en el que deben incluirse los terrenos que 
deban preservarse para futuras necesidades del desarrollo urbano762. Puede 
apreciarse como en ambos casos el tratamiento del suelo no apto para 
urbanizar se presenta desde puntos de vista diferenciados, ya que en la 
normativa murciana, la referencia específica se realiza desde el punto de vista 
de la inadecuación del suelo para iniciar sobre el mismo un proceso 
                                            
761 Art. 83.1.c) de la Ley Ley 13/2015, de 30 de marzo, de ordenación territorial y urbanística de 
la Región de Murcia. 
762 Art. 34.e)2) de la Ley Ley 4/2017, de 13 de julio, del Suelo y de los Espacios Naturales 
Protegidos de Canarias. 
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urbanizador, en tanto que en el caso canario, la preservación del suelo lo que 
pretende es evitar la desvirtuación de un suelo que, aparentemente, es 
perfectamente válido para su desarrollo urbanístico, pero que ha de 
mantenerse en reserva hasta que las necesidades económicas y sociales del 
entorno demanden su urbanización. En cualquier caso, ya sea desde un punto 
de vista o desde otro, ambos ejemplos permiten afirmar la posibilidad de que la 
planificación otorgue un tratamiento específico a este tipo de suelo, lo que 
dependerá en gran medida del criterio por el que se ha declarado inadecuado 
para su desarrollo urbanístico en el momento en que se realiza, o revisa, la 
ordenación del territorio. 
 
Haciendo referencia a los motivos o criterios por los que la planificación 
territorial o urbanística puede determinar la inadecuación de un terreno para su 
inclusión en futuros procesos urbanizadores, se puede comprobar que son 
reconocidos de distintas formas en las normas autonómicas aplicables, aunque 
ciertamente podemos encontrar elementos homogeneizadores muy evidentes. 
Así podemos citar a la normativa andaluza, que establece que el fundamento 
de esta consideración del planificador debe sustentarse en criterios de 
sostenibilidad, racionalidad y las condiciones estructurales del municipio763; la 
normativa asturiana, que hace referencia al modelo de evolución urbana fijado 
como límite específico para su consideración; o la gallega, que invoca 
directamente al plan general o los instrumentos de ordenación del territorio, que 
deben identificar estos suelos cuando no los consideren adecuados para el 
desarrollo urbanístico, en consideración a los principios de utilización racional 
de los recursos naturales o de desarrollo sostenible. De estos tres ejemplos 
podemos extraer la conclusión de que mediante expresiones diversas se 
pueden formular conclusiones muy similares, puesto que en todos los casos se 
viene a habilitar al planificador para que analice y proponga el modelo de 
desarrollo del territorio que permita un uso racional del suelo, como elemento 
principal del ejercicio de las actividades humanas.   
  
                                            
763 Art. 46.1.k) LOUA. 
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Sin embargo, como ejemplo de normativa en la que se relacionan de forma 
específica y desarrollada estos criterios, debemos citar de nuevo a la reciente 
ley canaria, cuyo artículo 33.2 define hasta cuatro elementos diferenciados por 
los que un suelo debe ser expresamente excluido del proceso urbanizador, 
como son: resultar inadecuados para servir de soporte a aprovechamientos 
urbanos, por los costes desproporcionados que requeriría su transformación; 
ser necesaria su preservación del proceso urbanizador para la salvaguarda del 
ecosistema insular, a fin de evitar la superación de su capacidad de 
sustentación del desarrollo urbanístico; ser pertinente la preservación de los 
terrenos del proceso urbanizador para el mantenimiento del modelo territorial, 
así como de peculiaridades esenciales o específicas como el valor del medio 
rural no ocupado o determinadas formas tradicionales de poblamiento; y, en 
cuarto lugar, los que por sus valores o por el modelo territorial se considere que 
deban ser excluidos del proceso urbanizador, en particular como reserva de 
suelo para atender futuras necesidades764.  
 
 
B. La discrecionalidad como elemento caracterizador de este ámbito de 
actuación de la planificación. 
 
Esta diversidad de motivos por los que el planificador puede identificar a este 
tipo de suelo, independientemente de que se recojan con mayor o menor grado 
de especificación en la normativa aplicable, ha supuesto que la doctrina haya 
considerado tradicionalmente que nos encontramos ante el ejemplo más claro 
de actuación discrecional del proceso de planificación, debido a que la propia 
indeterminación de la ordenación territorial puede obtener el mismo resultado, 
con la sola exclusión de los suelos incluidos en este tipo de la delimitación 
realizada en los otros tipos (suelos urbanos, urbanizables y los no urbanizables 
especialmente protegidos), considerando su conformación mediante un criterio 
residual. Esta identificación implícita no se entenderá aplicable, o al menos no 
de forma tan directa, en los supuestos en los que el planificador deba delimitar 
                                            
764 De forma evidente, los incluidos en este cuarto supuesto son los que deben formar parte del 
suelo rústico común de reserva al que se ha hecho referencia anteriormente.  
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tipos concretos de suelo inadecuado para la urbanización conforme a los 
ejemplos antes citados o, en su caso, cuando la propia norma determine la 
procedencia de atribuirle la condición de especialmente protegido de forma 
expresa765.   
  
Este alto nivel de discrecionalidad ha sido puesto de manifiesto por autores 
como CASTELAO RODRÍGUEZ y SANTOS DÍEZ766 al estimar en este sentido 
la actuación del planificador en relación con la determinada para los supuestos 
tradicionales de especial protección del suelo y la necesaria aplicación, en los 
términos que se han analizado, del denominado carácter reglado en la 
apreciación de los suelos que deban incluirse en dicha categoría767. Haciendo 
referencia expresa a la normativa catalana, incluso antes de la actual normativa 
estatal, ARGULLOL I MURGADAS768 entendía que esta discrecionalidad era 
también predicable del suelo no urbanizable por inadecuación para el 
desarrollo urbanístico en esta Comunidad Autónoma, estimando que el 
planificador ostenta bajo esta normativa unos “criterios” o “coordenadas” 
amplias para apreciar la necesidad de aplicación de esta característica del 
territorio. 
 
Como elemento a considerar dentro de la discrecionalidad administrativa que 
preside este concreto ámbito de planificación, SIBINA TOMÀS769 entiende que 
debe proponerse un régimen que permita establecer un modelo de desarrollo 
                                            
765 En el caso de la Comunidad de Madrid, el carácter de suelo especialmente protegido se 
establecerá, como hemos visto, con la sola inclusión del terreno en el suelo no urbanizable por 
propia definición de la normativa aplicable. 
766 CASTELAO RODRÍGUEZ, Julio y SANTOS DÍEZ, Ricardo (1999, pág. 365). 
767 Al contrario, durante la época en la que la normativa estatal se irrogaba la posibilidad de 
establecer criterios vinculantes sobre la clasificación del suelo y establecía como principio el 
carácter residual del suelo urbanizable, autores como QUINTANTA LÓPEZ afirmaban que el 
suelo no urbanizable considerado por su inadecuación para el desarrollo urbano debía 
“…considerarse como una prescripción que integra elementos reglados, por tanto, susceptibles 
de control judicial; esta apreciación, además, es compatible con la pormenorización o 
desarrollo del criterio de la inadecuación del terreno para el desarrollo urbano por parte de los 
legisladores autonómicos, pues este criterio determinante de la clasificación del suelo como no 
urbanizable, desde el punto de vista del reparto de responsabilidades normativas con 
incidencia territorial entre el Estado y las Comunidades Autónomas, tiene carácter básico”. 
QUINTANA LÓPEZ, Tomás (1999, pág. 275).  
768 ARGULLOL I MURGADAS, Enric (2002, pág. 76). 
769 SIBINA TOMÀS, Domènec (2006, pág. 53). 
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urbanístico alternativo al característico del suelo urbano y urbanizable, que 
sirva para mejorar la calidad de vida de la población en el medio rural y, a su 
vez, no violentar las exigencias de desarrollo económico, social y ambiental 
sostenible. En similares términos se expresa BAENA GONZÁLEZ770, elevando 
la consideración de la sostenibilidad como elemento fundamental y 
determinante para la declaración como improcedente para el desarrollo urbano 
de un suelo concreto. Este criterio de sostenibilidad puede apreciarse desde 
varios puntos de vista, partiendo desde el propiamente ambiental que 
determina la necesidad de no consumir recursos naturales innecesarios y no 
renovables, de tal punto que su agotamiento pueda afectar a generaciones 
futuras.  
 
Esta exigencia es afirmada actualmente por lo dispuesto en el artículo 22 del 
TRLS2015, al exigir la evaluación y seguimiento de la sostenibilidad del 
desarrollo urbano, junto con la garantía de la viabilidad técnica y económica de 
las actuaciones proyectadas sobre el mismo, lo que sin duda viene a avalar la  
necesidad de que el planificador analice estas consideraciones a la hora de 
delimitar los ámbitos de suelo y, en concreto, al establecer los suelos cuya 
localización, orografía, estructura material o, en definitiva, cualquier 
característica similar pudiera determinar su improcedencia (al menos actual) 
para albergar desarrollos urbanos a corto o medio plazo.  
 
Conforme a esta exigencia legal, la jurisprudencia ha estimado la necesidad de 
acreditar esta sostenibilidad en los procesos de planificación, desechando las 
propuestas de desarrollo urbanizador de ámbitos de suelo rural cuya 
transformación no contiene una proyección viable. De este modo se pronuncia 
la reciente STS de 29 de septiembre de 2018 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 2339/2017, 
FD 16º. Ponente TOLOSA TRIBIÑO, ECLI: ES:TS:2018:3413), al anular un 
instrumento de planeamiento general al omitir su contenido un verdadero 
estudio de sostenibilidad en el futuro y mientras dure la obligación de 
mantenimiento y conservación de las infraestructuras y actuaciones en general. 
                                            
770 BAENA GONZÁLEZ, Antonio (2003, pág. 235). 
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Podemos afirmar con CASADO CASADO771 que esta nueva anulación basada 
en argumentos de sostenibilidad se une a otras previas como las de los planes 
de Ávila y de Burgos (Sentencias de 18 de junio de 2015 y de 20 de febrero de 
2015, respectivamente), en las que el Alto Tribunal apuesta por un modelo de 
urbanismo sostenible. En consecuencia, la autora destaca que la jurisprudencia 
atribuye un peso cada vez más importante al principio de sostenibilidad del 
desarrollo territorial urbano, limitando por tanto las nuevas incorporaciones de 
suelo rural que no se entienda apto para tal fin. 
 
 
C. La incidencia de la ordenación territorial en la determinación de los 
ámbitos de suelos no aptos para urbanizar. 
 
En relación con lo anterior cabe añadir que, independientemente que la 
normativa urbanística realice una referencia más o menos expresa a los 
criterios por los que el planificador debe identificar este tipo de suelo, es 
evidente que en buena medida éstos van a venir condicionados por las 
directrices de ordenación territorial que pueda establecer la normativa 
autonómica vigente sobre ordenación espacial del territorio o, directamente, la 
planificación territorial aplicable al ámbito geográfico concreto. Más en 
concreto, los poderes planificadores deberán atender a las directrices sobre los 
modelos de ciudad que se introduzcan en cada localización geográfica 
concreta, que son los que en definitiva van a servir de guía para considerar la 
proyección estimada y autorizable de crecimiento de los ámbitos urbanos, junto 
con otras consideraciones adicionales son las relativas al incremento 
poblacional, de superficie urbanizada o a la formación de nuevos 
asentamientos y la dispersión geográfica de los futuros emplazamientos 
urbanos.  
 
Tomando como ejemplo la situación en Andalucía, la cuestión se centra en la 
vinculación que presenta la Norma 45 del Plan de Ordenación del Territorio de 
                                            
771 CASADO CASADO, Lucía (2018-b). 
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Andalucía (POTA), que recoge varias consideraciones a tener en cuenta a la 
hora de establecer la planificación urbanística de los municipios andaluces, al 
establecer los criterios delimitadores del denominado “modelo de ciudad”772. En 
concreto, estas determinaciones exigidas de todo proceso de nueva 
planificación o revisión acometido en los respectivos términos municipales, 
pueden sintetizarse en las siguientes: en primer lugar, la limitación del 
crecimiento de la trama urbana, no admitiéndose incrementos de suelo urbano 
superiores al cuarenta por ciento del suelo existente; en segundo lugar, la 
limitación del porcentaje previsto de crecimiento poblacional, no debiendo 
superar el treinta por ciento en un periodo estimado de ocho años y, finalmente, 
la no alteración del régimen de población concentrada, evitando los supuestos 
de dispersión geográfica.  
 
Estos criterios de la ordenación territorial regional, aunque ciertamente 
formulados como índices de aplicación generalizada y, como tales, 
susceptibles de albergar excepciones debidamente justificadas, sin embargo 
vienen siendo aplicados como axiomas dogmáticos por parte de la 
Administración autonómica que, en definitiva, es la que aprueba los 
instrumentos de planificación municipal de alcance general, por lo que la 
función del planificador urbanístico se ve en gran parte condicionada y limitada 
por la vinculación de estos criterios de ordenación territorial, reduciendo 
                                            
772 Según dispone el punto 1 de la citada Norma 45, “El planeamiento urbanístico y territorial 
favorecerá la consolidación de modelos de ciudad que contribuyan a los objetivos definidos y a 
su integración ambiental y territorial en el marco del Modelo Territorial de Andalucía. Por ello, el 
Plan considera necesaria la defensa de un sistema y un modelo de ciudad en su conjunto de 
acuerdo a la tradición mediterránea, como depositarias activas de nuestra cultura en toda su 
diversidad, así como factor de dinamismo y competitividad en España, Europa y en el Mundo.”. 
En contra de esta afirmación del instrumento general de ordenación territorial andaluz, un 
sector doctrinal entiende que los criterios establecidos son excesivamente rigurosos en cuanto 
a su “uniformidad”, y ello debido a que, aunque se cite a expresamente a la tradición 
mediterránea, la Norma 45 aspira a instaurar un modelo de ciudad concentrada y “compacta” 
conforme al tipo población castellana, lo que puede ser muy correcto para amplias zonas del 
territorio andaluz, pero no para todas ellas, debido a la diversidad geográfica que presenta esta 
Comunidad Autónoma y que requiere soluciones diferenciadas, adaptadas a las distintas 
realidades existentes. A modo de ejemplo puede citarse a DÍAZ ARROYO, Antonio (2017), o a 
NÚÑEZ CASTAÍN, José (2006, pág. 263). 
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sensiblemente la predicada discrecionalidad de la planificación en este 
concreto ámbito773.  
 
Aunque en realidad, si analizamos el supuesto desde el punto de vista de la 
planificación territorial, la elección del modelo de ciudad que realiza esta 
ordenación deviene también de la aplicación de un cierto grado de 
discrecionalidad, en la que fundamenta su actuación el planificador regional, 
con apoyo en decisiones judiciales como la STS de 4 de julio de 2017 (Sala 3ª, 
Sec. 5ª, rec. 1642/2016. Ponente FERNÁNDEZ VALVERDE, EDJ 
2017/126979), cuyo FD 6º dispone:  
 
“En definitiva, en lo relativo al criterio clasificatorio por inadecuación 
para el desarrollo urbano que incorpora el artículo 9.2 de la 6/1998, lo 
decisivo no es la aptitud de los terrenos, por sus características físicas, 
para alojar los desarrollos, sino las motivaciones urbanísticas que 
determinan al modelo elegido. Por ello, la circunstancia de que la 
parcela de la demandante esté clasificada como suelo no urbanizable y 
los terrenos próximos, e incluso colindantes, sean suelo urbanizable, 
cuando sus características son similares, no es argumento suficiente 
para considerar injustificada la decisión de ordenación, que responde al 
modelo elegido y explicado suficientemente en la Memoria de 
Ordenación".  
 
Esta argumentación es también sostenida por la STSJ de Andalucía de 25 de 
junio de 2001 (Sede de Granada, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 
2ª, rec. 2428/1996. Ponente SANTANDREU MONTERO, EDJ 2001/34855), 
que afirma que la legislación no establece criterio alguno que guíe la decisión 
de la Administración respecto a la clasificación del suelo urbanizable y no 
urbanizable común. Ello se traduce en que el planificador dispone de una 
amplia discrecionalidad para configurar la distribución de ambos tipos de suelo, 
atendiendo a la proyección de los terrenos precisos para urbanizar en el futuro 
o que deban ser preservados de toda urbanización. Como añade la propia Sala 
andaluza, el Tribunal Supremo ha llegado a afirmar que la discrecionalidad 
característica del planeamiento se manifiesta claramente a la hora de 
                                            
773 Lo que también ha sido muy criticado por la doctrina, al establecer unos criterios uniformes 
sin considerar la diferencia existente entre las distintas zonas del territorio andaluz, como pone 
de manifiesto de forma muy gráfica RECUENCO AGUADO, Luis (2006, págs. 255-256). 
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configurar el suelo urbanizable y no urbanizable (STS 24 de julio, 13 noviembre 
de 1990, 24 de diciembre de 1990 y 11 de junio de 1992).  
 
En consecuencia con esta realidad, la clasificación de suelo urbanizable ha de 
ser resultado de la valoración de una serie de factores relevantes como la 
situación existente, las características del desarrollo urbano previsible, la 
necesidad de producir un desarrollo urbano coherente en función de la 
estrategia a largo plazo con la adecuada proporción entre los nuevos 
asentamientos y las previsiones sobre inversiones públicas y privadas. Por ello, 
a pesar de que la clasificación de suelo urbanizable tiene en principio carácter 
discrecional, su ejercicio ha de ser en todo caso congruente con las previsiones 
de crecimiento poblacional y urbano y de las necesidades de vivienda y otros 
usos del suelo, establecidas por el propio plan, de tal forma que podrá 
controlarse la proporcionalidad de la delimitación realizada por el plan con esas 
previsiones. Tomando esta afirmación por pasiva, debemos entender que los 
ámbitos espaciales no dispuestos para un futuro desarrollo urbanizador deben 
ser considerados como suelos no urbanizables, precisamente por estimar 
inadecuada su transformación. 
  
Pero, independientemente de estas limitaciones que, con carácter general, 
vienen impuestas por otros instrumentos de planeamiento, en este caso de 
carácter territorial, lo cierto es que el margen de discrecionalidad atribuido al 
planificador al delimitar el suelo no urbanizable por su inadecuación actual para 
el desarrollo urbanizador, cualquiera que sea el motivo alegado para ello, ha 
sido reconocido expresamente por la jurisprudencia que ha analizado la 
cuestión, como podemos ver en la STS de 20 de septiembre de 2013 (Sala 3ª, 
Sec. 5ª, rec. 4925/2010. Ponente CALVO ROJAS, EDJ 2013/182566), en cuyo 
FD 3º se dispone:  
 
“Así, la sentencia analiza la motivación de la Memoria de ordenación del 
instrumento de planeamiento impugnado para concluir que la 
clasificación de los terrenos propiedad de la recurrente como suelo no 
urbanizable, y su categorización como de interés agrícola, debe 
encuadrarse en la actuación de la potestad discrecional de 
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planeamiento de la Administración urbanística para preservar del 
proceso de desarrollo urbano no sólo los terrenos que deban ser objeto 
de protección especial, sino también aquéllos que considere 
inadecuados para su transformación en suelo urbano, con la finalidad a 
la que alude el punto 5.4 de la Memoria de ordenación -al que 
expresamente se refiere la sentencia recurrida- de "garantizar la 
utilización racional del territorio, así como la mejora de la calidad y la 
productividad del campo". Esta es la razón que lleva a la Sala a 
rechazar la pretensión principal de declaración de nulidad de la 
clasificación del suelo no urbanizable establecida para los terreno 
propiedad de la mercantil recurrente”.  
 
En similares términos se expresa la STS de 26 de mayo de 2011 (Sala 3ª, Sec. 
5ª, rec. 5994/2007. Ponente CALVO ROJAS, EDJ 2011/99898), en cuyo FD 3º 
se afirma que tanto la normativa estatal básica como la específica de la 
Comunidad Autónoma de Cataluña facultan al planificador para clasificar como 
suelo no urbanizable los terrenos que se consideren inadecuados para el 
desarrollo urbano, es decir, aquellos suelos en los que en virtud del modelo 
territorial elegido el planificador quiere preservar del proceso de urbanización, 
aunque no concurran en ellos valores especiales de carácter agrícola, forestal, 
ganadero o de riqueza natural. 
  
El reconocimiento de este nivel de discrecionalidad del planificador no solo 
alcanza para el mantenimiento del carácter rural del suelo en los casos en los 
que se aprecie su inadecuación para el desarrollo urbano, sino que también ha 
sido afirmado en los casos en los que se modifican los criterios asumidos en el 
planeamiento anterior y que, posteriormente, se ven alterados normalmente 
para disminuir su aptitud para albergar determinados usos urbanísticos. En 
este sentido puede ponerse como ejemplo la STS de 17 de julio de 2014 (Sala 
3ª, Sec. 5ª, rec. 776/2012. Ponente CALVO ROJAS, EDJ 2014/124052), que 
recoge en su FD 2º la posibilidad de adoptar este criterio dentro del margen de 
discrecionalidad que debe reconocerse a los autores del planeamiento 
urbanístico.  
 
A lo expuesto cabe añadir lo ya anticipado en este punto y en el resto de 
supuestos analizados en el presente capítulo, como es la necesidad de exigir a 
todo planificador la fundamentación y motivación de las decisiones que se 
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adopten en el proceso de ordenación realizado y, muy especialmente, las que 
se adopten con mayor grado de discrecionalidad, tal y como exige, entre otras, 
la STS de 21 de enero de 2011 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 6193/2006. Ponente 
TESO GAMELLA, EDJ 2011/4050), que declara nula la clasificación de los 
terrenos como suelo no urbanizable, entendiendo al contrario que deben ser 
clasificados como suelo urbanizable con destino a sistemas generales, porque 
aunque en ellos no concurran los presupuestos para que tengan la 
consideración de suelo urbano, tampoco se justifica en los mismos la exigencia 
de su mantenimiento como suelo no urbanizable. Esta afirmación también 
puede apreciarse en la ya analizada STS de 10 de junio de 2013, donde con 
alusión expresa a la jurisprudencia consolidada sobre la cuestión, se afirma 
que la normativa vigente otorga a la Administración autora del planeamiento un 
cierto margen de discrecionalidad para clasificar los terrenos como suelo no 
urbanizable a fin de excluirlos del proceso urbanizador en el caso de 
considerarlos inadecuados para el desarrollo, al margen de que no presenten 
valores o características específicas merecedores de protección y sin perjuicio. 
En este caso, la Sala requiere la correspondiente motivación de la decisión 
administrativa, debido a que el ejercicio que haga la propia Administración de 
ese margen de discrecionalidad quede siempre sujeto al preceptivo control 
jurisdiccional. 
 
En resumidas cuentas, el suelo no adecuado para ser incorporado a procesos 
de urbanización debe ser, con carácter general, incluido dentro del suelo no 
urbanizable o rústico establecido por el planeamiento de cada término 
municipal, en principio como suelo de protección común, si bien, debemos 
entender vigente la posibilidad del planificador de otorgarle un régimen 
específico de especial protección, sobre todo en los casos en los que la 
normativa lo presupone (Comunidad de Madrid) o, al menos, lo posibilita (como 
son los casos de Andalucía o Asturias). En todo caso, el propio Tribunal 
Supremo en sentencias como la ya analizada de 2 de noviembre de 2009, se 
ha mostrado abierto a la posibilidad de que el suelo no adecuado para ser 
incorporado al desarrollo urbanizador de la localidad sea calificado como 
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especialmente protegido, al entender que la clasificación como suelo no 
urbanizable de protección estará justificada en los supuestos establecidos al 
efecto por la normativa vigente. Pero aparte de estos concretos casos, no debe 
excluirse que la Administración, en el ejercicio de sus facultades de 
planeamiento, pueda atribuir esa clasificación a otros terrenos que por 
circunstancias o razones distintas también considere no idóneos para el 
desarrollo urbanístico, si bien esa decisión de los redactores del planeamiento 
ha de quedar debidamente explicada y justificada. 
 
 
XII. CONSIDERACIONES FINALES SOBRE EL SUELO COMO ÁMBITO DE 
PROTECCIÓN. 
 
Todo lo expuesto en el presente capítulo nos permite establecer las siguientes 
consideraciones sobre el suelo como elemento susceptible de protección, tanto 
por la normativa aplicable como, en particular, por los diferentes instrumentos 
de ordenación que con distinto alcance pueden formularse: 
 
En primer lugar puede destacarse que el suelo, como elemento material sobre 
el que se desarrolla la actividad humana, es el marco sobre el que se realizan y 
plantean todas las actuaciones tanto ser humano como del resto de seres vivos 
que habitan este planeta, por lo que parece evidente que su correcta 
conservación debe entenderse como una exigencia de alcance universal, 
máxime con la actual concienciación social derivada del conocimiento de las 
agresiones ambientales realizadas hasta el momento presente y de sus 
consecuencias. 
 
Esta exigencia de preservación del territorio tiene repercusión práctica en 
muchos ámbitos de la actividad humana, que deben adaptar su ejecución a los 
parámetros que en cada caso se consideren aceptables con la conservación de 
su entorno ambiental, lo que puede conllevar incluso la necesidad de introducir 
en algunos procesos cambios radicales o el propio cese de su práctica. Parece 
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evidente que uno de estos procesos sobre los que la protección del entorno 
presenta una mayor incidencia es el de ordenación territorial y en la atribución 
de usos del suelo, debido a que, entre otras cuestiones, es la base fundamental 
sobre la que se generan el resto de actuaciones con incidencia ambiental. 
 
La aseveración anterior puede estimarse desde distintos puntos de vista en 
relación con la ordenación territorial y el urbanismo, debido a que la 
preservación ambiental se exige actualmente en cualquiera de sus procesos y, 
en todo caso, independientemente del tipo de suelo sobre el que se realicen. 
No obstante, uno de los ámbitos en los que presenta una mayor incidencia es 
en la protección de los espacios territoriales que presentan unas notables 
condiciones ambientales, lo que ha llevado al legislador a delimitar los medios 
para conseguir su preservación, aunando actuaciones normativas con la 
determinación de los procesos de planificación territorial con este objetivo. 
 
Con esta finalidad, tanto la normativa sectorial como la específica sobre 
ordenación territorial y urbanística, vienen a conformar un compendio en el que 
recogen los concretos valores por los que deben protegerse determinados 
ámbitos espaciales, así como los distintos medios establecidos para este 
objetivo. De esta realidad podemos extraer los requisitos de todo proceso de 
protección territorial, que incluyen el análisis del territorio como medio para 
poder identificar la presencia de estos valores y, posteriormente, la formulación 
de las medidas destinadas a la preservación de los espacios en los que se 
encuentren, incluyendo su regeneración. 
 
A lo anterior se debe añadir que los objetivos de preservación del territorio han 
evolucionado en dos consideraciones fundamentales, que vienen a modular la 
actuación de los poderes públicos en esta materia. En primer lugar, debe 
indicarse que el catálogo de elementos o valores por los que se requiere la 
especial protección de ámbitos territoriales concretos se ha visto aumentado 
por la introducción de nuevos conceptos, como son los elementos paisajísticos, 
culturales, patrimoniales o los que se han denominado de naturaleza 
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económica. Con todos ellos se viene a configurar un elenco diverso de valores 
cuya identificación en un entorno concreto va a requerir su protección singular, 
si bien, aunque en mayor o menor medida, todos presentan un determinado 
alcance ambiental, dado que se refieren a elementos o actividades presentes 
en el medio rural. Tal vez puedan destacarse los riesgos del territorio como 
elementos singulares sobre los que puede establecerse un ámbito de 
protección específico, que si bien no suponen estrictamente la presencia de 
elementos dignos de preservación, en cambio si requieren una actuación 
administrativa destinada a eliminar o disminuir en lo posible las afecciones y 
perjuicios que, llegado el caso, sus efectos pudieran generar. 
 
En segundo lugar, es preciso hacer referencia al principio de desarrollo 
sostenible, introducido a modo de elemento modulador de las excesivas 
rigideces que pueden contener los sistemas de protección especial de suelos y 
entornos, en el convencimiento de que la preservación del territorio solo será 
posible si se articula debidamente con la necesaria interacción humana, de tal 
modo que se autoricen los medios que posibiliten el ejercicio de actividad 
económica de forma respetuosa con el entorno.   
 
Todas estas exigencias ambientales, como se ha apuntado, deben formularse 
a través de los medios establecidos legalmente para ello, donde ostentan una 
especial importancia los procesos de planificación, tanto sectorial, como 
territorial o urbanística, dado que a través de la formulación de estos 
documentos se realiza la mayor parte de los procesos de delimitación y 
protección de ámbitos territoriales específicos.  
 
Como medios de control del ejercicio de la función planificadora de los poderes 
públicos pueden citarse, desde ámbitos diferenciados, por un lado la necesidad 
del sometimiento a evaluación ambiental de todos los procesos de esta 
naturaleza, como elemento de acreditación de la adaptabilidad ambiental de las 
decisiones de ordenación adoptadas. Por otro lado, puede destacarse la 
reiterada necesidad de la adecuada justificación de dichas decisiones, como 
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medio de control de la actuación administrativa sobre todo al imponer medidas 
restrictivas para los terceros, mediante la exigencia de una correcta y suficiente 
motivación de los criterios conforme a los que se formulen las medidas de 
protección finalmente se incorporen al documento y de la debida coherencia en 
cuanto a su alcance y extensión. 
 
Finalmente, cabe añadir que los objetivos de preservación del territorio no solo 
se centran en la especial protección de ámbitos delimitados, sino que 
presentan otros aspectos derivados de los procesos de ordenación territorial, 
como es la preservación de suelos rurales del desarrollo urbanizador y de la 
implantación de actividades no compatibles con su naturaleza y estructura 
material. Esta premisa, formulada como criterio de estructura territorial general, 
conlleva la necesidad de adoptar un planteamiento de ordenación a nivel 
general que delimite la actuación administrativa de planificación, asumiendo los 
postulados relativos a la evolución de los ámbitos urbanos y urbanizables, con 
lo que se definan igualmente los espacios de suelo rural no especialmente 
protegido pero que, por su improcedencia para el desarrollo urbanizador, deban 
mantener su consideración de suelos no urbanizables. 
 
Desde este punto de vista también se requiere la apelación al principio de 
sostenibilidad, configurado en este caso como el elemento determinante para 
garantizar la viabilidad de los proyectos de nuevas actuaciones urbanizadoras, 
evitando la proliferación de nuevos ámbitos de desarrollo que resulten 
inadecuados y, por extensión, supongan un injustificado consumo de recursos 
naturales no regenerables. 
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CAPÍTULO TERCERO 
LA PLANIFICACIÓN DEL TERRITORIO 
 
 
I. CONSIDERACIONES PREVIAS. 
 
A. Definición terminológica. 
 
La Real Academia de la Lengua Española define la palabra “planificación” 
mediante dos acepciones, procedentes de la consideración del vocablo desde 
dos puntos de vista diferenciados. La primera de ellas contiene la definición 
desde un punto de vista dinámico, como la “acción y efecto de planificar”. La 
segunda, por el contrario, procede de un punto de vista estático, afirmando que 
es el “plan general, metódicamente organizado y frecuentemente de gran 
amplitud, para obtener un objetivo determinado, tal como el desarrollo armónico 
de una ciudad, el desarrollo económico, la investigación científica, el 
funcionamiento de una industria, etc.”. Con arreglo a esta segunda definición, 
que debemos escoger ya que realiza una enunciación descriptiva de su 
significado, podemos identificar los elementos esenciales que contiene toda 
planificación y que, en síntesis, son los siguientes: 
 
a) La planificación contiene un plan, que aunque suene algo redundante, 
supone que su ejecución tiene como objetivo elaborar una previsión de 
actuación preestablecida y predeterminada, para evitar la realización 
actuaciones futuras en alguna materia que se encuentren sujetas a 
incertidumbre o decisiones contradictorias. 
 
b) La planificación es general, lo que supone que su ámbito de actuación 
no se centra en elementos concretos o supuestos restringidos, aunque 
ciertamente puede estar dirigida a ámbitos determinados tanto 
espacialmente, como de forma material o sectorial. 
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c) En tercer lugar, la planificación requiere un método de ejecución, lo que 
supone que las actuaciones a realizar en su ejecución han de estar 
presididas por unos criterios mínimos que garanticen la viabilidad de sus 
determinaciones y la regularidad de sus conclusiones. 
 
d) Además de metódico, el plan debe ser organizado, lo que conlleva la 
necesidad de que las especificaciones contenidas en el mismo se 
incluyan en un compendio, relación o ámbito ordenado y claro, de tal 
forma que pueda ser llevado a la práctica de forma coherente. 
 
e) También suele ser de gran amplitud, lo que supone que se refiere a 
aspectos variados y diversos, conteniendo elementos de aplicación 
transversal y asumiendo implicaciones en muchos sectores de la 
realidad sobre la que actúa e incide. 
 
f) Finalmente, la planificación tiende a un objetivo determinado, que 
coincide con la finalidad organizativa que se pretende alcanzar con la 
implementación de sus postulados.  
 
Todos estos elementos se contienen en los instrumentos de planificación 
aplicables sobre el territorio774, ya que se caracterizan por contener la 
estrategia general con la que se propone el desarrollo y la evolución ordenada 
de un territorio concreto, ya sea con carácter trasversal y global (planificación 
territorial), o con respecto al desarrollo y gestión a nivel urbanístico de su 
espacio geográfico. En este sentido, se suele hacer referencia por la doctrina775 
a la referencia que se contiene en la exposición de motivos de la Ley del Suelo 
de 1956, que señala que “…el planeamiento es la base necesaria y 
fundamental de toda ordenación urbana”, lo que viene a poner de manifiesto la 
necesidad de que las actuaciones urbanísticas sean determinadas por un 
                                            
774 De hecho, el primer ejemplo que cita la definición de la Real Academia se refiere a la 
planificación urbanística, lo que evidencia que el territorio es el elemento más reconocido 
socialmente sobre el que se aplica la función planificadora. 
775 Cfr. TOLOSA TRIBIÑO, César (2006, págs. 19-20). También LÓPEZ BENÍTEZ, Mariano 
Vid. apud TOLOSA TRIBIÑO op. cit. 
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instrumento de ordenación que considere el ámbito territorial en su totalidad, 
con el objeto de establecer las disposiciones de aplicación material de forma 
coherente con la visión general del espacio territorial previamente planificado y 
no como consecuencia de decisiones desconectadas del mismo776. 
 
Como expone LÓPEZ RAMÓN777, la formulación de todo proceso de 
planificación, sobre todo cuando nos encontramos ante un ámbito de 
ordenación territorial, es una tarea que precisa de un gran soporte informativo y 
que se traduce en fijar la vocación y destino de las diferentes zonas del 
territorio, con una finalidad declarada de corregir o atenuar en lo posible los 
desequilibrios territoriales existentes. Ahora bien, dada dimensión general que 
estos instrumentos presentan, su objetivo global debe ser subdivido varios 
otros de menor complejidad, que en ocasiones pueden alcanzar una 
sustantividad propia, como sucede con los casos de los instrumentos 
urbanísticos y de planificación sectorial que se recogen en la normativa vigente. 
 
Desde un enfoque práctico, la doctrina distingue entre planificación estratégica 
y planificación normativa, como procesos que aunque presentan aspectos 
similares tienen unas características y efectos diferenciados. En este sentido, 
ROMERO ALOY y VIDAL CLIMENT778 destacan que la naturaleza de ambos 
tipos es distinta debido a que la planificación normativa deriva tanto de los 
reglados procedimientos que hay que observar en su elaboración, como de la 
justificación de las determinaciones que se contienen en los distintos 
documentos, expresión del interés público proclamado en el correspondiente 
acto administrativo de aprobación. Al contrario, en el caso de los planes 
estratégicos su fuerza vinculante se deduce de su valor político más que de su 
valor normativo.  
                                            
776 La planificación, como en general todo procedimiento de vocación y formulación intelectual, 
ha sido analizada desde diversos enfoques y puntos de vista, bajo los que se han formulado las 
denominadas teorías de la planificación. Mediante ellas se pone el acento en los ámbitos más 
formales del proceso de planificación, teorizando sobre los diferentes criterios con arreglo a los 
cuales se abordan los procedimientos de análisis y ordenación territorial. Una aproximación a 
esta cuestión puede obtenerse en BENABENT FERÁNDEZ DE CÓRDOBA, Manuel (2016).  
777 LÓPEZ RAMÓN, Fernando (1987, pág. 135). 
778 ROMERO ALOY, María Jesús y VIDAL CLIMENT, Vicente (2018, págs. 9 y ss.). 
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En principio, cabría afirmar que los instrumentos de planificación del territorio 
deben encuadrarse en los primeros, al contener medidas de obligado 
cumplimiento que vinculan a los ciudadanos y poderes públicos en base al 
interés general prevalente. Sin embargo, los propios autores citados asumen la 
actual tendencia de entender compatibles ambos modelos de planificación, 
debido a que todo proceso actual sobre el territorio presenta un indudable 
ámbito estratégico por el que se proyectan las nuevas determinaciones de la 
ordenación propuesta, con arreglo a objetivos no limitados al tratamiento del 
suelo, sino de carácter socioeconómico y que se proponen con la participación 
de los interesados en su formulación. 
 
Tomando como ejemplo la actual normativa andaluza, podemos apreciar como 
la planificación territorial se define como el conjunto de instrumentos que  
establecen los elementos básicos para la organización y estructura del territorio 
de la Comunidad Autónoma (art. 6 de la LOTA), en tanto que la planificación 
urbanística se configura como el conjunto de instrumentos que establecen, en 
el marco de los Planes de Ordenación del Territorio, la ordenación urbanística 
en la totalidad (o parte) del término municipal y organizan la gestión de su 
ejecución, de acuerdo con las características del municipio y los procesos de 
ocupación y utilización del suelo actuales y previsibles a medio plazo (art. 8 de 
la LOUA). En ambos casos, los instrumentos de planificación se identifican 
como elementos fundamentales de la ordenación (tanto territorial como 
urbanística) de los diferentes ámbitos geográficos, cuya aprobación se precisa 
como medio de establecimiento de los criterios generales y objetivos de 
aplicación de las disposiciones normativas relativas a cada aspecto concreto 
sobre el que extiende sus efectos. 
 
El carácter fundamental de la planificación dentro del proceso general de 
ordenación territorial ha sido puesto de manifiesto por autores como 
HERNÁNDEZ JIMÉNEZ779, que califica al sistema de planificación como uno 
de los pilares fundamentales de la ordenación territorial en general y del 
                                            
779 HERNÁNDEZ JIMÉNEZ, Hilario M. (2018-b). 
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urbanismo en particular, al suponer un mecanismo imprescindible para poder 
aplicar en cada ámbito territorial concreto las determinaciones normativas 
formuladas en términos genéricos. De hecho, el citado autor sostiene que todo 
ámbito territorial se encuentra sometido a algún tipo de planeamiento, debido a 
que incluso en los términos municipales que carecen de planificación general 
se aplican instrumentos predeterminados a nivel provincial o regional780.  
 
Para PÉREZ ANDRÉS el plan se convierte en el nivel intermedio indispensable 
entre la ley abstracta y el concreto acto administrativo aplicativo de la misma a 
los particulares. En síntesis, destaca que la posibilidad por la que los distintos 
planes se articulen entre sí sin fricciones y se alcance el objetivo territorial 
pretendido, depende en gran medida de las previsiones que el legislador haya 
realizado al respecto, al prever los instrumentos necesarios para alcanzar el 
deseable grado de armonización y de coordinación entre todas las políticas 
públicas imbricadas, pero también mediante una correcta formulación de los 
instrumentos de planificación, como medida de engranaje e interconexión entre 
la norma general y los actos de aplicación práctica de sus determinaciones781. 
En el mismo sentido, TOLOSA TRIBIÑO destaca la importancia que la 
jurisprudencia otorga a la planificación en los procesos de uso y gestión del 
suelo, afirmando que es el procedimiento fundamental para el diseño del 








                                            
780 En todo caso, el autor añade que en la actualidad son muy infrecuentes los municipios que 
no cuentan con instrumentos de planeamiento general en sus distintas variedades previstas en 
la legislación autonómica aplicable, de modo que las actuaciones sobre el territorio deben 
adaptarse a las determinaciones correspondientes. 
781 PÉREZ ANDRÉS, Antonio Alfonso (1998-b). 
782 TOLOSA TRIBIÑO, César (2006, pág. 19). 
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B. Definición jurídica. 
 
1. El planeamiento como instrumento de ordenación con valor normativo. 
 
Definida la planificación del territorio conforme a sus características 
fundamentales y la trascendencia que se le otorga, la cuestión nuclear que 
subyace sobre la misma es la relativa a su naturaleza jurídica, o en otras 
palabras, la posición que presentan los instrumentos de planificación dentro del 
ordenamiento jurídico-administrativo en el que indudablemente han de ser 
ubicados, debido a que son elementos jurídicos realizados por 
Administraciones Públicas y cuya finalidad es delimitar las actuaciones de las 
propias Administraciones y de los ciudadanos en los ámbitos sobre los que 
realizan su ordenación. En esta consideración debemos distinguir la ordenación 
territorial de la urbanística, no solo por las diferencias materiales que presentan 
ambos tipos de regulaciones, sino, principalmente, por el diferente tratamiento 
que sobre ellos ofrece la normativa que los regula. 
 
Por lo que respecta a la ordenación territorial, debido sin duda a su reciente 
introducción en el ordenamiento jurídico español como disciplina singular, la 
normativa reguladora aprobada en cada Comunidad Autónoma viene, con 
carácter general, a reflejar de forma expresa el carácter y efectos de las 
determinaciones de los instrumentos de planificación de su ámbito, atribuyendo 
un diferente grado de vinculación a sus postulados en función de la naturaleza 
que le asigne en concreto783. De forma muy gráfica recoge esta consideración 
la normativa andaluza, como se desprende de la redacción del artículo 21.1 de 
la LOTA, en el que se dispone que las determinaciones de los Planes de 
Ordenación del Territorio podrán tener el carácter de Normas, Directrices o 
Recomendaciones Territoriales, siendo su diferente alcance lo que delimita su 
nivel de vinculación tanto para las propias Administraciones Públicas como 
                                            
783 Así puede apreciarse, a modo ejemplificativo, en el artículo 14 de la Ley 10/1995, de 23 de 
noviembre, de ordenación del territorio de Galicia, o en el artículo 55.e) de la Ley 15/2001, de 
14 de diciembre, del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura.  
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para los ciudadanos, en los actos de ejecución del instrumento concreto por el 
que se vean afectados. 
 
De lo anterior se concluye que los instrumentos de planificación territorial, al 
menos en su parte normativa, contienen una verdadera regulación  jurídica, 
formulada conforme al estilo de la legislación de la Unión Europea, en la que 
sus determinaciones presentan diferente alcance en su vinculación para los 
ciudadanos, no tanto por la diferente forma y medio de reacción frente a su 
posible incumplimiento, sino fundamentalmente por el distinto grado de 
intensidad en la que se manifiesta su propia exigencia normativa, que puede 
presentar incluso aplicaciones prácticas no conformes con su dictado en el 
caso de las meras recomendaciones. 
 
Pero este diferente grado de exigencia que presenta la ordenación territorial 
debe entenderse bajo el prisma de la vinculación que sus determinaciones 
presentan entre sí con arreglo a un criterio de preponderancia jerárquica, y 
fundamentalmente con respecto a los instrumentos de planificación urbanística, 
derivada de la vocación supramunicipal con la que la generalidad de la 
normativa autonómica concibe a esta materia por su carácter transversal e 
integrador. Esta vinculación territorial sobre la ordenación urbanística ha sido 
analizada incluso desde el punto de vista de la autonomía local, llegando a 
concluir el propio Tribunal Constitucional que la correcta ejecución de las 
actuaciones territoriales no supone su vulneración precisamente por el carácter 
supramunicipal de sus determinaciones, pudiendo siempre verificar la 
adecuación de cada instrumento en concreto ante la jurisdicción contencioso-
administrativa. De este modo, la STC de 26 de abril de 2018 (STC 42/2018, 
rec. 6711/2016. Ponente MARTÍNEZ-VARES GARCÍA, EDJ 2018/503746) ha 
venido a validar la procedencia de la introducción de una ordenación territorial 
de carácter sectorial, limitada en este caso al sector turístico de Canarias, al 
estimar correcta su formulación siempre que ésta respete los criterios de 
interés supramunicipal a los que responde toda actuación de esta naturaleza.   
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La cuestión, sin embargo, no ha sido tan pacífica en el caso de los 
instrumentos de planificación urbanística, debido a que su implantación fue 
muy anterior a los estrictamente territoriales y su regulación no se refería 
expresamente al carácter de sus determinaciones. En este sentido, tomando 
como referencia las indicaciones del Magistrado Joaquín Huelin784, se han 
mantenido tres posturas sobre la consideración jurídica de los planes de 
urbanismo, comenzando por la que sostenía que nos encontramos ante un acto 
administrativo, aunque de alcance general. En segundo lugar, se encuentra la 
posición más generalizada, que admite el carácter normativo de sus 
determinaciones; y, en tercer lugar, la que postula que la planificación ha de ser 
considerada como una institución compleja, generada por un compendio de 
norma jurídica y acto administrativo, que por este preciso motivo no puede 
encuadrarse dentro de las categorías jurídicas tradicionalmente consideradas. 
 
Esta última interpretación deriva de la no consideración de la naturaleza de 
norma jurídica a todo el conjunto documental que contiene un plan urbanístico, 
como sería el caso de los planos de información y situación que contiene todo 
documento de estas características, otorgándole tal consideración a otros 
elementos del documento, como la memoria de ordenación o las normas 
urbanísticas. A efectos prácticos lo cierto es que, independientemente de que 
pueda discreparse de esta conceptualización, no discute el sustrato 
fundamental que define la postura general de la doctrina sobre esta cuestión, 
que no es otra que la consideración de los instrumentos de planeamiento como 
normas jurídicas, cuanto menos en sus ámbitos y documentos eminentemente 
regulatorios. 
 
En este punto subyace otro elemento de discusión doctrinal, como es la relativa 
al carácter normativo de los distintos documentos que integran los instrumentos 
de planificación. La cuestión arranca de la famosa decisión del Tribunal 
Supremo, adoptada en el ya lejano año de 1977, cuando reconoció valor 
normativo a la Memoria del documento de planificación aprobado por el 
                                            
784 Vid. apud TOLOSA TRIBIÑO, César (2006, pág. 21). 
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Ayuntamiento de Madrid para la Barriada de Orcasitas785. A partir de este 
momento quebró la consideración manejada hasta entonces por la que solo los 
compendios normativos de los planes tenían eficacia normativa, debiendo por 
el contrario analizar cada uno de sus documentos para poder determinar su 
concreto alcance y, entre otras cuestiones, la necesidad de proceder a su 
publicación para que el instrumento alcanzara plenos efectos jurídicos, como 
se analizará más adelante. 
 
Esta cuestión mantiene actualmente su vigencia, hasta el punto que recientes 
normativas autonómicas han regulado específicamente esta materia, 
eliminando de forma expresa y totalmente intencionada el carácter normativo 
del documento memoria de los instrumentos de planificación, como sucede en 
el caso de la normativa urbanística valenciana786 de 2014. Esta cuestión ha 
sido discutida por autores como RAMOS MEDRANO787 al exponer que, bajo su 
criterio, el hecho de que la jurisprudencia apostase decididamente por otorgar 
carácter vinculante a la memoria del plan fue un hecho determinante que ha 
                                            
785 D. Javier Delgado Barrio, en su día presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General 
del Poder Judicial, destacaba la importancia de aquella sentencia desde el punto de vista 
jurídico y urbanístico, al manifestar: "Hasta entonces, la memoria de los planes de urbanismo 
era un documento meramente literario. Aquella sentencia ha sido el cauce por el que el 
Supremo ha exigido no sólo el cumplimiento, sino las motivaciones de las decisiones del 
planeamiento urbanístico". El magistrado conserva una foto en la que aparece junto a sus 
colegas de la sección de Urbanismo en la plaza de la Memoria Vinculante (El País, 25 de 
marzo de 1997). 
786 El artículo 39 de la Ley de Ordenación del Territorio, Urbanismo y Paisaje de la Comunidad 
Valenciana de 25 de julio de 2014, que regula la documentación del plan de ordenación 
pormenorizada, dispone expresamente: 
El plan de ordenación pormenorizada se formalizará con: 
a) Documentos informativos y justificativos:  
1.º Memoria informativa y justificativa, que, en todo caso, justificará la adecuación del plan a los 
planes supramunicipales y el cumplimiento de la ordenación estructural definida en el plan 
general estructural. 
2.º Planos de estado actual y afecciones sobre el territorio ordenado. 
3.º Estudio de integración paisajística o, en su caso, estudio de paisaje, conforme a lo 
establecido en los anexos I y II de esta ley. 
b) Documentos con eficacia normativa: 
1.º Planos de ordenación pormenorizada a escala adecuada, en general, 1:2.000, plasmando 
gráficamente los contenidos que le son propios según la sección 2.ª anterior. En ellos, se 
integrarán los elementos de la red primaria internos o colindantes. 
2.º Ordenanzas generales de usos, edificación y ordenación de parcela y ordenanzas 
particulares de las diferentes subzonas. 
3.º Fichas de gestión para las unidades de ejecución delimitadas en el plan, conforme a los 
modelos establecidos en el anexo V de esta ley. 
787 RAMOS MEDRANO, José Antonio (2015, págs. 20-22). 
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servido para dotar de rigor y precisión a estos documentos del planeamiento. 
Por eso, añade, no deja de ser preocupante que la nueva ley del suelo de 
Valencia rompa con este criterio y señale que las memorias en los planes ya no 
tienen efectos normativos, lo que no deja de ser un retroceso en la labor de 
objetividad y rigor que debe tener el plan, precisamente por la amplia 
discrecionalidad que tiene el planificador. Con todo, será la decisión de los 
tribunales a la hora de enjuiciar cada caso concreto la que determine la 
procedencia de la decisión adoptada por el legislador valenciano, toda vez que 
para los seguidores de esta interpretación, la memoria no puede convertirse en 
una simple explicación de carácter informativo o meramente publicitario. 
   
En cualquier caso, el carácter normativo de los planes de ordenación, tanto en 
su vertiente territorial como urbanística, actualmente no se discute, debiendo 
ser encuadrados dentro del ámbito de las normas reglamentarias, ya que como 
se ha afirmado anteriormente, su aprobación se realiza por órganos 
administrativos y así se ha concluido de forma reiterada por la jurisprudencia 
que ha analizado el caso.  
 
En este sentido CASTELAO RODRÍGUEZ y SANTOS DÍEZ788 citan una larga 
serie de Sentencias del Tribunal Supremo en las que se acredita como 
tradicionalmente el Alto Tribunal ha venido avalando esta tesis, como son las 
de 26 de enero de 1970, 22 de mayo de 1974, 9 de noviembre de 1974, 29 de 
septiembre de 1980, 29 de abril de 1984, 30 de septiembre de 1986 ó 11 de 
febrero de 1991, entre otras789. En concreto, la STS de 24 de abril de 1989 
(Sala 3ª. Ponente BARRIO IGLESIAS, EDJ 1989/4341) hace referencia 
expresa a esta cuestión afirmando que los planes, una vez aprobados, forman 
parte del ordenamiento jurídico como normas reglamentarias, vinculadas a la 
legislación por la que se formulan y ordenados jerárquicamente en función de 
la naturaleza y ámbito de cada instrumento concreto. 
 
                                            
788 CASTELAO RODRÍGUEZ, Julio y SANTOS DÍEZ, Ricardo (1999, págs. 173-175). 
789 También citan estos autores a la doctrina del Consejo de Estado, que estima el valor 
normativo de los planes en su Dictamen de 11 de julio de 1975 (expediente 39.095).  
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En tiempos más recientes también se ha afirmado el carácter normativo de los 
instrumentos de planificación, mediante decisiones judiciales como la STS de 
15 de febrero de 2011 (Sala 3ª, Sec. 4ª, rec. 2258/2009. Ponente 
LECUMBERRI MARTÍ, EDJ 2011/10705), en cuyo FD 4º se dispone 
literalmente:  
 
“…ya que los planes, en cuanto normas que se integran en el 
Ordenamiento de acuerdo con los criterios jerárquicos en razón de su 
funcionalidad y ámbito territorial respectivo, aparecen, -por su 
articulación jerárquica- como desarrollo unos de otros, y 
consiguientemente el inferior no puede conculcar aquel del que trae 
causa como sucede en el presente caso, en que las Normas 
Subsidiarias en cuyo desarrollo se formularon varios planes parciales 
fueron anuladas en sede jurisdiccional”. 
 
El carácter normativo reconocido a los instrumentos de planificación les 
atribuye, a su vez, las siguientes características, según expone PÉREZ 
PINO790: 
 
• Su aprobación se realiza con vigencia indefinida, siendo aplicables sus 
determinaciones hasta que son sustituidos por otros o, en su caso, 
derogados. 
 
• Su efectividad requiere su publicación en el boletín o diario oficial 
correspondiente791. 
 
• En consonancia con lo anterior, son considerados instrumentos de 
carácter público. 
 
• Como se ha indicado anteriormente, su contenido debe ser observado 
tanto por los ciudadanos como por las Administraciones Públicas, 
incluida la encargada de su aprobación. 
 
• Que puedan ser objeto de impugnación directa, interponiendo los 
recursos procedentes frente a sus actos de tramitación o aprobación, 
pero también indirecta, y no solo frente a los actos administrativos 
dictados en su aplicación sino, además, en relación con los 
instrumentos que puedan ser aprobados en su desarrollo. 
 
 
                                            
790 PÉREZ PINO, Virginia (2008). 
791 Esta característica presenta algunas cuestiones controvertidas, por lo que será objeto de 
posterior tratamiento individualizado en esta tesis. 
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2. Cuestiones problemáticas sobre la consideración jurídica de los planes y 
propuestas doctrinales. 
 
Esta última característica presenta toda una serie de implicaciones que 
actualmente se encuentran en el centro de la discusión doctrinal, relativa a la 
necesidad de revisar la configuración jurídica de los instrumentos de 
planificación (principalmente referida a los planes de urbanismo, pero 
extensible a otros instrumentos de ordenación territorial), en cuanto a su 
consideración como normas reglamentarias, debido a que en el caso de su 
anulación judicial por apreciar la concurrencia en su formulación de cualquier 
causa de nulidad, se produce automáticamente su desaparición del mundo 
jurídico con efectos ex tunc en cascada y con limitada posibilidad de conservar 
las actuaciones realizadas en base a sus determinaciones792.   
 
Como acertadamente apunta RAMOS MEDRANO793, en varios países de 
nuestro entorno, como Alemania y Francia, ya se han realizado reformas 
legales para evitar estos problemas y se reclama que se haga lo mismo en 
nuestro país por parte del legislador estatal. Las posibles vías de actuación del 
legislador frente a la indeseable coyuntura que se produce ante la declaración 
de nulidad de un instrumento de planificación general, sobre todo urbanística, 
oscilan entre la apelación al principio de conservación como fundamentación de 
la limitación de sus efectos, tal y como expone GONZÁLEZ SANFIEL794, o 
incluso alterar la propia consideración jurídica de los instrumentos de 
planeamiento, evitando entre otras cuestiones la posibilidad de su impugnación 
de forma indirecta. 
 
Esta consideración se ve acentuada en la actualidad con la creciente tendencia 
del legislador en añadir nuevas tareas y condiciones al proceso de 
planificación, que consideradas de forma aislada suponen un avance 
importante en los distintos ámbitos sectoriales, pero la suma de todas ellas 
                                            
792 Cfr. GARCÍA SANZ, Francisco Javier (2010, págs. 3 y ss.).  
793 RAMOS MEDRANO, José Antonio (2017-b, págs. 14-15). 
794 GONZÁLEZ SANFIEL, Andrés M. (2017, págs. 42 y ss.). 
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puede suponer el colapso procesal de esta figura jurídica. En este sentido, la 
doctrina apunta a cuestiones como la propia evaluación ambiental estratégica 
que actualmente se exige para la aprobación de los planes, junto a otras 
muchas funciones como la necesidad de abordar el estudio del paisaje, la 
eficiencia energética, la cohesión social, el impacto de género795, el estudio 
económico, en Andalucía su incidencia sobre la salud, etc.  
 
Todas estas cuestiones a las que debe atender el planeamiento actual no 
suponen sino un agravante del ya de por sí complejo proceso de su 
tramitación, lo que conlleva que se multipliquen las posibilidades de 
impugnación que se pueden abrir frente a su aprobación definitiva, y en la 
práctica a aumentar exponencialmente las posibilidades de que los planes sean 
anulados y sus determinaciones expulsadas del ordenamiento jurídico796, como 
puede apreciarse en la reciente STSJ de Castilla-La Mancha de 11 de 
diciembre de 2017 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 4/2016. 
Ponente BORREGO LÓPEZ, ECLI:ES:TSJCLM:2017:3028), por la que se 
declara procedente la anulación realizada en sede administrativa del Plan de 
Ordenación Municipal de Villar de Cañas (Cuenca), o en la STSJ de Castilla y 
León de 25 de enero de 2018 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, 
rec. 643/2016. Ponente FRESNEDA PLAZA, ECLI:ES:TSJCL:2018:323). 
  
Si bien el legislador estatal no ha abordado todavía esta cuestión de una forma 
definitiva, lo cierto es que sí ha estudiado y planteado posibles soluciones para 
esta cuestión, llegando a elaborar a inicios de 2018 un anteproyecto de ley en 
el que se llegaba a definir la naturaleza jurídica de los instrumentos de 
ordenación territorial y urbanística como actos administrativos generales, frente 
a las normas que incorporan dichos instrumentos y que tienen la naturaleza de 
                                            
795 Cfr. PONS-PONTELLA, Miquel (2017). 
796 Como de hecho ha sucedido recientemente en los casos del Plan Parcial del Corredor 
Litoral de Andalucía, anulado por defectos de forma apreciados en su aprobación mediante la 
STSJ de Andalucía de 7 de septiembre de 2017 (confirmada posteriormente por el Tribunal 
Supremo) y con la Revisión del Plan General de Ordenación Urbanística de Marbella, anulado 
por la STS de 27 de octubre de 2015. 
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disposiciones de carácter general797. Aunque este proyecto fue abortado por el 
cambio del Gobierno de la Nación efectuado posteriormente, meses más tarde 
el Grupo Popular presentó ante el Congreso de los Diputados una Proposición 
de Ley con una finalidad similar, aunque con un sistema algo distinto al 
anterior. En este caso se propone la modificación del TRLS2015 en el sentido 
de distinguir dentro de los instrumentos de planificación entre disposiciones 
administrativas de carácter general y disposiciones no normativas. De esta 
manera se permitiría que, al menos en los casos anulación de disposiciones de 
este segundo tipo, su alcance fuera parcial y no conllevara la nulidad de todo el 
instrumento798. Con estas medidas, según indicaba expresamente el propio 
Ministerio de Fomento encargado de tramitar el proyecto de nueva normativa, 
se pretende evitar el fenómeno de la nulidad en cascada de las disposiciones 
generales, introduciendo algunas modificaciones puntuales para evitar las 
consecuencias desproporcionadas derivadas de las declaraciones de nulidad 
de los instrumentos de ordenación del suelo.  
 
Como afirma PAREJO ALFONSO799 sin necesidad de abandonar la 
consideración normativa de los instrumentos de planeamiento, sería deseable 
el reconocimiento de su singularidad como proceso decisional en función de la 
peculiaridad, complejidad y diversidad de su contenido en relación con la 
ordenación territorial y urbanística. Para ello, este autor propone la distinción 
entre los vicios procedimentales y sustantivos en la impugnación de estos 
instrumentos, de suerte que solo los del primer tipo que tuvieran una verdadera 
relevancia en el proceso de tramitación o en la decisión del planificador 
pudieran determinar su anulación. A su vez, plantea la limitación de la 
impugnación directa a los elementos de verdadera naturaleza normativa 
contenidos en los planes (normas y ordenanzas), relegando el resto de 
documentos a la consideración de meros elementos interpretativos, con lo que 
                                            
797 https://www.fomento.gob.es/el-ministerio/sala-de-prensa/noticias/mar-24042018-0923 
(último acceso, 30 de noviembre de 2018). 
798 http://nuevoderechourbanistico.es/2018/10/16/proposicion-de-ley-de-medidas-
administrativas-y-procesales-para-reforzar-la-seguridad-juridica-en-el-ambito-de-la-ordenacion-
territorial-y-urbanistica/ (último acceso, 30 de noviembre de 2018). 
799 PAREJO ALFONSO, Luciano (2016). 
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se limitaría el posible alcance de la invalidez de las disposiciones 
administrativas a los primeros800.  
 
En la práctica, aunque como se ha indicado las medidas anunciadas no han 
sido aprobadas hasta la fecha, sin embargo pueden exponerse algunos 
supuestos de normas autonómicas que asumiendo algunas de las posiciones 
doctrinales apuntadas, han tratado de dar respuesta a esta problemática. Este 
es el caso de la reciente ley 4/2017, de 13 de julio, del suelo y de los espacios 
naturales protegidos de Canarias, que ha intentado mitigar el efecto cascada 
de la nulidad de los instrumentos de planeamiento al establecer en su artículo 
9.3 que la invalidez de un plan jerárquicamente superior no afectará por sí sola 
a los planes de desarrollo e instrumentos de gestión que por razón de 
especialidad y autonomía en el modelo territorial y urbanístico mantengan una 
autonomía funcional respecto de aquél. En el mismo sentido, la normativa 
navarra ha regulado sobre esta materia admitiendo la posibilidad de que en los 
casos de nulidad del plan puedan ser aprovechados los documentos ya 
elaborados, siempre que no se hubieran visto afectados directamente por las 
cuestiones concretas por las que el instrumento hubiera sido anulado. 
 
Mención especial merece la regulación de la legislación valenciana, al 
considerar la posibilidad de de separar el instrumento de planeamiento general 
en dos documentos distintos, por un lado el plan general estructural y, por otro, 
el plan de ordenación pormenorizada. Con esta fórmula se descarga de 
contenido a la fase de ordenación estructural del municipio y se limitan las 
impugnaciones judiciales por parte de los propietarios de suelo que sólo 
pretenden un mayor aprovechamiento urbanístico o una disminución de las 
cargas impuestas, extremos que corresponden al plan de ordenación 
pormenorizada al no afectar a la ordenación estructural. Esta solución 
                                            
800 Este autor también apunta la necesaria aplicación modulada de los efectos de los vicios 
apreciados, estimando que apreciación de la nulidad radical del instrumento solo debería 
estimarse en los casos de vicios con relevancia efectiva para el resultado final en su conjunto, 
entendiendo que en otros casos debe declararse solo la nulidad de la parte o partes del plan 
afectados, con fijación del deber de la Administración de un nuevo ejercicio de la potestad de 
planeamiento para la reformulación de las partes anuladas del plan. 
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normativa se considera un avance muy importante para evitar la constante 
conflictividad judicial y los efectos tan drásticos que implica la anulación del 
plan general de un territorio, muchas veces provocada por cuestiones que, aun 
siendo muy importantes, no alcanzan a fundamentar la anulación completa de 
un elemento tan complejo como es hoy en día un instrumento de ordenación 
territorial o urbanístico. 
 
Como ejemplo de aplicación práctica de esta tendencia normativa, podemos 
citar el supuesto analizado en la STSJ de Canarias de 14 de mayo de 2018 
(Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 2ª, rec. 103/2015. Ponente 
VARONA GÓMEZ-ACEDO, ECLI:ES:TSJICAN:2018:1047), en la que se 
declara la nulidad de un instrumento de planeamiento por omisión en su 
tramitación de un informe sectorial calificado como preceptivo y vinculante, 
pero con alcance limitado a su ámbito de aplicación. De este modo, la Sala 
entiende que esta omisión no puede viciar todo el instrumento de planificación 
en su conjunto, por lo que restringe el alcance de la nulidad declarada al 
contenido del informe a recabar por la Administración competente, disponiendo 
la retroacción del expediente a la fase en que tuvo que ser emitido, pero solo 
en lo que respecta a su contenido específico, manteniendo la validez y eficacia 
del resto de determinaciones contenidas en el mismo. 
  
Como afirma LÓPEZ PÉREZ801 esta decisión de la Sala canaria rompe con la 
doctrina seguida hasta ahora por la jurisprudencia en relación con la 
naturaleza de los planes urbanísticos, por la que en supuestos similares al 
analizado se determinaba la nulidad de pleno derecho de la totalidad del 
instrumento de planeamiento. Tal conclusión es avalada por GUTIÉRREZ 
COLOMINA802, al expresar su opinión relativa a los efectos de la nulidad de 
los procesos de planificación, sobre los que entiende que no sería necesaria 
su nueva formulación en los supuestos en los que se aprecian meros 
                                            
801 LÓPEZ PÉREZ, Fernando (2018-f). 
802 GUTIÉRREZ COLOMINA, Venancio (2019, pág. 207). 
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defectos procedimentales no sustanciales, a los que este autor equipara los 
cambios normativos que no tuvieran dicha condición803. 
 
 
II. LA FUNCIÓN PLANIFICADORA Y EL PRINCIPIO DE AUTONOMÍA 
LOCAL.  
 
Ya se ha apuntado en esta tesis que el distinto ámbito de los distintos procesos 
de planificación con efectos sobre el territorio presenta, entre otras cuestiones, 
la relativa a la competencia para su formulación, correspondiendo a los 
distintos estratos de la organización territorial del Estado en función de la 
materia de cada instrumento en particular. Dejando a un lado los instrumentos 
de planificación sectorial a los que nos referiremos más adelante en este 
trabajo, como se indicó al analizar la normativa vigente referente al tratamiento 
del territorio, con carácter general los instrumentos de ordenación territorial se 
atribuyen a la Administración autonómica, en tanto que los instrumentos de 
naturaleza urbanística presentan una vocación netamente local, si bien en el 
caso de los instrumentos de planeamiento general en su mayoría su 
aprobación definitiva se relega a un acto final de la Comunidad Autónoma 
correspondiente. 
 
La competencia urbanística de las entidades locales deriva del régimen de 
autonomía local garantizado constitucionalmente804 y tiene su reflejo en el 
artículo 25.2.a) de la LRBRL, que establece la atribución a las entidades 
locales de las funciones relativas a la planificación urbanística, si bien 
condicionada a los términos en que esta cuestión se refleje en la legislación del 
Estado o de las Comunidades Autónomas. Tomando como referencia la 
normativa andaluza, que a grandes rasgos se equipara al resto de normativas 
                                            
803 Para ello, el autor hace referencia a la STS de 25 de mayo de 2015 (RJ 2015/2712), que 
establece que la nulidad de un instrumento de planificación por omisión de un trámite 
sustancial no puede rehabilitarse con la mera reposición del trámite omitido, en el caso de que 
sus presupuestos normativos hubieran cambiado. De esta afirmación se desprende, en sentido 
contrario, que si la omisión no fuera sustancial, podría enmendarse con la subsanación del 
trámite omitido. 
804 Vid. PAREJO ALFONSO, Luciano (2002). 
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autonómicas, esta realidad la podemos ver al contrastar el contenido del 
artículo 9.1 de la Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de 
Andalucía805 y de los artículos 31 y siguientes de la LOUA. En ellos se 
determina expresamente que la competencia para aprobar definitivamente los 
instrumentos de planificación general y sus modificaciones que presenten 
alcance estructural, corresponde a la Consejería competente en materia de 
urbanismo806.  
 
De lo anterior podemos concluir que la potestad de planificación urbanística no 
se otorga en toda su extensión a las Entidades Locales, asumiendo la 
Administración regional un rol de control de los instrumentos de mayor entidad 
por su alcance general y estructural. Esta atribución autonómica, que ya se 
contenía en la normativa estatal precedente, deriva de la necesidad de verificar 
que en la formulación del plan se han observado todas las prescripciones 
legales, incluidas las de competencia autonómica, estableciendo por el órgano 
competente un control tanto de estricta legalidad como de aplicación material 
de las consideraciones sectoriales que debe incluir en su contenido y, 
fundamentalmente, la inserción de sus propuestas de ordenación dentro del 
modelo territorial establecido para el territorio en el que se localiza el término 
sometido a planificación.  
 
Pero detrás de esta políticamente correcta afirmación sobre el sentido del 
control administrativo de la Administración regional, algunos autores han 
manifestado su opinión relativa a la existencia de este nivel de subordinación 
de la actuación planificadora local y de la realidad que subyace bajo la misma, 
como es el caso de GONZÁLEZ PÉREZ807 que afirma que esta es una de las 
cuestiones por las que se aprecia la constante presencia de un alto grado de 
desconfianza hacia la Administración local en la normativa urbanística, que 
incluso se ha ampliado con la introducción de las diferentes legislaciones 
                                            
805 BOJA núm. 122, de 23 de junio de 2010 (BOE núm. 174, de 19 de julio de 2010). 
806 En el caso de la normativa urbanística gallega, la competencia para la aprobación definitiva 
de los planes generales se atribuye a los Ayuntamientos de población superior a 50.000 
habitantes, previo informe vinculante de la Comunidad Autónoma. 
807 GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús (1988, pág. 394). 
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autonómicas. Para modular esta excesiva tutela por parte de la Administración 
regional, autores como MEILÁN GIL808 propugnan la introducción de 
mecanismos que procuren un mayor protagonismo de las Entidades Locales en 
los procesos de planificación general, como sería la formulación de los 
instrumentos de ordenación del territorio con el suficiente grado de 
pormenorización, de tal modo que se proporcione un marco en el que se pueda 
ejercitar de forma razonablemente segura la potestad planificadora de los 
municipios en materia de urbanismo. 
 
De forma aun más contundente, DE LA VALLINA VELARDE opina que lo más 
respetuoso con la autonomía municipal y el carácter democrático y 
representativo de la entidad sería la supresión de dicho control autonómico, 
atribuyendo la aprobación definitiva al ente local correspondiente, debido a que 
la superación del marco localista, a que se refería la Ley del Suelo de 1956, en 
la actualidad puede y debe lograrse no sólo a través de los condicionamientos 
legales acerca de los contenidos del plan, sino también aplicando las técnicas 
de relación interadministrativas establecidas por la LRBRL y que suponen la 
necesaria adaptación del plan a la directrices y planes sectoriales territoriales 
de carácter supramunicipal que fueran aplicables809. 
 
Pero, en cualquier caso, dada la generalización de esta práctica tutelar por 
parte de las Administraciones autonómicas, es preciso analizar el alcance de la 
misma y, en consecuencia, las limitaciones que la observación del principio de 
autonomía local pueden suponer para la actuación de control del órgano 
regional competente. En un sentido general, CASTELAO RODRÍGUEZ y 
SANTOS DÍEZ810 afirman que tras el reconocimiento constitucional de la 
autonomía local, a la hora de proceder a la aprobación definitiva de los 
instrumentos de planificación general811, la Administración regional no puede 
entrar a considerar aspectos discrecionales o de mera oportunidad, pudiendo 
                                            
808 MEILÁN GIL, José Luis (2002, págs. 55-56). 
809 DE LA VALLINA VELARDE, Juan Luis (2002, pág. 37). 
810 CASTELAO RODRÍGUEZ, Julio y SANTOS DÍEZ, Ricardo (1999, pág. 265). 
811 O de sus modificaciones estructurales o, en algunos casos, al emitir informes vinculantes en 
expedientes que aprueben definitivamente las propias Entidades Locales. 
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únicamente oponer cuestiones de legalidad, relativos a materias de 
competencia autonómica o de sus instrumentos de planificación territorial. 
 
En este sentido, como afirma MELLADO RUIZ812 el reconocimiento 
constitucional de la autonomía municipal garantiza frente al legislador ordinario 
una serie de ámbitos de actuación propios que, aunque no se encuentren 
tasados de forma pormenorizada ni específica en la legislación básica de 
régimen local, imponen una serie de límites fundamentados en la necesidad de 
reconocimiento social de la Administración local y el ejercicio de sus 
atribuciones en defensa de sus legítimos intereses. 
 
Conforme esta interpretación, algunas normativas autonómicas contienen 
referencias expresas a esta cuestión, como es el caso del artículo 71.2 de la 
Ley 2/2001, de 25 de junio, de Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico del 
Suelo de Cantabria, que afirma expresamente que la posible oposición de la 
Comunidad Autónoma ante los documentos elevados a su consideración para 
aprobación definitiva, solo puede fundamentarse en razones de legalidad o en 
intereses supramunicipales contradictorios. En este sentido FERNÁNDEZ 
GONZÁLEZ813 hace referencia a las STSJ de Cantabria de 9 de mayo y de 19 
de mayo de 2000, que vienen a acotar esta potestad de control autonómico, al 
afirmar que no son susceptibles de control los aspectos discrecionales del plan 
y que, por lo tanto, no presenten contradicción con aspectos legales de 
obligado cumplimiento o con intereses supralocales de interés territorial.  
 
Pero lo cierto es que la citada indefinición con la que se formula el principio de 
autonomía local, junto con los diferentes matices con los que puede abordarse 
la función de ordenación territorial y la extensión de los ámbitos estructurales 
del urbanismo, pueden derivar en un exceso de tutela autonómica sobre la 
actuación planificadora de las Entidades Locales. Esta realidad puede suponer 
la generación de situaciones de confrontación entre las distintas 
                                            
812 MELLADO RUIZ, Lorenzo (2018, págs. 62 y ss.). 
813 FERNÁNDEZ GONZÁLEZ, Francisco Javier (2007, pág. 248). 
560





Administraciones, sobre todo en los supuestos en los que mantengan posturas 
discordantes sobre una determinada propuesta, lo que sin duda puede plantear 
escenarios de parálisis en la culminación de los expedientes en tramitación y, 
en definitiva, en una deficiente actuación de los poderes públicos en su labor 
de defensa de los intereses generales814.  
 
A modo de ejemplo, LLORCA RAMIS815 expone su consideración acerca de la 
progresiva pérdida de competencias en materia urbanística que vienen 
sufriendo las Entidades Locales de la Comunidad Valenciana. En este caso, el 
autor tras analizar la evolución de su normativa autonómica, llega a la 
conclusión que la intervención regional no solo se limita a una tutela del control 
de legalidad, si no que, al contrario, ejerce una potestad sustantiva de 
ordenación propia, llegando incluso a adoptar decisiones sobre materias 
propias de la ordenación pormenorizada del suelo. 
 
Por todo lo expuesto, debemos analizar el encauzamiento que la jurisprudencia 
ha realizado de esta controvertida cuestión, tomando en consideración las 
decisiones que han ido perfilando los contornos de actuación de cada 
Administración en el ejercicio de sus respectivas competencias. La primera 
cuestión a destacar es la afirmación del Tribunal Constitucional por la que se 
considera que no se vulnera la autonomía local en la actuación del resto de 
Administraciones, siempre que se garantice el derecho de la comunidad local a 
participar a través de órganos propios en la gestión de los asuntos que le 
atañen816. En el caso de la formulación de las normas e instrumentos de 
                                            
814 En similares términos nos expresamos al hacer referencia a los posibles casos de injerencia 
en los procesos de evaluación ambiental de los instrumentos de planificación, sobre todo en los 
supuestos en los que el órgano ambiental dependa de una Administración diferente a la que 
pertenezca el órgano sustantivo y, en el ámbito de sus respectivas competencias, mantengan 
posiciones diferentes y, en determinados casos, incluso abiertamente contradictorias.  
815 LLORCA RAMIS, Juan Bautista (2014). 
816 No obstante, esta afirmación tiene el límite de su propia indefinición, de suerte que el propio 
Tribunal Constitucional ha señalado igualmente que la Carta Magna no asegura un contenido 
concreto o un ámbito competencial determinado y que no cabe hablar de "intereses naturales 
de los entes locales" (STC 32/1981), sino que, al contrario, más allá de este límite de contenido 
mínimo que protege la garantía institucional, la autonomía local es un concepto jurídico de 
contenido legal. Esta realidad permite configuraciones legales diversas, válidas en cuanto 
respeten aquella garantía institucional, de manera que corresponde al legislador la 
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ordenación territorial por parte de las Comunidades Autónomas, que vienen a 
incidir de forma decisiva en la discrecionalidad municipal a la hora de abordar 
los procesos de planificación urbanística, esta garantía de la autonomía local 
se entiende acreditada con la efectiva participación de las Entidades Locales 
afectadas, aunque las decisiones sobre la materia se adopten por los órganos 
autonómicos correspondientes en ejercicio de sus legítimas competencias. 
Podemos poner como ejemplo de esta interpretación, entre muchas otras, la 
STC de 14 de mayo de 2015 (Ponente NARVÁEZ RODRÍGUEZ, EDJ 
2015/99765). 
 
En aplicación de esta doctrina del Tribunal Constitucional, otras decisiones 
judiciales han validado las actuaciones de ordenación territorial de competencia 
autonómica siempre que se estimara que la actuación de la Administración 
regional hubiera mantenido esos términos en los que se entiende protegido el 
principio de autonomía local. De este modo puede ponerse como ejemplo la 
STS de 16 de enero de 2013 (Ponente FERNÁNDEZ VALVERDE, EDJ 
2013/2162), o la STSJ de Andalucía de 23 de mayo de 2011 (Sede de Málaga, 
Sala de lo Contencioso-Administrativo. EDJ 2011/212354). En esta última se 
dispone expresamente (FD 1º): 
 
“En conclusión, no habrá un atentado a la autonomía local sobre el 
diseño de la ciudad hecho por el municipio en la fase primigenia de la 
planificación urbanística si el Plan territorial no acaba convirtiéndose en 
un límite de crecimiento sin respaldo en evaluación estratégica territorial 
sobre la planificación del municipio. Teniendo en cuenta que en esta 
evaluación estratégica no sólo se deben tener en consideración 
características económicas, territoriales, poblacionales, sostenibilidad 
de los recursos referidos al propio municipio, sino también los 
correspondientes al territorio en el que el que éste se integra. Por ello si 
la evaluación estratégica del plan urbanístico, con el respaldo de 
justificación y motivación de la sostenibilidad entendida como se hace 
en el ámbito de la normativa europea, incluyendo la medioambiental, 
aconseja un modelo de crecimiento que la opción municipal se 
encontrará respaldada por los mismos criterios que han llevado al POTA 
a establecer unos límites genéricos de crecimiento y, en consecuencia, 
el mismo Plan permitiría la superación de este límite (…) Es decir, el 
POTA no establece una prohibición sino un criterio general que debe 
                                                                                                                                
determinación concreta del contenido de la autonomía local, siempre salvaguardando el núcleo 
esencial de la citada garantía institucional. 
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respetarse salvo justificación razonable y puntual a través de la 
participación municipal en la elaboración del planeamiento subregional y 
el planeamiento urbanístico. Derecho de participación en el 
planeamiento que se configura, como hemos visto en la reseña de la 
doctrina del Tribunal Constitucional, como el núcleo duro de la defensa 
de la autonomía local en el ámbito de la planificación urbanística y 
territorial. Y que se puede materializar, de forma adecuada según la 
normativa europea transpuesta al derecho español, en la evaluación 
estratégica de la acción de planificación escogida”. 
 
Sobre el caso concreto de la vinculación de la ordenación territorial sobre la 
urbanística al identificar suelos protegidos y la posible intromisión de esta 
actuación en las competencias municipales, es muy ejemplificativa la STSJ de 
Andalucía de 14 de octubre de 2011 (Sede de Sevilla, Sala de lo Contencioso-
Administrativo. FD 3º, EDJ 2011/306249), en la que se afirma la obligación del 
planeamiento urbanístico de clasificar los suelos declarados por la ordenación 
territorial como de especial protección, sin que por ello se eliminen las 
potestades de planeamiento urbanístico del. A juicio de la Sala, no se vulnera 
la autonomía local constitucionalmente reconocida por el hecho de que el 
planeamiento territorial asigne una protección especial a ciertas zonas 
delimitadas específicamente, y ello porque la ordenación de ámbito subregional 
es la encargada de establecer los elementos básicos para la organización y 
estructura del territorio en su ámbito geográfico, incluyendo los territorios que 
requieren un régimen de protección singularizado. 
 
También la jurisprudencia ha validado la actuación de control de la 
Administración autonómica, en los casos en los que ha impedido la aprobación 
de propuestas locales que podrían entrar en contradicción con ámbitos de su 
competencia. Este supuesto puede verse en la STS de 31 de octubre de 2017 
(EDJ 2017/227349), en la que se impone la consideración de la Administración 
regional en contra de la propuesta urbanística de la Entidad Local, al afectar a 
las condiciones del suelo no urbanizable y, por lo tanto, a aspectos de 
naturaleza ambiental en los que entra en juego la competencia autonómica. 
Con similar registro, la STSJ de Andalucía de 16 de febrero de 2011 (Sede de 
Málaga, Sala de lo Contencioso-Administrativo. Ponente GARCÍA BERNALDO 
DE QUIRÓS, EDJ 2011/219109), asume este posicionamiento en el caso de la 
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competencia en materia de cultura y su incidencia sobre las decisiones 
adoptadas en la planificación urbanística. 
 
En sentido contrario, no ha estimado esta opción en los supuestos en los que 
esta afección a sus ámbitos competenciales no ha sido plenamente acreditada, 
estimando entonces la prevalencia del principio de autonomía local en la 
planificación frente a la posición del órgano autonómico actuante, como puede 
apreciarse en la STS de 19 de mayo de 2011 (Sala 3ª. Ponente CALVO 
ROJAS, EDJ 2011/91251), en la que se desestima la pretensión autonómica de 
contradecir de la propuesta local al no acreditar ninguna trasgresión a los 
preceptos aplicables ni incidir en ámbitos de interés supralocal. 
    
En definitiva, cabe destacar que a través de la jurisprudencia se van definiendo 
los límites de la autonomía local en el ámbito de la planificación, partiendo de la 
propia indefinición con la que se recoge este principio constitucionalmente. No 
obstante, esta delimitación no parece poder establecerse en términos tan 
precisos con los que se consiga eliminar cualquier controversia sobre el 
alcance del control administrativo ejercido por la Administración autonómica 
mediante los procesos de aprobación definitiva. Por ello, contando con la 
posibilidad de ejercer medidas de reacción ante cualquier acuerdo que pudiera 
adoptarse por los poderes locales en contra de la normativa vigente o de los 
ámbitos competenciales autonómicos, debemos estimar procedente la 
tendencia apuntada por un sector doctrinal de fomentar la progresiva 
atenuación de este control, apelando a los medios legales habilitados para 
poder reconducir las decisiones que realmente pudieran ser improcedentes 
desde un punto de vista legal, sin que se introduzcan criterios de oportunidad o 
conveniencia política revestidos de actuaciones en defensa de la legalidad 
vigente. Todo ello como medio de impulsar el reconocimiento pleno del 
principio de autonomía local en un aspecto tan sensible como es el de la 









III. LA PUBLICACIÓN DE LOS INSTRUMENTOS DE PLANEAMIENTO 
COMO REQUISITO NECESARIO PARA SU EFECTIVIDAD. 
 
De entre las cuestiones relativas a la tramitación procesal de los instrumentos 
de planeamiento, cuya consideración individualizada excede del ámbito del 
presente trabajo, debemos referirnos no obstante al elemento fundamental en 
el proceso de aplicación de las determinaciones de los instrumentos de 
planeamiento, que es el relativo a los requisitos exigidos para su entrada en 
vigor y al despliegue de sus efectos. 
 
Determinada previamente la naturaleza normativa de los instrumentos de 
planeamiento realizados en ejecución, a su vez, de las normas sectoriales que 
los configuran, resulta necesaria su publicación para su entrada en vigor, tal y 
como exige la propia Constitución Española en su artículo 9.3, al incluir el 
principio de publicidad de las disposiciones generales y, en el ámbito del 
Derecho Administrativo, se contiene expresamente en el actual artículo 131 de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas817. En lo que se refiere a los instrumentos de 
planeamiento esta consideración supone que una vez aprobados 
definitivamente por el órgano correspondiente de la Administración Pública 
competente, deben ser objeto de publicación para que puedan desplegar sus 
efectos y, de este modo, vincular a ciudadanos y Administraciones en la 
observación de sus previsiones.  
 
La importancia de la publicidad y difusión de los instrumentos de planificación 
ha sido destacada por autores de la talla de LLISET BORREL818, al afirmar que 
la presenta dos aspectos. El primero es de carácter sociopolítico, por el que la 
                                            
817 En este sentido, TOLOSA TRIBIÑO op. cit.(2006, pág. 49) entiende que la necesidad de la 
publicación de los planes ha de llevarse a cabo incluso aunque se defienda la tesis de que su 
condición jurídica es la de acto administrativo, debido a que el artículo 45.1.a) de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, establece la necesidad de la publicación de los actos que tengan por destinatario a 
una pluralidad indeterminada de personas, como requisito necesario para el despliegue de sus 
efectos. 
818 LLISET BORREL, Francisco (1995, págs. 97 y ss.). 
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publicidad de los planes urbanísticos se convierte en una exigencia 
democrática de acceso general al conocimiento de los documentos que forman 
parte de estos instrumentos fundamentales para muchos aspectos ordinarios 
de la ciudadanía. El segundo aspecto, de carácter eminentemente jurídico, se 
encuentra conectado a la vieja y recurrente cuestión de la naturaleza jurídica 
de los planes y que, para este autor, no puede despacharse de forma simple y 
reduccionista, mediante la distinción entre reglamento o acto. 
 
Pero aun lo anterior, lo cierto es que en los inicios de la regulación normativa 
española del urbanismo (y por extensión de la ordenación territorial), la 
cuestión relativa a la necesidad de la publicación íntegra del contenido 
normativo de los planes fue objeto de controversia doctrinal, debido 
fundamentalmente a la alusión a esta cuestión que se contenía en las leyes del 
suelo estatales tanto de 1956 como de 1975. Siguiendo en esta cuestión a 
MENÉNDEZ PÉREZ819, puede apreciarse como ambos textos normativos no 
exigían de forma expresa la publicación del contenido material de los planes 
como requisito sine qua non para su desplegar su efectividad, al contener 
expresiones como: “…los planes serán inmediatamente ejecutivos, una vez 
publicada su aprobación definitiva”. Por tanto, conforme a su literalidad, lo 
exigido para la eficacia del plan no era la publicación en el correspondiente 
boletín oficial de su contenido, ni tan siquiera de los documentos en que se 
plasmaran las normas urbanísticas o las prescripciones propiamente 
normativas, y sí tan sólo, la publicación del acuerdo que disponía su 
aprobación definitiva.  
 
La consideración sobre el tema varió de forma sustancial con la entrada en 
vigor de la Constitución Española de 1978 y, en concreto, por la introducción 
del principio de publicidad normativa contenido en su artículo 9.3 al que se ha 
hecho referencia anteriormente. Esta cuestión motivó que gran parte de la 
doctrina estimara coherente con este principio la publicación íntegra del 
contenido normativo de los instrumentos de ordenación territorial, máxime 
                                            
819 MENÉNDEZ PÉREZ, Segundo (2005).  
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cuando la nueva Ley Reguladora de las Bases de Régimen Local, aprobada en 
1985, introdujo en su artículo 70.2 la necesidad de publicar las normas 
reglamentarias emitidas por las corporaciones locales como requisito 
imprescindible para su efectiva aplicación. Con todo, el alcance de la 
publicación como requisito formal continuaba siendo discutido, con arreglo a lo 
que disponían varias sentencias del Tribunal Constitucional820 que, sin negar la 
necesidad de garantizar una pública difusión del contenido de las disposiciones 
generales, no establecían una exigencia expresa en términos imperativos.  
 
La cuestión de la publicidad de los instrumentos de planeamiento fue resuelta 
finalmente por el Tribunal Supremo, en varias Sentencias que comenzaron con 
la de 11 de julio de 1991 (Sala 3ª, rec. 81/1991. Ponente MARTÍN MARTÍN, 
EDJ 1991/7712), en la que se afirmaba expresamente: 
  
“El establecer como requisito-presupuesto de la entrada en vigor de un 
plan general de ordenación urbana la necesidad de la publicación junto 
al acuerdo de aprobación definitiva de las normas urbanísticas del 
propio plan en el boletín oficial correspondiente, no hace más que 
aplicar en este campo del urbanismo lo que es exigencia legal general –
artículo 9.3 de la Constitución española, artículo 2.1 del Código Civil, 
artículo 132 de la Ley de procedimiento administrativo– y que la práctica 
demandaba por razones de seguridad jurídica al resultar notorias las 
insuficiencias, contradicciones, etc., que resultaban del sistema de 
publicidad de planes previsto en los artículos 44,56 y preceptos 
concordantes del Texto refundido de la Ley del suelo. (…) Las normas 
urbanísticas han de formar a efectos de su publicación en el Boletín 
Oficial una unidad inescindible con el acuerdo de aprobación definitiva, 
y que como tal instrumento único ha de tener acceso al boletín oficial 
que corresponda en razón del órgano urbanístico que apruebe 
definitivamente el plan”. 
 
Del contenido de esta importante decisión del Alto Tribunal, COLOM I 
PASTOR821 extrajo las siguientes conclusiones: 
 
a) La necesidad de publicación de los planes urbanísticos en función de su 
naturaleza normativa. 
                                            
820 STC 179/1989, de 2 de noviembre, STC 141/1998, de 29 de junio, entre otras citadas por el 
propio autor. 
821 COLOM I PASTOR, Bartoméu (1992, págs. 270-276). 
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b) Que esta publicación va más allá de una mera formalidad administrativa, 
ya que se convierte en un requisito imprescindible para garantizar la 
seguridad jurídica que subyace tras el principio constitucional de la 
publicación de las normas. 
 
c) Que, en consecuencia con los dos puntos anteriores, la exigencia de 
publicidad alcanza a su contenido normativo y no a otros documentos 
del instrumento de planeamiento sobre los que no se infiere tal carácter, 
como la memoria, estudio económico-financiero o documentación 
gráfica822. 
 
d) Que le corresponde efectuar la publicación a la Administración Pública 
en cuya competencia recaiga la aprobación definitiva del instrumento de 
planeamiento. 
 
La consecuencia que se deriva de la ausencia de publicación de los 
instrumentos de planeamiento es que, aun manteniendo su validez al haber 
sido aprobados por el órgano administrativo competente y tras el procedimiento 
habilitado para ello, sin embargo no se produce el despliegue de sus efectos, 
por lo que su texto en tanto no sea objeto de la preceptiva publicación íntegra 
de su compendio normativo, no podrá ser impuesto en perjuicio de terceros. En 
este sentido se ha pronunciado de forma reiterada y sistemática el Tribunal 
Supremo, en Sentencias como las de 18 de junio de 1998, 17 de diciembre de 
                                            
822 Sobre esta cuestión, los autores citados manifiestan su contrariedad con esta afirmación del 
Tribunal Supremo, puesto que entienden que la interpretación sostenida no es del todo 
acertada. En concreto, MENÉNDEZ PÉREZ señala (2005, pág. 104): “Esa solución (del TS) 
satisface sin duda el principio de seguridad jurídica, pues no deja margen de incertidumbre 
sobre aquello que necesita ser publicado para que el Plan entre en vigor. Pero es, tal vez, 
incompleta, pues aunque el conocimiento de aquellos otros documentos puede obtenerse, 
claro es, a través del sistema de publicidad dispuesto en los artículos 164 y siguientes del 
Reglamento de Planeamiento Urbanístico, también es cierto que la cabal comprensión de 
algunas de las normas urbanísticas puede requerir la percepción al unísono de alguno o 
algunos de esos otros documentos, como, por ejemplo, la memoria o los planos de ordenación. 
No es éste, pues, un tema que deba considerarse zanjado y no necesitado de alguna posterior 
reflexión…”. 
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1998 y 21 de abril de 1999, todas citadas en la STS de 12 de abril de 2000 
(Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 8311/1994. Ponente YAGÜE GIL, EDJ 2000/9321).  
 
Como expresa GONZÁLEZ SANFIEL823 la falta de publicidad de una 
disposición general como es un instrumento de planificación determina su 
ineficacia, lo que conlleva que si se aprueba un plan de desarrollo teniendo 
como cobertura aquel plan superior no publicado, el plan de desarrollo es nulo 
de pleno derecho por infracción del principio de jerarquía normativa y, 
evidentemente, si se anula el plan, también son reputados como nulos los 
actos que lo hayan aplicado, aunque la declaración de nulidad no alcanza a la 
de aquellos actos firmes que hubieran aplicado el plan anulado, en función de 
cláusula de salvaguarda que en este sentido se contiene en el artículo 73 de la 
LJCA. 
 
En consonancia con esta interpretación jurisprudencial, la actual normativa 
sobre la materia recoge expresamente la exigencia de publicación de los 
instrumentos de planificación territorial, como puede verse en ejemplos como 
los que ofrece la vigente normativa andaluza, que exige expresamente en el 
caso de los instrumentos de ordenación territorial que, una vez aprobados sean 
publicará en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía para su efectividad (art. 
5 de la LOTA). En el caso de los planes urbanísticos, se dispone que los 
acuerdos de aprobación definitiva de los instrumentos de planeamiento que 
correspondan a la Administración de la Comunidad Autónoma, así como el 
contenido del articulado de sus normas, sean publicados en el Boletín Oficial 
de la Junta de Andalucía por disposición del órgano que los haya adoptado824. 
Respecto a los instrumentos de planeamiento cuya aprobación corresponda a 
los municipios, será de aplicación lo establecido en la legislación de régimen 
local (art. 41.1 de la LOUA). En similares términos se expresan normas como la 
                                            
823 GONZÁLEZ SANFIEL, Andrés M. Op. cit. (2017, pág. 5). 
824 Esta afirmación expresa de la normativa autonómica viene a resolver otra discrepancia que 
se planteaba con la vigencia de la normativa estatal, relativa a la Administración encargada de 
publicar el contenido material del instrumento de planificación, en los supuestos en los que su 
aprobación definitiva era competencia de la Comunidad Autónoma. Vid. CASTELAO 
RODRÍGUEZ, Julio y SANTOS DÍEZ, Ricardo (1999, págs. 275 y ss.).   
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cántabra (arts. 16 y 84 de la Ley 2/2001, de 25 de junio, de Ordenación 
Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria); la gallega (art. 9 de 
la Ley 10/1995, de 23 de noviembre, de ordenación del territorio de Galicia y 
art. 82 de la Ley 2/2016, de 10 de febrero, del suelo de Galicia) o la riojana 
(arts. 16 y 97 de la Ley 5/2006, de 2 de mayo, de Ordenación del Territorio y 
Urbanismo de La Rioja). 
 
En aplicación de esta normativa, recientes decisiones jurisprudenciales han 
exigido que al mismo tiempo que se publica el acuerdo de aprobación de los 
instrumentos junto con su texto normativo, deben ser igualmente objeto de 
publicación el resto de documentos que puedan tener alcance regulatorio, 
haciendo referencia expresa a las fichas y planos de ordenación cuando de su 
contenido se deduzca tal carácter825. Esta nueva visión jurisprudencial puede 
apreciarse en Sentencias como la del Tribunal Superior de Justicia de la 
Comunidad de Madrid de 26 de abril de 2017 (Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sec. 1ª, rec. 1483/2009. Ponente CANABAL CONEJOS, EDJ 
2017/128188), o la citada por ésta, STS de 15 de febrero de 2012 (Sala 3ª, 
Sec. 5ª, rec. 2134/2009. Ponente FERNÁNDEZ VALVERDE, EDJ 2012/19194), 
en cuyo FD 5º se dispone expresamente:  
 
“Respecto de los planos y fichas, como se indica en la STS de 8 de 
octubre de 2010 existen dos líneas jurisprudenciales diferentes. Una 
que establece claramente que los planos y fichas no tienen contenido 
normativo y, por tanto, no precisan de publicación en el boletín 
correspondiente. Y otra línea jurisprudencial, más reciente, que señala 
que cuando las fichas incluyan determinaciones con un claro valor 
normativo, resultan de obligada publicación. Así hemos declarado, 
siguiendo esa primera línea jurisprudencial, que "La necesidad de 
publicación no alcanza a los demás documentos o elementos que 
forman parte del Plan siempre que no sea normas ni participen de su 
naturaleza, como planos, gráficos o textos no normativos. (...) que los 
documentos a que se refiere la parte recurrente no son normas 
urbanísticas sino simples fichas y listados carentes de valor normativo y 
resultan, por ello, de publicación formal innecesaria" (por todas, 
sentencia de 24 de enero de 2002 dictada en el recurso de casación 
35/1998). Además, se pueden consultar otras, que a continuación 
                                            
825 El alcance de esta consideración se encuentra en consonancia con la discusión doctrinal 
existente sobre el valor normativo de los diferentes documentos que integran los instrumentos 
de planeamiento.  
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citamos sin ánimo exhaustivo, pero que se pronuncian en idénticos 
términos. Son las SSTS de 16 de abril de 2003 (recurso de casación 
6692/1999), de 25 de febrero de 2002 (recurso de casación 7960/1997), 
de 7 de diciembre de 2001 (recurso de casación 4394/1997), de 10 de 
diciembre de 2001 (recurso de casación 4169/1997), y de 18 de junio de 
2002 (recurso de casación 6922/1998). Por otro lado, y esta es la 
segunda línea de nuestra jurisprudencia, también hemos expuesto que 
"lo declarado en esas sentencias no significa que las fichas 
correspondientes a las distintas unidades o ámbitos superficiales de 
actuación queden en todo caso excluidas de la exigencia de 
publicación, pues será así sólo en la medida en que tales fichas 
carezcan de contenido normativo. Por ello, cuando la controversia se 
refiere a fichas que incluyen determinaciones con indudable valor 
normativo la decisión de esta Sala ha consistido en afirmar respecto de 
ellas la necesidad de su publicación" (por todas, STS de 1 de diciembre 
de 2008 dictada en el recurso de casación 7619/2004, que, a su vez, 
cita la sentencia de 21 de junio de 2000 (recurso de casación 3744/95). 
Pues bien, esto es precisamente lo que sucede en el caso que nos 
ocupa”. 
 
La cuestión no solo presenta relevancia a efectos formales, sino que plantea 
consecuencias de un gran alcance práctico. En el ámbito de nuestro trabajo, 
aunque esta cuestión será analizada con más detalle más adelante, cabe 
avanzar en este punto que el defecto de publicación del instrumento de 
planeamiento puede conllevar la no aplicación efectiva del régimen jurídico 
previsto para los suelos protegidos, al menos para los delimitados por el propio 
instrumento, lo que puede dar lugar a situaciones jurídicas de alto nivel de 
complejidad, al no poder oponer la nueva regulación a situaciones contrarias a 
la nueva ordenación en tanto no puedan entenderse plenamente efectivas las 
nuevas determinaciones dispuestas para el territorio.  
 
Esta situación presenta consecuencias más acusadas en los supuestos en los 
que el defecto de publicación es apreciado años después de la aprobación del 
instrumento de planeamiento, lo que puede derivar en la consolidación de 
actuaciones urbanísticas contrarias a la ordenación del plan aprobado en su 
día, frente a las que no se pueda oponer la actuación administrativa de 
restauración de la legalidad por el trascurso del tiempo. Tal conclusión ha sido 
avalada por la jurisprudencia, como puede apreciarse en la STSJ de Andalucía 
de 8 de febrero de 2017 (Sede de Granada, Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sec. 4ª, rec. 8/2016. Ponente GALINDO SACRISTÁN ECLI: 
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ES:TSJAND:2017:1041), que sobre este asunto dispone en su FD 3º que aun 
sin negar validez al documento aprobado, su aplicación efectiva solo puede 
considerarse a partir de la publicación en el boletín oficial correspondiente, de 
conformidad con los principios de seguridad jurídica y publicidad normativa que 
presiden nuestro ordenamiento jurídico826.  
 
En resumen, de todo lo expuesto cabe afirmar la exigencia actual de la 
publicación de los instrumentos de planificación del territorio, de cualquier clase 
y alcance, mediante su pública difusión a través de los medios dispuestos por 
la normativa vigente. Esta conclusión no solo se formula en virtud de su 
indudable carácter normativo (al menos de gran parte de su contenido), sino 
que también deriva de la innegable trascendencia que presentan sus 
determinaciones para los derechos e intereses de los ciudadanos, lo que 
requiere la garantía jurídica de la validez de la nueva ordenación y, a su vez, de 
su plena eficacia. 
   
 
IV. EL CONTENIDO DE LOS INSTRUMENTOS DE PLANIFICACIÓN DEL 
TERRITORIO.   
  
El estudio del contenido material de los instrumentos de planeamiento, al 
menos en lo que se refiere a la materia que estamos analizando, debe 
comenzar con el de su formulación material, para así posteriormente poder 
                                            
826 En concreto, la Sala afirma: “Y, en cualquier caso, la falta de publicación de una disposición 
general, aunque no afecte a su validez, su eficacia queda demorada hasta que se produzca 
esa publicación, que consta producida en BOP de 30 de octubre de 2015, señalándose que 
"habiendo constatado la falta de publicación de las Normas Subsidiarias de Planeamiento 
Urbanístico de este Municipio y de conformidad con lo establecido en los artículos 70.2 y 70 
Ter. de la Ley de Bases de Régimen Local y Disposición Transitoria Cuarta de la Ley 7/2002 de 
Ordenación Urbanística de Andalucía (LOUA) de fecha 17 de diciembre y visto el requerimiento 
realizado por la Dirección General de Urbanismo de la Junta de Andalucía y por la Fiscalía 
Provincial de Granada, se procede a publicar las Normas Urbanísticas del Planeamiento 
General al completo (NN.SS.) y que a continuación se detallan, junto a su normativa y 
planimetría: 1. Revisión de las Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal. 2. 12 Planos 
de NN.SS. 3. Acuerdo de modificación puntual de las Normas Subsidiarias de Planeamiento 
Municipal (…) Al no poder considerarse incluida la parcela en ámbito de protección, no son de 
aplicación los artículos 91 y 92 de las NNSS aprobadas el 30 de abril de 1999 y publicadas el 
31 de mayo de ese año, en lo relativo a distancias a suelo urbano o servicios urbanísticos”.  
 
572





identificar los documentos concretos en los que se debe contener la 
configuración de los suelos especialmente protegidos del territorio objeto de 
planificación. 
 
Siguiendo un criterio temporal, podemos hacer referencia a lo dispuesto sobre 
la cuestión en el  Real Decreto 2159/1978, de 23 de junio, por el que se 
aprueba el Reglamento de Planeamiento para el desarrollo y aplicación de la 
Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana (RPU)827, cuyo artículo 37 
enumera los documentos que deben contener los instrumentos de 
planeamiento general: Memoria y estudios complementarios, Planos de 
Información y de Ordenación Urbanística del Territorio, Normas Urbanísticas, 
Programa de Actuación y, finalmente, el Estudio Económico y Financiero.  
 
Considerando los dos primeros de ellos, por su especial incidencia sobre el 
objeto de nuestro trabajo, cabe indicar que la Memoria se define como el 
documento que debe establecer las conclusiones de la información urbanística 
que condicionen la ordenación del territorio, analizar las distintas alternativas 
posibles y justificar el modelo elegido, las determinaciones de carácter general 
y las correspondientes a los distintos tipos y categorías de suelo (art. 38). Los 
Planos de Información constituyen la documentación gráfica en la que se 
deben reflejar la situación del territorio a que se refieran en orden a sus 
características naturales y usos del suelo, con especial mención de los 
aprovechamientos agrícolas, forestales, ganaderos, cinegéticos, extractivos y 
otros; infraestructura y servicios existentes, con indicación de su estado, 
capacidad y grado de utilización; y expresión del suelo ocupado por la 
edificación (art. 39.1). Por su parte, los Planos de Ordenación deberán 
contener la clasificación del suelo, con expresión de las superficies asignadas a 
cada uno de los tipos y categorías del mismo, la estructura orgánica del 
territorio, con señalamiento de los sistemas generales y la relación de usos 
globales previstos para los distintos tipos y categorías de suelo. Finalmente, en 
concreto para el suelo no urbanizable deberán contener la situación a escala 
                                            
827 BOE núm. 221, de 15 de septiembre de 1978. 
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conveniente, con expresión, en su caso, de las áreas de especial protección 
(art. 39.2). 
 
De conformidad con el contenido de los referidos artículos, puede apreciarse 
que, al menos conforme a la normativa urbanística estatal todavía vigente en 
las Comunidades Autónomas que no hayan regulado expresamente esta 
cuestión, el análisis territorial y las propuestas de ordenación en las que vayan 
a plasmarse las decisiones sobre la protección del suelo deberán contenerse 
en la Memoria y en los Planos de Información y Ordenación, siendo los 
segundos la expresión gráfica de las consideraciones y conclusiones descritas 
en el primero. Esta afirmación nos lleva a concluir que deben ser los 
documentos principales a analizar cuando debamos realizar el estudio de los 
suelos protegidos por el propio instrumento de planificación, tomando en 
consideración su fundamentación, propuesta de delimitación y régimen de 
protección concreto atribuido a cada suelo en concreto.  
 
Sobre esta cuestión, debemos aludir a la discusión doctrinal ya apuntada 
anteriormente, que en su día generó el carácter de la Memoria como 
documento integrante del planeamiento, existiendo postulados a favor de 
entender que era un mero documento expresivo de las intenciones del 
planificador que funcionaba a modo de la exposición de motivos del resto de 
normas jurídicas, pero que carecía de un verdadero carácter normativo que 
solo se predicaba del compendio normativo que contuviera el instrumento y, en 
su caso, de alguno de los documentos de la planimetría de ordenación. Frente 
a esta tendencia se alzó otra contraria, que entendía que la Memoria contenía 
la expresión de la voluntad del planificador expresada en el resto de 
documentos del instrumento de ordenación, junto con la fundamentación de su 
actuación.  
 
La controversia fue resuelta por varias decisiones del propio Tribunal Supremo 
en las que de forma reiterada se posicionó conforme a la segunda de las 
citadas posturas, al entender que la discrecionalidad que subyace de un 
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instrumento de esta naturaleza requiere como elemento esencial la Memoria, 
como criterio de contraste de la regularidad de la actuación administrativa y de 
prevención de la arbitrariedad, y todo ello porque de su contenido se ha de 
extraer la fundamentación de las determinaciones del planeamiento. En tal 
sentido se expresan, entre otras, las STS de 13 de febrero de 1992, de 9 de 
julio de 1991, de 20 de diciembre de 1991, 13 de febrero de 1992 y 25 de julio 
de 2002 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 8509/1998. Ponente YAGÜE GIL, EDJ 
2002/32943). Esta última, manteniendo la exigencia por la que la Memoria 
debe justificar las decisiones adoptadas en la ordenación contenida en el 
instrumento de planeamiento, introduce un importante matiz relativo al alcance 
que debe tener esta motivación administrativa. De este modo, a juicio del Alto 
Tribunal, la Memoria no ha de justificar todas y cada una de las 
determinaciones del instrumento de planificación, sino que debe referirse a las 
conclusiones que condicionen la ordenación del territorio, a las distintas 
alternativas posibles o al modelo elegido (incluyendo las determinaciones de 
carácter general y las correspondientes a los distintos tipos y categorías de 
suelo), es decir, a los extremos generales o principios en los que descanse la 
ordenación propuesta, pero no, al contrario, a todos y cada uno de los detalles 
de la regulación y ordenación derivada del proceso de planificación.  
 
Conforme a esta interpretación preponderante y asumida de forma 
generalizada en la actualidad, autores como VERA FERNÁNDEZ-SANZ828 
califican a la Memoria de los instrumentos de planeamiento como el contexto 
dominante para el resto de sus componentes y que limita la posible 
discrecionalidad tanto en su enunciado como en su ejecución y, en segundo 
lugar, un esencial criterio interpretativo de la ordenación contenida en el plan.  
 
Por lo que respecta al resto de documentos de los instrumentos de 
planeamiento, vienen a constituir un compendio jurídico-técnico de formulación 
similar, aunque con algunas diferencias en función del tipo de planificación al 
que se refiera y de su alcance. Aparte de su contenido principal, por lo que 
                                            
828 VERA FERNÁNDEZ-SANZ, Alberto (2005). 
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respecta a su documentación anexa, ya se ha apuntado anteriormente el 
progresivo aumento del contenido exigido por las distintas normas sectoriales 
aplicables, lo que incrementa de forma exponencial la complejidad procesal de 
su tramitación. 
 
En términos generales la normativa autonómica que ha entrado a regular esta 
materia se muestra proclive a mantener el esquema establecido por la 
normativa estatal a la que desplaza. De este modo, el artículo 12 de la LOTA 
establece que los instrumentos de planificación territorial en Andalucía deberán 
contener la Memoria Informativa, que debe reflejar el análisis y diagnóstico de 
las oportunidades y problemas para la ordenación del territorio en el momento 
de la elaboración del plan; la Memoria de Ordenación, que contenga la 
definición de los objetivos y criterios de la ordenación; la Memoria Económica, 
con la estimación de las acciones comprendidas en el plan y el orden de 
prioridad de ejecución de las mismas; la Normativa, que contendrá las 
determinaciones de ordenación y de gestión del plan; y finalmente, la  
Documentación Gráfica, conteniendo los planos de información y propuesta, a 
escala adecuada para la correcta comprensión de su contenido y 
determinaciones. De forma similar se expresa el artículo 19 de la LOUA para el 
caso de los instrumentos de planificación urbanística, disponiendo en concreto 
que será la Memoria el documento que incluirá los contenidos de carácter 
informativo y de diagnóstico descriptivo y justificativo adecuados al objeto de la 
ordenación y a los requisitos exigidos en cada caso. 
 
La misma configuración de los instrumentos de planeamiento se exige en el 
resto de las normativas autonómicas sobre la materia, como podemos 
comprobar en los artículos 33 y 65 del Decreto Legislativo 1/2004, de 22 de 
abril, por el que se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales 
vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo de Asturias; los 
artículos 26.2 y 140 y siguientes de la Ley 13/2015, de 30 de marzo, de 
ordenación territorial y urbanística de la Región de Murcia; o en los artículos 23 
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y 73 de la Ley 5/2006, de 2 de mayo, de Ordenación del Territorio y Urbanismo 
de La Rioja. 
 
En definitiva, podemos comprobar cómo existe una gran uniformidad en la 
configuración normativa de los instrumentos de ordenación territorial, lo que 
ayuda a poder confrontar documentos de diferentes ámbitos y localizaciones 
geográficas, sobre todo a la hora de cotejar los modelos y criterios seguidos 
por los diferentes planificadores, en las distintas fases que deben superarse en 
todo proceso de esta naturaleza, para poder formular las determinaciones de 
ordenación territorial o urbanística que resulten de la consideración del territorio 
objeto de planificación. 
 
 
V. EL PROCESO DE PLANIFICACIÓN TERRITORIAL. 
 
A. Criterios del proceso de planificación. 
 
Como todo proceso para el que sea necesaria la realización de una actividad 
metodológica, la planificación del territorio precisa de unos elementos de previa 
interiorización derivados de un planteamiento inicial definido en bases teóricas, 
cuyo desarrollo e implementación requiere de un protocolo debidamente 
estandarizado, que a su vez permita su aplicación práctica en cada localización 
concreta. Dicho de otro modo, el planificador requiere afirmar previamente unos 
conceptos programáticos generales, que aplicados al territorio de cada ámbito 
concreto, puedan conseguir el establecimiento de soluciones similares a 
supuestos similares y, por el contrario, diferentes en casos igualmente 
diferentes, siempre bajo la premisa de que las condiciones de cada territorio 
contienen singularidades que determinan la imposibilidad de aplicar soluciones 
equiparables y análogas de forma generalizada.  
 
Esta reflexión presenta una incidencia mayor de la que en principio pudiera 
estimarse, debido a que el margen de discrecionalidad que innegablemente 
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ostenta todo planificador puede determinar un ámbito de disparidad en la 
consideración de los distintos terrenos que puede provocar la atribución de 
condiciones distintas a terrenos sustancialmente equiparables, con el 
consiguiente posible trato discriminatorio, al menos de forma aparente, con los 
intereses de afectados por las medidas más restrictivas adoptadas. En el 
ámbito de nuestro trabajo, esta necesidad se plasma en la consideración previa 
de los elementos y valores que deben contribuir a la consideración de un suelo 
como digno de especial protección por propia determinación del instrumento de 
planeamiento, cuestión que como en general la mayoría de las asumidas en un 
instrumento de ordenación del suelo, presenta una gran incidencia debido a 
que las decisiones que se adopten en la ordenación final que resulte del 
proceso de planificación pueden conllevar la asignación de regímenes muy 
limitativos sobre el uso y disposición de los terrenos afectados, con la 
consiguiente afección a los intereses de sus propietarios. 
 
Todo lo anterior nos lleva a estimar como imprescindible el establecimiento de 
unos principios y criterios en la actuación planificadora, cuyo seguimiento 
permita la adopción de decisiones no sometidas a consideraciones meramente 
coyunturales, sino derivadas de la aplicación de bases definidas de forma 
generalizada, aunque lógicamente mediatizadas por la realidad del territorio 
que, al fin y al cabo, es la matriz fundamental que debe determinar la 
ordenación del territorio sometido a planificación. Con esta premisa de 
actuación se debe conseguir la adecuada motivación y fundamentación de las 
decisiones adoptadas, con el objeto de poder justificar en todo momento las 
propuestas de ordenación emanadas del análisis del territorio y ello aunque, 
evidentemente, puedan discutirse sus determinaciones y someterlas en último 
lugar a la decisión de los Juzgados y Tribunales competentes.  
 
La exigencia del seguimiento de determinados criterios, enunciados a modo de 
principios generales destinados a gobernar la actividad administrativa 
planificadora para que ésta sea realmente acertada en sus previsiones, no solo 
se demanda para poder justificar sus conclusiones, sino que, además, debe 
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servir de garantía para asegurar la eficacia de su aplicación práctica, para 
avalar que sus propuestas de ordenación realmente satisfacen las necesidades 
y demandas de los ciudadanos que se proyectan sobre la gestión territorial.  
 
De entre estos criterios de actuación planificadora podemos destacar con 
FERNÁNDEZ TABALES y SANTOS PAVÓN829, los siguientes830: 
 
• Criterio de continuidad, lo que supone considerar la ordenación 
propuesta con una finalidad de permanencia indefinida, aunque en su 
formulación se presenten objetivos temporales concretos.  
 
• Criterio de flexibilidad, que supone la capacidad de adaptarse a las 
nuevas circunstancias, sin que ello requiera necesariamente alterar los 
instrumentos planificadores ni justificar cambios de consideración de 
suelos en contra de la coherencia territorial (ambiental o de cualquier 
otra naturaleza), debiendo tener siempre presente la aplicación de otros 
criterios contradictorios como el de no regresión del suelo protegido. 
 
• Criterio de integración, que conlleva la necesidad de abordar la 
planificación como una labor de conjunto en todas sus medidas, sin que 
cada ámbito pueda considerarse como un elemento estanco sin 
interacción posible con el resto de terrenos del espacio geográfico en el 
que se encuentra situado. 
 
• Criterio de coordinación, en sintonía con el anterior, requiere que las 
medidas planificadoras sean coordinadas, para evitar disfunciones entre 
las mismas. Este criterio puede apreciarse tanto hacia el interior del 
propio instrumento de planificación, al exigir que el conjunto de medidas 
impuestas forme un orden coordinado, como hacia el exterior, 
                                            
829 FERNÁNDEZ TABALES, Alfonso y SANTOS PAVÓN, Enrique (2009, págs. 340-342). 
830 Aunque los citados autores se analizan los criterios de planificación desde el punto de vista 
sectorial de la actividad turística, su enunciación puede adaptarse a un punto de vista general 
de todo proceso planificador. 
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requiriendo que las determinaciones de la ordenación propuesta sean 
coherentes con el resto de instrumentos y normas que despliegan sus 
efectos sobre la misma área territorial, respetando igualmente las 
vinculaciones existentes entre todos ellos. 
 
• Criterio de participación, que requiere el concurso de los actores sociales 
en la gestión planificadora (otras administraciones, asociaciones 
ecologistas, agrupaciones de intereses económicos, etc.) y de los 
afectados directamente por sus determinaciones, como son los titulares 
de los terrenos incluidos en su ámbito geográfico. 
 
Dentro de este criterio debe hacerse una referencia específica al trámite de 
información pública de todo proceso de planificación, del que afirma TOLOSA 
TRIBIÑO831 que constituye una manifestación de la participación administrativa 
funcional de los ciudadanos, teniendo como finalidad el proporcionar a la 
Administración el mayor y mejor número de datos con los que se puedan 
adoptar las decisiones más justas y objetivas, mediante una consulta previa y 
abierta a toda clase de alegaciones y sugerencias.  
 
Tradicionalmente este proceso de participación en los procesos de planificación 
ha venido asociado a la acción pública que se reconoce en las materias de 
ordenación territorial y urbanística y que, actualmente, se recoge en el artículo 
62 del TRLS2015. La aplicación de este principio, que puede invocarse tanto 
ante la propia Administración actuante como ante los Juzgados y Tribunales de 
lo Contencioso-Administrativo, se dispone en la fase de formulación de los 
instrumentos de planificación mediante estos procesos de información pública y 
se extiende a la posibilidad de actuar tras su aprobación definitiva, tanto para 
exigir su cumplimiento como para impugnar sus propias determinaciones. 
 
En concreto, sobre las cuestiones relativas a la protección del territorio, se ha 
reconocido la posibilidad de invocar esta acción pública para ejercitar 
                                            
831 TOLOSA TRIBIÑO, César (2006, págs. 35 y ss.). 
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actuaciones en materia ambiental derivadas del propio planeamiento, como 
expresamente dispone la STSJ de Cantabria de 10 de noviembre de 2017 
(Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 251/2015. Ponente 
CASTANEDO GARCÍA, CENDOJ 39075330012017100063), cuyo FD 3º 
señala al efecto832:  
 
“En nuestro caso, la extralimitación denunciada por el Ayuntamiento, es 
respecto a aspectos medioambientales impugnados por el recurrente. 
Esta Sala entiende que impugnar el contenido de los informes 
ambientales, que son instrumentos que integran el PGOU, no supone 
extralimitarse de lo que es la mera impugnación del Plan en todos sus 
aspectos. PGOU, que como disposición carácter general, regula 
múltiples aspectos de la vida de los municipios afectados, entre ellos, y 
como no podía ser de otro modo, el ambiental, que tiene naturaleza 
transversal y es una imposición para el poder normativo, sin que ello 
obste a su naturaleza de documento urbanístico integrante del plan, y 
susceptible de ser atacado por medio de una acción de la que estamos 
estudiando”.  
 
• Criterio de factibilidad, por el que los objetivos y las medidas adoptadas 
para ellos deben ser realistas, evitando medidas que supongan 
limitaciones excesivas o inaceptables socialmente, salvo en cuestiones 
muy concretas y plenamente justificadas. 
 
• Criterio de estrategia, que supone la adopción de medidas alternativas 
como medio de garantizar que las protecciones impuestas no coarten el 
desarrollo social y económico del ámbito planificado, debido a que el 
proceso de planificación debe tender a formar parte de una realidad 
integral de progreso del territorio. 
 
• Criterio de sostenibilidad, como elemento fundamental e integrador de 
todos los anteriores, ya que tanto las medidas proteccionistas como las 
estratégicas que convergen en un instrumento de planificación, deben 
tender hacia un desarrollo sostenible, entendido como el fomento de 
actividades que aseguren el progreso social y económico con el menor 
                                            
832 Sala de lo Contencioso-Administrativo, sec. 1ª (rec. 251/2015). Ponente: Castanedo García, 
María Esther (CENDOJ 39075330012017100063).  
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impacto ambiental posible, de tal modo que no se impongan cargas o 
gravámenes excesivos o, en su caso, irremediables para las 
generaciones futuras. 
 
En síntesis, podemos afirmar que la aplicación correcta y ponderada de estos 
criterios determinará el éxito del planificador en su objetivo, no solo en lo que 
se refiere a la finalización del expediente con su aprobación administrativa, 
sino, fundamentalmente, con el realmente estimable, que no es otro que la 
aplicación efectiva de sus determinaciones y el cumplimiento de los fines 
perseguidos con la ordenación propuesta. 
 
 
B. Especial referencia al criterio de sostenibilidad. 
 
El último de los criterios citados, el de sostenibilidad, se configura como el 
principal elemento a ponderar a la hora de establecer en la actividad 
planificadora la valoración de los elementos ambientales, culturales, 
paisajísticos o de cualquier otra naturaleza, que motiven la preservación del 
territorio en el que se localicen de la urbanización y, en su caso, de los usos 
rurales que pudieran alterar de modo improcedente el elemento físico del 
suelo833. Por ello, con arreglo a este criterio, los suelos en los que se 
identifiquen estos valores deberán ser incluidos en un nivel de protección que, 
en todo caso, debe ser más cualificado que el establecido para el suelo común 
o general, definido en sentido contrario como aquel en el que no se identifiquen 
de modo significativo tales valores o elementos. 
 
Para PAREJO ALFONSO834, en referencia a la ordenación territorial en 
general, este criterio se define como la solidaridad colectiva en la utilización de 
los recursos naturales, lo que se traduce en la práctica en su utilización 
prudente y merecedora de la calificación como sostenible. Por lo tanto, se trata 
                                            
833 Vid. AGUADO PUIG, Alfonso (2018, págs. 561 y ss.). 
834 PAREJO ALFONSO, Luciano (2005, pág. 495). 
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de establecer un desarrollo urbanístico equilibrado, sostenible y armonioso, que 
permita, a su vez, alcanzar un crecimiento económico igualmente sostenible, al 
que refieren las normas del Derecho de la Unión Europea con las que sintoniza 
plenamente nuestra Constitución Española de 1978. 
 
Como apunta LEBOREIRO AMARO835 la aplicación del criterio de 
sostenibilidad se contiene en la redacción de la mayoría de los documentos de 
planificación actuales, al estimar su carácter preponderante a la hora de asumir 
los elementos de la nueva ordenación propuesta. Como ejemplo de esta 
realidad, el autor se refiere a la octava Conferencia sobre Investigación Urbana 
y Regional, patrocinada por la Comisión Económica para Europa de las 
Naciones Unidas, celebrada en Madrid el 3 de julio de 1998. En el seno de este 
foro se planteaban dos de los temas de debate centrados en el desarrollo 
sostenible: 
 
● Los conflictos entre las principales tendencias de desarrollo del espacio 
urbano y las exigencias de un desarrollo urbano sostenible, en 
referencia a la planificación del territorio. 
 
● El papel de los diferentes agentes en la formulación e implementación de 
políticas de desarrollo sostenible, en referencia a la gestión del suelo. 
 
Abundando en la importancia de este principio, MORA ALISEDA y JARAÍZ 
CABANILLAS836 afirman que el concepto de desarrollo sostenible se consolida 
y, con ello, se abandona la identificación del crecimiento con el desarrollo o el 
bienestar, a la vez que se amplían y refuerza con esquemas operativos en 
base a una economía ecológica que busca la plena integración de los procesos 
económicos y ecológicos con criterios de eficiencia y equidad. Para ellos, la 
sostenibilidad debe ser considerada como la premisa básica del desarrollo 
sostenible global, pero no lo es todo ni puede convertirse en un fundamento 
                                            
835 LEBOREIRO AMARO, Alberto (1999, pág. 69). 
836 MORA ALISEDA, Julián y JARAÍZ CABANILLAS, Francisco (2011). 
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absoluto, sino en un principio específico que permita conseguir una 
determinada opción social cuyo fin último es definir aquello que realmente se 
quiere hacer sostenible. En último término, el desarrollo sostenible, más que un 
modelo definido o un estado ideal, se presenta como un proceso de cambio y 
transición hacia nuevas formas de producir, consumir y distribuir. Un proceso 
dinámico abierto a las innovaciones, con capacidad de adaptarse a las 
transformaciones estructurales, potenciador del ingenio humano y 
comprometido con la evolución de la vida837. En el mismo sentido, MATA 
OLMO838 acuña la expresión “gestión prudente del territorio”, como criterio 
conductor de la actividad humana y su reflejo en el terreno en el que se realiza, 
que debe imponerse frente a las actitudes anteriores con las que imperaban 
mal uso y desgobierno del territorio que acarreó, tras una corta etapa de 
grandes beneficios privados, un largo periodo de onerosos costes ambientales, 
económicos y sociales. Desgraciadamente, según el propio autor, la realidad 
ha venido a demostrar que lo que resulta insostenible ambientalmente lo es 
también social y económicamente. 
 
En sintonía con esta línea doctrinal, pero desde una posición más orientada a 
los criterios políticos que propugnan la aplicación de la sostenibilidad en la 
ordenación del territorio, TEJEDOR BIELSA839 sostiene que gestionar el uso 
del territorio y, en particular, la ciudad en clave ambientalmente sostenible 
parece ser el eje estructurador de diversas acciones europeas que, en cierto 
modo, están entrando en colisión con el ámbito privativo de los Estados en lo 
urbanístico e inmobiliario. De este modo, la sostenibilidad constituye el primero 
de los grandes ejes de acción de las instituciones de la Unión Europea en lo 
que respecta al urbanismo, disciplina en la que confluye el tratamiento integral 
de la ciudad para la consecución de un medio ambiente urbano adecuado y 
sostenible, por un lado, y su dimensión como elemento central en el dinamismo 
socioeconómico de la Unión y de la política de cohesión, por otro.  
                                            
837 Estos autores realizan un estudio bastante completo de las directrices y políticas 
internacionales sobre desarrollo sostenible y su aplicación a la ordenación territorial. 
838 MATA OLMO, Rafael (2011, pág. 40). 
839 TEJEDOR BIELSA, Julio (2010, pág. 92). 
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Por su parte DEL OLMO ALONSO840 entiende que este criterio califica al 
desarrollo territorial y urbano sostenible como un principio orientador, de tal 
modo que define los objetivos que deben ser realmente prioritarios para los 
poderes públicos para perseguir tres propósitos fundamentales en el momento 
de fijar sus modelos territoriales: en primer lugar, la eficacia de las medidas de 
conservación y mejora de la naturaleza, la flora, la fauna, el patrimonio cultural 
y el paisaje; en segundo lugar, la protección del medio rural y la preservación 
de los valores del suelo necesariamente incompatibles con las necesidades de 
transformación urbanística; y, finalmente, el establecimiento de un medio 
urbano con una eficiente ocupación del suelo, dotado suficientemente de 
servicios e infraestructuras y en el que los usos se combinen e implanten de 
forma funcional. En consecuencia, deberán adoptar las medidas de ordenación 
territorial y urbanística que procedan para asegurar un desarrollo urbanístico 
equilibrado, buscando un modelo territorial que utilice el suelo realmente 
necesario y no consuma indebidamente los recursos del territorio. 
 
La posición preponderante que se atribuye en la actualidad a la sostenibilidad, 
en su condición de criterio prioritario en la labor planificadora del territorio, se 
reafirma con la publicación en el año 2010 del denominado “Libro Blanco de la 
Sostenibilidad en el Planeamiento Urbanístico Español”, elaborado por la 
Dirección General de Arquitectura, Vivienda y Suelo del Ministerio de 
Fomento841, en el que se contienen los criterios de actuación y las medidas a 
implementar por los planificadores para conseguir, según su propia 
introducción un urbanismo capaz de seguir contribuyendo al progreso 
económico, sin olvidar los requerimientos del desarrollo urbano sostenible, es 
decir, entendiendo el suelo, además de cómo un recurso económico, como uno 
de los más valiosos elementos naturales de los que disponemos, y en cuya 
regulación se hace preciso conjugar toda una serie de factores diversos, como 
                                            
840 DEL OLMO ALONSO, Jesús (2010, págs. 267-268). 
841 https://www.fomento.gob.es/arquitectura-vivienda-y-suelo/urbanismo-y-politica-de-
suelo/urbanismo-y-sostenibilidad-urbana/libro-blanco-de-la-sostenibilidad-en-el-planeamiento-
urbanistico-espanol (último acceso, 9 de septiembre de 2018). 
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son el medio ambiente, la calidad de vida, la eficiencia energética, la prestación 
de servicios, la cohesión social, etc.  
 
Del contenido de este libro blanco pueden destacarse los denominados 
“criterios de sostenibilidad”, enunciados como elementos que deberían ser 
considerados para conseguir un planeamiento más sostenible y sobre los que 
existe un consenso técnico bastante amplio, independientemente de las 
obligaciones y afecciones legales derivadas tanto de la legislación como de la 
planificación ambiental sectorial. Estos criterios se formulan a nivel tanto de 
ordenación territorial como urbanística, desarrollando los aspectos que se 
entienden prioritarios a la hora de abordar los procesos de planificación de 
ambos niveles.  
 
 
1. Elementos caracterizadores del criterio de sostenibilidad de carácter 
territorial.  
 
En el ámbito de la ordenación territorial se plantea la verificación de los 
siguientes elementos a la hora de formular los procesos de planificación 
conforme a un modelo sostenible de uso y gestión del suelo rural:    
  
a) Reordenación de los usos agrícolas. No pueden seguir dedicándose 
suelos de alta rentabilidad agrícola a la urbanización, ni reconvertir 
hectáreas de secano a regadío a base de agotar los acuíferos 
subterráneos con consecuencias frecuentemente nefastas para espacios 
protegidos como son los humedales842.  
                                            
842 En este punto se aprecia como el Libro Blanco de la Sostenibilidad en el Planeamiento 
Urbanístico Español parece contradecir la opinión sostenida por una importante parte de la 
doctrina más autorizada que, como se indicó en su momento, mantiene una posición en cierto 
punto reticente a entender que los usos agropecuarios puedan generar la necesidad de 
imponer sobre los suelos en los que se asientan un régimen de especial protección, debido a la 
escasa incidencia porcentual que presenta actualmente el sector primario en la economía 
nacional. No obstante, se puede encontrar una interpretación de este criterio acorde con este 
planteamiento doctrinal, entendiendo que lo pretendido por el Libro Blanco es evitar la pérdida 
de recursos naturales al emplear en desarrollo urbano los suelos que sean más aptos desde un 
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b) Potenciación de la agricultura y ganadería periurbanas de proximidad. La 
mayor parte de las áreas agrícolas tradicionales en torno a nuestras 
ciudades más importantes están desapareciendo a la espera de una 
reclasificación que convierta estos terrenos en suelo susceptible de ser 
transformado urbanísticamente, propiciándose de esta forma un valor 
especulativo que deja en segundo plano su valor de uso como suelo 
agrícola. De nuevo se pone el centro de atención en los usos 
tradicionales del suelo frente a las expectativas de desarrollo 
urbanístico, con lo que se pretende disociar las aptitudes del suelo de 
factores como la proximidad a zonas urbanas, para evitar su 
equiparación en contra de un análisis pormenorizado de cada suelo en 
concreto que sea el que efectivamente determine su destino a medio 
plazo.    
 
c) En determinados casos habría que rentabilizar la vuelta a los usos 
ganaderos tradicionales no estabulados. Un ejemplo muy claro de esta 
pretensión es el de las dehesas, que forman un auténtico ecosistema 
antrópico natural con ventajas muy importantes desde el punto de vista 
de la sostenibilidad del territorio y el aprovechamiento racional de sus 
recursos. 
 
d) La reordenación de los sistemas de distribución y comercialización de 
los productos agrícolas y ganaderos, particularmente en el tramo 
mayorista, con objeto de evitar en la medida de lo posible las 
ineficiencias que conllevan los largos recorridos de los productos. Entre 
otras medidas, se propone para implementar esta reordenación el 
establecimiento de una tasa ecológica en proporción al número de 
kilómetros recorridos por el producto hasta los lugares de venta al por 
menor.  
                                                                                                                                
punto de vista socioeconómico, que serían los menos aptos para otros usos necesarios en el 
ámbito rural como son los agropecuarios.   
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e) Reconversión de áreas agrícolas degradadas en zonas forestales. Todos 
aquellos terrenos abandonados por la agricultura y la ganadería debido 
a su menor productividad normalmente acaban por convertirse en monte 
bajo y, según las circunstancias, con una acusada tendencia a la erosión 
que suele desembocar en la desertificación. Si a todos estos terrenos 
unimos los que actualmente son eriales o están desprovistos de cubierta 
vegetal se comprende la necesidad de las repoblaciones forestales. Con 
esta medida se pretende ampliar el número de espacios naturales a 
costa de los suelos abandonados e improductivos, con la evidente 
intención de desincentivar su destino a usos urbanos al no apreciar 
sobre los mismos valores dignos de protección específica.   
 
f) Dificultar el uso del territorio dedicado al turismo basado en su consumo. 
De los muchos tipos de turismo que se pueden producir en la sociedad 
actual, aquellos basados en el contacto con una naturaleza que cuente 
con determinados valores no antrópicos son los más difíciles de 
gestionar, sobre todo porque resulta imprescindible mantener estos 
valores para hacerlo sostenible. En general, la capacidad de carga del 
territorio para un uso de este tipo es muy baja y nunca el turismo de 
naturaleza debería ser la base económica de una región, sino funcionar 
como una renta complementaria.  
 
Esta medida conlleva la necesidad de dotar a las zonas afectadas por 
espacios naturales de alto nivel de protección de recursos alternativos, 
que permitan diversificar su economía y garantizar la permanencia de la 
población, debido a que una zona despoblada es tan desaconsejable 
como un uso no adecuado de los recursos de los espacios protegidos. 
 
A estos elementos, que vienen a conformar el proceso de verificación de la 
aplicación de la sostenibilidad en la planificación territorial, debemos añadir con 
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GURRUTXAGA SAN VICENTE y LOZANO VALENCIA843 el relativo a la 
necesidad de mantener y, en su caso, restaurar, la capacidad del territorio para 
dar soporte a los intercambios bióticos dificultados por las alteraciones 
derivadas de los usos del suelo. Esta realidad, ya apuntada anteriormente en el 
presente trabajo, determina que una de las principales líneas de actuación en 
materia de conservación y regeneración del suelo consiste en definir y aplicar 
criterios de conservación de la conectividad ecológica dentro y fuera de las 
áreas protegidas. Fruto de esta preocupación ascendente es el desarrollo que 
figuras como los corredores ecológicos o biológicos están teniendo en los 
instrumentos de planificación territorial formulados en fechas recientes. 
 
Como conclusión puede apuntarse que, como ya indicaba VELOSO PUIG844, la 
clave de la correcta ordenación territorial se encuentra en la racionalidad de 
sus determinaciones, de tal modo que el parámetro ambiental sea el elemento 
integrador y orientador de la planificación del territorio, con el objetivo de 
armonizar la introducción de los necesarios elementos impulsores del 
desarrollo social, manteniendo los valores naturales merecedores de un 
tratamiento singular.  
 
 
2. Elementos de carácter urbanístico.  
 
En el ámbito estrictamente urbanístico, el Libro Blanco de la Sostenibilidad en 
el Planeamiento Urbanístico Español del Ministerio de Fomento hace referencia 
a los siguientes planteamientos: 
 
a) Reducir significativamente el consumo de suelo. Como afirma el propio 
documento, existen varios trabajos que constatan el creciente consumo 
de suelo urbano por habitante. Además, este aumento del consumo del 
suelo no sólo se produce por el aumento de la superficie edificada 
                                            
843 GURRUTXAGA SAN VICENTE, Mikel y LOZANO VALENCIA, Pedro J. (2007, pág. 76). 
844 VELOSO PUIG, Enrique (1979, pág. 50). 
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destinada a vivienda o a la construcción de locales, ya que deriva 
básicamente por el aumento de la superficie urbanizada necesaria para 
dar servicios a estas zonas residenciales, particularmente por las 
infraestructuras y sistemas generales precisos para la dotación de la 
población.  
 
En general, se afirma que parte de la causa está en que la mayor parte 
de los equipamientos e infraestructuras están sobredimensionados y con 
una deficiente localización, requiriendo la implementación de medidas 
que permitan maximizar su nivel de utilización frente a la generación de 
nuevos espacios que aumenten la trama urbana sin una utilidad 
acreditada.  
 
b) Evitar la dispersión. La actual configuración urbana, basada en esparcir 
la ciudad por el territorio y hacerla posible sólo gracias a medios 
privados de locomoción resulta nefasta desde el punto de vista de la 
racionalidad. Los largos desplazamientos en kilómetros (no 
necesariamente en tiempo) entre la residencia, el trabajo, el comercio o 
el ocio, impiden realizarlos andando o en bicicleta, lo que supone un 
mayor consumo de energía, mayor contaminación, utilización de más 
suelo y mayor segregación social y espacial.  
 
Para conseguirlo se propone cambiar el tipo de planeamiento en el 
sentido de imponer limitaciones en la definición de los usos del suelo, 
tendiendo a un modelo de desarrollo mucho más ejecutivo, que 
implicaría un conocimiento continuo del medio y su evolución, a través 
de una serie de indicadores pactados por la población y un observatorio 
permanente.  
 
c) Complejizar las áreas urbanizadas. Conseguir ciudades complejas frente 
a unidades fragmentadas con el actual sistema de estándares es difícil, 
pero se puede intentar incrementando tanto las interacciones como la 
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variedad de los elementos precisos para la dotación de servicios a la 
comunidad.  
 
d) Controlar los estándares y densidades. Una de las tradiciones más 
interiorizadas en el planeamiento español es la de los estándares. A lo 
largo de la historia del urbanismo y la planificación urbana se ha ido 
creando una tendencia que trata por todos los medios de asegurar los 
espacios colectivos en los nuevos ámbitos de desarrollo urbanizador.  
 
Sin embargo, se afirma que se ha llegado a un punto en el cual la 
fijación de límites genéricos ha conducido a perversiones, llegándose así 
al dimensionamiento de espacios e infraestructuras inadecuadas e 
infrautilizados. Ya existen algunos planes o leyes urbanísticas de 
Comunidades Autónomas donde se incluyen densidades máximas y 
mínimas que posibilitan la rentabilidad de infraestructuras básicas de 
transporte colectivo, o que permiten la instalación de dotaciones con un 
uso suficiente, por poner algunos ejemplos. Es imprescindible contar con 
servicios e infraestructuras dimensionados para que el ciudadano pueda 
desarrollar sus capacidades, pero también que no se desperdicien ni 
suelo ni recursos. Por tanto, en la mayoría de los casos será necesario 
que estándares y densidades cuenten con una horquilla de valores y no 
exclusivamente con uno de mínimos como hasta el momento.  
 
e) Fomentar la rehabilitación. La puesta en carga de la ciudad existente 
debería ser un objetivo prioritario a conseguir. Para ello resulta 
imprescindible adaptarla para mejorar sus condiciones de habitabilidad 
mediante la potenciación de sus posibilidades mediante un sistema 
basado en la eficiencia. 
 
f) Renovar partes de la ciudad, al contrario de lo anterior, en los casos en 
los que la rehabilitación no sea la solución más adecuada. 
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g) Favorecer las medidas de optimización del nivel de ocupación de las 
zonas urbanas, con el objetivo no depender de nuevas zonas de 
expansión para poder acoger a los posibles nuevos residentes de los 
entornos urbanos.  
 
h) Diseñar con criterios bioclimáticos. Éste es un criterio realmente 
importante para conseguir ciudades más eficientes. No solamente 
porque el planeta no soporta el continuo despilfarro que se produce de 
sus recursos sino porque, además, está demostrado que el ser humano 
responde mejor a elementos construidos de acuerdo con el ambiente en 
el que están situados, que ante aquellos otros que se establecen como 
un elemento extraño a ese ambiente. Y, por supuesto, además, por 
simples criterios de higiene urbana contrastados y puestos en práctica a 
raíz de los problemas creados por la ciudad de la Revolución Industrial. 
Esta exigencia ya se está produciendo tanto en el ámbito nacional, como 
en el autonómico e, incluso, en el local. La aprobación del Código 
Técnico de la Edificación o de Ordenanzas Bioclimáticas en diferentes 
Ayuntamientos repartidos por toda la geografía nacional. 
 
 
3. Aplicación práctica del principio de sostenibilidad territorial. 
 
La aplicación práctica de estos postulados en pro de la sostenibilidad territorial 
y urbanística se ha venido apreciando de forma progresiva, como sostienen 
CALDERÓN CALDERÓN y GARCÍA CUESTA845 analizando la paulatina 
penetración de los criterios de sostenibilidad en los diferentes instrumentos de 
planificación, sobre todo a raíz de su incorporación a la normativa estatal en la 
legislación de suelo de 2007 (hoy refundida en el TRLS2015)846.  
                                            
845 CALDERÓN CALDERÓN, Basilio y GARCÍA CUESTA, José Luis (2017). 
846 En concreto, el artículo 20.1.a) de la citada norma dispone:  
1. Para hacer efectivos los principios y los derechos y deberes enunciados en el título 
preliminar y en el título I, respectivamente, las Administraciones Públicas, y en particular las 
competentes en materia de ordenación territorial y urbanística, deberán: 
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En concreto, los citados autores recogen la validación jurisprudencial de esta 
consideración legal de la sostenibilidad en el desarrollo urbanístico, tomando 
como ejemplo la corriente interpretativa actual por la que se exige que la 
transformación de nuevo suelo rústico en urbano mediante la promoción de la 
correspondiente urbanización venga precedida de la suficiente acreditación de 
la demanda de los usos proyectados, negando en sentido contrario la validez a 
la propuesta847. 
 
Como afirmación de esta última consideración, es destacable por su rotundidad 
la STSJ de la Comunidad de Madrid de 15 de diciembre de 2017 (Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 1130/2015. Ponente FERNÁNDEZ 
GARCÍA, ECLI:ES:TSJM:2017:12988), en la que se sostiene la necesidad de 
adaptar las medidas de ordenación propuestas en los instrumentos de 
planificación al principio de desarrollo sostenible, incorporando su 
consideración a modo de criterio orientador de la racionalidad del ius variandi 
de la potestad administrativa de planificación.  
                                                                                                                                
a) Atribuir en la ordenación territorial y urbanística un destino que comporte o posibilite el paso 
de la situación de suelo rural a la de suelo urbanizado, mediante la urbanización, al suelo 
preciso para satisfacer las necesidades que lo justifiquen, impedir la especulación con él y 
preservar de la urbanización al resto del suelo rural. 
847 En concreto, los autores citados señalan expresamente: “En efecto, una sentencia del 20 de 
septiembre de 2013 de la Sala Contencioso-Administrativa del Tribunal Superior de Justicia de 
Castilla y León (TSJCyL) anuló la 6ª modificación del Plan General de Ordenación Urbana, que 
aprobó el pleno del Ayuntamiento de Ávila en febrero de 2010 y que aprobó definitivamente 
mediante Orden FOM/599/2011 de la Consejería de Fomento de la Junta de Castilla y León 
que recalificaba cerca de un millón de metros cuadrados de suelo en la zona este de la ciudad, 
hacia el complejo de ocio “Naturávila”, con capacidad para 4.000 viviendas. La sentencia afirma 
que “no se comprende cuál puede ser la justificación de la modificación en un municipio con 
excedente de viviendas que no ha ejecutado las previstas en el planeamiento vigente y cuyas 
previsiones no tienen respaldo en un posible incremento poblacional”. Por ello, la modificación 
“impugnada no se ajusta a los principios de desarrollo sostenible al no justificar suficientemente 
los nuevos desarrollos urbanos que propone, una vez descartada la necesidad de incrementar 
el número de viviendas, rompiéndose además el modelo de ciudad compacta”. Dicha sentencia 
fue recurrida por el Ayuntamiento de Ávila ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Supremo, quien la desestima en Sentencia de 18 de junio de 2015. Baste señalar a 
este respecto que la jurisprudencia impuesta por ambas sentencias implica, de facto, que la 
transformación de nuevo suelo rústico en urbano mediante la promoción de la correspondiente 
urbanización no sería posible hasta que no se reactive la demanda de vivienda en una ciudad. 
(…) Dicho de otra manera, el argumento de la falta de demanda puede ser en parte impreciso, 
ya que no se trata de la existencia o no de demanda de vivienda o de su entidad, en realidad lo 
que no existe en la segunda década del siglo XXI es demanda solvente, de forma que, hasta 
que ésta no se vuelva a acreditar, no será posible –por lógica– justificar la transformación de 
ningún tipo de suelo con destino residencial”.    
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A la misma conclusión llega la STS de 1 de junio de 2016 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 
1174/2015. Ponente NAVARRO SANCHÍS, ECLI: ES:TS:2016:2480), en la que 
se afirma que la normativa ha ido estableciendo de forma progresiva límites a 
la discrecionalidad del ejercicio de la potestad de planeamiento, por los que 
debe subordinarse no sólo a la consecución del interés general, 
abstractamente considerado, sino a principios generales de necesaria 
observancia, manifestados en el principio de desarrollo territorial y urbano 
sostenible.  
 
Por todo ello, afirma el Alto Tribunal, la jurisprudencia se ha hecho eco de tales 
principios jurídicos y los ha proyectado sobre casos concretos en que la 
solución ofrecida por el planificador se alejaba de forma evidente de las 
necesidades urbanísticas, determinado como idóneo el control jurisdiccional 
sobre el recto ejercicio de las facultades discrecionales en el propio y estricto 
ámbito de éstas, enderezado a descartar las decisiones administrativas que, 
aun formalmente amparadas en el citado ius variandi, hayan conducido a 
soluciones irracionales, irrealizables o injustificadas. 
 
Con todo JORDANO FRAGA848 expone que la doctrina jurisprudencial que 
consagra como modelo constitucional el desarrollo sostenible contrasta con la 
progresiva afirmación de la prevalencia del bien jurídico medio ambiente en el 
Derecho Ambiental de la Unión Europea y en la doctrina del TJUE. De este 
modo, como afirma el propio autor, se ha optado por una vía intermedia a la 
que denomina como “desarrollo ecológico”, en la cual no se descarta en 
determinados supuestos la constitucionalidad de la prevalencia del bien jurídico 
ambiental sobre el desarrollo de determinadas actividades económicas, incluso. 
en los casos en que el ejercicio de éstas sea incompatible con los objetivos de 
preservación del medio ambiente. 
                                            
848 JORDANO FRAGA, Jesús (2008, pág. 72). En este artículo el autor realiza una 
aproximación al concepto de desarrollo sostenible, a través de su configuración por la 
Jurisprudencia del Tribunal Constitucional, del Tribunal Supremo y del Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea.  
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Con referencia expresa al suelo rural, objeto de nuestro trabajo, cabe indicar 
que en el momento de considerar un territorio en su conjunto, con la finalidad 
de identificar sobre el mismo las zonas o localizaciones de ámbitos que 
requieran un régimen de protección suplementario al general, la doctrina más 
autorizada sobre la materia entiende que el elemento definidor de esta tarea 
debe ser precisamente la sostenibilidad, entendida como medida del resultado 
de la interacción del hombre sobre el territorio en el que extiende su influencia. 
Siguiendo en este punto a GÓMEZ OREA y GÓMEZ VILLARINO849, podemos 
destacar que la actividad generada sobre un concreto territorio debe permitir el 
mantenimiento de la realidad física del suelo rural (en mayor o menor medida, 
en función del uso concreto del suelo) y, en definitiva, de sus valores naturales 
inherentes. La metodología de aplicación de esta sostenibilidad se basa en el 
estudio de la propia huella que deja la actividad humana sobre el territorio, en 
función de los elementos que se introducen en el entorno, el producto generado 
y la propia realidad física del terreno, como receptor final de los resultados de 
la actividad desarrollada.  
 
Las conclusiones de este estudio deben acreditar si sobre un determinado 
territorio una concreta actividad humana, o un conjunto de las mismas, pueden 
poner en peligro el mantenimiento de los valores naturales (o, en su caso, 
antrópicos) que es necesario preservar. De este modo, una menor 
cuantificación de la sostenibilidad de un terreno en situación rural supondrá la 
necesidad de incluir el mismo en un régimen de protección singularizado y 
suplementario, frente a los suelos que toleren una mayor interacción humana, 
que quedarán sometidos al régimen general que el planeamiento configure 
para el suelo susceptible de transformación urbanística.  
 
El resultado obtenido en este proceso de evaluación, medido en parámetros de 
sostenibilidad del suelo, puede derivar del estudio de un concreto elemento o 
valor del suelo o, en su caso, de la concurrencia de varios de ellos, lo que 
                                            
849 GÓMEZ OREA, Domingo y GÓMEZ VILLARINO, Alejandro (2013). 
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dependerá tanto de la realidad física del suelo como de los valores del mismo 
que se entiendan objeto de especial consideración tal y como han sido 
analizados anteriormente.  
 
A su vez, es muy probable que una evaluación completa de un territorio 
requiera un análisis independiente de cada uso concreto que se someta a 
estudio, ya sea para determinar la inclusión del suelo en un régimen de 
especial protección o su calificación como suelo rural genérico, como para 
definir el elenco de usos autorizables dentro del propio régimen de protección 
asignado al territorio analizado.  
 
 
C. Los diferentes ámbitos de evaluación de la sostenibilidad del territorio. 
 
De acuerdo con lo anterior, de entre los concretos ámbitos de evaluación y 
análisis territorial que pudieran utilizarse en un proceso de diagnóstico de 
sostenibilidad, con respecto a los valores y elementos presentes en un enclave 
delimitado, podemos destacar los siguientes: 
 
a) Evaluación en función de la utilización de los recursos naturales. Este 
modo de evaluación de la sostenibilidad de un concreto suelo rural 
deriva de los efectos de uso de los recursos naturales presentes en el 
mismo, en función de su posible agotamiento o degradación. Sobre este 
asunto, cabe destacar que los recursos naturales pueden ser de dos 
tipos fundamentales, en función de su posible renovación o, por el 
contrario, de que su uso conlleve su agotamiento.  
 
En el caso del primero de ellos, el criterio de sostenibilidad de cada 
actividad a considerar dependerá de la capacidad de respeto de la tasa 
o umbral de renovación del recurso en concreto, lo que determinará la 
tolerancia de ese uso en el territorio e, incluso, en qué situación 
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coyuntural puede ser limitado o excluido850. En el segundo de los tipos 
de recursos, los que se consideran como no susceptibles de renovación, 
la sostenibilidad dependerá de la ponderación del interés 
socioeconómico de su explotación, en función tanto de su agotamiento 
futuro como del impacto que sobre el soporte físico del terreno suponga 
la propia actividad receptora de los recursos851.  
 
En definitiva, la evaluación de este criterio debe determinar la 
susceptibilidad de un territorio de mantener usos consumidores de 
recursos naturales y, en su caso, el nivel de intensidad de los mismos 
que, en cada caso concreto, pueda considerarse como ambientalmente 
sostenible. 
 
b) Evaluación en función de la capacidad de soporte del territorio. El 
segundo de los métodos de evaluación al que se suele hacer referencia, 
es el que se centra en el propio elemento material del terreno y sus 
condiciones físicas para sustentar actividades humanas.  
 
Conforme a este criterio, el criterio de sostenibilidad vendrá dado por la 
posibilidad material de sostener usos en función de los parámetros de 
aptitud e impacto. El primero determina las propias condiciones del suelo 
para albergar usos estudiando la posible incidencia de riesgos naturales 
que incidan en los mismos (orografía, erosión, movimientos del suelo, 
etc.). El segundo de los parámetros, el impacto, se considera como la 
huella que sobre el terreno impregne el establecimiento de una concreta 
actividad.  
 
                                            
850 Por ejemplo, en el caso de los usos agrarios que demanden agua de los acuíferos 
subterráneos, sobre los que deben respetar su tasa de renovación o recarga y, de este modo, 
evitar su sobreexplotación. 
851 Así puede suceder en el supuesto de zonas con presencia de recursos de este tipo en el 
suelo o subsuelo, en los que se deberá ponderar la afección al terreno de las actividades 
extractivas de los mismos (como las explotaciones mineras o de hidrocarburos) y las 
consecuencias para el entorno que puede provocar su agotamiento. 
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Por lo tanto, la sostenibilidad bajo este criterio se determinará en función 
de la capacidad física de un territorio de tolerar usos urbanísticos, 
dependiendo de su propia realidad material y del impacto que éstos 
pudieran generar sobre el mismo. 
 
c) Evaluación en función de los vectores ambientales. Este tercer método 
de estudio de sostenibilidad de un territorio pone su punto de atención 
en la recepción del medio físico de los denominados efluentes, 
entendidos como elementos producidos por la actividad desarrollada, 
que no son útiles para la misma y que, en la mayoría de los casos, 
presentan aspectos perniciosos para el entorno.  
 
Estos efluentes pueden ser emisiones gaseosas, vertidos líquidos, 
residuos sólidos, o cualquier otro tipo de subproducto que pueda 
condicionar los valores naturales (o del resto de tipos anteriormente 
analizados) presentes en un suelo determinado, pudiendo comprometer 
seriamente su conservación. Ante ello, la evaluación de este criterio de 
sostenibilidad vendrá determinada por la mayor o menor capacidad de 
asimilación del suelo de estos efluentes, o dicho de otro modo, el grado 
de incidencia que sobre un determinado terreno pueden tener los 
agentes contaminantes que generen los usos sometidos a estudio852. 
 
La conjunción de estos criterios de evaluación de sostenibilidad, junto con los 
adicionales que pudieran igualmente formularse, debe motivar la disposición de 
protección de los suelos rurales que el concreto instrumento de planificación 
determine, en función de la determinación de la mayor o menor adaptación del 
suelo a los distintos usos y la capacidad de preservar los valores específicos 
que le confieren una especial singularidad. Con arreglo a esta premisa, la 
actuación planificadora deberá proceder de forma similar a la de un análisis 
                                            
852 A modo de ejemplo, el mayor o menor grado de incidencia de la contaminación producida 
por los usos autorizables en un territorio se determinará en función de la capacidad de 
dispersión o dilución que éste presente sobre los efluentes que reciba, evitando en este caso la 
permanencia de la contaminación en el entorno. 
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DAFO853, estableciendo prioridades en función de la importancia que presenten 
los valores y recursos a proteger frente a los usos potencialmente autorizables 
en el territorio y, en muchos de los casos, la incidencia socioeconómica que 
éstos representen en el entorno.  
 
Como acertadamente indica SERRANO RODRÍGUEZ854, la situación en 
España exige soluciones centradas en la sostenibilidad económica y ambiental 
a largo plazo, promoviendo un urbanismo y una ordenación del territorio que, 
ante la situación de crisis global, planteen salidas que exigen importantes 
cambios estructurales. No se puede olvidar en este sentido que los procesos 
de planificación (y las decisiones políticas que implican) tienen efectos muy 
sustanciales sobre el territorio, la economía, los ecosistemas y recursos 
naturales que constituyen uno de los principales valores patrimoniales de este 
país y que tienen una gran perdurabilidad en el tiempo, porque son muy 
difíciles y costosos de modificar o corregir en la mayoría de las ocasiones, lo 
que aumenta exponencialmente la necesidad de adoptar decisiones adecuadas 




D. La verificación de los procesos de evaluación de la sostenibilidad del 
territorio. 
 
Las consideraciones teóricas expuestas anteriormente deben tener reflejo 
práctico en la actividad administrativa de planificación, fundamentando las 
decisiones que se adopten en las determinaciones de los diferentes 
instrumentos de ordenación que incidan en la consideración del suelo rural, ya 
sea en planes de ordenación del territorio, de ordenación urbanística o, en su 
caso, en otros instrumentos de naturaleza sectorial que puedan provocar la 
                                            
853 Estudio de las debilidades (D), amenazas (A), fortalezas (F) y oportunidades (O), que suele 
proponerse como medio de estudio de una determinada actuación, por el que dependiendo de 
la preponderancia de los ámbitos favorables o desfavorables, sustentará la decisión relativa a 
su puesta en marcha o, en otro caso, su desestimación.  
854 SERRANO RODRÍGUEZ, Antonio (2012, pág. 45). 
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exclusión de ámbitos concretos de suelo del proceso urbanizador, como es el 
caso de los Planes de Ordenación de los Recursos Naturales (PORN), cuyas 
determinaciones vinculan al resto de instrumentos de planificación en cuanto a 
la protección de los suelos incluidos en su ámbito. 
 
En consecuencia con lo anterior, en los diferentes instrumentos que analicemos 
debemos encontrar los medios concretos en los que se plasmen las diferentes 
evaluaciones que se hayan realizado por los diferentes poderes planificadores 
actuantes, estudiando tanto la memoria justificativa de los criterios utilizados en 
la evaluación y de las decisiones adoptadas conforme a los resultados 
obtenidos, la delimitación gráfica de los sectores incluidos en los sectores 
protegidos y, finalmente, las medidas restrictivas concretas en las que se 
plasma este el régimen de especial protección adoptado conforme a las 
propuestas de ordenación formuladas. 
 
En concreto, desde un punto de vista estrictamente ambiental, la delimitación 
de los suelos incluidos en la especial protección por planificación requerirá su 
justificación invocando los excepcionales valores ambientales a preservar de la 
urbanización, en primer lugar y, dentro de esta consideración, del resto de usos 
normalmente autorizables en suelo no urbanizable que los pudieran degradar o 
alterar. A su vez, podemos encontrar propuestas de conservación activa que 
sugieran o impongan medidas regenerativas del entorno y que deben 
incorporarse como obligaciones del titular de los terrenos afectados.  
 
Si, por el contrario, el régimen de especial protección deriva de otro tipo de 
valores no estrictamente ambientales, como son los patrimoniales, culturales, 
agropecuarios, turísticos, etc., el instrumento de planificación deberá contener 
determinaciones añadidas a las anteriores, en función de los elementos 
requeridos para su puesta en valor, conservación y, en su caso, explotación, 
con lo que se conformará el régimen jurídico singularizado atribuido a cada tipo 
concreto de suelo protegido. 
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Como afirma VELOSO PUIG855 los procesos de verificación de la sostenibilidad 
territorial deben incardinarse en dos momentos sucesivos, el primero ex ante y 
el segundo, ex post, que jalonan a aquel otro en el que se adopta la decisión 
sobre el uso o emplazamiento analizado. De este modo, en el momento que 
precede a la determinación de localizaciones el planeamiento ambiental habrá 
de proveer a la definición y protección de la riqueza ambiental existente 
(inventarios, catálogos, áreas circundantes de prevención, lugares 
preservados, espacios protegidos, etc.), así como a la proscripción de toda 
posible agresión frente a aquella riqueza. Por su parte, en el momento que 
sigue a la localización territorial, la consideración de los presupuestos 
ambientales se resolverá a modo de crítica permisiva o disuasoria acerca de tal 
localización. 
 
Aparte de la concurrencia de especiales valores ambientales o patrimoniales, 
en este punto merece una mención especial dos tipos concretos de elementos 
determinantes de la inclusión de un suelo no urbanizable en el régimen de 
especial protección por planificación territorial o urbanística, derivados de la 
acreditación de la presencia en el territorio de riesgos naturales o tecnológicos 
y, desde otro punto de vista, por la necesidad de preservar los espacios 
agrarios en zonas concretas del término municipal. En ambos casos, cuyas 
circunstancias específicas han sido objeto de tratamiento junto con el resto de 
valores y condiciones determinantes de la especial protección, podemos 
destacar una acreditación razonada de la necesidad de protección del suelo, 
derivada de percepciones diferentes pero que presentan una nota común de 
singularidad que es, cuanto menos, destacable. 
 
En el primero de los casos, la justificación de la necesidad de preservación del 
suelo deriva de la previa evaluación del mismo como soporte físico de 
actividades humanas, con la conclusión de su declaración como no apto para 
los usos que, en ausencia de riesgos naturales o antrópicos previsibles, 
pudieran ser autorizables. Por lo tanto, se ha declarar como no apto para el 
                                            
855 VELOSO PUIG, Enrique (1980, pág. 9). 
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soporte material de usos localizables en suelo no urbanizable (de todos o de 
algunos de ellos), fundamentando la decisión en los concretos riesgos que 
queden acreditados en los informes incorporados al efecto, delimitando 
concretamente la localización del suelo y de sus márgenes de protección de 
seguridad.  
 
En segundo lugar, merece ser destacado el régimen de protección del suelo 
agropecuario, ya que la tradicional utilización del suelo no urbanizable (y el 
propio urbanizable mientras no se inicie su proceso de transformación) en 
principio hace que todo suelo rural (especialmente protegido o no) se encuentre 
habilitado para este uso de forma natural, salvo que el concreto régimen 
aplicable lo excluya expresamente. No obstante, existen situaciones en la 
práctica que han requerido la inclusión de suelos no urbanizables destinados 
eminentemente a la producción agraria en un régimen de especial protección, 
fundamentados en la conveniencia de proteger expresamente las zonas 
cultivables en función de la importancia de su producción, el carácter social o 
ambiental de las explotaciones concretas o la intención de evitar la proliferación 
de cultivos no autóctonos o tradicionales de la zona concreta856. Con arreglo a 
estos criterios, el concreto régimen de protección de la zona vendrá a 
establecer de forma indubitada las condiciones de cultivo autorizadas, las 
posibilidades de alteración o cambio en los mismos y, en su caso, las medidas 
de mantenimiento de los recursos naturales precisos para la optimización de su 
rendimiento (que normalmente conllevarán la búsqueda de alternativas 
ecológicas)857. 
 
En conclusión, cabe añadir que la práctica administrativa planificadora deberá 
justificar la inclusión del suelo delimitado como de especial protección así como 
                                            
856 Independientemente de esta argumentación, es preciso también a colación la postura 
adoptada por parte de la doctrina más autorizada, a la que se hizo referencia al tratar de forma 
singularizada los valores a proteger en el suelo rural, que entiende que la escasa entidad que 
presenta actualmente en España la producción agraria no justifica que los suelos en los que se 
asientan explotaciones de esta naturaleza sean considerados como susceptibles de especial 
protección, salvo que en los mismos puedan apreciarse otros valores concurrentes. 
857 Sobre esta cuestión puede acudirse a la obra de MORÁN ALONSO, Nerea; SIMÓN ROJO, 
Marian y ZAZO MORATALLA, Ana (2012).  
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el concreto régimen establecido al efecto, sobre la base de las evaluaciones de 
sostenibilidad a las que se ha hecho referencia anteriormente y que, en su 
conjunto, deberán sustentar las decisiones adoptadas, sobre todo en las 
cuestiones relativas a las limitaciones de los usos establecidos sobre el suelo 
rural general no incluido en dichos regímenes restrictivos. 
 
La jurisprudencia más reciente ha abordado este asunto, llegando a la 
conclusión de que la actuación planificadora deriva directamente de las 
potestades públicas que atribuye la normativa vigente a las diferentes 
Administraciones Públicas, encontrando su límite en la correcta y suficiente 
justificación de las decisiones adoptadas en cada caso. A modo de ejemplo, 
sobre el caso concreto de la posibilidad de identificar suelo protegido por la 
ordenación territorial, podemos citar la STSJ de Andalucía, de 21 de enero de 
2013 (Sede de Málaga, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 
958/2009. Ponente BAENA DE TENA, EDJ 2013/121250), en cuyo FD 5º se 
dispone literalmente:  
 
“Como tiene reiteradamente declarado esta Sala, la potestad 
administrativa de planeamiento comprende el de su reforma porque la 
naturaleza normativa de los planes y la propia necesidad de adaptarlos 
a las exigencias del interés público, justifican sobradamente el “ius 
variandi” reconocido a la Administración. Ello puede plantear el 
problema de la situación de los propietarios ante la modificación del 
planeamiento, puesto que los Planes perfilan la ordenación territorial en 
atención a las demandas del interés público, siendo de notar que tal 
ordenación delimita, a su vez, el derecho de propiedad, al implicar de 
modo directo la clasificación y calificación del suelo al estatuto jurídico 
de la propiedad. Este carácter estatutario de la propiedad inmobiliaria 
determina que el contenido y modalidades de la misma habrán de ser 
emanados de la ordenación urbanística, cuya variación o modificación 
no puede ser obstaculizada por los derechos de los propietarios, 
aunque, en su caso, puedan dar origen a indemnización. Tal "ius 
variandi", aparece caracterizado por la discrecionalidad en su 
determinación, aunque ésta en ningún caso puede ser producto de la 
arbitrariedad, art. 9.3 de la Constitución, estando sometida tal 
clasificación a las exigencias de racionalidad en estrecha conexión con 
el interés público…”.  
 
En el mismo sentido, la STSJ de Andalucía de 5 de junio de 2014 (Sede de 
Sevilla, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 2ª, rec. 1344/2004. 
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Ponente ARENAS IBÁÑEZ, EDJ 2014/141300), al considerar el recurso 
interpuesto frente el Decreto 462/2004, de 27 de Julio, del Consejo de 
Gobierno de la Junta de Andalucía, por el que se aprueba el Plan de 
Ordenación del Territorio de la Bahía de Cádiz y se crea su Comisión de 
Seguimiento, estima en su FD 9º que los motivos de orden ambiental y 
paisajístico dados para la catalogación y protección de las zonas protegidas y 
las directrices de uso sobre las mismas, se encuentran debidamente 
explicitadas y obedecen a razones de interés público. 
 
No obstante, como expone GÓMEZ FERNÁNDEZ858 esta justificación en la 
actuación planificadora de la Administración sobre el suelo protegido también 
se requiere en los supuestos en los que se determine la supresión de esta 
condición en terrenos que, conforme a la nueva ordenación propuesta, deban 
pasar a formar parte del suelo rural común o, incluso, de ámbitos de futuros 
desarrollos urbanizadores. Esta posibilidad, derivada igualmente de la 
aplicación del ius variandi de la Administración en la realización de la función 
planificadora del territorio, requiere un plus de motivación y en su formulación, 
debido a que debe acredita la concurrencia de alguno de los supuestos de no 
aplicación del principio de no regresión al que hemos hecho referencia 
anteriormente, y que pueden sintetizarse en la concurrencia de un interés 
público prevalente y, por otra parte, en su acreditada justificación, sobre todo 
en los supuestos en los que se alegue la pérdida de los valores o 
condicionantes por los que en su día se protegió especialmente el terreno 
afectado. 
 
En definitiva, como indican las resoluciones judiciales reproducidas, uno de los 
aspectos principales de la actividad planificadora del territorio es el de la 
protección de los valores del suelo en el que se identifican, lo que supone el 
ejercicio de una competencia fundamental atribuida legalmente a las 
Administraciones Públicas y que, con su correcto desarrollo, tiende a cumplir 
una de las demandas de mayor interés general y calado social en la actualidad, 
                                            
858 GÓMEZ FERNÁNDEZ, Diego (2016). 
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lo que no es óbice para que sus determinaciones se adopten con total pulcritud 
y respeto a los derechos de los ciudadanos a los que afecten con mayor 
incidencia. Como hemos analizado, esta posibilidad requiere como premisa 
fundamental la suficiente y coherente justificación de las decisiones adoptadas. 
 
Como expresamente señala ALMENAR MUÑOZ859  la jurisprudencia afirma 
que la ordenación del territorio y el urbanismo deben responder a los 
requerimientos de un desarrollo sostenible, minimizando los impactos de los 
crecimientos urbanos y apostando por la regeneración de la ciudad existente, 
como medios para no consumir nuevos recursos de suelo rural no demandado 
o inadecuado para su desarrollo. Por ello, no puede escindirse el tratamiento 
del suelo del medio ambiente, debiendo ser sostenible para no perjudicar a 
éste. Esta realidad, a juicio de esta autora, determina que el desarrollo 
sostenible se erige en el fin último a conseguir en la nueva perspectiva 
ambiental que se otorga al suelo en su vertiente urbanística y territorial. 
 
 
VI. FASES DEL PROCESO DE PLANIFICACIÓN. 
 
Aparte de la definición de los criterios y principios destacados en el punto 
anterior, es necesario establecer un protocolo de ejecución del proceso de 
planificación, debido a que su carácter complejo y multidisciplinar requerirá la 
implementación de sucesivas fases o estados de ejecución, que requerirán en 
cada caso de la participación de personas y entidades de diferente perfil 
técnico. Con arreglo a esta premisa, la elaboración de un instrumento de 
planificación resulta una suerte de evolución de la consideración de un 
territorio, que parte de su realidad actual (ser) y pretende determinar su más 
correcta proyección a corto y medio plazo (deber ser), ya sea con el carácter 
general y transversal que le otorga la ordenación territorial o, en su caso, 
limitado a su ámbito urbanístico. 
 
                                            
859 ALMENAR MUÑOZ, Mercedes (2018, pág. 131). 
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Como señalan RICO AMORÓS y OLCINA CANTOS860, la culminación de las 
fases de todo proceso de planificación debe conducir a la superación de los 
problemas sectoriales (o generales) planteados, mediante un análisis 
geográfico integrado y un enfoque global del ámbito territorial sujeto a 
ordenación, que ofrezca soluciones y alternativas operativas para la 
optimización y mejor gestión de los recursos naturales, productivos y humanos 
de la zona. Dentro de este proceso indudablemente debe considerarse como 
parte fundamental la protección de los entornos en los que existan elementos y 
valores que requieran su preservación, como ingrediente esencial de toda 
propuesta de progreso económico y social sostenible.  
 
Desde el punto de vista de la ordenación territorial, PÉREZ ANDRÉS afirma 
que el proceso planificador requiere un procedimiento que permita la 
coordinación de todas las competencias administrativas sobre el territorio, y 
posibilite hacer valer en la fase de elaboración del planeamiento todos los 
intereses públicos y privados implicados, tanto los que se consideren 
prioritarios como los que se entiendan secundarios de los anteriores861. Esta 
ponderación de intereses concurrentes afecta a todas las partes o ámbitos que 
puedan distinguirse en un proceso de esta naturaleza, entre las que se 
encuentra la consideración del suelo rural y su clasificación a efectos de 
protección de su entidad material. 
 
Entrando a considerar las distintas fases del proceso planificador, desde un 
punto de vista eminentemente descriptivo podemos distinguir las siguientes862: 
 
a) Descripción del entorno. En esta primera fase, de carácter introductorio, 
se ha de precisar la delimitación de los contornos exactos del ámbito 
geográfico sobre el que se deba realizar el proceso de planificación, 
                                            
860 RICO AMORÓS, Antonio M. y OLCINA CANTOS, Jorge (1997, págs. 60-61). 
861 PÉREZ ANDRÉS, Antonio Alfonso (1998, págs. 124-125). 
862 Evidentemente, nos referimos al proceso de planificación desde un punto de vista material y 
no en su consideración formal o de proceso administrativo, debido a que la complejidad que 
conlleva la tramitación administrativa de un instrumento de esta naturaleza es de tal condición 
que, en cualquier caso, excede del ámbito del presente trabajo. 
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incluyendo la descripción de las afecciones físicas y geográficas más 
relevantes y que, en principio, van a suponer los hitos de consideración 
fundamental sobre la que realizar los análisis territoriales (núcleos de 
población, cadenas montañosas, mesetas o depresiones, zonas 
costeras, lagos o lagunas interiores, etc.). 
 
b) Análisis del territorio. En esta segunda fase se deben identificar los 
factores que inciden en cada zona del territorio, identificando los 
distintos ámbitos de cada tipología concreta de suelo, la posible 
proyección de los entornos urbanos y, en todo caso, realizando la 
evaluación del territorio al objeto de determinar sus posibilidades de 
sustentar usos o, en otro caso, la necesidad de preservar su realidad 
física e, incluso, requerir su restauración. 
 
c) Definición de ámbitos territoriales. Esta tercera fase, continuación lógica 
de la fase anterior, es en la que el planificador debe realizar la propuesta 
de ámbitos territoriales homogéneos en el caso de la ordenación 
territorial y que, en el caso de la ordenación urbanística se completará 
con la delimitación de los distintos tipos de suelo identificados sobre el 
territorio, procediendo a su clasificación conforme a los parámetros 
previstos por la normativa aplicable. 
 
d) Formulación de las propuestas de ordenación. Esta fase del proceso de 
planificación requiere la elaboración de la propuesta de ordenación de 
cada ámbito territorial concreto. En síntesis, las diferentes propuestas de 
ordenación deberán definir los objetivos generales que debe cumplir la 
implementación de las determinaciones de la planificación propuesta, 
mediante la adopción de las líneas de actuación que, posteriormente, 
deberán ser desarrolladas en el documento normativo incluido en el 
instrumento de planeamiento y cuya finalidad será la de establecer los 
medios activos y coactivos precisos para el cumplimiento de las 
propuestas realizadas en esta fase. 
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e) Delimitación de tipos de suelos y entornos protegidos. Esta quinta fase, 
que parte de las propuestas de ordenación incluidas en el punto anterior, 
requiere la individualización de los ámbitos específicos que supongan 
una tipología diferenciada dentro de cada clase o categoría de suelo 
previamente delimitado. En concreto, por lo que respecta al suelo no 
urbanizable, esta será la fase fundamental para la definición de los 
ámbitos de suelo especialmente protegido por el propio proceso de 
planificación, ya que es la que debe determinar la especial intensidad de 
los valores o elementos analizados en las fases anteriores y, en cada 
caso, resolver sobre la necesidad de asignar al territorio en el que se 
encuentran un régimen singularizado de protección.  
 
f) Generación del texto normativo del documento, en el que se deben 
incluir las estipulaciones a las que deben adecuarse las actuaciones de 
Administraciones, entidades colectivas y ciudadanos en general. Dicho 
documento es el que recoge las determinaciones precisas de los usos 
autorizados y prohibidos en los diferentes tipos de suelo identificados en 
el ámbito planificado, además del resto de consideraciones que deben 
ser observadas por los diferentes actores que interactúen con el entorno 
territorial. Como se indicó en su momento, dependiendo del tipo 
concreto de instrumento de planeamiento al que nos refiramos las 
estipulaciones contenidas en el documento normativo pueden tener 
distinto alcance, y ello en función del carácter asignado a la exigencia 
determinada expresamente para cada precepto863.    
 
El resultado de las fases así definidas deberá ser plasmado tanto en la 
documentación gráfica como en el texto normativo que contenga el instrumento 
generado, debido a que ambos son documentos que deben mostrar el reflejo 
                                            
863 Esta afirmación suele materializarse en los instrumentos de ordenación territorial, que como 
se ha indicado, sus documentos normativos suelen contener preceptos de distinto alcance, 
siendo muy generalizada la distinción entre enunciados normativos, directrices o 
recomendaciones, que presentan un grado de vinculación diferente en cada caso, muy al estilo 
del acervo jurídico de la Unión Europea. 
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gráfico y regulador de las determinaciones del proceso de planificación, cuyo 
resultado debe ser un conjunto sistemático y organizado, cuyas 
determinaciones sean la consecuencia de presupuestos de hecho contrastados 
sobre los que se formulan conclusiones razonadas y suficientemente 
motivadas. 
 
Con arreglo a esta descripción, vamos a analizar los procesos de planificación 
tomando como referencia algunos ejemplos concretos de instrumentos 
vigentes, centrando nuestro estudio en la forma, modo y medios con los que los 
distintos documentos delimitan y ordenan los ámbitos de suelo especialmente 
protegido, principalmente en los casos en los que son considerados por la 
propia voluntad del planificador864.  
 
 
A. Descripción del entorno. 
 
La primera de las fases que debe abordar todo proceso planificador y que suele 
documentarse en el inicio del documento de la Memoria del correspondiente 
instrumento de ordenación, es la descripción del entorno sobre el que se va a 
realizar la actuación, lo que conlleva la delimitación geográfica del ámbito físico 
que va a ser objeto de análisis territorial. Como se ha indicado anteriormente, 
esta fase introductoria tiene por objeto encuadrar debidamente el objeto de la 
actuación planificadora pretendida, haciendo referencia a las características 
físicas que presenten una mayor relevancia e influencia sobre la configuración 
del territorio, tanto naturales (costas, cadenas montañosas, depresiones, 
mesetas, etc.), como de carácter artificial (concentraciones de población, 
                                            
864 Desde la óptica estrictamente ambiental, ROMERO CALCERRADA, Raúl (2002) describe 
las siguientes fases dentro del proceso de planificación: 
a) Zonificación ambiental, que comprende los procesos de valoración de biotopos faunísticos, 
valoración de biotopos vegetales y propuesta de zonificación ambiental. 
b) Valoración funcional del territorio, que contiene la evaluación geotécnica y agro-ecológica, la 
valoración de los recursos turísticos–recreativos. 
c) Evaluación de la idoneidad y potencialidad del territorio, que comprende la evaluación de la 
idoneidad y potencialidad constructiva, la evaluación de la idoneidad y potencialidad 
agropecuaria del terreno, la evaluación de la idoneidad y potencialidad forestal y, finalmente, la 
evaluación de la idoneidad y potencialidad turístico–recreativa.     
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infraestructuras de comunicación existentes, núcleos diseminados, 
explotaciones mineras, etc.). Con esta información preliminar, se establecerán 
los presupuestos de actuación de la actividad planificadora que han de tener 
reflejo en la realidad física del territorio. 
 
Además de lo anterior, es muy recomendable que el propio instrumento de 
planeamiento introduzca dentro de esta primera fase una descripción del marco 
jurídico en el que se inserta, cuestión que debe de enunciarse en esta fase 
introductoria con el objeto de que el territorio objeto de planificación quede 
perfectamente encuadrado, no solo desde un punto de vista geográfico y físico, 
sino también desde la perspectiva jurídica, determinado inicialmente las 
normas e instrumentos de ordenación general o sectorial que pudieran 
afectarle y que, en función de su alcance, vinculen las determinaciones del 
instrumento al que nos refiramos. 
 
En los instrumentos de ordenación territorial o urbanística aprobados hasta la 
fecha esta fase introductoria suele contenerse al inicio de la Memoria, 
normalmente incluida sin solución de continuidad con el análisis territorial que 
hemos encuadrado anteriormente en la fase segunda. No obstante, podemos 
diferenciar ambas fases estableciendo una línea divisoria, aunque ciertamente 
bastante difusa en algunos de sus trazos, basada en el alcance de la 
consideración del territorio. De este modo, la primera fase vendrá caracterizada 
por una descripción del ámbito geográfico en función de su ubicación a nivel 
general (comarcal, regional, estatal…), cuya vocación es identificar al espacio 
objeto de planificación en relación con los ámbitos circundantes con los que 
interacciona, sin perjuicio de hacer referencia a los condicionantes internos que 
van a afectar de forma determinante en las propuestas de ordenación que se 
extraigan del proceso planificador. Por el contrario, la segunda fase, de análisis 
territorial, vendrá determinada por la exploración interna del ámbito territorial, al 
objeto de poder establecer las propuestas de ordenación más coherentes con 
la realidad del territorio a planificar.  
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Si tomamos como ejemplo el Plan de Ordenación del Territorio del Litoral 
Occidental de Huelva (POTLOH)865, podemos identificar esta primera fase 
descriptiva al inicio de su Memoria de Información, en la que define su ámbito 
mediante su encuadre geográfico en su contexto regional866, para 
posteriormente pasar a delimitar su espacio físico mediante la alusión 
descriptiva de los usos del territorio, sus recursos hídricos, el proceso actual de 
desarrollo socio-económico, la descripción del sistema general de sus 
asentamientos, la descripción de sus infraestructuras territoriales y, finalmente, 
mediante la descripción de sus espacios productivos, entre los que distingue 
los espacios predominantemente agrarios, turísticos, acuícolas y derivados de 
la actividad urbana.  
 
En similar formulación se expresa el Plan de Ordenación del Territorio del 
Ámbito de Doñana (POTAD)867, que contiene las referencias a esta primera 
fase del proceso de planificación en el inicio de su documento Memoria de 
Información, si bien, cabe indicar que en este caso la diferenciación de las 
fases primera y segunda antes descritas se recoge de modo expreso, al incluir 
la primera de ellas los puntos primero y segundo del citado documento, 
denominando de forma muy gráfica al segundo como “Caracterización territorial 
                                            
865 Aprobado mediante el Decreto 130/2006, de 27 de junio. Se incluyen en su ámbito los 
actuales términos municipales de Ayamonte, Cartaya, Isla Cristina, Lepe, Punta Umbría, San 
Silvestre de Guzmán y Villablanca. 
http://www.juntadeandalucia.es/medioambiente/site/portalweb/menuitem.7e1cf46ddf59bb227a9
ebe205510e1ca/?vgnextoid=7aac2d926c828310VgnVCM1000001325e50aRCRD&vgnextchan
nel=91de8a3c73828310VgnVCM2000000624e50aRCRD (último acceso, 10 de septiembre de 
2018). 
866 La Memoria del POTLOH inicia su exposición del siguiente modo: “El Litoral Occidental de 
Huelva es un territorio de reciente colonización, situado en el tramo final de la cuenca 
sedimentaria del Guadalquivir, entre las desembocaduras de los ríos Guadiana y Tinto-Odiel. 
Abierto al Atlántico y fronterizo en su límite occidental con Portugal, el territorio ha permanecido 
limitado en sus relaciones territoriales con el Algarbe hasta fechas recientes, dando lugar a una 
ruptura en la organización territorial que tenía su lógica continuidad al otro lado del Guadiana. 
La frontera convierte, de hecho, durante mucho tiempo a este ámbito en un fondo de saco que 
pivota hacia la capital provincial por un corredor de transporte viario que es el nexo de relación 
de este territorio con el resto del espacio regional.”. 
867 Decreto 341/2003, de 9 de diciembre, por el que se aprueba el Plan de Ordenación del 
Territorio del Ámbito de Doñana y se crea su Comisión de Seguimiento (BOJA núm. 22, de 3 
de febrero de 2004). Se incluyen en su ámbito los actuales términos municipales de Almonte, 
Bollullos Par del Condado, Bonares, Hinojos, Lucena del Puerto, Moguer, Palos de la Frontera, 
Rociana del Condado (provincia de Huelva) y Aznalcázar, Pilas, La Puebla Del Rio, 
Villamanrique de la Condesa, Isla Mayor (provincia de Sevilla). 
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del ámbito de Doñana”868. Al igual que en el ejemplo anterior, el POTAD 
también realiza un encuadre geográfico del entorno de Doñana conforme a su 
localización regional, conteniendo referencias a las infraestructuras existentes 
en su extensión territorial, a la localización e interconexión de los núcleos de 
población, a la singularidad de sus características geológicas y finalmente, a 
las características del sistema productivo de la zona. En concreto, sobre esta 
última cuestión, el POTAD dispone:  
 
“Se ha configurado así un espacio desarticulado, formado por sectores 
de orientación productiva muy diferentes, territorial y económicamente 
desconectados, productos de un desigual proceso de colonización, 
cuyas peculiaridades se reflejan tanto en la estructura parcelaria y en la 
configuración de los caminos y viarios, como en la disposición de los 
núcleos de población, en los usos del territorio o en las morfologías 
espaciales a que estos usos han dado lugar, siendo posible distinguir 
cuatro grandes unidades territoriales: Condado Sur, Marismas, Arenas y 
Cordón Litoral”.  
 
Tras la descripción de estos elementos definidores del entorno de planificación, 
el POTAD expone la evolución de los usos del suelo, en un ámbito fuertemente 
polarizado entre los denominados usos naturales y los usos productivos, 
describiendo la diferenciación de los ámbitos territoriales en los que predomina 
cada uno de ellos, a lo que añade las precisas referencias a los recursos 
hídricos y, a modo de resumen, una referencia aproximada a la situación socio-
económica general del entorno. Con todos estos datos, el planificador propone 
una visión previa y realista del entorno de Doñana, como punto de partida del 
proceso planificador que realiza a continuación. 
 
Desde el punto de vista de los instrumentos de planificación urbanística, la 
consideración de esta fase inicial del proceso presenta una estructura similar, 
como puede apreciarse en el documento de Memoria de Información de la 
Revisión del Plan General de Ordenación Urbanística de Almonte (provincia de 
                                            
868 En el primer punto de la Memoria de Información, se incluye la referencia al marco jurídico 
en el que se inserta el POTAD, adoptando el criterio que hemos sostenido en párrafos 
anteriores. 
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Huelva)869. En este caso, aunque con una ordenación algo confusa y una 
redacción mejorable, pueden apreciarse igualmente la fase de descripción 
general del área objeto de planificación (el término municipal de Almonte) y su 
ubicación geográfica, conteniendo referencias a la estructura territorial del 
término almonteño, a la estructura general de su población (tanto en su 
consideración humana como en lo que respecta a su distribución espacial por 
el territorio), la estructura social del municipio, su estructura productiva y, 
finalmente, a su registro patrimonial y de infraestructuras presentes en su 
ámbito territorial (suministro de agua, saneamiento y depuración, suministro de 
energía eléctrica, red de telecomunicaciones y sistemas de gestión y 
eliminación de residuos). Cabe destacar que el PGOU de Almonte incluye 
acertadamente en esta parte de la Memoria de Información, una referencia 
expresa al planeamiento vigente sobre su espacio territorial, así como una 
descripción de la evolución de los criterios de ordenación aplicados sobre el 
mismo por los diferentes instrumentos de ordenación que han conformado la 
regulación jurídica del territorio durante los últimos años. 
 
En el caso del vigente PGOU de Jerez de la Frontera870 se establece una 
ejemplar formulación de las fases a las que estamos haciendo referencia, 
puesto que incluye de forma perfectamente diferenciada en su Memoria las 
fases primera (descriptiva) y segunda (analítica) del ámbito objeto de 
planificación, que se corresponde con su término municipal. En concreto, tras 
un capítulo primero de carácter introductorio, el citado documento establece en 
su capítulo segundo un amplio desarrollo informativo y descriptivo de las 
características geofísicas del término municipal, haciendo referencia expresa a 
las siguientes consideraciones: descripción del medio rural, descripción del 
metabolismo urbano, análisis de los núcleos existentes en el término municipal 
(núcleo principal y diseminados), estudio de la evolución poblacional, estudio 
de viviendas, análisis de infraestructuras y dotaciones y, finalmente, estudio de 
                                            
869 Aprobado por Resolución de 14 de diciembre de 2007 (BOJA núm. 27, de 7 de febrero de 
2008).  
870 http://www.jerez.es/webs_municipales/urbanismo/pgou/ (último acceso, 11 de septiembre de 
2018). 
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la planificación aplicable tanto territorial como sectorial y de la urbanística 
vigente. 
 
En relación con el ámbito del presente trabajo, es destacable la entidad de la 
descripción que el documento Memoria realiza del medio rural, describiendo las 
condiciones climáticas del término jerezano; el medio físico en el que se 
asienta, incluyendo referencias a las unidades de tierras, sistema hídrico y 
elementos de riesgo; el medio biótico (flora y fauna); las actividades existentes 
en el medio rural (usos del suelo, poblamiento y edificación, infraestructuras y 
equipamientos); el paisaje y, finalmente, el análisis de los ámbitos de conexión 
con el núcleo urbano principal y el sistema de núcleos diseminados existente 
en el propio medio rural. Dada la amplitud de la fase descriptiva que contiene 
este documento, se aprecia que en alguno de los aspectos a los que se ha 
hecho referencia sus determinaciones exceden en diferente medida el carácter 
de mera descripción, incorporando consideraciones propias de la fase de 
análisis posterior871. No obstante, esta alteración de términos no presenta 
problemas apreciables en la interpretación del instrumento de planificación, al 
manifestarse el documento Memoria como un conjunto sistemático de las 
determinaciones que se incluyen en el mismo y cuyas referencias cruzadas 
pueden encontrarse fácilmente. 
 
Si atendemos a lo que sucede en los instrumentos de planeamiento urbanístico 
de las grandes capitales andaluzas podemos extraer conclusiones similares a 
las anteriores, al existir igualmente diversas formas de abordar esta fase 
introductoria del planeamiento. De este modo, en el caso del planeamiento 
general de Sevilla872 se inicia la Memoria de Información con una descripción 
del territorio municipal, si bien cabe indicar que la fase descriptiva se encuentra 
                                            
871 Por ejemplo, se contiene un análisis territorial muy completo de las distintas unidades de 
paisaje localizadas en el entorno rural del término municipal, como son las de campiñas 
(agrícola norte y agrícola sur), campiñas ganaderas, viñedos, vegas y regadíos, sierras y 
montes. A su vez, también se relacionan las denominados recursos y singularidades del 
paisaje (enclaves forestales; riberas, lagunas y láminas de agua; escarpes fluviales; barrancos 
y vertientes; marismas; lomas, colinas y plataformas; dehesas; elementos etnográficos y 
patrimoniales; hitos geográficos; carreteras e itinerarios secuenciales y, finalmente, vías 
pecuarias).  
872 http://www.pgou.eu/Sevilla.htm (último acceso, 11 de septiembre de 2018). 
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muy difuminada dentro del documento, en el que se entremezclan sus 
determinaciones con las propias de la fase de análisis territorial.  
 
De una forma mucho más descriptiva y sistemática se presenta esta fase en el 
vigente Plan General de Ordenación Urbanística de Málaga873, cuya Memoria 
Informativa aparte de describir de forma muy pormenorizada el marco jurídico 
en el que se inserta y los precedentes procesales conforme al que fue 
aprobado, inicia su contenido mediante una descripción muy gráfica del 
espacio geográfico y natural en el que se localiza el término municipal 
malagueño. En el caso de la tercera entidad municipal por población de la 
Comunidad Autónoma, que además se corresponde con su mayor término 
municipal por superficie, el de Córdoba, su Memoria presenta una estructura 
ordenada en la que se distingue en primer lugar la fase descriptiva a la que 
estamos aludiendo, al definir la estructura y forma del territorio en el que se 
inserta, además de identificar con claridad su posición en los ámbitos andaluz y 
español. Es destacable reseñar la referencia expresa que el PGOU vigente 
realiza sobre la estructura de esta ciudad y su tradicional equidistancia entre la 
forma de área metropolitana y la de ciudad aislada874.                   
 
En resumidas cuentas, esta primera fase del proceso de planificación lo que 
pretende es la fijación de los términos iniciales sobre los que se van a realizar 
los siguientes pasos del proceso de ordenación, cuestión de máxima 
importancia puesto que la correcta delimitación del entorno sobre el que se ha 
de realizar la labor planificadora se antoja como un requisito imprescindible 
para que las propuestas de ordenación que se formulen sean adecuadas a la 
realidad y plenamente aplicables, al objeto de que los fines pretendidos con el 
proceso puedan alcanzarse de forma efectiva.  
 
                                            
873 http://www.malaga.eu/recursos/urbanismo/pgou_ap2/PGOU2011AD1.html (último acceso, 
11 de septiembre de 2018). 
874 https://www.gmucordoba.es/urbanismo/plan-general-de-ordenacion-urbanistica-pgou (último 
acceso, 12 de septiembre de 2018). 
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Como elemento añadido a la descripción de esta fase inicial del proceso de 
planificación, puede hacerse referencia por su singularidad al proceso de 
elaboración de la revisión de las Directrices de Ordenación del Territorio del 
País Vasco iniciado por Acuerdo del Consejo del Gobierno Vasco de 27 de julio 
de 2015. Dicho proceso, descrito por IRIARTE IRURETA875, presenta como 
novedad la implementación de un procedimiento de participación denominada 
integral (desde el inicio hasta el final del proceso de planificación), mediante el 
desarrollo de un elemento previo de trabajo denominado “documento base”. La 
función de este documento base no es otra que la de recoger por escrito el 
planteamiento preliminar del Gobierno Vasco de cara a la revisión del 
instrumento de planificación territorial, de forma que se pudiera habilitar un 
proceso de participación sobre una propuesta considerada como un documento 
de trabajo. Una vez sometido el documento base a la participación, analizadas 
las aportaciones y realizadas las modificaciones oportunas en el documento, se 
debe proceder al tránsito del documento base al documento técnico sobre el 
que se desarrollen las siguientes fases del procedimiento de planificación. 
 
Mediante este sistema de desarrollo del proceso de planificación, se pretende 
sustituir las tradicionales alegaciones de los sectores interesados en el 
expediente (Administraciones, colectivos y particulares), por un sistema de 
participación, que permita introducir las aportaciones y eliminar las posibles 
discrepancias que pudieran solventarse, con carácter previo a la formulación 
del documento de planificación, con el objetivo de implementar un proceso más 
eficiente y coordinado. En palabras de la autora citada, la participación integral, 
es decir, la que va más allá de la fase formal de audiencia a las 
Administraciones y la información pública, trata de integrarse a lo largo de todo 
el proceso en cuestión y evitar en lo posible las incidencias que normalmente 
surgen una vez que el proceso se encuentra prácticamente finalizado. 
 
Este proceso de planificación integral se plantea con una perspectiva 
“tridimensional”, de tal modo que se ha planteado como un proceso de 
                                            
875 IRIARTE IRURETA, Izaskun (2017). 
616





aportación de consideraciones desde los ámbitos institucional, social y 
propiamente interno, para poder tomar en consideración todos los puntos de 
vista que pueden tomar posición a la hora de afrontar un procedimiento tan 
complejo como es el de la planificación territorial general. Por ello, puede 
calificarse como un loable intento de avanzar en la fomentada práctica de la 
buena gobernanza, adoptando políticas de integración de elementos en fases 
previas de la formulación de las medidas (en este caso de instrumentos de 
planificación), buscando una mayor implicación de todas las partes con 
intereses en las decisiones que finalmente se adopten por los poderes públicos 
competentes, lo que debe conducir a una gestión pública percibida como más 
abierta y social.   
   
 
B. Análisis del territorio. 
 
1. Características generales. 
 
La segunda de las fases que hemos identificado dentro del proceso de 
planificación es la que corresponde al análisis o diagnóstico territorial, en la 
que, como su propio nombre indica, se requiere el estudio pormenorizado del 
territorio incluido dentro del ámbito de aplicación del instrumento de 
planificación, con el objeto de determinar la situación general del terreno y, en 
consecuencia con los resultados obtenidos, formular las propuestas de 
ordenación que se requiera en cada caso. En el caso concreto del objeto de 
nuestro trabajo, el análisis del territorio es la fase en la que se deben identificar 
los suelos en situación rural y, dentro de los mismos, los que puedan albergar 
futuros desarrollos urbanos o, por el contrario, deban permanecer inalterados. 
A su vez, dentro de éstos últimos, se deberán identificar los suelos que 
requieran ser objeto de una especial protección por contener los valores o 









Con arreglo a esta premisa, es fácil concluir que la fase de análisis territorial es 
un hito fundamental en el proceso de planificación, debido a que una correcta 
determinación de la realidad territorial es imprescindible para poder formular 
propuestas de ordenación adaptadas a la realidad y con la debida justificación, 
lo que debe suponer una garantía de que sus determinaciones sean aplicadas 
y observadas en la práctica y, a su vez, de evitar reclamaciones realizadas con 
perspectivas reales de prosperar en sede judicial. 
 
En este sentido LÓPEZ TRIGAL y CORTIZO ÁLVAREZ876 afirman que el 
diagnóstico territorial es parte indispensable de una fase inicial en la que se 
redacta el documento analítico, previo al de propuesta de políticas públicas y 
actuaciones territoriales, donde se diagnostica el estado del territorio a partir 
lógicamente del análisis anterior y se identifican los problemas territoriales que 
el planeamiento habrá de corregir y enderezar877. Según estos autores, esta 
fase trata de responder a varios interrogantes, relativos a las dinámicas 
internas y externas que operan sobre el territorio; a los problemas de la zona 
de estudio; a los espacios se deben proteger y en qué aspectos; a las 
infraestructuras y equipamientos se consideran necesarios y su localización, 
entre otras cuestiones de similar alcance. De este modo, el diagnóstico deberá 
incluir la caracterización de los problemas territoriales a afrontar, la explicación 
de las posibles relaciones entre ellos y, en tercer lugar, la definición de 
objetivos con una visión prospectiva, para lo cual ha de manejarse la 
información existente y recabar complementariamente cuanta sea necesaria 
para lograr estos objetivos fundamentales. 
 
Al razonamiento anterior, CAMINO DORTA, GIMENO ORTIZ y RAMÓN 
OJEDA878 añaden la consideración evolutiva del diagnóstico territorial, definida 
en función de la progresiva ampliación de los ámbitos de planificación, derivada 
de la introducción de las nuevas regulaciones sobre ordenación territorial y 
                                            
876 LÓPEZ TRIGAL, Lorenzo y CORTIZO ÁLVAREZ, José (2012, págs. 182-183). 
877 Como señalan PUJADAS y FONT, citados por los propios autores. 
878 CAMINO DORTA, Javier; GIMENO ORTIZ, Montserrat y RAMÓN OJEDA, Antonio A. (2014, 
pág. 205). 
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materias sectoriales, al exponer la evolución que ha sufrido la planificación del 
territorio considerando el precedente temporal de cuando aún era 
eminentemente urbanística y pocos especialistas ambientales participaban en 
ella, estimándose suficiente la delimitación de los suelos urbanos, urbanizables 
y, por exclusión, los rústicos. Desde este punto, estos autores destacan como 
se ha pasado en la actualidad a planificar en detalle la práctica totalidad del 
territorio, estableciendo incluso diferentes categorías de suelos rústicos y 
abordando también espacios naturales. Esta realidad ha complicado la labor 
del planificador hasta el punto que es preciso dotarse de un diagnóstico 
territorial adecuado, con el que establecer una ordenación acorde con la 
potencialidad del territorio. En otras palabras, un proceso que antes era casi 
intuitivo, requiere actualmente detallados trabajos previos de inventario y 
análisis del territorio, finalizado con un diagnóstico que evidencie tanto la 
potencialidad del territorio y sus recursos, como la problemática territorial y sus 
disfunciones. 
   
Esta necesidad de realizar un correcto análisis del territorio para poder realizar 
de forma coherente las propuestas de ordenación, ha sido tratada desde un 
punto de vista contrario por VALENZUELA MONTES, SORIA LARA y 
AGUILERA BENAVENTE879, mediante la exposición de los problemas a los 
que se enfrentan los instrumentos de planeamiento que no han sido 
desarrollados de forma satisfactoria. En concreto, para estos autores uno de 
los condicionantes más importantes con el que se puede enfrentar la ejecución 
de un instrumento de planificación y que puede limitar su efectividad, es la 
brecha que puede existir entre el flujo de información y la exploración territorial 
vinculante de los planes. Esta situación puede producirse a pesar del aumento 
de la información urbana, territorial y ambiental que maneja el planificador y 
que se supone repercute sobre la capacidad de gestionar dicha información, 
como dimensión estratégica permanente del ámbito de estudio y del sistema de 
planificación. Sin embargo, señalan los citados autores, en contra de lo que 
                                            
879 VALENZUELA MONTES, Luis Miguel; SORIA LARA, Julio Alberto y AGUILERA 
BENAVENTE, Francisco (2012, pág. 6). 
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podría esperarse, cada nuevo plan parece ser “borrón y cuenta nueva” en 
cuanto a la continuidad estratégica de documentos, indicadores o materiales 
previos. Los sistemas de información territorial pueden alimentar los 
documentos, pero no suponen una guía de coordinación estratégica, ni un 
marco de valores de referencia sobre diversos objetivos, cuestiones que deben 
abordarse en conexión con el análisis del territorio pero que, indudablemente, 
deben realizarse en la propuesta de ordenación. 
 
Con arreglo a lo anterior, estos autores concluyen que la información puede ser 
un capital para armonizar escalas, competencias y decisiones tanto mediante el 
uso compartido y participativo de las tecnologías de la información y la 
comunicación, como también a través del impulso de escenarios estratégicos y 
exploratorios, que mejoren la evaluación de alternativas de la ordenación del 
territorio.  
 
Otros autores consideran esta fase de diagnóstico territorial, además de 
conforme a su carácter genérico de análisis de la realidad física, como el medio 
apropiado para apreciar las disfunciones y problemas existentes en el territorio, 
tanto en lo que respecta a los aspectos naturales del entorno, como en lo 
referente a las posibles implicaciones socioeconómicas que la regulación 
vigente haya generado o fomentado. Desde este punto de vista, TORRES 
ALFOSEA880 concluye que estos problemas o disfunciones pueden apreciarse 
tanto desde dentro de los propios elementos considerados en el análisis 
territorial del entorno, como desde cada ámbito concreto con el exterior. Las 
conclusiones extraídas en este concreto aspecto del análisis deberán ser 
objeto de tratamiento en las propuestas de ordenación como elementos 
moduladores de sus determinaciones, debido a que en las mismas deberán 
incorporarse las posibles soluciones a los problemas detectados, para así 
poder eliminar o, cuanto menos, mitigar las disfunciones del territorio, 
atendiendo al ámbito sobre el que se ejerza la planificación. 
 
                                            
880 TORRES ALFOSEA, Francisco José (2000, págs. 37-38). 
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Con todo, una de las mejores reflexiones sobre el análisis y diagnóstico 
territorial que requiere el planeamiento es la realiza GÓMEZ VILLARINO881, al 
definir esta segunda fase de la planificación como la que requiere una “lectura 
del medio físico”, con el objeto de evaluar al medio natural para advertir los 
problemas y potencialidades que ofrece, las actividades que en el mismo 
pueden realizarse según su capacidad de sustentación y, en función de todo 
ello, determinar su capacidad de desarrollo. En definitiva, concluye el citado 
autor, se trata de un conjunto de técnicas de recogida, elaboración y 
tratamiento de información relativa al entorno natural, que permitan su posterior 
uso y procesamiento por el planificador.  
 
Como instrumentos para realizar esas técnicas de obtención de datos del 
territorio, autores como GÓMEZ PIÑEIRO882 diferencian varios tipos de análisis 
del territorio, en función de las diferentes perspectivas desde las que puede 
estudiarse geográficamente el territorio. En concreto este autor distingue entre 
el análisis espacial, que trata de comprender las variaciones de la localización y 
distribución de los fenómenos geográficos en sus aspectos físicos e 
implicaciones sociales; el análisis ecológico, que estudia las relaciones entre 
los grupos humanos y el medio geográfico; y en tercer lugar, el análisis 
regional, que combina las aportaciones de los dos anteriores permitiendo 
diferenciar áreas geográficas, unidades territoriales o espaciales, aplicándose 
una metodología sistémica. Mediante la conjunción de estos tipos de análisis el 
planificador debe obtener la identificación global del territorio, tanto en sus 
aspectos estáticos como en los que presentan un componente dinámico, 
caracterizados por la interacción de sus habitantes. 
 
Pero si analizamos esta fase del proceso planificador desde el punto de vista 
estrictamente ambiental, debemos hacer referencia a los argumentos 
sostenidos por ROMERO CALCERRADA883, entre los que señala que la 
zonificación de los espacios naturales y su cartografía es un paso previo y 
                                            
881 GÓMEZ VILLARINO, Mauricio (2010, pág. 26). 
882 GÓMEZ PIÑEIRO, Francisco Javier (2007). 
883 ROMERO CALCERRADA, Raúl (2002).  
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necesario en el debido proceso de reconciliación de la conservación ambiental 
con el desarrollo sostenible. En concreto, en toda planificación resulta 
primordial disponer de una información detallada y manejable de las 
características animales y vegetales, su calidad y su estado de conservación 
para, con todo ello, poder elaborar un método cartográfico que permita integrar 
estos datos en la ordenación propuesta.  
 
La metodología desarrollada tiene por objeto fundamental la delimitación de 
unidades espaciales homogéneas para localizar las áreas de mayor interés o 
establecer los diferentes niveles de protección y, además, asegurar el 
mantenimiento de las características de los espacios protegidos según sus 
valores naturales, sin dejar de apreciar la realidad de estos espacios presentan 
una consistencia dinámica,  por lo que la zonificación puede ser objeto de 
posteriores modificaciones revisada periódicamente, para adecuarse a las 
nuevas demandas y actualizar los nuevos valores ambientales. 
 
En consonancia con lo anterior, ALMENAR MUÑOZ y ANGULO IBÁÑEZ884 
destacan la importancia que presenta el proceso de evaluación ambiental en la 
formulación de los instrumentos de planeamiento y de forma muy especial en la 
fase de diagnóstico territorial, ya que entienden que supone una herramienta 
indispensable para la protección del medio ambiente y para la incorporación de 
los criterios de sostenibilidad en la toma de decisiones estratégicas, con el 
objeto de garantizar una adecuada prevención de los impactos ambientales 
concretos que puedan generarse, al tiempo que se estudian mecanismos 
eficaces de corrección o compensación de las actuaciones que puedan afectar 
de alguna manera a los valores presentes en el territorio. Para ello se deben 
identificar los factores, afecciones legales y riesgos ambientales, cuya 
consideración es necesaria para conseguir la adecuada integración ambiental 
del plan y, en definitiva, afrontar los grandes retos de la sostenibilidad en el 
desarrollo territorial. 
 
                                            
884 ALMENAR MUÑOZ, Mercedes y ANGULO IBÁÑEZ, Quiteria (2018, págs. 23-24). 
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Esta última apreciación doctrinal va en consonancia con la realidad de la 
normativa actual, que como se ha analizado anteriormente exige la evaluación 
ambiental de los instrumentos de planificación territorial, como procedimiento 
administrativo que se tramita de forma simultánea e interactúa con su 
formulación material. En este sentido, la normativa andaluza asume esta 
importancia estratégica mediante la verificación ambiental del proyecto de 
instrumento o modificación en una fase embrionaria, de suerte que su 
aprobación inicial ya se debe realizar sobre un documento redactado conforme 
a los parámetros contenidos en el documento de alcance ambiental emitido 
sobre la base del borrador previamente remitido a la Administración ambiental.    
 
 
2. Estudio de distintos supuestos de documentación del análisis territorial en los 
instrumentos de planificación. 
 
Entrando a considerar el tratamiento de esta fase de diagnóstico territorial en 
diversos planeamientos territoriales y urbanísticos, en primer lugar podemos 
hacer referencia al POTLOH, en cuyo texto se recoge el análisis territorial de 
forma muy clarificadora, puesto que su documento Memoria Informativa finaliza 
con un punto décimo denominado “Síntesis del Diagnóstico Territorial”, por lo 
que podemos acudir a su redacción para encontrar en forma resumida las 
consideraciones extraídas en esta fase. De este análisis territorial, el plan 
destaca los elementos fundamentales de su ámbito geográfico en relación con 
el sistema de asentamientos y de los sistemas urbanos, las infraestructuras y 
dotaciones generales y del estado del entorno rural, del medio físico y de los 
espacios naturales reconocibles. 
  
En lo que respecta al suelo rural, podemos apreciar como las conclusiones 
extraídas por el planificador ponen el acento en la necesidad de ordenar las 
zonas naturales del ámbito territorial, debido a que las considera poco 
reguladas y valoradas. Además, requiere el seguimiento de los riesgos 
naturales y el control del medio físico litoral, al ser un ámbito muy sensible. Con 
estas previsiones, el planificador debe plasmar las medidas precisas para 
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atender a los elementos destacados, lo que se realizará principalmente a través 
de las propuestas de ordenación a las que se hará referencia posteriormente. 
 
En el caso del POTAD, la fase de análisis se incluye en un amplio apartado 
dentro del documento Memoria Informativa, en el que se contiene el 
diagnóstico del territorio estructurando su revisión en varios apartados: 
potencialidad urbana del corredor Huelva-Sevilla, demanda de espacios 
recreativos y segunda residencia, suelo para actividades productivas, 
transformación del espacio agrario con tensiones territoriales, paisaje singular, 
patrimonio histórico-cultural, riesgos naturales y antrópicos y, finalmente, las 
infraestructuras hidráulicas, energéticas y de gestión de residuos. 
 
Debido a entorno tan singular sobre el que se realiza este instrumento de 
planificación, el entorno del Espacio Natural de Doñana, es destacable el 
análisis que el diagnóstico territorial realiza sobre los riesgos existentes en todo 
el ámbito de estudio, iniciando su exposición manifestando que las 
intervenciones realizadas a raíz de los cambios producidos en el modelo de 
aprovechamiento de los recursos naturales han provocado un debilitamiento en 
los sistemas de defensa natural del territorio, con lo que se torna muy difícil 
establecer cuando nos encontramos ante un riesgo derivado exclusivamente de 
elementos naturales o, en otro caso, cuando viene generado o potenciado en 
función de la intervención antrópica. 
 
A partir de esta visión general se desgranan los tipos de riesgos apreciables 
sobre el entorno, comenzando por la incidencia sísmica que califica como 
media, sin expectativas de grandes cataclismos de esta naturaleza, pero sí de 
terremotos de intensidad baja que pueden generar daños de escasa entidad. A 
continuación, analiza los riesgos con incidencia en el litoral, destacando los 
riesgos de tsunamis existentes debido que el entorno de Doñana se encuentra 
en la zona sísmica de la falla Azores-Gibraltar. A su vez, se analizan los 
riesgos de erosión costera, que se individualizan para cada zona concreta dada 
su diversidad (en algunos lugares su incidencia se encuentra potenciada por la 
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presencia de espigones artificiales próximos al ámbito), los temporales y, en 
último lugar, el fenómeno de la colmatación de las marismas del Guadalquivir. 
 
A continuación, el diagnóstico territorial del POTAD se refiere a los riesgos 
derivados del ciclo hidrológico, aludiendo en primer lugar a las inundaciones, a 
las que califica como fenómeno intensivo en el territorio, pero de corta duración 
y rápida propagación, localizando estos fenómenos en marismas y tramos 
fluviales del entorno. En lo que respecta a la erosión y pérdida de suelo, el 
análisis destaca su incidencia en los terrenos de escarpe o ladera con bastante 
pendiente, descubiertos de vegetación o con cultivos de secano. Para el resto 
del territorio, por el contrario, se estima que la erosión no es apreciable o, 
incluso, es negativa, dado el carácter arenoso del terreno, su escasa pendiente 
media y la abundante cobertura vegetal. Con respecto a los deslizamientos en 
masa, se producen en algunos puntos costeros muy localizados y con escasa 
peligrosidad. 
 
Una cuestión muy importante para el entorno de Doñana y que el POTAD 
analiza de forma específica es el riesgo de sobreexplotación y contaminación 
de los acuíferos, debido a que el aumento en las zonas de explotación agraria 
intensiva ha motivado que los dos acuíferos existentes en el ámbito se 
encuentren en situación próxima a la sobreexplotación. Además, el aumento de 
zonas de regadío intensivo ha provocado un aumento del riesgo de 
contaminación por compuestos nitrogenados y, en segundo lugar, por una 
creciente salinización provocada por el descenso sostenido de los niveles 
hídricos. Finalmente, en lo que respecta a los riesgos tecnológicos apreciables 
sobre el entorno, el estudio se limita a indicar la posible afección que puede 
derivarse de las industrias químicas presentes en localidades limítrofes con el 
entorno de Doñana. 
 
Esta evaluación de los riesgos presentes en el territorio también puede 
apreciarse en el Plan de Ordenación del Territorio del Campo de Gibraltar 
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(POTCG)885, que hace referencia concreta a los de inundación y tecnológicos a 
los que califica como de especial incidencia. De este modo, incluye dentro de 
las zonas expuestas a un alto riesgo de inundación a una superficie 
aproximada de 7.000,00 hectáreas, correspondiente a los tramos bajos de la 
red fluvial. El plan añade que los efectos de este riesgo de inundabilidad se ven 
incrementados por actuaciones no adaptadas al medio, como son las 
urbanizaciones no integradas en el medio natural. Con arreglo a esta premisa, 
el análisis territorial determina que la red artificial de defensa frente a posibles 
inundaciones solo mitiga en parte el riesgo pero no lo elimina y que, por otra 
parte, la continuación de urbanización en zonas colaterales a tránsitos fluviales 
puede agravar el problema planteado. 
 
Por lo que respecta a los riesgos tecnológicos, también calificados como de 
alta incidencia en el entorno del Campo de Gibraltar, el plan alude a los 
derivados del complejo industrial-portuario, con la presencia de varias 
industrias potencialmente contaminantes para el entorno. Debido a esta 
realidad, el POTCG concluye que los riesgos pueden proceder tanto de la 
propia actividad desarrollada en el complejo, como de las deficiencias que 
pudieran existir en las infraestructuras de gestión y localización. Con estos 
antecedentes, el diagnóstico territorial sugiere la limitación de la implantación 
de nuevas actividades industriales en el complejo industrial-portuario, de forma 
que no se aumenten los niveles de contaminación y riesgo potencial que 
existen en el territorio. En palabras del propio plan:  
 
“…se trata de compatibilizar las necesidades de funcionamiento y 
desarrollo de estas industrias con las derivadas de aspectos hoy 
irrenunciables, como son la seguridad de la población, el mantenimiento 
de los valores ambientales y el bienestar y la garantía de desarrollo de 
la población”.   
  
                                            
885 Decreto 370/2011, de 20 de diciembre, por el que se aprueba el Plan de Ordenación del 
Territorio del Campo de Gibraltar (BOJA nº 54, de 19 de marzo de 2012). Se incluyen en su 
ámbito los actuales términos municipales de Algeciras, Los Barrios, Castellar de la Frontera, 
Jimena de la Frontera, La Línea de la Concepción, San Roque y Tarifa (provincia de Cádiz). 
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En el caso de los instrumentos de planificación urbanística, el modelo de 
análisis territorial presenta muchas similitudes con los analizados de 
ordenación territorial, lógicamente circunscribiendo su ámbito de aplicación al 
término municipal concreto sobre el que el instrumento va a desplegar sus 
efectos, aunque podemos encontrar diferencias entre los distintos instrumentos 
analizados en función del tratamiento que otorgan a esta fase. De este modo, si 
observamos el diagnóstico territorial que se contiene en el vigente 
planeamiento de Sevilla, tal y como se apuntó al analizar la fase anterior puede 
destacarse que ambas se encuentras difuminadas en el conjunto de la 
Memoria de Información, de tal modo que la descripción física del territorio se 
recoge con anterioridad a referencias que, en base a un criterio de ordenación 
lógico, deberían reseñarse previamente, como es el caso de los antecedentes 
de planeamiento e instrumentos vigentes con efectos sobre el término 
municipal de Sevilla. En cualquier caso, esta singular conformación de la 
Memoria de Información no impide que en el documento se identifiquen los 
elementos clave del diagnóstico del territorio sevillano, incluyendo la referencia 
expresa al medio físico y usos del suelo, a la ciudad como tal y su entramado 
urbano y, como elemento destacable, la alusión expresa al paisaje, 
distinguiendo dentro del mismo las referencias al paisaje metropolitano, al del 
entorno periurbano y, finalmente, al paisaje eminentemente rural.  
 
El planeamiento del término municipal de Málaga, que como también se apuntó 
anteriormente presenta una estructura muy ordenada y acorde con la 
formulación que se propone en el presente trabajo, procede a describir el 
medio físico del territorio mediante un criterio sistemático, en el que se describe 
el encuadre territorial del término, el sustrato material, el relieve, el clima, los 
ríos y cauces, los acuíferos, la biota, el paisaje, los procesos y riesgos, la 
descripción de los distintos usos del suelo y, finalmente, los espacios de interés 
ambiental o estratégico. Con esta delimitación se aprecia una muy correcta 
descripción del territorio objeto de planificación, destacando las 
consideraciones fundamentales que posteriormente deben ser tenidas en 
cuenta en las siguientes fases del proceso. En el caso del PGOU del término 
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municipal de Granada886, se opta por una distribución que también puede 
estimarse como muy correcta, al recoger primero la fase descriptiva del 
territorio, para posteriormente hacer referencia a la evolución del asentamiento 
y de la ciudad planeada. 
 
En el caso del PGOU de Almonte, el documento de síntesis del diagnóstico 
territorial que se inserta al final de la Memoria de Información se refiere, en 
primer lugar, al sistema físico ambiental, analizando el entorno físico en el que 
se asienta dicho término (geología, geomorfología, edafología, climatología e 
hidrología) y el medio biótico (vegetación y fauna presentes en el entorno). En 
segundo lugar, analiza el sistema viario del término municipal y el sistema de 
asentamientos presentes en el mismo (analizando las características y 
singularidades de los núcleos poblacionales reconocidos, incluyendo sus 
condiciones paisajísticas). Finalmente, en tercer lugar, el diagnóstico territorial 
se centra en las limitaciones, oportunidades y requerimientos de las actividades 
económicas, haciendo especial referencia a los sectores de la agricultura y el 
turismo, como principales motores económicos de la localidad y su área de 
influencia. En el caso concreto de la agricultura, se hace referencia al aumento 
progresivo de zonas de cultivo de regadío intensivo (básicamente para la 
producción de frutos rojos o “berries”), y que de forma expresa el plan califica 
expresamente como grandes depredadores de suelo y agua, así como 
contaminadores de tierras. A juicio del propio documento, todas estas afecciones 
ambientales no sólo impactan en las tierras de cultivo y en su entorno inmediato sino, 
también en espacios más lejanos como es el caso del Parque Natural y Parque 
Nacional de Doñana887. 
 
Como conclusión de todo el trabajo de análisis realizado para la planificación 
urbanística, el propio plan finaliza la Memoria de Información y Diagnóstico 
señalando que:  
 
                                            
886 http://www.granada.es/inet/wpgo.nsf/xinicio (último acceso, 14 de septiembre de 2018). 
887 Esta reflexión conecta con la expuesta anteriormente en el caso del POTAD, dado que 
ambos instrumentos despliegan sus efectos de forma simultánea sobre el término municipal de 
Almonte (Huelva).  
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“Por tanto, es necesario planificar con sumo cuidado el modelo 
territorial, donde consensuemos nuestro “banco de riquezas” que es el 
medio ambiente, gestionándolo con políticas de sostenibilidad para que 
tanto los beneficios que nos genere como la conservación de sus 
valores ecológicos se mantengan en el tiempo, porque en definitiva se 
trata de poner en valor el activo principal del municipio de Almonte: LA 
NATURALEZA”. 
 
Con esta afirmación el planificador muestra a las claras la tendencia inequívoca 
de efectuar su tarea conforme al criterio de sostenibilidad al que se ha hecho 
referencia y que postula tanto la doctrina más autorizada como el propio 
Gobierno de la Nación. En este caso, además, la localización del territorio 
objeto de planificación determina que esa exigencia de sostenibilidad se 
postule en su configuración más extrema, debiendo conectar todo el sistema de 
ordenación propuesto con las posibles afecciones que se generen sobre el 
Espacio Natural de Doñana, lo que sin duda supone una exigencia muy 
cualificada para el establecimiento de los usos autorizables en cada espacio 
delimitado en su ámbito. 
 
En el caso del PGOU de Jerez de la Frontera, en atención a las características 
de este importante núcleo de población y a sus especiales condiciones 
fisionómicas, el diagnóstico territorial se realiza en un documento amplio y 
diferenciado en lo que respecta a sus ámbitos urbanos del suelo rural. En este 
último caso, el análisis territorial de su suelo rural determina la presencia de los 
impactos significativos presentes en el territorio, relativos a la colonización de 
suelos agrícolas e intensificación y simplificación de cultivos, rápidos 
crecimientos urbanos y fragmentación progresiva de espacios naturales.  
 
Partiendo de esta situación, el análisis territorial determina que el suelo rural 
del término jerezano, aunque es fundamentalmente agrícola y ganadero, 
cuenta con un activo diverso y notable desde el punto de vista físico y 
ambiental para plantear una cualificación de su territorio y para fomentar la 
relación de la población urbana con el medio natural, en un uso de recreo 
sostenible. Entre estos recursos se destacan los espacios naturales (Reservas, 
Parajes y Parque Natural), el río Guadalete como gran arteria municipal y la 
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disponibilidad de una interesante red de espacios de dominio público (montes, 
parques, vías pecuarias, etc.) de gran significado interés ambiental y 
paisajístico, y con potencialidad para articular el uso público por su posición y 
vinculación. Tanto las zonas húmedas como las masas forestales son 
elementos nucleares del paisaje de Jerez, ya que por su presentación dispersa 
en un marco de homogeneidad agrícola se constituyen en grandes 
singularidades territoriales. Asimismo, el análisis dispone que debe prestarse 
especial relevancia a establecimiento de un procedimiento para integrar en el 
paisaje percibido las riberas, márgenes y escarpes del Guadalete, elemento 
singular de gran significación territorial que tiene, en la actualidad, un papel 
marginal.  
 
A lo anterior se añade que los valores culturales relacionados con la identidad 
del ámbito constituyen un recurso territorial valioso que es preciso reconocer y 
proteger. Los elementos vinculados al uso histórico del suelo, los usos 
asentados en el medio rural (en especial los relacionados con el viñedo) y la 
edificación agrícola tradicional de mayor relevancia, deben estar protegidos en 
su preservación y entorno para garantizar la identificación de la singularidad del 
ámbito. Por su parte, se requiere la minimización de las afecciones de la 
actividad antrópica sobre los recursos naturales (suelo, agua y subsuelo) y 
crear las condiciones para un uso sostenible compatible con la conservación y 
la mejora estado y funciones. Finalmente, en lo que se refiere a los riesgos 
naturales y ambientales, señala que el plan ha de establecer criterios de 
ordenación tendentes a reducir su incidencia sobre la población y las 
actividades económicas. Como puede apreciarse, el planeamiento urbanístico 
propuesto también asume los postulados de la sostenibilidad como elemento 
vehicular de la planificación del territorio, cuestión que se aprecia de forma 
directa en lo referente al análisis de las condiciones del suelo rural y a las 
pretensiones incluidas en el mismo para su posterior trasposición a la 
correspondiente propuesta de ordenación. 
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De forma contraria a los casos expuestos podemos comprobar como otros 
instrumentos de planeamiento urbanístico, formulados con fecha anterior al 
citado Libro Blanco de la Sostenibilidad en el Planeamiento Urbanístico 
Español, elaborado en 2010 por el Ministerio de Fomento, no asumen con tanto 
grado de identificación el criterio de sostenibilidad en sus determinaciones.  
 
A modo de ejemplo, en el caso del PGOU del municipio onubense de La Palma 
del Condado888 el documento de Memoria Informativa, que recoge la referencia 
al análisis del territorio, ciertamente contiene el diagnóstico del medio físico de 
la localidad y el análisis de los usos atribuidos al mismo e, incluso, una 
referencia específica al paisaje imperante en el término municipal. Sin 
embargo, puede objetarse que en el espacio destinado a  la síntesis de las 
determinaciones extraídas del diagnóstico del territorio no se incluya ninguna 
referencia al suelo rural ni a criterios ambientales o de sostenibilidad en el 
desarrollo urbano, lo que parece indicar que los elementos principales de 
atención de este instrumento son los suelos urbanos y urbanizables, como 
básicamente eran los instrumentos de finales del siglo pasado, al menos hasta 
que de forma progresiva se fue introduciendo la atención ambiental del suelo 
rural y, más recientemente, la alusión al criterio de sostenibilidad en todos los 
elementos de la planificación y, cómo no, también en la ordenación del suelo 
no urbanizable. 
 
La referencia a la sostenibilidad y a la protección de los entornos rurales y sus 
usos tradicionales que debe exigirse en la actualidad a todo proceso 
planificador, no queda difuminada por las diferencias existentes entre los 
distintos ámbitos territoriales analizados, aunque evidentemente la entidad de 
los espacios urbanos existentes en cada localización determinará la 
preponderancia que a cada aspecto se otorgue. Como se ha expuesto, incluso 
en los instrumentos de planificación urbanística de términos municipales en los 
que se ubican poblaciones de gran entidad, se incluyen referencias a los 
                                            
888 http://www.lapalmadelcondado.org/documents/14409/380648/ANEXO_PUB.pdf (último 
acceso, 14 de septiembre de 2018). 
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elementos clave para la ordenación de los espacios rurales, la preservación de 
los entornos naturales, los usos tradicionales y el paisaje.  
 
Sobre este último elemento de referencia del análisis territorial, aparte de su 
consideración como valor del suelo y el entorno a la que se ha hecho referencia 
en el presente trabajo, debemos destacar su importancia como medio o 
instrumento útil para el proceso de planificación, tal y como resaltan GARCÍA 
GARCÍA y BOROBIO SANCHIZ889, que definen en este sentido al paisaje como 
la herramienta capaz de dotar de legibilidad e identidad a la periferia difusa, 
poniendo en valor elementos naturales y antrópicos, incorporando nuevos 
usos, relacionando funcional, ambiental y visualmente ámbitos y elementos, en 
la búsqueda de una mayor cohesión e integración social y territorial.   
 
 
C. Definición de ámbitos territoriales. 
 
La tercera fase de las que hemos identificado en los procesos de planificación, 
que denominamos de definición de ámbitos territoriales, en ciertos supuestos 
puede entenderse incluida dentro de la anterior, si bien, su grado de 
singularidad (sobre todo en el caso del planeamiento urbanístico) hace 
procedente que se haga de ella una alusión diferenciada. 
 
En concreto, esta tercera fase de la planificación conlleva la plasmación 
homogénea de las conclusiones extraídas de las fases primera y segunda, por 
lo que tras los procesos de análisis externo e interno del territorio el planificador 
podrá concretar los ámbitos territoriales que presenten continuidad en su 
conformación morfológica y naturaleza jurídica. El resultado de este proceso 
debe ser la plasmación de los espacios territoriales tal y como se encuentran 
en el momento en el que se realiza la planificación, a expensas de la aplicación 
posterior de los criterios de ordenación que coadyuvarán a mantener o, en su 
                                            
889 GARCÍA GARCÍA, Miriam y BOROBIO SANCHIZ, Manuel (2012, pág. 130). 
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caso, a alterar la situación inicial, en función de las perspectivas y condiciones 
de cada concreto tipo de suelo. 
 
Dicho de otro modo, lo que se pretende en esta fase del planeamiento es 
establecer el punto de partida de la situación territorial, pero no desde un punto 
de vista analítico (que ya se ha realizado en la fase anterior), sino en un sentido 
eminentemente visual, de modo que se obtenga una apreciación de la situación 
del ámbito a planificar de forma previa a la implantación de los nuevos registros 
que conlleve la entrada en vigor del instrumento que se encuentra en 
desarrollo. 
 
En términos prácticos, esta fase se puede identificar con la formulación de los 
documentos de la planimetría de información, en la que se refleja la situación 
de la estructura territorial objeto de planificación, distribuida en función de 
diferentes parámetros de carácter homogéneo. Como se ha apuntado 
anteriormente, esta fase se aprecia con mayor nitidez en la planificación 
urbanística debido a que su carácter presenta una necesidad más acusada de 
establecer la situación previa del territorio y, a continuación, la prevista a futuro 
mediante la implementación de los parámetros de ordenación territorial 
propuestos. 
 
Desde otro punto de vista, debemos distinguir esta fase de la zonificación o 
clasificación del suelo que deben realizar los instrumentos de planificación, 
debido a que en este último caso la diferenciación de los distintos tipos o 
categorías de suelo se realiza sobre espacios de un mismo ámbito territorial, 
partiendo de las conclusiones derivadas de esta fase del proceso planificador. 
Es evidente que la mayor pormenorización de la clasificación de suelo 
realizada por los instrumentos urbanísticos permiten apreciar esta distinción de 
forma más nítida que en el caso de los instrumentos de ordenación territorial, 
pero incluso en éstos también se puede discriminar ambos procesos, tomando 
como referencia su distinto alcance, general en el caso de la definición de 
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ámbitos territoriales, frente al más particular y singularizado derivado del 
proceso de zonificación del territorio sometido a planificación.  
 
A modo de ejemplo, puede citarse por su excelente grado de definición y de 
detalle la planimetría de información que se contiene en el PGOU de Almonte, 
que presenta un catálogo de documentación tanto a nivel general890 como 
diferenciada por ámbitos territoriales de los diferentes núcleos de población 
identificados en el término municipal, incluidos los polígonos industriales y 
poblados diseminados. En algunos casos también podemos encontrar 
referencia a estos elementos de información en los instrumentos de ordenación 
territorial, como es el caso del POTCG en cuya documentación se incluye el 
denominado plano de articulación territorial, en el que se recogen los 
elementos identificados en el proceso de análisis del territorio como medios de 
conexión de los diferentes ámbitos geográficos incluidos dentro del marco del 
plan. 
 
No obstante, uno de los documentos en los que de mejor manera se recoge la 
formulación de esta fase del proceso de planeamiento es el denominado 
“Memoria Propositiva”, que se incluye en el PGOU de Málaga de 2011. Este 
documento recoge los criterios generales con los que se realiza la clasificación 
y calificación del suelo en sus distintas clases y categorías, exponiendo sus 
conclusiones en función del modo en el que sintetiza los datos obtenidos en la 
fase de análisis del territorio. De este modo, en lo que respecta al suelo no 
urbanizable, el documento expone literalmente891: 
 
“Para el Nuevo Plan General, el Suelo No Urbanizable integrado por 
aquellas áreas del territorio municipal que deben ser activamente 
preservadas del proceso de desarrollo urbano, bien con medidas de 
protección tendentes a evitar la transformación degradante de la 
naturaleza y destino rústico que lo caracteriza, o bien con medidas de 
potenciación y regeneración para la mejora de sus condiciones de 
                                            
890 A nivel general, el PGOU de Almonte incorpora la documentación de planos de información 
territorial referenciada a su estado actual (inicial), geomorfología, unidades de vegetación, 
medio biótico, protección, usos del suelo, afecciones, impactos ambientales, unidades 
paisajísticas, infraestructuras, modelo territorial existente y planeamiento vigente municipal. 
891 Págs. 113-114. 
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aprovechamiento integrado. En la labor de identificación de los terrenos 
que deben clasificarse como suelo no urbanizable, se han tenido 
presente las conclusiones del estudio del medio físico y de impacto 
ambiental, y que han puesto de relieve:  
 
a) La presencia de importantes elementos naturales en el término 
municipal de origen hidrológico que debe asegurarse su preservación, 
tanto en cuanto portadores de valores naturales, ambientales, 
territoriales y paisajísticos intrínsecos, como por su función de 
preservación de riesgos naturales.  
 
b) La preservación de terrenos destinados a usos agropecuarios, y que 
han tenido históricamente una importante función en la actividad 
productiva del Municipio.  
 
De igual modo se han tenido en cuenta en la asignación de la clase de 
suelo no urbanizable, las siguientes circunstancias:  
 
a) Su pertenencia al dominio público natural.  
 
b) La salvaguarda de la integridad y funcionalidad de las infraestructuras 
existentes y previstas.  
 
c) Asegurar el mantenimiento de las funciones naturales y de 
vertebración territorial de determinados terrenos de suelo no 
urbanizable. 
 
d) La inadecuación para el desarrollo urbanístico de determinados 
terrenos atendiendo a razones relacionadas con localizaciones 
incoherentes con la ordenación estructural, a las directrices establecidas 
en la planificación territorial, a la presencia de riesgos o, finalmente, a 
razones de sostenibilidad y racionalidad en la utilización de los recursos 
naturales.  
 
Por ello, en la atribución de la clasificación urbanística también se ha 
valorado la consideración del suelo como recurso natural no renovable 
de primer orden. Y ello implica necesariamente realizar un ejercicio de 
moderación en las propuestas de nuevo crecimiento, espacialmente 
cuando su integración en la estructura propuesta no sea pacífica. En 
estos casos, debe rechazarse cualquier intento de clasificar unos 
terrenos como urbanizables, por suponer un despilfarro injustificado y 
caprichoso de los recursos naturales”. 
 
Del texto trascrito se concluye que el planificador malagueño asume los 
resultados del análisis del territorio previamente realizado, disponiendo la 
delimitación de los distintos ámbitos territoriales en función de la aplicación de 
los criterios de la normativa vigente sobre sus resultados, con lo que se deben 
formar ámbitos de conformación homogénea sobre los que posteriormente 
formular las respectivas propuestas de ordenación. 
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Para GARCÍA CODRON, DE MEER LECHA-MARZO y DE LA PUENTE 
FERNÁNDEZ892 estos ámbitos homogéneos deben considerarse “unidades 
territoriales”, describiendo expresamente las mismas como cada una de las 
partes del territorio que, conjuntamente con otras unidades de formas y 
funciones diferentes, estructuran el modelo de organización social del espacio. 
Para estos autores, la delimitación gráfica de unidades territoriales se halla en 
la tradición del procedimiento de división y acotamiento espacial utilizado en la 
ordenación del territorio, pero en su propuesta esta división pertenece al ámbito 
del análisis y es posteriormente, una vez realizado el diagnóstico y valoración 
de las unidades territoriales, cuando se establecen las propuestas de 
zonificación para el establecimiento de categorías de protección y ordenación. 
  
En definitiva, lo que se pretende en esta tercera fase es identificar los espacios 
superficiales equiparables desde un punto de vista de su realidad y 
potencialidad territorial, que en cuanto a tales han sido descritos en la fase de 
análisis del territorio y, una vez delimitados, han de funcionar como marco de 
encuadre de las propuestas de ordenación que sean formuladas y que se han 




D. Formulación de las propuestas de ordenación. 
 
1. Consideraciones previas. 
 
La cuarta fase de las identificadas en el proceso de planificación es la que 
suele denominarse como formulación de las propuestas de ordenación, lo que 
conlleva la necesidad de que el poder planificador establezca los parámetros 
de ordenación del territorio que entienda procedentes para el desarrollo 
                                            
892 GARCÍA CODRON, Juan Carlos; DE MEER LECHA-MARZO, Ángela y DE LA PUENTE 
FERNÁNDEZ, Leonor (2012, págs. 96-100). 
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sostenible del territorio incluido en el ámbito de aplicación del instrumento que 
se realiza. Esta nueva ordenación debe contener el reflejo de la evolución que 
se plantea para su ámbito territorial, en función de los usos y actividades que 
puedan desplegarse sobre el mismo, y todo ello con diferente alcance en 
función de la concreta naturaleza del instrumento que se formule, de tal modo 
que la ordenación tendrá un carácter integral si se formula un instrumento de 
ordenación territorial, en tanto que se limitará a la gestión y usos del suelo si el 
instrumento es de carácter urbanístico. 
 
Dada la amplitud de elementos diferentes que ha de considerar un instrumento 
de planificación, las propuestas de ordenación se suelen exponer a través de la 
delimitación de los objetivos pretendidos para el territorio, definidos de forma 
general para los distintos ámbitos homogéneos apreciados en la fase anterior y 
cuya implementación se pretende mediante una serie de líneas de actuación en 
las que se concretarán las propuestas concretas de ordenación que se 
plasmen finalmente en el documento sujeto a aprobación administrativa y que, 
en función de su naturaleza y carácter de exigencia, se incorporarán al 
documento normativo en el que se reflejen las determinaciones establecidas 
para cada ámbito concreto y la forma en la que se podrá autorizar su aplicación 
práctica. 
 
Esta forma de proceder es descrita como más coherente por la doctrina a la 
hora de abordar el proceso de planificación, debido a que se establece un hilo 
conductor entre la realidad del territorio, su análisis y diagnóstico y, finalmente, 
el establecimiento de las propuestas concretas de ordenación. Con ello, como 
ya se ha reiterado, se consigue garantizar la aplicabilidad práctica de las 
determinaciones del plan y, por añadidura, establecer un nexo inequívoco de 
fundamentación de las decisiones adoptadas por la ordenación del territorio 









Bajo este prisma, MATA OLMO893 en referencia concreta a la apreciación 
paisajística en la ordenación territorial, sostiene que este elemento se perfila 
como fundamento ambiental y cultural del sistema de espacios libres, un 
sistema funcional que debe superar la mera clasificación urbanística del suelo y 
convertirse en eje de un modelo territorial de calidad de escala supramunicipal. 
Para ello, a juicio de este autor, es necesario un instrumento estratégico de 
planificación que incorpore prudencia y calidad a la gestión del territorio. En 
este sentido el paisaje puede ser argumento y cómplice de dicha iniciativa, 
porque permite proteger, gestionar y reconsiderar positivamente el territorio en 
todas las escalas y en todos los contextos ambientales. En términos similares, 
DE LAS RIVAS SANZ894 al describir como la planificación no puede dirigir la 
forma del territorio detallada y restrictivamente, pero puede proponer pautas 
estructurantes orientadas a controlar, tanto en el nivel funcional como en el 
formal, las intervenciones precisas de forma programada en el tiempo.  
 
El proceso de formulación de propuestas de ordenación también puede 
apreciarse desde un punto de vista negativo, en función de la realidad de 
implementación de sus determinaciones en la práctica, ya sea como mera 
previsión o, en un estadio posterior, como conclusión alcanzada al evaluar el 
desarrollo de un instrumento de planeamiento en vigor. Conforme a esta 
posibilidad, GALACHO JIMÉNEZ895 al analizar los planeamientos urbanísticos 
aplicables en la Costa del Sol durante los primeros años del presente siglo, 
señalaba que sus desarrollos posteriores han demostrado que no se consigue 
una gestión responsable de los recursos mediante su utilización racional y ello, 
principalmente porque no se llevan a la práctica con la misma intensidad, al 
menos en lo que se refiere a la aplicación de los postulados contenidos en la 
planificación expuestos en los criterios y objetivos de ordenación. A su vez, el 
citado autor aprecia que los objetivos y criterios de ordenación que se plasman 
en la planificación de los distintos ámbitos presentan características muy 
diferenciadas y ello, en su opinión, se debe a que aunque formalmente las 
                                            
893 MATA OLMO, Rafael (Coordinador) (2009, pág. 55). 
894 DE LAS RIVAS SANZ, Juan Luis (2003). 
895 GALACHO JIMÉNEZ, Federico Benjamín (2005, págs. 106-108). 
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propuestas de ordenación se expresan como orientadas al interés público, en 
muchos casos se aprecia su formulación conforme a los intereses particulares 
de determinados grupos de presión.  
 
Como medidas para evitar esta concepción negativa de la proyección práctica 
de las propuestas de ordenación de la planificación, el citado autor896 requiere 
el establecimiento de planeamientos coordinados en ámbitos territoriales 
colindantes (para evitar disfunciones producidas por determinaciones 
contradictorias o, cuanto menos, no del todo coherentes), instaurar medidas de 
limitación de la presión sobre zonas saturadas de urbanización, protección 
suplementaria de hábitats y de espacios de especial biodiversidad y, en reflejo 
de todo lo anterior, formular propuestas de ordenación realmente dirigidas 
hacia un desarrollo realmente sostenible y medioambientalmente aceptable.  
 
En definitiva, como señala RAMOS DE ARMAS897, el principio de desarrollo 
sostenible se identifica con el fomento de un uso racional de los recursos 
naturales, orientado a la consecución de objetivos claramente ambientales 
como son la eficacia de las medidas de conservación y mejora de la naturaleza, 
la flora y la fauna, o la preservación de los valores del suelo innecesario o 
inidóneo para atender las necesidades de transformación urbanística. Estos 
principios generales, añade este autor, se ponen en funcionamiento a través de 
los planes de ordenación del territorio y el planeamiento urbanístico. Sus 
previsiones determinan el desarrollo ulterior y de ahí, que queden sujetos a la 
evaluación ambiental estratégica como medida de prevención ambiental que 






                                            
896 GALACHO JIMÉNEZ, Federico Benjamín (2006, págs. 356-359). 
897 RAMOS DE ARMAS, Federico J. (2012). 
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2. Análisis práctico. 
 
Entrando a considerar esta fase desde un punto de vista práctico, si 
analizamos la formulación de estas propuestas de ordenación en los diferentes 
instrumentos de planificación que venimos considerando como referencia, 
podemos apreciar formulaciones muy similares en cuanto a la proyección de 
los objetivos generales y líneas de actuación definidas para concretar las 
correspondientes propuestas de ordenación. No obstante, también pueden 
identificarse elementos diferenciadores en función del ámbito al que se refiere 
cada tipo de instrumento, debido sobre todo al carácter trasversal y genérico 
que mantiene la ordenación territorial frente a la especificación que se predica 
de los instrumentos urbanísticos. 
 
  
a. Formulación de propuestas de ordenación en los instrumentos de ordenación 
territorial. 
 
Analizando cómo abordan la formulación de las propuestas de ordenación los 
instrumentos territoriales, podemos señalar como el POTLOH formula hasta 
ocho objetivos generales en su Memoria de Ordenación, que a su vez deben 
ser conseguidos mediante un total de veintiséis líneas de actuación, 
distribuidas entre cada uno de los anteriores. Si bien el carácter general de la 
ordenación territorial conlleva que los objetivos formulados presenten 
elementos y determinaciones relacionadas entre sí, podemos destacar los que 
se refieren expresamente al suelo rural del ámbito, relativos a la ordenación del 
complejo productivo en torno a la agricultura, la protección y valorización de los 
recursos naturales paisajísticos y culturales y, en tercer lugar, la reducción de 
la incidencia de los riesgos naturales y tecnológicos898. 
                                            
898 Como líneas de actuación dentro de cada objetivo se disponen:  
5. Ordenar el complejo productivo en torno a la agricultura. Líneas de actuación: mejorar la 
articulación territorial de las actividades agrarias con sus actividades conexas: industria y 
servicios auxiliares, manipulación y logística; ordenar el espacio productivo intensivo de la 
agricultura; y, en tercer lugar, concentrar y ordenar los espacios productivos urbanos con 
dedicación preferente a las actividades conexas con la agricultura. 
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A partir de estas determinaciones, la Memoria de Ordenación del POTLOH 
incorpora la justificación de cada una de las líneas de actuación formuladas y, 
finalmente, la propuesta de ordenación asociada a cada una de ellas, con lo 
que se escenifica la línea argumental a la que se ha hecho referencia y que, en 
síntesis, pretende conseguir que toda propuesta de ordenación sea coherente y 
aplicable en la práctica y, a su vez, suficientemente motivada. A modo de 
ejemplo, tomando como referencia el objetivo sexto (proteger y revalorizar los 
recursos naturales, paisajísticos y culturales), podemos destacar las siguientes 
referencias a la línea de actuación 6.1 (proteger los espacios naturales y 
favorecer su uso naturalístico y recreativo), partiendo de la justificación 
asumida por el planificador dispone:  
 
“El Litoral Occidental de Huelva posee una amplia gama de espacios 
naturales con valores reconocidos por diferentes normas de protección 
(Espacios Naturales Protegidos, LICs, montes públicos) y que 
responden a diferentes formaciones naturales: zonas húmedas, 
marismas y estuarios; formaciones adehesadas y extensos pinares. 
Estos espacios constituyen en gran medida la singularidad física del 
ámbito”. 
 
Con arreglo a esta justificación, de configuran las propuestas de ordenación 
siguientes: 
 
“a) Salvaguardar del proceso urbanizador y de intrusiones paisajísticas 
los espacios naturales, de acuerdo con las respectivas normativas 
sectoriales. 
                                                                                                                                
- 6. Proteger y revalorizar los recursos naturales, paisajísticos y culturales.  Líneas de 
actuación: proteger los espacios naturales y favorecer su uso naturalístico y recreativo; 
identificar los elementos constituyentes del paisaje del ámbito y la regulación y ordenación de 
su uso; identificar y proteger los elementos que forman parte de la identidad cultural del ámbito; 
y, finalmente, contener la presión transformadora del entorno inmediato de los espacios 
naturales protegidos, y favorecer la integración de estos espacios en las dinámicas territoriales 
del ámbito. 
- 7. Contribuir a la reducción de la incidencia de los riesgos naturales y tecnológicos. Líneas de 
actuación: establecer las medidas de prevención que impidan la regresión de las playas y el 
acceso marítimo a las infraestructuras portuarias; proteger los recursos biológicos marinos de 
usos o interacciones que perjudiquen al desarrollo de sus procesos bióticos; y establecer los 
criterios y medidas preventivas para limitar los efectos de los procesos erosivos e inundaciones 










b) Proteger sus funciones ecológicas, ambientales, productivas y 
recreativas y reconocer la potencialidad didáctica y educativa de sus 
valores naturales e históricos. 
 
c) Reconocer y potenciar estos espacios como elementos 
verterbradores del territorio y como corredores de articulación natural 
entre la franja litoral y los espacios de interior”.  
 
Por su parte, en la línea de actuación 6.4 (contener la presión transformadora 
del entorno inmediato de los espacios naturales protegidos, y favorecer la 
integración de estos espacios en las dinámicas territoriales del ámbito), la 
justificación que se incorpora es la siguiente:  
 
“La mayor parte de los Espacios Naturales Protegidos del ámbito están 
asociados a la banda costera (espacios marismeños) y tramos finales 
de los ríos. Las transformaciones agrícolas están afectando a estos 
espacios en dos aspectos esenciales; por una parte, como receptores 
de los procesos de denudación en la cuenca y de la contaminación 
difusa procedente de la actividad agrícola; y, por otra parte, soportando 
una fuerte presión colonizadora como consecuencia de desarrollos 
agrícolas que bordean e incluso traspasan los límites de los propios 
espacios protegidos. En relación con el primer aspecto, la situación 
generalizada de estos procesos afecta no sólo a los espacios naturales 
protegidos, sino también a otras áreas, y su resolución ha de ser de 
carácter general, requiriendo plantear de forma integral las propuestas 
que permitan paliar estos problemas. En relación con el segundo 
aspecto, la colonización de los bordes de los espacios protegidos no 
produce efectos exclusivamente vinculados a una alteración de usos, 
sino que su principal efecto es la ruptura de la transición que debe 
existir entre un medio natural y otro profundamente transformado”. 
 
En este caso, como propuestas de ordenación se incluyen: 
 
“a) Consolidar los espacios de transición, en las áreas en que esto sea 
posible, que sirvan como protección del borde marismeño, tales como 
caminos, viarios paisajísticos y espacios recreativos de uso extensivo. 
 
b) Incorporar como espacios de valor natural aquellas zonas colindantes 
a Espacios Naturales Protegidos que por sus características naturales y 
ambientales requieran la exclusión de usos residenciales, industriales, 
logísticos y turísticos. 
 









En los dos ejemplos seleccionados podemos apreciar similitudes evidentes, 
tanto de carácter formal como material. En el primer caso, se aprecia una 
similar consideración de la justificación con el sentido y ámbito de las 
propuestas de ordenación formuladas. En cuanto al contenido material, se 
identifica en ambos casos un afán proteccionista de los elementos naturales del 
entorno, con propuestas que mantienen una coherencia argumental derivada 
de la consideración de la necesaria transición entre los espacios naturales 
protegidos y las zonas de usos eminentemente urbanos. 
 
No obstante, también se aprecian diferencias específicas en cuanto a la 
consideración de los ámbitos sobre los que deben desplegar sus efectos, 
debido a que en el primer caso se formulan propuestas derivadas de la 
especial protección que ya tienen reconocida los espacios naturales, 
incluyendo propuestas de refuerzo de esta protección o, en todo caso, de 
establecimiento de usos plenamente compatibles con su específico régimen 
jurídico. Por el contrario, en el segundo supuesto, se establecen exigencias de 
ordenación específicas para terrenos que, en principio, no se encuentran 
previamente incluidos en ámbitos de especial protección, por lo que las 
propuestas de ordenación en este caso presentan una mayor incidencia a 
efectos del propio instrumento de planificación, ya que requieren que se 
delimiten de forma específica e individualizada estos nuevos ámbitos sujetos a 
protección especial.  
 
Por lo que respecta al POTAD, el documento Memoria de Ordenación introduce 
igualmente los objetivos generales899 descritos para su ámbito territorial, 
                                            
899 Es preciso destacar que la especial configuración del ámbito territorial sobre el que se aplica 
el POTAD, que incluye en su seno el actual Espacio Natural de Doñana (que engloba el Parque 
Nacional de Doñana y el Parque Natural que lo circunda), determina que su protección 
específica condicione de forma fundamental la ordenación de la totalidad del ámbito, por lo que 
las propuestas formuladas deben priorizar los objetivos específicos que igualmente establece 
en plan, que son: 
- Establecer un modelo de aprovechamiento de recursos hídricos que compatibilice el 
mantenimiento de los ecosistemas con el sostenimiento de las demandas urbanas y 
productivas. 
- Mantener los usos forestales de la corona que bordea a los Espacios Naturales. 
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destacando los relativos a la protección, mejora y regeneración de los espacios 
con valor ambiental, paisajístico o cultural; la reducción de los riesgos naturales 
y tecnológicos sobre la población, actividades y recursos; la mejor articulación 
del ámbito para contribuir al desarrollo de las funciones económicas y 
territoriales y, finalmente, la reordenación y compatibilización de los usos del 
suelo para contribuir a la mejora de las potencialidades económicas. 
 
Para poder alcanzar dichos objetivos generales, el POTAD establece un 
compendio de líneas de actuación sobre las que desarrollar posteriormente las 
propuestas de ordenación del ámbito, de entre las que podemos destacar por 
su incidencia sobre el suelo rural las que hacen referencia a establecer 
medidas de protección de las grandes superficies forestales, con objeto de 
mantener su contribución al equilibro en la ordenación general de los usos del 
ámbito y para coadyuvar a la conservación de los Espacios Naturales 
Protegidos; limitar la expansión de los regadíos con aguas subterráneas en el 
territorio de vinculación directa con el sistema hídrico y ecológico de Doñana y 
controlar la repercusión de la actividad agrícola sobre los recursos naturales; 
proteger los espacios litorales, asegurando la preservación de las especies en 
las aguas interiores y la conservación de los valores de los espacios costeros; 
reducir la presión sobre los acuíferos del ámbito sustituyendo la captación de 
recursos subterráneos para usos urbanos por recursos superficiales; y, 
finalmente, valorizar los espacios forestales, fluviales y litorales con 
potencialidad de uso recreativo para satisfacer las crecientes demandas de la 
población turística y de la población residente en las aglomeraciones urbanas 
próximas al ámbito. 
 
                                                                                                                                
- Articular las unidades territoriales que conforman el corredor Sevilla-Huelva, concentrar en el 
mismo las actividades urbanas y establecer un modelo de conexión de este corredor con el 
litoral adaptado a la singularidad de Doñana. 
- Reorientar el aprovechamiento turístico-recreativo hacia fórmulas menos dependientes del 
uso residencial y del excursionismo diurno, y más vinculadas al interés de los valores naturales, 
paisajísticos y culturales del ámbito. 
-  Mantener las actuales condiciones naturales del cordón litoral y mejorar su uso recreativo. 
- Poner en valor y proteger los recursos paisajísticos y culturales como elementos singulares de 
la identidad de Doñana. 
- Establecer medidas que limiten las situaciones de riesgos naturales y tecnológicos. 
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Todo este compendio de líneas de actuación presenta un indudable afán 
proteccionista del entorno, que se plasma no solo en líneas tendentes a 
garantizar la protección de los espacios naturales declarados como tales, sino 
fundamentalmente a salvaguardar las denominadas “zonas de transición”, cuyo 
régimen de protección se estima prioritario junto con el de los entornos de 
mayor singularidad paisajística del ámbito. Cabe destacar igualmente la 
preocupación del planificador por la ordenación de los suelos destinados al uso 
agrario en el entorno de los espacios naturales, debido al potencial 
contaminante que pudieran suponer para los mismos y que, como ya se ha 
apuntado, puede derivar tanto de emisiones químicas provocadas por el aporte 
de los tratamientos aplicados a los cultivos, como principalmente por la 
contaminación de los acuíferos motivada por su sobreexplotación. 
 
Al igual que se ha expuesto en el caso del POTLOH, el POTAD incluye la 
justificación de la adopción de cada una de las líneas de actuación establecidas 
para cumplir los objetivos generales y, en función de las mismas, la formulación 
de las propuestas de ordenación concretas para cada uno de los elementos de 
actuación a desarrollar.  
 
Tomando como ejemplo la línea de actuación denominada A-6 (ordenar la 
relación entre las distintas unidades de paisaje, mejorar la definición de las 
zonas de transición y proteger los elementos de mayor singularidad que 
contribuyen a la diversidad paisajística), el plan expone como justificación la 
necesidad de reconocer el paisaje como expresión de las relaciones entre 
medio físico, los recursos naturales y las actividades humanas. En tal sentido, 
el plan expone que se aprecian diversas unidades de paisaje expresivas de 
estas interrelaciones, cuyas zonas de contacto adolecen, en determinados 
casos, de una adecuada ordenación de elementos visuales que permitan 
identificar los encuentros y contrastes. El contacto entre estas unidades se 
resuelve mediante unas zonas de transición que se encuentran sometidas en la 
actualidad a cambios de uso que alteran sus características paisajistas, por lo 
que es preciso recomponer la morfología de estas áreas para preservar su 
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definición atendiendo a la función que cumplen en la ordenación general del 
paisaje.  
 
Para procurar el cumplimiento de esta línea de actuación, el plan incorpora las 
correspondientes propuestas de ordenación para su aplicación en estos 
“espacios de transición de interés paisajístico”, con prohibiciones expresas de 
ejecución de nuevas construcciones y propuestas de tratamientos paisajísticos 
específicos mediante actuaciones de reforestación.  
 
De todo ello puede concluirse que el planificador pretende establecer una línea 
de protección perfectamente delimitada en estas denominadas “zonas de 
transición”, al objeto de procurar la no injerencia de estructuras urbanas en 
ámbitos contiguos a elementos protegidos o espacios naturales, con lo que de 
facto está atribuyendo una vinculación suplementaria a zonas del territorio que 
no forman parte de los ámbitos de especial protección por naturaleza o 
determinación legal, pero que, por otra parte, su localización geográfica les 
atribuye una serie de exigencias que requieren la reducción de sus 
posibilidades de uso, en comparación con el suelo rural que se encuentre en 
otras ubicaciones con menor incidencia en este aspecto.  
 
En parámetros similares, el plan establece las propuestas de ordenación para 
la línea de actuación definida para prevenir los riesgos naturales y tecnológicos 
del entorno. En lo que respecta a los riesgos naturales, las propuestas se 
centran en la restauración ecológica de los cauces identificados en el ámbito, la 
protección contra la erosión de los escarpes y zonas elevadas, la protección de 
zonas periféricas de espacios naturales como prevención de posibles incendios 
y, finalmente, la delimitación de las zonas inundables en los laterales de los 
cauces fluviales, estableciendo una servidumbre de protección frente a 
avenidas en la que se prohíba toda actuación edificatoria innecesaria. Por su 
parte, en lo que respecta a los riesgos tecnológicos, se propone la delimitación 
de una banda de seguridad en las zonas de tránsito de las líneas de 
distribución eléctrica y de otros elementos similares, como hitos de protección 
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del entorno y al efecto de reducir su impacto sobre el territorio. De forma 
específica, se solicita la salvaguarda de los acuíferos (incluso se solicita 
expresamente su declaración de sobreexplotación), al objeto de establecer una 
ordenación sostenible del uso del recurso hídrico fundamental. 
 
Si atendemos al contenido del POTCG se aprecia que en su documento 
Memoria de Ordenación también se formulan hasta cinco objetivos generales a 
implementar mediante su ordenación territorial, basados en el desarrollo 
sostenible del entorno y en la protección y potenciación de los recursos 
ambientales, paisajísticos y culturales. 
 
A partir de estos objetivos generales, el plan campogibraltareño formula las 
bases estratégicas sobre las que elabora las propuestas de ordenación del 
ámbito, entre las que podemos destacar por, su relación con la materia que nos 
ocupa, la dedicada a la protección de los espacios naturales declarados y otras 
zonas de protección territorial, disponiendo expresamente que además de 
proteger las áreas territoriales declaradas expresamente como zonas de 
especial protección por la normativa sectorial correspondiente, la ordenación 
debe proteger específicamente las zonas que cuenten con valores destacables 
que pudieran verse afectados o degradados por usos no autorizables. 
Conforme a esta propuesta de ordenación, el plan introduce las denominadas 
“zonas de interés territorial”, en las que se incluyen los ámbitos señalados 
como susceptibles de especial protección por sus valores inherentes (incluidas 
las zonas con singular valor paisajístico). 
 
Lo anterior nos lleva a concluir que el propio instrumento de planeamiento, al 
igual que en los casos anteriores, extiende la proyección de la especial 
protección a zonas no previamente declaradas como espacios naturales o 
ámbitos que precisan de un régimen jurídico singularizado en la ordenación del 
territorio, con lo que asume una posición de vanguardia en el objetivo de 
salvaguarda de los suelos en los que se aprecie la concurrencia de valores 
susceptibles de una especial protección, suplementaria sobre el régimen 
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general aplicable al suelo rural común identificado dentro del ámbito de la 
ordenación y, en todo caso, que los excluya de todo futuro proceso de 
urbanización. 
 
De todo lo expuesto cabe destacar la similitud que presentan los objetivos 
genéricos contenidos en los instrumentos de ordenación territorial analizados, 
derivados de la premisa de desarrollo sostenible que subyace en la redacción 
de todos ellos. Sin embargo, la realidad material de cada uno de los territorios 
analizados determina la necesidad de priorizar aspectos diferentes en las 
líneas de actuación desarrolladas y, por extensión, en las propuestas de 
ordenación derivadas de éstas. 
 
 
b. Formulación de propuestas de ordenación en los instrumentos de 
planificación urbanística. 
 
Desde la perspectiva de la planificación urbanística, podemos apreciar diversas 
formas de abordar la formulación de propuestas de ordenación, sobre todo en 
función del momento temporal en el que se realiza la labor planificadora y, en 
concreto, si se realiza bajo la previa ordenación territorial de un instrumento de 
ordenación territorial que haya adoptado decisiones vinculantes en la material 
o, en otro caso, si la ordenación existente es de carácter muy general y, por lo 
tanto, no muy desarrollada para el ámbito de la ordenación o, incluso, el 
instrumento aplicable ha sido realizado sin vinculación territorial alguna (al 
menos con carácter directo). 
 
Dentro del primer supuesto podemos incluir al PGOU de Málaga, cuya 
aprobación en 2011 se adapta a los postulados del previo Plan de Ordenación 
del Territorio de la Aglomeración Urbana de Málaga (POTAUM)900 y así se 
recoge expresamente en la descripción del modelo territorial propuesto en su 
documento Memoria Propositiva, al que antes se ha hecho referencia. En este 
                                            
900 Aprobado por Decreto 308/2009, de 21 de julio (BOJA núm. 142, de 23 de julio de 2009). 
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caso, dentro de los objetivos programáticos del plan malagueño se recogen los 
postulados del citado instrumento de ordenación subregional, mediante la 
formulación de los criterios de ordenación que posteriormente se desarrollan a 
través de las diferentes líneas de actuación que se encuadran en cada uno de 
ellos. 
 
Por su relación directa con la materia que nos ocupa, podemos destacar los 
criterios relativos a la delimitación de áreas de protección ambiental y de las 
áreas de protección territorial, subdivididas a su vez conforme a los conceptos 
definitorios que contiene el propio PGOU. Las primeras se equiparan con los 
ámbitos de suelo que la LOUA denomina de especial protección por legislación 
específica, al ostentar valores ambientales reconocidos por la legislación 
sectorial. Al contrario, las segundas son las zonas protegidas y delimitadas por 
el POTAUM en razón de sus valores singulares, ambientales, paisajísticos, 
agrarios, o por presentar riesgos o, en otro caso, por su función equilibradora 
del territorio de la aglomeración y están formadas por las zonas producto de la 
pormenorización de la protección que el PGOU de Málaga realiza de las zonas 
que el POTAUM delimita, que en este caso se circunscriben a los ámbitos 
serranos, los montes de Málaga y los regadíos del Guadalhorce.  
 
Por lo tanto, podemos comprobar cómo la determinación de los espacios 
protegidos en el caso malagueño, al contar con instrumentos de ordenación 
territorial suficientemente pormenorizados en su zona geográfica, presenta 
perfiles poco conflictivos, al indicar expresamente la vinculación de sus 
determinaciones, cuanto menos, a los criterios ya delimitados en la ordenación 
territorial vigente. 
 
Otro caso similar al anterior es el del PGOU de Almonte, cuya Memoria de 
Ordenación expresamente señala que su modelo territorial se adapta de forma 
indisociable al establecido por el POTAD, como instrumento de ordenación 
territorial de ámbito subregional en el que se encuentra incluido. Tal es así, que 
la propia Memoria de Ordenación asume expresamente los objetivos generales 
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identificados por el POTAD que se han analizado anteriormente, por lo que la 
formulación de las de las líneas de actuación y propuestas de ordenación 
asumen íntegramente sus postulados. 
 
En concreto, el modelo territorial plantea los criterios generales para la 
ordenación territorial del municipio de Almonte, que complementan los 
derivados del planeamiento comarcal, mediante las propuestas de integración 
de las actividades urbanas y económicas en el territorio, sobre la base de la 
protección y potenciación de los valores naturales, en un modelo espacial de 
desarrollo sostenible, fomentar la reconversión del sector turístico y, en base a 
lo anterior, mejorar la accesibilidad general del territorio reduciendo su impacto 
sobre el medio. 
 
Para la implementación de estos criterios, el plan incluye hasta 35 objetivos 
tendentes a la reconducción de la ordenación al modelo territorial propuesto, de 
los que gran parte de ellos se centran en el suelo rural del término municipal, 
sobre todo teniendo en cuenta su tamaño, entidad y, fundamentalmente, la 
presencia de elementos de incuestionable valor como es el Espacio Natural de 
Doñana, cuya mayor parte se incluye en territorio almonteño. Entre ellos, 
pueden destacarse por su incidencia sobre la materia de nuestro trabajo los 
que requieren clasificar de suelo acorde con los valores naturales y las 
demandas de desarrollo urbano y de los sectores agrícolas y turísticos, que 
permita una integración planificada de los usos, clasificar como suelo no 
urbanizable de especial protección por legislación específica los espacios 
correspondientes al Parque Nacional de Doñana, Parque Natural, suelo forestal 
y la red hídrica superficial y sus zonas de servidumbre; clasificar como suelo 
urbanizable exclusivamente los ubicados en continuidad con los suelos 
urbanos o urbanizables existentes; establecer corredores verdes que articulen 
el territorio asociados a los cauces fluviales y vías pecuarias; clasificar como 
suelo no urbanizable de especial protección los espacios recreativos 
comarcales, permitiendo los usos y actividades didácticas, de ocio y recreo y 
las instalaciones destinadas a este fin o establecer perímetros de protección 
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visual de las edificaciones y bienes objeto de catalogación situados en el suelo 
no urbanizable con la finalidad de preservar y realzar su singularidad. 
 
Para lograr la consecución de los objetivos propuestos, el PGOU de Almonte 
opta por otorgar continuidad a la zonificación de suelo dispuesta por el POTAD 
(a la que posteriormente se hará referencia detallada), con lo que asume la 
justificación de la ordenación que realiza el instrumento de ordenación 
territorial. En este caso, el PGOU solo introduce algunas consideraciones 
adicionales como son las relativas a la regulación de los asentamientos y la 
disposición de enclaves turísticos en el suelo no urbanizable, con lo que de 
facto no altera la justificación de la zonificación que introduce el plan de 
ordenación subregional. 
 
En el segundo de los supuestos referidos anteriormente podemos hacer 
referencia a los PGOU de Córdoba, Jerez de la Frontera o La Palma del 
Condado, únicamente vinculados por las directrices emanadas por el Plan de 
Ordenación del Territorio de Andalucía, por lo que no se han visto sometidos a 
la verificación del análisis detallado del territorio que realiza el planeamiento 
subregional.  
 
Por lo que respecta al PGOU de Córdoba, su documento Memoria plantea una 
serie de intervenciones con el fin de seleccionar estratégicamente sus objetivos 
y formular así sus criterios de ordenación espacial y organización funcional que 
requieren los distintos sectores en donde se ubican. En lo que se refiere 
específicamente al suelo no urbanizable, dispone expresamente la intervención 
sobre la formulación de nuevos criterios de ordenación sobre las unidades 
ambientales delimitadas conforme a su proceso de evaluación, las 
parcelaciones ilegales, la armonización con las normas sectoriales vigentes y el 
desarrollo de actuaciones regladas sobre el suelo rural para lograr su 
regeneración ambiental901. 
                                            
901 En concreto, formula los siguientes criterios: 
1.- Nuevos criterios de ordenación (delimitación de Unidades ambientales de acuerdo al 
Estudio de Impacto Ambiental, regulación normativa según la capacidad de acogida de uso de 
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Asumiendo la carencia de previsiones territoriales sobre las que apoyarse, el 
PGOU de Córdoba realiza una efectiva tarea de regular el suelo no urbanizable 
de un término municipal de gran extensión, asumiendo los criterios expuestos y 
partiendo exclusivamente de la delimitación de unidades ambientales realizada 
por la normativa sectorial y por los escasos documentos de ordenación 
territorial vigentes sobre el territorio. En concreto, el planeamiento cordobés 
distingue dentro del suelo no urbanizable al inadecuado para el desarrollo 
urbano, al de asentamientos o núcleos rurales y al denominado de 
equipamientos privados, en los tres casos como suelos de régimen común no 
sometidos a especial protección.  
 
En el caso del suelo especialmente protegido, el documento analizado incluye 
los suelos protegidos por la legislación sectorial o el planeamiento 
supramunicipal, así como aquellos otros que por sus valores ambientales, 
productivos, paisajísticos, culturales o de otra índole el planificador ha 
considerado que es necesario proteger de forma específica. En palabras del 
propio documento, en ellos se establecen medidas de protección y mejora de 
los valores ambientales existentes debiendo señalarse la homogeneidad de 
tratamiento, incluyendo condiciones de uso muy restrictivas para los espacios 
forestales de mayor calidad ambiental, con el objeto de conservar un ámbito (la 
Sierra de Córdoba) que según palabras del propio documento debe constituirse 
en un futuro próximo en el espacio natural protegido que permita la conexión y 
continuidad entre los Parques Naturales de la Sierra de Hornachuelos y de las 
Sierras de Cardeña-Montoro. Para ello, se incluyen las siguientes categorías de 
                                                                                                                                
cada Unidad Ambiental y regulación de nuevas condiciones de edificación, adaptadas a la 
realidad actual). 
2.- Las Parcelaciones ilegales (elaboración de fichas de parcelaciones y concreción de 
actuaciones sobre sus ámbitos, regularización de aquellas parcelaciones cuya situación 
urbanística y ambiental lo permite y paralización y erradicación de aquellas parcelaciones que 
están produciendo graves impactos ambientales, paisajísticos, etc.). 
3.- Adecuación del Plan General al Planeamiento de rango supramunicipal (Plan Especial de 
protección del Medio Físico, Normas subsidiarias de Planeamiento Municipal y 
complementarias en Suelo No Urbanizable, determinaciones de la legislación sectorial aplicable 
al Medio Rural y Natural). 
4.- Regulación normativa para intervenir positivamente en el suelo rústico: Propuesta de 
actuaciones singulares de regeneración ambiental y paisajística y desarrollo de planes 
especiales con dichos fines. 
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suelo no urbanizable protegido: patrimonio histórico, vías pecuarias, 
yacimientos de interés científico, espacios forestales y riberas de la sierra con 
protección integral, espacios forestales de la sierra con protección compatible, 
vegas de los ríos Guadalquivir y Guadajoz, cauce y riberas de los ríos 
Guadalquivir, Guadajoz y Guadalmellato, embalse de San Rafael de Navallana 
y su entorno, salinas de Duernas, zonas de campiña de interés paisajístico, 
Parque Forestal Los Villares y Parque Recreativo Fuente Mocho. 
 
Del tratamiento del suelo no urbanizable del PGOU cordobés puede destacarse 
su amplia delimitación, al contener una pormenorización muy acentuada sobre 
todo en el caso del suelo protegido. Esta realidad, aunque pueda suponer un 
cierto grado de complejidad a la hora de manejar los conceptos regulatorios 
que incorpora el tratamiento del suelo, sobre todo para los ciudadanos que 
requieran información sobre la situación jurídica de un terreno en particular, 
presenta como ventaja muy destacable la adaptación que el régimen 
establecido para cada categoría debe suponer para el suelo incluido en la 
misma, al estar desarrollado específicamente para atender a unas necesidades 
muy concretas. A su vez, merece ser destacado el intento del planificador de 
“orientar” las formulaciones futuras de instrumentos de ordenación subregional 
y ambiental, al sugerir la definición de nuevos espacios naturales protegidos en 
las zonas en las que se aprecian valores dignos de una protección singular y, 
como indica expresamente el propio documento, con condiciones muy 
restrictivas para la autorización de usos en su ámbito.    
 
En el caso del PGOU de Jerez de la Frontera, el modelo territorial que propone 
se asienta sobre unas bases de actuación que propugnan la estructuración de 
su término con su entorno territorial, el desarrollo del sistema de usos del 
territorio, la implementación de medidas que puedan revertir la gran dispersión 
de núcleos poblacionales existentes, la protección de los valores naturales y 









De acuerdo con estas bases, como criterio o estrategia general para la 
ordenación del medio rural, se considera que una correcta utilización del 
territorio, coherente con sus características, ajustada a las capacidades de 
acogida tanto del medio físico como de los recursos humanos de la zona, es el 
método más operativo para la mejora y conservación del territorio. Este uso 
debe permitir la pervivencia de las características ambientales, territoriales y 
paisajísticas propias del mundo rural. Esta estrategia general se descompone 
en una serie de estrategias parciales a desarrollar mediante las propuestas de 
ordenación, pudiendo destacar la relativa a la protección de los espacios 
naturales de mayor valor, a fin de sustraerlos tanto a la presión urbanizadora 
como a la transformadora agrícola y, a la vez, procurar su integración territorial, 
de manera que contribuyan a un aprovechamiento naturalístico y turístico del 
territorio según su situación y características específicas. Para ello, se requiere 
complementar la acción protectora de la legislación de espacios naturales con 
la asignación de una función territorial acorde con su valor y naturaleza. Esta 
función supone una regulación de usos coherente con su carácter de espacio 
natural protegido y la definición de su papel como pieza territorial clave en el 
modelo turístico y en el sistema de espacios libres comarcal. 
 
A partir de estas estrategias, el plan jerezano formula los que denomina 
“criterios técnicos” para la ordenación, que como el propio documento 
manifiesta, han de inspirar la definición de un marco de ordenación territorial y 
compatibilización de usos en suelo no urbanizable, que se sintetizan en cinco 
categorías de protección que integran las propuestas sectoriales y abarcan al 
conjunto de ámbitos o unidades definidas para la ordenación. Estas categorías 
de protección del suelo que establece el plan son las siguientes: 
 
a) Protección integral o ecológica. Bajo esta categoría se consideran los 
espacios del municipio con recursos naturales más sobresalientes y 
singulares, los de biodiversidad más notoria y los que realizan las 
funciones ecológicas, paisajísticas y ambientales más destacadas del 
municipio. Los objetivos planteados para estos espacios van en la línea 
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de la protección y potenciación de los valores naturales y productivos. 
En consecuencia, los usos y actividades permitidas serán las 
relacionadas con la productividad primaria y el aprovechamiento 
naturalístico y recreativo. 
 
b) Protección ambiental o forestal. Bajo este epígrafe se incluyen un 
conjunto de espacios tales como: los terrenos forestales sobre los que 
descansan las relaciones ecológicas en el municipio al mismo tiempo 
que desempeñan funciones ambientales y protectoras relevantes. 
Constituyen islas de diversidad en el ámbito rural, en ocasiones con 
atributos de rareza o singularidad en el marco agrícola en el que se 
enmarcan. Son necesarias medidas para preservar estos suelos de la 
urbanización y la edificación, invertir en acciones que generen ganancia 
ambiental y mejora de los recursos forestales, potenciar los valores 
productivos primarios en respeto con los ambientales, y evaluar la 
oportunidad y funcionalidad que las áreas forestales pueden aportar al 
municipio en cuanto a recurso de calidad y potencialidad de uso 
recreativo. 
 
c) Protección paisajística. Esta consideración acoge a dos unidades de 
paisaje característico de Jerez de la Frontera (el viñedo y las campiñas 
cerealistas) los cuales muestran síntomas de fragilidad y evolución 
futura incierta, a las dos referencias geográficas y paisajísticas del 
municipio (Gibalbín y San Cristóbal) y a un conjunto discreto de suelos 
con función y/o potencialidad paisajística. Son necesarias medidas para 
preservar estos suelos de la urbanización y la edificación, controlar la 
degradación del paisaje frenando los procesos degenerativos del 
patrimonio construido, establecer criterios de implantación territorial de 
usos y actividades siguiendo la riqueza y particularidades de la 









d) Protección por riesgos y procesos naturales. La prevención de riesgos 
naturales se vincula fundamentalmente a los dos procesos físicos con 
mayor relevancia municipal, las inundaciones y la peligrosidad sobre 
bienes y personas derivadas del funcionamiento extraordinario de la red 
de drenaje y, por otro lado, la pérdida de suelo por erosión vinculada 
bien a prácticas agrícolas en laderas con pendiente excesiva y suelos 
degradables.  
 
e) Protección agrícola. Esta protección se extiende a la zona regable del 
Guadalcacín–Guadalete, principal espacio productivo agrario del 
municipio y motor de la economía del poblamiento rural. 
 
De estas propuestas de ordenación podemos concluir que el planificador 
pretende establecer una distribución espacial de los suelos rurales del término 
municipal en función de su principal condición, conteniendo una graduación de 
los mismos en base a la importancia otorgada a los valores o características 
que se identifican en cada caso. De acuerdo con esta escala, será la posterior 
clasificación del suelo no urbanizable del plan la que determine, en primer 
lugar, cuáles de estos tipos de suelos se encontrarán sometidos a un régimen 
de especial protección conforme a la normativa urbanística vigente (en este 
caso la LOUA) y, conforme a los parámetros analizados, establecer el régimen 
de usos autorizados en cada uno de estos tipos de suelos rurales. 
 
A través de este modelo de zonificación podemos comprobar que, al igual que 
en caso anterior, la labor del planificador urbanístico ha sido más profunda que 
la apreciada en los supuestos en los que el planeamiento se ha realizado con 
la previa existencia  de una completa planificación territorial subregional, ya que 
el análisis del suelo no rural no ha partido de un diagnóstico previo realizado 
por ésta, y siempre con la excepción de las cuestiones genéricas que derivan 
de la planificación general andaluza que realiza el POTA y, claro está, de las 
que proceden de la propia normativa y/o planificación sectorial que 
predetermina su consideración urbanística. 
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En cuanto al tercer ejemplo apuntado, el PGOU de La Palma del Condado, 
podemos apreciar como la formulación de sus propuestas de ordenación 
presenta una elaboración mucho menos consistente y fundamentada, debido a 
que las referencias que se contienen son muy escasas y meramente 
enunciativas. En concreto, el planificador se limita a establecer los motivos 
legales por los cuales se incluye cada zona concreta en un tipo de suelo 
específico de los que regula el artículo 46 de la LOUA.  
 
Conforme a esta escasa fundamentación, se expone que la identificación de las 
zonas de suelo protegido por el propio documento de planificación ha sido 
obtenida a partir del diagnóstico realizado, y que a ella se asocian los objetivos 
de ordenación de los diferentes ámbitos y elementos del territorio municipal y 
se plantean criterios encaminados a regular los procesos territoriales 
urbanísticos en el municipio en los siguientes espacios. Estas zonas 
especialmente protegidas se identifican con: estribaciones serranas, áreas 
forestales, suelos forestales transformados, llanos de La Pedrosa, cañada de la 
Plata y yacimientos arqueológicos. Frente a lo anterior, el plan recoge las 
zonas que se identifican como suelo rural no sometido a una especial 
protección, que asocia a las siguientes zonas: campiña, vertiente sur y zona de 
actividades agrarias.  
 
De lo expuesto podemos realizar dos consideraciones fundamentales, relativas 
a la actuación del planificador que subyace de la documentación incluida en el 
propio plan. La primera es la escasa justificación que asume la especial 
protección atribuida a los suelos identificados, ya que solo se contienen 
referencias genéricas y meramente teóricas, sin que se efectúen procesos de 
contraste de la presencia de los valores aducidos para esta consideración de 
los suelos ni, por otra parte, acreditar el alcance de este régimen de especial 









En segundo lugar puede apreciarse que, en contra de lo que hemos visto en 
los otros ejemplos analizados hasta ahora, a juicio de este planificador los usos 
agrarios del suelo no merecen la consideración de especialmente protegidos, 
con lo que parece seguir la tesis que sostiene que la incidencia en la economía 
real del sector primario hoy en día no propugna que este tipo de suelos tengan 
que gozar de una protección suplementaria sobre la ya establecida de forma 
genérica para el suelo rural común de un territorio,  salvo que en la misma zona 
se identifiquen otros valores suplementarios. Con todo, entiendo que la 
afirmación escueta de este tipo de suelos debería llevar consigo una 
fundamentación, aunque sea muy liviana, de la procedencia de esta decisión, 
lo que podría derivarse precisamente de la escasa trascendencia que 
presentan los usos agrarios en el término municipal. 
 
En cierto modo, esta forma de establecer la zonificación del suelo, y más en 
concreto del suelo rural o no urbanizable, viene a asemejarse a la que se 
contiene en los documentos de planeamiento mucho menos complejos como 
son las Normas Subsidiarias de Planeamiento (NNSS)902, cuya descripción de 
las clases de suelo identificadas en los términos municipales sobre los que se 
aplican, normalmente no contiene una referencia justificativa de la concreta 
adscripción de los suelos incluidos en ámbitos de especial protección, aunque 
en algunos casos ésta se establece por propia disposición de las NNSS. 
 
Como ejemplo, pueden citarse las NNSS del término municipal de Cantillana, 
provincia de Sevilla, que datan de los años 90 y que, en su formulación inicial, 
establecían tres categorías de suelo no urbanizable (de protección, 
mantenimiento de usos y áreas de servidumbre). En la descripción del suelo no 
urbanizable de protección (o de categoría primera) se encontraban incluidas 
zonas no delimitadas por la legislación sectorial o la planificación territorial, por 
                                            
902 Reguladas en los artículos 91 y siguientes del RP (en su versión municipal), y cuyo objeto 
amplio o pleno encarna completamente la idea de Plan reducido o limitado, por su contenido y, 
de este modo constituyen una auténtica opción o alternativa a los Planes Generales. Así, estas 
NNSS actúan con las tres categorías de suelo, siendo calificadas por la jurisprudencia como 
son unos auténticos planes reducidos (STS de 7 de marzo de 1985), desempeñando la función 
de ser una auténtica alternativa a los Planes Generales, menos complejos y, en principio, para 
municipios con menos problemas urbanísticos (STS 4 de mayo de 1988).  
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lo que se entendían protegidas por las propias NNSS, sin que se realizara un 
esfuerzo justificador de tal medida más allá de la propia explicación que 
pudiera obtenerse de la denominación concreta de cada zona de suelo. 
 
Esta consideración quedó ratificada cuando posteriormente se aprobó el 
documento de adaptación de las NNSS de Cantillana a la LOUA903, en el que 
se equiparaba parte del suelo de protección con el tipo de suelo no urbanizable 
de especial protección por planificación territorial o urbanística (artículo 46.1.b) 
LOUA), concretamente las denominadas Vegas del Guadalquivir y Zona de 
Huertas de Regadío. Esta adaptación, dado el alcance limitado de su ámbito de 
aplicación, no contiene tampoco ningún criterio justificativo de la incorporación 
de estos suelos a los ámbitos de especial protección, limitándose solo a 
equiparar los tipos de suelo inicialmente descritos en las NNSS al acervo 
adoptado por la LOUA en el año 2002. 
 
Esta comparación se trae a colación con el objeto de recalcar la necesidad ya 
apuntada (y reiterada) de que los instrumentos de ordenación incluyan 
expresamente la motivación de las decisiones adoptadas por el planificador, 
principio que se encuentra muy consolidado en nuestra ordenamiento jurídico, 
sobre todo gracias a la labor jurisprudencial que ha incidido en la exigencia de 
esta motivación como medio de justificación de que no se ha actuado de forma 
arbitraria y, en términos generales, se entiende como una exigencia derivada 
del ius variandi del poder planificador y de la propia discrecionalidad que lleva 







                                            
903 Aprobado por el Pleno de la Corporación con fecha 24 de noviembre de 2010. 
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c. Criterios de actuación exigibles en la formulación de propuestas de 
ordenación. 
 
Del análisis realizado sobre distintos instrumentos y al contrastar sus diferentes 
modelos de formulación de propuestas de ordenación, podemos enunciar 
algunos criterios de actuación que deben presidir la actuación planificadora en 
este ámbito, partiendo de la propia afirmación anterior relativa a la reiterada 
necesidad de justificar las decisiones adoptadas en el seno del proceso de 
planificación, con mayor exigencia en tanto en cuanto sean opciones realizadas 
directamente en el mismo y sin vinculación previa.  
 
Como muy acertadamente indica RAMOS MEDRANO904, la explicación de los 
intereses públicos que justifican las opciones del planeamiento es 
especialmente importante en aquellos casos en que las decisiones 
administrativas entran en colisión con los intereses de particulares, que si bien 
son del todo legítimos, en el ámbito urbanístico existe una línea divisoria entre 
lo que son intereses particulares e intereses públicos cuyos contornos no están 
siempre definidos con la debida precisión, y es en este momento, en el que 
resulta más necesario que nunca la motivación para definir y concretar estos 
intereses públicos que muchas veces pueden discrepar con los particulares, de 
ahí la labor de explicación que debe hacer el plan para que no se entiendan 
conculcados los derechos de los particulares en los casos en los que, 
legítimamente, deben prevalecer los intereses públicos. 
 
La motivación es especialmente importante cuando se aprueban planes que 
legitiman la imposición de medidas muy restrictivas sobre suelos (amplios 
regímenes de especial protección) o incluso la propia expropiación forzosa, 
toda vez que los tribunales son muy estrictos a la hora de valorar la causa que 
concurre tras la mismas, destacando el citado autor en este sentido la STS de 
4 de febrero de 2011 (Sala 3ª, Sec. 6ª, rec. 5605/2006. Ponente TRILLO 
ALONSO, EDJ 2011/10725), que anula el Plan Especial delimitador de un área 
                                            
904 RAMOS MEDRANO, José Antonio (2015, págs. 20-22). 
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de reserva con destino a la ampliación de suelo público para la implantación de 
un complejo metropolitano para actividades lúdicas de carácter terciario y 
recreativo de grandes dimensiones. A juicio del Tribunal Supremo el 
documento aprobado es un ejemplo paradigmático de indeterminación, en 
cuanto no permite conocer la concreta finalidad de usos que justifica la 
expropiación y, posteriormente, señala que la devaluación del requisito de la 
expresión de los fines concretos de la reserva puede propiciar abusos 
manifiestos, como siempre que se relaja la necesidad de la motivación de las 
decisiones administrativas.   
 
Este razonamiento es perfectamente extensible a los supuestos en los que los 
instrumentos de planeamiento producen restricciones de gran calado en los 
derechos e intereses de los titulares de suelo, sobre los que el planificador 
entiende procedente establecer un régimen de protección reforzado, con lo que 
la exigencia de motivación tal y como la entiende el Alto Tribunal, es del mismo 
modo necesaria. 
 
En consonancia con esta última consideración cabe añadir que en esta 
fundamental fase de la planificación, en la que se proponen las líneas 
principales conforme a las que se desplegarán los efectos del instrumento que 
se apruebe definitivamente y determinarán el destino del territorio sobre el que 
se aplique, el planificador debe acreditar y garantizar la precisa conexión entre 
los diferentes elementos de ordenación que pudieran solaparse sobre un 
mismo territorio, tanto en sus vertientes territorial, urbanística y ambiental. De 
este modo, en función del concreto ámbito de planificación que se encuentre en 
elaboración, se deberán verificar las posibles vinculaciones existentes en 
función de los instrumentos o prescripciones normativas que desplegaran 
efectos sobre el territorio pero, además, analizar las posibles incidencias que 
se derivaran de la propia consideración general del entorno y que, aunque no 
procedieran de mandatos directamente exigibles por elementos de ámbito 
superior, sí pudieran condicionar las decisiones adoptadas por el propio 
instrumento, en aplicación de la coherencia exigible entre las diferentes 
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planificaciones que pudieran establecerse sobre un mismo territorio y cuya 
divergencia, aparte de injustificada, conllevaría la proliferación de situaciones 
contradictorias que dificultarían (cuando no directamente impedirían) la 
aplicación práctica de las líneas de actuación pretendidas para el territorio. 
 
Sobre esta cuestión, GÓMEZ MANRESA905 sostiene que esta exigible 
coherencia entre los distintos instrumentos de planificación, fundamentalmente 
desde un punto de vista de la sostenibilidad ambiental, deriva de la aplicación 
del propio artículo 45 de la Constitución Española, que exige la conservación 
del medio ambiente como bien jurídico cuyo disfrute es titular la ciudadanía en 
general y por el que deben velar tanto los poderes públicos como la sociedad 
en su conjunto. Como elemento de coordinación esencial en la formulación de 
instrumentos de planificación, hablando siempre en término medioambientales, 
la citada autora hace referencia expresa a la  necesaria evaluación ambiental 
de los planes de ordenación territorial y urbanísticos, que como se indicó en su 
momento, debe servir como medio de verificación de la adaptación de las 
determinaciones del planeamiento a la sostenibilidad ambiental, tanto en lo 
referente a la delimitación de los suelos rurales y especialmente protegidos, 
como en la determinación de las actuaciones proyectadas, incluyendo las 
precisas referencias a los estudios de alternativas, como salvaguarda de las 
exigencias legales por la que se precisa el estudio de todas las posibilidades 
medioambientales y, de este modo, justificar por qué se adopta una solución 
urbanística determinada. 
 
A esta afirmación debe añadirse la reconocida vinculación que legal y 
jurisprudencialmente se establece entre los distintos instrumentos de 
planificación, por la que los formulados en ámbitos de ordenación territorial o 
sectorial prevalecen sobre los exclusivamente urbanísticos, aparte de la propia 
vinculación jerárquica que se establece entre los de una misma clase por razón 
de su ámbito. En base a la aplicación de esta vinculación las determinaciones 
de los que ostenten una posición subordinada deben reconocer los criterios 
                                            
905 GÓMEZ MANRESA, María Fuensanta (2015, págs. 42-52). 
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contenidos en los de aplicación preferente, manteniendo sus posiciones en 
todos los aspectos sobre los que no permitan la introducción de opciones 
alternativas, salvo en los supuestos en los que esta solución fuera legalmente 
factible. A modo de ejemplo puede citarse la reciente STS de 18 de octubre de 
2018 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 3832/2017. Ponente TOLOSA TRIBIÑO, ECLI: 
ES:TS:2018:3623), en la que se afirma la interpretación del Alto Tribunal por el 
que los distintos instrumentos que presentan vinculación entre sí deben 
mantener una necesaria coherencia en sus determinaciones, aspecto que la 
propia Sala entiende que no justifica sin más el establecimiento de una relación 
estricta de carácter exclusiva y meramente jerárquico entre los planes 
territoriales y los urbanísticos, pero impone el razonamiento por el que, salvo 
excepciones acreditadas, deba establecerse mediante un criterio “de abajo 
hacia arriba, y no a la inversa”906.   
 
Como reflexión final sobre esta fase de planificación puede indicarse que en 
realidad nos encontramos ante el estadio nuclear de la composición del 
instrumento que se esté redactando, debido a que las propuestas de 
ordenación son los medios concretos y efectivos conforme va a quedar definido 
el espacio geográfico sobre el que se actúa, y que van a ser plasmados en la 
distribución territorial que se realice y, en base a ésta, en la atribución de usos 
y aptitudes urbanísticas que en definitiva se otorguen a cada área territorial 
concreta, lo que indudablemente presenta una trascendental incidencia en los 
intereses de los terceros que, por múltiples causas, vayan a verse afectados 
por las decisiones adoptadas. En lo que respecta a la delimitación del suelo 
rural y a su diferenciación por tipos o categorías, la fundamentación requiere la 
acreditación de los motivos por los que se fundamenta su incardinación en esta 
clase, y principalmente, los criterios por los que se establecen exigencias 
singulares de protección para algunos supuestos concretos, que deberán 
conectar con los formulados de forma genérica en la fase de elaboración de las 
propuestas de ordenación de las que deben ser una aplicación práctica. 
 
                                            
906 FD 7º in fine. 
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Como se ha apuntado, la ausencia de instrumentos que contengan un 
diagnóstico territorial con una cierta pormenorización supone una exigencia 
suplementaria al planificador urbanístico, debido a que en estos casos debe 
analizar el territorio con una mayor profundidad al carecer de un criterio previo 
de referencia que identifique de forma vinculante los espacios cuya 
preservación sea preciso garantizar a través de la ordenación del suelo.    
 
 
E. Delimitación de tipos de suelos (y de entornos protegidos). 
 
1. Principios de actuación en la identificación de tipos homogéneos de suelo. 
 
Esta quinta fase de la producción planificadora se define de esta forma para 
enunciar de forma descriptiva su propio contenido material y, en concreto, el 
que se centra en el objeto fundamental de nuestro trabajo. Con arreglo a esta 
consideración, en este estadio de la formulación de un instrumento de 
planificación se deben identificar de forma gráfica los diferentes ámbitos 
territoriales de suelo que han de quedar conformados, una vez que sobre el 
terreno se plasman las propuestas de ordenación que se han planteado en la 
fase anterior. Por lo tanto, si en las fases iniciales se analizó y se formuló un 
diagnóstico del territorio, buscando determinar su realidad actual, en esta fase 
se pretende distribuir el suelo en función de cómo debe (o puede) proyectarse 
hacia el futuro a corto y medio plazo, asumiendo diferentes objetivos en función 
de las aptitudes que se hayan apreciado para los mismos y de las líneas de 
actuación planteadas para las estrategias territoriales postuladas. 
 
Conforme a esta premisa, el diferente alcance del instrumento que se formule 
determinará el tipo de delimitación de suelos que se realice, de tal modo que 
los instrumentos de ordenación territorial o sectoriales suelen describir esta 
fase usando términos como “zonificación” u otros similares, en tanto que los 
instrumentos urbanísticos utilizan el tradicional término de clasificación, al ser el 
generalmente aceptado por las normativas urbanísticas españolas para la 
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distribución territorial que realiza el planeamiento de esta naturaleza. Aunque 
con diferente alcance, la zonificación y clasificación del territorio no dejan de 
ser procesos de naturaleza similar, en los que se distribuye el ámbito territorial 
en función de la consideración en los mismos de elementos homogéneos, que 
estando presentes en el entorno otorgan al territorio un carácter de 
estructurador y que, por otra parte, lo diferencia del colindante que presenta 
características o elementos diferentes, aunque en términos generales sea 
considerado de similar clase o categoría. 
 
Como se ha indicado, la diferenciación de ambos procesos de delimitación 
territorial puede establecerse en su diferente alcance, puesto que en la 
ordenación del territorio la zonificación se realiza mediante la referencia a 
elementos generalizadores, que tienden a definir a grandes rasgos los distintos 
tipos de suelo existentes, si bien es cierto que en el caso concreto del suelo 
rural la zonificación presenta caracteres más pormenorizados, incluyendo la 
identificación de zonas en las que sus circunstancias inherentes precisan una 
especial protección (espacios naturales, ámbitos agropecuarios destacados, 
zonas de riesgos declarados, etc.).  
 
En el caso de los instrumentos de ordenación urbanística, la clasificación del 
suelo presenta perfiles mucho más definidos, debido a que requiere la 
delimitación integral del territorio, distinguiendo en el mismo los tradicionales 
tipos de suelo urbano, urbanizable y no urbanizable (o denominaciones 
alternativas que se contengan en la normativa aplicable en cada caso) y, dentro 
de cada uno de ellos, la identificación de los diferentes tipos que suponen el 
proceso tradicional de “calificación” del suelo, en el que se determinan los 
concretos usos que pueden autorizarse en los mismos y la forma en que éstos 
pueden materializarse en el territorio. En el supuesto de los suelos rústicos o 
no urbanizables, este proceso es el que debe identificar los suelos 
especialmente protegidos, tanto sea por el reconocimiento de esta 
consideración derivado de decisiones externas, como por la propia convicción 
del planificador procedente de los previos procesos de análisis territorial. 
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Para  GARCÍA CODRON, DE MEER LECHA-MARZO y DE LA PUENTE 
FERNÁNDEZ907 las unidades territoriales previamente delimitadas en el 
espacio geográfico en la fase de análisis, una vez tamizadas por el modelo 
territorial establecido en la fase de formulación de las propuestas de 
ordenación, son el núcleo y germen fundamental de la zonificación del ámbito 
territorial sometido a planificación, debido a que estas unidades homogéneas 
son las que presentarán elementos, aptitudes y valores homogéneos  que 
precisen de una ordenación (ambiental, territorial o urbanística) de similar 
naturaleza y proyección. En otras palabras, si el análisis territorial debe ser el 
punto de partida para la valoración de las unidades territoriales, la propuesta de 
áreas de ordenación y, en su caso, protección debe ser el resultado de aplicar 
a las unidades antes delimitadas los criterios de intervención sobre los que se 
fundamenta la nueva ordenación territorial o urbanística propuesta.   
 
En términos similares, pero referidos específicamente a la zonificación de 
ámbitos paisajísticos, se expresan ALBISU IRIBE SÁEZ, DE LA RIVA 
FERNÁNDEZ, GARCÍA, IBARRA BENLLOCH y SESÉ908, exponiendo que el 
proceso de delimitación de estas unidades de paisaje requiere, como etapas 
previas, junto a la recopilación de información, el análisis, la descripción y la 
plasmación cartográfica de los diferentes componentes del paisaje. A partir de 
este punto, se debe abordar el diagnóstico sobre el peso de cada elemento 
analizado en la estructuración del paisaje a las escalas seleccionadas, con lo 
que se fijan los criterios a utilizar para la delimitación de las mencionadas 
unidades de paisaje. Finalmente, se debe realizar la zonificación o delimitación 
de las diferentes unidades, combinando la cartografía de los elementos 
seleccionados previamente como criterios.  
 
                                            
907 GARCÍA CODRON, Juan Carlos; DE MEER LECHA-MARZO, Ángela y DE LA PUENTE 
FERNÁNDEZ, Leonor (2012, págs. 101-104). 
908 ALBISU IRIBE SÁEZ,  Javier; DE LA RIVA FERNÁNDEZ, Juan Ramón; GARCÍA, Mónica; 
IBARRA BENLLOCH, Paloma y SESÉ, Pedro (1999, págs. 6-7). 
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Por su parte, para ROMERO ALOY909 el proceso de zonificación se identifica 
con lo establecido en el artículo 25 del RPU, en el que se distingue, como 
integrante de la estructura general y orgánica del territorio, la asignación a las 
diferentes zonas de los distintos usos globales cuya implantación se prevea por 
el proceso de planificación. Para esta autora, el resultado de esta fase de 
planificación se plasmará en la distribución espacial del territorio en ámbitos o 
zonas sobre las que se establece un régimen jurídico similar, de tal modo que 
cada uno de estos espacios del territorio planificado tendrá una proyección 
igualmente similar en lo que se refiere a la capacidad para su desarrollo 
urbanístico, albergar usos concretos o, en general, cualquier estipulación que 
se prevea en el instrumento de planificación en función de su naturaleza. Esta 
realidad deriva de la aludida consideración que realiza el planificador sobre el 
carácter homogéneo que presenta cada ámbito territorial concreto, lo que en 
términos de suelo rural o no urbanizable puede expresarse en la identificación 
de unas características semejantes, en función de las cuales el instrumento 
provee unas mismas determinaciones para su utilización a futuro. 
 
Lo anterior determina que, aparte de la configuración concreta de los distintos 
regímenes establecidos para cada uno de los distintos tipos de suelo 
identificados, en esta fase sea fundamental la correcta delimitación geográfica 
de cada uno de ellos, mediante su correcta formulación principalmente a través 
de los planos de ordenación, que deben ser los encargados de reflejar de 
forma indubitada la distribución territorial propuesta por el planificador.  
 
Por lo expuesto, debemos traer a colación en este punto, si quiera en forma 
breve, algunas consideraciones ya analizadas en este trabajo, pero que 
contienen una indudable incidencia en esta fase del proceso de planificación: 
 
- En primer lugar, aun a riesgo de parecer excesivamente reiterativos, debemos 
volver a apuntar la necesidad de justificar la actuación administrativa en la 
planificación, debido a que si en las fases anteriores esta necesidad es 
                                            
909 ROMERO ALOY, María Jesús (2011). 
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exigible, no lo es menos en la que determina de forma específica los usos, 
aptitudes y/o limitaciones a las que estará sometido un suelo concreto en 
función de la zona o categoría en la que se ubique.  
  
Esta exigencia se extiende a todo tipo de suelo, pero presenta perfiles más 
nítidos en los supuestos en los que un suelo en concreto se distingue de los 
colindantes, tanto sea de forma, en principio, favorable a los intereses de sus 
titulares (como es el caso de que un suelo concreto se incluya en un ámbito de 
suelo urbanizable), como en los casos en los que la singularidad deriva de su 
inclusión en zonas especialmente protegidas, lo que, como más adelante se 
analizará con detalle, indefectiblemente va a conllevar una restricción de los 
usos autorizables sobre los mismos.  
 
Como sobre este punto indica GÓMEZ MANRESA910 la jurisprudencia ha ido 
perfilando esta exigencia de justificación de la labor planificadora de la 
Administración, como medio para evitar la arbitrariedad en la adopción de 
decisiones basadas en la discrecionalidad que supone la formulación de un 
instrumento de esta naturaleza, y ello supone la necesidad de que en el 
proceso de adopción de los criterios de ordenación territorial queden 
debidamente explicados los motivos que fundamentan cada una de las 
decisiones adoptadas, desde el punto de vista de la racionalidad, que debe 
establecer una línea de actuación coherente de las decisiones sobre 
clasificación de suelo y los postulados incluidos en la Memoria del propio 
instrumento, como expresamente exigen las STS de 18 de julio de 2013, 23 de 
julio de 2013 y 15 de noviembre de 2013, citadas por la propia autora. 
    
- En segundo lugar, el planificador en esta fase debe advertir todos los 
condicionantes (externos e internos), apreciados sobre el territorio sobre el que 
trabaja y que han de suponer los elementos fijos en la consideración de la 
delimitación territorial del entorno. En concreto, en esta fase, al plasmar las 
propuestas de ordenación sobre los distintos ámbitos territoriales, se deben 
                                            
910 Op. cit. (2015, págs. 59-79). 
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delimitar de forma exacta los contornos a los que afecta cada propuesta 
concreta, de tal modo que, sin remedio, deben establecerse líneas divisorias 
entre las diferentes zonas resultantes. 
 
Esta división fáctica del territorio, inexcusable en todo proceso planificador, 
conlleva la necesidad de adoptar decisiones sobre aspectos materiales del 
propio ámbito geográfico sobre el que se trabaja, de tal modo deben establecer 
diferencias de tratamiento territorial o urbanístico efectivas entre terrenos 
colindantes, lo que evidentemente reclama una nueva invocación a la 
necesidad de justificar suficientemente las decisiones adoptadas y, en 
concreto, evidenciar un criterio de racionalidad en su determinación, sin que 
lógicamente esto suponga negar la discrecionalidad que requiere todo proceso 
de planificación. 
  
- En tercer lugar, en el supuesto específico del suelo rústico o no urbanizable, 
cabe destacar que la consideración anterior puede analizarse desde puntos de 
vista diferenciados, como es el de la propia delimitación del suelo no destinado 
a un futuro desarrollo urbanístico, cuestión que estará compuesta por varios 
supuestos y condicionantes que vendrán a converger en la realidad física 
resultante911, determinada por el conjunto de suelo excluido de todo proceso 
urbanizador. 
 
Pero, en concreto, desde la consideración del suelo que ha de ser sometido a 
una especial protección, en la categorización del suelo que se ha de realizar en 
esta fase el planificador deberá, por un lado, atender específicamente a los 
condicionantes impuestos por la normativa o por otros instrumentos aplicables 
sobre el territorio y, por otro lado, delimitar espacialmente los supuestos de 
protección que de forma autónoma va a considerar en el ámbito de 
planificación, lo que determina la aplicación práctica de todos los elementos y 
                                            
911 Como se ha analizado anteriormente, la delimitación del suelo no urbanizable puede venir 
hoy en día motivada por ámbitos expresamente excluidos de todo proceso urbanizador, como 
de la consideración residual que actualmente se predica de este suelo por las diferentes 
normativas aplicables. De este modo, la unión del resultado de la aplicación de ambos criterios 
determinará finalmente el conjunto de suelo no urbanizable de un territorio concreto.  
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criterios de consideración que hemos analizado anteriormente (el carácter 
reglado del suelo protegido, el principio de no regresión, su consideración 
tuitiva, etc.). En este sentido, el artículo 27 del RPU añade que en los distintos 
tipos y categorías de suelo la planificación deberá establecer los criterios y 
señalar los presupuestos de hecho con arreglo a los cuales puedan delimitarse, 
en su caso, zonas y conjuntos para someterlos a la especial legislación 
protectora por razón de la materia. Asimismo, podrá completar esa legislación 
con las normas que el propio instrumento estime necesarias para la protección 
del medio ambiente urbano o rural, conservación de la naturaleza y defensa del 
paisaje, elementos naturales y conjuntos urbanos e histórico-artísticos, sin que 
tales normas puedan contradecir o modificar las de carácter especial o 
sectorial, aplicables a cada ámbito. 
 
En este sentido se expresa la STS de 19 de septiembre de 2013 (Sala 3ª, Sec. 
5ª, rec. 3193/2011. Ponente SUAY RINCÓN, EDJ 2013/186297), que 
asumiendo lo dispuesto por la del propio Alto Tribunal de 20 de febrero de 
2007, manifiesta que el planificador al tiempo de clasificar el suelo no se 
encuentra ante el dilema de clasificar la zona como suelo no urbanizable 
protegido o suelo urbanizable ordinario o común, sino que no existe elección 
alguna porque si concurren los valores paisajísticos forzosamente ha de 
clasificarse el suelo afectado como no urbanizable de especial protección. La 
Sala declara que las normas jurídicas que regulan esa clase de suelo no 
pueden interpretarse en el sentido de que el planificador disponga de una 
opción entre dos decisiones igualmente justas cuando se enfrenta a esa 
cuestión de clasificar un suelo, o no, como no urbanizable protegido, sino en el 
sentido de que tal clasificación es obligada y reglada, tanto si el suelo de que 
se trata está incluido en el ámbito de aplicación de normas o legislación 
específica que lo sometan a un régimen de protección incompatible con su 
transformación urbanística, como si, pese a no estarlo, concurren en él, y con 









Esta reflexión puede sintetizarse en la exigencia para el planificador, a la hora 
de plasmar en la realidad física las propuestas de ordenación y el resto de 
condicionantes que van a configurar el instrumento de planeamiento, de 
verificar la adecuación de las mismas a los concretos ámbitos territoriales 
incluidos en el ámbito de planificación, debido a que es en esta fase en la que 
las líneas de actuación proyectadas sobre el territorio se aplican de forma 
efectiva sobre los espacios superficiales diferenciados (aunque sea en fase 
meramente de expectativa).  
 
Evidentemente, la vinculación para el planificador será tanto más acusada en 
función del ámbito sobre el que se realice el instrumento en el que se trabaja, lo 
que como también se ha apuntado anteriormente, supone que en el caso de la 
ordenación urbanística sus determinaciones vendrán bastante mediatizadas en 
el caso de que exista una previa ordenación territorial que haya zonificado el 
mismo espacio geográfico, posicionamientos sobre los que normalmente el 
planificador urbanístico solo podrá añadir consideraciones adicionales.  
 
 
2. Ejemplos de zonificación en los instrumentos de ordenación territorial. 
 
Entrando a considerar la aplicación práctica de esta fase de planificación, para 
poder estudiar este proceso de forma integrada debemos partir analizando la 
zonificación realizada por los instrumentos de ordenación territorial, para 
posteriormente poder contrastar su aplicación con la realizada por los 
instrumentos de naturaleza urbanística. De este modo, si atendemos en primer 
lugar al POTLOH vemos como tras apuntar los criterios de protección de los 
entornos rurales de su ámbito, el plan incluye una zonificación basada en los 
objetivos incluidos en los mismos (salvaguarda del proceso urbanizador de 
espacios naturales y paisajísticos de mayor interés, establecimiento de 
espacios libres para evitar desarrollos urbanos continuos en el frente costero y 
potenciar el uso recreativo de los espacios naturales). Esta zonificación 
distingue dos ámbitos diferenciadas, como son las denominadas “zonas a 
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proteger por sus valores naturales, paisajísticos o territoriales” y las “zonas de 
interés territorial”, definidas éstas últimas por el propio plan. Entre las primeras 
el POTLOH incluye a los espacios naturales protegidos, los montes públicos, 
las vías pecuarias, el dominio público por naturaleza y los lugares de 
importancia comunitaria (LIC), por lo que podemos afirmar que esta 
zonificación incluye a los espacios que deben obtener una especial protección 
por determinación singular e independiente de la ordenación territorial que se 
contiene en el plan.  
 
En segundo lugar, en las zonas de interés territorial se incluyen los espacios de 
valor natural identificados en el plano de ordenación de usos que se incluye el 
propio plan, las vertientes del Guadiana, los hitos forestales, los cabezos y 
puntos geomorfológicos de interés ambiental y, finalmente los paisajes de 
pinares. Por lo tanto, conforme indica el propio texto del POTLOH, son estos 
ámbitos territoriales los que se delimitan como suelos a proteger por 
determinación expresa del plan y se identifican en la planimetría que se incluye 
en el propio instrumento. Con esta configuración del suelo protegido por el 
propio plan, se responde de forma expresa a las propuestas de ordenación que 
específicamente hacían referencia a la exigencia de protección de cuencas 
visuales y paisajes característicos, hitos forestales no incluidos en espacios 
naturales pero en los que se aprecian valores ambientales destacables, puntos 
geográficos de configuración singular y, finalmente, la adecuación del frente 











Fig. 1. Zonificación del POTLOH. 
 
 
Las implicaciones de esta zonificación se recogen en el documento normativo 
del plan, en cuyo artículo 55 se dispone que los Planes Generales de 
Ordenación Urbanística deberán clasificar como suelos no urbanizables de 
especial protección las zonas de protección ambiental que se establecen de 
acuerdo con la delimitación establecida en el plano de ordenación de usos. A 
su vez, se establece que la protección de los recursos naturales en los 
espacios incluidos en las zonas de protección ambiental se llevará a cabo de 
acuerdo con los instrumentos de planificación y determinaciones derivadas de 
la normativa ambiental que le sea de aplicación y, finalmente, que la 
modificación de los límites de los espacios incluidos en las zonas de protección 
ambiental por sus respectivas normativas sectoriales supondrá un ajuste del 
propio plan, sin que ello implique su modificación. Esto supone que, en la 
práctica, el planificador territorial asume de forma incondicionada las 
consideraciones externas relativas a los ámbitos de especial protección, no 
solo en lo relativo a los derivados de normativa específica, sino también los 
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procedentes de los instrumentos de planificación sectorial que les fueran de 
aplicación, lo que conlleva una apuesta decidida por la efectiva coordinación 
entre los diferentes planeamientos aplicables. 
 
En parecidos términos, el artículo 57 del documento normativo del POTLOH 
establece la exigencia de que los instrumentos de planificación general 
clasifiquen como suelo no urbanizable de especial protección (por planificación 
territorial), los terrenos incluidos dentro de las zonas de interés territorial, 
igualmente conforme se contienen en la planimetría de ordenación de usos. 
 
En ambos casos, el documento normativo incluye una serie de determinaciones 
(principalmente limitaciones) sobre los usos que podrán ser autorizados por los 
instrumentos de planificación urbanística en estos suelos, con lo que puede 
concluirse que este plan presenta un alto grado de vinculación para los 
planificadores urbanísticos que, sobre los términos municipales incluidos dentro 
de su ámbito, vayan a determinar las aptitudes de los suelos localizados en 
alguna de las zonas que se identifican en el POTLOH. Por otra parte, el plan no 
hace referencia expresa en este apartado al resto de suelo no urbanizable, por 
lo que debemos entender que le otorga la condición de suelo rural residual, 
sobre el que el planificador urbanístico deberá configurar expresamente su 
régimen jurídico aplicable como suelo común de cada ámbito a considerar. 
  
Siguiendo la línea de exposición que se apuntado anteriormente, podemos 
hacer referencia a la zonificación incluida dentro del POTAD, que refleja de 
forma muy gráfica la diferente tipología de suelos protegidos que identifica en 
su ámbito. En este caso, ya la propia propuesta de ordenación incluye la 
zonificación territorial en la que va a quedar encuadrado el suelo rural del 
ámbito de Doñana, distinguiendo entre tres zonas básicas denominadas A, B y 
C. La zona A incluye los espacios naturales protegidos y las zonas forestales 
colindantes, la B los territorios agrícolas cuya posición en relación con los 
anteriores espacios naturales, según el propio plan, les coloca en posición de 
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riesgo y la zona C, en la que el plan no identifica unos valores naturales 
especialmente considerables.  
 
Al igual que en el ejemplo anterior, el POTAD establece las determinaciones 
concretas de cada zona en el documento normativo que incorpora, incluyendo 
su artículo 44 la delimitación específica de cada una de las zonas identificadas. 
En el caso de la zona A, el plan incluye a los espacios naturales protegidos, los 
demás espacios de uso forestal y las zonas de dominio público por naturaleza, 
con lo que podemos apreciar que en esta zona se localizan los elementos 
naturales definidos por normativa o planificación sectorial asumida. En la zona 
B se incluyen los terrenos de uso agrícola localizados en los espacios 
intersticiales912 de la zona A, conteniendo limitaciones específicas a las 
transformaciones de los usos existentes en los mismos. Finalmente, la zona C 
se identifica con el resto de suelo no urbanizable existente en el ámbito de 
aplicación del plan. Por lo tanto, debemos asociar la zona B con el suelo al que 
el planificador atribuye expresamente la condición de especialmente protegido, 
reservando al C la condición de suelo general común del entorno (fig. 2). 
 
En este caso y a diferencia de lo que hemos visto que sucede en el POTLOH, 
el plan no se esfuerza en apuntar un régimen jurídico concreto para las zonas 
de especial protección913, dado que se limita a indicar que los suelos incluidos 
en las zonas A y B deben ser considerados urbanísticamente como suelos no 
urbanizables protegidos. Sin embargo, en su artículo 47 se recoge con mayor 
amplitud el régimen atribuido a la zona C, en la que se imponen las limitaciones 
generales a la transformación de usos impuestas por la normativa urbanística 
aplicable, con lo que de facto se está reconociendo expresamente la 
                                            
912 Según la RAE, el vocablo intersticial hace referencia a la “hendidura o espacio, por lo común 
pequeño, que media entre dos cuerpos o entre dos partes de un mismo cuerpo”. Con arreglo a 
esta definición, debemos entender que el POTAD pretende proteger los terrenos de uso 
agrícola que han invadido los espacios existentes entre los espacios naturales y las zonas 
forestales que los circundan, con el objeto de evitar la alteración del estado natural de estos 
terrenos, aunque se mantenga el uso agrario al que vienen siendo destinados. 
913 Salvo en lo que respecta a las denominadas en Andalucía “actuaciones de interés público” 
(usos no vinculados al régimen tradicional del suelo no urbanizable, pero que pueden ser 
autorizados en determinadas circunstancias), que el plan excluye totalmente en la zona A y que 
en la B restringe a usos no logísticos ni industriales. 
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Fig. 2. Zonificación del POTAD.  
 
No obstante lo anterior, en defensa de la regulación contenida en el POTAD 
cabe añadir que gran parte de su ámbito se encuentra incluido dentro de 
figuras de protección sectoriales, en su condición de espacios naturales y Red 
Natura 2000, lo que dispensa en cierta medida de establecer vinculaciones 
específicas a la planificación urbanística de los municipios incluidos en su zona 
de influencia. En todo caso, el plan se cuida de asegurar la integridad de cada 
                                            
914 No obstante, el artículo 47.2 incluye una limitación específica para las zonas forestales que 
se incluyan dentro de la zona C (lo que el plan achaca a razones de escala gráfica), y que 
suponen específicamente la imposibilidad de proponer sobre ellas ninguna transformación de 
usos cuando sean superiores a una hectárea o supongan un frente lineal de longitud superior a 
200 metros o, en otro caso, cuando se encuentren en zonas como líneas divisorias de aguas y 
de cierre visual, escarpes topográficos con pendientes superiores al 20 % o riberas fluviales. 
De forma evidente, la concurrencia de estas circunstancias deberá ser determinada por el 
planificador urbanístico correspondiente, que en cada caso deberá configurar la forma de 
protección de estos espacios forestales. 
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una de las zonas delimitadas estableciendo una restricción genérica a la 
transformación de los usos actualmente localizados en cada una de ellas, 
disponiendo a su vez que toda área territorial que en el futuro pase a formar 
parte de la categoría de espacio natural se integrará de forma automática en la 
zona A, junto con las que pasen a formar parte del uso forestal, solo habilitando 
para el caso contrario, cambio de un terreno de la zona A a la zona C, a las 
previamente desafectadas por la Administración competente como zonas 
forestales (art. 48). 
 
En el caso concreto de la zona B, o de especial protección por determinación 
del propio plan, se establece la posibilidad de que en el mismo se localicen 
usos no directamente vinculados con el uso agrícola al que se encuentran 
destinados los terrenos, incluyendo limitaciones como las que se contienen 
para la instalación de alojamientos turísticos en su ámbito915.   
 
En lo que respecta al POTCG que venimos igualmente analizando, los 
objetivos de protección del que denomina como “patrimonio territorial” de su 
ámbito se desarrollan a través de la zonificación que establece, distinguiendo 
entre zonas de protección ambiental y zonas de protección territorial, tomando 
en este punto la misma nomenclatura que el POTLOH. 
 
Conforme a esta división, en la primera categoría el plan incluye a los terrenos 
pertenecientes al dominio público natural y las zonas con valores ambientales 
reconocidas por la normativa sectorial aplicable. De este modo, el POTGC 
ubica en esta clase de suelos los que deben ser objeto de protección de forma 
obligada para su redactor, incluyendo en su artículo 73.2.a) la declaración 
expresa de que tanto su delimitación como su protección es la otorgada por las 
normas o instrumentos que los hayan declarado, sin que la ordenación del plan 
introduzca modificación alguna. 
                                            
915 En concreto, el artículo 64 del documento normativo del POTAD establece una limitación 
global de 2000 plazas de alojamientos turísticos en toda la superficie incluida como suelo de 
zona B de su ámbito, si bien cada instalación no podrá superar las 200 plazas de alojamiento y 
mantener una distancia mínima de de 5 km. entre cada una de ellas y de 2 km. con los núcleos 
de población existentes. 
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En concreto, el plan incluye dentro de esta categoría de suelos a los espacios 
naturales protegidos, los incluidos dentro de la Red Natura 2000, los montes de 
dominio público, las vías pecuarias y el dominio público marítimo-terrestre e 
hidráulico.  
 
Al contrario de lo anterior, los terrenos incluidos en las zonas de protección 
territorial son los delimitados por el propio POTGC, justificando su 
incorporación a esta categoría en los valores singulares, ambientales, 
paisajísticos, culturales o agrarios que se hubieran identificado en los mismos, 
así como en la función equilibradora del territorio que se les reconozca. En otro 
caso, también puede basarse su inclusión en la existencia de riesgos naturales 
declarados sobre los mismos. En esta categoría el plan incluye a las 
denominadas zonas de interés territorial, las divisiones visuales, los hitos 










Fig. 3. Zonificación del POTGC. 
 
En este caso, la regulación del régimen de protección establecido para las 
zonas protegidas que incluye el plan es más extensa que en los supuestos 
antes analizados, incluyendo una serie de medidas vinculantes para los planes 
urbanísticos de su ámbito territorial. Esta regulación alcanza incluso a las 
zonas de protección ambiental, aunque partiendo del reconocimiento y 
sumisión expresa a la normativa sectorial aplicable en cada caso, que en el 
supuesto de los espacios naturales declarados se dispone expresamente (art. 
74.3 del documento normativo del plan). Para el resto de espacios incluidos en 
las zonas de protección ambiental, el documento normativo del plan incluye 
una serie de disposiciones de diverso alcance, tendentes a garantizar que los 
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planes urbanísticos continúen en la senda proteccionista hacia la que tiende la 
ordenación territorial916. 
 
Como no podría ser de otro modo, la regulación más pormenorizada en 
relación con el régimen de  protección es la que el documento normativo del 
plan contiene para las zonas de protección territorial, comenzando por la propia 
declaración que se contiene en su artículo 75, por la que obliga a que los 
suelos incluidos en estas zonas sean considerados urbanísticamente como 
suelos especialmente protegidos por planificación territorial, salvo en los casos 
en los que puedan identificarse como sistemas generales de espacios libres en 
ámbitos de suelos no urbanizables917. A partir de esta premisa, el plan 
establece una serie de criterios y condicionantes establecidos como vinculantes 
para el planeamiento urbanístico, enunciados en función del tipo de zona de 
protección territorial: 
 
a) En cuanto a las denominadas “zonas de interés territorial”, establece el 
plan que solo podrán albergar actividades agrícolas, ganaderas, de ocio 
y recreo y hosteleras, siempre que se encuadren en instalaciones 
adaptadas a las características naturales y rurales del territorio, para lo 
que el plan exige expresamente su adecuación paisajística. 
 
b) En las denominadas “divisiones visuales”, se excluye la construcción de 
todo tipo de edificación a excepción de las vinculadas a los usos 
expresamente autorizados (agrarios, naturalísticos, forestales y 
recreativos). Estas zonas deberán ser objeto de ajuste en su 
delimitación por los planes urbanísticos, sin que ello suponga la 
alteración del plan de ordenación. 
                                            
916 A modo de ejemplo, para los lugares incluidos dentro de la Red Natura 2000 pero que no 
hayan sido declarados como espacios naturales protegidos, el plan dispone que solo se 
autorizarán los planes o proyectos que, siendo coherentes con las determinaciones de sus 
planes o instrumentos de gestión y tras la evaluación de su repercusión sobre la propia Red 
Natura 2000, se determine su no afección a los hábitats naturales y las especies que motivaron 
su designación (art. 74.4). 
917 A excepción de los terrenos colindantes con los suelos urbanos existentes y que, de forma 
justificada, se clasifiquen conforme a los criterios del propio plan urbanístico y, en todo caso, no 
incluyendo los elementos enumerados expresamente por el POTCG. 
680






c) En los hitos paisajísticos, definidos en el plano de ordenación de usos y 
protección de recursos, no se permitirá la construcción de edificaciones 
salvo las destinadas a los usos autorizados en su ámbito. En todo caso, 
los planes de ordenación urbanística deberán delimitar una superficie de 
protección del hito correspondiente a la zona comprendida en una 
diferencia de cota de, al menos, 20 metros medidos desde su vértice. La 
cota de las cumbreras de las edificaciones construidas fuera de esta 
zona no podrá rebasar, en un radio de 100 metros, la cota inferior de la 
zona protegida. 
 
d) Finalmente, en lo que respecta a los humedales, se dispone la no 
autorización en su ámbito de viviendas vinculadas a los usos agrarios y, 
en todo caso, solo se permitirán los usos de esta naturaleza y los 
naturalísticos vinculados con su nivel de protección. 
 
A lo anterior se puede añadir una referencia a los suelos sobre los que se 
identifiquen riesgos naturales (declarados o como medida precautoria), sobre 
los que el POTGC dispone que sean los instrumentos de planeamiento 
urbanístico los que zonifiquen cada término municipal en función del tipo y 
peligrosidad de los riesgos apreciados, adoptando igualmente las soluciones 
urbanísticas que se entiendan procedentes conforme a las características 
físicas del medio en el que se implanten. En concreto, el plan exige la adopción 
de medidas de protección territorial sobre el riesgo de inundación, 
estableciendo zonas cautelares hasta el momento en el que se realicen los 
correspondientes estudios hidráulicos de detalle. Estas zonas cautelares serán 
consideradas, en todo caso, suelos no urbanizables de especial protección o 
sistemas generales de espacios libres. 
 
En resumen, el POTCG realiza un estimable esfuerzo protector de su ámbito 
territorial, partiendo de la presencia en su entorno de una gran masa de 
espacios naturales protegidos, a lo que el planificador adiciona los elementos 
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que el diagnóstico territorial ha determinado como susceptibles de una 
protección singular, en la búsqueda de una preservación integral de los 
elementos naturales de todo el entorno del Campo de Gibraltar. En concreto, 
es destacable la sistemática regulación que realiza de los usos autorizables en 
los suelos protegidos por el propio instrumento de ordenación territorial, 
estableciendo una suerte de mínimo común denominador para todos los 
posteriores desarrollos urbanísticos de su ámbito de aplicación, con el evidente 
objetivo de estandarizar los usos que se entiendan autorizables sobre los 
suelos previamente discriminados en función de sus especiales condiciones de 




3. Ejemplos de clasificación de suelo en los instrumentos de ordenación 
urbanística.  
 
Analizada en su vertiente práctica la zonificación realizada por los instrumentos 
de ordenación territorial, es preciso analizar ahora la forma en la que realizan la 
división territorial los instrumentos de ordenación urbanística, para lo que 
vamos a hacer referencia a los ejemplos que venimos tomando en 
consideración en este trabajo. 
 
 
a. Distribución del suelo en instrumentos de planificación urbanística de 
grandes núcleos de población.  
 
Comenzando por la distribución de las clases de suelo definidas en el vigente 
PGOU de Sevilla, se identifican las siguientes categorías:  
 
• Suelo no urbanizable de especial protección por legislación específica, 
en la que se incluyen los terrenos que tienen la condición de bienes de 
dominio público natural o estén sujetos a limitaciones o servidumbres 
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por razón de éstos, los sujetos a algún régimen de protección por 
normativa sectorial. 
 
• Suelo no urbanizable de especial protección por planificación territorial o 
urbanística, formado por los terrenos cuyo régimen específico se asigna 
por el propio plan o por instrumentos de ordenación del territorio, en 
ambos casos en función de sus valores específicos. 
 
• Suelo no urbanizable de preservación del carácter natural o rural, que 
comprende el resto de suelo no urbanizable, definido expresamente 
como el suelo que sin presentar especiales valores naturales, debe 
mantener su destino primordial agropecuario, por ser inadecuado para 
un desarrollo urbano, al tiempo que cumplen una función equilibradora 
del sistema territorial por sus valores (actuales o potenciales) agrícolas, 
ganaderos, forestales, cinegéticos o análogos, por contribuir a la 
protección de la integridad y funcionalidad de infraestructuras, servicios, 
dotaciones o equipamientos de interés público, presentar riesgos ciertos 
de erosión, desprendimientos, corrimientos, inundaciones u otros riesgos 
naturales, la existencia de riesgos de accidentes mayores derivados de 
actividades y usos artificiales del suelo o por la simple presencia de usos 
que medioambientalmente sean incompatibles con los usos a los que 
otorga soporte la urbanización, o finalmente, por resultar improcedente 
su transformación, teniendo en cuenta razones de sostenibilidad, 
racionalidad y las condiciones estructurales del municipio de Sevilla. 
 
De los términos con los que el planeamiento sevillano describe al suelo no 
urbanizable podemos concluir que su tratamiento restringe los ámbitos de suelo 
especialmente protegido, aun asumiendo las vinculaciones procedentes de la 
normativa sectorial, declaraciones administrativas y de los instrumentos 
territoriales que incluyeran ámbitos de especial protección. Esta afirmación 
se sostiene sobre la base de la propia definición del suelo protegido por 
planificación urbanística y su contraste con la amplitud con la que se define 
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el suelo rural común, donde podemos apreciar que muchos de los supuestos 
sobre los que pueden establecerse condiciones para la especial protección de 
un territorio (usos tradicionales, riesgos naturales o tecnológicos o protección 
de infraestructuras), se encuadran directamente en los espacios residuales de 
suelo no urbanizable común, reduciendo el espectro de suelos rurales 
protegidos directamente por el planeamiento a los terrenos en los que se 
aprecien valores ambientales o patrimoniales destacables. 
 
Analizada la realidad de la distribución del suelo no urbanizable sobre su 
distribución espacial en el término municipal de Sevilla en su conjunto, se 
percibe que el planificador cuenta con un espacio muy restringido en relación 
con las áreas urbanas de la capital andaluza, por lo que parece que ha optado 
por proteger específicamente los ámbitos muy sensibles ambientalmente, sin 
añadir elementos adicionales que, ante esta coyuntura, pueden presentar 
menos interés de preservación que en otros términos cuya incidencia puede 
ser mucho más acusada (fig. 4).  
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Fig. 4. Distribución del suelo no urbanizable en el PGOU de Sevilla. 
 
Por lo que respecta al PGOU de Málaga, expresamente señala que en la labor 
de identificación de los terrenos no urbanizables se han tenido presente las 
conclusiones del estudio del medio físico y de impacto ambiental, destacando 
por un lado la presencia de importantes elementos naturales en el término 
municipal, cuya preservación debe garantizarse al ser portadores de valores 
naturales, ambientales, territoriales y paisajísticos, así como por su función de 
preservación de riesgos naturales; y, por otro lado, la necesidad de  preservar 
terrenos destinados a usos agropecuarios de importante entidad en la actividad 
productiva del término municipal. Aparte de estos criterios, el plan determina la 
asignación de la clasificación de no urbanizable a los suelos pertenecientes al 
dominio público natural, que determinen la salvaguarda de la integridad y 
funcionalidad de las infraestructuras, que aseguren el mantenimiento de las 
funciones naturales y de vertebración territorial de determinados terrenos 
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rurales o, finalmente, se estimen inadecuados para el desarrollo urbanístico 
atendiendo a motivos relacionados con localizaciones incoherentes con la 
ordenación estructural,  por las directrices establecidas en la planificación 
territorial, por la presencia de riesgos naturales y tecnológicos o por razones de 
sostenibilidad y racionalidad en la utilización de los recursos naturales.  
 
En base a estos criterios, el vigente planeamiento malagueño formula un 
planteamiento que a primera vista pudiera considerarse como muy “radical” y 
contundente, al considerar el suelo como recurso natural no renovable de 
primer orden y, en base a ello, rechazar cualquier intento de clasificar nuevo 
suelo como urbanizable, entendiendo injustificado todo nuevo proceso de 
transformación. Esta postura, que con arreglo a la normativa urbanística 
andaluza actual pudiera adoptarse con cualquiera de las categorías de suelo 
no urbanizable previstas, se reafirma con la delimitación de solo dos tipos de 
suelo no urbanizable en el término de Málaga, la relativa al suelo no 
urbanizable de especial protección por legislación específica, que incluye tanto 
los terrenos de dominio público natural como los suelos que están sujetos a 
algún régimen de protección por la correspondiente legislación administrativa, y 
el suelo no urbanizable de especial protección por planificación territorial y 
urbanística, que incluye los terrenos que son merecedores de algún régimen de 
protección asignado por el propio PGOU o, en su caso, por el Plan de 
Ordenación Territorial de la Aglomeración Urbana de Málaga. De forma 
expresa el documento excluye la identificación de suelo rural común dentro del 
término municipal. 
 
Como puede apreciarse, el planificador malagueño asume una postura 
aparentemente contraria a la del planeamiento general sevillano antes 
analizado, al estimar la incidencia del núcleo urbano de la capital de la Costa 
del Sol como un acicate para preservar el suelo rural del entorno y conservar 
sus condiciones naturales (fig. 5). Es destacable como también a diferencia del 
plan sevillano, los suelos agrarios y los que contengan riesgos acreditados se 
consideran específicamente como suelos sujetos a especial protección, 
686





conforme a la posibilidad que establece la vigente normativa andaluza al no 
exigir este reconocimiento, pero al mismo tiempo, aceptar las consideraciones 
en este sentido. Con ello se adopta un criterio diferente del analizado 
anteriormente, que deriva del propio análisis territorial realizado para el propio 
PGOU, que califica a Málaga como una ciudad que no ha renunciado a acoger 
en su término a sistemas agrarios y forestales productivos, que tiene la 
obligación de reunir el actual conglomerado urbano y dotarlo de una 
continuidad planificada, todo ello conforme al principio de sostenibilidad para 
construir un sistema armonizado de espacios urbanos y rurales. 
 
Este objetivo se proyecta en la planificación malagueña mediante el 
aseguramiento de la corona de suelo protegido que envuelve al área urbana de 
la ciudad, que forma un entramado uniforme con la salvedad de algunos 
espacios diseminados cuya ampliación queda totalmente vedada, todo ello con 
la intención nada oculta de preservar la entidad del suelo rural malagueño, 
definido en todos sus ámbitos como especialmente protegido por propia 
voluntad del plan.  
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El caso de Córdoba es destacable debido a que, como se ha apuntado 
anteriormente, aúna el término municipal más extenso de Andalucía (1.253,80 
Km2) junto con el tercer núcleo urbano en población de la Comunidad 
Autónoma, por lo que en su proceso de planificación podemos apreciar la 
necesidad de adaptar las necesidades de un entorno urbano de estas 
características junto con la exigible preservación del suelo rural y sus enclaves 
más sensibles ambientalmente. 
 
Analizando la distribución espacial de la clasificación del suelo del 
planeamiento vigente, se puede apreciar su localización envolvente al núcleo 
688





urbano de la ciudad, destacando la zona norte como suelo especialmente 
protegido del entorno de la Sierra de Córdoba, en el que se distinguen zonas 
de protección integral y protección compatible con otros usos alternativos, en 
función de la visibilidad y fragilidad paisajística que se aprecie en cada uno de 
los entornos. En las zonas este y oeste de la capital se distribuyen los suelos 
de protección de las vegas y cauces del Guadalquivir, desplegadas conforme a 
su curso natural y que presentan una eminente aptitud agraria. Finalmente, al 
sur podemos localizar los suelos de campiña en los que se contienen zonas de 
interés paisajístico, si bien su configuración prioritaria es la del suelo rural 
común del término municipal. 
 
En el término de Córdoba deben citarse por su entidad los asentamientos 
identificados, que conforman tanto las categorías de asentamientos 
urbanísticos o hábitats diseminados que identifica la actual normativa andaluza, 
como las denominadas parcelaciones/urbanizaciones que de forma irregular 
han aflorado sobre todo en el entorno de la capital. El plan recoge una 
pormenorizada identificación de los mismos, asumiendo su inclusión en el 
suelo urbano, urbanizable o no urbanizable en función de sus condiciones de 
desarrollo, así como por las vinculaciones que presenten por su localización 
concreta, principalmente por la incidencia del riesgo de inundabilidad que 
soportan muchas de ellas al encontrarse ubicadas en los contornos de los 
cauces públicos.     
  
De lo expuesto cabe concluir que la vigente planificación urbanística cordobesa 
contiene prácticamente todos los ámbitos a los que puede aludirse en un 
proceso de planificación, al incluir tanto una zona urbana compleja y con 
necesidades muy específicas que solventar, junto con la necesidad de articular 
un conglomerado rural muy heterogéneo, garantizando su conectividad y la 
efectiva preservación de sus elementos más singulares, junto con la regulación 
de una extensa zona de suelo rural común que puede adaptarse a un variado 
elenco de usos autorizables que es preciso delimitar.  
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Fig. 6. Clasificación del suelo en el término municipal de Córdoba. 
 
De lo expuesto podemos comprobar como los procesos de planificación de 
términos municipales condicionados por albergar núcleos poblacionales de 
entidad presentan diferencias sustanciales, pero que son perfectamente 
asumibles en función de variables materiales que diferencian cada uno de los 
supuestos. En concreto, las diferencias apreciadas vienen determinadas 
principalmente en función de la entidad que represente el área urbana sobre el 
resto del término municipal, lo que deriva en el distinto alcance que representa 












b. Zonificación del territorio en ámbitos condicionados por la incidencia de la 
planificación territorial. 
 
La distribución de la clasificación del suelo a nivel urbanístico en ámbitos 
condicionados por la vigencia de planificación territorial pormenorizada (de 
nivel subregional), parte de la necesidad de adaptar su contenido a los 
parámetros establecidos por ésta, al menos en lo que respecta a su carácter 
incondicional. Por ello, la propuesta de clasificación del territorio parte de una 
previa distribución zonal realizada por la ordenación territorial, cuya incidencia 
procede directamente de su reconocida vinculación, a lo que se ha de añadir la 
posible incidencia de la planificación sectorial.      
 
Un supuesto muy claro de esta vinculación territorial y sectorial es el caso del 
vigente PGOU de Almonte, cuya planificación se refiere a un ámbito territorial 
sobre el que extiende sus efectos el POTAD918, y en base a esta realidad 
establece en su Memoria de Ordenación el total respeto y vinculación a sus 
determinaciones, incluidas las consideraciones relativas a la zonificación del 
suelo y, en concreto, la del suelo no urbanizable. De conformidad con esta 
consideración inicial, el plan de Almonte determina cuatro categorías, que 
inicialmente se denominaban:  
 
a) Suelo no urbanizable de especial protección por legislación específica 
que incluye los espacios naturales protegidos, los espacios forestales, el 
sistema viapecuario, los espacios fluviales, los cauces, márgenes y un 
ámbito de protección de 100 metros de los ríos y arroyos principales, y 
finalmente, los yacimientos arqueológicos, que en conjunto conforman la 
zona de mayor entidad de todo el término municipal (fig. 7). 
 
b) Suelo no urbanizable de especial protección por planificación territorial, 
que incluye los espacios agrícolas del Plan Almonte-Marismas, otros 
                                            
918 Que ya incorpora las vinculaciones derivadas de la importantísima normativa y planificación 
sectorial que afecta a su ámbito geográfico.  
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afines y el Parque Dunar, delimitados por el Plan de Ordenación del 
Territorio del ámbito de Doñana. 
 
c) Suelo no urbanizable de especial protección de carácter ambiental y 
paisajístico que incluye los espacios vinculados al ruedo de Almonte, 
delimitados en el tercer nivel de protección por el POTAD. 
 
d) Suelo no urbanizable del hábitat rural diseminado, delimitados en el 
tercer nivel de protección por el POTAD, que incluye suelos que 
constituyen el soporte físico de asentamientos rurales diseminados, 










Fig. 7. Distribución del suelo no urbanizable en el PGOU Almonte. En verde oscuro se 
destacan los ámbitos de suelo especialmente protegido por legislación específica. 
 
La clasificación del suelo no urbanizable que realizaba el plan que entró en 
vigor en febrero de 2007 presentaba algunas cuestiones dignas de mención 
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específica, incluyendo disposiciones contradictorias que motivaron su 
rectificación posterior mediante la introducción de modificaciones al texto 
inicialmente aprobado. 
 
En primer lugar, podemos apreciar como el plan urbanístico de Almonte, según 
ya se anunciaba en la declaración contenida en la Memoria de Ordenación, 
asume íntegramente la división territorial establecida en la zonificación del 
POTAD, lógicamente adaptada al término territorial al que se refiere. En 
concreto, el suelo no urbanizable de especial protección por legislación 
específica se asimila a la zona A identificada por el plan territorial (a la que se 
ha hecho referencia anteriormente). En el mismo sentido, el ámbito del suelo 
no urbanizable de especial protección por planificación territorial, como su 
propio nombre indica, asume la totalidad de las zonas agrarias incluidas en la 
zona B del POTAD, cuestión que además se enuncia de forma expresa al 
definir este tipo de suelo. 
 
Esta formulación de los suelos protegidos del plan supone que, al menos en lo 
que respecta al suelo no urbanizable, el planificador urbanístico almonteño 
renuncia a toda posible innovación sobre la distribución territorial realizada por 
el instrumento de ordenación territorial subregional, asumiendo de forma 
íntegra la valoración de los espacios susceptibles de especial protección 
derivada del análisis territorial formulada en el mismo. 
 
No obstante lo anterior, la formulación inicial del PGOU contenía algunas 
innovaciones a la zonificación del POTAD, pero incluidas todas ellas en el 
ámbito del suelo sometido al tercer grado de protección y que, como se ha 
indicado anteriormente, se asocia a un tipo de suelo en el que no se aprecian 
valores especialmente sensibles y, por lo tanto, se incluía en una configuración 
de suelo general o común. Sin embargo, el texto del tercer nivel de la 
clasificación de los suelos no urbanizables del PGOU de Almonte, aunque se 
identificaba casi en su totalidad con el incluido en la zona C del POTAD, se 
definía como “suelo no urbanizable de especial protección de carácter 
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ambiental y paisajístico”, lo que, al menos formalmente, suponía atribuir la 
condición de suelo de especial protección a casi todo el término municipal 
almonteño919 y, como consecuencia de esta equiparación, se generaban 
múltiples disfunciones en la gestión urbanística del territorio, por lo que 
transcurridos unos años se planteó la necesidad de la modificación de la 
redacción inicial del plan. En este caso, además, no se contenía una 
declaración expresa de esta circunstancia como en el caso del planeamiento 
de Málaga, por lo que se entendió que esta situación no fue expresamente 
dispuesta por el planeamiento, sino que al contrario, fue el resultado de una 
incorrecta definición de la categoría del suelo. 
 
Dicha modificación se materializó en la Innovación Puntual número 9 del 
PGOU920, que dio nueva redacción al artículo 637 de su documento normativo 
pasando desde entonces a denominar el tercer tipo de suelo no urbanizable 
como “suelo no urbanizable de carácter natural o rural”, que incluye los 
espacios vinculados al ruedo de Almonte, delimitados en el tercer nivel de 
protección por el POTAD, a excepción del suelo delimitado como suelo no 
urbanizable de hábitat rural diseminado. Con este cambio de redacción, se 
refleja de forma inequívoca la conexión del tercer tipo de suelo con el ubicado 
en la zona C del POTAD y, por consiguiente, su condición de suelo sometido a 
la protección general establecida para la categoría común del suelo rural del 
ámbito territorial y, por añadidura, no afectado por las consecuencias legales 
que se atribuyen directamente al suelo protegido. 
 
                                            
919 Esta situación generaba muchos problemas añadidos, fundamentalmente derivados de los 
efectos legales que se asocian a los suelos especialmente protegidos, independientemente de 
su concreto nivel de protección atribuido por la planificación aplicable. Como posteriormente se 
analizará, esta situación determinaba, entre otros aspectos, que las sanciones aplicables por 
las posibles infracciones urbanísticas cometidas tuvieran las mismas consecuencias en todos 
los ámbitos del término municipal de Almonte, lo que no parece coherente con los principios 
reguladores del derecho administrativo sancionador. 
920 Aprobada definitivamente mediante Resolución de 27 de diciembre de 2012, de la 
Delegación Territorial de Agricultura, Pesca y Medio Ambiente en Huelva y ratificada 
posteriormente mediante la Resolución de 10 de noviembre de 2014 (BOJA núm. 8, de 14 de 
enero de 2015). 
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Pero obviando esta contingencia, derivada tal vez de una falta de estimación de 
las consecuencias asociadas a la asignación de denominaciones demasiado 
“ambientalistas”, la principal innovación realizada sobre la zonificación del 
POTAD es la identificación de una zona de hábitat rural diseminado, tipo de 
asentamiento rural en suelo no urbanizable definido por el artículo 46.2.d) de la 
LOUA y que supone una especialidad sobre el régimen de usos atribuido al 
suelo rural común del que indudablemente forma parte. 
 
Consecuentemente con la zonificación asumida por el plan, el régimen de usos 
atribuidos a los distintos tipos de suelo no urbanizable se identifica plenamente 
con los parámetros definidos por el POTAD. De este modo, en sus artículos 
638 y siguientes, el documento normativo del plan, en gran parte modificados 
por la Innovación Puntual número 9 a la que se ha hecho referencia, contiene 
el régimen de usos característicos  autorizables en los distintos tipos de suelo 
no urbanizable existentes, distinguiendo los primeros de los segundos en 
función de que los característicos son los vinculados comúnmente al uso 
tradicional del suelo rural y, por consiguiente, realizables conforme a los 
parámetros contenidos en el plan directamente mediante licencia, frente a los 
autorizables, que se entienden no vinculados al régimen tradicional de este 
suelo, aunque pueden ser autorizados previa declaración de interés público y la 
preceptiva tramitación de un plan especial o proyecto de actuación. 
 
En el caso concreto del suelo protegido por planificación territorial, que incluye 
los espacios agrícolas del denominado Plan Almonte-Marismas, otros afines, el 
Parque Dunar y, en general, todos los declarados LIC que no formen parte de 
un espacio natural protegido, el plan en su artículo 639 le asigna como usos 
característicos los agrícolas y los vinculados a la explotación agraria, siendo 
meramente autorizables (en función de su adaptación al entorno las posibles 
afecciones que pudieran generar) los usos vinculados a las obras públicas, los 
declarados de utilidad pública o interés social, las dotaciones y equipamientos, 
los servicios turísticos y, finalmente los enclaves turísticos, con las limitaciones 
de capacidad máxima establecidas por el POTAD y a las que también se ha 
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hecho referencia anteriormente. Cualquier otro uso se encuentra expresa y 




c. Clasificación del suelo en planificaciones sin previa ordenación territorial 
pormenorizada. 
 
A diferencia del supuesto anterior, debemos analizar en este punto el modo en 
el que se clasifica el suelo en procesos en los que el planificador no cuenta con 
la previa zonificación territorial vigente, al menos de forma pormenorizada. En 
estos casos la distribución del suelo no suele contar con referencias previas 
que vinculen los procesos de análisis territorial, salvo en lo referente a ámbitos 
afectados por regulaciones sectoriales de atención prioritaria.  
 
Si analizamos el PGOU de Jerez de la Frontera, podemos comprobar que en 
su documento normativo se recogen los tipos de suelo no urbanizable 
diferenciando originariamente las tres categorías principales que recoge el 
artículo 46.2 de la LOUA (aunque posteriormente incorpora también el hábitat 
rural diseminado). No obstante, en la descripción de los tipos de suelo, 
establece una diferenciación muy pormenorizada, como puede apreciarse en la 
imagen que recoge la diferenciación establecida por el plan, incluyendo dentro 
de cada categoría las siguientes especialidades: 
 
a) Suelo no urbanizable de especial protección por legislación específica. 
Se distinguen cinco subcategorías: espacios naturales protegidos, vías 
pecuarias, patrimonio cultural, dominio público hidráulico y dominio 
público marítimo-terrestre.  
 
b) Suelo no urbanizable de especial protección por planificación 
urbanística. Se distinguen siete subcategorías: zonas inundables, 
forestal, recreativa, paisajística, integral, viñedos y regadíos. 
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c) Suelo no urbanizable de carácter natural o rural. Se distinguen tres 
subcategorías: secanos, hábitat rural diseminado y huertos de ocio.  
 
Finalmente, el plan urbanístico jerezano hace referencia a diferentes tipos de 
sistemas generales que pueden ubicarse en suelo no urbanizable, 
distinguiendo los relativos al sistema general de transportes, al de conducción 
de energía, al de infraestructuras urbanas, al de la defensa y, en quinto lugar, 
al sistema general de espacios libres, en el que incluye a los parques forestales 
y periurbanos. 
 
Con esta clasificación tan pormenorizada se aprecia que el planificador, que ha 
realizado su trabajo sin la cobertura de un plan de ordenación territorial 
subregional que le disminuya la entidad del análisis territorial, ha materializado 
un verdadero esfuerzo por incorporar todos los valores y elementos con 
suficiente entidad a ámbitos de especial protección, asumiendo un completo 
régimen de distribución territorial en función de los valores o condiciones 
preponderantes en el territorio, lo que se traduce igualmente en una atribución 
de regímenes de protección muy singularizados y adaptados a las concretas 
circunstancias de cada territorio.  
 
A partir de este punto, el PGOU de Jerez de la Frontera realiza una completa 
determinación de los usos propios y autorizables en los suelos no urbanizables, 
haciendo una referencia genérica previa de los usos propios de este tipo de 
suelo, que identifica con los relativos al uso primario del terreno rural921 y de los 
usos meramente autorizables en su ámbito, que identifica con las actuaciones 
de interés público, usos industriales incompatibles con su desarrollo en suelo 
urbano, usos recreativos y turísticos vinculados al medio natural y rural, los 
aprovechamientos para las energías renovables (parques eólicos, solares, etc.) 
                                            
921 Incluyendo dentro de los mismos a la caza y pesca, la silvicultura y los servicios forestales, 
la producción ganadera y avícola, la producción agrícola, los servicios agrícolas y ganaderos y, 
finalmente, las industrias extractivas. 
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y los relacionados con la ejecución y mantenimiento de las infraestructuras, 
servicios, dotaciones y equipamientos públicos. 
 
Desde esta descripción general de los distintos usos localizables de forma 
genérica en suelo no urbanizable, el plan jerezano establece una atribución 
específica de los que pueden realizarse en cada uno de los tipos de suelo 
identificados en por el plan, así como la forma en la que pueden ser 
autorizados. Con arreglo a esta forma de proceder, el capítulo tercero del título 
duodécimo del documento normativo del plan, inicia esta regulación mediante 
la delimitación de los usos autorizables en los suelos especialmente protegidos 
por legislación específica, pudiendo destacar que se establece una sumisión 
expresa a los contenidos determinados por la normativa vigente y los 
instrumentos de ordenación sectorial aplicables en cada caso, aunque  cabe 
resaltar que en algunos supuestos, como es el caso de los suelos forestales, el 
plan determina una serie de actuaciones de interés público autorizables en su 
ámbito, siempre que cuenten con la debida adaptación al entorno en el que se 
pretendan ubicar. 
 
En el caso del suelo no urbanizable por planificación urbanística, el documento 
normativo establece una regulación concreta de los usos y aptitudes 
urbanísticas que atribuye a cada una de los siete tipos diferenciados que 
reconoce dentro de esta categoría de suelo protegido, con lo que se aprecia un 
denodado esfuerzo por adaptar las condiciones de uso y gestión del suelo a las 
características propias de cada tipo de los identificados. Esta pormenorización 
alcanza incluso a los usos tradicionales del suelo rural, por lo que puede 
afirmarse que el planificador ha realizado un verdadero y completo proceso de 
ordenación territorial, al establecer un régimen específico para cada tipo de 
suelo, adaptado a sus necesidades y a sus aptitudes para albergar usos y 
actividades. 
 
En lo que respecta al suelo no urbanizable de carácter rural, o lo que es lo 
mismo, al común no sometido a especial protección, el planificador jerezano 
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dispone que, en principio, en su seno pueden localizarse todos los usos 
establecidos para el suelo no urbanizable conforme a las prescripciones 
definidas en el propio plan, conteniendo no obstante algunas especialidades 
para los tipos de suelos huertos de ocio y hábitat rural diseminado922. 
 
En resumen, podemos señalar que el planificador urbanístico de Jerez de la 
Frontera ha realizado un encomiable esfuerzo identificador y protector del suelo 
no urbanizable en el que, tras un muy correcto análisis territorial, se han 
identificado valores o elementos susceptibles de un régimen jurídico 
singularizado basado en la premisa de la preservación de sus condiciones 
naturales. Esta consideración es destacable máxime si tenemos en cuenta que 
el PGOU se ha formulado sin el apoyo de un plan de ordenación territorial 
subregional que hubiera realizado de forma previa un diagnóstico exhaustivo 
del territorio, al contrario de lo que hemos visto en el ejemplos anteriores, lo 
que supone que la función planificadora ha tenido que considerar la práctica 
totalidad del territorio para determinar la presencia de valores susceptibles de 
ser protegidos, salvando solo las zonas protegidas por legislación específica y 
los ámbitos urbanos predefinidos. 
 
Esta buena aplicación de la praxis planificadora se refleja no solo en la propia 
identificación de los suelos protegidos sino, además, en la cuidadosa definición 
de los usos propios y autorizables atribuidos a cada tipo de los identificados por 
el propio planeamiento, cuestión que refleja que el análisis territorial ha tenido 
en cuenta la repercusión a futuro de las actividades toleradas en cada espacio 
territorial objeto de protección y la aptitud de cada uno de ellos para su soporte. 
 
Otro ejemplo al que podemos atender en este punto es al PGOU de La Palma 
del Condado, que como en el caso del de Jerez de la Frontera se formuló sin la 
previa guía de un plan de ordenación territorial de ámbito subregional que 
definiera unos parámetros de forma previa en el diagnóstico del territorio, sobre 
                                            
922 En este último caso, conteniendo una específica regulación de los suelos identificados en 
este tipo, en función de la especialidad que presentan sobre el resto de tipos de suelo no 
urbanizable, debido al uso residencial que se reconoce en su ámbito. 
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todo en lo que respecta al suelo no urbanizable existente en su término 
municipal. 
 
En concreto, el plan palmerino delimita los tipos de suelo no urbanizable 
conforme al régimen general establecida por la normativa urbanística de 
Andalucía, distinguiendo entre suelo no urbanizable protegido por legislación 
específica, suelo no urbanizable de especial protección por el plan general, el 
suelo no urbanizable de carácter natural o rural y, en cuarto lugar, el suelo no 
urbanizable de hábitat rural diseminado923 (fig. 8). 
 
                                            
923 En la que identifica exclusivamente al denominado núcleo rural de “El Saucejo”. 
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Fig. 8. Clasificación de suelo del PGOU de La Palma del Condado. 
 
En el caso del suelo no urbanizable de especial protección por legislación 
específica, el plan se limita a describir las determinaciones normativas por las 
que se definen los distintos ámbitos territoriales. Por el contrario, el plan sí 
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distingue tipologías diferenciadas dentro de las otras categorías de este suelo 
que identifica.  
 
De este modo en el suelo protegido por planificación distingue los ámbitos de 
las estribaciones serranas, las áreas forestales, los forestales transformados, 
los Llanos de la Pedrosa, la Cañada de la Plata y los yacimientos 
arqueológicos. Por su parte, en el suelo rural común identifica a la campiña, la 
vertiente sur y, en tercer lugar, a la zona de actividades agrarias. 
 
La singularidad de este instrumento de planeamiento reside en que los usos 
atribuibles al suelo no urbanizable se enuncian conforme al modo comúnmente 
dispuesto para el suelo urbano, distinguiendo entre usos globales y 
pormenorizados. Mediante este sistema, el plan atribuye al suelo no 
urbanizable el uso global agrario (que a su vez distribuye entre los agrícolas, 
ganaderos y forestales) y, como usos pormenorizados, el residencial, industrial, 
terciario, de espacios libres, dotacional y de infraestructuras y transporte. En su 
caso, el propio texto normativo del plan dispone la necesidad de realizar los 
trámites precisos para implantación de los usos que, en cada caso concreto, 
fueran procedentes conforme a la normativa precisa. La posterior asignación de 
usos a cada tipo de suelo concreto se realiza en función de una graduación que 
contiene el propio texto normativo, que en caso del suelo protegido por 
planificación se condensa en cuatro grados (protección de los valores 
naturales, protección de usos y paisajes agrarios, protección de áreas de 
riesgos naturales y protección paisajística) con una técnica que puede 
calificarse como poco intuitiva, puesto que los grados segundo y tercero son 
más restrictivos que el enunciado como número uno. 
 
En cualquier caso, de este ejemplo podemos destacar que aun manteniendo un 
esquema válido para la delimitación del suelo protegido por planificación, se 
encuentran algunas lagunas en su formulación, ya que no se percibe un 
esfuerzo justificador de las decisiones adoptadas sobre el suelo no urbanizable, 
ni en lo que respecta a la distinción entre cada tipo de los identificados, ni 
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tampoco en la determinación de los criterios seguidos para la elaboración del 
régimen de usos autorizables en cada uno de ellos. 
 
Por lo tanto, de los ejemplos expuestos se puede concluir que la ausencia de 
ordenación territorial de ámbito subregional supone un condicionante muy 
importante a la hora de abordar un proceso de planificación urbanística, si bien 
ello no es un inconveniente insalvable para realizar una correcta ordenación y 
distribución del suelo conforme a su naturaleza y características. 
 
 
d. La clasificación del suelo procedente de otras figuras de planificación. 
 
Para finalizar este análisis del modo en que los diferentes instrumentos de 
planificación realizan la distribución territorial, mediante la zonificación o 
clasificación del suelo de su ámbito geográfico, cabe hacer un breve apunte 
sobre la forma en la que se contiene la disposición territorial en otros 
instrumentos de planificación urbanística que aún permanecen vigentes en 
muchos términos municipales. Entre estos instrumentos podemos destacar 
figuras como las NNSS de ámbito municipal o provincial, que en el caso de 
Andalucía han debido de ser adaptadas a los postulados de la vigente LOUA.  
 
Tomando como ejemplo el ya citado supuesto del municipio sevillano de 
Cantillana, se aprecia como su documento de adaptación se remite al análisis 
territorial contenido en las normas a las que actualiza para justificar la 
clasificación como no urbanizable de los suelos incorporados a esta 
categoría924, concretamente conforme a “la información y justificación de sus 
valores contenidos en la memoria justificativa de la ordenación vigente”.  
 
                                            
924 Como no podría ser de otro modo, debido a que el alcance de un documento de adaptación 
normativo es, valga la redundancia, el de adaptar la regulación y el contenido de las NNSS al 
nuevo acervo surgido de de la nueva regulación normativa, sin que pueda alterar más allá sus 
determinaciones y, sobre todo, modificar los parámetros de clasificación y calificación del suelo. 
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En concreto, el documento de adaptación a la LOUA se limita a distribuir el 
suelo no urbanizable delimitado por las antiguas NNSS entre las nuevas 
categorías surgidas con la nueva regulación normativa, estableciendo los 
nuevos tipos de suelo no urbanizable en: 
 
a) Suelo no urbanizable de especial protección por legislación específica, 
en el que se contiene el dominio público hidráulico, las carreteras, 
ferrocarriles, las vías pecuarias y los yacimientos arqueológicos. 
 
b) Suelo no urbanizable de especial protección por planificación territorial o 
urbanística, en el que se incluye el complejo ribereño Río Viar (incluido 
en el denominado Plan de Protección del Medio Físico de la Provincia de 
Sevilla), la zona de Vegas del Guadalquivir, la zona de Huertas en 
Regadío, los caminos rurales coincidentes con vías pecuarias y los 
yacimientos arqueológicos no inscritos en el Catálogo de la Consejería 
de Cultura. 
 
c) Suelo no urbanizable de carácter natural o rural, en el que se incluye la 
zona de cultivos tradicionales y la zona de sierra erosionable. 
 
Dentro de cada categoría de suelo no urbanizable, el documento de adaptación 
no contiene referencias a los distintos regímenes de usos adoptados para cada 
tipo concreto de suelo, señalando únicamente que en el caso del suelo 
protegido por legislación específica deberá respectarse la regulación contenida 
en la normativa sectorial aplicable y que, en el caso del suelo protegido por 
planificación territorial (complejo ribereño Río Viar), serán de aplicación las 
normas reguladoras incluidas en el instrumento concreto que estableció esta 
zona como de especial protección. Por lo tanto, el suelo protegido por el 
instrumento de planificación se encuentra sometido exclusivamente a la 
regulación contenida en la redacción original de las NNSS, cuyo contenido es 
realmente escaso y falto de todo criterio de coherencia y justificación. 
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Lo anterior nos lleva a concluir que tanto la delimitación del suelo protegido 
como su regulación, presentan carencias realmente significativas en un 
instrumento tan poco sustancial como son las NNSS de planeamiento. Esta 
conclusión parecería a primera vista como una consecuencia lógica de la 
propia naturaleza de la figura jurídica de las NNSS, debido a que su 
característica principal es precisamente su condición subsidiaria a la de un 
verdadero instrumento de planeamiento, al que sustituye como medio para no 
dejar sin ordenación a todo un término municipal. Pero esta última afirmación, 
con ser cierta, presenta indudables aspectos controvertidos entre los que se 
encuentra en lugar prioritario la falta de justificación que presentan las 
limitaciones a los suelos protegidos por el propio instrumento y que, en 
supuestos como el del presente ejemplo, perduran en el tiempo durante largos 
periodos, sin que en muchos casos se atisbe la posibilidad de que sean 
sustituidos por verdaderos instrumentos en los que se realice un correcto 
análisis territorial. 
 
Como puede apreciarse en el plano del término municipal (fig. 9), las NNSS de 
Cantillana reconocen gran parte de su superficie como suelo protegido por 
determinación del propio instrumento (en la imagen, la parte de color claro 
situada al sur del núcleo de población), medida que a primera vista pudiera 
entenderse coherente en las zonas contiguas a la protección de los márgenes 
fluviales, pero que en otras ubicaciones parece procedente demandar la debida 










Fig. 9. Clasificación del suelo no urbanizable. NNSS de Cantillana. 
 
Como conclusión a este epígrafe podemos destacar que la distribución 
territorial que realizan los instrumentos de planeamiento, elemento fundamental 
y vehicular de toda ordenación y, en mayor medida, cuando hacemos 
referencia al suelo no urbanizable, a nivel superficial presenta unos caracteres 
muy similares, pero en el fondo se aprecia una realidad muy diferente, en 
función de cómo se haya realizado la diagnosis del territorio y hasta qué punto 
se haya calibrado la aptitud de los distintos suelos para albergar o sustentar 
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usos urbanísticos, desde el criterio fundamental de la sostenibilidad, tanto del 
entorno como del propio suelo considerado. 
 
Conforme a esta premisa, se puede concluir que los instrumentos de 
planificación han ido paulatinamente mejorando en su formulación territorial, 
tanto en su vertiente técnica como en la propia justificación de las medidas 
adoptadas. No obstante, se aprecia la necesidad que, de forma progresiva, los 
instrumentos de ordenación territorial que contengan un análisis específico de 
los distintos territorios (de ámbito subregional) vayan colmatando la geografía 
nacional, con el doble objeto de, por un lado, reforzar el diagnóstico de los 
correspondientes ámbitos de planificación y, por otro lado, garantizar la 
adaptación las determinaciones de los distintos planeamientos, procurando la 
necesaria coordinación entre los parámetros urbanísticos, territoriales y 
sectoriales ambientales que demanda la sociedad. Como afirma HERNÁNDEZ 
JIMÉNEZ925 la ordenación del territorio no constituye un pilar jurídicamente 
exigible para los desarrollos urbanísticos, aun cuando su planificación 
condicionará desde luego dicha ordenación, y resulta muy conveniente para 
que la posterior planificación urbana se sustente sobre sólidas bases de 
conocimiento y valoración del territorio. 
 
 
F. Generación del texto normativo del documento. 
 
La última de las fases que se han identificado dentro del proceso de 
formulación de los instrumentos de planeamiento es la relativa a la generación 
del documento normativo, en el que se contienen las determinaciones precisas 
a las que tienen que adaptarse todos los actores que pretendan interactuar con 
el territorio, y cuyo alcance vendrá determinado por el ámbito al que refiera 
específicamente el propio instrumento de planeamiento. 
 
                                            
925 HERNÁNDEZ JIMÉNEZ, Hilario M. (2018-b). 
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La inclusión de un documento normativo en los instrumentos de planeamiento 
es un requisito indispensable para la efectividad de sus determinaciones, 
debido a que la implementación de las propuestas de ordenación, 
ineludiblemente, debe presentar carácter imperativo, de tal modo que su 
trasgresión pueda motivar la reacción administrativa frente a la misma, en 
función de lo dispuesto por la normativa aplicable en tal caso. Por otro lado, la 
formulación de un compendio normativo es un requisito inherente a toda 
disposición de carácter reglamentario, como deben ser calificados los 
instrumentos de planeamiento según se ha analizado convenientemente.  
 
Lo anterior, como también se ha apuntado, no es óbice para que los 
instrumentos de planeamiento otorguen distinto alcance efectivo a las 
determinaciones contenidas en sus documentos normativos. Esta realidad es 
muy común en los instrumentos de ordenación territorial, en los que sus 
determinaciones suelen presentar una diferente consideración en función de la 
forma en la que se formulen (generalmente se usan los conceptos de normas, 
directrices y recomendaciones), por lo que la adaptación de una actuación a lo 
exigido por el instrumento de planeamiento de este tipo debe verificarse en 
función del alcance de la exigencia contenida en el mismo y del cauce 
establecido para su ejecución. Por el contrario, los instrumentos de 
planeamiento urbanístico, sin duda debido a la concreción de su ámbito de 
aplicación, no suelen presentar diferencias en cuanto a la exigencia de sus 
determinaciones, formulando las prescripciones con carácter imperativo, por lo 
que las actuaciones contrarias a sus determinaciones deben motivar la 
restauración de la regularidad urbanística infringida, mediante los medios 
atribuidos a la Administración actuante por la normativa vigente. 
 
En el ámbito del suelo no urbanizable el compendio normativo de los 
instrumentos de planeamiento debe contener la necesaria referencia a los usos 
característicos y autorizables en los distintos tipos que se identifiquen, como 
elemento fundamental de caracterización del régimen jurídico aplicable a cada 
uno de ellos. Pero esta reglamentación, desde luego imprescindible, no es la 
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única que debe contener un documento de esta naturaleza, ya que debe ser 
acompañada del resto de determinaciones que permitan establecer los cauces 
correctos de aplicación de las propuestas de ordenación formuladas para el 
suelo no urbanizable por el planificador.  
 
De este modo, sin ánimo de exhaustividad, la regulación del suelo rural de un 
entorno debe añadir a los usos autorizados y autorizables en cada ámbito, la 
reglamentación relativa a los procedimientos precisos para su realización, los 
criterios de autorización de posibles elementos auxiliares o complementarios a 
los propios usos autorizados, los criterios de autorización precisos para evitar 
las situaciones preteridas por el ordenamiento (formación de nuevos núcleos 
de población, aglomeración de determinados cultivos o explotaciones, etc.), 
condiciones de ejecución de las construcciones y edificaciones vinculadas a los 
usos autorizados, determinaciones de protección de edificios y ámbitos 
catalogados y, en general, todas las determinaciones que requiera la dotación 
de un dispositivo completo de control de las actuaciones sobre el suelo rural del 
territorio analizado. En este sentido, el artículo 27.3 del RPU dispone la 
posibilidad expresa de introducir medidas de protección y defensa específicas 
sobre estos territorios, que podrán consistir en la prohibición de determinadas 
actividades a desarrollar en las zonas o conjuntos, o en la imposición de 
obligaciones tendentes a evitar las degradaciones de cualquiera de los 
elementos del medio ambiente o de los distintos entornos o enclaves histórico-
artísticos. 
 
Esta realidad ha motivado que los documentos normativos hayan ido 
aumentando su aspecto regulador, incorporando nuevos ámbitos sobre los que 
se introducen determinaciones específicas, incluso en materias sobre las que 
tradicionalmente se omitía toda alusión en los instrumentos de planificación, 
entendiendo que eran materias objeto de regulación directamente por la 
legislación aplicable. A modo de ejemplo, se pueden citar por su extensión el 
documento normativo del PGOU de Málaga, que se estructura en un total de 
quince títulos, ocho disposiciones finales y una disposición derogatoria; o el 
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Texto Refundido de Normas Urbanísticas del PGOU de Almonte que contiene 
casi 700 artículos, a los que hay que sumar los anexos que incluye el 
documento. 
 
Sin duda, la importancia que han ido progresivamente acumulando diversas 
cuestiones relativas a la ordenación territorial y urbanística, entre las que 
indudablemente se encuentra la protección ambiental y de los suelos 
protegidos, ha motivado la inflación de las directrices normativas incorporadas 
a los instrumentos de planeamiento, como medida estimada para controlar 
debidamente la actividad de los ciudadanos con respecto al territorio. En 
cualquier caso, deben traerse a colación en este punto las consideraciones 
formuladas de forma general sobre la actuación administrativa planificadora y, 
en concreto, las relativas a la necesidad de justificar adecuadamente las 
decisiones adoptadas y su alcance efectivo, que tiene su principal y directo 
reflejo en el contenido de la regulación normativa incorporada al plan.  
 
En función de esta consideración deben evaluarse debidamente las medidas 
normativas incorporadas al plan, en el sentido de verificar que su observación 
tiende efectivamente a la consecución de los fines pretendidos y que, en 
sentido contrario, no conlleva efectos perjudiciales, no pretendidos inicialmente 
o que, por su sola exigencia, supongan imposiciones innecesarias que no se 
adapten esencialmente a los objetivos proyectados. Sin duda, esta cuestión 
también se incluye en el control de la discrecionalidad administrativa en la 
actuación planificadora, exigencia ineludible en garantía de evitar cualquier 
sospecha de arbitrariedad administrativa en un asunto de tanta sensibilidad 
social como el que analizamos.  
 
Por lo demás solo resta apuntar que, independientemente de la interpretación 
que se sostenga sobre la naturaleza de los instrumentos de planeamiento, se 
requiere de forma expresa la publicación de su normativa como criterio 
ineludible para poder desplegar sus efectos de forma plena. Como ya se 
apuntó anteriormente, la exigencia de publicidad normativa constitucionalmente 
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reconocida ha determinado que, al menos desde la entrada en vigor de la 
CE1978, se requiera la publicación de (al menos) los documentos con alcance 
normativo de los instrumentos de planeamiento, entre los que evidentemente 
figura en posición principal su articulado de normas urbanísticas. Como afirma 
VILLALBA CASAS926 la publicación de las normas urbanísticas y, en general 
las ordenanzas de esta materia, se considera como un requisito acorde con la 
exigencia constitucional de la publicación de las normas jurídicas, y que, por 
definición, no puede ser sustituido por el sistema anterior a la CE1978 en el 
que se requería la mera publicación del acuerdo de aprobación de los planes, 
pues esta práctica es difícilmente conciliable con los principios de la vigente 
Carta Magna.  
 
En este sentido, el propio Tribunal Constitucional en la STC de 13 de mayo de 
1986 (Sentencia 56/1986, rec. 228/1983. Ponente LATORRE SEGURA, LA 
LEY 73861-NS/0000), ya afirmó expresamente que el planeamiento forma 
parte del ordenamiento jurídico al que están sujetos todos los poderes públicos 
y, por consiguiente, determinó la naturaleza de norma jurídica de sus 
disposiciones vinculantes. Como se ha analizado en su momento, la exigencia 
de publicación de los instrumentos de planeamiento alcanza tanto a su 
documento normativo como al resto de documentos que contengan elementos 
regulatorios, como son los planos de ordenación. 
 
Conforme a la naturaleza normativa apreciada de forma generalizada para los 
instrumentos de planeamiento y, en concreto, de su regulación normativa, los 
documentos aprobados podrán ser objeto de impugnación ante los Juzgados y 
Tribunales de lo Contencioso-Administrativo, mediante cualquiera de las vías 
que al efecto establece la normativa reguladora de este orden jurisdiccional. 
Sobre esta posibilidad apunta OLIVA MELGAR927 que las vías de impugnación 
han venido girando desde la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa 
de 1956 en torno al recurso directo y al recurso indirecto. Conforme a esta 
                                            
926 VILLALBA CASAS, Juan José (1994). 
927 OLIVA MELGAR, Pilar (2003). 
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premisa, la falta de impugnación directa no garantiza a la Administración el total 
despliegue de los efectos y ejecución de las determinaciones del instrumento 
de planeamiento, pues cabe la posibilidad de su impugnación indirecta a través 
de cualquiera de sus actos de aplicación. 
 
Esta posibilidad amplia de impugnación ha sido criticada por autores como 
BAÑO LEÓN928, al manifestar que un instrumento de planeamiento requiere un 
mínimo de estabilidad y seguridad jurídica, precisamente porque, a juicio de 
este autor, la complejidad actual de su aprobación determina que una vez 
formulado no deba quedar abierto sine die a la posibilidad de ser impugnado. 
La tensión subyacente entre los principios de legalidad y de seguridad jurídica, 
a su criterio aconsejan una reforma normativa que prohíba la impugnación 
indirecta y extienda el breve plazo de dos meses de la impugnación directa a 
un plazo más extenso (por ejemplo, seis meses) que permita su tutela judicial 
plena sin merma de la debida seguridad jurídica. Esta propuesta ha sido 
avalada por un importante sector doctrinal, hasta el extremo ya comentado de 
fundamentar una propuesta de cambio normativo para recoger una nueva 
consideración de los instrumentos de planeamiento, pasando de disposiciones 
generales a ser considerados actos administrativos cualificados. Con esta 
medida sus defensores pretenden garantizar la perdurabilidad de sus 
determinaciones una vez trascurrido el periodo de impugnación directa de su 
acuerdo de aprobación definitiva929. 
 
Sin embargo, los defensores del carácter normativo de los instrumentos de 
planificación mantienen que su fuerza obligatoria deriva del carácter de 
potestad pública de la ordenación territorial, cuestión que debe quedar 
salvaguardada como medio de garantizar la fuerza ejecutiva de sus 
determinaciones y la seguridad jurídica en su formulación. 
 
                                            
928 BAÑO LEÓN, José María (2016). 
929 Cfr. GUTIÉRREZ COLOMINA, Venancio (2016, págs. 80 y ss.). 
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En definitiva, podemos concluir que la regulación incluida en los instrumentos 
de planeamiento supone un elemento esencial de su contenido y es 
considerada como un ejemplo muy cualificado de la formulación normativa 
adaptada a las circunstancias del ámbito territorial en el que debe ser aplicado, 
lo que añadido a una correcta y suficiente motivación de su alcance y 
extensión, debe cristalizar en un aumento considerable en las expectativas de 
éxito en su implantación y en la consecución de sus objetivos. En este sentido, 
pueden equiparse al resto de la normativa producida por las Entidades 
Locales930, cuya consideración específica del territorio en el que debe ser 
aplicada se impone en contraposición de la generalidad con la que se formulan 
las normas de ámbito regional o estatal. 
  
 
VII. LA EVALUACIÓN DEL CUMPLIMIENTO DE LOS INSTRUMENTOS DE 
PLANIFICACIÓN. 
 
Todo proceso de planificación que por definición pretende producir efectos 
mediante la aplicación de la ordenación que contiene requiere de un análisis 
realizado a posteriori, de tal modo que puedan evaluarse los resultados 
obtenidos mediante la puesta en práctica de sus propuestas y calibrar si éstas 
han servido para alcanzar los objetivos para los que se formularon y, en su 
caso, en qué grado han sido eficaces. 
 
Con carácter general los instrumentos de planificación sectorial contienen la 
referencia a su evaluación y revisión, como es el caso de los PRUG, en los que 
se determina su verificación progresiva y la necesidad de su adaptación en los 
plazos definidos por el propio documento. No obstante, esta realidad no es una 
característica de los instrumentos de ordenación territorial o urbanística, tal vez 
debido al carácter general de sus determinaciones, definidas para prolongar su 
                                            
930 Y ello aunque los instrumentos de planeamiento general sean definitivamente aprobados por 
las órganos competentes de las respectivas Comunidades Autónomas, debido a que su 
formulación, planteamiento o, al menos, revisión, debe contener el aval de la entidad que 
propone el instrumento en el que se contiene la nueva regulación.  
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vigencia durante un largo periodo de tiempo, muchas veces incluso 
indeterminado. La propia normativa reguladora de los instrumentos de 
planeamiento territorial establece esta consideración de forma expresa, con lo 
que puede apreciarse la vocación de permanencia que el legislador pretende 
dotar a los elementos de planificación general. Tomando como ejemplo la 
normativa andaluza, vemos como el artículo 25 de la LOTA establece que los 
instrumentos de planificación territorial regulados en su ámbito tienen vigencia 
indefinida. Por lo que respecta a los instrumentos de planificación urbanística, 
el artículo 35.1 de la LOUA se expresa en términos similares.  
 
Esta indeterminación normativa se traslada de la misma forma a los 
instrumentos de planificación de naturaleza territorial y urbanística, que no 
suelen incorporar un sistema prefijado de renovación de sus determinaciones. 
A modo de ejemplo, el artículo 11.3 del documento normativo del POTAD 
dispone expresamente que se procederá a la actualización del plan cuando se 
considere necesario para la mejor comprensión de su contenido y, en todo 
caso, cuando se proponga en los informes de seguimiento de la ejecución de 
sus determinaciones que, en este caso sí, deben realizarse cada cuatro años.  
 
La conclusión que se extrae de lo expuesto viene en gran medida condicionada 
por la realidad de los hechos, que demuestra que los instrumentos de 
planificación territorial o urbanística se proyectan con un sentido de 
permanencia indeterminada en el tiempo, siendo sustituidos, revisados o 
modificados únicamente cuando las circunstancias fácticas demandan una 
reconsideración de los postulados de la ordenación vigente931. En esta 
coyuntura es en la que se entiende procedente la innovación de la ordenación y 
de la regulación contenida en el instrumento de planificación correspondiente, 
mediante la adaptación de sus contenidos a las nuevas circunstancias o 
                                            
931 En el caso de los instrumentos de planificación urbanística, la cuestión puede matizarse en 
los casos en los que se agotan los espacios susceptibles de desarrollo urbano, momento en el 
que normalmente se entiende finalizado el plazo de vigencia de sus postulados y se estima 
procedente la revisión de sus contenidos o, en su caso, la sustitución del instrumento por una 
nueva planificación integral. 
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demandas sociales. Como afirman GARCÍA GARCÍA y BOROBIO SANCHIZ932 
la formulación, definición y aprobación de los instrumentos de ordenación y 
gestión territorial no hace más que dar comienzo a un proceso que debe tener 
continuidad mediante una labor de seguimiento y análisis coordinado sobre 
cualquier actuación que se produzca en el territorio. Fruto de esta gestión 
dinámica, afirman estos autores, surgirán las mejoras y los ajustes congruentes 
con el modelo de ordenación propuesto. 
 
Esta realidad es la que ha llevado a identificar la evaluación de los 
instrumentos de planificación territorial no tanto como una fase final de la 
planificación examinada, sino muchas veces como una fase previa de la nueva 
planificación proyectada, debido a que las carencias, ineficacias y 
disfuncionalidades resultantes de la aplicación de la anterior planificación 
pueden considerarse tanto el análisis final de la implementación de un 
instrumento de planeamiento, como por otro lado, el punto de partida del nuevo 
proceso de ordenación, en el que sus conclusiones se identificarán como 
cuestiones a corregir y parte de los objetivos a considerar en la futura labor 
planificadora.  
  
Esta premisa ha de entenderse actualmente como una realidad incuestionable, 
ya que como afirma VILLACAÑAS BEADES933, la planificación se entiende 
como un proceso abierto que requiere una evaluación y seguimiento 
continuado. Para este objetivo, defiende la aplicación de los sistemas de 
indicadores territoriales, que pueden convertirse en una herramienta de gran 
ayuda para la obtención de los resultados de la aplicación de los parámetros de 
la ordenación vigente. Conforme a esta propuesta, la citada autora estima que 
los sistemas de indicadores urbanos abren muchas posibilidades para 
reformular934 los planes urbanísticos como instrumentos más objetivos al estar 
                                            
932 Op. cit. (2012, pág. 131). 
933 VILLACAÑAS BEADES, Silvia (2015). 
934 En este punto se aprecia el carácter ambivalente que la autora aprecia sobre esta fase de 
evaluación de la planificación, puesto que permite extraer conclusiones sobre la efectividad de 
la planificación vigente y, a su vez, permite definir criterios para “reformular” las nuevas 
medidas a introducir en su revisión. 
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basados en datos, por ello menos discrecionales y también más globales, al 
realizar un tratamiento homogéneo del conjunto del municipio, permitiendo a la 
vez trabajar diferentes escalas en el acercamiento al territorio. Esta 
herramienta puede incluso llegar a convertirse en una nueva forma de 
planificación general de la ciudad ya que, mediante ella, el planeamiento 
urbanístico tiene capacidad para reformularse hacia un método más científico y 
dirigido hacia el diseño de unas políticas urbanísticas coherentes y equilibradas 
en el conjunto del territorio.  
 
En parecidos términos se expresa ZURITA POVEDANO935 al considerar 
precisa la revisión de los instrumentos de planeamiento territorial al analizar los 
resultados de la aplicación de sus contenidos, señalando al efecto que la falta 
de adecuada gestión, las consecuencias de algunas de sus decisiones 
estructurales y la superación de su marco por políticas territoriales 
descoordinadas, vienen progresivamente a sacar la luz los límites y carencias 
de estos documentos. De este modo a juicio de este autor, planteada la 
necesidad de un nuevo instrumento que garantice la continuidad en la 
coherencia de la ordenación territorial, se debe reflexionar sobre la 
conveniencia de subvertir los criterios hasta ahora empleados en la 
planificación que le afecta, y subordinar la toma de decisiones a los intereses 
de la recuperación y fomento de la actividad tradicionalmente desarrollada en el 
entorno. 
   
En todo caso, independientemente de la fase del planeamiento en la que se 
considere, lo cierto es que los resultados prácticos de la planificación deben ser 
convenientemente evaluados, con el objeto de determinar tanto la eficacia de 
sus determinaciones como, en general, el cumplimiento de los objetivos 
formulados en las propuestas de ordenación mediante el desarrollo de las 
directrices establecidas para su consecución936. Parece evidente que una 
correcta evaluación de la efectividad del planeamiento puede, y debe, ser 
                                            
935 ZURITA POVEDANO, Eduardo (2015). 
936 Cfr. ATXUKARRO ARRUABARRENA, Iñaki (2017). 
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considerada como un elemento muy cualificado de la justificación sobre la que 
se cimenten los postulados de la nueva ordenación, sobre todo en lo que 
respecta a la adopción de los criterios que vengan a sustituir los anteriores que 
han resultado ineficientes o que, habiendo obtenido una aceptable 
implementación, no han contribuido a alcanzar los objetivos pretendidos937. 
 
Finalmente, cabe añadir que la jurisprudencia ha avalado las consideraciones 
que han fundamentado la revisión de los instrumentos de planeamiento, 
afirmando que es a las diferentes Administraciones a las que compete la 
determinación de la necesidad de proceder a la revisión de los contenidos de la 
planificación vigente y, en todo caso, a determinar el alcance de la misma, 
debiendo acreditar en todo caso el cumplimiento de las exigencias definidas 
para cualquier proceso de planificación.  
 
A modo de ejemplo, podemos partir de la STS de 22 de enero de 1988 (Sala 
3ª. Ponente GARCÍA ESTARTÚS, EDJ 1988/10298), en la que el Alto Tribunal 
establece la diferenciación entre las revisiones y modificaciones del 
planeamiento. En este caso, el proceso de evaluación del planeamiento puede 
determinar la necesidad de abordar alguna de estas actuaciones, con las que 
introducir los nuevos criterios de ordenación que vengan a sustituir los que se 
han estimado ineficaces o incorrectos938. En estos casos, el planificador deberá 
                                            
937 Puede citarse como ejemplo, aunque formulado a nivel global, el documento denominado 
“Marco de Evaluación de la Normativa en Materia de Planeamiento Urbanístico”, que constituye 
el volumen primero de las denominadas “Herramientas de Derecho Urbanístico”, publicado en 
2018 por el Programa de las Naciones Unidas para los Asentamientos Humanos. 
https://es.unhabitat.org/download/marco-de-evaluacion-de-la-normativa-en-materia-de-
planeamiento-urbanistico/?wpdmdl=1464  (último acceso 28 de septiembre de 2018).  
938 En concreto, la Sala establece las siguientes diferencias entre las modificaciones y las 
revisiones del planeamiento (FD 9º): 
1.- En cuanto a la finalidad perseguida que persigue en la revisión un examen total del texto 
objeto de ella a fin de verificar si el mismo se ajusta a la realidad, mientras que en la 
modificación se trata de corregir alguno o algunos de los elementos del plan permaneciendo la 
subsistencia de éste que no es sustituido por otro como en el caso anterior. 
2.- La revisión no implica necesariamente alteración, pues una vez verificada puede llegarse a 
la conclusión de que el texto está de acuerdo con la realidad vigente, aunque hayan pasado 
varios o muchos años; por el contrario, en la modificación se hace ineludible adecuar la 
ordenación urbanística a las exigencias de la realidad, todo ello porque el urbanismo no es 
totalmente estático, sino dinámico y operativo. 
3.- En cuanto al procedimiento la revisión se ajustará a los mismos trámites que la formación, al 
igual que la modificación, pero aquélla sólo se dará respecto a planes generales y programas 
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utilizar su potestad de introducir alteraciones en la ordenación establecida en 
uso del ius variandi que se le reconoce tanto normativa como 
jurisprudencialmente en esta función, debiendo generar los nuevos criterios 
que vengan a sustituir a los anteriores mediante la aplicación del margen de 
discrecionalidad que le ofrece el proceso de planificación. En este sentido, 
RODRÍGUEZ DE SANTIAGO expone que la aplicación de la discrecionalidad 
administrativa en este caso requiere la aplicación del mecanismo de la 
ponderación, como elemento indispensable para lograr una estructura racional 
y jurídicamente sostenible939.  
  
En este sentido cabe citar la STS de 17 de junio de 2013 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 
1352/2011. Ponente CALVO ROJAS, EDJ 2013/111272), en la que el Alto 
Tribunal avala la capacidad de la Administración de variar la clasificación 
urbanística de un suelo al considerar las nuevas condiciones del momento en 
el que se procede a la revisión del planeamiento anterior; o las de 16 de febrero 
de 1993, de 18 de marzo de 2004 y de 14 de junio de 2016, en las que se 
reafirma la potestad de justificar unos nuevos criterios de ordenación al 
reconsiderar los establecidos previamente.  
 
En concreto, esta última Sentencia (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 802/2015. Ponente 
FERNÁNDEZ VALVERDE, EDJ 2016/87530) afirma la capacidad de la 
Administración competente para utilizar su potestad de planificación, 
asumiendo para ello las determinaciones que se entiendan coherentes con la 
situación del territorio y, en tal caso, pudiendo acordar la alteración de las 
                                                                                                                                
de actuación, mientras la modificación puede tener lugar respecto a planes, programas, normas 
y ordenanzas. 
4.- El procedimiento complejo arbitrado por el legislador para elaboración de planes es para 
que sus distintas fases sean algo más que ritos que sólo sirvan para complicar el 
procedimiento, ya que lógicamente están pensadas para una mayor garantía en la obtención 
de un final óptimo corrigiendo o mejorando los errores iniciales. 
5.- el principio de seguridad jurídica no puede entenderse infringido por razón de cambio en la 
calificación urbanística del suelo, pues el "ius variandi" de la Administración permite adecuar el 
ordenamiento urbanístico a las nuevas circunstancias demográficas, sociales y económicas 
que demanden una alteración de la anterior. 
6.- Los derechos subjetivos nacidos de la primitiva normativa no son fundamento bastante para 
la ilegalidad de las nuevas determinaciones modificativas que les afecten en cuanto éstas 
constituyen la previsión de futuro. 
939 RODRÍGUEZ DE SANTIAGO, José María (2015, págs. 5 y ss.). 
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consideraciones que hasta ese momento estuvieran vigentes, conforme al uso 
racional y justificado del ius variandi que se reconoce en todo proceso de 
planificación y, evidentemente, en la revisión de las posiciones precedentes. 
 
En cualquier caso, como se ha expuesto toda nueva consideración que venga 
a alterar las determinaciones de la planificación vigente debe venir precedida 
de su coherente justificación, de tal modo que la nueva opción adoptada por el 
planificador tenga su preceptiva cobertura interpretativa. Incluso cabe añadir 
con TOLOSA TRIBIÑO940 que las modificaciones puntuales realizadas sobre el 
planeamiento vigente deberán contener una mayor exigencia de motivación, 
debido a que las mismas no se insertan en un proceso de revisión general que 
asuma los nuevos criterios en base a un completo análisis de la realidad 
territorial existente, por lo que es preciso que incorporen la acreditación de la 
necesidad y conveniencia para el interés general de los nuevos criterios 
introducidos en sustitución de los anteriores. 
 
 
VIII. ESPECIAL REFERENCIA A LOS INSTRUMENTOS DE PROTECCIÓN 
DE LAS ZONAS LITORALES. 
 
A. Naturaleza y objetivos generales. 
 
Debido a su singularidad y finalidad específica, cabe en este punto realizar una 
aproximación a unos determinados instrumentos de planificación que tanto por 
su naturaleza como por las circunstancias que motivan su gestación, inciden 
directa y plenamente en el objeto de nuestro estudio sobre la protección del 
suelo por los distintos sistemas de planificación. Estos instrumentos, 
denominados de distinta forma en función de la nomenclatura adoptada por 
cada Comunidad Autónoma, pueden equipararse en base a su objeto 
fundamental, que es la protección específica de las zonas litorales y costeras. 
Su especialidad reside en que aun siendo instrumentos de ordenación territorial 
                                            
940 TOLOSA TRIBIÑO, César (2006, págs. 54-55). 
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su destino concreto es la protección del territorio, por lo que vienen a 
establecer de forma casi exclusiva un régimen jurídico singularizado para los 
terrenos sobre los que despliegan sus efectos, basado eminentemente en su 
preservación y, a consecuencia de esta premisa, prácticamente obviando 
cualquier otra consideración de naturaleza planificadora sobre los mismos. 
 
Como ejemplos de este tipo de instrumentos de ordenación territorial tan 
específicos pueden citarse el Plan Territorial Especial del Suelo No Urbanizable 
de Costas de Asturias (PESC)941, el Plan de Ordenación del Litoral de 
Cantabria (POL)942, el Plan de el Plan de Acción Territorial de la Infraestructura 
Verde del Litoral y el Catálogo de Playas de la Comunidad Valenciana943 
(PATIVL), o el Plan de Protección del Corredor Litoral de Andalucía (PPCLA), 
instrumento de ordenación territorial que se introdujo en la normativa andaluza 
mediante la innovación de la LOTA realizada por el Decreto-Ley 5/2012, de 27 
de noviembre, de medidas urgentes en materia urbanística y para la protección 
del litoral de Andalucía944. En este último caso, la exposición de motivos de la 
citada norma incluye de forma muy gráfica el motivo que fundamentaba la 
incorporación de esta figura al acervo jurídico territorial andaluz y los objetivos 
que se pretendían con su posterior formulación, al contener expresamente:  
 
“Andalucía cuenta con casi 1.000 kilómetros de costas, de características 
morfológicas diversas, en las que se alternan espacios muy antropizados 
con otros que mantienen sus condiciones naturales, si bien estos últimos 
han disminuido considerablemente en las últimas décadas. El progresivo 
proceso de ocupación del suelo por la urbanización, las infraestructuras y 
las actividades económicas ha conllevado, en algunos casos, la pérdida 
de ecosistemas valiosos, el deterioro del paisaje y el incremento de la 
carga contaminante vertida al litoral, entre otros efectos. (…) Esta 
problemática, común a otras zonas litorales del territorio español, ha dado 
lugar a que en la franja de los primeros 500 metros se haya construido 
                                            
941 Aprobado por Acuerdo del Pleno de la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio 
de 23 de septiembre de 2016 y publicado en el Boletín Oficial del Principado de Asturias núm. 
266, de 16 de noviembre de 2016 (corrección de errores en Boletín núm. 203, de 1 de 
septiembre de 2017). 
942 Regulado en la disposición adicional cuarta de la Ley 2/2001, de 25 de junio, de Ordenación 
Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria y aprobado mediante la Ley 2/2004, 
de 27 de septiembre (BOE núm. 259, de 27 de octubre de 2004).  
943 Decreto 58/2018, de 4 de mayo (Diario Oficial de la Generalidad Valenciana núm. 8293, de 
11 de mayo de 2018).    
944 BOJA núm. 233, de 28 de noviembre de 2012. 
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casi el 40% de su territorio frente al 7% de hace 5 décadas. Y si bien la 
crisis económica ha frenado el proceso de urbanización, ello no se ha 
reflejado aún en los modelos urbanísticos de los planeamientos 
municipales, que responden, en su mayoría, a expectativas justificadas 
por demandas exógenas propias de otra situación socioeconómica. Ello 
implica que en las zonas próximas a la costa, a veces con valores 
ambientales o paisajísticos reconocidos como valiosos por la sociedad 
actual, existan importantes superficies de suelo urbanizable, en muchos 
casos sin integración alguna con los núcleos urbanos existentes, que 
deben jugar un papel relevante en la protección y revalorización del frente 
litoral. Sin embargo, el espacio costero como sistema interdependiente, 
precisa de un enfoque unitario e integrador que permita encauzar las 
dinámicas de crecimiento urbanístico que tienen un alcance 
supramunicipal e incluso regional, pues sobre la calidad ambiental y 
paisajísticas del litoral se sustenta una parte muy importante de la 
competitividad de los destinos turísticos de Andalucía. (…) El Decreto-Ley 
crea la figura del Plan de Protección del Corredor Litoral de Andalucía 
con el objetivo de salvaguardar los intereses autonómicos presentes en 
esta zona, de forma que se garantice la protección y puesta en valor de la 
franja más próxima a la costa, y mantener libres de urbanización los 
espacios no edificados que no sean necesarios para la normal expansión 
de nuestros pueblos y ciudades, propiciando un desarrollo urbanístico 
sostenible adecuado a la capacidad de acogida del territorio…”.  
 
Con esta declaración de intenciones, el legislador andaluz ponía de manifiesto 
su evidente intención de intervenir en el estado actual del litoral costero de la 
región, introduciendo un elemento de protección que paralizara los procesos de 
urbanización aún no ejecutados y, para el futuro, evitara la incorporación de 
nuevos espacios urbanos en su ámbito, al menos los que no estuvieran 
plenamente justificados.  
 
En el fondo, estos distintos ejemplos de planificación territorial autonómica 
vienen motivados por un mismo intento de reacción legislativa y administrativa 
frente a los excesos urbanísticos surgidos en las décadas finales del pasado 
siglo y en la primera del presente, que tuvieron su máxima expresión en la 
invasión urbanizadora de gran parte del litoral español de forma casi siempre 
descontrolada, de la que ciertamente no solo fueron responsables las 
Entidades Locales en las que se produjeron tales desmanes, aunque de la 
redacción trascrita anteriormente parece inferirse tal conclusión. 
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Para alcanzar los ambiciosos objetivos pretendidos, se introducen en la 
planificación territorial de los distintos ámbitos estos instrumentos específicos, 
que presentan un marcado carácter proteccionista al ser éste su objetivo 
fundamental. De este modo, en el caso de la normativa andaluza sobre 
ordenación territorial, se introduce la exigencia de formular un instrumento de 
planificación que jerárquicamente se inserta por debajo del Plan de Ordenación 
del Territorio de Andalucía, pero por encima de los instrumentos de ámbito 
subregional, que expresamente quedan vinculados a sus determinaciones. La 
regulación de este nuevo instrumento de ordenación territorial, contenida en los 
artículos 42 y siguientes de la LOTA, establece que sus objetivos serán la 
conservación y puesta en valor de las zonas costeras de Andalucía, en el 
marco de lo establecido en el citado Plan de Ordenación del Territorio de 
Andalucía para el dominio litoral y su contenido específico debe contener, entre 
otras cuestiones, la delimitación concreta del ámbito territorial del plan y de la 
zona de influencia del litoral, la indicación de las zonas que por motivos 
territoriales o de protección deben ser preservadas del desarrollo urbanístico, 
las determinaciones precisas para garantizar un régimen homogéneo para las 
diferentes categorías de suelo no urbanizable de todo el ámbito considerado, el 
establecimiento de corredores o ámbitos de conexión del sistema costero con 
el interior territorial y, finalmente, las determinaciones de los planes de 
ordenación del territorio de ámbito inferior y del planeamiento urbanístico que 
deban ser objeto de adaptación, justificando las alteraciones propuestas para 
los mismos.  
 
En similares términos se expresan los otros ejemplos de instrumentos 
territoriales antes citados, como puede apreciarse en la redacción del artículo 
1.2 del Plan de Acción Territorial de la Infraestructura Verde del Litoral de la 
Comunidad Valenciana o en el capítulo primero del documento normativo del 
Plan Territorial Especial del Suelo No Urbanizable de Costas de Asturias945. En 
                                            
945 En este caso, el Plan Territorial Especial del Suelo No Urbanizable de Costas de Asturias se 
encuadra jurídicamente al mismo nivel de estructura territorial que el Plan de Ordenación del 
Litoral Asturiano, si bien, por expresa indicación del artículo 1.5 de su documento normativo, 
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el caso del POL cántabro, el punto primero de la disposición adicional cuarta de 
la Ley 2/2001, de 25 de junio, de Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico 
del Suelo de Cantabria, establece expresamente su equiparación al Plan 
Regional de Ordenación Territorial, por lo que puede considerarse a efectos 
legales como un apéndice de éste, singularizado por su específico tratamiento 
del litoral de esta Comunidad Autónoma. 
 
La cuestión que subyace al analizar este tipo de instrumentos es la que se 
refiere, en términos generales, a su doble consideración, debido a que 
presentan un evidente carácter territorial al tener por objeto el establecimiento 
de un mínimo común denominador de protección en el suelo no desarrollado 
hasta la fecha en el litoral, de tal modo que se garantice el control de los 
posibles actos autorizables en el mismo no solo mediante la imposibilidad (o 
restricción muy cualificada) de albergar nuevos desarrollos urbanos, sino 
también, controlando los posibles usos que fueran proyectados para su 
ubicación en estas localizaciones, aun sin provocar la reclasificación de su 
actual condición de suelos no urbanizables. Pero, desde otro punto de vista, 
nos encontramos ante instrumentos de un evidente alcance sectorial, no solo 
porque se dirigen de forma casi exclusiva a la protección del entorno (obviando 
otras consideraciones atribuidas a la ordenación territorial, salvo excepciones 
puntuales), sino principalmente porque su alcance territorial se limita a la costa 
litoral y zonas aledañas.  
 
 
B. La nulidad formal del Plan de Protección del Corredor Litoral de 
Andalucía. 
 
En el caso andaluz, el mandato establecido en la normativa territorial por la 
innovación del año 2012 fue objeto de cumplimiento por el Consejo de 
Gobierno de la Junta de Andalucía mediante la aprobación del Decreto 
                                                                                                                                
pormenoriza y complementa a éste, prevaleciendo en caso de discrepancia dada su posterior 
entrada en vigor. 
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141/2015, de 26 de mayo946, por el que se aprobó definitivamente el Plan de 
Protección del Corredor Litoral de Andalucía. De este modo, a partir de su 
publicación en el BOJA se dispuso su aplicación sobre todo el ámbito litoral 
andaluz, con los efectos proteccionistas que se introdujeron en el documento 
en función de las exigencias programáticas que se contenían en la exposición 
de motivos de la propia reforma legal a las que se ha hecho referencia en el 
punto anterior. 
 
No obstante, frente al documento aprobado se interpusieron varios recursos 
contencioso-administrativos, como el que presentó inicialmente la Junta de 
Compensación del Sector SL-1 "Valdevaqueros" del Pan General de Tarifa, al 
estimar que sus intereses legítimos se vieron afectados con la entrada en vigor 
del PPCLA. En concreto, la Junta de Compensación sustentó su recurso en 
varios motivos, como eran la infracción del principio de jerarquía con la 
aprobación de varias de sus determinaciones, denunciando que con ello se 
vulneraba el principio de autonomía local; la ausencia en el estudio económico 
del documento de partidas indemnizatorias para satisfacer a los perjudicados 
por la nueva ordenación de los territorios afectados; la insuficiente valoración 
de alternativas en el informe de sostenibilidad ambiental o, en todo caso, la 
falta de motivación en la protección territorial de superficies ubicadas más allá 
de la franja de 500 metros de la denominada por la LOUA como zona de 
influencia del litoral.  
 
En términos prácticos, las motivaciones que propiciaron éste y el resto de 
recursos que se interpusieron frente al Decreto del Consejo de Gobierno de 26 
de mayo de 2015, fueron los efectos directos que se producían con su entrada 
en vigor sobre los planeamientos de los municipios costeros que, en síntesis, 
suponían la desclasificación de todos los suelos urbanizables ubicados en el 
litoral, que no contaran con la ordenación pormenorizada aprobada en dicha 
fecha947.  
                                            
946 BOJA núm. 139, de 20 de julio de 2015. 
947 Esta cuestión, de evidente incidencia sobre los municipios del litoral andaluz y, 
especialmente, sobre los intereses de los titulares de terrenos urbanizables en los ámbitos 
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Dicho recurso fue analizado por el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, 
que mediante la Sentencia de 21 de septiembre de 2017 (Sede de Sevilla, Sala 
de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 2ª, rec. 721/2015. Ponente SANTOS 
GÓMEZ, EDJ 2017/192749), procedió a su estimación y, en consecuencia, a 
declarar nulo de pleno derecho el documento del PPCLA aprobado. El motivo 
por el que fundamentó la Sala la declaración de nulidad del plan no fue ninguna 
cuestión material de su contenido, sino al contrario, por una cuestión formal 
derivada del acuerdo del Consejo de Gobierno que aprobó el documento, que 
fue adoptado cuando se encontraba en funciones. Ante esta coyuntura, la Sala 
analiza la posibilidad por la que un Gobierno en esta situación transitoria pueda 
aprobar un documento de este alcance, para lo cual tendría que ser calificado 
como acto o asunto de “despacho ordinario”, en virtud de las competencias 
atribuidas legalmente a los ejecutivos en fase de renovación.  
 
En contra de esta consideración, el TSJ andaluz pone de manifiesto la 
consolidada jurisprudencia del Tribunal Supremo que otorga a los instrumentos 
de planeamiento un marcado valor normativo, lo que implica que mediante su 
establecimiento se introducen y desarrollan nuevos criterios de orientación 
política sobre el modelo territorial, lo que no puede ser considerado como un 
acto ordinario y, en consecuencia, no podría ser aprobado por un Gobierno en 
funciones948. 
 
Como sobre este caso indica LÓPEZ PÉREZ949, la sentencia muestra de forma 
nítida la naturaleza de los instrumentos de planificación territorial, teniendo en 
cuenta que la ordenación del territorio es una disciplina omnicomprensiva de 
                                                                                                                                
afectados por la nueva regulación, suscitaba varios puntos de conflicto adicionales, como es el 
aducido por los Ayuntamientos afectados, en relación con la Administración que tuviera que 
responder de las posibles reclamaciones presentadas por los afectados, máxime en los 
supuestos en los que la clasificación de los  suelos urbanizables venía precedida de convenios 
urbanísticos en los que se habían desembolsado importes en metálico y que, por descontado, 
su devolución iba a ser reclamada. 
948 A esta Sentencia le siguieron al menos otras tres, formuladas por la misma Sala y Sección 
con fecha 21 de septiembre de 2017, en las que, lógicamente, se asumen las conclusiones de 
la dictada solo unos días antes. 
949 LÓPEZ PÉREZ, Fernando (2017-f). 
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diversos sectores (económico, urbanístico, social y, por supuesto, ambiental), 
que compromete el uso futuro de los suelos comprendidos en su objeto de 
planificación en dichas materias y, de esta forma, resulta fundamental para 
entender, entre otras cuestiones, su superposición al planeamiento urbanístico. 
Por todo ello, los planes territoriales se equiparan a una disposición normativa 
a los efectos de quedar sustraída su aprobación por un Gobierno en funciones, 
precisamente por el fuerte condicionamiento que suponen para las directrices 
políticas futuras que adopte el nuevo equipo entrante, aun siendo del mismo 
signo político que el saliente, tal y como sucedió en el caso que nos ocupa950. 
 
La resolución del Alto Tribunal andaluz ha devenido posteriormente firme al ser 
inadmitido el recurso presentado por la Junta de Andalucía frente a la citada 
sentencia y las emitidas posteriormente en el mismo sentido, al estimar en 
marzo del año 2018 la Sección de Admisión de la Sala Tercera del Tribunal 
Supremo la ausencia de interés casacional en el recurso planteado y, por lo 
tanto, determinar su inadmisión conforme a lo dispuesto en los artículos 86 y 
siguientes de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-administrativa951. Por lo tanto, se ha consolidado la nulidad del 
                                            
950 Un completo análisis sobre el motivo formal por el que el TSJ de Andalucía declaró nulo el 
PPCLA de 2015 se contiene en RANDO BURGOS, Esther (2018-b, págs. 123 y ss.). 
951 Por su contraste con la decisión adoptada es preciso hacer referencia en este punto a la 
STS de 27 de diciembre de 2017 (ECLI ES:TS:2017:4743) , por la que el Alto Tribunal valida el 
Real Decreto 389/2016, de 22 de octubre, por el que fue aprobado el vigente Plan Director de 
la Red de Parques Nacionales. Entre los motivos de impugnación invocados frente este 
instrumento de planeamiento se encontraba el de su aprobación por un Gobierno en funciones, 
esta vez del Estado, por lo que se encontraba sometido a la limitación establecida en el artículo 
21.3 de la Ley 50/1997, de Organización, Competencia y Funcionamiento del Gobierno" 
(LOFAGE). Sin embargo, en esta ocasión el Tribunal Supremo sostiene que el despacho 
ordinario de los asuntos públicos comprende todos aquellos cuya resolución no implique el 
establecimiento de nuevas orientaciones políticas ni, por otro lado, signifique condicionamiento, 
compromiso o impedimento para las que deba fijar el nuevo Gobierno. Y esa cualidad que 
excluye a un asunto del despacho ordinario ha de apreciarse, caso por caso, atendiendo a su 
naturaleza, a las consecuencias de la decisión a adoptar y al concreto contexto en que deba 
producirse. Tras analizar las circunstancias y el contexto de la aprobación del citado Plan 
Director de la Red de Parques Nacionales, el Alto Tribunal desestima este motivo de 
impugnación, al entender que las circunstancias del Gobierno en funciones (de duración 
superior al régimen normal transitorio entre la celebración de elecciones generales y la 
formación del nuevo Gobierno) y, sobre todo, la convicción de que el instrumento de 
planificación aprobado no contiene ninguna directriz política que condicionara, comprometiera o 
impidiera las que debiera tomar el nuevo Gobierno surgido de las elecciones generales, que 
además, entre otros extremos, podía proceder a su posterior derogación.  
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instrumento aprobado en 2015 por la Junta de Andalucía y, por lo tanto, la 
inaplicabilidad material de sus disposiciones.  
 
En cualquier caso, ante la singularidad que presenta este instrumento en su 
consideración de ordenación territorial y por su vocación netamente 
proteccionista, se estima conveniente analizar el contenido material del Decreto 
141/2015, de 26 de mayo (no cuestionado por el TSJ ni por el Tribunal 
Supremo) y, entre otras cuestiones, su vinculación sobre los instrumentos de 
planeamiento de los municipios andaluces afectados por su ámbito de 
aplicación. 
 
Al igual que en el caso andaluz, el Plan Territorial Especial del Suelo No 
Urbanizable de Costas de Asturias también fue objeto de impugnación judicial, 
si bien en este caso la STSJ de Asturias de 12 de marzo de 2018 (Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 35/2017. Ponente MARGARETO 
GARCÍA, EDJ 2018/54444) desestimó el recurso presentado frente al mismo 
por una asociación de vecinos afectada por la inclusión de un determinado 
suelo incluido en el ámbito de aplicación del plan con la clasificación de suelo 
no urbanizable, exigiendo su inclusión dentro de la delimitación de un núcleo de 
población rural. En este caso la Sala de Oviedo aduce que la potestad de 
planificación territorial prevalece ante la potestad urbanística local, salvo que se 
haga referencia a derechos previamente consolidados, por lo que las nuevas 
determinaciones deben prevalecer ante supuestos no reconocidos previamente 
al estimar prevalentes las nuevas condiciones de ordenación derivadas de la 
entrada en vigor del instrumento territorial. 
 
Por su parte, el POL cántabro también fue recurrido, esta vez ante el Tribunal 
Constitucional, que resolvió los recursos de inconstitucionalidad planteados 
frente al texto mediante la STC 57/2015, de 18 de marzo (BOE núm. 98, de 24 
de abril de 2015) y la STC 92/2015, de 14 de mayo (BOE núm. 146, de 19 de 
junio de 2015). Mediante ambas sentencias el Tribunal Constitucional viene a 
ratificar la compatibilidad del texto cántabro con la vigente Carta Magna, salvo 
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en dos incisos contenidos en su artículo 51 (puntos 3 y 4), en los que aprecia 
una vinculación al principio de jerarquía normativa al posibilitar que el ejecutivo 
autonómico pudiera prescindir de la clasificación del suelo y de la propia 
normativa para el diseño y ejecución de las políticas sectoriales, con lo que se 
provocaba una quiebra injustificada de los principios de autonomía local y 
primacía de la ley.  
 
 
C. Estructura y contenidos fundamentales de estos instrumentos de 
planificación. 
 
A la hora de analizar estos específicos instrumentos territoriales, podemos 
comenzar destacando que presentan la estructura genérica que se ha descrito 
en los epígrafes anteriores, manteniendo el esquema general del proceso de 
formulación de todo instrumento de planificación, incluyendo el propio trámite 
de evaluación ambiental.  
 
Centrándonos en las cuestiones nucleares de su regulación, debemos hacer 
referencia a los objetivos que se plantean con su formulación y que se recogen 
en los documentos de Memoria de Ordenación. En el caso del abortado 
documento andaluz estos son los de preservar de la urbanización las zonas 
con valores ambientales, naturales, paisajísticos, culturales, agrícolas y 
forestales de los espacios litorales; evitar la consolidación de nuevas barreras 
urbanas entre los espacios interiores y los del sistema litoral; armonizar la 
regulación del suelo no urbanizable en el ámbito del plan; favorecer la 
biodiversidad a través de la continuidad de los espacios del interior con el litoral 
y, en quinto lugar, propiciar el mantenimiento del litoral como recurso turístico 
básico evitando su consolidación con nuevos usos residenciales estacionales.  
 
En similares términos se expresan los otros documentos analizados, pudiendo 
destacar como fundamentales los objetivos de garantizar la conectividad 
ecológica entre los espacios naturales del litoral y del interior para evitar su 
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fragmentación y, por otro lado, mantener los espacios actuales libres de 
urbanización, evitando la formación de pantallas continuas de edificación en las 
zonas costeras. 
 
Con la sola lectura de los objetivos recogidos en estos instrumentos podemos 
comprobar cómo el planificador regional pretende revertir la situación de los 
entornos costeros, mediante la reconducción de la ordenación de los espacios 
no consolidados materialmente por la urbanización de tal modo que permita 
asumir los postulados proteccionistas imperantes en la actualidad. Para ello, el 
documento andaluz introduce una serie de actuaciones en tres ámbitos 
fundamentales: 
 
• Actuaciones urbanísticas, cuya finalidad es evitar la consolidación de un 
continuo edificado que podría llegar a cubrir una parte sustancial de la 
línea de costa, y, de este modo, armonizar la regulación de suelo no 
urbanizable estableciendo los criterios y directrices para su 
preservación. 
 
• Actuaciones patrimoniales, cuyo objeto es preservar los espacios 
costeros por sus valores paisajísticos, naturales y culturales. 
 
• Actuaciones ambientales, cuyo fin es posibilitar la preservación del 
medio costero y asegurar la continuidad entre los ecosistemas terrestres 
y marítimos. 
 
Estas actuaciones han de ser implementadas en el ámbito específico de 
aplicación que se determinaba para este instrumento de planificación, conforme 
se define en el artículo 42.3 de la LOTA y que alcanza, al menos, los primeros 
500 metros de la denominada zona de influencia del litoral, junto con las zonas 
necesarias para alcanzar los objetivos de protección y accesibilidad del sistema 
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costero andaluz952. Conforme a esta exigencia legal, el plan incluye los ámbitos 
exteriores a la franja mencionada estimados como necesarios para completar 
el ecosistema costero, tomando como límite elementos físicos o barreras 
(caminos, vías pecuarias o límites parcelarios, carreteras o autovías). Dicho 
límite supera, en algunos casos, la distancia de 500 metros cuando el espacio 
colindante corresponde a suelos protegidos por la planificación territorial, o 
cuando se trata de ámbitos de características fisiográficas homogéneas. 
Asimismo, cuando en la zona a proteger existe un sector de suelo urbanizable, 
se incluye en el ámbito el sector completo cuando la protección de los 500 
metros haría inviable su desarrollo953. Por la propia naturaleza del plan y por 
razones de coherencia, el documento andaluz de 2015 excluye expresamente 
los suelos urbanos, consolidados y no consolidados, así como los terrenos 
calificados como sistemas generales (portuario y aeroportuario). Para estos 
suelos el plan respeta las determinaciones adoptadas por el planeamiento 
general correspondiente954. Finalmente, En el ámbito del plan se incluyen 
expresamente los suelos correspondientes a la Red de Espacios Naturales 
Protegidos, aunque su ordenación y gestión se remite a los correspondientes 
instrumentos regulados por la normativa ambiental. 
 
                                            
952 La zona de influencia del litoral se regula además en la LOUA, concretamente en el artículo 
10.1.A).h) en el que se describe como mínimo de quinientos metros a partir del límite interior de 
la ribera del mar, pudiéndose extender ésta en razón a las características del territorio, y en el 
artículo 17.7 en el que indica que en la misma se evitará la urbanización continua y las 
pantallas de edificación, procurando la localización de las zonas de uso público en los terrenos 
adyacentes a la zona de servidumbre de protección. 
953 Puede apreciarse que, en determinadas ocasiones, la extensión de las superficies incluidas 
en el ámbito del plan por encima de la franja definida como zona de influencia de litoral se 
presenta con razones que requieren una justificación individualizada, sobre todo si los terrenos 
no presentan valores naturales o ambientales constatables. Esta necesaria justificación de la 
extensión proteccionista del plan, como se ha apuntado anteriormente, fue uno de los motivos 
alegados en los recursos interpuestos ante el documento de 2015. 
954 Cuando el dominio público marítimo-terrestre se adentra por las márgenes fluviales, el plan 
no incluye en más que aquellos terrenos próximos a las desembocaduras, en los que se 
reconoce la acción directa y cotidiana de las mareas en una morfología marismeña, es decir, 
cuando se trata de marismas, naturales o transformadas, pero destinadas a usos en los que el 
ritmo mareal tiene incidencia y en los que cualquier actuación en sus bordes puede tener 
repercusiones ambientales sobre la marisma. Se excluye por tanto la franja de los 500 metros 
en las márgenes de los ríos incluso cuando se trata de marismas transformadas donde no 
existe interacción entre los sistemas terrestres y marinos. 
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En el caso del PESC asturiano, su ámbito territorial se extiende a la zona de 
suelo calificada como suelo no urbanizable de costas por el previo Plan de 
Ordenación del Litoral Asturiano, incluyendo el borde costero, la zona de 
dominio público marítimo-terrestre y cualquier otra área colindante que pueda 
estar sometida a legislación sectorial específica. No obstante, el propio plan 
indica expresamente que se incluyen propuestas para suelos no incluidos en 
los supuestos anteriores, como criterios aplicables a instrumentos de 
planeamiento que pudieran tramitarse posteriormente.  
 
Por su parte, el artículo 3 de las normas del PATIVL valenciano establece una 
vinculación territorial de forma muy similar a la del texto andaluz, al definir su 
ámbito de aplicación a los suelos situados en la franja de 500 metros lineales 
desde el límite interior de la ribera del mar, que puede ser ampliado a los 
siguientes 500 metros como zona de continuación ecológica y amortiguación 
de impactos, e incluso, hasta los 2000 metros en los denominados como 
ámbitos de conexión. Al igual que en el caso andaluz, los límites descritos 
podrán ser ampliados o reducidos de forma justificada, con el objeto de su 
adaptación a los límites reconocibles del territorio, incluidos los espacios 
naturales presentes en el entorno.  
 
Por lo que respecta al POL cántabro, conforme expone RANDO BURGOS955 
contiene un modelo territorial sustentado en tres pilares fundamentales, como 
son las áreas de protección, áreas de ordenación y las denominadas 
actuaciones integrales estratégicas. Con esta disposición se busca conjugar 
dos elementos esenciales en toda ordenación territorial, como son la protección 
del entorno con la utilización racional del territorio. Como novedad de este 
instrumento, se incorpora el concepto de “capacidad de acogida”, cuya finalidad 
esencial es establecer límites al crecimiento urbanístico de los distintos 
territorios con arreglo al modelo territorial propuesto. 
 
                                            
955 RANDO BURGOS, Esther (2019, pág. 17). 
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Conforme a su propuesta inicial y definidos los ámbitos concretos de aplicación 
de cada instrumento, se formulan los criterios con arreglo a los cuales se va a 
disponer la ordenación territorial de los distintos espacios. En el caso del 
PPCLA de 2015, se describen hasta ocho líneas de actuación concretas, a las 
que otorga una motivación individualizada dentro del contexto general de 
protección que preside todo el documento: 
 
1. Evitar la consolidación de nuevas barreras urbanas entre los espacios 
interiores y los del sistema litoral. A estos efectos, el plan establece el 
criterio de preservar los suelos no urbanizables no sometidos a régimen 
de protección alguna por los instrumentos de planificación vigentes y 
determinados suelos urbanizables para evitar que su posible 
incorporación al proceso urbanístico coadyuve a la consolidación de 
nuevas franjas litorales urbanizadas956. 
 
2. Proteger los valores ambientales, naturales, culturales, agrícolas, 
forestales y paisajísticos de los espacios litorales. Con arreglo a este 
criterio, se actualizan las afecciones derivadas de la legislación sectorial, 
protegiendo aquellas zonas de valor natural o ambiental intrínseco que 
no fueron protegidas en su momento, preservando del proceso 
urbanístico los suelos no urbanizables no ocupados, colindantes con el 
dominio público marítimo-terrestre, con zonas protegidas por la 
legislación específica o con zonas protegidas por los planes de 
ordenación de territorio. 
 
3. Favorecer la biodiversidad a través de la continuidad de los espacios del 
interior con los del litoral. Se adopta como criterio la culminación del 
                                            
956 Con esta fundamental premisa, el PPCLA de 2015 asume una especial protección inducida, 
no por la presencia de valores o elementos concretos apreciables sobre los nuevos terrenos 
protegidos, sino por la salvaguarda de valores genéricos de ordenación territorial y que, en todo 
caso, se justifican por la localización de un terreno en un espacio concreto. En cierto modo, 
esta motivación presenta aspectos muy similares a la que se incluye en la protección de 
entornos visuales, en la que se ven afectados terrenos que, en muchas ocasiones, no 
presentan valores identificables en sí mismos pero, al contrario, sí por su localización en un 
espacio determinado.  
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sistema de protección establecido por los planes de ordenación del 
territorio subregionales con la delimitación de los corredores que 
propicien esta conexión y, de esta forma, vertebren la permeabilidad del 
litoral y la continuidad de los ecosistemas litorales con los del interior. 
 
4. Poner en valor los recursos paisajísticos. Para ello, se protegen aquellos 
espacios que presentan los mayores valores paisajísticos y que 
contribuyen a conformar la identidad territorial del litoral. 
 
5. Propiciar el mantenimiento de la franja litoral como recurso turístico 
básico evitando su colonización con nuevos usos residenciales 
estacionales957. 
 
6. Armonizar la regulación de protección del suelo no urbanizable en el 
ámbito del Plan. Para ello pretende instaurar un régimen homogéneo 
para la totalidad de los terrenos incluidos en el ámbito del plan, de 
manera que espacios de similares características físicas, ambientales y 
paisajísticas cuenten con similar régimen de protección. 
 
7. Favorecer la adecuada integración de los bordes urbanos de contacto 
con los espacios protegidos y orientar los crecimientos hacia el exterior 
de la franja litoral. A estos efectos, el plan posibilita el desarrollo urbano 
necesario que permita solucionar, dentro de la franja de los 500 metros, 
los problemas de borde y efectuar un adecuado tratamiento paisajístico 
del encuentro urbano-rural pero, en cualquier caso, orientando 
indirectamente el crecimiento urbano natural de los núcleos hacia el 
exterior de la misma, de manera que sólo en aquellos casos en que no 
sea factible crecer hacia el interior se permite la expansión urbana de los 
núcleos existentes dentro de los 500 metros, y ello con el fin de 
                                            
957 Tal vez esta sea la línea de actuación en la que se puede apreciar un mayor carácter 
territorial a la regulación del PPCLA, al influir en cuestiones relativas a aspectos 
socioeconómicos de los entornos costeros, con la pretensión de no fomentar el uso de 
segundas residencias estacionales, preconizando por el contrario un turismo de naturaleza no 
invasiva. 
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completar la trama urbana de los núcleos y satisfacer las demandas de 
dotaciones y espacios libres. 
 
8. Propiciar el desarrollo urbano compacto. Finalmente, el plan, asumiendo 
los principios de desarrollo sostenible y crecimiento compacto 
auspiciados por el POTA, adopta como criterio básico para la protección 
litoral que el desarrollo urbano del corredor costero se lleve a cabo en 
contigüidad con los suelos urbanos consolidados y responda a un 
modelo de ciudad compacta, que evite la colonización urbana extensiva 
del litoral andaluz. 
 
Del análisis de estos criterios de ordenación puede apreciarse el marcado 
acento proteccionista que contienen, eludiendo casi por completo incluir 
medidas de actuación de carácter positivo, entendiendo por tales las que 
contienen posibilidades de desarrollo de nuevos ámbitos costeros. Al contrario, 
se formulan estos criterios con un evidente afán restrictivo, priorizando las 
medidas por las que se impidan futuros desarrollos y solo asumiendo usos muy 
poco intensivos y en espacios muy determinados.  
   
 
D. Efectos de la ordenación propuesta sobre el resto de instrumentos de 
planificación. 
 
El carácter específicamente proteccionista de estos instrumentos de 
ordenación territorial determina que su ordenación pueda colisionar o, cuanto 
menos, afectar a la que previamente fuera aplicable sobre los ámbitos 
territoriales concurrentes y que fuera menos restrictiva que aquella. Esta 
realidad exige que se analice la incidencia que la entrada en vigor de la nueva 
ordenación contenida en estos instrumentos supone sobre la ordenación 
previamente aplicable, en función de la propia naturaleza jurídica de la nueva 
planificación y del carácter más o menos vinculante de sus determinaciones.   
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En el caso andaluz el actual artículo 42 de la LOTA establece que el Plan de 
Protección del Corredor Litoral de Andalucía será vinculante para los planes de 
ordenación del territorio de ámbito subregional y producirá los efectos 
establecidos estos planes. Consecuentemente, en palabras del propio 
documento, por aplicación del artículo 23.1 de la LOTA el PPCLA será también 
vinculante para los instrumentos de planeamiento urbanístico general. En 
función de tales consideraciones, el documento de 2015 especificaba las 
determinaciones de los planes de ordenación del territorio de ámbito 
subregional y del planeamiento urbanístico general que deberían ser objeto de 
adaptación a la nueva realidad jurídica, surgida con su aprobación (aunque 
posteriormente anulada). 
 
Con arreglo a esta consideración legal, en lo que respecta a la ordenación 
territorial el PPCLA debe complementar las determinaciones de protección de 
los instrumentos de ámbito subregional que extiendan sus efectos sobre la 
franja litoral andaluza, para lo que el documento de 2015 incorporaba al 
sistema de protección aquellos suelos no transformados necesarios para el 
cumplimiento de los objetivos formulados y armonizaba el régimen de usos 
autorizables en suelo no urbanizable. Con carácter general, el propio PPCLA 
establecía que las determinaciones de los planes subregionales permanecerían 
vigentes en el ámbito afectado por la nueva regulación siempre que no 
contradigan sus estipulaciones, si bien, por otro lado, prevalecerían cuando 
resultaran más restrictivas que las derivadas del régimen de protección del 
mismo.  
 
En relación con el régimen de usos autorizables en suelo no urbanizable, el 
plan anulado proponía una regulación uniforme de los terrenos incluidos en su 
ámbito atendiendo a las categorías de protección establecidas, a modo de 
marco mínimo de protección. De este modo la regulación de usos permitidos en 
suelo no urbanizable, definida por los respectivos planes subregionales 
vigentes, debería adaptarse al nivel mínimo de protección establecido, 
prevaleciendo las determinaciones que resultaran más restrictivas, lo que 
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obligaba a adaptar las determinaciones de los planes subregionales que 
contuvieran la implantación de usos y actividades de forma incompatible con el 
régimen de protección establecido por la ordenación incluida en el PPCLA de 
2015. 
 
En similares parámetros, en el caso de los instrumentos de planificación 
urbanística la introducción de la nueva ordenación territorial conlleva la debida 
adaptación del régimen de usos autorizables en los suelos no urbanizables 
afectados, debiendo equipararse al marco mínimo de protección establecido 
para los terrenos incluidos en el ámbito del PPCLA y, por consiguiente, 
adscribiendo los suelos no urbanizables protegidos a la categoría de especial 
protección por planificación territorial. Además, como exigencia específica, se 
debería revisar la clasificación de los ámbitos de suelo urbanizable incluidos en 
las zonas de protección territorial, otorgándoles la clasificación y régimen 
derivados de la nueva categoría de protección asignada.  
 
Estas exigencias derivadas de la introducción de la nueva ordenación, de 
carácter eminentemente proteccionista, afectaban en gran medida a los 
intereses de los titulares de terrenos costeros previamente declarados como 
suelos urbanizables, debido a que se veían truncadas sus expectativas de 
desarrollo urbanístico al localizarse en sectores incluidos en las nuevas zonas 
de protección y, por lo tanto anuladas, o cuanto menos rebajadas en gran 
medida, sus aspiraciones de obtener los beneficios esperados con la puesta en 
carga de nuevos ámbitos urbanos. Debido a esta consideración, se entiende la 
motivación que determinó la interposición de los recursos que propiciaron las 
Sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía a las que se ha 
hecho referencia, ya que se vaciaban en gran parte las previsiones de 
desarrollo de un importante número de sectores declarados como urbanizables 
por los planeamientos urbanísticos vigentes y, en muchos de los casos, con 
previsiones muy lucrativas dada su localización geográfica. 
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A lo anterior cabe añadir la posible incidencia que esta nueva regulación 
pudiera derivar para las Entidades Locales afectadas, debido a que los titulares 
de derechos que se vieran perjudicados en sus intereses por la aplicación de 
los nuevos ámbitos de protección, con toda seguridad dirigirían sus 
reclamaciones frente a las mismas en los casos en los que la aprobación de los 
sectores urbanizables se hubiera visto precedida de convenios urbanísticos de 
planeamiento en los que se dispusieran pagos en metálico que se hubieran 
realizado por anticipado por cualquier causa. En tales casos, la muy probable 
obligación de devolver con intereses los importes abonados hubiera supuesto 
un quebranto para las arcas de los municipios afectados y ello aunque, en 
realidad, no hubieran sido los responsables del incumplimiento de las 
obligaciones derivadas de estos convenios, sobre todo teniendo en cuenta que 
la Administración autonómica fue la responsable de aprobar definitivamente la 
creación de tales sectores de suelo urbanizable y es la misma que, 
posteriormente, dispone su revocación.  
 
Esta cuestión fue la determinante de otro de los motivos de impugnación 
invocados por los recursos presentados ante el Decreto de 2015, al no prever 
éste ninguna consideración sobre la entidad que debería afrontar las posibles 
indemnizaciones procedentes de la entrada en vigor de sus determinaciones, ni 
siquiera sobre la posible interposición de reclamaciones por los afectados. No 
obstante, como afirma HERNÁNDEZ JIMÉNEZ958, conforme al régimen general 
de la responsabilidad administrativa derivada de las alteraciones urbanísticas, 
la desclasificación acordada no debería generar derechos indemnizatorios para 
los afectados cuyos terrenos se encontraran incluidos en sectores cuyos plazos 
de desarrollo hubieran transcurrido en la fecha de entrada en vigor de la nueva 
ordenación contenida en el PPCLA. 
 
En lo que respecta al PESC asturiano, aparte de su condición de paridad con el 
Plan de Ordenación del Litoral Asturiano a la que se ha hecho referencia 
anteriormente, el propio documento indica que, dada su condición de 
                                            
958 HERNÁNDEZ JIMÉNEZ, Hilario M. (2013). 
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instrumento de ordenación territorial, sus contenidos vinculan a los 
instrumentos de planificación urbanística vigentes sobre los términos 
municipales del litoral costero asturiano, prevaleciendo sus determinaciones en 
caso de contradicción. No obstante, el propio documento indica que los planes 
y proyectos desarrollados en aplicación de las determinaciones de otros 
instrumentos de ordenación territorial o urbanística deben ser considerados 
integrados en la regulación del PESC, independientemente de la forma en que 
se recojan en este documento.  
 
En concreto, con los elementos patrimoniales incluidos dentro de los Catálogos 
Urbanísticos de cada término municipal se aplicará el principio de preservación, 
que determina la aplicación del régimen jurídico más restrictivo en caso de 
concurrencia de la protección del Catálogo junto con la del PESC. 
 
En el caso del PATIVL valenciano, su condición de plan de acción territorial de 
naturaleza sectorial le otorga la prevalencia que al efecto se establece en la 
Ley 5/2014, de 25 de julio, de Ordenación del Territorio, Urbanismo y Paisaje 
de la Comunidad Valencia, por la que se debe encuadrar dentro del sistema de 
instrumentos de ordenación territorial que la misma regula. En concreto, según 
las determinaciones del artículo 1.3 de su documento normativo, la regulación 
del plan prevalecerá sobre la de los planeamientos urbanísticos, si bien, en el 
caso de que la ordenación estructural municipal determine un régimen de 
protección más riguroso que el contenido en el PATIVL, se aplicará de forma 
preferente. 
 
En similares términos, el POL cántabro también asume su condición de 
instrumento de ordenación territorial estableciendo su primacía sobre los 
instrumentos de inferior entidad jerárquica y sobre los de ámbito urbanístico. En 
concreto, contiene en su artículo 52 la obligación de los municipios de incluir 
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las determinaciones de los planes y proyectos aprobados en desarrollo de las 
actuaciones integrales estratégicas que se formulen con arreglo al mismo959. 
 
En definitiva, la naturaleza de instrumentos de ordenación territorial que se 
reconoce a estos instrumentos conlleva que prevalezcan sobre el planeamiento 
urbanístico aplicable y, por otro lado, que se inserten en el nivel jerárquico 
correspondiente dentro del catálogo de instrumentos de ordenación territorial 
de cada Comunidad Autónoma. Cabe destacar que cada normativa califica a 
estos instrumentos conforme a su propia consideración, destacando el carácter 
general, aunque limitado espacialmente, que le otorga la normativa andaluza 
frente al meramente sectorial que le reconoce la normativa valenciana, lo que 
subraya la vocación con la que cada legislador regional ha abordado su 






Como en el resto de instrumentos de planificación territorial, en los formulados 
específicamente para la protección del litoral se contiene la necesaria 
zonificación del ámbito territorial sobre el que despliegan sus efectos, para 
definir los espacios superficiales sobre los que se apliquen las diferentes 
medidas de ordenación establecidas en cada caso.  
 
De este modo, el PPCLA de 2015 establecía una zonificación de su ámbito de 
aplicación con la distinción de dos tipos principales de suelos protegidos, las 
denominadas zonas litorales de protección ambiental y zonas litorales de 
protección territorial, si bien esta última subdividida a su vez en dos categorías 
                                            
959 Este artículo fue objeto de impugnación ante el Tribunal Constitucional al estimar que podría 
lesionar el principio de autonomía Local. En la citada STC 57/2015 se determinó su 
constitucionalidad, una vez que fue depurado el texto de los incisos del artículo 51.3 que 
contradecían el principio de jerarquía normativa y, por lo tanto, se garantizaba que la 
Comunidad Autónoma ejerce a través de las actuaciones integrales estratégicas en las que se 
aprecie un interés supramunicipal.  
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(protección territorial 1 y protección territorial 2), todo ello conforme a la 
siguiente descripción: 
 
a) Zonas litorales de protección ambiental. Como expresamente disponía el 
PPCLA de 2015: 
 
“…se incluyen en esta categoría aquellos suelos que ya disponen de un 
régimen de protección derivado de su condición de espacios naturales 
protegidos, montes de dominio público, espacios de la Red Natura 
2000, vías pecuarias y el dominio público marítimo-terrestre e hidráulico. 
Estos suelos deberán ser clasificados conforme a la normativa e 
instrumentos de planificación que les sean de aplicación. No obstante, 
los montes de dominio público y los espacios incluidos en la Red Natura 
2000, que no cuentan con instrumento de ordenación, se incluyen en 
todo caso en alguna de las categorías de protección territorial cuyo 
régimen actuará de manera supletoria siempre que no resulte 
contradictorio con la normativa específica”.  
 
Por lo tanto, esta categoría se establece conforme a lo exigido por la 
normativa sectorial y ambiental aplicable, por lo que asume la 
determinación de suelo protegido que ya se dispone por la aplicación de 
normas o instrumentos previos a este documento. En el caso de los 
terrenos que, aunque acreditado su excepcional valor ambiental o su 
condición forestal, no han sido ordenados convenientemente, el 
documento opta por incluirlos directamente en las zonas de protección 
territorial que establece. La vinculación específica que este instrumento 
pretende sobre los suelos clasificados urbanísticamente, incluso en 
contra de sus criterios de ordenación, se aprecia en este caso al indicar 
expresamente que dentro de estas zonas litorales de protección 
ambiental se encuentran hasta tres sectores de suelo urbanizable dentro 
de todo su ámbito de aplicación960 y que, de este modo, pasan 
automáticamente a ostentar una especial protección territorial que 
impide cualquier desarrollo urbanizador en los mismos. 
 
                                            
960 Incluido un sector de suelo urbanizable que ya se encontraba ordenado, como es el 
famosísimo ámbito almeriense de “El Algarrobico”, ubicado dentro del entorno del Parque 
Natural Cabo de Gata-Níjar.  
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b) Zonas litorales de protección territorial 1. 
 
En esta primera de las dos categorías en las que el PPCLA de 2015 
subdivide el territorio protegido por su propia consideración, se incluyen 
los suelos costeros que cuentan con características naturales o 
paisajísticas relevantes para la preservación de la franja litoral, 
colindantes con el dominio público marítimo-terrestre o con espacios 
naturales protegidos, los sometidos a riesgos naturales y aquellos otros 
que permiten la conexión de la costa con los espacios naturales 
protegidos del interior. 
 
Debido a la consideración de suelos protegidos por la planificación 
territorial, es el propio instrumento el que contiene las referencias 
alusivas al régimen jurídico aplicable a los mismos, disponiendo para 
ello expresamente que:  
 
“…el planeamiento urbanístico deberá clasificar estos suelos como 
suelo no urbanizable de especial protección, y recoger y desarrollar en 
todo caso el régimen de usos establecido por el plan. En estos suelos 
se prohíbe con carácter general la construcción de edificaciones, salvo 
las vinculadas a adecuaciones recreativas, senderos, observatorios y 
centros de la naturaleza, accesos a las playas y todos aquellos 
compatibles con los valores naturales y paisajísticos protegidos, y cuyo 
uso esté relacionado con el mantenimiento y preservación de dichos 
valores”. 
 
Como fácilmente puede comprenderse, el número de suelos 
urbanizables a los que afectaba esta nueva condición jurídica era 
bastante mayor que en el caso de los suelos de protección ambiental, 
evidentemente debido a que la protección que se proporcionaba 
previamente a estos terrenos habría impedido, salvo en excepciones 
muy puntuales, su inclusión en ámbitos susceptibles de desarrollo 
urbanístico. En concreto, el propio PPCLA de 2015 determinaba que la 
nueva protección territorial afectaba a más de una decena de suelos 
clasificados como urbanizables por sus respectivos planeamientos 
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urbanísticos, incluidos tres que ya contaban con la ordenación precisa 
para implementar su desarrollo. 
 
Finalmente, conforme ya se había apuntado, en esta categoría el plan 
incluye los territorios de montes públicos y los de la Red Natura 2000 
que no cuentan con instrumento de ordenación, que se regirán por su 
normativa específica y solo complementariamente por lo dispuesto en el 
PPCLA. 
 
c) Zonas litorales de protección territorial 2. 
 
En esta segunda categoría de suelos protegidos por planificación 
territorial, el PPCLA de 2015 incluía terrenos con valores naturales, 
paisajísticos o agrícolas, y los terrenos que permiten la conectividad de 
la costa con el interior, evitando así la conurbación o contribuyendo a 
mejorar la calidad ambiental y urbana, especialmente en zonas muy 
saturadas. Se incluyen también aquellos terrenos que por su posición en 
el frente litoral, aún cuando acogen usos de naturaleza urbana, 
generalmente irregulares, deben ser preservados de la urbanización. 
 
Estos suelos son los que requieren una justificación para su protección 
mucho más exigente, debido a que en algunos de los casos no se 
aprecian sobre los mismos valores destacables, pero como se ha 
indicado, a juicio del planificador sirven a objetivos globales de la 
protección costera de la región, como son el mantenimiento de zonas de 
conectividad natural entre la costa y el interior o, en todo caso, la 
exigencia de evitar el efecto de pantalla urbana en el frente litoral. 
 
Al igual que en el caso anterior, en estos suelos el PPCLA de 2015 
exigía su clasificación por el planeamiento urbanístico como suelo no 
urbanizable de especial protección, si bien también se autorizaba su 
delimitación como sistemas generales o locales de espacios libres. Su 
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régimen de protección es similar al expuesto para los terrenos de 
protección 1, aunque en este caso se consideraban autorizables bajo el 
régimen del suelo no urbanizable las construcciones e instalaciones 
necesarias para la explotación agraria, las actuaciones vinculadas a 
adecuaciones recreativas, y las demás actuaciones de interés público 
para infraestructuras, instalaciones recreativas, de ocio o turísticas, que 
sean compatibles con la preservación natural de los terrenos961 o las 
dotaciones turísticas o deportivas ligadas al uso de la playa, siempre y 
cuando se cumplan determinados requisitos y condicionantes dispuestos 
en la normativa. 
 
Como otra singularidad de este tipo de protección, el plan disponía que, 
excepcionalmente y de forma justificada, los instrumentos de 
planeamiento general podrían incorporar al proceso urbanístico los 
suelos incluidos en esta categoría que resulten imprescindibles para 
satisfacer la demanda de crecimiento de los núcleos ubicados en su 
ámbito, cuando no fuera posible satisfacerla fuera del ámbito del plan de 
forma continuada, así como para completar la estructura urbana de los 
núcleos existentes. En estos casos el planificador andaluz establecía la 
posibilidad de disponer de estos terrenos para nuevos desarrollos 
urbanos, siempre que se entendieran necesarios para garantizar la 
continuidad de la trama urbana existente, factor prioritario frente a los 
desarrollos dispersos o discontinuos por imperativo general del POTA962. 
Por lo tanto, en estos supuestos debería realizarse una valoración sobre 
los intereses preponderantes, determinando la procedencia de la 
reclasificación del suelo para su desarrollo urbano o, en otro caso, su 
desestimación. 
 
En esta zona de protección territorial también se encuentran incluidos 
íntegramente ámbitos de suelo urbanizable no sectorizado, junto con 
                                            
961 El PPCLA 2015 incluía expresamente las edificaciones de restauración, hoteles y campings. 
962 Norma 45 del POTA. 
744





otros que se encuentran afectados en parte de su superficie por las 
determinaciones de protección, si bien en algunos casos de ellos el 
alcance de la protección no impide su desarrollo urbanístico.  Al igual 
que en caso anterior, los montes públicos y los espacios incluidos en la 
Red Natura 2000 señalados en el plano de ordenación, se regirán por su 
normativa específica y, de manera complementaria, por el régimen 
correspondiente a esta categoría de protección. 
 
Como se concluye en propio texto del PPCLA 2015, con las medidas 
implementadas quedaba protegido el 55% de la superficie del ámbito litoral 
andaluz y un 86% si se excluyen del cómputo los ámbitos urbanos. En su 
conjunto, se incrementaba la superficie ya protegida por la planificación 
ambiental y territorial en un 42%, pasando de diecinueve mil a veintisiete mil 
hectáreas de terreno del frente litoral costero. 
 
Por su parte, el PESC asturiano realiza una zonificación mucho más 
pormenorizada del suelo no urbanizable de costas sobre el que extiende sus 
efectos, distinguiendo hasta un total de trece categorías en las que lo 
subdivide. No obstante podemos destacar que el plan asturiano establece una 
categoría de suelo no urbanizable de costas común, dos de protección 
(denominadas estricta y agraria) y otras diez que pueden calificarse como 
específicas, al venir determinadas por finalidades concretas de protección (de 
áreas piloto de tratamiento forestal, de comunidades vegetales inventariadas, 
de áreas de consideración específica, de reserva de infraestructuras, de planes 
especiales de protección aprobados, de áreas degradadas por la edificación, 
de suelo ocupado por campamentos de turismo, de áreas arqueológicas, de 
zonas de servicios portuarios y, finalmente, de servidumbres aeronáuticas). 
 
En el caso del PATIVL la zonificación propuesta se articula, de forma coherente 
con el objetivo principal de la planificación, mediante la división del territorio 
costero valenciano no urbanizado en las denominadas como “zonas de 
protección”, definidas como ámbitos territoriales homogéneos del litoral 
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delimitados en los planos de ordenación por sus valores ambientales, 
territoriales, paisajísticos, culturales, educativos y de protección frente a riesgos 
naturales e inducidos y del cambio climático963. En desarrollo de este criterio de 
delimitación del suelo litoral, el plan distingue los siguientes tipos de zonas de 
protección en las costas valencianas: suelos litorales de protección ambiental, 
suelos litorales de regulados por otros planes de acción territorial, suelos no 
urbanizables de protección litoral, suelos no urbanizables de refuerzo del litoral 
y finalmente, los denominados corredores ecológicos y funcionales. 
 
Conforme a esta clasificación, el plan valenciano asume en los dos primeros 
tipos relacionados la delimitación y ordenación de los suelos contenidos por la 
normativa sectorial ambiental o, en otro caso, por la aplicación de otros 
instrumentos territoriales que previamente hubieran delimitado ámbitos de 
suelo protegido en la zona costera. A diferencia de éstos, el PATIVL define de 
forma autónoma ámbitos de suelo protegido en el resto de categorías. 
 
En lo que respecta a los suelos de protección litoral, se incluyen en su ámbito 
los terrenos en situación rural (independientemente de su clasificación 
urbanística), en el que se aprecien los valores definidos de forma general para 
la protección del ámbito litoral y siempre que no tengan un programa de 
actuación aprobado o, de tenerlo, que no estuviera vigente por causa no 
imputable a la Administración y que se localizan con carácter general en los 
primeros 500 metros de superficie costera desde el límite interior de la ribera 
del mar. En el caso de los suelos de refuerzo del litoral, su definición es 
prácticamente similar a la anterior, con la diferencia de su localización en la 
franja de terreno localizada entre los 500 y 1.000 metros desde la zona interior 
de la ribera marítima, salvo en los casos en los que su delimitación se ajuste a 
los límites reconocibles que presenten un elevado potencial de visualización.  
 
Finalmente, los denominados corredores ecológicos y funcionales son descritos 
como suelos que, igualmente con independencia de su clasificación 
                                            
963 Art. 5 del documento normativo del PATIVL. 
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urbanística, son delimitados y ordenados por la planificación para garantizar la 
conectividad ecológica y funcional de los espacios naturales y suelos con 
valores ambientales destacables. Presentan la singularidad de su localización 
simplemente aproximada por el PATIVL, que deberá ser posteriormente 
pormenorizada en los instrumentos territoriales y urbanísticos formulados en 
cada ámbito territorial concreto. 
 
Por lo que respecta al POL cántabro, la zonificación del territorio se realiza 
distinguiendo geográficamente entre los distintos ámbitos que se distribuye el 
litoral regional, diferenciando entre áreas de protección (ámbitos que por sus 
características físicas y ambientales son merecedoras de una especial 
protección), de las áreas de ordenación (ámbitos en los que es compatible el 
desarrollo urbano con la preservación de los valores del litoral) y las 
actuaciones integrales estratégicas (ámbitos adecuados para el desarrollo de 
políticas sectoriales estratégicas de carácter territorial). A partir de esta primera 
distinción, el POL realiza un desarrollo de la zonificación distinguiendo dentro 
de las áreas de protección las zonas de protección costera, intermareal, de 
riberas, ecológica de interés paisajístico y, finalmente, una segunda categoría 
de protección litoral, en el que se incluye el espacio rural más directamente 
asociado a la costa y que garantiza la integridad del borde litoral964. 
 
Por su parte, dentro de las áreas de ordenación se diferencian las áreas 
litorales y las no litorales, en función de las afecciones existentes en el territorio 
desde el punto de vista de la dinámica del litoral. Las primeras se zonifican a su 
vez en las categorías de área periurbana, área de modelo tradicional y área de 
ordenación ecológico forestal. De este modo, podemos comprobar como el 
POL cántabro realiza una zonificación muy pormenorizada, asumiendo tanto 
los procesos de estricta protección ambiental en las áreas de protección, como 
los potenciadores del desarrollo en función del criterio de capacidad de carga, 
definido como la aptitud de un área para soportar un nivel de intensidad de 
usos sin que se genere un proceso de deterioro ambiental, social o cultural. 
                                            
964 Vid. RANDO BURGOS, Esther (2019, pág. 18). 
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En resumen, podemos comprobar que el régimen de zonificación de los 
instrumentos analizados presenta perfiles muy similares, aunque ciertamente 
también podemos encontrar alguna diferencia destacable. Los elementos 
similares se aprecian en la propia consideración del espacio litoral de cada una 
de las regiones analizadas, sometiendo su ámbito a un proceso de delimitación 
de espacios homogéneos al objeto de formular sobre los mismos una 
ordenación de marcado carácter proteccionista.  
 
Sin embargo, también pueden encontrase algunas diferencias en el tratamiento 
del territorio, pudiendo singularizar en este caso los planes asturiano y cántabro 
de los más similares planes andaluz y valenciano. En concreto, merece 
destacarse que el PESC es el único de los instrumentos analizados que 
delimita suelos no urbanizables de régimen común, y el POL cántabro, que 
realiza un encomiable esfuerzo de ordenación integral del territorio costero, 
asumiendo los parámetros del desarrollo sostenible como marco fundamental. 
Por el contrario, en los otros casos analizados todos los tipos descritos se 
definen y describen como tipos de suelos especialmente protegidos965. A su 
vez, también destaca la planificación asturiana y cántabra por su alto nivel de 
desagregación en la definición de los tipos de suelo no urbanizable de costas, 
cuestión que si bien puede añadir cierto grado de dificultad a la hora de 
analizar la ordenación concreta de los suelos incluidos en su ámbito de 
aplicación, sin embargo en este caso parece una decisión muy acertada debido 
a que la complejidad que en muchas situaciones reviste la orografía y la 
realidad material de los entornos costeros parece requerir una ordenación 
mucho más pormenorizada que la que se propone en los otros instrumentos, 
con el uso de una zonificación mucho más genérica966. 
                                            
965 Tal vez esta diferencia derive de la propia vocación con la que las diferentes Comunidades 
Autónomas han abordado la planificación del litoral, con una marcada finalidad de limitar en lo 
posible los nuevos desarrollos urbanizadores, con una regulación que se infiere mucho más 
agresiva en los lugares donde la invasión urbanizadora del litoral ha sido tradicionalmente más 
profusa y descontrolada, como de hecho ha sucedido en Andalucía y la Comunidad 
Valenciana.  
966 No en vano, la ordenación del litoral asturiano ha sido reconocida nacional e 
internacionalmente, de lo que es buena prueba el reconocimiento obtenido por el Plan de 
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F. La ordenación de los nuevos espacios protegidos. 
 
Tal y como se ha descrito a la hora de analizar el proceso de formulación de los 
instrumentos de planeamiento, los aprobados con el objetivo específico para la 
protección del litoral contienen su regulación en un documento normativo en el 
que se condensa la ordenación de las nuevas zonas de protección delimitadas. 
En el caso del PPCLA de 2015 incluso se asume con el modelo tradicional de 
regulación establecido para la ordenación territorial, en el que se diferencian 
sus disposiciones en función de su grado de exigencia, distinguiendo de este 
modo entre normas (de aplicación directa y plenamente vinculantes), directrices 
(vinculantes en cuanto a sus fines) y recomendaciones (determinaciones de 
carácter indicativo, cuya alteración debe ser debidamente justificada por las 
Administraciones actuantes).  
 
En este caso, la regulación de las distintas zonas de protección determinadas 
por el anulado plan andaluz desarrolla los aspectos que se enuncian en la 
propuesta de ordenación, introduciendo especificaciones relativas a la 
disposición y aptitud de cada tipo de suelo para albergar los usos declarados 
autorizables. De este modo, en lo que respecta a las zonas litorales de 
protección ambiental, debido a la especificidad de la normativa sectorial 
aplicable en cada caso, el plan se limita a especificar algunas cuestiones 
relativas a los distintos tipos de suelos incluidos en su ámbito, como sucede en 
el caso de producirse una redelimitación de los límites de la Red de Espacios 
Naturales Protegidos que conlleve una reducción de la superficie protegida, 
supuesto en el que los terrenos excluidos pertenecientes al ámbito del plan se 
deben incorporar por el planeamiento general con la misma categoría de 
protección que los terrenos colindantes, salvo en el caso de que fueran 
                                                                                                                                
Ordenación del Litoral Asturiano (documento que, como se ha indicado anteriormente, se aplica 
de forma compatible con el PESC), al ganar en la sexta edición de los Premios Europeos de 
Planeamiento Territorial y Urbanístico, convocados por el Consejo Europeo de Urbanistas, en 
la modalidad de Planeamiento Territorial y, en el caso del PESC, al haber obtenido en 2017 el 
Premio de Urbanismo Español que concede el Consejo Superior de Colegios de Arquitectos de 
España, con el fin de reconocer la calidad de trabajos de planeamiento o urbanización de 
espacios públicos.  
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colindantes a suelos urbanos o urbanizables, en el que se se incorporarán 
como sistema de espacios libres (art. 14.6). 
 
En lo que respecta a las zonas litorales de protección territorial 1, en principio la 
categoría más reforzada de protección que establece el plan por propia 
consideración, el régimen jurídico que le atribuyen los artículos 15 y siguientes 
del documento normativo del PPCLA de 2015 contiene las siguientes 
determinaciones: 
 
• Como ya se indicó anteriormente, su clasificación urbanística debe ser la 
de suelo no urbanizable de especial protección y en su regulación debe 
primarse la conservación de los recursos naturales existentes. 
 
• Se prohíbe la autorización de todo tipo de construcciones, salvo las 
vinculadas a los usos tolerados en su ámbito, previa verificación de que 
su ejecución no afecta a sus condiciones paisajísticas o a la integración 
en el entorno y que, en todo caso, no suponga un riesgo cierto de 
erosión del terreno. 
 
• Se prohíben expresamente los movimientos de tierra que alteren los 
perfiles del territorio, salvo los exigidos por la mejora ambiental del 
entorno. Igualmente, se prohíben los cultivos intensivos en invernaderos. 
 
• El régimen de las construcciones existentes se regulará por lo 
establecido en la normativa aplicable sobre edificaciones en situación 
legal de fuera de ordenación o asimilado a fuera de ordenación, sin 
perjuicio de que las edificaciones construidas con licencia o que fueran 
susceptibles de legalización puedan rehabilitarse o adaptarse a los usos 
compatibles en el territorio. 
 
Como excepción a este estricto régimen de protección del suelo, el artículo 11 
autoriza a los instrumentos de planeamiento general a incorporar al proceso 
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urbanístico los suelos incluidos en zonas de protección territorial 1 que, 
justificadamente, se consideren imprescindibles para satisfacer la demanda de 
crecimiento de los núcleos ubicados íntegramente en el ámbito del Plan o, en 
otro caso, completar la estructura urbana de los núcleos existentes o resolver la 
ordenación de las zonas de contacto entre el suelo urbano y los suelos 
protegidos por el propio plan967. 
 
Por otra parte, en lo que respecta a las zonas litorales de protección territorial 
2, el documento normativo del PPCLA de 2015 contemplaba las siguientes 
prohibiciones expresas: 
 
• La construcción de viviendas, industrias o cualquier otro tipo de 
construcciones e instalaciones, excepto las vinculadas a los usos 
expresamente autorizados. Asimismo, en los terrenos incluidos en la 
franja comprendida entre los 200 y 500 metros a partir del dominio 
público marítimo terrestre, quedan exceptuadas de esta prohibición las 
construcciones e instalaciones vinculadas a la explotación agrícola, las 
instalaciones recreativas, deportivas al aire libre o de ocio, los 
establecimientos de restauración y de alojamiento turístico, y otras 
actuaciones de interés público en suelo no urbanizable vinculadas 
directamente a los usos de la playa. 
 
• Cualquier instalación que pueda alterar las condiciones paisajísticas del 
ámbito, en relación con su magnitud, visibilidad y dificultad de 
integración en el entorno, o que pueda inducir riesgos graves de erosión, 
salvo las infraestructuras sujetas a instrumentos de prevención y control 
ambiental que hayan integrado las correspondientes medidas de 
restauración e integración paisajísticas. 
                                            
967 La incorporación de suelos no urbanizables conforme a estos criterios anteriores debería 
realizarse previa verificación de la posibilidad de clasificar nuevos suelos hasta que se haya 
consolidado por la edificación el 70% de los suelos urbanos y urbanizables existentes en el 
núcleo que se amplía. En segundo lugar, que los núcleos existentes incluidos íntegramente en 
el ámbito del PPCLA, podrían ocupar la zona colindante al dominio público marítimo terrestre 
siempre que se justificara expresamente la imposibilidad de crecimiento hacia el interior. 
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• Los movimientos de tierra que alteren el perfil del terreno, excepto los 
precisos para la mejora ambiental del lugar, para garantizar la 
accesibilidad y el uso público del litoral o para el mantenimiento y 
conservación de las infraestructuras destinadas a la prestación de 
servicios públicos968. Las edificaciones permitidas deberán tener como 
máximo dos plantas y adecuarse a la tipología del lugar y a los requisitos 
de integración paisajística exigidos de forma general por el plan. 
 
Al igual que en el caso anterior, la normativa añade una excepción de 
autorización de ámbitos urbanizables en las áreas incluidas dentro de estas 
zonas de protección 2, en los casos en los que se requieran para satisfacer la 
demanda de crecimiento de los distintos núcleos, cuando no sea posible 
satisfacer dicha demanda en contigüidad con los mismos fuera de los 500 
metros del corredor litoral o, en otro caso, completar la estructura urbana de los 
núcleos existentes o resolver la ordenación de las zonas de contacto entre el 
suelo urbano o urbanizable y el suelo no urbanizable protegido por el plan. En 
todo caso, la autorización de zonas urbanizables en estos suelos requería la 
verificación del cumplimiento de los criterios generales de ordenación de la 
franja costera, conforme son descritos en los artículos 14 y siguientes del 
documento normativo. 
   
Como conclusión del análisis de la normativa del PPCLA de 2015, podemos 
extraer que la misma se adecuaba a las exigencias y perspectivas establecidas 
en la nueva regulación de la LOTA para este instrumento de planificación, 
asumiendo una perspectiva casi exclusivamente de protección de ámbitos 
territoriales mediante el establecimiento de determinaciones vinculantes para 
los ordenamientos inferiores jerárquicamente y para los instrumentos de 
planificación urbanística. 
                                            
968 Asimismo, se permiten en este tipo de suelos los movimientos de tierras necesarios para la 
actividad agrícola, en las condiciones establecidas por los planes de ordenación del territorio de 
ámbito subregional aplicables en cada ámbito territorial concreto. 
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Por su parte, el PESC asturiano desglosa la ordenación aplicable a cada uno 
de los trece tipos de suelo no urbanizable de costas que describe, definiendo 
para cada categoría el régimen de usos permitidos, autorizables, incompatibles 
y prohibidos. La diferencia entre estos dos últimos tipos reside en que los usos 
prohibidos son los que el plan impide expresamente su autorización en los 
ámbitos en los que se determinan, en tanto que los incompatibles son los que 
no figuran ni como autorizables ni como prohibidos, por lo que su admisibilidad, 
sin ser totalmente rechazada, requiere una previa modificación del PESC para 
poder ser estimada. 
 
A modo de ejemplo, en los ámbitos de suelo no urbanizable de costas de 
protección estricta, debido a sus características especiales, se establece un 
régimen que se califica por el propio plan como más riguroso que el establecido 
de forma ordinaria por la normativa para este tipo de suelo no urbanizable, 
aunque de forma muy sintomática añade que las limitaciones adicionales que 
se imponen no son significativas para la actividad humana sobre estos ámbitos 
geográficos, al ser con carácter general bastante restrictivas. En consecuencia 
con esta afirmación, las superficies clasificadas como suelo no urbanizable de 
costas común, según dispone el propio documento, no presentan 
características singulares sobre el régimen general que la normativa establece 
para este tipo de suelo, estableciéndose además como el tipo de suelo residual 
de los dispuestos por el PESC para todo el litoral asturiano. 
 
En el caso del POL cántabro, la ordenación se realiza asignando un régimen de 
usos en función de la categoría de protección en la que se incluya cada 
territorio, distinguiendo entre usos permitidos y autorizables, disponiendo que 
los no expresamente citados en ambas categorías deben considerarse como 
usos prohibidos. Como nota singular, el plan cántabro introduce un régimen 
específico para las playas, diferenciando entre urbanas, periurbanas, 
semirrurales y rurales.  
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Por lo que respecta al PATIVL valenciano, la formulación de su ordenación se 
presenta más acorde con la propuesta andaluza, al definir básicamente dos 
tipos de suelos mediante su régimen de usos autorizables y prohibidos, 
disponiendo igualmente que los suelos de protección ambiental y los de otros 
planes de acción territorial, se regularán conforme a la ordenación derivada de 
la normativa o instrumentos sectoriales aplicables en cada caso. 
 
En el caso de los suelos de protección litoral, el plan valenciano dispone 
expresamente que deberán permanecer en situación de suelo rural, si bien 
podrán formar parte de la red primaria de zonas verdes si se garantiza su 
funcionalidad como estructura verde por el planeamiento municipal. En este 
tipo de suelo se permite con carácter general la ejecución de nuevos usos 
mineros que fueran incluidos en un instrumento de planeamiento ambiental, 
estando vedados en caso contrario. También con carácter general se prohíbe 
toda nueva edificación salvo que fuera necesaria para la implantación de los 
usos autorizados expresamente en su ámbito. 
 
Para los suelos de refuerzo del litoral se dispone un régimen similar al anterior, 
si bien se amplía el catálogo de usos permitidos en su ámbito, pudiendo ser 
autorizadas las dotaciones públicas e infraestructuras recreativas y deportivas, 
los usos hoteleros y asistenciales, los campamentos e instalaciones similares, 
las estaciones de suministro de carburante vinculadas a las vías de 
comunicación y los usos agrarios conforme a lo dispuesto por la regulación 
urbanística. 
 
En términos generales podemos concluir que la ordenación de estos 
instrumentos específicos presenta un contenido acorde con el objetivo de su 
formulación, con un carácter proteccionista muy marcado, que ostenta como 
pretensión principal la preservación de la integridad material de las costas de 
las diferentes regiones, y solo desde un punto de vista muy secundario incluye 
las posibilidades de uso atribuidas a cada tipo de suelo definido. 
Evidentemente esta realidad parte de la situación de las costas españolas, que 
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sobre todo en determinados lugares presenta un grado de ocupación por la 
urbanización muy elevado, por lo que el afán proteccionista del legislador y del 
planificador queda más que justificado. No obstante, como ya se ha apuntado, 
se aprecian algunas diferencias en el régimen de ordenación de cada 
localización, incluyéndose regulaciones mucho más restrictivas en las zonas 
donde la colonización de las zonas costeras por la urbanización ha sido más 
acentuada, por lo que la regulación de estos instrumentos puede calificarse en 
cierto modo como un mecanismo de reacción frente a esta realidad. 
  
 
G. La incidencia de estos instrumentos en la ordenación territorial. 
 
Para concluir el análisis de estos singulares instrumentos de planeamiento, se 
estima procedente realizar una breve reflexión sobre la incidencia que presenta 
la introducción de un elemento de ordenación de esta naturaleza, que por un 
lado presenta como finalidad nada encubierta el sometimiento del litoral costero 
a un régimen de protección muy cualificado y, por otra parte, con 
características homogeneizadoras en todo el territorio de la Comunidad 
Autónoma. 
 
Si atendemos por su complejidad al caso andaluz, como se ha indicado primero 
el legislador969 y posteriormente el redactor del Plan de 2015, se vieron 
envueltos en el ímpetu proteccionista que se manifestó tras la fase de 
expansión urbanística vivida en España durante el final del pasado siglo y los 
primeros años del presente, en la que se apreciaron los resultados de la 
pregonada sobreurbanización del litoral de Andalucía y de otras zonas del 
territorio nacional, acrecentados en sus aspectos más negativos por los efectos 
de la crisis económica global que se inició a finales de la pasada década y que 
todavía persiste en bastantes aspectos. 
 
                                            
969 Al introducir la figura mediante la modificación de la LOTA a la que se ha hecho referencia. 
755





La propia Memoria Informativa del PPCLA de 2015 considera este nuevo 
instrumento de ordenación territorial como un cambio sustancial en la política 
urbanística andaluza, abandonando el “urbanismo desarrollista” que caracterizó 
el ciclo económico anterior, mediante la creación de un “corredor litoral” de 
suelo protegido de 500 metros a contar desde la ribera del mar y que se 
extiende sobre el ámbito de la zona de afección establecida por la Ley de 
Costas. Todo ello en el marco de la exigida sostenibilidad que se exige 
actualmente de todo ámbito de ordenación territorial y urbanística. 
 
Para conseguir los objetivos pretendidos, la nueva zonificación analizada no 
solo regulaba las condiciones de protección de los territorios “vírgenes” de 
desarrollo urbanizador y de toda regulación normativa, sino que, como se ha 
expuesto, introducía determinaciones restrictivas que afectaban a sectores y 
ámbitos de suelos declarados aptos para el desarrollo urbanístico por los 
respectivos planeamientos urbanísticos, lo que supuso la generación de 
conflictos con los respectivos Ayuntamientos y titulares de intereses que se 
vieron afectados con la entrada en vigor del Decreto 141/2015, de 26 de mayo, 
por el que se aprobó el PPCLA. 
 
La doctrina que estudió la gestación del documento ya puso de manifiesto la 
escasa motivación que se incluía en el mismo para la adopción de las medidas 
tan drásticas que, en algunos casos, contemplaba para suelos que no contaban 
previamente con ningún tipo de protección específica, como es el caso 
SERRANO LÓPEZ y SERRANO MORENO970, que afirmaron sobre esta 
cuestión que los criterios empleados para determinar qué ámbitos debían verse 
afectados no fueron expuestos en ningún momento ni antes ni después de la 
redacción del plan. En definitiva, a juicio de estos autores, el PPCLA de 2015 
no contenía la justificación exigida para adoptar unas decisiones de tan alto 
calado, sobre todo en los supuestos en los que se reclasificaban terrenos 
previamente considerados como aptos para un futuro desarrollo urbanizador. 
 
                                            
970 SERRANO LÓPEZ, Juan E. y SERRANO MORENO, Juan E. (2016, págs. 83-87). 
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Esta última cuestión fue uno de los primeros elementos que se consideraron 
como posibles motivos de impugnación del instrumento aprobado, debido a que 
no solo se estimaba como muy escasa la fundamentación para el 
establecimiento de una nueva regulación extremadamente proteccionista, sino 
sobre todo porque se echaba en falta una argumentación suplementaria para  
las decisiones adoptadas sobre ámbitos en los que los instrumentos de 
ordenación territorial aprobados pocos años antes no habían identificado los 
valores que ahora se entendían como irrenunciables.  
 
Conforme a esta consideración, los mismos autores afirman que ni el informe 
de sostenibilidad ambiental ni el propio documento del PPCLA justifican la 
excepcionalidad atribuida a los sectores ordenados que ahora se pretenden 
proteger, dado que los estudios técnicos que han servido de base para la 
redacción de estos documentos han sido instrumentalizados para justificar un 
objetivo predefinido al margen de consideraciones técnicas y objetivas, 
quedando en entredicho la veracidad científica de los datos contendidos en 
estos documentos, al no constar los análisis a los que hacen referencia en 
ningún documento de acceso público. A su juicio, todo ello puede explicarse 
simplemente por la falta de rigor e improvisación con los que trabajó la Junta de 
Andalucía durante la redacción y aprobación del PPCLA de 2015. 
 
A esta deficiente justificación de las decisiones proteccionistas adoptadas en el 
PPCLA de 2015, se unen las también aludidas repercusiones económicas que 
podrían derivarse de su aplicación efectiva, debido no solo a las posibles 
indemnizaciones derivadas de los derechos patrimonializados por sus 
respectivos titulares que pudieran exigirse, sino principalmente por las posibles 
invocaciones a los principios de protección de la confianza legítima y de  
responsabilidad del estado legislador en materia urbanística, que podrían 
conllevar la reclamación de importantes indemnizaciones por las inversiones 
realizadas (por ejemplo en adquisición de suelo), ante la seguridad normativa 
provocada por la vigencia de un planeamiento urbanístico que declara esos 
suelos como urbanizables y, en algunos casos, con unos instrumentos de 
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ordenación territorial de ámbito subregional en los que no se preveían 
limitaciones a los desarrollos previstos. 
 
Esta coyuntura, unida a la también apuntada más que posible exigencia de 
devolución de las cantidades entregadas a cuenta de convenios urbanísticos 
de planeamiento (que podrían sufrir las entidades locales afectadas), determina 
que se haya calificado al PPCLA de 2015 como un instrumento no sostenible ni 
viable económicamente, llegando incluso a poner en duda la propia 
composición de la Memoria Económica que se incorpora al mismo, por su muy 
escasa (o incluso nula) referencia a estos extremos. Esta cuestión también fue 
puesta de manifiesto por los recurrentes del documento aprobado, como otro 
de los motivos fundamentales por los que se estimaba precisa su anulación971. 
   
Para cumplir este objetivo, podemos afirmar que la formulación del documento 
que venga a sustituir al anulado judicialmente debe ser reconducida desde un 
punto de vista más colectivo, asumiendo de forma coordinada entre todas las 
Administraciones implicadas los objetivos proteccionistas y de desarrollo 
sostenible que deben primar en toda propuesta de nueva ordenación. En 
palabras de GONZÁLEZ FUSTEGUERAS972, la práctica de la ordenación 
territorial debe entenderse como un proyecto generoso, instrumentado a partir 
de las decisiones colectivas en las que formen parte todas las entidades con 
competencias sobre la gestión del territorio, en el que se busque una ética 
                                            
971 En definitiva, como sostienen los autores citados: “Si bien es necesario desde la perspectiva 
del interés público adoptar nuevas medidas de protección del litoral acordes con las crecientes 
demandas de la ciudadanía en materia de recuperación y preservación del medio ambiente, 
éstas deben respetar los principios de seguridad jurídica y de protección de la confianza 
inherentes a un Estado de Derecho adaptado al siglo XXI. La Junta de Andalucía puede 
proteger el litoral mediante medidas urgentes y excepcionales, pero ello no la exime del deber 
de evaluar cuál será su coste económico. Un coste para el erario público, resultante de los 
derechos indemnizatorios que el PPCLA genera, y que será asumido ultima ratio regum por los 
contribuyentes en un contexto general marcado por la creciente fiscalización de las finanzas 
públicas… (…) El supuesto nuevo modelo de ordenación del territorio «sostenible» con el que 
la Junta quiere dar respuesta a la crisis económica representa a fin de cuentas otra «ley 
medida» que no alcanza a proteger el litoral ni a proponer alternativas al modelo de desarrollo 
inspirado en una concepción obsoleta del crecimiento económico basado en la construcción. El 
PPCLA con su contenido y planteamiento actual no satisface de manera eficiente el interés 
público, pues, más allá de las declaraciones voluntaristas, su elaboración ha carecido rigor 
necesario para llevar a buen puerto tan compleja misión”. 
972 GONZÁLEZ FUSTEGUERAS, Manuel Ángel (2017). 
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territorial compartida y, en todo caso, sobre la base de un amplio proceso de 
participación pública. Este proceso de ordenación, entiende el citado autor, 
debe establecerse de forma continua, comenzando desde el análisis territorial 
previo, siguiendo con la propia formulación de objetivos y propuestas de 
ordenación y culminando con la implementación de la planificación 
definitivamente establecida e, incluso, aplicando un sistema de control de su 
aplicación. 
 
Lo cierto es que la introducción de nuevos instrumentos de ordenación 
territorial que afecten a criterios establecidos previamente y de cuya legitimidad 
no pueda dudarse, siempre va a suponer un motivo de controversia con las 
entidades y particulares afectados por las nuevas decisiones. Por ello, debe 
exigirse cuanto menos una amplia y profunda motivación de los nuevos 
criterios adoptados, siendo aconsejable que, además, la formulación de las 
nuevas medidas de ordenación venga amparada por el mayor consenso 
posible de entre los entes territoriales implicados, particulares afectados y, en 
general, de los agentes sociales con intereses generales o particulares en el 
territorio. 
 
A nadie escapa que el control del litoral es, más que deseable, muy 
conveniente, sobre todo ante las situaciones de urbanización descontrolada 
que proliferaron por algunas zonas de la costa andaluza y, en general, de toda 
España. Pero esta misión debe realizarse sobre la base de fundamentos lo 
suficientemente consensuados para que la aplicación de sus medidas no se 
aprecie como la imposición de elementos desestabilizadores de las 
competencias locales y, desde otro punto de vista, generadores de diferencias 
de tratamiento significativas entre unas zonas costeras y otras. Por ello, la 
generación de un instrumento de planificación como éste debe realizarse 
implicando a todos los sectores afectados desde su inicio, con lo que se podrán 
eliminar las tensiones o discrepancias que por su naturaleza puedan ser 
reconducidas, en tanto que las que se topen con elementos o posicionamientos 
totalmente contradictorios, podrán ser limadas o, en lo posible, mitigadas. 
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Como afirman GARRIDO CLAVERO y SÁNCHEZ DEL ÁRBOL973 se estima 
muy necesaria la formulación de estos instrumentos de planificación específica, 
como medida de protección ante el excesivo desarrollo urbano del litoral y la 
reconducción de su ordenación ante un desarrollo sostenible y equilibrado. 
Pero esta actuación debe afrontarse atendiendo las singularidades de cada 
zona geográfica, estableciendo las soluciones específicas que cada caso 




XI. CONSIDERACIONES FINALES. LA IMPORTANCIA DE LA 
PLANIFICACIÓN EN LA PROTECCIÓN DEL TERRITORIO. 
 
Como se ha expuesto a lo largo del presente capítulo, la planificación como 
instrumento de gestión del territorio tiene una importancia capital en la 
protección de los suelos de un ámbito geográfico concreto, y ello debido a 
varias de las cuestiones a las que se ha hecho referencia en el análisis 
realizado a su proceso de formulación. En concreto, podemos establecer las 
siguientes conclusiones en relación con esta afirmación: 
 
- En primer lugar, como se ha expuesto, todo proceso de planificación requiere 
la realización de una fase de análisis territorial, en la que se debe proceder a la 
consideración del territorio global del área sometida a la planificación y, en 
particular, a identificar los valores y otros elementos que requieran el 
establecimiento de ámbitos de tratamiento singular al objeto de garantizar la 
preservación (o regeneración) de su configuración material. 
 
Todo proceso por el que se trate de determinar la excepcionalidad de un 
determinado territorio, con el objeto de poder concluir su posible aptitud a 
efectos urbanísticos, requiere evidentemente la realización de un análisis de su 
                                            
973 GARRIDO CLAVERO, Juan y SÁNCHEZ DEL ÁRBOL, Miguel Ángel (2018, pág. 130). 
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configuración material proyectada hacia todos los ámbitos por los que pudiera 
ostentar una cierta singularidad sobre su entorno. Sin embargo, el ejercicio de 
este análisis de forma excesivamente localizada puede conllevar la presencia 
de disfunciones en la percepción de la realidad del territorio, al requerir un 
proceso añadido de contraste con el resto del territorio incluido en el entorno de 
cada ámbito.  
 
Esta realidad puede tener un distinto nivel de exigencia, sobre todo en ámbitos 
en los que los valores sujetos a protección presenten un índice de concurrencia 
muy elevado (como pueden ser los espacios naturales), cuya singularidad 
puede ser identificada sin necesidad de contrastar su realidad ambiental o 
patrimonial con otros territorios del entorno. Sin embargo, en el resto de 
supuestos de exigencia de protección, la evaluación del terreno en función del 
resto de suelos de similar configuración se antoja como un elemento clave del 
proceso de análisis que, una vez concluido, determine la necesidad de proteger 
algunos entornos frente al resto de suelos sometidos al régimen general 
establecido para los de una misma clase. En el primero de los casos 
apuntados, el proceso de planificación de dichos territorios podrá tener un 
alcance sectorial y de ámbito muy concreto, puesto que la misión fundamental 
de su cometido será la ordenación del propio ámbito singular, aunque sus 
determinaciones se entiendan vinculantes sobre la planificación del área 
general en la que se insertan. Por el contrario, en el resto de suelos su 
protección específica solo podrá venir determinada como resultado de un 
proceso de planificación general del área en el que se localizan, por el que se 
concluya la necesidad de proteger especialmente los ámbitos identificados 
frente a los que se sometan al régimen general del suelo rural, y ello en función 
de la apreciación en los mismos de un considerable nivel de concurrencia de 
los valores y elementos que la normativa señala como determinantes de esta 
exigencia.  
 
En definitiva, en la práctica se requiere la realización de un proceso de análisis 
territorial, inserto en la formulación de un instrumento de planificación territorial 
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o urbanística, como elemento indispensable para poder identificar los suelos y 
ámbitos en los que se plasme la exigencia legal de preservar los entornos que 
por cuestiones ambientales, patrimoniales o de cualquier otra naturaleza, 
estableciendo sobre los mismos los diferentes regímenes jurídicos 
singularizados que tiendan hacia este objetivo fundamental. 
 
- En relación con lo anterior, cabe destacar que estos regímenes jurídicos 
diferenciados se contienen dentro de la regulación que se incluye en el 
documento normativo de todo instrumento de planificación, debido a que su 
formulación inevitablemente debe realizarse mediante el desarrollo de 
preceptos que, con diferente nivel de exigencia, delimiten los criterios de 
actuación tolerados y prohibidos sobre los ámbitos territoriales sometidos a 
especial protección. 
 
Por ello, debemos apreciar igualmente la trascendencia que sobre esta materia 
presenta la regulación contenida en los instrumentos de planificación, dado que 
se configura como el principal elemento con el que la Administración 
competente cuenta para garantizar la aplicación de los criterios de ordenación 
previstos para cada ámbito concreto y, en definitiva, sustentar la preservación 
de los entornos conforme a los parámetros elaborados tras el diagnóstico 
territorial. No en vano, por la doctrina se ha llegado a afirmar la territorialidad 
que presentan las normas contenidas en los instrumentos de planeamiento, y 
ello debido a que en su formulación se atiende fundamentalmente a las 
características de los distintos suelos del ámbito planificado, buscando con su 
aplicación la consecución de los objetivos concretos establecidos para cada 
ámbito concreto, por delante de criterios genéricos que pueden venir 
determinados por normas de alcance general emitidas por las distintas 
Administraciones competentes.  
 
Esta trascendencia requiere que la delimitación de las medidas impuestas en 
esta regulación se realice en íntima y directa conexión con las conclusiones del 
análisis territorial y, fundamentalmente, con las propuestas de ordenación 
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derivadas de éstas, debido a que las directrices normativas se han de entender 
como elementos impuestos para garantizar su cumplimiento, habilitando en 
caso contrario para la reacción administrativa tendente a su restablecimiento.  
 
Todas estas afirmaciones derivan del carácter normativo atribuido a los 
instrumentos de planeamiento, innegable al menos en sus ámbitos 
eminentemente regulatorios, con lo que se estos documentos se configuran en 
la mejor herramienta de gestión del suelo y, por extensión, de su protección, ya 
que la producción de su regulación ha venido precedida de un estudio 
específico del territorio planificado y su aplicación va dirigida específicamente a 
alcanzar los resultados buscados con la ordenación aprobada. 
 
- A consecuencia de todo lo anterior cabe destacar, como también se ha 
apuntado anteriormente, que la planificación del territorio coadyuva a que las 
decisiones adoptadas en materia de ordenación se encuentren avaladas por 
una correcta justificación y una adecuada motivación. En efecto, el alcance que 
presentan las decisiones sobre ordenación territorial y urbanística y, de manera 
especial, las relativas a la inclusión de suelos en ámbitos especialmente 
protegidos, requiere que se adopten conforme a criterios suficientemente 
fundamentados, para no producir situaciones de arbitrariedad en esta actuación 
administrativa de amplia incidencia sobre los intereses de los terceros. 
 
Debido a que, en concreto, las medidas de ordenación relativas a los suelos 
protegidos exigen la identificación en los mismos de los valores y 
condicionantes establecidos por la normativa vigente, la función analítica del 
territorio es inexcusable como medio de detección y delimitación de los suelos 
de estas características, asumiendo de este modo el diagnóstico territorial 
como elemento básico de la motivación de la ordenación y, en su caso, 
propuesta de zonificación adoptada. 
 
Esta consideración de elemento por el que fundamentar las decisiones 
adoptadas en la ordenación territorial que se predica de los instrumentos de 
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planeamiento puede aplicarse, incluso, de los ámbitos de suelos protegidos 
delimitados directamente por disposiciones normativas o por otros instrumentos 
de planeamiento sectorial, debido a que las cuestiones adicionales que deban 
introducirse sobre la gestión y usos de estos terrenos requerirá, igualmente, la 
consideración de las posibles afecciones que pudieran condicionar cada uno de 
los aspectos valorados, con el objetivo de delimitar correctamente el régimen 
específico de cada área de suelo conforme a sus características y 
circunstancias específicas. 
 
- El resultado de lo expuesto puede apreciarse en los ejemplos manejados en 
el presente capítulo, debido a que se ha podido concluir que, con carácter 
general, la aplicación de diferentes instrumentos de planificación sobre un 
territorio garantiza una mayor fiabilidad de las decisiones adoptadas, sobre 
todo en lo que respecta a la preservación de los espacios y entornos 
protegidos, cuestión que se aprecia de forma mucho más intensa en los 
supuestos en los que la planificación urbanística se realiza sobre la base de los 
planteamientos definidos por la planificación territorial de su ámbito geográfico. 
 
Con todo, esta afirmación no ha de establecerse como una verdad absoluta y 
carente de toda contradicción, ya que su correcto planteamiento requiere que 
los distintos instrumentos que desplieguen efectos sobre un territorio concreto 
no presenten disfunciones y disposiciones contrapuestas, lo que al contrario de 
lo anterior puede llegar a generar situaciones de confrontación no deseables, 
basadas en la disparidad de criterios asumidos en la formulación de los 
diferentes instrumentos. Como se ha expuesto, se requiere que la planificación 
que afecte a un territorio concreto se realice de forma consensuada, de tal 
forma que las decisiones adoptadas sean de todo punto congruentes y que, en 
los casos en los que se dispongan soluciones de diferente sentido, se adopten 
tras una exhaustiva justificación y asumiendo las consecuencias que su 
implementación pueda generar para todos los actores implicados. 
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Como en este sentido afirma GÓRGOLAS MARTÍN974 en referencia la realidad 
andaluza, la ordenación del territorio todavía no puede considerarse a efectos 
plenos como una disciplina, ni como una práctica, ni como una política 
plenamente compartida y afianzada. La indecisa voluntad política sobre la 
ordenación del territorio también puede achacarse, según los casos, a un cierto 
ambiente, más generalizado de lo que sería deseable, contrario a la 
planificación física y que en nombre de la eficacia reclama la desregulación de 
los procesos de planificación territorial. Esta afirmación, aunque parece 
excesivamente pesimista, no deja de reflejar una realidad que subyace en 
determinados supuestos en los que la ordenación territorial parece optar por un 
camino diferente al del resto de instrumentos previamente aplicables y, para 
ello, exige la adaptación de sus determinaciones a los nuevos criterios 
impuestos de forma inapelable e inmediata. 
 
Según se ha expuesto al analizar la controversia surgida con la entrada en 
vigor del abortado PPCLA 2015, aun entendiendo la necesidad de acometer la 
exigible reordenación de zonas muy sensibles, como sin duda es el litoral 
costero, este proceso no puede realizarse de espalda a la realidad de 
actuaciones consolidadas y derechos adquiridos, de tal forma que en lo posible 
puedan compatibilizarse los intereses generales y particulares concurrentes y, 
en los aspectos en los que esta voluntad no pueda plasmarse en la práctica, 
puedan preverse de forma razonada las repercusiones que la nueva 
ordenación pudiera generar. Solo con este modo de proceder podemos estimar 
que el proceso de planificación territorial puede acometerse con reales 
expectativas de conclusión satisfactoria, independientemente de la situación 
que presente la planificación existente en cada ámbito territorial concreto. 
 
- A esta última reflexión debemos añadir la premisa por la que, con carácter 
general, los nuevos instrumentos de planificación deben ser más proclives a la 
introducción de criterios de ordenación que deben modular y condicionar sus 
determinaciones. De este modo, la necesaria adaptación de la planificación 
                                            
974 GÓRGOLAS MARTÍN, Pedro (2017, págs. 345 y ss.).  
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urbanística de los distintos términos municipales españoles, junto con la 
exigencia de culminar los procesos de ordenación territorial, debe conseguir 
que de forma paulatina se vayan incorporando las nuevas exigencias 
ambientales y de sostenibilidad de las actuaciones sobre el territorio, junto con 
la también necesaria introducción de posibilidades de desarrollo adaptadas a 
estos criterios.  
 
Parece evidente que la introducción de estos nuevos enfoques en la gestión del 
territorio solo puede realizarse de un modo efectivo mediante la actualización 
de los instrumentos de planeamiento vigentes, lo que en muchos casos supone 
la formulación de verdaderos instrumentos de planificación realizados de forma 
específica para los territorios considerados, dejando de lado figuras genéricas 
de planificación que deben ser progresivamente eliminadas y solo deben 
permanecer en supuestos muy residuales. 
 
- Finalmente, debido a la importancia que presentan los instrumentos de 
planificación territorial y urbanística, debemos entender con la doctrina más 
autorizada la procedencia de adoptar las medidas normativas precisas para 
intentar, por una parte, simplificar en lo posible su proceso de tramitación y 
aprobación, sin que con ello se disminuyan los actos esenciales para garantizar 
la corrección de las decisiones adoptadas y, muy especialmente, su adaptación 
ambiental. Por otra parte, dada su innegable condición normativa, se deberían 
limitar los posibles cauces de impugnación indirecta que pudieran conllevar 
que, trascurrido bastante tiempo desde su aprobación y despliegue de sus 
efectos, se pueda anular un instrumento de esta naturaleza, con la indeseable 
sucesión de efectos asociados a esta declaración que pueden generarse, en su 
mayoría perjudiciales para la correcta gestión territorial.  
 
En lo que respecta a la primera de las cuestiones, como se ha apuntado en el 
presente capítulo, la excesiva complejidad con la que se tramitan actualmente 
los instrumentos de planificación puede hacer de esta labor una tarea de muy 
difícil culminación, llegando incluso a desincentivar a las respectivas 
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Administraciones a la hora de abordar una necesaria formulación o revisión del 
planeamiento vigente, optando por mantener los instrumentos vigentes no 
adaptados a la realidad territorial y, por lo tanto, muy posiblemente alejados de 
las necesidades y prioridades existentes. Para evitar estas situaciones no 
deseables, es preciso adaptar la regulación procesal de estos instrumentos a la 
realidad de las distintas Administraciones implicadas en su formulación y 
aprobación, eliminando trámites que en algunos casos pueden considerarse 
como innecesarios o duplicados, sin que con ello se limiten los mecanismos de 
verificación de sus determinaciones a la legalidad vigente, a los instrumentos 
que le vinculen de forma específica y, como también se ha indicado, a las 
determinaciones ambientales que incidan sobre su ámbito. 
 
Sobre la segunda cuestión, es innegable que la seguridad jurídica es una 
exigencia de todo ámbito jurídico, pero que se proyecta de forma muy 
destacada en el ámbito de la ordenación territorial y el urbanismo, en el que los 
parámetros de actuación sobre el territorio requieren una especial garantía, 
tanto en lo que respecta a los derechos e intereses de los ciudadanos como, 
especialmente, en lo relativo a la protección del territorio. Por ello, sería 
deseable definir correctamente los mecanismos de impugnación de los 
instrumentos de planeamiento, de modo que los intereses generales prioritarios 
puedan determinar el mantenimiento de su vigencia, incluso aunque se aprecie 
algún defecto en su tramitación, siempre que aquéllos puedan entenderse de 
carácter preferente a su completa anulación. En este punto debemos volver a 
traer a colación las propuestas formuladas por autores como PAREJO 
ALFONSO975, reclamando una limitación del alcance y efectos de las 
impugnaciones sobre estos instrumentos, sin que con ello tenga que alterarse 
en modo alguno su consideración normativa976. 
 
Con ello se evitarían las situaciones de incertidumbre generadas por la 
anulación de estos instrumentos una vez que ya han desplegado de forma 
                                            
975 PAREJO ALFONSO, Luciano (2016). 
976 Cfr. NARVÁEZ BAENA, Ildefonso (2017, pág. 219). 
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efectiva sus determinaciones y nuevos criterios, sobre todo en los casos en los 
que no se entienda improcedente su ordenación, sino que se aprecien meros 
defectos formales o, incluso, materiales de escasa incidencia práctica.  
768
CAPÍTULO CUARTO 
LOS INSTRUMENTOS DE PLANEAMIENTO AMBIENTAL 
 
 
I. LA NORMATIVA ESPAÑOLA SOBRE EL PATRIMONIO NATURAL Y LA 
BIODIVERSIDAD. 
   
A. La Ley del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad. 
 
Además de los instrumentos de planeamiento establecidos por la normativa de 
ordenación territorial y por la normativa urbanística analizados en los capítulos 
anteriores, la normativa española establece un tercer tipo de instrumentos de 
planeamiento cuyo ámbito se limita a la protección de distintos tipos espacios 
naturales y sus recursos, por lo que cabe destacar de los mismos su carácter 
eminentemente ambiental y de preservación de valores, y su evidente 
incidencia con el suelo régimen del rústico o no urbanizable existente en cada 
zona geográfica concreta.  
 
Una consideración fundamental a tener en cuenta a la hora analizar la 
planificación ambiental en España es el marco actual de distribución 
constitucional de competencias sobre la materia, que parte de la determinación 
del artículo 149.1º.23ª de la CE1978 por la que corresponde al Estado, como 
competencia exclusiva, la legislación básica sobre protección del medio 
ambiente y que se justifica por el marcado carácter interterritorial de la materia 
y por la necesidad de salvaguardar los principios de solidaridad, igualdad de los 
ciudadanos y unidad del mercado, así como el interés general977. A partir de 
esta reserva estatal, la normativa de desarrollo sobre la materia ambiental se 
concentra en las diferentes Comunidades Autónomas en función de sus 
respectivos Estatutos de Autonomía, a lo que debemos añadir la 
importantísima actuación a nivel de gestión y ejecución que desarrollan las 
entidades que conforman la Administración Local. Pero en esta delimitación 
competencial de la materia ambiental no puede omitirse la cada vez más 
                                            
977 Cfr. FERNÁNDEZ DE GATTA SÁNCHEZ, Dionisio (2018, págs. 20-25). 
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importante, tanto cuantitativa como cualitativamente, normativa comunitaria 
europea, que viene a introducir medidas vinculantes para los distintos Estados 
miembros, generalmente a través de la aprobación de Directivas que deben ser 
objeto de trasposición en la normativa propia de cada uno de ellos.  
 
Conforme a esta distribución competencial, la actual normativa española sobre 
la materia se contiene básicamente en la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del 
Patrimonio Natural y de la Biodiversidad978 (LPNYB), en la que se recogen los 
principios rectores de la regulación estatal sobre medio ambiente en desarrollo 
de lo dispuesto en el artículo 45 de la CE1978, de la normativa de la Unión 
Europea sobre la materia y de los Tratados Internacionales suscritos por el 
Reino de España en relación con el medio ambiente y la protección de la 
naturaleza. La propia exposición de motivos de la LPNYB establece 
literalmente:  
 
“…Los principios que inspiran esta Ley se centran, desde la perspectiva 
de la consideración del propio patrimonio natural, en el mantenimiento 
de los procesos ecológicos esenciales y de los sistemas vitales básicos, 
en la preservación de la diversidad biológica, genética, de poblaciones y 
de especies, y en la preservación de la variedad, singularidad y belleza 
de los ecosistemas naturales, de la diversidad geológica y del 
paisaje...”.  
 
Esta ley, que vino a sustituir a la Ley 4/1989, de 27 de marzo, de Conservación 
de los Espacios Naturales y de la Flora y Fauna Silvestres que, a su vez, en 
parte procedía de la Ley de 2 de mayo de 1975, de Espacios Naturales 
Protegidos, viene a reconocer que el patrimonio natural y la biodiversidad 
desempeñan una función social relevante por su estrecha vinculación con la 
salud y el bienestar de las personas, y por su aportación al desarrollo social y 
económico, por lo que, según la propia exposición de motivos, establece que 
las actividades encaminadas a la consecución de sus fines podrán ser 
declaradas de utilidad pública o interés social a todos los efectos, incluidos los 
expropiatorios. 
 
                                            
978 BOE núm. 299, de 14 de diciembre de 2007.  
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Como afirma RUIZ-RICO RUIZ979 la regulación contenida en esta disposición 
se inspira en el principio de protección del medio ambiente como informador del 
derecho y fuente jurídica, reconociendo la prevalencia del ámbito 
medioambiental sobre los planes territoriales y urbanísticos en aplicación de los 
criterios normativos que le otorgan esta posición preferente. 
 
El artículo 2 de la LPNYB establece los principios inspiradores de la regulación 
que se contiene en la misma, conteniendo un catálogo de criterios con los que 
se orientan las medidas y acciones incluidas en la normativa de un marcado 
carácter proteccionista, conservador y regeneracionista de los entornos 
naturales incluidos en su ámbito de aplicación, derivados, como no podría ser 
de otra forma, del afán precautorio que preside toda la normativa ambiental 
consecuencia de la emanada por la Unión Europea sobre la materia y que 
tiende a preservar los espacios protegidos de las actuaciones agresoras o 
invasivas de los mismos.  
 
A los efectos del presente trabajo, es preciso destacar el principio enunciado en 
el punto f) del citado artículo 2, que dispone la prevalencia de la protección 
ambiental sobre la ordenación territorial y urbanística y los supuestos básicos 
de dicha priorización. Sobre la base de esta posición preferente de la 
protección ambiental, establecida como principio inspirador de la normativa 
estatal vigente, podemos concluir que los instrumentos de planificación, 
catalogación y control de los espacios naturales protegidos ostentan una 
vinculación prioritaria sobre el resto de instrumentos de planificación territorial, 
por lo que sus determinaciones requerirán la adaptación del contenido de éstos 
y la aplicación de sus medidas en función de las previsiones de los 
instrumentos ambientales. 
 
JORDANO FRAGA980 entiende que la actual regulación tanto estatal como 
comunitaria requieren la concepción de España como un Estado ambiental de 
Derecho, en el valor medio ambiente ha de ser reconocido sin complejos en el 
                                            
979 RUIZ-RICO RUIZ, Catalina (2011). 
980 JORDANO FRAGA, Jesús (2007, págs. 134 y ss.). 
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núcleo duro de derechos fundamentales. Para alcanzar este objetivo, entiende 
necesario el reforzamiento máximo del núcleo subjetivo del Derecho Ambiental, 
que debe tener reflejo en todos los ámbitos en los que se puedan ver 
comprometidos elementos o valores ambientales, entre los que presenta un 
lugar destacado la vinculación de la normativa y directrices ambientales sobre 
la ordenación territorial que se entienda contradictoria981.  
 
Desde un punto de vista general, podemos afirmar con SERVETO I AGUILÓ982 
que los principios inspiradores de la LPNYB tienden a afianzar en nuestra 
legislación el concepto de patrimonio integral, promovido por tendencias 
normativas internacionales y surgido a partir de la aplicación de un enfoque 
generalista a la interacción entre los patrimonios natural y cultural de un 
territorio, permitiendo hacer un análisis global de su realidad natural, social e 
histórica, que es la que conforma la memoria colectiva local. Para este autor el 
fundamento de este principio reside en la vinculación en una misma finalidad 
del concepto de preservación de los sitios culturales y la conservación de la 
naturaleza, destacando su complementariedad. 
 
Como expone LÓPEZ RAMÓN983 la LPNYB incorpora la lista de los principios 
vertebradores de la política ambiental comunitaria contenida en el artículo 191 
del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. En todos los casos nos 
encontramos ante principios generales del Derecho que cumplen las mismas 
funciones en materia ambiental que en cualquier otro ámbito jurídico. A juicio 
de este autor, cuando se establece que uno de estos principios es la 
conservación, la protección y la mejora de la calidad del medio ambiente, 
parece que se está imponiendo el diseño de una política ambiental activa, que 
se traduzca en medidas de congelación del estado de concretos elementos 
ambientales, en actuaciones sobre aspectos ajenos al propio elemento 
ambiental, así como en acciones de recuperación de elementos ambientales 
degradados. Otros principios caracterizados como objetivos generales de la 
                                            
981 Vid. JORDANO FRAGA, Jesús (1998, págs. 197-198).  
982 SERVETO I AGUILÓ, Patxi (2014, pág. 34). 
983 LÓPEZ RAMÓN, Fernando (2018, págs. 31-35). 
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legislación ambiental serían la prevalencia de la salud de las personas, la 
utilización racional y prudente de los recursos naturales y el fomento de la 
intervención internacional para los problemas ambientales de ámbito 
supranacional. 
 
En este sentido, cabe citar la referencia que a esta materia realiza el Consejo 
Económico y Social en su informe correspondiente al año 2012984, en el que se 
indica expresamente que es necesario hacer frente a la planificación y gestión 
sostenible de los recursos naturales de las zonas protegidas, pero también de 
las zonas que no lo están, para evitar con ello el deterioro y la fragmentación 
del territorio con el consiguiente aislamiento de las áreas protegidas, 
promoviendo un desarrollo territorial equilibrado, sostenible e integral, 
especialmente en el medio rural. Para ello, se entiende imprescindible apelar 
de nuevo a la gestión sostenible de los espacios protegidos, que exige integrar 
en su sistema de ordenación la conservación de sus valores, tanto naturales, 
como culturales y sociales. En este contexto el Consejo Económico y Social 
otorga una gran importancia al desarrollo de actividades económicas 
ambientalmente sostenibles, pues estima que el uso racional de los recursos 
las hace compatibles con la conservación, restauración y gestión adecuada del 
patrimonio natural. 
 
De hecho, el principio de desarrollo sostenible se configura actualmente como 
el elemento modulador de la preeminencia que la normativa europea y 
española otorgan a los valores ambientales, que se proyecta por la vinculación 
de las determinaciones que la normativa sectorial y de sus instrumentos de 
planificación específicos, mantienen sobre la planificación territorial y 
urbanística de un mismo espacio geográfico. Sobre esta cuestión, el citado 
JORDANO FRAGA985 afirma que el desafío actual es el modo de implementar 
este desarrollo sostenible, partiendo de la base de la prioridad de la defensa de 
los valores ambientales del territorio que ha venido conformando la 
                                            
984 http://www.ces.es/documents/10180/18510/Inf0112 (último acceso, 27 de diciembre de 
2018). 
985 JORDANO FRAGA, Jesús (2008, págs. 63 y ss.). 
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jurisprudencia de los Tribunales de Justicia nacionales y europeos. Para ello, 
este autor acoge la referencia al concepto, ya citado anteriormente, de 
“desarrollo ecológico”, como vía intermedia para introducir elementos de 
desarrollo socio-económico en los supuestos en los que la actividad promovida 
sea incompatible con la protección del entorno, en base al interés general 
considerado preferente.      
 
 
B. La custodia del territorio. 
 
El principio de patrimonio integral, así como en general el resto de los que 
inspiran la normativa de protección ambiental española, derivan de la ya 
apuntada función social y pública del patrimonio natural y de la biodiversidad 
existente en el territorio nacional, que se reconoce expresamente en el artículo 
4 de la actual LPNYB. Conforme a esta premisa, en la planificación y gestión 
de los espacios protegidos y la conservación de los hábitats y las especies, se 
establece la exigencia legal a los poderes públicos actuantes de fomentar los 
acuerdos voluntarios con los propietarios y usuarios de los recursos naturales, 
así como la participación de la sociedad civil en la conservación de la 
biodiversidad. Como afirman CARRERA y PIETX986 la aprobación de la LPNYB 
refleja la culminación del proceso de implantación de la custodia del territorio 
en España, al reconocer plenamente su condición de instrumento de 
conservación y uso de los valores y los recursos naturales, culturales y 
paisajísticos del territorio987. 
 
El concepto de custodia del territorio conlleva una forma de conservar el 
entorno generando la responsabilidad de sus propietarios y usuarios en la 
preservación, el buen uso del suelo y la correcta gestión de sus recursos, así 
como sus distintos valores naturales y patrimonios presentes en el terreno. 
Conforme a esta premisa, es entendida como la acción de la sociedad civil en 
la conservación de la naturaleza implicando a los distintos actores participantes 
                                            
986 CARRERA, Sandra y PIETX, Jordi (2009). 
987 Art. 3.9 LPNYB. 
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como son los propietarios, gestores y usuarios. Como destaca RUIZ 
SALGADO988 ha sido una herramienta esencial en la gestión y conservación 
prácticamente desde el origen de las políticas públicas de conservación de 
espacios naturales en los Estados Unidos de América del Norte, 
posteriormente exportada a otros países, incluido España. 
 
La LPNYB se refiere a la custodia del territorio asumiendo su configuración 
genérica989, aunque autores como BARREIRA LÓPEZ, RODRÍGUEZ-
GUERRA, PUIG VENTOSA y BRUFAO CURIEL990 ponen de manifiesto la 
ausencia de una definición de los acuerdos en los que se deba concretarse su 
ejecución. Pero para estos autores, independientemente del modelo de 
acuerdo asumido, la custodia se fundamenta en la participación activa y 
responsable de los distintos actores relacionados con el territorio, que se 
comprometen con la conservación de sus valores naturales y que pueden ser 
de diversa naturaleza, pública o privada, personas físicas o jurídicas, entidades 
mercantiles o sin ánimo de lucro, de modo que atenderán al régimen legal que 
sea de aplicación según su respectiva naturaleza. 
 
En lo que respecta a su formulación material, la custodia del territorio utiliza 
diferentes estrategias y mecanismos de acuerdo voluntario de conservación, en 
colaboración continua entre propietarios, usuarios y entidades públicas o 
privadas de custodia991. En este sentido, se configura como una eficaz 
herramienta para conservar el patrimonio natural, el paisaje y la biodiversidad, 
                                            
988 RUIZ SALGADO, Antonio (2016, pág. 15). 
989 Que puede sintetizarse en un conjunto de estrategias o técnicas jurídicas, cuya finalidad es 
la de implicar a los propietarios o usuarios de un determinado territorio, en la consecución de 
su objetivo último y común de conservar el patrimonio natural y la biodiversidad, asumiendo 
para ello un marcado carácter de voluntariedad y de complementariedad respecto a otro tipo de 
medidas hasta ahora más utilizadas por su vocación de actuación pública. 
990 BARREIRA LÓPEZ, Ana; RODRÍGUEZ-GUERRA, Myriam; PUIG VENTOSA, Ignasi y 
BRUFAO CURIEL, Pedro (2010, págs. 32 y ss.). 
991 Vid. MUÑOZ AMOR, María del Mar (2011, págs. 55 y ss.). Según describe esta autora, los 
propietarios o usuarios del terreno son los beneficiarios directos de las acciones de custodia del 
territorio, aunque para esta autora lo realmente importante en su actuación es la puesta a 
disposición del terreno al servicio de la colectividad, como beneficiario genérico o indirecto. Por 
su parte, las entidades de custodia y los agentes de apoyo son organizaciones públicas o 
privadas de estructura diversa, que se implican en proyectos de conservación del territorio, de 
sus recursos, valores naturales, sociales o históricos.  
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presentando sus diferentes estrategias el objetivo común de preservar el medio 
natural, mejorar su estado de conservación y transmitir a las generaciones 
futuras un planeta saludable, en el que la vida se desarrolle plenamente y en 
las mejores circunstancias992. Como afirma DURÁ ALEMAÑ993 la LPNYB crea 
el escenario para el desarrollo de la custodia del territorio, de tal forma que se 
constituye en una manera de complementar la actividad de los poderes 
públicos en la conservación de la biodiversidad, lo cual supone un refuerzo 
añadido a las políticas públicas de conservación que existían con anterioridad. 
A juicio de este autor, la custodia del territorio se dispone como una nueva 
política a extender junto al resto de políticas de conservación ambiental 
aplicadas en todo el territorio nacional, que debido a su carácter flexible, 
voluntario e integrador, debe posibilitar el aumento en España de la superficie 
de territorio natural protegido y bien gestionado.  
 
En el mismo sentido, JORGE GUILLE994 afirma que la custodia del territorio 
puede contribuir a la preservación de áreas naturales frágiles y de otros 
elementos y hábitats que precisen más acciones de guarda y cuidado frente a 
presiones y conductas erróneas vinculadas a la concepción de desarrollo, 
esencialmente en situaciones donde los instrumentos de planificación del 
territorio se muestran insuficientes. Con ello, se reafirma su labor 
complementaria y no excluyente de otros instrumentos y políticas de 
conservación de carácter administrativo, siendo para este autor la gran 
cualidad de esta estrategia de gestión. 
 
Sobre lo expuesto cabe realizar una doble reflexión sobre el impulso a la 
custodia del territorio que la LPNYB reclama de las distintas Administraciones. 
Como exponen ÁLVAREZ CARREÑO y HERNÁNDEZ LÓPEZ995, debe 
apuntarse que en ningún caso la apelación a la estrategia protectora de la 
custodia del territorio podrá utilizarse por parte de los poderes públicos como 
                                            
992 Cfr. BRUFAO CURIEL, Pedro (2016, pág. 5). 
993 DURÁ ALEMAÑ, Carlos Javier (2015, pág. 93). 
994 JORGE GUILLE, Jonatan (2014, pág. 6). 
995 ÁLVAREZ CARREÑO, Santiago M. y HERNÁNDEZ LÓPEZ, Sonia M. (2011, págs. 19 y 
ss.). 
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forma de relajar o incluso abandonar su obligación constitucional de proteger el 
medio ambiente. Por otro lado, también debe añadirse que la efectiva 
consolidación de la custodia del territorio requiere no solo el apoyo jurídico, 
sino también un extenso reconocimiento y difusión social que anime a los 
propietarios a su integración en proyectos de custodia, así como a posibles 
candidatas a entidades de custodia a configurarse como tales. Para estos 
autores esto solo se conseguirá cuando las entidades de custodia puedan 
desarrollar sus iniciativas y acuerdos en un marco jurídico riguroso, junto con el 
pleno apoyo de la Administración. 
 
Para ello, se deberían potenciar igualmente los aspectos positivos que la 
custodia del territorio presenta para los propios intereses de los terceros 
participantes, conforme destacan autores como MUÑOZ AMOR996, al estimar 
que la protección ambiental no deja de ser un recurso potencial para la 
creación de empleo y riqueza, así como para la diversificación de la economía 
de los entornos rurales, como de hecho se pone de manifiesto en la Ley 
45/2007, de 13 de diciembre para el Desarrollo Sostenible del Medio Rural997.  
 
Es en este sentido en el que la LPNYB asume la custodia del territorio, al 
expresar en sus artículos 76 y 77 los medios por los que se deben impulsar los 
acuerdos entre entidades de custodia y los propietarios de los terrenos, así 
como las condiciones en las que se deben incentivar sus externalidades 
positivas. Como ejemplo de esta posibilidad VILLAGRASA ROZAS998 hace 
referencia a como la custodia del territorio puede apoyar a la agricultura 
territorial que promueve la Ley 45/2007, de 13 de diciembre, para el Desarrollo 
Sostenible del Medio Rural, que fomenta el contrato territorial y lo define como 
un instrumento formal que establece el conjunto de compromisos entre una 
Administración Pública y el titular de una explotación agraria para orientar e 
incentivar su actividad en beneficio de un desarrollo sostenible del medio rural. 
Como expone esta autora, se trata de una figura de características particulares, 
                                            
996 MUÑOZ AMOR, María del Mar (2011, pág. 58). 
997 Cfr. BERMEJO LATRE, José Luis (2016, págs. 168 y ss.). 
998 VILLAGRASA ROZAS, María del Mar (2016, págs. 120 y ss.). 
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que aunque está específicamente pensada para la planificación territorial más 
que para la conservación de los valores naturales y paisajísticos, puede servir 




C. La colaboración interadministrativa como estrategia fundamental de la 
protección ambiental. 
 
Además de esta exigencia de colaboración público-privada, la vigente 
normativa estatal define los deberes de los poderes públicos en relación con la 
conservación de los distintos espacios naturales reconocidos, estableciendo en 
términos generales la necesidad de velar por la conservación y la utilización 
racional del patrimonio natural en todo el territorio nacional, incluyendo el medio 
marino y la zona económica exclusiva, así como la plataforma continental, con 
independencia de su titularidad o régimen jurídico, teniendo en cuenta 
especialmente los diferentes tipos de hábitats naturales y las especies 
silvestres en régimen de protección especial. Como concreción de esta 
obligación genérica, el artículo 5.2 de la LPNYB relaciona el catálogo de 
obligaciones específicas que han de observar las distintas Administraciones 
españolas, en función de sus respectivas competencias999, para garantizar la 
conservación y uso sostenible del patrimonio natural y la biodiversidad.  
 
En el cumplimiento de estas obligaciones, la norma estatal exige de forma 
expresa la necesidad de implementar cauces de cooperación y colaboración 
interadministrativa en materia de conservación del patrimonio natural y la 
biodiversidad, requiriendo igualmente la recíproca transferencia de información 
para garantizar el cumplimiento de los objetivos pretendidos por la norma. 
Como medio específico para la consecución de este objetivo, la LPNYB crea la 
                                            
999 La distribución competencial en relación con la declaración y gestión de espacios naturales 
protegidos fue objeto de análisis del Tribunal Constitucional en el marco de la anterior Ley de 
1989, mediante la Sentencia 102/1995, de 26 de junio (BOE núm. 181, de 31 de julio de 1995). 
Un completo análisis de la interpretación sostenida por el Tribunal Constitucional puede 
obtenerse en LAZA Y LAZA, Rosario (1996). 
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Comisión Estatal para el Patrimonio Natural y la Biodiversidad, como órgano 
consultivo y de cooperación entre el Estado y las Comunidades Autónomas, 
cuyos informes o propuestas deben ser sometidos, para conocimiento o 
aprobación según su alcance, a la Conferencia Sectorial de Medio Ambiente.  
 
A su vez, conforme dispone el artículo 8 de la LPNYB, se crea el Consejo 
Estatal para el Patrimonio Natural y la Biodiversidad, descrito como órgano de 
participación pública en el ámbito de la conservación y el uso sostenible del 
patrimonio natural y la biodiversidad, al que se le atribuye expresamente las 
funciones de informe de las normas y planes de ámbito estatal en esta materia. 
Se distingue de la Comisión, aparte de por sus funciones específicas, porque 
este Consejo se formula como medio de participación de las organizaciones 
profesionales, científicas, empresariales, sindicales y ecologistas más 
representativas a nivel nacional. 
 
Con estos criterios generales, la LPNYB procede a regular la forma y los 
medios por los que los poderes públicos deben gestionar la protección del 
patrimonio natural español y su biodiversidad, estableciendo los cauces por los 
que se deben declarar expresamente los ámbitos susceptibles de obtener una 
singularización normativa en atención a sus especiales condiciones 
ambientales, disponiendo como elementos nucleares en su ordenación y 
regulación a los instrumentos de planificación específicos, entendiendo que son 
los procedimientos más convenientes para dotar a los ámbitos protegidos 
ambientalmente de los medios adecuados para su protección y utilización 
racional. Debido a la conexión que presenta la protección ambiental con la 
ordenación territorial y urbanística, es inevitable que se produzcan 
solapamientos en los espacios geográficos de aplicación de los instrumentos 
de planificación de cada especialidad, cuestión que igualmente requiere la 
búsqueda de la mayor coordinación posible entre los diferentes ámbitos, 
máxime cuando se formulan también por distintas Administraciones Públicas.  
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Como muy acertadamente señala PASCUAL NÚÑEZ1000, la planificación del 
territorio es una tarea compleja cuando entran en juego intereses de naturaleza 
social, económica y ambiental, en ocasiones contrapuestos y cuyo reflejo en el 
espacio compete a diferentes Administraciones Públicas mediante la 
articulación de distintos instrumentos de planificación y ordenación atendiendo 
al vigente sistema competencial constitucional, a los elementos que se quieren 
ordenar y a los objetivos que se persiguen. 
 
Por ello, la citada autora destaca la importancia esencial de la cooperación y 
coordinación interadministrativa en materias como la disciplina urbanística, la 
ordenación de recursos naturales y la protección ambiental, debido a que la 
labor de planificación de un mismo territorio puede presentar diferentes 
objetivos que es preciso compatibilizar y priorizar, definiendo claramente los 
intereses prevalentes y los medios precisos para su establecimiento prioritario, 
frente a las posibles discrepancias existentes con los que deben quedar 
relegados en función del interés general preponderante. 
 
A mayor abundamiento, el propio informe del Consejo Económico y Social del 
ejercicio 2012 al que se ha hecho referencia anteriormente1001, concluye 
expresamente que la adecuada ordenación y gestión del territorio aconseja el 
establecimiento de niveles de protección del patrimonio natural similares en 
todas las Comunidades Autónomas, a través de la adopción de criterios e 
instrumentos comunes en materia de gestión y financiación de los espacios 
naturales. Para ello se entiende necesario redoblar los esfuerzos de 
coordinación con el Estado, pero también entre las distintas Administraciones 






                                            
1000 PASCUAL NÚÑEZ, María (2018-b). 
1001 Pág. 104. 
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II. LOS ESPACIOS NATURALES PROTEGIDOS EN ESPAÑA.  
 
El artículo 28 de la LPNYB define expresamente a los espacios naturales 
protegidos como los ámbitos del territorio nacional, incluidas las aguas 
continentales, y el medio marino, junto con la zona económica exclusiva y la 
plataforma continental, que contengan sistemas o elementos naturales 
representativos, singulares, frágiles, amenazados o de especial interés 
ecológico, científico, paisajístico, geológico o educativo o, en otro caso, que 
estén dedicados especialmente a la protección y el mantenimiento de la 
diversidad biológica, de la geodiversidad y de los recursos naturales y 
culturales asociados. En todo caso, la consideración de un ámbito territorial 
como espacio natural protegido requiere su expresa declaración administrativa 
como tal, debiendo tanto sus normas reguladoras como sus mecanismos de 
planificación determinar los instrumentos jurídicos, financieros y materiales 
precisos para cumplir los fines y objetivos perseguidos con su declaración. 
 
Como afirman LASTRA BRAVO y TOLÓN BECERRA1002 el concepto de 
espacio natural protegido ha ido evolucionando desde sus orígenes hasta 
constituir actualmente una institución que abarca un amplio conjunto de 
funciones. En particular, estos autores destacan la importancia creciente de su 
finalidad socioeconómica con respecto a las tradicionales de protección y 
conservación del medio biofísico, cultural y de investigación. Aunque un 
espacio natural podría definirse como un conjunto de ecosistemas naturales, 
apuntan que la acción antrópica en la naturaleza ha sido tan significativa que 
es difícil encontrar algún lugar en el mundo donde no se aprecie la presencia e 
interacción del ser humano. Por ello, al hablar de espacios naturales debemos 
referirnos tanto a los que se han conservado a través del tiempo sin sufrir otras 
modificaciones que las derivadas de los procesos naturales, como aquellos que 
califican como semi-naturales que, aunque alterados en mayor o menor medida 
por la intervención humana, conservan esencialmente su estructura original.  
 
                                            
1002 LASTRA BRAVO, Xavier y TOLÓN BECERRA, Alfredo (2008). 
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En términos similares se expresa GÓMEZ MORENO1003, al establecer que la 
consideración natural de los espacios protegidos no supone la eliminación de 
todo ámbito sometido a intervención humana, debido a que a lo largo de más 
de un centenar de años las distintas políticas aplicadas han generado un 
elenco de espacios protegidos por razones tan diversas como sus valores 
estéticos, simbólicos, naturales, o su armonía en la relación hombre-medio y, a 
mayor abundamiento, esa protección se ha realizado para fines muy diversos, 
en los que la protección del patrimonio natural y la biodiversidad son elementos 
transversales que propician o coadyuvan a la consecución de otros objetivos 
también de interés social o utilidad pública. Como apunta el citado TOLÓN 
BECERRA1004, la potenciación de la finalidad socioeconómica en el marco de la 
conservación de los espacios naturales protegidos no debe considerarse en la 
actualidad como ninguna amenaza sobre el objetivo fundamental de su 
preservación, sino como un instrumento eficaz, si se gestiona adecuadamente, 
para contribuir al desarrollo sostenible del entorno. De este modo, los 
resultados obtenidos ayudarán a perfeccionar el modelo de preservación de 
estos espacios, adaptando sus determinaciones de forma progresiva a los 
cambios conceptuales y legislativos que puedan producirse, y en definitiva, a 
extender esta idea al resto de enclaves sujetos a un régimen de especial 
protección. 
 
Por su parte ÁLVAREZ GONZÁLEZ1005 acentúa la especial consideración que 
los espacios naturales presentan dentro del Derecho Ambiental, como uno de 
sus ámbitos de consideración más antiguos y que, sin embargo, presenta 
actualmente una creciente importancia debido a la trascendencia e interés 
social que tiene el mantenimiento del patrimonio natural y la biodiversidad. A su 
vez, esta autora afirma que la normativa española presenta algunas 
singularidades que es preciso poner de manifiesto, debido a que se requiere la 
compatibilización de una protección básica de los espacios naturales 
establecida por el Estado con la protección adicional que establece cada 
                                            
1003 GÓMEZ MORENO, María Luisa (2010). 
1004 TOLÓN BECERRA, Alfredo (2000, pág. 170). 
1005 ÁLVAREZ GONZÁLEZ, Elsa Marina (2014). 
782





Comunidad Autónoma, lo que supone una mayor complejidad a la hora de 
promover y analizar la protección de los ecosistemas. De este modo, a juicio de 
esta autora, el actual marco legal español en esta materia se caracteriza por 
sus solapamientos, contradicciones y el desproporcionado número de figuras 
de declaración e instrumentos de ordenación, lo que conlleva que no existan 
fórmulas eficaces de organización y gestión de los ámbitos sujetos a protección 
ambiental. Si a ello se añaden las obligaciones que vienen impuestas por la 
Unión Europea en esta materia, y en particular, lo que se refiere a la Red 
Natura 2000, estos problemas de articulación sin duda se agudizan.  
 
Por lo demás cabe añadir que, en la consideración de los suelos proclives a 
obtener la declaración de espacio natural, la actual normativa asume los 
principios aplicables con carácter general a los suelos susceptibles de obtener 
un régimen de protección singularizado, como son los ya analizados de su 
carácter tuitivo y no regresión. Esta cuestión se refleja en los principios que 
inspiran la redacción de la LPNYB y que se relacionan en su artículo segundo, 
en el que también se determina expresamente la prevalencia de la protección 
ambiental sobre la ordenación territorial y urbanística como reflejo de la 
exigencia legal de preservar los territorios que deban obtener la condición de 
espacio natural protegido en cualquiera de sus tipos. Con arreglo a estas 
premisas, de forma expresa el artículo 5 de la ley dispone la obligación de los 
poderes públicos, en sus respectivos ámbitos competenciales, de velar por la 
conservación y la utilización racional del patrimonio natural en todo el territorio 
nacional con independencia de su titularidad o régimen jurídico, teniendo en 
cuenta especialmente los tipos de hábitats naturales y las especies silvestres 
en régimen de protección especial, que deberán conformar los diferentes tipos 
de espacios naturales protegidos establecidos por la normativa, tanto estatal 
como autonómica, aplicable. 
 
Esta conclusión puede apreciarse en diversas resoluciones judiciales, pudiendo 
citar como ejemplo la STSJ de Andalucía de 18 de noviembre de 2013 (Sede 
de Granada, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 1316/2008. 
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Ponente RODERO FRÍAS, EDJ 2013/280045), en cuyo FD 4º se afirma que la 
potestad administrativa para declarar los espacios naturales protegidos, como 
la de cualquier otra valoración sobre el territorio, ha de estimarse inicialmente 
como discrecional, aunque ciertamente no se encuentra exenta de elementos 
reglados o sometidos a normas formales y materiales de obligada observancia. 
Para la Sala, el ejercicio de esta potestad administrativa se centra en la 
valoración y ponderación de la conveniencia de la declaración y la 
determinación de los límites del tal espacio, elementos que, como todos los 
aspectos de índole discrecional no quedan exentos de la posibilidad de su 
revisión jurisdiccional. Esta revisión se instrumenta a través de la verificación 
de la correcta aplicación de los principios generales del derecho y de los 
hechos fácticos determinantes de la decisión administrativa, que en su 
existencia y características escapan a toda discrecionalidad pues los hechos 
son tal como la realidad los exterioriza y, por lo tanto, la Administración no 
puede desfigurarlos o tergiversarlos, aunque efectivamente tenga facultades 
discrecionales para su valoración. 
 
En el mismo sentido, puede citarse la STSJ de la Comunidad Valenciana de 8 
de octubre de 2008 (Ponente BASANTA RODRÍGUEZ, LA LEY 241922/2008), 
en la que se expone que la condición necesaria para la declaración de un 
espacio natural protegido es la efectiva presencia de los valores naturales por 
los que el territorio merece tal reconocimiento, por lo que la acreditación de su 
concurrencia es la causa determinante de su consideración ambiental y, en 
cuanto a tal, su impugnación solo puede basarse en la no concurrencia de 
dichos valores y no en otros intereses que decaen ante el superior y preferente 
de la preservación ambiental. 
 
Conforme a esta determinación, la LPNYB enumera los distintos tipos de 
espacios naturales protegidos en su artículo 28, efectuando su diferenciación 
en función de los bienes y valores a proteger en cada caso y de sus objetivos 
de gestión. Como opina la citada autora GÓMEZ MORENO1006, la aplicación de 
                                            
1006 Op. cit. (2010, pág. 326). 
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cualquier política sobre el territorio conlleva la realización de una lectura 
intencional de los elementos y sectores identificados en el mismo y, a la 
inversa, del resultado de esa aplicación surgirán nuevos elementos 
contribuyendo así al continuo proceso de construcción del territorio. Para esta 
autora las definiciones de cada categoría de protección recogen su 
intencionalidad y de los resultados de su aplicación puede deducirse la 
coherencia de su aplicación, esto es, si esta intencionalidad ha afectado de 
modo homogéneo a territorios con características semejantes o si, por el 
contrario, otros factores ajenos a su finalidad han distorsionado esta aplicación.  
 
Conforme a este razonamiento, podemos esbozar la misma conclusión que en 
el supuesto de los ámbitos protegidos por los distintos procesos de 
planificación a los que se ha hecho referencia en los capítulos anteriores, 
aunque enunciados sobre situaciones materiales diferenciadas, que determina 
que la correcta justificación del proceso de análisis e identificación del territorio 
debe acreditar la viabilidad y procedencia de la categoría en la que se 
encuadre cada ámbito calificado como espacio natural protegido. 
 
  
A. Categorías de espacios naturales protegidos en la legislación 
española.  
 
A nivel estatal, el citado artículo 28 de la LPNYB establece las siguientes 
categorías de espacios naturales protegidos: 
  
a) Los Parques, definidos como áreas naturales que, en razón a la belleza 
de sus paisajes, la representatividad de sus ecosistemas o la 
singularidad de su flora, de su fauna o de su diversidad geológica, 
incluidas sus formaciones geomorfológicas, poseen unos valores 
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ecológicos, estéticos, educativos y científicos cuya conservación merece 
una atención preferente1007.  
 
b) Las Reservas Naturales, que son espacios naturales cuya creación tiene 
como finalidad la protección de ecosistemas, comunidades o elementos 
biológicos que, por su rareza, fragilidad, importancia o singularidad 
merecen una valoración especial. 
 
c) Las Áreas Marinas Protegidas, descritas como espacios naturales 
designados para la protección de ecosistemas, comunidades o 
elementos biológicos o geológicos del medio marino, incluidas las áreas 
intermareal y submareal, que en razón de su rareza, fragilidad, 
importancia o singularidad, merecen una protección especial1008. 
 
d) Los Monumentos Naturales, que son espacios o elementos de la 
naturaleza constituidos básicamente por formaciones de notoria 
singularidad, rareza o belleza, que merecen ser objeto de una protección 
especial. 
 
e) Los Paisajes Protegidos, definidos como partes del territorio que las 
Administraciones competentes, a través del planeamiento aplicable, por 
sus valores naturales, estéticos y culturales, y de acuerdo con el 
Convenio del Paisaje del Consejo de Europa, consideren merecedores 
de una protección especial. 
 
                                            
1007 En este caso, hay que citar expresamente a los Parques Nacionales, cuya regulación 
específica se contiene en la Ley 30/2014, de 3 de diciembre (BOE núm. 293, de 4 de diciembre 
de 2014). 
1008 Como ejemplo de este tipo singular de espacio protegido, puede citarse el Decreto 
45/2018, de 14 de diciembre, por el que se establece la reserva marina de la costa noreste de 
Ibiza-Tagomago y se regulan en ella las actividades de extracción de flora y fauna marina y las 
actividades subacuáticas. (Boletín Oficial de las Islas Baleares núm. 157, de 15 de diciembre 
de 2018). En el ámbito de la reserva marina se prohíbe la pesca marítima y la extracción de 
flora y fauna marinas, salvo las excepciones que se disponen expresamente. Quedan también 
prohibidas la captura y la retención a bordo de las especies definidas por la normativa balear.  
Se regula la pesca profesional de artes menores, la pesca recreativa de superficie y marisqueo 
recreativo, y las actividades subacuáticas. La reserva marina dispone de una comisión de 
seguimiento con funciones informativas y consultivas. 
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A esta delimitación de espacios naturales realizada por la normativa estatal, 
debemos añadir las figuras similares creadas por las distintas normativas 
autonómicas en función de sus respectivas competencias en materia 
ambiental. A modo de ejemplo, podemos citar las categorías establecidas en el 
artículo 2 de la Ley 2/1989, de 18 de julio, por la que se aprueba el Inventario 
de Espacios Naturales Protegidos de Andalucía y se establecen medidas 
adicionales para su protección1009, en el que se definen a los Parajes 
Naturales, los Parques Periurbanos, las Reservas Naturales Concertadas y las 
Zonas de Importancia Comunitaria. Del mismo modo, podemos citar lo 
dispuesto en el artículo 8 de la Ley 4/2006, de 19 de mayo, de Conservación de 
la Naturaleza de Cantabria1010, en el que se añade como espacio natural 
protegido dentro de esta Comunidad Autónoma a las denominadas Áreas 
Naturales de Especial Interés; o en el artículo 3 de la Ley 11/1994, de 27 de 
diciembre, de Espacios Naturales Protegidos de la Comunidad Valenciana1011, 
por el que se añaden en su ámbito regional los denominados Parajes Naturales 
Municipales y las Zonas Húmedas Catalogadas. 
 
 
B. Características generales de los espacios naturales protegidos. 
 
Independientemente de las posibles definiciones que puedan adoptar en cada 
territorio en concreto, en lo que respecta a su ámbito formal, podemos destacar 
las siguientes cuestiones sobre el régimen de los espacios naturales protegidos 
españoles: 
 
a) Conforme dispone el artículo 37 de la LPNYB, corresponde a las 
Comunidades Autónomas la declaración y determinación de la fórmula 
de gestión de los espacios naturales ubicados en su ámbito territorial. En 
el caso de los ubicados en el medio marino, su declaración corresponde 
                                            
1009 BOJA núm. 201, de 27 de julio de 1989 (BOE núm. 201, de 23 de agosto de 1989). 
1010 Boletín Oficial de Cantabria núm. 105, de 1 de junio de 2006 (BOE núm. 184, de 3 de 
agosto de 2006). 
1011 Diario Oficial de la Comunidad Valenciana de 9 de enero de 1995 (BOE núm. 33, de 8 de 
febrero de 1995). 
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a la Administración General del Estado, salvo que se acredite su 
continuidad ecológica con un espacio natural terrestre.  
 
b) Con arreglo a los principios generales de actuación contenidos en la 
propia LPNYB, se dispone expresamente que en los casos en que un 
espacio natural protegido se extienda por el territorio de dos o más 
Comunidades Autónomas, éstas deberán establecer de común acuerdo 
las fórmulas de colaboración necesarias para su gestión. 
 
c) En el caso específico de los Parques Nacionales, conforme dispone el 
artículo 8 de la citada Ley 30/2014, de 3 de diciembre, la declaración de 
Parque Nacional, basada en la apreciación del interés general del 
Estado en su conservación, se debe realizar mediante Ley de las Cortes 
Generales y, en todo caso, implicará su inclusión del en la Red de 
Parques Nacionales de España. 
 
En cuanto a su consideración material, conforme destacan LASTRA BRAVO y 
TOLÓN BECERRA1012, cabe destacar que la declaración de los espacios 
naturales protegidos deriva en la actualidad de un conjunto complejo de 
finalidades, entre las que la doctrina destaca las de de protección y 
conservación del medio biofísico y cultural, la científica y de investigación, la 
educativa, la recreativa y, finalmente, la socioeconómica. Como afirman los 
citados autores, la de protección y conservación ha de estimarse como 
primordial en función de los valores inherentes a los ámbitos declarados y a la 
propia naturaleza de la actuación administrativa, si bien, el resto de fines han 
ido adoptando de forma progresiva un mayor reconocimiento, conforme se ha 
estimado la necesidad de compatibilizar la preservación de estos espacios con 
el desarrollo socioeconómico de los territorios de su entorno1013. 
 
                                            
1012 Op. cit. (2008). 
1013 Cfr. RIVERA MATEOS, Manuel (2015).   
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En este sentido, ROMERO CALCERRADA1014 expone que, en la actualidad, se 
está apostando por la valoración de los espacios naturales protegidos como 
importantes activos de desarrollo, conforme a las nuevas orientaciones de 
diversificación productiva y el aprovechamiento de potencialidades en el medio 
rural. Por ello, se apuesta por una planificación orientada a reducir la intensidad 
de las actividades, buscando o reorientado hacia aplicaciones sostenibles en el 
uso del territorio, a fin de restaurar y conservar ecosistemas naturales. El 
objetivo se centra en garantizar que los aprovechamientos socioeconómicos no 
perjudiquen la conservación favorable de los hábitats y especies presentes en 
cada lugar. Esta realidad, a juicio de este autor, es consecuencia de la reciente 
incorporación de las cuestiones socioeconómicas a la preocupación central de 
la conservación de la naturaleza, lo que se traduce en la consideración, el 
reconocimiento y la valoración de una relación positiva entre el desarrollo 
socioeconómico y el mantenimiento de los valores naturales presentes en los 
ámbitos protegidos.  
 
En términos similares se expresan GARZÓN GARCÍA y MULERO 
MENDIGORRI1015 al afirmar que la expansión tanto cuantitativa como 
cualitativa de los espacios naturales españoles ha sido paralela a la sustitución 
de la concepción protectora de corte conservacionista e interés puramente 
ecológico, por otra más abierta e integradora. Esta nueva concepción ha sido 
fruto de la demanda procedente de distintos ámbitos sociales y científicos, pero 
también apoyada por las propias circunstancias presentes en las zonas sobre 
las que se han extendido los espacios naturales, básicamente sobre amplias 
superficies de entornos rurales, cuya realidad socioeconómica no ha podido ser 
obviada.  
 
Para RUIZ SALGADO1016 esta exigencia supone introducir en el ámbito de los 
espacios naturales protegidos el principio de desarrollo sostenible, al aceptar la 
imposibilidad de mantener el modelo económico actual sin introducir 
                                            
1014 ROMERO CALCERRADA, Raúl (2002). 
1015 GARZÓN GARCÍA, Rafael y MULERO MENDIGORRI, Alfonso (2005, págs. 316 y ss.). 
1016 RUIZ SALGADO, Antonio (2006). 
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modificaciones estructurales que integren los condicionantes de naturaleza 
ambiental, económica y social de las actividades humanas. A juicio de este 
autor, en lo que afecta a la protección de espacios protegidos, su proyección 
futura solo será viable si se entiende ligada a la sostenibilidad de las pautas de 
prosperidad de la sociedad de su entorno, realizada en connivencia con las 
medidas de preservación exigibles. 
 
Además de lo expuesto, los autores anteriores también hacen referencia a las 
características que deben apreciarse en todo territorio para poder ser 
considerado como espacio natural susceptible de protección, resaltando las 
relativas a los méritos de protección y al carácter efectivo de ésta. Con 
respecto a la primera de ellas, destacan que para que un espacio natural sea 
protegido, debe ser previamente protegible, es decir, que debe reunir una serie 
de requisitos y cualidades extraordinarias que, además, deben quedar 
plenamente justificadas. En segundo lugar, para que sea realmente protegido 
el espacio natural previamente identificado, deben utilizarse instrumentos 
eficaces, entre los que se destacan la existencia de un marco legal, dentro del 
cual los espacios protegidos puedan establecerse y gestionarse correctamente. 
 
La primera exigencia ha sido expresamente requerida por la jurisprudencia que 
se ha encargado de resolver las controversias surgidas en los casos en los que 
la declaración de espacios naturales protegidos ha sido impugnada, como 
podemos apreciar en la STS de 19 de julio de 2016 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 
216/2015. Ponente PECES MORATE, EDJ 2016/114554), por la que se ratifica 
la anulación de una declaración de espacio natural porque, entre otros motivos, 
en el informe presentado por la Administración autonómica para justificar la 
inclusión de los terrenos en el Parque Natural no constaba la existencia de 
sistemas o elementos naturales representativos que reunieran las 
características exigibles para ser calificados de parque o de espacio natural 
protegido. En el mismo sentido se expresan las STS de 9 de febrero de 2016 
(Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 1010/2014. Ponente PECES MORATE, EDJ 2016/9704) 
y la de 28 de junio de 2016 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 2813/2014. Ponente SUAY 
RINCÓN, EDJ 2016/105702), al determinar que no pueden incluirse dentro de 
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un espacio protegido terrenos que, de forma objetiva, no presenten las 
características propias y los valores que fundamentaron su declaración, por lo 
que reputa improcedente una inflación excesiva de la superficie del espacio 
protegido. 
 
Conforme a la segunda de las exigencias apuntadas anteriormente, la 
normativa española actual recoge los postulados tendentes a considerar a los 
instrumentos de planeamiento, tanto sectorial como de ordenación territorial, 
como los medios más procedentes para garantizar la preservación de los 
entornos protegidos y, adicionalmente, su correcta utilización conforme a los 
criterios racionales establecidos en los correspondientes procesos 
planificadores1017. Como afirma GARALLO URRUELA1018 la compatibilización 
del desarrollo y la conservación en los territorios declarados espacios naturales 
protegidos y, por tanto, la eficacia de las políticas conservacionistas debe 
implementarse mediante instrumentos de planificación, tanto socio-económica 
como de ordenación territorial, que permitan la articulación de los mecanismos 
de solidaridad y los medios financieros para establecer modelos de desarrollo 
rural, que garanticen a los habitantes de las zonas rurales afectadas por la 
declaración de espacios protegidos, un crecimiento económico sostenible, unas 
dignas condiciones de vida y, en definitiva un futuro mejor compatible con la 
preservación de los enclaves de su entorno. 
 
Lo expuesto permite concluir, al igual que se ha afirmado en capítulos 
anteriores, que la planificación se configura como el elemento prioritario para la 
ordenación del territorio, fundamentalmente por su capacidad de englobar las 
medidas de muy diverso calado que permitan gestionar adecuadamente su 
ámbito geográfico. De forma similar podemos concluir con respecto a los 
espacios naturales protegidos, puesto que su exigida vocación protectora debe 
desarrollarse de forma preferente a través de los instrumentos de planificación 
establecidos al efecto por la normativa vigente y, adicionalmente, por los 
propios instrumentos de ordenación territorial y urbanística. El análisis de la 
                                            
1017 Cfr. ZAMORA ROSELLÓ, María Remedios (2011). 
1018 GARALLO URRUELA, Jesús María (2001, pág. 293). 
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realidad práctica permite afirmar que la planificación de estos espacios permite 
determinar expresa y claramente las medidas precisas para su preservación y, 
a su vez, incorporar los criterios de gestión que permitan autorizar los usos 
compatibles con sus características naturales, asumiendo de este modo la 
premisa de desarrollo sostenible que demandan las circunstancias actuales de 
estos entornos. 
 
Esta consideración es avalada por autores como DELGADO VIÑAS1019, al 
exponer que uno de los problemas fundamentales de los espacios naturales 
deriva precisamente de la ausencia de instrumentos de planeamiento 
específico para la ordenación territorial y ambiental de los espacios objeto de 
protección o, en su caso, del extraordinario retraso en su elaboración y 
aplicación, así como de las dilaciones temporales existentes en su tramitación. 
Esta realidad, añadida a la de la propia elaboración de los instrumentos de 
planificación territorial que, a juicio de esta autora, en muchos casos incluyen 
criterios no suficientemente estrictos y eficaces para evitar las agresiones a 
estos ámbitos de excepcional valor natural, suponen las limitaciones más 
importantes que presentan en la actualidad los espacios naturales protegidos y 
que, al menos de forma progresiva, es preciso eliminar. 
 
 
III. LOS PARQUES NACIONALES. 
 
A. Definición y características fundamentales. 
 
La figura principal de los espacios naturales protegidos en España es la de los 
Parques Nacionales, que como se ha apuntado en el epígrafe anterior, se 
regulan de forma específica en la actual Ley 30/2014, de 3 de diciembre (LPN), 
aunque su origen se remonta a la Ley de 7 de diciembre de 1916, por la que se 
llevó a cabo la selección de un elenco de parajes del territorio nacional 
considerados excepcionales, dotándolos de un tratamiento específico dirigido a 
                                            
1019 DELGADO VIÑAS, Carmen (2008, págs. 307-308). 
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la conservación de sus valores naturales y, en la medida de lo posible, 
garantizar su preservación para el disfrute y respeto de la sociedad española.  
 
Como expone LÓPEZ RAMÓN1020 con esta norma se iniciaba el camino de la 
conservación natural española, que perseguía proteger “sitios o parajes 
excepcionalmente pintorescos, forestales o agrestes”. Para MARRACO 
ESPINÓS1021 la Ley de Parques Nacionales de 1916 planteaba tres conceptos 
o ideas básicas que definían lo que era la esencia de los espacios naturales 
protegidos: una figura para la conservación de la naturaleza que primaba los 
conceptos estético y paisajístico; en segundo lugar, una delimitación de lugares 
o ámbitos que están al servicio de la sociedad para ser visitados; y en tercer 
lugar, que en su condición de nacionales, se debía implicar en su preservación 
la Administración a su más alto nivel, es decir, el Estado. 
 
La figura de los Parques Nacionales fue importada de la regulación de otros 
países europeos, pero cuyo precedente más remoto deriva de la declaración 
estadounidense como tal de los Parques de Yosemite y Yellowstone en el 
último tercio del siglo XIX1022. Con la declaración de estos espacios se quería 
dar respuesta a las demandas de algunos colectivos en relación con la 
protección de la naturaleza de ámbitos muy selectos del territorio español, 
otorgándoles una consideración muy singular y destacada, que se manifestaba 
en el propio mecanismo arbitrado para su formulación que requería una 
afirmación estatal expresa reflejada en una norma investida de todas las 
formalidades legales vigentes. 
 
Conforme a estos precedentes, sobre los que se han formulado las 
declaraciones de los espacios que actualmente conforman la Red de Parques 
Nacionales de España, el vigente artículo 4 de la LPN los define como espacios 
naturales de alto valor ecológico y cultural, cuya escasa transformación por la  
actividad humana determina que, en razón de la belleza de sus paisajes, la 
                                            
1020 LÓPEZ RAMÓN, Fernando (2016-c, pág. 214). 
1021 MARRACO ESPINÓS, José Manuel (2019). 
1022 Cfr. GONZÁLEZ HERNÁNDEZ, José Miguel (2014, págs. 58 y ss.). 
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representatividad de sus ecosistemas o la singularidad de su flora, de su fauna, 
de su geología o de sus formaciones geomorfológicas, o sus valores 
ecológicos, estéticos, culturales, educativos y científicos, sean merecedores de 
una atención preferente y sean declarados de interés general del Estado. 
Como describe MARTÍNEZ DE PISÓN1023 los Parques Nacionales se 
identifican, independientemente del lugar donde se encuentren, como lugares 
de asociación colectiva en la función de preservación de un territorio 
patrimonial sobresaliente por sus cualidades naturales, que a nivel geográfico 
queda catalogado, protegido y regido a través de ese rango político.  
  
En base a esta consideración, la declaración de un espacio natural como 
Parque Nacional tiene por objeto la conservación de la integridad de sus 
valores naturales y sus paisajes y, supeditado a ello, su uso y disfrute por la 
sociedad. Con esta afirmación la propia normativa refleja para estos espacios 
los principios que presiden todo ámbito de protección ambiental, si bien desde 
un enfoque eminentemente proteccionista, sometiendo los posibles usos de 
estos entornos a su objeto fundamental, que no es otro que la preservación de 
sus valores inherentes.  
 
Esta declaración expresa de la LPN debe entenderse de todo punto razonable, 
debido a que nos encontramos ante el conjunto de espacios que, desde un 
punto de vista ecológico y ambiental, constituyen los ámbitos de biodiversidad 
más importantes del territorio nacional, por lo que el mantenimiento de su 
identidad y la preservación de sus ecosistemas se postulan como máximas de 
actuación prioritarias sobre cualquier otra alternativa, que solo podrá 
considerarse en el caso de que se acredite su plena compatibilidad con esta 
finalidad fundamental.  
 
En tal sentido, como afirma CARDELÚS1024 el conjunto de estos espacios 
naturales supone la imagen superior de los ámbitos de naturaleza española, 
por lo que su regulación y puesta en valor requieren un tratamiento conjunto 
                                            
1023 MARTÍNEZ DE PISÓN, Eduardo (2018, pág. 7). 
1024 CARDELÚS, Borja (2014, págs. 26-27). 
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que los considere de forma unitaria, como parte de la propia identidad de 
España en su vertiente ambiental. Por esta realidad, la declaración1025 de estos 
espacios como Parque Nacional, se fundamenta en la apreciación del interés 
general por el Estado en su conservación, requiriendo una ley de las Cortes 
Generales que implica, entre otras cuestiones, la inclusión del ámbito territorial 
en la Red de Parques Nacionales de España.  
 
 
B. Efectos legales de la declaración de un territorio como Parque 
Nacional. 
 
La declaración formal de una determinada superficie territorial como Parque 
Nacional conlleva unos efectos muy importantes para los terrenos incluidos en 
el espacio natural que obtiene esa declaración, partiendo de la propia utilidad 
pública o interés social precisa para acometer las actuaciones tendentes a la 
consecución de los objetivos incluidos en la propia declaración administrativa 
en que se contiene su reconocimiento. A su vez, conforme determina 
expresamente el artículo 7.3 de la LPN, aparte de las que puedan considerarse 
de forma específica para cada espacio natural en concreto, se identifican una 
serie de actividades que se consideran incompatibles con los objetivos 
generales de los Parques Nacionales, por lo que se prohíbe expresamente su 
ejercicio en todos ellos. Estas actividades son las de pesca deportiva y 
recreativa, la caza deportiva y comercial, la tala con fines comerciales, los 
aprovechamientos hidroeléctricos, las vías de comunicación, redes energéticas 
y otras infraestructuras, las explotaciones mineras y el sobrevuelo a menos de 
3.000 metros de altura.  
 
Como contrapartida a esta relación de limitaciones generales, GONZÁLEZ-
VARAS IBÁÑEZ1026 destaca que la normativa vigente admite la capacidad de 
los Parques Nacionales para desarrollar actividades económicas o comerciales 
                                            
1025 Así como la modificación de sus límites y, en su caso, la posible pérdida de la condición de 
Parque Nacional. 
1026 GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ, Santiago (2015). 
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en especial las relacionadas con el uso público o el turismo rural, añadiendo 
que la LPN protege aquellos usos y actividades tradicionales conforme a la 
práctica histórica realizada por los propietarios, usuarios y residentes locales en 
los Parques Nacionales, siempre que hayan sido reconocidos como usos 
compatibles o necesarios para su gestión, conforme determinen sus 
correspondientes instrumentos de planificación. 
 
En este sentido, como más adelante se hará referencia, la LPN establece para 
los Parques Nacionales, en su consideración de espacios ambientales 
protegidos, unos instrumentos específicos de planificación que se integran por 
el Plan Director de la Red de Parques Nacionales y los Planes Rectores de Uso 
y Gestión (PRUG), a los que hay que añadir los que, en su ámbito de 
competencia, establezcan las Comunidades Autónomas con carácter sectorial 
para aquellos ámbitos de actividad que precisen de una formulación más 
detallada. Esta posible diversificación deriva de la distribución competencial 
que a efectos de la gestión de los Parques Nacionales contiene la LPN, por la 
que se atribuye con carácter ordinario a las Comunidades Autónomas en cuyos 
territorios estén situados, incluidos los marítimo-terrestres cuando exista 
continuidad ecológica del ecosistema terrestre con el marino. Solo en los 
supuestos de Parques Nacionales declarados sobre aguas marinas bajo 
soberanía o jurisdicción nacional o cuyos territorios se extiendan a dos o más 
Comunidades Autónomas, su gestión será estatal, si bien la propia norma 
contiene la posibilidad de acordar fórmulas complementarias de gestión y 
administración en relación a los territorios de cada una de las Comunidades 
Autónomas afectadas. 
 
La necesidad de planificar el uso y gestión de los Parques Nacionales, como 
afirman autores como SAN MIGUEL AYANZ1027, deriva de la apreciación de 
estos espacios como ámbitos naturales poco transformados pero no 
calificables como primarios, lo que supone que su relativa interacción humana 
requiera la formulación de un sistema de gestión que pueda armonizar esta 
                                            
1027 SAN MIGUEL AYANZ, Alfonso (2014, págs. 21 y ss.). 
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realidad con la necesidad de su efectiva preservación. A su vez, es preciso 
destacar que los efectos de la declaración de un Parque Nacional afectan 
inevitablemente a los habitantes de su área de influencia, lo que va a precisar 
la implementación de un sistema de aprovechamientos que, sometido a la 
función prioritaria de preservación del entorno, posibilite la disposición de los 
recursos aprovechables en favor de las comunidades próximas, como medida 
de desarrollo sostenible de los territorios afectados por la declaración de estos 
espacios naturales singulares. 
 
A juicio del citado autor, los procesos de planificación de los Parques 
Nacionales deben responder a tres tipos fundamentales de gestión: 
 
• La principal o necesaria, que se califica como imprescindible para la 
conservación de los valores naturales y culturales de estos espacios y 
que se centra en actuaciones de conservación pasiva (prevención y/o 
prohibición) o activa, con medidas de conservación directamente 
orientadas a especies o hábitats como es el caso del pastoreo extensivo, 
que correctamente regulado contribuye a la conservación de pastos 
naturales y paisajes. 
 
• La segunda es la gestión compatible, que sin ser estrictamente 
necesaria para la conservación, no perjudica significativamente a los 
valores naturales y culturales del parque y puede contribuir a satisfacer 
las demandas de la sociedad o a fomentar el desarrollo sostenido de sus 
áreas de influencia socioeconómica y zonas periféricas de protección. 
 
• Finalmente, también resulta necesaria la identificación de las actividades 
de gestión incompatible con los objetivos del Parque Nacional, como 
medio preventivo ante las actuaciones y proyectos que puedan 
perjudicar o afectar a sus valores inherentes. 
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Como expone MORA RUIZ1028, la planificación de los Parques Nacionales no 
sólo cumple una función de integración o equilibrio entre las pretensiones de 
desarrollo y la necesidad de conservación del espacio natural, sino que la 
misma se cualifica, por la excepcionalidad de la figura, incrementando la 
importancia de la actuación de las Administraciones Públicas en la tutela del 
patrimonio natural. Bajo esta premisa se deben formular los instrumentos de 
planificación de estos ámbitos tan sensibles de la geografía española, sin duda 
priorizando la preservación de sus valores naturales pero, por otro lado, sin 
obviar la necesaria interacción humana en su gestión, como medio de 
garantizar su correcto equilibrio con el entorno.  
 
 
C. La vinculación de su régimen jurídico sobre los instrumentos de 
planeamiento territorial. 
 
En todo caso, como en general se predica de todo ámbito de planificación 
ambiental, es evidente que las determinaciones de los instrumentos relativos a 
los Parques Nacionales prevalecen sobre las previsiones de los instrumentos 
de planificación urbanística sobre los que coincidan geográficamente, debiendo 
ser revisados en sus postulados que fueran incompatibles con los criterios 
contenidos en los primeros. Esta vinculación, aunque ciertamente no se indique 
expresamente en la LPN, debemos entender que se extiende a los 
instrumentos de planificación territorial debido a que, como afirman autores 
como SANZ RUBIALES1029, aunque en los Parques Nacionales no es 
necesario que se formule un instrumento específico de ordenación,  sí que 
debe existir el previo Plan Director, lo que conlleva que cuando el PRUG 
formulado para el mismo se ajuste a sus determinaciones, que se consideran 
normativa de aplicación básica, se impondrá a lo que establezca la 
planificación de ordenación del territorio de la correspondiente Comunidad 
Autónoma. 
 
                                            
1028 MORA RUIZ, Manuela (2015). 
1029 SANZ RUBIALES, Íñigo (2015). 
798





Las implicaciones que la declaración de Parque Nacional conlleva para la 
ordenación territorial y urbanística de los terrenos incluidos en su ámbito y zona 
de influencia, aparte de las derivadas de la planificación formulada 
específicamente sobre los mismos, presentan algunos aspectos generales que 
cuanto menos es preciso enunciar: 
 
• En primer lugar, debemos hacer referencia a la exigencia contenida en 
los artículos 6.2 y 7.6 de la LPN, por la que de forma expresa el suelo 
incluido en los límites de los Parques Nacionales no podrá ser 
susceptible de urbanización ni edificación, sin perjuicio de lo que 
determine el Plan Rector de Uso y Gestión en cuanto a las instalaciones 
precisas para garantizar su gestión y contribuir al mejor cumplimiento de 
sus objetivos. 
 
Conforme a esta expresa determinación legal, se pretende evitar todo 
proceso de desarrollo urbanístico dentro del ámbito superficial de estos 
espacios naturales tan privilegiados, al entender que las actuaciones 
urbanizadoras son esencialmente incompatibles con la preservación de 
los valores ambientales que se pretenden preservar con el mecanismo 
más reforzado que contiene la normativa española vigente y ello, sin 
perjuicio de asumir las necesarias exigencias de instalaciones precisas 
para su servicio y, en algunos supuestos concretos, de viabilizar los 
núcleos existentes previamente a su declaración como Parque Nacional. 
 
• En segundo lugar, en lo que respecta a las zonas colindantes con los 
Parques Nacionales el artículo 20.6.c) de la LPN hace referencia al 
contenido de los PRUG sobre estas áreas, al posibilitar que se incluyan 
las medidas para asegurar la compatibilidad de la actividad tradicional y 









Sobre esta cuestión SANZ RUBIALES1030 afirma que, precisamente por 
referirse al entorno de la superficie de los Parques Nacionales, esta previsión 
no encuentra legitimación directa en el ámbito territorial de la propia norma en 
que contiene y, por lo tanto, no puede imponerse a las Comunidades 
Autónomas en su potestad de planificación territorial. Pero, no obstante, hay 
que entender que estas posibles previsiones se fundamentan en la propia 
protección de los recursos naturales del Parque Nacional, por lo que las 
propuestas incluidas deben condicionar las determinaciones de los 
instrumentos de planificación aplicables sobre su entorno, que deberán 
incorporar estas medidas en atención a los principios y criterios que motivaron 
la declaración del espacio natural conforme a esta alta consideración. Para 
este autor normalmente se tratará de medidas limitadoras de actividades y 
usos, incluyendo las facultades edificatorias, que se impondrán a la 
planificación urbanística del entorno del Parque Nacional como medidas 
adicionales para su protección integral. 
 
 
D. La Red de Parques Nacionales de España. 
 
Como conclusión a todo lo expuesto, podemos afirmar con CORRALIZA 
RODRÍGUEZ1031 que los Parques Nacionales constituyen algo más que un 
recurso para la conservación de valores territoriales y naturales, ya que 
representan un conjunto de recursos que contribuyen al bienestar social y a la 
mejora de las condiciones de vida de la sociedad en su conjunto. A juicio de 
este autor, esta realidad explica el alto nivel de aceptación social de la Red de 
Parques Nacionales, al percibirse como una oportunidad para promover una 
más intensa relación de las personas con la naturaleza mediante la que 
asumimos el reto de conservar para el futuro nuestro propio patrimonio natural.  
 
El reto para el futuro es compatibilizar la preservación de estos espacios de 
singular interés ambiental con una adecuada gestión de sus recursos 
                                            
1030 Op. cit. (2015). 
1031 CORRALIZA RODRÍGUEZ, José Antonio (2014, págs. 102-103). 
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renovables, que permita otorgar medios efectivos de desarrollo para las 
comunidades vecinas de estos espacios, garantizando la permanencia y 
asentamiento de la población como medio adicional de conservación de la 
biodiversidad y de los distintos ecosistemas protegidos.  
 
A lo anterior se puede añadir con DE MENDIZÁBAL ALLENDE1032 que el Reino 
de España debe intentar aproximarse a la superficie estimada por el Congreso 
Mundial de Parques Nacionales como nivel óptimo de protección ambiental en 
espacios de esta importancia, que se cifra en el uno por ciento de la superficie 
del territorio nacional y del que todavía se encuentra alejada la incluida en la 
actual Red de Parques Nacionales de España. Para ello, se propone la 
culminación de las propuestas que actualmente se encuentran en 
consideración, no solo por estimar que son merecedoras de este 
reconocimiento por los valores ambientales reconocidos en los territorios 
propuestos, sino además por asegurar la pervivencia de sus entornos y 
ecosistemas, lo que se garantiza con su inclusión en este ámbito de mayor 
protección a nivel estatal.  
 
La importancia que de forma progresiva se ha otorgado a la institución de los 
Parques Nacionales, aparte de todo lo expuesto, se refleja en el conglomerado 
de organismos de distinto alcance y condición que ejercen funciones sobre los 
mismos, de entre los que destaca la fundamental Red de Parques Nacionales a 
la que se ha hecho referencia, regulada actualmente en los artículos 14 y 
siguientes de la LPN.  
 
Como afirma GUILLÉN NAVARRO1033 la organización de los Parques 
Nacionales se conforma actualmente atendiendo a la evolución de la estructura 
estatal, dando lugar a órganos que asumen la importante función de ser el 
punto de encuentro entre la potestad de coordinación de la Administración 
General del Estado y el ámbito de gestión y organización de las Comunidades 
Autónomas reconocido por la normativa vigente. Este necesario entendimiento 
                                            
1032 DE MENDIZÁBAL ALLENDE, Rafael (2015). 
1033 GUILLÉN NAVARRO, Nicolás Alejandro (2016, pág. 180). 
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entre Administraciones es el aspecto que marca el devenir de la organización 
de los Parques Nacionales, para lo que la actual LPN está llamada a apaciguar 
décadas de disputas competenciales.  
 
Como expone MOREU CARBONELL1034, la propia exposición de motivos de la 
LPNYB afirma que la Administración General del Estado consolida su función 
de coordinación de la Red de Parques Nacionales, con la finalidad de aunar las 
acciones promovidas por las diferentes Administraciones Públicas, asegurar un 
marco adecuado para la conservación de los Parques Nacionales y colaborar 
en el cumplimiento de sus objetivos. Esta función se atribuye al Organismo 
Autónomo Parques Nacionales, como entidad pública dependiente del 
Gobierno de España y que surgió de la unión de dos figuras muy importantes 
en la gestión ambiental y de los recursos naturales, como eran el Instituto 
Nacional para la Conservación de la Naturaleza (ICONA) y del Instituto 
Nacional para la Reforma y Desarrollo Agrario (IRYDA). Aparte de la 
coordinación, la proyección y el impulso de la Red de Parques Nacionales, 
tiene encargadas las funciones de asumir su imagen exterior y su papel 
internacional.  
 
En este sentido CASTROVIEJO BOLÍBAR1035 Uno de los aspectos esenciales 
del modelo actual es el establecimiento de la Red de Parques Nacionales, 
como un sistema de protección y de gestión que está conformado tanto por los 
espacios actualmente declarados como por todos los medios e instrumentos de 
determinan su existencia y permiten su gestión. Conforme a este sistema, la 
Administración General del Estado se reserva la declaración de nuevos 
Parques Nacionales y la gestión de la Red, en tanto que las Comunidades 
Autónomas se encargan de la gestión individualizada de cada uno de estos 
espacios naturales protegidos1036. 
 
                                            
1034 MOREU CARBONELL, Elisa (2016, pág. 67). 
1035 CASTROVIEJO BOLÍBAR, Miguel (2018, pág. 8). 
1036 https://www.miteco.gob.es/es/parques-nacionales-oapn/quienes-somos/ (último acceso, 19 
de febrero de 2019). 
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Como instrumentos asociados a la Red de Parques Nacionales, SAN MIGUEL 
AYANZ1037 destaca las figuras del Comité Científico de Parques Nacionales, 
presidido por el Director del Organismo Autónomo de Parques Nacionales y 
constituido por investigadores de reconocida trayectoria profesional en el 
campo de los espacios naturales protegidos, que tiene como función genérica 
el asesoramiento científico sobre cualquier cuestión planteada por el 
Organismo Autónomo Parques Nacionales, bien a iniciativa de éste o bien a 
petición de las Administraciones gestoras de los parques nacionales. De este 
modo, el Comité actúa como elemento de conexión entre la comunidad 
científica internacional y los gestores de los Parques Nacionales.  Por otro lado, 
destaca al Programa de Investigación en la Red de Parques Nacionales, 
orientado a promover una investigación científica de excelencia que contribuya 
a mejorar la gestión y conservación de la Red de Parques Nacionales de 
España.  
 
El entramado organizativo de los Parques Nacionales se completa con 
diferentes órganos consultivos, de colaboración y de coordinación: Patronatos 
de cada Parque Nacional; Comité de Colaboración y Coordinación de Parques 
Nacionales, del que forman parte representantes del Organismo Autónomo 
Parques Nacionales y los responsables autonómicos de cada parque); 
Comisiones de Coordinación, en los Parques Nacionales cuyo territorio se 
extiende por más de una Comunidad Autónoma); Consejo de la Red de 
Parques Nacionales; Asociación de Municipios con Parques Nacionales, 
etc1038. En definitiva, la cantidad de órganos e instituciones que trabajan por y 
para los Parques Nacionales es una muestra clara tanto de su importancia, 
como de la necesidad de realizar sobre ellos una buena gestión, de lo que 





                                            
1037 SAN MIGUEL AYANZ, Alfonso (2014). 
1038 Vid. BONACHE LÓPEZ, Jorge y otros (2016). 
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IV. LA PLANIFICACIÓN AMBIENTAL ESPAÑOLA. 
 
A. Regulación normativa. 
 
Como se ha expuesto en los epígrafes anteriores, puede afirmarse que para 
conseguir los fines medioambientales tan ambiciosos que la normativa estatal 
establece con carácter general y que se exponen a lo largo y ancho de toda la 
LPNYB y del resto de normativa sectorial sobre la materia, el legislador estatal 
dispone la necesidad de acometer la planificación integral de carácter 
ambiental del territorio español, debido a que se considera a los instrumentos 
de planificación como los medios más favorables para concretar, definir y 
alcanzar los objetivos determinados en la regulación ambiental.  
 
En los albores de la restauración democrática española MUÑOZ-SECA 
FERNÁNDEZ-CUESTA y CARDELÚS1039 afirmaban que la planificación 
ambiental tenía como objetivo elemental acercar a los hombres de los núcleos 
rurales a su propio entorno, para de esta manera enraizarles profundamente en 
él y evitar no sólo su marcha a las ciudades, sino la íntima satisfacción de una 
forma de vida mucho más completa en su propio entorno. Esta visión 
marcadamente socioeconómica del objeto de la planificación ambiental fue 
posteriormente desplazada hacia una visión mucho más proteccionista, que ha 
marcado la evolución de su tratamiento normativo hasta la fecha. De este 
modo, el centro de atención de la planificación ambiental se ha orientado de 
forma determinante hacia los principios proteccionistas que se formulan en el 
actual artículo 2 de la LPNYB. No obstante, también puede añadirse que los 
principios determinantes del denominado desarrollo sostenible y su incidencia 
sobre el entorno de los espacios naturales protegidos, han venido a modular 
los sistemas de preservación de estos parajes singulares, aunque manteniendo 
la prioridad de su protección como elemento inspirador y vehicular de su 
régimen jurídico.  
 
                                            
1039 MUÑOZ-SECA FERNÁNDEZ-CUESTA, Beatriz y CARDELÚS, Borja (1978, págs. 185 y 
ss.). 
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A lo anterior, CHAMORRO GONZÁLEZ1040 añade que la planificación de los 
recursos naturales de los espacios protegidos se inserta dentro de la dinámica 
planificadora que muchas normas reguladoras del dominio público contienen y 
permiten la ordenación razonable de la actividad afectada, de forma tal que 
suponen una autovinculación positiva de la Administración actuante, para 
prever adecuadamente cómo va a desarrollar la política de protección y cómo 
la va a conciliar con los usos que autoriza con las necesidades de los hábitats 
de la zona.  
 
Por lo que respecta a la competencia para formular los distintos instrumentos 
de planificación ambiental, PÉREZ ANDRÉS1041 destaca que no aparece en el 
ordenamiento vigente como una competencia sustantiva, sino como un 
elemento más integrante de las competencias medioambientales. Esto conlleva 
que, en principio, tanto el Estado como las Comunidades Autónomas podrán 
legislar sobre planificación medioambiental y ejecutar dicha legislación, pero 
evidentemente respetando el reparto competencial realizado sobre la materia.  
 
Como añaden LASTRA BRAVO y TOLÓN BECERRA1042 el sistema de 
planificación de los espacios naturales protegidos establecido por la normativa 
vigente no ha supuesto una sensible variación con respecto a la anterior Ley 
4/1989, de 27 de marzo, de Conservación de los Espacios Naturales y de la 
Flora y Fauna Silvestres1043. De este modo, los principales instrumentos de 
planificación ambiental regulados en la actual normativa son el Plan Rector de 
Uso y Gestión (PRUG), que apareció por primera vez en la anterior regulación 
estatal, y por el Plan de Ordenación de los Recursos Naturales (PORN). A su 
vez, a raíz del traspaso de competencias realizado conforme a las previsiones 
constitucionales, cada Comunidad Autónoma ha desarrollado de forma 
progresiva su propio sistema de planificación de los espacios naturales, de 
forma que la normativa regional ha creado una gama diversa de planes y 
                                            
1040 CHAMORRO GONZÁLEZ, Jesús María (2008, pág. 43). 
1041 PÉREZ ANDRÉS, Antonio Alfonso (1998-b). 
1042 Op. cit. (2008).  
1043 Cfr. DELGADO PIQUERAS, Francisco (2003, pags.35 y ss.). 
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B. Instrumentos sectoriales de planificación ambiental.  
 
Aparte de las figuras anteriores, esenciales en la ordenación y en la gestión de 
los espacios naturales, cabe destacar en la cúspide de la pirámide de la 
planificación ambiental española al denominado Plan Estratégico Estatal del 
Patrimonio Natural y de la Biodiversidad, instrumento elaborado de forma 
conjunta entre el Estado y las Comunidades Autónomas1044 al que se atribuye 
el establecimiento y la definición de objetivos, acciones y criterios que 
promuevan la conservación, el uso sostenible y, en su caso, la restauración del 
patrimonio, recursos naturales terrestres y marinos y de la biodiversidad y de la 
geodiversidad1045. Este instrumento de planificación ambiental general se 
configura como un elemento preciso para controlar la evolución del patrimonio 
natural y la biodiversidad española, cuyas determinaciones deben adaptarse a 
la realidad de cada momento, por lo que el artículo 13 de la LPNYB dispone 
que su aprobación se realice en un marco temporal predeterminado, con un 
umbral máximo de duración de diez años1046. Esta planificación general o 
integral del ámbito ambiental del territorio nacional, como indica el citado 
artículo 12 de la ley, se limita a establecer los objetivos y las acciones a 
desarrollar para la protección de los espacios y recursos naturales, previo 
desarrollo del diagnóstico territorial que todo instrumento de planeamiento debe 
                                            
1044 La participación de las Comunidades Autónomas, en atención a sus competencias 
medioambientales reconocidas en sus Estatutos de Autonomía, se desarrolla a través de la 
Comisión Estatal para el Patrimonio Natural y la Biodiversidad, que lo elevará para su 
aprobación a la Conferencia Sectorial de Medio Ambiente.  
1045 El artículo 12.2 dispone que: “El Plan Estratégico Estatal contendrá, al menos, los 
siguientes elementos: 
a) Un diagnóstico de la situación y de la evolución del patrimonio natural y la biodiversidad y la 
geodiversidad. 
b) Los objetivos cuantitativos y cualitativos a alcanzar durante su periodo de vigencia. 
c) Las acciones a desarrollar por la Administración General del Estado y las estimaciones 
presupuestarias necesarias para su ejecución”. 
1046 Actualmente este instrumento se contiene en el Real Decreto 1274/2011, de 16 de 
septiembre, por el que se aprueba el Plan estratégico del patrimonio natural y de la 
biodiversidad 2011-2017, en aplicación de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio 
Natural y de la Biodiversidad (BOE número 236, de 30 de septiembre de 2011). 
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realizar a la hora de identificar las distintas áreas geográficas y proceder a su 
zonificación a efectos eminentemente proteccionistas. 
 
A este instrumento de planificación ambiental general se refiere también el 
artículo 19 de la Ley 45/2007, de 13 de diciembre, para el Desarrollo Sostenible 
del Medio Rural1047 (LDSMR), norma fechada y publicada el mismo día que la 
LPNYB pero que denomina a este instrumento de forma algo distinta, si bien de 
su contenido parece desprenderse que ambas normas se refieren al mismo 
instrumento. En concreto la LDSMR, que lo califica expresamente como 
instrumento de planeamiento ambiental, denomina a esta figura como Plan 
Estratégico Nacional del Patrimonio Natural y la Biodiversidad y la 
Geodiversidad1048, estableciendo como contenido del mismo:  
 
“…(las) previsiones de actuación en materia de protección de suelos y 
acuíferos, proyección del paisaje, lucha contra la desertificación, 
reforestación, restauración hidrológico-forestal, prevención de riesgos 
naturales, prevención contra incendios y recuperación de la cubierta 
vegetal, con especial detalle para la protección contra incendios de los 
núcleos de población del medio rural y de los espacios naturales 
protegidos. Asimismo, se considerarán, específicamente, las 
actuaciones ligadas al mantenimiento y protección de los paisajes 
protegidos y de interés del medio rural y las áreas de montaña. Se 
incluirán iniciativas para el conocimiento, protección y uso sostenible del 
patrimonio geológico, minero y biológico como recurso científico, cultural 
y turístico”. 
 
Pero como ocurre con los instrumentos de planeamiento territorial o 
urbanístico, las acciones de zonificación concreta y establecimiento de medidas 
de protección se atribuyen a los instrumentos de desarrollo del planeamiento 
                                            
1047 Publicada en el BOE núm. 299, de 14 de diciembre de 2007. 
1048 De la denominación de este instrumento por ambas normas se desprenden dos diferencias, 
en primer lugar, la denominación “Estatal” frente a “Nacional”, lo cual entiendo que debe 
atribuirse a la implicación política de utilización de ambos vocablos, si bien en a los efectos de 
la materia a la que nos referimos no se le debe atribuir mayor importancia y, en segundo lugar, 
la introducción de la palabra “Geodiversidad”, lo que en principio parece pretender hacer 
referencia a la totalidad de ámbitos a los que debe atender el instrumento de planificación, 
añadiendo la relativa a la realidad física del territorio. No obstante, la cuestión de la 
denominación de este instrumento parece no tener muy buena “estrella”, debido a que en otras 
partes del articulado de la propia LDSMR, como son el artículo 12 o la disposición final tercera, 
que establece el horizonte temporal en el que debería ser aprobado, se omite la expresión 
“Geodiversidad” en su denominación, lo que sin duda reafirma la conclusión de que nos 
encontramos ante el mismo instrumento regulado en la LPNYB. 
807





general, entre los que la propia LPNYB señala en primer lugar a los 
denominados instrumentos de planificación sectorial, regulados en su artículo 
14 como elementos de integración de los objetivos y acciones del Plan 
Estratégico Estatal en políticas sectoriales de competencia estatal, tanto en el 
medio terrestre como en el marino. Estos planes sectoriales, realizados previa 
consulta a las Comunidades Autónomas y a los sectores implicados en función 
de su ámbito específico, deben ser aprobados al igual que el Plan Estratégico 
Estatal mediante Real Decreto del Consejo de Ministros. En cumplimiento de 
esta exigencia normativa, aunque ciertamente fuera del plazo establecido 
expresamente en el artículo 13.3 de la LPNYB que finalizaba en 2012, se ha 
aprobado el Real Decreto 416/2014, de 6 de junio, por el que se aprueba el 
Plan sectorial de turismo de naturaleza y biodiversidad 2014-2020, que como 
indica su exposición de motivos, se centra en reforzar las sinergias positivas 
relacionadas con la conservación de la biodiversidad y el turismo de naturaleza, 
teniendo en cuenta la ventaja competitiva que supone que la biodiversidad de 
España sea la más relevante de la Unión Europea y que el sector turístico sea 
uno de los más importantes en cuanto a su impacto económico en las cuentas 
nacionales de España. 
   
La definición que el artículo 14 de la LPNYB realiza sobre los instrumentos de 
planificación sectorial, dictados en desarrollo del Plan Estratégico Estatal del 
Patrimonio Natural y de la Biodiversidad, determina que dentro de ellos se 
deban incluir las denominadas Estrategias Marinas reguladas por la Ley 
41/2010, de 29 de diciembre, de Protección del Medio Marino1049, cuyo artículo 
7 describe como instrumentos de planificación de cada demarcación marina y 
constituyen el marco general al que deberán ajustarse necesariamente las 
diferentes políticas sectoriales y actuaciones administrativas con incidencia en 
el medio marino de acuerdo con lo establecido en la legislación sectorial 
correspondiente. Por consiguiente, estos instrumentos específicamente 
ideados para el medio marino deben contener los elementos de aplicación de 
las actuaciones tendentes a la protección y restauración de estos entornos, 
                                            
1049 BOE número  317, de 30 de diciembre de 2010. 
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incluyendo como añade el punto cuarto del citado artículo 7 la evaluación del 
estado ambiental de las aguas, la determinación del buen estado 
medioambiental, la fijación de los objetivos medioambientales a conseguir, un 
programa de medidas para alcanzar dichos objetivos y un programa de 
seguimiento1050.  
 
En desarrollo de estas Estrategias Marinas, la propia Ley 41/2010, de 29 de 
diciembre, regula en sus artículos 24 y siguientes las denominadas Áreas 
Marinas Protegidas, como espacios protegidos situados en el medio marino 
español, representativos del patrimonio natural marino, con independencia de 
que su declaración y gestión estén reguladas por normas internacionales, 
comunitarias, estatales o autonómicas. Su gestión y funcionamiento se 
desarrollan a través de instrumentos de planificación específicos1051.  
 
También debemos hacer referencia en este punto a la denominada Estrategia 
estatal de infraestructura verde y de la conectividad y restauración ecológicas, 
regulada en el artículo 15 de la LPNYB y que debe ser aprobada mediante 
Orden conjunta de los Ministerios implicados en su formulación, en 
colaboración con las diferentes Comunidades Autónomas. Según el citado 
artículo, tiene por objeto la generación de las directrices de identificación y 
conservación de los elementos del territorio que componen la infraestructura 
verde del territorio español, terrestre y marino, y para que la planificación 
territorial y sectorial que realicen las Administraciones públicas permita y 
asegure la conectividad ecológica y la funcionalidad de los ecosistemas, la 
mitigación y adaptación a los efectos del cambio climático, la desfragmentación 
                                            
1050 Cfr. ZAMORANO WISNES, José (2018). 
1051 Como ejemplo de declaración de un espacio protegido de estas características, puede 
citarse el Real Decreto 699/2018, de 29 de junio, por el que se declara Área Marina Protegida 
el Corredor de migración de cetáceos del Mediterráneo, se aprueba un régimen de protección 
preventiva y se propone su inclusión en la Lista de Zonas Especialmente Protegidas de 
Importancia para el Mediterráneo (Lista ZEPIM) en el marco del Convenio de Barcelona (BOE 
núm. 158, de 30 de junio de 2018). 
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de áreas estratégicas para la conectividad y la restauración de ecosistemas 
degradados1052.  
 
Como apunta FERNÁNDEZ DE GATTA SÁNCHEZ1053 la Estrategia de 
infraestructura verde no se presenta como una nueva figura de protección del 
patrimonio natural, sino como una herramienta integradora que pretende 
asegurar los procesos originados en los sistemas ecológicos y cuyos beneficios 
revierten en el ser humano (en relación con el aumento de la eficiencia de los 
recursos naturales, la mitigación y adaptación al cambio climático, la 
prevención de desastres, la gestión del agua, del suelo y del territorio, la 
agricultura y la silvicultura, la inversión y el empleo, la salud, etc.). Por ello, se 
concibe como una red de espacios planificada, diseñada y gestionada de forma 
estratégica cuyos componentes territoriales, objetivos y directrices se 
incorporan en las políticas sectoriales, incluida la urbanística y territorial; con lo 
que, de este modo, toda normativa que regula los distintos ámbitos de 
actuación en el territorio debe integrar el concepto de infraestructura verde, dar 
cumplimiento a los objetivos y directrices establecidos en la Estrategia nacional 
y, asimismo, tomar en consideración los ecosistemas, la conectividad y la 
restauración ecológica como parte de ella.  
 
Se trataría, pues, de llevar a cabo un nuevo modelo de planificación del 
territorio más saludable tanto para los ecosistemas y la sociedad. Como afirma 
LÓPEZ RAMÓN1054 la regulación de la LPNYB tras la innovación realizada por 
la Ley 33/2015, contiene los principales parámetros exigidos por la normativa 
comunitaria sobre conectividad ecológica, lo que a su vez constituye una 
normativa básica sobre la materia, a implementar mediante la esperada 
Estrategia estatal. Este documento de alcance nacional se encuentra pendiente 
                                            
1052El artículo 15 en su punto 4 señala que, en base a las directrices de la Estrategia estatal, las 
Comunidades Autónomas deberán desarrollar sus propias estrategias, que incluirán, al menos, 
los objetivos contenidos en la estrategia estatal. Como ejemplo de esta necesaria actuación 
normativa autonómica puede citarse el Acuerdo de 12 de junio de 2018 del Consejo de 
Gobierno de la Junta de Andalucía, por el que se aprueba el Plan Director para la Mejora de la 
Conectividad Ecológica en Andalucía, una estrategia de infraestructura verde (BOJA núm. 130, 
de 6 de julio de 2018).  
1053 FERNÁNDEZ DE GATTA SÁNCHEZ, Dionisio (2018, pág. 52). 
1054 LÓPEZ RAMÓN, Fernando (2016, págs. 43 y ss.). 
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de aprobación definitiva, si bien la Secretaría de Estado de Medio Ambiente 
anunció en marzo de 2018 el compromiso de su publicación con anterioridad a 




C. Otras figuras afines. 
 
Además de estos instrumentos de planificación sectorial, autores como ALLI 
TURRILLAS y LOZANO CUTANDA1056 incluyen dentro de la enumeración de 
instrumentos de planificación ambiental los denominados Planes Directores, 
elementos no regulados por la LPNYB sino por normas sectoriales específicas 
de los ámbitos sobre los que se aplican y que contienen su objeto, ámbito, así 
como su régimen de aprobación, alcance y contenido esencial.  
 
En primer lugar, debemos hacer referencia al denominado Plan Director de la 
Red de Parques Nacionales, regulado por el artículo 19 de la antes referida Ley 
30/2014, de 3 de diciembre, de Parques Nacionales (LPN), definido como el 
más elevado instrumento de planificación y ordenación de estos ámbitos 
específicos. De acuerdo con esta definición, este instrumento de planificación 
se configura como el elemento básico y principal de definición y programación 
de los objetivos estratégicos de conservación, uso y control de la Red de 
Parques Nacionales, así como de los criterios de coordinación de sus 
determinaciones fundamentales, incluyendo a su propia imagen corporativa. A 
lo anterior hay que añadir la caracterización de este instrumento, que la propia 
LPN realiza como marco delimitador de los parámetros de correcta gestión de 
la Red de Parques Nacionales, formulados al objeto de mantener un estándar 
mínimo de conservación que permita identificar las actuaciones desfavorables 
que puedan realizar los poderes autonómicos encargados de su gestión1057 y 
                                            
1055 
http://www.mapama.gob.es/es/prensa/180309semaestrategiaestataldeinfraestructuraverde_tcm
30-443162.pdf (último acceso, 20 de julio de 2018). 
1056 ALLI TURRILLAS, Juan-Cruz y LOZANO CUTANDA, Blanca (2015, pág. 371).  
1057 Atribuida directamente a las Comunidades Autónomas por el artículo 21 de la LPN. 
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que motiven la adopción de medidas de intervención precautoria por parte de la 
Administración General del Estado, conforme a lo dispuesto en el artículo 22 de 
la LPN. 
 
El Plan Director de la Red de Parques Nacionales se encuentra actualmente 
formulado mediante el Real Decreto 389/2016, de 22 de octubre (BOE número 
257, de 24 de octubre de 2016) y dispuesto en su aplicación por un periodo 
máximo de duración de diez años conforme a su disposición adicional segunda, 
trascurrido el cual se deberá tramitar su revisión conforme dispone el artículo 
19.3 de la LPN. El contenido de este instrumento de formulación estatal ha sido 
expresamente validado por la STS de 27 de diciembre de 2017 (Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, Sec. 5ª, rec. 5058/2016. Ponente FERNÁNDEZ 
VALVERDE, CENDOJ 28079130052017100478), en la que el Alto Tribunal 
viene a concluir que su contenido no extralimita la atribución competencial 
atribuida al Estado por el artículo 19 de la LPN, por lo que, en consecuencia, 
con su redacción no se invaden competencias de las otras Administraciones 
implicadas en la gestión de los Parques Nacionales.  
 
En este sentido LÓPEZ PÉREZ1058 afirma que, aunque para la declaración de 
Parque Nacional sigue siendo exigida la aprobación de una Ley estatal (y se 
mantienen las competencias para fijar los requisitos básicos para que un 
determinado espacio pueda ser declarado como tal), por el contrario, el Estado 
no tiene competencias directas en su gestión. Por ello, a través de 
instrumentos como el Plan Director de la Red de Parques Nacionales, el 
Estado trata de homogeneizar las medidas de protección mínimas a establecer 
en su conjunto e, incluso, la imagen corporativa de los Parques Nacionales 
como unidad y referencia nacional. Con arreglo a esta premisa el Tribunal 
Supremo entiende que el Estado, con la formulación del actual Plan Director, 
no ha vulnerado el principio de autonomía local, lo que constituye sin duda un 
éxito para esta Administración, habida cuenta de los reveses que ha sufrido en 
las últimas décadas al respecto de los Parques Nacionales, sobre todo por 
                                            
1058 LÓPEZ PÉREZ, Fernando (2018-b). 
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diversos pronunciamientos del Tribunal Constitucional relativos principalmente 
al ámbito del régimen de su gestión y aprovechamiento.  
 
En segundo lugar, es preciso hacer mención expresa al denominado Plan 
Director de la Red de Áreas Marinas de España1059, cuya regulación se 
contiene en la citada Ley 41/2010, de 29 de diciembre, de protección del medio 
marino, siendo definido conforme a su artículo 291060 como un instrumento 
básico de coordinación para la consecución de los objetivos de la Red de Áreas 
Marinas Protegidas de España. Al igual que sucede con el Plan Director de la 
Red de Parques Nacionales, el de Áreas Marinas de España se establece con 
un horizonte de duración máximo de diez años y en su formulación o revisión 
deberá incluirse un procedimiento de participación pública en el que 
obligatoriamente deben participar las Comunidades Autónomas1061.  
 
También se debe hacer referencia en este punto al denominado Plan Nacional 
de Calidad Ambiental Agrícola y Ganadera1062, regulado en el artículo 19.3 
LDSMR, de deberá incluir subprogramas relativos a reducción, reutilización y 
gestión sostenible de residuos agrarios y ganaderos, agricultura y ganadería 
ecológicas, y a la reducción y uso sostenible de fertilizantes y plaguicidas 
agrícolas. Dicho Plan, además, deberá incluir un tratamiento y medidas 
especiales para las explotaciones incluidas en la Red Natura 2000 y para las 
                                            
1059 Una breve pero muy completa descripción de estos espacios naturales protegidos en el 
medio marino puede encontrase en TEMPLADO GONZÁLEZ, José (2008). Desde el punto de 
vista de la necesidad de establecer una red que incorpore a estos espacios protegidos, se 
puede consultar el artículo de AYALA, Beatriz (2006). 
1060 El contenido mínimo de estos Planes Directores, según el punto primero de este artículo, 
debe incluir: 
a) Los objetivos estratégicos de la Red de Áreas Marinas Protegidas durante la vigencia del 
Plan Director, así como la programación de las actuaciones que desarrollará la Red para 
alcanzarlos. 
b) Los objetivos a alcanzar en materia de cooperación y colaboración con otras 
administraciones u organismos, tanto en el ámbito nacional como internacional. 
c) Las directrices para la planificación y la conservación de las Áreas Marinas Protegidas. 
d) El programa de actuaciones comunes de la Red, y los procedimientos para su seguimiento 
continuo y evaluación. 
e) La determinación de los proyectos de interés general que podrán ser objeto de financiación 
estatal. 
1061 Vid. GIMÉNEZ CASALDUERO, María (2010). 
1062 Según la LDSMR, este instrumento de planeamiento deberá realizarlo el Gobierno de la 
Nación, a propuesta de los Ministerios de Agricultura, Pesca y Alimentación y de Medio 
Ambiente, y previa consulta a las organizaciones profesionales agrarias más representativas. 
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que pueden contribuir, a través de un uso más responsable de estas 
sustancias, a la reducción de la contaminación difusa de los acuíferos y las 
aguas superficiales y costeras. Junto con este instrumento pueden citarse los 
Programas de Desarrollo Rural Sostenible (PDR), que entre otras funciones, 
deben concretar los objetivos, planes y actuaciones sectoriales a desarrollar 
por las diferentes Administraciones competentes. Mediante la implantación de 
los PDR se pretenden desarrollar las medidas delimitadas, entre otros, por los 
instrumentos de planeamiento ambiental, asumiendo los compromisos de 
gestionar la transición hacia una economía verde que propugna la propia Unión 
Europea1063.     
 
En todos estos casos y en forma similar a lo expuesto en el caso del Plan 
Estratégico Estatal del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad, la normativa 
establece un sistema de planeamiento que dista de establecer condiciones 
específicas de delimitación o zonificación de los  ámbitos a los que se refieren 
cada uno de ellos, sino que se limitan a establecer un procedimiento de 
coordinación y garantía de mantenimiento de los estándares de protección y 
regeneración de los espacios naturales previamente delimitados por la propia 
normativa que regula su creación. Por lo tanto, su alcance no establece una 
verdadera ordenación territorial ni de uso de estas redes de espacios naturales, 
ostentando por el contrario, como su propio nombre indica, un carácter 
enunciador de directrices de obligado seguimiento que deben ser aplicadas en 
la práctica mediante el resto de instrumentos de planeamiento ambiental. 
 
Junto con los anteriores instrumentos, y aunque con un limitado alcance, la 
doctrina más autorizada suele incluir dentro de esta relación algunas figuras de 
catalogación, seguimiento y control de los espacios naturales, como es el 
Inventario Español del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad1064, regulado en 
                                            
1063 Cfr. HUDSON, Tim (2017). 
1064 El artículo 9 LPNYB en sus puntos 2 y 3 dispone el contenido y estructura del Inventario 
Español del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad, que debe ser objeto de desarrollo 
reglamentario previa consulta con las Comunidades Autónomas, disponiendo a su vez la 
relación de los ámbitos que deben formar parte del mismo. 
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los artículos 9 y siguientes de la LPNYB. A juicio de RUIZ FRANCO1065 este 
instrumento puede definirse como un inventario de inventarios, pues está 
formado por varios inventarios, catálogos, registros y listas que permiten 
conocer la distribución, abundancia, estado de conservación y utilización del 
patrimonio natural y la biodiversidad española, con especial atención a los 
elementos que precisen medidas específicas de conservación o que hayan sido 
declarados de interés comunitario. Con arreglo a este contenido, se califica 
como un instrumento informativo, que constituye la principal herramienta de 
conocimiento y apoyo a las decisiones estratégicas que las distintas 
Administraciones públicas deben adoptar sobre el medio ambiente y la 
preservación de los espacios naturales. 
 
En segundo lugar, cabe citar al Inventario Español de Espacios Naturales 
Protegidos, Red Natura 2000 y Áreas Protegidas por Instrumentos 
Internacionales, configurado como registro administrativo de ámbito estatal en 
el que se han de incluir los espacios naturales sometidos a regímenes 
específicos de especial protección de carácter ambiental, que deben ser 
asignados junto con su denominación original, a las categorías establecidas 
internacionalmente, en especial por la Unión Internacional para la Naturaleza 
(UICN), según dispone expresamente el artículo 51 de la LPNYB. 
 
El Inventario Español de Espacios Naturales Protegidos, Red Natura 2000 y 
Áreas protegidas por instrumentos internacionales se describe por el Ministerio 
de Agricultura y Pesca, Alimentación y Medio Ambiente1066 como el registro que 
proporciona información adecuada y actualizada sobre estos tres elementos 
que se rigen por un marco normativo que define áreas, territorios sobre los 
cuales se priorizan los objetivos de conservación, protección, disfrute y uso 
sostenible de los recursos naturales y que,  aunque comparten el mismo 
objetivo final, “la conservación del medio natural”, cada elemento constituye 
una herramienta distinta desde el punto de vista normativo. La información 
                                            
1065 RUIZ FRANCO, Blanca (2013, págs. 10-11). 
1066 http://www.mapama.gob.es/ca/biodiversidad/temas/espacios-protegidos/default.aspx 
(último acceso, 22 de mayo de 2018). 
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recogida persigue conocer la superficie y distribución geográfica, el estado de 
conservación y las principales amenazas de las áreas protegidas, facilitando la 
integración de los requerimientos de la conservación, uso sostenible, mejora y 
restauración del patrimonio natural y la biodiversidad en las políticas 
sectoriales, además de la utilización ordenada y sostenible de los recursos, así 
como su restauración y mejora. 
  
El propio artículo 51.3 de la LPNYB exige a las Comunidades Autónomas 
facilitar la información necesaria correspondiente para mantener actualizado el 
Inventario, lo que supone la exigencia de la necesaria coordinación 
interadministrativa para registrar y mantener actualizada la red española de 
espacios naturales protegidos, independientemente de la Autoridad 
Administrativa que, en función de las respectivas competencias, haya 
procedido a establecer, modificar o suprimir la protección de un concreto 
enclave natural mediante los diferentes instrumentos previstos por la normativa 
vigente. En la práctica, esta obligación se ha materializado en la regulación por 
algunas Comunidades Autónomas de otros registros de espacios naturales 
protegidos en su ámbito geográfico concreto, cuya gestión debe permitir en 
todo caso la coordinación de sus datos con los del registro estatal.  Como 
ejemplos pueden citarse el Registro de Espacios Naturales Protegidos de 
Andalucía, descrito por la Ley 2/1989, de 18 de julio, por la que se aprueba el 
Inventario de Espacios Naturales Protegidos de Andalucía y se establecen 
medidas adicionales para su protección1067 y formalmente creado mediante el 
Decreto 95/2003, de 8 de abril1068, y que tiene por objeto la inscripción de todos 
los ámbitos ubicados en el territorio andaluz que gocen de un régimen especial 
de protección en virtud de normativa autonómica, estatal y comunitaria o, en su 
caso, convenios y normativas internacionales; el Registro de la Red de Áreas 
Protegidas de Extremadura, creado por la Ley 8/1998, de 26 de junio, de 
Conservación de la Naturaleza y de Espacios Naturales de Extremadura1069, o 
el denominado Catálogo de Hábitats y Elementos Geomorfológicos de 
                                            
1067 BOJA núm. 201, de 27 de julio de 1989 (BOE núm. 201, de 23 de agosto de 1989). 
1068 BOJA núm. 79, de 28 de abril de 2003. 
1069 Diario Oficial de Extremadura núm. 86, de 28 de julio de 1998 (BOE núm. 200, de 21 de 
agosto de 1998). 
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Protección Especial, regulado en los artículos 91 y siguientes de la Ley 9/1999, 
de 26 de mayo1070, de Conservación de la Naturaleza de Castilla-La 
Mancha1071. 
 
Finalmente, es preciso hacer una breve alusión a los instrumentos de 
planificación instaurados por las distintas normativas autonómicas, en atención 
a su capacidad para establecer fórmulas propias de gestión y, como se ha 
apuntado anteriormente, de aumentar el número y tipología de los espacios 
naturales presentes en cada territorio regional. Como ejemplo podemos citar 
los Planes de Desarrollo regulados en el artículo 20 de la citada Ley 2/1989, de 
18 de julio, por la que se aprueba el Inventario de Espacios Naturales 
Protegidos de Andalucía y se establecen medidas adicionales para su 
protección; las denominadas Normas de Protección reguladas por la Ley 
4/2003, de 26 de marzo, de Conservación de Espacios Naturales de La 
Rioja1072; o las Normas de Gestión a las que se refiere la también citada Ley 
11/1994, de 27 de diciembre, de espacios naturales protegidos de la 






                                            
1070 Diario Oficial de Castilla-La Mancha núm. 40, de 12 de junio de 1999 (BOE núm. 179, de 28 
de julio de 1999). 
1071 En este caso, la norma castellano-manchega establece expresamente la vinculación del 
contenido del Catálogo de Hábitats y Elementos Geomorfológicos sobre otros instrumentos de 
planificación, al introducir en su artículo 93 la siguiente dicción literal: “En la redacción de 
estudios de impacto ambiental, en los instrumentos de planificación de la actividad forestal y 
del urbanismo deberá señalarse la presencia en el ámbito territorial afectado de las 
formaciones boscosas naturales, y de los hábitats o elementos geomorfológicos de protección 
especial, así como las medidas que sea preciso arbitrar en cada caso para su preservación. En 
los planes de urbanismo, las áreas ocupadas por estos bosques, hábitats y elementos 
geomorfológicos serán calificadas como suelo rústico de protección ambiental, natural o 
paisajística, en su caso, salvo las excepciones expresas y justificadas por razones de interés 
público de orden superior que pueda realizar el órgano competente para su aprobación 
definitiva”.  
1072 Boletín Oficial de La Rioja núm. 39, de 1 de abril de 2003 (BOE núm. 87, de 11 de abril de 
2003). 
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V. LOS PLANES DE ORDENACIÓN DE LOS RECURSOS NATURALES 
(PORN). 
 
Aparte de los instrumentos de planificación analizados en el punto anterior, que 
se caracterizan como se ha indicado por su carácter básico, su ámbito sectorial 
o por su alcance limitado a enclaves específicos, la LPNYB establece como 
elementos nucleares de la planificación medioambiental a los denominados 
Planes de Ordenación de los Recursos Naturales (PORN), regulados en sus 
artículos 16 y siguientes1073. Estos instrumentos de planeamiento, junto con los 
que pudieran impulsar las Comunidades Autónomas en ejecución de sus 
competencias medioambientales reconocidas estatutariamente, son los 
encargados de materializar de forma efectiva las previsiones del planeamiento 
ambiental general y para ello, en concreto el artículo 17 de la ley estatal les 
atribuye expresamente la delimitación, tipificación, integración en red y 
determinación de su relación con el resto del territorio de su ámbito geográfico, 
de los sistemas que integran patrimonio y los recursos naturales de un 
determinado ámbito espacial1074.  
 
De este modo, la aplicación de los criterios y la consecución de los objetivos de 
protección ambiental se realiza de forma efectiva por estos Planes de 
Ordenación de los Recursos Naturales (en siglas PORN) que en la práctica son 
los instrumentos que de forma efectiva deben observar las directrices de 
ordenación de los recursos naturales que, conforme a lo dispuesto en el Plan 
Estratégico Estatal del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad, han de ser 
formuladas por el Ministerio de Medio Ambiente en colaboración con las 
                                            
1073 Cfr. SERVETO I AGUILÓ, Patxi (2014, págs. 45 y ss.). 
1074 Dada la actual distribución competencial sobre el medio ambiente que establece el artículo 
148.1.9ª, por el que las Comunidades Autónomas pueden asumir las competencias de gestión 
en materia de protección del medio ambiente, aunque la normativa básica le compete al 
Estado, la generalidad de las administraciones autonómicas han asumido por vía estatutaria la 
gestión de la materia ambiental, por lo que la normativa propia de cada una de ellas puede 
establecer las condiciones de vigencia y revisión de los PORN salvo en las cuestiones básicas 
reservadas a la Administración General del Estado (artículo 17.1 LPNYB). Por lo tanto, la 
formulación de estos instrumentos de planeamiento será realizada por las Comunidades 
Autónomas que hayan asumido las competencias de gestión de la protección ambiental, lo que 
en la práctica se traduce en que en todo el territorio nacional los PORN se formulan por las 
administraciones autonómicas, salvo en lo que respecta a las Ciudades Autónomas de Ceuta y 
Melilla. 
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Comunidades Autónomas, y deben contener el establecimiento y definición de 
criterios y normas generales de carácter básico que regulen la gestión y uso de 
los recursos naturales, como elementos vinculantes para el proceso 
planificador y que deben incidir de forma efectiva en el diagnóstico territorial de 
los espacios naturales de cada ámbito geográfico1075.  
 
A partir de estos criterios genéricos, los objetivos específicos que la LPNYB 
establece para estos instrumentos de ordenación ambiental de referencia (que 
pueden ser ampliados por la normativa de autonómica de desarrollo de la 
estatal), son los siguientes: 
   
a) Identificar y georreferenciar los espacios y los elementos significativos 
del Patrimonio Natural de un territorio y, en particular, los incluidos en el 
Inventario del Patrimonio Natural y la Biodiversidad, los valores que los 
caracterizan y su integración y relación con el resto del territorio. 
 
b) Definir y señalar el estado de conservación de los componentes del 
patrimonio natural, biodiversidad y geodiversidad y de los procesos 
ecológicos y geológicos en el ámbito territorial de que se trate. 
 
c) Identificar la capacidad e intensidad de uso del patrimonio natural y la 
biodiversidad y geodiversidad y determinar las alternativas de gestión y 
las limitaciones que deban establecerse a la vista de su estado de 
conservación. 
 
d) Formular los criterios orientadores de las políticas sectoriales y 
ordenadores de las actividades económicas y sociales, públicas y 
privadas, para que sean compatibles con las exigencias contenidas en 
la normativa vigente. 
 
e) Señalar los regímenes de protección que procedan para los diferentes 
espacios, ecosistemas y recursos naturales presentes en su ámbito 
territorial de aplicación, al objeto de mantener, mejorar o restaurar los 
ecosistemas, su funcionalidad y conectividad. 
 
f) Prever y promover la aplicación de medidas de conservación y 
restauración de los recursos naturales y los componentes de la 
biodiversidad y geodiversidad que lo precisen. 
 
                                            
1075 Estas directrices, exigidas por el artículo 17 de la LPNYB, tienen como objetivo declarado el 
establecimiento y definición de los criterios y normas básicas que regulen la gestión y uso de 
los recursos naturales, de acuerdo con lo establecido por la propia ley, para lograr la necesaria 
sincronización de los elementos comunes de protección exigidos en todo el territorio nacional, 
pudiendo ser desarrollados a partir de estos elementos mínimos de forma independiente por 
cada poder autonómico concreto. 
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g) Contribuir al establecimiento y la consolidación de redes ecológicas 
compuestas por espacios de alto valor natural, que permitan los 
movimientos y la dispersión de las poblaciones de especies de la flora y 
de la fauna y el mantenimiento de los flujos que garanticen la 
funcionalidad de los ecosistemas. 
 
Del análisis de estos objetivos se puede comprobar cómo el planeamiento 
ambiental se concibe por la normativa como un verdadero elemento de 
zonificación de los ámbitos naturales, al establecer un auténtico proceso de 
diagnóstico territorial con la pretensión de conseguir identificar y delimitar las 
zonas objeto de protección por sus valores naturales concurrentes1076 e, 
incluso, asumir un régimen de protección con medidas de conservación y 
restauración específicas, lo que sin duda supone una vinculación prioritaria 
sobre el planeamiento territorial (y por supuesto del urbanístico), que no puede 
sino apreciar la identificación de suelo realizada y respetar sus 
determinaciones, atribuyendo a los ámbitos definidos como susceptibles de un 
régimen singularizado la categoría de suelo no urbanizable o rústico de 
especial protección, para que posteriormente sea asociado al tipo 
correspondiente conforme al criterio de cada normativa urbanística 
concreta1077. 
 
                                            
1076 La identificación de los espacios naturales ha sido objeto de tratamiento por varias 
resoluciones de diferentes órganos judiciales, entre las que debe destacarse la STC 102/95, de 
28 de junio, que como indica TEROL BECERRA, MJ en su obra Espacios naturales protegidos 
y medio ambiente, pág. 111: “…la STC 102/95 puede sostenerse que ofrece una definición de 
espacio natural por la que, a fin de cuentas, perseguía subrayar su idiosincrasia frente al medio 
ambiente, íntimamente vinculada a la noción que ofrecía este último. En su virtud, apelaría el 
Tribunal a un bien físico de naturaleza compuesta, aparentemente integrado por recursos 
naturales, soporte de una pluralidad de actuaciones tanto públicas como privadas, en este 
último caso al alcance de distintas administraciones y acotado, con miras a su protección.”. 
1077 En principio, los ámbitos de suelo calificados como espacios naturales por los PORN 
deberían considerarse suelos protegidos por planeamiento ya que es el propio instrumento el 
que establece su delimitación y zonificación. No obstante, en ocasiones la identificación de 
estos espacios puede venir determinada por normas específicas que establezcan la relación de 
ámbitos considerados merecedores del reconocimiento como espacios naturales, como sucede 
en el caso de la Ley 2/1989, de 18 de julio, por la que se aprueba el inventario de espacios 
naturales protegidos de Andalucía y se establecen medidas adicionales para su protección, 
norma en la que aparte de contener la relación de los espacios identificados en esta 
Comunidad Autónoma, su artículo 15 dispone expresamente que las reservas naturales y 









Para ello, entre otras consideraciones, la LPNYB en su artículo 20 requiere que 
los instrumentos de planeamiento ambiental contengan los regímenes de 
protección que procedan para los diferentes espacios, ecosistemas y recursos 
naturales presentes en su ámbito territorial de aplicación y los sistemas de 
prevención y promoción de la aplicación de las medidas de conservación y 
restauración de los recursos naturales y los componentes de la biodiversidad y 
geodiversidad que lo precisen. Estos elementos son indudablemente 
caracterizadores de una planificación operativa, lo que conlleva la necesidad de 
incluir una propuesta de zonificación con delimitación de grados diferenciados 
de protección y, por descontado, un compendio de medidas de protección y/o 
restablecimiento ambiental que indefectiblemente deben plasmarse en la 
restricción de usos autorizables en los distintos ámbitos identificados1078.   
 
La importancia de estos instrumentos de planificación ha sido destacada por 
autores como ARIAS IBÁÑEZ1079, destacando que sus objetivos y zonificación 
(realidades a las que debe aspirar la gestión y pilar en el que basar la 
protección de los recursos naturales respectivamente) se convierten en punto 
de atención para conocer mejoras, retrocesos, tendencias, fortalezas y 
debilidades de los espacios naturales. Su repercusión estriba en que, a partir 
de ellos, se fundamenta la gestión y manejo de los recursos de estos ámbitos 
de excepcional importancia natural y ambiental.  
 
Por su parte, LASTRA BRAVO y TOLÓN BECERRA1080 destacan papel del 
PORN como configurador del marco dentro del que deben operar no sólo el 
resto de los instrumentos de planificación específica del espacio natural, sino 
también la ordenación urbanística y el desarrollo de actividades sectoriales. 
Esto supone que, en sus relaciones con el resto de los instrumentos de 
                                            
1078 Como medida de actuación directamente exigida por la LPNYB debe citarse lo dispuesto en 
su artículo 26, que regula los efectos de la inclusión de un hábitat natural previamente 
determinado dentro del Catálogo Español de Hábitats en Peligro de Desaparición. En este 
caso, el citado artículo exige que el terreno afectado sea introducido en algún instrumento de 
gestión o figura de protección de espacios naturales, nueva o ya existente, en cuya 
planificación se deberán definir y adoptar las medidas necesarias para frenar la recesión y 
eliminar el riesgo de desaparición de estos hábitats. 
1079 ARIAS IBÁÑEZ, Enrique (2007, págs. 104 y ss.). 
1080 Op. cit. (2008). 
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planificación, el PORN asume una posición de preponderancia y sus 
determinaciones resultan obligatorias para los instrumentos que la desarrollan. 
En resumen, para estos autores el PORN fija el marco para los demás 
instrumentos y éstos han de ajustarse a sus determinaciones.  
 
No obstante, cabe añadir que esta vinculación sobre el resto del planeamiento 
ambiental de desarrollo no se establece con un sentido jerárquico estricto, sino 
al contrario, la relación de subordinación se manifiesta en la obligación por la 
que los instrumentos que desarrollan el PORN han de tener en cuenta sus 
previsiones. Por lo tanto, el papel de cabecera asignado al PORN y su 
concepción como marco dentro del que deben desarrollarse el resto de los 
instrumentos hace que este tipo de planes deba tener un contenido integral, 
abarcando todo cuanto pueda influir en la consecución de sus fines, aunque 
ciertamente con respecto a muchas cuestiones deberá limitarse a establecer 
criterios y objetivos, fijando los parámetros dentro de los que deban 
desenvolverse el resto de los instrumentos definidos para su desarrollo. 
 
 
A. La prioridad de los PORN sobre el resto de instrumentos de 
planificación territorial. 
 
Como se ha apuntado anteriormente, el alcance y contenido que la norma 
estatal atribuye a los PORN, en atención a la especial sensibilidad de los 
ámbitos territoriales sobre los que proyectan sus determinaciones, se ha de 
entender como el fundamento esencial para que sus consideraciones vinculen 
de forma expresa al resto de instrumentos de planificación que fueran 
aplicables sobre un mismo espacio geográfico. Esta vinculación prioritaria de 
los PORN sobre el resto de instrumentos de planeamiento se contiene 
expresamente en el artículo 19 de la LPNYB, en cuyo punto segundo se 
dispone expresamente la necesidad de adaptación del resto de instrumentos 
de planificación a sus determinaciones, e incluso su aplicación directa ante 
supuestos de regulaciones contradictorias.  
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Para CHAMORRO GONZÁLEZ1081 la justificación de esta prevalencia procede 
de la necesidad de dotar de eficacia a la actividad protectora, lo que sería 
inviable a través de fórmulas de coordinación entre los instrumentos de diversa 
índole aplicables sobre un mismo territorio, por lo que se requiere una orden de 
prelación que determine cuál de ellos ha de ceder en caso de discrepancia. 
Este autor añade que la propia STC 102/1995, justifica esta opción del 
legislador señalando que la doble función de estos instrumentos de 
planificación, vinculante e indicativa, según incidan en la materia medio 
ambiente o en otros sectores y su prevalencia respecto de la planificación 
territorial, son por su propia naturaleza aspectos esenciales y además 
imprescindibles para lograr la finalidad protectora que les viene asignada1082. 
 
De conformidad con esta determinación expresa de la LPNYB y la 
interpretación del Tribunal Constitucional, se puede concluir que los 
instrumentos de planeamiento ambiental presentan una doble vinculación sobre 
el resto de instrumentos de planificación, tanto positiva como negativa. En 
sentido negativo, cabe concluir que los ejecutores de los planes “vinculados” 
deberán determinar como inaplicables las estipulaciones contrarias a los PORN 
que incidan sobre su ámbito territorial y se opongan a sus determinaciones que 
presenten carácter no alterable o modulable.  
 
En segundo lugar, en sentido positivo, la propia norma trascrita exige la 
aplicación directa de los parámetros de los instrumentos ambientales, 
desplazando de este modo las indicaciones de los instrumentos de ordenación 
que presenten incompatibilidades con aquéllos. Por lo tanto, podemos afirmar 
que la naturaleza de este planeamiento ambiental, y su carácter 
eminentemente proteccionista, determinan la prevalencia expresa y directa de 
sus determinaciones cuyos efectos presenten una aplicación incuestionable, 
extremos que deben ser indicados de forma igualmente expresa en los propios 
instrumentos, como indica el apartado primero del citado artículo 19 de la 
                                            
1081 Op. cit. (2008, pág.44). 
1082 BOE núm. 181, de 31 de julio de 1995. 
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LPNYB. En otros términos, el alcance de los efectos otorgados a las 
previsiones de los PORN son los que determinarán el grado de vinculación 
sobre los instrumentos de ordenación territorial o urbanística de su ámbito, 
pudiendo establecer indicaciones meramente orientativas que pueden ser 
adaptadas por éstos o, incluso, atribuirles la posibilidad de la regulación de 
cuestiones sobre las que no haya estimado necesario establecer ningún criterio 
normativo. 
 
Esta diferente posibilidad ha sido avalada por la jurisprudencia al analizar el 
grado de vinculación de los instrumentos de ordenación ambiental sobre los de 
carácter territorial, como puede apreciarse en la STSJ de Andalucía de 11 de 
diciembre de 2014 (Sede de Sevilla, Sala de lo Contencioso-Administrativo, 
Sec. 3ª, rec. 170/2013.  Ponente VARGAS CABRERA, EDJ 2014/297874), en 
cuyo FD 2º se dispone expresamente: 
 
“…Entrando ya en lo que es el análisis de las dos disposiciones 
impugnadas, lo primero que debe destacarse es que efectivamente la 
Ley 42/2007, 13 de diciembre, de Patrimonio Natural y de la 
Biodiversidad pretende que la normativa de cada uno de los espacios 
naturales, los PORN que para cada uno se dicten, contemplen el 
régimen jurídico general que deberá observarse en cada uno de ellos y 
al que deberán ajustarse cualesquiera actividades administrativas y/o 
normas que sobre los mismos se proyecten. En este sentido el PORN 
prevalece sobre cualesquiera otros instrumentos normativos. Ahora 
bien, es la normativa de desarrollo de los PORN la que señala cual es el 
ámbito de prevalencia de estos planes de ordenación, sobre otros 
instrumentos de desarrollo, como es el caso, de los de ordenación 
territorial. Siempre respetando los objetivos y muy especialmente el 
contenido mínimo que de los PORN señala el artículo 19 y entre el que 
no se contempla una regulación pormenorizada de todas las previsiones 
urbanísticas que afecten a las áreas naturales, concretamente de los 
parámetros de edificación y características constructivas. De modo que 
podemos entender que en aquello que vaya a ser el contenido propio de 
los PORN, estos prevalecerán sobre cual otro texto que afecte a los 
recursos naturales pero que respetando siempre el contenido mínimo 
"ex lege", serán los PORN los que deben establecer su propio 
alcance…”.  
 
En cualquier caso, la consideración prevalente de los PORN sobre los 
instrumentos de planificación territorial y/o urbanística1083, en los supuestos en 
                                            
1083 Vid. BASSOLS COMA, Martín (1996, págs. 408-413). 
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que sus determinaciones se estimen contradictorias, es una cuestión 
indiscutida hoy en día, tanto por la redacción normativa antes expuesta como 
por recientes resoluciones de los Tribunales de Justicia, de la que son claros 
ejemplos las recientes STS de 10 de febrero de 2016 y de 24 de abril de 2017 
(Sala Tercera, Sec. 5ª, rec. 3369/2015. Ponente.  TOLOSA TRIBIÑO, CENDOJ 
28079130052017100172).  
 
En esta última se dispone que esta consideración implica no solo una 
superioridad del planeamiento medioambiental sobre el urbanístico (reflejo de 
la preponderancia de los valores medioambientales sobre los de mera 
ordenación del territorio), sino el que el planeamiento urbanístico ha de 
adaptarse a lo establecido en el planeamiento medioambiental. A su vez, la 
Sala estima que la posición superior de los PORN respecto de otros 
instrumentos de ordenación territorial o física es lógica consecuencia de la 
finalidad ambientalista a la que sirven. Por todo ello, se estima la pretensión 
relativa a que por la Administración competente se proceda a adaptar el PGOU 
en las concretas determinaciones objeto del recurso, a las prescripciones 
contenidas en el PORN formulado sobre esa zona territorial concreta.  
 
A esta vinculación sobre el planeamiento territorial y urbanístico, el citado 
artículo 19 LPNYB añade la existente sobre cualesquiera otros planes, 
actuaciones o programas de naturaleza sectorial que pudieran aprobarse, en 
consonancia con la normativa autonómica aplicable en cada caso y cuya 
excepción solo puede autorizarse motivadamente por el órgano autonómico 
competente y, en todo caso, previa justificación del interés público cuya 
prevalencia fundamente la no aplicación puntual de las exigencias del 
planeamiento ambiental1084. En este sentido, la STSJ de la Comunidad de 
Madrid de 27 de diciembre de 2018 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, 
                                            
1084 El artículo 19.4 se acuerda de las entidades locales en esta cuestión, aunque otorgándole 
una participación ciertamente limitada, al establecer la posibilidad de proponer al órgano 
autonómico competente la excepción de alguna medida de protección incluida en el PORN 
cuando su aplicación pudiera afectar al cumplimiento de alguno de los servicios mínimos 
establecidos en el artículo 26 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del 
Régimen Local. 
825





Sec. 3ª, rec. 737/2017. Ponente ARANA AZPITARTE, 
ECLI:ES:TSJM:2018:13355), afirma que el contenido del PORN debe ser 
considerado como regulación especial y específica de los espacios naturales 
sobre los que despliega sus efectos, desplazando en tal sentido a lo dispuesto 
por la normativa sectorial en los ámbitos en los que incluya un tratamiento 
singularizado para cada caso concreto.  
 
Esta posibilidad presenta no pocos aspectos controvertidos, que si bien su 
consideración exhaustiva puede exceder el ámbito del presente trabajo, no deja 
de suponer un elemento más de la casuística provocada por la efectividad del 
planeamiento como instrumento cuya ejecución afecta a los derechos de 
terceros y, por lo tanto, la adopción de las medidas que conlleven la producción 
de estos condicionantes debe ser plenamente fundamentada. Esto es así dado 
que, como indica expresamente el citado artículo 19, la afección de los 
parámetros del planeamiento ambiental se configura como elemento oponible 
frente a todo tipo de actuación sectorial que se esté ejecutando o se proyecte 
sobre el territorio objeto de protección especial, lo que sin duda puede 
degenerar en conflictos competenciales y sectoriales derivados de la 
consideración del valor prevalente en cada caso concreto, cuestión que sin 
duda puede agravarse cuando los intereses en colisión se refieran a ámbitos 
competenciales de distintas Administraciones1085.  
                                            
1085 Un ejemplo evidente de esta cuestión es la polémica que actualmente se dilucida entre la 
necesidad de instalación de un almacén temporal centralizado (ATC) para el almacenamiento 
de larga duración de residuos radiactivos y la posible afección que la ubicación seleccionada 
(en el término municipal de Villar de Cañas, provincia de Cuenca) pudiera presentar para el 
medio ambiente de la zona. En este caso, la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha 
inició el procedimiento  para la ampliación del Espacio Protegido Red Natura 2000 Laguna del 
Hito y la modificación del Plan de Ordenación de Recursos Naturales de la Reserva Natural de 
la Laguna del Hito, entre cuyas determinaciones se incluyen medidas proteccionistas que 
impedirían la ejecución de la actuación estatal programada. Frente al acuerdo de 2015 por el 
que se inició el trámite administrativo de modificación del PORN, el Estado solicitó la aplicación 
de la medida cautelar correspondiente que permitiera la suspensión de de la ejecución del 
acuerdo recurrido con fundamento en el perjuicio que para el interés general producirá el 
retraso de la construcción del ATC y la obstaculización en el ejercicio de las competencias 
estatales, cuestión que ha llegado hasta conocimiento del Tribunal Supremo, que ha venido a 
reconocer la procedencia de la medida cautelar solicitada en la Sentencia de 16 de diciembre 
de 2016 (recurso 672/2016, ponente PECES MORATE), en la que dispone literalmente: “…si 
efectuamos un correcto juicio de ponderación entre los intereses enfrentados, nos parece 
prevalente preservar la adecuada gestión de los residuos radioactivos en orden a una mejor 
seguridad nuclear, mientras se sustancia el pleito, que la aprobación inmediata de la 
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La incidencia que puede presentar esta cuestión puede acentuarse todavía en 
mayor graduación, debido a que el artículo 23 de la ley establece la 
denominada “protección cautelar”, que supone la imposibilidad de ejecutar 
actuaciones que puedan alterar la realidad de la zona afectada durante la 
tramitación de un PORN (o su modificación), salvo autorización expresa del 
órgano competente. Esta medida provisional establecida ex lege, se presenta 
como un elemento más de protección de la efectividad de las previsiones de la 
futura planificación ambiental y cuya facultad de imposición por el planificador 
procede del principio procesal por el que se trata de asegurar la viabilidad de 
las propuestas incluidas en la nueva ordenación, tal y como afirma la 
jurisprudencia en decisiones como la contenida en la STS de 28 de julio de 
2009 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 2318/2005. Ponente FERNÁNDEZ VALVERDE, 
EDJ 2009/171820). Pero a nadie escapa que la decisión de imponer estas 
medidas cautelares puede ser utilizada como un elemento fáctico para evitar 
alguna actuación sectorial con cuya ejecución no se esté de acuerdo, lo que 
podría paralizar su culminación por un plazo de tiempo considerable y, a 
efectos prácticos, conseguir la desestimación de la ejecución del proyecto por 
este motivo1086.  
 
Lo anterior debe ponerse en relación con la ya reiterada exigencia de 
justificación de las determinaciones de todo proceso de planificación y que, 
como parece evidente, no pueden obviarse en la formulación de los PORN, ya 
que como todo procedimiento de esta naturaleza sus determinaciones pueden 
afectar a derechos e intereses de terceros, cuya nueva configuración jurídica 
                                                                                                                                
ampliación de un espacio protegido para las aves y la modificación de un Plan de Ordenación 
de los Recursos Naturales, cuyo procedimiento se inicia con el acuerdo o resolución del 
Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma que ha sido impugnado…”. 
1086 De la impugnación realizada por el Abogado del Estado en el caso comentado del ATC se 
infiere esta posibilidad, debido a que la actuación autonómica para ampliar el entorno del 
PORN fue adoptada tras la designación de Villar de Cañas como término idóneo para albergar 
esta instalación de evidente interés general nacional. De este modo, como la propia 
administración autonómica no estimaba posible excepcionar la medida cautelar que conlleva el 
inicio de la tramitación del nuevo instrumento ambiental, la representación letrada del Estado 
tuvo que requerir el auxilio judicial y, como se ha visto, acudir al propio Tribunal Supremo al no 
acceder a lo solicitado en primera instancia el Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La 
Mancha. 
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normalmente conlleva limitaciones y restricciones muy acentuadas sobre sus 
bienes. Como en el resto de supuestos analizados, los criterios asumidos por 
los instrumentos de planificación deben contener la suficiente y coherente 
justificación, para poder determinar que la actuación administrativa no contiene 
atisbo alguno de arbitrariedad. Esta consideración, como afirma HERNÁNDEZ 
JIMÉNEZ1087, debe extenderse al necesario pronunciamiento de estos 
instrumentos sobre el respeto a los derechos adquiridos por los propietarios de 
los terrenos en relación con las modificaciones operadas en el régimen 
asignado a los distintos territorios, abarcando incluso el alcance indemnizatorio 
que las afecciones declaradas produzcan sobre los intereses de los terceros. 
 
En cualquier caso, debemos reiterar en este punto que la justificación 
administrativa de las determinaciones de estos instrumentos de planificación 
puede ser objeto de verificación por los Tribunales de Justicia, como de hecho 
puede apreciarse, entre otras, en la STS de 24 de octubre de 2014 (Sala 3ª, 
Sec. 5ª, rec. 151/2013. Ponente SUAY RINCÓN, EDJ 2014/188286), en cuyo 
FD 2º se acredita la ausencia de desviación de poder en la actuación 
planificadora por la que determinó el régimen de protección de los terrenos 
incluidos en la zona de afección del PORN.  
 
Esta referencia debe ser completada con la expresa determinación legal por la 
que los instrumentos de ordenación territorial o urbanística pueden establecer 
un nivel de protección superior y adicional al dispuesto por los instrumentos de 
planeamiento ambiental, que se contiene en la disposición adicional segunda 
de la LPNYB, aunque ciertamente aludiendo de forma expresa a las entidades 
locales. En base a esta posibilidad, la STS de 30 de septiembre de 2014 (LA 
LEY 143745/2014), estima la posibilidad de que los instrumentos de 
planificación territorial contengan medidas adicionales de preservación de los 
espacios protegidos, debido a que esta contingencia se entiende plenamente 
aceptable si las determinaciones añadidas se justifican adecuadamente y, por 
                                            
1087 HERNÁNDEZ JIMÉNEZ, Hilario M. (2014). 
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lo tanto, no puede considerarse como una contradicción entre las 
determinaciones de ambos instrumentos de planificación.  
 
A lo expuesto cabe añadir con NEVADO-BATALLA MORENO1088 que la 
vigencia de las determinaciones de un PORN no excluye la necesidad del 
sometimiento a evaluación ambiental exigible legalmente a los proyectos que 
se desarrollen en su ámbito, pudiendo incluso sus determinaciones ser 
contradictorias con los criterios de ordenación establecidos en la planificación, 
en el sentido de asumir una postura más precautoria que la del propio PORN. 
Tal conclusión fue adoptada, entre otras, por la STS de 12 de diciembre de 
2007 (LA LEY 232525/2007), asumiendo como criterio que tanto los PORN 
como los procesos de evaluación ambiental son herramientas jurídicas al 
servicio de la protección del medio ambiente, aunque los primeros tienen un 
objeto más singular y específico, al constituir uno de los instrumentos de 
planificación de los recursos naturales, y en especial, de los espacios 
naturales, en tanto que los procesos de verificación ambiental tienen 
potencialmente un objeto más amplio y no tan específico, aplicable desde la 
perspectiva proteccionista sobre la que analizan los planes y proyectos que 
requieren su tramitación. 
  
 
B. La tramitación administrativa de los PORN. 
  
Por lo que respecta a la tramitación procesal de los PORN, además de la 
expresa competencia autonómica para su elaboración y aprobación (conforme 
a su régimen competencial asumido estatutariamente), el artículo 22 de la 
LPNYB recoge que en su formulación deben observarse los trámites de 
audiencia a los interesados, información pública y consulta de los intereses 
sociales e institucionales afectados y de las organizaciones sin fines lucrativos 
que presenten un interés concurrente con los fines que persigue la planificación 
                                            
1088 NEVADO-BATALLA MORENO, Pedro T. (2008). 
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ambiental1089. Esta exigencia normativa no presenta divergencias con la exigida 
para el resto de instrumentos de planeamiento, debido a que sus 
determinaciones pueden afectar (y de hecho así lo hacen) a los derechos e 
intereses de terceros, lo que requiere la apreciación de la garantía de que los 
posibles afectados puedan hacer valer sus derechos y, en su caso, formular 
oposición a las medidas que puedan conculcar sus legítimos intereses. Por otro 
lado, es preciso también asegurar la posible participación de todos los sectores 
sociales que puedan plantear elementos de consideración en un aspecto tan 
sensible y de tanta incidencia colectiva como es actualmente la protección 
ambiental y la biodiversidad. 
 
Aparte de lo anterior, como ya se ha hecho referencia, la normativa atribuye a 
los PORN un verdadero carácter planificador y esta realidad se refleja en que 
su tramitación deba contener las fases tradicionales de toda aprobación de un 
instrumento de esta naturaleza1090, lo que requiere realizar una fase de 
descripción territorial y, sobre todo, una fase posterior de diagnóstico que 
concluya con la identificación de los espacios susceptibles de un régimen de 
especial protección (artículo 20 puntos a) y b) de la LPNYB). Este diagnóstico, 
además de identificar los ámbitos de especial protección, dado el carácter 
esencialmente proteccionista de esta planificación debe definir el estado de 
conservación de los elementos del patrimonio natural delimitados (ecosistemas, 
paisajes, humedales, etc.) y evaluar su posible evolución a corto y medio plazo, 
como criterio justificador de las medidas de protección, salvaguarda y 
regeneración que se establezcan para cada localización concreta.  
 
                                            
1089 Con esta expresión se hace referencia a las asociaciones y entidades ecologistas con 
presencia en la zona afectada por el planeamiento en formulación, que como es evidente van a 
ser sujetos muy activos como elementos de presión para que se introduzcan las medidas 
proteccionistas que estimen necesarias en el entorno. 
1090 El artículo 20 LPNYB establece el contenido que deben incorporar los Planes de 
Ordenación de los Recursos Naturales, incluyendo entre otras la delimitación del ámbito 
territorial objeto de ordenación; el inventario y definición del estado de conservación de los 
componentes del patrimonio natural y la biodiversidad, de los ecosistemas y los paisajes en el 
ámbito territorial de que se trate, formulando un diagnóstico del mismo y una previsión de su 
evolución futura; la determinación de los criterios para la conservación, protección, restauración 
y uso sostenible de los recursos naturales; y las limitaciones generales y específicas que 
respecto de los usos y actividades hayan de establecerse en función de la conservación de los 
componentes del patrimonio natural y la biodiversidad. 
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Esta exigencia del análisis territorial, aparte de venir reflejada expresamente en 
la normativa estatal como se ha apuntado, también ha sido calibrada por la 
jurisprudencia, al verificar la viabilidad legal de los planes de esta naturaleza 
aprobados por las diferentes Comunidades Autónomas en función básicamente 
de la efectiva realización de esta fase de diagnóstico. De este modo, sirva de 
ejemplo la STS de 14 de junio de 2016 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 802/2015. 
Ponente FERNÁNDEZ VALVERDE, EDJ 2016/87530), que al analizar el 
contenido del PORN del Parque Natural de Oyambre, viene a concluir que el 
instrumento aprobado contiene el denominado “contenido mínimo” exigido por 
el actual artículo 20 LPNYB y la justificación de las medidas de protección 
adoptadas viene precedida de una correcta valoración de la situación del 
territorio y su proyección futura, indicando expresamente su FD 5º:  
 
“…La impugnación que se realiza de la sentencia, en principio, se 
centra en la ausencia ---o deficiencia--- de los elementos del PORN que 
señala y describe, lo que conduciría a que el Plan impugnado carece del 
denominado "contenido mínimo" legalmente previsto para este tipo de 
instrumentos. Sin embargo, lo que, en realidad, se plantea es la 
discrepancia con la valoración probatoria que la sentencia realiza ---y 
con las conclusiones que en la misma se alcanzan--- en relación con el 
nivel de protección previsto para algunas zonas.(…) Y, considerando 
suficientes los elementos técnicos aportados, la sentencia de instancia 
señala que la misma no "permite concluir la existencia de arbitrariedad", 
así como que "la existencia de los defectos que en el estudio se hacen 
constar, en el informe pericial judicial, en ningún caso justifican la 
nulidad de la disposición recurrida". (…) Por ello, la conclusión del perito 
y la decisión de la Sala de instancia se nos presentan como reales y en 
modo alguno arbitrarias, sin que en ninguna de las expresiones o 
conclusiones se perciba o intuya que la ausencia o deficiencia de 
alguno de los citados elementos haya sido decisiva o determinante en 
las conclusiones alcanzadas, antes expuestas, que se nos presentan 
como coherentes, con soporte fáctico suficiente y en modo alguno 
deducidas con indefensión”. 
 
Es evidente que la exigencia de este “contenido mínimo” de estos instrumentos 
de planeamiento ambiental es precisa tanto desde un punto de vista de 
protección de los valores naturales del terreno, como, desde luego, desde la 
perspectiva de los intereses de los terceros que pueden verse afectados (y 
puede entenderse que con una sensible incidencia), por la aplicación de las 
medidas previstas en la planificación realizada, con su inevitable régimen de 
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restricción de usos autorizados sobre los terrenos incluidos en su ámbito de 
aplicación.  
 
En este sentido, la reciente STS de 20 de noviembre de 2017 (Sala 3ª, Sec. 5ª, 
rec. 2984/2016. Ponente TOLOSA TRIBIÑO, CENDOJ 
28079130052017100425), determina la procedencia de la justificación 
adoptada por la Administración para la aprobación de un nuevo PORN sobre la 
base del agotamiento de la vigencia de la planificación establecida por el 
instrumento anterior al que va a sustituir, a lo que añade la presencia de 
nuevos elementos definitorios de los valores susceptibles de requerir una 
especial protección presentes en su ámbito. 
 
A partir de esta consideración, la jurisprudencia ha afirmado que la facultad de 
la Administración para declarar protegido un espacio natural es una potestad 
discrecional, aunque ciertamente no exenta de elementos reglados o sometidos 
a normas formales y materiales de obligada observancia, centrada en la 
valoración y ponderación sobre la conveniencia de la propia declaración y, en 
su caso, de la determinación de sus límites. En este sentido se posiciona la 
STSJ de Andalucía de 28 de mayo de 2012 (Sede de Granada, Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 1315/2008. Ponente GALINDO 
SACRISTÁN, EDJ 2012/198752), al indicar que la revisión jurisdiccional de la 
actuación administrativa se extenderá, en primer lugar, a la verificación de la 
realidad de los hechos, valorando si la decisión discrecional guarda coherencia 
lógica con aquéllos o, en segundo lugar, que al contrario se aprecie una 
incongruencia o discordancia de la solución elegida con la realidad, o incluso 
una desviación injustificada de los criterios generales sentados por la 
Administración. Para la Sala, la decisión adoptada resultará viciada en caso de 
trasgredir el ordenamiento jurídico y, más concretamente, el principio de 
interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos que, en definitiva, aspira 
a evitar que se traspasen los límites racionales de la discrecionalidad y se 
convierta en fuente de decisiones que no resulten justificadas.  
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Como afirma la STSJ de la Comunidad de Madrid de 20 de abril de 2012 (Sala 
de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 240/2010. Ponente 
FERNÁNDEZ GARCÍA, EDJ 2012/108023), el ejercicio por la Administración de 
las potestades de ordenación por medio del PORN, que también están 
presididas por el ius variandi, ha de ser considerado de carácter discrecional, 
salvo que pudiera declararse como arbitrario al incumplir los requisitos legales 
exigibles para este tipo de actuación administrativa. En cualquier caso, la Sala 
afirma que la arbitrariedad administrativa no puede inferirse de actuaciones que 
responden a razones definidas en un diagnóstico previo elaborado por técnicos 
en la materia y debidamente documentado, y que, además, se ajuste a la 
normativa que ha de presidir el planeamiento en nuestro país. 
  
En definitiva, la interpretación jurisprudencial avala la capacidad de la 
Administración competente para determinar la presencia de los enclaves que 
pueden considerarse como espacios naturales protegidos y, a su vez, a 
identificar dentro de los mismos las distintas zonas o los diferentes ámbitos que 
pudieran obtener una diferente regulación dentro de su consideración global, lo 
que debe traducirse en una distinción a efectos prácticos en su régimen de 
protección y, por consiguiente, en la posibilidad de introducir un mayor o menor 
número de usos conforme a las características específicas de cada zona. De 
forma evidente, los principios ya analizados del carácter reglado y de no 
regresión del suelo protegido deben ser apreciados en estos enclaves si cabe 
con mayor rotundidad, pero al igual que lo apuntado para el suelo protegido por 
los instrumentos de ordenación territorial o urbanística, nada obsta a que en los 
espacios naturales puedan identificarse distintas áreas sobre las que se 
establezcan diferentes ámbitos regulatorios, en función de las necesidades y 












C. La incidencia del aspecto temporal en la aprobación de los PORN. 
 
En este punto es preciso hacer referencia a la especial incidencia que la 
formulación y aprobación de los PORN pueden tener sobre la declaración de 
los espacios naturales y, principalmente, sobre dos de los contenidos de la 
enumeración que de los mismos realiza el artículo 30 LPNYB. En concreto, 
como se indicó anteriormente, los tipos de espacios naturales protegidos 
definidos para todo el territorio nacional son los Parques, las Reservas 
Naturales, las Áreas Marinas Protegidas, los Monumentos Naturales y los 
Paisajes Protegidos, determinado la norma estatal que su declaración se 
atribuye con carácter general a las Comunidades Autónomas1091, mediante una 
disposición normativa que deberá establecer su forma de gestión específica.  
 
Aparte de esta consideración, la LPNYB no establece ninguna mención 
específica adicional, salvo en lo que respecta a los dos primeros tipos (Parques 
y Reservas Naturales), para los que exige la expresa formulación de 
instrumentos de ordenación ambiental, disponiendo al efecto en el artículo 36: 
 
“1. La declaración de los Parques y Reservas Naturales exigirá la previa 
elaboración y aprobación del correspondiente Plan de Ordenación de los 
Recursos Naturales de la zona. 
 
2. Excepcionalmente, podrán declararse Parques y Reservas sin la previa 
aprobación del Plan de Ordenación de los Recursos Naturales, cuando 
existan razones que los justifiquen y que se harán constar expresamente 
en la norma que los declare. En este caso deberá tramitarse en el plazo 
de un año, a partir de la declaración de Parque o Reserva, el 
correspondiente Plan de Ordenación”. 
 
Si bien de la expresión de los párrafos trascritos no puede concluirse que los 
PORN presentaran una naturaleza constitutiva para ambos tipos de espacios 
naturales, ya que de forma expresa se requiere una disposición normativa que 
formule su declaración, sin embargo, puede sostenerse la tesis de que la 
                                            
1091 Excepto en los casos de Espacios Naturales Protegidos en el medio marino, cuya 
declaración y gestión se encomienda a la Administración General del Estado, salvo en los 
supuestos en que exista continuidad ecológica del ecosistema marino con el espacio natural 
terrestre objeto de protección, avalada por la mejor evidencia científica existente, en cuyo caso 
esas funciones corresponderán a las Comunidades Autónomas (ar 
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aprobación del instrumento de planeamiento ambiental constituye un requisito 
sine qua non para la efectividad de la propia norma que establezca el espacio 
natural, como elemento determinante de su configuración espacial concreta, su 
zonificación y su régimen de gestión. 
 
La exigencia de la aprobación del PORN en estos casos ha sido avalada por el 
propio Tribunal Constitucional, como puede apreciarse en la STC 163/1995 (LA 
LEY 584/1996), en cuyo FD 17º se afirma que el PORN cumple en estos 
supuestos, además de su función de ordenación ambiental, otra finalidad, 
añadida, como es la de permitir la audiencia de los interesados, la información 
pública y la consulta de los intereses sociales afectados. Estos trámites, que 
deben formar parte del procedimiento de elaboración del Plan, se entienden 
indispensables para garantizar la plena justificación de la decisión 
administrativa de la declaración del espacio natural, con debida intervención de 
los posibles afectados tanto individual como colectivamente. Por ello, concluye 
la Sala Constitucional, sin PORN debidamente aprobado la declaración del 
espacio natural es en buena medida inoperante, lo que trata de evitar la 
normativa vigente con la exigencia de tramitación previa de su instrumento de 
ordenación ambiental. 
 
No obstante lo anterior, sobre esta exigencia legal es preciso añadir algunas 
puntualizaciones, como es en primer lugar la relativa a la posible simultaneidad 
en la aprobación de la declaración del espacio natural y del PORN, admitida 
expresamente por la jurisprudencia como puede apreciarse en la STSJ de la 
Comunidad Valenciana de 30 de junio de 2015 (Sala de lo Contencioso-
administrativo, Sec. 1ª, rec. 418/2007. Ponente CASTELLÓ CHECA, LA LEY 
131092/2015), y que califica incluso de deseable frente a la precedencia 
temporal del PORN que se contiene en la redacción del artículo 36.1 de la 
LPNYB. 
 
A esta consideración cabe añadir la excepción que se contiene en el punto 
segundo del mismo artículo 36, en el que se establece el supuesto en el que se 
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permite que la disposición normativa por la que se declare el Parque o la 
Reserva Natural, sea aprobada con anterioridad a la formulación del 
instrumento de planificación que delimite su singular régimen jurídico1092. Esta 
posibilidad presenta aspectos que es preciso analizar y que derivan de la 
necesidad de determinar qué alcance presentan estos espacios naturales 
creados sin la aprobación previa o simultánea del PORN que establezca de 
forma indubitada sus límites, zonificación y régimen de protección aplicable.  
 
En principio, la propia habilitación legal determina la viabilidad de la declaración 
del nuevo espacio natural, o su nueva configuración, sobre la base de un 
motivo excepcional que justifique su precedencia sobre el PORN que deba 
determinar posteriormente su conformación definitiva. Pero esta ausencia de 
ordenación conlleva la carencia de un régimen concreto sobre el que 
establecer los criterios de actuación en su ámbito territorial, lo que puede llegar 
a generar dudas y controversias sobre las medidas a adoptar en este periodo 
transitorio. Sobre este asunto LÓPEZ PÉREZ1093 al analizar la STSJ de la 
Región de Murcia de 8 de junio de 2017 (Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sec. 1ª, rec. 711/2013. Ponente CASSINELLO GÓMEZ 
PARDO, CENDOJ 30030330012017100191), en la que la Sala aborda esta 
cuestión, expresa que en nuestro ordenamiento jurídico es tradicional el 
principio que estima que los planes de ordenación de los recursos de los 
espacios naturales protegidos se superponen a los instrumentos de ordenación 
territorial y de los planeamientos urbanísticos, por lo que la problemática surge 
en casos como el analizado por la Sala murciana, en el que no existía la 
aprobación definitiva del PORN, cuya existencia se exige en toda declaración 
de un espacio natural protegido con la categoría de Parque Natural, ni 
constaban en ningún documento o plan de forma clara la extensión y límites del 
espacio natural protegido.  
 
                                            
1092 Esta posibilidad fue expresamente validada por la citada STC 163/1995, si bien la tibieza 
con la que la normativa autonómica impugnada justificaba la aplicación de esta excepción, con 
una simple referencia en una disposición adicional, que el Alto Intérprete Constitucional de 
forma expresa autorizó, ha sido objeto de controversia doctrinal, como puede apreciarse en 
CANALS AMETLLER, Dolors (1997, págs. 343 y ss.).  
1093 LÓPEZ PÉREZ, Fernando (2017-c). 
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En el caso analizado, el Parque Natural podría verse afectado por un 
macroproyecto de actuación urbanística que incluía la construcción de un 
parque de atracciones, con zona hotelera y de ocio. Ante la indefinición de los 
linderos del nuevo espacio natural, la Sala decide anular el Plan Especial 
formulado para el citado proyecto en aplicación del principio de precaución 
ambiental. Del criterio del autor citado y del texto de la sentencia analizada 
podemos concluir que, aunque se exija la aprobación del PORN como 
elemento consustancial a la efectividad de la declaración de estos espacios 
naturales, en circunstancias como las de este supuesto se admite la producción 
de efectos reales sobre los instrumentos de ordenación territorial y urbanística 
por la mera aprobación de la norma que los declare, fundamentalmente como 
medida preventiva para evitar que la aplicación de las determinaciones de los 
instrumentos de planificación que pudieran resultar contradictorias con la 
preservación del espacio natural, puedan causarle perjuicios de difícil 
reparación. El propio autor concluye su reflexión destacando la afirmación 
contenida en el último párrafo del FD 6º de la sentencia, al expresar que la 
eventual transformación urbanística de la finca podría resultar incompatible con 
el mantenimiento de los valores ambientales del espacio natural protegido. 
 
Pero donde la jurisprudencia se ha manifestado hasta ahora de forma tajante 
es en la pérdida de la vigencia de la declaración del espacio natural si la 
Administración incumple el plazo máximo de un año que otorga 
específicamente el artículo 36.2 de la LPNYB. En este sentido puede citarse la 
STS de 6 de mayo de 2003 (EDJ 2003/17687), que viene a concluir que la 
declaración de un Parque Natural no puede extender su periodo de vigencia 
transitoria más allá del límite temporal establecido legalmente1094, por lo que 
declara la nulidad del Decreto autonómico en el que se incluyó. En el mismo 
sentido la STS de 18 de julio de 2013, en cuyo FD 5º se afirma que la propia 
normativa estatal condiciona la eficacia de la declaración del espacio natural al 
mandato en ella contenido, por lo que, incumplido éste, no es posible mantener 
                                            
1094 En este caso la Sala se refiere al artículo 15 de la derogada Ley 4/1989, de 27 de marzo, 
de Conservación de los Espacios Naturales y de la Flora y Fauna Silvestres, cuya redacción 
era similar al del actual artículo 36 de la LPNYB. 
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los efectos de esa declaración. Ahora bien, la propia Sala afirma que la 
posterior aprobación del PORN podría subsanar esta deficiencia, salvo que se 
acreditase que las razones determinantes de la misma hubiesen desaparecido 
o se hubieran alterado significativamente, pero esta posibilidad solo entraría en 
juego en los supuestos en los que la declaración previa no hubiera sido 
anulada por el propio incumplimiento temporal de la Administración 
actuante1095. 
 
Un caso similar es el que se plantea ante la declaración de nulidad de un 
PORN, por la que el espacio natural deja de ostentar un instrumento válido de 
ordenación ambiental transcurrido un cierto periodo de tiempo durante el que 
ha funcionado normalmente. Para PERNAS y RODRÍGUEZ BERNAL1096 esta 
situación es extremadamente compleja, debido a que aunque no parece 
procedente extender los efectos de la nulidad del instrumento de ordenación a 
la norma por la que se declaró el espacio natural afectado, lo cierto es que su 
régimen jurídico queda vaciado de todos sus extremos normativos aplicables, 
con la lógica incertidumbre que de esta situación puede derivarse. Por ello, 
para estos autores este tipo de situaciones requieren de una rápida actuación 
administrativa que venga a llenar el vacío jurídico provocado por la nulidad del 
instrumento de planificación ambiental, evitando las contradicciones que 
                                            
1095 La propia Sala afirma: Las consecuencias, por tanto, del incumplimiento del plazo de un 
año son distintas de haberse efectuado la declaración de Espacio Natural Protegido por Ley o 
por disposición de la Administración cuando se ha utilizado excepcionalmente la facultad 
prevista en el artículo 15.2 de la Ley 4/1989, de 27 de marzo. Si fuese la Administración quien, 
sin la previa aprobación del correspondiente Plan de Ordenación de los Recursos Naturales de 
la zona, efectuase la declaración de Parque o Reserva por concurrir razones que así los 
justifiquen, debidamente recogidas en la norma que lo declare, y, posteriormente, la propia 
Administración no aprobase en el plazo del año legalmente establecido el Plan de Ordenación 
de los Recursos Naturales, la disposición administrativa, por la que se declaró el Parque o 
Reserva, es nula, como esta Sala y Sección del Tribunal Supremo lo acordó en su citada 
Sentencia de fecha 6 de mayo de 2003 (recurso 3727/1997), pero si tal declaración de Parque 
o Reserva se hubiese efectuado por Ley, según prevé el artículo 18.1 de la Ley 4/1989, de 27 
de marzo, la consecuencia de no haberse tramitado y aprobado el correspondiente Plan de 
Ordenación de los Recursos Naturales de la zona en el plazo de un año, como ordena el 
referido artículo 15.2 de esta misma Ley, es la pérdida de eficacia de tal declaración de 
Espacio Natural con todas las consecuencias que de ello pudiesen derivarse, cual son, entre 
otras, la inoperancia de las contempladas en el artículo 10.3 de la propia Ley 4/1989 
(declaración de utilidad pública a efectos expropiatorios y ejercicio de los derechos de tanteo y 
retracto por la Administración) y la desaparición de todas las limitaciones inherentes a la 
declaración de Parque o Reserva. 
1096 PERNAS B. y RODRÍGUEZ BERNAL, Antonio (2003). 
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pudieran generarse en el periodo transitorio que mediara hasta la aprobación 
del nuevo documento de ordenación. 
 
En general, ante cualquiera de estas situaciones, parece procedente estimar la 
necesidad de observar lo dispuesto por el artículo 23 de la LPNYB, relativo a la 
protección cautelar en los procesos de tramitación de los PORN1097. Con ello 
se cumpliría la exigencia de precaución que la norma estatal requiere, en los 
procesos de declaración de los espacios naturales que precisan la 
implementación de un instrumento de planeamiento ambiental, estableciendo la 
aplicación de esta prevención tanto en sentido negativo, al prohibir todo acto de 
transformación que pudiera frustrar las futuras determinaciones del PORN y, 
por otro lado, en sentido positivo1098, al exigir para toda actuación sobre el 
ámbito del espacio natural el informe favorable de la Administración 
competente para la formulación del PORN (fundamentalmente la 
administración autonómica correspondiente). 
 
 
D. Medidas adicionales de protección cautelar. 
 
En relación con la formulación y aprobación de los PORN cabe hacer una 
referencia final a otras medidas preventivas que, además de la que se ha 
                                            
1097 Que dispone: “1. Durante la tramitación de un Plan de Ordenación de los Recursos 
Naturales o delimitado un espacio natural protegido y mientras éste no disponga del 
correspondiente planeamiento regulador, no podrán realizarse actos que supongan una 
transformación sensible de la realidad física y biológica que pueda llegar a hacer imposible o 
dificultar de forma importante la consecución de los objetivos de dicho Plan. 2. Iniciado el 
procedimiento de aprobación de un Plan de Ordenación de los Recursos Naturales y hasta que 
ésta se produzca no podrá reconocerse a los interesados la facultad de realizar actos de 
transformación de la realidad física, geológica y biológica, sin informe favorable de la 
Administración actuante. 3. El informe a que se refiere el apartado anterior deberá ser 
sustanciado y emitido por el órgano ambiental de la administración actuante en un plazo 
máximo de noventa días”. 
1098 Aunque ciertamente en este caso la norma estatal en el artículo 23.2 establece este trámite 
en los casos en los que se ha iniciado la tramitación del PORN, obviando los supuestos en los 
que se haya declarado normativamente el espacio natural, pero sin que se haya iniciado 
formalmente la tramitación del instrumento de planeamiento, como sí hace en el punto primero 
del citado artículo. En todo caso y aunque esta diferenciación pueda ser subsanada por la 
normativa autonómica aplicable, parece evidente que la invocación a los principios de 
precaución y prevención puede determinar la procedencia en todo caso de la exigencia del 
informe de la administración autonómica.  
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analizado en el punto anterior, la normativa estatal introduce para garantizar la 
preservación de los ámbitos territoriales cuya ordenación ambiental, presente o 
futura, deba ser realizada a través de un instrumento de planificación de este 
tipo. 
 
En primer lugar es preciso hacer referencia a la denominada protección 
preventiva de los espacios naturales, regulada en el artículo 24 de la LPNYB y 
que, en síntesis, supone la posibilidad que, ante la existencia de una zona en 
buen estado de conservación sobre la que se presente un determinado factor 
de perturbación que pudiera alterar su estado, las Administraciones Públicas 
competentes puedan adoptar las medidas necesarias para eliminar o reducir 
dicho elemento de distorsión del entorno, estableciendo un régimen de 
protección preventiva para el caso en que la eliminación no fuera posible. Dicho 
régimen de protección preventiva puede consistir en: 
 
a) La obligación de los titulares de los terrenos de facilitar información y 
acceso a los agentes de la autoridad y a los representantes de las 
Comunidades Autónomas. 
 
b) El inicio inmediato de la tramitación del Plan de Ordenación de los 
Recursos Naturales de la zona, de no estar ya iniciado. 
 
c) La aplicación de medidas específicas de protección, previo cumplimiento 
del trámite de audiencia a los interesados, información pública y consulta 
de las Administraciones afectadas. 
 
Esta disposición de medidas preventivas presenta un evidente fin precautorio, 
tendente a salvaguardar posibles espacios naturales en peligro, que por 
ausencia o demora en su tratamiento administrativo pudieran verse 
perjudicados o incluso eliminados. Para ello se trata de poner a disposición de 
los poderes públicos competentes las medidas de actuación inmediata que 
pudieran detener o amortiguar los elementos de cualquier clase que pudieran 
propiciar el deterioro ambiental de estas zonas.  
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En segundo lugar, también debemos referirnos a las denominadas zonas 
periféricas de protección, definidas como espacios incluidos en las 
declaraciones de los espacios naturales protegidos destinados a evitar 
impactos ecológicos o paisajísticos procedentes del exterior. En los supuestos 
en los que fuera procedente, se exige que la propia norma de creación incluya 
las limitaciones necesarias que han de imponerse sobre estas zonas contiguas 
a los espacios naturales. 
 
Este elemento de protección adicional a los ámbitos geográficos de los PORN, 
regulado en el artículo 38 de la LPNYB, se establece a modo de zona de 
servidumbre de protección del espacio natural, actuando como ámbito territorial 
de amortiguación de impactos procedentes de los territorios colindantes. La 
configuración y régimen de estas zonas periféricas de protección deben 
incorporarse a la zonificación del propio instrumento de planificación ambiental, 
requiriendo la justificación de su establecimiento y del alcance de las 
restricciones de usos impuestas sobre las mismas1099. 
 
Como puede apreciarse, esta medida de protección presenta un aspecto 
cautelar en diferente sentido a la analizada anteriormente, ya que si aquella se 
introduce desde un punto de vista temporal, protegiendo los espacios que 
posiblemente en un futuro pudieran obtener un reconocimiento administrativo 
singularizado, en este caso la medida tiende a proteger espacios ya declarados 
y ordenados, incorporando limitaciones que permitan evitar posibles agresiones 
                                            
1099 La LPNYB en su artículo 39 regula las denominadas áreas de influencia socioeconómica, 
que presentan una naturaleza distinta a las periféricas de protección, ya que se definen por el 
propio artículo de la siguiente forma: “Con el fin de contribuir al mantenimiento de los espacios 
naturales protegidos y favorecer el desarrollo socioeconómico de las poblaciones locales de 
forma compatible con los objetivos de conservación del espacio, en sus disposiciones 
reguladoras podrán establecerse Áreas de Influencia Socioeconómica, con especificación del 
régimen económico y las compensaciones adecuadas al tipo de limitaciones. Estas Áreas 
estarán integradas, al menos, por el conjunto de los términos municipales donde se encuentre 
ubicado el espacio natural de que se trate y su zona periférica de protección”. De conformidad 
con esta regulación, puede apreciarse que la finalidad de estas áreas de influencia es la de 
evitar o, amortiguar en lo posible, los posibles efectos negativos que para la economía de las 
zonas colindantes puedan derivarse de la declaración de un espacio natural, por lo que nos 
encontramos ante un instrumento de dinamización socioeconómica del entorno de estos 
espacios protegidos. 
841





a sus valores especiales procedentes de actuaciones en zonas limítrofes pero 
realmente fuera de sus contornos.  
 
 
E. Impugnación de los PORN. 
 
Como cualquier otro tipo de actuación administrativa, los instrumentos de 
planeamiento ambiental y, en concreto los PORN, son susceptibles 
impugnación conforme a las reglas establecidas en la normativa vigente en 
función de su concreta naturaleza jurídica. De este modo, la indubitada 
consideración de estos instrumentos como disposiciones generales determina 
que su impugnación judicial pueda realizarse directamente a través de recurso 
contencioso-administrativo interpuesto durante el plazo habilitado al efecto por 
la normativa vigente, alegando tanto la concurrencia de causas de nulidad 
derivada de aspectos formales de su tramitación, como de causas materiales 
en su contenido. Pero, además, a través de la vía indirecta también es posible 
impugnar a estos instrumentos, al atacar los actos administrativos dictados en 
su aplicación alegando la nulidad de alguno de sus contenidos. 
 
En el primero de los casos podemos hacer referencia a la STS de 25 de febrero 
de 2003 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 6876/1999. Ponente GARZÓN HERRERO, EDJ 
2003/9274), en la que se anula el PORN de los Montes de Toledo por estimar 
la concurrencia de defectos sustanciales en su tramitación, que a juicio del Alto 
Tribunal son causantes de su nulidad de pleno derecho. No obstante, por la 
jurisprudencia se ha ido perfilando el contenido exigible en la tramitación de 
estos instrumentos, estimando entre otras cuestiones que no es preciso la 
incorporación de dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo 
autonómico, al definir su naturaleza jurídica como elemento de aplicación de la 
normativa a un determinado ámbito territorial y no como un reglamento 
ejecutivo de la legislación básica destinado a complementar o desarrollar la 
Ley. Esta interpretación puede extraerse de la STS de 16 de junio de 2003 
(EDJ 2003/50159), así como de la STSJ de Cantabria de 1 de junio de 1999 
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(EDJ 1999/20017) y de la STSJ de la Comunidad Valenciana de 28 de mayo de 
2003 (EDJ 2003/193347). 
 
En relación a la posible impugnación por el contenido de los PORN, debe ser 
destacada la reciente STSJ de Andalucía de 21 de noviembre de 2018 (Sede 
de Sevilla, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 3ª, rec. 65/2017. 
Ponente DEL PINO ROMERO, ROJ STS AND 14445/2018), por la que acoge 
la reclamación de Abogado del Estado frente a parte del contenido del Decreto 
142/2016, de 2 de junio, que entre otras cuestiones aprueba el PORN del 
Espacio Natural de Doñana, al estimar que trasgrede competencias estatales 
sobre la gestión de los puertos de interés general (en este caso del Puerto de 
Sevilla) y sobre el control del espacio aéreo y su tránsito. En ambos casos el 
documento ambiental contenía restricciones y limitaciones que deben ser 
tratadas por el Estado en virtud de sus competencias constitucionales, incluso 
cuando afecten o se refieran a espacios naturales protegidos.  
 
Por su parte, la posibilidad de impugnación indirecta de los PORN ha sido 
afirmada expresamente por varias resoluciones judiciales, pudiendo destacar la 
STSJ de Cantabria de 16 de septiembre de 2010 (LA LEY 169072/2010) en la 
que se viene a afirmar que, en su condición de disposición de carácter general, 
este instrumento de planificación puede ser atacado tanto por la denominada 
vía directa como la por vía indirecta, si bien en este último caso, con la 
limitación de que la ilegalidad invocada constituya uno de los fundamentos de 
los actos administrativos que se impugnan de manera directa, o en otras 
palabras, cuando exista una relación de causalidad entre la ilegalidad 
apreciada en el PORN y los motivos de impugnación de los actos dictados en 
su aplicación. 
 
A esta afirmación se debe añadir que en el recurso por la citada vía indirecta 
solo pueden invocarse cuestiones materiales que determinen la nulidad del 
instrumento de planificación y no, por el contrario, cuestiones formales o 
meramente procesales. Tal interpretación es sustentada por el Tribunal 
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Supremo1100, al estimar de forma reiterada que la impugnación de los vicios de 
procedimiento tiene su sede natural en los recursos directos y en los plazos 
para ellos establecidos, quedando el recurso indirecto tan sólo para su 
aplicación frente a los vicios de ilegalidad material en que pudieran incurrir las 
disposiciones reglamentarias y que afecten a los actos de aplicación 
directamente impugnados. 
 
Cabe traer a colación en este punto lo ya expuesto anteriormente sobre la 
crítica que puede realizarse sobre la posibilidad permanente de impugnación 
de los instrumentos de planeamiento, cuestión que es calificada por un amplio 
sector doctrinal como un velado ataque al principio de seguridad jurídica, al 
poder revisar la vigencia de un elemento tan sensible como es un instrumento 
de planificación en fecha muy posterior a su entrada en vigor, mediante el 
ataque a un acto administrativo dictado en su aplicación en el que se aprecie 
una causa de nulidad material derivada de sus propias determinaciones. 
    
 
VI. LOS PLANES RECTORES DE USO Y GESTIÓN (PRUG). 
 
A. Naturaleza y características generales.  
 
Aparte de los instrumentos de planificación ambiental que se han analizado 
hasta este punto, la normativa establece un tipo de instrumento cuya 
naturaleza híbrida presenta características que en determinados aspectos lo 
asemejan a los instrumentos de planificación antes analizados, pero cuya 
función prioritaria es el desarrollo de las previsiones de la normativa reguladora 
de determinados espacios naturales protegidos (fundamentalmente Parques y 
Reservas Naturales), en lo relativo a su régimen de gestión integral. Estos 
instrumentos, denominados por el artículo 31 LPNYB como Planes Rectores de 
Uso y Gestión (en siglas PRUG), se han de entender como elementos de 
desarrollo de las previsiones de planificación de estos espacios naturales y, a 
                                            
1100 En sentencias como las de 18 de mayo de 2012 (EDJ 2012/103567) y la de 6 de julio de 
2010 (LA LEY 114349/2010). 
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su vez, como documentos técnicos de gestión, mantenimiento y actuación de 
los espacios naturales sobre los que se formulen por los órganos autonómicos 
competentes1101.  
 
En otras palabras, como indica la Junta de Castilla y León en la página web de 
su Consejería de Medio Ambiente1102 los PRUG deben fijar las normas 
generales de uso y gestión de los Parques y Reservas Naturales1103, 
concretando en el territorio los objetivos de conservación y gestión y el régimen 
de usos previstos en el Plan Director de la Red de Espacios Naturales y en los 
Planes de Ordenación de los Recursos Naturales (PORN) que les resulte de 
aplicación. De este modo, como añade la propia Consejería castellano-leonesa, 
el PORN marca las directrices generales del espacio, por lo que se hace 
necesario otro instrumento más concreto que permita la gestión, protección y 
conservación de los valores de la zona, mediante el adecuado uso y gestión de 
sus recursos, con el fin de garantizar un aprovechamiento sostenido en 
armonía con el desarrollo de las poblaciones que lo habitan1104. Este 
documento es el Plan Rector de Uso y Gestión (PRUG), que se constituye 
como el instrumento básico de gestión de los espacios declarados como 
Parques y Reservas naturales. 
                                            
1101 De hecho, autores como BILBAO URIBARRI, Aitor (2005), los califican expresamente como 
instrumentos de ordenación territorial. 
1102 
http://www.medioambiente.jcyl.es/web/jcyl/MedioAmbiente/es/Plantilla100/1279783732137/_/_/
_ (último acceso, 9 de enero de 2019).  
1103 Aunque ciertamente el artículo 31 LPNYB solo establece este instrumento para los 
Parques. No obstante, la competencia autonómica sobre la gestión de los espacios naturales 
puede extender la aplicación de estos instrumentos a otros tipos, máxime en el caso de las 
Reservas Naturales, cuya tipología se asemeja en gran medida a la de los Parques.  
1104 Como afirma la STSJ de la Comunidad Valenciana de 6 de noviembre de 2009 (LA LEY 
276779/2009) en su FD 2º, el PORN afecta a un determinado espacio con valores suficientes 
para ser objeto de protección ambiental a través del oportuno procedimiento participativo, en 
tanto que el PRUG es el instrumento de gestión de un espacio protegido formalmente, sea 
Parque Nacional o Parque Natural, pues es sobre todo un instrumento de planificación común a 
todos los parques. Por ello, en un PORN se recogen en ocasiones determinaciones generales, 
o vagas o inconcretas que se deben precisar en el PRUG. Ahora bien, todo PORN suele 
remitirse expresa o indirectamente al PRUG para concretar su contenido en el espacio natural 
protegido por lo que en ocasiones no sólo tiene regulaciones imperativas sino meras 
recomendaciones o indicaciones, lo que no evita o impide, como es el caso, que tenga normas 
de directa aplicación o prohibiciones, en cuyo caso se imponen a las Administraciones 
Públicas, a los interesados y a las planificaciones derivadas, debiendo justificar, en su caso,  
las excepciones que a ello se puedan hacer (pudiendo incluso estar previstas en el PORN) o 
bien determinando los casos en que pudiera ser procedente.  
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La regulación de estos instrumentos que realiza la norma estatal es realmente 
escasa, ya que básicamente se recoge en el citado artículo 31 LPNYB, que se 
limita a establecer una pequeña reseña de su procedimiento de tramitación y a 
delimitar, como posteriormente se hará referencia, la vinculación que presentan 
sobre el planeamiento urbanístico de los territorios sobre los que incida desde 
un punto de vista geográfico.  
 
El resto de alusiones a esta figura de planificación debemos buscarla en la 
regulación específica de los Parques Nacionales y, fundamentalmente, en la 
normativa autonómica, debido a que su formulación se atribuye expresamente 
a cada Comunidad Autónoma por determinación expresa del artículo 31.5 
LPNYB y es a éstas a quienes corresponde el desarrollo de la regulación 
estatal sobre esta materia. Conforme a esta atribución competencial, será cada 
Comunidad Autónoma la que, al regular expresamente los Parques y Reservas 
Naturales que identifiquen en su ámbito territorial, incluyan la exigencia de la 
tramitación de sus correspondientes PORN y PRUG1105. 
 
Partiendo de estas premisas, podemos añadir que los PRUG se disponen 
como medio de planificación de desarrollo de los PORN en los Parques y 
Reservas Naturales, en las cuestiones relativas a su gestión y a los usos 
asumibles en ellos, debiendo en todo caso respetar las directrices marcadas en 
los mismos y, a su vez, en aquellos otros instrumentos sectoriales que pudieran 
                                            
1105 Esta facultad de desarrollo e implementación de PRUG en espacios protegidos declarados 
por las Comunidades Autónomas deriva, además de por la competencia autonómica sobre 
medio ambiente recogida en el correspondiente Estatuto de Autonomía, por la propia atribución 
competencial establecida por el artículo 6.1 del  Real Decreto 1997/1995, de 7 de diciembre, 
por el que se establecen medidas para contribuir a garantizar la biodiversidad mediante la 
conservación de los hábitats naturales y de la fauna y flora silvestres, que literalmente dispone: 
“Respecto  de  las  zonas  especiales  de  conservación,  las  Comunidades  Autónomas 
correspondientes  fijarán  las  medidas  de  conservación  necesarias  que  implicarán,  en  su 
caso, adecuados planes de gestión, específicos a los lugares o integrados en otros planes de 
desarrollo, y las apropiadas medidas reglamentarias, administrativas o contractuales, que 
respondan a las exigencias ecológicas de los tipos de hábitats naturales del anexo I y de las 
especies del anexo II presentes en los lugares…” e, incluso, por Tratados Internacionales como 
es el Protocolo sobre las zonas especialmente protegidas y la diversidad biológica en el 
Mediterráneo y anexos, adoptado en Barcelona el 10 de junio de 1995 y en Montecarlo el 24 de 
noviembre de 1996, respectivamente (ratificado por el Reino de España mediante Instrumento 
de 23 de diciembre de 1998, BOE número 302 de 18 de diciembre de 1999). 
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resultar de aplicación por su carácter genérico. De este modo, como afirman 
ATAURI MEZQUIDA y GÓMEZ LIMÓN1106, los PRUG son los instrumentos a 
través de los que los responsables de los espacios naturales protegidos 
impulsan las medidas prácticas tendentes a conseguir los objetivos 
pretendidos, fundamentalmente al establecer y limitar el régimen de usos 
asumibles en el territorio y, de este modo, delimitar el sistema de gestión más 
adecuado para cada entorno protegido. 
 
La consideración de estos instrumentos como documentos normativos ha sido 
ratificada por la jurisprudencia, como puede apreciarse en la STS de 20 de 
septiembre de 2012 y la STS de 28 de enero de 2019 (Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sec. 5ª, rec. 2007/2017. Ponente HERRERO PINA, 
ECLI:ES:TS:2019:211)1107, al estimar que su naturaleza no es la de un 
reglamento ejecutivo destinado a desarrollar o completar las previsiones 
normativas, sino al contrario, la de un elemento de estudio de un concreto 
ámbito territorial con la finalidad de adecuar la gestión de los recursos naturales 
de los espacios protegidos a los principios inspiradores de la LPNYB. Como 
señala MORA RUIZ1108 esta interpretación jurisprudencial viene a afianzar la 
naturaleza normativa de los estos instrumentos, lo que supone una garantía del 
sistema de protección diseñado por la LPNYB para los espacios naturales, en 
la medida en que se trata de una planificación en cascada, que no puede 
comprenderse de forma aislada y que, en consecuencia, debe tener una 
especial posición respecto de la planificación estrictamente territorial. 
 
 
B. La importancia del PRUG en los Parques Nacionales. 
 
En el caso concreto de los Parques Nacionales, la figura del PRUG presenta 
una configuración e incidencia superior a la que ostenta en el resto de espacios 
naturales sobre los que pueden formularse este tipo de instrumentos de 
                                            
1106 ATAURI MEZQUIDA, José Antonio y GÓMEZ LIMÓN, Javier (2002). 
1107 En esta sentencia (FD 3º) el propio Tribunal Supremo alude a las de 26 de noviembre y 2 
de diciembre de 2003. 
1108 MORA RUIZ, Manuela (2019). 
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planificación, ya que se disponen como elementos que, aparte de incluir los 
sistemas y mecanismos de uso y gestión, presentan un específico ámbito de 
ordenación al desarrollar directamente las premisas de la normativa sobre 
estos espacios, incluyendo su zonificación1109.  
 
En este sentido el artículo 20 de la LPN se refiere inicialmente a los PRUG 
exigiendo de forma expresa su formulación para estos espacios superiores del 
sistema de protección natural español, debiendo ser elaborado por el órgano 
de la Administración competente en su planificación y gestión, a modo de 
instrumento de planificación ordinaria. En estos planes, que serán 
periódicamente revisados, se deberán fijar las normas generales de uso y 
gestión del Parque Nacional1110.  
 
Como se ha apuntado, la nota singular de la regulación específica de los 
PRUG, sobre la establecida de forma genérica por la LPNYB, se incluye en el 
punto 5 del citado artículo 20, que requiere que estos instrumentos se ajusten 
al Plan Director de la Red de Parques Nacionales, debiendo contener, aparte 
de las cuestiones técnicas propias de todo documento de esta categoría, la 
propia zonificación del espacio protegido, delimitando las áreas asociadas a los 
diferentes usos definidos y estableciendo la normativa de aplicación para cada 
una de ellas. Esta determinación expresa, junto con el resto de cuestiones que 
se le añaden, conlleva que el PRUG en los Parques Nacionales presente una 
entidad superior al de otros espacios naturales, al constituirse en un 
instrumento integral de planificación ambiental de estos ámbitos singulares.  
 
En este sentido, SANZ RUBIALES1111 afirma que, muy posiblemente, la razón 
de esta primacía de los PRUG en el caso concreto de los Parques Nacionales 
se deba al mayor protagonismo que han adquirido estos instrumentos con la 
entrada en vigor de la Ley 30/2014, de 3 de diciembre, en buena medida como 
consecuencia de la inexigibilidad de aprobar un PORN como requisito previo a 
                                            
1109 Vid. MONTES SÁNCHEZ, Manuel (2016, pág. 26). 
1110 Cfr. ALONSO ALONSO, Carlos; DE LA MORENA OLÍAS, Jesús y MUÑOZ AMOR, María 
del Mar (2013). 
1111 SANZ RUBIALES, Íñigo (2015).  
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la declaración de Parque Nacional, en contra de lo que sucede en el caso del 
resto de Parques y Reservas Naturales.  
 
A juicio de LASTRA BRAVO y TOLÓN BECERRA1112, con arreglo a esta 
consideración el PRUG debe regular el uso y régimen de actividades del 
espacio natural, así como el tipo y régimen de los aprovechamientos, 
estableciendo al efecto una división por zonas y dando una normativa 
específica para cada área definida, en función principalmente de su estado de 
conservación. Además, estos autores entienden que en este instrumento se 
deben contener las normas fundamentales para la gestión del ámbito, con lo 
que el papel del PRUG parece configurarse como el de regulador de las 
actividades que se desarrollan dentro de cada espacio natural con respecto a 
los temas propios de su funcionamiento (investigación, uso público y 
conservación, protección y mejora de valores ambientales). 
 
Podemos añadir en este punto lo dispuesto en el ya mencionado Plan Director 
de la Red de Parques Nacionales1113, realizado conforme dispone la Ley 
30/2014, de 3 de diciembre, de Parques Nacionales, que entre sus directrices 
básicas para la planificación establece que en cada uno de los Parques 
Nacionales se debe elaborar y aprobar un PRUG, que considera su 
instrumento de planificación ordinaria conforme a sus previsiones. Con arreglo 
a esta determinación, el Plan Director requiere su desarrollo, al menos, 
mediante los planes anuales de trabajos e inversiones y los planes o 
programas de carácter sectorial que acuerden las Comunidades Autónomas, 
en los ámbitos que requieran un mayor nivel de detalle. Pero como ya se ha 
apuntado, el carácter fundamental que otorga a los PRUG se aprecia de forma 
muy acusada en la obligación de efectuar la zonificación1114 de cada Parque 
Nacional, exigiendo la delimitación de los ámbitos a identificar dentro de cada 
                                            
1112 Op. cit. (2008). 
1113 Real Decreto 389/2016, de 22 de octubre, por el que se aprueba el Plan Director de la Red 
de Parques Nacionales (BOE núm. 257, de 24 de octubre de 2016). 
1114 El Plan Director de la Red de Parques Nacionales define la zonificación como: “…la 
organización del espacio en función del valor y fragilidad de sus recursos y de su capacidad de 
acogida para los distintos usos, con el fin de minimizar los impactos negativos y de asegurar un 
uso del espacio compatible con la conservación de sus sistemas naturales…”.  
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uno de ellos, ordenados de mayor a menor grado de protección y de menor a 
mayor grado de presencia e intervención humana: zona de reserva, zona de 
uso restringido, zona de uso moderado, zona de uso especial y, finalmente, la 
zona de asentamientos tradicionales. 
 
La regulación del contenido de los PRUG se completa con la propia normativa 
reguladora de cada uno de los Parques Nacionales existentes en España1115, 
que como indica el propio Ministerio para la Transición Ecológica en su página 
web1116, deben contener, además de la citada zonificación de su ámbito 
territorial, las normas generales para la conservación, el uso público y la 
investigación de cada espacio natural protegido en concreto.  
 
 
C. Los PRUG en el sistema de planificación territorial español. 
  
En lo que respecta al encaje de los PRUG dentro del entramado de 
instrumentos de planificación que pueden incidir sobre un espacio natural 
previamente declarado como tal, cabe destacar que su formulación viene 
exigida por el artículo 31 de la LPNYB, o en su caso, la normativa autonómica 
que así lo imponga, que determinan expresamente la necesidad de elaborar los 
PRUG, cuya aprobación corresponderá al órgano competente de la Comunidad 
Autónoma. Igualmente, por propia determinación legal prevalecerán sobre el 
planeamiento urbanístico aplicable, de tal modo que si sus determinaciones 
son incompatibles con las de la normativa urbanística en vigor, ésta se deberá 
revisar de oficio por los órganos competentes (art. 31.6 de la LPNYB).  
 
                                            
1115 A modo de ejemplo, la Ley 3/1999, de 11 de enero, por la que se crea el Parque Nacional 
de Sierra Nevada, establece en su artículo 9 que el instrumento de planificación de la gestión 
del Parque es el PRUG, al que atribuye carácter plurianual y la exigencia de que se adapte a la 
normativa estatal vigente. En cumplimiento de esta obligación, por la Comunidad Autónoma de 
Andalucía se aprobó el documento mediante el Decreto 238/2011, por el que se establece la 
ordenación y gestión de Sierra Nevada.  
1116 https://www.miteco.gob.es/es/red-parques-nacionales/la-red/gestion/prug.aspx (último 
acceso, 9 de enero de 2019). 
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Esta afirmación expresa de la normativa ambiental, aplicable igualmente en el 
caso de los instrumentos formulados sobre los Parques Nacionales, presenta 
varias cuestiones sobre las que es preciso realizar una breve referencia. En 
primer lugar, llama la atención que la LPNYB solo establezca expresamente la 
vinculación de los PRUG sobre la planificación urbanística y no haga referencia 
alguna a la ordenación territorial, omisión que sin duda deriva del ámbito de 
actuación que, con carácter general, tienen estos instrumentos de planificación 
ambiental, cuya aplicación se limita a la gestión de usos y actuaciones 
autorizables en el espacio, lo que incide evidentemente sobre los elementos 
propios de la ordenación urbanística (usos y construcciones autorizables, 
intensidades de ocupación, tipología y ornato de elementos constructivos, etc.), 
y no sobre la delimitación de tipos y clases de suelo por la concurrencia de 
valores destacables en su ámbito, cuestión de planificación territorial en la que, 
como se ha analizado anteriormente, en términos de planificación ambiental 
debe ser objeto de tratamiento por los PORN. En este sentido se posicionan 
autores como SANZ RUBIALES1117, exceptuando las diferencias existentes en 
el caso de los Parques Nacionales por el carácter integral que en estos casos 
presentan los PRUG formulados sobre los mismos. 
 
Esta interpretación ha sido igualmente reconocida por la jurisprudencia, 
pudiendo destacar la STSJ de la Comunidad Valenciana de 12 de julio de 2010 
(Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 47/2008. Ponente 
REVUELTA PÉREZ, EDJ 2010/318366), en cuyo FD 9º se dispone:  
 
“…En suma, conforme al plan impugnado el régimen jurídico de estos 
terrenos difiere sustancialmente en función del tipo de titularidad de los 
mismos. Lo cierto es que, conforme a lo establecido en la legislación de 
espacios naturales aplicable, no corresponde al PRUG delimitar el 
espacio protegido, sino al PORN. La Administración competente tiene 
que delimitar, utilizando el instrumento jurídico procedente, el espacio 
territorial afectado por esta declaración. Y no es admisible, por otra 
parte, que dicha delimitación venga presidida por un criterio que no es 
científico y totalmente ajeno a la protección ambiental, como es la 
titularidad de los terrenos. Deben llevarse a cabo los estudios 
necesarios para la delimitación del espacio conforme a los valores 
ambientales presentes y justificarse adecuadamente. Así, siguiendo el 
                                            
1117 Op. cit. (2015). 
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criterio mantenido por esta Sala en la Sentencia de esta Sala de 23-12-
2004, en materia de zonas húmedas, debemos considerar esta 
disposición contraria a Derecho”.   
 
La anterior reflexión presenta, a su vez, una conclusión adicional ciertamente 
extraída de la lógica aplicada sobre la planificación del territorio, como es la 
exigencia del PRUG de observar las determinaciones de ordenación 
contenidas en el PORN del espacio natural sobre el que se apliquen de forma 
simultánea ambos instrumentos, a semejanza de lo que ocurre con la 
planificación territorial y urbanística de forma general1118. Por consiguiente, 
queda fuera de toda duda la exigencia de la gestión de usos de un espacio 
natural (definida conforme a su zonificación en este sentido), por la que ha de 
observar la delimitación espacial y los condicionantes que, en función de ella, 
determine el instrumento ambiental general que haya establecido la ordenación 
del ámbito territorial. Tal conclusión ha sido ratificada, entre otras, por la STS 
de 10 de mayo de 2012 (Sala 3ª, Sec. 5ª. Ponente PECES MORATE, ROJ STS 
3424/2012), afirmando que la prevalencia de las determinaciones del PORN 
sobre los PRUG en los espacios donde ambos desplieguen sus efectos deriva 
de la propia definición legal, actualmente contenida en el artículo 19 de la 
LPNYB, por la que la ordenación ambiental general de los PORN ha de 
prevalecer sobre el resto de instrumentos de planificación1119.  
 
Esta afirmación se ha de atribuir no solo a los instrumentos de ordenación 
territorial, sino que ha de hacerse extensiva a las normas por las que se 
                                            
1118 De hecho, en muchas ocasiones ambos instrumentos se aprueban de forma conjunta, 
asumiendo la prevalencia de la ordenación ambiental de los PORN sobre la planificación de 
uso y gestión que realizan los PRUG. Como ejemplo podemos hacer mención al Decreto 
238/2011, por el que se establece la ordenación y gestión de Sierra Nevada, al que se ha 
hecho referencia anteriormente, que aprueba tanto el PORN de Sierra Nevada (en su conjunto) 
como los PRUG del Parque Nacional de Sierra Nevada y del Parque Natural de Sierra Nevada; 
o al reciente Decreto 142/2006, de 2 de agosto, por el que se amplía el ámbito territorial del 
Parque Natural de Doñana, se declara la Zona Especial de Conservación Doñana Norte y 
Oeste (ES6150009) y se aprueban el Plan de Ordenación de los Recursos Naturales y el Plan 
Rector de Uso y Gestión del Espacio Natural Doñana. 
1119 El actual artículo 19.2 dispone: “Cuando los instrumentos de ordenación territorial, 
urbanística, de recursos naturales y, en general, física, existentes resulten contradictorios con 
los Planes de Ordenación de Recursos Naturales deberán adaptarse a éstos. En tanto dicha 
adaptación no tenga lugar, las determinaciones de los Planes de Ordenación de Recursos 
Naturales se aplicarán, en todo caso, prevaleciendo sobre dichos instrumentos”.  
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establezcan y delimiten los propios espacios naturales sobre los que el PRUG 
ha de definir su régimen de gestión. Conforme a esta apreciación, la STS de 18 
de febrero de 2010 (Sala 3ª, Sec. 3ª, rec. 4154/2005. Ponente DE ORO-
PULIDO Y LÓPEZ, EDJ 2010/12507), en su FD 5º determina expresamente 
que el PRUG no puede alterar los ámbitos de protección definidos por la norma 
por la que se declare el espacio natural, debido a que esta coyuntura supone 
una vulneración del principio de jerarquía normativa, al existir un exceso con 
respecto a la habilitación establecida para el desarrollo de sus previsiones.  
 
Pero aparte de esta cuestión, cabe señalar que en lo que respecta a la materia 
estrictamente urbanística, la prevalencia del PRUG es incuestionable, tomando 
como referencia la propia redacción del artículo 31.6 LPNYB que no deja lugar 
a dudas sobre la cuestión1120. La exigencia de esta vinculación sobre el 
planeamiento urbanístico deriva no solo de la propia consideración del criterio 
de especialidad que presenta la planificación ambiental sobre la general de los 
instrumentos territoriales o urbanísticos sino, en mayor medida, de la 
supremacía que presentan en la actualidad las normas e instrumentos 
encargados de la protección del medio ambiente en su conjunto sobre los 
elementos destinados a proveer los criterios y formas de uso del suelo. Esta 
priorización de los parámetros de protección ambiental conlleva a que el 
régimen de utilización del suelo incluido en espacios naturales sea, 
irremediablemente, de carácter eminentemente restrictivo en comparación con 
el resto, por lo que su consideración individualizada requiere un instrumento 
específico que garantice el cumplimiento de las medidas de protección 
establecidas por la normativa o por el PORN del espacio natural en la vertiente 
activa de su desarrollo1121, relativa a los usos autorizados del suelo afectado y 
la forma e intensidad en que los mismos pueden ser desarrollados. Como 
indica la propia LPNYB, los criterios de este régimen de gestión material del 
ámbito protegido deben prevalecer sobre la planificación urbanística 
                                            
1120 Cfr. BILBAO URIBARRI, Aitor (2005). 
1121 La vertiente “negativa” del régimen de protección vendría determinada por el catálogo de 
usos prohibidos en la zona en atención a su potencial incidencia sobre el entorno ambiental, 
cuestión que debe venir reflejada en la norma o en el PORN del espacio natural, aunque pueda 
ser desarrollada por el PRUG. 
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establecida con carácter general, no solo desplazando la aplicación de su 
normativa sino exigiendo la revisión de oficio de sus determinaciones por los 
órganos competentes. 
 
Esta cuestión ha sido igualmente objeto de apreciación generalizada por la 
jurisprudencia que la ha analizado, llegando a concluir que la entrada en vigor 
del PRUG produce de forma automática la alteración de las condiciones de uso 
del suelo sobre el que despliega sus efectos, debiendo asumir desde ese 
momento el régimen contenido en el mismo1122. En este sentido se expresa la 
STSJ de la Comunidad Valenciana, de 1 de diciembre de 2017 (Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 491/2015. Ponente ALTARRIBA 
CANO, ECLI:ES:TSJCV:2017:7923), al afirmar la aplicación preferente del 
PRUG sobre el planeamiento urbanístico en tanto no se adapte a sus 
determinaciones, salvo en aquellas consideraciones en las que contuviera un 
nivel de protección más elevado sobre los valores ambientales presentes en el 
territorio. Esta afirmación supone, en otros términos, que ante la coyuntura de 
determinar qué regulación es aplicable, debe prevalecer la que disponga un 
nivel de protección más riguroso sobre los valores ambientales y culturales. 
  
Incluso se ha estimado procedente la inclusión de terrenos en la regulación del 
PRUG atendiendo a su actual naturaleza rústica, y ello aunque con anterioridad 
hubiesen estado incluidos en sectores urbanizables y sobre los mismos se 
hubieran tramitado los instrumentos precisos para su desarrollo, debido a que 
la ausencia de su urbanización material y su posterior inclusión en ámbitos de 
suelo protegido determinaron su actual consideración de suelo no urbanizable 
y, en cuanto a tal, susceptible de regulación a través del PRUG. A esta 
conclusión llega la STS de 2 de marzo de 2017 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 
                                            
1122 Esta contingencia puede provocar el nacimiento de la obligación de reparación de los 
perjuicios que pudieran causarse a los afectados por la medida, debido a que sus intereses 
legítimos pueden verse afectados por la introducción de un régimen jurídico nuevo que, casi 
con toda seguridad, va a limitar en gran medida la potencialidad de uso futuro del suelo. Esta 
cuestión, que será abordada posteriormente con mayor profundidad, ha sido reconocida por la 
jurisprudencia en sentencias como la del Tribunal Supremo de 28 de julio de 2009 (recurso de 
casación 2318/2005, EDJ 2009/171820), al estimar procedente la indemnización a los 
afectados por la planificación ambiental que aprecia la necesidad de protección de un entorno 
natural anteriormente considerado como suelo rural común. 
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290/2016. Ponente FERNÁNDEZ VALVERDE, EDJ 2017/12874), cuyo FD 6ª 
señala literalmente:  
 
“…ello, sin embargo, no puede, en modo alguno, llevarnos a la 
conclusión de que la condición de suelo urbano que los terrenos 
ostentaban cuando fueron aprobados los Planes Parciales ---en el 
marco del Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1976---, y que 
recuperarían tras la STSJ de Canarias, haya sido mantenida y 
conservada por los mismos hasta la actualidad, y, mucho menos, que la 
afectación de tal condición urbanística por el PRUG impugnado sea 
determinante de algún tipo de responsabilidad. Lo que, en síntesis, se 
pretende por los recurrentes es que, con base en tal clasificación, 
avalada ---según expresan--- por la STSJ de Canarias de 2 de marzo de 
2001, los terrenos de referencia han contado con una especie de 
salvoconducto clasificatorio urbanístico hábil para sortear las sucesivas 
normativas a la que antes hemos hecho referencia. Obvio es que, tales 
normas posteriores ---antes referenciadas--- han suprimido, desde la 
perspectiva que ahora examinamos de la legalidad urbanística 
aplicable, la citada consideración de suelo urbano de los terrenos 
concernidos incluidos en el ámbito de los Planes Parciales, y ello, con 
independencia del examen de la perspectiva probatoria que la sentencia 
también realiza…”. 
   
Desde el punto de vista de su contenido material, como afirman LASTRA 
BRAVO y TOLÓN BECERRA1123 el PRUG debería disponer de casi total 
autonomía para operar dentro de los límites, objetivos y líneas maestras que el 
PORN debe establecer. Con respecto a los otros instrumentos de planificación 
sectorial (planes especiales, planes de carácter socioeconómico1124, etc.), 
estos autores afirman que el PRUG debe cuidar la compatibilidad entre sus 
previsiones, pero sin adentrarse en materias propias de los mismos. La relación 
con estos instrumentos puede calificarse como de colateralidad, sin que el 




                                            
1123 Op. cit. (2008). 
1124 A modo de ejemplo, podemos citar el Acuerdo de 26 de junio de 2018, del Consejo de 
Gobierno, por el que se aprueba la formulación del II Plan de Desarrollo Sostenible del Parque 
Natural Montes de Málaga y su área de influencia socioeconómica (BOJA núm. 132, de 10 de 
julio de 2018). Su exposición de motivos dispone expresamente que objeto del Plan la 
dinamización de las estructuras socioeconómicas salvaguardando la estabilidad ecológica del 
territorio de conformidad con lo dispuesto en el Plan de Ordenación de los Recursos Naturales 
y Plan Rector de Uso y Gestión. 
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D. El proceso de formulación del PRUG. 
 
En cuanto a la formulación de estos instrumentos, ATAURI MEZQUIDA y 
GÓMEZ LIMÓN1125 sostienen que es un proceso complejo, en el que deben 
tenerse en cuenta aspectos de muy diferente naturaleza. Por una parte, los 
diferentes procesos ecológicos y socioeconómicos responsables del 
funcionamiento de los sistemas naturales. Por otra, la confluencia en el entorno 
de múltiples intereses de tipo social, político, económico, cultural, etc. Por lo 
tanto, es imprescindible en la redacción de este tipo de planes proceder 
conforme a una metodología clara, fácilmente asequible y que permita la 
comprensión del proceso por los agentes implicados, junto con una 
organización de la información estructurada y lógica, que impida que los 
aspectos esenciales queden subestimados y que, en definitiva, en términos 
generales asegure la coherencia interna del plan. 
 
Para alcanzar este objetivo, los citados autores postulan la herramienta 
denominada "Gestión del Ciclo del Proyecto" (Project Cycle Management / 
PCM)1126. De acuerdo con esta metodología, desde su concepción inicial hasta 
su finalización el ciclo de un proyecto, se han de realizar varias fases 
sucesivas, cada una de las cuales debe ser completada antes de comenzar la 
siguiente. Estas fases son las de análisis, formulación, financiación, ejecución 
y, finalmente, evaluación. Las fases de análisis y formulación se corresponden 
con la concepción y el diseño del proyecto. En la primera se evalúa la situación 
actual, se define el escenario deseable y se seleccionan las estrategias 
adecuadas para alcanzarlo, en tanto que, en la segunda, las estrategias se 
desarrollan hasta un nivel operativo.  
 
Tras las fases anteriores, se da paso a la fase de financiación, en la que se 
buscan y se evalúan los recursos económicos necesarios para llevar a cabo el 
proyecto, momento en el que se evoluciona a la fase de ejecución propiamente 
                                            
1125 ATAURI MEZQUIDA, José Antonio y GÓMEZ LIMÓN, Javier (2002). 
1126 Metodología desarrollada por la Comisión Europea a principios de los años 90 del pasado 
siglo, para mejorar la calidad en el diseño y gestión de los proyectos de ayuda al desarrollo, y 
para maximizar su eficacia. 
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dicha de las acciones previstas y, finalmente, en la fase de evaluación se 
determina hasta qué punto se han alcanzado los objetivos del proyecto1127. 
Como podemos comprobar, este proceso no dista mucho del establecido para 
la formulación del resto de planes territoriales, si bien cabe destacar que la fase 
de evaluación se entiende normalmente como un evento posterior y que, 
aunque lógicamente conectado con la redacción del plan, suele disponerse 
como un paso previo de a las adaptaciones o revisiones del instrumento 
evaluado.  
 
En este sentido, la propia configuración legal de los PRUG los caracteriza 
como documentos sujetos a revisión periódica, lo que deriva de su condición de 
instrumentos de gestión que establecen los criterios de uso y utilización de los 
espacios naturales y que, en cuanto a tales, deben ponderar los efectos que las 
actividades autorizadas puedan causar sobre los objetivos de conservación y/o 
restauración del entorno. Esta necesidad de verificación progresiva de los 
efectos e impactos que los usos puedan generar en el entorno determina la 
obligación, asumida por las Administraciones competentes, de actualizar 
permanentemente los instrumentos aprobados conforme a la programación 
temporal1128 que se contiene en los mismos y que determina el régimen de 
desarrollo de las actuaciones previstas en el marco de su gestión integral.  
 
En este punto cabe añadir que se ha llegado a cuestionar la posible afección 
que pudiera provocar la formulación de un instrumento regulador de usos 
autorizados y autorizables sobre una parte del territorio (como de hecho es 
todo espacio natural protegido), sobre las competencias locales reconocidas 
legalmente en materia urbanística, y ello debido a que su tramitación y 
                                            
1127 Para el desarrollo de las fases de análisis y formulación, exponen los citados autores, se 
utiliza una metodología específica conocida como "Marco Lógico". Esta metodología fue 
desarrollada a finales de los años 70 y principios de los 80 del pasado siglo por la Agencia para 
el Desarrollo Internacional de EEUU (USAID). Desde entonces ha sido utilizada con éxito por 
diferentes organismos internacionales como la Corporación Alemana para la Cooperación 
Técnica (GTZ) y la Comisión Europea. 
1128 Como ejemplo, podemos citar el PRUG del Parque Nacional de Sierra Nevada al que se ha 
hecho referencia anteriormente, que establece una programación temporal de sus actuaciones 
en una proyección de ocho años, susceptible de prórroga por un periodo similar, lapso temporal 
tras el que debe ser inexcusablemente sometido a revisión.  
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aprobación se produce generalmente por órganos de las respectivas 
Comunidades Autónomas. A esta cuestión se ha referido en varias ocasiones 
la jurisprudencia, disponiendo en Sentencias como la de 27 de abril de 2005 
(Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 78/2002. Ponente MENÉNDEZ PÉREZ, EDJ 
2005/76814) que, con carácter general, el contenido material del PRUG no 
supone una trasgresión de las competencias sobre usos urbanísticos del 
territorio de las Entidades Locales, siempre que se limiten a los aspectos 
ambientales que fundamentan su introducción y que, precisamente, son los que 
determinan su prioridad sobre la ordenación urbanística.  
 
Por ello, este instrumento ambiental debe establecer las condiciones de uso y 
gestión del territorio protegido sin entrar a considerar cuestiones urbanísticas 
adicionales, que serán objeto de tratamiento por el planeamiento aplicable, 
aunque evidentemente condicionadas por sus determinaciones. Tal conclusión 
puede extraerse de resoluciones judiciales como es la STSJ de la Comunidad 
Valenciana de 9 de febrero de 2017 (EDJ 2017/60583), en la que se avala la 
procedencia de la actuación urbanística proyectada, ante la no oposición 
expresa a la misma del PRUG aplicable sobre un espacio natural y su 
acreditada viabilidad en el planeamiento vigente.   
 
 
VII. LA RED ECOLÓGICA EUROPEA NATURA 2000. 
  
Al analizar la planificación ambiental no puede obviarse, por su excepcional 
importancia para la preservación de los diferentes hábitats naturales, la 
denominada Red Ecológica Europea Natura 2000, que se define conforme a la 
descriptiva formulación que se contiene en el artículo 3.1 de la Directiva 
92/43/CE1129:  
 
                                            
1129 Directiva 92/43/CEE del Consejo, de 21 de mayo de 1992, relativa a la conservación de los 
hábitats naturales y de la fauna y flora silvestre (DOUE núm. 206, de 21 de mayo de 1992). 
Esta Directiva es la que desarrolla la Red Natura 2000 como sistema de garantía de la 
conservación, de determinados hábitats en sus áreas naturales, por medio de la creación de 
zonas especiales para su protección y conservación.  
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“Se crea una red ecológica europea coherente de zonas especiales de 
conservación, denominada ‘Natura 2000’. Dicha red, compuesta por los 
lugares que alberguen tipos de hábitats naturales que figuran en el 
Anexo I y de hábitats de especies que figuran en el Anexo II, deberá 
garantizar el mantenimiento o, en su caso, el restablecimiento, en un 
estado de conservación favorable, de los tipos de hábitats naturales y 
de los hábitats de las especies de que se trate en su área de 
distribución natural. La red Natura 2000 incluirá asimismo las zonas de 
protección especiales designadas por los Estados miembros con arreglo 
a las disposiciones de la Directiva 79/409/CEE”. 
 
La trasposición de la citada Directiva la lleva cabo la analizada LPNYB (así 
como en algunas normas que regulan aspectos sectoriales vinculados con la 
Red Natura 20001130), en cuyo artículo 42 se define la Red Natura 2000 en 
forma similar a la que recoge la propia normativa europea, si bien, describe 
específicamente las diferentes zonas que pueden identificarse e incluirse 
dentro de la misma, al señalar su punto primero que se compone por los 
Lugares de Importancia Comunitaria (LIC), hasta su transformación en Zonas 
Especiales de Conservación (ZEC). Dichas ZEC, junto con las denominadas 
Zonas de Especial Protección para las Aves (ZEPA)1131, tendrán la 
consideración de espacios naturales protegidos con la denominación de 
espacios Red Natura 2000, y deberán disponer del alcance y las limitaciones 
que la Administración General del Estado y las Comunidades Autónomas 
establezcan en su legislación específica y en los correspondientes 
instrumentos de planificación aplicables, siempre de acuerdo a sus respectivos 
ámbitos competenciales. 
 
Como afirma GALLEGO BERNARD1132, la Red Natura 2000 supone la 
configuración de espacios protegidos más importante del mundo y su objeto es 
consolidarse como uno de los pilares fundamentales para conservar la 
biodiversidad en Europa. Esta red debe garantizar el mantenimiento y 
                                            
1130 Como el caso de la Ley 41/2010, de 29 de diciembre, de protección del medio marino crea 
y regula la Red de Áreas Marinas Protegidas de España, de la que podrán formar parte las 
Zonas Especiales de Conservación y las Zonas de Especial Protección para las Aves, de la 
Red Natura 2000. Un breve, pero muy recomendable, análisis de estos espacios protegidos en 
el medio marino se encuentra en ALONSO, Jorge; GARCÍA-BELLIDO, Elvira y PRADOS, Sara 
(2017). 
1131 Cuya gestión deberá tener en cuenta las exigencias ecológicas, económicas, sociales y 
culturales, así como las particularidades regionales y locales. 
1132 GALLEGO BERNARD, María Soledad (2014, págs. 33 y ss.). 
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restablecimiento, en un estado de conservación favorable, de los hábitats y 
especies de interés comunitario, que son los que se consideran más 
importantes y amenazados en el territorio de la Unión Europea. 
 
Nos encontramos por tanto ante una catalogación realizada a nivel europeo, de 
zonas cuyos valores naturales inherentes requieren una consideración especial 
(dentro de alguna de las citadas categorías), quedando sujetas a un régimen 
excepcional de observación, preservación y mantenimiento. La protección de 
estos espacios naturales, en su consideración de integrantes de la Red Natura 
2000, se establece como suplementaria y plenamente compatible con la 
otorgada por su inclusión en cualquier otro tipo de ámbito de protección 
ambiental, requiriendo únicamente que los instrumentos que establezcan su 
régimen jurídico observen las prevenciones específicas establecidas por la 
normativa aplicable tanto del Estado como de las correspondientes 
Comunidades Autónomas1133. Como expone CASTROVIEJO BOLÍBAR1134 
tanto para las ZEC como para las ZEPA, la normativa establece un doble 
régimen de protección: preventivo y activo. El régimen de protección preventivo 
tiene por finalidad evitar el deterioro de los hábitats, en tanto que el activo 
obliga a los Estados de la Unión Europea a adoptar las medidas necesarias 
para llegar a su estado de conservación favorable. 
 
Como norma específica dictada en desarrollo de esta regulación, aunque  
formulada al amparo de la anterior normativa legal de 1989 sobre la materia, 
debemos destacar el Real Decreto 1997/1995, de 7 de diciembre, por el que se 
establecen medidas para contribuir a garantizar la biodiversidad mediante la 
conservación de los hábitats naturales y de la fauna y flora silvestres, que 
determina en su artículo 3 la naturaleza de los espacios que deben ser 
incorporados a la Red Natura 2000 como ZEC en su condición de “hábitats 
                                            
1133 El artículo 42.3 LPNYB dispone literalmente: “El Ministerio de Agricultura, Alimentación y 
Medio Ambiente, con la participación de las comunidades autónomas, elaborará y mantendrá 
actualizadas, en el marco del Plan Estratégico Estatal del Patrimonio Natural y la Biodiversidad, 
unas directrices de conservación de la Red Natura 2000. Estas directrices constituirán el marco 
orientativo para la planificación y gestión de dichos espacios y serán aprobadas mediante 
acuerdo de la Conferencia Sectorial de Medio Ambiente”. 
1134 Op. cit. (2018).  
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naturales” o “hábitats de especies” o, en otro caso, como ZEPA, atribuyendo 
expresamente a las Comunidades Autónomas la competencia para la 
delimitación de los entornos incluidos en una u otra clase de las zonas de 
protección de esta red comunitaria en función de la identificación en los mismos 
de los elementos que se describen en la propia norma.  
 
Igualmente, en la misma normativa se contiene el trámite procesal requerido 
para su declaración en cualquiera de los tipos de espacios protegidos por la 
Red Natura 2000, incluyendo la previa declaración de LIC1135 para las zonas 
cuyas condiciones precisen su final declaración como ZEC1136. Por su parte, la 
actual LPNYB en su artículo 45 establece los requisitos formales mínimos por 
los que tanto el Estado como las Comunidades Autónomas, en el ámbito de 
sus respectivas competencias, pueden declarar formalmente los espacios 
                                            
1135 Como expone GARCÍA GARCÍA, Sara (2018): “La biodiversidad y hábitats de la Unión 
Europea se encuentran organizados en diferentes grupos, conforme a las características 
naturales que compartan, formando diversas regiones biogeográficas. Cada región 
biogeográfica puede afectar al territorio de un Estado o, como es el caso español, un mismo 
Estado miembro puede contar, por sus características, con diversas regiones previstas en su 
superficie. Pues bien, a la hora de velar por la mejor conservación de estos hábitats son los 
Estados miembros los que proponen cada periodo los nuevos LICs, debiendo destacar 
aquellas zonas que alberguen tipos de hábitats naturales prioritarios o especies prioritarias. Los 
conocimientos de cada Estado sobre la existencia y distribución de especies y tipos de hábitats 
naturales en su territorio evolucionan constantemente como consecuencia de la vigilancia 
realizada con arreglo al artículo 11 de la Directiva 92/43/CEE y sobre esa base elaboran sus 
propuestas de inclusión. De acuerdo con lo que cada uno plantee, la Comisión confecciona una 
evaluación y selección de lugares, cuya decisión final, y a la postre modificación de las listas de 
LICs vigentes, se ajustará al dictamen del Comité de Hábitats. Han sido 7 las regiones 
biogeográficas cuyos LICs han resultado actualizados este enero de 2018, a saber: la región 
mediterránea, panónica, del Mar Negro, atlántica, boreal, alpina y continental. Con lo que 
respecta al caso concreto de España, con lugares de importancia representados en tres de 
estas bioregiones, (concretamente en la mediterránea, atlántica y alpina), ésta ha visto 
incrementado su catálogo en las tres zonas mencionadas, consolidándose como uno de los 
Estados con una de las riquezas naturales más importante y variada de la Unión Europea. Para 
conocer en detalle la actualización de los LICs españoles, así como del resto de Estados 
miembro, nos remitimos a las diversas Decisiones de Ejecución, números 2018/37; 2018/38; 
2018/39; 2018/40; 2018/41; 2018/42; y 2018/43, publicadas todas ellas este mes en el DOUE 
L15, de 19 de enero de 2018”. 
1136 El artículo 5 del citado Real Decreto 1997/1995, de 7 de diciembre, señala: “Cuando la 
Comisión Europea, basándose en la lista propuesta por el Estado español, seleccione y 
apruebe la lista de lugares de importancia comunitaria, estos lugares serán declarados por la 
Comunidad Autónoma correspondiente como zonas especiales de conservación lo antes 
posible y como máximo en un plazo de seis años, fijando las prioridades en función de su 
importancia, para aplicarles las medidas de conservación necesarias para el mantenimiento o 
el restablecimiento, en un estado de conservación favorable, de un tipo de hábitat natural de 
los del anexo I o de una especie de las del anexo II y para la coherencia de Natura 2000, así 
como en función de las amenazas de deterioro y destrucción que pesen sobre ellos.”. 
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calificados como ZEC o ZEPA, exigiendo también que los posibles acuerdos de 
alteración de sus límites inicialmente declarados sean sometidos al trámite de 
información pública, como evidente medida procesal de protección de los 




A. Declaración de los espacios de la Red Natura 2000. 
 
La tramitación procesal que el citado artículo 45 de la LPNYB requiere para la 
declaración formal de un espacio natural en cualquiera de los ámbitos incluidos 
dentro de la Red Natura 2000 se establece a modo de exigencia institucional, 
de tal modo que una vez identificados los enclaves que deban ser declarados 
como LIC/ZEC o ZEPA en función de que en los mismos concurran 
respectivamente los requisitos establecidos en los artículos 43 y 44 de la 
LPNYB, los órganos administrativos competentes deben impulsar su 
declaración formal como espacios incluidos dentro de la Red Ecológica 
Europea. Esta exigencia, que deriva expresamente de la normativa comunitaria 
por la que se crea y organiza la Red Natura 2000, ha sido invocada en varias 
ocasiones como causante de incumplimientos del Reino de España en sus 
obligaciones derivadas de la ejecución en tiempo y forma de las declaraciones 
de espacios naturales en sus respectivos ámbitos ZEC o ZEPA.  
 
En concreto, la Comisión Europea consideró en 2004 que las ZEPA declaradas 
efectivamente en siete Comunidades Autónomas españolas eran insuficientes 
para asegurar la adecuada conservación de las diversas especies de aves 
presentes en los respectivos territorios. Esta insuficiencia motivó la 
                                            
1137 El artículo 45 LPNYB añade posteriormente como requisitos formales de la declaración de 
las zonas incluidas en el ámbito de la red Natura 2000: “Dichas declaraciones se publicarán en 
los respectivos Diarios Oficiales incluyendo información sobre sus límites geográficos y los 
hábitats y especies por los que se declararon cada uno. De dichas declaraciones, se dará 
cuenta al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente a efectos de su 
comunicación a la Comisión Europea, de conformidad con lo establecido en el artículo 10 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común”. 
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presentación por la Comisión de una demanda judicial contra el Reino de 
España ante el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, la cual dio 
lugar a la Sentencia de 28 de junio de 2007 (STJCE 28 de junio de 2007, 
Comisión/España, C-235/04, rec. p. I-5415). Esta sentencia declara 
literalmente1138: 
 
“…el Reino de España ha incumplido las obligaciones que le incumben 
en virtud del artículo 4, apartados 1 y 2, de la Directiva 79/409/CEE del 
Consejo, de 2 de abril de 1979, relativa a la conservación de las aves 
silvestres, en su versión modificada; en particular, por la Directiva 
97/49/CE de la Comisión, de 29 de julio de 1997, al no haber clasificado 
como zonas de protección especial para las aves territorios suficientes 
en superficie en las comunidades autónomas de Andalucía, Baleares y 
Canarias y territorios suficientes en número en las comunidades 
autónomas de Andalucía, Baleares, Canarias, Castilla-La Mancha, 
Cataluña, Galicia y Valencia para ofrecer una protección a todas las 
especies de aves enumeradas en el anexo I de esta directiva, así como 
a las especies migratorias no contempladas en dicho anexo”. 
 
De igual forma, en lo referente a la declaración como ZEC de los entornos 
declarados previamente como LIC, la Sentencia del Tribunal Superior de 
Justicia de la Unión Europea de 22 de septiembre de 2011, dictada en el 
ámbito del asunto C-90/10, determinó el incumplimiento del Reino de España al 
haber excedido el plazo establecido para la adopción de las medidas de 
protección e implementación de la ZEC de la denominada región 
macaronésica1139.  
 
Como afirma ÁLVAREZ BAQUERIZO1140 las Directivas exigen que las zonas 
designadas cuenten con un régimen legal expreso, concreto y efectivo que 
garantice los objetivos de conservación para el logro de los cuales fue 
designado inicialmente como LIC. Este régimen ha de establecer prioridades 
de conservación, evitar específica y expresamente el deterioro de los hábitats y 
las perturbaciones significativas de las especies, garantizando la protección 
legal de las zonas especiales de conservación correspondientes a los lugares 
                                            
1138 Cfr. CORTÉS MARTÍN, José Manuel (2009, págs. 1115-1116) y ÁLVAREZ BAQUERIZO, 
Cristina (2012, pág. 18). 
1139 Cuestión citada por ALLI TURRILLAS, Juan-Cruz y LOZANO CUTANDA, Blanca (op. cit., 
pág. 368). 
1140 Op. cit. (2012, pág. 64). 
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mencionados. Las medidas adoptadas han de evitar intervenciones que 
conlleven riesgos de reducción de la superficie, destrucción de especies 
prioritarias o eliminación de características de estas zonas, lo que puede 
ponerse en riesgo si se produce una demora excesiva en la implementación de 
los medios de protección establecidos por la normativa vigente. 
 
Con carácter general, la normativa comunitaria viene a imponer a los Estados 
de la UE la exigencia de incorporar a la Red Natura 2000 los espacios sobre 
los que existan evidencias acreditadas de la presencia de valores dignos de 
preservación conforme a los criterios definidos en dicha regulación, lo que 
afirma la voluntad de protección de los estos entornos conforme a los principios 
conservacionistas que inspiran la legislación ambiental europea. Esta 
afirmación puede apreciarse en la exigencia contenida en el artículo 4.1 de la 
Directiva 2009/147/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a la 
conservación de las aves silvestres1141 (DOUE núm. L 020 de 26/01/2010, 
págs. 0007–0025), por la que se establece la necesidad de clasificar como 
ZEPA los territorios más idóneos para la conservación de las especies 
contempladas en la propia disposición, conforme a criterios ornitológicos 
científicamente fundados; o que, en otro caso, la clasificación se base en los 
límites naturales del correspondiente ecosistema y no en otros factores. 
 
En tal sentido, la reciente STSJUE de 26 de abril de 2018 (Asunto C-97/17, 
ECLI:EU:C:2018:285) declara el incumplimiento de Bulgaria de la exigencia 
contenida en el citado artículo 4.1 de la Directiva 2009/147/CE, afirmando 
expresamente en su punto 65: 
 
“Como se desprende de la jurisprudencia citada en el apartado anterior, 
y como subrayó la Comisión acertadamente, si bien es cierto que los 
Estados miembros disponen de un cierto margen de apreciación en lo 
que respecta a la elección de las ZPE, la decisión relativa a su 
clasificación y a su delimitación debe basarse únicamente en los 
criterios ornitológicos fijados por la Directiva sobre las aves. Por 
consiguiente, al haber establecido, a fin de identificar los territorios más 
adecuados para la clasificación como ZPE una distinción entre los 
                                            
1141 Por la que se deroga la precedente La Directiva 79/409/CEE del Consejo, de 2 de abril de 
1979, relativa a la conservación de las aves silvestres. 
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territorios más importantes para la conservación de las especies 
previstas en el artículo 4, apartado 1, de la citada Directiva y los 
territorios menos importantes y que sufren una fuerte presión antrópica, 
la República de Bulgaria no ha permanecido dentro de los límites del 
margen de apreciación de que disponen los Estados miembros”.  
 
Conforme a esta interpretación del Tribunal de Justicia de la UE, cabe afirmar 
que las decisiones administrativas relativas a la inclusión de ámbitos en la Red 
Natura 2000, deben venir presididas por criterios técnico-científicos que 
acrediten la coherencia ambiental de esta declaración o, en su caso, de su 
exclusión, con lo que se condiciona de forma muy apreciable el margen 
discrecional de actuación del que disponen los órganos competentes de los 
Estados de la Unión Europea. 
 
 
B. La planificación de la Red Natura 2000. 
 
1. La exigencia de planificación de los espacios de la Red Natura 2000. 
  
Además de la exigencia de su declaración formal como tales, la especialidad 
de estos espacios naturales, determinada por su inclusión en la Red Natura 
2000 como “red ecológica europea coherente”1142, naturalmente debe venir 
asociada a la necesidad de establecer sobre los mismos un régimen de 
planificación y gestión presidido por los objetivos ineludibles de protección y 
regeneración del entorno, cuya aspiración final no debe ser otra que garantizar 
la preservación de la riqueza natural que ha sustentado su incorporación a la 
red comunitaria.  
 
En cumplimiento de tal determinación, el citado artículo 42.3 de la LPNYB 
contiene la exigencia a la Administración del Estado, en el marco del Plan 
                                            
1142 Esta coherencia se exige expresamente por el artículo 47 de la LPNYB al disponer: “Con el 
fin de mejorar la coherencia ecológica y la conectividad de la Red Natura 2000, las 
Administraciones, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 15, fomentarán la 
conservación de corredores ecológicos y la gestión de aquellos elementos del paisaje y áreas 
terrestres y marinas que resultan esenciales o revistan primordial importancia para la 
migración, la distribución geográfica y el intercambio genético entre poblaciones de especies de 
fauna y flora silvestres, teniendo en cuenta los impactos futuros del cambio climático”. 
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Estratégico Estatal del Patrimonio Natural y la Biodiversidad y en colaboración 
con las Comunidades Autónomas, de formular unas directrices de orientación 
para la planificación y gestión de estos espacios y que deben ser aprobadas 
mediante acuerdo de la Conferencia Sectorial de Medio Ambiente1143. 
 
En el ámbito de estas directrices estatales, según el artículo 46.1.a) de la 
LPNYB, por la Administración competente se deberán formular para las ZEC y 
ZEPA los planes o instrumentos de gestión específicos de los lugares o, en su 
caso, integrados en otros planes de desarrollo. Estos instrumentos deben 
incluir los objetivos de conservación del lugar y las medidas apropiadas para 
mantener los espacios en un estado de conservación favorable y tener en 
especial consideración las necesidades de los municipios incluidos en su 
entorno, si bien respetando las limitaciones singulares específicas ligadas a la 
gestión del lugar. Con esta última afirmación la normativa española vuelve a 
referirse a los factores socioeconómicos como elementos inherentes a la 
gestión de estos espacios protegidos, asumiendo los postulados que abogan 
por la inclusión de criterios de desarrollo sostenible en la planificación de estos 
ámbitos rurales, como medios imprescindibles para garantizar los objetivos de 
desarrollo de estos entornos y evitar su progresivo despoblamiento.  
 
A esta exigencia de planificación se refiere también el artículo 6 del Real 
Decreto 1997/1995, de 7 de diciembre, que dispone en sus dos primeros 
puntos: 
 
“1. Respecto de las zonas especiales de conservación, las 
Comunidades Autónomas correspondientes fijarán las medidas de 
conservación necesarias que implicarán, en su caso, adecuados planes 
de gestión, específicos a los lugares o integrados en otros planes de 
desarrollo, y las apropiadas medidas reglamentarias, administrativas o 
contractuales, que respondan a las exigencias ecológicas de los tipos 
de hábitats naturales del anexo I y de las especies del anexo II 
presentes en los lugares. 
 
2. Por las Comunidades Autónomas correspondientes se adoptarán las 
medidas apropiadas para evitar en las zonas especiales de 
                                            
1143 Estas directrices fueron aprobadas en 2011 y publicadas en el BOE núm. 244, de 10 de 
octubre de 2011, páginas 106473 a 106474. 
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conservación el deterioro de los hábitats naturales y de los hábitats de 
especies, así como las alteraciones que repercutan en las especies que 
hayan motivado la designación de las zonas, en la medida en que 
dichas alteraciones puedan tener un efecto apreciable en lo que 
respecta a los objetivos del presente Real Decreto…”. 
 
Y, en tercer lugar, también se recoge en el artículo 19.2 de la LDSMR, al 
disponer que, en los términos establecidos en la legislación vigente, las 
Comunidades Autónomas deberán aprobar los planes e instrumentos de 
gestión necesarios para las áreas incluidas en la Red Natura 2000 de cada una 
de las zonas rurales, que hubieran sido calificadas y delimitadas como tales. 
 
 
2. Características singulares de la planificación de la Red Natura 2000. 
 
Esta exigencia legal de planificación de las zonas incluidas en la Red Natura 
2000 presenta algunas cuestiones que merecen ser destacadas, comenzando 
en primer lugar por la propia forma en la que puede realizarse esta 
planificación, de tal modo que pueden formularse instrumentos de forma 
específica para estas zonas, adoptando las denominaciones que al efecto 
establezca la Administración competente (de forma ordinaria las Comunidades 
Autónomas). En este caso, su regulación debe apreciar los criterios de 
planificación y gestión establecidos en las directrices estatales a las que se ha 
hecho referencia, como dispositivo de garantía de la suficiencia y uniformidad 
mínima de los planes de esta naturaleza formulados en toda España. 
 
No obstante, cabe añadir que esta adaptación de los instrumentos de 
planificación de los espacios Red Natura 2000 no ha estado exenta de 
discrepancias, como la resuelta por la STSJ de Andalucía de 20 de julio de 
2017 (Sede de Granada, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 3ª, rec. 
859/2015. Ponente JIMÉNEZ MORERA, CENDOJ 18087330032017100308), 
en la que se concluye que la ausencia de zonificación apreciada en el Plan de 
Gestión de la zona especial de conservación Ramblas del Gérgal, Tabernas y 
Sur de Sierra Alhamilla, no supone una trasgresión de las Directrices de 
867





Conservación de la Red Natura 2000, debido a que la alusión a este criterio de 
zonificación se contiene en éstas de forma meramente orientativa y no de 
manera imperativa, por lo que la conveniencia de la zonificación de las áreas 
incluidas en el instrumento de planeamiento se convierte en una cuestión 
meramente técnica y, por lo tanto, discutible o no, la decisión adoptada no 
puede ser tildada de contraria al ordenamiento jurídico. 
 
Al hilo de esta cuestión, LÓPEZ PÉREZ1144 afirma que, al respecto de estos 
Planes de Gestión de la Red Natura 2000 y atendiendo a la magnitud de 
espacio integrado en la Red en nuestro país, resulta fundamental acertar en las 
medidas de protección que se aprueban, a fin de cohonestar la protección de 
estos espacios naturales con el desarrollo económico y social. A tal fin, este 
autor entiende que es esencial el uso de la zonificación, para distinguir dentro 
de los espacios regulados, aquellos en los cuales, por sus valores ambientales, 
queda prohibido todo uso o actividad, respecto de aquellos espacios en los 
cuales podrán admitirse determinados usos que, al fin y al cabo, permitan el 
desarrollo de las poblaciones circunstantes o integradas en estos espacios.  
 
Sin embargo, como señala la Sala granadina en la anterior sentencia, tal 
zonificación no es obligatoria ni imperativa en modo alguno, sino que se 
configura como una simple recomendación. Lo cierto es que, en la gran 
mayoría de los instrumentos de gestión actualmente aprobados, se hace uso 
de esta técnica de designación de usos a través del mecanismo de la 
zonificación, al estimar que es un medio muy efectivo de delimitar los diferentes 
niveles de preservación que requieren estos entornos, que en algunos casos 
presentan ámbitos muy sensibles a cualquier acción externa. 
 
Junto con esta posibilidad de implementar procesos de planificación 
específicos para estos espacios protegidos, de los artículos anteriormente 
citados podemos concluir que se permite igualmente su compatibilidad con el 
régimen de planificación establecido para ámbitos geográficos más amplios 
                                            
1144 LÓPEZ PÉREZ, Fernando (2017-e). 
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que los incorporados a la Red Natura 2000. Esta cuestión deriva de la 
consideración, también apuntada anteriormente, del régimen de protección 
otorgado por esta red europea como un criterio de cualificación suplementaria 
de todo espacio incluido en la misma y, por definición, compatible en todo 
momento con su incorporación a otros ámbitos o espacios susceptibles de un 
régimen de protección individualizado en virtud de su declaración de territorio 
con valores naturales y objeto de preservación por cualquier tipo de 
reconocimiento otorgado en tal sentido.  
 
De este modo, los espacios calificados como LIC, ZEC o ZEPA que se ubiquen 
en entornos de superior dimensión y que se encuentren sometidos a 
planificación ambiental específica, de forma ordinaria serán objeto de 
planificación por los mismos instrumentos aprobados para éstos, incluyendo las 
especialidades y particularidades propias que la naturaleza y características 
propias de cada espacio en concreto pudieran demandar1145. Así, por ejemplo, 
consta expresamente en el citado Decreto 142/2016, de 2 de agosto, por el que 
se amplía el ámbito territorial del Parque Natural de Doñana, se declara la Zona 
Especial de Conservación Doñana Norte y Oeste (ES6150009) y se aprueban 
el Plan de Ordenación de los Recursos Naturales y el Plan Rector de Uso y 
Gestión del Espacio Natural Doñana1146, en cuya exposición de motivos se 
incluye la siguiente afirmación:  
 
“Además, con la finalidad de racionalizar los límites de las diferentes 
categorías de protección existentes en el territorio y facilitar una gestión 
unitaria e integral de los valores que cada figura pretende conservar, se 
amplían los límites de la ZEPA Doñana (ES0000024), mediante la 
incorporación de los terrenos que se han incluido en el ámbito territorial 
                                            
1145 Como ejemplo de este carácter compatible que presenta la inclusión en la Red Natura 2000 
con cualquier otra declaración ambiental que fuera aplicable al mismo ámbito territorial, 
podemos citar la incorporación de todos los tipos de espacios naturales declarados en registros 
administrativos unitarios, comprensivos con carácter general de la totalidad de ámbitos 
territoriales sometidos a un régimen de protección ambiental independientemente del medio por 
el que el mismo se declare. A tal efecto, el actual Registro de Espacios Naturales Protegidos de 
Andalucía, creado mediante el Decreto 95/2003, de 8 de abril, tiene por objeto la inscripción de 
todos los incluidos en la Red de Espacios Naturales Protegidos de Andalucía, en la que se 
incluyen todos los ubicados en el territorio de la Comunidad Autónoma que gocen de un 
régimen especial de protección en virtud de normativa autonómica, estatal y comunitaria o 
convenios y normativas internacionales. 
1146 Publicado en el BOJA núm. 185, de 26 de septiembre de 2016. 
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del Parque Natural. (…) mediante el presente Decreto se aprueba el 
Plan de Ordenación de los Recursos Naturales (en adelante PORN) y el 
Plan Rector de Uso y Gestión (en adelante PRUG) del Espacio Natural 
Doñana y se establece el régimen de protección y gestión y las medidas 
de conservación que corresponden a las ZEC Doñana (ES0000024) y 
Doñana Norte y Oeste (ES6150009)”. 
 
Esta compatibilidad de los instrumentos y grados de protección, conservación y 
regeneración de los espacios incluidos dentro de la Red Natura 2000 supone, 
en la práctica, que los elementos que articulen esta protección integrada deben 
recoger, cuanto menos, las medidas de conservación a las que hace referencia 
el artículo 46 de la LPNYB, que aunque enunciadas en términos muy 
genéricos, tienden a garantizar la adopción de medidas que eviten la 
fragmentación y degradación de los ámbitos incluidos en cualquiera de las 
categorías de la Red.  
 
En tercer lugar, se ha de añadir a lo expuesto que independientemente de la 
forma en la que se realice la planificación de los ámbitos de la Red Natura 
2000, su formulación debe garantizar los fines preservacionistas que la inspiran 
y que se recogen en el citado artículo 46 de la LPNYB. Esto supone que, 
aunque el propio precepto estatal asuma la necesidad de compatibilizar en lo 
posible la conservación del espacio protegido con el desarrollo económico de la 
zona en la que se ubica, debe primar el interés conservacionista que subyace 
en la declaración del espacio con integrante de la Red, evitando toda medida 
que pueda alterar su configuración natural. Como afirma PASCUAL 
NÚÑEZ1147, la articulación del binomio economía-desarrollo sostenible es una 
tarea ciertamente compleja, sobre todo en ámbitos como la Red Natura 2000 
en los que la tendencia legislativa comunitaria es la de intervenir en aras a 
proteger los recursos naturales. En este sentido la normativa de la Unión 
Europea, en conexión con la propia jurisprudencia del TJUE, encomienda a los 
Estados garantizar que la inclusión de un lugar implique la aplicación de un 
régimen de protección y conservación conforme al Derecho Comunitario. 
 
                                            
1147 PASCUAL NÚÑEZ, María (2018). 
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Esta conclusión se extrae igualmente de los postulados de la jurisprudencia 
nacional, como puede apreciarse en la STSJ de Cataluña de 7 de diciembre de 
2017 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 3ª, rec. 65/2017. Ponente 
HERNÁNDEZ PASCUAL, ECLI:ES:TSJCAT:2017:11748), en la que se afirma 
en su FD 6º que siendo el interés en la protección ambiental (en este caso de 
las aves) de los ámbitos de la Red Natura 2000 de entidad comunitaria, debe 
prevalecer sobre el estrictamente económico, que por lo tanto debe decaer 
ante la posibilidad de afectar a los valores del área protegida. Con este 
razonamiento la Sala señala que el punto de atención de la planificación de los 
espacios incluidos en la Red debe dirigirse a la preservación de sus valores 
inherentes, lo que no quiere decir que se excluya toda propuesta de actuación 
económica en su ámbito, pero en todo caso la posibilidad de su desarrollo solo 
puede estimarse en caso de venir precedida de la garantía de su no afección al 
entorno protegido, y ello debido a su entidad ambiental por la que ha obtenido 
este reconocimiento de nivel comunitario.  
 
 
3. La consideración de los espacios incluidos en la Red Natura 2000 a efectos 
urbanísticos. 
 
Finalmente, en lo que respecta a la consideración que a efectos urbanísticos 
debe otorgarse a los espacios incluidos en la Red Natura 2000, cabe destacar 
la interpretación jurisprudencial por la que la exigencia de la preservación de 
estos espacios naturales no determina, o al menos no de forma taxativa, su 
consideración a efectos clasificación de suelo. Como afirman BLASCO HEDO y 
LÓPEZ PÉREZ1148, la inclusión de un terreno en la Red Natura 2000 no tiene 
como consecuencia automática su conversión en suelo no urbanizable, aunque 
entienden que esto sea una derivación natural de la propia declaración en 
aplicación de lo que disponen las distintas normativas autonómicas, e incluso 
de la propia legislación estatal al incluir la obligación de preservar de la 
urbanización los terrenos con especiales valores naturales. 
                                            
1148 BLASCO HEDO, Eva y LÓPEZ PÉREZ, Fernando (2016, pág. 734). 
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Algunos autores exponen de forma tajante la necesidad de otorgar a los 
espacios de la Red Natura 2000 la condición de suelos no urbanizables y, con 
carácter general, sometidos a especial protección. En este sentido GALLEGO 
BERNARD1149 asume esta interpretación afirmando que las condiciones de 
estos entornos, debido a su innegable valor para la conservación de la fauna, 
flora y hábitats, deben condicionar al planificador urbanístico de forma 
irrefutable para incluir sus ámbitos en áreas de suelo protegido, conforme a un 
criterio de actuación de naturaleza reglada y no discrecional1150.   
 
De este modo, aunque es evidente que el régimen normal de adscripción de los 
suelos incluidos en ámbitos de la Red Natura 2000 será el de rústico o no 
urbanizable, sometidos por tanto al régimen de protección definido por el 
instrumento procedente, sin embargo, en determinadas circunstancias pueden 
ser incluidos dentro de ámbitos de suelo urbano o urbanizable, siempre que su 
superficie quede incluida en la ordenación como un sistema de espacios libres, 
conforme determine la normativa urbanística que fuera aplicable, como puede 
apreciarse en el actual artículo 44 de la LOUA. Incluso existen zonas que por 
su particularidad y especial configuración permanecen como suelos urbanos 
dentro de ámbitos de la Red, como de hecho ocurre en los casos de los 
núcleos rurales existentes de forma previa a la declaración ambiental. 
 
En este sentido la STSJ de Andalucía de 26 de abril de 2018 (Sede de Sevilla, 
Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 2ª, rec. 4/2013. Ponente ARENAS 
IBÁÑEZ, ECLI:ES:TSJAND:2018:3098), afirma en su FD 6º que esta realidad 
puede presentarse ante situaciones en las que la solución urbanística sea la 
más adecuada para la valoración y obtención de estos terrenos, incorporando 
su ámbito al de una actuación urbanizadora, pero sin que se prevea sobre los 
mismos ninguna ejecución material de esta naturaleza, precisamente por su 
condición de espacio libre, en el que las medidas de protección serán las 
                                            
1149 GALLEGO BERNARD, María Soledad (2014, págs. 393 y ss.). 
1150 Para ello se fundamenta en decisiones judiciales que han avalado esta conclusión, entre 
las que destacan la STSJ de Castilla y León de 29 de septiembre de 2006 (EDJ 2006/279502) 
y la STSJ de Andalucía de 4 de noviembre de 2011 (Sede de Málaga, EDJ 1659/2006). 
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definidas por su propia consideración natural. Como expresamente afirma el 
Tribunal Supremo en Sentencia de 10 de julio de 2012, citada por la anterior: 
 
“La adscripción al sector de suelos exteriores, destinados a Sistemas 
Generales, cuando tales terrenos están protegidos por la concurrencia 
de valores, no es incompatible per se con tal protección, sin que la sola 
adscripción implique asimilar el régimen legal de estos terrenos al del 
suelo de la unidad o del sector al que se hubieran adscrito o incluido, 
sino que lo es a efectos de la obtención de ese suelo”. 
 
En todo caso, la delimitación de ámbitos de la Red Natura 2000 no altera la 
calificación del suelo urbano consolidado dado su carácter reglado, y ello 
aunque en la ordenación se establezca la correspondencia de superficies de 
suelo de esta clase con zonas incluidas dentro del nivel de protección atribuida 
a la Red. En tal sentido se expresa la reciente STSJ de Extremadura de 19 de 
junio de 2018 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 897/2015. 
Ponente ROJAS POZO, ECLI: ES:TSJEXT:2018:803), que al analizar las 
Directrices de Ordenación contenidas en el Anexo II del Decreto 110/2015, de 
19 de mayo, por el que se regula la Red Ecológica Europea Natura 2000 en 
Extremadura, dispone en su FD 9º que el carácter reglado y no discrecional del 
suelo urbano es del mismo grado que el existente para calificar como no 
urbanizable el suelo con valores ambientales susceptibles de protección como 
los que preserva la Red Natura 2000, por lo que su superposición geográfica 
da lugar a situaciones excepcionales, como de hecho ocurre en algunas zonas 
de suelo urbano de ciudades como Cáceres, que se encuentran zonificadas en 
ámbitos de la Red por la presencia del cernícalo primilla. 
  
 
C. Evaluación de actuaciones sobre los ámbitos de la Red Natura 2000. 
 
1. Las medidas preventivas impuestas por el artículo 6 de la Directiva de 
hábitats. 
 
Como medida procedimental específica impuesta para la protección de los 
entornos de la Red Natura 2000, el punto 4 del citado artículo 46 de la  
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LPNYB1151 dispone que todo plan, programa o proyecto que, sin tener relación 
directa con la gestión del lugar o sin ser necesario para la misma, pueda 
afectar de forma apreciable a las especies o hábitats de los citados espacios, 
ya sea individualmente o en combinación con otros planes, programas o 
proyectos, debe ser sometido a una adecuada evaluación de sus repercusiones 
en el espacio, realizada de acuerdo con las normas que sean de aplicación y 
conforme a lo dispuesto en la legislación básica del Estado y en las normas 
adicionales de protección dictadas por las Comunidades Autónomas, teniendo 
en cuenta los objetivos de conservación de estos entornos1152.  
 
BLASCO HEDO y LÓPEZ PÉREZ1153 afirman que esta exigencia supone una 
de las consecuencias más importantes que derivan de la inclusión de un 
territorio en la Red Natura 2000, en este caso en forma de medida preventiva 
para evitar el deterioro, la alteración y los impactos apreciables en estos 
espacios naturales y que se aplican a todos los incluidos en la Red por expresa 
referencia de lo dispuesto en el artículo 7 de la Directiva 92/43/CEE.  
 
De este modo, conforme a las conclusiones de la evaluación de las 
repercusiones en el espacio, los órganos competentes para aprobar o autorizar 
los planes, programas o proyectos sólo podrán manifestar su conformidad con 
los mismos tras asegurar que no se causará perjuicio a la integridad del 
espacio en cuestión. Los criterios para la determinación de la existencia de 
perjuicio a la integridad del espacio serán fijados mediante orden del Ministerio 
competente, previa consulta a la Conferencia Sectorial de Medio Ambiente. A 
estos efectos, la disposición adicional séptima de la LEA hace referencia al 
proceso de evaluación ambiental al que han de someterse este tipo de planes, 
programas y proyectos, estableciendo su tramitación conforme a los 
parámetros de la propia norma de evaluación, adaptando sus conclusiones a 
los objetivos de conservación del espacio Red Natura 2000 al que puedan 
afectar conforme a lo dispuesto en la LPNYB. 
                                            
1151 Precepto que contiene la trasposición a la normativa española del importante artículo 6 de 
la Directiva 92/43/CEE sobre los hábitats. 
1152 Cfr. GARCÍA URETA, Agustín y CUBERO MARCOS, José Ignacio (2004). 
1153 Op. cit. (2016, págs. 735 y ss.). 
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No obstante, la propia disposición adicional séptima de la LEA contiene dos 
supuestos en los que se exenciona a estas actuaciones de su sometimiento a 
los procesos de evaluación, en concreto a los que tienen relación directa con la 
gestión de un espacio de la Red Natura 2000 y a los que no son susceptibles 
de causar efectos adversos apreciables sobre los mismos1154. Ambos 
supuestos son discutidos por GARCÍA URETA1155 al estimar que, en el primero 
de los supuestos, el hecho de que un plan o proyecto tenga relación directa con 
la gestión del espacio natural no implica que todo su desarrollo deba quedar 
exento de evaluación ambiental, al suponer una restricción al principio de 
prevención incompatible con la jurisprudencia del TJUE. Sobre el segundo de 
los supuestos de exención de evaluación, el autor afirma que es todavía más 
cuestionable que la anterior, debido a que la mera declaración nominal del 
proyecto en el plan de gestión como autorizable no permite excluir que su 
desarrollo quede exento de toda producción de efectos perniciosos para el 
espacio natural.  
 
En este sentido, la reciente STS de 11 de julio de 2016 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 
1288/2015. Ponente FERNÁNDEZ VALVERDE, EDJ 2016/105697), asumiendo 
la jurisprudencia emanada del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, estimó 
la afección de un proyecto a un espacio de la Red Natura 2000 aunque no se 
dispusiera dentro de su superficie, afirmando expresamente en su FD 5º:  
 
“…en la STJUE de 26 de octubre de 2006 también se ha señalado que 
"Según el artículo 6, apartado 3, de la Directiva sobre los hábitats, las 
autoridades nacionales competentes sólo autorizarán la realización de 
un plan o proyecto que, sin tener relación directa con la gestión del lugar 
o sin ser necesario para la misma, pueda afectar de forma apreciable a 
este último, tras haberse asegurado, mediante una adecuada 
evaluación de las repercusiones de dicho plan o proyecto sobre ese 
lugar, de que no causará perjuicio a la integridad de éste y, si procede, 
                                            
1154 La propia disposición adicional séptima de la LEA establece el sistema de acreditación de 
que un plan, programa o proyecto no es susceptible de causar efectos adversos apreciables 
sobre un espacio Red Natura 2000, posibilitando al promotor para señalar el correspondiente 
apartado del plan de gestión en el que conste expresamente, como actividad permitida, el 
objeto de dicho plan, programa o proyecto, o bien para solicitar informe al órgano competente 
para la gestión de dicho espacio 
1155 GARCÍA URETA, Agustín (2019, págs. 40 y ss.). 
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tras haberlo sometido a información pública”. (…) Sobre este particular, 
el Tribunal de Justicia ya ha declarado que la autorización del plan o 
proyecto en cuestión sólo puede concederse si las citadas autoridades 
se han cerciorado de que no producirá efectos perjudiciales para la 
integridad del lugar de que se trate. Así sucede cuando no existe 
ninguna duda razonable, desde un punto de vista científico, sobre la 
inexistencia de tales efectos (sentencia Waddenvereniging y 
Vogelbeschermingsvereniging, antes citada, apartados 56 y 59) …".  
 
Como afirma LÓPEZ PÉREZ1156, esta exigencia de evaluación de las posibles 
afecciones sobre los espacios protegidos por la Red Natura 2000 deriva de la 
aplicación del principio de cautela, de tal forma que mediante este proceso se 
debe intentar acreditar la posible incidencia que el plan o proyecto evaluado 
pueda producir sobre el espacio protegido, en aplicación de la interpretación 
jurisprudencial europea de la Directiva de Hábitats, como puede apreciarse en 
la STJUE de 11 de abril de 2013 (asunto C-258/11). 
 
Sobre este asunto DEL CASTILLO MORA1157 sostiene que resulta fundamental 
discernir cuándo estamos ante una afección que pueda ser calificada como 
“apreciable”, cuestión que también debe ser modulada por la jurisprudencia, 
especialmente por la derivada de las resoluciones del Tribunal de Justicia de la 
Unión Europea. En concreto, el autor cita a la STJUE de 7 de septiembre de 
2004 (TJCE\2004\226 Landelijke Vereniging tot Behoud van de Waddenzee -
Países Bajos- y otros (C-127/02), que partiendo del principio de presunción de 
afección significativa de todo plan o proyecto planteado cuando el mismo 
pueda comprometer los objetivos de conservación del espacio integrante de la 
Red Natura 2000, establece que puede ser asumida igualmente la 
consideración en sentido contrario, disponiendo expresamente que no cabe 
considerar que tal plan o proyecto pueda afectar de manera significativa al 
lugar de que se trate cuando, a pesar de tener alguna repercusión sobre éste, 
no pueda comprometer los objetivos de conservación de dicho lugar. 
 
En consonancia con esta aseveración se requiere que la afección de los planes 
o proyectos evaluados sea significativa respecto de las características de los 
                                            
1156 LÓPEZ PÉREZ, Fernando (2017-g, pág. 15). 
1157 DEL CASTILLO MORA, Daniel (2016, págs. 177 y ss.). 
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lugares protegidos, como indica expresamente la STJUE de 14 de septiembre 
de 2006 (TJCE\2006\250 Bund Naturschutz in Bayern eV y otros, asunto C-
244/05), estableciendo el criterio por el que lo serán aquéllas que suponen “el 
riesgo de reducir de forma significativa la superficie del lugar”, “las que pueden 
provocar la desaparición de especies prioritarias existentes en el entorno” o, en 
tercer lugar, “aquéllas que pueden tener como resultado la destrucción del 
lugar o la eliminación de sus características representativas”.  
 
Como interpreta ÁLVAREZ BAQUERIZO1158, el régimen de protección 
adecuado de los lugares propuestos por los Estados de la UE exige que éstos 
no autoricen intervenciones que puedan alterar significativamente las 
características ecológicas de un lugar, tal como lo definen los criterios de 
evaluación enunciados en la Directiva 92/43, y que así ocurre, en particular, 
cuando una intervención conlleva el riesgo de que se reduzca de forma 
significativa la superficie de intervención, que desaparezcan especies 
prioritarias existentes en él o, en tercer lugar, que se destruya el territorio o se 
eliminen sus características representativas. Este régimen de protección 
implica también que los Estados tienen la obligación de adoptar, de 
conformidad con las disposiciones de su regulación nacional, todas las 
medidas necesarias para evitar intervenciones que puedan alterar 
significativamente las características ecológicas de los lugares incluidos en la 
Red Natura 2000. 
 
A esta exposición cabe añadir la afirmación que realiza la STJUE de 25 de julio 
de 2018 (asunto C-164/17, ECLI:EU:C:2018:593), al exponer que el artículo 6 
de la Directiva sobre hábitats debe interpretarse considerando que cuando un 
proyecto está destinado a ejecutarse en un lugar designado para la protección 
y conservación de determinadas especies y tenga como efecto que, temporal o 
definitivamente, algunas partes de ese lugar ya no puedan proporcionar un 
hábitat adecuado a la especie de que se trate, debemos considerar que el 
mismo provoca una afección sensible o apreciable sobre el entorno, y ello 
                                            
1158 Op. cit. (2012, pág. 67). 
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aunque se propongan medidas dirigidas a solventar posteriormente estos 
efectos, en virtud de lo dispuesto en el apartado 3 del referido artículo 6 y que 
tiene como objetivo asegurar que el proyecto de que se trate no causará 
perjuicios a la integridad del lugar en cuestión.  
 
Según afirma REVUELTA PÉREZ1159, mediante esta interpretación el Tribunal 
de Justicia de la Unión Europea afirma su rechazo a la posibilidad de tener en 
cuenta en la evaluación eventuales medidas previstas en un plan de gestión de 
la zona protegida, y ello debido a la falta de certeza sobre sus beneficios sobre 
las afecciones derivadas de la ejecución del proyecto planteado y, 
fundamentalmente, en aplicación del principio de precaución por el que solo 
pueden autorizarse proyectos si la evaluación ha disipado cualquier duda 
científica sobre sus efectos dañinos. 
 
No obstante lo anterior, en sentido contrario esta interpretación del Alto 
Tribunal europeo conlleva que no toda afección potencial debe impedir que el 
plan o proyecto pueda ser desarrollado, debido a que si su consideración no se 
estima como significativa, la aplicación del interés general que pudiera contener 
su ejecución podría prevalecer y, de este modo, otorgar viabilidad a su 
implementación. En sentido se pronuncia, entre otras, la STJUE de 20 de mayo 
de 2010 (TJCE\2010\146 Comisión Europea contra Reino de España, asunto 
C-308/08). 
 
Conforme a este criterio general de prevalencia ambiental, RAMÍREZ 
SÁNCHEZ-MAROTO1160 cita la STS de 2 marzo 2016 (Sala 3ª, Sec. 1ª, rec. 
1960/2014. Ponente AROZAMENA LASO, EDJ 2016/15758) en la que se 
declaró no haber lugar al recurso de casación interpuesto contra la denegación 
de la solicitud de autorización de explotación de recursos mineros en un terreno 
en el que había solapamiento del proyecto de explotación con una ZEPA, 
considerada hábitat de especies catalogadas, y en el que constaba en el 
expediente una declaración de impacto ambiental negativa. El Alto Tribunal 
                                            
1159 REVUELTA PÉREZ, Inmaculada (2018). 
1160 RAMÍREZ SÁNCHEZ-MAROTO, Carlos (2018, págs. 13 y ss.). 
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consideró que no habiendo error en la valoración, ni entendiendo que fuera 
irracional, contraria a la lógica, razón o sana crítica, la protección otorgada a las 
aves que anidan en la zona resultaba incompatible con la actividad extractiva, 
al no acreditar la prevalencia de los intereses generales derivados del 
desarrollo de la actividad económica pretendida sobre los ambientales que 
motivaron la declaración de la zona en la Red Natura 2000. 
 
A similar conclusión llega la STSJ de la Comunidad Valenciana de 12 de abril 
de 2018 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 1ª. Ponente BLANES 
RODRÍGUEZ, ECLI:ES:TSJCV:2018:1615), por la que se dispone la nulidad de 
un proyecto industrial y tecnológico por las importantes afecciones que pudiera 
generar a varios espacios protegidos incluidos en la Red Natura 2000 
existentes en su entorno, y requerir en tal caso una evaluación ambiental previa 
que determinara su viabilidad. 
 
A partir de esta consideración, y siempre manteniendo el principio general de la 
imposibilidad de llevar a cabo todo plan o proyecto que cuente con evaluación 
negativa sobre la repercusión del lugar por menoscabo de su integridad, el 
propio Tribunal de Justicia de la Unión Europea introduce la aplicabilidad, 
aunque en supuestos realmente tasados, del principio excepcional de la 
autorización de planes o proyectos a pesar de su evaluación negativa, cuando 
a falta de soluciones alternativas, por razones imperiosas de interés público de 
primer orden, se adopten medidas compensatorias para garantizar la 
coherencia global de la Red Natura 20001161. Esta posibilidad excepcional se 
incluye en el citado artículo 46 de la LPNYB, en su punto quinto, al determinar 
la imposibilidad de la ejecución de planes o proyectos salvo en los casos 
excepcionales que “por razones imperiosas de interés público de primer orden” 
mediante ley o acuerdo motivado del Consejo de Ministros o del Consejo de 
Gobierno de las Comunidades Autónomas, se determine la prioridad en la 
ejecución del proyecto, lo que deberá conllevar la adopción de las medidas 
                                            
1161 Vid. GALLEGO BERNARD, María Soledad (2014, págs. 325 y ss.). 
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compensatorias1162 que fueran precisas para “garantizar la coherencia global 
de la Red Natura 2000”. 
 
Para la aplicación de este principio excepcional, el citado autor hace referencia 
a la necesidad de justificar la concurrencia de tres elementos fundamentales: 
 
- El primer elemento es la ausencia de soluciones alternativas, lo que 
debe contemplarse a la luz del principio de integridad del espacio en 
cuestión y mediante la valoración de las diferentes opciones que 
pudieran considerarse de forma efectiva. 
 
- El segundo elemento requiere la apreciación de las razones imperiosas 
de interés público de primer orden que motiven la consideración de la 
actuación no compatible con el régimen de protección del espacio. Este 
concepto jurídico indeterminado deberá interpretarse desde un punto de 
vista general y fuera de todo elemento de presión adicional.  
 
- Finalmente, el tercero de los requisitos es el establecimiento de las 
medidas compensatorias adecuadas a la entidad de la actuación 
proyectada y su afección sobre el entorno protegido. 
 
La importancia de esta cuestión ha motivado que la Comisión Europea haya 
actualizado el documento de información sobre la gestión de espacios Natura 
2000, en el que se incluye un marco orientativo para la interpretación de las 
disposiciones del artículo 6 de la Directiva de hábitats que venimos 
analizando1163. Siguiendo en este asunto a GARCÍA GARCÍA1164, se aprecia 
que la principal innovación que contiene este documento interpretativo se 
                                            
1162 El artículo 46.5 añade: “La adopción de las medidas compensatorias se llevará a cabo, en 
su caso, durante el procedimiento de evaluación ambiental de planes y programas y de 
evaluación de impacto ambiental de proyectos, de acuerdo con lo dispuesto en la normativa 
aplicable. Dichas medidas se aplicarán en la fase de planificación y ejecución que determine la 
evaluación ambiental. Las medidas compensatorias adoptadas serán remitidas, por el cauce 
correspondiente, a la Comisión Europea”. 
1163 DOUE C 33/1, de 25 de enero de 2019. 
1164 GARCÍA GARCÍA, Sara (2019). 
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centra en determinar el alcance de la evaluación de los proyectos, que exige 
que sea adecuada. En este caso, una valoración adecuada exige calibrar las 
implicaciones de un plan o proyecto con respecto a los objetivos de 
conservación de un lugar, ya sea considerando el plan o proyecto de forma 
individual o en combinación con otros planes o proyectos. Las conclusiones 
deben permitir a las autoridades competentes determinar si el plan o proyecto 
afectará negativamente a la integridad del lugar afectado, atendiendo 
específicamente a las especies o los hábitats que hayan motivado la 
declaración de un espacio Natura 20001165.  
 
 
2. Las medidas compensatorias a establecer para la autorización de un 
proyecto sobre la Red Natura 2000. 
 
En el documento “Evaluación ambiental de proyectos que puedan afectar a 
espacios de la Red Natura 2000. Criterios-guía para la elaboración de la 
documentación ambiental”1166, elaborado por la Dirección General de Calidad y 
Evaluación Ambiental, ARAMBURU GALEANO y HEDO CASINELLO1167 
exponen que las medidas compensatorias únicamente pueden considerarse 
cuando concurran cuatro circunstancias de forma simultánea: que como 
resultado de la evaluación se concluya que puede producirse un impacto 
significativo sobre algún lugar de la Red Natura 2000; que se estime que puede 
existir un efecto residual significativo tras la aplicación de medidas preventivas 
                                            
1165 Respecto a las posibilidades de adopción de una decisión a partir de una evaluación 
adecuada, la Comisión Europea afirma que para hacerlo correctamente deberá haberse 
asegurado que el plan o proyecto no afectará negativamente a la integridad del espacio, lo que 
sucederá en el caso que, desde un punto de vista científico, no persista ninguna duda 
razonable sobre la inexistencia de tales efectos. De lo contrario, si persiste algún tipo de duda 
sobre la inexistencia de efectos perjudiciales para la integridad del lugar vinculados al plan o 
proyecto objeto de examen, la autoridad competente deberá denegar la autorización. Para ello, 
la carga de la prueba consistirá en demostrar no la existencia de efectos perjudiciales, sino su 
inexistencia, en aplicación del principio de cautela. De ello se desprende que la evaluación 
adecuada debe ser lo suficientemente detallada y estar lo suficientemente motivada para 
demostrar la inexistencia de efectos perjudiciales a la luz de los mejores conocimientos 
científicos en la materia. 
1166 https://www.miteco.gob.es/es/calidad-y-evaluacion-ambiental/publicaciones/EIA-
Nat2000_tcm30-185071.pdf (último acceso, 11 de enero de 2019). 
1167 ARAMBURU GALEANO, María José y HEDO CASINELLO, Dolores (2009). 
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y correctoras; que se acredite la inexistencia de soluciones alternativas; y, en 
cuarto lugar, que se haya justificado adecuadamente la existencia de razones 
imperiosas de interés público de primer orden, de acuerdo con lo establecido 
en la Ley 42/2007.  
 
Para las citadas autoras, los requisitos de estas medidas compensatorias son 
los siguientes: 
   
- Han de ofrecer una compensación específica, que vaya dirigida de forma 
exclusiva a los objetivos de conservación del lugar Natura 2000 de que 
se trate, de modo que estén directamente enfocadas a los tipos de 
hábitat y especies de interés comunitario afectados por el proyecto, y 
deberán ser diseñadas de acuerdo con los requerimientos ecológicos de 
los mismos. En todo momento, las medidas compensatorias deberán 
garantizar el mantenimiento de la coherencia global de la Red, 
considerando el conjunto de la región biogeográfica en la que se 
encuentra el lugar Natura 2000.  
 
- Han de ser proporcionales al grado de afección causado sobre cada uno 
de los tipos de hábitat y las especies de interés comunitario afectados, y 
al estado de conservación de los mismos; esta proporcionalidad habrá 
de ser tanto cualitativa como cuantitativa. 
 
- Han de cumplir funciones comparables a aquellas que justificaron la 
designación del lugar Natura 2000, con especial consideración a la 
región biogeográfica en la que se ubica.  
 
- Han de implementarse con anterioridad a la realización del proyecto, 
antes que éste afecte de forma irreversible al lugar; el resultado de las 
medidas compensatorias debería ser operativo cuando se produzcan los 
daños causados por el proyecto. En caso de no ser posible, habrán de 
tomarse medidas compensatorias adicionales para contrarrestar esa 
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pérdida transitoria hasta que las medidas compensatorias previstas sean 
plenamente operativas.  
 
- Han de ofrecer una compensación efectiva, asegurando por todos los 
medios tanto la viabilidad técnica como la eficacia de las medidas 
compensatorias, de modo que se demuestre la conformidad de las 
medidas propuestas con los criterios y métodos científicos más 
adecuados y actualizados, y más convenientes para los elementos de 
interés comunitario a los que van dirigidas las medidas.  
 
- Finamente, el diseño y realización de las medidas compensatorias 
deberá tener en cuenta en todo momento las directrices de gestión del 
lugar Natura 2000, recogidas en los instrumentos de gestión aplicables 
sobre el mismo.  
 
A estas medidas compensatorias también se refiere el documento interpretativo 
de la Comisión Europea1168 al que anteriormente se ha hecho referencia, 
estableciendo en sus páginas 42 y siguientes los criterios exigidos para su 
formulación, que GARCÍA GARCÍA1169 condensa en cuatro: 
 
- En primer lugar, las medidas compensatorias deben ser específicas en 
el sentido de que, una vez se hayan identificado la integridad del lugar 
que puede resultar dañada y el grado real del daño, deben abordar 
específicamente estos problemas, de manera que se compensen a largo 
plazo los elementos de integridad que contribuyen a la coherencia global 
de la red Natura 2000.  
 
- En segundo lugar, su contenido debe consistir necesariamente en 
medidas ecológicas, dado que toda medida secundaria o indirecta que 
se proponga para reforzar los resultados de las medidas compensatorias 
                                            
1168 
c.europa.eu/environment/nature/natura2000/management/docs/art6/provision_of_art6_es.pdf 
(último acceso, 3 de febrero de 2019). 
1169 Op. cit. (2019). 
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básicas debe tener un vínculo claro con los objetivos y las metas de 
estas. En tal sentido, el documento hace referencia a las 
reconstrucciones de hábitats, la mejora proporcional a la pérdida 
provocada por el proyecto autorizado, o la propuesta de un nuevo 
espacio conforme a la Directiva sobre hábitats. 
 
- En tercer lugar, deben ser efectivas, entendidas como viables y 
funcionales en cuanto al restablecimiento de las condiciones ecológicas 
necesarias para garantizar la coherencia global de la red Natura 2000. 
 
- Finalmente, en cuarto lugar, su diseño debe garantizar una mínima 
viabilidad técnica y, tras un estudio singular, establecer un enlace 
coherente entre dichas medidas y sus aspectos cuantitativos, 
cualitativos y temporales. 
 
Como ejemplo de la obligatoriedad del establecimiento de estas medidas 
compensatorias se puede citar la STS de 25 de mayo de 2010 (Sala 3ª, Sec. 
5ª, rec. 2185/2006. Ponente FERNÁNDEZ VALVERDE, EDJ 2010/153285), 
que confirma íntegramente la sentencia del TSJ de Madrid que anuló el 
Decreto 131/2001, del Consejo de Gobierno de la Comunidad, por el que se 
declaró la prevalencia del interés general de la actividad minera de explotación 
de granito en terrenos de propiedad municipal, incluido en el catálogo de 
montes de utilidad pública. La declaración de impacto ambiental emitida con 
ocasión del proyecto fue negativa por la afección de los valores ambientales del 
monte, que se incluía en una ZEPA y formaba parte de la propuesta de lista 
regional de lugares de importancia comunitaria. El Tribunal Supremo, que 
declaró que se había producido una clara y evidente infracción de la normativa 
medioambiental nacional y europea por varios motivos, concluyó que entre los 
mismos se encontraba la manifiesta insuficiencia de las medidas 
compensatorias adoptadas1170. 
 
                                            
1170 Cfr. PELÁEZ MURAS, Manuel (2018). 
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Esta cuestión, aunque ciertamente de forma tangencial, ha sido también 
abordada en la STS de 16 de diciembre de 2016 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 
672/2016. Ponente PECES MORATE, EDJ 2016/247010), relativa al asunto de 
la suspensión cautelar del proyecto de ATC en Villar de Cañas, provincia de 
Cuenca. En lo que respecta a la ejecución de proyectos o planes que pudieran 
afectar a espacios incluidos en la Red Natura 2000, el Alto Tribunal sostiene 
que no cabe apelar a esta limitación en los supuestos en los que solo se ha 
iniciado el trámite para ampliar el espacio y/o considerar su régimen de 
protección, al señalar expresamente en su FD 4º:  
 
“…Es cierto que en uno y otro precepto (artículos 19.3 y 46.5 y 6 de la 
Ley 42/2007, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad) se establece 
que los Planes de Ordenación de los Recursos Naturales serán 
determinantes respecto de cualesquiera otras actuaciones, planes o 
programas sectoriales, que sólo podrán contradecir o no acoger el 
contenido de esos Planes de Ordenación de los Recursos Naturales por 
razones imperiosas de interés público de primer orden debidamente 
motivadas y hechas públicas, cuya concurrencia deberá declararse 
mediante una ley, o un acuerdo del Consejo de Ministros cuando se 
trate de planes, programas o proyectos que deban ser aprobados o 
autorizados por la Administración General del Estado, acuerdo que 
deberá ser motivado y público y con la adopción de las pertinentes 
medidas compensatorias. Ahora bien, en el caso sometido al 
enjuiciamiento del Tribunal de instancia no existe un Plan de 
Ordenación de los Recursos Naturales que impida la actuación relativa 
al Almacén Temporal Centralizado de combustible nuclear gastado y 
residuos radioactivos, sino de un acuerdo en el que se decide iniciar un 
procedimiento para la ampliación del Espacio Protegido y la 
Modificación del Plan de Ordenación que, de aprobarse, podría generar 
la mentada contradicción o incompatibilidad, lo que ha llevado a la 
Administración General del Estado, al impugnar en sede jurisdiccional el 
referido acuerdo de iniciación de ese procedimiento, a solicitar, al 
amparo de lo establecido en el artículo 130 de la Ley de esta 
Jurisdicción, la suspensión cautelar de la ejecutividad del mentado 
acuerdo por entender que resulta gravemente comprometido el interés 
general de contar con una adecuada y pronta gestión de los residuos 
radioactivos para la más eficaz seguridad nuclear, y, por consiguiente, 
no cabe, como razón para denegar dicha medida cautelar, apelar a lo 
establecido en los citados preceptos de la Ley 42/2007, a fin de que, 
mediante ley o por acuerdo del Consejo de Ministros, se declare que 
concurren razones imperiosas de interés público de primer orden”. 
 
En este caso el Alto Tribunal estima el interés general prevalente de la 
seguridad nuclear sobre el estrictamente ambiental, teniendo en cuenta que se 
refiere a la mera aplicación de una medida cautelar sobre una zona que todavía 
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no se ha sido formalmente declarada como espacio natural protegido (Red 
Natura 2000), al solo haber sido iniciado el proceso de su tramitación como tal. 
Como afirma LÓPEZ PÉREZ1171, en el supuesto planteado lo que analiza el 
Tribunal Supremo es la utilización de la Red Natura 2000 por motivos no 
estrictamente medioambientales, introduciendo elementos no directamente 
ligados a la preservación del entorno. A juicio de este autor, hay que tener en 
cuenta que la elección de los espacios que van a entrar a formar parte de la 
Red Natura 2000 debe hacerse con base en criterios científico-ambientales y, 
por lo tanto, no puede ser libre y arbitraria, con el riesgo que esto supone de 
desvirtuar su labor en la protección y conservación de la biodiversidad.  
 
 
D. Seguimiento y vigilancia de la Red Natura 2000. 
 
1. Los sistemas de control administrativo de los espacios naturales de la Red 
Natura 2000. 
 
Aparte del control específico antes analizado en la gestión de las posibles 
afecciones sobre los espacios incluidos en la Red Natura 2000, éstos ostentan 
un régimen de seguimiento y vigilancia específico1172, que implica tanto a la 
Administración General del Estado como a las Comunidades Autónomas y se 
desarrolla a través de las directrices que de forma específica apruebe la 
Conferencia Sectorial de Medio Ambiente, que deberán tener en cuenta los 
diferentes hábitats y especies animales (con especial relevancia en las aves) 
que se declaren prioritarias. Este seguimiento requiere, además, que las 
Comunidades Autónomas remitan al Estado la información relativa a los 
posibles cambios en el estado y en las medidas de conservación previstas para 
estos ámbitos protegidos, así como la evaluación de sus resultados y las 
propuestas de nuevas medidas a aplicar, todo ello a efectos de su reflejo en el 
Inventario Español del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad y el envío a la 
                                            
1171 Op. cit. (2017-g, págs. 18-19).  
1172 Artículo 48 de la LPNYB.   
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Comisión Europea de los informes nacionales exigidos por las Directivas 
europeas. 
 
Por todo lo expuesto parece evidente que, en condiciones normales, los 
ámbitos territoriales declarados en cualquiera de las categorías de la Red 
Natura 2000 serán incluidos por los distintos instrumentos de planeamiento 
como suelos protegidos, ante la precaución exigida por el mero hecho de su 
declaración por los usos que pudieran alterar sus condiciones naturales. Sin 
embargo, como se ha apuntado anteriormente, esta afirmación no supone el 
establecimiento automático de un régimen de especial protección sobre los 
terrenos declarados como LIC, ZEPA o ZEC, ya que se requiere su imposición 
formal previa determinación de los límites precisos de las zonas a incluir en la 
especial protección. Esta realidad ha sido puesta de manifiesto por la 
jurisprudencia, pudiendo tomar como ejemplo la reciente STSJ de Andalucía de 
8 de febrero de 2017 (Sede de Granada, Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sec. 4ª, rec. 8/2016. Ponente GALINDO SACRISTÁN, 
ECLI:ES:TSJAND:2017:1041), en cuyo FD 3º se dispone que no es 
incompatible la integración de un territorio en un espacio LIC con el desarrollo 
de actuaciones autorizadas por el planeamiento municipal, una vez 
comprobada la inexistencia de ningún tipo de hábitat de interés comunitario que 
pudiera verse afectado por las mismas, al no producirse una correlación directa 
entre la existencia de superficies incluidas en alguna de las figuras que integran 
la Red Natura 2000 (LIC, ZEPA o ZEC) y su adscripción a suelo no urbanizable 
de especial protección.  
  
A partir de esta afirmación, autores como LÓPEZ PÉREZ1173 entienden que la 
transposición a la planificación territorial de los ámbitos incluidos en la Red 
Natura 2000 debe realizarse con criterios de proporcionalidad y razonabilidad, 
que permitan la coexistencia de los objetivos propios de la integración en la 
Red comunitaria de conservación de la biodiversidad, con la subsistencia de las 
poblaciones enclavadas en estos parajes y sus medios tradicionales de vida, 
                                            
1173 LÓPEZ PÉREZ, Fernando (2017). 
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sin que ello suponga alterar la premisa fundamental del mantenimiento de la 
integridad de estos enclaves1174. 
 
Con todo, lo cierto es que como indica el propio LÓPEZ PÉREZ1175, la inclusión 
de un determinado espacio en un listado LIC no prejuzga a priori su 
clasificación urbanística, aunque sí que la condiciona fuertemente, tal y como 
indica la jurisprudencia comunitaria1176, ya que desde ese mismo momento 
deben adoptarse las medidas preventivas para proteger las especies y valores 
que le han hecho acreedor para su inclusión en la Red Natura 2000, incluso 
antes de su declaración como Zona de Especial Conservación (ZEC).  
 
Esta afirmación deriva del análisis de la STSJ de Andalucía de 11 de mayo de 
2017 (Sede de Granada, Sec. 4ª, rec. 2244/2011. Ponente GALINDO 
SACRISTÁN, CENDOJ 18087330042017100176), en la que la Sala se hace 
eco precisamente de esta corriente jurisprudencial y, en su aplicación, anula un 
acuerdo de adaptación de un instrumento de planeamiento a la normativa 
urbanística vigente, y ello debido a que, entre otros motivos, se acreditaba la 
presencia de los valores que de forma efectiva requieren su especial 
protección, lo que debe impedir la reclasificación del suelo en el que se han 
identificado en el sentido de poder autorizar usos que fueran presumiblemente 
incompatibles con aquéllos.  
                                            
1174 El propio autor, al analizar la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía 
antes citada, concluye que es el supuesto controvertido en la misma es un claro ejemplo de la 
razonabilidad y proporcionalidad que se ha de exigir a los poderes planificadores, al indicar 
expresamente que: “Es esta sentencia un buen ejemplo de ello, pues la Sala, del hecho de que 
los suelos estén catalogados como LIC, no interpreta automáticamente la imposibilidad de 
darle un uso edificatorio accesorio a la explotación agrícola y ganadera de los suelos. Es más, 
ampara tal posibilidad de forma expresa, al no considerar previsible que se vayan a causar 
afecciones a las especies de fauna protegida”.  
1175 LÓPEZ PÉREZ, Fernando (2017-b).  
1176 Entre otras, puede citarse la sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades 
Europeas de Luxemburgo, de fecha 13 de enero de 2005 (Sociedad Italiana Dragaggi y otros, 
cuestión prejudicial (asunto C-117/2003), en la que se dispone literalmente: “…sin una 
protección adecuada de dichos lugares a partir de ese momento, se pondría en peligro la 
consecución de los objetivos de conservación de los hábitats naturales y de la fauna y flora 
silvestres, tal como se indican en especial en el sexto considerando de la Directiva y en su 
artículo 3, apartado 1. Tal situación sería aún más grave dado que se verían afectados tipos de 
hábitats naturales prioritarios o especies prioritarias que, por razón de las amenazas que pesan 
sobre ellos, están destinados a beneficiarse, como se preconiza en el quinto considerando de 
la Directiva, de una rápida puesta en marcha de medidas tendentes a su conservación.”. 
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También puede citarse la STSJ de Andalucía de 14 de diciembre de 2017 
(Sede de Málaga, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 3ª, rec. 
115/2017. Ponente GARCÍA DE LA ROSA, CENDOJ 29067330032017100814) 
en la que se argumenta que la tutela de valores superiores de la comunidad 
relacionados con la conservación del medio natural exige un riguroso 
compromiso de las autoridades nacionales en orden a garantizar la 
preservación de estos espacios de singular valor ecológico, que se adelanta a 
la incorporación misma de tales lugares a la lista de la Red Natura 2000, de 
modo que, a juicio de la Sala, es a partir de la inclusión en un listado nacional 
para su posterior remisión a la Unión Europea cuando surge para el Estado un 
deber reforzado de protección ambiental, que se traduce en una proscripción a 
priori de toda autorización de actividades incompatibles con la conservación del 
medio natural, juicio de compatibilidad que debe de efectuarse de manera 
altamente restrictiva, pues basta con que se ponga de manifiesto una 
probabilidad o riesgo de que dicha explotación ocasione perturbaciones 
significativas.  
 
Para el citado autor, esta resolución judicial incide en la premisa de entender el 
acto por el que la Administración incluye un determinado espacio en el listado 
LIC, como el momento a partir del que debe adoptarse un régimen preventivo 
sobre el terreno afectado, y ello aunque sea anterior a la aprobación de dicho 
listado por la Comisión Europea, tal y como señala la jurisprudencia emanada 
por los Tribunales españoles en aplicación de la doctrina del Tribunal Superior 
de Justicia de la Unión Europea sobre la cuestión1177. Esta realidad, a juicio del 
propio autor, no debe soslayar la consideración que se hace de la gestión de la 
Red Natura 2000 en su conjunto, debido a que su proceso de constitución está 
siendo ciertamente farragoso y complejo. Ni siquiera a día de hoy, cuando han 
pasado más de 25 años de la aprobación de la Directiva de Hábitats de 1992 
que la creaba, puede afirmarse que su puesta en marcha sea completa, por 
                                            
1177 LÓPEZ PÉREZ, Fernando (2018-d). 
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cuanto aún quedan numerosos espacios que la conforman, que no cuentan con 
el preceptivo instrumento de gestión aprobado. 
 
Como afirma REVUELTA PÉREZ1178 debemos estimar a la legislación 
ambiental como la determinante en cuanto al régimen de uso de los terrenos 
protegidos, por su especialidad y por remisión de la legislación urbanística 
estatal. Sin embargo, la LPNYB no impone una concreta clasificación 
urbanística en los espacios protegidos y atribuye al planificador ambiental las 
decisiones sobre el régimen protector. Las limitaciones en los usos y 
actividades, incluidos los desarrollos urbanísticos deben establecerse en los 
instrumentos de planificación del espacio teniendo en cuenta los valores 
concurrentes. La autora añade que, por ello, no es extraño que la planificación 
de algunos espacios protegidos contemple usos y actuaciones normalmente no 
características de entornos protegidos, y ello debido a que la mayoría de estos 
planes emplean la zonificación como técnica de ordenación y gestión, 
estableciendo las limitaciones (urbanísticas incluidas) en las distintas áreas 
según las circunstancias ambientales y sociales concurrentes y los objetivos de 
la declaración.  
 
No en vano, el citado artículo 46 de de la LPNYB obliga al planificador de estos 
espacios a considerar las necesidades de los municipios más afectados en los 
planes de gestión, como medio de considerar la creciente importancia que los 
factores socioeconómicos presentan en la formulación general de los procesos 
de conservación de estos entornos, y la creciente apelación al desarrollo 
sostenible como principio integrador de la preservación de los entornos 
protegidos con la exigencia de dotar a los habitantes de su zona de influencia 





                                            
1178 REVUELTA PÉREZ, Inmaculada (2015, págs. 240 y ss.). 
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2. La alteración de los limites espaciales de los ámbitos de la Red Natura 2000. 
 
Como efecto derivado de todo lo anterior, el artículo 49 de la LPNYB establece 
un procedimiento específico para la descatalogación y alteración de los límites 
de cualquier espacio natural integrado en la Red Natura 2000, ya fuera de su 
superficie total o meramente parcial, estimando como única causa justificativa 
de la adopción de esta medida la evolución natural del entorno “científicamente 
demostrada”, por lo que se parece que normativamente se excluyen de este 
proceso todo tipo de eventos de naturaleza artificial, entendiendo por tales los 
causados o facilitados por la actuación humana. En todo caso, estos procesos 
de degradación deben venir reflejados en los sistemas de seguimiento y 
vigilancia a los que hubiera sido sometido el entorno protegido.  
 
Para su tramitación, se requiere expresamente un trámite de información 
pública y su posterior elevación a la Comisión Europea, que deberá decidir 
sobre la cuestión sometida a su consideración. Esta exigencia procedimental 
se reitera posteriormente en el artículo 52 de la misma ley, que además 
extiende su aplicación a todo espacio natural protegido en base a lo dispuesto 
en la misma, por lo que de facto todo ámbito declarado como susceptible de 
protección por sus condiciones ambientales no podrá ser modificado o 
descatalogado como consecuencia de la alteración de sus condiciones 
originales salvo que científicamente se demuestre que ha sido provocada por la 
evolución natural del entorno. En similares términos se expresa el actual 
artículo 13.3 del TRLS2015. 
 
La propia REVUELTA PÉREZ1179 hace referencia a cómo la doctrina ha 
acogido favorablemente la regulación del proceso de desclasificación de estos 
ámbitos, entendiendo que la rigidez de la actual normativa deriva de la 
aplicación del principio de no regresión en los espacios protegidos1180. Por ello, 
se valora positivamente que la legislación básica estatal prohíba reducir su 
superficie si los espacios mantienen sus características ambientales y no han 
                                            
1179 Op. cit. (2015, pág. 229). 
1180 Vid. LÓPEZ RAMÓN, Fernando (2014). 
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sufrido ningún deterioro. No obstante, la autora entiende necesario reflexionar 
sobre la restricción adicional impuesta, relativa al requerimiento de justificación 
de la degradación natural del terreno afectado1181.  
 
Esta regulación, que se acreditó en el Derecho de la Unión Europea y se 
inspira en el artículo 9.2 de la Directiva de Hábitats1182, que permite 
desclasificar las zonas especiales de conservación por su evolución natural, ha 
sido extendida por el legislador estatal al restringir la operatividad de la fórmula 
europea a esta causa, pues como se ha apuntado en la práctica supone excluir 
automáticamente su aplicación respecto de cualquier causa antrópica1183. Sin 
embargo, autores como GALLEGO BERNARD1184 entienden que la regulación 
de la Directiva de Hábitats tampoco permite la desclasificación de los espacios 
de la Red Natura 2000 fundamentados en degradaciones antrópicas, por lo que 
la exigencia de la normativa estatal se adaptaría plenamente a las 
prescripciones de la normativa comunitaria en este asunto. 
 
En cualquier caso, la cuestión que cabe destacar sobre este punto es que esta 
determinación de la norma española puede verse condicionada por la 
interpretación de la cláusula de desclasificación contenida en la Directiva de 
Hábitats, sobre la que parece que el TSJUE sostiene actualmente una postura 
algo más abierta, y que se refleja, entre otras, en la Sentencia de 3 de abril de 
2014 (asunto C-301/2012, EDJ 2014/68461). En su argumentación, la Sala 
europea no sólo reconoce la posibilidad de desclasificar los espacios 
protegidos, sino que además impone a los Estados de la UE la obligación de 
                                            
1181 En cuanto a la posible alteración o eliminación de la declaración de territorios como LIC, ha 
sido un supuesto sujeto a controversia doctrinal por el carácter transitorio que ostenta esta 
figura de la Red Natura 2000. Un estudio de esta materia se encuentra en GARCÍA URETA, 
Agustín (2014-b). 
1182 Al contrario, esta mención específica no se contiene en la Directiva 2009/147 de Aves, 
aunque la jurisprudencia del TSJUE ha entendido aplicable por analogía las previsiones de la 
Directiva de Hábitats y, por lo tanto, asumible que de forma excepcional se puedan alterar los 
límites superficiales de una ZEPA por los mismos supuestos que los determinados para una 
ZEC. 
1183 La autora cita, como contrapunto a la regulación del artículo 49 de la LPNYB, lo dispuesto 
en el artículo 12 de la LPN de 2014, en el que no se distingue la causa que puede motivar la 
pérdida de valores naturales que permita la pérdida de la condición de parte de un Parque 
Nacional. 
1184 Op. cit. (2014, págs. 165-166). 
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proponerla cuando constaten que el espacio incumple irreversiblemente los 
requisitos de la declaración por la que se formalizaron. Esta obligación estatal 
de proponer la desclasificación, sin embargo, no es absoluta, ya que está 
condicionada al menos por dos presupuestos.  
 
El primero, de naturaleza ambiental, supone la exigencia de un deterioro 
cualificado del espacio, esto es, que lo haga irreversiblemente inapropiado para 
cumplir los objetivos de la Directiva de Hábitats. El segundo, aplicable 
expresamente al posible deterioro antrópico de los espacios afectados, atañe a 
la actuación desarrollada por el Estado en la tutela del ámbito previamente 
declarado como integrante de la Red Natura 2000. Como concluye la citada 
autora, la situación descrita plantea serias dudas sobre la compatibilidad de la 
regulación española con la Directiva de Hábitats en lo que respecta al proceso 
de desclasificación de estos espacios, al existir diferencias de criterio que 
pueden derivar en contenciosos con posibles terceros afectados. 
 
Como al efecto añade GARCÍA URETA1185, determinar esta cuestión no 
siempre será sencillo, aunque parece evidente que los cambios intencionados 
u ocasionados por una actuación que persiga por la vía de los hechos una 
modificación de la situación natural de las zonas no podrán en ningún caso 
propiciar la modificación del espacio protegido. Más problemas interpretativos 
se pueden suscitar en el caso de otros factores, como puede ser el supuesto 
de la contaminación, que aunque altere las condiciones naturales del entorno, 
puede argumentarse que es resultado de una actuación humana que ha 
provocado una modificación del estado material del espacio protegido.  
 
A lo anterior cabe añadir que el citado artículo 52 de la LPNYB1186 extiende 
igualmente a todos los supuestos de protección ambiental la exigencia de la 
tramitación de un periodo de información pública para la alteración de la 
delimitación de cualquier espacio natural formalmente declarado, reiterando 
que en el caso de los espacios incluidos dentro de la Red Natura 2000 la 
                                            
1185 GARCÍA URETA, Agustín (2007, págs. 148 y ss.). 
1186 Y en el mismo sentido el artículo 13.3 del TRLS2015. 
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propuesta deberá ser remitida a la Comisión Europea para que se adopte la 
decisión definitiva sobre la misma. Parece claro que, durante la tramitación de 
las posibles alteraciones de estos ámbitos protegidos, los interesados podrán 
intentar hacer valer las posibles alteraciones artificiales del terreno que, en 
base a la interpretación europea, puedan determinar la exclusión de zonas en 
las que ya no se encuentren vigentes sus condiciones naturales originales. 
 
Finalmente, cabe indicar que la jurisprudencia comunitaria ha añadido algunos 
criterios que deben considerarse a la hora de analizar la posible 
desclasificación de los ámbitos de la Red Natura 2000, relativos a la 
justificación de la pérdida de los valores por los que el territorio en cuestión 
obtuvo este reconocimiento ambiental. A la exigencia de que este deterioro sea 
científicamente demostrado, lo que le atribuye una indudable exigencia de 
acreditación técnica a la propuesta, se une sea irreversible, por lo que de forma 
definitiva se estime que el mantenimiento de la zona afectada en la Red no 
sirva para que pueda alcanzar sus objetivos ambientales. En este sentido se 
posiciona la STJUE de 3 de abril de 2014 (asunto C-301/2012, EDJ 20146846), 
al exigir que los procesos de desclasificación acrediten fehacientemente la 
imposibilidad material de restablecer ambientalmente las zonas degradadas, al 
menos conforme a los valores que ostentaban en el momento de ser 
reconocidas como integrantes de la Red Natura 2000.  
 
Por otro lado, también se ha llegado a admitir la desclasificación de algún 
espacio natural incluido en la Red, una vez acreditada fehacientemente que su 
incorporación se produjo por un error científico en su consideración. Este 
supuesto, no contenido expresamente en la normativa vigente, ni comunitaria ni 
estatal, ha tenido su reconocimiento en decisiones judiciales como la STJUE de 
25 de noviembre de 1999 (asunto C-961/1998, EDJ 1999/32006), en la que se 
validó la alteración de los contornos de una ZEPA al quedar demostrado que su 
extensión había sido definida con un apreciable error técnico, por lo que su 
rectificación no provocaba ningún menoscabo a la integridad de la zona 
protegida ni a su régimen específico de preservación.   
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E. Afecciones provocadas por la Red Natura 2000. 
 
1. Su consideración territorial. 
 
La referencia a la regulación de la Red Ecológica Europea Natura 2000 debe 
hacer alusión a las posibles afecciones que su implementación puede derivar, 
tanto para las Administraciones implicadas como para los titulares de los 
terrenos afectados por los nuevos ámbitos incluidos en la misma y que, de 
forma evidente, derivan de la importancia que actualmente presenta la 
preservación ambiental en la normativa de la Unión Europea. 
 
En primer lugar, debe considerarse la posible incidencia que puede presentar la 
declaración de ámbitos de la Red Natura 2000 sobre las competencias de 
planificación territorial y urbanística de las Administraciones Públicas 
actuantes1187. Esta cuestión ha sido planteada por la doctrina que ha analizado 
la vinculación existente entre la inclusión de ámbitos en la Red Natura 2000, y 
la exigencia que esta formalización debe suponer para la planificación de los 
terrenos afectados, con la posible colisión que se pudiera generar con la 
distribución constitucional de competencias establecida en España, al no dejar 
margen de apreciación al planeamiento en la ordenación de estos entornos. En 
términos concretos, se plantea si la incorporación de terrenos a la Red Natura 
2000 exige la consideración de los ámbitos como suelos rurales y, a mayor 
abundamiento, especialmente protegidos o si, por el contrario, se mantendría 
cierto margen de discrecionalidad en el proceso de planificación para articular 
las medidas de protección requeridas junto con los criterios de ordenación que 
pudieran entenderse compatibles. 
 
                                            
1187 Esta cuestión presenta perfiles similares a lo expuesto en el punto anterior sobre la 
consideración a efectos urbanísticos de los suelos incluidos en la Red Natura 2000, si bien en 
este caso se aborda desde el punto de vista del proceso de planificación del territorio, a 
diferencia de los supuestos anteriores, que se analizaban desde el punto de vista de los 
posibles usos autorizables y las precauciones cautelares, que fueran aplicables hasta la 
adaptación de la ordenación territorial a la nueva realidad surgida con el reconocimiento del 
espacio natural protegido.  
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Esta cuestión, a juicio de autores como BERBEROFF AYUDA1188 se plantea 
tanto en los procesos de inclusión de espacios naturales en la Red Natura 2000 
como, principalmente, en los procedimientos de alteración de sus límites a los 
que se ha hecho referencia anteriormente, debido a la referencia expresa que 
realiza el artículo 13.3 del TRLS2015 por la que se infiere que la inclusión de 
los territorios en la Red Natura 2000 condiciona al planeamiento en el sentido 
de obligar su consideración como suelo rural. No obstante, la postura 
mayoritaria sobre esta cuestión parece inclinarse por entender que esta 
vinculación no alcanza al grado de protección que el planeamiento deba 
asignar a estos espacios naturales, lo que dependerá del diagnóstico territorial 
que la labor planificadora realice sobre el territorio y que puede establecer 
diferencias dentro de los propios ámbitos incluidos en la Red. 
 
Desde esta perspectiva, se definen muy específicamente las limitaciones que la 
Red Natura 2000 impone al planificador, apelando a la disociación del ámbito 
urbanístico de su consideración medioambiental, mediante la que la Unión 
Europea se configura como instancia de fiscalización a través de la normativa 
sectorial aplicable, básicamente la LPNYB. Esta realidad parece descartar 
cualquier interferencia comunitaria en el ámbito estrictamente urbanístico, por 
lo que no existiría, al menos formalmente, una limitación de las competencias 
nacionales (en este caso locales y autonómicas) que, en cualquier caso, han 
de ejercerse de forma coincidente con las directrices formuladas en relación 
con la protección ambiental. Por lo tanto, puede afirmarse que, si bien la 
configuración de la Red Natura 2000 no interfiere en la actuación de 
ordenación territorial y urbanística de las Administraciones competentes, sin 
embargo sí la condiciona de forma muy evidente, en aplicación de los principios 
ambientales y de sostenibilidad que presiden la actuación reguladora de la 
Unión Europea y, a su vez, el ejercicio de la actuación ordenadora del 
territorio1189. 
                                            
1188 BERBEROFF AYUDA, Dimitri (2014). 
1189 Como ya se apuntó anteriormente, otros autores como la citada GALLEGO BERNARD, 
entienden que la regulación comunitaria de la Red Natura 2000 sí permite asumir la 
consideración indisponible de estos espacios naturales como suelos especialmente protegidos, 
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Conforme a esta consideración GARCÍA SÁNCHEZ y DE LA CRUZ 
MATEOS1190 afirman que la eficacia de la pretendida preservación de los 
espacios de esta alta consideración ambiental requiere atender de forma muy 
destacada al suelo rural o no urbanizable en los procesos de planificación, por 
lo que entienden que la introducción de nuevos espacios protegidos en ámbitos 
ordenados debe conducir a la introducción de nuevos instrumentos de 
planificación, con el objetivo de incorporar adecuadamente los ámbitos 
protegidos al entorno. Con carácter general, para estos autores esta labor debe 
realizarse desde un punto de vista supramunicipal, para lo que estiman 
conveniente enfocar la planificación de estos ámbitos mediante instrumentos 
de ordenación territorial, para de este modo potenciar las sinergias existentes 
entre los espacios protegidos y el resto de ámbitos que deben conectar con 
ellos en su zona de influencia. Al hilo de este razonamiento GURRUTXAGA 
SAN VICENTE1191 señala que la ordenación territorial debe asegurar, entre 
otras cuestiones, la conectividad ecológica de los diferentes espacios de la Red 
Natura 2000, como medida indispensable para garantizar la preservación de 
los distintos ámbitos y las diferentes especies que habitan en ellos. 
 
Esta interpretación se ha visto afirmada por decisiones judiciales como la 
contenida en la STS de 18 de diciembre de 2017 (Sala 2ª, rec. 628/2017, LA 
LEY 181017/2017), que aunque dictada en el orden penal, viene a ratificar que 
la inclusión de un territorio en la Red Natura 2000 no supone de forma 
automática su consideración como suelo sometido a especial protección, al 
menos hasta que esta cuestión haya sido declarada mediante la administración 
autonómica o local competente. Con arreglo a esta interpretación, la Sala del 
Alto Tribunal opina que, en defecto de esta declaración formal de la naturaleza 
del suelo, no puede aplicarse a todo territorio incluido en la Red Natura 2000 la 
condición de suelo protegido a efectos penales (y por lo tanto tutelado por el 
tipo penal cualificado del artículo 319.1 del CP), quedando por el contrario 
                                                                                                                                
aunque en cada caso pueda modularse el régimen singular establecido en función de las 
características concretas del territorio (op. cit., 2014, págs. 410-411). 
1190 GARCÍA SÁNCHEZ, Braulio y DE LA CRUZ MATEOS, Sergio (2016, pág. 607). 
1191 GURRUTXAGA SAN VICENTE, Mikel (2014). 
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sujeto al régimen del tipo penal ordinario del suelo no urbanizable recogido en 
el artículo 319.2 del CP, hasta que administrativamente se formalice su 
declaración de especial protección por la Administración competente. 
 
No obstante, cabe añadir que esta consideración ha sido discutida por autores 
como DOLZ LAGO1192, al estimar que la mera inclusión de un territorio en la 
Red Natura 2000 debería conllevar automáticamente su tutela en el orden 
penal mediante la aplicación del tipo cualificado del artículo 319.1 del CP y no 
la del básico del artículo 319.2 aplicable al suelo rural común. Según esta 
interpretación, la pertenencia a la Red Natura 2000 ya acredita la consideración 
del entorno como suelo sujeto a un régimen de especial protección, por lo que 
debería tutelarse penalmente como tal. Para este autor, además, la exigencia 
formal de la declaración administrativa sería necesaria para la aplicación del 
tipo penal agravado del artículo 338 del CP, que en este caso sí requiere que el 
territorio haya sido declarado formalmente como un espacio natural protegido. 
 
 
2. Las repercusiones sobre los titulares de los suelos incluidos en la Red 
Natura 2000.  
 
En segundo lugar, debe hacerse referencia a la afección que la Red Natura 
2000 presenta para los titulares de terrenos incluidos en la misma, que 
presenta una doble consideración. Por un lado, la que se refiere a los propios 
efectos restrictivos que toda declaración de espacio natural de la Red Natura 
2000 evidentemente conlleva, ya que como se ha indicado anteriormente, el 
ámbito territorial al que alcance la declaración deberá ser clasificado como 
suelo rural y, casi con toda seguridad, con un régimen de especial protección 
que garantice la preservación de sus valores inherentes por los que ha 
merecido tal distinción. 
 
                                            
1192 DOLZ LAGO, Manuel Jesús (2018). 
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En este sentido, el alto grado de restricción para los usos del territorio que 
puede suponer el establecimiento o ampliación de un espacio natural incluido 
en la Red Natura 2000, ha motivado a la jurisprudencia a determinar que la 
actuación de la Administración competente no puede realizarse de forma 
injustificada ni tendenciosa, por lo que debe motivar plenamente el ejercicio de 
su competencia a riesgo de poder estimar que su actuación sea considerada 
como arbitraria. A tal conclusión llega la STSJ de Castilla-La Mancha de 30 de 
julio de 2018 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 412/2015. 
Ponente PRENDES VALLE, ECLI: ES:TSJCLM:2018:2039), formulada en el 
controvertido caso del ATC proyectado en el municipio manchego de Villar de 
Cañas al que ya se ha hecho referencia en este trabajo, en la que se concluye 
la improcedencia de la actuación autonómica por la que se pretendía la 
ampliación de los límites de varios espacios protegidos incluidos en la Red 
Natura 2000, cuando lo que realmente se aprecia es la voluntad de perseguir la 
obstrucción del ejercicio de la competencia estatal amparándose en la 
apariencia de la necesidad de ampliación y conservación de los espacios 
naturales, por muy loable que pueda resultar tal propósito. 
 
Por otra parte, y en abundamiento a lo anterior, autores como MARTÍNEZ 
RODRÍGUEZ1193 han expuesto los perjuicios que la mala praxis administrativa 
en la declaración de los diferentes espacios puede suponer para los terceros 
afectados. A juicio de esta autora, estos efectos perniciosos pueden derivar 
tanto de la excesiva tardanza en la aprobación de los instrumentos de 
ordenación y gestión que defina y aclare la situación de los particulares 
afectados, como de la enorme cantidad de limitaciones, restricciones y 
prohibiciones que se imponen sobre terrenos de propiedad privada y con 
derechos previamente consolidados, sin ningún tipo de justiprecio, 
compensación o indemnización. Ante esta situación ya son muchas las voces 
que llaman la atención sobre la profunda crisis en que se ven sumidas algunas 
regiones en las que gran parte de su suelo rural se declara protegido y, por 
ello, se condena a la falta de productividad y rentabilidad, obligando a su 
                                            
1193 MARTÍNEZ RODRÍGUEZ, Pilar (2015). 
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abandono y propiciando una de las causas más estimables de los procesos de 
disminución de población y renta en amplias zonas territoriales. 
 
La posible causa de indemnización derivada de la tardanza excesiva en 
aprobar los instrumentos de ordenación y/o gestión de los espacios naturales, 
ha sido afirmada expresamente por la STSJ de Galicia de 13 de diciembre de 
2017 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 79/2016. Ponente 
DÍAZ CASALES, CENDOJ 15030330012017100587), al expresar la posibilidad 
para los afectados de fundamentar su pretensión indemnizatoria en el retraso 
en la aprobación de los Planes Rectores de Uso y Gestión o instrumentos 
similares establecidos por la normativa vigente. Esta afirmación no obstante, a 
juicio de la propia Sala no supone la eliminación de la obligación del reclamante 
de acreditar la concurrencia de los requisitos exigibles para toda reclamación 
de responsabilidad administrativa conforme a lo dispuesto en la normativa 
vigente.    
 
En segundo lugar, debemos analizar la posible inflación de limitaciones y 
exigencias establecidas sobre los terrenos de la Red, que puede venir 
provocada por un excesivo ímpetu en la acción de preservación ambiental, de 
tal modo que puede llegar a superar los límites de lo razonable. Para eliminar 
o, al menos, mitigar esta contingencia, se propone la adopción de criterios 
racionales en la gestión de los usos de los distintos espacios protegidos, 
asumiendo por parte de los poderes públicos el abono de la procedente 
indemnización en el caso de que las limitaciones a los usos alcancen nivel 
expropiatorio.  
 
Esta responsabilidad administrativa deriva inexcusablemente del fundamento 
social y ambiental de las restricciones impuestas y son un criterio de justicia 
material reconocido por los Tribunales de Justicia, tanto españoles como 
europeos, y así se recoge en la propia normativa aplicable a la preservación de 
los espacios naturales, como es el caso del artículo 29.2 de la Ley 9/2001, de 
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21 de agosto, de Conservación de la Naturaleza de Galicia1194, en el que se 
dispone que las limitaciones al uso de los bienes y recursos derivadas de la 
declaración de espacios naturales protegidos o de los instrumentos de 
ordenación previstos en la normativa vigente podrán dar lugar a indemnización 
cuando, de forma simultánea, incidan sobre derechos efectivamente 
incorporados al patrimonio del titular, afecten a usos o aprovechamientos legal 
y efectivamente ejercidos en el momento de imposición de la restricción, se 
produzca una lesión patrimonial efectiva, actual y cuantificable en términos 
monetarios y, finalmente, se trate de limitaciones singulares no susceptibles de 
distribución entre los afectados. Por su parte, la antes citada Ley 2/1989, de de 
18 de julio, por la que se aprueba el Inventario de Espacios Naturales 
Protegidos de Andalucía y se establecen medidas adicionales para su 
protección, se refiere igualmente a esta cuestión en su artículo 23, al recoger 
expresamente que serán indemnizables las limitaciones singulares de derechos 
reales que supongan una lesión efectiva para sus titulares, por afectar a 
facultades en ejercicio cuyo contenido esté permitido en suelo no urbanizable. 
 
En este sentido, RODRÍGUEZ-PASSOLAS CANTAL1195 al analizar la STS de 
24 de mayo de 2013 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 2134/2010. Ponente CALVO 
ROJAS, EDJ 2013/78470), afirma que la jurisprudencia requiere expresamente 
que las afecciones sobre los intereses de los titulares afectados por la 
declaración de un espacio natural protegido sean suficientemente acreditadas 
y, en todo caso, deben proceder de la propia declaración del espacio natural y 
no de otros instrumentos o normas anteriores, de tal modo que exista una 
verdadera relación de causa-efecto entre la formulación del nuevo espacio 
protegido y la limitación de derechos invocada por los interesados. No 
obstante, la evidencia práctica determina que se debe reconducir la tendencia 
actual de los regímenes de uso y gestión de estos espacios, tan prolíficamente 
creados en España, que llega en muchos casos a limitar y prohibir el uso de la 
                                            
1194 Diario Oficial de Galicia de 4 de septiembre de 2001 (BOE núm. 230, de 25 de septiembre 
de 2001). 
1195 RODRÍGUEZ-PASSOLAS CANTAL, José (2013). 
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propiedad privada1196, hasta el extremo de restringir la libertad de entrada y 
acceso de los propios dueños a sus fincas o, entre otros, limitar, reducir y 
controlar cualquier actividad industrial, empresarial, agrícola, ganadera, de 
ocio, sin que en muchos casos se justifique adecuadamente el fundamento de 
tales decisiones1197. 
 
Bajo esta premisa, la citada REVUELTA PÉREZ1198 pone de manifiesto que la 
declaración y la posterior gestión de los espacios naturales incluidos en la Red 
Natura 2000 están resultando especialmente litigiosas. Como afirma esta 
autora, no son pocos los proyectos de envergadura que han sido anulados por 
incumplir los condicionantes impuestos para la aprobación de proyectos dentro 
del ámbito de los espacios de la Red, como puede apreciarse en la STS de 29 
de enero de 2014 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 2940/2011. SUAY RINCÓN, EDJ 
2014/4609), que confirma la anulación del Proyecto de Interés Regional Marina 
Isla de Valdecañas (Cáceres) por, entre otras razones, desclasificar terreno de 
una ZEPA clasificado como no urbanizable protegido. En su resolución, la Sala 
admite que los Proyectos de Interés Regional en Extremadura pueden afectar a 
suelo no urbanizable de especial protección, pero al mismo tiempo, destaca la 
exigencia de compatibilidad con la protección que las leyes de defensa del 
medio ambiente dispensen al suelo. 
 
En opinión de LÓPEZ PÉREZ1199 en la ordenación del régimen de gestión de 
los espacios naturales se pueden plantear problemas concernientes a las 
actividades y usos presentes y futuros de los ámbitos afectados, que pueden 
desembocar en una proliferación de recursos de los propietarios afectados 
solicitando ser indemnizados. En nuestra tradición jurídica, este ámbito de la 
responsabilidad patrimonial de la administración está definido a través de las 
numerosas sentencias judiciales y estudios doctrinales, que vienen a distinguir 
entre limitaciones singulares (sujetas a indemnización) y límites generales (no 
indemnizables). Tales postulados son los que actualmente aplican los 
                                            
1196 Cfr. GONZÁLEZ PORRAS, José Manuel (2006). 
1197 Cfr. MARTÍNEZ RODRÍGUEZ, Pilar (2015). 
1198 Op. cit. (2015, pág. 223).  
1199 LÓPEZ PÉREZ, Fernando (2018-c). 
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Tribunales cuando se enfrentan a solicitudes y reclamaciones de indemnización 
por inclusión de un espacio en la Red Natura 2000.  
 
Sin embargo, añade dicho autor, no se puede dejar de advertir sobre la 
necesidad de que los planes de gestión de los espacios Red Natura 2000, que 
son los encargados de determinar el régimen de usos y actividades que se 
permiten en esta clase de espacios naturales (salvo que se encuentren, 
simultáneamente, bajo otro régimen de protección), regulen y definan de forma 
precisa y cuidadosa esta importante cuestión, para asegurar el éxito de la Red 
como instrumento de conservación de la biodiversidad más importante del 
mundo, pero cuya preservación no puede justificar toda limitación de derechos 
de los particulares afectados. En efecto, aun sin negar la premisa fundamental 
de preservar los valores ambientales que presentan los espacios incluidos en la 
Red Natura 2000, debe apreciarse igualmente la necesidad de no introducir en 
su regulación limitaciones abusivas y no ajustadas a la realidad del territorio, 
como de hecho reclama la propia normativa estatal en el ya analizado artículo 
46.1.a) de la LPNYB. 
 
Como afirma GARCÍA URETA1200 incluso en los supuestos de espacios 
protegidos de alta consideración ambiental, como son los incluidos en la Red 
Natura 2000, debe realizarse una adecuada regulación de sus ámbitos de 
gestión, al existir elementos y sectores de la realidad que pueden ser de 
atención preferente en virtud de las circunstancias que concurran en cada 
momento concreto. Por lo tanto, es preciso adecuar la planificación de estos 
espacios a las exigencias tanto ambientales como sociales de cada periodo, 
tanto en lo que se refiere a su zonificación como a su régimen global de 
gestión, para lo que estima prioritaria la revisión periódica de los parámetros de 




                                            
1200 GARCÍA URETA, Agustín (2014-c, pág. 36). 
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VIII.   OTRAS FIGURAS DE PROTECCIÓN DE ESPACIOS NATURALES. 
 
La LPNYB, además de los elementos e instrumentos de protección ambiental 
ya analizados, enumera en su artículo 50 las que denomina como otras figuras 
de protección de espacios, entendiendo por tales las que tienen su reflejo en 
instrumentos de carácter internacional. De conformidad con esta consideración, 
el citado artículo en su punto primero define a estas otras figuras de calado 
internacional como las que protegen áreas y espacios naturales conforme a lo 
dispuesto en los Acuerdos y Convenios Internacionales en los que forme parte 
el Reino de España. Esta afirmación supone, a grandes rasgos, que la 
publicación del Convenio o Acuerdo Internacional por el que se declare la 
protección de un determinado espacio natural, conllevará los efectos formales 
de su declaración como tal (independientemente que hubiera sido previamente 
incluido en otra figura de protección ambiental) y su sometimiento al régimen 
jurídico derivado de su nueva consideración como espacio protegido 
internacionalmente, todo ello sin perjuicio de que la Administración General del 
Estado o, en su caso, la Comunidad Autónoma en la que se ubique el espacio 
natural protegido, viniera obligada a desarrollar instrumentos de protección 
adicionales en desarrollo de las previsiones del instrumento internacional 
ratificado por España.  
 
El propio artículo 50.2 LPNYB dispone que, a efectos procedimentales, la 
declaración o inclusión de áreas protegidas por instrumentos internacionales 
deberá ser sometida a información pública y posteriormente publicada en el 
Boletín Oficial del Estado, junto con la información básica del régimen de 
protección asignado y un plano del perímetro abarcado por la misma. Con esta 
mención expresa la norma española equipara estos instrumentos 
internacionales con el resto de elementos de protección ambiental, al exigir la 
fase de información pública como trámite sustancial del proceso de protección 









Debemos entender que esta necesidad de establecer una fase de participación 
de los posibles afectados por una declaración de esta trascendencia, procede 
de la obligatoriedad de facilitar el acceso a la defensa de los particulares cuyos 
derechos e intereses legítimos pudieran verse afectados por una medida que 
se antoja de gran calado, principalmente por la más que probable restricción de 
los usos autorizables para los titulares de los terrenos afectados1201 que 
inevitablemente debe llevar añadida su inclusión en un terreno sometido a 
protección internacional1202.  
 
Aparte de lo anterior, también es preciso hacer referencia a otra equiparación 
que la LPNYB realiza sobre estos instrumentos internacionales con respecto al 
resto de figuras de planeamiento ambiental que regula, que se refiere a la ya 
apuntada posible compatibilidad de ámbitos de protección que pudieran 
concurrir sobre los espacios naturales objeto de Convenio o Acuerdo 
Internacional. En efecto, el artículo 50.3 dispone:  
 
“El régimen de protección de estas áreas será el establecido en los 
correspondientes convenios y acuerdos internacionales, sin perjuicio de 
la vigencia de regímenes de protección, ordenación y gestión 
específicos cuyo ámbito territorial coincida total o parcialmente con 
dichas áreas, siempre que se adecuen a lo previsto en dichos 
instrumentos internacionales”.  
 
En el ámbito de esta posible coexistencia de distintos regímenes de protección 
aplicables sobre los diferentes espacios naturales protegidos 
internacionalmente y del mismo modo que sucede con los ámbitos incluidos 
dentro de la Red Natura 2000, la normativa española obliga a que los 
instrumentos previamente implementados sobre dicho territorio sean adaptados 
a las prevenciones y condicionantes incorporados a los instrumentos 
internacionales ratificados, para lo que, además de su propia redacción, el 
                                            
1201 Entendemos que no solo los titulares de terrenos ubicados dentro de los límites de los 
espacios protegidos, sino también los que se encuentren en su área de influencia o zonas de 
protección adicional delimitadas por el propio instrumento ambiental. 
1202 Por descontado, también debemos entender incluidos a los representantes de intereses 
colectivos de carácter ambiental, que normalmente se postularan de forma opuesta a los 
particulares que pudieran verse afectados por la delimitación internacional de un espacio 
protegido. 
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punto 4 del artículo 50 de la LPNYB dispone la necesidad de  formular unas 
“directrices de conservación” por parte del Estado con la participación de las 
Comunidades Autónomas.  
 
Estas directrices, formuladas en el marco del analizado Plan Estratégico de 
Estatal del Patrimonio Natural y la Biodiversidad, deben ser aprobadas por la 
Conferencia Sectorial de Medio Ambiente y se postulan como el marco general 
orientativo para la planificación y gestión de dichos espacios, incluyendo los 
criterios mínimos exigidos para la posterior elaboración (o adaptación como se 
ha indicado anteriormente) de los instrumentos de desarrollo a nivel regulatorio 
y de uso de las áreas sometidas a protección internacional. 
 
El citado artículo 50 de la LPNYB contiene una relación no exhaustiva1203 de 
los espacios naturales susceptibles de protección ambiental de carácter 
internacional, que incluye: 
 
a) Los humedales de Importancia Internacional, del Convenio relativo a los 
Humedales de Importancia Internacional especialmente como Hábitat de 
Aves Acuáticas. 
 
b) Los sitios naturales de la Lista del Patrimonio Mundial, de la Convención 
sobre la Protección del Patrimonio Mundial, Cultural y Natural. 
 
c) Las áreas protegidas, del Convenio para la Protección del Medio 
Ambiente Marino del Atlántico del Nordeste (OSPAR). Este Convenio, 
que fue adoptado el 22 de septiembre de 1992 y ratificado por el Reino 
de España el 25 de enero de 1994, tiene como objetivo principal la 
adopción de las medidas necesarias para proteger y conservar los 
ecosistemas y la diversidad biológica de la zona marítima y, dentro de lo 
                                            
1203 Esta conclusión se extrae de la propia redacción del artículo 50.1 en su párrafo 1, que 
dispone: “Tendrán la consideración de áreas protegidas por instrumentos internacionales todos 
aquellos espacios naturales que sean formalmente designados de conformidad con lo 
dispuesto en los Convenios y Acuerdos internacionales de los que sea parte España y, en 
particular, los siguientes…”. 
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posible, la recuperación de las zonas marinas que hayan padecido 
efectos nocivos. 
 
d) Las Zonas Especialmente Protegidas de Importancia para el 
Mediterráneo (ZEPIM), del Convenio para la protección del medio 
marino y de la región costera del Mediterráneo. 
 
e) Los Geoparques1204, declarados por la UNESCO. 
 
f) Las Reservas de la Biosfera, declaradas por la UNESCO1205. 
 
g) Las Reservas biogenéticas del Consejo de Europa.  
 
En el caso de las Reservas de la Biosfera, el artículo 68 de la LPNYB establece 
la denominada Red de Reservas de la Biosfera Españolas, descrita como un 
subconjunto definido y reconocible de la Red Mundial de estos espacios, como 
conjunto de unidades físicas sobre las que se proyecta el programa “Persona y 
Biosfera” (Programa MaB) de la UNESCO. El Tribunal Constitucional, por 
medio de la Sentencia 138/2013, de 6 de junio1206, ha declarado válidas las 
funciones asignadas por el artículo 69.2 LPNYB al denominado Comité MaB 
                                            
1204 En el supuesto concreto de los denominados “Geoparques” la propia página web  
https://www.miteco.gob.es/es/biodiversidad/temas/espacios-protegidos/espacios-protegidos-
por-instrumentos-internacionales/en_ap_geoparques.aspx, del Ministerio para la Transición 
Ecológica dispone (último acceso, 25 de febrero de 2019): “Un Geoparque es un territorio que 
presenta un patrimonio geológico notable que es el eje fundamental de una estrategia de 
desarrollo territorial sostenible basada en la educación y el turismo. Por lo tanto, su declaración 
persigue tanto la conservación del patrimonio geológico como la promoción del desarrollo 
socioeconómico de la zona. Esta figura nació en Europa a principios de la década de los 90 del 
siglo pasado. La coordinación a nivel europeo se realiza a través de la Red de Geoparques 
Europeos, y a nivel internacional mediante la Red Mundial de Geoparques, asistida por la 
Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO). 
Inicialmente se propuso que los Geoparques constituyesen un programa propio dentro de la 
UNESCO, pero esta idea fue rechazada por su Consejo Ejecutivo en su 161ª reunión. Por lo 
tanto, hasta que la UNESCO no formalice su apoyo a esta figura, aspecto que está siendo 
debatido en la actualidad, los Geoparques no tienen la consideración de ‘áreas protegidas por 
instrumentos internacionales’ según la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural 
y de la Biodiversidad”. 
1205 Cfr. DEL ÁLAMO GÓMEZ, Maribel (2004). 
1206 Recurso 2155/2008 (BOE núm. 157, de 2 de julio de 2013). 
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Español1207, estimando que las evaluaciones realizadas por este órgano estatal 
en el proceso de reconocimiento de las Reservas de la Biosfera no son 
excluyentes de las realizadas por las Comunidades Autónomas en el ámbito de 
sus respectivas competencias. 
 
Sobre la regulación de este tipo de espacios naturales, LAZCANO 
BROTÓNS1208 pone el acento crítico en algunas cuestiones fundamentales, 
comenzando por la propia catalogación de las Reservas de la Biosfera como 
una clase uniforme de espacio natural protegido, lo que en principio obligaría 
clasificar el territorio afectado en su integridad como suelo rural o no 
urbanizable de especial protección. A juicio de este autor esta consideración 
debería exigirse de forma explícita únicamente para el caso de la zona núcleo 
de la reserva, aquella que encajaría perfectamente en el criterio estricto que la 
normativa urbanística reserva para el suelo rural o no urbanizable. Al contrario, 
la indefinición de la redacción de la LPNYB puede ser una fuente de conflictos 
en el ejercicio de la potestad de planeamiento, al fomentar la impugnación de 
planes urbanísticos por no clasificar como rurales terrenos enclavados en las 
zonas de protección y de transición de estos espacios naturales.  
 
A su vez, esta extensión indeterminada de los límites de las Reservas de la 
Biosfera puede tener su reflejo en la imposición de sanciones administrativas o, 
incluso, penales por actuaciones irregulares cometidas en su ámbito territorial, 
debido a que la calificación del suelo como especialmente protegido puede 
determinar la consideración de las infracciones cometidas en sus tipos 
agravados, con el consiguiente agravamiento de la situación jurídica del 
infractor. El citado autor reitera en este caso su opinión favorable a que la 
normativa estatal determinara una diferenciación de la consideración 
urbanística de estos espacios naturales, de tal modo que no se equipararan las 
repercusiones derivadas de actuaciones irregulares realizadas en áreas que 
deberían ostentar una diferente consideración ambiental. 
                                            
1207 Órgano colegiado de carácter asesor y científico, adscrito al Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente.  
1208 LAZCANO BROTÓNS, Íñigo (2007, págs. 363-365). 
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Como afirma GÓMEZ SAL1209, el concepto y enfoque de Reserva de la 
Biosfera debe afianzar su papel cómo modelo alternativo, flexible y 
complementario para la gestión y ordenación del territorio, con un objetivo 
compartido de conservación de la naturaleza y la sostenibilidad de los usos 
humanos, bajo la fórmula del denominado “paisaje humanizado”. De este 
modo, la inclusión de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de Naciones 
Unidas, como meta para ser alcanzada de forma específica por este tipo de 
espacio protegido internacional, reconocido por UNESCO, sitúa a las Reservas 
de la Biosfera ante el reto de incorporar nuevas funciones y asumir un mayor 
protagonismo en el contexto de cambio global.  
 
En este sentido, DURÁ ALEMAÑ1210 expresa su opinión acerca de las 
denominadas Redes de Reservas de la Biosfera1211, que aun sin disponer de 
medidas ejecutivas en su ámbito de actuación, estima que pueden ser un 
magnífico escenario para plantear estrategias de mediación en la resolución de 
los conflictos ambientales que pudieran surgir en el marco de estos lugares 
normalmente ya declarados como espacios naturales protegidos, así como 
para visibilizar las necesidades específicas de conservación que presenten y, 
de este modo, reforzar las medidas dirigidas a posibilitar su gestión sostenible 
por parte de todas las instituciones y entidades implicadas. 
 
Para finalizar esta breve reseña a los espacios naturales regulados por 
instrumentos de protección ambiental, a modo de ejemplo de lo expuesto cabe 
hacer referencia a algunos de los últimos instrumentos internacionales de 
protección ambiental que han sido publicados y, por consiguiente, han 
comenzado a desplegar efectos sobre sus concretos ámbitos geográficos. De 
este modo, podemos citar los siguientes: 
 
                                            
1209 GÓMEZ SAL, Antonio (2018, págs. 79-81). 
1210 DURÁ ALEMAÑ, Carlos Javier (2019-b). 
1211 A modo de ejemplo puede citarse el Decreto 10/2019, de 17 de enero, por el que se crea y 
regula el Comité de Coordinación de la Red de Reservas de la Biosfera de Galicia (Diario 
Oficial de Galicia núm. 35, de 19 de febrero de 2019). 
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- Resolución de 1 de agosto de 2016, de Parques Nacionales, por la que 
se publica la aprobación por la UNESCO de la Reserva de la Biosfera 
Transfronteriza Tajo-Tejo Internacional (España y Portugal). BOE número 
198, de 17 de agosto de 2016. 
 
- Resolución de 16 de julio de 2015, de Parques Nacionales, por la que se 
publica la aprobación por la UNESCO de dos reservas de la biosfera 
españolas: Reserva de la Biosfera del Macizo de Anaga, Tenerife, y 
Reserva de la Biosfera Transfronteriza Meseta Ibérica (España y 
Portugal). BOE número 205, de 27 de agosto de 2015. 
 
- Resolución de 17 de noviembre de 2014, de Parques Nacionales, por la 
que se publica la aprobación por la UNESCO de la ampliación de la 
Reserva de la Biosfera de Montseny, Cataluña, y la Reserva de la 
Biosfera de La Mancha Húmeda, en Castilla-La Mancha. BOE número 
288, de 28 de noviembre de 2014. 
 
- Resolución de 20 de noviembre de 2013, de Parques Nacionales, por la 
que se publica la aprobación por la UNESCO de tres reservas de la 
biosfera españolas: Reserva de la Biosfera de Las Mariñas Coruñesas y 
Terras de Mandeo, Galicia; Reserva de la Biosfera de Terres de l'Ebre, 
Cataluña; Reserva de la Biosfera del Real Sitio de San Ildefonso-El 
Espinar, Castilla y León, y la ampliación de la Reserva de la biosfera 
Ordesa-Viñamala, Aragón. BOE número 312, de 30 de diciembre de 
2013. 
 
- Resolución de 18 de abril de 2013, de Parques Nacionales, por la que se 
publica la declaración de dos nuevas reservas de la biosfera españolas: 
Reserva de la Biosfera de La Gomera (Canarias) y Reserva de la 
Biosfera Las Ubiñas-La Mesa (Asturias), y la modificación de la 
zonificación de otras dos reservas de la biosfera existentes: Reserva de 
la Biosfera de Sierra Nevada (Andalucía) y ampliación de la Reserva de 
la Biosfera de Doñana (Andalucía). BOE número 133, de 4 de junio de 
2013. 
 
- Resolución de 9 de junio de 2017, de la Dirección General de Calidad y 
Evaluación Ambiental y Medio Natural, por la que se publica el Acuerdo 
del Consejo de Ministros de 26 de mayo de 2017, por el que se autoriza 
la inclusión en la Lista del Convenio de Ramsar, relativo a humedales de 
importancia internacional, especialmente como hábitat de aves acuáticas, 
del Marjal de Almenara, en la Comunitat Valenciana. BOE número 149, 
de 23 de junio de 2017. 
 
- Resolución de 13 de diciembre de 2017, de Parques Nacionales, por la 
que se publica la aprobación por la UNESCO de la ampliación de la 
Reserva de la Biosfera Marismas del Odiel, Andalucía. BOE número 310, 










IX. LOS INSTRUMENTOS DE PLANIFICACIÓN AMBIENTAL REGULADOS 
POR LA NORMATIVA SECTORIAL. 
 
Para concluir esta aproximación a los instrumentos de planificación y 
ordenación ambiental, es preciso realizar una aproximación a los instrumentos 
de ordenación que se introducen a través de la normativa sectorial relativa a los 
diferentes ámbitos objeto de protección ambiental. A algunos de estos 
instrumentos de ordenación ya se ha hecho referencia al principio del presente 
capítulo, al apuntar la reseña que hace el artículo 14 LPNYB a los planes 
sectoriales que, en virtud de sus competencias, debe elaborar el Estado con la 
participación de las Comunidades Autónomas y los sectores implicados con el 
declarado fin de “…integrar sus objetivos y acciones en las políticas 
sectoriales”.  
 
Estos instrumentos de planificación, que la citada norma estatal somete 
expresamente a los procedimientos de evaluación ambiental correspondientes, 
vienen a ser regulados en las distintas normas sectoriales formuladas sobre 
cada materia y, con carácter general, presentan un ámbito de desarrollo por 
parte de las distintas Comunidades Autónomas en aplicación de su concreto 
nivel competencial estatutariamente reconocido. 
 
A modo de ejemplo de lo expuesto cabe citar al denominado Plan Forestal 
Español, regulado en el artículo 30 de la LM y que se configura como el 
instrumento de planificación a largo plazo de la política forestal española, que 
debe desarrollar la Estrategia Forestal Española1212. Actualmente se encuentra 
vigente el documento aprobado por el Consejo de Ministros por acuerdo de 5 
de julio de 2002, y su formulación pretende estructurar las acciones necesarias 
para el desarrollo de una política forestal española basada en los principios de 
desarrollo sostenible, multifuncionalidad de los montes, contribución a la 
                                            
1212 Elaborado por el Ministerio correspondiente, se define como documento de referencia para 
establecer la política forestal española, conteniendo el diagnóstico de la situación de los 
montes y del sector forestal español, las previsiones de futuro, de conformidad con sus propias 
necesidades y con los compromisos internacionales contraídos por España y las directrices 
que permitan articular la política forestal española (artículo 13 LM). 
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cohesión territorial y ecológica y la participación pública y social en la 
formulación de políticas, estrategias y programas, proponiendo la 
corresponsabilidad de la sociedad en la conservación y la gestión de los 
montes1213.  
 
Aparte de este instrumento de planificación estatal, dentro del mismo ámbito 
forestal el artículo 31 de la LM regula los denominados Planes de Ordenación 
de los Recursos Forestales (PORF), cuya elaboración y aprobación 
corresponde a las Comunidades Autónomas1214. Estos instrumentos de 
ordenación forestal presentan una naturaleza doble, puesto que el propio punto 
primero del citado artículo los califica expresamente como herramientas de 
ordenación territorial. De conformidad con esta consideración territorial, los 
PORF deben establecerse sobre las áreas que las propias autoridades 
autonómicas competentes hayan declarado previamente como superficie de 
monte, debiendo realizar sobre las mimas un proceso de zonificación por usos 
y vocación del territorio, que defina entre otras consideraciones sus objetivos, 
compatibilidades y prioridades, junto con la planificación de las acciones 
necesarias para el cumplimiento de dichos objetivos e incorporando las 
previsiones de repoblación, restauración hidrológico-forestal, prevención y 
extinción de incendios, prevención y lucha contra plagas, regulación de usos 
recreativos y ordenación de montes, incluyendo, cuando proceda, la 
ordenación cinegética, piscícola y micológica.  
 
A su vez, estos instrumentos deben incorporar las directrices para la 
ordenación y aprovechamiento de los montes, garantizando que no se ponga 
en peligro la persistencia de los ecosistemas y se mantenga la capacidad 
productiva de los montes. Como afirma ENA,1215 con esta configuración la 
planificación y la gestión forestal se conecta con la ordenación territorial, 
asumiendo unos contenidos mínimos que deben vincular al resto de los 
                                            
1213 https://www.mapa.gob.es/es/desarrollo-rural/temas/politica-forestal/planificacion-
forestal/politica-forestal-en-espana/pfe_plan_forestal_esp.aspx (último acceso, 12 de enero de 
2019). 
1214 PÉREZ ANDRÉS, Antonio Alfonso (2005). 
1215 ENA, Miguel Ángel (2009, pág. 16). 
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instrumentos cuyos efectos concurran sobre un mismo territorio, debido al 
carácter sectorial y específico de sus postulados. 
 
A juicio de KARRERA EGIALDE con esta doble composición de estos 
instrumentos se cumple la exigencia que la propia LM contiene en su 
exposición de motivos, de avanzar hacia la gestión forestal sostenible como 
traducción ambiental del uso racional de los recursos naturales y que requiere 
tanto la planificación como la ordenación de los montes, atribuyendo a sus  
propietarios la responsabilidad de su gestión sostenible a través de 
instrumentos específicos como son los proyectos de ordenación de montes, 
planes dasocráticos, planes técnicos u otras figuras equivalentes1216. 
 
Para conseguir la plena integración de su función planificadora, estos 
instrumentos deben adaptarse a las previsiones contenidas en los PORN o 
figuras de ordenación equivalentes que se hayan aprobado sobre su ámbito de 
aplicación, pudiendo, a su vez, formar parte de los mismos si el órgano forestal 
competente hubiera informado favorablemente esta consideración (artículo 
31.8 LM). Su régimen concreto y específico de formulación y aprobación se 
recoge en las normas autonómicas dictadas en desarrollo de la legislación 
estatal, como puede apreciarse en la regulación contenida en los artículos 60 y 
siguientes de la Ley 2/1992, de 15 de junio, Forestal de Andalucía, en la que se 
regulan los denominados Proyectos de Ordenación de Montes o en la reciente 
Orden ARP/122/2017, de 13 de junio1217, por la que se regulan los instrumentos 
de ordenación forestal en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Cataluña, 
en la que se regulan distintos tipos de Instrumentos de Ordenación Forestal 
(IOF). 
 
En segundo lugar, podemos incluir en este apartado al ya citado anteriormente 
Real Decreto 416/2014, de 6 de junio, por el que se aprueba el Plan sectorial 
de turismo de naturaleza y biodiversidad (2014-2020)1218. Este instrumento 
                                            
1216 KARRERA EGIALDE, Mikel Mari (2014, pág. 1799). 
1217 Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya núm. 7393, de 19 de junio de 2017. 
1218 BOE núm. 147, de 18 de junio de 2014. 
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tiene como objetivo establecer las bases para la implantación progresiva de un 
modelo que garantice la puesta en valor de la biodiversidad española para el 
turismo de naturaleza, como fuente de ingresos y generación de empleo, al 
tiempo que se asegure su adecuada conservación y gestión conforme a un 
enfoque planificado, coherente y realista. Para este fin, se plantea como 
prioritario centrar el foco de atracción en los espacios protegidos, con especial 
énfasis en la Red Natura 2000, estableciendo un sistema ligado a la gestión de 
estos espacios que diferencie y fomente a las empresas que desarrollen 
actividades sostenibles de turismo de naturaleza en estos lugares. 
 
También podemos hacer referencia a los planes estatales y autonómicos que la 
vigente Ley 22/2011, de 28 de julio, de Residuos y Suelos Contaminados1219 
regula en su artículo 14. En concreto, esta norma atribuye al Ministerio 
competente en materia de Medio Ambiente, previa consulta a las Comunidades 
Autónomas, a las Entidades Locales, a otros Ministerios afectados y, cuando 
proceda, en colaboración con otros Estados miembros, la elaboración del Plan 
Estatal Marco de Gestión de Residuos, en el que se debe contener la 
estrategia general de la política de residuos, las orientaciones y la estructura a 
la que deberán ajustarse los planes autonómicos, así como los objetivos 
mínimos a cumplir de prevención, preparación para la reutilización, reciclado, 
valorización y eliminación. La determinación de dichos objetivos será coherente 
con la estrategia de reducción de gases de efecto invernadero y los 
compromisos internacionales asumidos en materia de cambio climático.  
 
Entre las medidas que el Anexo V de la citada norma requiere que se incluyan 
en estos instrumentos de planificación, pueden destacarse por su especial 
relación con la ordenación territorial, la identificación de los lugares 
históricamente contaminados por eliminación de residuos y la formulación de 
las medidas para su rehabilitación; así como la evaluación e información de la 
ubicación, emplazamiento y capacidad de las futuras instalaciones de 
                                            
1219 BOE número 181, de 29 de julio de 2011. 
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tratamiento y eliminación de residuos o las principales instalaciones de 
valorización. 
 
En esta misma norma estatal se contiene la regulación sobre suelos 
contaminados, concretamente en sus artículos 33 y siguientes, cuya 
declaración corresponde a las Comunidades Autónomas en función de los 
criterios y estándares formulados por el Gobierno de la Nación para cada tipo 
de suelo. Los suelos declarados como contaminados deberán formar parte de 
los correspondientes inventarios autonómicos que, a su vez, deberán 
consolidar su información de forma anual en un inventario realizado por el 
Ministerio competente a nivel estatal. La declaración de un terreno como suelo 
contaminado persigue el objetivo de evitar que se continúe con la realización 
de las actividades sobre el mismo que produzcan la contaminación apreciada y, 
en la medida de lo posible, proceder a su descontaminación y recuperación. La 
declaración de un suelo como contaminado puede comportar la suspensión de 
la ejecutividad de los derechos de edificación y otros aprovechamientos del 
suelo en el caso de resultar incompatibles con las medidas de limpieza y 
recuperación del terreno que se establezcan, hasta que éstas se lleven a cabo 
o se declare el suelo como no contaminado (art. 34.4).  
  
También con incidencia en el ámbito de nuestro estudio se encuentran los 
instrumentos de planificación regulados en la Ley 34/2007, de 15 de 
noviembre, de Calidad del Aire y Protección de la Atmósfera1220. En este caso, 
sus artículos 16 y siguientes atribuyen al Estado, a las Comunidades 
Autónomas e incluso a las Entidades Locales la capacidad de elaborar planes y 
programas de protección de la atmósfera y para minimizar los efectos 
negativos de la contaminación atmosférica (lo que supone una importante 
novedad, ya que otras normas como la analizada anteriormente limitan su 
actuación en la elaboración de programas)1221. La propia norma estatal atribuye 
a estos instrumentos de planificación ambiental la condición de elementos 
                                            
1220 BOE núm. 275, de 16 de noviembre de 2007. 
1221 Vid. FACCIOLI, Carlotta (2018). 
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vinculantes para la ordenación territorial y urbanística, al señalar expresamente 
su artículo 16.6:  
 
“Los planes y programas regulados en este artículo serán determinantes 
para los diferentes instrumentos de planeamiento urbanístico y de 
ordenación del territorio. Si tales instrumentos contradicen o no acogen 
el contenido de los planes y programas regulados en este artículo, esta 
decisión deberá motivarse y hacerse pública. Asimismo, estos planes y 
programas podrán incluir prescripciones de obligado cumplimiento para 
los ciudadanos. Para ello, dichos planes y programas deberán ser 
objeto de publicación”.  
 
Esta previsión legal es desarrollada por el Real Decreto 102/2011, de 28 de 
enero1222, relativo a la mejora de la calidad del aire, en cuyo Capítulo IV se 
regulan los “planes de calidad del aire” a formular por las comunidades 
autónomas para zonas o aglomeraciones en que se superen los valores límite, 
objetivos o el margen de tolerancia de emisiones de alguna o algunas 
sustancias, con el fin último de alcanzar los valores límite u objetivos marcados 
por la legislación vigente. Además, se hace especial distinción en los 
denominados “planes de acción a corto plazo”, cuando se prevé que se 
superen los valores umbrales definidos en el Anexo I del propio texto 
reglamentario. A juicio de SOTELO PÉREZ, SOTELO PÉREZ, y SOTELO 
NAVALPOTRO1223 estos instrumentos presentan una notable importancia en el 
objetivo de alcanzar los niveles exigidos de calidad del aire y evitar 
disfunciones ambientales mediante la anticipación ante posibles situaciones de 
riesgo.    
 
Incluso, se pueden citar en este apartado de planificación sectorial las 
denominadas “Zonas de Interés para la Defensa Nacional” (ZIDN), reguladas 
en la Ley 8/1975, de 12 de marzo1224, definidas en su artículo 2 como las 
extensiones de terreno, mar o espacio aéreo que así se declaren en atención a 
que constituyan, o puedan constituir, una base permanente a un apoyo eficaz 
de las acciones ofensivas o defensivas necesarias para tal fin. La conexión que 
                                            
1222 BOE núm. 25, de 29 de enero de 2011. 
1223 SOTELO PÉREZ, María; SOTELO PÉREZ, Ignacio y SOTELO NAVALPOTRO, José 
Antonio (2017). 
1224 BOE núm. 63, de 14 de marzo de 1975. 
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estas ZIDN presentan con la planificación territorial deriva de la atribución legal 
de su responsabilidad y vigilancia a las autoridades militares jurisdiccionales de 
los Ejércitos de Tierra, Mar o Aire a cuya iniciativa se deba la declaración, las 
cuales serán las únicas competentes para realizar el despacho y tramitación de 
solicitudes y otorgamiento de autorizaciones referentes a la observancia y 
cumplimiento de cualquier clase de prohibiciones, limitaciones o condiciones 
impuestas en ellas. 
 
En concreto, en la declaración de la ZIDN correspondiente a las propiedades 
denominadas «Base y Campo de Maniobras y Tiro de Cerro Muriano» y 
«Polvorín del Vacar», ubicadas en la provincia de Córdoba1225, se somete a la 
autorización previa del Ministerio de Defensa cualquier obra de edificación o 
construcción, promovida por entidades públicas o privadas, así como la cesión 
por cualquier título de los aprovechamientos agrícolas, pecuarios o cinegéticos 
de los territorios afectados (art. 2.c). 
 
En lo que respecta a la planificación sectorial de ámbito autonómico, podemos 
hacer referencia a modo de ejemplo, en primer lugar, al Acuerdo de 5 de junio 
de 2018, del Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía1226, por el que se 
aprueba la Estrategia Andaluza de Desarrollo Sostenible 2030. Como indica su 
propia exposición de motivos, este documento constituye el instrumento de 
orientación estratégica para alcanzar la sostenibilidad ambiental, económica y 
social de las políticas de la Comunidad Autónoma y para la contribución de 
Andalucía a la consecución de los objetivos de desarrollo sostenible de 
Naciones Unidas recogidos en la Agenda 2030.  
 
Esta orientación estratégica se define mediante la formulación de líneas de 
actuación que, a su vez, se desglosan en medidas estructuradas en áreas que 
se han considerado prioritarias para avanzar en el camino de la sostenibilidad. 
Por este motivo, el documento no se limita a las temáticas tradicionalmente 
ambientales e incorpora referencias a áreas estratégicas como la educación, la 
                                            
1225 Real Decreto 240/2018, de 27 de abril (BOE núm. 131, de 30 de mayo de 2018). 
1226 BOJA núm. 119, de 21 de junio de 2018. 
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cohesión social, la salud, el empleo o la innovación, entre otras. No obstante, 
entre las estrictamente ambientales, podemos destacar las relativas a los 
recursos naturales, la calidad ambiental, la energía, el cambio climático, la 
movilidad, el empleo verde, la producción y el consumo sostenibles y el 
desarrollo rural. 
 
Además del instrumento anterior, también podemos destacar la regulación 
contenida en la Ley 7/2010, de 14 de julio, para la Dehesa1227 de Andalucía1228. 
En dicha norma, se establece que el Plan Director de las Dehesas de 
Andalucía será el instrumento de planificación general para las dehesas 
situadas en esta Comunidad Autónoma, teniendo una vigencia de veinte años y 
revisiones, como mínimo, quinquenales y que, a efectos formales, tendrá la 
consideración de plan con incidencia en la ordenación del territorio de los 
previstos en el Capítulo III del Título I de la Ley 1/1994, de 11 de enero, de 
Ordenación del Territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía. 
 
En ejecución de esta previsión normativa, por el Consejo de Gobierno de la 
Junta de Andalucía se aprobó el Decreto 172/2017, de 24 de octubre, por el 
que se aprueba el Plan Director de las Dehesas de Andalucía, se crea su 
Comité de Seguimiento y se modifica el Decreto 57/2011, de 15 de marzo, por 
el que se regula la Comisión Andaluza para la Dehesa y el Decreto 530/2004, 
de 16 de noviembre, por el que se regula la composición, las funciones y el 
régimen de funcionamiento del Consejo Andaluz de Biodiversidad1229. En este 
instrumento de planeamiento se establece expresamente que la superficie de 
dehesa andaluza que forme parte integrante de algún espacio natural protegido 
                                            
1227 En su artículo 2 se define este concepto como aquella explotación constituida en su mayor 
parte por formación adehesada, sometida a un sistema de uso y gestión de la tierra basado 
principalmente en la ganadería extensiva que aprovecha los pastos, frutos y ramones, así 
como otros usos forestales, cinegéticos o agrícolas. Este concepto normativo de dehesa se 
completa con la definición de formación adehesada, como una superficie forestal ocupada por 
un estrato arbolado, con una fracción de cabida cubierta (superficie de suelo cubierta por la 
proyección de la copa de los árboles) comprendida entre el 5,00 % y el 75,00 %, compuesto 
principalmente por encinas, alcornoques, quejigos o acebuches, y ocasionalmente por otro 
arbolado, que permita el desarrollo de un estrato esencialmente herbáceo (pasto), para 
aprovechamiento del ganado o de las especies cinegéticas. 
1228 BOJA núm. 144, de 23 de julio de 2010. 
1229 BOJA núm. 207, de 27 de octubre de 2017. 
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por algún régimen específico (PORN, PRUG o instrumento de gestión de la 
Red Natura 2000) gozará de la protección suplementaria determinada por este 
nivel superior; en tanto que el resto de zonas adehesadas serán reguladas 
conforme al tratamiento que les confiere la Ley de Montes a los terrenos de 
condición mixta “agrosilvopastoral”, por lo que en el caso particular de las 
dehesas les será de aplicación esta normativa en lo relativo a sus 
características y aprovechamientos forestales, y también la normativa que les 
corresponda por sus características agropecuarias. 
 
Además del ejemplo anterior, podemos hacer referencia a los denominados 
Planes Andaluces de Caza y de Pesca Continental, aprobados por el Consejo 
de Gobierno de esta Comunidad Autónoma contando con la participación de 
las principales asociaciones o entidades representativas de los intereses 
sociales, económicos y profesionales afectados o dedicados a la defensa del 
medio ambiente, la caza, la pesca y los recursos naturales y que constituyen el 
instrumento de diagnóstico y gestión de las actividades de caza y pesca 
continental, a fin de mantener información completa de las poblaciones, 
capturas y evolución genética de las especies autorizadas, así como de diseñar 
hábitats homogéneos para su gestión, y en los que se incluirán expresamente 
previsiones sobre su incidencia en la actividad económica y su repercusión en 
la conservación de la naturaleza (artículo 36.1 de la Ley 8/2003, de 28 de 
octubre, de la Flora y la Fauna Silvestres)1230. 
 
Esta norma andaluza establece1231, además, la definición de los denominados 
como “terrenos cinegéticos”, tipo de suelos en los que únicamente se 
encuentra autorizada la práctica de la caza en Andalucía y que se dividen en 
reservas andaluzas de caza (zonas de aprovechamiento cinegético declaradas 
como tales por ley con el fin de promover y conservar hábitats favorables para 
el desarrollo de poblaciones cinegéticas de calidad), los cotos de caza en sus 
distintas modalidades (superficie continua de terreno susceptible de 
aprovechamiento cinegético declarada como tal por la Consejería competente 
                                            
1230 BOJA núm. 218, de 12 de noviembre de 2003. 
1231 Arts. 43 y ss. 
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en materia de medio ambiente a instancia del propietario o de quien ostente los 
derechos cinegéticos sobre el terreno) y las zonas de caza controlada (aquellas 
que se constituyan, con carácter temporal, por Orden del titular de la 
Consejería competente en materia de medio ambiente, sobre terrenos no 
declarados reservas andaluzas de caza o cotos de caza, en los que se 
considere conveniente establecer, por razones de protección, conservación y 
fomento de la riqueza cinegética un plan técnico de caza, que será elaborado 
por la citada Consejería). También se regulan los denominados cotos y refugios 
de pesca, como lugares declarados específicamente para esta práctica en 
aguas continentales1232. 
   
Atendiendo a otras Comunidades Autónomas, en Castilla-La Mancha podemos 
hacer referencia a los denominados Planes de Conservación para los Hábitats 
o Elementos Geológicos y Geomorfológicos de Protección Especial, que deben 
incluir las medidas precisas para la conservación o restauración de los 
elementos de este tipo incluidos en el Catálogo de Hábitats y Elementos 
Geomorfológicos de Protección Especial, al que se ha hecho referencia 
anteriormente y conforme a la regulación contenida en los artículos 91 y 
siguientes de la Ley 9/1999, de 26 de mayo, de Conservación de la Naturaleza. 
En esta misma norma también se regulan los Planes de Conservación de 
Especies Amenazadas1233, que pueden definirse como un compendio de 
instrumentos de planificación relativos a la protección de las especies de fauna 
en riesgo de desaparición de sus entornos y hábitats naturales. Entre sus 
objetivos se encuentran la zonificación del territorio precisa para la realización 
de las actuaciones, la determinación de las áreas críticas para su conservación, 
si las hubiere, o, en su caso, los criterios para su posterior delimitación por la 
Consejería competente. Además de lo anterior, deberán incorporar la normativa 
y limitaciones generales y específicas para los usos, aprovechamientos y 
                                            
1232 La Consejería competente en materia de medio ambiente podrá constituir refugios de 
pesca en cualquier curso o masa de agua por razones justificadas de carácter biológico o 
ecológico en interés de la conservación de ciertas especies o razones de incompatibilidad con 
otros usos públicos. En los refugios de pesca queda prohibida la pesca con carácter 
permanente. La Consejería podrá autorizar excepcionalmente la captura o reducción selectiva 
de poblaciones cuando existan razones justificadas de orden biológico o ecológico (artículo 59). 
1233 Arts. 86 y ss. 
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actividades que deban ser de aplicación y los sistemas previstos para el control 
y seguimiento de las poblaciones en riesgo. Con similar objetivo, la Ley 9/2001, 
de 21 de agosto, de Conservación de la Naturaleza de Galicia, regula en sus 
artículos 48 y siguientes los planes de recuperación, protección, conservación y 
manejo de especies de flora y fauna en situación de riesgo. En igual sentido 
podemos citar la Ley 16/1995, de 4 de mayo, Forestal y de Protección de la 
Naturaleza de la Comunidad de Madrid, la Ley 7/1995, de 21 de abril, de la 
fauna silvestre, caza y pesca fluvial de la Región de Murcia o la Ley Foral 
Navarra 2/1993, de 5 de marzo, de protección y gestión de la fauna silvestre y 
sus hábitats. 
 
Por su parte, la Ley 4/2015, de 24 de marzo, del Patrimonio Natural de Castilla 
y León, regula en sus artículos 24 y siguientes los denominados instrumentos 
de planificación sectorial con incidencia territorial, entre los que se incluyen los 
planes y programas de desarrollo rural y los instrumentos de planificación 
hidrológica y de infraestructuras. Por su singularidad podemos citar igualmente 
la Ley 14/2016, de 7 de noviembre, de Patrimonio Arbóreo Monumental de la 
Región de Murcia, que regula en sus artículos 8 y siguientes el Catálogo de 
Árboles Monumentales y Singulares de la Región de Murcia, en el que se 
inscriben inicialmente los ejemplares y conjuntos arbóreos que se relacionan en 
la propia norma. En el caso de conjuntos arbóreos, se delimita geográficamente 
su ubicación, la especie o especies arbóreas o arbustivas principales 
presentes, número de ejemplares y nombre de la formación1234. También 
podemos citar a lo dispuesto en la Ley 11/1994, de 27 de diciembre, de 
espacios naturales protegidos de la Comunidad Valenciana, que incluye dentro 
                                            
1234 Sobre la base de este Catálogo de Árboles Monumentales y Singulares, el artículo 10 de la 
Ley establece el régimen de prohibiciones asociado a las especies incluidas en el mismo, 
determinando expresamente: “Queda prohibido con carácter general dañar, mutilar, deteriorar, 
arrancar o dar muerte de los árboles protegidos, así como modificar física o químicamente el 
entorno de modo que se produzcan daños a los ejemplares. Igualmente, queda prohibida la 
recolección masiva de sus ramas, hojas, frutos o semillas, y la instalación de plataformas, 
objetos o carteles que puedan dañar significativamente su tronco, ramaje o raíces. También 
queda prohibida la instalación, en el mismo árbol o en su entorno de protección, de cualquier 
objeto, estructura o construcción que pueda dificultar o impedir la visión del ejemplar o conjunto 
protegido sin motivo estrictamente justificado. Queda igualmente prohibido el arranque, 
trasplante y la tenencia de ejemplares arrancados, el comercio y todo tipo de transacción con 
ellos. Se excluye de este apartado la venta o transacción ligada a la transferencia de la 
propiedad del terreno, en tanto el ejemplar permanezca en el futuro en su misma ubicación”. 
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de las áreas de protección especial, aparte de las reconocidas por la normativa 
general sobre planificación ambiental, a las zonas húmedas y a las cuevas, 
simas y demás cavidades subterráneas sitas en el territorio de la Comunidad 
Valenciana.  
 
Finalmente, por su relación con el medio marino podemos citar al denominado 
Plan Regional de Ordenación de la Acuicultura de Canarias, regulado por la 
Ley 17/2003, de 10 de abril, de Pesca de Canarias, y que se define como el 
instrumento de ordenación de la actividad acuícola. Su finalidad es la de 
contribuir al crecimiento sostenible de la acuicultura a medio y largo plazo, 
compatibilizando su desarrollo con la protección de los recursos naturales 
marinos, sus ecosistemas y los demás usos del litoral, propiciando una 
ordenación integrada de los usos y las actividades con incidencia en el medio 
marino. En su redacción actual1235, se determina que su incidencia territorial se 
limita en el ámbito terrestre a la localización de infraestructuras de apoyo 
necesarias para el correcto desarrollo de la actividad, ubicadas en zonas 
portuarias y polígonos industriales. De este modo, su incidencia fuera del 
medio marino se limitará, en todo caso, a suelos aptos para el desarrollo de 
esta actividad conforme a lo dispuesto por los diferentes instrumentos de 
planeamiento aplicables sobre las zonas colindantes. 
 
 
X. CONSIDERACIONES SOBRE LA PLANIFICACIÓN AMBIENTAL EN 
ESPAÑA. 
 
De todo lo expuesto en este capítulo en relación con los diferentes tipos y 
procesos de planificación ambiental existentes en España, podemos sintetizar 
las siguientes consideraciones: 
 
                                            
1235 Decreto 102/2018, de 9 de julio, por el que se aprueba definitivamente el Plan Regional de 
Ordenación de la Acuicultura de Canarias (Boletín Oficial de Canarias núm. 146, de 30 de julio 
de 2018). 
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- En primer lugar, como parece de todo punto evidente, puede afirmarse que 
tanto la normativa internacional como la española sobre la materia, tienen por 
objeto la protección y salvaguarda de los ámbitos territoriales que presentan 
unos valores muy destacados y que, de forma generalizada, se entiende 
procedente el establecimiento sobre los mismos de un régimen especial de 
conservación, mantenimiento y regeneración en sus condiciones naturales. 
Esta realidad determina que los valores identificados sobre el terreno deban 
estimarse de una entidad tal que, de forma indubitada, se considere destacable 
su singularidad sobre el resto del territorio (incluidos otros ámbitos igualmente 
protegidos, pero no considerados dentro de las categorías de espacios 
naturales descritos por la normativa aplicable). A partir de esta premisa, serán 
las especiales características y las condiciones concretas de cada ámbito, las 
que determinen su concreta calificación jurídica, lo que indudablemente 
repercutirá también sobre su régimen jurídico aplicable. 
 
- Consecuencia de lo anterior es la innegable vocación proteccionista y de 
preservación que debe inspirar todo proceso de planificación ambiental, debido 
a que el objeto fundamental de la singularidad del régimen de los diferentes 
espacios naturales protegidos es el del mantenimiento de sus valores 
inherentes, lo que requiere la preterición de todo acto, uso o afección que, 
realizado en su ámbito o entorno, pudiera alterar sus especiales condiciones 
físicas y otros aspectos esenciales de su configuración. Esta vinculación a la 
preservación de los distintos instrumentos de planificación ambiental y/o 
sectorial formulados sobre los espacios protegidos determina que, 
inevitablemente, la configuración de su régimen de usos deba contener un 
especial contenido restrictivo, evitando toda actuación que aunque formalmente 
fuera autorizable en suelos rurales, pudiera por el contrario alterar la naturaleza 
y sustrato fundamental de los elementos físicos del territorio. 
 
- No obstante lo anterior, como se ha analizado convenientemente, de forma 
progresiva se han ido introduciendo propuestas que parten de la necesidad de 
compatibilizar la protección especial de estos territorios igualmente especiales, 
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con el establecimiento de un régimen de usos que permita que los pobladores 
del entorno puedan disponer de los recursos de los espacios protegidos de 
forma racional, de tal modo que su declaración administrativa pueda apreciarse 
como una oportunidad de desarrollo sostenible del territorio manteniendo sus 
valores ambientales y no, como de hecho ha sucedido en muchas ocasiones, 
como una especie de “condena” para los territorios afectados, sometidos en 
muchos supuestos a los problemas endémicos del mundo rural español como 
son la despoblación, dispersión geográfica, envejecimiento progresivo de sus 
habitantes, etc.  
 
Para evitar estas situaciones no deseadas, cada vez son más las  voces que 
propugnan que la correcta formulación de los instrumentos de planificación 
ambiental debe contener un régimen de usos adecuado a las características 
del espacio, pero también de su entorno, definiendo los parámetros conforme a 
los que se pueda arbitrar la explotación de los recursos de los entornos 
protegidos, sobre todo en los casos de los que no se consideran agotables, 
generadores de perjuicios o de impactos no regenerables (usos turísticos, 
medicinales, docentes y otros similares).  
 
- Esta exigencia de compatibilización de la protección ambiental con el fomento 
del desarrollo sostenible de los entornos de los espacios naturales protegidos 
puede apreciarse desde un punto de vista alternativo pero, a su vez, 
compatible con lo expuesto anteriormente, por el que debe interiorizarse por 
todos los actores implicados en la protección ambiental que la existencia de 
diferentes niveles de protección debe conllevar en la práctica la aplicación de 
distintos niveles de intensidad en las medidas de protección establecidas, 
conforme a un lógico y coherente sistema de graduación.  
 
De este modo, es evidente que en los niveles más altos de de protección de 
espacios naturales, como son los Parques Nacionales, se impondrán los 
mayores ámbitos de restricción de usos y actividades autorizables, tanto en su 
ámbito superficial como en sus entornos afectados. Por el contrario, parece 
lógico suponer que la protección de los espacios naturales mediante otros tipos 
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legales de menor entidad debe conllevar un régimen de limitación menos 
restrictivo, aunque siempre con la premisa fundamental de su preservación 
como entorno natural y el mantenimiento de los valores por los que mereció la 
correspondiente declaración administrativa. Esta menor rigurosidad, a efectos 
prácticos, por lo general no se apreciará de forma efectiva en los ámbitos 
superficiales de mayor valor ambiental de los espacios naturales, en los que la 
preservación de su entidad material será prioritaria sobre los aspectos 
socioeconómicos que pudieran estimarse como alternativos. Sin embargo, 
debemos entender que esta mayor laxitud en cuanto a las restricciones se 
podrá apreciar en los ámbitos de los propios enclaves que presenten una 
mayor aptitud para albergar usos y actividades complementarias a las 
estrictamente preservadoras y, por otra parte, en la menor restricción de las 
actuaciones autorizables en sus contornos. 
 
- En directa relación con lo anterior, se extrae la necesidad de exigir a los 
poderes públicos responsables de las declaraciones de espacios naturales 
protegidos la justificación debida y sobrada de las decisiones adoptadas al 
respecto, no solo por la propia exigencia legal de la acreditación de los valores 
identificados en los ámbitos territoriales delimitados sino, principalmente, 
debido a que la protección que una declaración de estas características otorga 
sobre los terrenos afectados un régimen de preservación que lo hace 
incompatible con muchas de las expectativas de uso y disfrute de sus titulares. 
Como también se ha apuntado, la posible reparación de los perjuicios 
patrimoniales sufridos por los titulares de los terrenos incluidos en espacios 
naturales no siempre opera de forma satisfactoria, debido a que las 
condiciones exigidas legalmente para su acreditación en muchos casos no son 
alcanzables para los afectados.  
 
Por todo ello, desde el punto de vista de los derechos e intereses de los 
terceros afectados, entiendo que las declaraciones administrativas por las que 
se incorporen nuevos espacios naturales protegidos deben contener, por un 
lado, la debida justificación de su necesidad y procedencia ambiental, de tal 
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modo que la generación de nuevos espacios ambientalmente protegidos no 
venga presidida por un afán excesivamente preservacionista del territorio, que 
pudiera derivar en perjuicios no deseados para las zonas afectadas. Esta 
realidad puede venir provocada tanto por una ampliación desmedida de los 
espacios naturales protegidos, como por una inflación inadecuada de las 
restricciones establecidas sobre los mismos. En ambos casos la no adecuación 
de las medidas adoptadas a la realidad del entorno puede derivar en 
fenómenos tan poco deseables como la despoblación de amplias zonas del 
territorio nacional, con los demostrables perjuicios que ello conlleva incluso 
para los propios espacios protegidos. Por lo tanto, debemos apelar de nuevo al 
principio de la sostenibilidad como piedra angular de los procesos de 
protección ambiental, de tal modo que se tienda a una efectiva compatibilidad 
de la preservación de los valores ambientales con el establecimiento de cauces 
de desarrollo socioeconómico de las zonas en las que se localicen los espacios 
naturales protegidos.  
 
De forma evidente, será la adecuada ponderación de los intereses 
concurrentes los que deban determinar el régimen de protección debido en 
cada tipo de espacio natural y, en consecuencia, el espectro de usos 
autorizables en su ámbito, lo que conlleva que el régimen de protección no 
puede ser uniforme, como tampoco son los diferentes tipos de espacios 
protegidos establecidos por la normativa vigente. En definitiva, es preciso 
articular de forma eficiente el principio de desarrollo sostenible, deseable en 
general en todos los ámbitos de la ordenación territorial y el urbanismo, pero 
muy especialmente en los procesos de declaración y gestión de los espacios 
naturales protegidos, para evitar que los territorios en los que se ubiquen se 
transformen en áreas sometidas a un inevitable proceso de despoblación. 
Como afirman los expertos sobre la materia, tanto es indeseable un espacio 
natural sometido a una presión demográfica y de uso no adecuada, como el 
que se encuentre aislado de la presencia humana, debido a que su interacción 
es una condición precisa en muchos casos para un correcto mantenimiento de 
los entornos naturales. Además, implementando medidas de esta naturaleza se 
pueden conseguir otros objetivos que también deben redundar en beneficio de 
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la protección de estos espacios, como es la propia erradicación del sentimiento 
de animadversión que la posibilidad de instaurar nuevas áreas protegidas 
genera en las poblaciones cercanas, al no apreciar en su declaración una 
medida de agresión frente a las posibilidades de desarrollo de la zona sino, al 
contrario, una decisión administrativa generadora de nuevas vías posibilidades 
de actividad en la región, siempre bajo el prisma de un desarrollo sostenible y 
adecuado a los recursos disponibles en el entorno. 
 
Por otro lado, se debe establecer un sistema de justa compensación a los 
titulares afectados por la declaración de nuevos espacios protegidos, 
incluyendo dentro de las mismas la precisa y coherente incorporación de los 
usos autorizables en el nuevo espacio natural. En los casos en los que esta 
atribución no fuera posible, debe operar el sistema de la expropiación de forma 
ordinaria, debido a que es el interés general ambiental prevalente el que motiva 
el establecimiento de un régimen muy riguroso sobre el territorio. 
 
- Sobre los procesos de planificación ambiental cabe afirmar, en primer lugar, la 
exigencia a los distintos poderes públicos competentes para que impulsen su 
proceso de culminación, al menos en lo que se refiere a los espacios naturales 
más destacados desde un punto de vista ambiental, de tal modo que sus 
determinaciones preferentes sobre el resto de instrumentos de planificación 
sean objeto de puntual reconocimiento y asimilación por éstos. Con ello se 
aceleraría el proceso de adaptación de los distintos elementos de planificación 
a la realidad derivada del reconocimiento de los espacios naturales existentes 
en su ámbito de actuación, evitando o reduciendo las posibles contradicciones 
existentes en la identificación de estas superficies ambientalmente destacables 
o en su régimen singular de preservación. 
 
- A su vez, debe destacarse igualmente la necesidad de la continua 
actualización de estos instrumentos de planificación ambiental, con la finalidad 
de adaptar su formulación a las necesidades del entorno en cada momento 
temporal concreto, lo que supone replantear las medidas incluidas en su 
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régimen de preservación y gestión. Con ello se podrán introducir, con la 
adecuada periodicidad, las alteraciones funcionales que demanden el estado 
de conservación y la disponibilidad de los recursos del entorno, incluyendo las 
actuaciones que exijan tanto la normativa como los instrumentos sectoriales 
aplicables sobre los espacios naturales protegidos. 
 
En este caso, además, sería conveniente la aclaración de algunos términos 
ambientales relacionados con la vigencia y aplicación de los instrumentos de 
planificación, sobre todo en los supuestos en los que los diferentes regímenes 
de protección se solapan sobre un mismo territorio. En estos casos, aunque la 
consideración del principio de precaución determina expresamente que se 
aplica el instrumento o normativa que determine un mayor grado de protección 
sobre el terreno, la determinación del régimen concreto al que debe vincularse 
cada zona concreta del espacio natural se formula en términos demasiado 
técnicos y poco identificables para los ciudadanos que no cuenten con un 
mínimo conocimiento sobre la materia, lo que difunde una apariencia de 
oscuridad en la regulación de los espacios naturales que en nada beneficia a 
sus promotores y a las Administraciones actuantes. 
 
Para paliar esta circunstancia, estimo que se debería clarificar el régimen 
aplicable a cada espacio natural, aplicando una depuración gráfica de los 
distintos niveles de protección de cada zona del terreno protegido, con el objeto 
de difundir de forma fidedigna los parámetros de actuación a los que debe ser 
sometida cualquier actuación pública o privada que se pretenda promover en 
su ámbito o en su entorno de protección.  
 
- Finalmente y al hilo de la reflexión anterior, en la medida de lo posible sería 
deseable armonizar y aclarar el catálogo de instrumentos de planificación 
ambiental aplicables en cada territorio, debido a que la dispersión normativa en 
este aspecto ha generado algunas situaciones de disparidad de criterios en la 
utilización de los diferentes tipos existentes, otorgando distinto alcance a 
elementos formulados con la misma o muy similar denominación. De este 
modo, sin necesidad de alterar la regulación propia de las distintas normativas 
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regionales, deberían introducirse algunos criterios de utilización general para 
que, cuanto menos, los instrumentos definidos a nivel estatal tuvieran un 
régimen de uso homogéneo en todo el territorio nacional. Con esta propuesta 
se aclararían los términos de actuación administrativa en ámbitos generales, 
estableciendo criterios de homogeneización que facilitaría la comprensión de 
las actuaciones administrativas, sin que con ello se limitaran o constriñeran las 
facultades propias de cada Comunidad Autónoma, al poder desarrollar los 
instrumentos específicos que, en desarrollo de los anteriores, se adaptaran a 
su propia regulación. 
 
Además de lo expuesto, centrando el punto de atención en la incidencia que los 
distintos tipos de espacios naturales protegidos presentan sobre la ordenación 
territorial y urbanística cabe indicar, como por otra parte no podría ser de otro 
modo, que por lo general, las características de preservación definidas como 
criterios sustanciales de su régimen jurídico determinarán que su superficie sea 
considerada como suelo especialmente protegido, calificando su tipo de forma 
específica conforme las determinaciones de cada normativa urbanística 
aplicable y, en su caso, por la propia definición que de su ámbito realice el 
propio instrumento de planificación territorial. 
 
No obstante, como se ha apuntado anteriormente, en determinados supuestos 
la declaración administrativa como espacio natural protegido no supone de 
forma automática la clasificación del suelo a efectos urbanísticos, aunque 
ciertamente condicione su régimen en aplicación de los principios de 
precaución y prevención que debe presidir toda actuación sobre estos espacios 
naturales. En estos casos, como es el de los LIC de la Red Natura 2000 cuya 
declaración en tal sentido no conlleva la formulación del instrumento de 
ordenación correspondiente a su ámbito, que se deberá acometer una vez que 
vaya a ser declarado como ZEC de forma permanente, se debería establecer 
un criterio de utilización cautelar en tanto se desarrolla su nueva ordenación, de 
tal modo que se otorgue la debida seguridad jurídica a los actores que deban 
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considerar actuaciones en estas situaciones de transitoriedad e incertidumbre 
jurídica. 
 
Aunque pueda suponer un cierto riesgo de aplicación general de criterios que 
deben verificarse individualmente, una solución que, a priori parece muy 
correcta con la aplicación del citado principio de precaución es la incorporación 
al planeamiento urbanístico de una cláusula específica por la que se 
consideren estos ámbitos como suelos protegidos por planificación, con lo que 
se asumen de forma inmediata los criterios preventivos exigidos por la 
jurisprudencia que ha analizado esta cuestión, sin que, en la mayoría de los 
casos, se altere la clasificación de suelos que por lo general ya serían 
considerados suelos rústicos o no urbanizables. En otro caso, la reclasificación 
que sufrirían los terrenos incorporados podría conllevar la exigencia de las 
debidas compensaciones a los afectados por la decisión administrativa de 
protección del entorno natural, que deberían exigirse con arreglo a lo dispuesto 
en la normativa vigente sobre responsabilidad administrativa por el ejercicio de 
potestades urbanísticas. 
 
A modo de ejemplo, cabe destacar que esta propuesta fue objeto de 
incorporación en el PGOU de Almonte, mediante la introducción de la siguiente 
expresión en su artículo 639.a), a través de la Innovación núm. 9 de su Texto 
Refundido de Normas Urbanísticas1236: 
 
“Art. 639. Zonificación en suelo no urbanizable de especial protección por 
planificación territorial. 
 
No se establecen categorías en este tipo de suelo. 
 
a) Definición y ámbito. 
 
El suelo no urbanizable de especial protección por planificación territorial 
incluye los espacios agrícolas del Plan Almonte-Marismas, otros afines y 
el Parque Dunar, delimitados por el Plan de Ordenación del Territorio del 
ámbito de Doñana. Queda recogido en los planos de ordenación de la 
documentación gráfica. Pasarán a formar parte del suelo no urbanizable 
                                            
1236 BOJA núm. 8, de 14 de enero de 2015. 
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de especial protección por planificación territorial todas las zonas que 
sean calificadas como Lugares de Interés Comunitario (LIC)”. 
 
Esta solución puede entenderse como demasiado generalizadora, al atribuir a 
todos los ámbitos declarados como LIC la misma condición que el suelo 
especialmente protegido por planificación existente en el correspondiente 
término municipal. Sin embargo, cabe añadir a esta afirmación que las 
determinaciones de los instrumentos de planificación territorial o urbanística, 
pueden desarrollar y definir las previsiones de los instrumentos ambientales 
con respecto a los usos autorizables en su ámbito, respetando en todo caso los 
conceptos determinados por éstos en virtud de la vinculación preferente de sus 
criterios de ordenación. Para hacer realidad esta previsión la zonificación que, 
como sistema tradicional y generalmente asumido en los procesos de 
planificación realizados en España1237, se proponga para las zonas o ámbitos 
declarados en cualquier categoría de espacio natural protegido, puede 
contener la regulación específica de cada ámbito territorial concreto, de tal 
modo que en conjunto se provea el régimen jurídico aplicable al espacio natural 
con las particularidades y singularidades que pudieran establecerse en función 
de las diferentes áreas de protección identificadas. 
                                            
1237 O incluso, la diversificación de tipos de suelos protegidos por planificación que pueden 




LOS EFECTOS DE LA PROTECCIÓN DEL SUELO 
 
 
I. INTRODUCCIÓN. CONSECUENCIAS DE LA DECLARACIÓN DEL SUELO 
COMO ESPECIALMENTE PROTEGIDO. 
 
A. El establecimiento de un régimen de protección singular para los 
suelos protegidos. 
 
El proceso por el que un suelo se declara especialmente protegido, 
independientemente de la forma en que se instrumente y el motivo o motivos 
específicos que lo fundamenten, tiene como objeto concreto y definido el 
mantenimiento de su integridad física y de los valores que han determinado la 
consideración específica del mismo. Esta afirmación, como ya se ha expuesto 
con anterioridad, puede extenderse a todos los supuestos por los que se puede 
justificar el establecimiento de un régimen singular de protección para el suelo, 
aunque ciertamente pueden encontrarse ciertos matices diferenciadores en los 
casos en los que la protección no deriva de la presencia de valores, como 
puede ser el caso de la protección de suelos por la incidencia en ellos de 
riesgos naturales o tecnológicos, donde el objetivo prioritario normalmente será 
la prevención de los riesgos advertidos y los efectos perniciosos que éstos 
pudieran causar en el entorno. 
 
En cualquier caso, la premisa fundamental que subyace en todo ámbito de 
protección del territorio es la preservación (e incluso la restauración) del 
sustrato material que compone la realidad física del entorno, incluidos los 
elementos adheridos o incorporados al mismo, como son sus propios valores 
inherentes o, en cualquier otro caso, las condiciones que, en definitiva, han 
determinado la decisión administrativa de someter un concreto espacio a un 
ámbito de especial protección.  
 
La consecución de este objetivo requiere inexorablemente que la declaración 
de especial protección de un ámbito territorial tenga efectos prácticos, de tal 
modo que la misma no se quede en una mera declaración formal, sino que 
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conlleve una serie de consecuencias fácticas que se han de considerar 
necesarias para dotar de la debida efectividad a la decisión adoptada por la 
Administración competente. Sin duda, la importancia que presenta actualmente 
la preservación ambiental de los entornos naturales y, en general, de los 
valores por los que se exige la protección del suelo en los que se identifican, 
requieren que una declaración de esta naturaleza no se quede en una mera 
formulación nominal y que, más al contrario, de ella se deriven unas 
consecuencias prácticas efectivas cuya aplicación permita alcanzar los 
objetivos de mantenimiento y preservación propuestos para el ámbito 
protegido. 
 
La principal consecuencia que se deriva de la declaración de especial 
protección de un territorio es la formulación de un régimen jurídico 
singularizado, dirigido específicamente a salvaguardar los valores o 
condiciones determinantes de su nueva realidad jurídica, y que por su propia 
configuración debe diferenciarse del régimen jurídico establecido para el resto 
del territorio en el que no se aprecian estas especiales condiciones. Esto no 
quiere decir que este régimen jurídico, diferenciado del común o general, tenga 
necesariamente que ser totalmente individualizado para un territorio específico, 
sino que puede venir establecido de forma conjunta para uno o varios tipos de 
suelos protegidos.  
 
La formulación concreta de cada tipo de régimen de especial protección vendrá 
determinada por el instrumento que establezca de forma concreta el régimen 
jurídico de los distintos tipos de suelo protegido, con la premisa fundamental de 
establecer como objetivo la preservación natural que ha de guiar la formulación 
de estos regímenes singularizados, y que puede ser alcanzado de diversas 
formas, por lo que se debe adoptar la más conveniente para cada supuesto 
concreto de suelo protegido. En este sentido, JORDANO FRAGA1238 mantiene 
la teoría que la protección del suelo por los distintos instrumentos de 
planificación debe realizarse bajo los parámetros que se dispongan en la 
normativa aplicable, de tal modo que el establecimiento de condiciones 
                                               
1238 JORDANO FRAGA, Jesús (2009, pág. 71). 
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específicas para un ámbito territorial concreto no debería superar los límites 
autorizados por la normativa, debido a que en caso contrario la regulación 
normativa del instrumento de planificación podría reputarse como nula, al 
vulnerar el principio de reserva de ley. De este modo, a juicio de este autor, la 
correcta introducción de ámbitos de territorio protegido por los procesos de 
planificación debería adaptarse tanto a la tipología de clases de suelo 
establecida en la normativa vigente, como a las medidas y restricciones que 
igualmente deberían contenerse en la misma1239.  
 
Esta posibilidad (o, realmente, necesidad) de establecer varios tipos 
diferenciados de regulaciones de los suelos de especial protección deriva, 
evidentemente, de la diversidad de situaciones y criterios por los que se les 
otorga esta condición, lo que determina que estas distintas condiciones de 
cada tipo de suelo puedan requerir a su vez regulaciones diferenciadas o, en 
otros casos, sea procedente equiparar los parámetros normativos de varios 
tipos de suelos protegidos. En definitiva, será cada situación concreta la que 
determine su propia exigencia normativa, tanto en lo que respecta al alcance 
de la misma, como en la estandarización o diversificación de los regímenes 
establecidos. 
 
Lo expuesto debe entenderse referido principalmente a la especial protección 
otorgada por el propio planeamiento, debido a que los ámbitos territoriales 
protegidos por normativa específica suelen contener un régimen de 
preservación asignado expresamente en la misma, aunque normalmente viene 
desarrollado por instrumentos de planificación de naturaleza sectorial como es 
                                               
1239 Si bien la primera de las cuestiones suele contenerse en las distintas normativas 
autonómicas vigentes, aunque ciertamente con diversas formas y con delimitaciones de muy 
distinto alcance, la segunda de las exigencias no suele venir desarrollada en la regulación 
aplicable, por lo que se otorga al planificación un amplio margen a la hora de determinar la 
amplitud de los distintos ámbitos de suelo protegido, lo que es cuestionado por este autor ante 
la posible invasión por la norma reglamentaria de atribuciones reservadas a la normativa de 
rango legal. A mi juicio, ciertamente esta cuestión merece un análisis detallado, pero en 
cualquier caso coincido con el autor en que sería deseable que la normativa urbanística sobre 
suelo rústico o no urbanizable tuviera un desarrollo mucho más detallado del que actualmente 
presenta en la mayoría de las Comunidades Autónomas, de suerte que cuanto menos se 
definieran los límites sobre los que puede oscilar la potestad planificadora de la Administración. 
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el caso de los ya analizados PORN y PRUG para los espacios naturales1240. 
Dicho régimen será de aplicación preferente y objeto de asimilación por el 
planeamiento territorial o urbanístico el ámbito en el que se ubiquen. 
   
De lo expuesto podemos concluir que el régimen de protección asignado a 
cada tipo de suelo concreto por la norma o instrumento que lo imponga puede 
variar sensiblemente de un territorio a otro, lo que dependerá principalmente de 
la situación específica de cada suelo en función de los valores a proteger, las 
necesidades apreciadas conforme a su situación real, las condiciones del 
entorno en el que se localizan y, en general, del resto de factores internos y 
externos al propio ámbito protegido, que deben ser considerados a la hora de 
establecer la regulación del territorio que se debe preservar singularmente.  
 
 
B. Consecuencias jurídicas directas asociadas a la especial protección 
del suelo. 
 
No obstante, además de lo anterior, es preciso añadir que la declaración de un 
suelo como especialmente protegido conlleva una serie de consecuencias que 
se producen ex lege, derivadas de la propia consideración jurídica del suelo 
con esta naturaleza y que, en principio, no presentan diferencias en función del 
modo por el que se ha otorgado al territorio la especial protección. Estos 
efectos, asociados a la propia condición del suelo protegido, se establecen 
directamente por la normativa vigente en función de su propia naturaleza, no 
dependiendo de otras referencias o elementos determinantes de la propia 
declaración de los suelos como protegidos, aunque, en determinadas 
ocasiones, el alcance o grado de la declaración de protección puede modular o 
definir la intensidad de su aplicación.  
 
                                               
1240 Como también se indicó en su momento, la coexistencia de distintos regímenes de 
protección sobre un mismo ámbito territorial determina, en aplicación de los principios de 
prevención y precaución, la obligación de aplicar el más restrictivo, como garantía de 
salvaguarda de los valores a preservar en el territorio. 
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En este segundo tipo de efectos asociados a la protección del suelo se incluyen 
los efectos derivados de la aplicación de normas administrativas, civiles y 
penales, que en función de lo establecido para cada orden jurídico, determinan 
expresamente consecuencias específicas en el supuesto que se realicen 
actuaciones contrarias a la regulación establecida para los suelos protegidos, a 
modo de medios suplementarios de protección de estos entornos y, en 
cualquier caso, derivados de los mismos fundamentos proteccionistas que 
inspiraron su declaración. 
 
Pero además de los anteriores, la protección del suelo implica también la 
producción de otros efectos derivados directamente de la normativa aplicable, 
pero que no requieren o se fundamentan en ninguna actuación irregular sobre 
el suelo protegido y que, al contrario, se producen por la propia declaración 
administrativa de reconocimiento de la condición del suelo. Este tipo de efectos 
afectan a la esfera de la patrimonialización de los suelos, el establecimiento de 
retractos legales, la posible justificación legal de su expropiación por motivos 
ambientales y, en definitiva, al impacto que presenta la protección del suelo 
sobre la valoración del terreno a la que afecta. 
 
Para finalizar esta exposición introductoria del presente capítulo, cabe traer a 
colación dos cuestiones a las que ya se ha aludido anteriormente, pero que 
presentan una incidencia fundamental en los aspectos que van a analizar. En 
primer lugar, es preciso recalcar la necesidad de justificar adecuada y 
suficientemente la especial protección de un territorio, debido a que las 
consecuencias derivadas de esta decisión administrativa son de bastante 
entidad e inciden en gran medida sobre los intereses y expectativas de los 
terceros afectados, incluyendo el agravamiento de las repercusiones jurídicas 
derivadas de los actos que se realicen en su ámbito contrarios a la regulación 
vigente. Sobre esta cuestión, BAÑO LEÓN1241 exige a los poderes públicos que 
pongan especial cuidado en adoptar las decisiones correctas con respecto a la 
protección del suelo, incluyendo en su ámbito únicamente a los terrenos que 
presenten los valores o condiciones que realmente requieran esta condición, 
                                               
1241 Vid. apud MARTÍNEZ MARTÍNEZ, op. cit. (2010, págs. 62 y ss.).  
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sin que se llegue a excesos indebidos por incorporación de suelos en los que 
no se aprecien de forma efectiva estos elementos, y ello debido a que la 
decisión adoptada en tal sentido se torna prácticamente irreversible en la 
práctica y acarrea graves consecuencias para los particulares, pero también 
para la propia Administración. Exige, además, una extrema diligencia y 
coordinación en la gestión de la información medioambiental, sobre la que los 
particulares tienen derecho a que sea solvente, adecuada, suficiente y 
fácilmente accesible. 
 
En el mismo sentido ZURITA ESPINOSA1242 añade, en relación con las 
limitaciones de los suelos protegidos, que incluso una vez determinada la 
necesidad de la inclusión de un terreno en un ámbito de esta naturaleza, deben 
medirse muy adecuadamente las consecuencias derivadas de esta decisión, 
puesto que las repercusiones directas e indirectas asociadas a la misma son de 
una entidad muy considerable, incidiendo de forma muy intensa sobre los 
intereses y expectativas de los terceros afectados.  
 
En segundo lugar y en conexión con lo anterior, es preciso hacer una breve 
referencia a la terminología establecida en las distintas normativas 
autonómicas, debido a que su disparidad no permite determinar de forma 
genérica la nomenclatura de los suelos que se encuentran sometidos a un 
régimen singular de protección (y sobre los que se aplicarán los efectos legales 
analizados en este capítulo) frente a los que se clasifican como suelos de 
régimen común u ordinario.  
 
En algunas normativas autonómicas, como ocurre en el caso de la andaluza, la 
distinción se establece de manera bastante evidente, debido a que el artículo 
46 de la LOUA introduce de forma perfectamente diferenciada las categorías 
de suelos no urbanizables protegidos (a las que califica en todo caso de 
“especialmente protegidos”1243), de las no sometidas a este régimen singular, 
                                               
1242 ZURITA ESPINOSA, Pablo (2008). 
1243 Sin embargo, el anteproyecto de ley en el que actualmente trabaja la Junta de Andalucía 
para sustituir a la LOUA, cambia esta consideración, pasando a distinguir dentro de los suelos 
protegidos los que son “especialmente protegidos” de los que no presentan esa calificación de 
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como son los suelos no urbanizables de carácter natural o rural y del hábitat 
rural diseminado. En otros casos, como es el ya analizado de la Comunidad de 
Madrid, todo el suelo no urbanizable es declarado como protegido, por lo que 
los efectos derivados de esta condición se aplicarán, en principio, a todo el 
suelo rural de esta Comunidad Autónoma, con lo que la categoría genérica de 
esta clase de suelo se eleva (al menos en cuanto al nivel de protección legal) a 
la prevista para los suelos en los que se identifiquen valores o elementos 
susceptibles de una especial protección. 
 
Pero, en tercer lugar, existen algunas normas urbanísticas cuya ambigua 
terminología precisa un análisis previo para determinar, en cada caso concreto, 
si nos encontramos ante un suelo sometido a un régimen de protección 
singular o, en otro caso, si nos encontramos ante una categoría genérica o 
común de suelo rural. Como ejemplo puede citarse a la normativa cántabra, 
cuyo artículo 92 de la Ley 2/2001, de 25 de junio, de Ordenación Territorial y 
Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria, establece como categorías del 
suelo rústico en esta comunidad autónoma a las de “especial protección” y de 
“protección ordinaria”. La posible controversia queda totalmente zanjada al 
analizar el contenido del artículo 109 de la misma ley, que regula al suelo de 
protección ordinaria y del que puede conclusión que esta categoría de suelo se 
corresponde con un tipo no cualificado y, por lo tanto, no sometido a los efectos 
legales que se atribuyen directamente a los suelos especialmente protegidos. 
 
Con todo, la cuestión surge no tanto de la propia normativa cántabra, puesto 
que todo suelo rural se encuentra, en mayor o menor grado, sujeto a un 
régimen de protección, sino que viene motivada por las diferencias 
terminológicas existentes entre las distintas normas autonómicas, ya que como 
se ha expuesto, los suelos madrileños se encuentran sometidos a especial 
protección sin que su denominación haga referencia expresa a esta 
especialidad, en tanto que a los suelos cántabros de régimen común se les 
                                                                                                                                         
“especial”, y ello en virtud de la normativa o instrumento que realice la declaración de 
protección, atribuyendo el carácter especial a los suelos protegidos declarados por elementos 
externos a la planificación urbanística que declara, a su vez, los calificados exclusivamente 
como “protegidos”. 
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denomina “de protección”. En cualquier caso, los efectos derivados de la 
especial protección del suelo deben aplicarse exclusivamente a los que sean 
considerados y específicamente declarados dentro de esta condición, 
independientemente de que las distintas denominaciones requieran la 
realización de un análisis previo para determinar a qué tipo o categoría de 
suelo nos referimos en cada supuesto concreto.   
 
 
II. EL RÉGIMEN JURÍDICO DE LOS SUELOS PROTEGIDOS.   
   
Conforme se ha indicado en el punto anterior, los suelos protegidos presentan 
un régimen jurídico diferenciado del establecido para los suelos de su misma 
clase, no urbanizables o rústicos, pero que han sido incluidos dentro del tipo 
común o genérico que se identifique en el ámbito territorial en función de la 
normativa aplicable en cada caso. Además, como también se ha apuntado, 
cada categoría de suelo protegido que se establezca se diferenciará del resto 
en función de las especialidades que presente su régimen con respecto a las 
otras. 
 
La primera característica que puede extraerse del análisis del régimen jurídico 
de los suelos protegidos, determinada en función de la finalidad proteccionista 
de su imposición, supone que, en todo caso, su mínimo común denominador va 
a venir configurado por el régimen que el planeamiento establezca para los 
suelos no urbanizables no protegidos, y ello debido a que, salvo supuestos muy 
excepcionales, la regulación de los suelos protegidos podrá sintetizarse 
partiendo de la dispuesta para los no protegidos y añadiendo a la misma las 
medidas adicionales correspondientes, con lo que se conformará el régimen 
singular aplicable a cada tipo de suelo protegido en particular. 
 
Esta reflexión determina que, si pretendemos delimitar la estructura del 
régimen jurídico de los suelos protegidos, obligatoriamente debemos partir de 
sus elementos primarios, lo que nos conduce al análisis de los usos 
autorizados o autorizables en cada tipo de suelo, debido a que cualquier 
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ordenación territorial va a incidir sobre las aptitudes de cada categoría de suelo 
identificada. El fundamento inicial de esta premisa surge de la comprensible 
apreciación por la que un suelo sobre el que no se realizan usos, sobre el que 
no se interactúa, por definición se mantiene conforme a sus condiciones 
naturales1244, lo que supone que el régimen de protección del mismo debe venir 
definido por la delimitación de los usos que, conforme a una previsión 
suficientemente razonada, tolere el mantenimiento de su realidad natural1245.  
 
Esta descripción nos lleva a definir el régimen jurídico de los suelos protegidos 
(o de cada tipo concreto de ellos), como el conjunto de usos autorizados o 
autorizables establecidos para los mismos por el planeamiento territorial y 
urbanístico aplicable, junto con las obligaciones que para los mismos pudieran 
incorporar tanto la propia planificación, como principalmente la normativa 
sectorial vigente. 
 
La configuración del suelo protegido tal y como se ha definido presenta 
aspectos diferentes desde un punto de vista distinto al del propio territorio, 
como es el de sus propietarios, cuyos derechos e intereses se ven afectados 
en gran medida por la consideración legal del suelo como especialmente 
protegido. Es evidente que la delimitación de un régimen jurídico específico 
basado en el interés de preservación de las características naturales del 
entorno va a suponer una limitación en las expectativas de sus titulares, que 
verán condicionadas las posibilidades de actuación sobre el suelo de su 
propiedad en función de la aptitud declarada para el mismo de albergar usos 
urbanísticos, y ello no solo por la imposibilidad de someter en un futuro el suelo 
de su propiedad a procesos de transformación urbanística sino, en mayor 
medida, por la imposibilidad de realizar los propios usos autorizables en suelos 
                                               
1244 Aunque esta apreciación no puede exponerse sin especificar que, en determinadas 
ocasiones, el mero mantenimiento de un espacio natural también puede ir en contra de sus 
valores naturales, debido a que por sus características puede estar sujeto a fenómenos que 
pueden menoscabar su integridad, como es la erosión u otros de naturaleza similar.  
1245 Como excepción, cabe añadir que en determinados casos a los usos autorizados o 
autorizables se les unen las posibles obligaciones existentes sobre los mismos, como 
exigencias legales impuestas con el mismo objetivo de mantenimiento de las condiciones 
naturales del suelo, como se contienen en los regímenes de gestión de los espacios naturales 
y áreas forestales para el mantenimiento de su integridad natural y prevención de elementos 
que pudieran menoscabarla, como son los incendios forestales. 
940





rurales no sometidos a un nivel de protección suplementario al general definido 
para los suelos de régimen común. 
 
No obstante, esta conclusión no se encuentra exenta de afirmaciones de 
carácter general que deben ser objeto de una cierta matización, debido a que si 
bien es cierto que normalmente a mayor grado de protección de un territorio 
menor suele ser el abanico de usos autorizables en el mismo, existen 
excepciones en las que las condiciones particulares del territorio permiten un 
mayor grado de usos sobre el mismo, sobre todo en los espacios naturales 
cuyo grado de zonificación se encuentra muy desarrollado.  
 
Pero independientemente de esta consideración, debemos destacar que la 
afección de la especial protección del suelo sobre los intereses de los titulares 
del terreno no es exclusiva del suelo rústico o no urbanizable, sino que es en 
cierto punto análoga a la que representa la ordenación del territorio y el 
urbanismo sobre las otras clases de suelos, debido a que la regulación de cada 
una de ellas determinará el espectro de facultades de las que dispondrán sus 
titulares, a la hora de realizar las actuaciones pretendidas sobre el territorio.  
 
Esta limitación tradicionalmente asociada al ius aedificandi, o derecho a edificar 
en el terreno por su propietario1246, y a la titularidad de lo edificado basada en 
el concepto de propiedad civil, tiene su límite en la función social de la 
propiedad. Este principio constitucional, recogido expresamente en el artículo 
33.2 de la CE1978, determina que las facultades de uso del suelo (y en 
concreto la edificatoria) no es algo ajeno al derecho de propiedad, pero la 
función social de este derecho es la que lo limita y configura en supuestos de 
hecho distintos, como sería el de las diferentes clases de suelo delimitadas por 
el planeamiento1247. A partir de este punto se ha elaborado una doctrina relativa 
a esta limitación del derecho de propiedad en atención a su función social, 
                                               
1246 Aunque los usos del territorio no pueden relacionarse exclusivamente con la posibilidad de 
realizar construcciones o edificaciones, puesto que existen usos en los que su característica 
principal no es la necesidad de realizar instalaciones para su ejecución, aunque pueden 
demandarlas. Precisamente, el suelo no urbanizable es el medio donde se presentan de forma 
prioritaria este tipo de usos, como son los vinculados a su condición natural, pero que no se 
admiten en todo tipo de suelos protegidos, como es el caso de los usos agrarios y ganaderos. 
1247 Cfr. AGUDO GONZÁLEZ (2004, págs. 427 y ss.). 
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exponiendo el propio Tribunal Constitucional en Sentencias como la 170/1989, 
de 19 de octubre (ECLI:ES:TC:1989:170), que el derecho de propiedad es 
modelado y modulado en función de los intereses sociales concurrentes, lo que 
conlleva el establecimiento de límites a su contenido en base a las 
circunstancias de cada suelo, como pueden ser las derivadas de la clasificación 
urbanística asignada al mismo por el planeamiento1248. 
 
Esta descripción del derecho propiedad en su vertiente de uso del suelo es la 
que subyace de la definición de los usos urbanísticos atribuibles en cada caso, 
conforme se contiene en las distintas normativas autonómicas y que, en 
términos globales, se infiere de lo dispuesto en el artículo 13.1 del TRLS2015, 
al definir las facultades del derecho de propiedad como las de usar, disfrutar y 
disponer de los terrenos de conformidad con su naturaleza, dentro de los 
límites que dispongan las leyes y la ordenación territorial y urbanística. Como 
afirma SARRIÓN ESTEVE1249, en base a esta función social de la propiedad es 
el legislador el que va a definir el contenido de este derecho, delimitando sus 
contornos por esta exigencia constitucional.  
 
En base a esta consideración PÉREZ ÁLVAREZ1250 afirma que los límites 
legales al derecho de propiedad son muy numerosos, y se hallan recogidos en 
multitud de normas sectoriales (sobre costas, aguas, de patrimonio histórico, 
etc.), aumentando de forma progresiva como consecuencia del mayor 
intervencionismo estatal en beneficio del interés general, reflejo de la función 
social reconocida constitucionalmente1251. 
 
Ahora bien, autores como AGUDO GONZÁLEZ1252 sostienen que cuando la 
conformación del derecho de propiedad supone una auténtica prohibición de la 
facultad edificatoria no puede afirmarse que ello sea consecuencia de la 
                                               
1248 Vid. MARTÍNEZ MARTÍNEZ (2010, págs. 159 y ss.). 
1249 SARRIÓN ESTEVE, Joaquín (2017, pág. 923). 
1250 PÉREZ ÁLVAREZ, María del Pilar (2014, pág. 22). 
1251 A juicio de esta autora, el contenido del derecho de propiedad se encuentra actualmente 
enormemente diversificado en atención a las diversas categorías de elementos sobre el que 
recae su consideración jurídica, hasta el punto de que se habla de “propiedades” en plural, 
para acentuar esta realidad.  
1252 Op. cit. (2004, págs. 431 y ss.). 
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aplicación de la función social de la propiedad, ya que no nos encontramos 
ante una modulación de las facultades de los propietarios en virtud de 
exigencias generales que conforman el mismo derecho de propiedad, sino ante 
límites externos a la configuración del propio derecho. Esto es lo que sucede 
cuando en base a condicionantes ambientales, patrimoniales, riesgos del 
territorio o, en general, de cualquier otro tipo, se imponen limitaciones 
especialmente restrictivas sobre el derecho de propiedad de los suelos 
afectados.  
 
En estos casos, estas limitaciones tan extraordinarias sobre el derecho general 
de una clase de suelo dejarían de estar incluidas dentro del marco de la 
regulación del derecho de propiedad por su función social y pasarían a 
considerarse vinculaciones derivadas de la aplicación prioritaria de valores 
colectivos, como sería el derecho al medio ambiente del artículo 45 de la 
CE1978. Este sería el fundamento de los casos de limitaciones extremas de los 
derechos de uso del suelo, que podrían llegar a determinar la aplicación del ius 
expropiandi, como medio para que la Administración competente se haga cargo 
de los terrenos sometidos a un régimen de mantenimiento tan exigente como 
es el dispuesto para los espacios naturales, y que expresamente se contiene 
en el artículo 40 de la LPNYB. 
 
No obstante, en los casos en los que el suelo protegido no se establece en 
función de condiciones tan extremas, como sería el supuesto de los terrenos 
protegidos por el planeamiento territorial o urbanístico, salvo excepciones muy 
concretas su régimen de limitaciones generalmente vendrá determinado por la 
exigencia del mantenimiento de los usos del suelo a los que viene siendo 
destinado tradicionalmente, por lo que no debe extralimitarse la crítica a su 
formulación haciendo referencia exclusiva a las limitaciones que plantea su 
régimen jurídico, debiendo igualmente hacer referencia a la potencialidad de su 









En concreto GUTIÉRREZ COLOMINA1253 defiende esta postura, al resaltar que 
los usos del suelo no urbanizable, en función de su concreto régimen de 
protección, presentan actualmente aptitudes que superan su tradicional función 
agraria y que se plasman en la posibilidad de albergar usos alternativos 
compatibles con su condición rural. Este concepto amplio de las 
funcionalidades del suelo no urbanizable se recoge actualmente no solo en la 
normativa autonómica sobre ordenación territorial y urbanismo, sino además en 
la propia normativa estatal, tomando como referencia lo dispuesto en la Ley 
45/2007, de 13 de diciembre, para el desarrollo sostenible del medio rural.  
 
Sobre esta cuestión cabe añadir que el régimen jurídico aplicable a los suelos 
rurales en general, y por lo tanto también a los suelos protegidos, presenta 
particularidades que han sido recientemente afirmadas por el Tribunal 
Constitucional en atención precisamente a la preservación ambiental, que 
como criterio preferente debe guiar toda actuación administrativa en esta 
materia. En concreto, esta singularidad del suelo no urbanizable sobre el resto 
de clases identificadas sobre un territorio viene determinada por la competencia 
de la norma estatal para determinar el régimen del silencio administrativo 
aplicable a los distintos procesos de autorización de usos proyectado sobre el 
mismo y que, al contrario, se niega para el resto de clases de suelos. Esta 
interpretación ha sido realizada por la STC de 14 de diciembre de 2017 (STC 
143/2017, BOE núm. 15, de 17 de enero de 2018), en cuyo FD 23 se 
argumenta que el régimen del silencio administrativo negativo establecido 
actualmente en el artículo 11.4 del TRLS2015 solo puede entenderse válido 
conforme al régimen de distribución competencial establecido en la CE1978 en 
los supuestos relativos a los suelos rurales cuya transformación urbanística no 
esté prevista o permitida, siendo competencia de las respectivas normativas 
autonómicas en el resto de los casos. 
 
La fundamentación de la interpretación del Tribunal Constitucional por la que 
sostiene que la regulación del silencio negativo en estos supuestos no es 
contraria a la vigente Carta Magna, se basa en el título competencial del 
                                               
1253 GUTIÉRREZ COLOMINA, Venancio (1995). 
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artículo 149.1.23 por el que se habilita al Estado a requerir en todo proceso de 
autorización de usos urbanísticos sobre suelos rurales, además de la 
verificación de legalidad territorial y urbanística vigente, que en el mismo 
concurre la finalidad prevista en la legislación de preservar sus valores 
medioambientales. Por lo tanto, podemos extraer la conclusión que la 
excepcionalidad del régimen de autorización de usos en suelos rurales, en este 
y otros casos similares, va a depender de la incidencia que sobre el mismo 
presenta la exigencia de preservación ambiental que debe presidir toda 
actuación sobre estos entornos1254. 
 
Todo lo expuesto nos lleva a concluir que el régimen jurídico de los suelos 
protegidos, y en concreto los protegidos por los diferentes instrumentos de 
planificación, lo forman un compendio de elementos consistente en los usos 
autorizados y autorizables, los procedimientos establecidos para su 
autorización, los usos prohibidos en sus respectivos ámbitos, los deberes 
exigibles por la singularidad del territorio y, finalmente, los efectos legales 
asociados a la condición de suelo de especial protección. Con todos estos 
elementos se conforma un régimen, en ocasiones bastante complejo, que 
presenta perfiles unitarios en muchos aspectos, pero que en otros casos se 
configura de forma específica para cada tipo de suelo protegido, precisamente 




III. LOS USOS AUTORIZADOS EN EL SUELO PROTEGIDO.            
  
El análisis de los usos autorizados por la normativa vigente sobre el suelo 
protegido debe partir de la premisa que, salvo excepciones muy concretas1255, 
la protección precisamente se dispone para salvaguardar el sustrato material 
                                               
1254 O, en su caso, de los elementos que hubieran determinado la aplicación sobre el terreno de 
un régimen de especial protección. 
1255 Como en los suelos ubicados en zonas de riesgos naturales declarados, como sería el caso 
de los suelos inundables, donde la prioridad de la protección no es el entorno territorial en 
cuanto a su condición, sino la necesidad de evitar los perjuicios provocados por la posible 
producción de los efectos no deseados por el elemento del que procede el riesgo. 
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que  conforma el territorio en su integridad actual (incluso en los casos en los 
que se requiera su restauración), por lo que normalmente la figura jurídica que 
declare la especial protección del suelo, tanto sea directamente la normativa 
como los diferentes instrumentos de planeamiento, tenderán a proscribir todo 
uso que vaya en contra de su estado natural en el momento en que se instaure 
la especial protección. Por lo tanto, debemos distinguir en primer lugar los 
terrenos protegidos con un uso1256 urbanístico vigente (como serían los 
terrenos agrícolas o ganaderos) de los terrenos protegidos sobre los que no se 
realiza un uso continuado, pero serían susceptibles de ello (como es el caso de 
los espacios forestales). 
  
En otras palabras, podemos encontrarnos terrenos protegidos donde su 
vocación principal sea el mantenimiento de su realidad física, en tanto que en 
otros casos la protección asume un uso permanente de los mismos, siendo 
precisamente ese uso el condicionante de su régimen de protección, y ello 
aunque en algunos casos esta circunstancia no sea la que directamente 
fundamente el establecimiento del régimen singularizado del suelo. A modo de 
ejemplo, para poder entender este último tipo de suelos protegidos podemos 
hacer referencia a los terrenos destinados al uso agrario y que se protegen no 
tanto por su propia potencialidad agraria, sino por su ubicación colindante con 
espacios naturales, dispuestos a modo de zona de protección de éstos1257. 
 
La referencia a esta diferente consideración se realiza para establecer la 
necesaria distinción entre los tipos de suelos protegidos, que pueden o no estar 
asimilados a un uso concreto (como sería el caso de los suelos especialmente 
protegidos por sus aptitudes agrarias), y los usos que pueda albergar cada tipo 
de suelo protegido, que independientemente de lo anterior pueden variar en 
función de la sustentabilidad del territorio para que en el mismo se desarrolle 
cada tipo concreto de uso, incluyendo las construcciones y edificaciones 
                                               
1256 Entendiendo el vocablo “uso” como la utilización del territorio para un destino concreto y 
conforme a una utilidad económica, social, lúdica o similar. 
1257 Un ejemplo de este tipo de suelos son los definidos en la zona B del POTAD y en la 
planificación territorial del PGOU de Almonte a los que se ha hecho referencia en este trabajo, 
definidos como espacios intersticiales de los ámbitos naturales existentes en el entorno de 
Doñana y que se mantienen como de uso agrario para preservar la zona colindante del Espacio 
Natural de otro tipo de usos. 
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precisas su respectiva finalidad. Desde este punto de partida, es lógico concluir 
que los suelos protegidos en función de un uso determinado deberán mantener 
el mismo como elemento fundamental de su régimen de protección específico y 
solo podrán alterarlo o eliminarlo en función de las exigencias contenidas en el 
planeamiento aplicable. Al contrario, los terrenos protegidos por valores o 
elementos no asociados a un uso concreto y definido, solo podrán albergar los 
que su régimen jurídico autorice y, en todo caso, mediante el procedimiento 
específico exigido en cada caso.  
 
Para finalizar esta reseña introductoria, aunque ya se ha reiterado con 
anterioridad, cabe destacar que los suelos protegidos por la propia normativa 
sectorial y declarados conforme a la misma, como son los espacios de dominio 
público natural, espacios naturales en cualquiera de sus formas, yacimientos 
arqueológicos, etc., recogen en su régimen específico la posibilidad de 
autorizar los usos sobre sus ámbitos de aplicación, por lo que nos centraremos 
en el objeto fundamental de nuestro trabajo, que es el régimen de los suelos 
protegidos por los procesos de planificación y las consecuencias derivadas de 
la misma.  
 
 
A. Los usos tradicionales del suelo no urbanizable. 
 
En primer lugar, debemos hacer referencia a los usos tradicionales del suelo no 
urbanizable, entendiendo por tales los que se relacionan el artículo 13.1 del 
TRLS2015 antes citado y que, en una enumeración no cerrada, incluye a los 
usos agrícolas, ganaderos, forestales, cinegéticos y, en general, cualquier otro 
vinculado a la utilización racional de los recursos naturales del territorio. Como 
indica BARRERA BARBERÁ1258 estos usos son los propios del destino natural 
del suelo rural, siendo ejercidos por el ser humano desde el origen de los 
tiempos, como sustrato fundamental del mantenimiento de la propia raza 
humana, al obtener mediante su aplicación el sustento preciso para satisfacer 
sus necesidades vitales. Sin embargo, el derecho a utilizar el suelo rural 
                                               
1258 Op. cit. (2008, pág. 107). 
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conforme a sus potencialidades naturales no puede entenderse como absoluto, 
sino que, como indica el propio artículo 13 del TRLS2015, debe ponerse en 
relación con lo dispuesto en la normativa vigente y la ordenación territorial o 
urbanística aplicable, que deben determinar los supuestos en los que los 
valores del terreno hagan preferente su mantenimiento e integridad frente a la 
posibilidad de explotación de sus recursos naturales, que en determinadas 
circunstancias pueden alterar su configuración original. 
 
 
1. Los usos agrarios. 
 
El uso agrícola, tal vez junto con el ganadero, es el principal referente del suelo 
rural en cualquier parte del mundo, debido a que la explotación de la tierra 
mediante su roturación por nuestros antepasados fue el elemento que motivó la 
transición humana del nomadismo al sedentarismo y con ello el surgimiento y 
proliferación de los núcleos poblacionales, manteniendo las explotaciones en 
zonas próximas a las áreas de concentración de la población.  
 
Ahora bien, la propia naturaleza de la explotación agrícola determina un uso del 
terreno destinado a obtener una producción (cosecha), lo que conlleva cuanto 
menos dos afecciones importantes para el territorio en el que se realiza. Por un 
lado, se produce un agotamiento de los recursos del suelo, que debe ser 
sometido a sistemas de restablecimiento y regeneración para que vuelva a ser 
productivo1259 y, por otro lado, la roturación del suelo para su cultivo requiere 
una alteración física de su estado primigenio, no solo por el propio sembrado 
de los cultivos, sino en muchas ocasiones por la necesidad de realizar 
                                               
1259 A este desgaste de los recursos deben añadirse otros impactos que el uso agrícola puede 
generar sobre el medio en el que se desarrollan, como son la contaminación del terreno por el 
uso de sustancias químicas fertilizantes, el aumento del consumo de recursos hídricos (con lo 
que se disminuye la cantidad disponible de agua para el resto del entorno), o la posible 
predisposición a la erosión del terreno. No obstante, cabe destacar que estas consecuencias 
negativas para el entorno normalmente son provocadas por una sobreexplotación de los 
terrenos el cultivo o, por otro lado, por la proliferación de cultivos no adecuados al entorno. Por 
ello, estos condicionantes no tienen que presuponer la exclusión del uso agrario de un entorno 
protegido, pero sí lo pueden condicionar, evitando que proliferen las conductas inadecuadas 
para el entorno, lo que requerirá caso de admitirse, un eficiente control de los usos del ámbito 
protegido.   
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adaptaciones del territorio para facilitar el propio cultivo, como son las tareas de 
explanación, eliminación de taludes, realización de caminos de tránsito 
agrícola, etc.  
 
Evidentemente, además de lo anterior, con el uso agrario del suelo se pueden 
producir otras afecciones al terreno en el que se realiza, sobre todo si se 
implantan construcciones o instalaciones precisas para los diferentes tipos de 
cultivo, que provocan alteraciones al estado natural del territorio y sus 
condiciones naturales y paisajísticas. Todo ello determina que la disposición del 
suelo para los usos agrarios, aunque definidos como forma tradicional de 
utilización del terreno en situación rural, no sea autorizada en todos los tipos de 
suelos protegidos, lo que sucederá principalmente en aquellos en los que su 
fundamento de protección sea el mantenimiento de las condiciones naturales y 
ambientales del entorno.  
 
Como primera cuestión relativa al uso agrícola sobre el suelo protegido 
debemos señalar que, como se hizo referencia en su momento, son varias las 
normativas autonómicas que reconocen expresamente a los valores agrícolas 
como susceptibles de consolidar ámbitos específicos de suelos no urbanizables 
protegidos (como Canarias o Galicia), y muchas otras que, debido al carácter 
abierto de su formulación, pueden igualmente albergar subtipos de esta 
categoría dentro de sus suelos protegidos por planificación (como sucede en 
Andalucía)1260. Mención específica debe otorgarse a la normativa balear, cuya 
reciente Ley 3/2019, de 31 de enero, Agraria de las Islas Baleares, cuyos 
artículos 105 y 106 regulan el régimen urbanístico y de usos exigible para las 
zonas declaradas como “de alto valor agrario”, que pueden localizarse tanto en 
suelos protegidos como en suelos de régimen común, pero que requieren un 
                                               
1260 Puede recordarse en este punto la cuestión suscitada actualmente sobre la procedencia de 
la protección especial del suelo de uso agrícola, al estimar autores como JORDANO FRAGA 
que en una sociedad española como la actual, en la que la agricultura presenta un escaso nivel 
en la actividad económica nacional, no parece procedente establecer un régimen de protección 
especial del suelo fundamentado en la preservación de esta actividad, salvo que la actividad 
ostente un especial valor o consideración por sus singulares características o, en otro caso, en 
el entorno se conjuguen otros valores adicionales que determinen, en su conjunto, la 
procedencia de esta especial protección, como sería el caso de los lugares con paisajes 
agrícolas característicos. 
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tratamiento uniforme al menos en los parámetros generales de su regulación 
por los diferentes instrumentos de ordenación y planificación. 
 
A partir de esta posibilidad, es evidente que el planificador podrá establecer la 
forma en la que se debe mantener este uso agrario sobre el territorio y deberá 
pormenorizar los supuestos en los que es posible abordar cuestiones como el 
cambio de cultivos, la transformación de los terrenos o la autorización de 
instalación de elementos vinculados a la actividad agraria y la ejecución de 
construcciones asociadas a la misma. 
 
En el resto de tipos de suelos protegidos por el planeamiento, la situación será 
esencialmente similar, pero partiendo de la base que determina que el 
planificador debe autorizar expresamente la posibilidad de disponer del suelo 
para usos agrícolas, debido a que si no se encuentra dentro del ámbito de 
posibilidades disponibles, la aplicación del principio de prevención determinará 
que debamos entender, a priori, que este uso se encuentra excluido de las 
posibilidades de uso de los suelos protegidos, aunque fuera uno de los más 
caracterizadores del suelo rural. 
 
Poniendo como ejemplo el PGOU de Jerez de la Frontera al que antes hemos 
hecho referencia, podemos apreciar que en dos de los tipos de suelo no 
urbanizable de especial protección por planificación urbanística (de protección 
integral y de protección recreativa), se excluye el uso agrícola; en tanto que en 
el resto (de protección por inundabilidad, de protección forestal, de protección 
paisajística, de protección de viñedos y de protección de regadíos), se autoriza 
expresamente este uso. Esta consideración viene determinada por la 
justificación que fundamenta la protección en cada supuesto en concreto, de tal 
modo que en los dos supuestos en los que se excluyen los usos agrícolas se 
define la protección como de estricto mantenimiento de los valores ambientales 









Además de lo anterior, cabe añadir que en los supuestos en los que el plan 
jerezano autoriza el uso agrícola en suelos protegidos, la disposición de los 
terrenos presenta diferencias sustanciales, motivadas igualmente por los 
fundamentos de la especial protección otorgada a los correspondientes 
ámbitos. En concreto, los usos de protección de viñedos y de regadíos, cuyo 
objeto fundamental es la preservación de las zonas de cultivo tradicional de los 
viñedos jerezanos y de las vegas de cultivos de regadío respectivamente, 
presentan las características antes referidas de los suelos en los que el bien a 
proteger es el propio cultivo, por lo que la introducción de otros usos 
autorizados debe conjugar el mantenimiento del elemento de protección 
prioritaria. 
 
Al contrario, en el caso de los suelos protegidos forestales, paisajísticos o por 
inundabilidad, establecen condiciones para el establecimiento de los usos 
agrícolas, debido a que no es éste el elemento fundamental por el que se 
establece la protección del terreno, lo que obliga a adoptar el criterio contrario 
al anterior y, por lo tanto, garantizar la preservación del valor prioritario como 
premisa para poder acceder al uso agrícola en el ámbito. De este modo, en el 
suelo de protección forestal se establece expresamente la obligación de evitar 
que los usos autorizados contribuyan a generar o provocar procesos de 
deforestación, evitando expresamente los usos agrícolas en suelos marginales 
(de vocación y aptitud forestal) sobre sierras, laderas y escarpes, cuyo 
aprovechamiento suele promover externalidades de signo negativo. En el caso 
de los suelos de protección paisajística, la autorización de los usos agrarios 
viene condicionada a la exclusión de toda variedad de los mismos que genere 
deforestación, salvo que favorezcan un mayor desarrollo de la masa forestal, 
por las características del suelo y la edafología, previa demostración científica. 
Se impiden los usos intensivos que tiendan a evitar una evolución del terreno 
hacia una futura ampliación de la masa forestal para todo el ámbito del terreno 
afectado por esta protección, salvo los regadíos en explotación actual.  
 
Finalmente, en el caso de los suelos inundables, se permiten los usos agrícolas 
casi sin excepción, si bien se limitan las posibles instalaciones asociadas a los 
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cultivos a construcciones de carácter precario y escasa entidad, que no 
supongan riesgo ambiental ni puedan causar perjuicios ante las posibles 
inundaciones de la zona1261. En conclusión, en los ejemplos expuestos del 
planeamiento jerezano se aprecia muy claramente la diferenciación entre los 
suelos protegidos por los valores agrarios presentes en los mismos de los que, 
cumpliendo los condicionantes establecidos al efecto, pueden albergar usos 
agrarios, junto con el resto de los que autorice expresamente el planeamiento. 
 
En términos contrarios, el PGOU de Almonte no realiza una diferenciación del 
suelo que protege por planificación, asumiendo de forma directa y casi 
exclusiva los ámbitos previamente protegidos por el POTAD que directamente 
le vincula. Como ya se indicó en su momento, el suelo especialmente protegido 
por planificación en este caso presenta un marcado carácter agrícola, puesto 
que es el destino mayoritario de los terrenos incluidos en este tipo de suelo no 
urbanizable, localizado en las zonas intersticiales de las masas forestales 
existentes en los límites del Espacio Natural de Doñana y, en todo caso, 
tolerado como medida de cinturón de preservación del sustrato natural del 
entorno con respecto a los usos autorizables en el resto de suelos rurales. Solo 
se excluyen los usos agrarios de este tipo de suelo en los terrenos que incluye 
en su ámbito por otros motivos muy concretos, como son los declarados como 
LIC dentro del término municipal y cuyo régimen singular vendrá determinado 
por el valor específico que determine su preservación. 
 
Las características especiales de este ámbito territorial, condicionado 
directamente por la presencia del Espacio Natural de Doñana y su zona de 
influencia, determinan que el uso agrícola en las zonas autorizadas, aunque 
permitido como uso característico, sin embargo sea objeto de una regulación 
bastante pormenorizada. En concreto, se determinan las posibles afecciones 
que la proliferación de cultivos puede generar para el entorno natural, entre las 
que cabe destacar el control de fertilizantes y abonos químicos que pudieran 
                                               
1261 Como se ha indicado, en este caso el elemento a proteger es la seguridad ante los riesgos 
naturales detectados en el territorio (en este caso su inundabilidad), y no un valor ambiental o 
natural determinado, por lo que la instalación de cultivos no presenta prácticamente 
limitaciones salvo lo referido a sus instalaciones asociadas. 
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contaminar el entorno y los acuíferos y, principalmente, el control de las zonas 
de regadío para evitar la sobreexplotación de los recursos hídricos con los que 
cuenta este espacio territorial.  
 
Sobre esta segunda cuestión, muy controvertida debido a las exigencias de 
restricción en las captaciones de los acuíferos que mantienen los sectores 
ecologistas y ambientalistas en general, frente a las demandas de mayor 
dotación hídrica de los productores de la zona, que mantienen explotaciones de 
alto rendimiento y gran importancia socioeconómica para la comarca, ya el 
POTAD establece una distribución territorial en dos zonas (denominadas I y II) 
con el objetivo de limitar los impactos de los cultivos de regadío sobre el ámbito 
del plan. De acuerdo con esta diferenciación, en la zona I (de prohibición de 
extracción de recursos hídricos subterráneos) no se permite la implantación de 
nuevas superficies de regadío, limitándose además los cultivos a las superficies 
con derechos a disponer de agua para el riego1262. Por su parte, en la zona II 
(de limitación a la extracción de recursos hídricos subterráneos) se somete a lo 
que en cada momento disponga la regulación sobre explotaciones del plan 
hidrológico del Guadalquivir1263.  
 
Además de lo anterior, el propio documento de ordenación territorial incorpora 
la recomendación específica de formular un plan especial de ordenación de las 
zonas de cultivos en regadío, que regule en esta específica materia el área 
comprendida al norte de la denominada corona forestal de Doñana. Esta 
recomendación del POTAD fue cumplimentada por el Consejo de Gobierno de 
la Junta de Andalucía mediante el Decreto 178/2014, de 16 de diciembre1264 
(PORZND), por el que formula un instrumento de naturaleza reglamentaria, 
sometido al POTAD y, como indica expresamente, relacionado con los 
instrumentos de ordenación urbanística de su ámbito de aplicación mediante 
los principios de especialidad y competencia1265. 
 
                                               
1262 Art. 73 POTAD. 
1263 Art. 87 POTAD. 
1264 BOJA núm. 254, de 30 de diciembre de 2014. 
1265 Su ámbito territorial afecta a los términos municipales de Almonte, Bonares, Lucena del 
Puerto, Moguer y Rociana del Condado, todos de la provincia de Huelva. 
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El PORZND contiene una delimitación de los suelos agrícolas de su ámbito de 
actuación, distinguiendo entre los “suelos agrícolas regables”, entre los que se 
incluyen los terrenos que ya estaban en regadío en la fecha de entrada en vigor 
del POTAD manteniendo su actividad y los que han sido declarados 
posteriormente, siempre que en este caso cuenten con derechos legales de 
riego. Por el contrario, se excluyen los terrenos sobre los que se haya incoado 
expediente sancionador por cambio de uso forestal a agrícola no autorizado y 
los que se encuentran ubicados en el ámbito de los montes públicos sin 
derecho de explotación. Con respecto a los suelos agrícolas regables, el 
instrumento determina expresamente que la capacidad de recursos hídricos 
disponible para ellos será la que se establezca por la Administración 
competente en función de las aguas superficiales y subterráneas disponibles, 
todo ello de conformidad con la planificación hídrica de la demarcación del 
Guadalquivir. Fuera de estas determinaciones, el PORZND excluye 
expresamente toda nueva introducción de superficie regable en el entorno 
afectado, salvo que la reconsideración de la situación de la dotación de aguas 
subterráneas permita la adopción de nuevos criterios. 
 
En resumen, con los ejemplos seleccionados podemos comprobar cómo el 
régimen de autorización de los usos agrícolas varía sustancialmente en función 
del elemento o elementos concretos sobre los que se dispone la especial 
protección del territorio, oscilando entre los suelos que no admiten este uso por 
ser incompatible con el mantenimiento del valor natural protegido y los que 
precisamente han accedido a la especial protección por la salvaguarda de los 
valores agrícolas existentes en el terreno, existiendo entre el blanco y el negro 
una abundante escala de tonos grises, en los suelos que aun protegiendo unos 
valores diversos se autoriza el uso agrícola como elemento tradicional asociado 
al medio rural, pero conteniendo diferentes condicionantes para su ejercicio. 
Todo dependerá, en definitiva, de los aspectos que destaquen en el territorio 
conforme al análisis realizado en la fase de planificación, sobre los que se 
extenderán los distintos ámbitos de especial protección y, por otro lado, de las 
condiciones específicas de los suelos sobre los que se autorice este uso. 
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Como señala PRADOS VELASCO1266 la autorización de los usos agrarios de 
los espacios protegidos debe establecerse de forma conjunta a la introducción 
de sistemas de vigilancia y control, como medio de evitar la superación de la 
capacidad del medio para acoger nuevos cultivos, sobre todo en ámbitos 
sometidos a procesos de intensificación agrícola y, en todo caso, con el 
desarrollo de medidas de fomento de la implantación de métodos de 
producción agraria compatibles con el entorno y con los métodos de producción 
sostenible. 
 
Por lo demás, puede añadirse que el uso agrícola en los suelos especialmente 
protegidos ha sido expresamente avalado por la jurisprudencia, siempre dentro 
del marco del régimen de protección asignado al suelo y conforme a sus 
determinaciones de adaptación al entorno. Esta consideración puede extraerse, 
entre otras, de la STSJ de la Comunidad de Madrid de 29 de abril de 1999 
(Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 2ª, rec. 1005/1996. Ponente 
MÉNDEZ CANSECO, EDJ 1999/19980), en la que se valida expresamente el 
uso agrícola y pecuario de un suelo especialmente protegido, frente a la 
intención de mantener y actualizar usos anteriores contrarios a los autorizados 
tras su declaración administrativa. Incluso, en algunas ocasiones este uso 
agrícola ha sido estimado procedente contra la determinación de la 
consideración del suelo dentro de espacios naturales, como es el caso 
analizado en la STSJ de Andalucía de 18 de noviembre de 2013 (Sede de 
Granada, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 1316/2008. 
Ponente RODERO FRÍAS, EDJ 2013/280045), en el que se estima la 
pretensión de uso agrícola de una zona concreta del territorio de un espacio 
natural en cuya declaración se incorporan zonas destinadas a este uso, debido 
a que se justifica la caracterización del terreno de forma similar a las incluidas 
inicialmente por el PORN en la zona de uso agrícola y, al contrario, no se 
aprecia una justificación razonable para limitar este uso en un ámbito en que se 
viene desarrollando de forma reiterada. 
 
                                               
1266 PRADOS VELASCO, María José (2004, págs. 129 y ss.).  
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A mayor abundamiento, el uso agrícola del suelo también ha sido determinante 
en decisiones judiciales por las que se requiere la necesidad de acreditar la 
pérdida de los valores del terreno para poder eliminar (o, en su caso, aminorar) 
la especial protección anteriormente otorgada al mismo, como ocurre en el 
caso analizado por la STS de 14 de octubre de 2014 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 
2653/2012. Ponente: DE ORO-PULIDO Y LÓPEZ, EDJ 2014/188282). En 
parámetros similares, la STS de 26 de septiembre de 1997 (Sala 3ª, Sec. 5ª, 
rec. 663/1992. Ponente ESTEBAN ÁLAMO, EDJ 1997/8074), afirma la 
prioridad del uso agrícola cuando es el fundamento de la protección del 
territorio, de tal modo que excluye la introducción de otros usos que pudieran 
alterar o modificar su configuración para este fin. Este posicionamiento 
jurisprudencial puede apreciarse también en las STSJ de la Comunidad 
Valenciana de 15 de noviembre de 2018 (Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sec. 1ª, rec. 78/2017. Ponente BLANES RODRÍGUEZ, EDJ 
2018/692156), la STSJ de la Región de Murcia de 19 de enero de 2018 (Sala 
de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 265/2017. Ponente URIS 
LLORET, EDJ 2018/12310) o la STSJ de Canarias de 6 de abril de 2016 (Sede 
de Santa Cruz de Tenerife, Sala de lo Contencioso-Administrativo, rec. 
139/2015. Ponente GUILARTE MARTÍN CALERO, EDJ 2016/158119). 
 
Al contrario, en otros casos, la consideración del valor agrícola del suelo no se 
ha entendido como elemento de justificación técnica y administrativa, de tal 
modo que pudiera fundamentar el establecimiento sobre el territorio de un 
régimen de especial protección, como sucede en el caso de la ya analizada 
STS de 13 de mayo de 2011 (EDJ 2011/79272), al afirmar en su FD 7º que lo 
relevante es si esta clasificación se encuentra o no debidamente justificada, 
atendiendo a las características del terreno. De este modo, el Alto Tribunal 
afirma que del material probatorio disponible en el proceso de planificación 
debe poder concluirse que la asignación de la protección se encuentra 
respaldada por la concurrencia de valores agrícolas suficientes, de tal modo 
que si esta acreditación no se produce, no se le podría reconocer el suficiente 
valor agronómico a los terrenos como para fundamentar la decisión del 
planificador de establecer sobre los mismos un régimen singularizado. 
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Por lo tanto, se puede concluir que el valor agrario, y el uso del suelo conforme 
a este destino, presenta un funcionamiento similar al del resto de valores y 
elementos asociados al suelo rural, cuyo ejercicio depende del régimen 
establecido para el territorio por la planificación aplicable, que deberá 
adaptarse a las condiciones específicas de cada suelo y al objeto concreto por 
el que se estableció su especial protección.  
 
  
2. Los usos ganaderos. 
 
Con respecto a los usos ganaderos o pecuarios se podría trasladar mutatis 
mutandis lo expuesto anteriormente para los usos agrícolas, debido a que la 
actividad humana de explotación de los recursos derivados de la tenencia de 
animales, como medio de subsistencia y actividad económica, procede 
igualmente de los inicios de la presencia humana en nuestro planeta. Sin 
embargo, la actividad ganadera en relación con el territorio se manifiesta en un 
momento posterior, en el que las poblaciones humanas pasan del nomadismo 
a la vida sedentaria y, de este modo, deben utilizar parte del territorio que 
ocupan para el resguardo y acomodo de los animales destinados a la actividad 
ganadera. 
 
Esta actividad ganadera con asentamiento territorial se ha mantenido hasta la 
actualidad como uno de los usos tradicionales del suelo rural, si bien presenta 
algunas cuestiones en las que se diferencia del uso agrícola y que, en 
definitiva, determinan las especialidades de este uso en su localización en el 
suelo no urbanizable y especialmente en el protegido. La primera de ellas, 
apuntada por autores como BARREDA BARBERÁ1267, es la que hace 
referencia al propio ejercicio de las actividades ganaderas, que se haya muy 
condicionado por regulaciones legales que determinan el régimen de 
autorización de las explotaciones ganaderas, sobre todo por razones de 
                                               
1267 Op. cit. (2008, págs. 110 y ss.). 
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prevención sanitaria, tanto para los animales como, principalmente, para las 
personas que se relacionan o interactúan con ellos.  
 
Por ejemplo, el artículo 36 de la Ley 8/2003, de Sanidad Animal, dispone que 
las explotaciones de animales de nueva instalación, o la ampliación de las 
existentes, deberán cumplir con las distancias mínimas que se establezcan 
respecto a poblaciones, carreteras, caminos y otras explotaciones o 
instalaciones que puedan representar una posible fuente o medio de contagio 
de enfermedades, además de disponer de la previa autorización de la autoridad 
competente1268. A su vez, debido a los posibles impactos que la concentración 
ganadera puede genera para el entorno en el que se localiza, la autorización de 
explotaciones de esta naturaleza suele requerir la tramitación de un proceso 
específico de evaluación ambiental, con el objeto de eliminar o, cuanto menos, 
amortiguar, las posibles afecciones que el normal desarrollo de la explotación 
pudiera generar. A modo de ejemplo puede citarse la regulación de los 
procesos de verificación ambiental regulados en la Ley 7/2007, de 9 de julio, de 
Gestión Integrada de la Calidad Ambiental de Andalucía1269, cuyo anexo 
segundo recoge las autorizaciones ambientales precisas para la apertura de 
instalaciones de cría intensiva de ganado en sus diferentes categorías.   
 
La especialidad del uso ganadero se infiere igualmente del modo en el que éste 
puede estar autorizado, debido a que su ámbito se extiende desde la mera 
posibilidad de la presencia de ganado de cualquier tipo en los parajes rurales 
disponiendo de los pastos presentes en los mismos (ganadería extensiva), 
hasta las explotaciones que requieren estabulación y, en su caso, instalaciones 
auxiliares (ganadería intensiva). Por lo tanto, el uso ganadero debe ser 
configurado expresamente a la hora de determinar la extensión exacta de su 
alcance, tanto en la posible limitación de cabezas de ganado que pueda 
albergar el territorio protegido (por los impactos que pudieran generarse por el 
exceso de animales presentes en el espacio protegido), como por la propia 
                                               
1268 En el caso de Andalucía, la distancia a núcleos urbanos se establece en 500 metros, 
conforme dispone el artículo 3 del Decreto 14/2006, de 18 de enero, por el que se crea y regula 
el Registro de Explotaciones Ganaderas de Andalucía. 
1269 BOJA núm. 143, de 20 de julio de 2007. 
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posibilidad de habilitar elementos de estabulación o albergue animal. A modo 
de ejemplo, el PRUG del Espacio Natural de Doñana, aprobado en 2016, 
establece que en su ámbito pueden desarrollarse actividad de ganadería 
extensiva1270 conforme a la carga pastante que pueda asignarse en función de 
las necesidades de conservación de los recursos naturales de las diversas 
zonas del Espacio Natural.  
 
Para determinar esta carga pastante BLANCO SEPÚLVEDA1271 aplica el 
análisis denominado de “evaluación de tierras para uso ganadero” centrado en 
determinar la aptitud de las tierras para su utilización pecuaria mediante la 
medición de su potencialidad a partir de la estimación de la capacidad 
sustentadora de la vegetación. Los parámetros utilizados son variados, entre 
los que destacan los siguientes: cantidad y valor nutricional de los recursos 
vegetales disponibles en el medio, requerimientos energéticos de los animales, 
disponibilidad de agua y accesibilidad, entre otros. Actualmente, además se 
tiende a unificar los procedimientos que determinan la capacidad (aspectos 
relacionados con la producción y la sostenibilidad económica) y la 
vulnerabilidad (aspectos relacionados con la degradación y sostenibilidad 
medioambiental), ya que se puede considerar que esta simbiosis es la mejor 
vía para alcanzar el uso sostenible del territorio. 
  
En este contexto, BERNUÉS JAL1272 introduce dos conceptos a la hora de 
analizar el grado de sustentabilidad de los suelos en los que se autorice el uso 
ganadero, como son la multifuncionalidad y la sostenibilidad. Según esta teoría, 
la multifuncionalidad de las explotaciones hace referencia a las nuevas 
demandas sociales, tanto en aspectos productivos (calidad y seguridad 
alimentaria) como no productivos (medio ambiente, bienestar animal, mundo 
rural vivo, soberanía alimentaria, etc.). En segundo lugar, la sostenibilidad, 
aunque relacionada con el concepto anterior, incorpora el tiempo como 
elemento esencial en su propia definición, puesto que considera conjuntamente 
las demandas sociales actuales y futuras, y estas demandas se encuentran en 
                                               
1270 Definida como el mantenimiento del ganado en “pastizales naturales”. 
1271 BLANCO SEPÚLVEDA, Rafael (2008, págs. 53 y ss.). 
1272 BERNUÉS JAL, Alberto (2007, págs. 136 y ss.). 
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permanente cambio. Con arreglo a este criterio, la equidad intergeneracional en 
la gestión de los recursos depende de la “reproducibilidad” o capacidad de 
auto-reproducción de los elementos esenciales de un determinado sistema.  
 
Las diferencias entre los sistemas ganaderos establecidos en el medio rural 
español vienen determinadas por varios factores, siendo muy importante el 
relativo a las condiciones del territorio y el acceso a los pastos de consumo del 
ganado. Como analizan DE ABRÉU Y PIDAL y MONSERRAT RECODER1273, 
con carácter general el tipo de ganadería extensiva ha venido determinado por 
la necesidad de reubicar el ganado en las distintas zonas de pastoreo con 
recursos en cada estación concreta del año, siendo un elemento muy 
importante no solo para la actividad económica que genera sino, además, 
como medio de control de los pastos secos y matorrales que en la época 
estival propician los incendios forestales. Al contrario, la cría de ganado en 
establo surge como consecuencia del florecimiento de los asentamientos 
humanos y, en muchas ocasiones, como adición o complemento de las 
actividades agrícolas, que se convertían en el medio de dotación de la materia 
prima de la producción animal. 
   
Pero independientemente de esta distinción, la consideración de la ganadería 
tradicional como trashumante, extensiva o de pastoreo, frente a la 
esencialmente estabulada, no presenta unos perfiles totalmente definidos, ya 
que se estima que el ejercicio de la primera también puede demandar algunas 
instalaciones auxiliares como soporte de la propia actividad. En este sentido se 
expresa la STSJ de Castilla y León de 27 de diciembre de 2016 (Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, Sec. 2ª, rec. 506/2016. Ponente SASTRE 
LEGIDO, EDJ 2016/281832), en cuyo FD 3º se afirma que el uso de la 
ganadería extensiva, permitido en el suelo rústico de protección agropecuaria 
de que se trata, contiene el de las edificaciones auxiliares de la explotación, lo 
que incluye la nave prevista por el solicitante de la licencia como anexo para el 
desarrollo de la actividad.  
                                               
1273 DE ABRÉU Y PIDAL, José María y MONSERRAT RECODER, Pedro (1975, págs. 487 y 
ss.). 
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No obstante, como se ha apuntado, la correcta discriminación entre el alcance 
que presenta la ganadería extensiva en los distintos parajes protegidos debe 
venir delimitado por el instrumento que module la autorización del uso, debido a 
que el grado de protección del suelo puede incidir decisivamente en esta 
cuestión. En este sentido, la STSJ de la Comunidad de Madrid de 8 de febrero 
de 2007 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 2ª, rec. 1227/2005. 
Ponente LÓPEZ DE HONTANAR SÁNCHEZ, EDJ 2007/191610), dispone que 
al establecerse por el planeamiento como uso autorizado únicamente el 
ganadero extensivo tradicional, y dado el nivel de protección del territorio, no se 
autorizan las construcciones para las que se solicitaba calificación, que en todo 
caso podrían ejecutarse fuera de las zonas protegidas por la ordenación 
territorial. Es conforme a esta premisa con la que normalmente se autorizan 
usos ganaderos en los espacios naturales, como se ha visto en el caso de 
Doñana, evitándose toda apelación a instalaciones auxiliares o de naturaleza 
similar salvo excepciones muy localizadas, disponiendo únicamente de los 
espacios habilitados como zonas de pastoreo para este tipo de uso. 
 
En el caso de los suelos protegidos por los diferentes instrumentos de 
planificación, podemos comprobar cómo, con carácter general, los usos 
ganaderos se encuentran incluidos dentro de los ámbitos cuyo régimen de 
protección no presenta perfiles excesivamente restrictivos (como es el caso de 
los suelos de protección integral) o limitaciones derivadas de riesgos naturales 
o tecnológicos, al estimarse que su naturaleza rural le otorga el carácter de uso 
tradicional del entorno. Para ello, los instrumentos de ordenación territorial 
suelen contener disposiciones de distinto alcance normativo, en las que 
establecen las pautas que posteriormente deben ser desarrolladas por la 
planificación urbanística, conteniendo entre otras cuestiones la disponibilidad 
de los suelos para el establecimiento de usos agropecuarios y, principalmente, 
las restricciones de construcción de instalaciones asociadas a estos usos. 
 
Esta afirmación ha sido ratificada por las decisiones judiciales que han 
analizado la cuestión, como puede apreciarse en la STSJ del País Vasco de 28 
de septiembre de 2010 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 2ª, rec. 
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379/2009. Ponente RODRIGO LANDAZÁBAL, EDJ 2010/248733), en cuyo FD 
4º se desestima la pretensión de instalar una construcción en suelo protegido 
en el que se autoriza la ganadería extensiva, al no figurar entre sus 
actuaciones permitidas la localización de instalaciones auxiliares. En el mismo 
sentido se expresa al STSJ de Castilla y León de 7 de diciembre de 2018 
(Sede de Burgos, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 
132/2018. Ponente REVILLA REVILLA, EDJ 2018/686659), que niega la 
posibilidad de ubicar una balsa de purines en suelo protegido, aunque en el 
mismo se autorice el de ganadería extensiva. La misma interpretación se 
recoge en la STSJ de Castilla y León de 29 de mayo de 2015 (EDJ 
2015/95042), en la STSJ de Cataluña de 14 de julio de 2000 (EDJ 
2000/41429), o en la STSJ de Andalucía de 2 de diciembre de 2010 (Sede de 
Sevilla, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 3ª, rec. 493/2003. Ponente 
DEL PINO ROMERO, EDJ 2010/374475)1274.    
 
Aunque más adelante se hará referencia a la autorización de construcciones 
relativas a los usos tradicionales del suelo rural, cabe en este punto traer a 
colación lo ya expuesto sobre la diferente consideración de las instalaciones 
ganaderas a efectos urbanísticos, en función de la naturaleza de las 
construcciones pretendidas. En concreto, la cuestión deriva de la consideración 
de las explotaciones ganaderas como uso tradicional o, en otro caso, como una 
actividad industrial cuyo régimen de asentamiento debe ser el establecido 
expresamente para este tipo de instalaciones. En general, deben ser los 
instrumentos de planificación los que definan expresamente estas 
consideraciones y delimiten los perfiles de cada tipo de explotación, si bien, 
puede apuntarse una diferenciación generalizada basada en el propio objeto de 
la actividad económica, de tal modo que si el objeto principal de la explotación 
es el aprovechamiento del producto de los animales se deberá considerar 
como un tipo de uso ganadero (granja tradicional), en tanto que si el objeto 
principal es el comercio de los propios animales para consumo (humano o de 
                                               
1274 Por esta sentencia, la Sala andaluza valida expresamente la regulación de un PORN en la 
que limita los usos de ganadería extensiva de un espacio protegido a las zonas dedicadas a 
pastos y pastizales, incluyendo la posibilidad de que la Consejería competente pueda prohibir 
su actividad en los supuestos excepcionales que se recogen en el instrumento de planificación 
ambiental.  
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otros animales), se suele atribuir a la explotación el carácter de actividad 
industrial. 
 
En este sentido ROMERO JIMÉNEZ1275 distingue entre “usos ganaderos 
naturales” y “usos ganaderos excepcionales”, en función del carácter de su 
vinculación al suelo rural en el que se ubican. Para este autor, los usos 
ganaderos naturales son los que presentan una vinculación tradicional con el 
entorno rural, entre los que se incluirían la apicultura, las explotaciones 
ganaderas extensivas, el pastoreo tradicional, las explotaciones ganaderas 
ecológicas o específicamente en Andalucía, toda la ganadería que merezca 
considerarse “producción ganadera integrada”1276. A su juicio, también cabría 
calificar del mismo modo a la cría de aves cuando se alimenten de los recursos 
vegetales o animales (insectos) que se críen en el terreno, como sería el caso 
de las denominadas explotaciones extensivas de aves camperas o ecológicas.  
 
A diferencia de los anteriores, los usos ganaderos excepcionales serían los que 
por sus propias características nunca podrán estar vinculados a la naturaleza 
del terreno, entre los que se incluyen todas las explotaciones ganaderas 
destinadas a la cría intensiva de animales en cualquiera de su modalidades 
(porcino, caprino, bovino, equino, avícola, cunicultura, u otras especies 
animales) o la cría, producción o reproducción de animales para la posterior 
repoblación de cotos de caza y demás espacios cinegéticos. De este modo, si 
una explotación ganadera se desarrolla en régimen intensivo, es decir en la 
que se suministra la alimentación a los animales exclusivamente en el mismo 
lugar en el que están estabulados, entonces las especies vegetales o animales 
que existen en el terreno y de las que pudiera alimentarse el ganado (la 
naturaleza del terreno), no es la causante de su instalación en ese lugar, por lo 
                                               
1275 ROMERO JIMÉNEZ, Ginés (2016). 
1276 Conforme al artículo 1 de la Orden de 29 de noviembre de 2005, por la que se aprueba el 
Reglamento Específico de Ganadería Integrada en Andalucía, se define como la explotación 
extensiva, que realiza su actividad sobre la base de un manejo adecuado de animales 
procedentes de razas, determinadas para cada especie, que hace un aprovechamiento racional 
de los recursos naturales del campo, que contribuye al mantenimiento y conservación de los 









que ese uso ganadero podría desarrollarse con las mismas garantías de éxito, 
con igual rentabilidad o funcionalidad, también en cualquier otro terreno con 
independencia de su vegetación, de su naturaleza o destino. El mismo 
comentario procede para especies cinegéticas, o incluso para los núcleos 
zoológicos de las rehalas de perros destinados a la actividad cinegética que se 
desarrolle en terrenos distintos en los que se implanten esos núcleos. 
 
Una vez determinada la condición de uso ganadero natural o excepcional, 
atendiendo a los parámetros indicados, para este autor se impone la 
consecuencia lógica que supone que las construcciones que, en su caso, se 
precisen por normativa sectorial para el normal desarrollo de cada uso 
ganadero seguirán la misma suerte que la actividad a la que sirven de soporte, 
y por ello deberán ser consideradas conforme al resultado del análisis 
efectuado para determinar la condición del uso al que vayan asociadas.  
 
  
3. Los usos forestales y medioambientales. 
 
a. Descripción y contenido. 
 
Aunque la explotación de los recursos madereros de los bosques y montes 
también deriva de actuaciones de los primeros pobladores del planeta, en la 
actualidad la utilización de estos productos presenta unos perfiles más 
industriales que los usos agrícolas y ganaderos antes analizados, aunque de 
forma evidente nos encontramos ante otro uso tradicional del suelo rural y, por 
descontado, perteneciente al sector primario de la actividad económica 
nacional, al menos en lo que se refiere a la fase de obtención de las materias 
primas extraídas de las masas boscosas.  
 
La vocación industrial de los recursos forestales presenta en la actualidad 
perfiles más acusados que en tiempos pasados, debido a que a las 
tradicionales aplicaciones de los productos del monte (madera, papel, resina, 
frutos silvestres, corcho, etc.), se ha sumado con gran pujanza la actividad 
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productiva derivada de la aplicación de sus subproductos, como es el caso de 
la biomasa derivada en su mayor parte de los restos de la limpieza forestal, y 
que actualmente es una gran fuente de energía para la dotación de otros 
sectores industriales e, incluso, para el consumo doméstico, mediante la 
producción del “pellet” como combustible de sistemas de calefacción y otros 
elementos de producción energética1277.  
 
Todo lo anterior nos lleva a concluir que la explotación de las zonas forestales 
españolas presenta una creciente importancia a efectos de la ordenación del 
territorio, no solo por su ejercicio sobre zonas especialmente sensibles 
ambientalmente, sino además, por la repercusión socioeconómica que 
indudablemente ha adquirido en los últimos tiempos con la apertura de nuevos 
nichos de aplicación de los recursos forestales, junto con el mantenimiento de 
los sectores tradicionales en los que se siguen empleando estos recursos. 
Como apuntan GUTIÉRREZ HERNÁNDEZ, SENCIALES GONZÁLEZ y 
GARCÍA FERNÁNDEZ1278 esta nueva realidad supera la consideración anterior 
en la que el término monte se usaba en la tradición normativa española para 
referirse a los espacios forestales1279 como espacios marginales, en 
contraposición con los terrenos productivos o agrícolas, quedado como el resto 
del territorio ubicado en los lugares más inaccesibles y con menor 
aprovechamiento productivo. 
 
En la actualidad el concepto jurídico de monte se recoge en el artículo 5 de la 
LM, que mediante una fórmula descriptiva lo define como el terreno en el que 
vegetan especies forestales arbóreas, arbustivas, de matorral o herbáceas, sea 
espontáneamente o procedan de siembra o plantación, que cumplan o puedan 
cumplir funciones ambientales, protectoras, productoras, culturales, 
                                               
1277 Vid. GONZÁLEZ LARTITEGUI, Rafael (2011, págs. 14-17). 
1278 GUTIÉRREZ HERNÁNDEZ, Oliver; SENCIALES GONZÁLEZ, José María y GARCÍA 
FERNÁNDEZ, Luis V. (2016). 
1279 PRADA BLANCO distingue entre “monte” como vocablo que incluye todos los terrenos 
calificados como superficies arboladas sin atender a su densidad, frente a “espacio forestal”, 
expresión que solo incluye áreas de plantaciones regulares con más de un 25 % de densidad 
en la superficie arbolada. 
965





paisajísticas o recreativas1280. Mediante esta definición legal se puede apreciar 
como la normativa pretende destacar la función económica y productiva de los 
montes españoles, al asociar su enunciado a las posibilidades de actuación 
que pueden promoverse en sus distintos tipos. 
 
No obstante, estas consideraciones anteriores sobre los aprovechamientos de 
recursos forestales deben ponerse en relación con la protección de las zonas 
del territorio en la que se practican, debido a que precisamente este tipo de 
aprovechamientos proceden de áreas protegidas por sus valores ambientales, 
que suelen disponer de los regímenes de preservación más exigentes. En este 
sentido LÓPEZ RAMÓN1281 pone de relieve que la función económica de los 
montes debe desarrollarse conforme a los criterios de preservación de los 
entornos protegidos y, como no podría ser de otro modo, asegurando su 
gestión sostenible.  
 
Esta idea conecta con la tendencia actual de entender a los montes como 
elementos integrantes del entorno rural, cuya necesaria protección no se 
presenta exenta de un correcto aprovechamiento de los recursos del territorio y 
que, sobre todo en el caso de los de titularidad pública, deben dar respuesta a 
las actuales demandas ciudadanas sobre los mismos, implementando medidas 
que armonicen la explotación de sus recursos naturales con otros tipos de usos 
compatibles con éstos y su propio régimen de protección, como son los 
paisajísticos, educativos, culturales o recreativos, a los que se refiere 
expresamente la citada Ley de Montes y que pueden englobarse bajo el 
concepto genérico de usos medioambientales.  
 
Entre ellos, destaca por su pujanza como baluarte ambiental el denominado 
“ecoturismo”, que es descrito por autores como GÁLVEZ MARQUÍNEZ1282 un 
medio muy importante para la conservación de la biodiversidad, al aportar 
                                               
1280 A esta definición general, el artículo 5.2 añade otras superficies e instalaciones que 
también se consideran legalmente como montes, entre las que se incluyen las construcciones e 
instalaciones destinadas al servicio del monte en el que se ubican y los enclaves forestales así 
declarados por la normativa de la correspondiente Comunidad Autónoma. 
1281 Vid. apud BARREDA BARBERÁ, Juan (2008, pág. 113). 
1282 GÁLVEZ MARQUÍNEZ, Concepción (2016, pág. 5). 
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beneficios directos para la conservación de los entornos rurales a través de su 
apoyo a factores como la restauración y el mantenimiento de ecosistemas, 
disminución de los daños en el hábitat, creación de reservas privadas, medidas 
contra la caza furtiva y el uso de venenos, apoyo en proyectos de 
reintroducción de especies amenazadas y, en general, al desarrollo sostenible 
de los ámbitos rurales. La propia autora advierte de la existencia de ciertos 
impactos negativos derivados del ecoturismo, como son las perturbaciones por 
ruidos y tráfico, alteración de hábitats o molestias a las especies presentes en 
el territorio, que en su desarrollo es necesario minimizar, teniendo en cuenta 
que las propias acciones de conservación de muchas especies protegidas se 
financian cada vez más con dinero procedente del turismo ecológico y de 
naturaleza. 
 
En este sentido, TORRES OUTÓN y PÉREZ VILARIÑO1283 sostienen que nos 
encontramos ante un fenómeno emergente y cada vez más pujante, que 
precisa de una nueva cultura forestal que haga posible que los propietarios, 
Administraciones Públicas y usuarios en general, comprendan y apoyen la 
complementariedad de usos en los montes, sobre todo teniendo en cuenta que 




b. Tipos de montes en función de su aprovechamiento. 
 
Como se ha indicado, la definición de monte que contiene el artículo 5 de la LM 
delimita su contenido desde un punto de vista positivo, pero también desde un 
punto de vista negativo, al determinar expresamente que no son terrenos de 
esta condición los dedicados al cultivo agrícola, los urbanos y, finalmente, los 
que la respectiva Comunidad Autónoma excluya en su normativa forestal y 
urbanística1284. A partir de aquí podemos afirmar con GIL DE GÓMEZ PÉREZ 
                                               
1283 TORRES OUTÓN, Sara María y PÉREZ VILARIÑO, José (2008). 
1284 Como por ejemplo sucede con la Ley 2/1992, de 15 de junio, Forestal de Andalucía. 
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ARADROS1285 que la clasificación fundamental de los montes es la que los 
distingue entre públicos y privados1286, debido a que la protección de estos 
espacios y su aprovechamiento han venido tradicionalmente condicionados a 
su régimen de propiedad. 
 
Pero a efectos de su régimen de uso y aprovechamiento, debemos atender a 
los distintos instrumentos de planificación aplicables sobre cada zona forestal 
concreta, tanto de alcance territorial como de naturaleza sectorial, para poder 
determinar su aptitud para los diferentes usos que la normativa admite en estos 
entornos ambientalmente destacados. De este modo, pueden ser identificados, 
en función de su uso o aprovechamiento dominante, distintos tipos de monte: 
 
• Monte productivo, que se caracteriza por primar su valor económico 
tradicional que incluye desde la producción de madera hasta la 
producción de energías renovables, productos silvestres, ganado, etc. 
 
• Espacios sensibles de planificación específica, en los que prima su valor 
ecológico, por lo que su actividad y uso se ve limitado por restricciones 
derivadas de su protección. 
 
• Parques y espacios periurbanos, en los que destacan sus valores 
sociales y de servicio a la ciudadanía, que podrá disfrutar de éstos como 
cinturones verdes de la ciudad y zonas de esparcimiento. 
 
Según TORRES OUTÓN y PÉREZ VILARIÑO1287, la eficiencia en la gestión 
sostenible de los montes vendrá determinada por la maximización de los 
aprovechamientos que pudieran autorizarse en los diferentes tipos de montes, 
en función de sus concretas condiciones de protección. En algunos casos estos 
                                               
1285 GIL DE GÓMEZ PÉREZ ARADROS, Carlos (2016) 
1286 De este modo, la normativa distingue entre montes públicos y privados en función de que 
su titularidad recaiga en una Administración o entidad pública o, en otro caso, en una persona 
física o jurídica regulada por el derecho privado. Los primeros, además, se distinguen entre 
montes de dominio público (adscritos al uso o servicio público, los comunales y los 
catalogados) y los patrimoniales. 
1287 Op. cit. (2008). 
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montes, dentro de sus específicas condiciones de mantenimiento, pueden estar 
ya ejerciendo funciones terciarias ligadas a sectores y actividades económicas, 
culturales y sociales, como son las actividades al aire libre (ocio, esparcimiento 
y recreo), turismo (disfrute y conocimiento de la naturaleza), servicios 
ambientales (conservación de la biodiversidad, sumidero de carbono y 
renovación de la atmósfera, regulación de los cauces de agua, freno a la 
erosión, etc.), preservación y mejora del paisaje y, finalmente, conservación del 
patrimonio (histórico, social y cultural). 
 
Para VALLE BUENESTADO1288 la preservación, incluso la ampliación territorial 
de los espacios forestales protegidos es una tarea que se juzga hoy prioritaria 
en aras del desarrollo y de la propia preservación, la cual no ha de ser 
entendida como conservación naturalista a ultranza, sino que ha de incorporar 
a las poblaciones, considerando que no hay garantía de conservación del 
patrimonio sin atender al entorno socio-cultural y a las necesidades materiales 
de los habitantes, principales aliados y beneficiarios de su conservación.  
 
Todos estos razonamientos expuestos se engloban dentro del concepto actual 
de sostenibilidad en la gestión de los montes y espacios forestales, que se 
exige en el artículo 32 de la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes, y 
que debe integrar los aspectos ambientales con las actividades económicas, 
sociales y culturales, con la finalidad de conservar el medio natural al tiempo 
que generar empleo y colaborar al aumento de la calidad de vida y expectativas 
de desarrollo de la población rural.  
 
  
c. Regulación de los usos autorizados en los montes y zonas forestales. 
 
Como se ha apuntado, los usos autorizados en cada ámbito geográfico 
concreto se deben regular mediante los instrumentos de ordenación territorial o 
urbanística aplicables, documentos que deben contener los parámetros 
conforme a los que se deben adaptar los usos compatibles con los valores 
                                               
1288 VALLE BUENESTADO, Bartolomé (2016). 
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naturales de los espacios forestales y, en sentido contrario, los usos que se 
declaran incompatibles y, en cuanto a tales, quedan prohibidos en sus 
respectivos ámbitos. El propio artículo 39 de la Ley de Montes dispone 
expresamente:  
 
“Los instrumentos de planeamiento urbanístico, cuando afecten a la 
calificación de terrenos forestales, requerirán el informe de la 
Administración competente en gestión forestal. Dicho informe será 
vinculante si se trata de montes catalogados o protectores. Los montes 
pertenecientes al dominio público forestal tendrán la consideración de 
suelo en situación rural, a los efectos de lo dispuesto por la legislación 
estatal de suelo, y deberán quedar preservados por la ordenación 
territorial y urbanística, de su transformación mediante la urbanización”.  
 
De conformidad con este precepto de la norma estatal, en el caso de los 
espacios forestales se debe atender a la posible aplicación de los instrumentos 
de planeamiento ambiental que pudieran ser de aplicación a las zonas incluidas 
dentro de espacios naturales o cualquier otro tipo de declaración similar, o a la 
presencia de instrumentos específicos como son los Planes de Ordenación de 
los Recursos Forestales (PORF), documentos regulados en la propia Ley de 
Montes y desarrollados por las Comunidades Autónomas, que se definen como 
instrumentos de planificación forestal que se constituyen como herramientas 
incluidas en el marco de la ordenación del territorio. Como indica expresamente 
el artículo 31 de la Ley de Montes, el contenido de los PORF formulados será 
obligatorio y ejecutivo en las materias reguladas en la propia norma y su objeto 
serán los territorios forestales con características geográficas, 
socioeconómicas, ecológicas, culturales o paisajísticas homogéneas. Estos 
instrumentos podrán establecer la zonificación de los espacios forestales sobre 
los que se formulen, a efectos de usos, compatibilidades y prioridades del 
territorio.  
 
En el caso concreto de Andalucía, merece ser destacado el Decreto 172/2017, 
de 24 de octubre, por el que se aprueba el Plan Director de las Dehesas de 
Andalucía1289, instrumento formulado en desarrollo de la Ley 7/2010, de 14 de 
julio, para la Dehesa, y que según su propia exposición de motivos tiene como 
                                               
1289 BOJA núm. 207, de 27 de octubre de 2017. 
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objeto favorecer la conservación de las dehesas andaluzas, preservando, 
desarrollando y revalorizando su riqueza económica, biológica, ambiental, 
social y cultural, y promoviendo que se gestionen de una manera integral y 
sostenible. El plan se estructura, según dispone el artículo 6.1 de la Ley 
7/2010, de 14 de julio, incluyendo una caracterización de las Dehesas de 
Andalucía con un diagnostico de la situación actual de las mismas, desde los 
puntos de vista social, ambiental, económico y cultural, así como de su 
aprovechamiento, identificando los factores productivos, ecológicos y 
socioculturales claves de su sostenibilidad. Para ello, se analizan nuevos usos 
y oportunidades para estos espacios, orientadas a mejorar la viabilidad 
económica de las explotaciones de dehesa, así como a impulsar la cohesión 
territorial y diversificación de la economía en el medio rural de estos entornos. 
 
Por lo general, podemos apreciar como los instrumentos de ordenación 
territorial establecen líneas básicas para el establecimiento de los usos 
forestales y medioambientales, que posteriormente deben ser completadas por 
los instrumentos de planificación urbanística o sectorial, para conseguir la 
correcta articulación del sistema de autorización de usos en los espacios 
forestales y otras zonas del territorio en las que fuera posible establecer usos 
turísticos, recreativos, culturales o similares. Como ejemplo, el POTAD 
promueve la instalación en el ámbito de Doñana de un sistema de espacios 
recreativos destinados al ocio, recreo y desarrollo de actividades naturalísticas 
y de utilización activa de los paisajes del ámbito (art. 28). A ello se añade la 
necesidad de propiciar el uso recreativo de los espacios forestales más 
accesibles a la red viaria, para lo que requiere la ejecución de las instalaciones 
precisas.  
 
En lo que respecta a la explotación forestal de los espacios naturales, se suele 
exigir la formulación del correspondiente instrumento sectorial que determine 
los procedimientos y medios por los que se puede llevar a cabo la obtención de 
los recursos primarios de los montes y zonas asimiladas, al objeto de que se 
garantice técnicamente la viabilidad de la explotación adaptada al 
mantenimiento de los recursos naturales objeto de protección. De este modo, el 
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artículo 56 del POTLOH se remite a proyectos y planes técnicos aprobados por 
la Administración competente, como medio previo y necesario para la 
autorización de este tipo de usos en los terrenos de protección de su ámbito de 
aplicación. En similares términos se expresan los instrumentos de ordenación 
urbanística, cuyos usos forestales suelen establecerse de forma muy poco 
definida, estableciendo básicamente su ejecución conforme a los parámetros 
de protección aplicables a cada tipo de suelo y a los planes sectoriales de 
ordenación forestal que se hubieran formulado al efecto. 
 
En el caso de los usos medioambientales, la regulación suele ser mucho más 
definida, estableciendo la tipología de actividades concretas autorizadas en 
cada caso y la forma en que debe desarrollarse su puesta en práctica. A modo 
de ejemplo, el PGOU de Jerez de la Frontera incluye dentro de este ámbito a 
las actuaciones encaminadas, por una parte, a la conservación y protección de 
los recursos naturales municipales y a la regeneración de áreas degradadas y, 
por otra, a favorecer el contacto de la población con estos recursos o áreas a 
través del desarrollo de actividades divulgativas y de ocio. En concreto, se 
incluyen en esta regulación las señalizaciones, las sendas, caminos y 
miradores, instalaciones recreativas, los centros educativos (de interpretación y 
aulas de la naturaleza), las instalaciones destinadas al manejo de la flora y la 
fauna, las instalaciones forestales y las destinadas a la protección contra 
incendios y, finalmente, las infraestructuras de servicio (vallados, eléctrica, 
viaria, abastecimiento y saneamiento). La posibilidad de autorización de cada 
tipo concreto depende de lo establecido para cada régimen de protección, 
dependiendo básicamente de las instalaciones precisas para su ejecución y la 
posibilidad de autorizar su ubicación en cada caso. 
 
En el caso del PGOU de Almonte, se introduce una especificación de las 
actividades incluidas dentro de los usos forestales, aunque su puesta en 
marcha requiere de la planificación sectorial procedente y la autorización 
autonómica correspondiente. En concreto se incluyen las actuaciones de limpia 
y entresaca, a efectos de un mayor desarrollo y conservación de las masas 
forestales y, por otro lado, de eliminación de árboles o masas forestales 
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enfermos, a efectos de un mayor control sanitario y en orden al mantenimiento 
de la cubierta forestal. 
 
En conclusión, se puede destacar que la posibilidad de acceder a los usos 
forestales y medioambientales es bastante más limitada que en el caso de los 
usos agrícolas y ganaderos, fundamentalmente porque su ejercicio suele 
localizarse en espacios con un régimen de protección más cualificado que el de 
los suelos en los que normalmente se autorizan los usos agropecuarios. Esta 
realidad se percibe de forma muy evidente en los espacios forestales de 
titularidad pública, donde los usos autorizados se ejercen mediante procesos 
de pública concurrencia en los que los candidatos, como no podría ser de otro 
modo, deben adaptarse plenamente al régimen aplicable a cada zona territorial 
concreta1290. Pero, igualmente, las restricciones a los usos se aplican en los 
espacios forestales de titularidad privada, debido a que el régimen de 
protección de estos territorios se extiende sobre grandes áreas de montes que 
se encuentran en manos de particulares, lo que supone un régimen de 
limitación muy importante sobre el derecho de propiedad de sus titulares.  
 
En este caso, MUÑOZ-COBO ROSALES1291 afirma que estas vinculaciones tan 
importantes vienen determinadas por la función social de la propiedad, 
aplicable a toda titularidad inmobiliaria en términos generales, pero que en el 
caso de los espacios forestales presenta una importancia muy destacada, en 
función de las aspiraciones de preservación de estos entornos que en tiempos 
recientes ha venido exigiendo la sociedad como entidad colectiva y que, en la 
práctica, determina el establecimiento de una serie de restricciones y 
obligaciones a los titulares de montes privados que, en muchos casos, suponen 
unas cargas económicas de una entidad muy considerable. Por ello, se estima 
también necesario establecer un sistema de aprovechamiento sostenible e 
integral de estos espacios privados, de tal modo que su mantenimiento no 
suponga para sus titulares un régimen próximo a términos confiscatorios y que, 
                                               
1290 Salvo el caso excepcional de los “montes vecinales en mano común”, que presentan un 
régimen híbrido de titularidad privada, pero con connotaciones similares a los montes públicos, 
sobre todo en lo que respecta a su prohibición de disponibilidad. 
1291 MUÑOZ-COBO ROSALES, Juan Fernando (2005). 
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en conjunto, facilite la deseable compatibilidad de la conservación de los 
montes con su explotación económica sostenible. 
 
Por lo que se refiere a la interpretación jurisprudencial existente sobre esta 
cuestión, inevitablemente los Juzgados y Tribunales han validado de forma 
reiterada y prácticamente unánime las restricciones de uso atribuidas a los 
espacios forestales, asumiendo que la protección de estos entornos conlleva 
de forma indisociable el establecimiento de limitaciones muy importantes en los 
usos autorizados y, sobre éstos, unos regímenes de autorización ciertamente 
exigentes. Para ello, pueden citarse ejemplos como la STS de 5 de marzo de 
2002 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 10731/1997. Ponente SANZ BAYÓN, EDJ 
2002/3815) que valida la limitación de los usos autorizados de los espacios 
forestales y que, precisamente por su carácter de excepcionalidad, estima que 
en su consideración han de ser interpretados siempre de forma restrictiva, y 
mucho más aún, si estamos en presencia de suelos de específico uso forestal y 
de protección forestal. En sintonía con este criterio, la STSJ de Cataluña de 12 
de febrero de 2018 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 3ª, rec. 
374/2015. Ponente HERNÁNDEZ PASCUAL, ECLI:ES:TSJCAT:2018:2303) 
restringe la delimitación material de los usos forestales autorizados, excluyendo 
de su consideración a las actividades que exceden del acopio de la leña talada 
o de restos vegetales extraídos del bosque, al comprender actividades 
netamente industriales tales como el astillado de la madera con maquinaria, y 
ello incluso cuando la fuerza motora de la misma le provenga de un elemento 
móvil auxiliar y no de una instalación fija. 
 
En términos más generales podemos citar la STSJ de Cataluña de 14 de 
octubre de 2002 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 2ª, rec. 
1264/1997. Ponente BERBEROFF AYUDA, EDJ 2002/72179), que reprueba 
todo acto de ejecución sobre el territorio que pueda dañar el valor específico de 
la vegetación arbórea presente en el entorno; la STS de 30 de junio de 2014 
(Sala 3ª, Sec. 4ª, rec. 3521/2012. Ponente REQUERO IBÁÑEZ, EDJ 
2014/106512) y la STSJ de Andalucía de 27 de diciembre de 2011 (Sede de 
Málaga, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 3ª, rec. 1583/2006. 
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Ponente TORRES DONAIRE, EDJ 2011/337188), que validan las sanciones 
impuestas frente a actuaciones continuadas de roturación de suelos forestales; 
o la STSJ de Cantabria de 10 de septiembre de 2007 (Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sec. 1ª, rec. 42/2007. Ponente LOSADA ARMADA, EDJ 
2007/272366), en la que se confirma el diferente tratamiento otorgado a los 
usos autorizables en los distintos tipos de suelos protegidos, en atención a las 
diferencias existentes en sus regímenes específicos de protección y los propios 
valores a preservar en cada caso. 
 
 
d. El control de la alteración de los usos forestales. 
 
Puede añadirse a lo expuesto que la especial importancia que se otorga desde 
un punto de vista ambiental a los usos forestales se extiende no solo a la 
verificación de su correcta ejecución sino, incluso, al control sobre su posible 
alteración o modificación, en los supuestos en los que el nivel de protección del 
suelo permita la compatibilidad de otros usos alternativos. Esta realidad puede 
apreciarse en normas como el reciente Decreto 57/2018, de 15 de mayo, por el 
que se regulan los cambios de uso de suelo forestal a cultivos agrícolas en la 
Comunidad Autónoma de Extremadura1292, en el que se establece el 
procedimiento administrativo que debe tramitarse en esta región para poder 
modificar los usos forestales de un territorio por usos agrarios autorizables. 
Dicho proceso permite el control del órgano regional competente sobre la 
alteración propuesta, incluyendo tanto su viabilidad urbanística como, 
fundamentalmente, su adaptación ambiental.  
 
Pero donde tal vez se aprecie la protección de los suelos forestales en su 
máxima expresión es en el ya citado artículo 50 de la LM, por el que se dispone 
la imposibilidad de la alteración de la condición forestal de los suelos 
quemados al menos durante los treinta años posteriores al incendio y la 
autorización en ellos de toda actividad incompatible con la regeneración de la 
cubierta vegetal, en este caso durante el periodo de tiempo establecido por la 
                                               
1292 Diario Oficial de Extremadura núm. 97, de 21 de mayo de 2018. 
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respectiva Comunidad Autónoma1293. Esta prohibición, formulada en términos 
taxativos y con un régimen de excepción muy limitado, supone un régimen de 
protección normativa reforzado sobre el establecido de forma general, debido a 
que preserva la consideración jurídica de un determinado territorio en 
supuestos en los que puede haberse alterado gravemente su condición natural 
y, por extensión, los valores que originariamente motivaron su especial 
protección.  
 
Por lo tanto, esta regulación puede considerarse un supuesto específico y 
amplificado de aplicación del principio de no regresión del suelo rural, puesto 
que se limita toda alteración, tanto jurídica como material, de las condiciones 
del terreno existentes con anterioridad a sufrir el incendio. Esta protección 
legal, formulada con un claro objetivo desincentivador de la provocación de 
incendios forestales para disponer posteriormente de los recursos del suelo 
quemado1294, ha sido validada expresamente por la jurisprudencia al enjuiciar 
la viabilidad de las pretensiones de los afectados por incendios que han 
pretendido posteriormente disponer del suelo de su titularidad conforme a su 
realidad material, concluyendo que no existe posibilidad de excepcionar su 
cumplimiento más allá de los supuestos expresamente recogidos en la 
normativa aplicable.  
 
Como ejemplo de esta limitación puede citarse el supuesto analizado por la 
STS de 18 de mayo de 2016 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 550/2015. Ponente PECES 
MORATE, EDJ 2016/68759), que extiende la aplicación de esta restricción a 
los terrenos forestales afectados por incendios en los que la afección es 
discutida, al otorgar preferencia a las conclusiones del informe del Servicio de 
Extinción de Incendios; o el de la STS de 25 de junio de 2015 (Sala 3ª, Sec. 5ª, 
rec. 163/2014. Ponente SUAY RINCÓN, EDJ 2015/117073), por la que se 
                                               
1293 Vid. SUÁREZ DE LEZO LANDECHO, Luis (2017, págs. 430-435). 
1294 Cfr. LÓPEZ PÉREZ, José Antonio (2011). Este autor destaca la incongruencia de una 
regulación que afecta a la ordenación del territorio y sin embargo se instrumenta en una Ley 
sectorial como es la de Montes, y con carácter general. Como afirma expresamente, esta 
norma persigue un fin de política criminal, como es el de evitar la proliferación de incendios 
forestales intencionados motivados por intereses especulativos, por lo que debería haber 
quedado limitada a su aplicación a través del Código Penal, que ya la incluyó con anterioridad 
en su artículo 355.  
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valida la aplicación estricta de la normativa autonómica dispuesta en el mismo 
sentido de la estatal, como medio de evitar los cambios no justificados en el 
uso forestal de estos suelos. Por su parte, la STSJ de la Comunidad 
Valenciana de 25 de mayo de 2018 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, 
rec. 483/2016. Ponente ALTARRIBA CANO, ECLI:ES:TSJCV:2018:1727), 
desestima la pretensión de alterar el uso forestal de un terreno quemado 
aunque se hubiera probado que el fuego no fue originado por la intervención 
directa o indirecta de sus propietarios. 
 
Por otro lado, conforme añade el citado artículo 50 de la LM en su punto 
primero, cabe destacar que esta limitación legal al cambio de uso forestal en 
estos supuestos puede ser excepcionada por las Comunidades Autónomas en 
los supuestos en los que el cambio de uso se encontrara previsto previamente 
en una directriz de política agroforestal que contemplara el uso agropecuario en 
montes en estado de abandono o, en otro caso, en instrumentos de 
planeamiento previamente formulados que, cuanto menos, hubieran sido objeto 
de evaluación ambiental favorable o, si ésta no fuera exigible, sometidos al 
trámite de información pública1295. Este último supuesto ha sido interpretado 
por el Tribunal Supremo al señalar en la STS de 15 de noviembre de 2018 
(Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 3335/2017. Ponente TOLOSA TRIBIÑO, 
ECLI:ES:TS:2018:4011), en el sentido de exigir la verificación de la evaluación 
ambiental estratégica del instrumento de planificación en tramitación, formulada 
de forma positiva, para que pueda operar esta excepción a la prohibición de 
alteración de los usos forestales previamente establecidos en el territorio. 
 
De lo expuesto podemos concluir que los usos forestales, y en general los 
calificados como ambientales, pueden ser considerados como los más 
directamente vinculados con la especial protección del territorio, debido a que 
se localizan principalmente sobre zonas en las que la naturaleza se conserva 
                                               
1295 Fuera de estos supuestos, solo puede ser excepcionada la prohibición del cambio de uso 
de los espacios forestales incendiados mediante ley estatal o autonómica, cuando concurran 
“razones imperiosas de interés público de primer orden” y, en todo caso, siempre que se 
adopten las medidas compensatorias necesarias para recuperar una superficie forestal 
equivalente a la quemada cuyo uso forestal se altera. No obstante, esta excepción no puede 
operar en los supuestos de montes catalogados. 
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en su forma más primigenia, admitiendo únicamente actuaciones humanas que 
no alteren su condición natural ni su configuración visual, por lo que desde un 
principio han exigido un régimen de protección específico y singularizado.      
 
 
4. Los usos cinegéticos y piscícolas. 
 
a. Perspectiva actual. 
  
El uso cinegético del territorio, que puede englobar la caza y la pesca interior, 
puede considerarse al igual que los anteriores como derivado de uno de los 
medios fundamentales de provisión de alimento de los primeros pobladores del 
planeta, pero la evolución de la sociedad lo ha venido relegando a una función 
básicamente deportiva y recreativa, manteniendo un contenido de recurso 
alimenticio muy residual. De este modo, el suministro de los animales 
destinados al consumo, que en tiempos pretéritos venía exclusivamente de la 
apelación a las artes de la caza y la pesca, ha sido progresivamente sustituido 
por los actuales sistemas de ganadería y piscifactoría, que han venido a excluir 
casi por completo a los medios de caza y pesca interior como forma de 
dotación de recursos alimenticios. 
 
Esta disminución de la función alimenticia de la actividad cinegética no ha 
conllevado, sin embargo, su progresiva erradicación de las sociedades 
occidentales. Más al contrario, la tendencia humana a la práctica de la caza y 
de la pesca se ha mantenido presente mediante su transformación en 
actividades deportivas y de recreo, aunque en determinados supuestos las 
piezas cobradas sean destinadas al consumo. Con todo, el ejercicio de estas 
actividades y su inevitable afección a los animales objeto de las mismas ha 
generado una tendencia social, cada vez más creciente, contraria a estas 
prácticas recreativas, que exige la abolición de toda aquella actividad que 
pudiera causar daño a los animales sin que fuera estrictamente necesario. Esta 
reclamación de parte de la sociedad, si bien hasta la fecha no ha podido 
eliminar la actividad cinegética del territorio nacional, sí ha podido condicionar 
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su práctica, consiguiendo introducir en su regulación diversas medidas de 
protección animal e, incluso, de los entornos ambientales en los que se realiza. 
 
Con todos los condicionantes expuestos, lo cierto es que la actividad cinegética 
es una realidad que asume la propia normativa estatal, que se refiere a ella en 
el artículo 13.1 del TRLS2015 como actividad propia del suelo rural, si bien, 
sometida a lo dispuesto en la normativa vigente y en la ordenación territorial y 
urbanística aplicable. A esta regulación puede añadirse lo dispuesto de forma 
específica en los artículos 65 al 67 de la LPNYB para los espacios naturales 
protegidos. En concreto, el artículo 65 en sus puntos 1 y 2 dispone: 
 
“1. La caza y la pesca en aguas continentales sólo podrá realizarse 
sobre las especies que determinen las Comunidades Autónomas, 
declaración que en ningún caso podrá afectar a las especies incluidas 
en el Listado de Especies en Régimen de Protección Especial, o a las 
prohibidas por la Unión Europea. 
 
2. En todo caso, el ejercicio de la caza y la pesca continental se 
regulará de modo que queden garantizados la conservación y el 
fomento de las especies autorizadas para este ejercicio, a cuyos efectos 
la Comunidades Autónomas determinarán los terrenos y las aguas 
donde puedan realizarse tales actividades, así como las fechas hábiles 
para cada especie”. 
 
A estas referencias normativas, cabe añadir la alusión que realiza el artículo 20 
de la LDMR, al establecer como presupuestos para incentivar la diversificación 
económica en el medio rural, la implementación de medidas que tengan por 
objeto, entre otros, el fomento de nuevas actividades de alto valor añadido, así 
como los procesos de integración vertical en la cadena alimentaria, para 
garantizar la consolidación del sector agroalimentario, silvícola y el derivado de 
la caza y pesca en las zonas rurales, y la aplicación de medidas de 
identificación de los productos agroalimentarios con las diversas zonas rurales. 
 
No obstante lo anterior, con carácter general será la normativa autonómica la 
encargada de regular la actividad cinegética en los diferentes territorios, 
estableciendo las condiciones precisas para su autorización y ejercicio, todo 
ello conforme a lo determinado en la ordenación territorial y en la planificación 
urbanística, debido a que las condiciones precisas para el desarrollo de estas 
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actividades suelen concurrir en zonas rurales con valores ambientales 
destacables (montes, zonas boscosas, riberas fluviales y lacustres, etc.), por lo 
que lo normal es que los ámbitos en los que se que se practiquen la pesca y, 
sobre todo, la caza (principalmente la caza mayor), se localicen en suelos 
sometidos a algún régimen de protección especial.  
 
A esta planificación se debe unir el sometimiento de la actividad cinegética (e 
incluso piscícola) a limitaciones temporales por las Administraciones 
competentes, con el objetivo de mantener los niveles poblacionales de las 
especies animales y fomentar su desarrollo hasta la edad adulta, como medio 
para garantizar su subsistencia y asentamiento en el territorio. Sobre esta 
cuestión, la reciente STS de 10 de diciembre de 2018 (Sala 3ª, Sec. 4ª, rec. 
1424/2016. Ponente RODRÍGUEZ-ZAPATA PÉREZ, ECLI:ES:TS:2018:4224), 
impone la exigencia de realizar esta planificación conforme a los criterios de 
utilización razonable de los recursos cinegéticos, ya sea con finalidad 
recreativa o de aprovechamiento. Por lo tanto, su ordenación temporal requiere 
la incorporación de los correspondientes informes previos que justifiquen que 
los periodos de veda que se establecen garantizan una utilización razonable de 
las especies cinegéticas, de suerte que su omisión revela un ejercicio arbitrario 
de esta potestad administrativa1296. 
 
Como al efecto afirma DORESTE HERNÁNDEZ1297, con carácter general se 
presenta la caza como una actividad no sólo compatible y sostenible, sino 
incluso beneficiosa para la conservación del medio natural y la fauna silvestre. 
Pero en este punto se muestra partidario de la exigencia del Alto Tribunal 
contenida en la citada sentencia, debido a que la regulación administrativa de 
la caza debe ejercerse de modo respetuoso con la protección de las especies 
                                               
1296 En este sentido, cabe destacar por su especial incidencia el Auto de 21 de febrero de 2019 
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, 
por la que suspende la eficacia y vigencia del Decreto 10/2018, de 26 de abril, por el que se 
modifica el 32/2015, de 30 de abril, regulador de la conservación de especies cinegéticas en 
esa Comunidad Autónoma. El fundamento de esta suspensión, a juicio de la Sala, es que los 
informes emitidos para la formulación del Decreto de 2018 no utilizan datos actualizados y 
suficientemente contrastados, por lo que concurre un defecto que es preciso corregir para 
poder determinar las especies de fauna silvestre que pueden ser consideradas como 
cinegéticas y, de este modo, ser incluidas en las órdenes anuales de caza. 
1297 DORESTE HERNÁNDEZ, Jaime (2019). 
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cinegéticas, con total conocimiento de la situación real de su población y con 
las máximas garantías de que los periodos autorizados no se solapan con los 
de su reproducción y cría. Por ello exhorta a las Comunidades Autónomas, 
como Administración competente en materia cinegética en virtud de lo 
dispuesto en el artículo 148 de la CE1978, a que adapten su actuación a la 




b. Su consideración en los instrumentos de planificación sobre el territorio. 
 
La viabilidad de la actividad cinegética en suelos especialmente protegidos, 
sobre todo en ámbitos de protección ambiental como son los espacios 
naturales, se plantea desde la consideración que mantienen los defensores de 
su práctica, argumentando que las zonas en las que se realiza son lugares 
sometidos a una máxima protección, no solo por los titulares del terreno sino, 
además y fundamentalmente, por los propios participantes en los eventos 
cinegéticos, al constituirse en auténticos defensores del mundo natural del que 
depende el ejercicio de esta actividad1298. En estos supuestos, además, se 
alega que la caza y la pesca apoyan el seguimiento y control de las especies 
cinegéticas u piscícolas en los espacios naturales, como medida para evitar 
que su proliferación genere efectos perniciosos sobre el medio natural y los 
equilibrios biológicos1299.  
 
Por el contrario, se discrepa de este argumento por los sectores contrarios a 
estas prácticas, invocando los perjuicios que la caza puede causar al medio 
ambiente, no solo con el sacrificio estéril de las diferentes especies animales, 
sino también con el uso de munición y otros elementos artificiales que pueden 
producir afecciones importantes en los entornos naturales en los que se 
practica. 
                                               
1298 Cfr. VÁZQUEZ CAÑIZARES, Julio César (2015, págs. 7-8). 
1299 En estos términos se expresa el artículo 4.3.1.4.3 del PRUG del Espacio Natural de 
Doñana de 2016, en la alusión que realiza a las especies cinegéticas y piscícolas (tanto 
alóctonas como introducidas), existentes tanto en el Parque Nacional como en el Parque 
Natural de Doñana. 
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Como medio para encauzar las aspiraciones de los amantes de la práctica 
cinegética y, a su vez, tomar en consideración las exigencias de los sectores 
ecologistas, las normativas autonómicas suelen requerir la elaboración de 
instrumentos de planificación como medida previa para obtener la autorización 
sectorial de práctica cinegética, como podemos apreciar en el artículo 12 del 
Decreto 126/2017, de 25 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de 
Ordenación de la Caza en Andalucía, que exige expresamente la elaboración 
de un plan técnico de caza en todo territorio cinegético, definido como el 
instrumento de gestión de estos ámbitos que tiene por objeto asegurar el 
aprovechamiento sostenible de las especies cinegéticas, de forma compatible 
con la conservación de la diversidad biológica. En sentido similar se expresan 
otras normativas autonómicas como es el caso de la Ley 3/2015, de 5 de 
marzo, de Caza de Castilla-La Mancha (artículos 56 y siguientes), o de la Ley 
14/2010, de 9 de diciembre, de caza de Extremadura (artículos 42 y 
siguientes). 
 
Dada la planificación exigida por la normativa para el desarrollo de la práctica 
cinegética, se ha considerado que las medidas impuestas por la misma para el 
ejercicio de esta actividad son un aval muy válido para entender que la gestión 
del territorio se va a realizar conforme a los parámetros de protección de los 
ámbitos cinegéticos en los que se lleva a cabo, incluidos los que estuvieran 
especialmente protegidos, como pueden ser los incluidos dentro de espacios 
naturales. En este sentido se manifiesta MUÑOZ-COBO ROSALES1300 al 
exponer que el desarrollo de la actividad cinegética se postula como una 
relevante herramienta de gestión ambiental, tanto en espacios forestales de 
titularidad privada, como en lo que respecta a espacios naturales de titularidad 
pública, con la garantía adicional que supone la adaptación de su ejercicio a la 
planificación previamente aprobada.  
 
                                               
1300 MUÑOZ-COBO ROSALES, Juan Fernando (2005, págs. 607 y ss.).  
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A esta consideración cabe añadir la reflexión que realizan HERNÁNDEZ DÍAZ-
AMBRONA y GONZÁLEZ DE LA CÁMARA1301 sobre la base de la 
potencialidad cinegética de determinados territorios, en los que su desarrollo se 
estima muy procedente tanto para su conservación natural como para la 
economía de su entorno social, por lo que se requiere una labor de 
planificación partiendo de sus factores climáticos, geológicos, agronómicos y 
forestales. La importancia del desarrollo de esta actividad vendrá determinada 
por su propia aptitud para sustentar esta actividad deportiva, sobre todo en 
espacios naturales o de agricultura marginal, en este último caso sobre todo en 
ámbitos de caza menor. 
 
La exigencia de la planificación cinegética determina, entre otros aspectos, que 
los instrumentos de ordenación territorial no contengan una regulación 
específica sobre la posible utilización de los terrenos para la práctica de la 
caza, atribuyendo esta posibilidad (dentro de una autorización de uso global 
compatible con la naturaleza rural del suelo) a lo que determine la planificación 
propuesta, en la que se deberá analizar específicamente la adaptación del uso 
pretendido a las condiciones de protección establecidas para cada tipo de 
suelo. A modo de ejemplo, el artículo 74.5.d) del POTCG establece para las 
zonas calificadas como de protección ambiental la exigencia de que las 
Administraciones competentes desarrollen actividades y usos productivos, 
tradicionales y/o de ocio, vinculados al medio forestal y compatibles con la 
conservación de los hábitats y recursos naturales de estos espacios, por lo que 
no se contiene una alusión expresa a estas actividades indudablemente 
relacionadas con los entornos rurales.  
 
Por el contrario, sí encontramos alusiones a la regulación de las actividades 
piscícolas en aguas interiores, como es el caso de los artículos 94 y siguientes 
del POTLOH, en los que se contienen las medidas precisas para ejercer la 
pesca y marisqueo en estas zonas, incluidas las medidas tendentes a la 
restauración ecológica fluvial de los entornos degradados. 
                                               
1301 HERNÁNDEZ DÍAZ-AMBRONA, Carlos Gregorio y GONZÁLEZ DE LA CÁMARA, D. 
(1999). 
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Por su parte, los instrumentos de planificación urbanística sí suelen contener 
referencias más o menos explícitas a los usos cinegéticos y piscícolas 
autorizables en el suelo rural, caracterizándolos como auténticos usos 
tradicionales de los entornos no urbanizables, si bien, normalmente sometidos 
a su adaptación a los distintos tipos de suelo sobre el que pueden llevarse a 
cabo, incluido en su caso su régimen de especial protección. De este modo, el 
PGOU de Jerez de la Frontera incluye ambos usos dentro del catálogo de los 
que denomina “primarios”, señalando que comprenden las unidades dedicadas 
a la caza y repoblación cinegética de animales, a la pesca y piscicultura, 
explotación de criaderos y recogida de plantas acuáticas, con fines lucrativos. 
En este caso, el plan dispone que su ejercicio sin estabulación permanente, 
podrá desarrollarse, en principio, en cualquier tipo de suelo no urbanizable, sin 
más limitaciones que las condiciones exigidas en cada zona del territorio, por 
razones de protección específica del mismo. En idéntico sentido, el PGOU de 
Almonte incluye dentro de la definición de los usos ligados a la explotación 
agraria, los usos de caza y pesca (artículo 628 del documento normativo), 
sometiendo igualmente su actividad a la planificación sectorial correspondiente. 
 
 
c. Su tratamiento jurisprudencial. 
  
Todo lo expuesto sobre los usos cinegéticos y piscícolas ha sido reafirmado por 
la jurisprudencia que ha entrado a considerar cuestiones sobre estos usos en 
suelo rural, declarando su procedencia en ámbitos sujetos a especial 
protección siempre que su planificación se adapte a los valores objeto de 
preservación específica en cada ámbito y, en todo caso, a su ejercicio 
conforme a los criterios de sostenibilidad exigibles en toda actuación en suelo 
rural.  
 
A modo de ejemplo, la STSJ de Aragón de 13 de junio de 2016 (Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, Sec. 2ª, rec. 261/2015. Ponente GARCÍA MATA, 
EDJ 2016/148088), delimita los criterios de adaptación de usos autorizables 
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dentro de una zona de reserva de caza ubicada en espacios forestales, 
determinando la procedencia de usos alternativos que no incidan en las 
prácticas cinegéticas autorizadas, sobre todo en las épocas de veda en las que 
la prohibición del ejercicio de la caza puede habilitar estas prácticas 
complementarias sin incidir de forma apreciable sobre los espacios reservados.  
 
En este sentido, de forma muy nítida la STSJ de la Comunidad de Madrid de 13 
de marzo de 2012 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 9ª, rec. 
459/2009. Ponente HUET DE SANDE, EDJ 2012/106145) avala la posibilidad 
de que los instrumentos de planificación, que declaren la especial protección 
del suelo, puedan realizar una autorización genérica del uso y, a su vez, diferir 
a un posterior instrumento de planificación sectorial el uso cinegético de todo o 
parte de su ámbito, disponiendo expresamente que en su formulación deberá 
adaptarse a las condiciones y criterios de preservación de los entornos 
protegidos. A similar conclusión llega la STSJ de Castilla-La Mancha de 14 de 
abril de 2003 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 342/2002. 
Ponente MONTERO MARTÍNEZ, EDJ 2003/41074), al validar la planificación 
técnica realizada en desarrollo de las previsiones del PORN de un espacio 
natural, como instrumento adecuado para la ordenación de los usos cinegéticos 
autorizados en su ámbito territorial. 
 
En afirmación de esta interpretación, la STS de 17 de diciembre de 2010 (Sala 
3ª, Sec. 5ª, rec. 717/2008. Ponente FERNÁNDEZ VALVERDE, EDJ 
2010/269749) determinó la responsabilidad de la Administración autonómica 
que impidió indebidamente la práctica cinegética en contra de lo dispuesto en 
los convenios suscritos con los titulares del paraje forestal, que solo requería la 
formulación del preceptivo instrumento de planificación para su desarrollo. La 
Sala asume con esta interpretación el criterio mantenido anteriormente en las 
STS de 3 de noviembre de 2004 y 5 de octubre de 2009, a las que se refiere 
expresamente. 
 
En definitiva, podemos afirmar que tanto las referencias legales existentes 
como la interpretación jurisprudencial afirman la procedencia de los usos 
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cinegéticos y piscícolas no solo en los suelos rurales comunes sino, muy 
especialmente, en los suelos especialmente protegidos, y ello aunque los 
condicionantes que presenta en la actualidad el ejercicio de estas prácticas 
determinan que su autorización se encuentre sometida a procesos 
administrativos muy cualificados, incluyendo el de su planificación sectorial.  
 
Sin embargo, la importancia que estas prácticas presentan a nivel 
socioeconómico en determinadas zonas del territorio nacional y su indudable 
vinculación al desarrollo de los entornos rurales supone, al menos a día de hoy, 
un aliciente de tal entidad que las medidas proteccionistas impuestas no han 
derivado en una disminución efectiva de los niveles de práctica de estas 
disciplinas y, por el contrario, sí han supuesto una garantía de adaptación de 
estos usos a los niveles de protección establecidos para los parajes en los que 
se desarrollan, incluyendo muchos espacios naturales protegidos conforme a la 
normativa sectorial aplicable.  
 
 
5. Los usos extractivos. 
 
a. Consideración jurídica y ambiental. 
 
La consideración de los usos extractivos como integrantes de los usos 
tradicionales del suelo rural español deriva de una realidad incuestionable, 
como es que la extracción de elementos del suelo y subsuelo, en condiciones 
normales, se realiza en ámbitos de suelo no urbanizable, ya que es éste el 
lugar donde suelen encontrarse localizadas las canteras y, en general, los 
lugares donde se extraen los recursos minerales existentes en el territorio. No 
obstante, como ya se apuntó al hacer referencia a los valores que pueden 
determinar la especial protección del suelo, se antoja muy complicado que el 
régimen de preservación específica de un entorno incluya la posibilidad de 
albergar en su seno cualquier tipo de usos extractivos, debido a que su 
realización conlleva (en mayor o menor medida, dependiendo de la materia que 
se extraiga del terreno y del procedimiento establecido para su extracción) la 
986





producción de alteraciones en el estado original del sustrato físico del entorno 
protegido. 
 
No en vano, el ya citado artículo 13.1, párrafo segundo, del TRLS2015 dispone 
que la utilización de los terrenos con valores ambientales, culturales, históricos, 
arqueológicos, científicos y paisajísticos que sean objeto de protección por la 
legislación aplicable, quedará siempre sometida a la preservación de dichos 
valores, y comprenderá únicamente los actos de alteración del estado natural 
de los terrenos que aquella legislación expresamente autorice. Por lo tanto, 
como no podría ser de otro modo, en un entorno protegido solo podrán 
realizarse los actos extractivos que específicamente se autoricen por el 
instrumento que determine su régimen jurídico singularizado1302. 
 
De lo anterior se puede concluir, con carácter general, que los extractivos son 
los usos tradicionales del suelo rural cuya posibilidad de ejecución va a quedar 
más condicionada por la declaración de especial protección de un territorio, 
debido a que la preservación de los valores por los que se haya obtenido tal 
declaración va a suponer, en la mayoría de los casos, la restricción de toda 
actuación que pueda alterar el estado físico del territorio protegido, con lo que 
es muy probable que quede vedado toda actividad de naturaleza extractiva1303. 
 
Como afirmaba FERNÁNDEZ-ESPINAR Y LÓPEZ1304 al analizar esta cuestión 
desde su perspectiva constitucional, la contraposición entre protección del 
medio ambiente y explotación de los recursos naturales no debe entenderse 
como un conflicto de intereses, de tal modo que la Constitución Española 
establece los medios para determinar la preferencia entre ambos términos. Por 
                                               
1302 Como se indicó en su momento, debemos hacer referencia expresa a los posibles ámbitos 
protegidos precisamente en función de la actividad extractiva que se produce o se ha producido 
históricamente en el entorno, que determinará la posible continuidad de la explotación y su 
régimen específico, como sucede en algunos entornos naturales modelados por explotaciones 
mineras al aire libre y que, en algunos casos, proceden de la ocupación romana de la 
Península Ibérica. 
1303 Esta realidad conlleva a que en los casos en los que la actividad extractiva fuera muy 
importante, se deberán implementar las medidas de declaración de interés público que 
contiene la vigente Ley de Minas, con el objeto de poder excepcionar las limitaciones de la 
ordenación territorial o urbanística y, en el caso de que se estime preponderante la actividad 
económica sobre el ámbito de protección del territorio, poder realizar la extracción pretendida. 
1304 FERNÁNDEZ-ESPINAR Y LÓPEZ, Luis Carlos (1986, pág. 272). 
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un lado, el reconocimiento constitucional de ambas actuaciones determina la 
necesidad de arbitrar los procesos existentes para su compatibilización en un 
mismo territorio, mediante la apelación a la obligación de restauración del 
terreno, con la finalidad de que la zona afectada quede integrada en el conjunto 
natural al concluir la explotación. No obstante, en los supuestos en que esta 
posibilidad no fuera asumible, deberá ponderarse la importancia general de la 
actividad en términos de economía nacional y el interés público concurrente, 
para determinar la opción preferente conforme a las circunstancias de cada 
caso concreto. A juicio de QUINTANA LÓPEZ1305 la consideración de esta 
cuestión debe realizarse desde el análisis singularizado de los elementos 
concurrentes en cada situación, preferentemente a través de los procesos de 
planificación y ordenación territorial. 
 
Ambas posiciones doctrinales venían a refrendar la posición adoptada por el 
propio Tribunal Constitucional, al exponer en la STC de 4 de noviembre de 
1982 (64/1982)1306 que la actual Carta Magna no establece una prioridad 
absoluta de la extracción minera frente a la protección del medio ambiente, 
pero tampoco permite desatender los sectores económicos estratégicos. De 
este modo, a juicio de la Sala Constitucional, los requisitos y cargas 
ambientales impuestas a las actividades extractivas son constitucionales 
siempre que no alteren el ordenamiento básico minero, sean razonables, 
proporcionados al fin propuesto y no quebranten el principio de solidaridad. En 
este sentido, la clave en la actuación pública ha de residir, en la medida de lo 
posible, en armonizar la protección del medio ambiente con la explotación de 
los recursos económicos del territorio. 
 
Como afirma TORIBIO JIMÉNEZ1307, esta consideración ha evolucionado en la 
actualidad hacia el concepto de “utilización racional” de los recursos naturales, 
como medio de armonizar su explotación con la protección ambiental, 
asumiendo una decidida apuesta por la armonización de ambos intereses en 
busca de un progreso económico basado en el principio de la sostenibilidad. 
                                               
1305 QUINTANA LÓPEZ, Tomás (1986). 
1306 BOE núm. 296, de 10 de diciembre de 1982. 
1307 TORIBIO JIMÉNEZ, Javier (2016, págs. 33 y ss.). 
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Para ello, el citado autor destaca la necesidad de analizar cada situación 
planteada conforme a sus circunstancias concretas, lo que requiere un análisis 
del estado y potencialidad del territorio basado en las técnicas de los procesos 
de planificación. 
 
Sobre esta cuestión DEL CASTILLO MORA1308 sostiene que las tensiones 
entre la minería y el medio ambiente determinan la confrontación de la puesta 
en valor de dos bienes jurídicamente relevantes, como son la la actividad 
económica y la protección del entorno, concurriendo la particularidad que en no 
pocas ocasiones las mayores fuentes de recursos minerales coinciden con 
lugares naturales relevantes ambientalmente y que, por esta consideración, 
han sido declarados como espacios naturales protegidos. 
 
Para este autor la conjugación de ambos intereses requiere una planificación 
seria y rigurosa de los emplazamientos de las actividades mineras, con el 
objeto de evitar tensiones innecesarias. Para ello se requiere que el proceso de 
planificación territorial venga presidido por una amplia participación, de tal 
modo que se aborden y analicen todos los intereses concurrentes sobre un 
mismo espacio, con la finalidad de poder establecer el que se ha de entender 
preferente desde todos los puntos de vista considerados. Esta forma de 
actuación se ha de convertir en la mejor aliada del pretendido éxito de la 
convivencia de la minería y los espacios naturales protegidos, entre el interés 
socioeconómico y el ambiental de un entorno concreto. 
 
La aplicación práctica de este proceso, como afirma RENAU FAUBELL1309, 
supone que cuando el Estado haya calificado una materia prima como 
prioritaria, y salvo que su extracción afecte a un espacio ambiental declarado 
también de protección prioritaria, la ponderación de valores se habría de 
decantar a favor del interés minero. En los casos en los que la preferencia no 
se aprecie de forma directa, deberá existir una ponderación específica de los 
valores en conflicto, como trámite imprescindible para determinar cuál de ellos 
                                               
1308 DEL CASTILLO MORA, Daniel (2016, pág. 184). 
1309 RENAU FAUBELL, Fernando (2005, pág. ). 
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sería el prevalente, teniendo en cuenta los principios aplicables al caso, como 
es el de precaución y, en todo caso, el interés general subyacente. 
 
En resumen, podemos afirmar que la ponderación entre la preservación de los 
entornos protegidos y la posible admisión en su interior de usos extractivos, va 
a depender, por un lado, de la importancia que los recursos presenten para la 
economía nacional y, por otro, de la posibilidad de restaurar el terreno y 
recuperar los valores que determinaron su especial protección. Este análisis va 
a requerir, indudablemente, una labor de estudio territorial similar a la que se 
precisa en la formulación de los instrumentos de planeamiento, por lo que 
debemos considerar a éstos como elementos clave en la delimitación de estos 
usos en el territorio, incluyendo las medidas precisas para reparar los efectos 
provocados por los actos autorizados al estimarse ambientalmente sostenibles. 
 
 
b. Su tratamiento por los instrumentos de planificación territorial. 
 
En términos globales, al establecer el régimen aplicable a los ámbitos de 
suelos protegidos, podemos apreciar como los instrumentos de protección del 
territorio son propensos a incluir menciones muy específicas destinadas a 
proscribir todo acto de naturaleza extractiva, motivando tal consideración en las 
graves afecciones que su ejecución puede derivar para estos entornos, tanto 
propiamente materiales por la alteración del sustrato físico del terreno, como 
ambientales y paisajísticas. Como ejemplo, baste citar la declaración que 
contiene el PORN del Espacio Natural de Doñana aprobado en 2016, que 
expresamente impide toda nueva autorización para el aprovechamiento, 
investigación o explotación de los yacimientos minerales y recursos geológicos, 
con excepción del aprovechamiento salinero. 
 
En lo que respecta a los suelos protegidos por planificación territorial o 
urbanística, se aprecia una identidad en el tratamiento de estos usos con lo 
expuesto para los instrumentos de declaración de espacios naturales, como 
puede apreciarse en el artículo 59 del POTLOH, que veda todo uso no agrario 
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o naturalístico a los suelos de protección territorial instaurados en su ámbito de 
aplicación. En el caso de los instrumentos de planeamiento urbanístico, 
podemos comprobar cómo se posicionan en la línea del resto de instrumentos 
de planificación, excluyendo generalmente los usos extractivos de los 
autorizables en los ámbitos protegidos.  
 
En sintonía con lo expuesto, cabe destacar algunos supuestos de instrumentos 
de planificación, como es el caso del PGOU de Jerez de la Frontera que 
venimos analizando, en el que se recogen los usos extractivos dentro de los 
primarios y vinculados tradicionalmente al suelo rural, siendo definidos como 
las actividades de extracción, exploración, investigación, aprovechamiento y 
beneficio de yacimientos minerales y demás recursos ecológicos. Asimismo, se 
incluyen las actividades de primera transformación y distribución de dichos 
materiales, como las plantas clasificadoras de áridos.  
 
Sin embargo, el plan jerezano altera posteriormente esta consideración al 
efectuar la regulación específica de los usos extractivos y exigir para su 
implantación la aprobación de un Plan Especial o Proyecto de Actuación 
(conforme a la normativa urbanística andaluza), con lo que a efectos prácticos 
se equipara a los usos no vinculados a la naturaleza rural del suelo, calificados 
como actuaciones de interés público en suelo no urbanizable, lo que conlleva la 
condición añadida de temporalidad y la necesidad de prever la restauración de 
los entornos en los que se desarrollen. Además, incorpora una serie de 
limitaciones específicas para el desarrollo de este tipo de usos, incluyendo la 
observación de una distancia mínima de 500 metros desde su implantación 
hasta los suelos urbanos y urbanizables, que se reduce a 250 metros con 
respecto a las zonas calificadas como hábitat rural diseminado. A partir de 
estas condiciones generales, el citado plan autoriza la instalación de estos usos 
en suelos protegidos por zona inundable, siempre que se garantice su 
restauración y, en segundo lugar, en los suelos de protección de regadíos, 
caracterizando en este caso su implantación como uso propio pero, en todo 
caso, sometido a las limitaciones a las que se ha hecho referencia 
anteriormente. 
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En otros casos, como sucede con el PGOU de Córdoba, directamente los usos 
extractivos se equiparan a los usos no tradicionales del suelo rural, al 
calificarse como actividades que por su utilidad pública o interés social deben 
de emplazarse en el suelo rural, pero no son directamente autorizables como 
usos vinculados al entorno. Por lo tanto, sus condiciones de implantación 
requieren la tramitación del procedimiento bifásico que al efecto establece la 
vigente normativa urbanística andaluza y la adaptación de su ejecución a los 
criterios definidos en el propio planeamiento, incluyendo la necesidad de prever 
la restauración de los terrenos en los que puedan ser autorizadas estas 
actividades en función de su nivel de protección asignado.  
 
Mediante esta consideración de los usos extractivos por los diferentes 
instrumentos de planeamiento, se aprecia la progresiva priorización que se 
otorga a la protección del medio ambiente frente a los potenciales usos 
extractivos del territorio, sobre todo en los supuestos en los que se presume 
que su autorización podría alterar grave e irremediablemente los valores de los 
entornos protegidos, al no entender posible armonizar la preservación de los 
espacios naturales con la autorización de actuaciones que precisen una 
posterior labor reparadora1310. Por lo tanto, la posible autorización de estos 
usos se limita a los ámbitos de suelos rurales no protegidos o, en algunos 
casos, en los protegidos cuyo fundamento pueda tolerar una alteración material 
del territorio, como serían los suelos protegidos por riesgos del territorio y, en 
todo caso, tras la tramitación de un procedimiento de autorización complejo en 




c. La evolución de su consideración jurisprudencial. 
 
Esta consideración restrictiva de los usos extractivos en los entornos rurales, 
que si bien limita su autorización a las zonas habilitadas para ello, ciertamente 
                                               
1310 Cfr. MORENO GARCÍA, Javier (2015, págs. 264 y ss.). 
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no establece su proscripción en términos genéricos, parte de la línea 
jurisprudencial derivada de la antes citada STC de 4 de noviembre de 1982 
(64/1982), en la que se niega la posibilidad de que la normativa autonómica 
pueda prohibir con carácter general las actividades mineras dentro de los 
espacios naturales protegidos, incluso aunque en la citada prohibición se 
estableciera una excepción para las materias primas declaradas prioritarias a 
nivel estatal.  
 
Esta interpretación del Tribunal Constitucional fue reiterada por la posterior 
STC de 19 de octubre de 1989 (170/1989)1311, en la que se ratificaba el criterio 
mantenido ante una declaración del espacio natural realizada a través de la 
norma de aprobación de un parque, al determinar que en la regulación de sus 
espacios naturales protegidos, las Comunidades Autónomas no podrían 
establecer una prohibición general de las actividades mineras en su ámbito, 
debiendo al contrario incluir restricciones o prohibiciones en zonas concretas y, 
en todo caso, quedando al margen las posibles declaraciones de interés 
general estatal. 
 
Sin embargo, como apunta RENAU FAUBELL1312 el Tribunal Supremo ha 
aceptado la posibilidad de asumir con carácter general la prevalencia de la 
protección medioambiental sobre los potenciales usos extractivos en los 
espacios naturales protegidos, citando como ejemplo la STS de 18 de 
diciembre de 1997 (RJ 624/1998), en la que se avala la prohibición de todo uso 
de esta naturaleza por la exigencia de preservar el sustrato material en el que 
se reconocen los valores del entorno. Conforme a esta corriente doctrinal, la 
STSJ de Castilla y León de 13 de diciembre de 2004 (Sede de Valladolid, Sala 
de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 1215/2000. Ponente ORAÁ 
GONZÁLEZ, EDJ 2004/211253), en su FD 3º indica expresamente:  
 
“…Y si por las razones que acaban de exponerse debe desestimarse la 
pretensión inicial -el cambio de Suelo protegido a Suelo de Régimen 
Común-, de forma mucho más concluyente ha de rechazarse la 
deducida posteriormente -que entre los usos admisibles de ese Suelo 
                                               
1311 Publicada en el BOE núm. 267, de 7 de noviembre de 1989. 
1312 RENAU FAUBELL, Fernando (2005).  
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protegido se permita la actividad extractiva -, bastando al efecto con 
reseñar que una determinación de tales características pugna 
frontalmente con lo dispuesto en el artículo 29.2.a) de la Ley de 
Urbanismo de Castilla y León, que al definir las reglas a que ha de 
sujetar el planeamiento el régimen del suelo rústico con protección 
expresamente prohíbe en el mismo las actividades extractivas, incluida 
la explotación minera, las canteras y la extracción de áridos o tierras”. 
 
Según expresa la Sala, esta exclusión de actividades extractivas ha sido 
asumida por la jurisprudencia ordinaria como una consecuencia directa 
asociada a la especial protección del suelo, como puede apreciarse igualmente 
en la STS de 11 de junio de 1998 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 5617/2008. Ponente 
FERNÁNDEZ VALVERDE, EDJ 1998/10150), que en su FD 4º dispone que, 
aunque la norma no prohíba expresamente las actividades extractivas, no 
puede dudarse que la prohibición está incluida en el espíritu del precepto. De 
este modo, afirma la Sala que si el suelo es no urbanizable protegido, por 
definición deberán estar prohibidas todas aquellas actividades que puedan 
destruir la propia configuración del suelo, o que lo alteren en mucho mayor 
grado de otras actuaciones prohibidas expresamente. En el mismo sentido se 
expresa el Alto Tribunal en las STS de 1 de abril de 2009 (EDJ 2009/82995) y 
en la STS de 14 de octubre de 2010 (EDJ 2010/233401), validando la exclusión 
de los aprovechamientos mineros de las zonas especialmente protegidas, 
incluso aunque no se hubiera determinado su prohibición de forma expresa. 
 
De esta interpretación jurisprudencial podemos concluir que los usos 
extractivos deben ser expresamente autorizados para su realización en suelos 
protegidos, como medida precautoria derivada de la presunción de que su 
ejecución va a alterar la configuración material del entorno protegido. En 
aplicación del principio de precaución que inspira la protección ambiental de 
estos entornos, en sentido contrario debemos entender que la no inclusión de 
estos usos dentro del catálogo de usos autorizables provoca su prohibición 
implícita.  
 
No obstante, la propia evolución jurisprudencial ha venido a reconocer que la 
especial protección que excluya los usos extractivos debe realizarse conforme 
a lo establecido en la normativa vigente, por lo que no toda declaración de 
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protección puede conllevar el efecto limitativo de estos usos. Para ello se 
requiere la implementación de los instrumentos de planificación habilitados 
legalmente, como concluye la STS de 3 de noviembre de 2010 (Sala 3ª, Sec. 
5ª, rec. 5294/2007. Ponente PECES MORATE, EDJ 2010/259075), al señalar 
en su FD 3º:  
 
“El motivo de casación alegado por la representación procesal de la 
asociación recurrente debe prosperar porque, efectivamente, el Tribunal 
a quo, al declarar ajustadas a derecho las prohibiciones de la actividad 
extractiva minera contenidas en las Directrices de Ordenación de 
Ámbito Subregional de Segovia y Entorno, aprobadas por Decreto 
74/2005, de 20 de octubre, ha infringido los preceptos invocados en el 
único motivo de casación esgrimido por haber sido tales prohibiciones 
acordadas a través de ese instrumento de ordenación del territorio en 
lugar de haber utilizado la Administración de la Comunidad Autónoma 
demandada, y ahora recurrida, su potestad de planeamiento urbanístico 
o ambiental al amparo de las Leyes 5/1999, de 8 de abril, de 
Urbanismo, y 8/1991, de 10 de mayo, de Espacios Naturales 
Protegidos, mediante la correcta tramitación del correspondiente 
instrumento de ordenación a fin de definir el grado de protección que los 
terrenos mereciesen en atención a sus características o valores 
ambientales y así quedar total o parcialmente excluidos de las 
actividades extractivas mineras”.  
 
Como afirma RAMÍREZ SÁNCHEZ-MAROTO1313 con esta postura, el Tribunal 
Supremo declara expresamente que toda prohibición de usos extractivos en 
suelos protegidos debe ser suficientemente motivada y, en ningún caso, 
realizarse con carácter genérico1314, sino mediante un proceso de análisis 
territorial realizado mediante el procedimiento habilitado por la normativa 
vigente. En este sentido se cita la STS de 22 de mayo de 2013 (Sala 3ª, Sec. 
                                               
1313 RAMÍREZ SÁNCHEZ-MAROTO, Carlos (2018, pág. 5). 
1314 El propio autor señala, como excepción, el supuesto de los Parques Nacionales, que 
pueden considerarse como una categoría específica de los parques naturales y que tienen su 
regulación específica en la Ley 30/2014, de 3 de diciembre, de Parques Nacionales. A su juicio, 
la singularidad de esta figura jurídica de protección radica en que se considera que concurre un 
interés general del Estado que justifica que su declaración se disponga mediante ley estatal 
(aunque condicionada a la necesidad de la aprobación inicial de la propuesta de declaración 
por la Comunidad Autónoma en cuyo territorio se encuentre situado), y que se establezcan 
también, por medio de leyes y directrices estatales, las normas básicas para su protección. De 
conformidad con esta singular y excepcional importancia, su régimen de protección es 
particularmente estricto, en consonancia con la especial relevancia de los valores ecológicos 
que justifican su declaración, lo que lleva a la Ley a declarar la incompatibilidad con cualquier 
actividad minera. Es más, esta incompatibilidad absoluta se configura como uno de los 
requerimientos territoriales para que un área pueda ser declarada Parque Nacional. Así resulta 
del art. 6 de la Ley, que enuncia como uno de los requisitos que debe reunir un espacio para 
que pueda ser declarado Parque Nacional, el que no podrá contener actividades extractivas o 
explotaciones de áridos, arenas o minerales en su ámbito superficial. 
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5ª, rec. 5892/2009. Ponente FERNÁNDEZ VALVERDE, EDJ 2013/89711), que 
declaró la legalidad de la calificación prevista por el PORN del Parque Natural 
de las Sierras Subbéticas, al determinar que en el mismo se califican zonas de 
reserva con exclusión de usos extractivos, si bien se estima que no contiene 
una prohibición absoluta de la actividad minera, sino que se limita a la zona de 
mayor valor medioambiental e incompatible, por ello, con las actividades 
extractivas “…en cuanto en esta área su destrucción en superficie es 
prácticamente irreversible”.  
 
En sintonía con esta posición, pero en sentido contrario, la STSJ de la 
Comunidad Valenciana de 15 de abril de 2015 (Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sec. 1ª, rec. 337/2011. Ponente BLANES RODRÍGUEZ, EDJ 
2015/104765), anula el precepto del PORN que contenía la prohibición 
específica de toda explotación minera, al entender que su inclusión fue 
arbitraria por no estar debidamente justificada ni motivada en las zonas de 
amortiguación del espacio protegido. Sin embargo, la correcta y coherente 
justificación de la decisión adoptada puede validar incluso el cambio de criterio 
en la consideración del suelo a estos efectos, tal y como afirma la STS de 25 
de noviembre de 2014 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 3076/2012. Ponente DE ORO 
PULIDO Y LÓPEZ, EDJ 2014/216411), que confirma la modificación de un plan 
de ordenación urbanística en la que se alteraba la consideración de los suelos 
para albergar usos extractivos, al estimar que se realizó mediante un correcto 
uso del ius variandi y en aras del interés público. Como afirma el propio Alto 
Tribunal en la STS de 20 de enero de 2017 (EDJ 2017/6267), esta 
consideración del suelo debe mantenerse en tanto no se modifiquen los 
parámetros de la ordenación vigente, momento en el cual se podrá determinar 
si el suelo ha sido degradado y, por este motivo, el uso extractivo puede ser 
justificado y autorizado. 
 
Mediante esta interpretación la jurisprudencia ha venido a modular la línea 
doctrinal genérica por la que, en principio, los usos extractivos quedarían 
vedados en todo territorio especialmente protegido. En este caso, la regla 
general seguiría siendo conforme a esta afirmación, pero con dos matizaciones 
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muy importantes. En primer lugar, la que determina que no es una afirmación 
dogmática, puesto que pueden existir ámbitos de los suelos protegidos que 
puedan admitir estos usos conforme al régimen de autorización exigible. En 
segundo lugar, como se desprende de las citadas resoluciones, esta afirmación 
debe proceder no solo de la estimación de que los usos extractivos pueden 
alterar la entidad material de los entornos protegidos, sino que deberá 
acompañarse de la justificación por la que se concluya que los posibles usos 
de esta naturaleza no serían de mayor interés general que la propia 
preservación del ámbito territorial y, en todo caso, realizada mediante el 
procedimiento habilitado por la normativa vigente para ello. 
 
Finalmente cabe añadir, aunque más adelante se realizará un estudio más 
detallado sobre esta cuestión, que el establecimiento de restricciones a los 
usos extractivos puede llegar a generar la obligación de sus titulares, pero 
como exige la jurisprudencia siempre que el derecho sobre la explotación se 
hubiera incorporado al patrimonio de la persona o entidad afectada. Tal 
determinación deriva de la interpretación sostenida por el Tribunal 
Constitucional en sentencias como la STC de 19 de octubre de 1989 
(170/1989)1315 por la que se impone la exigencia de indemnizar cualquier 
limitación singular de todo derecho patrimonial legalmente consolidado.  
MORENO GARCÍA1316 destaca la STS de 11 de febrero de 1995 (Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, Sec. 6ª, rec. 1619/1992. Ponente PECES 
MORATE, EDJ 1995/1465), en la que el Alto Tribunal afirma la preferencia de 
la protección del medio ambiente al declarar la exclusión de usos mineros en 
un espacio natural, pero concede una indemnización a los titulares de la 
concesión por los gastos que tuvo que soportar para recibir la autorización 
posteriormente revocada1317. 
 
                                               
1315 BOE núm. 267, de 7 de noviembre de 1989. 
1316 MORENO GARCÍA, Javier (2015, págs. 288 y ss.). 
1317 Sin embargo, la Sala no reconoce la indemnización por el lucro cesante derivado de los 
beneficios futuros que hubiera podido obtener de la explotación, pese a que al ser un 
yacimiento de la Sección A) de la LM, le pudiera corresponder. Como apunta el citado autor, el 
motivo reside en que no se había consolidado su derecho a la explotación, al faltar todos los 
permisos precisos, y ello aunque la entidad reclamante actuó con la esperanza legítima de la 
obtención del derecho minero cuando hizo los gastos por los que la sentencia le indemniza. 
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B.  La autorización de construcciones vinculadas a los usos del suelo 
protegido. 
 
1. Caracterización legal. 
 
Una de las cuestiones de mayor trascendencia sobre la autorización de usos 
en los suelos rurales protegidos es, sin duda, la relativa a la autorización de 
construcciones adscritas a los mismos, debido a que por lo general suelen ser 
las actuaciones que pueden generar un mayor impacto sobre los entornos en 
los que se proyectan. Esta realidad determina que tanto el régimen como el 
procedimiento de autorización de estas construcciones sean sometidos a una 
regulación específica, derivada de la voluntad de preservación que preside 
actualmente toda actuación sobre suelo no urbanizable, cuestión que se eleva 
exponencialmente en el caso de los suelos sometidos a especial protección. 
 
Para analizar el proceso de autorización de las construcciones vinculadas a los 
usos tradicionales del suelo no urbanizable, también denominados usos 
primarios, debemos traer a colación la actual configuración del denominado ius 
aedificandi, al que se ha hecho referencia anteriormente y que, en la 
concepción clásica del derecho de propiedad, suponía la facultad del 
propietario del terreno para construir y hacer suyo lo construido, como 
manifestación originaria del derecho del que era titular. Este derecho a edificar 
sobre el territorio se ha ido modulando de forma progresiva, en función de la 
incidencia que sobre el mismo ha supuesto la introducción de normas 
limitativas de esa potestad del titular del terreno, derivadas de la aplicación de 
principios relativos al interés general y a la función social de la propiedad, hoy 
incluida dentro del artículo 33 de la CE1978.  
 
Como señala MARTÍNEZ MARTÍNEZ1318 desde este punto de vista hay que 
considerar actualmente el derecho a edificar en suelos protegidos, que se debe 
poner en función con los valores a preservar especialmente en el entorno y, 
como resultado, se debe obtener el régimen de autorización de construcciones 
                                               
1318 MARTÍNEZ MARTÍNEZ, (2010, págs. 159 y ss.). 
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en el territorio, cuyo alcance y destino vendrá inevitablemente condicionado por 
el interés general que prioriza la conservación de los espacios protegidos1319.   
 
Esta configuración del derecho de propiedad a nivel urbanístico se recoge 
actualmente en el artículo 11.2 del TRLS2015, en el que se dispone 
expresamente que la previsión de edificabilidad por la ordenación territorial y 
urbanística, por sí misma, no queda integrada en el contenido del derecho de 
propiedad del suelo. De este modo, la norma estatal asume que la 
patrimonialización de la edificabilidad se produce únicamente con su 
realización efectiva y está condicionada en todo caso al cumplimiento de los 
deberes del régimen que corresponda, en los términos dispuestos por la 
ordenación aplicable. 
  
El propio Tribunal Constitucional, en su Sentencia 141/2014, de 11 de 
septiembre (EDL 2014/166262), por la que determinó la adaptación a la Carta 
Magna del Texto Refundido de la Ley de Suelo de 2008 (en la actualidad 
nuevamente refundida en el TRLS2015), señala sobre esta cuestión en su FD 
9º que:  
 
“…el legislador estatal en ejercicio de su competencia para la regulación 
del derecho de propiedad del suelo (art. 149.1.1ª CE), y en atención a la 
función social que ésta ha de cumplir (art. 33.2 CE), ha optado, en línea 
con nuestra tradición urbanística -tanto legislativa como jurisprudencial 
(por todas, STS de 18 de octubre de 2011)- y dentro de la libertad de 
conformación del derecho que le corresponde, por una concepción 
estatutaria de la propiedad urbanística conforme a la cual el "ius 
aedificandi" no forma parte integrante del contenido inicial del derecho, 
sino que se va adquiriendo en función del cumplimiento de los 
correlativos deberes urbanísticos. (…) La edificabilidad no es, pues, una 
cualidad del suelo mismo, sino un contenido que le otorga la ley y el 
plan a cambio del cumplimiento de determinadas obligaciones. Y es 
indudable que esta configuración legítima del derecho de propiedad 
urbanística tiene lógicamente una incidencia y traducción en el régimen 
de valoración del suelo: el "ius aedificandi" sólo se integra en la 
valoración del suelo cuando está ya patrimonializado, esto es, en el 
                                               
1319 En este punto cabe hacer una breve referencia a la cuestión que más adelante será objeto 
de análisis más detallado, relativa a la problemática de la delimitación entre las situaciones 
expropiatorias y la definición del derecho de propiedad en su función social en función de las 
limitaciones y privaciones singulares impuestas a los propietarios. Esta cuestión, aplicable en 
general a todo tipo de suelos protegidos, presenta en muchas ocasiones la dificultad de 
establecer un criterio uniforme sobre los supuestos en los que nos encontramos ante una 
situación u otra, lo que ha generado gran incertidumbre y no pocas disputas judiciales.  
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suelo urbanizado, mientras que, en el suelo rural, la indemnización de la 
simple expectativa urbanística se condiciona a la concurrencia de 
determinadas circunstancias establecidas en la ley”. 
 
Conforme a esta interpretación, la propia configuración del derecho de 
propiedad es el fundamento de las limitaciones establecidas por la normativa 
vigente para la realización de construcciones en suelo no urbanizable, que 
presentan una doble consideración en función de la naturaleza de la actuación 
proyectada: 
 
a) Por un lado, se requiere la justificación de la vinculación de las 
construcciones a los usos tradicionales y expresamente autorizados en 
el territorio, como criterio determinante para su autorización y que, en 
función de su naturaleza, requerirá una mayor motivación por parte del 
solicitante como premisa para obtener la licencia precisa para su 
ejecución1320.  
 
b) Por otro lado, la normativa y la planificación del territorio suelen 
establecer una serie de determinaciones referentes a la forma en la que 
pueden autorizarse las construcciones pretendidas, cuyos objetivos 
fundamentales son la menor afección a los valores rurales del territorio 
y, por otra parte, su mayor adaptación al entorno. 
 
Para hacer referencia a la primera consideración procede partir de lo dispuesto 
en el artículo 13.1 del TRLS2015, que en relación con el artículo 11 antes 
citado, determina que las facultades del derecho de propiedad del suelo, que 
incluyen las de usar, disfrutar y disponer de los terrenos de conformidad con su 
naturaleza, pueden llevarse a cabo dentro de los límites que dispongan las 
leyes y la ordenación territorial y urbanística, con destino al uso agrícola, 
ganadero, forestal, cinegético o cualquier otro vinculado a la utilización racional 
de los recursos naturales. Esta condición expresa determina la necesidad de 
                                               
1320 Aparte de estas construcciones, en suelo no urbanizable podrán autorizarse las destinadas 
a usos no vinculados a la naturaleza del suelo o considerados como usos excepcionales, si 
bien, su autorización suele requerir la realización de trámites urbanísticos previos a la 
obtención de la licencia para su construcción. A estas construcciones y su procedimiento de 
autorización nos referiremos más adelante en el presente trabajo. 
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justificar la vinculación a los usos admitidos ordinariamente en el territorio, 
como requisito para poder obtener la exigida autorización administrativa previa 
a todo proceso de edificación, conforme exige el artículo 11.3 del propio 
TRLS2015.  
 
A esta condición previa de autorización de los actos constructivos en suelo 
rural, se debe añadir lo dispuesto en el párrafo segundo del citado artículo 13.1, 
en el que se dispone que la utilización de los terrenos con valores ambientales, 
culturales, históricos, arqueológicos, científicos y paisajísticos que sean objeto 
de protección por la legislación aplicable, quedará siempre sometida a la 
preservación de dichos valores, y comprenderá únicamente los actos de 
alteración del estado natural de los terrenos que aquella legislación 
expresamente autorice. Por lo tanto, al requisito de la vinculación a los usos 
tradicionales del suelo se debe añadir la exigencia de adaptación al régimen de 
protección que ostente el territorio en el que se pretenda ejecutar la 
construcción, tanto en lo que respecta al propio uso al que se vincula la 
edificación proyectada, como en sus características constructivas, que deberán 
adaptarse a las determinaciones propias del régimen específico del suelo. 
 
En este sentido, MACHACÓN DÍAZ1321 afirma que tanto la regulación estatal 
como la autonómica configuran el derecho básico de propiedad del suelo rural 
o no urbanizable por referencia a su uso o aprovechamiento natural, siendo 
perfectamente razonable que se permitan aquellas construcciones que 
constituyen un complemento natural de la actividad desarrollada en los predios 
rústicos, conforme a su específico régimen de autorización.  
 
En efecto, las normas autonómicas han asumido esta natural asociación entre 
los usos primarios autorizados en el suelo no urbanizable y las construcciones 
precisas para su correcto desarrollo. A modo de ejemplo, la normativa andaluza 
regula esta cuestión en el artículo 52.1 de la LOUA, que autoriza las obras o 
instalaciones precisas para el desarrollo de las actividades vinculadas al uso 
tradicional del suelo (en las que incluye a las agrícolas, ganaderas, forestales, 
                                               
1321 MACHACÓN DÍAZ, F. Javier (2013). 
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cinegéticas o análogas), siempre que se adapten a lo dispuesto por la 
normativa sectorial y a la planificación aplicable. En el caso de que el suelo se 
encuentre sujeto a algún régimen de especial protección, la norma andaluza 
somete la autorización a la previa verificación de su adaptación a los criterios 
de protección establecidos por la norma o instrumento que lo establezca. En 
términos parecidos se expresan el resto de normas autonómicas, como es el 
caso del artículo 34 del Decreto-Legislativo 1/2014, de 8 de julio, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley de Urbanismo de Aragón, o del artículo 93 
de la Ley 13/2015, de 30 de marzo, de Ordenación Territorial y Urbanística de 
la Región de Murcia. 
 
 
2. Especialidades procedimentales de la autorización de construcciones en 
suelo no urbanizable. 
 
De acuerdo con lo expuesto, se puede concluir que las instalaciones 
subordinadas a los usos primarios del suelo rural y, en todo caso, no prohibidas 
por los regímenes aplicables a los que estuvieran sometidos a algún tipo de 
protección, cuya conveniencia para el desarrollo de los usos del terreno se 
encuentre justificada y sus condiciones edificatorias se adapten a las 
exigencias del planeamiento vigente, han de entenderse como construcciones 
compatibles con la naturaleza del territorio y, en cuanto a tales, en algunas 
Comunidades Autónomas únicamente sometidas a la previa obtención de la 
preceptiva licencia municipal1322. No obstante, sobre esta conclusión deben 
aportarse algunas matizaciones, derivadas de la especialidad que presentan 
las construcciones sobre suelo no urbanizable en relación con las ejecutadas 
en suelo urbano. 
 
En primer lugar, cabe destacar que la necesidad de adicionar documentación 
justificativa sobre la adaptación de la construcción pretendida al uso autorizado 
                                               
1322 En determinados casos, como en el de la Comunidad de Madrid, se exige la misma 
tramitación para todo tipo de construcciones en suelo no urbanizable, por lo que a nivel de 
procedimiento administrativo esta vinculación al uso primario del territorio no presenta, al 
menos a priori, ninguna especialidad procesal.  
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en el territorio parece, cuanto menos, establecer una alteración de la teoría 
clásica que define a la licencia como una autorización municipal de carácter 
reglado, en la que únicamente se valida una actuación para la que el 
administrado ya ostenta el derecho a realizar. En este caso, la necesidad de 
acreditar algunos extremos relativos a la construcción proyectada1323 parece 
atribuir a la Administración competente un cierto grado de discrecionalidad a la 
hora de conceder la autorización de la construcción solicitada, lo que 
determinaría una indudable modificación del concepto tradicional de licencia, al 
introducir elementos volitivos en ámbitos tradicionalmente reglados.  
 
Dada la trascendencia que puede presentar esta cuestión sobre la actuación 
administrativa (sobre todo para las Entidades Locales), ante las posibles 
divergencias que pudieran surgir en la concesión de estas autorizaciones,  
parece razonable estimar fundamental que la planificación aplicable establezca 
de forma nítida, clara y sin contradicciones aparentes, los criterios configurados 
a priori para la obtención de las licencias de construcción en suelo no 
urbanizable, formulados de forma estandarizada y como medio fundamental 
para evitar conflictos y disfunciones a la hora de tramitar los expedientes de 
concesión de estas autorizaciones municipales. 
 
Pero, a mayor abundamiento, cabe hacer referencia a un criterio general que 
requiere la solicitud de toda construcción en suelo no urbanizable y que, como 
se ha apuntado anteriormente, se exige tanto por la normativa estatal como por 
la urbanística de las Comunidades Autónomas. Este criterio es el de la 
“vinculación” al uso autorizado en el territorio, como elemento consustancial a 
la construcción proyectada y que, en todo caso, debe ser acreditado en el 
expediente de concesión de la licencia municipal precisa para su ejecución. Al 
igual que en el caso anterior, MACHACÓN DÍAZ1324 sostiene que el 
planeamiento debe dilucidar de forma previa y con carácter general los medios 
concretos conforme a los que debe acreditarse esta vinculación de la 
                                               
1323 Como en el caso de Andalucía, cuya normativa exige que la construcción sea 
consecuencia del normal funcionamiento y desarrollo de las explotaciones agrarias (art. 
52.1.B.a LOUA).  
1324 Op. cit. (2013). 
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construcción al uso natural del terreno, teniendo en cuenta que la propia 
jurisprudencia ha dictaminado que su autorización no es una concesión 
graciable de la legislación urbanística, sino el reconocimiento de las exigencias 
del contenido positivo del derecho de propiedad sobre suelo no urbanizable. 
 
Sin embargo, el citado autor añade que el problema surge cuando el 
planeamiento correspondiente no determina y delimita de forma clara y precisa 
los criterios o circunstancias sobre los que ha de sustentarse la vinculación de 
la construcción al uso primario del suelo. En estos casos, en la práctica nada 
infrecuentes, el interesado debe afrontar una compleja labor de acreditación del 
concepto jurídico indeterminado “vinculación a la explotación de los recursos 
naturales” u otras expresiones similares utilizadas por la normativa urbanística, 
teniendo como único referente la copiosa jurisprudencia y doctrina que ha ido 
delimitando sus contornos.  
 
Para ello, se identifican hasta tres características esenciales que debe contener 
toda construcción en suelo no urbanizable y que deben ser acreditadas por sus 
promotores, como son en primer lugar la relación funcional, que integra el 
carácter instrumental y accesoriedad entre la construcción y el destino agrario 
de la finca; en segundo lugar, la necesidad de la construcción para la gestión 
ordinaria de la explotación; y, en tercer lugar, la proporcionalidad de la 
construcción agraria con el tamaño de la explotación y de la finca en la que se 
proyecta. De este modo, la distinción entre las actuaciones que pueden 
entenderse adscritas a estos usos de las que, por su carácter o indefinición, no 
pueden ostentar esta condición, ha sido interpretada por la STSJ de Cataluña 
de 28 de enero de 2010 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 3ª, rec. 
20/2009. Ponente LÓPEZ VÁZQUEZ, EDJ 2010/54408), en la que se niega la 
condición de uso vinculado al suelo para una construcción que no presentaba 
las características del mismo y donde tampoco se acreditaba el ejercicio de la 
propia actividad por su titular.  
 
También se ha posicionado la jurisprudencia en cuanto a la tramitación de las 
autorizaciones municipales para la construcción de edificios vinculados a los 
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usos rurales, estimando que la peculiaridad del suelo en el que se ubican no 
determina un trato discriminatorio para los proyectos presentados, que deben 
ser analizados en cuanto a tales. De este modo, la STSJ de la Comunidad de 
Madrid de 30 de abril de 1998 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 2ª, 
rec. 644/1994. Ponente ARANA AZPITARTE, EDJ 1998/12312), en su FD 3º 
dispone expresamente:  
 
“…En supuestos como el presente, en que se solicita una licencia de 
obras y teniendo en cuenta el carácter reglado de las licencias, la 
autorización deberá de concederse ó denegarse en función del proyecto 
presentado, examinando si se ajusta a la normativa reguladora de estas 
construcciones en relación con el suelo para el que se solicitan. Sin 
embargo tal examen no fue la base de la Resolución recurrida, que 
denegó la autorización no en función del proyecto sino en función a lo 
que se estaba construyendo, que se consideró excedía de una simple 
nave agrícola-ganadera, valoración por tanto incorrecta, que determina 
la estimación del recurso, sin perjuicio de que de forma independiente si 
la Comunidad estima que existe una construcción que vulnera la 
normativa urbanística o que no se ajusta al proyecto pueda y deba de 
iniciar los procedimientos pertinentes de restauración del orden 
urbanístico conculcado, pero no denegar la autorización solicitada, sin 
valorar y examinar el proyecto de ejecución de la obra”. 
 
Pero, en todo caso, cabe afirmar que la cuestión sobre la que más se han 
pronunciado los diferentes órganos judiciales es la relativa a la vinculación de 
la construcción al uso declarado y autorizado en el suelo en el que se proyecta, 
delimitando los criterios sobre los que puede concluir la realidad o no de la 
vinculación pretendida, en función de los parámetros exigidos por la normativa 
autonómica aplicable, que como se ha apuntado anteriormente, puede 
presentar diferencias sustanciales. Esta configuración jurisprudencial puede 
apreciarse en Sentencias como la del Tribunal Supremo de 15 de febrero de 
1991 o del Tribunal Superior de Justicia de Cantabria de 17 de julio de 2006 
que, en síntesis, concluyen que las construcciones han de ser adaptadas 
funcional y proporcionalmente a los usos autorizados en el suelo, además de 
acreditar la efectiva realización del mismo. Como en este sentido afirma la 
STSJ de Galicia de 27 de diciembre de 2002 (Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sec. 2ª, rec. 6624/1998. Ponente RIVERA FRADE, EDJ 
2002/98097), en la justificación de la necesidad de la construcción deben 
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aportarse elementos de juicio suficientes para concluir que la edificación 
proyectada sea realmente destinada a los usos del territorio. 
 
En definitiva, la ejecución de construcciones en suelo no urbanizable relativas a 
los usos autorizados por su natural adaptación al suelo rural, requiere que por 
su promotor se justifiquen los criterios de vinculación, proporcionalidad y 
necesidad a los que se ha hecho referencia, cuestión que supondrá un 
esfuerzo de mayor entidad en tanto el planeamiento de aplicación omita los 
criterios generales sobre los que la Administración debe autorizar la edificación 
proyectada.  
 
En todo caso, para su justificación se deberá atender a lo dispuesto en la 
normativa autonómica aplicable, debido a que en la misma puede contenerse la 
regulación específica de esta cuestión, exigiéndose en algunos casos (como 
sucede en el caso de la normativa de la Comunidad Valenciana), la aportación 
de un informe del órgano competente en el que se acredite la efectiva 
realización del uso al que se pretende destinar la edificación proyectada, 
exigido para determinados tipos de construcciones en suelo rural1325. Con 
respecto a esta exigencia, la STSJ de la Comunidad Valenciana de 6 de julio 
de 2018 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 13/2017. Ponente 
ALTARRIBA CANO, ECLI:ES:TSJCV:2018:2704) viene a afirmar que el informe 
del órgano autonómico, en los supuestos en los que se requiere por la 
normativa vigente, ha de entenderse como preceptivo y vinculante, de tal modo 
que solo una vez que el mismo ha sido emitido de forma favorable puede 
otorgarse la licencia municipal de obras que ampare la edificación proyectada 






                                               
1325 Cfr. IVARS BAÑULS (2008, págs. 2/23 y ss. ed. el.). 
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3. Ejemplos de regulación de estas construcciones en los instrumentos de 
planificación. 
 
Además de estos criterios genéricos, como también se indicó anteriormente, el 
plan debe determinar los elementos delimitadores de los diferentes tipos de 
construcciones autorizables en el territorio, como medio de procurar la mayor 
adaptación de las edificaciones al entorno (máxime en los suelos protegidos) y 
la menor incidencia de las afecciones que pudieran generarse a los 
ecosistemas rurales en los que se proyectan las construcciones. 
 
A modo de ejemplo, en el POTLOH se dispone expresamente que las 
edificaciones destinadas a la explotación agraria serán, en su ámbito de 
aplicación1326, las casetas de aperos y maquinaria, establos y cobertizos para 
el ganado, instalaciones de captación y bombeo de agua, invernaderos y 
viveros y, finalmente, naves agrícolas y de manipulación de productos 
derivados de las explotaciones agrarias que tengan una relación directa con el 
uso de la parcela. En el caso de los usos forestales, se admiten los edificios de 
prevención y extinción de incendios, los de almacenamiento de piñas y 
productos similares y los viveros forestales.  
 
El resto de las cuestiones relativas a estas construcciones, como son sus 
características externas y configuración interior, condiciones edificatorias, 
ocupación máxima sobre el territorio, etc., se derivan a los instrumentos de 
planificación urbanística, encargados de desarrollar y delimitar los criterios 
concretos de autorización. Tampoco se contienen elementos definidores de la 
necesidad de la construcción para la gestión ordinaria de la explotación, ni 
otros criterios de consideración adicional para la justificación de su vinculación 
al uso del suelo. 
 
En el mismo sentido se expresa el artículo 70 del POTAD, que recoge una 
relación similar de edificaciones vinculadas al uso agrario del suelo, 
determinando expresamente que la edificabilidad, condiciones estéticas de la 
                                               
1326 Art. 65 POTLOH. 
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construcción, separación a linderos, cerramientos, materiales y demás 
condiciones constructivas deberán ser definidas por el planeamiento 
urbanístico aplicable a cada término municipal.  
 
Atendiendo a la regulación contenida en los instrumentos de planeamiento 
urbanístico, podemos comprobar cómo el PGOU de Almonte establece a 
grandes rasgos la regulación pormenorizada de las condiciones de 
construcción de las edificaciones vinculadas a los diferentes usos primarios 
autorizados en el suelo rural, tal y como exige el POTAD, definiendo tanto su 
superficie, altura, superficie mínima de las fincas en las que pueden autorizarse 
las diferentes construcciones, ocupación máxima de las posibles 
construcciones autorizables, etc. Sin embargo, no se establece ningún criterio 
adicional de determinación de la vinculación y necesidad de la construcción 
sobre el uso al que pretende adscribirse, por lo que quedan elementos 
sometidos irremediablemente a la consideración de la Administración. 
 
En el caso del PGOU de Jerez de la Frontera, que como se ha indicado se 
formuló sin la cobertura de un instrumento de ordenación territorial subregional 
que diera soporte a sus consideraciones, las edificaciones vinculadas a los 
usos naturales de suelo rural se regulan con una loable profusión, incluyendo 
aparte de las determinaciones constructivas y de ocupación del territorio a las 
que se ha hecho referencia anteriormente, algunas referencias concretas a la 
justificación de la necesidad y vinculación de las edificaciones proyectadas, 
como es la necesidad de la aportación por los promotores de la documentación 
acreditativa del ejercicio de la actividad para la que se solicita la construcción 
en el emplazamiento indicado, lo que supone un criterio exigente, pero a la vez 
muy preciso, de confirmación de la adscripción de la instalación pretendida al 
uso que la motiva1327.     
                                               
1327 No obstante esta exigencia documental, todavía pueden quedar algunas cuestiones 
sometidas a interpretación administrativa, para lo que indudablemente se debe adoptar un 
criterio razonado y uniforme. Este sería el caso del alcance de la exigencia de la acreditación 
de la actividad realizada en el suelo rural, pudiendo discutirse si se requiere que la explotación 
tenga alcance comercial o, en otro caso, simplemente de autoabastecimiento o, incluso, de 
recreo. Sobre este tema, MACHACÓN DÍAZ (op. cit., 2013) realiza una síntesis muy estimable 
sobre las distintas normativas autonómicas que establecen algún tipo de requisito específico 
para acreditar la vinculación de las construcciones proyectadas, sobre todo en usos agrarios, 
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A partir de estas consideraciones, los planes deben hacer referencia a la 
posibilidad de autorizar las construcciones asociadas a los diferentes usos 
naturales del suelo rural, en los casos de los suelos protegidos sobre los que 
se permitan éstos1328. En los planes analizados, con carácter general las 
construcciones definidas como propias para los usos ganaderos y forestales 
son autorizadas en los suelos protegidos donde se habilitan cada uno de ellos, 
con las leves limitaciones impuestas de forma genérica para su adaptación 
ambiental a los diferentes entornos protegidos. 
 
Finalmente cabe realizar una pequeña alusión a las construcciones precisas 
para los usos extractivos, que como ya se indicó anteriormente, presentan la 
particularidad de ser considerados usos tradicionales del suelo rural pero, por 
el contrario, no se incluyen dentro de los usos calificados como naturales del 
entorno rural y, por lo tanto, su ejecución suele requerir la tramitación de 
procedimientos adicionales y previos a la obtención de la preceptiva licencia 
municipal. Esta consideración de los usos extractivos como un proceso no 
natural del suelo, dado que altera su sustancia material, determina que las 
autorizaciones de uso de esta naturaleza (aunque procedan en el suelo en el 
que se proyectan), deban entenderse como un uso excepcional del mismo y, 
por lo tanto, se reconduzcan a los procesos de autorización de usos no 
tradicionales del medio rural a los que posteriormente se hará referencia.  
 
En este sentido, afirma VALCÁRCEL FERNÁNDEZ1329 que la más que posible 
alteración de la realidad física y material del suelo en el que se realizan estos 
usos y su carácter industrial, determinan irremediablemente su exclusión del 
régimen de usos tradicionales del entorno rural y, en consecuencia, que su 
autorización se encuentre sometida a procedimientos administrativos más 
                                                                                                                                         
distinguiendo entre las que exigen la aportación de variada documentación justificativa en 
prueba de la pretensión del promotor (alta en régimen de seguridad social, cartilla ganadera, 
etc.), de las que, como la valenciana, exige la aportación de un informe del órgano competente 
en materia agraria, acreditativo de la realidad de la explotación.   
1328 Evidentemente, en los suelos donde no se autoriza un determinado uso (aunque sea 
natural o primario), no puede entenderse autorizada ninguna construcción adscrita o vinculada 
al mismo. 
1329 VALCÁRCEL FERNÁNDEZ, Patricia (2005). 
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complejos que la mera obtención de licencia municipal. Esta realidad 
evidentemente no solo se aplica a la propia realización del uso extractivo en sí, 
sino que se extiende a toda construcción asociada o vinculada al mismo, que 
debe ser incluida en el proceso de tramitación de la autorización de la 
explotación o, al menos, sometida a un tratamiento similar.  
 
Esta consideración se incluye en muchos casos de forma implícita en los 
instrumentos de planeamiento, al excluir todo uso que no se encuentre 
expresamente autorizado. Sin embargo, en supuestos como el ya apuntado del 
PGOU de Jerez de la Frontera, se realiza un muy estimable esfuerzo de 
ubicación de los usos extractivos, para los que se admite su naturaleza 
“primaria” pero, como también se indicó anteriormente, su autorización se 
somete a la tramitación exigida para los usos no naturales del medio rural. Con 
todo, la cuidada distribución de los suelos protegidos que realiza este plan 
urbanístico determina que, en ámbitos como los de protección de regadíos, se 
autorice expresamente este uso y, en consecuencia, las construcciones 
vinculadas al mismo. 
 
Todas estas medidas precautorias tienen una evidente finalidad proteccionista 
de los entornos rurales, que se manifiesta en la exigencia de una coherente y 
fundada justificación de la necesidad de ejecutar las construcciones 
proyectadas, como medida de salvaguarda frente a la no deseada proliferación 




C. Las construcciones residenciales en suelo protegido. 
 
La consideración de los usos del suelo no urbanizable sujeto a especial 
protección requiere, cuanto menos, una alusión específica a la posibilidad de 
autorizar en su ámbito usos residenciales, o lo que es lo mismo, la capacidad 
de incluir dentro de su régimen jurídico la posibilidad de construir edificaciones 
destinadas con habitualidad al uso de vivienda. La complejidad de esta 
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cuestión, que se extiende también a los suelos rurales no expresamente 
protegidos, deriva de la contradicción que, aparentemente, presenta la 
autorización de un uso que fundamentalmente se concentra en los suelos 
urbanos, por lo que parecería procedente entender excluida de los suelos 
rurales toda actuación de carácter residencial. 
 
No obstante, en honor a la verdad es preciso señalar que esa consideración es 
muy limitada y parcial, puesto que obvia toda la tradición de los colectivos que 
han residido de forma permanente en el medio rural, normalmente en 
construcciones asociadas a los medios de producción destinados a su 
subsistencia material y que, en la mayoría de las ocasiones no solo no han 
provocado afecciones importantes al medio en el que se han instalado sino 
que, al contrario, se ha constatado la producción de efectos beneficiosos para 
el entorno rural, como es su protección frente a incendios u otros eventos 
perjudiciales, el control de la erosión y desertización de determinados territorios 
o, incluso, la mitigación del fenómeno de la despoblación de amplias zonas del 
territorio nacional.  
 
Por estos y otros motivos, la normativa española nunca ha desterrado del todo 
el uso residencial en el suelo rural o no urbanizable, si bien, ha intentado 
someter su autorización a la verdadera necesidad de su dotación, aunque 
ciertamente no en todos los casos con vinculación expresa a los usos del suelo 
en el que se propone su ubicación, pero sí limitando su ámbito a los sectores 
en los que los usos autorizados pueden demandar un uso residencial adscrito. 
 
Ya el artículo 44 del Real Decreto 3288/1978, de 25 de agosto, por el que se 
aprueba el Reglamento de Gestión Urbanística para el desarrollo y aplicación 
de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana1330 (RGU), establecía 
la posibilidad de autorizar los denominados “edificios aislados destinados a 
vivienda familiar”, siempre que su instalación no pudiera generar la formación 
de nuevos núcleos de población (cuestión tradicionalmente preterida en la 
gestión del suelo no urbanizable) y cuya tramitación se sometía al mismo 
                                               
1330 BOE núm. 27, de 31 de enero de 1979. 
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procedimiento que las instalaciones de utilidad pública e interés social, lo que 
conllevaba la necesidad de incorporar un informe municipal y la remisión del 
expediente al órgano competente en materia de urbanismo a nivel provincial o 
estatal, que previamente a su resolución debía realizar un trámite de 
información pública. El órgano competente para resolver la solicitud del 
promotor, entre otras cuestiones, debía analizar la necesidad de su 
emplazamiento en el medio rural y, como se ha indicado anteriormente, que su 
autorización no propiciara la formación de nuevos núcleos de población. 
 
Aunque el citado artículo no lo recoge expresamente, parece inferirse la 
intención de la norma de establecer un nexo de unión entre el uso del suelo y la 
necesidad de la vivienda familiar aislada, como forma de determinar la 
necesidad de las personas de fijar su residencia en el entorno rural. A esta 
consideración se debe añadir lo dispuesto en el artículo 45.2 de la citada norma 
reglamentaria, en el que se afirma que en los espacios que por sus 
características deban ser objeto de una especial protección, no podrán ser 
dedicados a usos que impliquen transformación de su destino, naturaleza o 
lesionen el valor específico que se quiera proteger en los mismos. 
 
Esta regulación del texto de 1978 (aplicable todavía en las Comunidades 
Autónomas cuya normativa propia no ha desplazado su vigencia efectiva) se ha 
transmitido a la legislación posterior, incluida la estatal relativa a los aspectos 
territoriales que permanecen bajo su competencia. De este modo, aunque no 
se cita expresamente, se entiende que el TRLS2015 hace referencia al uso 
residencial al incluir en el último párrafo de su artículo 31.1 que con carácter 
excepcional y por el procedimiento y con las condiciones previstas en la 
legislación de ordenación territorial y urbanística, podrán legitimarse en el suelo 
rural los actos y usos específicos que sean de interés público o social, que 
contribuyan a la ordenación y el desarrollo rurales, o que hayan de emplazarse 
en el medio rural. A esta referencia, cabe añadir la contenida en el artículo 
33.b) de la LDMR, que exige a los poderes públicos la implementación de 
medidas para el desarrollo rural sostenible y, en concreto la de facilitar el 
acceso a la vivienda de los ciudadanos del medio rural, adaptando los 
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regímenes de protección pública a las singularidades de dicho medio y 
concediendo una atención específica a los jóvenes, las mujeres y las personas 
con discapacidad1331. 
  
Pero conforme al actual sistema constitucional de distribución de 
competencias, es la normativa autonómica sobre ordenación territorial y 
urbanismo la que contiene las referencias directas a la posibilidad de construir 
edificaciones destinadas a usos residenciales en suelos rurales o no 
urbanizables, pudiendo destacar con RUIZ ARNÁIZ1332 que la generalidad de 
las regulaciones autonómicas contienen la posibilidad de asentar usos 
residenciales en los entornos rurales, con exigencias más o menos complejas 
para su autorización. La regulación de los usos residenciales en suelos no 
urbanizables suele contener la siguiente distinción: 
 
a) Por un lado, se suelen establecer los criterios para la autorización de 
edificaciones aisladas de uso residencial, normalmente vinculadas a los 
usos primarios del suelo y reguladas de forma similar a la establecida 
por el RGU. 
 
b) Por otro lado, en no pocas normativas se contiene la referencia a 
asentamientos rurales de carácter residencial y formulación colectiva, 
vinculados de forma tradicional a los usos del suelo y cuya característica 
fundamental, que la distingue de otros tipos de asentamientos, es que su 
regularización se instrumenta sin alterar la clasificación del suelo rural en 





                                               
1331 Sin embargo, en este caso hay que poner en relación esta exigencia de la LDMR con la 
contenida en el punto d) del citado artículo 33, que exige desincentivar el urbanismo disperso, 
particularmente en las zonas rurales periurbanas. Con esta premisa, parece que el legislador 
estatal se reafirma en la necesidad de justificar la necesidad de la ubicación de la vivienda 
aislada en suelo rural, priorizando la concentración de edificaciones residenciales frente a su 
dispersión. 
1332 RUIZ ARNÁIZ, Guillermo (2006, págs. 449 y ss.). 
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1. Los asentamientos colectivos en suelo rural. 
 
Comenzando por estos últimos, podemos indicar que la normativa estatal ya 
parece referirse a este tipo de asentamientos, al incluir el artículo 21.4 del 
TRLS2015 una alusión a los que denomina “núcleos rurales tradicionales 
legalmente asentados en el medio rural”. Con esta referencia ciertamente algo 
confusa, al ser incluida dentro de la regulación del suelo urbanizado pero de 
forma condicionada, MENÉNDEZ REXACH1333 entiende que el legislador 
estatal remite a la decisión de la regulación autonómica la posibilidad de 
mantener su configuración dentro del suelo rural. Para el citado autor, estos 
asentamientos forman parte del “medio rural”, pero necesitan unas dotaciones 
y servicios mínimos que garanticen una calidad de vida digna a sus habitantes 
lo que conlleva a que su naturaleza híbrida dificulte la clasificación del suelo de 
los núcleos identificados y, por otra parte, explica las disparidades existentes 
en su tratamiento por las distintas legislaciones autonómicas.  
 
En el caso de Andalucía, la LOUA establece la posibilidad de que se 
reconozcan estos asentamientos en el suelo no urbanizable, para lo que 
establece una categoría específica de esta clase de suelo, a la que denomina 
hábitat rural diseminado (art. 46.2) y que define como el que constituye el 
soporte físico de asentamientos rurales diseminados, vinculados en su origen 
al medio rural, cuyas características, atendidas las del municipio, proceda 
preservar. Otros supuestos similares son los de Galicia, en el que se regulan 
los denominados núcleos rurales tradicionales y los núcleos rurales comunes 
(arts. 23 y siguientes de la Ley 2/2016, de 10 de febrero del Suelo de Galicia; 
los de Asturias, que se denominan núcleos rurales (art. 136 y siguientes del 
Decreto Legislativo 1/2004, de 22 de abril, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Ordenación 
Territorial y Urbanismo); o de las Islas Canarias, en el que se distinguen los 
suelos rústicos de asentamiento rural y de asentamiento agrícola (arts. 33 y 
siguientes de la Ley 4/2017, de 13 de julio, del Suelo y de los Espacios 
Naturales Protegidos de Canarias).  
                                               
1333 MENÉNDEZ REXACH, Ángel (2017). 
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En sentido contrario, otras normativas como la cántabra incluyen a los núcleos 
tradicionales dentro del suelo urbano, una vez sean delimitados por el 
planeamiento, que deberá establecer sus condiciones de mantenimiento y 
posible desarrollo (artículo 100.bis de la Ley 2/2001, de 25 de junio, de 
Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria). Con ello, 
según afirman ÁLVAREZ VILLA y CORDERO PANDO1334 parece que estas 
normativas se adaptan en mayor medida a los parámetros de la normativa 
estatal, si bien dado que la determinación del régimen específico de los tipos 
de suelo es una competencia urbanística, y por lo tanto autonómica, cada 
normativa podrá establecer la opción que estime más coherente con su 
realidad territorial1335. 
  
De este modo, la conformación en concreto de cada tipo de asentamiento de 
estas características vendrá determinada por la regulación aplicable y, en 
buena medida, por la planificación que se establezca sobre los mismos, que 
será la que determine la configuración de cada ámbito, debiendo incluir las 
medidas relativas a las características de las construcciones y edificaciones, 
dotación de los suministros precisos, criterios de habitabilidad, posibilidad de 
nuevas construcciones, etc. Como afirma GUTIÉRREZ COLOMINA1336 la 
normativa andaluza asume actualmente la posibilidad de delimitar 
asentamientos de ambas características, al facultar al planeamiento urbanístico 
para que pueda otorgar a determinados núcleos ubicados en suelo rural, 
denominados asentamientos urbanísticos, la condición de suelo urbano 
diseminado, en función de su grado de consolidación material1337. Por otra 
parte, como se ha apuntado, también se reconoce la categoría de hábitat rural 
                                               
1334 ÁLVAREZ VILLA, Javier y CORDERO PANDO, Silvino (2018). 
1335 MENÉNDEZ REXACH, op. cit. (2017) hace referencia a otros supuestos en los que la 
regulación autonómica incluía a estos asentamientos en el suelo urbano, como es el caso de 
las Islas Baleares, cuyo artículo 26.1 de la derogada Ley 2/2014, de 25 de marzo, de 
Ordenación y Uso del Suelo establecía esta condición a los asentamientos identificados en el 
suelo rural. La actual normativa del año 2017 cambia esta consideración, incluyendo a los 
núcleos rurales dentro del suelo rústico. 
1336 GUTIÉRREZ COLOMINA, Venancio (2015, págs. 161 y ss.). 
1337 El autor encuentra condiciones similares en la normativa del País Vasco, al establecer la 
vigente Ley de Suelo y Urbanismo de esta Comunidad Autónoma que la superficie de suelo 
ocupada por un núcleo rural podrá ser clasificada como suelo urbano o cono no urbanizable, en 
función de las determinaciones establecidas por la propia norma. 
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diseminado para los núcleos rurales con mayor vocación de mantenimiento de 
las características del suelo no urbanizable1338. La distinción entre uno y otro 
tipo de asentamiento deberá realizarse mediante una consideración global del 
suelo no urbanizable de cada territorio, en el que se analice la situación 
concreta de cada asentamiento para que, en función de sus características 
propias y del término municipal en general, se determine la solución apropiada 
para su integración urbanística1339.  
 
Todas estas cuestiones determinan que los asentamientos que mantengan su 
regulación en suelo no urbanizable o rústico, se configuren como verdaderos 
subtipos del suelo rural en el que se asientan, como expresamente sucede en 
los casos de Andalucía o Canarias (cuya definición no contiene la expresión de 
suelo de protección), que en los casos no específicamente definidos pueden 
identificarse incluso en los espacios sujetos a protección especial, siempre en 
función del régimen concreto establecido para cada área del territorio. 
 
 
2. La vivienda aislada vinculada al uso primario del suelo. 
 
a. Regulación normativa y naturaleza. 
 
Aparte de estos asentamientos o núcleos rurales, cuya característica común es 
la acreditación de la existencia previa a las normativas que proponen su 
regularización, la auténtica cuestión nuclear y problemática del uso residencial 
en el suelo rural es la de la vivienda aislada, no solo por la necesidad de 
autorizar construcciones de esta naturaleza asociadas a los usos del suelo, 
sino fundamentalmente, por la aspiración que mantienen muchas personas de 
promover una vivienda de segunda residencia o recreo en el entorno rural, 
cuestión que ha generado uno de los mayores problemas del urbanismo 
                                               
1338 La configuración de estos núcleos residenciales que permanecen en suelo no urbanizable 
presenta algunos aspectos controvertidos, sobre todo en lo que respecta al alcance y entidad 
de las dotaciones a las que pueden acceder estas edificaciones para obtener los servicios 
precisos para el uso al que se destinan. Un análisis de esta cuestión en la normativa andaluza 
puede obtenerse en DÍAZ ARROYO, Antonio (2015-b, págs. 284 y ss.). 
1339 Cfr. OLMEDO PÉREZ, Sebastián (2016, págs. 25/36 y ss., ed. el.). 
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nacional durante las últimas décadas. Conforme señala RUIZ ARNÁIZ1340 
muchas normativas autonómicas han eliminado la posibilidad de autorizar este 
segundo tipo de viviendas residenciales1341, con el objetivo de evitar que el 
medio rural se conciba como un ámbito alternativo al suelo urbano y, a su vez, 
preservar sus condiciones naturales, lo que sin embargo no ha conseguido 
hasta la fecha frenar su proliferación clandestina, con lo que el problema 
generado se sigue manifestando de forma considerable. 
 
Esta posición normativa supone que, en muchas regiones del territorio 
nacional, la única vivienda aislada de uso residencial que puede ser autorizada 
es la que se adscribe al uso al que se destina el suelo en el que se proyecta, 
debiendo acreditar de forma más o menos exigente su vinculación y la efectiva 
realización de la actividad primaria invocada para su solicitud. En el caso de 
Andalucía, el artículo 52 de la LOUA solo autoriza las edificaciones que sean 
consecuencia de la necesidad justificada de vivienda unifamiliar aislada, 
cuando esté vinculada a un destino relacionado con fines agrícolas, forestales 
o ganaderos1342.  
 
En el caso del suelo especialmente protegido, el legislador andaluz no 
establece la imposibilidad de la localización de estas construcciones 
residenciales, pero requiere que su régimen jurídico permita alguno de los usos 
primarios aludidos y que, por otra parte, no prohíba expresamente la vivienda 
aislada en su seno. En lo que respecta a su procedimiento de autorización, con 
carácter previo a la obtención de la previa licencia municipal se requiere la 
tramitación de un proyecto de actuación1343, trámite urbanístico en el que se ha 
                                               
1340 Op. cit. (2006, págs. 452 y ss.). 
1341 Aunque este uso ha estado admitido por la normativa urbanística estatal desde 1956, si 
bien con importantes restricciones. 
1342 De esta expresión podemos extraer la conclusión de que en esta Comunidad Autónoma no 
se permiten construcciones residenciales asociadas a otros usos primarios, como serían los 
cinegéticos, muy posiblemente por entender que este tipo de viviendas serían consideradas 
como de segunda residencia, recreo o esparcimiento. Por lo tanto, para poder construir las 
viviendas que tradicionalmente se encuentran en las fincas cinegéticas se deberá acudir a 
alguna diferente justificación o procedimiento alternativo. 
1343 Trámite previsto en la normativa andaluza para las actuaciones de interés público, si bien el 
propio artículo 52.1 aclara que esta exigencia se considera una excepción, por lo que no cabe 
atribuir a la vivienda aislada en suelo no urbanizable tal consideración, precisamente por 
entenderse actuaciones vinculadas al uso primario del suelo en el que se ubican. 
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de recabar informe del órgano autonómico competente en materia de 
urbanismo, pero cuya resolución se confiere al propio Ayuntamiento que 
posteriormente será competente para otorgar la licencia de obras (a diferencia 
de la tramitación del RGU, cuya autorización se confería al órgano estatal 
competente).  
 
La eliminación de toda referencia al carácter meramente residencial de las 
viviendas autorizadas en suelo no urbanizable en Andalucía ha sido reconocida 
expresamente por las decisiones judiciales que han analizado el asunto, como 
puede apreciarse en la STSJ de Andalucía de 26 de enero de 2015 (Sede de 
Málaga, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 783/2012. 
Ponente LÓPEZ AGULLÓ, EDJ 2015/154368), en cuyo FD 3º se afirma que en 
esta Comunidad Autónoma se ha producido una confusión conceptual entre la 
vivienda familiar aislada y la agrícola, dando como resultado que la única que 
permanece es la vivienda agrícola. En similares términos se expresan las STSJ 
de Andalucía de 27 de diciembre de 2011 (EDJ 2011/337191), de 30 de 
noviembre de 2012 (EDJ 2012/366612), o de 6 de junio de 2014 (EDJ 
2014/203086). 
  
En forma análoga se posicionan normativas como la gallega, que autoriza la 
ubicación en suelo rústico las construcciones destinadas a usos residenciales 
vinculados a la explotación agrícola o ganadera (por lo que también excluye 
otros usos como los forestales). En este caso, la normativa gallega exige 
igualmente un trámite urbanístico previo a la obtención de la correspondiente 
licencia municipal para su construcción, si bien en este caso el artículo 38 de la 
Ley 2/2016, de 10 de febrero, del suelo de Galicia determina que el órgano 
autonómico es competente para resolver sobre la procedencia de la solicitud en 
base a la adecuación de la construcción proyectada a la normativa, 
planeamiento y efectivamente vinculada al uso agrícola o ganadero (con lo que 
se asemeja al procedimiento establecido en el RGU antes analizado).  
 
Otro ejemplo es el de la actual normativa madrileña, que establece la 
posibilidad de instalar en el suelo no urbanizable construcciones o instalaciones 
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destinadas a vivienda como accesorias de los usos primarios del suelo, 
conforme a las determinaciones de los planes aplicables y previa tramitación 
del procedimiento de calificación urbanística que resuelve la Administración 
autonómica. En este caso, en particular, se ha de poner de relieve que la 
normativa madrileña atribuye a todo el suelo no urbanizable la consideración de 
especialmente protegido, por lo que las viviendas de este tipo se encuentran 
sometidas a las mismas exigencias que el resto de instalaciones y 
construcciones rurales.      
 
Esta exigencia de vinculación a los usos primarios del suelo que se contiene en 
normativas como las expuestas lleva a realizar una reflexión sobre la 
naturaleza de estas construcciones residenciales, derivada de la propia 
consideración urbanística que se les debe atribuir debido a sus especiales 
características. Como se ha apuntado anteriormente, estas construcciones 
residenciales se distinguirían de las destinadas a segunda residencia o 
esparcimiento por el hecho acreditado de su vinculación al uso primario del 
suelo al que se adscriben, cuestión por la que autores como MACHACÓN 
DÍAZ1344 entienden que la normativa establece una distinción evidente entre 
dos tipos de edificaciones, una destinada a un uso primario frente a otra, la 
segunda residencia o de esparcimiento, destinada a uso plenamente 
residencial.  
 
La conclusión de lo expuesto supone que las edificaciones vinculadas al uso 
primario del suelo, aunque fueran destinadas a vivienda (principal o 
accesoriamente), deben ser consideradas prioritariamente como edificaciones 
destinadas a los usos rurales a los que se adscriben, ya que es ésta su 
característica principal y el fundamento de su autorización urbanística. Esta 
concepción “primaria” de la vivienda rural no impide que su autorización 
administrativa se encuentre sometida a trámites más exigentes que otros tipos 
de construcciones igualmente rurales, y ello porque, como hemos visto, en 
determinadas normativas como la madrileña, el proceso de verificación o 
autorización autonómica se extiende a todo uso sobre el suelo no urbanizable, 
                                               
1344 MACHACÓN DÍAZ, F. Javier (2013). 
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por lo que igualmente puede aplicarse solo a algunos tipos de construcciones, 
como sucede en el caso andaluz en el que se aplica de forma excepcional a las 
viviendas aisladas vinculadas a los usos primarios del territorio. 
 
La consideración de las construcciones residenciales como edificaciones 
destinadas de forma prioritaria al uso del suelo al que se adscribe conlleva, 
además, la posibilidad de efectuar interpretaciones integradoras de la 
normativa que garanticen un tratamiento uniforme y no arbitrario a los 
diferentes tipos de instalaciones que pueden requerirse en una explotación 
agraria, sometiendo su tratamiento administrativo a su vínculo unificador que 
indudablemente es el uso al que se destinan. Con esta afirmación nos 
referimos a supuestos como los tradicionales “cortijos”, edificaciones de 
configuración compleja denominadas de esta forma en Andalucía, Extremadura 
y otras zonas limítrofes, pero que se encuentran en otras regiones del territorio 
nacional con otras denominaciones1345 y cuya parcial utilización residencial, 
conlleva no pocos problemas de asimilación conforme a los supuestos 
autorizados por la normativa vigente. En algunos casos, como sucede en la 
normativa gallega, la amplitud con la que se definen las edificaciones 
residenciales en suelo no urbanizable permitiría incluir a este tipo de 
edificaciones en cualquiera de sus supuestos autorizables, pudiendo discrepar 
únicamente si se someterían o no a autorización autonómica.  
 
Al contrario, uno de los casos más controvertidos es el de la normativa 
andaluza, debido a que una interpretación excesivamente rigorista del 
contenido del artículo 52.1 de la LOUA determinaría la improcedencia de la 
autorización en suelo no urbanizable de estas tradicionales construcciones de 
los latifundios andaluces, debido a que su parcial uso residencial no podría 
interpretarse como vivienda unifamiliar aislada. Por ello, autores como 
GUTIÉRREZ COLOMINA1346 otorgan al uso del suelo el carácter prioritario 
para definir la consideración de las construcciones, integrando estas 
edificaciones de carácter complejo en las destinadas al funcionamiento de las 
                                               
1345 Cigarrales, masías, etc. 
1346 GUTIÉRREZ COLOMINA, Venancio (2016). 
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explotaciones agrarias, aunque presenten algunos usos residenciales que en 
muchas ocasiones son de carácter muy accesorio, como son los de guardería u 
otros similares. Esta interpretación presenta, además, el aval de la definición 
del concepto de “elementos de la explotación agraria” que se contiene en el 
artículo 2.3 de la Ley 19/1995, de 4 de julio, de Modernización de 
Explotaciones Agrarias (LMEA), en la que se incluyen expresamente las 
viviendas con dependencias agrarias1347.  
 
 
b. Su consideración en los instrumentos de planificación. 
 
No obstante la idoneidad de la anterior interpretación, lo cierto es que en la 
práctica la tendencia de los instrumentos de planeamiento es más proclive a 
incluir estas construcciones dentro de la regulación de los usos residenciales, 
asumiendo su adscripción al uso del suelo como una situación coyuntural 
conforme a la que se debe cotejar su adaptación a la normativa y ordenación 
vigentes. Como ejemplo, la actual redacción del PGOU de Almonte contiene 
tres tipos de usos residenciales autorizables en suelo no urbanizable, relativos 
a la vivienda unifamiliar ligada a la explotación agrícola, la vivienda ligada al 
entretenimiento de obras e infraestructuras públicas y, en tercer lugar, la 
vivienda de guardería de complejos de equipamientos y servicios en el medio 
rural.  
 
En este caso, la regulación de la vivienda unifamiliar aislada cuenta con una 
mínima regulación que establece un criterio uniforme para su autorización (5 
hectáreas en secano y 2 en regadío), si bien, con la permanente alusión a la 
verificación de las precauciones de formación de nuevos núcleos de población. 
Esta regulación presenta la peculiaridad de incorporar parte de los elementos 
                                               
1347 Este artículo califica como elementos de la explotación a los bienes inmuebles de 
naturaleza rústica y cualesquiera otros que son objeto de aprovechamiento agrario 
permanente; la vivienda con dependencias agrarias; las construcciones e instalaciones 
agrarias, incluso de naturaleza industrial, y los ganados, máquinas y aperos, integrados en la 
explotación y afectos a la misma, cuyo aprovechamiento y utilización corresponden a su titular 
en régimen de propiedad, arrendamiento, derechos de uso y disfrute e, incluso, por mera 
tolerancia de su dueño. 
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configuradores de las edificaciones complejas a las que se ha hecho referencia 
anteriormente, al incluir el artículo 634 de su documento normativo que:  
 
“Dentro del mismo concepto se incluyen las instalaciones agrarias 
mínimas de uso doméstico que normalmente conforman los usos mixtos 
en estas edificaciones, tales como garajes, habitaciones de 
almacenamiento, lagares, hornos familiares, etc., siempre que formen 
una unidad física integrada”.  
 
Mediante esta consideración, se consigue derivar el concepto de elemento de 
la explotación agraria de la LMEA antes aludido al concepto de vivienda, 
entendiendo que es su sentido principal y no su funcionalidad agraria. Aunque, 
como se ha indicado anteriormente, puede discreparse de esta 
conceptualización, se entiende como una opción interpretativa que puede tener 
sentido y sus defensores, sobre todo dentro de la Administración autonómica, 
debido a que con esta consideración se somete toda autorización solicitada a la 
fiscalización del órgano competente en materia de urbanismo conforme a la 
actual regulación autonómica. No obstante, el acento de este tipo de 
instalaciones en su vertiente exclusivamente residencial conlleva la tendencia a 
limitar su implantación, a veces de forma no totalmente justificada, como 
sucede en este caso, donde no se autorizan estas instalaciones (al excluirse el 
uso residencial) del suelo especialmente protegido por planificación territorial, 
que como se indicó en su momento tiene un uso eminentemente (y casi 
exclusivo) agrícola, lo que no deja de ser un cierto contrasentido. 
 
En el caso del PGOU de Jerez de la Frontera la consideración de las viviendas 
agrarias se presenta igualmente diferenciada del resto de elementos 
constructivos e instalaciones asociadas a los usos primarios, pero presenta dos 
diferencias fundamentales con el tratamiento anterior. En primer lugar, el plan 
jerezano realiza una muy destacable regulación de los parámetros territoriales 
y técnicos precisos para su autorización, recogiendo la superficie mínima de las 
explotaciones, la posibilidad de su agrupación, sus características 
constructivas, documentación justificativa de la vinculación de la vivienda al uso 
agrario del suelo, dotaciones a incorporar, etc., con lo que su régimen de 
autorización presenta un carácter bastante reglado y clarificador, incluyendo la 
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posibilidad de adicionar elementos a la edificación en función de la entidad de 
la explotación. En segundo lugar, su concepción residencial no determina su 
total exclusión de ámbitos protegidos, con lo que mantiene la premisa de la 
funcionalidad de la instalación con respecto a los usos autorizados en el suelo 
en el que se proyecta1348.  
 
Por su parte, el PGOU de Sevilla regula a la vivienda agropecuaria como un 
tipo de uso pormenorizado dentro de los que pueden autorizarse en el suelo no 
urbanizable de su término municipal, por lo que también prioriza su carácter 
residencial sobre su vinculación al uso agropecuario al que sirve. En este caso 
también contiene en el artículo 14.2.8 de su documento normativo una 
pormenorizada regulación de las características y requisitos exigidos para la 
autorización de estas construcciones, si bien, cabe añadir que difiere del 
supuesto anterior al no autorizar su promoción en suelos protegidos, salvo en 
lo concerniente a la rehabilitación y ampliación de viviendas existentes, así 
como en el suelo denominado de especial protección compatible, donde se 
considera uso característico. 
 
Pero aparte de estas cuestiones interpretativas, lo cierto es que la vivienda 
destinada al uso agrario requiere la justificación de su vinculación al uso 
primario al que se adscribe y, como se analizó anteriormente para el resto de 
construcciones autorizables en suelo no urbanizable, la acreditación de la 
concurrencia de los tres criterios esenciales para su verificación, como son la 
relación funcional, el carácter instrumental y la accesoriedad entre la 
construcción y el destino agrario de la finca; la necesidad  de la construcción 
para la gestión ordinaria de la explotación y, en tercer lugar, la proporcionalidad 
de la construcción agraria con el tamaño de la explotación y de la finca.  
 
Estas consideraciones, sometidas a verificación y cotejo no solo por la entidad 
local ante la que se presenta la propuesta, sino además en la fase de 
                                               
1348 El plan determina que será autorizable la construcción de una vivienda vinculada a la 
explotación del sector primario en los espacios en que no esté expresamente prohibido por el 
propio instrumento, con una parcela mínima vinculada a dicha explotación de acuerdo con los 
requisitos determinados, entre los que se encuentra la limitación de la formación de nuevos 
núcleos de población. 
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consideración autonómica que se incorpora de forma generalizada (con distinto 
alcance, como hemos visto), deben determinarse conforme a ratios 
particularmente objetivos dada la trascendencia que en muchos casos puede 
conllevar la consideración de propuestas de este tipo y que la doctrina exige 
que se definan tanto en la normativa como en el planeamiento aplicable de la 
forma más exhaustiva posible, para evitar discrepancias interpretativas que 
pudieran derivar en diferencias de tratamiento no razonables. 
 
La jurisprudencia ha sido bastante exigente con esta premisa en los supuestos 
en los que la normativa autonómica requiere la acreditación de estas 
consideraciones y no establece un procedimiento reglado para ello, como 
podemos apreciar en recientes resoluciones como es la STSJ de Castilla y 
León de 15 de julio de 2016 (Sede de Burgos, Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sec. 1ª, rec. 80/2015. Ponente ALONSO MILLÁN, EDJ 
2016/214226), en cuyo FD 5º se dispone expresamente:  
 
“…el citado RUCyL en los preceptos citados exige de forma imperativa y 
a modo de premisa ineludible que junto con la solicitud de autorización 
excepcional se acompañe documentación que acredite en el presente 
caso la justificación de la necesidad de emplazamiento de mencionada 
vivienda unifamiliar aislada en suelo rústico común y que también 
acredite o justifique las especificas circunstancia de interés público que 
aconsejen el otorgamiento de dicho uso excepcional de vivienda 
unifamiliar aislada. Y la acreditación de sendos extremos en el 
procedimiento para la autorización de usos excepcionales lo es a modo 
de premisa para cualquiera que sea el uso excepcional en suelo rústico 
cuya autorización se solicite, y por ello también, sin excepción, cuando 
la autorización lo sea para la construcción de una vivienda unifamiliar 
aislada…”. 
 
En este sentido, la STSJ de Andalucía de 4 de noviembre de 2013 (Sede de 
Granada, Sala de lo Contencioso-Administrativo. Ponente MUÑOZ CORTÉS, 
EDJ 2013/278707), concluye la no acreditación de esta vinculación de la 
vivienda unifamiliar propuesta en un entorno rural, al no estimar suficiente para 
ello ni la consideración apriorística de las características del suelo ni de la 
vivienda proyectada, así como tampoco su mera presunción. A juicio de la 
Sala, es preciso que esta cuestión se justifique adecuadamente en el curso del 
expediente administrativo, como trámite previo a la concesión de la 
autorización, para lo que debe aportarse la documentación necesaria para 
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demostrar inequívocamente la condición imprescindible de la vivienda agraria 
para la atención de las necesidades normales de la explotación.  
 
La vinculación con la actividad agropecuaria del terreno no solo requiere la 
acreditación de la funcionalidad de la construcción para el desarrollo de la 
misma, sino que, además, se exige la adecuación de la propuesta al tamaño y 
viabilidad de la explotación, cuestión que también ha sido exigida 
expresamente por los Tribunales de Justicia, al entender que su viabilidad 
económica debe ser un criterio determinante para verificar la efectiva 
necesidad de la vivienda en la misma. De este modo, la STSJ de Andalucía de 
6 de junio de 2014 (Sede de Málaga, Sala de lo Contencioso-Administrativo, 
Sec. 3ª, rec. 1225/2012. Ponente GARCÍA DE LA ROSA, EDJ 2014/203086) 
afirma que no es posible asumir esta adaptación cuando la necesidad de 
vivienda no guarde proporción con la potencialidad productiva de la explotación 
a la que pretende servir la nueva construcción.  
 
En similares términos se expresa la STSJ de Andalucía de 26 de enero de 
2015, a la que antes se ha hecho referencia, al exigir en su FD 4º que en el 
curso del expediente se justifique el destino de la edificación residencial 
proyectada, mediante la aportación de la documentación necesaria para 
demostrar inequívocamente la condición imprescindible de la vivienda agraria 
para la atención de las necesidades normales de la explotación. De este modo, 
la Sala entiende que es preciso fundamentar los parámetros de necesidad, 
funcionalidad y proporcionalidad exigibles para este tipo de construcciones, sin 
que ninguna de estas consideraciones pueda afirmarse de forma automática, y 
ello aunque el uso sea considerado compatible con el suelo en el que se 
proyecta. 
 
Finalmente cabe añadir que, desde el punto de vista de las limitaciones 
genéricas a la autorización de viviendas en el entorno rural, la jurisprudencia ha 
sido especialmente rigurosa en desestimar las propuestas en los casos en los 
que se aprecia la posible existencia de formación de núcleos de población, 
como puede apreciarse en las STS de 12 de marzo de 2001 (Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, Sec. 5ª, rec. 984/1996. Ponente RODRÍGUEZ-
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ZAPATA PÉREZ, EDJ 2001/3375) y de 16 de diciembre de 2003 (Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, Sec. 5ª, rec. 6263/2000. Ponente DE ORO-
PULIDO Y LÓPEZ, EDJ 2003/202086), entre muchas otras.  
 
 
3. La vivienda rural no vinculada al uso del suelo. 
 
Si eliminamos de la caracterización de la vivienda rural su adscripción a los 
usos del suelo, de tal modo que no pueda considerarse como un elemento 
funcional o necesario para la explotación de los recursos del entorno, nos 
encontramos ante un verdadero y genuino uso residencial, puesto que los 
objetivos que se pretenden con el proyecto de una construcción de estas 
características no derivan de los usos reales o potenciales del suelo, sino de 
aspiraciones personales como pueden ser la búsqueda de una residencia fuera 
de los ámbitos urbanos, la adquisición de una vivienda de ocio y esparcimiento, 
u otros de naturaleza similar. En cualquier caso, ninguna de estas expectativas 
presenta vinculación alguna con el uso primario del territorio, del que solo se 
pretende obtener un modo de vida más saludable o un medio de descanso en 
condiciones diferentes a las que se encuentran en las zonas urbanas.  
 
Como indica RUIZ ARNÁIZ1349 el deseo de muchas personas de acceder a una 
residencia en suelo rural presenta en la actualidad una muy importante 
trascendencia social, lo que no puede pasar desapercibido a los ojos del 
legislador urbanístico, tanto por la necesidad de regular esta posibilidad como, 
fundamentalmente, por la exigencia de reconducir las situaciones de abuso que 
se han generado con la ocupación del territorio con construcciones de esta 
naturaleza, en su mayor parte realizadas de forma irregular y sin control 
administrativo alguno. Ante esta realidad, como se indicó anteriormente, las 
distintas Comunidades Autónomas han adoptado diferentes soluciones, 
optando en algunos casos por regular de forma más exhaustiva la posibilidad 
de acceder a este tipo de viviendas residenciales o de esparcimiento, frente a 
otros casos en los que se ha optado por eliminar radicalmente esta posibilidad, 
                                               
1349 RUIZ ARNÁIZ, Guillermo (2006, págs. 454 y ss.). 
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negando toda opción legal para edificar nuevas construcciones de esta 
naturaleza. 
 
Las Comunidades Autónomas defensoras de esta segunda opción, entre las 
que se encuentran Andalucía, Galicia, Madrid o Murcia, entre otras, han 
entendido que la mejor forma de erradicar el uso incontrolado del suelo rural es 
prohibir toda edificación residencial no vinculada a los usos primarios 
autorizados en el territorio, atribuyendo la reconducción de las actuaciones que 
se ejecuten en contra de esta prohibición a las medidas de restauración de la 
legalidad urbanística previstas por la normativa vigente. No obstante, al menos 
hasta la fecha, la implementación de medidas de esta naturaleza no ha 
funcionado como freno efectivo ante la proliferación de construcciones 
irregulares de este tipo, de tal modo que se ha llegado a considerar que el 
establecimiento de una categoría rígida de suelo rural puede dar paso a una 
descontrolada ocupación edificatoria del mismo, ante la dificultad de acceder a 
edificaciones de segunda residencia o esparcimiento cuya demanda sigue 
siendo muy elevada1350.  
 
Esta problemática se aborda en distinto sentido por otras normativas 
autonómicas, que aunque con bastantes limitaciones y restricciones, autorizan 
la ubicación de construcciones residenciales en suelo rural sin imponer la 
obligación específica de acreditar su vinculación a los usos primarios del 
territorio en el que se promueven. Con carácter general, las medidas impuestas 
se orientan a evitar la formación de nuevos núcleos de población, a la 
adaptación a los entornos rurales en los que se proyectan y, en tercer lugar, a 
garantizar la no afección a ámbitos protegidos, por lo que suelen restringirse 
muy especialmente en suelos protegidos o, en todo caso, en los que dispongan 
de un régimen menos restrictivo.  
 
Puede citarse como ejemplo lo dispuesto por el Decreto Legislativo 1/2010, de 
18 de mayo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Ordenación 
del Territorio y de la Actividad Urbanística de Castilla-La Mancha, en cuyo 
                                               
1350 Cfr. ALONSO CLEMENTE, Antonio (2012). 
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artículo 54 se dispone que podrán autorizarse en suelo rústico de reserva, 
siempre que lo autorice el planeamiento aplicable, la construcción de viviendas 
familiares aisladas en áreas territoriales donde no exista riesgo de formación de 
núcleo de población, ni pueda presumirse finalidad urbanizadora, por no existir 
instalaciones o servicios necesarios para la finalidad de aprovechamiento 
urbanístico. Esta posibilidad establecida de forma ordinaria para el suelo rural 
común de esta Comunidad Autónoma puede extenderse al suelo protegido, 
siempre que de forma expresa no se prohíba por la legislación sectorial o el 
planeamiento territorial y urbanístico y, en todo caso, cuenten con los informes 
o autorizaciones previstos en la normativa que resulte aplicable. 
 
De forma análoga se expresan normativas como la extremeña, que autoriza la 
vivienda familiar aislada, denominada como uso “residencial autónomo” en 
áreas territoriales donde no exista posibilidad de formación de núcleo de 
población ni pueda presumirse finalidad urbanizadora. Este uso residencial en 
suelo rural se establece como uso permitido siempre que por la planificación 
aplicable se determinen sus condiciones de implantación, siendo considerado 
en caso contrario como un uso autorizable (art. 67 de la Ley 11/2018, de 21 de 
diciembre, de Ordenación Territorial y Urbanística Sostenible de Extremadura). 
La efectiva autorización de estas construcciones requiere expresamente el 
trámite previo de calificación rústica al que se refiere el artículo 69 de la citada 
ley1351, que será de competencia municipal en los casos en los que la vivienda 
sea considerada como un uso permitido, siendo de competencia autonómica en 
el resto de supuestos. 
 
Con una nomenclatura algo distinta, la normativa de las Islas Baleares también 
autoriza la vivienda unifamiliar sin vinculación directa a los usos del suelo, 
estableciendo la posibilidad de su construcción de forma condicionada al 
cumplimiento de los requisitos establecidos legalmente y, fundamentalmente, a 
                                               
1351 Que se define como el acto administrativo de carácter constitutivo y excepcional, de 
naturaleza no autorizatoria y eficacia temporal, por el que se establecen las condiciones para la 
materialización de las edificaciones, construcciones e instalaciones necesarias para la 
implantación de un uso permitido o autorizable en suelo rústico. La norma extremeña lo 
considera como un requisito indispensable, previo a la licencia o comunicación municipal 
procedente para la ejecución de la actuación proyectada. 
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lo dispuesto en la planificación territorial y urbanística aplicable, que 
determinará, entre otros aspectos, los tipos de suelos rústicos en los que se 
posibilite la localización de las viviendas unifamiliares. En todo caso, la 
construcción de este tipo de edificaciones de nueva planta requerirá la 
formalización de trámite autonómico impuesto por la propia Ley 6/1997, de 8 de 
julio, del Suelo Rústico de las Islas Baleares, que en este caso comprende un 
informe vinculante del órgano competente. 
 
También se posiciona en este sentido la normativa asturiana, cuyo artículo 
124.1 del Decreto Legislativo 1/2004, de 22 de abril, por el que se aprueba el 
texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de ordenación 
del territorio y urbanismo, que autoriza la construcción de edificaciones 
destinadas a vivienda fuera de los núcleos rurales para permitir el 
mantenimiento del peculiar sistema de poblamiento del territorio asturiano, 
salvo en las zonas en las que el planeamiento lo excluya expresamente. No 
obstante, como afirman ÁLVAREZ VILLA y CORDERO PANDO1352 la ausencia 
de vinculación al uso del suelo de la vivienda rural asturiana presenta perfiles 
controvertidos, debido a que si bien el actual Decreto Legislativo 1/2004, de 22 
de abril, no exige este requisito de forma expresa, el vigente Decreto 278/2007, 
de 4 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de Ordenación del 
Territorio y Urbanismo del Principado de Asturias, sí parece recoger esta 
exigencia de forma expresa1353, por lo que estos autores se cuestionan la 
posible extralimitación del reglamento en este punto sobre las posibilidades que 
le corresponden como norma de desarrollo, incurriendo en un supuesto de ultra 
vires por sobrepasar los límites previstos en la norma legal desarrollada y 
vulnerar el principio de jerarquía normativa.  
 
En cualquier caso, como afirma RUIZ ARNÁIZ1354 los requisitos genéricos 
impuestos a este tipo de viviendas no difieren de los establecidos para las 
vinculadas a los usos del suelo, exigiendo que su tipología sea unifamiliar, 
aislada y proporcionada a los entornos en los que se autoriza, evitando de 
                                               
1352 ÁLVAREZ VILLA, Javier y CORDERO PANDO, Silvino (2018). 
1353 Arts. 321 y 332. 
1354 Op. cit. (2006, pág. 457). 
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forma muy particular la formación de nuevos núcleos de población en el suelo 
rural.  
 
En este sentido BARREDA BARBERÁ1355 señala que la jurisprudencia ha 
proclamado que las edificaciones residenciales, por su propia naturaleza, no 
están destinadas a enclavarse en suelos rurales, por lo que su localización en 
estos ámbitos se ha de considerar como una excepción a la regla general de la 
no edificabilidad del suelo rural para construcciones no vinculadas a sus usos 
tradicionales y, en todo caso, su autorización debe someterse a una 
interpretación restrictiva. Esta afirmación se extrae de resoluciones como las 
STS de 5 de junio de 1995 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, rec. 
587/1992. Ponente BARRIO IGLESIAS, EDJ 1995/5037) y 7 de abril de 2000 
(Sala de lo Contencioso-Administrativo, rec. 7177/1994. Ponente RODRÍGUEZ-
ZAPATA PÉREZ, EDJ 2000/12065), entre otras. 
 
En todas ellas se destaca la necesidad de evitar cualquier proliferación no 
deseada de nuevos núcleos de población, cuestión que en este caso presenta 
mayor incidencia que en el caso de las viviendas vinculadas a los usos del 
territorio1356, debido a que la habilitación de edificaciones residenciales de este 
tipo puede fomentar la promoción de varias de ellas en un mismo entorno. Ante 
esta realidad, autores como DE SANTIAGO RODRÍGUEZ y GONZÁLEZ 
GARCÍA1357 requieren que se aclare la imprecisa definición técnica que 
mantiene este concepto urbanístico, debido que en su aplicación práctica se 
generan importantes dudas interpretativas, como es la que se refiere a la forma 
exacta en la que se deben realizar las mediciones superficiales de distancia 
entre las construcciones existentes o, incluso, la consideración de éstas a  
efectos limitativos, requiriendo la determinación expresa sobre qué tipo de 
construcciones han de entenderse computables y, por otro lado, qué sucede en 
                                               
1355 Op. cit. (2008, pág. 123). 
1356 Siempre, claro está, que su promoción se realice con esta finalidad y no, como de hecho 
sucede en algunos casos, como medio de cobertura legal para habilitar una segunda 
residencia. 
1357 DE SANTIAGO RODRÍGUEZ, Eduardo y GONZÁLEZ GARCÍA, Isabel (2018, págs. 71 y 
ss.). 
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el caso de la existencia de construcciones legalizadas o legalizables junto con 
otras en situación de total ilegalidad. 
 
Esta reflexión permite afirmar de nuevo lo ya apuntado en este trabajo, sobre la 
necesidad de que los instrumentos de planificación definan de forma expresa 
cuestiones tan sensibles como la de la presunción de formación de núcleos de 
población. Con ello, aparte de garantizar una aplicación uniforme e indubitada 
de los parámetros conforme a los que se establece esta medida de precaución, 
se evita la indeseable subjetividad que presentan en su aplicación algunos 
conceptos urbanísticos tan sensibles socialmente como el de la autorización de 
viviendas en suelo no urbanizable, que puede provocar arbitrariedades en la 
actuación administrativa al considerar los distintos supuestos planteados.  
 
 
4. Los procesos de regularización de construcciones en suelo no urbanizable. 
 
a. Objeto y fundamentación. 
 
Los procesos de regulación de las construcciones residenciales en suelo no 
urbanizable pueden definirse como los intentos normativos de reconducir la 
situación jurídica de las edificaciones de esta naturaleza que durante las 
últimas décadas se han realizado de forma indiscriminada y sin control 
administrativo en el entorno rural español, lo que ha generado muchos 
problemas tanto de naturaleza ambiental como de carácter social, debido a que 
es muy elevado el número de personas involucradas y afectadas por esta 
problemática, sobre todo en determinadas zonas del territorio nacional como 
son los ámbitos costeros y los entornos de las grandes ciudades.  
 
En principio, la ejecución de estas construcciones y edificaciones sin licencia se 
encuentra sometida a los procedimientos de restauración de la legalidad 
contenidos en la normativa aplicable, que deberían conseguir la reparación del 
daño causado al terreno mediante el restablecimiento de su realidad física a la 
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situación previa a la ejecución de la construcción ilegal1358. Sin embargo, en no 
pocas ocasiones la actuación administrativa de restauración de la legalidad 
urbanística infringida no ha cumplido con los objetivos definidos en la normativa 
aplicable, ya sea por inactividad de la Administración competente, por la 
carencia de medios materiales y humanos necesarios para el control del 
territorio, o por cualesquiera otros motivos que, en definitiva, han impedido la 
ejecución puntual de sus obligaciones por las Administraciones competentes 
(principalmente los Ayuntamientos, aunque también en cierta medida las 
Comunidades Autónomas).  
 
Esta situación fáctica ha derivado en la consolidación de muchas de estas 
construcciones ejecutadas irregularmente, no solo porque en algunos casos el 
trascurso del tiempo ha provocado la imposibilidad de iniciar los procesos de 
restauración de la legalidad urbanística1359, sino que, incluso, en los supuestos 
en los que este plazo no está limitado temporalmente1360, el transcurso del 
tiempo ha generado un problema social por la consolidación fáctica de 
parcelaciones irregulares en las que residen de forma efectiva y permanente 
una gran cantidad de personas1361. 
 
La cuestión jurídico-social que han planteado estas situaciones ha derivado en 
el diseño de varias actuaciones tendentes a remediar en lo posible su 
problemática, tratando a su vez de desincentivar la ejecución de nuevas 
construcciones irregulares mediante la difusión de las consecuencias negativas 
que esta práctica puede generar para sus promotores, tanto desde un punto de 
vista administrativo como penal. Pero dada la situación real en la que se 
encuentran no pocas áreas del suelo rural español, dentro de estas citadas 
actuaciones los poderes públicos competentes han formulado disposiciones 
tendentes a  la regularización extraordinaria de actuaciones disconformes con 
                                               
1358 Y ello independientemente de las posibles responsabilidades penales o administrativas que 
pudieran derivarse de la actuación realizada en contra de la ordenación urbanística vigente. 
1359 Vid. JORDANO FRAGA, Jesús (2015, págs. 20 y ss.). 
1360 Lo que suele suceder en los suelos rurales especialmente protegidos. 
1361 Puede decirse que en determinadas zonas se ha generado un problema de carácter 
internacional, al acreditarse la proliferación de casos de personas de otras nacionalidades que 
adquirieron viviendas en suelo no urbanizable, buscando una residencia en entornos naturales 
y que, aparentemente, presentaban todas las garantías en cuanto a su construcción.  
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la ordenación territorial y urbanística, dispuestas a modo de “normas de punto 
final”, en un denodado esfuerzo por establecer un status quo del territorio sobre 
el que iniciar la aplicación efectiva de la normativa restrictiva que se intenta 
imponer. 
 
Como ejemplo de estas medidas de regularización pueden citarse las nuevas 
consideraciones legales sobre el uso residencial del suelo rural que se han 
adoptado en normativas como la asturiana, por las que se reconsidera la 
posibilidad de autorizar construcciones en ámbitos delimitados en forma de 
núcleos tradicionales o, en otro caso, mediante autorizaciones excepcionales 
en localizaciones aisladas1362. Pero como ejemplo de medidas extraordinarias 
adoptadas ante situaciones endémicas por las que han proliferado 
construcciones irregulares en suelo rural, debemos referirnos expresamente a 
las aprobadas en la Comunidad Autónoma de Andalucía1363, desarrolladas a 
través de la modificación de la LOUA realizada en enero de 2012, que fue 
aprobada junto con el Decreto 2/2012, de 10 de enero, por el que se regula el 
régimen de las edificaciones y asentamientos existentes en el suelo no 
urbanizable en la Comunidad Autónoma de Andalucía1364. 
 
 
b. Especial referencia al proceso de regularización en Andalucía.  
 
Mediante la introducción de las nuevas medidas, la normativa andaluza habilita 
un procedimiento administrativo para atribuir la condición legal de asimilado a 
fuera de ordenación (AFO) a las edificaciones ubicadas en suelo no 
urbanizable, principalmente aisladas, pero también incluidas en núcleos o 
asentamientos de regularización colectiva, frente a las que la Administración ya 
no puede ejercitar actuaciones de restablecimiento de la legalidad infringida1365. 
                                               
1362 Cfr. ÁLVAREZ VILLA, Javier y CORDERO PANDO, Silvino (2018). 
1363 Vid. CAMY ESCOBAR, Jesús y DELGADO RAMOS, Joaquín (2012). 
1364 Cfr. GAMERO RUIZ, Eva (2015, págs. 79 y ss.). 
1365 Además de este sistema de regularización de edificaciones aisladas, la nueva normativa 
incorpora procesos de regularización colectiva de construcciones en suelo no urbanizable, 
tanto manteniendo esta clasificación del suelo mediante la delimitación de hábitats rurales 
diseminados, como favoreciendo la incorporación de ámbitos al suelo urbano o urbanizable, 
mediante la definición de asentamientos urbanísticos.  
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Conforme a este reconocimiento administrativo, se documenta la situación 
jurídica de hecho de la edificación y se determina el uso al que ha venido 
siendo destinada, fundamentalmente el residencial1366. En todo caso, quedan 
fuera de este proceso de regularización las construcciones sobre las que, por 
cualquier circunstancia, la Administración pueda ejercer los mecanismos de 
restauración de la legalidad habilitados por la normativa vigente1367.  
 
Como afirmaba MELLADO RUIZ1368 la reforma de la normativa efectuada en 
2012, con estas medidas y actuaciones de regularización extraordinaria, se 
pretendía introducir un objetivo básico en la ordenación urbanística en los 
propios instrumentos de planeamiento, con reconocimiento explícito en el 
artículo 3 de la LOUA, como era el establecimiento de medidas concretas y 
efectivas para evitar la presencia en el entorno rural andaluz de nuevas 
edificaciones y asentamientos ejecutados al margen de la legalidad urbanística, 
aunque, para ello se tuvieran que incorporar al ordenamiento los procesos 
existentes cuando ello fuera compatible con la ordenación territorial y 
urbanística y demás normativa especial de aplicación. 
 
Pero la aplicación práctica de las medidas adoptadas, una vez comprobados 
sus limitados efectos al no regularizar la situación de muchas construcciones 
ilegales construidas en suelo no urbanizable, no alcanzó las expectativas 
previstas tanto por los afectados como por la propia Administración, debido a 
que gran parte de las construcciones irregularmente realizadas en suelo no 
urbanizable andaluz se encuentran en zonas clasificadas como suelos 
especialmente protegidos o en localizaciones que han de considerarse 
                                               
1366 Ciertamente, la normativa andaluza no excluye a los usos distintos del de vivienda en los 
procesos de regularización de edificaciones en suelo no urbanizable. No obstante, el proceso 
de tramitación que establece el Decreto 2/2012, de 10 de enero, parece ir dirigido 
fundamentalmente a las edificaciones residenciales, provocando la existencia de algunas 
lagunas interpretativas en la tramitación de las construcciones destinadas a otras actividades, 
sobre todo cuando el uso al que se vienen destinando estas construcciones contradice 
abiertamente los autorizables por la ordenación en vigor. Un estudio sobre esta cuestión, que 
en algunos supuestos llega a presentar perfiles realmente delicados puede obtenerse en 
SÁNCHEZ SÁEZ, Antonio José (2016) y en  
1367 Vid. SÁNCHEZ SÁEZ, Antonio José (2015, págs. 177 y ss.) y MARTÍNEZ RODRÍGUEZ, 
José Antonio (2015, págs. 3/17 y ss. ed. el.). 
1368 MELLADO RUIZ, Lorenzo (2012, pág. 7/21 ed. el.). 
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parcelaciones ilegales1369. Esta realidad conlleva la permanente posibilidad de 
ejercer frente a estas construcciones las actuaciones de restauración de la 
legalidad infringida previstas en la normativa vigente y, en consecuencia, la 
imposibilidad de acceder al reconocimiento administrativo de las edificaciones 
derivado del mero transcurso del tiempo.     
 
El primero de los casos aludidos no presenta mayores consideraciones, debido 
a que tradicionalmente la normativa española ha eximido a la Administración de 
someter su debida reacción a un plazo de preclusión determinado en los casos 
de actuaciones ejecutadas irregularmente en suelos protegidos. Sin embargo, 
la cuestión es ciertamente más compleja en los supuestos de parcelaciones en 
suelos rurales, no solo porque la no caducidad del plazo de restauración de la 
legalidad se introdujo de nuevo cuño en la actual normativa urbanística 
andaluza en los suelos no protegidos1370, sino fundamentalmente, porque la 
incidencia social que presentan estas situaciones en determinadas 
localizaciones de la región es muy acusada1371. 
 
Esta realidad1372 motivó la posterior aprobación de nuevas medidas para 
intentar solucionar el problema no resuelto con la anterior regulación, que se 
introdujeron mediante la Ley 6/2016, de 1 de agosto, por la que se modifica la 
Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía para 
incorporar medidas urgentes en relación con las edificaciones construidas 
sobre parcelaciones urbanísticas en suelo no urbanizable1373. En este caso, el 
legislador andaluz optó por reformar los artículos 183 y 185 de la LOUA para 
propiciar que las construcciones residenciales incluidas en parcelaciones 
                                               
1369 Hay que tener en cuenta que, con arreglo a la actual normativa urbanística andaluza, la 
obligación de restauración de los terrenos no urbanizables en los que se realicen parcelaciones 
en contra de la ordenación vigente no se encuentra sometida a plazo para su restauración, en 
contra de lo que sucedía en la normativa estatal anteriormente aplicable en los casos de 
parcelaciones realizadas en suelos no especialmente protegidos. 
1370 Cfr. CAMY ESCOBAR, Jesús (2011, págs. 9 y ss.). 
1371 Cabe hacer referencia a la presión a la que se vio sometida la propia Junta de Andalucía en 
esta cuestión, sobre todo desde sectores que defendían los intereses de muchos ciudadanos 
extranjeros que habían adquirido viviendas incluidas en parcelaciones irregulares, 
argumentando que no habían sido advertidos de la irregularidad de su construcción y, mucho 
menos, de que las mismas podían ser objeto de procesos de restauración de la legalidad 
infringida. 
1372 Anticipada por la doctrina, como puede apreciarse en GAMERO RUIZ, Eva (2015, pág. 87). 
1373 BOJA núm. 150, de 5 de agosto de 2016; BOE núm. 222, de 14 de septiembre de 2016. 
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urbanísticas en suelo no urbanizable común pudieran alcanzar la consideración 
de asimilado a fuera de ordenación por el transcurso del tiempo, y con ello 
habilitar la posibilidad de regularizar administrativamente la situación de estas 
viviendas, incluso con la superficie de terreno que le correspondería en la 
parcelación, puesto que la nueva regulación admite también la posibilidad de 




c. Apreciación crítica. 
 
Esta nueva regulación, aprobada ad hoc para solucionar la citada problemática 
de las parcelaciones que, sobre todo en determinadas zonas del territorio 
andaluz, habían proliferado durante la primera década del presente siglo, 
presenta algunas cuestiones que merecen ser destacadas: 
 
- En primer lugar, la regularización de estas parcelaciones requiere que su 
ámbito no deba ser considerado un asentamiento urbanístico, dado que 
en este caso su proceso de regularización es diferente, al presentar el 
suelo un nivel de urbanización que requiere su incorporación al suelo 
urbano o urbanizable conforme a la regulación anterior. 
 
- En segundo lugar, cabe destacar que la posibilidad de regularizar las 
parcelaciones en suelo no urbanizable no alcanza a los casos en los que 
éstas se localicen en suelos protegidos, no solo porque así lo determina 
                                               
1374 La nueva redacción del artículo 185.2 de la LOUA dispone expresamente: 
“La limitación temporal del apartado anterior no regirá para el ejercicio de la potestad de 
protección de la legalidad urbanística y restablecimiento del orden jurídico perturbado respecto 
a los siguientes actos y usos:  
A) Los de parcelación urbanística en terrenos que tengan la consideración de suelo no 
urbanizable, salvo los que afecten a parcelas sobre las que existan edificaciones aisladas de 
uso residencial para las que haya transcurrido la limitación temporal del apartado anterior, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 183.3 de esta ley. La excepción anterior en relación a 
limitación temporal únicamente será de aplicación a la parcela concreta sobre la que se 
encuentre la edificación en la que concurran los citados requisitos, no comprendiendo al resto 
de parcela o parcelas objeto de la parcelación. En ningún caso, será de aplicación la limitación 
temporal a las parcelas que se encuentren en alguno de los supuestos de la letra B)”.  
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expresamente la nueva regulación de los artículos 183 y 185 de la 
LOUA, sino porque en el caso de que el territorio parcelado estuviera 
sujeto a un régimen de especial protección cualquier actuación realizada 
en el mismo en contra de la ordenación vigente debe ser objeto de 
restauración por la Administración competente, sin que se encuentre 
vinculada a ningún plazo específico para ello. 
 
- Pero además de lo anterior, analizando minuciosamente el 
procedimiento elegido para regularizar estas parcelaciones en suelos 
rurales no protegidos, cabe llegar a la conclusión de que el mismo 
tampoco permitiría la regularización del resto de supuestos, debido a 
que, en realidad, ninguna de las construcciones realizadas en terrenos 
parcelados irregularmente podría alcanzar la condición de asimilados a 
fuera de ordenación. 
 
La anterior conclusión parte de una premisa fundamental, consistente en que el 
legislador andaluz ha pretendido disociar la realidad jurídica de la construcción 
sin licencia del suelo en el que se ha ejecutado, con lo que una vez que la 
misma hubiera alcanzado la condición de asimilado a fuera de ordenación, la 
imposibilidad de restaurar la legalidad sobre la misma arrastraría a la propia del 
territorio en el que se ubica y, con ello, se produciría el supuesto de hecho 
pretendido, por el que se podrían regularizar tanto la construcción como, en su 
caso, la parcela en la que se localiza.  
 
Pero esta argumentación, a mi juicio, parte de una consideración errónea en su 
fundamentación, por la sencilla razón de que esa disociación pretendida entre 
construcción y suelo no tiene encaje legal, salvo que se proceda a un nuevo 
ajuste de la LOUA. Esta afirmación deriva de una realidad incuestionable 
actualmente, que supone que si las parcelaciones irregulares en suelo no 
urbanizable son actuaciones frente a las que el proceso administrativo de 
restauración de la legalidad infringida no está sometido a plazo de finalización, 
por definición, ninguna de las construcciones ejecutadas en su ámbito pueden 
alcanzar la consideración de asimilado a fuera de ordenación, con lo que el 
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supuesto de hecho pretendido por el legislador para su regularización no podría 
producirse en sus propios términos1375.  
 
Tal conclusión es ratificada por recientes decisiones judiciales, que aun 
manejando la actual redacción del artículo 185.2 de la LOUA, siguen 
sosteniendo que los actos de parcelación urbanística no se encuentran 
sometidos a prescripción, debiendo ejercitar la acción administrativa de 
restauración de la legalidad infringida tanto sobre el suelo como sobre las 
construcciones ejecutadas indebidamente sobre el mismo. Esta afirmación 
podemos encontrarla, entre otras, en la STSJ de Andalucía de 18 de enero de 
2018 (Sede de Granada, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 4ª, rec. 
802/2012. Ponente MARTÍN MORALES, EDJ 2018/59492) o en la STSJ de 
Andalucía de 6 de julio de 2017 (Sede de Granada, Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sec. 1ª, rec. 427/2015. Ponente MARTÍN MORALES, EDJ 
2017/1873), en las que se analiza la actuación restauradora de la legalidad 
urbanística infringida por parte de la Administración ante parcelaciones 
irregulares en suelo no urbanizable, validando expresamente la restauración 
integral del territorio, incluyendo las construcciones realizadas en el mismo1376. 
 
Por esta realidad cabe interpretar que no podría operar el transcurso del tiempo 
como elemento determinante de la posible regularización de las construcciones 
ubicadas en terrenos parcelados o divididos irregularmente, salvo supuestos 
que en la práctica se antojan muy improbables, como sería el caso de la 
parcelación cuyas construcciones estuvieran ejecutadas con anterioridad a la 
propia división material del territorio. 
 
Evidentemente la intención del legislador andaluz, conforme se afirma en la 
exposición de motivos de la Ley 6/2016, de 1 de agosto, era la de otorgar 
plenos efectos a esta disociación de la realidad jurídica de los actos irregulares 
cometidos en suelo no protegido, diferenciando a efectos prácticos entre la 
construcción y los actos de parcelación, pero ciertamente debería adaptarse la 
                                               
1375 Cfr. DÍAZ ARROYO, Antonio (2017). 
1376 En aplicación de lo dispuesto expresamente por el artículo 49.2 del Decreto 60/2010, de 16 
de marzo, de Disciplina Urbanística de Andalucía. 
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normativa en todos sus aspectos para poder acoger esta interpretación. 
Además, también genera dudas interpretativas la segregación del suelo que se 
dispone para los supuestos de parcelaciones consolidadas, no solo por la 
extensión que debe otorgarse a cada ámbito singular concreto (que deberá 
determinarse conforme a cada situación fáctica), sino a su propia viabilidad en 
suelos protegidos, debido a que la ambigua redacción del artículo 185.2 de la 
LOUA puede entenderse en ambos sentidos, máxime teniendo en cuenta lo 
expuesto anteriormente sobre la equiparación a efectos de la restauración de la 
legalidad infringida de los suelos protegidos con los suelos parcelados 
irregularmente. 
 
A esta conclusión se debe añadir la reflexión final derivada de la propia 
consideración a futuro de la solución adoptada por el legislador, debido a que si 
efectivamente se disocian los actos de parcelación y construcción, se estarían 
habilitando las condiciones para que, en lo sucesivo, puedan acometerse 
nuevas parcelaciones, con la expectativa de sus promotores de poder 
regularizar su situación administrativa transcurridos seis años desde la fecha 
de finalización de cada construcción. Esta circunstancia ha sido puesta de 
manifiesto por autores como GÓMEZ ROSSI1377, al afirmar que el sistema que 
ha conformado la normativa andaluza mantiene un alto grado de conciencia de 
impunidad y las regularizaciones, como amnistías propiciadas por los 
responsables públicos con carácter cíclico, no hacen sino contribuir a 
consolidar esa conciencia.  
 
Entiendo que esta no es la voluntad que preside la regulación extraordinaria 
aprobada en Andalucía en los últimos años, y que los intentos de la 
Administración vienen presididos por el loable objetivo de reconducir el estado 
del suelo rural andaluz, pero ello no obsta a que deba exigirse una mayor 
precisión en la redacción de la regulación que se aprueba de nuevo cuño, 
sobre todo cuando tiene una finalidad tan concreta y directa, de tal forma que 
su proceso de elaboración no sea producto de prisas o presiones derivadas de 
situaciones coyunturales.   
                                               
1377 GÓMEZ ROSSI, María Jesús (2017-b, pág.184). 
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5. Los alojamientos colectivos de trabajadores en suelo no urbanizable. 
   
Un tipo de construcciones en suelo rural bastante controvertidas son las que 
pueden denominarse como alojamientos colectivos de trabajadores (o 
temporeros), que suelen demandarse por determinados titulares de 
explotaciones agrarias. Estas edificaciones, frecuentes en las explotaciones 
latifundistas principalmente del sur y este español, suponen una suerte de 
dotación material de la explotación, debido a que su función es procurar 
alojamiento a los trabajadores, generalmente de nacionalidad extranjera, 
durante los meses de campaña agrícola en las explotaciones agrarias 
intensivas de alto rendimiento.  
 
Una característica común en todas estas edificaciones es la afinidad entre los 
empresarios y trabajadores a la hora de solicitar la autorización administrativa 
de este tipo de instalaciones, debido que los primeros se garantizan que sus 
medios humanos se encuentran disponibles en la propia explotación, con lo 
que se reducen costes económicos y temporales, en tanto que los trabajadores 
encuentran un alojamiento (generalmente incluido en las condiciones laborales 
de su contrato) en el que tienen acceso a todos los servicios básicos, teniendo 
en cuenta que suelen ser personas sin arraigo en el territorio y cuyo objetivo 
fundamental es ahorrar la mayor parte posible de sus salarios para, una vez 
finalizada la campaña, regresar a sus puntos de origen. 
 
Al igual que en el caso de las viviendas vinculadas al uso agrario del suelo, 
este tipo de construcciones presentan una doble naturaleza, por un lado, 
conforme a su destino material son edificaciones destinadas al alojamiento de 
personas, por lo que parte de la doctrina entiende que deben ser consideradas 
como construcciones de uso residencial colectivo. Pero, por otro lado 
presentan, y sobre todo requieren, la justificación de su vinculación con los 
usos agrícolas del territorio, motivo por el cual se fundamenta su autorización y 
se invoca su necesidad y procedencia.  
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En este caso, podemos reiterar lo ya apuntado al analizar las viviendas 
vinculadas al uso del suelo, y es el posicionamiento con el sector doctrinal que 
entiende que estas construcciones ostentan una principal y fundamental 
vinculación con los usos agrarios del suelo, por lo que debiera primar esta 
condición en su tratamiento por la normativa y la planificación frente a su 
condición residencial, sobre todo porque los usuarios de estas instalaciones no 
presentan el deseo o aspiración de residir en las mismas de forma 
permanente1378, siendo indudable su adscripción al uso de la finca en la que se 
proyectan. 
 
La doble naturaleza de este tipo de construcciones ha motivado no pocas 
controversias doctrinales sobre su condición prioritaria y prevalente, sobre todo 
en los casos en los que la normativa urbanística no recoge expresamente este 
tipo de construcciones, como es el caso de Andalucía. En efecto, el artículo 52 
de la LOUA no contiene ninguna referencia expresa a este tipo de 
instalaciones, por lo que su reconducción solo puede realizarse al tipo de 
construcciones reguladas con las que presenten una mayor analogía. En este 
caso, parece coherente entender que solo podrían asociarse a las 
construcciones que sean consecuencia del “normal funcionamiento y desarrollo 
de las explotaciones agrícolas” (art. 52.1.B.a), dado que los usos residenciales 
en Andalucía solo se admiten en los casos de viviendas unifamiliares aisladas, 
edificaciones totalmente diferentes en cuanto a tipología, destino y condiciones 
que las construcciones a las que nos referimos. 
 
Esta conclusión, que a mi juicio es evidente conforme a la redacción actual de 
la LOUA, presenta repercusiones más importantes de lo que en principio 
pudiera parecer, debido a que en la normativa andaluza la consideración de 
una instalación como elemento asociado y vinculado a la explotación agraria, 
aparte de presentar un perfil mucho más viable que las construcciones 
residenciales en suelo rural, solo requiere la autorización mediante licencia 
municipal, se considera como una construcción de carácter permanente y, en 
                                               
1378 Un estudio más amplio sobre la cuestión puede obtenerse en DÍAZ ARROYO, Antonio 
(2016, 2015 y 2014). 
1041





tercer lugar, no se encuentra obligada a abonar ninguna prestación 
compensatoria o garantía por su establecimiento, al no suponer un uso del 
suelo en contra de su naturaleza.  
 
El planteamiento de la normativa andaluza puede extenderse a otras 
regulaciones autonómicas, como es el caso de Castilla-La Mancha o 
Extremadura, donde este tipo de instalaciones pueden entenderse asociadas a 
las construcciones precisas para el funcionamiento de la explotación agraria a 
la que inevitablemente se encuentran adscritas, y ello en función de que los 
actos sujetos a calificación por su ubicación en suelo rural parecen destinados 
en ambos casos a usos no vinculados con los usos primarios del territorio, 
salvo la consideración antes analizada de la vivienda rural, pero que también 
se califica como unifamiliar y aislada por lo que su asociación con este 
concepto parece complicada.  
 
En otros casos, por el contrario, la normativa sí se ha encargado de establecer 
el ámbito en el que se deben entender incluidas estas construcciones, como es 
el caso de la normativa catalana, cuyo artículo 47.6.b) del Decreto Legislativo 
1/2010, de 3 de agosto, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de 
Urbanismo de esta Comunidad Autónoma, incluye como construcciones 
susceptibles de ubicar en suelo no urbanizable a las construcciones destinadas 
a vivienda familiar o al alojamiento de personas trabajadoras temporeras que 
estén directa y justificadamente asociadas a las actividades de explotación 
autorizadas. 
 
Pero independientemente del ámbito en el se inserten estas construcciones en 
función de lo dispuesto en la normativa y en el planeamiento de aplicación, 
podemos concluir con MACHACÓN DÍAZ1379 que la propia jurisprudencia ha 
afirmado respecto de las viviendas de los campesinos o trabajadores agrícolas, 
que éstas también eran subsumibles en el concepto de construcciones 
destinadas a explotaciones agrícolas, habida cuenta de que coadyuvan a su 
óptima gestión económica y técnica integrándose como un elemento más de 
                                               
1379 Op. cit. (2013).  
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ellas. Esta afirmación puede apreciarse en resoluciones como la STSJ de 
Andalucía de 3 de marzo de 2011 (Sala de Sevilla, Sala de lo Contencioso-
Administrativo, rec. 72/2011. Ponente ARENAS IBÁÑEZ, EDJ 2011/94745), en 
la que se afirma que la construcción de estas instalaciones ha de ser 
considerada como una actuación vinculada al uso agrícola del suelo, por lo que 
no pueden exigirse a su promotor las prestaciones adicionales que ha de 
aportar el interesado en una actuación de interés público, porque éstas se 
dirigen a actos no asociados a los usos primarios del suelo pero que por 
causas de utilidad pública o interés social han de ubicarse en suelo no 
urbanizable.  
 
En el mismo sentido se expresa la STSJ de Andalucía de 13 de octubre de 
2015 (Sala de Granada, Sala de lo Contencioso-Administrativo, rec. 379/2013. 
Ponente LÓPEZ-BARAJAS MIRA, EDJ 2015/225685), en la que se otorga 
carta de naturaleza al informe aportado por el que se pone de manifiesto la 
necesidad y conveniencia para la explotación agrícola de la instalación de una 
construcción destinada en parte a alojamiento colectivo de temporeros, al 
entender que la propuesta es adecuada y proporcionada al uso agrario de la 
finca en la que se proyecta; o la STSJ de Cataluña de 16 de octubre de 2014 
(Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 3ª, rec. 16/2012. Ponente 
TÁBOAS BENTANACHS), que aun asociando la propuesta de construcción 
con el uso residencial conforme a la normativa aplicable, requiere 
expresamente la acreditación de su vinculación y necesidad para el uso 
agrícola, ganadero o forestal de la finca en la que se proyecta. 
 
Sin embargo, al menos en Andalucía se ha optado (a mi juicio erróneamente si 
nos atenemos a la redacción de la LOUA) por efectuar la misma asociación que 
en el caso catalán, pero sin la cobertura legal que sí consta en esta normativa, 
al entender que el carácter residencial de los alojamientos de temporeros 
justifica la exigencia de una tramitación distinta a la del resto de construcciones 
precisas para el funcionamiento de las actividades agropecuarias y, por lo 
tanto, reconduciendo procesalmente su autorización a las viviendas familiares 
aisladas. Conforme a esta interpretación, la Administración autonómica 
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introdujo una referencia expresa en el artículo 25 del Decreto 178/2014, de 16 
de diciembre, por el que se aprueba definitivamente el Plan Especial de 
Ordenación de las zonas de regadío ubicadas al norte de la Corona Forestal de 
Doñana en los términos municipales de Almonte, Bonares, Lucena del Puerto, 
Moguer y Rociana del Condado (Huelva) y el programa de medidas 
complementarias a dicho Plan (PORZND)1380, en el que se establece 
expresamente que las instalaciones de esta naturaleza se deben autorizar 
previa tramitación de un proyecto de actuación, con la correspondiente 
intervención del órgano autonómico competente y previa verificación del 
cumplimiento de los requisitos impuestos por la propia norma y el planeamiento 
aplicable1381. 
 
Con todo, es preciso añadir que esta interpretación ha sido avalada por la 
reciente STSJ de Andalucía de 14 de enero de 2016 (Sede de Sevilla, Sala de 
lo Contencioso-Administrativo, Sec. 2ª, rec. 37/2015. Ponente SANTOS 
GÓMEZ, EDJ 2016/48329), al exigir que estas actuaciones sean autorizadas 
previa tramitación del proyecto de actuación requerido por el citado artículo 25 
del PORZND, si bien su argumentación (ciertamente bastante escasa y 
limitada) se basa en la necesidad de cumplimentar la normativa sectorial sobre 
la materia en la tramitación de la autorización municipal, haciendo referencia 
expresa a este plan que, aunque efectivamente dentro de su ámbito geográfico, 
fue aprobado en fecha posterior a los hechos analizados por la Sala. 
 
En cualquier caso, lo que se infiere de toda esta controversia doctrinal es la 
tendencia a evitar o limitar en lo posible este tipo de construcciones, al 
entender que pueden fomentar usos no autorizados en los suelos no 
urbanizables, principalmente la formación de nuevos núcleos de población en 
                                               
1380 BOJA núm. 254, de 30 de diciembre de 2014. 
1381 Sobre esta regulación es preciso realizar algunas consideraciones críticas, debido a que no 
parece procedente introducir una consideración urbanística, como sin duda es la exigencia de 
aprobación de un proyecto de actuación, en una norma que aprueba un plan incluido dentro de 
la ordenación territorial y ello debido a que su ámbito es diferente, aunque ciertamente su 
condición y naturaleza le autorizan para imponer las limitaciones materiales que tuviera por 
conveniente. A esta afirmación cabe añadir que su alcance limitado, solo a los contornos del 
ámbito de Doñana, confiere a la medida adoptada un carácter de “parche” o solución particular, 
en una materia que precisa una interpretación general para todo el ámbito de la Comunidad 
Autónoma. 
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lugares ciertamente no propicios para ello. Con todo, debemos entender que si 
se cumplen de forma escrupulosa las condiciones exigidas por los instrumentos 
de planificación aplicables y vigentes, las exigencias incluidas en los mismos 
para las construcciones en suelo rural deberían ser más que suficientes para 
garantizar la corrección de su ubicación. Por ello, lo que realmente parece 
aflorar es un deseo de la Administración autonómica de controlar toda 
construcción proyectada de esta naturaleza, lo que de entrada no está mal ni 
supone un acto contrario a la legalidad vigente dadas sus competencias 
estatutarias, pero entiendo que debería establecerse de forma correcta y 
coherente, mediante una nueva redacción de los artículos correspondientes de 
la normativa urbanística que ubicaran estas instalaciones en la opción procesal 
elegida. 
 
A todo lo expuesto cabe añadir que las reticencias a la ubicación de este tipo 
de instalaciones también se recogen en los instrumentos de planificación, como 
es ejemplo lo dispuesto en el POTLOH cuyo artículo 65.5 establece que las 
edificaciones destinadas para alojamientos de temporeros en ningún caso 
podrán ubicarse en suelo no urbanizable de especial protección, por lo que 
excluye su autorización incluso en ámbitos de uso eminentemente agrario en 
los que no se excluyen, al menos de forma tan estricta, los usos de vivienda 
familiar aislada vinculada. Sin embargo, en sentido contrario, la actual 
redacción del PGOU de Almonte permite ubicar este tipo de instalaciones en 
suelo de especial protección por planificación territorial (de uso agrícola), en 
cuyos ámbitos prohíbe expresamente los usos residenciales, entre los que no 
se encuentran actualmente estas instalaciones por propia voluntad del plan1382.  
 
                                           
                                               
1382 Con una técnica planificadora más que discutible, esta construcciones se califican en la 
justificación de la Innovación 2B del PGOU de Almonte como “dotaciones privadas ligadas al 
uso agrícola”, lo que en realidad se aparta de la postura adoptada por la Junta de Andalucía, 
puesto que parece querer asociarlas a las actuaciones de interés público, algo que 
evidentemente no son ni por asomo, entre otras consideraciones por que el artículo 42.1 de la 
LOUA señala que estas actividades pueden tener por objeto la realización de edificaciones, 
construcciones, obras e instalaciones, para la implantación en este suelo de infraestructuras, 
servicios, dotaciones o equipamientos, así como para usos industriales, terciarios, turísticos u 
otros análogos, pero en ningún caso usos residenciales. 
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D. La autorización de usos no vinculados al suelo rural.                                                                                                               
  
1. Consideraciones generales. 
 
Dentro del análisis de los usos característicos y autorizables del suelo 
protegido, cabe destacar que una de las cuestiones en las que más se aprecian 
las limitaciones impuestas territorial y urbanísticamente sobre los mismos es 
sin duda la relativa a la posible autorización de actuaciones no vinculadas a la 
propia condición del suelo en su realidad material. Esta condición conlleva que 
estos actos sean calificados como no propios de los entornos rurales y, por lo 
tanto, solo autorizables en condiciones de excepcionalidad y necesidad de 
emplazamiento plenamente justificada. 
 
Es evidente que si un suelo se encuentra sometido a una especial protección, 
debido a que en el mismo se aprecian valores o elementos que así lo 
requieren, la posibilidad de implantación de usos no vinculados a su naturaleza 
física será mucho más limitada que la autorización de los que sí se manifiestan 
conforme a sus condiciones rurales, que en muchos casos serán elementos 
adicionales a la propia necesidad de protección. En este sentido, parece 
también asumible que, en principio, una actuación considerada como no 
vinculada al uso principal del suelo podría alterar de forma ostensible las 
condiciones naturales o patrimoniales por las que se le ha conferido la especial 
protección y, en definitiva, podría afectar a los elementos determinantes de la 
realidad apreciable en el entorno.  
 
Como afirma BARREDA BARBERÁ1383, el establecimiento de todo régimen de 
protección supone, como mínimo, una rebaja de las expectativas de 
aprovechamiento del suelo sobre el considerado como común o general, 
debido a que en estos casos cobra particular vigencia la prohibición de lesionar 
los valores dignos de protección que determinan el establecimiento de estos 
ámbitos singularizados. Para ello, el autor hace referencia al propio artículo 
36.a) del RPU, que contiene expresamente la posibilidad de que los 
                                               
1383 Op. cit. (2008, págs. 166 y ss.). 
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instrumentos urbanísticos que delimiten ámbitos de especial protección puedan 
establecer la prohibición absoluta de toda construcción en su interior. 
 
Esta reflexión es la que determina que la instalación de este tipo de 
actuaciones, por lo general apartadas de los actos de explotación ordinaria de 
los recursos del entorno, requiera no solo una especial regulación normativa 
sino, además, un particular tratamiento por los instrumentos de planificación 
que establezcan sus criterios y posibilidades de implantación en el territorio. En 
lo que respecta en particular a los suelos especialmente protegidos, los 
instrumentos por los que se establezca o desarrolle su régimen jurídico 
específico deberán contener las referencias a esta materia, debiendo entender 
con carácter general que la ausencia de toda referencia a esta cuestión en este 
tipo de suelos debe determinar su prohibición, debido a la interpretación 
restrictiva atribuida a la implantación de usos en los suelos sometidos a 
especial protección.  
 
Esta afirmación ha sido constante por parte de la jurisprudencia, como puede 
apreciarse en la STSJ de Andalucía de 15 de septiembre de 2014 (Sede de 
Granada, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 304/2011. 
Ponente RODERO FRÍAS, EDJ 2014/291895), en cuyo FD 4º se indica 
expresamente que el criterio restrictivo en la autorización de construcciones en 
suelo no urbanizable que no guarden relación directa con la naturaleza o 
destino de los terrenos es una constante reiterada en la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo, citando al efecto como ejemplo las STS de 10 de marzo de 
2004, de 1 de junio de 2009, o de 19 de mayo de 2008. 
 
La propia norma estatal vigente sobre suelo determina que, con carácter 
excepcional y por el procedimiento y con las condiciones previstas en la 
legislación de ordenación territorial y urbanística, podrán legitimarse actos y 
usos específicos que sean de interés público o social, que contribuyan a la 
ordenación y el desarrollo rurales, o que hayan de emplazarse en el medio rural 
(art. 13 TRLS2015). Esta afirmación procede de la ratificación que en su día 
realizó el Tribunal Constitucional de la regulación contenida en el artículo 20 de 
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la precedente LRSV1998, que contenía la regulación estatal sobre el suelo no 
urbanizable, por la que, en síntesis, se avalaba la posibilidad de que la norma 
estatal pueda hacer referencia a la autorización de las entonces denominadas 
“actuaciones específicas de interés público”, siempre que se procediera de 
acuerdo con la legislación urbanística aplicable en cada caso1384.   
 
Conforme a esta premisa constitucional, la anterior afirmación de la regulación 
estatal es desarrollada por la correspondiente normativa autonómica, en la que 
se incluyen referencias a las características de estos usos no vinculados a los 
usos tradicionales del suelo rural y las condiciones para su autorización. En el 
caso de Andalucía, estos usos alternativos del suelo no urbanizable se 
denominan actuaciones de interés público y el artículo 42.1 de la LOUA las 
define como las actividades de intervención singular, de promoción pública o 
privada, con incidencia en la ordenación urbanística, en las que concurran los 
requisitos de utilidad pública o interés social, así como la procedencia o 
necesidad de implantación en suelos que tengan este régimen jurídico. Dicha 
actuación habrá de ser compatible con el régimen jurídico de la 
correspondiente categoría de este suelo y no deberá inducir a la formación de 
nuevos asentamientos. Las actividades pueden tener por objeto la realización 
de edificaciones, construcciones, obras e instalaciones, para la implantación en 
este suelo de infraestructuras, servicios, dotaciones o equipamientos, así como 
para usos industriales, terciarios, turísticos u otros análogos, pero en ningún 
caso usos residenciales. 
 
El resto de normativas autonómicas contiene regulaciones similares, como 
puede apreciarse en la normativa asturiana, en la que se posibilita la 
instalación en el suelo no urbanizable de actividades, equipamientos o 
dotaciones de interés público o social, ya sean de titularidad pública o privada, 
cuando sus características hagan necesario el emplazamiento en el medio 
rural, y ello aunque el planeamiento general no la contemple expresamente. En 
todo caso, solo se podrá autorizar dicha instalación en áreas del suelo no 
                                               
1384 STC 164/2001, de 11 de julio (rec. 3004/1998). Ponente GARRIDO FALLA (BOE núm. 194, 
de 14 de agosto de 2001).  
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urbanizable cuyo régimen de protección no la impida directa o 
indirectamente1385.  
 
Con una redacción más pormenorizada, la normativa valenciana regula estas 
actuaciones incluyendo a usos extractivos, de generación de energía 
renovable, actividades industriales y productivas y, finalmente, terciarias o de 
servicios. En todos los casos la norma valenciana introduce los criterios 
precisos para su autorización, manteniendo como nota general la acreditación 
de la justificación de la necesidad de su emplazamiento en el suelo rural1386. De 
forma similar la nueva normativa extremeña describe los usos autorizables en 
el suelo rústico de esta Comunidad Autónoma, aludiendo expresamente a los 
destinados a la actividad productiva, transformadora, o de almacenamiento, de 
productos de naturaleza no agropecuaria, así como a los equipamientos, 
infraestructuras e instalaciones de producción de energías renovables1387. 
  
Como indica MENÉNDEZ REXACH1388, para diversificar las posibilidades de 
utilización del suelo rural en la actual normativa se ha mantenido la 
admisibilidad de actuaciones de interés público o social que ya preveía la 
legislación estatal anterior. La vigente hace referencia al emplazamiento en el 
medio rural como uno de los criterios con que pueden autorizarse estas 
actuaciones, pero no como condición indispensable para ello, porque también 
pueden autorizarse “por su contribución a la ordenación y el desarrollo rurales”, 
aunque no tengan que emplazarse necesariamente en ese medio (art. 13.1 
párrafo tercero del TRLS2015). Para ello, la legislación autonómica ha hecho 
un uso amplio de esas posibilidades, incluso con atribución de 
aprovechamiento urbanístico, lo que conlleva en ocasiones el deber de abonar 
una prestación compensatoria. La ley estatal da cobertura expresa a este deber 
                                               
1385 Art. 128 del Decreto Legislativo 1/2004, de 22 de abril, por el que se aprueba el texto 
refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y 
urbanismo. 
1386 Art. 197 de la Ley 5/2014, de 25 de julio, de Ordenación del Territorio, Urbanismo y Paisaje, 
de la Comunitat Valenciana. 
1387 Art. 67.5 de la Ley 11/2018, de 21 de diciembre, de ordenación territorial y urbanística 
sostenible de Extremadura. 
1388 MENÉNDEZ REXACH, Ángel (2017). 
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cuando se trate de usos privados del suelo no vinculados a su explotación 
primaria (art. 16.2 TRLS2015). 
 
 
2. Condiciones para la autorización de los usos no vinculados a la naturaleza 
rural del suelo. 
 
Las condiciones que deben concurrir para que una actuación no vinculada a los 
usos naturales del territorio sea autorizada en suelo rural o no urbanizable, 
pueden sintetizarse atendiendo a criterios generales, debido a que, aunque 
existen diferencias procesales e incluso materiales entre las distintas 
normativas autonómicas aplicables, podemos establecer nexos de 
compatibilidad entre todas ellas, partiendo de su excepcionalidad como uso no 
tradicional del ámbito en que se proyecta. 
 
 
a. Compatibilidad con el régimen aplicable al tipo de suelo rural. 
 
En primer lugar, como ya se ha apuntado, se requiere que el régimen jurídico 
aplicable al suelo permita la autorización de las instalaciones proyectadas, 
cuestión que presenta especial incidencia en los supuestos de especial 
protección, en los que se encontrarán prohibidas todas las actuaciones de este 
tipo no específicamente autorizadas y, en general, las que puedan causar 
daños o afecciones significativas a los entornos protegidos. 
 
Como de hecho sucede en otros tipos de usos, incluidos los denominados 
primarios o tradicionales del suelo no urbanizable, serán los respectivos 
instrumentos de planeamiento los que determinen la posibilidad de su 
implantación en los distintos ámbitos de suelo protegido presentes en el 
territorio, teniendo siempre presente la consideración restrictiva que preside el 
tratamiento de las actuaciones no vinculadas a los usos característicos del 
suelo rural. En este sentido, la jurisprudencia se ha posicionado en multitud de 
ocasiones de forma contraria a la instalación de usos en suelos protegidos, al 
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declararlos incompatibles con su específico régimen de protección, como 
puede apreciarse en la STS de 25 de mayo de 2011 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 
3908/2007. Ponente FERNÁNDEZ VALVERDE, EDJ 2011/99908), en cuyo FD 
5º al valorar la posibilidad de implantación de un albergue y centro de 
protección animal, expone:  
 
“…Este área estará destinada a garantizar la protección del monte de El 
Pardo, entre la carretera nacional VI y la tapia de dicho monte, pudiendo 
albergar actividades e instalaciones deportivas, recreativas y culturales 
compatibles con la función de protección que constituye la finalidad 
primordial del área", señalando el citado informe que la actividad 
solicitada no es encuadrable en ninguna de las permitidas en ese 
artículo 21, concluyendo en la importancia de la protección no sólo del 
Monte del Pardo, sino "del mantenimiento del ámbito colindante (zona 
que nos ocupa), libre de actuaciones que puedan contribuir a la 
degradación de dicho espacio…". 
 
Con similares términos se expresa la STSJ de Castilla y León de 28 de mayo 
de 2009 (Sede de Valladolid, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 2ª, 
rec. 468/2008. Ponente ORAÁ GONZÁLEZ, EDJ 2009/118391), que desestima 
la viabilidad urbanística de un proyecto de promoción pública en suelo 
clasificado por el planeamiento como rústico con protección natural, forestal y 
paisajística, al establecer la ordenación el régimen de usos aplicable al mismo 
y prohibiendo cualquier acción distinta a la mera reforestación de terrenos, que 
pudiera provocar el cambio de la vegetación natural existente por otros usos 
del suelo y, en general, las construcciones de todo tipo, tengan carácter 
definitivo o provisional.  
 
Como apunta ORTEGA MONTORO1389 no se trata de que en el suelo rústico 
no sean autorizables usos vinculados al ocio que puedan considerarse de 
interés público, lo que expresamente se admite por la normativa vigente, 
aunque conforme a las condiciones de autorización de usos excepcionales en 
esta clase de suelo, sino que en la singularización de lo proyectado debe 
estarse asimismo a las determinaciones del planeamiento para los terrenos 
donde se pretende actuar. Dichas determinaciones son vinculantes no sólo 
                                               
1389 ORTEGA MONTORO, Rodrigo J. (2016). 
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para los particulares, sino también paras las Administraciones públicas, 
estando unos y otros obligados a su cumplimiento.  
 
En este sentido VALCÁRCEL FERNÁNDEZ1390 apunta que en la aplicación de 
las limitaciones a los usos del suelo rural se debe ser cauto, velando porque no 
se ponga en peligro el aspecto concreto que ha provocado la especial 
protección del terreno, pero sin que en ningún caso signifique que sobre el 
mismo no pueda desarrollarse actividad alguna. Esta interpretación de la norma 
viene avalada por el parecer del Tribunal Supremo, conforme se ha 
pronunciado en diversas ocasiones, como puede apreciarse de la lectura de la 
STS de 12 de junio de 1991, en cuyo FD 3º, acogiendo el parecer de la 
sentencia recurrida, concluye que no parece justificado que en el suelo no 
urbanizable de especial protección se produzca una actividad de control de los 
órganos urbanísticos inferior a la que se predica para las actuaciones en suelo 
no urbanizable simple. También puede citarse la STS de 20 de octubre de 
1997, en la que tras recordarse la regla general que impide la edificación en 
suelo no urbanizable, salvedad hecha de sus excepciones, se reconoce que 
cuando estamos en presencia de suelo no urbanizable de especial protección, 
se debe observar un especial cuidado en la apreciación de las circunstancias 
concurrentes que puedan alterar su singularidad. 
 
En definitiva, como opina BARRERA BARBERÁ1391 el planificador urbanístico 
se encuentra legitimado para establecer en los regímenes de especial 
protección las limitaciones precisas a la implantación de usos no vinculados a 
la naturaleza del suelo, con fundamento en la necesidad de preservar los 
valores apreciados en los distintos ámbitos. No obstante, esta limitación debe 
realizarse previa ponderación de los intereses públicos o privados concurrentes 
y que, en algunos supuestos, pueden verse afectados más allá de lo necesario 
por una rigurosa extensión de las medidas proteccionistas impuestas sobre el 
territorio1392. En todo caso, añade el autor, existen situaciones en las que esa 
                                               
1390 VALCÁRCEL FERNÁNDEZ, Patricia (2005). 
1391 Op. cit. (2008, pág. 168). 
1392 El autor se refiere expresamente a las actividades extractivas, exponiendo la posibilidad de 
que su explotación pueda generar un interés público que, en todo caso, debe ponerse en 
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consideración de los intereses concurrentes ya habrá sido realizada desde 
instancias superiores al planeamiento municipal, como es el caso de las 
declaraciones de espacios naturales protegidos, en la que se aprecia una 
opción por la preservación del medio ambiente realizada por el poder público 
competente y que el planificador debe mantener en todo caso.  
 
 
b. Tramitación de un procedimiento específico de autorización.  
 
En segundo lugar, como también se ha citado anteriormente, la autorización de 
este tipo de actuaciones se encuentra sometida a procedimientos de 
tramitación complejos, en los que por lo general interviene tanto la Entidad 
Local en cuyo término se proyectan como el órgano competente de la 
correspondiente Comunidad Autónoma.  
 
Como apunta MARTÍNEZ MARTÍNEZ1393 prácticamente todas las normativas 
urbanísticas autonómicas introducen este proceso dual1394 de autorización de 
actuaciones no vinculadas a los usos naturales del suelo rural, aunque 
ciertamente la intervención del órgano autonómico presenta un diferente 
alcance. Este proceso de doble autorización requiere, en primer lugar, una 
validación de alcance urbanístico en la que interviene el órgano autonómico 
competente, en la que básicamente se determina la adaptación de la actuación 
pretendida al régimen del suelo en el que se proyecta y la concurrencia del 
resto de requisitos exigidos para su implantación.  
 
En esta primera fase, con diferentes denominaciones según la normativa 
aplicable1395, es en la que suele intervenir la Comunidad Autónoma, 
                                                                                                                                         
relación con el medio ambiente y los valores objeto de protección en el territorio, con el objetivo 
de determinar el interés preferente. 
1393 Op. cit. (2010, pág. 185). 
1394 RUIZ ARNÁIZ lo denomina bifásico. Op. cit. (2006, pág. 458).  
1395 A modo de ejemplo de estas diferentes denominaciones podemos citar los casos de 
Andalucía, en el que estas actuaciones deben tramitar un proyecto de actuación (o incluso un 
plan especial en determinadas ocasiones); el de Aragón, en el que deben superar una fase de 
“autorización especial”; o, en tercer lugar, normativas en las que se ha adoptado una 
nomenclatura más tradicional, que denomina a este  procedimiento como “calificación” de la 
actividad proyectada, como es el caso de la normativa de Castilla-La Mancha. 
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presentando su actuación también diferencias tanto en lo que respecta al 
medio por el que expresa su parecer sobre la actividad proyectada, como en 
los efectos que su posicionamiento determina procesalmente. En efecto, en 
algunas normativas la actuación de la Comunidad Autónoma se limita a emitir 
un informe preceptivo sobre la propuesta, una vez remitido el expediente por la 
Entidad Local y, en todo caso con carácter previo a su aprobación municipal 
definitiva. Este es el caso de Andalucía, en cuyo artículo 43.1.d) de la LOUA se 
dispone la necesidad de remitir el expediente a la Consejería competente en 
materia de urbanismo una vez finalizado el periodo de información pública de la 
propuesta; o el de Aragón, en el que se ha de requerir informe del 
correspondiente Consejo Provincial de Urbanismo, en este caso de forma 
simultánea a la información pública de la propuesta (art. 36.1 del Decreto-
Legislativo 1/2014, de 8 de julio, del Gobierno de Aragón, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley de Urbanismo de Aragón). 
 
Al contrario, en otros casos, la intervención autonómica alcanza hasta la propia 
resolución de la autorización urbanística de la propuesta de actividad en suelo 
no urbanizable, como es el caso de las calificaciones en Castilla-La Mancha, 
que salvo excepciones muy limitadas se resuelven por la Consejería 
competente en materia de ordenación territorial y urbanismo (art. 64.4 del 
Decreto Legislativo 1/2010, de 18 de mayo, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística); 
o de Extremadura, que establece una distribución competencial en función de 
varios criterios, atribuyendo la competencia para autorizar la actividad 
proyectada a la Comunidad Autónoma en los casos en los que se proyecte en 
suelos protegidos, en ausencia de definición por el planeamiento aplicable o en 
casos en que la actividad se encuentre sujeta a procesos de verificación 
ambiental. En el resto de casos, corresponde otorgar la denominada 
“calificación rústica” a la Entidad Local en cuyo término municipal se promueva 
la actuación en suelo no urbanizable (art. 69 de la Ley 11/2018, de 21 de 
diciembre, de ordenación territorial y urbanística sostenible de Extremadura). 
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En cualquier caso, lo que se contiene de forma expresa en todas las 
normativas autonómicas es la necesidad de que los proyectos previamente 
autorizados urbanísticamente obtengan posteriormente la preceptiva licencia 
municipal, como actos de uso del suelo que son. En esta fase es en la que se 
debe verificar, además, que el proyecto cuenta con las autorizaciones 
sectoriales que fueran precisas para su ejecución. De este modo, podemos 
concluir que esta segunda autorización es una fase eminentemente municipal, 
debido a que nos encontramos ante un proceso normalizado de concesión de 
licencia urbanística, una vez que la propuesta ha superado los condicionantes 
impuestos por la normativa y el planeamiento aplicable para su consideración.  
 
La necesidad de realizar el trámite previo como requisito imprescindible para 
poder otorgar posteriormente la preceptiva licencia municipal, ha sido ratificada 
por la jurisprudencia en supuestos como el analizado en la STS de 3 de 
diciembre de 2001 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 5349/1997. Ponente RODRÍGUEZ-
ZAPATA PÉREZ, EDJ 2001/52614), en la que se concluye que la ausencia del 
proceso previo de autorización urbanística supone un vicio de nulidad radical 
de la licencia concedida con su omisión, ya que se instaura como requisito 
imprescindible para acreditar la procedencia de la actuación proyectada en un 
ámbito no habilitado de forma ordinaria para albergar usos no vinculados a la 
naturaleza rural del territorio, o los que se asimilen a éstos. 
 
La cuestión que también ha sido aclarada por varias resoluciones judiciales es 
la efectiva diferenciación entre ambas fases del proceso de autorización, 
estableciendo una distinción tanto procesal como material entre ellas, como 
puede apreciarse en la STSJ de Andalucía de 6 de septiembre de 2013 (Sede 
de Sevilla, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 2ª, rec. 30/2012. 
Ponente SALAS GALLEGO, EDJ 2013/286633), que en su FD 1º distingue 
entre el Proyecto de Actuación, con el contenido legalmente establecido en la 
LOUA y las licencias y autorizaciones que deberán obtenerse para la ejecución 
material del proyecto. En consecuencia con esta interpretación, el alcance de 
las autorizaciones previas a la licencia debe limitarse a las consideraciones 
meramente urbanísticas que puedan realizarse sobre el proyecto, que por otra 
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parte se determinan en la propia normativa aplicable, y sin entrar a valorar las 
cuestiones técnicas o sectoriales, que deben ser objeto de verificación en la 
posterior tramitación de la licencia municipal. 
  
Con respecto a esta cuestión cabe realizar una última consideración, relativa a 
la posible conflictividad institucional que puede generar la intervención de la 
Comunidad Autónoma en el proceso de autorización de este tipo de 
instalaciones en suelo rural, debido a que, en no pocas ocasiones, los criterios 
sobre los que se determine la procedencia de la instalación proyectada pueden 
variar con respecto a las aspiraciones de la Entidad Local en cuyo término se 
proponga su ubicación. Esta contraposición será tanto más posible en cuanto 
las condiciones del suelo rural determinen una mayor rigurosidad en la 
autorización de usos sobre el mismo, lo que sucede de forma evidente en los 
supuestos en los que la actuación se proyecta sobre suelos sometidos a algún 
régimen de especial protección. La afección que la instalación pudiera 
presentar sobre los valores a preservar puede conllevar la adopción de 
posicionamientos muy distintos, sobre todo en función de la mayor o menor 
apreciación del interés público que se invoque en la promoción de la actuación 
y de la propia ambigüedad con la que se regule esta cuestión en la 
planificación aplicable. 
 
La intervención autonómica en los procesos de autorización de actuaciones en 
suelo no urbanizable se ha entendido, sobre todo desde las posiciones más 
defensoras de la autonomía local, como un supuesto de tutela de la actuación 
de las entidades locales en esta materia, impuesta mediante la invocación de la 
entidad que presenta en la actualidad la preservación de los valores de los 
entornos rurales (y máxime de los suelos protegidos), lo que no deja de 
evidenciar una cierta desconfianza en las competencias atribuidas a las 
Entidades Locales, sobre todo a la hora de decidir cuestiones que presentan 
cierta complejidad y trascendencia.  
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En este sentido GÓMEZ ROSSI1396 defiende que esta intervención autonómica 
no debiera suponer trámites innecesarios en el seno del procedimiento que 
dilaten o dificulten de forma indebida su resolución. De este modo, a su juicio 
esta tutela debe producirse sobre un análisis directo de las resoluciones 
dictadas y no con intromisiones en el procedimiento, debiendo asumir un 
criterio riguroso y lo más objetivo posible, de tal modo que se eviten diferencias 
de tratamiento no justificadas ante situaciones sustancialmente equiparables. 
Para ello, sobre las cuestiones que la normativa requiere que se analicen en un 
proyecto en suelo rural para determinar la procedencia de su instalación, solo 
se requeriría intervención autonómica en lo relativo a la acreditación de la 
necesidad de su implantación en suelo rural y, en todo caso, su adaptación al 
régimen de protección que ostentara el suelo propuesto para su localización.  
 
Por el contrario, no se requeriría esta intervención para la acreditación de la 
utilidad pública o interés social de la propuesta, debido a que éstas competen 
solo a la Administración Local, salvo cuando el proyecto trasciende el ámbito 
municipal y puede incluir aspectos de consideración supramunicipal. Esta 
afirmación se basa en la improcedencia de un interés generalizado de las 
Comunidades Autónomas, no ya de participación en el procedimiento de 
tramitación de las declaraciones de utilidad pública e interés social mediante 
informe preceptivo, sea o no vinculante, sino incluso de su resolución. 
 
Aunque la delimitación de la incidencia de la actuación autonómica fuera 
deseable, no parece que sea la evolución prevista en la cuestión, debido a la 
generalidad con la que la normativa atribuye a los órganos autonómicos las 
atribuciones para intervenir en los procesos de autorizaciones de esta 
naturaleza, no solo en los supuestos en los que la competencia alcanza a la 
propia resolución del expediente, sino también en los que se limita a la emisión 
de informe preceptivo durante su tramitación administrativa. En todo caso, sí 
sería muy conveniente que los criterios de autorización de este tipo de 
actividades fueran objetivados en todo lo posible, no solo en lo que se refiere a 
la tipología de las actividades autorizables, cuya inclusión en los instrumentos 
                                               
1396 GÓMEZ ROSSI, María Jesús (2017). 
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de planeamiento se ha generalizado, sino fundamentalmente en lo que 
respecta a la acreditación de la necesidad de su emplazamiento en el suelo 
rural, ya que esta cuestión evitaría muchas diferencias de tratamiento que, en 
algunos casos, pueden propiciar arbitrariedades nunca deseables. 
  
 
c. La necesidad de implantación de la actividad en el suelo rural. 
 
En tercer lugar, toda actividad no vinculada al ámbito rural debe acreditar la 
procedencia o necesidad de su implantación en el suelo rural, debido a que nos 
encontramos ante actuaciones cuya naturaleza no es la propia o característica 
de las que se implantan de forma ordinaria en estos entornos. Con arreglo a 
esta condición, el artículo 13 in fine del TRLS2015 hace referencia expresa a 
esta exigencia al incluir la expresión “…que hayan de emplazarse en el medio 
rural”, relativa a los actos y usos específicos que pueden autorizarse en el 
suelo no urbanizable.   
 
En similares términos se recoge esta exigencia en la normativa autonómica 
aplicable, como puede apreciarse en la normativa andaluza, que exige al 
promotor de un proyecto de esta naturaleza la justificación de la procedencia o 
necesidad de la implantación en suelo no urbanizable y de la ubicación 
concreta propuesta, así como de su incidencia urbanístico-territorial y 
ambiental, así como de las medidas para la corrección de los posibles impactos 
territoriales o ambientales que la actividad pudiera generar1397. 
 
Conforme a esta premisa, cuya consideración se entiende procedente por la 
normativa en función de la excepcionalidad del uso del suelo rural para 
albergar las instalaciones proyectadas, se exige que el promotor de la actividad 
motive y justifique suficientemente la necesidad de ubicar la instalación 
proyectada en el entorno rural y, en concreto, en la localización determinada. 
Para ello, esta justificación se ha de demandar tanto en lo que respecta a la 
imposibilidad o inconveniencia de su instalación en otra clase de suelo como, 
                                               
1397 Art. 42.5.C.c) de la LOUA. 
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de forma particular, en lo que respecta a la determinación de una ubicación 
concreta frente a otras posibles localizaciones que pudieran estimarse más 
favorables. A esta mención se debe añadir la relativa a la ya citada alusión a la 
compatibilidad de la actividad pretendida con el régimen de especial protección 
que, en su caso, pudiera ostentar el territorio seleccionado, conforme a la 
situación y emplazamiento del proyecto. 
 
Esta necesidad de emplazamiento en suelo no urbanizable de actuaciones que, 
en principio, no presentan la tipología tradicional de usos vinculados al medio 
rural, puede derivar de varias causas que son las que deben configurar la 
justificación del promotor a la hora de formular la propuesta ante la 
Administración correspondiente. Como indica BARREDA BARBERÁ1398 pueden 
distinguirse supuestos que deben ubicarse en suelo rural por la propia 
naturaleza de la actuación, como es el caso de las actividades extractivas (que 
se han de desarrollar en los lugares en los que puede extraerse el material 
demandado), o las que deben localizarse fuera de las áreas urbanas por 
determinación legal, como son las que pueden provocar molestias o perjuicios 
a los ciudadanos (explotaciones ganaderas intensivas, tratamiento de residuos, 
etc.).  
 
Fuera de estos supuestos, la justificación de la localización de las actividades 
en el medio rural se deberá promover en base a su conveniencia, criterio cuya 
justificación presenta un perfil mucho menos reglado y que, como señala el 
citado autor, sencillamente supone que la actividad proyectada se ve 
favorecida en su desarrollo y estimación de resultados por su ejecución en 
suelo no urbanizable. En cualquier caso, se apela al criterio de la sostenibilidad 
para poder determinar la procedencia de la autorización de la actuación 
proyectada (sobre todo en el caso de los suelos especialmente protegidos), de 
tal modo que los valores del suelo rural no se vean sometidos al desarrollo de 
estos usos excepcionales, debiendo acreditar que la conveniencia de su 
ejecución no se realiza solo en base a la inexistencia de suelo urbano 
                                               
1398 Op. cit. (2008, págs. 196 y ss.). 
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apropiado en el entorno, sino que también se acredita la no producción de 
afecciones significativas al territorio.      
 
La necesidad o conveniencia acreditada del emplazamiento de actuaciones en 
suelo no urbanizable ha sido también objeto de análisis por los Juzgados y 
Tribunales en múltiples resoluciones, en las que se puede encontrarse un 
criterio orientativo sobre los parámetros precisos para entender justificada la 
autorización de estos usos excepcionales. De este modo, la STSJ de la Región 
de Murcia de 29 de septiembre de 2017 (Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sec. 1ª, rec. 223/2015. Ponente PÉREZ-CRESPO PAYÁ, 
CENDOJ 300300330012017100295), entiende justificada la instalación de un 
centro logístico en suelo rural, al quedar acreditada la inexistencia de suelo de 
uso industrial apropiado en el entorno y no afectar su implementación a valores 
especiales del suelo seleccionado. 
 
En sentido contrario, pero con la misma argumentación jurídica, la STSJ de 
Andalucía de 26 de septiembre de 2011 (Sede de Granada, Sala de lo 
Contencioso-Administrativo. Ponente MUÑOZ CORTÉS, EDJ 2011/305191), 
dispone en relación con la propuesta de construcción de un centro comercial en 
suelo rural que su naturaleza, características y exigencia de la actividad no 
justifican por sí solas la pretendida ocupación del suelo rústico, y ello debido a 
que no cabe compartir una interpretación extensiva, ya que conduciría a la 
desvirtuación del criterio plasmado por el legislador. En el asunto estudiado, 
según advierte la propia Sala, no se justifica por qué el emplazamiento del 
indicado centro comercial debe realizarse precisamente en el suelo no 
urbanizable, o en otros términos, no se conecta la instalación pretendida con 
las características propias del lugar en el que se proyecta de tal forma que la 
ubicación precisamente en el suelo pretendido ofrezca una ventaja o utilidad 
especifica a las características del centro comercial, y en qué medida pueda o 
no aportar asimismo un valor añadido a las actividades propias del suelo en el 
que se pretende ubicar.  
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La existencia de suelo más apropiado para albergar la actuación proyectada ha 
sido motivo determinante para la denegación de este tipo de propuestas, 
fundamentalmente en los supuestos de usos en los que su ubicación no se 
plantea por motivos de necesidad formal o material, sino por mera 
conveniencia económica o productiva. Sobre este tipo de supuestos, la STSJ 
de Castilla-La Mancha de 25 de junio de 1999 (Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sec. 1ª, rec. 607/1999. Ponente BEVIÁ FEBRER, EDJ 
1999/29254) no aprecia la necesidad de emplazar una actividad industrial en el 
medio rural al existir suelo industrial en la localidad de entidad suficiente como 
para considerar otras soluciones alternativas y con mucho menor impacto 
territorial. 
 
Finalmente, cabe hacer referencia a la diferencia que existe entre la redacción 
de la normativa estatal citada, concretamente en el último párrafo del artículo 
13.1 del TRLS2015 y la que se contiene en la regulación de esta materia por 
parte de las normativas autonómicas, debido a que la enunciación del texto de 
la norma estatal parece desligar la necesidad o conveniencia de establecer una 
actividad o uso en suelo rural de la acreditación de su interés público o social, 
en tanto que las normativas autonómicas suelen establecer ambos requisitos 
como acumulativos, como sucede por ejemplo de forma expresa en la 
normativa andaluza, aragonesa o murciana, y cuanto menos, se infiere de la 
redacción de otras como la castellano-manchega o la extremeña.  
 
 
d. La concurrencia de causas de interés público o social en su ubicación en 
suelo rural. 
 
En cuarto lugar, la normativa establece que las actividades no vinculadas a los 
usos tradicionales del suelo rural deben acreditar que en su instalación 
concurren causas de interés público o social que fundamenten la utilización 
excepcional del suelo y, por consiguiente, puedan obtener las correspondientes 
autorizaciones administrativas para su ejecución. 
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La utilidad pública y el interés social se configuran como conceptos jurídicos 
indeterminados en su diversidad de denominaciones autonómicas y su 
declaración, conforme apunta GÓMEZ ROSSI1399, parece configurarse como 
un elemento asociado al propio acto de autorización, que una vez acreditado 
reconoce un derecho a su titular derivado del propio ordenamiento jurídico, 
declarativo, de carácter real, por lo que se debe estimar con independencia del 
sujeto que lo solicita. La propia autora destaca como aspecto controvertido 
para la doctrina el de su consideración como de naturaleza discrecional o 
reglada. Desde su punto de vista no nos encontramos ante un ejercicio de la 
potestad discrecional administrativa, sino ante la presencia en todo momento 
de conceptos jurídicos indeterminados que obligan a su debida interpretación, 
tarea que complica enormemente el régimen jurídico de la implantación de 
actividades en suelo no urbanizable pero que, en ningún caso, implica su 
consideración no reglada, siendo además impreciso concluir que, una vez 
autorizada la propuesta, se generan derechos que antes no existieran.  
 
En palabras de la autora citada, si el uso propuesto cumple las 
determinaciones previstas en el Plan, la Administración Pública está obligada a 
interpretar unívocamente el concepto jurídico indeterminado, procediendo a su 
autorización a través de un procedimiento administrativo absolutamente 
reglado. Por lo tanto, la declaración de utilidad pública e interés social se 
consideraría como un aprovechamiento otorgado por el propio ordenamiento 
jurídico, lo que respalda su carácter declarativo, frente a su consideración como 
aprovechamiento otorgado por la Administración, que pudiera decidir 
reconocerlo o no discrecionalmente.  
 
En parecidos términos se expresa BARREDA BARBERÁ1400 que en el ámbito 
de la normativa valenciana entiende que la autorización debe ser concedida 
siempre que el proyecto cuente con todos los requisitos exigibles, debido a que 
si se aprecia un interés general prevalente sobre el natural o ambiental del 
                                               
1399 Op. cit. (2017). 
1400 Op. cit. (2008, págs. 197 y ss.). 
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entorno rural, su denegación no debería ser considerada como meramente 
relevante sino, en otro caso, calificada como socialmente negativa1401. 
 
Sin embargo, la cuestión dista mucho de ser pacífica, debido a que existen 
posicionamientos proclives a entender que la decisión administrativa en este 
asunto entra dentro de los parámetros de la discrecionalidad, como puede 
apreciarse en la STSJ de Madrid de 22 de febrero de 2017 (Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, Sec. 2ª, rec. 311/2016. PONENTE LÓPEZ DE 
HONTANAR SÁNCHEZ, ECLI:ES:TSJM:2017:1388), en cuyo FD 2º se expone 
literalmente:  
 
“Este Tribunal en Sentencias de 27 de abril de 2004, 20 de Julio de 
2004 y 14 de septiembre de 2006 ha entendido que existe cierto margen 
de discrecionalidad en la concesión de las calificaciones urbanísticas, 
dado que es una facultad extraordinaria respecto de las que conforman 
el derecho de propiedad del dueño de una finca que se encuentre en 
suelo no urbanizable que habilita para la implantación de un uso que no 
es el ordinario. Es evidente que la actuación de la administración 
pública puede ser sometida a enjuiciamiento ante esta Jurisdicción a fin 
de evaluar la corrección, razonabilidad y proporcionalidad de su 
actuación dado que la propia Ley establece unos parámetros para la 
concesión de dicha calificación, aún cuando dichos parámetros no 
conviertan la actuación de la Comunidad Autónoma de Madrid en 
absolutamente reglada si se establecen determinados criterios que se 
han de establecer para conceder o denegar la calificación urbanística. 
Por tanto, es posible el análisis de los motivos por los que se otorga la 
calificación urbanística, toda vez que no cabe la concesión de la misma 
con infracción de las normas jurídicas y el planeamiento urbanístico 
correspondientes”. 
 
Sobre esta cuestión cabe apuntar otra consideración, relativa a la 
diferenciación que se establece entre los conceptos de interés social y de 
utilidad pública, que no tienen que concurrir de forma conjunta en la actuación 
proyectada. Al contrario, su consideración se ha de realizar de forma 
individualizada al estimarse que son conceptos que no han de entenderse 
como sinónimos, sino como expresiones que manifiestan realidades 
sustancialmente diferentes. A tal conclusión llegó la STS de 7 de abril de 2000 
(Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 7177/1994. Ponente RODRÍGUEZ-ZAPATA PÉREZ), 
                                               
1401 Y ello aunque la STS de 29 de enero de 2003, mencionada por el propio autor, se refiera 
expresamente a esta autorización como una potestad discrecional. 
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que analizando la regulación contenida en el artículo 44 del RGU concluía que 
ambos requisitos no deben entenderse como concurrentes, al ser en realidad 
alternativos, como se desprende de la conjunción disyuntiva que los enlaza en 
la redacción del citado precepto. 
 
Esta disyuntiva se ha recogido en la misma forma en la actual redacción del 
artículo 13.1 del TRLS2015 y, con carácter general, por la normativa 
autonómica reguladora de estas actuaciones en suelo no urbanizable, como 
puede apreciarse en el artículo 42.1 de la LOUA en el caso de la normativa de 
Andalucía. En este caso, es significativa la expresión que la legislación de esta 
Comunidad Autónoma atribuye a estas actuaciones en suelo no urbanizable, a 
las que califica de forma genérica como “de interés público”, en una forma de 
unión de ambos conceptos que, sin embargo, no impide que en su definición 
posterior se enuncien de forma individualizada, en la misma fórmula adoptada 
por las normas estatales antes citadas. 
 
Lo anterior no obsta a que en no pocos casos ambos conceptos se utilicen de 
forma indistinta, por lo que tendremos que efectuar una labor interpretativa de 
las condiciones del proyecto autorizado para determinar cuál de estas dos 
causas ha justificado su aprobación. Tal caso sucede en la ya citada STSJ de 
la Región de Murcia de 29 de septiembre de 2017, en la que se hace referencia 
al “interés público”, si bien todo apunta a que se refiere al interés social del 
centro logístico autorizado en suelo rural, cuya justificación avala al entender 
que efectivamente concurre en una actuación susceptible de generar un alto 
número de puestos de trabajo, la facilitación de la salida de productos 
hortofrutícolas del entorno y, en tercer lugar, la gran inversión que supone para 
el término municipal, con su correspondiente retorno económico a las arcas 
públicas por vía tributaria. 
 
En otros casos, se aprecian en la autorización trazas de ambos conceptos, por 
lo que se aprecia de forma conjunta la idoneidad pública y social del proyecto 
presentado. Este supuesto se contiene en la STSJ de Andalucía de 15 de 
septiembre de 2014 (Sede de Granada, Sala de lo Contencioso-Administrativo, 
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Sec. 1ª, rec. 304/2011. Ponente RODERO FRÍAS, EDJ 2014/291895), en el 
que se estima la propuesta del promotor de una explotación extractiva en suelo 
no urbanizable, al entender la Sala que en la misma concurre la utilidad pública 
inherente a la autorización administrativa de explotación minera obtenida y, 
además, interés social, al generar una actividad susceptible de creación de 
empleo, lo que califica como indudable beneficio desde el punto de vista 
económico y social.   
 
Por lo demás, solo resta destacar que ambos conceptos deben interpretarse, 
en todo caso, de forma restrictiva, habida cuenta el carácter excepcional en el 
que se contempla en la normativa esta posibilidad de construir en suelo rústico 
y que se extrae de resoluciones como la STSJ de Andalucía de 9 de diciembre 
de 2010 (Sede de Sevilla, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 2ª, rec. 
537/2010. Ponente SANTOS GÓMEZ, EDJ 2010/361526), o la STSJ de 
Castilla y León, de 20 de octubre de 2017 (Sede de Burgos, Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 111/2015. Ponente REVILLA 
REVILLA, ECLI:ES:TSJCL:2017:3841). Como apunta BLASCO HEDO1402 al 
analizar la argumentación de esta última sentencia, lo destacable es no solo la 
falta de motivación de la concurrencia de un interés público ineludible cuando 
se trata de construcciones en suelo rústico, sino la total ausencia de un interés 
público en el proyecto, constando al contrario una finalidad que se aleja de 
aquel pretendido desarrollo económico y turístico, o de la conservación del 
entorno rural. Desde una interpretación conjunta y sistemática de la normativa 
urbanística, la Sala “no ve por ningún sitio” aquel reiterado interés público.  
 
Algunos autores, como es el caso de RUIZ CENICEROS1403, llegan a 
cuestionar la propia admisión en suelos rústicos o no urbanizables de 
actuaciones comerciales o industriales, llegando a manifestar que si se permite 
que ese tipo de terrenos soporten cualquier edificación de uso industrial o 
comercial, terminarán siendo cualquier cosa menos suelos rústicos. Para este 
autor, la explotación industrial o comercial del territorio contradice cualquier 
                                               
1402 BLASCO HEDO, Eva (2018-b). 
1403 RUIZ CENICEROS, Mauricio (2018). 
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preservación, no sólo paisajística, histórica, arqueológica, científica, cultural, 
ambiental, agrícola, ganadera o forestal, sino sobre todo urbanística, porque su 
mera instalación conlleva la pérdida de cualquier de esos valores y su 
integración, por vía de hecho, en la trama urbana.  
 
A mi juicio esta interpretación es demasiado rigurosa, debido a que, aunque 
efectivamente hay normativas que proscriben determinados usos en suelo no 
urbanizable (como son los casos de las legislaciones vasca, catalana y gallega, 
que no permiten instalaciones industriales en suelo rústico, y las dos primeras 
tampoco comerciales), en determinados supuestos la ausencia de suelos 
urbanos aptos para la instalación de construcciones de estas características 
puede ser suplida con la su localización en suelos rurales no especialmente 
protegidos y con las limitaciones que la Administración pueda exigir de forma 
expresa. Como en casi todos los aspectos relativos al uso del suelo, en este 
tema entiendo excesivo formular una consideración apriorística, debiendo 
valorar las circunstancias de cada caso en concreto, aunque siempre con la 
debida restricción interpretativa impuesta por la jurisprudencia antes citada. 
 
 
e. Su contribución a la ordenación y el desarrollo rural. 
 
Además, e independientemente lo expuesto en el punto anterior, también 
puede motivar la autorización de usos no vinculados a la naturaleza del suelo 
no urbanizable, su contribución a la ordenación y el desarrollo rural. Para 
encontrar referencias a estos conceptos podemos partir de lo dispuesto en la 
regulación contenida en la LDSMR, en cuyos artículos 20 y siguientes se 
establecen las medidas para el desarrollo rural sostenible que la planificación 
del medio rural debe contener.  
 
Entre ellas, se regulan en primer lugar las medidas destinadas a incentivar la 
diversificación económica, en cuya formulación se contienen muchos 
supuestos de actuaciones a desarrollar en suelo no urbanizable, que podrán 
ser autorizadas en función de su encaje en este catálogo y, en todo caso, 
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siempre conforme a los límites establecidos por la normativa o el planeamiento 
vigentes sobre su régimen de protección. Entre estas actuaciones se pueden 
destacar las actividades de alto valor añadido en procesos agroalimentarios, 
las de equipamiento comercial, las de turismo rural y agroturismo, o la 
utilización sostenible de los recursos geológicos del entorno rural.  
 
Por lo que respecta a la contribución a la ordenación rural, varias resoluciones 
judiciales han entendido que con esta expresión se alude a las actuaciones que 
de forma específica se encuentran autorizadas por el planeamiento vigente 
dentro de cada ámbito de suelo, por lo que los usos excepcionales autorizados 
tendrían un encaje propio en la ordenación del territorio, aunque efectivamente 
contemplaran usos no naturales o tradicionales de los entornos rurales. A tal 
conclusión llega la ya citada STSJ de Madrid de 22 de febrero de 2017, que 
valida la previsión por la que, en suelo no urbanizable de protección, 
excepcionalmente y a través del correspondiente procedimiento habilitado al 
efecto, podrán autorizarse actuaciones específicas siempre que estén previstas 
en la legislación sectorial y expresamente permitidas por el planeamiento 
regional territorial o el planeamiento urbanístico aplicable.  
 
Con esta expresión, parece que la Sala asume que esta adecuación a la 
ordenación del suelo rural supone que el propio planificador ha predeterminado 
la utilidad pública o interés social de la actuación, de modo que expresamente 
asume la posibilidad de su implementación en suelos ordinariamente no 
destinados a esos fines. En el mismo sentido, el mismo Tribunal Superior de 
Justicia de Madrid, en Sentencia de 17 de abril de 2013 (Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, Sec. 2ª, rec. 290/2011. Ponente GARCÍA 
ALONSO, EDJ 2013/65928), afirma que dentro de los usos que pudieran 
contribuir al desarrollo sostenible de los suelos protegidos, solo pueden ser 
objeto de autorización los que expresamente se recojan por el planeamiento, 
en el marco de una utilización racional y sostenible de los territorios rurales. 
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Como afirma AMADOR BLANCO1404 la implantación de este tipo de 
actuaciones en suelo no urbanizable conforme a estas premisas supone que, o 
bien es procedente para un beneficio social general valorable a efectos de 
desarrollo rural o, en otro caso, es necesaria su implantación en el entorno, lo 
que conlleva que a la actuación pretendida se le atribuyen directamente tales 
beneficios públicos. Con estas determinaciones prefijadas de los instrumentos 
de planeamiento, BULLEJOS CALVO1405 entiende que se podrían evitar o, 
cuanto menos, limitar los ámbitos de discrecionalidad apreciados en estas 
autorizaciones, no solo en la propia disposición de la ordenación del terreno 
para albergar el uso pretendido sino, además, con la introducción de los 
elementos materiales exigidos para su implantación. 
 
Esta delimitación de los usos no vinculados al suelo rural que se estiman 
directamente por el planeamiento como procedentes para la ordenación o el 
desarrollo de los suelos rurales, se formula en la práctica mediante la 
incorporación a los distintos regímenes de los suelos rurales que se contienen 
en los instrumentos de ordenación del catálogo de actuaciones permitidas en 
sus respectivos ámbitos, sobre la base de la capacidad de cada uno de ellos 
para albergar su ejecución. Fuera de estas relaciones de usos autorizables, la 
premisa general es la prohibición de toda actividad alternativa, en función de la 
ya mencionada consideración restrictiva de estos usos no vinculados al suelo 
rural, especialmente en lo que respecta a los suelos sometidos a especial 
protección. 
 
Sobre esta cuestión cabe realizar una referencia a la posibilidad de aprobar 
proyectos de esta naturaleza que, sin contravenir las determinaciones del 
planeamiento vigente, su instalación pueda incidir en su ordenación estructural 
del ámbito territorial en el que se proyecten. En concreto, en el caso de la 
vigente normativa andaluza, el artículo 42.4.c) de la LOUA permite la 
implantación de actuaciones de interés público que afecten a la ordenación 
estructural del planeamiento correspondiente, si bien, exigiendo para su 
                                               
1404 AMADOR BLANCO, Antonio Jesús (2015). 
1405 BULLEJOS CALVO, Carlos (2009). 
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aprobación la previa tramitación de un plan especial, alternativo al proyecto de 
actuación exigido en casos que no afectan a esta ordenación estructural. En el 
caso andaluz, esta es la situación que deriva de la consideración de ordenación 
estructural que se atribuye a la delimitación de los ámbitos de especial 
protección por el artículo 10.1.A.h) de la LOUA, por lo que se puede concluir 
que la autorización de actuaciones de interés público en suelos protegidos 
debería requerir la tramitación de esta figura de planeamiento como parte de su 
procedimiento de aprobación, pero sin que ello suponga ninguna alteración a 
su régimen procesal más allá de esta premisa específica. 
 
Esta consideración ha sido avalada, entre otras, por la STSJ de Andalucía de 
26 de septiembre de 2011 (Sede de Granada, Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sec. 3ª, rec. 140/2006. Ponente MUÑOZ CORTÉS, EDJ 
2011/305191), cuyo FD 3º atribuye a este instrumento de planeamiento de 
desarrollo la posibilidad de autorizar actuaciones urbanísticas en suelo no 




f. La ausencia de riesgo de formación de nuevos núcleos de población.   
 
En consonancia con lo expuesto en el punto anterior, otra consideración a tener 
en cuenta en la autorización de estas instalaciones es la no formación de 
nuevos núcleos de población, verificación que se ha de realizar conforme a los 
parámetros que para ello determine la planificación territorial o urbanística 
aplicable y que, en todo caso, pretende evitar la afección que pudiera derivarse 
de la consolidación de edificaciones próximas que pudieran generar la 
formación paulatina de entornos de naturaleza y configuración no rural o 
pseudo-urbana.  
 
Esta exigencia de no inducción de la formación de nuevos asentamientos en el 
suelo rural es asumida de forma generalizada por las distintas normativas 
urbanísticas españolas, debido a que se entiende muy perjudicial para la 
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ordenación territorial del suelo rural la proliferación de nuevas realidades 
colectivas que, en un futuro más o menos próximo, pudieran demandar la 
dotación de servicios de naturaleza urbana y, por la vía de hecho, consolidarse 
como nuevos núcleos pendientes de regularizar.  
 
De hecho, esta medida precautoria sobre el uso del suelo rural ya se contiene 
en el artículo 44.1 del RGU y su exigencia ha sido afirmada por las 
resoluciones de los Juzgados y Tribunales que han analizado esta 
consideración, como puede apreciarse en la STS de 20 de mayo de 2011 (Sala 
3ª, Sec. 5ª, rec. 3375/2007. Ponente FERNÁNDEZ VALVERDE, EDJ 
2011/91256), en la que se dispone expresamente que dentro de la verificación 
de la procedencia del uso del suelo rural debe analizarse expresamente esta 
coyuntura, de tal modo que la apreciación de riesgo de formación de núcleo 
debe paralizar toda autorización solicitada.  
 
Conforme a esta apreciación, resoluciones como la STS de 29 de junio de 1999 
(Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 3605/1993. Ponente ENRÍQUEZ SANCHO, EDJ 
1999/18051) o la STS de 16 de diciembre de 2003 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 
6263/2000. Ponente DE ORO PULIDO Y LÓPEZ, EDJ 2003/202086) concluyen 
desestimando los recursos planteados frente a los acuerdos por los que se 
desestiman solicitudes de usos en suelo no urbanizable, al estimar que las 
pruebas practicadas y los informes emitidos en el expediente administrativo, 
manifiestan la existencia de riesgo de formación de núcleo de población, sin 
que se hubiera causado indefensión al recurrente en la tramitación del proceso 
por no apreciar medios de prueba aportados en los que se contienen 
decisiones contradictorias.  
 
Como se ha apuntado, la consideración de la posible inducción de formación 
de núcleo de población debe verificarse, en principio, partiendo de lo 
establecido en la planificación territorial o urbanística aplicable sobre el espacio 
en el que se proyecta la actuación, aunque la normativa no suele establecer 
una referencia expresa a esta cuestión. En todo caso, invocando de nuevo la 
consideración restrictiva que debe presidir todo análisis de este tipo de 
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propuestas, parece procedente estimar que, a falta de determinaciones 
específicas al respecto, debe establecerse un criterio preventivo que limite las 
posibles afecciones negativas que pudieran producirse con su autorización, si 
bien, una vez descartada toda posible incidencia, no debe existir inconveniente 
en afirmar la viabilidad del proyecto.  
 
Tal conclusión se desprende de las resoluciones judiciales vertidas sobre esta 
cuestión, como puede apreciarse en la STSJ de Andalucía de 29 de julio de 
2010 (Sede de Málaga, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 
2344/2008. Ponente GARCÍA BERNALDO DE QUIRÓS), que valida la 
autorización concedida para uso de suelo no urbanizable al estar 
suficientemente motivada, entenderse procedente y, dentro del concreto ámbito 
del ejercicio de la competencia autonómica, justificar la actividad para ser 
realizada en suelo rural, no habiendo peligro de formación de nuevos núcleos 
de población en el ámbito en el que se proyecta la actuación.  
 
Cabe en este punto traer a colación la reflexión realizada por autores como DE 
SANTIAGO RODRÍGUEZ y GONZÁLEZ GARCÍA1406, al demandar una mayor 
concreción en los criterios sobre los que se delimiten los parámetros para 
verificar el riesgo de formación de núcleos de población, en este caso sobre 
todo para estimar la tipología de construcciones que determinarían esta 
posibilidad, sobre todo en zonas en las que por su localización pudieran 
promoverse varias instalaciones de esta naturaleza en ubicaciones  
relativamente próximas.  
 
 
g. Su carácter específico o de intervención singular. 
 
Otra cuestión a considerar es que los usos excepcionales autorizados deben 
referirse a actos y usos específicos, o como indica la normativa andaluza, ser 
actividades de “intervención singular”. Con esta afirmación se pretende 
delimitar de forma precisa el ámbito al que se refieren las autorizaciones para 
                                               
1406 DE SANTIAGO RODRÍGUEZ, Eduardo y GONZÁLEZ GARCÍA, Isabel (2018). 
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usos excepcionales del suelo no urbanizable, limitadas de forma específica y 
concreta al proyecto presentado, debido a su carácter extraordinario y singular. 
En palabras de BULLEJOS CALVO1407, debido a su incidencia atípica y 
excepcional de uso y aprovechamiento del suelo no urbanizable, y al carácter 
especial o particularizado para su implantación, se requiere un pronunciamiento 
específico, caso por caso, sin ser válida una declaración genérica por parte de 
una entidad local para una clase o tipo de actividades. 
 
Esta afirmación deriva de la propia naturaleza de las actividades 
extraordinarias o de interés público en suelo rural, que al suponer un uso no 
natural o tradicional de esta clase de suelo, se encuentran sometidas a un 
régimen igualmente excepcional de tramitación, en el que una de sus 
características es su carácter singularizado y, por ello, no extensible de forma 
analógica en sus conclusiones a otros proyectos similares. Con esta afirmación 
no se limita la exigencia de una mayor concreción en la planificación sobre el 
régimen de autorización de estas actuaciones, que debe procurar un grado de 
predicción coherente sobre sus posibilidades reales de promoción, como 
garantía de una mayor seguridad jurídica en la regulación de los usos del 
suelo. Pero esto no evita que la verificación del cumplimiento de los requisitos 
de cada actuación deba superar el proceso exigido por la normativa vigente, en 
atención a las posibles singularidades que puedan presentarse en cada caso y 
a las posibles afecciones que pudieran generarse de distinta forma, por 
cuestiones tales como el propio cambio de ubicación de las instalaciones, lo 
que obliga a considerar cada propuesta de forma específica, máxime en el 
caso de suelos especialmente protegidos.  
 
Por lo tanto, aunque se determinen de forma general los tipos de usos 
autorizables de forma excepcional en los distintos suelos no urbanizables, lo 
cierto es que la consideración de cada proyecto tiene que ser de forma 
individual, analizando todas las posibles repercusiones que pudieran derivar de 
su autorización y su viabilidad con arreglo a las específicas condiciones del 
suelo en el que se proyecta.  
                                               
1407 Op. cit. (2009). 
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h. Su promoción pública o privada.  
 
Aunque la normativa estatal no hace referencia a esta cuestión, cabe añadir 
que estas actuaciones en suelo rural pueden ser tanto de promoción pública 
como de promoción privada, como de hecho afirman expresamente 
regulaciones como la andaluza (art. 42.1 LOUA) o se incluye implícitamente en 
casos como la normativa extremeña. Esta posibilidad de promoción pública de 
estas actuaciones se ha de entender de forma independiente a los proyectos 
de interés general excluidos de esta regulación (a los que se hará referencia 
más adelante), alcanzando únicamente a las actuaciones en suelo rural que 
sean promovidas por las Administraciones, aunque su gestión o explotación se 
desarrolle posteriormente por un tercero. 
 
Conforme se expresan las citadas normas, o al menos se infiere de ellas, 
parece claro que el objeto del legislador es que las instalaciones de esta 
naturaleza que ostenten promoción pública sean objeto del mismo 
procedimiento de tramitación que en el caso de las actuaciones privadas, con 
la evidente finalidad de que no eludan los procesos de verificación previa a su 
ejecución, al menos, en lo que respecta a su adaptación territorial y urbanística. 
 
En este sentido, podemos tomar como ejemplo el supuesto analizado por la 
STSJ de Castilla y León de 28 de mayo de 2009 (Sede de Valladolid, Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, rec. 468/2008. Ponente ORAÁ GONZÁLEZ, EDJ 
2009/118391), que decide el recurso interpuesto contra el acuerdo por el que 
se concede la autorización de uso excepcional en suelo rústico para la 
construcción de una pista de esquí seco de promoción pública. Entre los 
motivos de impugnación destaca el relativo al trámite de información pública del 
procedimiento de autorización y el contenido documental mínimo del 
expediente que debe ser sometido a dicho trámite, a la vista de que concluido 
éste aún se requería por el técnico municipal la aportación por parte de la 
entidad promotora de documentos definitorios de las características esenciales 
del emplazamiento y del uso propuestos, y de las obras necesarias para su 
ejecución, conservación y servicio, así como sus repercusiones ambientales. 
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Se recuerda por la Sala la esencialidad del trámite de información pública en el 
seno del procedimiento administrativo, no reducido a una simple formalidad 
carente de valor, y cuya exigencia es demandada para cualquier proyecto no 




i. La obligación de abono de la prestación compensatoria y de garantizar la 
restauración del territorio. 
 
Finalmente, se ha de añadir a lo expuesto que la promoción de actuaciones en 
suelo rural no vinculadas a su naturaleza o usos tradicionales conlleva, con 
carácter general, la obligación de abonar determinadas compensaciones 
pecuniarias por uso excepcional del suelo para estas actuaciones, a lo que se 
suele añadir la necesidad de aportar una garantía para responder ante  
posibles responsabilidades por incumplimientos derivados de los usos 
autorizados o, en todo caso, de la restitución del terreno a su estado original 
una vez finalizado el periodo de autorización otorgado. 
 
La primera de las obligaciones mencionadas se incluye en la propia normativa 
estatal, al incluir el artículo 16.2 del TRLS2015 la exigencia de que el 
propietario deba satisfacer las prestaciones patrimoniales que establezca, en 
su caso, la legislación sobre ordenación territorial y urbanística, para legitimar 
los usos privados del suelo no vinculados a su explotación primaria. En 
aplicación de esta premisa estatal, en la normativa de Andalucía se incluye la 
denominada “prestación compensatoria”, que según el artículo 52.5 de la LOUA 
tiene por objeto gravar los actos de edificación, construcción, obra o instalación 
no vinculados a la explotación agrícola, pecuaria, forestal o análoga en suelos 
no urbanizables. Al pago de esta prestación compensatoria se encuentran 
obligados los promotores de las actuaciones antes citadas, salvo que se trate 
de Administraciones públicas en ejercicio de sus competencias, supuesto que 
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se declara expresamente exento1408. Esta prestación a satisfacer por el uso 
excepcional del suelo rural tiene en este caso el límite del diez por ciento del 
importe de la inversión proyectada y tiene la naturaleza de ingreso de derecho 
público, con el alcance y efectos que esta consideración conlleva. 
 
En similares términos se recoge esta obligación por parte de otras normativas 
autonómicas, como es el caso de la extremeña (art. 70.2 de la Ley 11/2018, de 
21 de diciembre, de Ordenación Territorial y Urbanística Sostenible de 
Extremadura), en cuyo caso se establece una cuantía mínima del dos por 
ciento del importe de la inversión realizada, salvo concretas excepciones1409 y 
cuya especialidad con respecto al caso anterior reside en la denominación 
utilizada de canon urbanístico. En el caso de la Comunidad Valenciana, el 
artículo 204 de la Ley 5/2014, de 25 de julio, de Ordenación del Territorio, 
Urbanismo y Paisaje, establece que la declaración de interés comunitario 
obligará al promotor o propietario a pagar el correspondiente canon de uso y 
aprovechamiento, que se establecerá por cuantía equivalente al coste 
económico que se derivaría de la transformación urbanística del suelo para la 
obtención de una parcela de superficie, uso y aprovechamiento equivalente a la 
efectivamente ocupada por la actividad autorizada por la declaración de interés 
comunitario1410.  
 
Independientemente de su denominación, aunque ciertamente la andaluza 
parece más ajustada a la verdadera naturaleza de la exacción, lo cierto es que 
su imposición tiene por objeto establecer una contraprestación por el uso 
excepcional del suelo rural, que si bien no se encuentra excluido por el 
ordenamiento aplicable, su autorización supone un cierto grado de 
desvirtuación de los usos tradicionales y conformación paisajística del entorno 
                                               
1408 Una breve aproximación a la cuantificación de esta prestación compensatoria en Andalucía 
se recoge en DÍAZ ARROYO, Antonio (2010).  
1409 Como es la cuantía aplicable a los usos residenciales, que se establece en el 5% en todo 
caso. 
1410 La citada norma añade que el ayuntamiento correspondiente podrá proponer la exención 
del pago del canon de uso y aprovechamiento cuando se trate de actividades benéfico-
asistenciales y sin ánimo de lucro suficientemente acreditado, o su reducción hasta un 
cincuenta por cien cuando se trate de actividades industriales, productivas, terciarias o de 
servicios susceptibles de crear empleo de forma significativa, en relación con el empleo local. 
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en el que se localiza, lo que motiva la posibilidad de exigir una aportación en 
compensación por esa utilización extensiva de los espacios rurales.  
 
La imposición de esta prestación ha sido refrendada por las diversas 
resoluciones judiciales que han abordado el asunto, como puede apreciarse en 
la STSJ de Extremadura de 11 de junio de 2010 (Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sec. 1ª, rec. 119/2010. Ponente RUIZ BALLESTEROS, EDJ 
2010/140983), en cuyo FD 4º expresamente se dispone:  
 
“…En consecuencia, la normativa autonómica ofrece la suficiente 
cobertura para esta prestación patrimonial pues ha sido aprobada en 
una norma con rango de Ley que por su contenido no necesita de 
mayor desarrollo. Se trata de una prestación patrimonial pública 
establecida en la legislación autonómica en materia de urbanismo y 
ordenación del territorio que es una competencia exclusiva de la 
Comunidad Autónoma de Extremadura, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 148,1,3ª de la Constitución Española y el artículo 7,1,2ª de la 
Ley Orgánica 1/1983, de 25 de febrero, del Estatuto de Autonomía de 
Extremadura, preceptos que habilitan a la Comunidad Autónoma de 
Extremadura para establecer y regular el canon urbanístico…”.  
 
En similares términos se posicionan las STSJ de Andalucía, sede de Granada, 
de 23 de noviembre de 2009 (LA LEY 312396/2009), de 27 de diciembre de 
2011 (LA LEY 280152/2011) y de 22 de febrero de 2016 (EDJ 2016/62689), 
concluyendo que la prestación compensatoria se fundamenta en el principio del 
beneficio obtenido por el uso del suelo y no en el de capacidad económica, por 
lo que su naturaleza no se corresponde con una prestación tributaria y debe 
quedar incluida en el género de las prestaciones patrimoniales de carácter 
público y naturaleza coactiva. 
 
Como apunta ALONSO CLEMENTE1411, debido a que la exacción de estas 
prestaciones tiene su fundamento en la autorización de usos no tradicionales 
del suelo, se impone la necesidad de determinar en cada caso qué actuaciones 
se encuentran gravadas con esta prestación y cuáles otras no lo están, debido 
a que suponen actos vinculados a la naturaleza rural del suelo, 
independientemente de que para su instalación la normativa imponga la 
                                               
1411 ALONSO CLEMENTE, Antonio (2011). 
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realización de una tramitación administrativa similar a la de las actuaciones 
gravadas.  
 
En el caso de Andalucía esta excepción se contiene expresamente en la 
normativa para las viviendas unifamiliares vinculadas a la explotación agraria 
del suelo en el que se promueven, pero ha sido extendida para otras 
actuaciones como son las construcciones destinadas a alojamientos colectivos 
de trabajadores temporeros, como se dispone en la ya analizada STSJ de 
Andalucía de 3 de marzo de 2011, en la que la Sala considera que la 
aplicabilidad de las previsiones contenidas en el artículo 52 de la LOUA tiene 
un presupuesto común de necesaria concurrencia, y es que los actos llevados 
a cabo en el suelo clasificado como no urbanizable sean actos de edificación, 
construcción, obras o instalaciones no vinculados a la explotación agrícola, 
pecuaria, forestal o análoga, siendo precisamente la existencia de esa 
vinculación a la explotación agrícola de la actuación la que justifica la no 
aplicación para estas construcciones, habida cuenta que consisten en la 
edificación destinada al alojamiento de temporeros para la realización de 
labores agrícolas sobre el mismo terreno donde se proyecta esa construcción. 
 
Al abono de esta prestación compensatoria se suele añadir la obligación de 
garantizar la restitución del terreno una vez finalizado el plazo de autorización 
concedido para el funcionamiento de las instalaciones, lo que supone su 
consideración de usos provisionales concedidos de forma temporal aunque 
renovable. De este modo, la normativa viene a reconocer que los usos no 
vinculados a la naturaleza rural del suelo suponen un uso excepcional del 
territorio que no debe perpetuarse en el tiempo, aunque al no constituir usos 
prohibidos por el ordenamiento su autorización puede renovarse en tanto que 
la funcionalidad e interés público de las instalaciones permanezcan inalteradas. 
Conforme a esta consideración, una vez finalizado el plazo de autorización 
otorgado inicialmente o el de su renovación, el promotor deberá restituir el 
territorio a su estado originario, para lo que debe responder la garantía exigida 
por la normativa.  
 
1077





A esta exigencia de restitución del territorio se le debe aplicar la misma 
interpretación que a la de la prestación compensatoria, debido a que las 
construcciones vinculadas a los usos tradicionales del suelo no presentan el 
carácter de provisionalidad que se le asigna a las no vinculadas y, por 
consiguiente, no procede sobre ellas la imposición de garantía alguna para su 
restitución, tal y como afirma expresamente la Sentencia del TSJ de Andalucía 
antes citada. 
 
Finalmente, cabe destacar que la garantía a abonar por el promotor de la 
actuación de interés público en suelo no urbanizable no solo responde de la 
restitución de los terrenos una vez finalizado su periodo de autorización, sino 
que, al menos en la normativa andaluza, también debe ser aplicada a los 
posibles incumplimientos e infracciones que pudieran producirse durante su 
vigencia. Por otro lado, el medio de su imposición debe adaptarse a los 
establecidos de forma ordinaria por la normativa vigente, como afirma la STSJ 
de Andalucía de 26 de enero de 2015 (Sede de Málaga, Sala de lo 




E. Las actuaciones de interés general, regional o supramunicipal. 
 
1. Regulación y naturaleza jurídica. 
 
La disposición adicional décima del TRLS2015, en su punto primero, habilita 
expresamente a la Administración General del Estado para tramitar un 
procedimiento específico destinado a la ejecución de actos sujetos a 
intervención municipal, cuando concurran razones de urgencia o excepcional 
interés público. En este caso, se requiere la remisión al Ayuntamiento 
correspondiente del proyecto de que se trate, para que en el plazo de un mes 
notifique la conformidad o disconformidad del mismo con la ordenación 
urbanística en vigor. En caso de disconformidad, será el Consejo de Ministros 
el que decida si procede ejecutar el proyecto, y en este caso, ordenará la 
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iniciación del procedimiento de alteración de la ordenación urbanística 
correspondiente, en este caso conforme a la tramitación establecida en la 
legislación aplicable1412.    
     
Nos encontramos ante actuaciones declaradas urgentes o excepcionales (en 
atención al interés público subyacente), en las que el Gobierno de la Nación 
podrá acudir a este mecanismo extraordinario para desarrollar proyectos de su 
competencia, para lo que la normativa estatal define un procedimiento sumario 
que puede concluir con su aprobación aun en contra de lo dispuesto en la 
ordenación del suelo al que afecte. Estas actuaciones no se someten a licencia 
o acto alguno de control preventivo y, por consiguiente, no pueden ser 
suspendidas por otras Administraciones Públicas, sin perjuicio de la 
interposición de los recursos que procedan. 
 
Por lo expuesto, podemos concluir que las actuaciones de competencia estatal 
cuyo interés general se entienda prevalente a los criterios de la ordenación 
vigente, entre los que puede encontrarse la especial protección del suelo rural, 
pueden ser autorizadas previa tramitación de este procedimiento específico, y 
ello en atención a las competencias estatales sobre legislación civil y 
procedimiento administrativo común establecidas en el artículo 149.1 de la 
CE1978 y que se contienen expresamente en la disposición final segunda de la 
propia ley de suelo estatal. No obstante, como se ha apuntado anteriormente, 
esta afirmación no supone que la actuación estatal se encuentre libre de toda 
posible reacción contraria, debido a que como toda actuación administrativa se 
encuentra sometida al oportuno control jurisdiccional, siendo muy numerosas 
las resoluciones judiciales que han analizado los procesos de imposición de 
                                               
1412  La disposición adicional décima añade que el Ayuntamiento podrá en todo caso acordar la 
suspensión de las obras cuando se pretendiesen llevar a cabo en ausencia o en contradicción 
con la notificación, de conformidad con la ordenación urbanística y antes de la decisión de 
ejecutar la obra adoptada por el Consejo de Ministros, comunicando dicha suspensión al 
órgano redactor del proyecto y al Ministro competente en materia de suelo y vivienda, a los 
efectos prevenidos en el mismo. Se exceptúan de esta facultad las obras que afecten 
directamente a la defensa nacional, para cuya suspensión deberá mediar acuerdo del Consejo 
de Ministros, a propuesta del Ministro competente en materia de suelo y vivienda, previa 
solicitud del Ayuntamiento competente e informe del Ministerio de Defensa. 
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estas actuaciones excepcionales de interés público, en los casos en los que ha 
existido contradicción sobre la decisión estatal adoptada.  
 
En este sentido podemos citar la STS de 15 de diciembre de 2014 (Sala 3ª, 
Sec. 5ª, rec. 254/2014. Ponente FERNÁNDEZ VALVERDE, EDJ 2014/278037), 
en la que avala la actuación excepcional promovida por el Estado al entender 
suficientemente justificado el interés público subyacente en la ejecución 
proyecto, o la STS de 12 de diciembre de 20121413, que afirma que en tanto en 
cuanto nos hallamos ante una excepción al principio general de intervención de 
las entidades locales en todas las obras que se realicen en sus términos 
municipales, resulta obligado verificar en cada supuesto la concurrencia de las 
específicas razones de urgencia o de excepcional interés público que legitiman 
la utilización de un procedimiento extraordinario como el presente, que en 
razón precisamente de su carácter excepcional exige una motivación que 
satisfaga mínimamente las exigencias que el uso de tan exorbitante potestad 
supone. 
 
Como afirma FERNÁNDEZ DE GATTA SÁNCHEZ1414 al analizar la ya citada 
STS de 16 de diciembre de 2016, la valoración del interés general invocado por 
las actuaciones estatales de esta naturaleza debe ponderarse sobre los 
elementos actuales del momento temporal en que se produce su confrontación, 
debido a que las meras expectativas sobre elementos contrapuestos al 
proyecto no pueden determinar una limitación previa e indiscriminada de toda 
actuación, salvo que los elementos de contraste se encuentren plenamente 
definidos y vigentes, teniendo en cuenta, además, que el fundamento invocado 
puede contener elementos de preferente atención frente a los argumentos de 
sus opositores. 
 
Pero el expuesto no es el único medio para que se ejecuten actuaciones de 
interés general, debido a que gran parte de las normativas autonómicas 
(dictadas en función de sus competencias estatutariamente asumidas) incluyen 
                                               
1413 Citada por la anterior. 
1414 FERNÁNDEZ DE GATTA SÁNCHEZ, Dionisio (2017). 
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la posibilidad de que los órganos regionales competentes puedan promover 
proyectos de interés general o de carácter supramunicipal. En palabras de 
ALONSO CLEMENTE1415 esta posibilidad que otorga la normativa supone un 
potente mecanismo de gestión territorial en manos de las Comunidades 
Autónomas, al servicio de las decisiones básicas condicionantes de la 
estructura y disposición de las actividades en el territorio, que pueden llegar a 
desplazar e, incluso, a modificar el planeamiento urbanístico1416. Por otro lado, 
el autor señala que generalmente estos proyectos singulares de interés 
supralocal constituyen un mecanismo no sólo de ordenación del territorio por 
parte de la respectiva Comunidad Autónoma, sino también de actuación 
territorial propiamente dicha, ya que incluyen la infraestructura o servicio a 
implantar, la clasificación y calificación apropiadas del suelo cuando fueren 
precisas, y el proyecto de ejecución de las obras o implantación del servicio. 
 
Con arreglo a sus características fundamentales, estas actuaciones pueden 
definirse como proyectos de ordenación territorial que tienen por objeto la 
implantación de usos, actividades o instalaciones cuyo interés excede del 
ámbito local por su incidencia territorial, económica, social, cultural o de otra 
índole y que, en cuanto a tales, requieren de un régimen de autorización 
excepcional. Conforme señala ORTEGA MONTORO1417, mediante esta 
regulación se proyecta una “territorialización” de estos proyectos, al ser 
atraídos a su ámbito mediante su consideración como instrumentos de 
intervención directa en la ordenación del territorio regional, cuyo objeto es 
planificar y proyectar la ejecución inmediata de las infraestructuras, servicios, 
dotaciones e instalaciones de utilidad pública o interés social, que se 
consideren de interés para la Comunidad Autónoma, debiendo reconocer la 
trascendencia supralocal del proyecto en sí, a causa de su magnitud o 
características. 
                                               
1415ALONSO CLEMENTE, Antonio (2010).  
1416 El autor apunta que la imposición de las previsiones autonómicas en contra de las 
determinaciones del planeamiento vigente puede determinar que la entidad local vea truncadas 
sus expectativas de ordenación de los usos del suelo y tenga que admitir la nueva ordenación 
en contra de sus postulados. Pero, también es cierto, que este planeamiento urbanístico 
encuentra serias limitaciones para resolver determinados problemas de ordenación que 
exceden de sus posibilidades, razón ésta que justifica la regulación de estos instrumentos. 
1417ORTEGA MONTORO, Rodrigo J. (2016). 
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Si atendemos a la regulación normativa de Andalucía, podemos comprobar 
cómo el artículo 38 de la LOTA contiene la regulación de las denominadas 
“actuaciones de interés autonómico”, cuya declaración por el Consejo de 
Gobierno de la Comunidad Autónoma requiere la apreciación de su especial 
relevancia derivada de su magnitud, proyección económica y social o su 
importancia para la ordenación territorial de Andalucía. Estas actuaciones 
pueden estar incluidas en planes de ordenación territorial, planes con 
incidencia territorial o en proyectos de intervención singular recogidos en la 
propia normativa de ordenación del territorio, y requieren una tramitación 
similar a la recogida en la normativa estatal, produciendo los siguientes efectos 
(además de los que pudieran proceder de la normativa sectorial aplicable): 
   
a) Llevan implícita la declaración de la utilidad pública y la necesidad de 
urgente ocupación a los efectos de la expropiación forzosa de los bienes 
y derechos necesarios para su ejecución. 
 
b) Se legitima inmediatamente su ejecución, siendo sus determinaciones 
directamente aplicables. 
 
c) Sus determinaciones vinculan directamente al planeamiento del 
municipio o municipios afectados que, sin perjuicio de lo dispuesto en la 
letra anterior, deberán incorporar la actuación aprobada con ocasión de 
la siguiente innovación urbanística. 
 
d) Dado el excepcional interés público que conlleva la declaración de 
interés autonómico, su construcción y puesta en funcionamiento no 
estarán sujetas a licencias ni, en general, a actos de control preventivo 
municipal, y ello sin perjuicio del procedimiento de armonización a que 
hace referencia el párrafo 3 del artículo 170 de la Ley 7/2002, de 









Esta declaración de interés autonómico requerirá del trámite de previa 
audiencia de las Administraciones Públicas afectadas, y en todo caso, del 
Ayuntamiento o Ayuntamientos de los municipios en cuyo término municipal se 
ubique la actuación.  
 
En similares términos se expresan otras normativas autonómicas, como son los 
casos de la extremeña, cántabra, castellano-manchega, gallega, aragonesa, 
madrileña o navarra. En todas las normas citadas (y en el resto de las que 
contienen este tipo de actuaciones de interés general y promoción autonómica) 
se incide en la trascendencia territorial del proyecto o uso a implementar, tanto 
por su localización en más de un término municipal como por su singular y 
excepcional importancia1418.  
 
 
2. Ámbitos de actuación. 
 
Con carácter general, la implantación de este tipo de actuaciones puede 
promoverse en cualquier tipo de suelo, teniendo en cuenta que el órgano 
regional competente deberá calibrar la posible afección que pudiera presentar 
sobre el entorno en que se localice y los valores presentes en el mismo, sobre 
todo en los casos de suelos protegidos, lo que se pone de manifiesto 
expresamente en algunas normas autonómicas como es el caso del artículo 
26.3 de la Ley 2/2001, de 25 de junio, de Ordenación Territorial y Régimen 
Urbanístico del Suelo de Cantabria1419. La aplicación práctica de esta 
habilitación normativa presenta, por lo general, características muy similares en 
                                               
1418 Cfr. GONZÁLEZ BLANCO, Marina (2005). 
1419 Dicho artículo dispone expresamente: “Los Proyectos Singulares de Interés Regional 
pueden desarrollarse en cualquier clase de suelo, con independencia de su clasificación y 
calificación urbanística, sin perjuicio de lo establecido en el planeamiento territorial. Cuando se 
proyecten sobre suelos respecto de los que los planes y normas de ordenación territorial y 
urbanística o la legislación sectorial sujeten a un régimen incompatible con su transformación 
mediante la urbanización, el Proyecto Singular podrá legitimar actos y usos específicos que 
sean de interés público o social por su contribución a la ordenación y desarrollo rurales o 
porque hayan de emplazarse en el medio rural. No obstante lo dispuesto en los apartados 
anteriores, la utilización de los terrenos con valores ambientales, culturales, históricos, 
arqueológicos, científicos y paisajísticos que sean objeto de protección por la legislación 
aplicable quedará sometida a la preservación de dichos valores, y comprenderá únicamente los 
actos de alteración del estado natural de los terrenos que aquella legislación expresamente 
autorice”. 
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los diferentes territorios, debido a que la naturaleza de las actuaciones 
promovidas por las Administraciones regionales españolas suele presentar 
análogas condiciones y situaciones (infraestructuras de interés regional, ejes 
de comunicaciones de ámbito comarcal o provincial, etc.). En general, lo que 
pretende la normativa autonómica es habilitar una medida extraordinaria para 
poder realizar actuaciones de interés regional incluso en situaciones donde 
pueda existir polémica o contradicción social y/o institucional. 
 
A modo de ejemplo, podemos citar el reciente Decreto-Ley 5/2018, de 21 de 
diciembre, sobre proyectos industriales estratégicos de las Islas Baleares1420, 
que tiene por objeto establecer el procedimiento administrativo para declarar 
como tales las propuestas de inversión destinadas a implantar, ampliar, 
modificar o reindustrializar una o varias actividades industriales, cuyo resultado 
previsible sea la expansión o consolidación del tejido industrial balear. La 
declaración de una inversión como proyecto industrial estratégico vincula a los 
planeamientos urbanísticos afectados, de tal modo que los respectivos 
Ayuntamientos deberán incorporar su regulación con motivo de su revisión o 
modificación, y ello independientemente de su efectividad inmediata dispuesta 
expresamente por la el artículo 4 del Decreto-Ley. 
 
Otro supuesto muy específico es el de la instalación de campos de golf, 
infraestructura deportivo-turística de alto valor añadido e interés para este 
sector productivo, pero que en muchas ocasiones su promoción genera 
tensiones con sectores como los de la agricultura y la ecología, debido al alto 
consumo de agua que demandan estas instalaciones y la posible afección que 
esta exigencia puede deparar para el entorno en el que se instalen.  
 
Como afirma ORTEGA MONTORO1421, algunas Comunidades Autónomas, 
superando la tradicional y limitada perspectiva urbanística, han regulado la 
consideración de los campos de golf con una pretensión armonizadora, al 
establecer que su implantación afecta a diversos títulos competenciales como 
                                               
1420 BOE núm. 32, de 6 de febrero de 2019. 
1421 ORTEGA MONTORO, Rodrigo J. (2008). 
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son la ordenación del territorio, el urbanismo, el medio ambiente, el fomento y 
planificación de la actividad económica, el turismo o el deporte, mediante un 
tratamiento unitario. En el caso de Andalucía (que ostenta el primer lugar en 
número de campos de golf en el panorama nacional), el artículo 40 de la LOTA 
dispone expresamente sobre esta cuestión:  
 
“1. Si no existiera Plan de Ordenación del Territorio de ámbito 
subregional o el mismo no contemplara expresamente la actuación de 
campos de golf objeto de declaración de Interés Turístico, bastará para 
su efectiva implantación conforme a su legislación específica que en el 
procedimiento de la declaración de campo de golf de Interés Turístico 
se dé audiencia a las Administraciones Públicas afectadas por plazo no 
inferior a dos meses, información pública por plazo no inferior a un mes, 
y requerimiento de los informes, dictámenes u otro tipo de 
pronunciamientos de los órganos y entidades administrativas gestores 
de los intereses públicos afectados, cuando sean legalmente 
preceptivos. 
 
2. Las determinaciones contenidas en la declaración de Campo de Golf 
de Interés Turístico vincularán directamente al planeamiento del 
municipio o municipios afectados, que deberán incorporarlas con 
ocasión de la siguiente innovación urbanística”. 
  
Esta determinación legal fue objeto de posterior desarrollo a través del Decreto 
43/2008, de 12 de febrero, regulador de las condiciones de implantación y 
funcionamiento de campos de golf en Andalucía1422, en el que se determina 
expresamente que por su carácter de equipamiento deportivo especializado, 
que aporta valores añadidos a la oferta turística regional, se entenderá que los 
campos de golf que se implanten en Andalucía tienen incidencia territorial e 
interés supramunicipal, a los efectos previstos en la legislación en materia de 
ordenación del territorio y urbanismo (art. 2.4). A su vez, se afirma 
expresamente que la implantación de un campo de golf deberá estar 
expresamente prevista en el Plan General de Ordenación Urbanística con 
independencia de la clase de suelo en la que se implante, debiendo quedar 
acreditado el cumplimiento de las condiciones básicas y requisitos previstos en 
la propia norma, de tal modo que si el Plan General no contuviera esta 
determinación, se deberá proceder a la revisión del mismo. En los campos que 
se implanten en suelo no urbanizable deberá quedar garantizada la condición 
                                               
1422 BOJA núm. 41, de 27 de febrero de 2008. 
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aislada de la actuación y que con la misma no se induce a la formación de 
nuevos asentamientos de conformidad con el artículo 52.6 de la LOUA. 
 
En esta normativa se establece la posibilidad de articular la promoción de un 
campo de golf calificado como de Interés Turístico por la vía de la aprobación 
del Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía, cuya declaración tendrá el 
alcance determinado por el propio acuerdo de aprobación, debiendo 
pronunciarse sobre las adaptaciones a realizar en los instrumentos de 
planeamiento vigentes o, en caso de inexistencia de planeamiento, sobre las 
actuaciones que deban llevarse a cabo. Los campos de golf que obtengan esta 
declaración deberán mantener los requisitos y condiciones que motivaron dicha 
declaración, y la pérdida o incumplimiento de las circunstancias y requisitos 
que dieron lugar a la declaración de Interés Turístico provocará, previa la 
tramitación del oportuno procedimiento, la revocación de la misma por el 
Consejo de Gobierno (art. 29). 
 
  
3. Procedimientos de control. 
 
Como expone CRESPO JIMÉNEZ1423 la aplicación de estas actuaciones o 
proyectos de interés regional puede llegar a generar posibles disfunciones en el 
equilibrio institucional relativo a la planificación del territorio, debido a que se 
altera el régimen normal de autorización de usos del suelo en virtud de un 
pretendido interés público de carácter supramunicipal. Además, este autor 
también alerta de los efectos que pudieran derivarse de la generalización de 
estas actuaciones excepcionales, al poder provocar la existencia de un doble 
sistema territorial, por un lado, el ordinario constituido por los instrumentos de 
planeamiento territorial y, por otro, el de uso alternativo representado por estos 
sistemas de actuación extraordinaria. 
 
Estas consideraciones, aparte de la normal exigencia de toda actuación 
administrativa, requieren que la propuesta excepcional venga precedida de la 
                                               
1423 CRESPO JIMÉNEZ, Juan Jesús (2018). 
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pertinente y coherente justificación, como medio de garantizar que la actuación 
excepcional se encuentre plenamente fundamentada y adaptada a la normativa 
vigente, aunque vaya en contra de los intereses de alguna Administración Local 
afectada.  
 
En cualquier caso, como no podría ser de otro modo, la habilitación legal al 
Estado o a la correspondiente Comunidad Autónoma no impide que estas 
actuaciones de interés regional o supramunicipal1424 puedan ser objeto de 
control judicial, al objeto de verificar la adaptación de la actuación 
administrativa al conjunto de la normativa aplicable en cada concreta actuación. 
Este control puede apreciarse en ejemplos como el analizado por la STC 
162/2014, de 7 de octubre (rec. 1511/2011. Ponente NARVÁEZ 
RODRÍGUEZ)1425, en la que se declara la nulidad de la Ley de las Cortes de 
Castilla y León 6/2010, de 28 de mayo, de declaración del proyecto regional del 
“Complejo de Ocio y Aventura Meseta-Ski”.  
 
En este caso, la citada Sentencia del Alto Intérprete Constitucional determina 
que la competencia autonómica para aprobar proyectos de esta naturaleza 
tiene su límite en la afección de valores protegidos por normativa de 
competencia estatal, como de hecho sucede en el supuesto analizado, que se 
desarrolla precisamente sobre unos terrenos afectados por la normativa 
forestal que prohíbe el cambio de dicho uso y la realización de actividades 
incompatibles con la regeneración de la cubierta forestal, sin que sea 
apreciable ninguna de las excepciones previstas en el inciso segundo del art. 
50.1 de la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes. Esta circunstancia fue 
determinante para que la Sala apreciara la efectiva vulneración de la legislación 
básica del Estado y, de este modo, concluir así la inconstitucionalidad y nulidad 
de la Ley 6/2010, de 28 de mayo, de declaración del proyecto regional del 
“Complejo de Ocio y Aventura Meseta-Ski”, por vulneración competencial, en 
este caso en materia de protección ambiental. 
  
                                               
1424 Calificadas por ORTEGA MONTORO como actos de “plusintervencionismo autonómico” 
(op. cit, 2008). 
1425 BOE núm. 262, de 29 de octubre de 2014. 
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Sobre la base de la fundamentación del interés regional o supramunicipal 
invocado para la formulación del proyecto autonómico también se ha 
manifestado la jurisprudencia, adoptando el criterio de exigir una coherente 
motivación del interés prevalente del proyecto frente a otros valores o 
elementos territoriales y urbanísticos que pudieran estar en contradicción con 
su ejecución, como al efecto indica la STS de 10 de diciembre de 2014 (Sala 
3ª, Sec. 5ª, rec. 3470/2012. Ponente NAVARRO SANCHÍS, EDJ 2014/225394), 
que asumiendo los postulados de la Sentencia del TSJ de Castilla y León 
recurrida recoge expresamente (FD 5º):  
 
“…el desarrollo urbanístico pretendido en dicho proyecto regional no 
respeta ni se ajusta a uno de los principales objetivos pretendidos tanto 
por la Ley 8/2007 de Suelo, como por el RDL 2/2008, para concluir que 
se llega a la clara conclusión de que el contenido de este proyecto no 
responde a un desarrollo sostenible, tampoco a un modelo de población 
compacta y si a un urbanización dispersada con claro detrimento del 
valor ambiental de un suelo rústico en el que se pretende ubicar un 
campo de golf que en el concreto caso de autos tenía reconocido un 
alto valor de protección, bien por su valor natural o por su valor 
productivo. Por ello, uniendo estas consideraciones a las anteriores 
dichas solo cabe concluir que del proyecto de autos no puede 
predicarse su interés general para la comunidad ni su interés regional, y 
que de sus instalaciones tampoco puede predicarse el interés social que 
pretenden los promotores ni la Administración demandada, pese al 
esfuerzo denodado puesto de manifiesto por el redactor del proyecto en 
la Memoria del mismo...". 
 
Con arreglo a esta premisa, parece evidente que la especial protección del 
suelo puede servir de límite o barrera jurídica sobre la cual debe establecerse 
la ponderación del interés general al que se encuentran subordinadas estas 
actuaciones de entidad regional, configurándose a modo de contrapeso 
colocado en un lado de la balanza frente al que se coloca la fundamentación 
del proyecto que se pretende implementar. De este modo, solo previa suficiente 
y acreditada justificación se podrá determinar la prevalencia del interés 
subyacente al proyecto promovido por la Administración regional, frente a los 
valores que en su momento determinaron la especial protección del entorno en 
el que se pretende ubicar. En tal sentido, la STS de 5 de julio de 2012 (Sala 3ª, 
Sec. 5ª, rec. 4066/2010. Ponente FERNÁNDEZ VALVERDE, EDJ 
2012/154894), anula una actuación de estas características al no acreditar la 
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prioridad de su ejecución sobre los valores por los que se fundamentó la 
especial protección del suelo, en este caso de carácter paisajístico, y no 
desvirtuar el carácter reglado de la decisión que en su momento se adoptó por 
la ordenación territorial.  
 
Como sostiene CRUZ VILLALÓN1426, no cabe duda de que la norma territorial o 
urbanística puede facultar a las Comunidades Autónomas a intervenir en la 
transformación de los suelos en determinadas circunstancias, pero siempre de 
forma proporcional, razonada y ajustada a las competencias y 
responsabilidades que esta Administración tiene conferidas por el conjunto de 
la normativa aplicable. Esta premisa se formula como medida para evitar la 
reiteración de algunas actuaciones concretas cuya implementación ha llevado a 
los órganos autonómicos competentes a acudir a procedimientos cuestionables 
y cuestionados, habiéndose procedido a su anulación por el correspondiente 
TSJ de la Comunidad Autónoma o por el propio Tribunal Constitucional, unas 
veces en fase de proyecto, pero en otras con la actuación ya acabada y en 
explotación. Para ello se ha necesitado del concurso de otras instituciones u 
organizaciones contrarias al desarrollo de la actuación, cuyos recursos ante los 
Tribunales de Justicia han prosperado. Pero, añade la propia autora, también 
es cierto que en otros casos, incluso tan cuestionables como los anteriores, se 
ha producido un acuerdo institucional de defensa de estos proyectos, 
sustentado en argumentos de escasa solidez como la generación de riqueza, 
empleo, desarrollo regional y hasta beneficios ambientales más que discutibles. 
 
La interpretación de esta autora ha sido reconocida por el propio Tribunal 
Supremo, al afirmar en la STS de 2 de marzo de 2011 (Sala 3ª, Sec. 5ª. 
Ponente FERNÁNDEZ VALVERDE, ROJ STS 1039/2011) que el contraste 
entre el interés general de la actuación proyectada con el definido 
constitucionalmente para la preservación de los valores ambientales, requiere 
la aportación de los preceptivos estudios técnicos, de tal modo que solo bajo 
una justificación debidamente razonada puede afirmarse la prevalencia del 
proyecto frente al régimen de protección del territorio. Como afirma la propia 
                                               
1426 CRUZ VILLALÓN, Josefina (2016). 
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Sala, la discrecionalidad en la actuación administrativa irá en aumento de forma 
proporcional a la equiparación o similitud de los intereses en juego, ya que, a 
mayor equiparación de éstos, mayor será el umbral de decisión en esta 
declaración de prevalencia. Al contrario, en los casos en los que esta 
prevalencia no pueda sostenerse técnicamente, la decisión administrativa se 
caracterizará por un componente mucho más reglado, en atención al interés 
que estime preferente.  
 
En sentido contrario, tampoco es posible que por los Ayuntamientos se 
impongan limitaciones genéricas de usos, como medio de defensa ante la 
posible imposición en su término municipal de actuaciones de proyectos de 
interés general no deseados. A esta conclusión llega la STSJ de la Comunidad 
de Madrid de 31 de octubre de 2017 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, 
Sec. 2ª, rec. 1202/2016. Ponente SANZ HEREDERO, 
ECLI:ES:TSJM:2017:11364), al reputar ilegítima la prohibición genérica de 
instalación de vertederos incluida en una ordenanza ambiental municipal, 
concluyendo en su FD 3º que esta disposición entra en abierta contradicción 
con la competencia autonómica para la aprobación de los instrumentos de 
planificación y de coordinación en materia de vertidos.    
 
Sobre esta cuestión LÓPEZ PÉREZ1427 al analizar esta Sentencia expone que 
la construcción de determinadas infraestructuras poco deseadas suele generar 
una cierta oposición que muchas veces trasciende de lo social para convertirse 
en un problema de índole político, al inmiscuirse administraciones que se 
alinean con tales pretensiones. Esta situación es ciertamente recurrente en 
materia de construcción de instalaciones como cárceles, vertederos, 
incineradoras de residuos y otras con similares connotaciones sociales 
negativas, que traen consigo la oposición vecinal. En este caso el 
Ayuntamiento afectado, con la finalidad de evitar la instalación del vertedero 
supralocal, procede a modificar su ordenanza prohibiendo su instalación, 
actuación que es declarada ilegítima por la Sala. Hay que recordar que, si bien 
las Entidades Locales ostentan la competencia sobre estas materias, su 
                                               
1427 LÓPEZ PÉREZ, Fernando (2018). 
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formulación no permite afectar al indudable interés supramunicipal que subyace 
en proyectos de este tipo, lo que favorece que sean tanto el Estado como las 
Comunidades Autónomas quienes ostenten una competencia que se 
superpone a la estrictamente local. 
 
Finalmente, cabe añadir que el control de estas actuaciones también debe 
aplicarse sobre sus hechos determinantes o fundamentos previos, como 
sucede en la STSJ de la Región de Murcia de 25 de enero de 2019 (Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 909/2011. Ponente CASINELLO 
GÓMEZ-PARDO, ECLI:ES:TSJMU:2019:64), que anula una actuación de 
interés regional de esta Comunidad Autónoma por la previa anulación de la 
declaración de dos espacios naturales como LIC, con los que se encontraba 
vinculada en su conformación.   
 
 
F. La división y segregación del suelo protegido. 
 
Otra de las cuestiones relativas a la potencialidad de usos de los suelos 
protegidos es la que hace referencia a la posibilidad de efectuar en su seno 
actuaciones de división, segregación o, incluso, agrupación jurídica de los 
terrenos incluidos en los ámbitos de suelo objeto de esta clasificación 
urbanística. Esta posibilidad de fraccionamiento o acumulación de partes del 
territorio con efectos jurídico-registrales es uno de los elementos 
configuradores del derecho de propiedad del suelo, que se expresa vinculado y 
limitado por los parámetros de la ordenación urbanística aplicable definidos en 
función de las distintas clases de suelo y de los usos autorizados sobre los 
mismos. 
 
En el caso del suelo rural la normativa territorial y urbanística establece, en 
términos generales, unas limitaciones muy estandarizadas y asumidas por 
todas las normativas autonómicas españolas, definidas por un lado por los 
usos del suelo afectado y, por otro lado, por la adopción de medidas limitativas 
de fraccionamientos del territorio que pretendan, induzcan o fomenten la 
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formación de nuevos núcleos de población en los entornos rurales. En base a 
esta consideración, las normativas urbanísticas españolas establecen como 
límite intangible para proceder a la división de terrenos en suelo rural o no 
urbanizable, el que la actuación no pueda calificarse como parcelación 
urbanística, o en otras palabras, que no pueda dar lugar a la constitución de 
núcleo de población, concepto que ha sido precisado por la jurisprudencia 
como edificación o edificaciones aisladas que sean o puedan llegar a ser 
elementos esenciales a las que, por agrupación de otras, vengan a constituir 
una entidad de población de cierta envergadura, lográndose bajo la apariencia 
de una simple división de fincas, la ejecución de una verdadera urbanización.  
 
Como acertadamente afirma CABRERA LÓPEZ1428, el afán del legislador 
español desde las primeras normas urbanísticas de ámbito estatal ha sido 
preservar al suelo no urbanizable del proceso urbanizador y precisamente la 
primera acción del hombre que puede dar lugar a la quiebra de esta máxima es 
la división de las fincas de forma tal que se formen lotes de terreno que, por 
sus características, sean más propicios para la urbanización y edificación que 
para su uso agrícola, forestal, ganadero, cinegético o cualesquiera otros 
asumidos como propios de su naturaleza rural. 
  
Para analizar la regulación actual sobre esta cuestión debemos partir de la 
normativa estatal vigente, donde cabe hacer referencia a lo dispuesto en el 
artículo 16.2 del TRLS2015, que establece la prohibición de las parcelaciones 
urbanísticas en el suelo rural, sin que puedan efectuarse sobre el mismo 
divisiones, segregaciones o fraccionamientos de cualquier tipo en contra de lo 
dispuesto en la legislación agraria, forestal o de similar naturaleza. Esta 
regulación es objeto de desarrollo y ampliación por la normativa territorial y 
urbanística, que las Comunidades Autónomas han ido progresivamente 
adoptando, que en términos generales no vienen sino a ratificar el postulado 
estatal sobre esta cuestión y, en definitiva, los criterios restrictivos en la 
autorización de segregaciones en suelos rurales. 
 
                                               
1428 CABRERA LÓPEZ, María del Carmen (2000). 
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En el caso de la normativa andaluza, el artículo 52.2 de la LOUA determina que 
en el suelo no urbanizable de especial protección sólo podrán llevarse a cabo 
las segregaciones previstas y permitidas por el Plan General de Ordenación 
Urbanística o Plan Especial, que sean compatibles con el régimen de 
protección a que esté sometido en cada caso el territorio y, en todo caso, 
estando sujetas a su aprobación y en su caso licencia, de acuerdo con lo 
previsto en la normativa aplicable1429. En este caso, se entiende que las 
segregaciones en suelo no urbanizable se encuentran sometidas a la obtención 
de previa licencia municipal, salvo que su finalidad no sea la implantación de 
usos urbanísticos, como medida de prevención ante la posible presencia de 
indicios de parcelación, supuesto totalmente vedado en suelo no urbanizable. 
En este caso se considera parcelación toda división simultánea o sucesiva de 
terrenos, fincas o parcelas en dos o más lotes que, con independencia de lo 
establecido en la legislación agraria, forestal o de similar naturaleza, pueda 
inducir a la formación de nuevos asentamientos, definición que, como hemos 
visto, puede asimilarse a la de prevención de formación de nuevos núcleos de 
población1430. 
 
El resto de normativas autonómicas contienen formulaciones en similares 
términos para delimitar los supuestos autorizados de segregación de fincas en 
suelo  rural, como puede apreciarse en el caso de la normativa asturiana, que 
rechazando expresamente todo acto de parcelación sobre este suelo, admite 
por el contrario las segregaciones o divisiones de fincas que carezcan de fines 
edificatorios y resulten autorizadas por la legislación civil, agraria, o de la 
actividad económica que venga desarrollándose en el terreno, actuaciones que 
                                               
1429 En general y salvo excepciones muy concretas, las agrupaciones de terrenos no presentan 
controversia ni se encuentran sometidas a autorización administrativa previa, debido a que las 
posibles consecuencias negativas derivadas de esta materia pueden proceder de las divisiones 
efectuadas sobre el suelo por encima de los parámetros autorizados y no de las agrupaciones 
que, en cualquier caso, van a propiciar un aumento de las superficies registrales de las 
parcelas de terreno consideradas. 
1430 La normativa andaluza añade que se consideran actos reveladores de una posible 
parcelación urbanística aquellos en los que, mediante la interposición de sociedades, divisiones 
horizontales o asignaciones de uso o cuotas en pro indiviso de un terreno, fincas, parcelas, o 
de una acción, participación u otro derecho societario, puedan existir diversos titulares a los 
que corresponde el uso individualizado de una parte del inmueble equivalente o asimilable a los 
supuestos del apartado anterior, sin que la voluntad manifestada de no realizar pactos sobre el 
uso pueda excluir tal aplicación. 
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no considera parcelación urbanística y que, incluso, no requieren licencia 
urbanística (art. 125 del Decreto Legislativo 1/2004, de 22 de abril, por el que 
se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia 
de ordenación del territorio y urbanismo de Asturias).  
 
En el caso de la actual normativa valenciana, en suelo no urbanizable se exige 
licencia que autorice todo acto de división o segregación de fincas o terrenos, 
cualquiera que sea su finalidad, salvo los supuestos de innecesariedad de 
licencia de parcelación, previa declaración expresa en este sentido de la 
correspondiente Entidad Local. En ningún caso se autorizan actos de división o 
segregación de fincas o terrenos rústicos en contra de lo dispuesto en la 
normativa agraria o forestal, o de similar naturaleza, que le sea de aplicación, ni 
parcelaciones urbanísticas conforme se definen en el artículo 230.3 de la Ley 
5/2014, de 25 de julio, de Ordenación del Territorio, Urbanismo y Paisaje1431. 
 
De este modo, se atribuye al planeamiento vigente la determinación de las 
condiciones necesarias que tendrán que cumplir las segregaciones en suelo no 
urbanizable para poder ser autorizadas, y el que, igualmente, mediante los 
respectivos instrumentos de ordenación, especifique los supuestos en los que 
puede considerarse que la segregación induce a la formación de nuevos 
asentamientos o núcleos de población.  
 
Sobre esta cuestión la legislación andaluza no determina expresamente estas 
circunstancias, aunque ciertamente otras normativas autonómicas sí son más 
explícitas en esta materia. A título de ejemplo, podemos traer a colación lo 
previsto en el artículo 10 del Decreto 242/2004, de 27 de julio, por el que se 
aprueba el Reglamento de Suelo Rústico de Castilla-La Mancha, que establece 
                                               
1431 Según este artículo, se consideran parcelaciones urbanísticas: 
a) Toda división o segregación de terrenos en dos o más lotes cuando tenga por finalidad la 
edificación o, en su caso, crear las infraestructuras requeridas para que la edificación tenga 
lugar, salvo en los supuestos de edificación excepcionalmente autorizables. 
b) Los actos ejecutados con las mismas finalidades que las descritas en el apartado precedente 
y que, sin división o segregación de la finca, subdividan, enajenen o arrienden cuotas o 
porcentajes indivisos de ella para uso individualizado de varios titulares, mediante asociaciones 
o sociedades, divisiones horizontales, copropiedades, acciones o participaciones, que 
conlleven la modificación del uso rústico de la finca matriz de la que procedan, con el fin de 
eludir el cumplimiento de las prescripciones legales. 
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que existe riesgo de formación de nuevo núcleo de población desde el 
momento en que se está en presencia de más de tres unidades rústicas aptas 
para la edificación que puedan dar lugar a la demanda de los servicios o 
infraestructuras colectivas innecesarias para la actividad de explotación rústica 
o de carácter específicamente urbano, pudiendo el planeamiento general 
establecer previsiones aún más restrictivas1432.  
 
A estas determinaciones establecidas para el suelo rural, deben añadirse los 
condicionantes específicos que la normativa y el planeamiento aplicable 
establezcan adicionalmente para los distintos tipos de suelos protegidos, que 
en el caso de la normativa andaluza se resumen en los condicionantes de 
adoptar las medidas que sean precisas para corregir su incidencia urbanística, 
territorial y ambiental, y garantizar el mantenimiento de la calidad y 
funcionalidad de las infraestructuras y los servicios públicos correspondientes. 
Todas estas premisas deben verificarse previa consideración de los usos 
específicamente autorizados en los distintos ámbitos protegidos, y que 
condicionarán de forma ineludible la posibilidad de segregación de los terrenos, 
en función de lo que establezca el planeamiento y la normativa sectorial 
aplicable en cada caso. 
 
Si atendemos a los usos más comunes que en la práctica se atribuyen a los 
suelos protegidos, debemos hacer referencia para la consideración de su 
posible segregación a la regulación de los usos agrarios y forestales, como 
usos característicos de la condición natural del suelo y que recoge 
expresamente el citado artículo 16 del TRLS2015. En el caso de los usos 
agrarios, la regulación específica se contiene en la LMEA, que establece 
expresamente que toda segregación o división de los suelos agrarios debe 
respetar las superficies establecidas como unidades mínimas de cultivo, que se 
regulan para cada término municipal de forma específica, distinguiendo 
normalmente entre los criterios establecidos para los predios de secano y los 
                                               
1432 A estos efectos se entenderá por unidad rústica apta para la edificación la correspondiente 
a la superficie mínima exigida por la Instrucción Técnica de Planeamiento o por el planeamiento 
general en los supuestos en que sea éste aplicable, para la edificación o construcción ya 
materializada.  
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de regadío1433, que en todo caso deben salvaguardar la funcionalidad del 
terreno para el uso agrario establecido en el mismo.  
 
Esta exigencia normativa conlleva, en sentido contrario, que la segregación por 
debajo de los parámetros establecidos como unidad mínima de cultivo en cada 
territorio deba ser declarada nula, al igual que la establecida respetando los 
mismos pero que pueda suponer un supuesto de parcelación ilegal, que como 
hemos visto supone un límite más o menos preciso, pero en todo caso 
aplicable, sobre toda segregación en suelo no urbanizable1434.  
 
En el caso de los usos forestales, se ha de hacer referencia a lo dispuesto en el 
artículo 26 de la LM, que establece la indivisibilidad, salvo por causa no 
imputable al propietario, de las parcelas forestales de superficie inferior al 
mínimo que deben establecer las Comunidades Autónomas, lo que lleva a 
concluir que fuera de estos supuestos tasados no cabe alegar el desarrollo de 
usos forestales (u otros asociados, como pueden ser los cinegéticos) para 
plantear divisiones de fincas rústicas, salvo en los casos en los que la 
regulación así lo autorice de forma expresa. 
 
En todo caso, y sobre todo en los suelos protegidos, el planeamiento puede 
establecer restricciones superiores a las establecidas para las segregaciones 
por las normas sectoriales relativas a los distintos usos, en función de la 
potestad que se otorga al planificador para considerar criterios de carácter 
territorial para constreñir las condiciones exigidas para autorizar segregaciones 
en estos ámbitos e, incluso, establecer su prohibición. A tal consideración llega 
la STSJ de Andalucía de 7 de julio de 2000 (Sede de Sevilla, Sala de lo 
                                               
1433 Cfr. BARREDA BARBERÁ (2008, págs. 262 y ss.). 
1434 El artículo 25 de la LMEA establece hasta cuatro excepciones a esta prohibición de 
segregar por debajo de la unidad mínima de cultivo, como son las que derivan en posteriores 
agrupaciones, las derivadas de expropiaciones, las relativas al acceso a la propiedad reguladas 
en la normativa sobre arrendamientos rústicos y, finalmente, la que permite segregar partes del 
suelo para usos autorizados de carácter no agrario, siempre que se obtenga la preceptiva 
autorización administrativa para ello. Este último supuesto, que presenta aspectos 
verdaderamente controvertidos, debe ponerse en relación con la autorización de actuaciones 
de interés público (o sujetas a calificación) en suelo rural, con lo que estimo que la validación 
de la segregación debe proceder una vez que urbanísticamente el uso excepcional es 
autorizado por la Administración competente. 
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Contencioso-Administrativo, Sec. 4ª, rec. 3524/1997. Ponente: VÁZQUEZ 
GARCÍA, EDJ 2000/42291), cuyo FD 3º afirma que con esta facultad el 
planeamiento no altera las unidades mínimas de cultivo, invadiendo 
competencias que no corresponden a las Entidades Locales, sino que 
establece medidas de protección del suelo no urbanizable dentro de lo que es 
propio de la competencia municipal.  
 
Finalmente, es preciso apuntar la referencia que realiza el artículo 26.2 del 
TRLS2015 sobre las condiciones que se deben verificar para autorizar toda 
segregación de terrenos, y que es plenamente aplicable a los supuestos de 
división autorizable en suelos protegidos, disponiendo al efecto que toda 
segregación de una finca para dar lugar a dos o más diferentes sólo es posible 
si cada una de las resultantes reúne las características exigidas por la 
legislación aplicable y la ordenación territorial y urbanística. Esta regla se 
extiende por propia determinación legal a la enajenación, sin división ni 
segregación, de participaciones indivisas a las que se atribuya el derecho de 
utilización exclusiva de porción o porciones concretas de la finca, así como a la 
constitución de asociaciones o sociedades en las que la cualidad de socio 
incorpore dicho derecho de utilización exclusiva.  
 
Esta medida de prevención de actuaciones encubiertas de parcelación se 
complementa con la exigencia dirigida a notarios y registradores para que 
verifiquen la autorización administrativa de todo acto de esta naturaleza ante el 
que intervengan y, en concreto, para que hagan constar en la descripción de 
las fincas, en su caso, su condición de indivisibles. Como afirma DELGADO 
RAMOS1435 un eficaz sistema de control previo de legalidad de los actos 
inscribibles se articula por medio del procedimiento de calificación registral, por 
el que se dispone el control preventivo del cumplimiento de determinados 
requisitos y cautelas legales que afectan, entre otras cuestiones, a la facultad 
de división o parcelación de fincas1436, por lo que concluye que este control 
                                               
1435 DELGADO RAMOS, Joaquín (2007, pág. 2). 
1436 Cfr. CAMY ESCOBAR, Jesús (2011). 
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registral coadyuva de manera decisiva a la efectividad estas previsiones 
legales de protección ambiental. 
 
No obstante, como apunta GÓMEZ ROSSI1437, no pocas normativas 
autonómicas sobre ordenación territorial y urbanismo hacen referencia a la 
“declaración de innecesariedad” para las segregaciones o divisiones rústicas, 
como mecanismo de control destinado a evitar las posibles actuaciones de 
parcelación urbanística1438. Este matiz de innecesariedad referido a la 
autorización administrativa trata de eludir cualquier connotación urbanística de 
este acto de verificación de la actuación que se pretende llevar a cabo en suelo 
no urbanizable, al ostentar un carácter exclusivamente rústico. Con ello se 
asume la interpretación por la que, en ausencia de cualquier signo de 
parcelación, la segregación del suelo no urbanizable se considera un acto 
privado de división de finca que no requiere intervención de la Administración, 
confirmando así la doctrina jurisprudencial clásica, expuesta en la STS de 16 
de octubre de 1996 (LA LEY 2401/1997). 
 
En definitiva, lo que la normativa pretende es evitar un supuesto muy específico 
y cualificado de desvirtuación del suelo rural y por extensión del especialmente 
protegido, como es el de su segregación en contra de lo estipulado en la 
normativa o planeamiento aplicable, y ello debido a que la consolidación de las 
parcelaciones en estos suelos tiende a derivar en la formación de nuevos 
asentamientos poblacionales, que en la práctica alteran materialmente la 
naturaleza del territorio en su condición rural, transformándose por la vía de los 
hechos consumados en ámbitos de suelo en proceso de urbanización. Como 
muy acertadamente expresa la STSJ de Andalucía de 2 de febrero de 2012 
(Sede de Sevilla, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 2ª, rec. 22/2012. 
Ponente ARENAS IBÁÑEZ, EDJ 2012/63596), el legislador andaluz ha tenido 
                                               
1437 GÓMEZ ROSSI, María Jesús (2018, pág. 3/19 ed. el.). 
1438 La naturaleza y alcance de esta declaración de innecesariedad ha sido objeto de 
controversia, debido a que su propia definición deriva de la ausencia de elementos urbanísticos 
en toda parcelación proyectada con fines exclusivamente rústicos. Pero esta determinación 
teórica no elude que se requiera una intervención administrativa por la Entidad Local 
correspondiente, al menos para determinar que no existe un riesgo de parcelación en la 
propuesta, por lo que se establece un sistema de validación previa aunque no quiera definirse 
con el término licencia. 
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especial interés en dotar al suelo no urbanizable de una normativa que proteja 
y favorezca eficazmente su destino natural, impidiendo así actuaciones que no 
sólo actualmente sino también potencialmente pudieran perturbarlo, por lo que 
proscribe las actuaciones que puedan inducir a la formación de nuevos 
asentamientos, o que fueran susceptibles de generar demandas de 
infraestructuras o servicios colectivos, impropios de la naturaleza de esta clase 
de suelo.  
       
  
IV. LOS DEBERES ASOCIADOS A LOS SUELOS PROTEGIDOS. 
 
A. Los deberes derivados de la propiedad sobre bienes inmuebles. 
 
El artículo 15 del TRLS2015 hace referencia a los deberes y cargas que todo 
titular de terrenos ha de asumir por ostentar su propiedad, lo que supone un 
caso concreto de asignación legal de obligaciones de forma directa y que 
afecta sin distinción a todas las personas que asuman la titularidad dominical 
de terrenos en territorio nacional1439, independientemente de que sean físicas o 
jurídicas, públicas o privadas.  
 
Este elenco de deberes y cargas forma parte de la configuración del propio 
derecho de propiedad de estos bienes inmuebles, al incluir en su composición 
la función social a que se encuentra subordinado según dispone el artículo 33.2 
de la CE1978. Como afirma CEREZO IBARRONDO1440 el análisis histórico 
demuestra que el derecho de propiedad, cuando menos en relación con el 
deber de conservación del territorio, no ha resultado inalterado, sino que ha ido 
evolucionando de un derecho cuasi ilimitado del Código Civil, a un régimen 
estatutario del derecho de propiedad, limitado por las prescripciones 
constitucionales. 
 
                                               
1439 A los terrenos, el citado artículo añade las instalaciones, construcciones y edificaciones. 
1440 CEREZO IBARRONDO, Álvaro (2018, pág. 97). 
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Este régimen de derechos y cargas ha de ser entendido como la contrapartida 
natural al reconocimiento del derecho de propiedad sobre los bienes de esta 
categoría, que en consideración al carácter social en que se configura el 
Estado español bajo la vigente Carta Magna no puede ser indiscriminado sino, 
más bien todo lo contrario, debe estar sometido a limitaciones derivadas de 
esta vinculación social. En términos generales, los derechos y cargas 
contenidos en el citado artículo 15 de la norma estatal son los siguientes: 
 
a) Su dedicación a usos que sean compatibles con la ordenación territorial 
y urbanística. 
 
b) La exigencia de su conservación en condiciones legales de seguridad, 
salubridad, accesibilidad universal, ornato y las demás que exijan las 
leyes para servir de soporte a dichos usos. 
 
c) La necesidad de realizar las obras adicionales que la Administración 
ordene por motivos turísticos o culturales, o para la mejora de la calidad 
y sostenibilidad del entorno, hasta donde alcance el deber legal de 
conservación.  
 
Como puede apreciarse, la aplicación práctica de cada uno de estos deberes y 
cargas queda condicionada a la concreta clasificación de cada tipo de suelo, 
por lo que su alcance tendrá distinto rango en función de los parámetros 
establecidos en cada caso, principalmente por el contenido de la primera de las 
exigencias enunciadas, como es la ordenación a la que se encuentre sometido 
el terreno, que es la que determinará de manera fundamental el régimen de 
exigencias legales aplicable al mismo y que se concretará de forma paralela al 












B. Los deberes asociados a la propiedad de suelo rural. 
 
En el caso del suelo rural, y especialmente en el protegido, los deberes 
impuestos a sus titulares parten de la premisa de la no realización de usos 
sobre el mismo que no sean acordes con los tradicionales de los entornos 
rurales (salvo las excepciones apuntadas anteriormente) y cuya limitación viene 
impuesta directamente por la regulación que determina su consideración no 
urbanizable o, en su caso, la de suelo especialmente protegido. Por ello, para 
autores como MARTÍNEZ MARTÍNEZ1441 en el suelo rural destaca dentro de 
los deberes impuestos a sus titulares el de la exigencia de su conservación, 
que según el artículo 16.1 del TRLS2015 incluye costear y ejecutar las obras 
necesarias para mantener los terrenos y su masa vegetal en condiciones de 
evitar riesgos de erosión, incendio, inundación, así como daños o perjuicios a 
terceros o al interés general, incluidos los medioambientales; garantizar la 
seguridad o salud públicas; prevenir la contaminación del suelo, el agua o el 
aire y las inmisiones contaminantes indebidas en otros bienes y, en su caso, 
recuperarlos de ellas en los términos dispuestos por su legislación específica; 
y, finalmente, asegurar el establecimiento y funcionamiento de los servicios 
derivados de los usos y las actividades que se desarrollen en el suelo.  
 
De acuerdo con lo dispuesto en dicho artículo, el titular de todo suelo rural tiene 
un deber mínimo de conservación que requiere salvaguardar su estado 
material de toda circunstancia que, de forma previsible, pudiera alterar su 
configuración y afectar a su entorno ambiental, sobre todo mediante la 
prevención de posibles incidencias en el desarrollo de los usos autorizados en 
el mismo. Esta exigencia se ve suplementada en los suelos protegidos, ya que 
las normas o instrumentos que establezcan su régimen podrán establecer 
normas adicionales de protección que el titular de los terrenos deberá atender 
dentro de sus deberes de mantenimiento, como expresamente determina el 
último inciso del citado artículo 16.1 de la norma estatal. Con carácter general 
se apunta por la doctrina que estos deberes urbanísticos, instrumentados en el 
suelo no urbanizable de forma específica mediante limitaciones al derecho de 
                                               
1441 Op. cit. (2010, págs. 199 y ss.). 
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propiedad1442, derivan del principio de uso racional de los recursos naturales 
que, como indica el artículo 3.2 del TRLS2015, exige la protección del medio 
rural adecuada a su carácter y la preservación de los valores del suelo 
innecesario o inidóneo para atender las necesidades de transformación 
urbanística. 
 
Esta obligación de conservación del suelo rural se incluye igualmente en las 
normativas autonómicas sobre ordenación territorial y urbanismo, desarrollando 
los postulados estatales mediante la regulación de este deber de conservación 
de los suelos no urbanizables que se impone a sus titulares. En concreto, el 
artículo 52.1.A) de la LOUA asume las exigencias estatales mediante la 
imposición a los titulares del suelo de la obligación de conservar y mantener el 
suelo, y en su caso su masa vegetal y cuantos valores en él concurran en las 
condiciones requeridas por la ordenación urbanística y la legislación específica 
que le sea de aplicación. En parecidos términos se expresan el resto de 
normativas españolas, exigiendo el cumplimiento del deber de conservación del 
suelo rural a sus titulares, independientemente del resto de vinculaciones que 
pudieran añadirse en los casos en que el territorio se encuentre incluido dentro 
de ámbitos de especial protección.  
 
A estas cargas genéricas impuestas por la normativa tanto estatal como 
autonómica, se deben incluir otras específicas del suelo rural y que también se 
incluyen en su regulación, como son las de satisfacer las prestaciones 
patrimoniales impuestas por usos no tradicionales del suelo rural y, en segundo 
lugar, la obligación de ejecución de las conexiones a las redes generales de 
servicios y, en su caso, su posterior cesión al dominio público. El primero de 
estos deberes ya fue analizado al tratar las actuaciones de interés público en 
suelo no urbanizable, y deriva de la exigencia contenida en el artículo 16.2 del 
TRLS2015 por la que el titular del suelo rural deberá satisfacer la prestación 
que al efecto disponga la normativa urbanística aplicable, motivada por el uso 
no vinculado a la naturaleza rural del suelo que fuera expresamente autorizado. 
                                               
1442 Cfr. BARREDA BARBERÁ, Juan (2008, págs. 184 y ss.). 
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Como indica PAREJA I LOZANO1443 esta obligación deriva de la necesidad de 
que al menos una parte de las plusvalías generadas por el uso lucrativo del 
suelo no urbanizable sea recuperada por la comunidad, por lo que se arbitra 
esta obligación de satisfacción de una prestación pecuniaria por el promotor y 
que, generalmente, presenta una limitación específica sobre su destino por 
parte de la Administración competente para su exacción1444. 
 
El segundo de los deberes específicos es la obligación contenida en el inciso 
final del primer párrafo del propio artículo 16.2, que exige la ejecución, en su 
caso, de las infraestructuras de conexión de las instalaciones y construcciones 
autorizables con las redes generales de servicios y entregarlas a la 
Administración competente para su incorporación al dominio público, cuando 
deban formar parte del mismo. Esta determinación legal supone la imposición 
al promotor de los usos autorizables en el suelo rural de las conexiones a las 
redes de dotaciones precisas para su funcionamiento, cuando los servicios 
necesarios no sean incorporados mediante sistemas de autodotación y, al 
contrario, requieran (y expresamente se autorice) su suministro mediante la 
incorporación a las redes públicas de distribución y/o dotación. Esta exigencia 
de ejecución de estas instalaciones a costa del promotor y, en su caso, su 
cesión al dominio público, deriva de la propia naturaleza del uso excepcional 
del suelo rural, que determina la asunción por el interesado de todos los 
elementos que permitan la ejecución de las instalaciones autorizadas y que 
garanticen su funcionalidad conforme al proyecto validado para su ubicación en 
suelo no urbanizable. 
 
A modo de ejemplo, puede citarse la regulación contenida en el Decreto 
2/2012, de 10 de enero, por el que se regula el régimen de las edificaciones y 
asentamientos existentes en el suelo no urbanizable en la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, cuyo artículo 8.5 establece la posibilidad de autorizar 
                                               
1443 PAREJA I LOZANO, Carles (1990, pág. 257).  
1444 Al hilo de esta mención, debemos citar igualmente la garantía que algunas normativas 
(como es el caso de la andaluza) exigen para la restauración de los suelos rurales en los que 
se autoricen usos excepcionales no vinculados a su naturaleza, una vez finalizado el plazo 
otorgado por la Administración competente, y que conecta con la exigencia de recuperación a 
la que se refiere el punto primero del mismo artículo 16 del TRLS2015. 
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a las edificaciones aisladas reconocidas en situación de asimilado al régimen 
de fuera de ordenación, la acometida a los servicios básicos de abastecimiento 
de agua, saneamiento y energía eléctrica, siempre que estén accesibles, la 
compañía suministradora acredite la viabilidad de la acometida y no induzcan a 
la implantación de nuevas edificaciones. Estas conexiones autorizadas de 
forma excepcional deberán ser ejecutadas por los titulares de las 
construcciones, pudiendo ser requerida su realización de forma expresa por la 
Administración actuante, tal y como dispone el artículo 11.5 del citado Decreto 
2/2012, de 10 de enero. 
 
De igual modo, esta exigencia ha sido avalada jurisprudencialmente, como 
puede apreciarse en la STSJ de Extremadura de 23 de julio de 2009, que exige 
que los promotores de proyectos de usos excepcionales del suelo rural 
garanticen y aseguren la funcionalidad de las obras y construcciones que 
constituyan su objeto, realizando a estos efectos la realización de las 
actuaciones necesarias, incluyendo las de conexión a los sistemas generales 
que fueran expresamente autorizados1445. 
 
 
C. La obligación de reparación de los daños ambientales. 
 
Una obligación expresa sobre los suelos rurales y, en mayor medida sobre los 
suelos protegidos, es la de proceder a la reparación de los posibles daños 
ambientales causados en su ámbito, lo que conlleva la restauración de sus 
características naturales en la medida en que hubieran sido afectadas por los 
actos que los provocaron. Esta obligación específica se contiene en los 
artículos 19 y siguientes de la Ley 26/2007, de 23 de octubre, de 
Responsabilidad Medioambiental1446, en los que se regulan las obligaciones de 
los causantes de los daños, las medidas de reparación que pueden exigirse y, 
en tercer lugar, las potestades administrativas reconocidas en esta materia. 
 
                                               
1445 Citada por MARTÍNEZ MARTÍNEZ, María (2010, pág. 207). 
1446 BOE núm. 255, de 24 de octubre de 2007. 
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En concreto, la norma estatal atribuye al causante de los daños ambientales la 
obligación de actuación inmediata y sin necesidad de intimación administrativa, 
adoptando todas las medidas necesarias para reparar, restaurar o reemplazar 
los recursos naturales dañados, sin perjuicio de adaptar su actuación a las 
medidas impuestas por la Administración competente, una vez que ésta 
hubiera adoptado las decisiones procedentes sobre los medios de restauración 
prioritarios. 
 
La obligación de restauración ambiental se considera una medida de 
preservación de los espacios protegidos, pero incidiendo desde un punto de 
vista diferente al de las medidas preventivas establecidas en los instrumentos 
de planificación, debido a que su actuación procede una vez que los ámbitos 
protegidos se han visto afectados por cualquier elemento que altere de forma 
negativa sus valores naturales o patrimoniales. De este modo, nos 
encontramos ante medidas de naturaleza reactiva frente a los efectos 
perniciosos provocados al entorno, al contrario de las de naturaleza preventiva 
que pueden considerarse las incluidas de forma ordinaria en los instrumentos 
de planificación del territorio. 
 
Su regulación también es ampliada por la emanada de las respectivas 
Comunidades Autónomas en su ámbito de competencia sobre la materia, como 
puede apreciarse en los artículos 167 y 168 de la actual Ley 7/2007, de 9 de 
julio, de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental de Andalucía, en los que se 
dispone la obligación para los responsables de la producción de los daños 
ambientales de realizar y asumir su reparación, que será impuesta por el 
mismo órgano competente para sancionar la actuación que causara el daño 
ambiental en la resolución administrativa correspondiente. A su vez, se hace 
referencia a los supuestos en los que los daños causados se estimen como 
irreparables ambientalmente, en los que se deberá determinar una adecuada 
compensación que deberá ser empleada en la realización de medidas de 
mejora del bien dañado.  
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Esta consideración de las medidas de reparación de los daños ambientales se 
contiene también en las decisiones judiciales que han analizado estos 
supuestos, como es el caso de la STSJ de la Comunidad de Madrid, de 20 de 
septiembre de 2013 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 10ª, rec. 
266/2010. Ponente ÁLVAREZ THEURER, EDJ 2013/235869), en la que se 
dispone la obligación de restaurar a su estado original los terrenos en los que 
se construyeron unas pistas forestales sin la previa y preceptiva evaluación 
ambiental. En este caso, la Sala aprecia la inadecuación de la actuación 
realizada sobre los caminos existentes con anterioridad en los espacios 
forestales afectados, extralimitando el alcance de la autorización concedida 
para su limpieza y adecuación, realizando por el contrario actuaciones de 
ampliación, movimientos de tierra y explanación, no autorizados y, por lo tanto, 
de obligada restauración. 
 
En términos más específicos, podemos citar la SAN de 4 de julio de 2018 (Sala 
de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 1739/2015. Ponente ATIENZA 
RODRÍGUEZ, EDJ 2018/546280), en la que ratifica la obligación de restaurar 
los daños provocados a un espacio natural protegido, al haber ejecutado 
actuaciones sin autorización y contraviniendo su normativa específica. En el 
mismo sentido se expresa la STSJ de la Comunidad de Madrid de 18 de marzo 
de 2014 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 10ª, rec. 597/2012. 
Ponente ÁLVAREZ THEURER, EDJ 2014/46973). 
 
En resumen, cabe destacar que la normativa vigente establece una serie de 
exigencias a los titulares de suelo rural que, debido a sus particulares 
características, presentan una inevitable conexión con la aspiración de los 
poderes públicos de garantizar su preservación. Para alcanzar este objetivo, se 
establecen unas exigencias mínimas que derivan de la condición natural del 
suelo y que se centran en evitar toda actuación sobre el mismo que pueda 
alterar sus condiciones físicas y naturales, lo que obliga no solo a no ejecutar 
actuaciones no expresamente autorizadas, sino además a ejecutar las labores 
de mantenimiento que requiera la preservación del entorno de posibles riesgos 
internos o externos.  
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Como se ha apuntado, estas exigencias pueden verse suplementadas o, 
cuanto menos, dirigidas por la regulación aplicable en los casos de suelos 
protegidos, que pueden planificar actuaciones requeridas por los espacios de 
estas características y que sean formuladas de forma específica para la 
preservación o restauración de los valores objeto de especial protección. 
 
 
V. LOS EFECTOS LEGALES DERIVADOS DE LA PROTECCIÓN DEL 
SUELO. 
 
Los efectos que hemos analizado hasta este punto, que derivan de la 
declaración del suelo como sujeto a especial protección, se determinan o 
configuran en mayor o menor medida por la propia norma o instrumento por el 
que se produce la citada declaración con efectos jurídicos, debido a que es el 
propio acto declarativo el que establece su alcance y contenido específico, 
fundamentalmente en atención a los valores o circunstancias que motivan la 
consideración del suelo como merecedor de un régimen jurídico individualizado 
y que se encuentra formado por este conjunto de medidas que específicamente 
lo configuran. 
 
Sin embargo, además de estas medidas relativas principalmente a las 
actuaciones que pueden o deben realizar los titulares de los suelos protegidos, 
la normativa vigente establece una serie de consecuencias que derivan de la 
propia caracterización de los suelos como sujetos a especial protección y que, 
en principio, su aplicación procede directamente de su declaración legal como 
tales, independientemente del motivo o de la forma por la que se llevó a cabo. 
Estos efectos ex lege de la declaración de los suelos protegidos pueden ser 
tanto de naturaleza jurídico-administrativa, civil e, incluso, relativos al ámbito 
penal, siendo objeto de regulación en las diferentes normativas formuladas en 
función de las respectivas competencias atribuidas constitucionalmente. 
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En todo caso, es preciso atender a estas consecuencias jurídicas determinadas 
por la declaración de especial protección del suelo, debido a que forman parte 
de su régimen jurídico y, junto con las medidas configuradas por la norma o 
instrumento que declare la especial protección, vienen a conformar los efectos 
globales de la protección jurídica del territorio y, en consecuencia, delimitan la 
especial posición en la que se encuentra su titular dominical. 
 
 
A. Los efectos de naturaleza administrativa derivados de la protección del 
suelo. 
 
El más evidente de los efectos provocados directamente por la normativa 
vigente sobre los suelos protegidos, es el que atribuye la competencia de las 
autoridades administrativas para la actuación frente a los actos de uso de estos 
suelos que hayan sido realizados en contra de lo dispuesto por la normativa 
vigente y, especialmente, por la ordenación establecida para el territorio 
conforme a su específico régimen de protección. 
 
Con arreglo a esta premisa, las Administraciones públicas competentes, 
fundamentalmente las Entidades Locales, si bien, en determinadas ocasiones 
la normativa requiere o habilita la intervención de los órganos autonómicos, 
sobre todo ante la actitud omisiva de alguna de aquéllas1447, deben 
                                               
1447 Esta cuestión ha sido sometida recientemente a control por parte del Tribunal 
Constitucional, que en la STC 154/2015, de 9 de julio, ha declarado la inconstitucional de varios 
preceptos de la LOUA introducidos en la modificación instrumentada a través de la Ley 
13/2005, por los que se ampliaba el ámbito de actuación autonómica en actuaciones de 
restauración de la legalidad. En concreto, el Tribunal Constitucional señala que “…el legislador 
andaluz ha previsto un control autonómico con tintes sancionadores que no ha ponderado 
suficientemente los intereses locales implicados en lo que hace tanto a la definición de los 
incumplimientos habilitantes y del procedimiento para acordar la sustitución como a la 
intensidad y alcance de las competencias ejercitables por parte de la Comunidad Autónoma. 
Téngase en cuenta que, conforme a la doctrina constitucional, la gestión gravemente dañosa 
de los intereses de la propia entidad local no es suficiente para que el legislador pueda 
autorizar a la Administración General del Estado la sustitución de la corporación en el ejercicio 
de sus competencias; sí, en cambio, la afectación grave de los intereses generales, si la 
sustitución “tiene una eficacia limitada temporalmente, de acuerdo con un criterio razonable.”. 
En consecuencia con esta doctrina del Alto Intérprete Constitucional, el anteproyecto de Ley de 
Urbanismo Sostenible en Andalucía (actualmente en tramitación), establece en su artículo 
155.2 la siguiente determinación de las competencias autonómicas en disciplina urbanística: 
“La Consejería con competencias en materia de urbanismo, sin perjuicio de su competencia 
directa en materia de ordenación del territorio, podrá adoptar de forma subsidiaria las medidas 
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implementar los medios de reacción que la normativa vigente establece frente a 
las actuaciones irregulares ejecutadas en el territorio, cuestión que se extiende 
a todo tipo de suelos, pero que en el caso de los suelos protegidos presenta 
unos especiales condicionantes precisamente por su singularidad. Estas 
medidas de reacción son básicamente de dos tipos, la primera y fundamental 
de naturaleza restauradora y, la segunda, de carácter sancionador.  
 
Ambas actuaciones, que conforman la denominada potestad de disciplina 
urbanística de la Administración, son esencialmente independientes en su 
configuración jurídica, debido a que su función y alcance son distintos, aunque 
no es menos cierto que su aplicación conjunta es el objetivo pretendido por el 
legislador, lo que debería servir de freno a las actuaciones urbanísticas 
irregulares, si bien, al menos hasta la fecha no han producido en términos 
generales ni los efectos restauradores, ni los disuasorios pretendidos.  
 
 
1. La nulidad de autorizaciones administrativas para la ejecución de 
actuaciones incompatibles con la protección del suelo. 
 
Aunque las consecuencias administrativas derivadas de la ejecución de 
actuaciones urbanísticas irregulares suelen apreciarse de forma más directa 
sobre los responsables de la ejecución de actos sin autorización administrativa 
previa, realmente la primera cuestión a la que se debe hacer referencia es a la 
nulidad predicable de toda licencia o autorización administrativa de cualquier 
tipo, que de forma improcedente habilite para la ejecución de cualquier 
actuación incompatible con la regulación aplicable a los entornos de suelo 
protegido. Con ello, se pone el punto de atención en la propia Administración 
actuante (básicamente Entidades Locales y órganos competentes de las 
respectivas Comunidades Autónomas), que en estos casos estaría dando carta 
de naturaleza a actos contrarios a la ordenación territorial y urbanística vigente, 
                                                                                                                                         
necesarias para la reparación de la realidad física alterada e imposición de la sanción, 
transcurrido el plazo de un mes desde la formulación del requerimiento al Alcalde sin que se 
haya procedido a la adopción del pertinente acuerdo municipal, en caso de infracciones no 
autorizables que tengan trascendencia supramunicipal”. 
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cuestión que se agrava de forma muy acentuada en los supuestos de 
autorizaciones sobre suelos con valores especiales y singularmente protegidos, 
que pueden verse afectados por la ejecución de las actuaciones autorizadas 
ilegítimamente. 
 
Conforme dispone el artículo 55 del TRLS2015 se consideran nulos de pleno 
derecho los actos administrativos de intervención que se dicten con infracción 
de la ordenación de las zonas verdes o espacios libres previstos en los 
instrumentos de ordenación urbanística. En consecuencia con esta afirmación, 
se determina que en tanto que las obras de ejecución de estos actos 
autorizados irregularmente estén en curso de ejecución, se procederá a la 
suspensión de los efectos del acto administrativo legitimador y a la adopción de 
las demás medidas que procedan. Si las obras estuvieren terminadas, se 
procederá a su revisión de oficio por los trámites previstos en la legislación de 
procedimiento administrativo común.  
 
La redacción de la norma estatal no hace referencia expresa a los actos sobre 
los espacios protegidos en suelo rural, aunque esta omisión es suplida por la 
normativa urbanística aplicable, que con carácter general viene a establecer la 
obligación de revisar los actos administrativos que legitimen actuaciones de 
todo punto contrapuestas con la ordenación vigente, entre las que 
indudablemente se encuentran las no conformes con los regímenes de especial 
protección existentes en suelos no urbanizables. 
 
En este sentido, el artículo 190 de la LOUA exige que las autorizaciones 
administrativas cuyo contenido constituya o habilite de manera manifiesta 
alguna de las infracciones urbanísticas graves o muy graves, sean objeto de 
revisión por el órgano competente, de conformidad con lo establecido en 
legislación reguladora del régimen jurídico de las Administraciones públicas y 
del procedimiento administrativo común. El mismo artículo añade que estos 
procedimientos de revisión se deben tramitar de forma totalmente 
independiente con los sancionadores que, en su caso, deban ser incoados. En 
similares términos se expresan el resto de normas autonómicas, como es el 
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caso del artículo 179 del Decreto Legislativo 1/2010, de 18 de mayo, por el que 
se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la 
Actividad Urbanística de Castilla-La Mancha, por el que se consideran 
expresamente como actos nulos los autorizados indebidamente sobre el suelo 
rústico de protección, conforme a la nomenclatura de esta Comunidad 
Autónoma, y se exige igualmente su revisión de oficio. 
 
Consecuencia directa de la declaración de nulidad de la autorización 
administrativa por la que se avale cualquier actuación urbanística, como en 
general de cualquier otro tipo de acto administrativo, es su eliminación de la 
realidad jurídica, por lo que la actuación realizada (o en curso de ejecución), 
deviene automáticamente irregular al contener su promoción un vicio de 
nulidad de pleno derecho calificado como insubsanable. Estos efectos derivan 
directamente de lo que establece el artículo 106 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas1448, en el que se regula la revisión de oficio de disposiciones y actos 
nulos que deberá ejercitar la Administración competente ante la concurrencia 
de un supuesto de esta naturaleza1449. 
 
La consideración de la posible nulidad de licencias o autorizaciones sobre 
suelos protegidos no presenta mayores aspectos de interés que los ya 
apuntados, no obstante es preciso hacer una breve referencia a algunas 
cuestiones de su régimen de aplicación: 
 
a) En primer lugar, es preciso apuntar que no todo vicio o defecto de la 
licencia o autorización administrativa debe motivar su revisión de oficio, 
sino solo los que sean calificados como vicios de nulidad de pleno 
                                               
1448 En los casos de irregularidades urbanísticas, sobre todo ante autorizaciones improcedentes 
por afectar a suelos protegidos, se discute la aplicabilidad de la limitación de aplicación del 
procedimiento de revisión de oficio que se contiene en el artículo 110 de la citada Ley del 
Procedimiento Administrativo Común, en los casos en los que la prescripción de acciones, el 
tiempo transcurrido u otras circunstancias, su ejercicio resulte contrario a la equidad, a la buena 
fe, al derecho de los particulares o a las leyes. A mi juicio, el precepto es plenamente aplicable 
a este supuesto, debido a que la expresión del artículo, “no podrán”, se dispone con el mismo 
tono imperativo con el que el artículo 106 exige la aplicación de la revisión de oficio, si bien, su 
invocación para no actuar en estos supuestos debe estar plenamente justificada. 
1449 Cfr. BOQUERA OLIVER, José María (1993). 
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derecho, tal y como dispone el artículo 47 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre. En concreto, en el caso de las autorizaciones contrarias al 
régimen de los suelos protegidos, el supuesto aplicable será, con 
carácter general, el establecido en el punto f) del citado artículo, que 
reputa nulos los actos expresos o presuntos contrarios al ordenamiento 
jurídico por los que se adquieren facultades o derechos cuando se 
carezca de los requisitos esenciales para su adquisición. 
 
b) A lo anterior cabe añadir que una vez advertida la presencia de un vicio 
de nulidad de pleno derecho en una licencia o autorización de este tipo, 
según la teoría general del procedimiento administrativo deberá ser la 
propia Administración que hubiera otorgado el acto viciado la que 
promueva su revisión de oficio, debido a que se regula como un proceso 
de anulación de un acto propio. Esta cuestión presencia una especial 
relevancia en las autorizaciones sobre actos en suelos rurales, dado que 
en muchos de los casos requieren una doble autorización, tanto 
autonómica como municipal.  
 
En estos casos, el procedimiento normal sería la revisión de oficio de la 
autorización que contuviera el vicio de nulidad, que en los casos de las 
normativas donde las calificaciones urbanísticas para usos del suelo no 
urbanizable requieren la autorización expresa del órgano autonómico, 
podría exigir la revisión de ambas autorizaciones, y ello debido a que, 
llegado el caso, la anulación de la licencia municipal requeriría la previa 
anulación de la calificación urbanística. No obstante, en algunos 
supuestos entiendo que la revisión de la licencia municipal podría 
sustentarse en la omisión de algunos requisitos esenciales del 
procedimiento, con lo que podría instrumentarse directamente su 
anulación.  
 
Como afirma BAUZÁ MARTORELL1450, el procedimiento accesorio 
constituye un procedimiento administrativo en sí mismo, pero su 
                                               
1450 BAUZÁ MARTORELL, Felio José (2016). 
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resolución es al mismo tiempo un acto de trámite del procedimiento 
principal. Si sólo dejamos la posibilidad de anular de oficio para la 
Administración que resuelve el procedimiento principal, ello puede 
restringir mucho dicha anulación, ya que se tratará de otra 
Administración distinta de la que resolvió el procedimiento accesorio, y 
que normalmente no tendrá interés directo en su anulación. Por ello, a 
juicio de este autor, la propia exigencia normativa de eliminar del mundo 
jurídico todo acto nulo de pleno derecho, debe conllevar a remover 
cualquier obstáculo procesal que impida o dificulte el ejercicio de su 
revisión de oficio. 
 
c) En tercer lugar, como en todo proceso de revisión de actos 
administrativos, el inicio de su trámite puede conllevar la suspensión de 
los actos previamente autorizados, que conforme a lo dispuesto en el 
artículo 108 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, procede cuando 
éstos puedan causar perjuicios de imposible o difícil reparación.  
 
Esta misma contingencia se recoge en las normativas urbanísticas 
españolas, si bien su disposición parece realizarse en términos 
imperativos, frente a los meramente opcionales que refleja la norma 
rituaria estatal. En concreto el artículo 189.1 de la LOUA se expresa con 
los siguientes términos:  
  
“El Alcalde, de oficio o a solicitud de cualquier persona, así como a 
instancia de la Consejería competente en materia de urbanismo en los 
casos previstos en el artículo 188.1, dispondrá la suspensión de la 
eficacia de una licencia urbanística u orden de ejecución y, 
consiguientemente, la paralización inmediata de los actos que estén aún 
ejecutándose a su amparo, cuando el contenido de dichos actos 
administrativos constituya o legitime de manera manifiesta alguna de las 
infracciones urbanísticas graves o muy graves definidas en esta Ley”.  
 
Además de por la propia expresión normativa, la posible afección que los 
actos pudieran generar sobre los suelos protegidos, parece exigir de la 
Administración la suspensión inmediata de las licencias en proceso de 
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revisión, al objeto de limitar los posibles daños y perjuicios que su 
ejecución pudiera conllevar para los entornos protegidos y que, en 
muchos casos, su restauración no puede eliminar completamente. 
 
d) Finalmente, y en consecuencia lógica de todo lo anterior, cabe señalar 
que los actos constructivos derivados de licencias u otras autorizaciones 
administrativas posteriormente anuladas, deberán ser objeto de 
demolición, al objeto de procurar la restauración del territorio afectado 
por los actos declarados como irregulares1451.  
 
En este sentido, la STS de 18 de febrero de 2009 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 
2690/2007. Ponente FERNÁNDEZ VALVERDE, EDJ 2009/56427) manifiesta 
expresamente que la demolición de lo construido es la consecuencia impuesta 
legalmente en el caso de anulación de una licencia concedida con infracción de 
la normativa urbanística, por lo que no puede reputarse como excesiva o 
inapropiada la decisión en tal sentido. Como también se ha mantenido 
anteriormente, es evidente que en los casos de autorizaciones irregularmente 
concedidas en suelos protegidos, la obligación de restaurar en lo posible el 
territorio afectado parece establecerse de forma imperativa con un mayor grado 
de exigencia, en salvaguarda de los valores que en su momento 
fundamentaron tal declaración del suelo, tal y como se desprende de 
resoluciones judiciales como es la STSJ de Cataluña de 10 de febrero de 2012 
(EDJ 2012/40652) en la que se declara la nulidad de las licencias concedidas y 
se ordena el derribo de las autorizaciones ejecutadas, y todo ello aunque el 
Ayuntamiento correspondiente no inició el procedimiento de revisión de oficio 
ante el requerimiento realizado en su momento por la Comunidad Autónoma.   
 
Cuestión distinta, pero asociada a esta contingencia, es la posible 
responsabilidad administrativa derivada de la concesión irregular de 
autorizaciones de este tipo y de los perjuicios que pudiera conllevar la 
reparación de sus efectos, que deberá sustanciarse por los cauces 
establecidos legalmente. 
                                               
1451 Vid. MARTÍNEZ MARTÍNEZ, María (págs. 239 y ss.). 
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2. La actuación restauradora del territorio. 
 
a. Singularidades de la restauración territorial de los suelos protegidos. 
 
Como se ha expuesto en varias ocasiones a lo largo de este trabajo, el objetivo 
fundamental de las diferentes declaraciones de suelos protegidos es el de la 
preservación de su integridad física, en la que generalmente se identifican los 
valores o elementos que dotan al terreno de unas condiciones que precisan su 
especial protección. Dicha preservación requiere una actividad precautoria por 
encima de la demandada en suelos en los que no se identifican estos valores, 
a la que se debe añadir la necesidad de arbitrar medidas de protección frente a 
la legalidad infringida, que permitan reaccionar frente a las agresiones a estos 
entornos protegidos, procediendo a la restauración del territorio y, en la medida 
de lo posible, a eliminar los posibles impactos generados con la actuación ilegal 
abortada. 
 
Esta actuación reactiva de la Administración frente a los actos irregulares 
ejecutados sobre el territorio, cuya motivación esencial se dirige a evitar su 
consolidación y permitir su efectiva restauración, presenta en los suelos 
protegidos la especialidad fundamental de no encontrarse sometida a una 
limitación temporal para su ejercicio, de tal modo que una vez advertida por la 
autoridad competente la manifestación externa de una actuación frente a la 
ordenación aplicable en el territorio, puedan ejercerse las medidas de 
restauración de la legalidad que anulen o, cuanto menos, limiten los efectos de 
lo indebidamente actuado. 
 
Esta singularidad del régimen de los suelos protegidos deriva de la propia 
consideración de los valores y criterios que sirven de base para la delimitación 
estos ámbitos territoriales, lo que conlleva la expresa habilitación legal para la 
adopción administrativa de las actuaciones de reacción tendentes a restaurar la 
legalidad infringida sin que exista un plazo determinado y perentorio para ello, 
en contra de lo que sucede en el resto de suelos (urbanos, urbanizables y 
rústicos no protegidos), en los que las medidas de reacción administrativa 
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tienen establecido un plazo determinado de preclusión en aplicación del 
principio de seguridad jurídica que, salvo excepciones fundamentadas como la 
que estamos analizando, debe presidir toda actuación sujeta al ordenamiento 
jurídico.  
 
La especial consideración de los suelos protegidos (a los que la normativa 
suele incorporar otros supuestos excepcionales como son las construcciones 
sobre zonas verdes, los suelos dotacionales o zonas litorales) se establece de 
forma general por la normativa urbanística española, al priorizar los valores 
objeto de protección frente a la aplicación particular del principio de seguridad 
jurídica antes citado. Tomando como referencia la normativa andaluza, 
podemos apreciar como la actual redacción del artículo 185 de la LOUA 
establece que las medidas, cautelares o definitivas, de protección de la 
legalidad urbanística y restablecimiento del orden jurídico perturbado previstas 
sólo podrán adoptarse válidamente mientras los actos estén en curso de 
ejecución, realización o desarrollo y dentro de los seis años siguientes a su 
completa terminación. Sin embargo, dicha limitación temporal no regirá para el 
ejercicio de la potestad de protección de la legalidad urbanística y 
restablecimiento del orden jurídico perturbado respecto determinados actos y 
usos, entre los que se encuentran los realizados en suelo no urbanizable de 
especial protección1452. 
 
Con esta determinación legal se impone de forma expresa una de las 
limitaciones más definitorias del régimen de los suelos protegidos, debido a que 
sobre sus titulares va a situarse en todo momento la obligación de restaurar las 
actuaciones irregulares realizadas sobre el territorio, sin que se produzca 
ningún tipo de regularización por el mero trascurso del tiempo como de hecho 
sucede en los suelos no protegidos. En concreto, la normativa establece como 
medidas reactivas frente a las actuaciones realizadas sin la correspondiente 
                                               
1452 No obstante lo anterior, cabe apuntar que existen algunos supuestos en los que el plazo 
establecido para el ejercicio de la acción de restauración de la legalidad sí se aplica para 
algunos suelos protegidos, como es el caso de la normativa castellano-leonesa, en la que solo 
se establece esta permanente obligación de restauración administrativa en los casos de los 
suelos de dominio público y espacios libres públicos (art. 121.2 de la Ley 5/1999, de 8 de abril, 
de Urbanismo de Castilla y León).   
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autorización administrativa o contraviniendo la misma, la exigencia de 
legalización del correspondiente acto o uso o, en su caso, la reposición a su 
estado originario de la realidad física alterada, dependiendo, respectivamente, 
de que las actuaciones fueran compatibles o no con la ordenación vigente. La 
restauración de la realidad física alterada puede proceder mediante la 
demolición de construcciones o instalaciones ejecutadas ilegalmente, la 
reposición de los movimientos de tierra indebidamente realizados o, en su 
caso, la ejecución de actuaciones de concentración parcelaria de carácter 
forzoso frente a fragmentaciones irregulares del territorio. 
 
Para la consecución de los fines restauradores exigidos a la Administración en 
estos casos, la normativa habilita un procedimiento contradictorio en el que 
expresamente se requiere la adopción de las medidas cautelares procedentes, 
como medida precautoria necesaria para evitar la continuación de la actividad 
irregular detectada y cuya inobservancia puede provocar la derivación de las 
exigencias de responsabilidad que fueran procedentes, incluidas las de 
carácter penal. Este procedimiento debe ser instruido de forma independiente 
pero, como exige la normativa vigente, ha de ser tramitado de forma 
coordinada con el procedimiento sancionador que debe ser igualmente incoado 
frente a los actos cuya restauración se pretende. La resolución del 
procedimiento debe determinar la procedencia o no del deber de restauración 
de la legalidad infringida y el medio para su ejecución, concediendo el plazo 
habilitado legalmente para ello. 
 
Analizando el procedimiento descrito anteriormente, GUTIÉRREZ 
COLOMINA1453 enuncia los principios inspiradores de esta actuación 
administrativa dirigida a restaurar la legalidad urbanística infringida, que son los 
siguientes: 
 
a) Obligación de su ejercicio. El ejercicio de esta potestad tiene carácter 
inexcusable, y su ejercicio es obligado.  
 
b) Carácter reglado. En opinión de este autor, el carácter reglado de esta 
potestad se desprende de la normativa aplicable, que en todos los casos 
                                               
1453 GUTIÉRREZ COLOMINA, Venancio (2012-b). 
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contiene una exigencia de actuación conforme a los parámetros de la 
normativa aplicable.  
 
c) Carácter ex post y real. De forma distinta a la licencia que es una 
actuación de carácter previo por parte de la Administración, las medidas 
de protección de la legalidad urbanística requieren un acto previo, un 
título ilegal o un uso o actividad que carecen de la debida cobertura de 
título que las habilite, o bien que no se ajuste a los términos o 
condiciones del título previamente concedido. 
 
d) Principio de legalidad. Conforme recoge el artículo 25.1 de la CE1978, de 
forma general. 
 
e) Principio de igualdad jurídica. Como reitera la jurisprudencia 
constitucional, por todas la STC 29/1987, de 6 de marzo1454, el principio 
de igualdad jurídica prohíbe el trato desigual, el discriminar sin causa 
justificada; pero no prohíbe el diferente trato cuando nos encontramos 
ante situaciones subjetivas claramente distintas. 
 
f) Principios de congruencia y pro libertate. Se exige que las decisiones 
adoptadas por la Administración actuante sean adecuadas a la actuación 
irregular cometida, mediante una interpretación estricta de la normativa 
aplicable y no analógica, asumiendo de entre todas las medidas posibles 
la menos restrictiva y gravosa. 
 
g) Principio de proporcionalidad. Requiere que la actuación administrativa 
sea proporcional a la afección o daño causado al entorno o al interés 
público, sin abusos ni arbitrariedades. 
 
h) Principios de oficialidad, celeridad, eficacia, eficiencia, planificación y 
programación. Como rectores del proceso administrativo tramitado con el 
objetivo de restaurar la legalidad infringida. 
 
Del análisis de la normativa urbanística aplicable, tanto estatal como 
autonómica, se aprecia que la actuación administrativa restauradora del 
territorio debería ser el medio ordinario de reacción frente a las actuaciones 
irregulares, llegando incluso a postularse por algún sector doctrinal la 
eliminación de la actuación restauradora del orden penal, como más 
posteriormente se hará referencia. No obstante, en la práctica la efectividad de 
esta actuación administrativa ha sido más que discutible, lo que ha llevado a 
algunos autores como ROMERO JIMÉNEZ1455 a requerir la asistencia de 
órganos independientes o, incluso, de la Fiscalía de Medio Ambiente y 
Urbanismo, para que colaboren con las Administraciones que lo demanden 
para el correcto ejercicio de sus funciones, sobre todo en los casos en los que 
                                               
1454 BOE núm. 71, de 24 de marzo de 1987. 
1455 ROMERO JIMÉNEZ, Ginés (2016-b, pág. 20/24 ed. el.). 
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la escasa entidad de los municipios no permita ejercer sus competencias 
adecuadamente. 
 
A mi juicio, cualquiera de estas medidas, incluida la propia actuación 
autonómica en sustitución de la local competente, puede ser objeto de 
tratamiento normativo mediante sistemas de colaboración o cooperación, pero 
su implementación debe venir presidida en todo momento por el respecto al 
principio de autonomía local y a la dirección administrativa de los 
procedimientos por las Administraciones responsables. Como ejemplo práctico 
de esta propuesta puede citarse la regulación introducida por la Ley 3/2019,  de  
18  de  marzo,  por  la  que  se  modifica  la  Ley  5/2006,  de  2  de mayo, de 
Ordenación del Territorio y Urbanismo de La Rioja, por la que se crea el 
denominado Consorcio para la Protección de la Legalidad Urbanística1456, 
como ente público dotado de personalidad  jurídica para el ejercicio en común 
por la Comunidad Autónoma y  las Entidades Locales  que  en  él  se  integren,  
de  las competencias relativas a la disciplina  urbanística. Este ente de 
naturaleza consorcial presenta la condición específica de la voluntariedad de 
los municipios en su incorporación, por lo que estimo que la solución adoptada 
por el legislador riojano puede ser muy adecuada para afrontar los problemas 
de esta Comunidad Autónoma en esta materia, dada su especial configuración 
territorial.  
 
En cualquier caso, parece evidente que cualquier actuación que pretenda 
restablecer la legalidad urbanística infringida sobre suelos protegidos debe 
tender a rehabilitar el entorno en el que se ha ejecutado la actuación ilegítima, 
por lo que la apreciación de medidas alternativas amparadas por el principio de 
proporcionalidad presenta un alcance muy limitado. A estos efectos, la 
normativa urbanística suele definir específicamente los medios por los que 
debe procederse a la restauración de la legalidad en los suelos no 
urbanizables, como es ejemplo el artículo 49.2.j) del RDUA, que expresamente 
exige la demolición de edificaciones y, en su caso, la reagrupación parcelaria. 
Por lo tanto, es muy difícil estimar la posible aplicación de medidas 
                                               
1456 Art. 6.bis de la Ley 5/2006, de 2 de mayo, en su redacción actual.   
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amortiguadoras de las actuaciones de restauración del territorio, sobre todo en 
suelos de especial protección, en los que cualquier actuación calificada como 
no legalizable casi con toda seguridad debe ser considerada como 
manifiestamente incompatible con la ordenación urbanística aplicable. Tal 
conclusión es refrendada por la STSJ de Madrid de 25 de julio de 2018 (EDJ 
2018/565766), al estimar improcedente la apelación al principio de 
proporcionalidad para modular la actuación restauradora exigida, cuando la 
construcción contradice abiertamente el planeamiento aplicable1457.   
 
 
b. Personas obligadas a efectuar las actuaciones de restauración del territorio. 
 
Sobre esta cuestión cabe realizar una referencia a la obligación de restaurar la 
legalidad, que conforme han determinado reiteradamente las sentencias 
judiciales que han analizado la cuestión, compete al titular del terreno como 
obligación o carga añadida a su propiedad, sin que pueda excusarse el actual 
titular en la ejecución anterior a su adquisición como medio para evitar el 
cumplimiento de la resolución administrativa. Como ejemplo puede citarse la 
STSJ de Andalucía de 11 de noviembre de 2016 (Sede de Málaga, Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, Sec. 3ª, rec. 1375/2015. Ponente GARCÍA DE LA 
ROSA, EDJ 2016/295480), cuyo FD 2º recuerda la doctrina sustentada, entre 
otras, por la STS de 27 de septiembre de 2013, por la que se determina que el 
ejercicio de la potestad de restauración de la legalidad urbanística, al tratarse 
de una obligación propter rem va unida a la propiedad de la finca, lo que 
supone que en el caso de que se hubiera adquirido una finca con la edificación 
preexistente, se traslada al adquirente la responsabilidad de restauración del 
orden jurídico perturbado. 
 
                                               
1457 La propia sentencia recoge la interpretación de la STS de 28 de noviembre de 2001, por la 
que concluye que el principio de proporcionalidad en este ámbito no tiene por finalidad 
obstaculizar las medidas de restauración de la legalidad urbanística infringida, sino la de 
suavizar la aplicación de la normativa en aquellos supuestos en los que la reparación de un 
leve incumplimiento puede acarrear consecuencias incluso peores que las causadas con la 
actuación ilegítima que pretende corregir. En el caso concreto de los suelos no urbanizables, 
debe estimarse que la aplicación del principio de proporcionalidad no puede evitar el resultado 
querido por la norma, que en estos supuestos es la demolición de lo abusivamente construido. 
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Esta exigencia legal por la que los titulares actuales del terreno deben 
acometer las actuaciones de restauración de la legalidad aunque no las 
hubieran causado, determina que no puedan invocar el principio de buena fe en 
defensa de la construcción o instalación irregular, exigiendo la normativa su 
actuación restauradora de forma independiente de la posible exigencia 
posterior de las responsabilidades derivadas de esta contingencia. De este 
modo, el propio Tribunal Supremo en sentencias como la de 1 de junio de 2018 
(Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 571/2017. Ponente SUAY RINCÓN, EDJ 2018/98217). 
ha avalado esta cuestión al entender que el artículo 108.3 de la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, ha de 
interpretarse en sus propios términos, por lo que deben ejecutarse las 
actuaciones de restauración de la legalidad aunque pudieran resultar afectados 
terceros de buena fe, si bien para ello se deberá exigir, como condición previa 
a la demolición, la prestación de garantías suficientes para responder del pago 
de las indemnizaciones debidas a estos terceros1458. 
 
Por lo demás, cabe añadir que el ejercicio de las actuaciones de restauración 
de la legalidad urbanística infringida es una exigencia legal de inexcusable 
cumplimiento, como ha manifestado reiteradamente la jurisprudencia en 
resoluciones como las STS de 24 de mayo de 1985, o de 14 de marzo de 1990, 
que expresan el deber de reaccionar de los poderes públicos, considerando de 
naturaleza inmediata la actuación para el restablecimiento del orden jurídico 
infringido1459. La no actuación administrativa en tiempo y forma frente a actos 
irregulares conocidos (máxime ante actos ilegítimos en suelos protegidos), 
aparte de poder fundamentar la actuación autonómica ejercitada en sustitución 
                                               
1458 Esta interpretación tan rigorista ha sido objeto de crítica por autores como FERNÁNDEZ 
GÓMEZ, al sostener expresamente que en los casos de demoliciones urbanísticas acordadas 
por sentencia podemos encontrarnos con terceros adquirentes de buena fe conforme a unos 
parámetros de diligencia básica y de razonable confianza en la apariencia creada. Por ello, a 
juicio de este autor, una interpretación del art. 108.3 LJCA más acorde con la protección real e 
integral de los terceros de buena fe y por ende del principio del mismo nombre permitiría que 
fuese el propio Juzgado o Tribunal que dictó la sentencia de demolición quien mediante un 
incidente de ejecución determinase quienes son los terceros de buena fe, la indemnización que 
les corresponde, quien es el responsable (en muchos casos la propia Administración que 
otorgó la licencia de obra anulada) y que se proceda a su abono y todo ello, tal y como dice 
dicho artículo 108.3 de la LJCA como condición previa a la demolición del inmueble 
(https://www.derechoadministrativoyurbanismo.es/single-post/2018/07/09/Nuevo-golpe-del-
Supremo-a-los-terceros-de-buena-fe, último acceso 13 de julio de 2018).   
1459 Vid. apud CASTELAO RODRÍGUEZ, Julio y SANTOS DÍEZ, Ricardo (1999, pág. 984). 
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de la correspondiente a los poderes municipales como se ha indicado 
anteriormente, puede conllevar la exigencia de responsabilidad de las personas 
que omitan su debida actuación como servidores públicos, incluida la prevista 
penalmente para tal coyuntura. 
 
La actuación restauradora se impone incluso en los supuestos en los que la 
actuación de la jurisdicción penal concluya con una sentencia condenatoria 
frente al causante o causantes de los ilícitos urbanísticos denunciados, debido 
a que ambas actuaciones tienen una distinta fundamentación jurídica, y ello 
aunque las resoluciones pudieran contener pronunciamientos similares en 
orden a restaurar la legalidad infringida. En todo caso, la actuación 
restauradora de la Administración debe proseguir su actuación y concluir lo 
procedente, por expresa determinación del artículo 56 del TRLS2015, en cuyo 
inciso final se determina que la sanción penal excluirá la imposición de sanción 
administrativa, sin perjuicio de la adopción de medidas de reposición a la 
situación anterior a la comisión de la infracción1460. Esta afirmación legal, como 
afirma la STSJ de Baleares de 23 de julio de 2009 (EDJ 2009/172059), no 
conculca en ningún caso el principio non bis in ídem, que prohíbe la duplicidad 
de sanción penal y sanción administrativa, ya que con la orden de restauración 
la Administración no sanciona, sino que procede al restablecimiento de la 
legalidad urbanística infringida.  
 
Por lo tanto, si el responsable de la actuación ilegal es condenado en el 
proceso penal no debe ser sancionado de forma duplicada, debido a que la 
condena descarta la imposición de una posterior sanción administrativa por la 
misma infracción. Al contrario, la reparación efectiva de la actuación ilegal no 
es una decisión administrativa de carácter sancionador, sino de 
restablecimiento de la legalidad urbanística conculcada, por lo que, en 
definitiva, debemos estimar que es plenamente compatible con la posible 
imposición de la condena penal.  
 
 
                                               
1460 Vid. MARTÍNEZ MARTÍNEZ, María (2010, págs. 212-213). 
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3. La actuación sancionadora frente a la comisión de infracciones urbanísticas.  
 
a. Naturaleza jurídica y principios reguladores. 
 
Junto con el inicio del procedimiento de restauración de la legalidad urbanística 
infringida, la normativa española tanto estatal anterior a la STC 61/1997, de 20 
de marzo, como la autonómica posterior, establecen la obligatoriedad de que la 
Administración local competente proceda a incoar un expediente administrativo 
sancionador cuyo fundamento es esencialmente punitivo y presenta como 
objetivo fundamental la imposición de una medida disciplinaria frente a 
actuaciones ilegítimas sobre el territorio y, en la medida de lo posible, 
desincentivar futuras actuaciones similares1461.  
 
De esta forma, el artículo 186.1 de la LOUA dispone que la apreciación de la 
presunta comisión de una infracción urbanística, conforme se define en la 
propia norma, dará lugar a la incoación, instrucción y resolución del 
correspondiente procedimiento sancionador, sean o no legalizables los actos o 
usos objeto de éste. El resto de normativas autonómicas se expresan de forma 
muy similar, como puede apreciarse en la Ley 12/2007, de 29 de diciembre, de 
Urbanismo de las Illes Balears, al exigir que ante toda infracción urbanística de 
la que tenga conocimiento la Administración, se deberá incoar el 
correspondiente procedimiento sancionador por disciplina urbanística, de forma 
conjunta y simultánea a la del procedimiento de restauración de la legalidad 
infringida. 
 
En el caso de esta segunda actuación de disciplina urbanística la especial 
protección del suelo no determina ninguna singularidad con arreglo al criterio 
                                               
1461 Para GALÁN VIOQUE (2017) ambos procedimientos podrían tramitarse de forma conjunta, 
debido a que la normativa urbanística exige su incoación simultánea. Para este autor, la 
concurrencia en un solo procedimiento de los distintos interesados puede permitir la 
clarificación de lo ejecutado y, por supuesto, la exigencia de las correspondientes 
responsabilidades de forma individualizada. En conclusión, estima que de tramitarse 
conjuntamente ambos expedientes se ganaría en eficiencia y eficacia administrativa, 
racionalización, celeridad de trámites y, sobre todo mayor simplicidad, claridad y transparencia 
para los ciudadanos, tal y como consagran los principios del artículo 3 de la Ley 40/15 de 1 de 
octubre, del Régimen Jurídico del Sector Público. 
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temporal de aplicación de sus disposiciones sancionadoras, debido a que tanto 
las infracciones cometidas como, en su caso, las sanciones impuestas, se 
encuentran sujetas a plazos de prescripción previamente determinados en las 
normativas urbanísticas aplicables. Esta equiparación de los distintos tipos de 
suelos rústicos en la aplicación de las sanciones urbanísticas y en la 
concepción de las infracciones incluidas en la normativa vigente, deriva de la 
aplicación inexorable de los principios de la potestad sancionadora aplicables a 
todo procedimiento administrativo de estas características1462 dentro de los que 
se incluye, entre otros, el principio de prescripción de infracciones y sanciones 
conforme a los plazos previstos tanto para la reacción administrativa de 
carácter punitivo ante la infracción cometida, como de las sanciones 
administrativas que, en su caso, pudieran imponerse tras el correspondiente 
procedimiento sancionador.  
  
No obstante lo anterior, en este procedimiento sancionador por disciplina 
urbanística también tienen cabida los efectos legales atribuidos directamente 
por la normativa urbanística a los suelos protegidos, que se plasman en un 
agravamiento específico de las consecuencias derivadas de las infracciones 
urbanísticas cometidas en estos suelos, mediante la aplicación de tipos 
específicos cualificados que establecen unos parámetros de cuantificación de 
las sanciones a imponer muy superiores a los que se corresponden con 
irregularidades similares cometidas en suelos no sometidos a especial 
protección.  
 
En todo caso, esta cualificación de los tipos aplicables a las infracciones 
realizadas en los suelos protegidos requiere, en aplicación del principio de 
legalidad consagrado en el artículo 25 de la CE1978, que la normativa de rango 
legal expresamente establezca esa concreta tipificación y que, en todo caso, la 
actuación considerada irregular sea delimitada y encuadrable dentro de la 
misma tras resolución administrativa recaída en un procedimiento sancionador 
tramitado con todas las exigencias y garantías legales. No obstante, la 
jurisprudencia ha ido definiendo el alcance de esta exigencia de determinación 
                                               
1462 Arts. 25 y ss. de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, del Régimen Jurídico del Sector Público. 
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expresa de los tipos cualificados de disciplina urbanística, como puede 
apreciarse en la STSJ de Cataluña de 28 de febrero de 2003 (Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, Sec. 2ª, rec. 1854/1997), en cuyo FD 4º se recoge 
expresamente que la normativa sancionadora resulta constitucionalmente lícita 
cuando es la ley la que ofrece cobertura y quedan suficientemente 
determinados los elementos esenciales de la conducta antijurídica, su 
naturaleza y los límites de las sanciones a imponer.  
 
Esta realidad no excluye la posibilidad de que las leyes contengan remisiones a 
normas reglamentarias, pero siempre que en aquéllas queden suficientemente 
determinados los elementos esenciales de la conducta antijurídica. Como 
afirma expresamente la Sala, lo que en todo caso prohíbe el artículo 25.1 de la 
CE1978 es la remisión al reglamento que haga posible una regulación 
independiente y no claramente subordinada a la ley. En palabras de 
CHAMORRO GONZÁLEZ1463, en no pocas ocasiones será precisa una 
colaboración de las normas de rango reglamentario en la tipificación de 
infracciones y sanciones administrativas, ya que de otra manera se haría 
imposible, o al menos muy difícil, una intervención administrativa eficaz en el 
ejercicio de esta potestad sancionadora por parte de las Administraciones 
Públicas. 
 
En la práctica, esta cualificación reforzada de la tipificación de las infracciones 
en suelos protegidos (y en el resto de situaciones a las que la normativa 
urbanística otorgue esta consideración), viene a plasmarse en la imposición de 
sanciones mucho más gravosas para el infractor que las establecidas para los 
tipos genéricos o no cualificados. Para ello, la determinación del concreto tipo 
aplicable vendrá delimitada por la definición que el instrumento que declare la 
especial protección del territorio realice sobre los valores naturales o 
paisajísticos identificados en el entorno, de tal modo que el procedimiento 
sancionador deberá considerar esta cuestión y definir expresamente su 
alcance, y ello con el objeto de poder ubicar la irregularidad urbanística 
                                               
1463 CHAMORRO GONZÁLEZ, Jesús María (2007, pág. 279). 
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cometida en el tipo de infracción administrativa realmente producida por la 
actuación ilegítima de la persona responsable.  
 
De la regulación de las distintas normativas autonómicas podemos concluir que 
la aplicación de los tipos específicos y cualificados, al menos en algunas 
ocasiones, va a conllevar la exigencia de una labor interpretativa que, con toda 
seguridad, será objeto de contradicción y discrepancia con los que sostengan 
una interpretación alternativa1464, debido a que en su definición se introducen 
elementos determinados en función de los valores por los que el suelo es 
sometido a especial protección. Por ello, la Administración actuante deberá 
analizar en la consideración de cada actuación irregular si el suelo en el que se 
ejecutó debe encuadrarse dentro de estos ámbitos cualificados a efectos 
sancionadores o, de lo contrario, debe derivarse hacia el tipo general aplicable 
en función del tipo de actuación realizada. 
 
A esta consideración de la potestad sancionadora frente a actuaciones 
urbanísticas ilegítimas en suelos protegidos debe añadirse la referencia a la 
aplicación de los principios inspiradores del Derecho Penal en su configuración, 
tal y como exponen entre otros CASTELAO RODRÍGUEZ y SANTOS DÍEZ1465, 
aludiendo a una constante jurisprudencial que asimila su vinculación con el 
                                               
1464 Como medio de paliar en lo posible la posible controversia sobre la aplicación de los tipos 
cualificados, el anteproyecto de Ley para un Urbanismo Sostenible en Andalucía (que pretende 
sustituir a la actual LOUA en esta Comunidad Autónoma), contiene una diferenciación en el 
reconocimiento de los suelos protegidos que regula, distinguiendo dentro de esta categoría a 
los suelos “especialmente protegidos” de los suelos “protegidos” (art. 14 del anteproyecto). En 
la primera categoría ubica los suelos protegidos por la legislación y planificación sectorial, así 
como por la planificación territorial. En el segundo tipo incluye únicamente a los suelos 
protegidos por la planificación urbanística. Esta distinción no presenta incidencia aparente en el 
proceso de restauración de la legalidad, puesto que el artículo 156.5 del anteproyecto 
establece la no limitación temporal de la actuación administrativa para ambos tipos de suelos 
protegidos. Sin embargo, esta diferenciación parece encontrar su aplicación directa en el caso 
del ejercicio de la potestad sancionadora, debido a que el artículo 173.1 del proyecto efectúa la 
siguiente distinción: “Se sancionarán con multa del doscientos al trescientos por ciento del valor 
de lo destruido o alterado el derribo o demolición, el desmontaje o la desvirtuación en cualquier 
otra forma, total o parcial, de construcciones, edificaciones o instalaciones objeto de especial 
protección por la ordenación urbanística aplicable por razones de singular valor arquitectónico, 
histórico o cultural. Dicha multa será del cien al ciento cincuenta por ciento del valor de lo 
destruido o alterado cuando las citadas actuaciones afecten a construcciones, edificaciones o 
instalaciones que, por la ordenación urbanística aplicable, sean objeto de una protección de 
grado inferior al indicado en este apartado”.     
1465 CASTELAO RODRÍGUEZ, Julio y SANTOS DÍEZ, Ricardo (1999, págs. 1013 y ss.). 
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procedimiento sancionador por disciplina urbanística. Para ello, en su 
tramitación deben observarse los siguientes principios: 
 
- Principio de legalidad, conforme se ha apuntado anteriormente, derivado 
de las prescripciones contenidas en el artículo 25 de la CE1978. Como 
en este sentido afirma CHAMORRO GONZÁLEZ1466 esta exigencia se 
traslada al ámbito del Derecho Urbanístico con algunas connotaciones 
propias, como es la posibilidad de que sea el planeamiento la norma que 
fije el contenido de la eventual infracción administrativa. De este modo, 
será la correspondiente norma de disciplina urbanística la que señale la 
infracción, pero será casi siempre con referencia a la normativa incluida 
en el instrumento de planificación aplicable, por lo que su delimitación 
exacta lo será en relación directa con sus previsiones. 
 
- Principio de irretroactividad, como manifestación del anterior, se plasma 
en la imposibilidad de aplicar prescripciones legales desfavorables no 
vigentes en el momento de realización de los hechos irregularmente 
realizados. 
 
- Principio de tipicidad, también apuntado anteriormente, que exige la 
definición de la infracción en la normativa para que la actuación en que 
consista la misma pueda ser sancionada. 
 
- Principio de culpabilidad, que exige que la actuación irregular sea 
cometida por su responsable de forma dolosa o, al menos culposa, para 
que pueda ser objeto de sanción administrativa1467. Es cierto que parte de 
la doctrina discutió la aplicación de este principio al proceso sancionador 
administrativo, si bien ha sido admitido expresamente por la 
jurisprudencia como puede apreciarse en la STS de 9 de febrero de 
1972, que exige para la configuración de un ilícito administrativo un 
comportamiento positivo o negativo que se plasme en una antijuridicidad, 
o lo que es lo mismo, la culpabilidad, como resultado potencial o 
actualmente dañoso y la relación causal entre éste y la actuación 
calificada irregular. 
 
- Principio de proporcionalidad, como se indicó en el caso de la 
restauración de la legalidad, exige que la sanción sea proporcionada a la 
consideración del ilícito administrativo cometido por el infractor. En este 
caso, se requiere la fundamentación expresa de la imposición de 
sanciones asumiendo tipos cualificados o circunstancias agravantes, lo 
que vendrá específicamente determinado por la normativa en los casos 
                                               
1466 CHAMORRO GONZÁLEZ, Jesús María (2007, pág. 282). 
1467 Cfr. REBOLLO PUIG, Manuel (2016, pág. 226). La cuestión de la responsabilidad de las 
sanciones urbanísticas escapa del ámbito del presente trabajo, no obstante debe apuntarse 
que en la aplicación de este régimen sancionador rige el sistema general por el que pueden ser 
responsables tanto las personas físicas como las jurídicas, así como en determinados 
supuestos algunos entes sin personalidad jurídica, tal y como dispone la LOUA en su artículo 
193.5, al hacer referencia expresa a las comunidades de bienes o herencias yacentes, si bien 
limitando su responsabilidad a los supuestos de trasgresión de deberes o de prohibiciones 
cuyo cumplimiento les corresponda. 
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de las infracciones cometidas en suelos protegidos y otras situaciones 
asimiladas. 
 
- Principio de presunción de inocencia, que se estima como la traducción 
procesal del principio de culpabilidad y que supone que la sanción 
administrativa solo pueda imponerse a las personas públicas o privadas 
(o entidades sin responsabilidad que sean jurídicamente responsables) 
que efectivamente hayan provocado con su actuación activa u omisiva la 
infracción urbanística1468. Supone la aplicación al proceso sancionador 
administrativo de la tutela judicial efectiva garantizada por el artículo 24 
de la CE1978. 
 
- Principio non bis in idem. Este principio determina la improcedencia de 
que por una misma actuación no acorde con la normativa vigente se 
impongan sanciones tanto administrativas como penales, al existir una 
identidad sustancial en el objeto de la sanción y la finalidad punitiva de 
ambos procesos, diferenciándose únicamente por el órgano 
(administrativo o judicial) que haya de imponer la sanción 
correspondiente, así como su regulación. Esta prohibición de la 
concurrencia de sanciones se contiene expresamente en el artículo 31 de 
la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, 
para los casos en que se aprecie identidad del sujeto, hecho y 
fundamento en la actuación irregular cometida. 
 
 
b. La aplicación del principio non bis in ídem. 
 
Al igual que en el caso de la normativa estatal, la actual normativa urbanística 
suele hacer referencia expresa a la necesidad de verificar la aplicación de este 
principio en el ámbito administrativo, como puede apreciarse en el artículo 
195.4 de la LOUA que exige que en los casos en los que se advierta la 
presencia de indicios de delito o falta en el hecho que haya motivado el inicio 
del procedimiento sancionador, la Administración competente para imponer la 
sanción lo pondrá en conocimiento del Ministerio Fiscal, suspendiendo la 
instrucción del procedimiento hasta el pronunciamiento de la Autoridad Judicial. 
Igual suspensión del procedimiento sancionador procederá desde que el 
órgano administrativo tenga conocimiento de la sustanciación de actuaciones 
penales por el mismo hecho1469.  
                                               
1468 Los autores citados señalan varias resoluciones del Tribunal Constitucional en la que se ha 
afirmado la aplicación de este principio al procedimiento sancionador administrativa, como son 
las STC de 8 de junio de 1981, 3 de octubre de 1983 y 20 de febrero de 1986.   
1469 También se refleja esta circunstancia en otras normas administrativas sectoriales que 
establezca un régimen de infracciones y sanciones ante las irregularidades que pudieran 
cometerse en el ámbito de su regulación, como es el caso del Real Decreto Legislativo 1/2001, 
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Esta vinculación del procedimiento administrativo frente a lo dispuesto en el 
orden jurídico-penal ha sido puesta de manifiesto por la doctrina que ha 
analizado la cuestión, señalando al efecto MARTÍNEZ RODRÍGUEZ1470 que el 
Tribunal Constitucional expresa en abundantes sentencias que las autoridades 
administrativas no pueden sancionar unos hechos que el orden penal ha 
declarado inexistentes o simplemente no probados. Sin embargo, no procede lo 
contrario, es decir, que unos hechos sancionables en procesos administrativos, 
aunque estén a posteriori confirmados por sentencia firme de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa, vinculen a la Jurisdicción Penal en una posterior 
decisión sobre el mismo asunto. 
 
A efectos prácticos, la aplicación de este principio supone que ante la actuación 
judicial por unos mismos hechos la operatividad administrativa queda 
esencialmente vinculada por la decisión que se pudiera adoptar, de tal modo 
que si recae sanción penal queda vedada toda actuación administrativa 
posterior. En el caso de que no recayera sanción penal, pero la actuación 
judicial no determinara la inexistencia de los hechos objeto de la causa, el 
procedimiento administrativo podría continuar y, en su caso, imponer la sanción 
correspondiente. En este sentido se expresan la STS de 19 de enero de 2012 
(EDJ 2012/4560) y la STSJ de la Comunidad Valenciana de 25 de mayo de 
2018 (EDJ 2018/525622). 
 
Esta subordinación del procedimiento administrativo, en palabras del autor 
citado, se reconoce aunque la sanción administrativa se hubiera impuesto con 
anterioridad a la posible condena penal, pues como afirma la STSJ de 
Andalucía de 29 de octubre de 2014 (Sede de Málaga, Sala de lo Contencioso-
                                                                                                                                         
de 20 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Aguas, en cuyo artículo 
120 se dispone expresamente: “En los supuestos en que las infracciones pudieran ser 
constitutivas de delito o falta, la Administración pasará el tanto de culpa a la jurisdicción 
competente y se abstendrá de proseguir el procedimiento sancionador mientras la autoridad 
judicial no se haya pronunciado. La sanción de la autoridad judicial excluirá la imposición de 
multa administrativa. De no haberse estimado la existencia de delito o falta, la Administración 
podrá continuar el expediente sancionador en base a los hechos que los Tribunales hayan 
considerado probados.”; o también del artículo 82 de la LPNYB. 
1470 MARTÍNEZ RODRÍGUEZ, José Antonio (2011). 
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Administrativo, Sec. 1ª, rec. 954/2012. Ponente GAMO SERRANO, CENDOJ 
29067330012014100574) en su FD 5º:  
 
“Lo procedente en este caso, por tanto, era que la propia Autoridad 
municipal hubiera suspendido la tramitación y decisión del 
procedimiento administrativo desde el momento en que técnica y 
jurídicamente se hubiera advertido que los hechos pudieran constituir el 
citado tipo penal, y abstenerse en consecuencia de dictar la resolución 
sancionadora, a resultas de la decisión que el tribunal competente 
adoptara, como imponen el artículo 114.1 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, el artículo 195.4 de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de 
Ordenación Urbanística de Andalucía y el artículo 7 del Real Decreto 
1398/1993, disposiciones que en el supuesto concreto aquí analizado 
resultaron incumplidas por la Administración local demandada, 
provocando con ello que se haya producido una duplicidad de 
procedimientos y de sanciones constitucionalmente proscrita, con 
vulneración material del principio non bis in idem y con la consiguiente 
infracción del artículo 25.1 de la Carta Magna, infracción que asimismo 
reputa producida el Tribunal Supremo, en Sentencias de 25 de julio de 
1998, 17 de septiembre de 1999 y de 11 de septiembre de 2006, esta 
última referida a un supuesto en el que, incluso, esa doble punición no 
había llegado a producirse por determinar la continuación del 
procedimiento administrativo sancionador el archivo del procedimiento 
penal fundamentado, exclusivamente, en la previa existencia de la 
sanción administrativa y con la finalidad, también exclusiva, de evitar la 
vulneración del mencionado principio non bis in ídem”. 
   
Todo lo anterior se expone en consideración de la especial incidencia que el 
principio non bis in idem presenta en los procesos administrativos frente a 
infracciones urbanísticas realizadas sobre suelos protegidos, debido a que la 
singularidad de estos territorios definida en atención a los valores presentes en 
su ámbito determina (como más adelante se expondrá con más detalle), que 
las actuaciones irregulares realizadas en ellos sean susceptibles de incurrir en 
el tipo incluido en el artículo 319.1 del vigente Código Penal, por lo que la 
atención a la incidencia de este principio en el caso de los suelos protegidos 
parece inevitable. Esta aseveración deriva de la misma redacción del artículo 
citado, que describe el tipo penal de este delito como toda obra de 
urbanización, construcción o edificación no autorizable en suelos destinados a 
viales, zonas verdes, bienes de dominio público o lugares que tengan legal o 
administrativamente reconocido su valor paisajístico, ecológico, artístico, 
histórico o cultural, o por los mismos motivos hayan sido considerados de 
especial protección. Por ello, parece evidente que todo expediente sancionador 
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por disciplina urbanística incoado ante una actuación irregular de estas 
características, sea trasladada al Ministerio Fiscal y el procedimiento 
suspendido hasta que se determine lo procedente desde el punto de vista 
penal. 
 
A lo expuesto cabe añadir que no sucede lo mismo en el caso de concurrencia 
de varias posibles sanciones administrativas, que podrán imponerse de forma 
independiente siempre que su finalidad y enfoque punitivo sean compatibles. 
De este modo, el artículo 201 de la LOUA determina en sus puntos segundo y 
tercero que las sanciones impuestas no impedirán las previstas en otras Leyes 
por infracciones concurrentes, salvo que expresamente se disponga otra cosa, 
si bien se requiere su aplicación de forma proporcionada a la real gravedad de 
la conducta del infractor y a su culpabilidad.  
 
A estos efectos, pueden citarse los supuestos de posible concurrencia de las 
infracciones administrativas con las reguladas en la normativa ambiental 
aplicable, cuestión que se aborda en el artículo 79.5 de la LPNYB, en el que se 
proscribe la imposición de una doble sanción por los mismos hechos y en 
función de los mismos intereses públicos protegidos, si bien permite la 
exigencia de las demás responsabilidades que se deduzcan de otros hechos o 
infracciones concurrentes. A tal conclusión llega la STSJ de Andalucía de 5 de 
diciembre de 2013 (Sede de Sevilla, Sala de lo Contencioso-Administrativo, 
Sec. 2ª, rec. 424/2013. Ponente ARENAS IBÁÑEZ, EDJ 2013/299969), que 
asume la compatibilidad de la sanción impuesta por disciplina urbanística por la 
Administración Local, con la derivada de la infracción al Patrimonio Histórico 
impuesta por la Comunidad Autónoma. 
 
 
c. La exclusión del beneficio económico obtenido por la infracción urbanística. 
 
Para finalizar esta reflexión sobre la potestad sancionadora por actuaciones 
urbanísticas irregulares en suelos protegidos, debemos hacer referencia a la 
aplicación que en estos casos alcanza la exclusión del beneficio económico, 
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como criterio modulador de las sanciones impuestas a los responsables de 
estas actuaciones ilegítimas.  
 
Esta exigencia se recoge por la normativa urbanística como elemento de 
carácter genérico a considerar en la cuantificación del importe de la sanción 
que, en su caso, se imponga ante cualquier irregularidad urbanística cometida, 
como sucede en el actual artículo 202 de la LOUA, en cuyo punto primero se 
determina que en ningún caso podrán las infracciones urbanísticas reportar a 
sus responsables un beneficio económico. En virtud de esta premisa, cuando la 
suma de la multa y del coste de la reposición de la realidad física alterada al 
estado anterior a la comisión de la infracción arroje una cifra inferior a dicho 
beneficio, se deberá incrementar la cuantía de la multa hasta alcanzar el 
importe del mismo.  En el mismo sentido se expresan el resto de normativas 
autonómicas, como puede apreciarse en la redacción del artículo 117.4 de la 
Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León1471.  
 
En palabras de FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ1472, este principio inspira toda la 
regulación normativa sancionadora y cuya aplicación efectiva supone la 
confiscación total de todo beneficio obtenido indebidamente por el infractor y 
que hubiera derivado directa o indirectamente de la infracción por la que se 
impone la sanción administrativa. Sobre esta cuestión cabe añadir que la 
jurisprudencia exige que el beneficio económico, a considerar como límite 
mínimo del importe de la sanción urbanística, ha de ser objeto de adecuada 
justificación, por lo que se requiere tanto su identificación, como su 
determinación y correcta valoración. En este sentido, la STSJ de Canarias de 
23 de diciembre de 2011 (Sede de Santa Cruz de Tenerife, Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, rec. 270/2011. Ponente HERNÁNDEZ 
CORDOBÉS, EDJ 2011/346726), manifiesta (FD 2º):  
 
                                               
1471 Que señala expresamente: “En ningún caso la infracción urbanística puede suponer un 
beneficio económico para el responsable. Cuando la suma de la sanción imponible y del coste 
de las medidas de restauración de la legalidad sea inferior al importe del beneficio, se 
incrementará la cuantía de la multa hasta alcanzar dicho importe, teniendo en cuenta el valor 
en venta de las parcelas, construcciones e instalaciones resultantes de los actos sancionados 
conforme a las normas establecidas en la legislación del Estado”. 
1472 FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, Tomás Ramón (1998, pág. 257). 
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“Sin duda que una de las finalidades de la normativa urbanística en 
materia de sanciones es la de evitar que la comisión de una infracción 
pueda suponer de algún modo un beneficio para el infractor, tal y como 
lo establece el artículo 195 de la LOTCAN. Pero su adecuada aplicación 
requiere determinar, precisamente, la existencia de un beneficio 
derivado de la infracción. En palabras del Tribunal Supremo, sentencia 
de la Sala de lo Contencioso-administrativo de 27 junio de 1988, 
requiere evidenciar: a) La existencia real de unos beneficios; b) Su 
persistencia tras la reposición de las cosas al estado primitivo; c) La 
insuficiencia del coste de esta reposición y de la sanción para anular la 
persistencia de los beneficios mencionados. En el caso examinado no 
existe ningún informe sobre la existencia de beneficios ni su 
cuantificación, por lo que la aplicación que se interesa del artículo 195 
es improcedente”. 
 
Dada la alta graduación con la que se encuentran tipificadas las sanciones a 
imponer frente a infracciones urbanísticas cometidas en suelos protegidos 
(siempre que no se imponga sanción penal, como se ha visto anteriormente), el 
incremento de su importe por la aplicación de este criterio parece poco 
probable, salvo en supuestos de parcelaciones urbanísticas sobre suelos 
protegidos, donde efectivamente el beneficio adquirido con la enajenación de 
los lotes de terreno ilegalmente configurados puede ascender a cantidades 
realmente importantes, dada la excepcional demanda de suelo rústico para 
usos recreativos y de segunda residencia, que tradicionalmente ha existido en 
muchas zonas del territorio nacional. 
 
 
B. Los efectos jurídico-civiles derivados de la protección del suelo. 
 
Dentro de los efectos que la normativa vigente establece sobre los suelos 
protegidos, derivados de su consideración como tales y producidos 
directamente por su declaración expresa por la norma o instrumento que los 
identifique, debemos hacer una breve referencia a los efectos jurídico-civiles 
que presentan su dimensión fundamental en las implicaciones que determina 
su especial naturaleza jurídica en todo lo que respecta a su inscripción en el 
Registro de la Propiedad.  
 
Por lo general, los efectos de esta naturaleza vienen derivados de la propia 
consideración urbanística como suelos protegidos y, en concreto, por las 
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limitaciones impuestas a las actuaciones sobre los mismos por su 
caracterización como suelos protegidos. Sobre esta materia se suelen destacar 
por la doctrina dos cuestiones fundamentales en las que la especial protección 
del suelo determina un tratamiento específico de los actos con relevancia 
urbanística realizados sobre suelos rurales, como son la inscripción de obras 
de nueva construcción y, en segundo lugar, la inscripción de los actos de 
división o parcelación de fincas de esta clase de suelos.  
 
No obstante, además de las anteriores, existen otras implicaciones relativas al 
ámbito del Derecho Civil que pueden venir derivadas de la especial protección 
del territorio, que igualmente conforman desde un punto de vista amplio el 
régimen aplicable a los suelos sobre los que se proyecta un régimen de 
especial protección.  
 
 
1. La declaración de obra nueva sobre suelos protegidos. 
 
Con respecto a la primera de las cuestiones citadas, debemos hacer referencia 
a la especialidad que presenta el acceso al Registro de la Propiedad de la 
declaración de obras de nueva ejecución realizadas en suelos protegidos, 
sobre el régimen general de acceso en los casos de suelos no urbanizables sin 
esta especialidad.  
 
Con carácter general, el artículo 28 del TRSL2015, relativo a la declaración de 
obra nueva1473, requiere para autorizar escrituras de declaración de obra nueva 
en construcción la aportación del acto de conformidad, aprobación o 
autorización administrativa que requiera la obra según la legislación de 
ordenación territorial y urbanística, así como certificación expedida por técnico 
competente y acreditativa del ajuste de la descripción de la obra al proyecto 
que haya sido objeto de dicho acto administrativo. Tratándose de escrituras de 
                                               
1473 También se debe tener en consideración lo dispuesto en los artículos 45 a 55 del Real 
Decreto 1093/1997, de 4 de julio, por el que se aprueban las normas complementarias al 
Reglamento para la ejecución de la Ley Hipotecaria sobre Inscripción en el Registro de la 
Propiedad de Actos de Naturaleza Urbanística. 
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declaración de obra nueva terminada, se exige además de la certificación 
expedida por técnico competente acreditativa de la finalización de ésta 
conforme a la descripción del proyecto, los documentos que acrediten el 
cumplimiento de todos los requisitos impuestos por la legislación reguladora de 
la edificación para la entrega de ésta a sus usuarios y el otorgamiento de las 
autorizaciones administrativas necesarias para garantizar que la edificación 
reúne las condiciones necesarias para su destino al uso previsto en la 
ordenación urbanística aplicable. 
 
No obstante lo anterior, el punto 4 del citado artículo 28 añade para los 
supuestos de construcciones, edificaciones e instalaciones respecto de las 
cuales ya no proceda adoptar medidas de restablecimiento de la legalidad 
urbanística que impliquen su demolición, por haber transcurrido los plazos de 
prescripción correspondientes, que la constancia registral de la terminación de 
la obra se tramitará acompañando a las escrituras la certificación expedida por 
el Ayuntamiento o por técnico competente, acta notarial descriptiva de la finca o 
certificación catastral descriptiva y gráfica de la finca, en las que conste la 
terminación de la obra en fecha determinada y su descripción coincidente con 
el título. A tales efectos, el Registrador de la Propiedad deberá comprobar la 
inexistencia de anotación preventiva por incoación de expediente de disciplina 
urbanística sobre la finca objeto de la construcción, edificación e instalación de 
que se trate y que el suelo no tiene carácter demanial o está afectado por 
servidumbres de uso público general. 
 
Como expresa MARTÍNEZ MARTÍNEZ1474 la declaración de obra nueva 
terminada no es sino el acto jurídico de un particular que manifiesta que ha 
construido una edificación (o ha hecho reformas estructurales sobre ella) con la 
finalidad de que esta realidad física conste en el Registro de la Propiedad y, de 
este modo, se otorgue a la misma los efectos jurídicos que la normativa vigente 
atribuye a los hechos y derechos objeto de inscripción registral. Por lo tanto, se 
pretende incorporar al Registro de la Propiedad lo que ya es una realidad física 
extra-registral, como constatación de un hecho ya producido materialmente.  
                                               
1474 MARTÍNEZ MARTÍNEZ, María (2010, págs. 326 y ss.). 
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En parecidos términos se expresa DÍAZ FRAILE1475, describiendo el supuesto 
en el que sobre una finca inmatriculada como solar se construya un edificio y, 
por lo tanto, la descripción de la finca contenida en el Registro de la Propiedad 
habrá devenido inexacta. Para adecuarla a la realidad se puede esperar a 
inscribir algún título relativo a cualquier mutación jurídico-real sobre la finca, 
haciendo constar en éste la obra nueva y así incorporar al Registro la nueva 
descripción de la finca (declaración de obra nueva inmersa en un título 
inscribible). Pero también se puede incorporar la obra nueva en la descripción 
registral de la finca mediante una declaración en escritura pública, como regla 
general, dirigida a esta finalidad, en la que se permite tanto la declaración de 
obra nueva comenzada como finalizada. 
 
La regulación de este procedimiento de inscripción se regula por la normativa 
civil estatal y ello, como afirma la DGRN1476 en su Resolución de 13 de 
diciembre de 2017, debido a que si bien corresponde a las Comunidades 
Autónomas determinar qué clase de actos de naturaleza urbanística están 
sometidos al requisito de la obtención de la licencia previa, las limitaciones que 
estas pueden imponer y las sanciones administrativas que debe conllevar la 
realización de tales actos sin la oportuna licencia o sin respetar los límites por 
estas impuestos, así como la fijación de los plazos de prescripción de las 
acciones de disciplina urbanística o su imprescriptibilidad; por el contrario, 
corresponde al Estado fijar en qué casos debe acreditarse el otorgamiento de 
la oportuna licencia, o los requisitos de las declaraciones de obras referentes a 
edificaciones consolidadas por su antigüedad, para que el acto en cuestión 
tenga acceso al Registro de la Propiedad.  
 
La especialidad que puede apreciarse en este asunto por la protección del 
suelo sobre la inscripción de construcciones en suelos rurales de régimen 
común deriva de la necesidad de acreditar que sobre las obras nuevas 
terminadas cuya declaración se presenta ante el Registro de la Propiedad no 
                                               
1475 DÍAZ FRAILE, Juan María (2007). 
1476 BOE núm. 4, de 4 de enero de 2018. 
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exista procedimiento de restauración de la legalidad pendiente de ejecutar y 
que, además, tampoco pueda incoarse en un futuro, debido a que hubiera 
finalizado el plazo habilitado al efecto por la normativa vigente. Como se indicó 
anteriormente, para que esa posibilidad pueda darse en la práctica, en el caso 
de edificaciones ejecutadas en contra de la ordenación urbanística aplicable, 
con carácter general se requiere que el suelo sobre el que se ha ejecutado la 
construcción no hubiera sido declarado como de especial protección1477, dado 
que en este caso la actuación restauradora de la Administración no tendría 
plazo de finalización, pudiendo incoarse en cualquier momento. La prueba de 
tal extremo, unida a la constatación sobre la inexistencia de anotación 
preventiva por incoación de expediente de disciplina urbanística sobre la finca 
objeto de la construcción, edificación e instalación de que se trate (así como 
que el suelo no tiene carácter demanial o está afectado por servidumbres de 
uso público general) constituyen los únicos requisitos necesarios para el 
acceso de la obra al Registro de la Propiedad. 
 
Como dispone la Resolución de la DGRN de 6 de mayo de 2013, el legislador 
sigue exigiendo que el Registrador de la Propiedad califique la antigüedad 
suficiente para considerar posible la prescripción de las acciones que pudieran 
provocar la demolición y, además, que compruebe que la edificación no se 
encuentra sobre suelo demanial o afectado por servidumbres de uso 
público1478. En esta calificación, a su vez, deberá constatar que la finca no se 
encuentra incluida en zonas de especial protección en aquellos casos en que la 
correspondiente legislación urbanística aplicable imponga un régimen de 
imprescriptibilidad de la correspondiente acción de restauración de la realidad 
física alterada, pues en tales casos la falta del requisito de la prescripción 
impide la posible inscripción de la obra nueva declarada, dado que su ausencia 
no queda sujeta a plazo y su régimen resulta directamente de un mandato 
legal.   
 
                                               
1477 O que, en otro caso, la especial protección del suelo hubiera sido declarada o instaurada 
una vez que sobre la edificación no se hubiera podido incoar ninguna actuación restauradora 
de la legalidad urbanística infringida, por haber transcurrido el plazo habilitado para ello con 
anterioridad a dicha declaración de especial protección del suelo.  
1478 BOE núm. 132, de 3 de junio de 2013. 
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De este modo, en su labor de calificación, el Registrador debe tomar en 
consideración tanto los asientos del Registro como los documentos 
presentados para poder determinar la validez del acto contenido en el título 
objeto de presentación, o verificar el cumplimiento de los requisitos que le 
impone la Ley1479. Dentro de esta normativa aplicable a considerar se incluyen 
los planes de ordenación territorial o urbanística en vigor que afecten a la zona 
en cuestión, cuya naturaleza normativa no cabe discutir. Admitida la aplicación 
de tales normas urbanísticas en la actuación calificadora, al efecto de verificar 
los condicionantes que determinan directamente el acceso registral de los 
actos sujetos a tal régimen jurídico, siempre con respeto a la competencia de la 
Administración en el ámbito urbanístico, la cuestión se centrará en determinar 
si la finca registral en la que se declara una edificación está o no afectada por 
un determinado régimen especial que, en su caso, impidiera su inscripción en 
el Registro de la Propiedad por no haberse acreditado la consolidación de la 
obra por su antigüedad. 
 
De lo expuesto cabe concluir que la imprescriptibilidad que la normativa 
urbanística suele atribuir a la potestad administrativa para restaurar la legalidad 
urbanística infringida por actuaciones irregulares en suelos protegidos viene a 
determinar, con carácter añadido, la imposibilidad de que las construcciones 
ejecutadas en contra de las prescripciones de la ordenación aplicable accedan 
al Registro de la Propiedad, como medida adicional derivada del régimen de 
especial protección atribuido al territorio. No obstante, la propia DGRN se ha 
pronunciado favorablemente acerca de la posibilidad de invocar el artículo 28.4 
del TRLS2015 en la inscripción de obras declaradas en suelos de especial 
protección1480, siempre que la antigüedad de la edificación según certificación 
técnica, catastral o municipal, sea anterior a la vigencia de la norma que 
impuso un régimen de imprescriptibilidad al suelo no urbanizable de protección 
o a la propia calificación urbanística, evitando así la indebida aplicación 
                                               
1479 La propia DGRN en su Resolución de 13 de diciembre de 2018 (BOE núm. 3, de 3 de 
enero de 2018), dispone que en este proceso de verificación de la clasificación del suelo en el 
que se pretende inscribir la obra nueva terminada, no puede exigirse la aportación de una 
certificación del Ayuntamiento correspondiente por la que se declare que el suelo no se 
encuentra sometido a un régimen de especial protección, al no incluir la normativa estatal la 
necesidad de aportación de este tipo de documento. 
1480 Resolución de 30 de mayo de 2016 (BOE núm. 23 de junio de 2016). 
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retroactiva de dicha norma ciertamente restrictiva de derechos individuales, en 
este caso, el régimen limitativo vinculado al suelo protegido.  
 
En estos supuestos la edificación se encontrará, en principio, en un régimen 
jurídico de fuera de ordenación, o asimilado al mismo, a falta de la resolución 
de la Administración urbanística competente, que deberá dictar tras la 
comunicación posterior a la inscripción que habrá de realizar el registrador al 
Ayuntamiento respectivo y a la Comunidad Autónoma. En dicha inscripción se 
debe hacer constar, mediante nota de despacho y en la publicidad formal que 
expida, la práctica de dicha notificación a las Administraciones competentes 
(arts. 28.4 y 65.3 de la actual norma estatal). 
 
 
2. El control registral de las parcelaciones de suelos protegidos. 
  
La segunda de las cuestiones sobre las que la protección del suelo presenta 
especiales particularidades a efectos registrales, la relativa a la inscripción de 
parcelaciones o segregaciones realizadas sobre terrenos clasificados como de 
especial protección, como ya se hizo indicó anteriormente, tiene su origen en 
las propias limitaciones impuestas a la capacidad de ejecutar actuaciones de 
división de estos suelos, al estimar que con ellas se posibilita la pérdida de los 
valores rurales del terreno. 
 
Al igual que al tratar las limitaciones de uso del suelo protegido, al estudiar su 
vertiente estrictamente registral debemos partir de la prohibición expresa que 
se contiene en el artículo 16.2 del TRLS2015 de realizar parcelaciones 
urbanísticas sobre suelos rurales, sin que sobre los mismos puedan realizarse 
divisiones, segregaciones o fraccionamientos en contra de lo dispuesto en la 
normativa vigente. En el caso que los suelos estuvieran sometidos a algún 
régimen de especial protección, la consideración anterior debe ponerse en 
conexión con su particular régimen jurídico, que puede determinar el 
establecimiento de criterios más restrictivos para autorizar divisiones del 
territorio o, incluso, imponer su total prohibición. 
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Como apunta BARREDA BARBERÁ1481 el control de las parcelaciones 
irregulares sobre suelos rurales tiene en el Registro de la Propiedad un 
magnífico aliado, debido a que el régimen general por el que se realiza la 
especulación sobre porciones de suelo irregularmente conformadas requiere su 
inscripción registral, como medio de afianzar la protección jurídica de los 
futuros adquirentes de las divisiones obtenidas con la parcelación del suelo.  
 
Como también se apuntó anteriormente, cabe destacar que, para la efectividad 
de este control, el artículo 26.2 del TRLS2015 exige que toda división o 
segregación de una finca para dar lugar a dos o más diferentes respete que 
cada una de las resultantes reúne las características exigidas por la legislación 
aplicable y la ordenación territorial y urbanística. Esta regla se extiende también 
a los supuestos de enajenación, sin división ni segregación, de participaciones 
indivisas a las que se atribuya el derecho de utilización exclusiva de porción o 
porciones concretas de la finca, así como a la constitución de asociaciones o 
sociedades en las que la cualidad de socio incorpore dicho derecho de 
utilización exclusiva.  
 
Para garantizar estas exigencias legales se obliga a los notarios a incorporar 
en las escrituras la acreditación documental de la conformidad, aprobación o 
autorización administrativa a que esté sujeta, en su caso, la división o 
segregación conforme a la legislación que le sea aplicable y, en su caso, a 
manifestar en la descripción de las fincas su cualidad de indivisibles. A esta 
declaración de la ley estatal sobre suelo, debemos añadir lo dispuesto en los 
artículos 78 y siguientes del Real Decreto 1093/1997, de 4 de julio, por el que 
se aprueban las normas complementarias al Reglamento para la ejecución de 
la Ley Hipotecaria sobre Inscripción en el Registro de la Propiedad de Actos de 
Naturaleza Urbanística1482. En concreto, el artículo 78 señala que los 
registradores de la propiedad exigirán para inscribir la división o segregación de 
terrenos, que se acredite el otorgamiento de la licencia que estuviese prevista 
                                               
1481 Op. cit. (2008, págs. 265 y ss.). 
1482 BOE núm. 175, de 23 de julio de 1997. 
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por la legislación urbanística aplicable, o la declaración municipal de su 
innecesariedad, que deberá testimoniarse literalmente en el documento1483.  
 
Sobre esta consideración inicial, el artículo 79 de la norma reglamentaria 
establece un régimen de actuación en el caso de división o segregación de 
fincas realizadas en suelo no urbanizable, cuando de la operación que 
corresponda resulten parcelas inferiores a la unidad mínima de cultivo o, en 
todo caso, aun siendo superiores, cuando por las circunstancias de 
descripción, dimensiones, localización o número de fincas resultantes de la 
división o de las sucesivas segregaciones, exista duda fundada sobre el peligro 
de creación de un núcleo de población, en los términos señalados por la 
legislación o la ordenación urbanística aplicable. En estos casos, los 
registradores deberán actuar con arreglo a lo establecido en este artículo, que 
requiere la comunicación de la cuestión al Ayuntamiento correspondiente al 
objeto de que proceda con arreglo a la concreta situación urbanística de la 
actuación realizada. 
 
La exigencia contenida en la normativa estatal, conforme a su alcance 
competencial, se limita a establecer un protocolo para garantizar la verificación 
de la adaptación de la parcelación a la normativa vigente, lo que deberá 
acreditarse por la Administración competente en función de lo que determine la 
normativa urbanística aplicable. En general, las distintas normas autonómicas 
someten a licencia o a declaración de su innecesariedad toda propuesta de 
parcelación en suelo no urbanizable, cuestión sobre la que acertadamente el 
autor citado expresa su aprobación, debido a que en la verificación de la 
adaptación a la legalidad de la división del suelo rural se deben analizar 
cuestiones que en muchos casos no se encuentran previamente delimitadas, 
como es el riesgo de formación de núcleo de población. A partir de esta 
premisa, se reitera en la normativa urbanística la exigencia de control notarial y 
                                               
1483 En este punto, el autor citado pone el acento en la omisión que este artículo realiza con 
respecto a la función de los notarios, aunque estima que la misma no presenta un problema en 
la práctica, debido a que son los registradores los que efectivamente han de calificar los actos 
cuya inscripción se pretende y que, en todo caso, se encuentran residenciados 
permanentemente en el ámbito territorial del territorio en el que se ha producido el acto 
pendiente de inscripción registral. 
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registral de los actos de parcelación de terrenos, de lo que es ejemplo la 
regulación contenida en el artículo 66.4 de la LOUA por la que se prohíbe 
expresamente toda autorización o inscripción de escritura pública en la que se 
contenga acto de parcelación sin la aportación de la preceptiva licencia o 
declaración de innecesariedad de la misma, disponiendo expresamente que los 
notarios deben testimoniar esta cuestión en la escritura pública 
correspondiente.  
 
En algunos casos1484, a las anteriores medidas de control la normativa 
urbanística añade la exigencia por la que las autorizaciones de parcelación o 
división de fincas deben ser elevadas a público en un plazo limitado de tiempo, 
que una vez finalizado sin que se hubiera cumplido la exigencia legal determina 
la caducidad de la licencia o declaración de innecesariedad de forma 
automática. Esta medida se entiende de todo punto acertada, debido a que 
permite establecer un control permanente e inmediato sobre los actos de 
parcelación autorizados, sobre todo en suelo no urbanizable, asegurando que 
el control y verificación de su contenido va a ser realizado de forma directa 
sobre los actos autorizados y no de forma diferida en el tiempo, lo que podría 
posibilitar la consolidación de situaciones de hecho no deseadas. 
 
Finalmente, es preciso realizar una mención final a la equiparación que la 
normativa establece entre los supuestos de parcelación derivados de una 
división del territorio con efectos jurídico-registrales, con la realización de actos 
de distinta naturaleza que pudieran revelar una posible intención parceladora 
encubierta, como son la enajenación de partes indivisas de la propiedad, 
divisiones horizontales, participación en derechos societarios u otros similares, 
que lleven aparejado el uso individualizado de una parte de la finca de tal forma 
que su apariencia material se asemeje de forma externa a una actuación de 
segregación.  
 
Esta prohibición, ya incluida en el artículo 26.2 del TRLS2015, se reitera 
igualmente por la normativa urbanística aplicable en cada Comunidad 
                                               
1484 Como es el del propio artículo 66.4 de la LOUA. 
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Autónoma, como sucede en el artículo 66.2 de la LOUA1485. Con esta 
afirmación, la normativa andaluza extiende los efectos de la parcelación a estos 
actos de distinto alcance jurídico, pero que pueden pretender una misma 
finalidad de efectuar una parcelación material del territorio que ha de reputarse 
como totalmente irregular. De forma evidente, esta atribución legal de efectos 
asimilados a una parcelación tiene una parte de apreciación subjetiva que, en 
la mayoría de los casos, va a determinar la consideración de la actuación como 
irregular y que supone el establecimiento de usos individualizados y 
excluyentes de distintas zonas de la finca que suponen un uso indebido de la 
misma, al no poder ser segregada ni legal ni materialmente.  
 
Esta extensión legal presenta aspectos ciertamente complejos, puesto que 
como afirma ORTEGA MONTORO1486 la posibilidad de enajenar una cuota 
indivisa sobre una finca rústica deriva del propio artículo 399 del Código Civil 
como facultad de todo propietario y su limitación por la normativa urbanística 
solo puede engarzarse mediante la incorporación de elementos adicionales que 
delimiten esta potestad del titular dominical del suelo, como medio de 
protección del interés general prevalente sobre el particular afectado. 
 
De este modo, como muy acertadamente expone MARTÍNEZ MARTÍNEZ1487 
no toda enajenación o adquisición de una cuota indivisa de una finca rústica va 
a suponer un acto de parcelación fraudulenta, como sería el supuesto de la 
adquisición por herencia o legado por varias personas de una titularidad 
dominical en suelo rural no divisible, y ello debido a que el acto revelador de la 
parcelación sería la voluntad del uso individualizado de cada participación de 
forma contraria a la ordenación aplicable sobre el terreno, que debe 
manifestarse de alguna forma externa para poder ser apreciada por la 
                                               
1485 “Se consideran actos reveladores de una posible parcelación urbanística aquellos en los 
que, mediante la interposición de sociedades, divisiones horizontales o asignaciones de uso o 
cuotas en pro indiviso de un terreno, fincas, parcelas, o de una acción, participación u otro 
derecho societario, puedan existir diversos titulares a los que corresponde el uso 
individualizado de una parte del inmueble equivalente o asimilable a los supuestos del apartado 
anterior, sin que la voluntad manifestada de no realizar pactos sobre el uso pueda excluir tal 
aplicación. En tales casos será también de aplicación lo dispuesto en esta Ley para las 
parcelaciones urbanísticas según la clase de suelo de la que se trate”. 
1486 ORTEGA MONTORO, Rodrigo J. (2009). 
1487 Op. cit. (2010, pág. 354). 
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Administración competente. Como afirma la STS de 23 de enero de 2001 (Sala 
3ª, Sec. 6ª, rec. 2973/1996. Ponente XIOL RÍOS, EDJ 2001/98935), la 
determinación de si una parcelación tiene o no carácter urbanístico puede 
deducirse de los actos ulteriores que realice el dueño de la finca matriz, como 
alienación de terrenos, configuración, obras de infraestructura y otros de similar 
naturaleza. 
 
En similares términos se expresa la DGRN, como puede apreciarse en su 
resolución de 10 de octubre de 2005, en la que afirma que la venta de 
participaciones indivisas de una finca no puede traer por sí sola la afirmación 
de que exista parcelación ilegal, ya que para ello sería necesario que junto con 
la venta de la participación se atribuyera el uso exclusivo de un espacio 
determinado susceptible de constituir finca materialmente independiente, o que 
concurra algún otro elemento de juicio que unido a la venta de la participación, 
pueda llevar a la conclusión de la existencia de tal parcelación1488. 
 
En este segundo supuesto el elemento subjetivo en la apreciación de los 
elementos que motivan la ilegalidad de la actuación se manifiesta de forma 
mucho más reforzada, por lo que se antoja muy conveniente que la normativa 
aplicable, o incluso mejor, el propio planeamiento, determinen los criterios 
precisos para poder evitar disfunciones en la calificación de los distintos 
supuestos de hecho. Esta necesidad se refuerza todavía más en los suelos 
especialmente protegidos, debido a que uno de los medios más proclives a 
alterar su realidad física es la generación de parcelaciones irregulares, por lo 
que es fundamental que los supuestos en los que estos suelos pueden ser 
objeto de división o segregación queden perfectamente definidos y delimitados, 
evitando posibles controversias derivadas de la falta de concreción del régimen 
aplicable en esta concreta cuestión. 
    
  
 
                                               
1488 BOE de 23 de noviembre de 2005. 
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3. Especialidades derivadas de la protección del suelo en las transmisiones de 
fincas. 
 
Una tercera implicación que puede destacarse de la protección del suelo sobre 
la realización de actos jurídicos de naturaleza civil es la que puede afectar a las 
transmisiones de la titularidad u otros derechos reales sobre fincas de suelo 
rural, al añadir a su formulación determinados condicionantes derivados del 
singular régimen jurídico al que se encuentra sometido el terreno.  
 
En términos generales, sobre esta cuestión el artículo 27.1 del TRLS2015 
dispone expresamente que la transmisión de fincas no produce ninguna 
alteración sobre la situación del titular respecto de los deberes del propietario 
conforme a la legislación de ordenación territorial y urbanística aplicable, o que 
fueran exigibles por los actos de ejecución de la misma, por lo que, conforme a 
esta prescripción legal, el nuevo titular queda subrogado en los derechos y 
deberes del anterior propietario, así como en las obligaciones por éste 
asumidas frente a la Administración competente y que hayan sido objeto de 
inscripción registral, siempre que tales obligaciones se refieran a un posible 
efecto de mutación jurídico-real. 
  
En el supuesto concreto de los suelos rurales protegidos, la anterior afirmación 
de la normativa estatal presenta una especial incidencia en dos elementos 
fundamentales a tomar en consideración y que deben quedar acreditados en el 
acto jurídico por el que se instrumente la transmisión del terreno. Conforme 
dispone el punto segundo del mismo artículo 27 estos aspectos son, por un 
lado, la acreditación efectiva de la condición urbanística del suelo, lo que 
requiere que se identifique y defina su consideración de suelo sometido a un 
régimen de protección adicional al del suelo rural común y, por otro lado, la 
existencia de obligaciones urbanísticas pendientes de realizar y exigibles por 










a. La acreditación de la condición urbanística del suelo protegido. 
 
La primera de estas cuestiones afecta a la propia configuración del acto o 
negocio jurídico por el que se instrumente la transmisión del terreno, que 
conforme a la normativa civil requiere el consentimiento voluntario y 
plenamente consciente de las partes que lo celebran. Sobre esta premisa, es 
evidente que un condicionante tan importante sobre el régimen del terreno 
como es su inclusión en un ámbito de protección debe ser conocido por el 
adquirente de la finca, de tal modo que muestre su consentimiento expreso a 
las obligaciones que derivan de la especial naturaleza jurídica del terreno que 
adquiere.  
 
Para la acreditación de la concurrencia de esta voluntad consciente de las 
partes del contrato, el punto cuarto del citado artículo 27 del TRLS2015 faculta 
expresamente a los notarios, con ocasión de la autorización de escrituras 
públicas que afecten a la propiedad de fincas o parcelas, para solicitar de la 
Administración Pública competente información telemática o, en su defecto, 
cédula o informe escrito expresivo de su situación urbanística y los deberes y 
obligaciones a cuyo cumplimiento estén afectas. En contrapartida, los notarios 
deben remitir a la Administración competente, para su debido conocimiento, 
copia simple en papel o en soporte digital de las escrituras para las que 
hubieran solicitado y obtenido información urbanística, dentro de los diez días 
siguientes a su otorgamiento.  
 
A esta facultad establecida expresamente para los notarios que intervengan en 
negocios jurídicos de transmisión de fincas, la doctrina añade la posibilidad que 
la normativa estatal en su artículo 5.d) atribuye a todo ciudadano para ser 
informado por la Administración competente, de forma completa, por escrito y 
en plazo razonable, del régimen y las condiciones urbanísticas aplicables a una 
finca determinada, en los términos dispuestos por su legislación reguladora. 
Este derecho ciudadano a ser conocedor de las condiciones urbanísticas 
aplicables al suelo se recoge y desarrolla en la normativa aplicable en cada 
territorio, como es el caso de la regulación contenida en el artículo 6.1 de la 
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LOUA, en cuyo párrafo segundo se recoge la obligación de los municipios 
andaluces de emitir cédula urbanística sobre el régimen aplicable y demás 
circunstancias urbanísticas de un terreno o edificio determinado, por escrito y 
en un plazo no superior a un mes. 
 
 
b. La existencia de obligaciones urbanísticas pendientes de realizar y exigibles 
por aplicación de la normativa urbanística vigente.  
 
Con respecto al segundo de los elementos que deben quedar acreditados en el 
acto por el que se formalice la transmisión del terreno, como es la pendencia 
de alguna actuación urbanística, debemos hacer referencia en concreto a la 
existencia obligaciones pendientes de restauración de la legalidad urbanística 
infringida por la ejecución de construcciones, instalaciones o edificaciones en 
contra de la ordenación vigente. En este caso, como ya se avanzó en el 
análisis de la actuación administrativa de restauración de la legalidad 
urbanística, las decisiones judiciales sobre la materia han avalado 
expresamente la transmisión al nuevo adquirente de una finca de la obligación 
de asumir las actuaciones de restauración de las construcciones irregularmente 
ejecutadas y que estuvieran pendientes de ejecución, como indica la ya 
analizada STSJ de Andalucía de 11 de noviembre de 2016.  
 
Hay que tener en cuenta que, por lo general, en los suelos protegidos la 
actuación de restauración de la legalidad urbanística por parte de la 
Administración no está sujeta a plazo máximo de ejecución, por lo que en 
cualquier momento el titular del terreno en que se encuentre la actuación 
irregular puede verse compelido a efectuar la actuación restauradora impuesta 
tras el correspondiente procedimiento administrativo, sin que pueda alegar en 
oposición a la medida impuesta su no participación en la irregularidad 
urbanística cometida.  
 
A tal conclusión llega la STS de 31 de mayo de 2012 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 
998/2010. Ponente FERNÁNDEZ VALVERDE, EDJ 2012/118896), al afirmar 
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que las obras irregularmente ejecutadas en suelos rústicos de especial 
protección agropecuaria (conforme regula la normativa gallega) no quedan 
sujetas a prescripción, pudiendo adoptar tales medidas en cualquier momento. 
Esta restauración de la legalidad, en todo caso, solo puede ser realizada por el 
actual titular de la finca, independientemente de quién hubiera cometido en su 
día la actuación irregular, como afirma la STSJ de Madrid de 17 de enero de 
2006 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 2ª, rec. 335/2004. Ponente 
GARCÍA ALONSO, EDJ 2006/354419)1489.  
   
En los mismos términos se expresa la misma Sala y Sección en Sentencia de 1 
de octubre de 2014 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 2ª, rec. 
221/2013. Ponente GARCÍA ALONSO, EDJ 2014/210802), afirmando que se 
constituyen las acciones de protección de la legalidad a modo de obligaciones 
propter rem, que han de ser cumplidas por aquel que tiene el que la titularidad 
efectiva de la finca al momento de ejercitarse por la entidad pública las 
acciones que el ordenamiento jurídico le otorga para la protección de la 
legalidad. Por lo tanto, en los expedientes de protección de la legalidad 
urbanística los propietarios vienen obligados a realizar las acciones tendentes a 
la restauración exigida, y ello con independencia, de haber ejecutado las obras 
o de haberlas promovido, lo que no quiere decir que estos principios rijan en el 
                                               
1489 “En supuestos como el presente la acción va dirigida a restaurar la legalidad urbanística, 
por lo que ha de entenderse con el propietario o poseedor actual, aun cuando no haya sido el 
responsable de las obras matizadas sin licencia, por cuanto sólo él tiene la posibilidad de 
proceder a la restauración del orden urbanístico infringido. De forma que incluso en los 
supuestos de transmisión de la finca en la que se han realizado obras contrarias a la legalidad 
urbanística, será el nuevo propietario el que venga obligado a realizar las actividades 
necesarias para legalizar dichas obras o en supuesto de que dichas obras sean ilegalizables, o 
que no se haya procedido a su legalización será el propietario actual de la finca en cuestión el 
obligado a la demolición de dichas obras. Todo lo dicho anteriormente, ha de entenderse sin 
perjuicio de las acciones civiles que para reclamar el valor de las obras de demolición puedan 
tener los interesados. Se constituyen así las acciones de protección de la legalidad que han de 
ser cumplidas por aquel que tiene el que la titularidad efectiva de la finca al momento de 
ejercitarse por la entidad pública las acciones que el ordenamiento jurídico le otorga para la 
protección de la legalidad. Y ello en virtud de operar en esta materia el principio de 
subrogación, en el que el particularismo individual resulta indiferente, sin perjuicio como hemos 
dicho de las acciones civiles que pudieran ejercitarse. En conclusión, en el expediente de 
protección de la legalidad, los propietarios vienen obligados a realizar las acciones tendentes a 
dicha restauración con independencia, de haber ejecutado las obras o haberla promovido, lo 
que no quiere decir que estos principios rijan en el seno del procedimiento sancionador, cuyos 
principios informantes son de una naturaleza jurídica distinta” (FD 3º).  
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seno del procedimiento sancionador, cuyos principios informantes son de una 
naturaleza jurídica distinta. 
  
Las consecuencias jurídicas que pueden derivarse del incumplimiento de las 
obligaciones de información sobre la situación urbanística de las fincas objeto 
de transacción, se contienen en el artículo 27.3 del TRLS2015, que faculta al 
adquirente para rescindir el contrato en el plazo de cuatro años y, además, a 
exigir la indemnización que proceda conforme a la legislación civil aplicable. En 
tal sentido, la STS de 26 de marzo de 2009 (Sala 1ª, rec. 223/2005. Ponente 
SIERRA GIL DE LA CUESTA, EDJ 2009/38171), establece la nulidad de la 
transmisión por la omisión de las condiciones urbanísticas, al determinar la 
considerable gravedad para los derechos del adquirente, máxime cuando se 
dispuso en la escritura pública que las fincas transmitidas se encontraban libres 
de cargas y gravámenes en contra de la realidad de la situación en la que se 
encontraba la finca transmitida. 
  
A la misma conclusión llega la STS de 13 de febrero de 2007 (Sala 1ª, rec. 
358/2000. Ponente SALAS CARCELLER, EDJ 2007/7304), al indicar en su FD 
3º: 
 
“En suma no puede alegarse el carácter excusable del error padecido 
por la parte contraria cuando es fruto de la mala fe negocial de quien 
oculta conscientemente la inhabilidad del objeto del contrato faltando 
además al cumplimiento de una exigencia legalmente impuesta…”. 
 
A estas consideraciones la doctrina más autorizada añade la imposibilidad de 
invocar por los terceros adquirentes la buena fe registral para evitar la 
ejecución de las medidas de restauración de la legalidad, tanto hayan sido 
adoptadas previamente a la adquisición del terreno en el que se ubica la 
actuación irregular como si, en otro caso, el procedimiento de restauración no 
ha sido iniciado por parte de la Administración competente. Como afirma BAÑO 
LEÓN1490 la mayoría de leyes autonómicas disponen ya que es imprescriptible 
la potestad de restablecimiento de la legalidad en zonas verdes, espacios libres 
                                               
1490 BAÑO LEÓN, José María (2015). 
1149





y bienes de dominio público, así como en el suelo no urbanizable protegido, lo 
cual supone que la Administración dispone de los mecanismos adecuados para 
hacer observar la legalidad urbanística vigente. Entre ellos se cuenta el que 
supone que en estos supuestos no existan terceros de buena fe, dado que los 
notarios y registradores no pueden autorizar ni inscribir escrituras de obra 
nueva sin la previa licencia municipal, lo que impide en los casos de 
imprescriptibilidad de la potestad de restauración de la legalidad la apelación a 
este recurso como medida de protección frente a la actuación administrativa. 
 
En todo caso, las anteriores reseñas jurisprudenciales se refieren 
exclusivamente a las consecuencias civiles que pueden derivarse de la 
transmisión de fincas con obligaciones urbanísticas pendientes o eludiendo la 
mención a sus especiales condiciones (como evidentemente sería su 
sometimiento a un régimen de especial protección). No cabe duda que en 
algunos casos estas actuaciones podrían conllevar la exigencia de 
responsabilidades penales, tal y como apuntan autores como MARTÍNEZ 
MARTÍNEZ1491, en función de la concurrencia de elementos adicionales que 




VI. LAS CONSECUENCIAS PENALES DE LOS ACTOS EN CONTRA DE LA 
PROTECCIÓN DEL SUELO. 
 
A. Consideraciones generales. 
 
1. El bien jurídico protegido en los delitos en contra de la protección del suelo. 
 
La actuación del orden jurídico penal frente a determinadas conductas relativas 
a los usos del suelo supone la aplicación del mecanismo más contundente de 
reacción de los poderes públicos frente a las actuaciones cometidas de forma 
irregular, de tal modo que por la doctrina y jurisprudencia se ha formulado la 
                                               
1491 Op. cit. (2010, pág. 361). 
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teoría del último recurso (o última ratio), que  conlleva que la puesta en marcha 
del ámbito penal solo procede en los casos en los que no cabe restitución de la 
actuación mediante otras vías, como puede ser la administrativa disciplinaria y 
sancionadora. Por lo tanto, según CASTELAO RODRÍGUEZ y SANTOS 
DÍEZ1492 se debe otorgar relevancia penal no a cualquier infracción de las 
normas del planeamiento territorial o urbanístico, sino solo a aquellas 
conductas que atentan de un modo más grave contra los bienes jurídicos que 
requieren una mayor protección o presentan un mayor interés y una 
trascendencia social más acusada. 
 
Conforme a lo anterior, parece evidente que las agresiones a los espacios y 
lugares protegidos, que puedan afectar a los valores y elementos por los que 
se efectuó la declaración del área bajo esa especial protección, van a ser 
objeto de protección desde el ámbito jurídico-penal, como efecto asociado 
precisamente a la entidad e importancia de los elementos objeto de especial 
protección. De este modo, el Capítulo I del Título XVI de la Ley Orgánica 
10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal (CP)1493, denominado “de los 
delitos sobre la ordenación del territorio y el urbanismo”, viene a describir las 
actuaciones que en el ámbito de estas materias pueden ser consideradas como 
ilícitos penales y, en consecuencia, ser condenadas mediante la imposición de 
las penas que se incluyen en la descripción de cada uno de los tipos definidos. 
 
Según BLANCO LOZANO1494, el bien jurídico protegido en estos delitos no es 
otro que el urbanismo, entendiendo por éste a tal efecto el sector de la 
ordenación del territorio que viene a cumplir las funciones de creación, 
mantenimiento y mejora de los núcleos de población; la ordenación y gestión 
jurídica de las actividades de planeamiento territorial, régimen del suelo, 
ejecución de construcciones y edificaciones, etc. y, en tercer lugar, la finalidad 
específica de hacer posible la vida en común de los hombres en una sociedad 
urbana. Y es que, en definitiva, este autor entiende que el bien jurídico-penal 
del urbanismo equivale a calidad de vida en relación con el hábitat territorial. 
                                               
1492 Op. cit. (1999, pág. 1057). 
1493 BOE núm. 281, de 24 de noviembre de 1995. 
1494 BLANCO LOZANO, Carlos (2003). 
1151





Esta consideración del bien jurídico protegido ha sido admitida expresamente 
por algunas resoluciones judiciales del orden penal, como es el caso de la SAP 
de Granada de 15 de marzo de 2016 (Sec. 1ª, rec. 36/2013. Ponente GINEL 
PRETEL, EDJ 2016/177485), afirmando expresamente que entre los objetivos 
de la normativa urbanística se encuentra la calidad de vida de los ciudadanos y 
de las ciudades, debiendo apostar por el desarrollo sostenible. 
 
Por su parte, LÓPEZ LAGO1495 afirma en distinto sentido que en el actual CP 
no se recoge un concepto unitario de delito urbanístico sino que, en realidad, la 
regulación de los distintos tipos descritos dentro del capítulo destinado a estos 
delitos forma un conjunto normativo complejo, que trata de castigar a quienes 
construyan o edifiquen en determinados suelos y sin determinadas 
autorizaciones, agravándose las penas en los casos en que se realicen en 
determinadas localizaciones más protegidas o, en otro caso, cuando los 
infractores tengan un determinado carácter por razón del trabajo, cargo o 
función que realicen.  
 
En parecidos términos SOUTO GARCÍA1496 sostiene que solo cabe entender 
que el bien jurídico protegido de estos delitos es el uso racional del suelo y no, 
al contrario, aspectos genéricos como el urbanismo o la ordenación territorial. 
De este modo, las referencias a la calidad de vida o al hábitat han de ser 
entendidas como parte del bien mediato protegido, pero nunca como bien 
jurídicamente tutelado. Las consecuencias de esta afirmación son evidentes, ya 
que la lesión o puesta en peligro ha de ir dirigida siempre al bien protegido, en 
primer lugar, y nunca al bien mediato. Así configurado el bien jurídico protegido, 
ha de identificarse al sujeto pasivo del delito como la comunidad o la sociedad 
en general, aunque como advierte la propia autora, a esta misma conclusión 
llegan los partidarios del resto de posturas existentes sobre el bien jurídico 
protegido en estos delitos. 
 
                                               
1495 LÓPEZ LAGO, Olga (2008). 
1496 SOUTO GARCÍA, Eva María (2011, pág. 99). 
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No obstante, recientemente el Tribunal Supremo mediante la Sentencia de 20 
de julio de 2017 (Sala 2ª, rec. 2395/2016. Ponente SÁNCHEZ MELGAR, EDJ 
2017/149967), ha determinado expresamente sobre esta cuestión (FD 3º):  
 
“…así como en el delito ecológico (art. 325) no se tutela la normativa 
ambiental, sino el medio ambiente, en el delito "urbanístico" no se tutela 
la normativa urbanística -como valor formal o meramente instrumental- 
sino el valor material en la ordenación del territorio, en su sentido 
constitucional de "utilización racional del medio orientada a los intereses 
generales" (arts. 45 y 47 CE), es decir de utilización racional como 
recurso natural limitado y la adecuación de su uso al interés general. Se 
trata, en consecuencia, de un bien jurídico comunitario de los 
denominados "intereses difusos", pues no tiene un titular concreto, sino 
que su lesión perjudica -en mayor o menor medida- a toda una 
colectividad. Su protección -entiende la doctrina más autorizada- se 
inscribe en el fenómeno general de incorporación a la protección penal 
de intereses supraindividuales o colectivos y que obedece a la exigencia 
de la intervención de los poderes públicos para tutelar estos intereses 
sociales, en congruencia con los principios rectores del Estado Social 
democrático de derecho que consagra nuestra Constitución”. 
 
 
2. La descripción del tipo penal. 
 
Pero aparte de estas consideraciones doctrinales, cabe destacar que dentro del 
citado Capítulo I del Título XVI del CP se encuentra la descripción del tipo 
específico destinado a sancionar penalmente las actuaciones irregulares 
cometidas sobre suelos protegidos, que en concreto se contiene en el artículo 
319.1, y que opera frente a los promotores, constructores o técnicos directores 
que lleven a cabo obras de urbanización, construcción o edificación no 
autorizables en suelos destinados a viales, zonas verdes, bienes de dominio 
público o lugares que tengan legal o administrativamente reconocido su valor 
paisajístico, ecológico, artístico, histórico o cultural, o por los mismos motivos 
hayan sido considerados de especial protección. Por su parte, el artículo 319.2 
sanciona penalmente a los promotores, constructores o técnicos directores que 
lleven a cabo obras de urbanización, construcción o edificación no autorizables 
en el suelo no urbanizable, entendiendo por tal el rural no sometido a un 
régimen singular de protección. 
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Analizados los dos supuestos tipificados en el artículo 319 se aprecia que la 
protección específica del suelo determina una consecuencia penal cualificada, 
que se produce por la mera declaración del suelo en esta condición singular. 
Esta consecuencia asociada a la protección del suelo es el agravamiento 
evidente que se deriva de la propia consideración del terreno en el que se 
producen las actuaciones urbanísticas definidas como ilícitas penalmente, que 
se configura como un tipo cualificado sobre el descrito en el punto segundo del 
mismo artículo, delimitado para las actuaciones irregulares ejecutadas en 
suelos no urbanizables comunes. 
 
Esta diferenciación de los tipos delictivos contenidos en el artículo 319 ha sido 
criticada por autores como BAÑO LEÓN1497, al exponer que, a su juicio, 
partiendo de una relación proporcionada entre la barrera de protección 
administrativa y penal, el delito debería quedar reducido a los casos de obras 
sin autorización en terrenos de especial protección cuando causen un daño 
permanente o difícilmente reparable a los valores ambientales o histórico-
artísticos protegidos. De este modo, la respuesta penal sólo debería abarcar 
aquellos suelos protegidos en aplicación de leyes ambientales o urbanísticas, 
prescindiendo de los que se protege por una apreciación discrecional del plan 
urbanístico, es decir, terrenos de especial valor paisajístico, artístico o cultural, 
en línea con la doctrina penalista que exige una antijuridicidad material para 
que concurra el supuesto típico del delito.  
 
En cuanto al tipo del punto segundo del artículo 319 CP, según el criterio de 
este autor debería desaparecer, puesto que si el suelo no urbanizable cuenta 
con valores de protección toda actuación irregular en los mismos quedaría 
incluida dentro del tipo del artículo 319.1, ya que se trataría de lugares que 
tienen reconocido un valor que el Plan ha querido preservar1498. Sin embargo, 
                                               
1497 BAÑO LEÓN, José María (2015). 
1498 Para reforzar sus conclusiones, el citado autor se apoya en la interpretación de la Fiscalía 
General de Estado contenida en la Consulta 1/2003, de 25 de julio sobre la nueva 
configuración típica del artículo 319 del CP a partir del Decreto-Ley 4/2000, en la que vino a 
concluir que dicho Decreto-Ley "…ha contribuido a desformalizar la conducta típica, asociando 
la protección penal de suelo a la concurrencia de algún valor singular digno de protección que, 
siendo distinto de los enunciados en el art. 319.1 CP, justifique con arreglo al planeamiento su 
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la actual redacción del punto segundo del artículo 319, que deriva de la 
modificación operada a través de la Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, 
mantiene el tipo básico de los delitos sobre ordenación del territorio y 
urbanismo sancionando penalmente las actuaciones irregulares realizadas en 
suelo no urbanizable, sin incluir distinciones que hagan referencia a los motivos 
por los que el planeamiento otorga esta consideración al terreno. 
 
La acertada interpretación de este autor se desprende de los fundamentos 
incluidos en muchas decisiones judiciales, como de hecho puede apreciarse en 
la SAP de Valladolid de 9 de junio de 2014 (Sec. 2ª, rec. 259/2013. Ponente 
CAMARENA GRAU, EDJ 2014/119971), que afirma de forma expresa:  
 
“…Incluso, la edificación sin licencia realizada en suelo no urbanizable 
cuando no afecta a espacios protegidos o de especial relevancia, como 
los precisados en el apartado primero del artículo 319 CP, no pasa 
necesariamente por la sanción penal. Lo que se castiga, porque lesiona 
el bien jurídico, son las acciones constructivas en un suelo no 
urbanizable que en atención al cómo se construye, al qué se construye, 
al dónde se construye o por quién se construye infringen de forma 
nuclear los fundamentos no de la disciplina urbanística sino de la 
ordenación urbanística que garantiza el uso racional, controlado, 
sometido a un proceso de transparencia en la autorización y en el 
control de la ejecución, garantizando la igualdad de todos los 
ciudadanos y ciudadanas en el acceso y uso del suelo. Grado de lesión 
que impide que atendidas las normas vigentes al momento de ejecución 
del proceso edificativo éste no pueda ser autorizado (por no 
autorizable). Esto es, se castigan aquellas actuaciones que infringen las 
condiciones de ordenación urbanística hasta un punto en que la propia 
norma administrativa, aun partiendo de los estándares de interpretación 
más flexibles y favorables, no permite sanar o reducir a límites 
tolerables el grado de antijuricidad, de confrontación con los valores e 
intereses colectivos que protege”. 
  
En base a esta argumentación, puede concluirse que la delimitación de los 
tipos de estos delitos debería ser reconsiderada, de tal modo que se definan de 
forma concreta los supuestos en los que debe actuar el orden penal frente al 
resto, que por su bajo grado de antijuridicidad deberían ser tratados mediante 
actuaciones de naturaleza administrativa. En este sentido, aunque referido en 
términos generales a todos los tipos delictivos calificados como ambientales, 
                                                                                                                                         
exclusión del proceso de urbanización". Dicho de otra manera, dónde el Código dice "suelo no 
urbanizable" hay que entender, suelo no urbanizable protegido. 
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LOZANO LIAÑO1499 afirma que esta situación sugiere que el legislador proceda 
a deslindar de forma efectiva el ámbito del derecho administrativo sancionador 
de las conductas que deben ser subsumidas en los distintos tipos delictivos, 
con lo que se mejoraría sustancialmente la seguridad jurídica, y tanto los 
ciudadanos en general como los órganos judiciales no estarían condicionados 
por la aplicación de dos principios que en estos casos presentarían perfiles 
contradictorios, como son el de intervención mínima del Derecho Penal y el de 
legalidad, conforme a la redacción vigente del CP. 
 
Pero independientemente de estas cuestiones de discusión doctrinal sobre la 
tipificación de los delitos relativos al tratamiento, gestión del suelo y su régimen 
de protección, lo cierto es que el aumento progresivo de la trascendencia social 
que ha caracterizado esta materia en los últimos años ha supuesto un paralelo 
incremento de su repercusión a efectos penales, con el correspondiente 
aumento de las actuaciones del Ministerio Fiscal ante las denuncias por 
realización de actos contrarios a la ordenación del territorio y, por consiguiente, 
la obtención de sentencias condenatorias frente a sus responsables.  
 
No obstante, como destaca la Memoria de la Fiscalía General del Estado sobre 
Medio Ambiente y Urbanismo correspondiente al ejercicio 2017, en la 
actualidad existe un satisfactorio procedimiento de control de estas actuaciones 
irregulares sobre el suelo rural, que permite identificar los casos puntuales en 
los que se producen repuntes de estos actos ilícitos, a lo que hay que añadir el 
efecto desincentivador que se viene apreciando tras la imposición de sanciones 
penales a los responsables de tales actuaciones1500. Como afirma la propia 
Fiscalía de Medio Ambiente y Urbanismo, las actuaciones penales frente a 
estos actos irregulares tipificados han supuesto un evidente avance en la 
defensa de la legalidad territorial y urbanística española y, en general, de los 
distintos bienes jurídicos protegidos por el que se disponen los distintos tipos 
delictivos relativos a la ordenación del territorio y al medio ambiente.       
 
                                               
1499 LOZANO LIAÑO, Joaquín (2017, pág. 34). 
1500 http://www.actualidadjuridicaambiental.com/wp-content/uploads/2018/10/2017_MEMORIA-
FISCALIA-MEDIO-AMBIENTE.pdf (último acceso, 25 de enero de 2019).  
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B. El reconocimiento de la protección del suelo como elemento 
configurador del tipo agravado del artículo 319.1 del CP.  
 
Como se ha hecho referencia anteriormente, el tipo agravado que se contiene 
en el artículo 319.1 del CP se configura a través de la diferenciación de los 
lugares en los que se comenten las actuaciones urbanísticas irregulares, 
agravando la reacción punitiva en los casos de suelos destinados a viales, 
zonas verdes, bienes de dominio público o lugares que tengan legal o 
administrativamente reconocido su valor paisajístico, ecológico, artístico, 
histórico o cultural, o que por los mismos motivos hayan sido considerados de 
especial protección. Por lo tanto, como también se ha apuntado, la declaración 
de especial protección de un determinado ámbito territorial va a conllevar, 
además del resto de consecuencias legales directamente aplicables, el efecto 
añadido del agravamiento de la situación penal del infractor por el solo hecho 
de cometer la actuación irregular en su ámbito territorial. 
 
La expresión con la que el artículo 319.1 delimita el tipo agravado de este delito 
contra la ordenación territorial y el urbanismo, ciertamente formulada en 
términos bastante ambiguos, pretende abarcar todos los posibles supuestos 
existentes en la normativa por los que un suelo debe ser declarado de especial 
protección, aunque se discute por la doctrina el alcance exacto que a efectos 
penales tiene su redacción. En este sentido MARTÍNEZ MARTÍNEZ1501 plantea 
algunas cuestiones derivadas de esta discutible definición legal del tipo 
agravado, aludiendo en primer lugar a la posible comisión del delito en suelos 
con valores susceptibles de protección pero que no han obtenido la declaración 
expresa de suelos protegidos a nivel territorial o urbanístico (o no la ostentan 
en la misma forma); y, por otro lado, a la relativa a la aplicación del precepto en 
supuestos en los que existiendo dicha declaración, el suelo de forma objetiva 
ha perdido los valores o elementos que determinaron su calificación como 
suelos de especial protección. 
 
                                               
1501 Op. cit. (2010, págs. 282 y ss.). 
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Sobre la primera cuestión y dada la amplitud de la expresión legal, la citada 
autora se decanta por la posibilidad de que se sancionen penalmente bajo este 
tipo agravado las actuaciones en suelos protegidos por meros actos 
administrativos, pero no sin añadir una crítica expresa a que se otorgue la 
misma protección penal a ámbitos que no ostentan la misma consideración 
administrativa. A juicio de QUERALT JIMÉNEZ1502 no parece procedente que 
se dispense la misma protección penal a lo que extrapenalmente no la tiene, 
pues no es igual la protección legal que la reglamentaria o, dicho de otro modo, 
no debería conllevar la misma reacción penal una actuación irregular en un 
espacio natural declarado por normativa de rango legal que la de un ámbito 
territorial protegido exclusivamente por instrumentos de planeamiento. 
 
En cualquier caso, en atención a los principios constitucionales que presiden el 
orden jurídico-penal, es evidente que se requiere que la declaración de 
protección del suelo fuera aplicable en el momento en el que se cometieron las 
actuaciones irregulares sobre el territorio, como afirma entre otras la SAP de 
Madrid de 14 de julio de 2014 (Sec. 23ª, rec. 66/2012. Ponente GUTIÉRREZ 
GÓMEZ, EDJ 2014/163485), en la que se viene a concluir que no obstante la 
situación vigente, para la calificación de la actuación de los responsables 
deberá atenderse a la legislación aplicable y vinculante en el momento de 
cometer los hechos objeto del procedimiento, no pudiendo extender los efectos 
de la especial protección del suelo a actuaciones realizadas cuando el suelo no 
ostentaba esta condición. 
 
No obstante lo anterior, la declaración formal de suelo protegido de un territorio 
no siempre es requerida para que el suelo ostente esta condición a efectos 
penales, puesto que en determinadas ocasiones se ha atribuido esta condición 
por la existencia de normas previas por las que se determinara la existencia de 
los ámbitos protegidos, aunque no hubieran sido formalmente delimitados, 
como sucede en el caso analizado por la SAP de Cáceres de 29 de marzo de 
2011 (Sec. 2ª, rec. 183/2011. Ponente PÉREZ APARICIO, EDJ 2011/69602).  
 
                                               
1502 Vid. apud MARTÍNEZ MARTÍNEZ María (2010, págs. 282 y ss.). 
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Sobre la otra cuestión apuntada, como es la posibilidad de que los valores 
objeto de protección (por cualquier motivo externo a la conducta del causante 
de la irregularidad urbanística o territorial), no se encuentren presentes en los 
suelos sobre los que se ha producido el hecho perseguido por los poderes 
públicos, aunque cuenten con la declaración expresa de superficie protegida; o, 
en otro caso, que la entidad de la propia actuación no ha tenido consecuencias 
apreciables sobre el entorno, la mayoría de las resoluciones judiciales han 
venido a moldear la reacción punitiva del proceso penal. Como ejemplo 
podemos citar la SAP de Pontevedra de 23 de enero de 2007 (Sec. 4ª, rec. 
47/2006. Ponente MONTERO GAMARRA, EDJ 2007/9563), que de forma muy 
gráfica expresa en su FD 6º que conforme determina la Sentencia del Tribunal 
Constitucional de 24 de febrero de 2004, en la interpretación de los delitos se 
debe atender a los principios generales limitadores del ius puniendi que 
excluyen ilícitos penales meramente formales que penalicen el cumplimiento de 
un mandato administrativo, debiéndose proteger el bien jurídico frente a 
conductas que revelen una especial potencialidad lesiva del mismo, incluyendo 
sólo las conductas más graves e intolerables, pues de lo contrario la sanción 
penal sería innecesaria y desproporcionada1503.  
 
Con la misma interpretación la SAP de Jaén de 1 de febrero de 2013 (Sec. 2ª, 
rec. 121/2012. Ponente GARCÍA PÉREZ, EDJ 2013/133227) establece en su 
FD 2º que la sola construcción sin autorización administrativa podría 
                                               
1503 La propia sentencia añade: “Siendo la Sentencia de la Audiencia Provincial de Córdoba de 
3 de noviembre de 2004 un ejemplo evidente de la "tesis material", ya que la misma considera 
que el bien jurídico, a raíz del art. 45.3 de la Constitución , no es tanto la normativa urbanística 
evitando su infracción (tesis formal) como el valor material de la ordenación territorial en su 
sentido constitucional de utilización racional del suelo orientado a los intereses generales, y la 
filosofía que emana de las normas constitucionales es la de castigar las conductas 
objetivamente más graves que originen consecuencias trascendentes para la ordenación el 
territorio. No sancionándose por tanto estos atentados urbanísticos cuando no se aprecie 
afectación del bien jurídico tutelado. Conclusión que viene a refrendar la Sentencia del Tribunal 
Supremo de 28 de marzo de 2006 (Rec. 2067/04) en su Fundamento Jurídico 22º, in fine, al 
señalar que "aún cuando generalmente coincidirá la infracción de la legalidad urbanística con la 
lesión del bien jurídico -dado que en un Estado de Derecho las normas deben reflejar 
precisamente el interés general, concretándolo en una determinada materia-, en la 
interpretación del tipo no debe olvidarse el análisis de la conducta desde la perspectiva de la 
antijuridicidad material, aplicando en su caso los criterios de "insignificancia" o "de intervención 
mínima" cuando no se aprecie afectación del bien jurídico tutelado, así como el principio de 
proporcionalidad, por cuanto un tipo penal no puede ser un mero reforzamiento de la autoridad 
administrativa, sin contenido material de antijuricidad…”. 
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considerarse formalmente típica al contravenir las normas relativas a la 
ordenación del territorio, pero no por ello reuniría el elemento de la antijuricidad 
material, que sólo se colma con la constatación irrefutable de la efectiva 
conculcación de los especiales valores declarados o protegidos, siendo así que 
habrá que tener en cuenta el principio de intervención mínima que debe presidir 
siempre el Derecho Penal. Adoptar una interpretación contraria, a juicio de la 
Sala, supondría que toda obra en ejecución o ejecutada susceptible de 
posterior legalización pudiera calificarse como delictiva, llegando al absurdo de 
pensar que se puede configurar una conducta penal por la mera falta del 
requisito administrativo de la obtención de la licencia. 
 
De esta línea interpretativa puede concluirse que se precisa una actuación que 
presente una verdadera afección a los valores objeto de protección del territorio 
para que sea sancionable penalmente, de tal modo que las irregularidades que 
no presenten estas características deberán ser atacadas mediante el 
procedimiento de disciplina urbanística regulado por la normativa 
administrativa, al ser consideradas como infracciones que no revisten entidad 
suficiente como para alcanzar la categoría de delito urbanístico o de 
ordenación del territorio. 
 
Finalmente, cabe señalar que la configuración del tipo agravado de delito 
urbanístico que se contiene en el artículo 319.1 del CP con respecto a los 
suelos protegidos, presenta una reducción en la enumeración de los valores 
presentes en el territorio en relación con la contenida en la formulación del 
artículo 13.1 del TRLS2015 y, en general, a las definiciones contenidas en las 
diferentes normativas urbanísticas. En atención a esta consideración se estima 
que el tipo agravado debe ceñirse expresamente a los valores incluidos en su 
formulación, en aplicación de los principios de tipicidad y seguridad jurídica que 
presiden la aplicación del ordenamiento penal español.  
 
A esta conclusión llegó la citada SAP de Pontevedra de 23 de enero de 2007, 
al disponer en su FD 9º que no puede afirmarse que todo suelo no urbanizable 
especialmente protegido resulte tutelado en el precepto penal. En este sentido, 
1160





la Sala sostiene que del examen comparativo entre ambos preceptos se 
aprecia que entre los valores especialmente tutelados en el precepto penal no 
aparecen enumerados ni el valor arqueológico, ni el valor científico, ni las 
limitaciones o servidumbres para la protección del dominio público. Por tanto, la 
Sala concluye que los suelos que resulten especialmente protegidos por 
ostentar alguno de tales valores (o cualquier otro no enumerado en el art. 319.1 
CP), o en función de su sujeción a limitaciones o servidumbres para la 
protección del dominio público, quedarán a pesar de ello, excluidos de tutela 
penal cualificada.  
 
Esta afirmación deriva inevitablemente de la necesidad de aplicar el 
procedimiento penal de forma restrictiva, consideración que, en estos casos, se 
manifiesta en la no extensión del tipo agravado de delito urbanístico ante la 
comisión de actuaciones irregulares que de forma expresa no se contengan en 
su descripción legal. Ello, no obstante, no significa que la actuación ilegítima no 
pudiera ser encuadrada, en su caso, en alguna de las descripciones de otros 
tipos penales, como podría ser el caso de los delitos contra el patrimonio 
histórico.    
 
 
C. Elementos caracterizadores de las actuaciones delictivas en suelos 
protegidos. 
 
Descrita la configuración de los tipos básico y cualificado de los delitos relativos 
a actuaciones sobre el suelo rural, es preciso realizar una breve aproximación a 
los elementos que configuran las conductas tipificadas (en lo que atañe 
directamente a su incidencia sobre el territorio1504), que podemos sintetizar en 
los conceptos a efectos penales de las expresiones “obras de urbanización, 
construcción o edificación”, o en otras palabras, las actuaciones urbanísticas 
que pueden ser objeto de sanción penal; la consideración de las actuaciones 
                                               
1504 No se hace referencia a otros elementos de estas conductas delictivas al no estar 
directamente relacionados con el suelo en el que se realizan las actuaciones tipificadas, como 
son los relativos a las personas responsables de las mismas, y ello debido a que su 
consideración excede del ámbito del presente trabajo. 
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consideradas como “no autorizables” y, en tercer lugar, el alcance de la 
expresión “suelo no urbanizable”.  
 
En todos los casos, la falta de concreción de la descripción que realizan los 
tipos contenidos en el artículo 319 del CP ha exigido la interpretación de su 
concepto de forma progresiva por la doctrina y jurisprudencia, lo que ha venido 
conformando una delimitación del alcance de estas expresiones a efectos 
penales mediante la progresiva determinación de sus contornos, que en 




1. Las actuaciones urbanísticas irregulares sancionables penalmente. 
 
Por lo que respecta al primero de los conceptos destacados, la actual 
redacción del artículo 319 unifica la relación de actividades materiales que 
pueden provocar la comisión del ilícito penal en cualquiera de sus formas, 
englobando en ellas a las obras de urbanización, construcción o edificación. 
Como afirma MARTÍNEZ MARTÍNEZ1505 se han incorporado expresamente 
todos los actos que la jurisprudencia ha venido incluyendo dentro del tipo de los 
delitos sobre el territorio, entendiendo por construcción toda modificación 
sustancial de la configuración original de la zona geográfica afectada, realizada 
con vocación de permanencia. A estos efectos, la STS de 29 de noviembre de 
2006 (Sala 2ª, rec. 796/2006. Ponente RAMOS GANCEDO, EDJ 2006/319100), 
en su FD 5º entiende incluida dentro del concepto construcción la apertura de 
una red de caminos en suelo forestal donde antes no existía, con el objeto de 
posibilitar el tránsito de vehículos por tramos de alta pendiente para transformar 
radicalmente un área forestal y reconvertirla en explotación agrícola. 
 
Para SOUTO GARCÍA1506 por “construcción” debe entenderse todo acto que 
implique una transformación material de los terrenos o espacios sobre los que 
                                               
1505 Op. cit. (2010, págs. 286 y ss.). 
1506 Op. cit. (2011, pág. 104). 
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se realiza (edificios, puentes, presas, etc.). Al contrario, quedan fuera de este 
concepto de construcción los supuestos de labores menores, arreglos o 
reparaciones leves y movimientos de tierra sin una finalidad constructiva. Para 
esta autora no puede decirse que en estos casos nos encontremos en 
presencia de una construcción, al menos a efectos penales. 
 
En el caso de la “edificación”, como indica BLANCO LOZANO1507 no existe un 
concepto legal expreso de lo que debe entenderse en tal sentido dentro del 
ámbito punitivo, por lo que para este autor nos encontramos nuevamente ante 
un concepto jurídico indeterminado cuya interpretación e integración obliga a 
seguir una serie de pautas metodológicas que vayan acercando 
progresivamente a su contenido, de cara a la plena configuración de la norma 
penal. Desde un punto de vista jurisprudencial, el citado autor hace referencia a 
la SAP de Cádiz de 22 de diciembre de 1998, que sostiene la tesis por la que el 
término edificación ha de ser interpretado como la realización de una estructura 
y las operaciones necesarias para que sirva al fin que le es propio. Por su 
parte, la SAP de Alicante de 19 de noviembre de 1999 asimila este concepto a 
la instalación destinada a habitación o reunión de personas, como textualmente 
recoge el Diccionario de la Real Academia Española de la Lengua.  
 
En definitiva, se trata de un concepto jurídico absolutamente indeterminado, por 
cuanto ni siquiera la copiosa legislación administrativa urbanística vigente viene 
a definir expresamente lo que debe entenderse con carácter general por 
edificación. Consecuentemente con esta realidad, la interpretación gramatical 
del término, que ha de servir de base a todo el proceso integrador y de 
colmatación de la norma penal, nos indica que la edificación es una modalidad 
particular de construcción, teniendo por tanto un contenido conceptual mucho 
más limitado que ésta. 
 
Finalmente, por “obras de urbanización” debemos entender toda actuación que 
pretenda alterar la configuración material del territorio, transformando su estado 
rural en otro distinto, que presente funciones diferentes a las tradicionales de la 
                                               
1507 Op. cit. (2003). 
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composición natural del suelo y una apariencia en mayor o menor grado a los 
suelos urbanizados. Sobre este extremo la SAP de Cáceres de 30 de diciembre 
de 2016 (Sec. 2ª, rec. 1051/2016. Ponente PÉREZ APARICIO, EDJ 
2016/279220) considera que la instalación de una línea eléctrica para el 
suministro de futuras construcciones constituye una obra de urbanización a los 
efectos del artículo 319 del CP, debido a que la verdadera finalidad de la línea 
eléctrica construida no era la de servir en exclusiva a la construcción existente 
originariamente en la parcela, sino la de posibilitar la electrificación de una 
urbanización de hecho. 
 
La delimitación de los términos expuestos, como se ha apuntado, se va 
conformando con arreglo a las sucesivas interpretaciones que van otorgando 
contenido a estos conceptos, apuntando BLANCO LOZANO1508 que la 
jurisprudencia de las Audiencias Provinciales en la práctica es absolutamente 
coincidente en interpretar todos los términos empleados en el artículo 319 del 
CP de forma restrictiva, como puede apreciarse en la SAP de Palencia de 13 
de octubre de 1998 (rec. 81/1998. Ponente MUÑIZ DELGADO, EDJ 
1998/30252) o en la SAP de Valladolid de 1 de diciembre de 1998, entre 
muchas otras. 
 
A todo lo expuesto cabe hacer una referencia expresa al caso de las 
parcelaciones urbanísticas irregulares, actuaciones ilegítimas que en suelo no 
urbanizable se encuentran muy perseguidas administrativamente, pero cuya 
inclusión en el tipo de los dos primeros párrafos del artículo 319 del CP es más 
que discutible. De hecho, a todas luces parece evidente que no cabe su 
inclusión en este artículo, debido a la aplicación del citado principio de tipicidad, 
que elimina toda posibilidad de aplicación extensiva o analógica de los tipos 
penales formulados legalmente, a lo que cabe añadir la referencia expresa que 
sí se contiene en el artículo 320 del CP1509, por lo que no cabe más posibilidad 
que concluir que el legislador no ha entendido procedente introducir este 
supuesto dentro de los tipos penales del artículo 319.  
                                               
1508 Op. cit. (2003). 
1509 Relativo a los delitos cometidos por las autoridades o funcionarios por actos realizados en 
ejercicio de sus funciones en el ámbito de la ordenación del territorio y urbanismo.  
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Por lo tanto, debemos extraer la conclusión de que los actos de parcelación 
irregular en suelo no urbanizable no conllevarán consecuencias penales hasta 
que, cuanto menos, se reflejen en actuaciones materiales de urbanización, 
construcción o edificación, momento en el que expresamente podrán incurrir en 
el ámbito de los tipos penales descritos por el vigente Código Penal1510. 
  
 
2. Los actos sobre el territorio no autorizables a efectos penales. 
 
En segundo lugar, la referencia a que las actuaciones realizadas sobre el 
territorio sean “no autorizables”1511 debe interpretarse en el sentido de que las 
actuaciones sujetas a sanción penal son aquellas que, ejecutadas sin la 
preceptiva autorización administrativa previa, no pueden ser objeto de posterior 
autorización, por lo que su situación legal ha de considerarse de forma 
permanente como irregular y clandestina. Al contrario, se puede afirmar que 
toda construcción en suelo no urbanizable (tanto protegido como común) que 
pudiera obtener a posteriori su validación urbanística no sería objeto de 
sanción penal, debiendo en su caso ser objeto de actuación disciplinaria 
administrativa. 
 
Sin embargo, en la práctica la cuestión dista mucho de ser sencilla y pacífica, 
debido a que es discutible el alcance de la posibilidad de autorización que evita 
la reacción del ordenamiento jurídico penal frente a una actuación irregular en 
suelo rústico. Desde un punto de vista estrictamente administrativo, parece 
claro que la condición de autorizable de una construcción ejecutada sin licencia 
solo puede atribuirse si cumple con las condiciones exigidas por el 
planeamiento vigente o, lo que es lo mismo, cuando su única tacha de 
                                               
1510 Incluso, MARTÍNEZ MARTÍNEZ apunta que durante la tramitación parlamentaria de la 
modificación del CP se planteó la introducción expresa de este elemento dentro de los tipos del 
319, pero se desestimó, lo que afirma aún más esta interpretación (op. cit., pág. 271). 
1511 En la redacción original del artículo 319.1 se recogía la expresión “no autorizadas”, que fue 
posteriormente sustituida por la actual, con lo que se equiparó al punto segundo que recogía la 
expresión “no autorizable”. Con ello, se restringe el ámbito de aplicación del tipo delictivo, al no 
extenderse a los supuestos de actuaciones que pudieran obtener posteriormente la 
autorización que inicialmente no hubieran obtenido. 
1165





legalidad deriva de la no obtención de la previa autorización administrativa. En 
el resto de los casos, todo proceso de validación requerirá bien una corrección 
material de la construcción (o una prestación por equivalencia de la misma), 
una autorización administrativa sometida a la concurrencia de criterios 
adicionales (como son las actuaciones de interés público o las viviendas en 
suelo rural en Andalucía) o, incluso, una adaptación del planeamiento aplicable. 
En todos estos casos las condiciones de autorización no se ostentan por la 
construcción en su situación actual, por lo que no puede hablarse técnicamente 
de construcciones “autorizables”. 
 
No obstante, a efectos penales la consideración del término presenta perfiles 
mucho más difusos y controvertidos, dado que el criterio de aplicación 
restrictiva de los tipos penales conlleva la expansión de forma muy apreciable 
del concepto de construcción autorizable. En todo caso, es evidente que los 
supuestos en los que la construcción ejecutada solo pueda considerarse 
irregular por la ausencia de la obtención de la licencia administrativa previa 
quedarán excluidos de toda actuación penal y su sanción deberá ser impuesta 
tras el correspondiente proceso sancionador administrativo. Al contrario, en el 
resto de los casos, en los que se requieran actuaciones adicionales, tanto 
materiales como procedimentales, para poder legalizar la situación de la 
construcción ejecutada sin licencia, la coyuntura se torna bastante más 
complicada a la hora de determinar un criterio generalmente aceptado, 
existiendo posicionamientos doctrinales y judiciales bastante discordantes. 
 
Para DÍAZ MANZANERA1512 se debe entender el concepto de "no autorizable" 
a efectos penales y, por tanto, el tipo del artículo 319 del CP solo aplicable a 
aquellas infracciones urbanísticas que adolezcan de irregularidades tan graves, 
escandalosas o grotescas, en las que ni siquiera quepa la posibilidad de una 
posterior subsanación, legalización, autorización o convalidación, o en todo 
caso, cuando dicha regularización deba calificarse como remota, futura o 
incierta. 
 
                                               
1512 DÍAZ MANZANERA, José Luis (2008). 
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Sobre esta cuestión, la SAP de Málaga de 30 de noviembre de 2012 (Sec. 1ª, 
rec. 331/2012. Ponente LINARES ARANDA, EDJ 2012/368069), estima que no 
puede reputarse de una construcción ejecutada sin licencia la condición de no 
autorizable por el solo hecho de no haber obtenido las autorizaciones precisas 
con carácter previo para su ejecución, debido a que de forma objetiva la misma 
parece cumplir con los requisitos que provocarían la estimación favorable de su 
solicitud tanto en la fase de autorización autonómica como en la posterior de 
concesión municipal de licencia. En tal sentido, la Sala afirma que aventurar 
que no será aprobado el proyecto de regularización y/o legalización supone un 
mero pronóstico, frente al que no se puede descartar que la obra ejecutada sea 
susceptible de legalización, como exige el tipo penal para ser apreciado. En 
parecidos términos se expresa la ya citada SAP de Palencia de 3 de octubre de 
1998, al estimar que la regulación de los tipos del artículo 319 del CP no está 
exenta de dificultades de interpretación, y ello porque si por autorizable debe 
entenderse lo que en principio no está autorizado o permitido pero 
posteriormente, y por determinadas circunstancias, se autoriza o permite, se 
debe concluir que por no autorizable se ha de entender lo que no sólo no está 
permitido, sino que en el futuro tampoco podrá ser permitido. 
   
A esta interpretación, la SAP de Castellón de 14 de enero de 2016 (Sec. 2ª, 
rec. 649/2015. Ponente BADENES PUENTES, EDJ 2016/91189) añade que la 
posible autorización de la construcción en suelo no urbanizable ha de inferirse 
tras el análisis de todos los medios de regularización posible, incluso si su 
culminación requiere el cumplimiento de exhaustivo de gran cantidad de 
condicionantes. En tal sentido la Sala concluye que, si una actuación 
finalmente se puede autorizar, en pura lógica no cabe hablar de delito contra la 
ordenación del territorio, aunque frente a ella se hubiera iniciado expediente 
sancionador o de protección de la legalidad urbanística, e incluso se haya 
procedido a la paralización de las obras, puesto que dichas actuaciones, son 
las lógicas que debe iniciar el Ayuntamiento correspondiente ante cualquier tipo 
de infracción urbanística. 
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Incluso se ha llegado a admitir que la condición autorizable de una construcción 
en suelo no urbanizable se produzca de forma sobrevenida, lo que supone que 
no ostentando esta condición la construcción denunciada en el momento de su 
ejecución, en un momento posterior se alteran las condiciones inicialmente 
consideradas, de tal modo que cambia su condición, al menos en lo que 
respecta a los efectos penales. Tal posibilidad es apuntada por la SAP de 
Alicante de 28 de febrero de 2012 (Sec. 10ª, rec. 135/2011. Ponente GÓMEZ-
ANGULO RODRÍGUEZ, EDJ 2012/324781), siempre que consten actos 
concluyentes y objetivos, como sería el efectivo inicio de tramitación de un 
nuevo plan que prevea la posibilidad de autorización de la actuación irregular 
de forma clara y expresa. No obstante, la propia Sala aclara que no toda 
expectativa puede motivar el cambio de consideración de la construcción 
inicialmente no autorizable, porque ello llevaría al absurdo de considerar 
inaplicable el artículo 319 del CP en sus propios términos.  
 
Sobre esta concreta cuestión MARGARIT CABALLÉ1513 afirma que no es tan 
sencilla su admisión en los supuestos de actuaciones irregulares sobre suelos 
protegidos y ello debido a que la propia concurrencia de los valores 
susceptibles de protección, y por los que se fundamenta la declaración singular 
del territorio, supone en la práctica una limitación muy importante sobre la 
discrecionalidad en la actuación administrativa, hasta el punto que el defecto de 
motivación en una decisión sobre esta materia puede provocar fácilmente un 
supuesto de desviación de poder. No obstante, apunta MARTÍNEZ 
MARTÍNEZ1514, tampoco es razonable afirmar que es completamente imposible 
autorizar a posteriori una actividad o uso en suelo protegido, sobre todo cuando 
se pueda acreditar que se han autorizado construcciones de la misma 
naturaleza en lugares con similares condiciones ambientales o valores sujetos 
a especial protección.  
 
En sentido contrario a las interpretaciones anteriores, se ha postulado acerca 
de la no posibilidad de atribución de la condición de autorizables a 
                                               
1513 MARGARIT CABALLÉ, Jaime (2010, págs. 99 y ss.). 
1514 Op. cit. (2010, pág. 291). 
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construcciones y edificaciones sobre las que no se tienen datos objetivos que 
presupongan una posible legalización posterior, como concluye la SAP de 
Almería de 14 de octubre de 2016 (Sec. 2ª, rec. 523/2016. Ponente 
CONTRERAS APARICIO, EDJ 2016/268820), al sostener en su FD 3º que la 
denegación de la autorización administrativa previa a la preceptiva licencia de 
obras atribuye a la construcción la condición de no autorizable.  
   
Conforme a esta consideración judicial, la SAP de Murcia de 9 de mayo de 
2017 (Sec. 2ª, rec. 45/2017. Ponente SÁNCHEZ LÓPEZ, EDJ 2017/107921) en 
su FD 2º afirma la imposibilidad de admitir la posible autorización de 
construcciones en suelos no urbanizables, sobre todo cuando su régimen de 
protección impide de todo punto la instalación de construcciones como la 
denunciada, debiendo alcanzar esta conclusión conforme a las condiciones 
urbanísticas vigentes en el momento de su ejecución, calificando como 
irrelevantes las modificaciones posteriores.  
 
De conformidad de este razonamiento, la Sala no entiende posible aplicar el 
planeamiento posterior a la fecha de comisión de la infracción, al no suponer un 
caso de aplicación de norma penal posterior más ventajosa para su 
responsable. En este caso, además, la propia Sala tampoco admite la 
existencia de error en el infractor, ni en lo que respecta al convencimiento de la 
futura legalización de la construcción, ni tampoco el invocado por la existencia 
de otras construcciones ilegales en la zona o de una supuesta pasividad 
administrativa ante ellas, pues como al efecto ha determinado el Tribunal 
Constitucional1515 “…el derecho a la igualdad en la ilegalidad carece de 
cobertura constitucional”. 
 
Para finalizar esta reflexión sobre el carácter autorizable de las construcciones 
irregulares ejecutadas en suelo no urbanizable, debemos hacer una breve 
referencia a la posible incidencia que pudieran presentar las regularizaciones 
producidas por el mero trascurso del tiempo, que a efectos administrativos 
conllevan la imposibilidad de que la Administración pueda adoptar las medidas 
                                               
1515 STC de 19 de mayo de 2003. 
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de restauración de la legalidad urbanística infringida, al haber trascurrido el 
plazo de tiempo habilitado legalmente al efecto. En principio, este supuesto 
puede operar únicamente en los suelos no especialmente protegidos, debido a 
que en la generalidad de normas urbanísticas españolas establecen de forma 
expresa la no incidencia en estos casos del trascurso del tiempo a efectos 
limitar la actuación restauradora de la legalidad infringida1516. 
 
La cuestión planteada radica en determinar si la regularización (que no 
legalización) de la construcción gestada de forma irregular, pudiera encajar 
dentro del concepto “autorizable” a efectos penales, tal y como se formula en el 
artículo 319 del CP. Si analizamos su consideración a efectos administrativos, 
la cuestión parece totalmente clarificada, al estimarse con carácter general que 
el mero trascurso del tiempo (junto con el cumplimiento del resto de requisitos 
exigidos por la normativa aplicable) únicamente produce los efectos aludidos 
sobre la consolidación material de la construcción, sin que se aplique por 
extensión analógica a las consecuencias derivadas del procedimiento 
sancionador que, en su caso, se hubiera incoado frente a los responsables de 
la construcción irregular, cuya evolución debe encauzarse por sus propios 
trámites administrativos. 
 
En tal sentido, podemos citar como ejemplo lo dispuesto en el artículo 8.7 del 
Decreto 2/2012, de 10 de enero, por el que se regula el régimen de las 
edificaciones y asentamientos existentes en el suelo no urbanizable en la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, por el que el reconocimiento de la 
situación de asimilado al régimen de fuera de ordenación lo será sin perjuicio 
de aquellas responsabilidades que pudiera haber incurrido su titular o de la 
instrucción de aquellos otros procedimientos a que hubiera dado lugar. De esta 
redacción se desprende que la voluntad de la norma andaluza es delimitar 
expresamente los efectos del reconocimiento de la situación de asimilado a 
                                               
1516 Salvo que los efectos derivados del trascurso del tiempo se hubieran consolidado 
legalmente con anterioridad a la declaración del suelo como especialmente protegido (o en 
cualquiera de las otras categorías o tipos de suelos a las que se aplique esta excepción), en 
cuyo caso la irregularidad urbanística se habría cometido en suelo no protegido conforme al 
ordenamiento aplicable en su momento. 
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fuera de ordenación1517 a la edificación o construcción en cuanto a su realidad 
material, pudiendo incluso inferirse de su redacción una mención implícita a las 
posibles repercusiones penales derivadas de la actuación de las personas 
responsables, dado el carácter abierto con el que recoge el término 
“responsabilidades”1518.  
 
La cuestión, no obstante, no ha sido del todo pacífica, ya que como expone 
RODRÍGUEZ ALMIRÓN1519 se ha generado controversia sobre diferentes 
cuestiones relativas a la posible repercusión penal de esta regulación, como es 
la relativa a la incidencia que pudiera tener sobre la propia tipicidad de la 
conducta. En este sentido, la mayoría de las Audiencias Provinciales andaluzas 
han entendido que este Decreto carece de cualquier trascendencia respecto a 
la tipicidad penal de la obra ilegal, aunque alguna resolución, como es la SAP 
de Córdoba de 24 de enero de 2013, ha entendido que al tratarse de una 
norma penal en blanco y precisar el tipo penal que las obras no sean 
autorizables, sería preciso demostrar que la construcción irregular no reúne 
ninguno de los requisitos consignados en el Decreto 2/2012 para obtener la 
regularización, al estimar que no se trata de la probabilidad de que la 
legislación sea modificada, sino de la real y efectiva posibilidad de legalización 
de la edificación, aunque sea sometida a los requisitos del citado Decreto, que 
a efectos penales deben ser entendidos en su mayor viabilidad1520.   
 
Sin embargo, la postura generalizada se describe, entre otras, por la SAP de 
Sevilla de 8 de octubre de 2015 (Sec. 1ª, rec. 2108/2015. Ponente IZQUIERDO 
MARTÍN, EDJ 2015/263249), en la que se opta por una interpretación conforme 
a la literalidad de la redacción de la norma, disponiendo expresamente que el 
                                               
1517 Denominación que la normativa andaluza atribuye a estas construcciones cuya 
regularización deriva del mero trascurso del tiempo sin que frente a las mismas se hayan 
adoptado las medidas administrativas de restauración de la legalidad urbanística infringida. 
1518 La propia LOUA en su artículo 192.1.b) hace referencia expresa a las responsabilidades 
penales que pueden derivar de las infracciones urbanísticas cometidas por actos realizados en 
contra de lo dispuesto en la normativa o planeamiento aplicables.  
1519 RODRÍGUEZ ALMIRÓN, Francisco (2016). 
1520 El Tribunal Supremo (Auto de 17 marzo 2014) ha entendido respecto a las modificaciones 
de planeamiento que “…ello no afectaría a la antijuricidad de la conducta pasada, ni supone la 
obligación de una valoración diferente y más benigna de la misma, lo relevante es la normativa 
que regía en el momento de los hechos”. 
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Decreto 2/2012 carece de cualquier trascendencia respecto a la tipicidad penal 
de la obra ilegal, ya que la construcción sigue manteniendo su situación jurídica 
de ilegalidad y, en consecuencia, su reconocimiento o tolerancia por la 
Administración lo será sin perjuicio de las responsabilidades en que pudiera 
haber incluido su titular o promotor y cuyo mantenimiento declara 
expresamente el artículo 7 del Decreto.  
 
La misma Sala de la Audiencia Provincial de Sevilla se reafirma en estos 
postulados en su Sentencia de 31 de enero de 2017 (Sec. 1ª, rec. 10092/2016. 
Ponente IZQUIERDO MARTÍN, EDJ 2017/44519), aunque en este caso 
desestima las pretensiones de los recurrentes en base a que las circunstancias 
concretas de la construcción irregular impiden su regularización administrativa, 
por lo que estima procedente la demolición de lo ilegítimamente construido en 
suelo (esta vez especialmente protegido). En todo caso, la interpretación 
sostenida avala lo dispuesto anteriormente, al no entender aplicable este 
proceso de regularización como causa que pueda alterar la tipificación de la 
conducta sancionada penalmente. 
 
En conclusión, conforme a la postura mayoritaria, podemos afirmar que la 
regularización administrativa de las edificaciones en suelo no urbanizable, 
admitida por la normativa como consecuencia de la actuación omisiva de la 
Administración competente por no haber implementado las medidas de 
restablecimiento del orden jurídico infringido durante el plazo habilitado 
legalmente para ello, no presenta repercusiones a efectos de la posible sanción 
penal aplicable a los responsables de su ejecución o promoción, si bien, como 
más adelante se expondrá, sus efectos podrán alcanzar a la obligación de su 













3. La consideración penal del suelo no urbanizable. 
 
El tercero de los elementos de la configuración de los tipos delictivos definidos 
en el artículo 319 del CP que presentan conexiones directas con la clasificación 
del suelo en el que se describen es, precisamente, la relativa a su propia 
condición urbanística, que la norma penal define como “no urbanizable” (tanto 
común como especialmente protegido). Esta configuración del tipo conlleva un 
necesario reenvío normativo a normas de fuera del ámbito penal, propio de lo 
que se ha denominado como la configuración de tipos penales en blanco, y que 
procede únicamente si concurren los requisitos que señala la STS de 28 de 
marzo de 2002. Conforme al criterio del Alto Tribunal, se exige que el reenvío 
normativo sea expreso y esté justificado en razón del bien jurídico protegido por 
la norma penal, que ésta además de señalar la pena contenga el núcleo 
esencial de la prohibición y que, en todo caso, se satisfaga la exigencia de 
certeza, es decir, que exista suficiente concreción para que la conducta 
calificada de delictiva quede suficientemente precisada con el complemento 
indispensable de la norma a la que la ley penal se remite y resulte de esa forma 
salvaguardada la función de garantía del tipo penal, con la plena posibilidad de 
conocimiento de la actuación penalmente reprobada1521. 
 
Como en este sentido afirma CHAMORRO GONZÁLEZ1522 esta técnica se 
encuentra avalada por la jurisprudencia del Tribunal Supremo en sentencias 
como la de 20 de septiembre de 1990 e, incluso, por el propio Tribunal 
Constitucional1523. Para su correcta configuración se requiere un reenvío 
normativo expreso y justificado en razón del bien jurídico protegido, debiendo 
constar en la Ley además de la pena a imponer, el núcleo esencial de la 
prohibición sancionable penalmente.  
 
En este caso, el tipo penal se remite a la normativa sobre ordenación territorial 
y urbanística, debido a que delimita los componentes esenciales de los delitos 
de de esta naturaleza sobre la base de las condiciones legales del territorio y 
                                               
1521 Cfr. LÓPEZ LAGO, Olga (2008). 
1522 CHAMORRO GONZÁLEZ, Jesús María (2007, pág. 302). 
1523 STC 127/1990, de 5 de julio (BOE núm. 181, de 30 de julio de 1990). 
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que, en este caso concreto, deben extraerse de la normativa aplicable y el 
planeamiento vigente sobre el terreno en cuestión. Entre los supuestos que 
recogen los tipos del artículo 319 del CP se encuentra la delimitación de los 
actos sancionables penalmente que son cometidos sobre suelos no 
urbanizables y, dentro de estos, de los especialmente protegidos, como 
categorías específicas definidas por los elementos jurídico-administrativos 
antes citados, por lo que es en ellos hacia donde hay que dirigir la mirada para 
completar los tipos penales de estos artículos.  
 
Aparte de disquisiciones doctrinales sobre lo apropiado o no del término, lo 
cierto es que la definición de “suelo no urbanizable”, asumida por las normas 
urbanísticas estatales a partir de 1975, no es incorporada en la actualidad por 
muchas normas autonómicas, por lo que la correcta definición del tipo penal, al 
menos en estos territorios, debe ser objeto de interpretación. A esta 
consideración debemos añadir la redacción actual de la norma estatal, que al 
no regular cuestiones de naturaleza estrictamente urbanística o territorial y, por 
lo tanto, solo regular elementos que presentan conexiones con el uso y gestión 
del suelo, ha renunciado a hacer referencia a la clasificación del suelo, 
reflejando únicamente su situación de rural o urbanizado y los derechos y 
obligaciones que de ello se derivan. Por todo ello, no existe un criterio 
unificador de esta definición del suelo, como de hecho ocurría con la vigencia 
de anteriores normas estatales, por lo que es preciso realizar una correcta 
delimitación de su ámbito de aplicación y, como no podría ser de otro modo, 
teniendo presentes los principios inspiradores del ordenamiento penal que, 
entre otras cuestiones, excluye la posibilidad de una interpretación expansiva 
en la concreción de los tipos legalmente establecidos. 
 
En este sentido la SAP de Valencia de 6 de mayo de 1999 (Sec. 2ª, rec. 
29/1999. Ponente LLOMBART PÉREZ, EDJ 1999/21712) estima que nos 
encontramos ante un supuesto de norma penal en blanco que exige ser 
integrada en la legislación urbanística. En consecuencia, para su delimitación 
deberá acudirse a la normativa aplicable, debiendo identificar en la misma el 
suelo el destinado a fines agrícolas, forestales, ganaderos, cinegéticos y, en 
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general, a los vinculados con la utilización racional de los recursos naturales, 
en el que, por lo demás, de forma ordinaria, únicamente deben autorizarse las 
edificaciones destinadas a explotaciones agrícolas. De conformidad con lo 
anterior, cabe añadir que no deben ser incluidos en este tipo delictivo los actos 
irregulares cometidos en suelos en los que, conforme a la normativa vigente y 
al planeamiento aplicable, se encuentren urbanizados o sean susceptibles de 
ello, dado que se excluiría del tipo que exige su condición expresa de no 
urbanizables, salvo, claro está, que se incluyeran en algún otro de los 
supuestos incluidos en los tipos del 319, como serían los espacios libres o 
zonas verdes.  
  
Por todo ello, cabe considerar que el suelo no urbanizable a efectos penales se 
corresponde con las categorías de suelos rurales o rústicos de las 
comunidades que han adoptado diversas nomenclaturas, pero que en todo 
caso presentan un denominador común como es su destino a usos 
tradicionales y adaptados a su condición material, incluyendo los excluidos de 
un futuro proceso de urbanización. Tal conclusión puede extraerse de 
Sentencias como las de la Audiencia Provincial de Pontevedra de 31 de marzo 
de 2017, de Ciudad Real de 25 de julio de 2011 o de Baleares de 1 de julio de 
2013, en las que se identifican diversas categorías de suelos clasificados como 
rústicos con la delimitación de suelo no urbanizable descrita en el artículo 319 
del CP. 
 
En cualquier caso, debemos reiterar la consideración ya apuntada que 
determina que, en los casos de los suelos protegidos, la aplicación del tipo 
agravado del punto primero del artículo 319 requiere que los valores 
identificados en los mismos se incluyan expresamente en la relación incluida en 
su descripción legal, debiendo en caso contrario aplicar el tipo básico definido 
en el punto segundo. En otras palabras, en los suelos protegidos en virtud de 
valores, condiciones o elementos no incluidos expresamente en la definición 
del artículo 319.1 del CP, las actuaciones punibles realizadas en su ámbito 
territorial no podrán ser incardinadas dentro del tipo agravado que se describe 
en el mismo. 
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D. La demolición de las construcciones derivada de la sanción por delito 
urbanístico. 
 
El punto tercero del artículo 319 del CP dispone en su redacción actual: 
 
“En cualquier caso, los jueces o tribunales, motivadamente, podrán 
ordenar, a cargo del autor del hecho, la demolición de la obra y la 
reposición a su estado originario de la realidad física alterada, sin 
perjuicio de las indemnizaciones debidas a terceros de buena fe, y 
valorando las circunstancias, y oída la Administración competente, 
condicionarán temporalmente la demolición a la constitución de 
garantías que aseguren el pago de aquéllas. En todo caso se dispondrá 
el decomiso de las ganancias provenientes del delito cualesquiera que 
sean las transformaciones que hubieren podido experimentar”. 
 
Esta sanción, de imposición accesoria a la impuesta por cualquiera de los tipos 
descritos anteriormente, supone la habilitación legal para que los Juzgados y 
Tribunales del orden penal puedan disponer la ejecución de medidas de 
restauración de la legalidad urbanística infringida, como obligaciones punitivas 
asociadas a la sanción impuesta al responsable del delito cometido. Esta 
posibilidad legal ha sido muy discutida, no solo porque supone la acumulación 
en el orden penal de procesos que, aunque simultáneos, son independientes 
en el procedimiento administrativo; sino, fundamentalmente porque presenta 
cuestiones controvertidas de verdadera importancia en su aplicación práctica. 
 
Conforme a lo anterior, BARREDA BARBERÁ1524 entiende que es discutible 
que los órganos judiciales se encuentren facultados para ordenar la demolición 
de lo construido irregularmente conforme a lo dispuesto por el trascrito artículo 
319.3 del CP. A su juicio, esta previsión debería haber sido eliminada, no solo 
porque esta medida constituye el elemento nuclear de la actividad restauradora 
de la Administración, sino, fundamentalmente, porque ni forma parte de la 
sanción penal ni, por otra parte, asegura los resultados del proceso.  
 
En sentido contrario, autores como VERCHER NOGUERA1525 afirman la 
necesidad de incorporar esta medida en el orden penal, como medio de 
                                               
1524 Op. cit. (2008, págs. 282 y ss.). 
1525 VERCHER NOGUERA, Antonio (2018, págs. 204-207). 
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adaptación a las formas delictivas de la sociedad actual. No obstante, coincide 
con el autor anterior en negar a la demolición la consideración de pena o, 
incluso de medida cautelar en el ámbito penal, por lo que le otorga la condición 
de medida de responsabilidad civil derivada del delito, asumiendo la 
interpretación que al efecto ha establecido el Tribunal Supremo, poniendo 
como ejemplo la STS de 22 de mayo de 2013.  
 
Con arreglo a esta interpretación, cabe destacar que los Juzgados y Tribunales 
al dictar sus resoluciones vienen imponiendo regularmente la medida accesoria 
de demolición de lo irregularmente construido, como puede apreciarse en la 
SAP de Ciudad Real de 20 de diciembre de 2011 (Sec. 1ª, rec. 78/2011. 
Ponente MORENO CARDOSO, EDJ 2011/346028), que dispone sobre esta 
cuestión que la demolición es de todo punto necesaria para restaurar el orden 
jurídico y reparar en la medida de lo posible el bien jurídico dañado, frente a lo 
que no es argumento de suficiente entidad el que no se pueda reparar todo el 
daño causado genéricamente en la zona por existir otras construcciones en la 
misma. En definitiva, para esta Audiencia Provincial es obligado tratar de 
reparar el daño causado al medioambiente y a la ordenación del territorio en la 
medida de lo posible, sin que pueda renunciarse a ello por el mero hecho de 
que pueda no ser posible la total restauración. En el mismo sentido se 
pronuncian las SAP de Ourense de 12 de diciembre de 2016, o la de Jaén de 
21 de septiembre de 2017.  
 
A mayor abundamiento, en el caso de los suelos protegidos, la fundamentación 
de la defensa de los valores inherentes a los mismos ha sido la justificación 
expresamente aceptada para adoptar la medida accesoria de demolición de lo 
ilegítimamente construido, como puede apreciarse en la SAP de Madrid de 16 
de octubre de 2017 (Sec. 7ª, rec. 49/2015. Ponente ACEVEDO FRÍAS, EDJ 
2017/245601), al considerar expresamente en su FD 2º la procedencia de 
decretar la demolición de las obras realizadas ilícitamente, puesto que se han 
realizado en un terreno de especial protección y afectan tanto a las especies 
animales como a la protección del terreno por su interés arqueológico, a lo que 
añade su construcción para el ejercicio de una actividad tampoco autorizada.  
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Aunque ciertamente también se discute este extremo, la imposición de esta 
medida accesoria parece establecerse de forma potestativa para los órganos 
judiciales, como afirma entre otras la SAP de Murcia de 14 de marzo de 2017 
(Sec. 2ª, rec. 13/2017. Ponente GALMES PASCUAL, EDJ 2017/46731), al 
manifestar (FD 4º):  
 
“…pese a todas las sentencias invocadas por una y otra parte, lo 
decisivo de las mismas, amén de su doctrina general, son el análisis de 
las características propias del caso concreto sin que pueda establecerse 
un criterio universal automático para cualquier tipo de obra ilegal que dé 
lugar a la condena por la vía del art. 319 CP. Ni para acordar su 
demolición, ni para denegarla. El carácter potestativo jurisdiccional de la 
decisión obliga al análisis de cada caso concreto, uno a uno, 
individualizadamente. Incluso la STS que invoca el Fiscal, ciertamente 
importante por la fecha en que se emite y por el completo estudio que 
realiza de la cuestión, entra a analizar directamente las circunstancias 
de ese caso concreto, como no podía ser de otra forma, que es en 
definitiva lo que al final sirve para que el Alto Tribunal ordene dicha 
demolición. Por tanto, siendo importante la doctrina no lo es menos la 
valoración de las concretas circunstancias del caso sometido a 
enjuiciamiento. Y desde luego para poder comparar unas sentencias 
con otras es indispensable traer a colación esas específicas 
peculiaridades de cada caso, pues de lo contrario, ante aparentes e 
hipotéticas sentencias contradictorias, no podría invocarse válidamente 
una posible infracción del principio de igualdad ante la ley si las 
circunstancias de hecho que se tuvieron en cuenta por un mismo 
tribunal, en uno y otros casos, no son las mismas”. 
 
 
1. Criterios jurisprudenciales para considerar la procedencia de la demolición 
de las construcciones ilegales. 
 
Con arreglo a esta consideración, la sentencia anterior formula los criterios que 
actualmente señala el Tribunal Supremo como preferentes a la hora de adoptar 
la medida accesoria de demolición de lo construido irregularmente en delitos de 
ordenación del territorio, que pueden sintetizarse en los siguientes puntos: 
 
1. La regla general debe ser la demolición y, en consecuencia, la 
excepcional la no demolición. Por ello debe entenderse que la 
demolición es del todo necesaria para restaurar el orden jurídico y 
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reparar, en la medida de lo posible, el bien jurídico dañado. Obviamente 
no es argumento de suficiente entidad frente a ello invocar la 
imposibilidad de reparar todo el daño causado genéricamente en la zona 
por existir otras construcciones en la misma, pues ello supondría una 
torticera interpretación de la normativa urbanística en vigor con la 
finalidad de alterar el régimen jurídico del suelo y posibilitar luego una 
consolidación de las edificaciones con una apariencia de legalidad y con 
posibles derivaciones a terceros de buena fe. 
 
Como afirma RODRÍGUEZ ALMIRÓN1526,  siendo la demolición la regla 
general, el propio Tribunal Supremo en la STS de 21 de junio de 2012 
(Sala 2ª, rec. 2261/2011. Ponente BERDUGO Y GÓMEZ DE LA 
TORRE, EDJ 2012/135356) ha señalado que la demolición deberá 
acordarse cuando conste patentemente que la construcción está 
completamente fuera de la ordenación vigente y no sea legalizable o 
subsanable. 
 
2. En consonancia con lo anterior, se han de entender como supuestos 
muy graves en los que prácticamente procedería siempre la demolición 
los de obras no susceptibles de legalización; cuando además haya 
existido una voluntad de rebeldía del sujeto activo a las órdenes o 
requerimientos de la Administración; y, en tercer lugar, cuando al delito 
contra la ordenación del territorio se sume un delito de desobediencia a 
la autoridad administrativa o judicial.  
 
3. A su vez, se deberán tener en cuenta criterios tales como: la gravedad 
del hecho, la naturaleza de la construcción, la proporcionalidad de la 
medida en relación con el daño que causaría al infractor si se hiciera un 
planteamiento económico, que se vieran afectados derechos 
fundamentales (como el uso de la vivienda propia), así como la 
naturaleza de los terrenos en que se lleva a cabo la construcción, 
                                               
1526 RODRÍGUEZ ALMIRÓN, Francisco (2016). 
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tomando en distinto valor los que sean de especial protección, los 
destinados a usos agrícolas, etc.  
 
4. En todo caso caben excepciones, como serían las mínimas 
extralimitaciones o leves excesos respecto a la autorización 
administrativa; las modificaciones de los instrumentos de planeamiento 
que propiciaran el ajuste a la norma de la edificación o construcción; en 
atención al tiempo transcurrido entre la realización de la obra y la fecha 
de la sentencia firme; y finalmente, puede valorarse también que las 
obras de potencial demolición se encuentren en área consolidada de 
urbanización.  
 
No obstante esta excepción no puede extenderse a futuras e inciertas 
modificaciones que ni siquiera dependerán en exclusiva de la autoridad 
municipal, ni cuando surja por ello una necesidad pública de instalar 
futuros servicios de saneamiento y otros de carácter público que les 
habrían de ser prestados, lo que a sensu contrario podría interpretarse 
que es supuesto excepcional admisible aquellos casos en que dichos 
servicios públicos ya estuvieran instalados o prestados por la propia 
Administración. 
 
5. No son argumentos admisibles para denegar la demolición ni la 
invocación del principio de intervención mínima del derecho penal, ni la 
existencia de otras construcciones similares en la zona, ni tampoco la 
posibilidad de diferir la decisión a ulteriores actuaciones administrativas.  
 
6. Finalmente, se requiere motivación judicial específica en la sentencia 
tanto para acordar la demolición como para denegarla, y que ésta sea 
razonable.  
 
Con todo lo anterior, todavía debemos hacer algunas reflexiones finales sobre 
este asunto, como es el relativo a la ejecución de la demolición ordenada 
judicialmente cuando pudieran verse afectados terceros de buena fe. A este 
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caso concreto parece referirse expresamente el inciso del artículo 319.3 que 
recoge la expresión “…sin perjuicio de las indemnizaciones debidas a terceros 
de buena fe”, de donde se infiere que la presencia de un verdadero afectado 
por la decisión judicial debe ser resarcido de los daños patrimoniales que se le 
pudiera generar, pero no supondría una excepción general a la adopción de 
esta medida accesoria. 
 
En todo caso, es destacable la diferencia de tratamiento existente ante las 
actuaciones administrativas de restauración de la legalidad y las derivadas de 
la ejecución de sentencias penales, en el caso de transmisión de la titularidad 
del terreno sobre el que se realizó en su día la actuación irregular. Ya se indicó 
que en el caso de la restauración administrativa el obligado a su ejecución será 
el titular del terreno en el momento en que se determine con carácter definitivo 
la procedencia de la actuación restauradora, debido a que ésta se concibe 
como una obligación derivada de la propia titularidad del territorio afectado. Por 
el contrario, en el caso de la ejecución penal se concibe como una obligación 
asociada a la condena impuesta, por lo que no puede transmitirse a terceros, 
aunque como se indica en el propio 319.3, éstos estén obligados a tolerar su 
ejercicio y, en su caso, a reclamar la correspondiente indemnización por su 
posible quebranto patrimonial. 
 
Como expone VERCHER NOGUERA1527 en las resoluciones por las que se 
determine la demolición de lo irregularmente construido, debe incluirse la 
obligación de garantizar las posibles indemnizaciones que pudieran 
corresponder a terceros de buena fe. No obstante, a juicio de este autor, la 
imposibilidad de constituir esta garantía por cualquier causa no debe conllevar 
asociada la de la propia demolición, en primer lugar, porque el propio artículo 
319.3 del CP hace referencia a esta contingencia con una previsión meramente 
temporal y, en segundo lugar, porque la demolición es la única forma de 
garantizar el restablecimiento del orden jurídico alterado que ha tenido lugar 
con la actuación irregular sancionada. 
  
                                               
1527 Op. cit. (2018, págs. 204-207). 
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2. La posible incidencia de la regularización de construcciones por el transcurso 
del tiempo. 
 
Finalmente, también se debe recordar en este punto una cuestión a la que ya 
se ha aludido anteriormente, relativa a la posible incidencia que sobre la 
ejecución de la demolición acordada por los órganos judiciales pudiera tener la 
regularización de la construcción por el mero trascurso del tiempo. En efecto, 
como se indicó en su momento, la regularización de construcciones y 
edificaciones por el mero trascurso del tiempo puede conllevar la suspensión 
de la ejecución de las demoliciones ordenadas judicialmente, teniendo en 
cuenta que esta circunstancia deriva de la no ejecución del restablecimiento de 
la legalidad urbanística desde la vertiente administrativa.  
 
Esta realidad ha sido aceptada por varias decisiones judiciales, pudiendo 
destacar la ya aludida SAP de Sevilla de 8 de octubre de 2015, que viene a 
recoger la siguiente interpretación: 
 
a) No debe acordarse en ningún caso la demolición de la obra ilegal 
cuando esta ha obtenido el reconocimiento de la situación de asimilado 
al régimen legal de fuera de ordenación, conforme a las previsiones del 
Decreto 2/2012 de la Junta de Andalucía, de 10 de enero1528. Resultaría 
desproporcionado y generaría agravios comparativos inasumibles que la 
jurisdicción ordenase la demolición de una construcción que la 
Administración, tras un procedimiento reglado, ha permitido conservar 
de acuerdo con la normativa vigente.  
 
b) Tampoco debe acordarse la demolición, como regla general, cuando el 
procedimiento para el reconocimiento de la edificación ya se ha iniciado 
(partiendo siempre de su previa identificación en el plan o en el avance 
de planeamiento), salvo que se adviertan obstáculos insalvables de 
legalidad, en especial los relativos a las necesarias condiciones de 
seguridad, habitabilidad y salubridad (artículo 10.1.c del Decreto). En 
                                               
1528 O en la situación similar que se defina en las respectivas normativas autonómicas. 
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este tipo de casos no estamos ante una expectativa más o menos difusa 
de eventual "legalización" futura de la obra, sino ante un concreto 
expediente administrativo ya en curso y cuya conclusión esperable es la 
resolución reconociendo la situación de asimilado a fuera de ordenación, 
con las consecuencias antes reseñadas.  
 
c) Debe acordarse, en cambio, la demolición cuando la obra ilegal no es 
susceptible de ese reconocimiento, como ocurre cuando no han 
prescrito las medidas administrativas de protección de la legalidad 
urbanística y restablecimiento del orden jurídico perturbado (artículo 3.1 
del Decreto, en relación con el 185 de la LOUA) o cuando las 
edificaciones se han ubicado en terrenos clasificados de antemano 
como suelo no urbanizable de especial protección (artículo 3.2 del 
Decreto). Mientras esas situaciones se mantengan, el reconocimiento es 
imposible y es aplicable la doctrina jurisprudencial sobre la irrelevancia 
de las meras expectativas de modificación futura de la situación legal. 
 
d) En los casos en que el reconocimiento o regularización de la edificación 
exija una revisión del planeamiento vigente (como ocurre con carácter 
general con los asentamientos urbanísticos) o cuando no se acredite la 
iniciación del procedimiento para el reconocimiento, siendo éste posible, 
debe acordarse la demolición de la obra ilegal, sin perjuicio de que en 
ejecución de sentencia pueda dejarse sin efecto esa disposición, si el 
reconocimiento de la edificación o la modificación del planeamiento 
hacen innecesaria dicha demolición, como permite su naturaleza de 
consecuencia jurídica del delito, según advierten expresamente las 
sentencias del Tribunal Supremo de 29 de junio de 2012 y de 22 de 
mayo de 2013. 
 
En definitiva, la jurisprudencia aludida por la Sala sevillana parece avalar la no 
demolición de las construcciones y edificaciones cuya regularización 
administrativa sea una realidad o presente indicios razonables de ello, ya sea 
no imponiendo la medida accesoria por los órganos judiciales o, en otro caso, 
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mediante la suspensión de la ejecución de la medida acordada. Incluso, la 
propia Sección 3ª de la Audiencia Provincial de Sevilla, mediante Auto de 17 de 
diciembre de 2018 (núm. 1011/2018), autoriza a los servicios técnicos 
municipales a acceder a una construcción previamente precintada, con el 
objeto de comprobar si la misma reúne las condiciones mínimas de seguridad, 
habitabilidad y salubridad, todo ello dentro del procedimiento de reconocimiento 
de la construcción como asimilada a fuera de ordenación y, en consecuencia, 
como medio para enervar la orden de demolición contenida en la sentencia 
penal previamente suspendida hasta la resolución del expediente 
administrativo. 
 
Como contrapartida a esta tendencia judicial, debemos recordar que como 
indica la propia STS de 22 de mayo de 2013, esta excepción a la regla general 
de exigir la demolición de las actuaciones urbanísticas irregulares no puede 
extenderse a "...tan futuras como inciertas modificaciones que ni siquiera 
dependerán competencialmente en exclusiva de la autoridad municipal...". Con 
ello, la actual interpretación del Alto Tribunal viene a concluir que, en síntesis, 
debe entenderse que la decisión sobre si ha de acordarse o no la demolición 
ha de ponerse en relación con la naturaleza misma de estos delitos y con la 
respuesta general del ordenamiento jurídico respecto de la restauración de la 
legalidad urbanística. Una vez que el legislador, por la mayor entidad del 
hecho, ha dispuesto que ha de ser contemplado como infracción penal y no 
como un ilícito administrativo, es el proceso penal el que, con arreglo a las 
normas penales, ha de dar respuesta y ello tanto en lo que se refiere a la pena 
como a las demás consecuencias del delito, sin que el órgano de la jurisdicción 
penal competente pueda eludir sus obligaciones de esta materia refiriendo 
parte de la reacción jurídica a un futuro expediente administrativo. De esta 
forma, se exige la ponderación de los hechos, expectativas e intereses 









Ahora bien, conforme afirma ESTRELLA RUIZ1529 el hecho indiscutible de que 
la legalidad o regularización a posteriori de lo construido permita dejar sin 
efecto la demolición como consecuencia jurídica del delito, en modo alguno 
significa que, como en ocasiones también se está intentando, se produzca una 
revisión de la sentencia en aras de excluir las penas y en definitiva la condena 
en sí, por la aplicación retroactiva de la norma penal, en este caso en blanco, 
más favorable para el reo. Ante esta propuesta cabe replicar que el delito 
efectivamente fue cometido y la actuación realizada sigue siendo considerada 
delictiva, sin perjuicio de que la modificación de la normativa urbanística (o 
incluso el mero trascurso del tiempo) pueda, como hemos dicho, excluir una de 
las consecuencias jurídicas punitivas del delito, en este caso accesoria a la 
imposición de la pena asociada al tipo penal aplicable. 
 
Sobre este asunto, la propia Fiscalía General de Medio Ambiente y Urbanismo, 
en la citada Memoria correspondiente al ejercicio 2017, advierte de la tendencia 
preocupante de algunos Juzgados y Salas de Andalucía por la que vienen a 
extender los efectos derivados de la regularización administrativa de las 
construcciones realizadas en contra de la ordenación territorial a la propia 
resolución del procedimiento penal seguido frente a sus promotores, 
condenando únicamente en los supuestos calificados como absolutamente 
graves1530. Por ello se teme por la Fiscalía que esta nueva situación, que se 
dice nacida en la fundamentación de la regulación excepcional andaluza 
dirigida a eliminar la incertidumbre y la problemática social del uso residencial 
surgido de forma irregular, pueda ser interpretada por la Jurisdicción Penal 
como un intento de legalización en toda regla de estas edificaciones por parte 
de la Administración autonómica. Frente a esta expectativa, por el Ministerio 
Público se han recurrido en casación todas estas sentencias, en busca de una 
jurisprudencia uniforme de esta materia en todo el territorio nacional1531. 
 
                                               
1529 ESTRELLA RUIZ, Manuel (2018). 
1530 http://www.actualidadjuridicaambiental.com/wp-content/uploads/2018/10/2017_MEMORIA-
FISCALIA-MEDIO-AMBIENTE.pdf (último acceso, 25 de enero de 2019). 
1531 La Memoria de la Fiscalía General de Medio Ambiente y Urbanismo del ejercicio 2017, 
señala expresamente a los Juzgados de lo Penal y a la Audiencia Provincial de Córdoba, como 
los órganos judiciales que sostienen esta tendencia interpretativa en contra del criterio del resto 
de Andalucía (págs. 33 y ss.). 
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E. Los delitos sobre suelos protegidos cometidos desde la 
Administración Pública. 
 
Si con anterioridad hemos analizado los posibles cauces por los que los 
ciudadanos en general pueden cometer delitos sobre la ordenación del territorio 
y el urbanismo, es preciso añadir que éstos no solo pueden perpetrarse desde 
fuera del sector público, sino que, además, pueden ser cometidos por los 
propios integrantes de la Administración Pública actuante en cada caso, ya sea 
por acción como por omisión del ejercicio de sus respectivas competencias y 
obligaciones. 
 
Sobre este particular, el artículo 320 del CP, incluido dentro del mismo Capítulo 
I del Título XVI, determina en su punto primero la tipicidad penal de todo 
informe favorable sobre instrumentos de planeamiento, proyectos de 
urbanización, parcelación, reparcelación, construcción o edificación o la 
concesión de licencias contrarias a las normas de ordenación territorial o 
urbanística vigentes emitidos por la autoridad o funcionario público a sabiendas 
de su injusticia. A su vez, también tipifica las conductas omisivas en la 
realización de inspecciones o del resultado de las mismas. Por su parte, el 
punto segundo castiga a la autoridad o funcionario público que por sí mismo o 
como miembro de un organismo colegiado haya resuelto o votado a favor de la 
aprobación de los instrumentos de planeamiento, los proyectos de 
urbanización, parcelación, reparcelación, construcción o edificación o la 
concesión de las licencias, a sabiendas de su injusticia1532. 
 
De la sola lectura del precepto trascrito se aprecia que se tipifica la actuación 
activa u omisiva por la que los órganos encargados de informar y decidir sobre 
cuestiones de naturaleza urbanística o territorial, colaboren a la producción de 
actuaciones ilegítimas sobre el suelo, incluyendo dentro de ellas prácticamente 
toda la categoría de procedimientos en los que las Administraciones Públicas 
deben participar en estas materias. Indudablemente, dentro de estas 
actuaciones y omisiones reputadas como ilegales y sancionables por este 
                                               
1532 Cfr. ESQUIVIAS JARAMILLO, José Ignacio (2018). 
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artículo 320, se encuentran las realizadas sobre suelos protegidos, que si bien 
no se contienen como tipo específico, la consideración de sus características 
especiales debe determinar la imposición de mayores penas por estos delitos 
mediante su consideración como circunstancias agravantes1533.  
 
En todo caso, con carácter general lo que este artículo viene a sancionar es la 
indebida actitud de la Administración (y de forma directa, de sus responsables) 
ante las actuaciones que pueden ir en contra de los preceptos de obligado 
cumplimiento sobre la ordenación territorial o urbanística o, en otro caso, que 
hayan obstruido o impedido la debida actuación restauradora de los poderes 
públicos ante la comisión de irregularidades urbanísticas cometidas por 
terceros. Por lo tanto, se trata de un supuesto específico de prevaricación 
administrativa, ya que la descripción del tipo requiere que la actuación de la 
autoridad o funcionario sea “a sabiendas de su injusticia”, cuestión que suele 
ser el caballo de batalla (en concreto su acreditación) de toda actuación penal 
incoada frente a los posibles causantes de delitos de esta naturaleza. En 
palabras del Tribunal Supremo, la estructura típica de la prevaricación 
responde a los denominados delitos de infracción del deber del funcionario, que 
ocupa una posición de garante respecto a los bienes jurídicos que la 
Administración tutela mediante su intervención. De este modo, la conducta de 
quien infringe las obligaciones señaladas son infracciones de un deber que 
merecen un especial reproche penal1534. 
 
No obstante, cabe añadir que como en todo tipo de prevaricación, su vertiente 
urbanística requiere la concurrencia de varios elementos en la conducta activa 
u omisiva de las autoridades o funcionarios y que de forma muy sintética 
enumera la STS de 13 de febrero de 2017 (Sala 2ª, rec. 729/2016. Ponente 
CONDE-PUMPIDO TOURÓN, EDJ 2017/6943): 
 
                                               
1533 De hecho, el artículo 338 del CP, incluido dentro del Capítulo V de disposiciones comunes 
a todo el Título XVI, dispone: “Cuando las conductas definidas en este Título afecten a algún 
espacio natural protegido, se impondrán las penas superiores en grado a las respectivamente 
previstas”. 
1534 STS de 28 de mayo de 2009, vid. apud MARTÍNEZ MARTÍNEZ, op. cit. (2010, pág. 297). 
1187





“Para apreciar la comisión de un delito de prevaricación, en definitiva, 
será necesario: En primer lugar, una resolución dictada por autoridad o 
funcionario en asunto administrativo. En segundo lugar, que sea 
contraria al Derecho, es decir, ilegal. En tercer lugar, que esa 
contradicción con el derecho o ilegalidad, que puede manifestarse en la 
falta absoluta de competencia, en la omisión de trámites esenciales del 
procedimiento o en el propio contenido sustancial de la resolución, sea 
de tal entidad que no pueda ser explicada con una argumentación 
técnico-jurídica mínimamente razonable. En cuarto lugar, que ocasione 
un resultado materialmente injusto. Y, en quinto lugar, que la resolución 
sea dictada con la finalidad de hacer efectiva la particular voluntad de la 
autoridad o funcionario, y con el conocimiento de actuar en contra del 
derecho”.  
 
Como indica MELIÁN REYES1535, este delito de prevaricación urbanística, que 
se introduce por primera vez en el Código Penal de 1995, no es de extrañar 
que afecte principalmente a los Ayuntamientos, ya que el urbanismo pretende 
ordenar el suelo de una manera local, encaminado a la creación y reforma de 
las ciudades al que se circunscribe el planeamiento aplicable. De este modo, 
aunque la competencia en materia urbanística se encuentra compartida entre 
Comunidades Autónomas y las Entidades Locales1536, la mayoría de los actos 
en los que se suele plasmar el tipo penal activo del artículo 320 es el de la 
concesión irregular de licencias urbanísticas, materia en la que principalmente 
actúan funcionarios y autoridades locales.  
 
Esta realidad puede apreciarse en Sentencias como las del Tribunal Supremo 
de 31 de octubre de 2003, que condena al Alcalde de una localidad que 
concedió licencia para ejecutar un hotel en suelo no urbanizable sin recabar el 
informe autonómico preciso y no incorporar al expediente el informe técnico de 
los servicios municipales; de 27 de septiembre de 2004, por la que se condena 
a un Técnico municipal por informar favorablemente la construcción de una 
vivienda que en parte se encontraba en suelo no urbanizable y de titularidad 
municipal; de 25 de noviembre de 2009, que condena al Jefe del Área de 
Urbanismo de un Ayuntamiento por falsedad documental en concurso real con 
prevaricación urbanística, al informar favorablemente un expediente a 
sabiendas de la imposibilidad de autorizar el uso pretendido en suelo protegido; 
                                               
1535 MELIÁN REYES, María Ibiza (2016). 
1536 Y la de ordenación territorial casi en exclusiva recae sobre los órganos autonómicos. 
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de 1 de julio de 2011, que condena al Alcalde de una Entidad Local Menor por 
haber aprobado una licencia de primera ocupación sin los informes 
correspondientes y conociendo que las edificaciones no contaban con las 
condiciones precisas para ello; o la de 22 de noviembre de 2012, que condena 
al Asesor Jurídico de la Entidad Local por haber informado favorablemente una 
construcción irregular en suelo protegido.  
  
En similares términos cabe hablar de la conducta omisiva que describe el tipo 
del artículo 320.1 del CP, en la que se sanciona penalmente la dejación de 
funciones de los responsables de denunciar o incoar los expedientes de 
disciplina urbanística procedentes frente a actuaciones urbanísticas irregulares. 
Como indica la SAP de Granada de 13 de julio de 2015 (Sec. 2ª, rec. 326/2014. 
Ponente FERNÁNDEZ GARCÍA, EDJ 2015/224323), la prevaricación omisiva 
exige de una previa interpelación para actuar a favor de la legalidad, 
incardinándose la conducta con la inactividad dolosa del sujeto, decisión o 
actitud que equivale a la concesión de la autorización o licencia, por vía de la 
tolerancia y permisividad, con manifiesta infracción de la normativa urbanística. 
 
Como al efecto señala VERCHER NOGUERA1537 es bastante frecuente que la 
Administración incumpla sus obligaciones en los ámbitos territorial y ambiental, 
por lo que si de esa acción u omisión se pudiera derivar alguna responsabilidad 
penal se debe incluir en la figura de la prevaricación, como de hecho sucede en 
los casos de los artículos 320, 322 y 3291538 del vigente Código Penal. En estos 
supuestos nos encontramos ante tipos especiales de prevaricación agravados 







                                               
1537 Op. cit. (2018, págs. 192-194). 
1538 El artículo 322 hace referencia los proyectos de derribo o alteración de edificios 
singularmente protegidos, en tanto que el artículo 329 se refiere a las actuaciones que generen 
afecciones ambientales. 
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F. Otros delitos relacionados con la protección del territorio. 
  
1. Los delitos ambientales y de protección de los recursos naturales y 
culturales. 
 
Dentro del mismo Título XVI el CP recoge una serie de delitos con los que, en 
mayor o menor medida, se pretende la protección de los entornos protegidos, 
como son los delitos sobre el patrimonio histórico (Capítulo II), los delitos contra 
los recursos naturales y el medio ambiente (Capítulo III) y los relativos a la 
protección de la flora, fauna y animales domésticos (Capítulo IV). Como señala 
BARREDA BARBERÁ1539 estos delitos no toman como referencia específica el 
uso específico del suelo, pero tratan de preservar algunos de los valores por 
los que determinados territorios son clasificados a efectos urbanísticos como 
no urbanizables y, en su caso, sometidos a especial protección. El propio autor 
cita la STC de 3 de diciembre de 1996 en la que se destaca la protección penal 
del medio ambiente como la respuesta básica del ordenamiento jurídico frente 
a las más graves agresiones contra el ecosistema y el equilibrio de la 
naturaleza, sin perjuicio y, en todo caso, de forma complementaria a su 
protección administrativa. 
 
Por lo tanto, mediante estos tipos delictivos el legislador viene a sancionar 
penalmente las actuaciones que pueden generar un impacto de singular 
importancia sobre algunos de los valores que pueden estar presentes en los 
distintos tipos de entornos protegidos o, en otros casos, que son 
consustanciales a ellos, al referirse a agresiones frente a espacios naturales u 
otros enclaves de similar condición. Como afirman LUACES GUTIÉRREZ y 
VÁZQUEZ GONZÁLEZ1540 la importancia de los valores ambientales en la 
sociedad actual requiere la protección del Derecho Penal, como medio de 
reaccionar enérgicamente ante las agresiones de mayor entidad, relegando las 
de menor consideración al ámbito del procedimiento sancionador 
administrativo. 
                                               
1539 Op. cit. (2008, págs. 283 y ss.). 
1540 LUACES GUTIÉRREZ, Ana Isabel y VÁZQUEZ GONZÁLEZ, Carlos (2014, pág. 544). 
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En este sentido, para autores como REÁTEGUI SÁNCHEZ1541 el bien jurídico 
protegido en estos delitos es el “ambiente natural” como elemento de 
naturaleza autónoma digno de protección específica, y el ámbito de aplicación 
del orden penal en este caso debe localizarse en los ataques más graves o 
peligrosos a su integridad. Para MARTÍN MATEO1542 este concepto es 
fundamentalmente físico, en cuanto a su consideración como entorno natural 
de los sujetos y propiciador de vida, aunque puede ser modificado por el 
hombre dentro de los límites que, en cada momento temporal concreto, se han 
considerado adecuados para su conservación. 
 
 
a. Delitos contra el patrimonio y los recursos naturales del entorno. 
 
En primer lugar, el CP se refiere a los delitos sobre el patrimonio histórico, en 
cuyos artículos 321 a 324 se describen los tipos delictivos que vienen a 
castigar penalmente a los responsables de agresiones sobre los elementos que 
ostenten dicha categoría. Es evidente que las construcciones o edificios de 
esta consideración pueden encontrarse en suelos protegidos, tanto por su 
propia consideración patrimonial como por la defensa paisajística de su 
entorno. Además de esta posibilidad nada desdeñable, es preciso hacer una 
referencia expresa a los yacimientos arqueológicos (terrestres o subacuáticos, 
según dispone el artículo 323 del CP) cuya delimitación como espacio 
protegido cuando se encuentren en suelo rural es exigida por la normativa 
vigente. 
 
A continuación, el Capítulo III se refiere a los delitos contra los recursos 
naturales y el medio ambiente, cuya sola denominación ya permite apreciar las 
conexiones evidentes que presentan con los suelos especialmente protegidos, 
ya que con ellos se pretenden castigar las conductas realizadas contraviniendo 
las leyes u otras disposiciones de carácter general protectoras del medio 
                                               
1541 REÁTEGUI SÁNCHEZ, James (2004, pág. 11). 
1542 MARTÍN MATEO, Ramón (1988, pág. 1035-1036). 
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ambiente; que provoquen o realicen directa o indirectamente emisiones, 
vertidos, radiaciones, extracciones o excavaciones, aterramientos, ruidos, 
vibraciones, inyecciones o depósitos, en la atmósfera, el suelo, el subsuelo o 
las aguas terrestres, subterráneas o marítimas, incluido el alta mar, con 
incidencia incluso en los espacios transfronterizos; así como las captaciones de 
aguas que, por sí mismos o conjuntamente con otros, cause o pueda causar 
daños sustanciales a la calidad del aire, del suelo o de las aguas, o a animales 
o plantas (art. 325 del CP)1543. A su vez, estas conductas delictivas presentan 
su tipo agravado en el posible perjuicio grave sobre el equilibrio de los sistemas 
naturales o de las personas, en cuyo caso la pena a imponer se incrementa 
sensiblemente.  
 
A este delito se une el regulado en el artículo 326, que castiga penalmente las 
conductas de manipulación de residuos que causen o puedan causar daños 
sustanciales a la calidad del aire, del suelo o de las aguas, o a animales o 
plantas, muerte o lesiones graves a personas, o puedan perjudicar gravemente 
el equilibrio de los sistemas naturales. Y supuesto específico del artículo 326 
bis, que sanciona las actividades de explotación de instalaciones en las que se 
realice una actividad peligrosa o en las que se almacenen o utilicen sustancias 
o preparados peligrosos de modo que causen o puedan causar daños 
sustanciales a la calidad del aire, del suelo o de las aguas, a animales o 
plantas, muerte o lesiones graves a las personas, o puedan perjudicar 
gravemente el equilibrio de los sistemas naturales. 
 
En tercer lugar, cabe hacer referencia al tipo específico delimitado para las 
afecciones a los espacios naturales protegidos, que se contiene en el artículo 
330 del CP. Este artículo determina expresamente que dañar de forma grave 
alguno de los elementos que hayan servido para calificar a estos espacios con 
esta condición, será objeto de sanción con la pena de prisión de uno a cuatro 
años y multa de doce a veinticuatro meses. 
 
                                               
1543 Cfr. GARCÍA SANZ, Judit (2008, págs. 121 y ss.). 
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En todos estos casos, el bien jurídico protegido es el medio ambiente y los 
recursos naturales del entorno, como elementos integrantes del actual 
concepto del bienestar social y de indudable interés general, cuya protección 
se encuentra garantizada constitucionalmente. Por todo ello, es comprensible 
que una parte muy importante de las actuaciones tipificadas en estos delitos 
sean actuaciones con incidencia sobre los suelos protegidos, debido a que los 
entornos ambientales se encuentran normalmente identificados en terrenos 
clasificados conforme a esta categoría de suelo.  
 
Como indica la STS de 14 de diciembre de 2016 (Sala 2ª, rec. 945/2016. 
Ponente BERDUGO Y GÓMEZ DE LA TORRE, EDJ 2016/228781) en su FD 
5º, la valoración de este elemento de tipicidad y peligro grave para el medio 
ambiente ha de tener en cuenta que integran tal concepto dos elementos 
esenciales: probabilidad y carácter negativo de su eventual resultado. La 
gravedad se ha de deducir, pues, de ambos elementos conjuntamente lo que 
significa negar la tipicidad en los casos de resultados solo posibles o 
remotamente probables, así como de aquellos que, de llegar a producirse, 
afecten de manera insignificante al bien jurídico protegido. 
 
Como afirma VERCHER NOGUERA1544 la configuración de estos delitos 
ambientales se basa en la conjunción de los elementos de peligro y gravedad. 
En cuanto al primer elemento, el autor afirma que nos encontramos ante una 
conducta alternativa de resultado y de peligro, ya que las definiciones de los 
tipos delictivos incluyen la expresión “cause o pueda causar”, con lo que se 
diferencia el momento en el que se produce la actividad delictiva (previa o 
posterior a la efectiva producción del daño ambiental)1545. Por lo que respecta 
al elemento de la gravedad en la actuación, el autor destaca su indefinición e 
indeterminación jurídica, que debe ser aclarada y delimitada por la 
jurisprudencia. 
 
                                               
1544 Op. cit. (2018, págs. 195 y ss.). 
1545 El propio autor incide en la curiosidad por la que el CP en el artículo 325 equipara las 
penas a imponer en ambos supuestos, equiparando por lo tanto ambas actuaciones contrarias 
al medio ambiente. 
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A esta caracterización jurisprudencial de los delitos contra el medio ambiente 
hay que añadir que la identidad de muchos de sus aspectos con los delitos 
contra la ordenación territorial, puede conllevar la posible incardinación de no 
pocas actuaciones irregulares sobre el territorio en ambos tipos legales. En 
estos casos, la STS de 29 de noviembre de 2006 (Sala 2ª, rec. 796/2006. 
Ponente RAMOS GANCEDO, EDJ 2006/319100) vino a concluir que si la 
conducta sancionable era incluida dentro del delito contra la ordenación del 
territorio del artículo 319.1 es porque esa actividad se realiza en una zona de 
valor ecológico y considerada de especial protección precisamente por ese 
valor ecológico que la norma quiere preservar. Y desde luego, ese mismo bien 
jurídico es el que tutela el artículo 325 en su vertiente de proteger el equilibrio 
de los sistemas naturales, cuya significación ecológica no admite duda. De este 
modo, concluye que sancionar separadamente ambos delitos provoca una 
vulneración del principio "non bis in idem", de manera que los hechos deben 
ser castigados con arreglo al artículo 325 por ser el tipo más grave, excluyendo 
por tanto la aplicación el 319 sancionado con menor pena. 
 
En la consideración normativa y jurisprudencial de estos delitos, ABAD ORTIZ 
y GUTIÉRREZ VICÉN1546 ponen el acento en la complejidad que presenta la 
valoración del daño generado a los espacios naturales por la conducta ilícita 
sancionable penalmente, sobre todo a la hora de determinar el coste de 
restauración del espacio alterado indebidamente. Para estos autores, el 
problema lo constituye la caracterización del daño ambiental más allá de los 
ecosistemas y su biodiversidad, que debe incluir todos los posibles daños 
producidos, incluidos los provocados a los derechos e intereses legítimos de 
terceros. 
 
Finalmente, puede añadirse que como se apuntó anteriormente estos delitos 
también contienen su perfil administrativo, regulado en los artículos 322 y 329 
del CP. En concreto, el 329 castiga a la autoridad o funcionario que, a 
sabiendas, hubiere informado favorablemente, resuelto o votado 
favorablemente la concesión de licencias manifiestamente ilegales que 
                                               
1546 ABAD ORTIZ, Teodoro y GUTIÉRREZ VICÉN, Germán (2015, págs. 4-5). 
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autoricen el funcionamiento de las industrias o actividades contaminantes a que 
se refieren los artículos anteriores, o que con motivo de sus inspecciones 
hubiere silenciado la infracción de leyes o disposiciones normativas de carácter 
general que las regulen. De conformidad con la formulación de estos tipos 
penales también puede apreciarse la incidencia del régimen del suelo en el que 
se localicen las instalaciones autorizadas indebidamente, dado que la clase de 
suelo y sus usos tolerados son algunos de los supuestos por los que cabe 
reputar la irregularidad de su autorización. 
 
 
b. Delitos relativos a la protección de la flora, fauna y animales domésticos. 
 
El tercero de los tipos delictivos a los que se ha hecho referencia es el relativo 
a la protección de la flora, fauna y animales domésticos, que al menos en sus 
dos primeros elementos presentan también una indudable conexión con los 
valores inherentes a los suelos protegidos. En concreto, los artículos 332 y 
siguientes del CP sancionan penalmente a los responsables de actuaciones 
contra la flora y la fauna, entendiendo por tales las que supongan su alteración, 
destrucción o, en general, toda afección del equilibrio biológico contraviniendo 
las leyes o disposiciones de carácter general protectoras de las distintas 
especies. Estas actuaciones generalmente serán realizadas en suelos no 
urbanizables y, en su mayoría, sometidos a regímenes singulares de 
protección. 
 
Dentro de estos delitos, por su especial relación con los usos de los suelos 
rurales merecen una consideración destacada los delitos relativos a las 
actuaciones ilegales en materia de caza y pesca, supuestos en los que se 
sanciona a los responsables realicen actos de esta naturaleza con especies 
protegidas y, por otra parte, a las personas que cacen o pesquen especies no 
sometidas a esta especial protección, pero realicen estos actos contraviniendo 
las normas reguladoras de cada especialidad y, en concreto, su específico 
régimen de prohibiciones y vedas (art. 335). 
 
1195





El mismo artículo 335, en sus puntos segundo y tercero formula los tipos 
agravados de este delito, disponiendo que la persona que cace, pesque o 
realice actividades de marisqueo relevantes sobre especies distintas de las 
indicadas en el artículo anterior (no singularmente protegidas) en terrenos 
públicos o privados ajenos, sometidos a régimen cinegético especial, sin el 
debido permiso de su titular o sometidos a concesión o autorización marisquera 
o acuícola sin el debido título administrativo habilitante, será castigado con la 
pena de multa de cuatro a ocho meses e inhabilitación especial para el ejercicio 
del derecho de cazar, pescar o realizar actividades de marisqueo por tiempo de 
uno a tres años, además de las penas que pudieran corresponderle, en su 
caso, por la comisión del delito previsto en el apartado 1 de este artículo.  
 
A su vez, si las conductas anteriores produjeran graves daños al patrimonio 
cinegético de un terreno sometido a régimen de caza especial o a la 
sostenibilidad de los recursos en zonas de concesión o autorización marisquera 
o acuícola, se impondrá la pena de prisión de seis meses a dos años e 
inhabilitación especial para el ejercicio de los derechos de cazar, pescar, y 
realizar actividades de marisqueo por tiempo de dos a cinco años. 
  
  
2. Especial referencia a los delitos por la provocación de incendios forestales. 
 
Para finalizar esta sucinta exposición de los delitos relacionados con los suelos 
protegidos, es preciso hacer una referencia a los delitos relativos a los 
incendios forestales, cuestión que ha ido adquiriendo de forma progresiva una 
mayor trascendencia social, tanto por su proliferación por causas realmente 
muy variadas, como por la creciente concienciación ciudadana sobre la 
importancia de preservar los espacios naturales y la necesidad de evitar en lo 
posible los incendios como una de sus mayores agresiones, considerando 









Como afirma FERREIRO BROZ1547 los daños ecológicos que provocan los 
incendios forestales son incuestionables, su impacto es muy superior a lo que 
se aprecia a simple vista y sobrepasa incluso las zonas afectadas al provocar 
la destrucción de la biodiversidad, el aumento de la desertificación y la 
disminución de la calidad de las aguas, del suelo y del aire. A toda esta relación 
de efectos perniciosos provocados por los incendios forestales se pueden 
añadir tanto la posible pérdida de vidas humanas como las indudables pérdidas 
económicas que también implican, con daños en explotaciones, cultivos, 
viviendas, destrucción de la madera y los productos derivados, desde papel 
hasta combustible, o incluso el coste de regeneración de las zonas 
afectadas.1548  
 
Por ello, esta autora entiende que la aplicación del Código Penal y demás 
disposiciones normativas, es ineludible, pero a su vez afirma que las 
consecuencias que provocan no se resuelven con la mera represión del delito o 
la imposición de infracciones administrativas. Además de perseguir a los 
responsables, los poderes públicos y la propia Fiscalía deben trabajar de forma 
más activa en la prevención, la disuasión y la búsqueda de alternativas al uso 
del fuego en los entornos forestales. 
 
En consonancia con esta trascendencia social, el vigente Código Penal 
introduce un tipo específico de delito con el objeto de sancionar a los 
responsables de provocar incendios en montes o masas forestales, que se 
contiene en la Sección Segunda, del Capítulo II del Título XVII (delitos contra la 
seguridad colectiva), concretamente en los artículos 352 y siguientes. Por lo 
tanto, el legislador ha optado por ubicar este tipo específico de delito dentro del 
grupo de los que vienen a salvaguardar la seguridad de las personas y bienes, 
formulando su descripción como un tipo específico (en realidad una especie de 
subtipo atenuado) del tipo genérico del delito de incendio, que comporta un 
                                               
1547 FERREIRO BROZ, María del Mar (2016). 
1548 A esta relación deben incluirse los costes asociados a las labores de extinción de los 
incendios, asociados a los enormes medios materiales y humanos que deben emplearse en 
estas labores, y que deben ser afrontados por los poderes públicos como medida de reacción 
ante la producción o generación de un incendio forestal. Vid. VERCHER NOGUERA, Antonio 
(2018). 
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peligro para la vida o integridad física de las personas y que se encuentra 
regulado en el artículo 351 (Sección Primera del Capítulo II). De hecho, el 
propio párrafo segundo del artículo 352 reconduce el delito por incendio forestal 
al citado artículo 351, si se prueba que durante el incendio se produjo un 
peligro efectivo para la vida o la integridad de las personas, como puede 
apreciarse en las STS de 5 de octubre de 2017 (EDJ 2017/208853), de 9 de 
febrero de 2015 (EDJ 2015/10752), y de 21 de mayo de 2013 (EDJ 
2013/77361). 
 
Aunque el incendio forestal presenta un tipo específico de delito dentro del 
vigente Código Penal, lo cierto es que éste no recoge su definición, por lo que 
de nuevo tenemos que acudir a la normativa administrativa. En concreto, el 
artículo 6.k) de la Ley de Montes define al incendio forestal como el “fuego que 
se extiende sin control sobre combustibles forestales situados en el monte”. A 
su vez, el artículo 5 define monte como todo terreno en el que vegetan 
especies forestales arbóreas, arbustivas, de matorral o herbáceas, sea 
espontáneamente o procedan de siembra o plantación, que cumplan o puedan 
cumplir funciones ambientales, protectoras, productoras, culturales, 
paisajísticas o recreativas. A su vez, en esta definición se incluye todo terreno 
que, sin reunir las características descritas, se adscriba a la finalidad de ser 
repoblado o transformado al uso forestal, de conformidad con la normativa 
aplicable y que no se destine al uso agrícola o haya pasado a ser terreno 
urbanizado. 
 
Conforme a esta descripción, asumida como se ha indicado por la formulación 
del tipo penal de este delito específico, se ha considerado de forma tradicional 
que la provocación de incendios forestales era una clase de hechos delictivos 
cometidos por personas físicas a título particular, mediante actuaciones 
improcedentes en entornos forestales, realizadas tanto a título doloso como 
culposo e imprudente. Sin embargo, alrededor de la quema de montes y 
bosques se ha ido desenmascarando un ámbito específico y asociado a la 
actividad económica que ha derivado en la proliferación de una gran superficie 
de territorio quemado en toda España, buscando rendimientos subyacentes 
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como son la dotación de nuevos suelos aptos para la urbanización1549, la 
extensión de zonas de cultivo o, incluso, el uso industrial de la madera de 
árboles quemados. Ante esta situación, la configuración del delito como tipo 
prioritariamente realizado a título particular por mera voluntad pirómana o por 
descuidos improcedentes parece superada, existiendo una amplia variedad de 
posibles responsables de su comisión, por lo que debemos diferenciar los 
posibles ámbitos sobre los que pueden producirse las actuaciones irregulares 
que pueden derivar en la aplicación de la correspondiente sanción penal. 
 
De este modo, debemos distinguir entre la comisión de este delito por 
actuaciones conscientes dirigidas a producir el incendio forestal y todos sus 
efectos, que se corresponde con la definición específica del tipo del artículo 
352; en segundo lugar, la comisión de este delito buscando un beneficio 
económico con los efectos derivados del incendio, supuesto en los que el tipo 
pasa a configurar un tipo agravado específico regulado en el artículo 353.2 y, 
en tercer lugar, la comisión del delito por actos calificados como imprudentes, 
supuesto que se incardina dentro de lo dispuesto genéricamente en el artículo 
358 como tipo de responsabilidad atenuada.  
 
Sobre este último supuesto, PASTOR PÉREZ1550 sostiene que la jurisprudencia 
considera que la imprudencia, a efectos de integrar el tipo del artículo 358 del 
Código Penal, ha de ser calificable como grave y, con carácter general, 
consistente en la omisión de las más elementales reglas de cautela o diligencia 
exigibles en la realización de la actividad. Dicho de otro modo, la imprudencia 
grave se caracteriza por imprevisiones que sean fácilmente asequibles, por la 
desatención grosera y relevante de lo que es exigible a cualquier persona que 
se halle en sus circunstancias y realice esa actividad, por la falta de adopción 
de las precauciones más elementales y rudimentarias, o la ausencia de 
absoluta cautela. 
                                               
1549 Como ya se apuntó en su momento, como medios de prevención de algunas de estas 
causas, se incluyeron en el artículo 50.1 de la LM algunas medidas para desincentivar estos 
incendios forestales con objetivo económico encubierto, como son la prohibición del cambio de 
uso forestal del terreno quemado al menos durante 30 años y de toda actividad incompatible 
con la regeneración de la cubierta vegetal, en este caso durante el periodo de tiempo que 
determine la legislación autonómica. 
1550 PASTOR PÉREZ, Sandra (2010). 
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Junto al tipo específico de los delitos por incendios forestales y al agravado por 
la expectativa de beneficio económico debemos añadir, a su vez, otro tipo 
agravado regulado en el artículo 353.1 del CP y que en su formulación requiere 
la concurrencia de alguna de las circunstancias que se relacionan en su 
redacción. En síntesis requiere que afecte a una superficie de considerable 
importancia; que se deriven grandes o graves efectos erosivos en los suelos; 
que altere significativamente las condiciones de vida animal o vegetal, o afecte 
a algún espacio natural protegido; que el incendio afecte a zonas próximas a 
núcleos de población o a lugares habitados; que sea provocado en un 
momento en el que las condiciones climatológicas o del terreno incrementen de 
forma relevante el riesgo de propagación del mismo; o finalmente, cuando se 
ocasione grave deterioro o destrucción de los recursos afectados. Por lo tanto, 
se puede apreciar que la comisión de este delito sobre de suelos protegidos 
puede conllevar la aplicación de este tipo agravado, al afectar a espacios 
naturales y a sus recursos y ello, como se ha indicado anteriormente, sin 
perjuicio de que la producción de riesgo para las personas pueda conllevar la 
aplicación del tipo genérico del artículo 351 del CP.  
 
Sobre este concreto tipo agravado de delito de incendio forestal, autores como 
RODRÍGUEZ PONTEVEDRA1551 critican que la redacción de los supuestos del 
artículo 353.1 del CP contenga expresiones imprecisas, tales como 
“considerable importancia”, “graves efectos”, “grave deterioro” y otras similares. 
A juicio de este autor, esta circunstancia dificulta la aplicación rigurosa de los 
preceptos, permitiendo al juzgador un cierto grado de discrecionalidad, nada 
deseable en el Derecho Penal. En todo caso, aunque puede que en un mismo 
incendio se aprecien más de una de las condiciones establecidas para su 
consideración por el tipo penal agravado, lo cierto es que la norma las dispone 
de forma alternativa, por lo que bastará la concurrencia de alguna de ellas para 
determinar el agravamiento de la sanción a imponer a los responsables. 
 
                                               
1551 RODRÍGUEZ PONTEVEDRA, Jacobo Mesías (2018). 
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A lo anterior, ZATARAÍN Y VALDEMORO1552 añade la cuestión relativa al 
ámbito al que este tipo agravado debe extender la consideración de la 
expresión “espacio natural protegido”, cuya interpretación también puede 
generar controversias. A juicio de este autor, la aplicación de este tipo 
agravado debe reducirse a los supuestos de espacios definidos por la LPNYB y 
sus normas de desarrollo, puesto que parece improcedente extender más allá 
su consideración, de acuerdo con los principios reguladores del ordenamiento 
penal1553. 
 
Por su parte el artículo 354 del CP contiene el tipo reducido aplicable a los 
actos de provocación de incendios forestales que no llegan a alcanzar su 
propagación efectiva, incluyendo una exención de pena aplicable si el incendio 
no se propaga por la acción voluntaria y positiva de su autor. 
 
Finalmente cabe destacar que, en consonancia con las medidas que la Ley de 
Montes incorpora para evitar los incendios forestales provocados para buscar 
beneficios derivados de la explotación del terreno quemado o de la madera de 
los árboles incendiados, el artículo 355 del CP dispone que los Jueces o 
Tribunales podrán acordar que la calificación del suelo en las zonas afectadas 
por un incendio forestal no pueda modificarse en un plazo de hasta treinta 
años. Igualmente podrán acordar que se limiten o supriman los usos que se 
vinieran llevando a cabo en las zonas afectadas por el incendio, así como la 
intervención administrativa de la madera quemada procedente del incendio. 
Con estas medidas adicionales el legislador ha pretendido proveer a la 
Autoridad Judicial de un sistema de medios de disuasión de estas actuaciones 
delictivas, abortando cualquier posibilidad de beneficio o finalidad oculta que 
                                               
1552 ZATARAÍN Y VALDEMORO, Francisco Javier (2019, págs. 118-120). 
1553 No obstante, el propio autor manifiesta que esta interpretación no es pacífica, incluyendo 
ejemplo de resoluciones judiciales en las que se ha aplicado este tipo agravado a superficies 
de terreno clasificadas como suelos de especial protección, pero sin declaración de espacio 
natural protegido a los efectos de la normativa sectorial aplicable. Como ejemplo alude a la 
SAP de Valencia de 22 de noviembre de 2011 (rec. 8/2011), que extiende la aplicación de este 
tipo agravado a un supuesto de monte clasificado como suelo no urbanizable de especial 
protección. En sentido contrario, sí entiende justificada su aplicación en el supuesto analizado 
por la STSJ de Cataluña de 17 de septiembre de 2001 (Sala de lo Civil y Penal, rec. 14/2001), 
relativo a un incendio iniciado en zona no protegida pero cuya previsible evolución terminó por 
afectar a una zona sí sometida a especial protección. 
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3. La aplicación del principio de prevención en los delitos ambientales.  
    
La consideración de la protección ambiental por el Derecho Penal debe 
comenzar por los mismos principios que presiden toda actuación de este orden 
jurisdiccional, de entre los que podemos destacar sin ningún ánimo de 
exhaustividad los que determinan la necesidad de que la reacción punitiva 
venga precedida de una actuación calificada previamente como delito o falta y, 
en segundo lugar, que la misma se disponga como última ratio de aplicación, 
solo efectiva ante supuestos punitivos que, por su entidad o propia condición, 
no deban ser sancionados expresamente por cualquier otro orden jurídico 
como sería el administrativo. 
 
Esta realidad conlleva a plantearse la cuestión de la posible aplicación del 
principio de prevención o precaución en el orden penal, como medida adicional 
de protección del medio ambiente que ya opera de forma ordinaria en el ámbito 
administrativo, pero cuya virtualidad en los procedimientos penales presenta 
algunos perfiles problemáticos. Como explica de forma muy clara ARROYO 
ALFONSO1554, la consideración del principio de prevención o precaución en el 
orden penal supondría la ampliación de los supuestos en los que las 
actuaciones sancionables por los delitos ambientales se basan en actividades 
que provocan situaciones de riesgo ambiental, por lo tanto, sin la efectiva 
producción de un daño ambiental apreciable. Esta ampliación de supuestos 
sancionables penalmente bajo el principio de precaución conllevaría la 
introducción de actuaciones en las que se produjera una mera incertidumbre 
sobre el propio riesgo ambiental, que en palabras de la propia autora pueden 
calificarse como las que carezcan de una seguridad científica sobre la posible 
producción de los efectos nocivos preteridos o, cuanto menos, sobre las que 
existan controversias entre los estudiosos de la materia. 
                                               
1554 ARROYO ALFONSO, María Soledad (2018, págs. 17 y ss.). 
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En general, la doctrina viene sosteniendo la no aplicabilidad de este principio 
en el orden penal, al menos de forma directa, debido a que la necesidad de 
delimitar los ámbitos precisos de los diferentes tipos delictivos conlleva 
aparejada la exigencia de justificar fehacientemente que la actividad 
sancionable penalmente agreda o afecte al bien jurídico protegido, en este 
caso al medio ambiente, lo que no puede materializarse en situaciones sobre 
las que no hay una apreciación general, o al menos mayoritaria, de su posible 
efecto pernicioso.  
 
Por ello, el posible juego del principio de prevención en el Derecho Penal 
parece reservado a su actuación como elemento configurador de los tipos 
penales en blanco, que como se ha apuntado anteriormente apelan a otros 
ámbitos jurídicos para configurar la descripción de la conducta sancionable 
penalmente. No obstante, aunque ciertamente en base a la apelación al 
Derecho Administrativo este principio pudiera sustentar la conformación de 
algunos tipos delictivos de naturaleza ambiental, no es menos cierto que la 
ausencia de certeza demostrable sobre el riesgo de la actuación motivaría que 
por sí sola no pudiera configurar plenamente un tipo penal, requiriendo la 
concurrencia de otros elementos de apreciación que pudieran sostener la 
antijuridicidad de una determinada actuación a efectos penales. 
 
En todo caso, parece posible afirmar que la introducción del principio de 
precaución o prevención en el ordenamiento jurídico-penal no se encuentra del 
todo vedada, tanto sea por la propia introducción de su consideración por 
resquicios legales como el anterior como, principalmente, por la evolución de la 
doctrina científica al corroborar situaciones previamente discutibles, que tras su 
contraste pasen a ser calificadas de forma general como actuaciones de riesgo 
ambiental. En este sentido cabe traer a colación nuevamente los denominados 
“delitos de peligro”, que presentan una especial incidencia en la protección 
ambiental y de los valores del entorno, como es ejemplo el ya analizado tipo del 
artículo 325 del CP, que sanciona a los responsables de provocar o realizar 
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diferentes actuaciones1555 que causen o “puedan causar” daños sustanciales a 
la calidad del aire, del suelo o de las aguas, o a animales o plantas.  
 
Como afirma VERCHER NOGUERA1556 a este tradicional delito de peligro se le 
ha incorporado la perspectiva del resultado, de tal modo que a la mera 
actuación que debe ser sancionada penalmente por su presunta capacidad 
para provocar daños ambientales, se une ahora la necesidad de apreciar que 
éstos sean “sustanciales”, concepto indeterminado que deberá ser 
progresivamente objetivado por medio de las decisiones judiciales que vengan 
a interpretar su alcance y contenido. 
 
      
VII. LAS REPERCUSIONES ECONÓMICAS DE LA PROTECCIÓN DEL 
SUELO. 
  
Como se ha reiterado a lo largo del presente trabajo, la declaración de un suelo 
como protegido presenta una indudable afección sobre los intereses de sus 
propietarios, fundamentalmente debido a que el régimen de especial protección 
va acompañado de una serie de medidas que tienden a restringir, o incluso 
anular, tanto las posibles expectativas de un futuro desarrollo urbanizador para 
el terreno, como los propios usos autorizables sobre los que de forma ordinaria 
presentan los suelos rústicos que no ostentan dicha condición. 
 
La primera de esas cuestiones presenta un menor grado de relación sobre los 
efectos derivados de la protección del suelo, debido a que los motivos por los 
que un suelo vea limitada o anulada sus expectativas de desarrollo urbanístico 
pueden derivar de muy variadas circunstancias, como son su ubicación, 
configuración física o geográfica, vinculación con terrenos colindantes, etc. No 
obstante, es indudable que la declaración de un suelo como protegido 
conllevará la imposibilidad legal de su desarrollo urbanístico, al menos en tanto 
                                               
1555 Que relaciona como “…emisiones, vertidos, radiaciones, extracciones o excavaciones, 
aterramientos, ruidos, vibraciones, inyecciones o depósitos, en la atmósfera, el suelo, el 
subsuelo o las aguas terrestres, subterráneas o marítimas, incluido el alta mar, con incidencia 
incluso en los espacios transfronterizos, así como las captaciones de aguas…”. 
1556 Op. cit. (2018, pág. 196). 
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que mantenga los valores o circunstancias que le hicieron merecedor de la 
especial protección y, en todo caso, esta eventual posibilidad requiere que se 
elimine esta clasificación, lo que como hemos visto no es un proceso nada 
sencillo debido a la aplicación de principios como el de no regresión del suelo 
protegido. 
 
La segunda de las consecuencias apuntadas supone, técnicamente, una 
afección más directa sobre los intereses de los propietarios del suelo rural, 
debido a que se discriminan terrenos con una misma clasificación urbanística 
(rústicos o no urbanizables), asignando una menor aptitud para albergar usos a 
los que se declaran como especialmente protegidos, lo que incluye que, en 
determinados casos, los suelos sometidos a un mayor nivel de protección no se 
consideren aptos ni siquiera para los usos tradicionalmente asociados a los 
entornos rurales. 
 
Ambos supuestos presentan indudables repercusiones económicas, debido a 
que son las condiciones urbanísticas las que en un entorno de mercado 
general y libre, vienen a determinar el valor asignado a cada tipo de suelo, 
fundamentalmente a través de la valoración de sus aptitudes para albergar 
diferentes usos o, en otro caso, de su potencialidad para un futuro desarrollo 
urbanístico. A lo expuesto cabe añadir que, en algunos supuestos, la especial 
protección de un territorio lleva asociados unos costes directos e indirectos, 
derivados de la necesidad de preservar los valores o elementos determinantes 
de su especial protección y que, evidentemente, suponen un dato más a 
considerar dentro de las repercusiones económicas de la protección del suelo, 
esta vez con signo negativo para los intereses de los terceros afectados que, 
en la mayoría de los casos, presentan un interés particular muy diferente al 
general de la sociedad en su conjunto que motivó la decisión administrativa de 
singularizar el régimen jurídico de los terrenos. 
 
Por todas estas cuestiones, se plantea la posible necesidad de compensar por 
los poderes públicos a los titulares de los suelos sobre los que se declare un 
régimen de especial protección, en función de los perjuicios económicos y de 
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las cargas asociadas a su situación administrativa, para lo que deberá 
diferenciarse entre las vinculaciones urbanísticas derivadas de la función social 
de la propiedad que todo titular de terrenos tiene el deber de soportar, de las 
vinculaciones individuales que, por encima de este régimen común, requieran 
una compensación al suponer una limitación singular y superior a la del 
régimen general y que, en definitiva, conlleve asociado el derecho del 
ciudadano afectado a obtener una legítima indemnización. 
 
 
A. La valoración del suelo rural sujeto a especial protección. 
 
Toda consideración sobre las repercusiones económicas de la protección del 
territorio debe partir del valor que se asigne al suelo rural en general y al 
especialmente protegido en particular, para así poder analizar inicialmente la 
incidencia que la declaración administrativa de esta naturaleza presenta sobre 
los intereses económicos de los terceros afectados1557. En concreto, dado el 
actual sistema constitucional de distribución de competencias, sobre esta 
cuestión debemos atender a lo dispuesto en la vigente normativa estatal, que 
se contiene en el Título V del TRLS2015, en cuyo artículo 34 se indica que las 
valoraciones del suelo, instalaciones, construcciones y edificaciones, así como 
los derechos constituidos sobre o en relación con ellos, se rigen por lo 
dispuesto en esta normativa cuando tengan por objeto la verificación de las 
operaciones de reparto de beneficios y cargas u otras precisas para la 
ejecución de la ordenación territorial y urbanística en las que la valoración 
determine el contenido patrimonial de facultades o deberes propios del derecho 
de propiedad, en defecto de acuerdo entre todos los sujetos afectados. A su 
vez, también regirá la fijación del justiprecio en la expropiación, cualquiera que 
sea la finalidad de ésta y la legislación que la motive; la fijación del precio a 
pagar al propietario en la venta o sustitución forzosas; y, finalmente, la 
determinación de la responsabilidad patrimonial de la Administración Pública.  
 
                                               
1557 Cfr. BULLEJOS CALVO, Carlos y ORTEGA MARTÍN, Eduardo (2012). 
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Por lo tanto, debemos concluir que la valoración del suelo delimitada conforme 
a esta normativa se aplica en todos los supuestos en los que participan 
poderes públicos en interacción con los propietarios del suelo o, dicho de otro 




1. Sistema de valoración del suelo rural a efectos administrativos. 
 
Con respecto al suelo rural1558, el artículo 36 del TRLS2015 dispone que los 
terrenos deberán ser tasados mediante la capitalización de la renta anual real o 
potencial, atendiendo al rendimiento de uso, de la explotación según su estado 
en el momento al que deba entenderse referida la valoración. El valor del suelo 
rural así obtenido podrá ser corregido al alza en función de factores objetivos 
de localización, como la accesibilidad a núcleos de población o a centros de 
actividad económica o la ubicación en entornos de singular valor ambiental o 
paisajístico, cuya aplicación y ponderación deberá ser justificada en el 
correspondiente expediente de valoración. 
 
Por su parte, las edificaciones, construcciones e instalaciones, cuando deban 
valorarse con independencia del suelo, se tasarán por el método de coste de 
reposición según su estado y antigüedad en el momento al que deba 
entenderse referida la valoración y finalmente, las plantaciones y los 
sembrados preexistentes, así como las indemnizaciones por razón de 
arrendamientos rústicos u otros derechos, se tasarán con arreglo a los criterios 
de las Leyes de Expropiación Forzosa y de Arrendamientos Rústicos1559. 
   
                                               
1558 Conforme a la nomenclatura de la normativa estatal. 
1559 Este artículo es objeto de desarrollo por la disposición adicional séptima del propio 
TRLS2015 y por los artículos 7 y siguientes del Real Decreto 1492/2011, de 24 de octubre, por 
el que se aprueba el Reglamento de Valoraciones de la Ley de Suelo. Entre éstos cabe 
destacar el contenido del artículo 17, que regula el factor de corrección por localización y en el 
que se determinan los parámetros para calcular los elementos que lo integran, destacando el 
factor de corrección u3 que hace referencia a la situación del suelo rural en entornos de singular 
valor ambiental o paisajístico. 
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De esta descripción legal se concluye que el suelo rural, definido por el 
TRLS2015 como todo aquel suelo que no ha sido sometido al proceso de 
transformación urbanística, por lo que en esta categoría debemos incluir los 
clasificados urbanísticamente como rústicos o no urbanizables, debe ser objeto 
de valoración conforme a los parámetros de su uso real o potencial 
(aprovechamiento o renta) y su cuantía solo será modulable por la aplicación 
de un concreto factor de localización, que básicamente deriva de la aplicación 
de algunos elementos relativos a sus particulares circunstancias, tanto físicas 
como jurídicas, para lo que se disponen determinados parámetros específicos 
de utilización, pudiendo destacar de entre los mismos el de su inclusión en 
entornos de singular valor ambiental o paisajístico. Esta afirmación de la norma 
estatal supone que la localización del suelo en entornos protegidos 
determinará, con carácter general, un aumento del importe de valoración del 
terreno, aplicable a todo proceso por el que éste tenga que ser calculado en 
procesos de naturaleza administrativa, incluidos los casos de su expropiación o 
venta forzosa1560. 
 
No obstante, el propio artículo 36 del TRLS2015, en su punto segundo, 
introduce una matización muy importante sobre el proceso de valoración del 
suelo rural y que deriva de la reforma introducida en esta materia con la 
aprobación de la ley estatal de 2007. El citado artículo 36.2 determina 
expresamente que en ningún caso podrán considerarse expectativas derivadas 
de la asignación de edificabilidades y usos por la ordenación territorial o 
urbanística que no hayan sido aún plenamente realizadas. Con esta afirmación 
                                               
1560 El Tribunal Constitucional mediante la citada Sentencia de 11 de septiembre de 2014, anuló 
el inciso "hasta un máximo del doble" que contenía la anterior redacción de este artículo, al 
estimar que: “…Así, la Disposición adicional séptima del Texto Refundido autoriza que el tipo 
normal de capitalización de la renta anual real o potencial de la explotación a que se refiere su 
artículo 23.1 pueda ser corregido -a través de la Ley de Presupuestos Generales del Estado en 
la redacción original de 2008, o mediante desarrollo reglamentario en la redacción vigente- 
cuando el resultado de las valoraciones se aleje de forma significativa respecto de los precios 
de mercado del suelo rural sin expectativas urbanísticas. Es así como la norma impugnada 
permite corregir al alza el valor obtenido por la capitalización real o potencial de la renta en 
función de factores objetivos de localización del terreno. No obstante, respecto de dichos 
factores, el art. 23.1 prevé un máximo o límite a la corrección de la valoración del suelo, que 
incorpora un tope máximo fijo que no se halla justificado, que puede resultar inadecuado para 
obtener en esos casos una valoración del bien ajustada a su valor real y que, en consecuencia, 
puede impedir una determinación de la indemnización acorde con la idea del proporcional 
equilibrio, razones por las cuales el inciso "hasta el máximo del doble" del párrafo tercero del 
art. 23.1.a) ha de reputarse contrario al art. 33.3 CE”. 
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normativa se ha de entender que la posible (o incluso real, en el caso de los 
suelos urbanizables no desarrollados) aptitud del suelo para albergar futuros 
procesos urbanizadores no debe ponderarse al valorar los suelos rurales, al 
menos para las valoraciones que hemos denominado anteriormente como 
“administrativas”.  
 
Como afirma GUTIÉRREZ COLOMINA1561 esta determinación fue una de las 
reformas más importantes que se introdujo con la nueva regulación estatal del 
suelo de 2007 y sucesivamente refundida hasta el actual TRLS2015. A 
diferencia de anteriores normativas en las que la valoración del suelo tenía 
como base la clasificación urbanística del terreno y, por lo tanto, se 
consideraba principalmente su destino y no su situación actual, la vigente 
normativa estatal establece como elemento caracterizador de la valoración la 
situación real del terreno, evitando incluir en la misma elementos o 
circunstancias no presentes en la realidad material del suelo, incluidas las 
meras expectativas generadas por la acción de los poderes públicos.    
 
Sobre esta consideración normativa se pronuncia la STS de 20 de noviembre 
de 2015 (Sala 3ª, sec. 6ª, rec. 1463/2014. Ponente HUERTA GARICANO, EDJ 
2015/213406), al indicar expresamente (FD 1º):  
 
“En palabras del Tribunal Constitucional en su Sentencia 141/2014, de 
11 de septiembre: "La actual opción del legislador, de desligar 
definitivamente la valoración de la clasificación del suelo, persigue, por 
otra parte, tal y como se explica en la exposición de motivos de la Ley, 
paliar la especulación, en línea con el mandato constitucional ex art. 47 
CE, y lograr que la valoración se lleve a cabo conforme a lo que hay y 
no a lo que dice el plan que puede llegar a haber en un futuro incierto, a 
cuyos efectos la ley distingue dos situaciones: la de suelo rural, que es 
aquel que no está funcionalmente integrado en la trama urbana, y la de 
suelo urbanizado, que es el que ha sido efectiva y adecuadamente 
transformado por la urbanización. Ambos se valoran, como sigue 
razonando la exposición de motivos, conforme a su naturaleza, siendo 
así que sólo en el segundo dicha naturaleza integra su destino 
urbanístico, porque dicho destino ya se ha hecho realidad". Este cambio 
-dice nuestra Sentencia de 16 de octubre de 2015, casación 245/14 - 
"también afecta a los suelos que se destinen o por los que vayan a 
discurrir infraestructuras y servicios públicos de interés general 
supramunicipal (…) dado que ya no es posible valorar el suelo rural 
                                               
1561 GUTIÉRREZ COLOMINA, Venancio (2008, págs. 354 y ss.). 
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como si estuviera "de facto" urbanizado y contase con todos los 
servicios urbanísticos necesarios, por el hecho de que transcurra una 
infraestructura supramunicipal, con independencia de sus 
características y su integración en el planeamiento municipal". 
    
A todo lo expuesto debemos añadir la alusión que la propia norma estatal 
contiene en la disposición adicional séptima del TRLS2015, por la que se viene 
a legitimar una corrección adicional sobre el método de capitalización de rentas 
establecido para valorar los suelos rurales, disponiendo que esta capitalización 
podrá ser modulada aplicando un coeficiente corrector en función del tipo de 
cultivo, explotación o aprovechamiento del suelo, cuando el resultado de las 
valoraciones se aleje de forma significativa respecto de los precios de mercado 
del suelo rural sin expectativas urbanísticas. Con esta alusión el legislador 
estatal parece pretender que el suelo rural, a los efectos prevenidos en la 
propia normativa, sea valorado conforme a parámetros similares a los que en 
cada caso maneje el mercado, pero sin que ello suponga incorporar a la 
valoración las posibles expectativas urbanísticas no realizadas, que sin 
embargo con anteriores regulaciones eran incluidas e, incluso, reconocidas 
judicialmente. 
 
Esta alusión ha sido objeto de crítica por autores como BARREDA 
BARBERÁ1562 al estimar, por una parte, que la referencia al valor de mercado 
fuera de toda expectativa urbanística parece bastante complicada de alcanzar, 
debido a que se elimina del cálculo de la valoración un elemento que en el 
sector privado caracteriza toda consideración del suelo a efectos de determinar 
su valor de transacción. Por otra parte, expone que esta alusión a las 
expectativas urbanísticas tampoco se realiza de forma totalmente correcta, 
puesto que la voluntad de excluirlas de todo proceso de valoración 
administrativa del suelo que recoge el TRLS2015 puede quedar en parte 
mediatizada por la consideración de algunos de los elementos integrantes del 
factor de localización, que pueden incorporar o comprender de forma 
tangencial algunas de estas expectativas.  
 
                                               
1562 Op. cit. (2008, págs. 297 y ss.). 
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En apoyo de esta última consideración el autor invoca algunas Sentencias del 
Tribunal Supremo que, si bien derivadas de la aplicación de la normativa 
estatal anterior a 2007, incluyen dentro del elenco de expectativas urbanísticas 
a considerar dentro de la valoración del suelo una razonable previsibilidad de 
que, en un tiempo significativo y en términos económicos, el terreno vaya a ser 
incorporado al proceso urbanizador (STS de 26 de octubre de 2006, entre 
otras). En similares términos se expresa GUTIÉRREZ COLOMINA al entender 
que con la introducción de estos factores de corrección de la valoración del 
suelo rural, el legislador estatal trata de asimilar algunos criterios valorativos 
que ya ha reconocido la jurisprudencia y que, aunque se quiera negar, se 
dirigen a incorporar algún tipo de expectativa urbanística, sobre todo en los 
casos de los suelos sometidos a procesos expropiatorios1563.  
 
En este sentido, es imprescindible aludir a la reciente STS de 18 de mayo de 
2018 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 160/2017. Ponente OLEA GODOY, 
ECLI:ES:TS:2018:1824), en la que el Alto Tribunal analiza la situación creada 
tras la declaración de inconstitucionalidad del punto a) del artículo 25.2 del Real 
Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, que se corresponde con el actual 
artículo 38.2 del TRLS2015. Esta situación deriva de la STC 218/2015, de 22 
de octubre (LA LEY 8457/2008), por la que se declaró inconstitucional el 
apartado por el que se contemplaba la indemnización por impedir el ejercicio de 
la facultad de participar en la actuaciones de nueva urbanización o alterar sus 
condiciones, cifrada en el resultado de aplicar el mismo porcentaje que 
determinara la legislación sobre ordenación territorial y urbanística para la 
participación de la comunidad en las plusvalías, a la diferencia entre el valor del 
suelo en su situación de origen y el valor que le correspondería si estuviera 
terminada la actuación. En el caso planteado ante el Tribunal Supremo, se 
somete a su consideración la aplicación de la anterior doctrina jurisprudencial 
de los “sistemas generales que crean ciudad”, como criterio de aplicación para 
la valoración de un suelo rural expropiado para construir una estación 
depuradora de aguas residuales, ante la anulación del supuesto indemnizatorio 
derivado de la imposibilidad de la participación del terreno en actuaciones 
                                               
1563 Op. cit. (2008, pág. 366).  
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urbanizadoras, pero ser utilizado para la instalación de sistemas generales para 
los entornos urbanos colindantes.  
 
Tras analizar la cuestión conforme a la situación actual, el Alto Tribunal ratifica 
la decisión de la Sala del TSJ de Castilla-La Mancha que en 2016 determinó la 
improcedencia de asumir de nuevo esa doctrina jurisprudencial para el caso 
planteado, y ello debido a que la misma no cabe en la actual consideración 
legal por la que solo pueden valorarse los suelos conforme a su situación real, 
rural o urbanizada. En este caso la Sala asume que existe un vacío normativo 
ante la eliminación del supuesto indemnizatorio contenido en el precepto 
declarado inconstitucional, pero con ello no puede pretenderse la aplicación de 
la doctrina de los sistemas generales que crean ciudad, porque la misma partía 
de una situación de hecho por la que un suelo era discriminado frente a otros, 
lo que no puede asumirse en la situación actual en la que se parte de la 
valoración del suelo en su realidad material real y no potencial.    
 
En cualquier caso, por todo lo expuesto parece evidente que con la actual 
redacción de la normativa estatal sobre valoración del suelo rural, a estos 
efectos la declaración administrativa por la que se determine la especial 
protección de un terreno no va a posibilitar la exigencia de compensación 
alguna por sus titulares en una posterior valoración del terreno, no solo porque 
esa contingencia ya se encuentra expresamente recogida en la formulación de 
los factores de corrección de las valoraciones del terreno, sino 
fundamentalmente, por esta exigencia legal de excluir de los procesos de 
valoración toda expectativa o aspiración asociada a futuras actuaciones 
urbanizadoras o de naturaleza similar. 
 
 
2. La aplicación de factores de corrección en la valoración del suelo rural. 
 
Sobre esta cuestión cabe hacer otra consideración añadida a lo expuesto hasta 
ahora, relativa al ámbito al que alcanzan los valores o elementos por los que un 
determinado suelo protegido puede verse beneficiado por la aplicación del 
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factor objetivo de localización al que hace referencia el artículo 36.1.a) del 
TRLS2015. Según la redacción del citado artículo, uno de los factores de 
localización es la ubicación en entornos de singular valor ambiental o 
paisajístico, por lo que si ponemos en relación el contenido de este artículo con 
la relación de valores por los que los suelos pueden ser declarados 
especialmente protegidos que se contiene en el artículo 13.1 de la misma 
norma, vemos como existen una serie de elementos (culturales, históricos, 
arqueológicos y científicos) que, a priori, parecen quedar excluidos de su 
consideración como valores motivadores de la introducción del factor de 
corrección valorativa del suelo rural por su especial protección.   
 
Esta omisión fue corregida con la redacción del artículo 17.5 del citado Real 
Decreto 1492/2011, de 24 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento de 
Valoraciones de la Ley de Suelo (RVLS), en el que incluye la siguiente 
mención: 
 
“A los efectos de la aplicación del factor corrector u3, se considerarán 
como entornos de singular valor ambiental o paisajístico aquellos 
terrenos que, por sus valores ambientales, culturales, históricos, 
arqueológicos, científicos y paisajísticos, sean objeto de protección por 
la legislación aplicable y, en todo caso, los espacios incluidos en la 
Red Natura 2000”.  
 
Con la introducción de este apartado, la norma reglamentaria viene a suplir la 
inexplicable exclusión que realiza el artículo 36.1.a) de algunos de los valores 
asumidos por el propio TRLS2015 como merecedores de generar la protección 
especial del suelo, y cuya omisión podría generar dudas respecto a su 
consideración efectiva a la hora de aplicar el factor de corrección definido 
legalmente para la valoración del suelo rural. Entiendo que esta corrección ha 
sido muy oportuna y, sin duda, necesaria, debido a que la diferencia de criterio 
contenida en un mismo texto legal puede generar una comprensible duda 
razonable sobre la voluntad del legislador, pudiendo asumir (aunque 
ciertamente se antoja difícil de entender) que se determinara la discriminación 
positiva de algunos valores del suelo sobre otros, cuando en todos los casos se 
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entiende que son potencialmente generadores de la especial protección de un 
territorio concreto1564. 
 
Lo cierto es que a partir de la entrada en vigor de esta ampliación normativa del 
espectro de valores del suelo susceptibles de ser considerados 
específicamente en los procesos de valoración administrativa y conforme a los 
criterios integradores que se han sostenido durante el presente trabajo, 
considero que en su formulación pueden entenderse incluidos todos los valores 
de características y condiciones similares a los enumerados por la regulación 
estatal, aunque en las normativas autonómicas se presenten conforme a otra 
nomenclatura o definición. De hecho, incluso el propio texto reglamentario 
incluye expresamente a los suelos incluidos dentro de la Red Natura 2000, con 
lo que extiende su aplicación a terrenos que, en algunos casos, no se 
encuentren dentro de ámbitos de especial protección conforme al planeamiento 
aplicable, como puede ser el caso de los declarados como LIC no incorporados 
al mismo de forma efectiva.  
 
Pero independientemente de lo anterior, en relación con la regulación actual de 
los valores considerados a la hora de valorar el suelo rural protegido, se echa 
en falta alguna alusión (aunque ésta fuera realizada de forma genérica) a 
algunos otros tipos de elementos que pueden determinar la especial protección 
del suelo y, con ello, disminuir sus aptitudes urbanísticas sin que a efectos de 
valoración se vean compensados (al menos conforme a la literalidad de la 
norma estatal vigente) con la aplicación del factor de objetivo de corrección 
correspondiente. Entre estos casos cabe destacar el que afecta a los suelos en 
los que se aprecian riesgos naturales o tecnológicos, supuestos sobre los que 
la generalidad de la normativa urbanística establece la obligación (o al menos 
la posibilidad) de que sean incluidos en ámbitos de especial protección y que, 
como se ha indicado, en la literalidad de la normativa estatal sobre 
valoraciones se encuentran excluidos de los elementos de corrección valorativa 
                                               
1564 A esta conclusión se puede añadir la dificultad asociada que se podría generar durante el 
proceso de valoración, al tener que distinguir dentro de las categorías de suelos protegidos que 
pudiera establecer cada normativa urbanística en concreto, las que contuvieran 
específicamente los reducidos valores por los que se podría aplicar este concreto factor de 
corrección en la valoración del suelo rural.  
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dispuestos para otras situaciones, que si bien son diferentes en cuanto a la 
motivación por la que se encuentran sometidos a especial protección, son 
similares a efectos de las repercusiones derivadas de su consideración legal. 
 
Entiendo que tanto esta situación, como otras sustancialmente iguales que 
pudieran producirse en la práctica, en caso de materializarse generarían un 
evidente agravio comparativo entre los distintos titulares de suelos protegidos, 
puesto que las condiciones inherentes al suelo deben ser objeto de valoración 
en la estimación general de las condiciones del terreno, pero los factores de 
corrección deberían ser equivalentes en casos en los que la determinación 
legal de las distintas situaciones de los suelos, y su aplicación práctica, también 
lo son.  
 
A la anterior crítica debe añadirse la que, en mi opinión, también se genera con 
la aplicación de los denominados “coeficientes de ponderación” que establece 
el artículo 17.5 del RVLS, que son los factores encargados de modular los 
elementos fijos del factor de corrección u3 específicamente destinado a los 
suelos protegidos1565. En concreto, el citado artículo dispone: 
 
“El coeficiente de ponderación, p, deberá determinarse sobre la base de 
criterios objetivos de acuerdo con los valores reconocidos a los terrenos 
objeto de la valoración en los instrumentos de ordenación urbanística y 
territorial o, en su caso, en las redes de espacios protegidos. Estará 
comprendido entre unos valores de 0 y 2, y atenderá a los valores y 
cualidades del entorno, siendo mayor cuanto mayor sea su calidad 
ambiental y paisajística o sus valores culturales, históricos, 
arqueológicos y científicos. 
 
El coeficiente de ponderación, t, se aplicará únicamente cuando se 
acredite que, según los instrumentos de ordenación territorial y 
urbanística, en los terrenos se permite un régimen de usos y actividades 
diferentes a los agropecuarios o forestales que incrementan el valor. 
Estará comprendido entre unos valores de 0 y 7, y atenderá a la 
influencia del concreto régimen de usos y actividades en el incremento 
del valor del suelo sin consideración alguna de las expectativas 
urbanísticas, siendo mayor cuanto mayor sea tal influencia”.      
 
                                               
1565 La expresión que el RVLS determina para la aplicación del factor de corrección es u3 = 1,1 
+ 0,1 x (p + t). 
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Si analizamos el primero de los coeficientes (denominado “p”), y dado que 
ambos funcionan en sentido positivo, podemos comprobar como la mayor 
entidad de los valores protegidos debe suponer un aumento del coeficiente 
que, en definitiva, va a determinar una corrección positiva al alza del valor final 
resultante. Sin embargo, en el caso del coeficiente “t”, se le otorga mayor valor 
en tanto que el suelo ostente un mayor ámbito de usos autorizables sobre los 
naturalmente presentes en los suelos rurales, con lo que de facto se reconocen 
los posibles aprovechamientos alternativos del suelo a efectos de 
valoración1566.  
 
Esta específica consideración de los términos del factor de corrección, aunque 
conforme a la teoría económica sea perfectamente entendible al otorgar una 
mayor valoración al suelo que presenta un mayor interés urbanístico o 
ambiental (y además por este orden), sin embargo, a mi juicio no cumple con 
los requisitos que deben exigirse a un factor de corrección establecido 
expresamente para valorar de forma específica la ubicación del terreno en 
entornos especialmente protegidos, y ello por el mismo argumento expuesto 
anteriormente, al estimar que mediante la aplicación de este factor deberían 
equipararse las situaciones que son sustancialmente iguales a efectos legales 
(suelos protegidos)1567.  
 
Conforme a esta interpretación y siguiendo su razonamiento lógico, entiendo 
que se deberían incluir los criterios de valor real del suelo en su consideración 
principal y, en cuanto a tales, deberían estimarse sus aptitudes urbanísticas por 
encima de los usos tradicionales del suelo rural. Que el legislador no haya 
incluido esta consideración dentro de la estimación del valor conforme al 
método de capitalización de rentas es, sin duda, producto de su intención de 
evitar nominalmente toda expectativa urbanística dentro del proceso, aunque 
                                               
1566 Además, con mayor valor intrínseco que el otorgado a la calidad de los valores del territorio, 
puesto que la diferencia numérica del valor asignado en uno u otro caso es muy evidente (2 
sobre 7). 
1567 Incluso, cabe añadir, entiendo procedente que este “factor de corrección” valorara en 
mayor medida las limitaciones derivadas de la especial protección del suelo, al contrario de lo 
que se recoge en la formulación de la norma vigente, y ello en función del valor ambiental que 
pudiera considerarse en el mismo, asumido en función del interés general que subyace de esta 
declaración administrativa. 
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como hemos visto se vienen a reconocer implícitamente dentro del factor de 
corrección.     
 
En definitiva, se puede concluir que este factor de corrección específico 
debería primar o ponderar las limitaciones impuestas por la protección del 
suelo a sus titulares, máxime en situaciones donde éstas alcanzan un grado 
superlativo, como son los casos de los terrenos incluidos en espacios naturales 
protegidos, cuya declaración de utilidad pública asociada a su consideración 
ambiental conforme dispone el artículo 40 de la LPNYB, suele propiciar la 
expropiación de los terrenos como única salida airosa de sus titulares ante la 
vinculación que sobre los mismos presenta su situación legal. Al contrario, 
estimo que para el reconocimiento de las aptitudes del suelo por encima de los 
usos rurales, lo correcto sería introducir un nuevo factor de corrección 
específico, aunque eso fuera reconocer de forma algo más expresa que en la 
valoración del suelo rural se ha de estimar un cierto grado de expectativa sobre 
el mismo.  
 
Esta conclusión se extrae igualmente de recientes resoluciones judiciales, 
como es la STSJ de Castilla y León de 22 de febrero de 2019 (Sede de Burgos, 
Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 94/2017. Ponente 
ALONSO MILLÁN, EDJ 2019/520630), que en estricta aplicación del RVLS 
entiende aplicable el factor de localización u3 únicamente en la valoración de 
terrenos incluidos en ámbitos especialmente protegidos por la legislación 
sectorial aplicable, con lo que excluye no solo los que se encuentren fuera de 
estos ámbitos aunque se ubiquen en zonas colindantes, sino también los 
protegidos por normas o instrumentos de alcance territorial. La primera de las 
cuestiones apuntadas entiendo que es perfectamente asumible conforme a la 
exigencia legal y reglamentaria para la aplicación del factor de localización, 
debiendo entender con la Sala que solo los terrenos incluidos en las zonas 
delimitadas por la presencia de los valores protegidos, pueden ser beneficiados 
con la aplicación de la corrección de la valoración. Esta interpretación ha sido 
avalada igualmente por otros Tribunales Superiores de Justicia, pudiendo 
destacar como ejemplo la STSJ de Cataluña de 24 de octubre de 2011 (EDJ 
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2018/601054) o la STSJ de Extremadura de 20 de noviembre de 2018 (EDJ 
2018/673978). Con ello, implícitamente se viene a reconocer que no deberían 
considerarse en este factor otros elementos que no fueran los estrictamente 
derivados del régimen de protección.  
 
Al contrario, estimo excesivamente rigurosa y restrictiva la segunda de las 
consideraciones asumidas por la interpretación de la Sala castellanoleonesa, 
debido a que estima fuera de la aplicación de este factor de corrección a 
terrenos que, en mi opinión, también tienen su protección reconocida por 
norma legal, como entiendo que son los protegidos por la planificación que se 
realiza en aplicación de la normativa vigente. En este sentido, entiendo que la 
recta interpretación tanto del artículo 36.1.a) del TRLS2015 como del 17.5 del 
RVLS no restringe los ámbitos legislativos por los que se identifiquen los suelos 
protegidos, aunque utilice una expresión ciertamente mejorable.   
 
Para finalizar este apartado relativo a la valoración del suelo rural, entiendo 
procedente realizar una breve alusión a la consideración de los elementos que, 
aunque no vengan contemplados en la valoración del suelo, sin embargo sean 
compatibles con los usos o rendimientos considerados para su valoración. 
Conforme dispone expresamente el artículo 18 del RVLS, las construcciones, 
edificaciones o instalaciones ubicadas en los suelos rurales deberán ser objeto 
de valoración independiente a la del terreno en el que se ubican, siempre que 
se acredite su consideración de mejoras permanentes, entendiendo por tales 
las que no hayan participado en modo alguno en la obtención de las rentas 
consideradas en la valoración del suelo ni, por otra parte, fueran susceptibles 
de generar rentas de explotación. 
 
 
B. La exigencia de responsabilidad administrativa derivada de la 
protección del suelo.  
   
Además de los efectos que la declaración de especial protección de un 
determinado suelo presenta sobre su valoración, en términos económicos se 
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plantea la cuestión relativa a la posible exigencia por parte de los titulares de 
los terrenos afectados de una compensación en atención al perjuicio que 
directamente sufren en sus intereses, debido a la nueva consideración legal de 
su propiedad y, en concreto, por el aumento de las cargas que para ellos 
conlleva esta situación. Esta cuestión debe considerarse como un supuesto 
específico incluido dentro de lo que se ha denominado tradicionalmente como 
la “responsabilidad administrativa por el ejercicio de las potestades 
urbanísticas”, concepto en el que se incluirían los supuestos por los que las 
decisiones de la Administración sobre ordenación territorial o urbanística 
determinarían la necesidad de indemnizar a las personas afectadas en sus 
derechos o intereses legítimos.  
 
A juicio de CORRAL GARCÍA y SÁNCHEZ GOYANES1568 la materia de los 
supuestos indemnizatorios, y en concreto la derivada de las decisiones sobre 
las potestades urbanísticas, encaja plenamente en el régimen de la 
responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas atribuida por la 
propia Constitución Española de 1978. En concreto, la cuestión de fondo se 
centra en dilucidar en qué casos las decisiones de los poderes públicos se 
encuentran incluidas dentro del ejercicio de sus competencias y, al suponer 
decisiones de ámbito general, los titulares de los terrenos afectados deben 
asumirlas en aplicación de lo dispuesto en el artículo 45 de la CE1978, en 
relación con los principios de utilización racional de los recursos naturales y la 
solidaridad colectiva.  
 
En sentido contrario, del mismo modo se deben delimitar los supuestos en los 
que las decisiones administrativas suponen una suerte de vinculaciones 
singulares, establecidas por encima de los anteriores principios, con lo que se 
entraría dentro del ámbito del artículo 33.3 de la CE1978, por el que nadie 
puede ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de 
utilidad pública o interés social, mediante la correspondiente indemnización y, 
en todo caso, en los supuestos autorizados expresamente por la normativa 
vigente. 
                                               
1568 CORRAL GARCÍA, Esteban y SÁNCHEZ GOYANES, Enrique (2009). 
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1. La responsabilidad administrativa por el ejercicio de las potestades públicas 
de ordenación territorial. 
 
Como indica GUTIÉRREZ COLOMINA1569, la legislación del suelo ha recogido 
tradicionalmente como principio general que las alteraciones de la ordenación 
urbanística no generan indemnización, y ello debido a que son las normas 
jurídicas y el planeamiento aplicable los que crean y configuran los derechos de 
aprovechamiento urbanístico de los particulares, por lo que, en consecuencia, 
no hay derechos previos que los particulares pudieran oponer frente a la 
ordenación establecida, con excepción de los supuestos previstos de forma 
expresa. 
 
Este principio de no responsabilidad administrativa por el ejercicio de las 
potestades sobre la ordenación territorial y urbanística se recoge actualmente 
en el artículo 4.1 del TRLS2015, en el que se dispone que ambas son 
funciones públicas no susceptibles de transacción que organizan y definen el 
uso del territorio y del suelo de acuerdo con el interés general, determinando 
las facultades y deberes del derecho de propiedad del suelo conforme al 
destino de éste, sin que por ello surja derecho alguno a exigir indemnización, 
salvo en los casos expresamente establecidos en las leyes. 
 
Partiendo de esta premisa legal, debemos hacer referencia a la posibilidad de 
introducir innovaciones normativas por los poderes públicos competentes en 
estas materias sin que, en la mayoría de los casos, se generen derechos de 
terceros a exigir indemnizaciones derivadas de la alteración normativa 
producida. Esta afirmación es de todo punto comprensible, debido a que la 
posibilidad de introducir cambios normativos es consustancial a todo sistema 
de poder público. Sin embargo, determinadas circunstancias pueden provocar 
que las alteraciones normativas puedan afectar a derechos de terceros de 
forma que se encuentren legitimados para reclamar las correspondientes 
indemnizaciones.  
 
                                               
1569 Op. cit. (2008, pág. 372). 
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Estos casos son los definidos por la doctrina como los de “responsabilidad del 
estado legislador”, que aunque avalados expresamente por la propia 
jurisprudencia tanto del Tribunal Constitucional como del Supremo, su 
operatividad es ciertamente muy limitada, debido a que para que se produzca 
en la práctica deben concurrir unas circunstancias muy concretas y específicas. 
SÁNCHEZ GOYANES1570 condensa la doctrina constitucional sobre esta 
cuestión al afirmar que se genera responsabilidad del legislador, en primer 
lugar, en los casos en los que la aplicación de actos legislativos no 
expropiatorios se provoquen daños que los particulares no tengan el deber de 
soportar y así lo establezcan los propios actos legislativos, en los términos que 
éstos especifiquen. En segundo lugar, se genera igualmente responsabilidad 
del legislador, cuando en la aplicación de actos legislativos no expropiatorios se 
provoquen daños que los particulares no tengan el deber de soportar, conforme 
a los criterios generales del ordenamiento sobre responsabilidad patrimonial. 
Esta segunda posibilidad deriva de la propia afirmación jurisprudencial por la 
que se estima que la omisión en la nueva normativa de una cláusula de 
responsabilidad por daños no impide la exigencia de la correspondiente 
indemnización, a interponer en última instancia ante los órganos 
jurisdiccionales del orden contencioso-administrativo. 
 
Lo anterior puede extenderse a la potestad innovadora del planeamiento por la 
Administración, que a su vez procede directamente de la naturaleza 
reglamentaria de los planes y de la necesidad de su adaptación a las nuevas 
exigencias y realidades. Esta potestad tiene también su base en el ius variandi 
indiscutido por la jurisprudencia del Tribunal Supremo (entre otras, STS de 24 
de febrero y STS 4 de mayo de 1990), que surge de la necesidad de 
adaptación de los instrumentos de planeamiento a las cambiantes realidades y 
exigencias sociales, aunque por el contrario también es la causa, origen y 
fundamento de la mayor parte de las posibles indemnizaciones1571, debido a 
que el sistema de actuación administrativa en materia de la ordenación 
territorial y del urbanismo, determina que, con carácter general, las mayores 
                                               
1570 SÁNCHEZ GOYANES, Enrique (2004-c, pág. 10/15 ed. el.). 
1571 Cfr. CORRAL GARCÍA, Esteban y SÁNCHEZ GOYANES, Enrique, op. cit. (2009). 
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afecciones sobre los derechos de los terceros deriven de los procesos de 
planificación, al ser los instrumentos donde se plasman sobre el terreno las 
exigencias formuladas en términos genéricos por la normativa aplicable1572. 
 
Con arreglo a lo expuesto, la normativa estatal ha venido reconociendo las 
excepciones al principio general de no responsabilidad por las actuaciones de 
los poderes públicos, estableciendo los supuestos en los que las éstas podrían 
generar el derecho a que los afectados sean indemnizados por las lesiones 
patrimoniales que pudieran derivarse de ellas. Como afirma ATXUKARRO 
ARRUABARRENA1573 la regulación de este supuesto no ha variado desde el 
TRLS1976, pudiendo reconocer las referencias a esta materia en la normativa 
estatal, enunciadas de forma similar en los artículos 87.3 del TRLS1976, 239 
del TRLS1992, 43 del LRSV98 y 35.b) del TRLS2008. En la actualidad, los 
supuestos indemnizatorios de naturaleza urbanística se recogen en el artículo 
48 del TRLS20151574.  
  
                                               
1572 La excepción a esta afirmación se encuentra en las afecciones sobre derechos de terceros 
que pueden generarse directamente por disposiciones normativas específicas, como son los 
casos de los espacios naturales protegidos, cuya sola delimitación ya produce unas 
consecuencias directas sobre los terrenos incluidos en los mismos, aunque también deban ser 
objeto de planificación como se ha expuesto anteriormente. 
1573 ATXUKARRO ARRUABARRENA, Iñaki (2017-b). 
1574 “Dan lugar en todo caso a derecho de indemnización las lesiones en los bienes y derechos 
que resulten de los siguientes supuestos: 
a) La alteración de las condiciones de ejercicio de la ejecución de la urbanización, o de las 
condiciones de participación de los propietarios en ella, por cambio de la ordenación territorial o 
urbanística o del acto o negocio de la adjudicación de dicha actividad, siempre que se produzca 
antes de transcurrir los plazos previstos para su desarrollo o, transcurridos éstos, si la 
ejecución no se hubiere llevado a efecto por causas imputables a la Administración. Las 
situaciones de fuera de ordenación producidas por los cambios en la ordenación territorial o 
urbanística no serán indemnizables, sin perjuicio de que pueda serlo la imposibilidad de usar y 
disfrutar lícitamente de la construcción o edificación incursa en dicha situación durante su vida 
útil. 
b) Las vinculaciones y limitaciones singulares que excedan de los deberes legalmente 
establecidos respecto de construcciones y edificaciones, o lleven consigo una restricción de la 
edificabilidad o el uso que no sea susceptible de distribución equitativa. 
c) La modificación o extinción de la eficacia de los títulos administrativos habilitantes de obras y 
actividades, determinadas por el cambio sobrevenido de la ordenación territorial o urbanística. 
d) La anulación de los títulos administrativos habilitantes de obras y actividades, así como la 
demora injustificada en su otorgamiento y su denegación improcedente. En ningún caso habrá 
lugar a indemnización si existe dolo, culpa o negligencia graves imputables al perjudicado. 
e) La ocupación de terrenos destinados por la ordenación territorial y urbanística a dotaciones 
públicas, por el período de tiempo que medie desde la ocupación de los mismos hasta la 
aprobación definitiva del instrumento por el que se le adjudiquen al propietario otros de valor 
equivalente…”. 
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Como apreciación inicial cabe indicar que, aunque estos supuestos 
indemnizatorios se formulan con carácter específico con respecto a la materia 
que nos ocupa, lo cierto es que no son exclusivos dentro de esta disciplina, 
debido a que en todo supuesto de lesión ocasionada a un particular por la 
Administración en el ámbito de la ordenación territorial o urbanística, y en el 
que concurran el resto de requisitos exigidos por la normativa vigente, 
procederá la exigencia de responsabilidad administrativa, y ello aunque no se 
encuentre recogido el supuesto dentro de los específicamente establecidos en 
el TRLS20151575. 
 
Pero centrándonos en los supuestos que, conforme al artículo trascrito, podrían 
ser invocados como motivos específicos para sustentar una reclamación frente 
a la declaración de especial protección de un territorio, en principio parece que 
se podrían concentrar en dos fundamentalmente, relativos a los cambios en la 
ordenación territorial o urbanística sobrevenida frente a la situación previa y, en 
segundo lugar, a las vinculaciones singulares que excedan de los deberes 
legalmente establecidos. En ambos supuestos los condicionantes exigibles 
para que pudieran prosperar las posibles reclamaciones presentan unos 
perfiles similares, que es preciso analizar de forma específica. 
 
 
2. Supuestos legales de responsabilidad administrativa. 
 
El primero de los supuestos apuntados es el que de forma más evidente puede 
fundamentar una reclamación ante la Administración Pública, mediante la 
alegación de los perjuicios patrimoniales sufridos por el acuerdo expreso por el 
que se declare la especial protección de un territorio y, en concreto, por los 
efectos derivados de su aprobación. Evidentemente, toda nueva declaración de 
especial protección de un territorio supone una alteración de la ordenación a 
nivel territorial o urbanístico, que conlleva una nueva delimitación de los usos 
atribuidos previamente al suelo incluido en la declaración y que, con toda 
                                               
1575 Cfr. GUTIÉRREZ COLOMINA, Venancio (2008, pág. 373). 
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seguridad, conlleva una disminución de las aptitudes urbanísticas del suelo con 
la consiguiente repercusión patrimonial.  
 
En el segundo de los casos citados, la cuestión se centra en determinar si la 
declaración de especial protección de un suelo concreto pudiera suponer una 
vinculación superior a los deberes legalmente establecidos, sobre todo si el 
mantenimiento de los espacios protegidos conlleva unas cargas muy elevadas 
unidas a las inevitables restricciones de usos autorizables1576. Aunque este 
supuesto puede darse de forma efectiva en la práctica1577, su aplicación 
individualizada normalmente va a venir asociada a determinaciones concretas y 
singularizadas, por lo que la exigencia de la posible responsabilidad 
administrativa derivará de los efectos asociados a éstas y no de la propia 
declaración de especial protección del suelo realizada por el planeamiento 
general. Por ello, en algunos supuestos como son las protecciones delimitadas 
por los instrumentos de ordenación territorial, se ha estimado más procedente 
este motivo de reclamación de indemnización ante la especial protección de un 
suelo, como puede apreciarse en la STSJ de Madrid de 19 de julio de 2007 
(Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 1576/2003. Ponente 
MARTÍN CORREDERA, EDJ 2007/177932), que dispone (FD 2º):  
 
“…Como no podía ser de otro modo, en la demanda se tiene presente el 
contenido legal y la interpretación llevada a cabo por el Tribunal 
Constitucional sobre la materia que nos ocupa, por lo que se pone el 
punto de apoyo de la pretensión en la afirmación de que el supuesto de 
las finca del demandante se encuentra precisamente en los supuestos 
que darían derecho a indemnización, pero, paradójicamente, no 
apoyándose tanto en el régimen propio de la Ley Autonómica, sino en la 
jurisprudencia recaída sobre los supuestos indemnizatorios en materia 
de urbanismo por modificaciones de planeamiento, aunque habrá de 
admitirse que los supuestos indemnizatorios por vinculación o 
limitaciones singulares serían los más coincidentes en el sector 
omnicomprensivo de la ordenación territorial, que incluiría a los Planes 
de Ordenación de los Recursos Naturales, como instrumentos de 
planificación medioambiental, que son en definitiva los que establecen 
la determinación de las limitaciones generales y específicas que 
                                               
1576 Un análisis crítico de la Jurisprudencia del Tribunal Supremo sobre las vinculaciones y 
limitaciones singulares derivadas de la ordenación urbanística que dan derecho a 
indemnización puede obtenerse en ATXUKARRO ARRUABARRENA, Iñaki (2017-b). 
1577 Ejemplos de ello pueden ser tanto la declaración de un suelo como espacio natural 
protegido o, incluso, la alteración de un cauce hídrico que configure nuevas líneas de 
servidumbres colaterales derivadas de la aplicación de la normativa vigente. 
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respecto de los usos y actividades hayan de establecerse en función de 
la conservación de los espacios y especies a proteger, con 
especificación de las distintas zonas en su caso”. 
 
Pero independientemente de cuestiones meramente conceptuales, el objeto de 
nuestro análisis debe ser la posible causa de indemnización derivada de la 
especial protección declarada de un suelo rural, para lo que, cualquiera que 
sea el motivo por el que se fundamente, requiere que concurran los elementos 
definidos en el artículo 32 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público. En base a esta premisa, debemos partir del 
supuesto de hecho de la existencia de una lesión en los bienes y derechos de 
un tercero, que sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los 
servicios públicos y no por causa de fuerza mayor o de daños y que, a su vez, 
el particular no tenga el deber jurídico de soportar. En todo caso, la normativa 
estatal exige que el daño alegado sea efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado con relación a una persona o grupo de personas. Estos 
principios han de concurrir de forma efectiva en los supuestos en los que se 
produzca la reclamación patrimonial ante la Administración para, en su caso, 
poder entender excepcionado el principio de no responsabilidad por el ejercicio 
de las potestades urbanísticas recogido en el citado artículo 4.1 del TRLS2015.  
 
Partiendo de estos mimbres, ha sido la jurisprudencia emanada sobre la 
cuestión la que ha ido moldeando los perfiles de esta posible responsabilidad 
administrativa, estableciendo los criterios exigibles para que los afectados por 
la declaración de protección de un territorio, o por los procesos por los que se 
determine la desclasificación de un suelo, puedan obtener la correspondiente 
indemnización por los perjuicios patrimoniales que se le hubieran irrogado.  
 
En este sentido la STS de 9 de febrero de 1999 (Sala 3ª, Sec. 6ª, rec. 
340/1993. Ponente XIOL RÍOS, EDJ 1999/1599) estima que el cambio de las 
condiciones urbanísticas de un territorio es un hecho determinante de la 
responsabilidad de la Administración. Sin embargo, la acreditación de la 
existencia de perjuicios indemnizables, especialmente cuando se considera la 
posible privación de derechos e intereses con un contenido patrimonial, radica 
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en la consideración de si los derechos o intereses de los que ha resultado 
privado el eventual perjudicado han sido incorporados realmente a su 
patrimonio, o si por el contrario constituyen meras expectativas de derecho (no 
susceptibles de consideración desde el punto de vista de su titularidad por 
quien se cree llamado a hacerlas efectivas), o incluso valores que pertenecen a 
la comunidad en su conjunto, para cuya adquisición no se han cumplido 
todavía las cargas impuestas por el ordenamiento jurídico.  
 
Conforme a esta premisa, la Sala señala expresamente en su FD 11º que sólo 
puede hablarse de una privación de derechos patrimoniales propios del 
contenido del derecho de propiedad ya incorporados en el supuesto de que el 
nuevo régimen de protección del suelo hubiera privado a su propietario de usos 
acordes con su clasificación como suelo no urbanizable -agrícolas, ganaderos, 
forestales, etc. Sin embargo, en modo alguno entiende que puede considerarse 
incorporado a su patrimonio el derecho al valor futuro desde el punto de vista 
de su explotación turística o urbanística del terreno. Como añade la SAN de 19 
de febrero de 2019 (EDJ 2019/516992), las alteraciones con incidencia 
territorial, tanto sean por determinación legal como por los distintos procesos 
de planificación, no conllevan la exigencia de indemnización si se realizan 
conforme a los parámetros establecidos por la normativa vigente, 
independientemente de los criterios que se hubieran mantenido hasta entonces 
que fueran contradictorios con los actuales, salvo que concurrieran 
efectivamente los requisitos exigidos para el nacimiento de la responsabilidad 
administrativa.  
 
Sobre esta cuestión, la STS de 26 de noviembre de 1999 (Sala 3ª, Sec. 6ª, rec. 
9375/1995. Ponente LECUMBERRI MARTÍ, EDJ 1999/44600), avalando la 
posibilidad de la exigencia de responsabilidad por la declaración de especial 
protección derivada de una norma de rango legal y en consonancia con la 
anterior, establece expresamente que la determinación de la existencia de 
perjuicios indemnizables por la posible privación de contenido patrimonial, 
radica en la valoración relativa a si los derechos o intereses de los que ha 
resultado privado el eventual perjudicado habían sido incorporados realmente a 
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su patrimonio, debido a que en caso contrario no deben generar derecho 
alguno.  
 
En aplicación de esta interpretación, la STS de 7 de noviembre de 2000 (Sala 
3ª, Sec. 6ª, rec. 4941/1994. Ponente MATEOS GARCÍA, EDJ 2000/43340), 
reconoce el derecho a indemnización por la desclasificación de un suelo, que 
pasa a ser considerado como suelo sujeto a especial protección, si bien limita 
su alcance a los derechos urbanísticos que han sido efectivamente 
patrimonializados, por haber cumplido sus titulares los deberes 
correspondientes establecidos por el planeamiento hasta entonces aplicable. 
En este sentido, la Sala concluye sobre el asunto planteado que sólo cabe 
estimar como indemnizables los honorarios correspondientes al Plan Parcial y 
al Proyecto de Urbanización aprobados, sin posible inclusión de los otros 
gastos o derechos pretendidos por los aprovechamientos urbanísticos que 
venían establecidos en la anterior ordenación, al no haber sido 
patrimonializados por la sociedad recurrente. Del mismo modo, la STSJ de 
Aragón de 18 de diciembre de 2018 (EDJ 2018/697009), asumiendo los 
postulados de la Sala Tercera del Tribunal Supremo, rechaza la indemnización 
por la pérdida de expectativas de negocio y lucro cesante, al estimar que se 
trata de perjuicios de naturaleza económica meramente eventuales e 
hipotéticos, por lo que no encajarían en el criterio admisible de responsabilidad 
administrativa antes definido. 
 
Asumiendo la misma interpretación, pero en sentido contrario, la STS de 6 de 
abril de 2005 (Sala 3ª, Sec. 6ª, rec. 7944/2000. Ponente ROBLES 
FERNÁNDEZ, EDJ 2005/40738), dispone la desestimación de la reclamación 
de daños y perjuicios derivados de la declaración de paisaje protegido de una 
zona que previamente era urbanizable. A juicio de la Sala no era procedente la 
indemnización por cambio de planeamiento al no existir derechos consolidados, 
sino meras expectativas urbanísticas no incorporadas al patrimonio efectivo de 
sus titulares. Conforme a esta consideración, el Alto Tribunal reconoce a la 
entidad recurrente el derecho a ser indemnizada por la privación de derechos o 
intereses económicos partiendo de la consideración urbanística del terreno, y 
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tales derechos o intereses económicos consolidados e incorporados a su 
patrimonio se reducen, en el caso analizado, a los gastos por la obra 
urbanizadora que realizó en la zona que posteriormente fue declarada área 
natural de especial interés.  
 
De este catálogo de resoluciones judiciales podemos concluir que, en general, 
la responsabilidad administrativa por el ejercicio de las potestades de 
ordenación territorial o urbanística requiere que la nueva realidad jurídica del 
suelo afectado haya causado un daño efectivo al titular del terreno, que debe 
entenderse por el daño causado a sus derechos e intereses presentes y no, 
como se ha expuesto, pendientes de eventos futuros que no se hayan 
producido de forma efectiva1578. Esta realidad, en caso del suelo no 
urbanizable, se presenta con mayor nitidez en los supuestos de 
desclasificación de suelos previamente considerados como aptos para 
urbanizar, en los que la inversión realmente realizada por los interesados 
deberá ser objeto de indemnización. Al contrario, en el caso de la protección de 
suelos previamente declarados no urbanizables, la aplicación de este supuesto 
se antoja mucho más complicada, salvo que los aprovechamientos no 
compatibles con el nuevo régimen de protección sean reales y efectivos o, 
cuanto menos, se hubieran instado por sus promotores. 
 
Esta realidad se expone de forma muy gráfica en ya analizada STSJ de Madrid 
de 19 de julio de 2007, en la que se viene a concluir que si las expectativas 
urbanísticas no son indemnizables, una presunta lesión expuesta de manera 
difusa y sin ofrecer criterios de evaluación asumibles de forma objetiva, impide 
en todo punto afirmar el propio presupuesto de su existencia, lo que debe 
conducir inevitablemente a su desestimación.  
 
                                               
1578 Puede también apuntarse la reciente STS de 22 de noviembre de 2018 
(ECLI:ES:TS:2018:4017), que aunque en relación con el suelo urbano, viene a concluir que 
existe una vinculación singular indemnizable cuando el propietario no puede ejercitar los usos 
urbanísticos que sí pueden ejecutar los de su entorno. Si extendemos este razonamiento al 
suelo no urbanizable, podemos concluir que la vinculación podrá venir definida por la 
disminución de usos que, sobre terrenos de configuración similar del entorno, no puedan 
autorizarse en función de la singularidad de tratamiento establecida por el planeamiento para el 
terreno afectado.  
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Esta afirmación es igualmente asumida por el Tribunal Supremo, como puede 
apreciarse en la STS de 17 de mayo de 2012 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 1178/2010. 
Ponente CALVO ROJAS, EDJ 2012/95864), en la que concluye que no ha 
lugar al recurso de casación interpuesto contra la Sentencia que declaró 
ajustado a derecho el acuerdo de aprobación definitiva del Plan especial de 
delimitación definitiva y de protección del medio natural y del paisaje del 
Parque Natural de Cabo de Creus. En este caso la Sala considera que sólo es 
posible hablar de una privación indemnizable cuando la restricción afecte a 
derechos o contenidos ya patrimonializados, lo que, tratándose de suelo no 
urbanizable, sólo puede afirmarse cuando la nueva ordenación hubiera privado 
a su propietario de unos usos acordes con su clasificación (usos agrícolas, 
ganaderos, forestales, etc.). Tal cosa no sucede en el supuesto analizado por 
el Alto Tribunal, por cuanto los mencionados usos, que son los característicos 
del suelo no urbanizable, los conserva la recurrente no obstante la especial 
protección introducida por el Plan Especial y éste respeta, además, como uso 
compatible, las viviendas unifamiliares en edificaciones preexistentes con la 
debida cobertura jurídica, no habiendo constancia de que la recurrente hubiese 
patrimonializado ningunos de esos otros usos que la nueva ordenación 
excluye, en particular el relativo a la construcción de edificaciones. 
 
A la exigencia de patrimonialización, autores como SÁNCHEZ GOYANES1579 
añaden la necesidad de la concurrencia en el supuesto de hecho del principio 
de confianza legítima, en el que se resumen los de buena fe, seguridad jurídica 
y equilibrio de las prestaciones, debido a que la jurisprudencia más reciente 
insiste en que la buena fe es tanto más exigible en este ámbito cuanto que los 
promotores urbanísticos son colaboradores de la Administración en una función 
pública como es la ejecución del planeamiento urbanístico. Por ello, debe 
existir un marco de corresponsabilidad entre los actores implicados en el 
desarrollo del planeamiento, cuya desvirtuación provoque el derecho de una de 
las partes a requerir la justa indemnización a la otra por los perjuicios que se le 
hubieran provocado. 
 
                                               
1579 Op. cit. (2004-c, pág. 11/15). 
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Por este motivo, DEL CASTILLO MORA1580 afirma que las prohibiciones de 
realización de actividades mineras en instrumentos de ordenación ambiental no 
son susceptibles de ser resarcidas a través del instituto de responsabilidad 
patrimonial, dado que no puede pretenderse, con carácter general, la 
subsunción de prohibiciones en supuestos de privaciones singulares 
indemnizables conforme a lo dispuesto en el artículo 33.3 de la CE1978. Para 
contrastar esta afirmación, el autor se refiere a la STS de 27 de septiembre de 
2016, que viene a concluir que esta decisión del planificador no supone en sí 
misma privación de propiedad alguna, ni de bienes y derechos patrimoniales, 
sino tan solo el establecimiento de las limitaciones generales y específicas que 
respecto de los usos y actividades han de establecerse como medidas 
necesarias para la conservación de los espacios naturales a proteger1581.  
 
Como en este sentido expone RENAU FAUBELL1582, con carácter general la 
limitación de los usos mineros sobre un suelo no urbanizable, salvo supuestos 
muy excepcionales, solo podrá generar derecho a indemnización en los casos 
en los que se impidan explotaciones en uso, debido a que su potencialidad no 
puede entenderse como un derecho patrimonializado salvo que se encuentre 
en ejecución. A juicio de MORENO GARCÍA1583 con esta interpretación 
jurisprudencial se mantiene la consideración prevalente la protección de los 
espacios catalogados de alto valor ambiental frente a todo tipo de actividades y 
usos antrópicas, entre las que se encuentra las extractivas de recursos 
geológicos, y ello sin perjuicio de la obligación de indemnizar a los afectados 
cuando se menoscaben derechos patrimoniales consolidados y se demuestre 
un perjuicio económico singular y efectivo. En cualquier caso, afirma este autor, 
esa prevalencia para la protección de estos lugares no habilita 
constitucionalmente para realizar prohibiciones genéricas e incondicionales de 
actividades extractivas, sin que se realice una ponderación de los intereses 
contrapuestos en cada caso concreto. 
                                               
1580 DEL CASTILLO MORA, Daniel (2016, págs. 176-177). 
1581 Salvo las limitaciones a explotaciones que se encuentren en ejecución, cuya finalización 
anticipada, en su caso, evidentemente debe ser considerado como un supuesto de 
expropiación de derechos sujeto a indemnización. 
1582 RENAU FAUBELL, Fernando (2005, págs. 170 y ss.). 
1583 MORENO GARCÍA, Javier (2015, pág. 308). 
1230





3. La responsabilidad por la declaración de espacios naturales protegidos. 
 
a. Supuestos indemnizatorios por las limitaciones impuestas al territorio. 
 
La interpretación asumida por la jurisprudencia analizada provoca el efecto 
añadido de introducir en la regulación del suelo rústico o no urbanizable la 
posibilidad de considerar a las declaraciones de especial protección como 
supuestos de actuaciones indemnizables por la vía del artículo 48.b) del 
TRLS2015, al reconocer que determinados regímenes de protección pueden 
presentar unas vinculaciones o limitaciones de carácter muy acentuado para el 
territorio afectado y, por lo tanto, su declaración puede encontrarse sometida a 
la exigencia de responsabilidad administrativa. Nos encontramos ante los 
supuestos de las denominadas normas expropiatorias de derechos, que son 
aquellas que exceden del límite constitucional de la determinación de la 
propiedad en virtud de la función social y, en este caso, ambiental al que se 
encuentra sometida, propiciando una verdadera conculcación de derechos, 
tanto de forma directa al establecer su expropiación, como de forma indirecta, 
al imponer unos gravámenes muy superiores a los citados límites aunque 
mantengan nominalmente su titularidad dominical.  
 
Como afirma SÁNCHEZ GOYANES1584, la distinción entre normas 
expropiatorias de derechos y las que llevan a cabo una mera delimitación del 
derecho de propiedad es una tarea compleja, pues no depende de la 
calificación dada por el propio legislador, sino que queda sometida a un 
eventual control de constitucionalidad y, consecuentemente, a la subsiguiente 
existencia o no de una privación singular de derechos. En este sentido, como 
sostiene la STC 227/1988, de 29 de noviembre1585, la delimitación legal del 
contenido de los derechos patrimoniales o la introducción de nuevas 
limitaciones no pueden desconocer su contenido esencial, pues en tal caso no 
cabría hablar de una regulación general del derecho, sino de una privación o 
supresión del mismo que, aunque predicada por la norma de manera 
                                               
1584 Op. cit. (2004-c, pág. 12/15 ed. el.). 
1585 BOE núm. 307, de 23 de diciembre de 1988. 
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generalizada, se traducirá en un despojo de situaciones jurídicas 
individualizadas no tolerado por la norma constitucional, salvo que medie la 
indemnización correspondiente1586. En definitiva, para este autor puede decirse 
que la naturaleza expropiatoria de una norma depende de la existencia de una 
privación singular de un derecho, en el mismo sentido en el que se justifica la 
expropiación forzosa en la normativa vigente. 
 
En la materia que nos ocupa, los supuestos de normas expropiatorias serían 
aquellos en los que se determinen espacios cuyo nivel de protección impida o 
limite la aptitud del suelo para albergar los usos que tradicionalmente se han 
desarrollado sobre el mismo o en su entorno, de forma que la afección al 
patrimonio del interesado quede plenamente acreditada. Por lo tanto, en estos 
casos la exigencia de la indemnización no requiere una efectiva acreditación de 
la patrimonialización previa de derechos, y ello debido a que son supuestos en 
los que se limitan los usos que legítimamente el titular del suelo podría realizar 
sobre el mismo de forma ordinaria, pero que con la entrada en vigor de la 
nueva regulación quedan expresamente cercenados en atención al interés 
general prevalente.  
 
Incluso, en determinados casos, esta exigencia de indemnización por 
vinculaciones o limitaciones singulares que excedan de los deberes legalmente 
establecidos es reconocida expresamente por la normativa vigente, como es el 
caso de los supuestos de inclusión del suelo dentro del ámbito de un espacio 
natural protegido. Como ejemplo, podemos hacer referencia a lo dispuesto en 
el artículo 20.2 de la Ley 11/1994, de 27 de diciembre, de Espacios Naturales 
Protegidos de la Comunidad Valenciana, o en el artículo 23.2 de la Ley 2/1989, 
de 18 de julio, por la que se aprueba el Inventario de Espacios Naturales 
Protegidos de Andalucía, que en este caso dispone que serán indemnizables 
las limitaciones singulares de derechos reales que supongan una lesión 
efectiva para sus titulares, por afectar a facultades en ejercicio cuyo contenido 
esté permitido en suelo no urbanizable. 
                                               
1586 En el mismo sentido el autor cita la STC 149/1991, de 4 de julio (BOE núm. 180, de 29 de 
julio de 1991). 
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Los perfiles de esta posible responsabilidad administrativa han sido delimitados 
por la jurisprudencia, que por lo general ha venido aplicando un criterio similar 
al sostenido en los casos de reclamación de indemnizaciones por alteraciones 
del planeamiento territorial o urbanístico. Así, en la ya citada STSJ de la 
Comunidad Valenciana de 11 de mayo de 2005, en su FD 3º limita el alcance 
efectivo de la posible indemnización a los casos en los que las vinculaciones 
del planeamiento que regula el espacio natural impiden la efectiva utilización 
del suelo conforme a su condición rural, por lo que, en sentido contrario, 
excluye toda otra expectativa posible de utilización del terreno, salvo que de 
alguna forma se haya materializado.  
 
En el mismo sentido, el Tribunal Supremo ha entendido viable esta reclamación 
indemnizatoria, pero siempre que los perjuicios causados al interesado 
recaigan sobre los elementos definidores de la condición natural del suelo 
incluido en un espacio natural. En la Sentencia de 5 de abril de 2006 (Sala 3ª, 
sec. 5ª, rec. 373/2003. Ponente PECES MORATE, EDJ 2006/83944), el Alto 
Tribunal destaca que la posible indemnización por estos motivos se 
determinará de acuerdo con las normas que regulan la responsabilidad 
patrimonial de la Administración, y sin que tal previsión de indemnización se 
limite a los aprovechamientos agrarios del terreno, y ello debido a que la 
normativa vigente recoge el principio general de que nadie puede ser privado 
de sus derechos o intereses legítimos sino por causa justificada de utilidad 
pública y previa la correspondiente indemnización (artículo 349 del Código 
Civil), que en la actualidad sanciona el artículo 33.3 de la vigente Constitución. 
Por ello, a juicio de la Sala, la privación de los aprovechamientos cinegéticos o 
forestales no puede considerarse una mera limitación de su uso, que vendría a 
definir el contenido normal de la propiedad y a configurar su peculiar estatuto 
jurídico, sino que supone una restricción singular de esos aprovechamientos 
por razones de utilidad pública, que no deben soportar los desposeídos sin una 
congruente remuneración.  
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Esta afirmación del Tribunal Supremo debe estimarse como muy importante, 
debido a que con ella viene a admitir que será indemnizable por esta vía toda 
limitación de los usos naturales del terreno, incluyendo dentro de éstos a los 
que pueden encontrarse sometidos a autorizaciones administrativas 
específicas, como es el caso de los usos cinegéticos, y ello aunque de forma 
expresa la normativa aplicable no lo contenga. Además, con esta interpretación 
parece corregir en parte los argumentos sostenidos en resoluciones anteriores, 
como es el caso de la STS de 5 de octubre de 2002 (Sala 3ª, sec. 6ª, rec. 
4897/1998. Ponente PECES MORATE, EDJ 2002/44074), en la que 
reconociendo en la expropiación de una finca incluida dentro del Parque 
Nacional de Doñana los usos tradicionales presentes en la zona, excluye sin 
embargo el uso piscícola como elemento de valoración, debido a que se 
condiciona su aprovechamiento a su previa autorización en aquellos lugares 
del Parque Nacional en que su explotación haya sido tradicional. 
 
Con similares términos se pronuncia la STS de 14 de febrero de 2006 (Sala 3ª, 
Sec. 5ª, rec. 7676/2002. Ponente PECES MORATE, EDJ 2006/29303), al 
estimar como un perjuicio sujeto a la correspondiente reparación la 
imposibilidad del aprovechamiento cinegético de una finca rural, atendiendo a 
la disminución del aprovechamiento del coto existente en la misma y, en 
definitiva, a indemnizar al recurrente y demandante por la prohibición de cazar 
en el mismo, una vez fue incluida la finca dentro del Parque Natural de las 
Hoces del Río Duratón, a través la Ley de Castilla y León  5/1989, de 27 de 
junio, al menos durante la vigencia del derecho que ostentaba el reclamante al 
aprovechamiento de la caza en dicho coto.  
 
Y en términos incluso más amplios, la STSJ de Andalucía de 29 de octubre de 
2001 (Sede de Sevilla, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 
1523/1998. Ponente MORENO RETAMINO, EDJ 2001/74295), cita 
expresamente (FD 5º):  
 
“…Ahora bien, el criterio de que únicamente los usos que ya existían 
con anterioridad a la declaración como Reserva de las fincas del actor 
merecen ser indemnizados parece una interpretación en exceso 
restrictiva. Existen usos posibles, naturales, incluso tradicionales, que 
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aunque no existieran en que momento, deben ser indemnizados en la 
medida en que la imposibilidad de su ejercicio surge porque se produce 
la declaración legal de espacio protegido de las lagunas. A estos 
efectos, no sólo la prohibición de la caza podrá ser indemnizada, sino 
también aquellos otros usos, propios de la finca, tradicionales en el 
sentido de que por tradición son los que pueden llevarse a cabo en un 
predio de tal naturaleza…”.  
 
Pero, aunque los usos naturales del territorio no deban ser acreditados para 
poder reclamar la indemnización procedente, es preciso justificar las 
condiciones del suelo por las que se efectivamente se reclama, en los casos en 
los que se invoquen características específicas o particulares del terreno. 
Como afirma la STSJ de Andalucía de 3 de mayo de 2018 (Sede de Granada, 
Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 4ª, rec. 736/2013. Ponente 
MARTÍN MORALES, EDJ 2018/572845), debe probarse debidamente la 
condición de regadío de un suelo para poder ser indemnizado como tal, no 
bastando la argumentación consistente en la formación de una comunidad de 
regantes o la proximidad a un sondeo acuífero.  
 
 
b. La expropiación de los terrenos incluidos en espacios naturales protegidos. 
 
A diferencia de lo anterior, más controvertidas parecen las cuestiones relativas 
a la determinación del alcance y cuantificación de la indemnización reconocida 
por la privación singular de derechos y, sobre todo, a estimar si la voluntad del 
propietario del terreno puede conllevar para la Administración la obligación de 
incoar el expediente de expropiación de los terrenos. Como ya se ha hecho 
referencia, tanto la LPNYB en su artículo 40, como las normativas autonómicas 
sobre espacios protegidos1587, determinan que la declaración de los espacios 
naturales protegidos conllevará la de utilidad pública a efectos de expropiación 
de los bienes y derechos afectados. La cuestión, por lo tanto, reside en definir 
si esa declaración expresa de utilidad pública es una habilitación para que 
                                               
1587 Como es el caso del artículo 23.1 de la Ley 2/1989, de 18 de julio, por la que se aprueba el 
inventario de espacios naturales protegidos de Andalucía y se establecen medidas adicionales 
para su protección, que dispone expresamente que la declaración de los espacios naturales 









cualquiera de las partes afectadas pueda instar la expropiación o, por el 
contrario, solo habilita a la Administración para que proceda a adquirir para el 
sector público los terrenos incluidos en espacios naturales, si así lo estima 
oportuno. 
 
La STSJ de Andalucía de 23 de junio de 2003 (Sede de Granada, Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª, rec. 61/2002). Ponente PUYA JIMÉNEZ, 
EDJ 2003/64883) parece avalar la primera de estas interpretaciones, al asumir 
que la ampliación de un Parque Natural y las limitaciones impuestas por la 
norma que lo determina, provoca que las legítimas expectativas de sus titulares 
queden truncadas y, en tal caso, han de ser objeto de indemnización mediante 
el correspondiente proceso expropiatorio, que habrá de ser iniciado y terminado 
por la Administración en la forma reglada oportuna y con las garantías 
procedimentales establecidas. A juicio de la Sala, todo ello se dispone para que 
el interés público consistente en la preservación de los espacios naturales y su 
protección ecológica, no lesionen los intereses particulares de los propietarios 
que se vean afectados por las limitaciones impuestas, ya que no sería de 
recibo que se cargaran sobre las economías particulares el coste de protección 
del citado interés público, estimando como procedente instar a la 
Administración a que inicie el expediente de expropiación conforme a los 
trámites oportunos.  
 
No obstante, el Tribunal Supremo parece no estimar con tanta rotundidad esta 
apelación automática al procedimiento de la expropiación, como puede 
apreciarse entre otras en la STS de 24 de mayo de 2013 (Sala 3ª, Sec. 5ª, rec. 
2134/2010. Ponente CALVO ROJAS, EDJ 2013/78470), en la que se expone 
que la protección de un territorio por su inclusión en un espacio natural no 
genera de forma automática un derecho a la expropiación por motivos 
urbanísticos, y ello aunque la declaración de alguna de las categorías de 
protección de un espacio natural, además de la utilidad pública prevista en la 









En parecidos términos se expresa la STS de 18 de septiembre de 2014 (Sala 
3ª, Sec. 5ª, rec. 3986/2012. Ponente CALVO ROJAS, EDJ 2014/166618), que 
aunque avala la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia objeto de recurso 
de casación, cuestiona la conclusión a que llega ésta por la que, partiendo de 
que se había formulado una petición indemnizatoria en vía administrativa, se 
afirma que el cauce procedimental adecuado para responder a esa petición 
debe ser la incoación de un expediente expropiatorio. En este caso la Sala, 
aunque discrepa de esta interpretación no entra a determinar su legalidad, 
debido a que de la Sentencia recurrida determina que es el procedimiento que 
la normativa autonómica andaluza exige conforme a la redacción del artículo 23 
de la Ley 2/1989, de 18 de julio y esa cuestión no fue sometida expresamente a 
la consideración del Alto Tribunal, con toda seguridad por basarse en una 
norma autonómica. 
 
En cualquier caso, aun en el supuesto que por aplicación de la normativa 
autonómica toda reclamación de indemnización por la declaración de un 
territorio como espacio natural protegido sea instrumentado a través del 
procedimiento de expropiación, su reconocimiento solo procede cuando 
concurran los requisitos delimitados en la norma de aplicación especial en la 
materia. En tales términos se expresa la citada STSJ de Andalucía de 3 de 
mayo de 2018 (EDJ 2018/572845), al exigir para el reconocimiento de la 
indemnización que se produzcan limitaciones singulares que afecten a 
facultades cuyo contenido esté permitido en suelo no urbanizable y que 
supongan una lesión efectiva para los titulares. Para ello, la Sala dispone que 
debe analizarse específicamente si los terrenos afectados tenían 
aprovechamientos concretos y singulares, cuyo ejercicio se hubiera limitado o 
anulado con la inclusión de los mismos en el ámbito territorial del espacio 
natural protegido. 
 
En todo caso, lo que ha ratificado expresamente la jurisprudencia es que la 
solicitud de indemnización o de expropiación por la posible responsabilidad 
administrativa derivada de la limitación de derechos a los titulares de suelos, ha 
de entenderse como una actuación autónoma, que debe realizarse a través del 
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procedimiento administrativo específico1588 habilitado por la normativa vigente. 
Tal conclusión se deduce de la argumentación sostenida en la STS de 10 de 
junio de 2011 (EDJ 2011/114156) o en la STS de 9 de diciembre de 2008 (EDJ 
2008/234647), que vienen a especificar el régimen procesal de estas 
reclamaciones patrimoniales como una cuestión autónoma y, en todo caso, 
diferenciada de las posibles reclamaciones ante el proceso de aprobación de la 
norma o instrumento que defina las vinculaciones singulares que otorgarían el 
derecho a la indemnización solicitada.   
 
Finalmente, cabe reseñar que el establecimiento de otras vinculaciones 
específicas por la inclusión del terreno en un espacio natural protegido puede 
igualmente conllevar la obligación de que la Administración actuante proceda a 
la indemnización por los perjuicios causados a sus titulares, como es el caso de 
la servidumbre establecida expresamente para la señalización de los espacios 
naturales, cuya instauración dará lugar a la correspondiente indemnización en 
la que se incluirán los daños y perjuicios que se ocasionen, así como el valor 
de los terrenos ocupados por las señales colocadas. La cuantía de la 
indemnización se determinará, caso de no existir mutuo acuerdo, por las reglas 
de valoración contenidas en la Ley de Expropiación Forzosa, como puede 
apreciarse, entre otros, en los artículos 23.3 de la Ley 2/1989, de 18 de julio, 
por la que se aprueba el inventario de espacios naturales protegidos de 
Andalucía y se establecen medidas adicionales para su protección y 23 de la 
Ley 11/1994, de 27 de diciembre, de la Generalitat Valenciana, de Espacios 
Naturales Protegidos de la Comunidad Valenciana. 
 
 
VIII. CONSIDERACIONES SOBRE LOS EFECTOS ASOCIADOS A LA 
PROTECCIÓN DEL TERRITORIO. 
 
Como se ha expuesto a lo largo del presente capítulo, la especial protección 
otorgada a un territorio concreto en virtud de sus condiciones ambientales o 
patrimoniales, así como por cualesquiera otras circunstancias que legalmente 
                                               
1588 Ya sea de reclamación de responsabilidad patrimonial o directamente de expropiación del 
terreno. 
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lo requieran, viene a provocar una serie de efectos sobre los que puede 
establecerse una primera distinción fundamental, relativa a su origen, 
configuración y alcance. 
 
En primer lugar, podemos apreciar la existencia de una serie de efectos sobre 
el territorio y sus titulares derivados de la declaración del suelo como protegido 
y que, con carácter general, van a venir dispuestos por la norma o instrumento 
que los delimite a modo de criterios específicos formulados para lograr los 
objetivos de preservación que sustentan la propia decisión administrativa. 
Estos efectos, que podemos calificar como específicos, conforman el núcleo 
fundamental del régimen jurídico asociado a los espacios protegidos, debido a 
que se componen de los criterios que establecen el régimen de uso y utilización 
delimitado para el territorio (o para cada área delimitada dentro del mismo) y, 
por otro lado, de los deberes asignados a los titulares del terreno.  
 
En ambos casos se limitan las posibilidades de actuación de los titulares, 
públicos o privados, del territorio protegido, tanto en lo que respecta a los 
posibles usos tolerados sobre el terreno, que normalmente se aminoran sobre 
el régimen general aplicable al suelo rural común, como por otro lado en el 
reforzamiento de las obligaciones de actuación sobre los mismos, que suelen 
acentuarse sobre las definidas para los titulares de suelos no sometidos a 
especial protección.           
 
En segundo lugar, al analizar el régimen jurídico de los suelos protegidos nos 
encontramos ante otro tipo de efectos que, con carácter general, no difieren 
entre sí por el tipo de protección asignada o el motivo invocado para la 
asignación de la protección, sino que, al contrario, se producen de forma 
directa por la propia determinación de la normativa vigente. Por lo tanto, se 
trata de repercusiones directamente asociadas a la condición del suelo como 
protegido y que, en principio, no dependen del concreto régimen asignado a 
cada uno de ellos conforme a su tipo de protección, sino que se reflejan de 
forma similar por el mero hecho de ostentar el territorio la condición de suelo 
protegido. Estos efectos directos de la especial protección del territorio, como 
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se ha expuesto, son de muy diversa índole, pudiendo identificarse 
repercusiones de naturaleza jurídico-civil, administrativa y penal, así como 
otras vinculadas a éstas, pero de características muy individualizadas, como 
son las de naturaleza económica o patrimonial.  
 
Ambos efectos, específicos y generales, vienen a conformar el régimen jurídico 
de los suelos protegidos, por lo que puede afirmarse que éste presenta un 
ámbito singularizado sobre el suelo común considerado en términos globales y, 
a su vez, un segundo ámbito por el que se diferencian los distintos tipos de 
suelos protegidos entre sí y que grosso modo viene determinado por la entidad 
y tipología de los elementos o condicionantes presentes en el territorio que han 
determinado su inclusión en un enclave sometido a especial protección.  
 
Aunque como hemos analizado el nivel o alcance de los efectos específicos de 
cada tipo de suelo protegido puede variar en gran medida, sobre todo en virtud 
de los motivos y valores por los que se determina la necesidad de la protección 
singular del territorio, lo cierto es que el establecimiento de este régimen 
individualizado por sí mismo presenta unas evidentes afecciones directas sobre 
los titulares de los terrenos, viendo disminuidas sus legítimas expectativas de 
uso del suelo y, en muchos casos, aumentadas sus obligaciones con respecto 
al mismo.  
 
Esta condición del territorio no deja de suponer un inconveniente para sus 
intereses particulares, que se encuentra en contradicción con la conveniencia 
que para el interés general supone la decisión administrativa de proteger el 
ámbito territorial en el que concurran los valores o condicionantes identificados. 
Por ello, tanto en la delimitación de los ámbitos de suelo protegidos como en la 
propia determinación del régimen específico atribuido a cada uno de ellos, es 
preciso que la actuación administrativa cuente con la necesaria 
fundamentación y justificación de sus contenidos, al afectar directamente al 
círculo de intereses de los titulares de los terrenos afectados, lo que supone, 
como no podría ser de otro modo, que igualmente las decisiones adoptadas se 
encuentren sometidas al posterior control judicial. 
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Esta afirmación debe plasmarse, en la práctica, en la necesaria 
fundamentación de la propia delimitación de los ámbitos de suelos sujetos a 
especial protección, independientemente de la forma en que ésta se produzca, 
y, en concreto, en los supuestos de suelos protegidos por los instrumentos de 
planificación requiere que sean el resultado de la formulación de estos 
documentos conforme a los requisitos analizados anteriormente en este 
trabajo, concluyendo la necesidad de la singularización de los diversos ámbitos 
en función de las exigencias legales, ambientales, patrimoniales, o de cualquier 
otra naturaleza que reclamen y exijan esta consideración.   
 
La existencia de estos efectos generales que se proyectan sobre los diversos 
ámbitos que se han analizado, determina que la propia declaración de 
cualquier suelo como sujeto a especial protección conlleve unas consecuencias 
jurídicas y económicas muy acusadas, que afectan de forma muy sensible a los 
intereses de los terceros afectados. En efecto, como se desprende de lo 
expuesto anteriormente, la declaración formal del suelo como protegido 
conlleva para los titulares de estos suelos una serie de repercusiones que, en 
su afán por salvaguardar estos ámbitos singulares, provocan una serie de 
inconvenientes y perjuicios para sus intereses y, en algunos casos, la 
posibilidad de ver agravada su situación ante posibles irregularidades 
cometidas en los mismos.  
 
Por ello, se antoja de todo punto necesaria la correcta formulación de los 
ámbitos de suelos protegidos, lo que supone tanto evitar la incorrecta 
asimilación de espacios en los que no se encuentra fundamento para adoptar 
esta decisión como, por otro lado, establecer una perfecta delimitación de los 
espacios en los que no se duda de la concurrencia de las circunstancias de 
hecho precisas para ello, pero que no deben extenderse más allá de lo que los 
criterios técnicos determinen de forma indubitada, sin ampliaciones motivadas 
por un excesivo afán proteccionista no debidamente justificado. 
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A su vez, la situación de los afectados por la declaración de un suelo como 
especialmente protegido puede agravarse en función de la entidad de los 
efectos que hemos denominado como específicos, y que derivan de la 
configuración del régimen propiamente formulado para cada espacio territorial. 
Es evidente que la mayor rigurosidad en la formulación de las limitaciones de 
usos autorizados y autorizables en cada espacio delimitado y, por añadidura, el 
aumento de las cargas impuestas a sus titulares, van a configurar unas 
evidentes diferencias entre los regímenes de los distintos tipos de suelos 
protegidos, que del mismo modo van a colocar en distinta posición a los 
afectados. Por ello, también en este sentido debe exigirse la mayor rigurosidad 
a los poderes públicos que delimiten, establezcan y regulen los distintos 
ámbitos protegidos, justificando adecuadamente las restricciones y deberes 
adicionales que se impongan en cada caso, evitando todo exceso que pudiera 
agravar indebidamente la posición de terceros perjudicados en sus intereses 
por las medidas impuestas. 
 
En este sentido, cabe añadir que las medidas incluidas en el régimen jurídico 
aplicable a cada espacio protegido deben, por un lado, estar orientadas a la 
salvaguarda de los valores o a la prevención de los riesgos por los que fueron 
declarados en esta condición, sin adicionar medidas que puedan estimarse 
como inadecuadas o incluso, meramente inocuas para este objetivo, puesto 
que todo elemento añadido tiende a generar una mayor onerosidad para los 
titulares del suelo. Por otro lado, como se ha expuesto a lo largo del presente 
trabajo, las medidas específicas sobre los ámbitos protegidos deben fomentar y 
valorar los usos autorizados y autorizables, de tal modo que, como indica la 
doctrina más autorizada, se potencie la aptitud de los suelos protegidos para 
los usos compatibles con su nivel de protección.  
 
Esta cuestión ha de entenderse como un elemento de interés general 
compatible con la propia preservación del entorno, y ello debido a que uno de 
los objetivos de la conservación de los entornos protegidos es la potenciación 
de los recursos de explotación sostenible existentes en los mismos, para evitar 
los efectos perniciosos que pueden derivar de medidas sobre-proteccionistas 
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como es la despoblación de sus zonas colindantes. A su vez, esta cuestión 
debe apreciarse como una medida de reciprocidad con los titulares de los 
terrenos protegidos, actuando como elemento de compensación de las 
restricciones que inevitablemente van a tener que afrontar con el régimen 
singular asignado al suelo. 
 
El resultado de esta formulación deriva de la analizada función social de la 
propiedad reconocida constitucionalmente, que exige el establecimiento de 
límites a la titularidad dominical en beneficio de intereses generales 
preponderantes, como son los ambientales subyacentes en la mayor parte de 
las decisiones sobre protección de los predios. Sin embargo, es de todo punto 
asumible que estas limitaciones no pueden alcanzar extremos que pudieran 
considerarse como confiscatorios, al eliminar toda posibilidad de uso del suelo 
que vaciara por completo su titularidad dominical. Por este motivo, debemos 
entender inadecuado todo régimen de protección cuyas restricciones excedan 
de los parámetros estimados como procedentes para la consecución del 
objetivo de preservación pretendido y, por consiguiente, inapropiadas las 
restricciones no justificadas. 
 
Por el contrario, en supuestos en los que las medidas y limitaciones impuestas 
sobre el territorio se encontraran plenamente justificadas, pero su alcance fuera 
tal que limitaran en exceso las facultades inherentes al derecho de propiedad, 
nos encontramos ante la necesidad de que los poderes públicos reparen la 
excesiva onerosidad provocada en los intereses de los afectados por la 
decisión administrativa adoptada. Estos casos, que con carácter general se 
producirán en los ámbitos que precisen un mayor nivel de protección como son 
los diversos tipos de espacios naturales protegidos, requerirán la 
correspondiente indemnización a los titulares afectados conforme a los 
parámetros previstos por la normativa vigente. A mayor abundamiento, cabe 
afirmar que en los supuestos de mayor rigidez en las medidas proteccionistas 
impuestas sobre el terreno, el sistema de reparación pública debe tender de 
forma casi exclusiva hacia la expropiación, debido a que la necesidad de 
someter el territorio a medidas tan restrictivas sugiere que la mejor solución 
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para estos espacios sea su gestión pública, lo que llevaría añadido la 
salvaguarda de los derechos de los terceros afectados siempre que su 













I. La dispersión normativa motivada por la redacción del artículo 148 de la 
Constitución, por el que las Comunidades Autónomas han asumido las 
competencias de urbanismo y ordenación del territorio en toda su extensión, a 
lo que hay que adicionar los efectos derivados de la STC 61/1997, de 20 de 
marzo, ha provocado una progresiva diferenciación de los sistemas regulatorios 
del suelo rural, incluyendo elementos de distinta naturaleza que, en ocasiones, 
van más allá de meros aspectos procesales al incorporar criterios materiales de 
muy distinto alcance. De este modo, sin pretensiones de fomentar ningún 
debate acerca de la vigente distribución constitucional de competencias, se 
antoja necesaria la búsqueda de criterios de armonización de las diferentes 
normativas autonómicas, de tal modo que los fundamentos esenciales de la 
regulación sobre el suelo rural no presenten diferencias sustanciales entre las 
normativas autonómicas. 
 
En concreto, podemos destacar como ámbitos sobre los que se requiere la 
implementación de un criterio de armonización el relativo al plazo para el 
ejercicio de la acción administrativa de restauración de la legalidad, en el que 
las distintas normas autonómicas establecen un diferente número de años que 
debería uniformarse y, por otro lado, su no aplicación para los suelos 
especialmente protegidos, que debe extenderse a los supuestos concretos en 
los que actualmente no se aplica.  
 
Otro supuesto es el de la denominación de las diferentes clases de suelo, con 
el objeto de que los distintos operadores jurídicos actúen con plena seguridad 
jurídica en sus relaciones jurídicas relativas o relacionadas con el suelo rural. 
Esta apreciación se basa en la analizada necesidad de descifrar el régimen al 
que se encuentran sometidos algunos suelos rústicos o no urbanizables, 
debido a que su nomenclatura no aclara de forma inmediata su carácter 
(común o especialmente protegido), cuestión que puede acarrear diferencias 
sustanciales en su régimen jurídico y en los efectos que de ello pueden 







Esta propuesta no solo se centra en la necesaria armonización entre la 
nomenclatura de las diferentes regulaciones autonómicas, sino que también se 
estima procedente en los propios ámbitos normativos internos, debido a que 
como se ha expuesto a lo largo del presente trabajo, en la realidad española 
existen supuestos en los que la definición del tipo de suelo rústico o no 
urbanizable no permite determinar de forma clara su concreta adscripción a 
efectos de protección específica. Esta coyuntura supone que, en tanto que su 
régimen específico queda definido en función de la determinación de los usos, 
aptitudes y prohibiciones que para el mismo contenga el instrumento de 
planeamiento que lo identifique en un territorio, por otra parte la aplicación en 
su ámbito de los efectos producidos directamente por la consideración del 
suelo como especialmente protegido debe ser apreciada tras un análisis de su 
verdadera naturaleza, con lo que se incorpora un cierto grado de incertidumbre 
que debe evitarse en un correcto proceso regulación o, en su caso, de 
planificación. 
 
En definitiva, se estima como muy conveniente un proceso de estandarización 
normativa de aspectos fundamentales en el tratamiento del suelo rural, 
incluyendo el de la delimitación de su tipología, sobre todo para el caso de los 
suelos sometidos a especial protección, de tal modo que en cada territorio se 
identifiquen perfectamente y se distingan sin esfuerzo de los suelos rurales no 
sometidos a un régimen suplementario de protección.    
 
II. En segundo lugar, en aras de procurar una mayor claridad para todas las 
personas que por cualquier motivo tengan relación con el régimen de los suelos 
protegidos, se estima necesaria la introducción de sistemas de equiparación de 
los distintos supuestos de protección a los que se refiere la normativa aplicable 
en cada territorio y, en concreto, de cómo se plasman en la práctica a través de 
los diferentes instrumentos de planeamiento. 
 
Esta reflexión procede de la confusa determinación que, en algunas normativas 
autonómicas y en no pocos instrumentos de planeamiento, se realiza sobre el 
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tipo concreto de suelo protegido en el que deben ubicarse los identificados en 
un proceso de planificación, en función del medio por el cual se determinó la 
necesidad de su preservación efectiva. Conforme a esta premisa, se debe 
tender hacia un modelo normativo en el que se delimiten los tipos de suelos 
protegidos en función de la procedencia de su consideración como tales, y ello 
sin perjuicio de que se complementen con la determinación de las razones 
materiales por las que se requiere su preservación. 
 
Puede alegarse ante esta exigencia que la virtualidad del resultado pretendido 
no presenta una gran incidencia en la práctica, debido a que el objetivo 
fundamental de la delimitación y clasificación de los tipos de suelos rurales es 
el de su efectiva preservación, lo que se garantiza realmente con una correcta 
regulación y no con una aceptable definición normativa. Esta consideración, 
con ser cierta, sin embargo entiendo que no empaña la necesidad de orientar la 
regulación de los tipos de suelos protegidos conforme a una coherente 
delimitación, en la que inevitablemente debe atenderse al origen de la 
exigencia de preservación del territorio. Con la aplicación de este proceso, 
aparte de clarificar el régimen jurídico aplicable a cada tipo de suelo, sobre todo 
en los casos en los que debe atenderse a normativa sectorial u otros 
instrumentos de planificación, se garantiza una premisa fundamental que se ha 
reiterado en este trabajo, como es la justificación de la inclusión de los 
territorios en los distintos regímenes de especial protección definidos por el 
planeamiento y que, en cada supuesto concreto, requiere apelar al 
procedimiento por el que cada superficie fue identificada y considerada como 
tal. A su vez, se garantizaría la adecuación normativa de todos los procesos de 
planificación territorial, debido a que mediante una regulación lo 
suficientemente amplia de los parámetros exigidos para cada tipo de suelo, se 
garantizaría la debida seguridad jurídica en los distintos procesos de 
planificación y la adecuación normativa de su aplicación. 
 
En resumen, debemos considerar que, al menos para la descripción de los 







medio por el que deben ostentar esta naturaleza, distinguiendo los supuestos 
de suelos protegidos mediante declaraciones específicas y singulares, de los 
identificados por los diferentes instrumentos de planeamiento territorial, junto 
con el distinto grado de alcance que pudieran ostentar cada tipo en concreto. 
Con ello se pretende conseguir una efectiva identificación de los suelos 
protegidos con el origen de su consideración como tales y una rápida 
verificación del contenido íntegro de su régimen específico de protección, 
además de afianzar el sistema de justificación que el planeamiento disponga 
para fundamentar la delimitación de los distintos suelos protegidos que 
identifique en su ámbito territorial. 
 
III. A lo anterior cabe añadir otra propuesta de armonización normativa, relativa 
igualmente al tratamiento del suelo rústico o no urbanizable en cada 
Comunidad Autónoma, y es la relativa a los procedimientos por los que se 
autorizan usos declarados excepcionales, pero autorizables con determinadas 
condiciones en su ámbito territorial.  
 
Como se ha analizado, las distintas normas autonómicas presentan la similitud 
de someter la autorización de determinados usos autorizables en suelo no 
urbanizable, normalmente los no vinculados a su naturaleza rural, a procesos 
de autorización en los que participan tanto la Administración Local competente 
como la correspondiente Comunidad Autónoma. Estos supuestos, procedentes 
en todos los casos de la previa regulación estatal contenida en el artículo 44 
del RGU de 1978, han adoptado procesos diferentes tanto en lo relativo a su 
tramitación como en lo que respecta al órgano competente para su aprobación, 
teniendo en cuenta que se distribuyen en una fase procesal de intervención 
autonómica, previa a la posterior en la que el proyecto autorizado obtenga la 
preceptiva licencia, en este caso siempre de concesión municipal. 
 
Al analizar estos procesos de autorizaciones excepcionales de uso del suelo 
rural se expuso el diferente tratamiento que los mismos tienen en las diferentes 
normativas autonómicas, aparte de la indefinición que también presentan con 
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carácter general sobre su alcance y contenido, que deriva de la insuficiente 
regulación que a mi criterio también adolecen. Para armonizar en lo posible 
estos procesos y poder solventar en lo posible las carencias que presenta su 
tratamiento normativo, se estima necesaria la equiparación de los procesos 
cuanto menos en lo que respecta a su régimen de autorización, garantizando 
un régimen equivalente a procesos con los que presentan similitudes evidentes 
tanto en la forma como en el fondo. En cualquier caso, esta apreciación debe 
partir de los fundamentos del procedimiento administrativo común y no ser 
entendida como una limitación de las competencias autonómicas sobre la 
materia, ya que solo pretende servir de cauce de reflexión para la simplificación 
de este tipo de procesos. 
 
Partiendo de esta premisa, debemos entender prioritaria la definición de su 
alcance y contenido, de tal forma que la normativa aclare la exigencia 
documental y de tramitación que se exige a estos procesos, así como la 
extensión de la resolución administrativa por la que concluya el procedimiento. 
La cuestión que subyace en este punto es la discrepancia existente, incluso a 
nivel jurisprudencial, sobre el ámbito al que debe ceñirse este proceso de 
autorización doble o reforzada, que como se ha expuesto se ubica en una fase 
previa a la posterior tramitación de la licencia urbanística de titularidad 
municipal. Las distintas posiciones oscilan entre los que entienden que este 
trámite solo puede entenderse como una verificación cualificada de la 
posibilidad real de autorizar el uso pretendido en la localización pretendida, 
frente a los sectores que postulan por incluir en su tramitación elementos 
materiales del proyecto, de tal modo que la resolución pueda estimar también 
la posibilidad de su ejecución en la práctica, en función de las limitaciones 
sectoriales o constructivas que puedan oponerse a lo proyectado. 
 
A mi juicio, el alcance de este proceso de doble autorización debe ceñirse, en 
la fase previa a la que nos referimos, a la mera aptitud urbanística del suelo 
para el uso pretendido, analizando las cuestiones relativas a las condiciones 







opción, avalada por la jurisprudencia relativa a la tramitación regulada con 
arreglo al citado artículo 44 del RGU, tiene la ventaja de agilizar los diferentes 
procesos administrativos, sin que se vean mermadas las exigencias sectoriales 
sobre la actuación proyectada, que entiendo deben verificarse en el trámite de 
licencia, que perfectamente puede abortar un proyecto previamente autorizado 
pero que, en estos casos, se torne irrealizable en la práctica, al menos 
conforme a los parámetros con los que fue inicialmente ideado. Entiendo que 
esta posibilidad puede propiciar la reclamación de responsabilidades 
administrativas por los costes asumidos por los promotores del proyecto 
finalmente rechazado, por lo que debe regularse adecuadamente el alcance y 
efectos de cada fase del procedimiento, evitando la generación de expectativas 
cuya frustración pudiera derivar en la obligación de abonar indemnizaciones 
por parte de la Administración competente. 
 
En gran medida por esta última reflexión, la realidad de la práctica 
administrativa parece tender hacia la posición contraria, al estimar procedente 
analizar todas las posibles trabas del proyecto en la fase más embrionaria 
posible y, de este modo, evitar las posibles responsabilidades que pudieran 
derivarse de una previa autorización que posteriormente no llegue a cristalizar 
en la práctica al no obtener la correspondiente licencia para su ejecución. Esta 
solución, a mi juicio, presenta el inconveniente de la eliminación de facto de la 
fase de licencia municipal, que quedaría prácticamente limitada a una mera 
acreditación documental de la identidad del proyecto de ejecución al 
previamente autorizado, lo que supone una limitación encubierta de la 
autonomía municipal en una materia tradicionalmente de su competencia.  
 
En cualquier caso, se adopte cualquiera de las opciones apuntadas, 
entendemos necesaria la aclaración normativa de los términos y condiciones 
conforme se ha de realizar este proceso de autorización de usos excepcionales 
del suelo rural, con lo que se evitarían las incertidumbres existentes 
actualmente sobre su alcance procesal y, por añadidura, las posibles 
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responsabilidades que pudieran derivar de una tramitación no sometida a 
perfiles y trámites plenamente clarificados.  
 
IV. La regulación integral de suelo no urbanizable requiere una correcta 
formulación de los procesos de regularización que, de forma extraordinaria, 
vayan a ser implementadas por las distintas normativas autonómicas. Como se 
ha analizado, la pretensión de instaurar una regulación realmente efectiva y de 
aplicación generalizada sobre el suelo rural suele afrontarse sobre procesos de 
regularización administrativa de actuaciones ejecutadas incumpliendo la 
ordenación vigente, con el objeto de evitar procesos de restauración de la 
legalidad con una excesiva incidencia social, pero que a su vez permitan sentar 
las bases de un proceso de aplicación normativa mucho más ambicioso y 
ejecutivo, sobre todo en lo que respecta a los procedimientos de disciplina 
urbanística. 
 
Pero para que esta finalidad pueda alcanzarse, debemos exigir que la 
normativa que instaure esos procesos de regularización extraordinaria sea 
tanto clara y concisa en su formulación, como realmente efectiva en su 
aplicación práctica. Como se ha analizado, en el caso de la normativa 
introducida en Andalucía en 2012 y posteriormente complementada con la de 
2016, se ha puesto en marcha un proceso de regularización extraordinaria en 
que presenta muchas lagunas de regulación e imprecisiones de carácter 
técnico, que en su conjunto han generado la necesidad de efectuar 
interpretaciones de alto contenido subjetivo, lo que a todas luces va en contra 
de la necesaria uniformidad que sería deseable en este tipo de procesos para 
su aplicación en los distintos territorios de la Comunidad Autónoma. 
 
En concreto, existen indefiniciones normativas en aspectos tan importantes 
como los procesos de regularización colectiva y su alcance, los usos de las 
construcciones aisladas distintos a los de vivienda, o la situación de los 
asentamientos en suelo rural con dificultades para su integración urbana, entre 







diferentes en función de las distintas interpretaciones sostenidas por las 
personas encargadas de su tratamiento procesal, lo que supone un claro 
ejemplo de disfunción en la aplicación normativa que puede dar lugar a 
supuestos de arbitrariedad por el diferente tratamiento otorgado a situaciones 
sustancialmente similares. 
 
Pero, independientemente de la posición favorable o contraria que se tenga 
sobre este tipo de procesos extraordinarios, debe demandarse que su 
regulación sea rigurosa, efectiva y realizada bajo un adecuado estudio técnico-
jurídico de los efectos derivados de su ejecución. A mi juicio, esta exigencia no 
fue observada en la modificación introducida en 2016 por el legislador andaluz, 
al introducir las modificaciones tendentes a regularizar las construcciones 
localizadas en parcelaciones en suelo no urbanizable, estableciendo incluso la 
posibilidad de autorizar la segregación del suelo adscrito a la construcción 
dentro de la parcelación irregularmente ejecutada. Aparte de la inapropiada 
forma en la que se gestó esta modificación normativa, cuestión a la que se ha 
hecho referencia en su momento, la realidad es que el supuesto de hecho 
sobre el que se basa la posibilidad de regularizar estas construcciones es, en 
términos de estricta aplicación normativa, irrealizable, puesto que parte de 
disociar a efectos urbanísticos la construcción del suelo en el que ubica, sin 
que esta realidad sea autorizada por la propia normativa, lo que determina la 
imposibilidad material de su reconocimiento como construcción regularizable.  
 
En consecuencia con esta apreciación, si la actuación administrativa de 
restauración frente a cualquier parcelación irregular no prescribe y la misma 
debe realizarse mediante el derribo de toda construcción ejecutada en su 
interior, con carácter general será imposible deducir que una construcción en 
esta situación no puede ser objeto de restauración de la legalidad por el 
trascurso del tiempo, con lo que el supuesto ideado para la regularización de 
las parcelaciones presenta una disfunción evidente. A su vez cabe añadir que, 
con la solución propuesta y en caso de que se estime aplicable en la práctica, 
no se produciría la esperada finalización de los procesos de parcelación 
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irregular en suelo rural, debido a que la situación podría volver a reiterarse en 
el tiempo al no establecerse un sistema de cierre o “punto final” en los efectos 
de regularización pretendidos.  
 
Como también se ha apuntado, es cierto que el espíritu con el que se introdujo 
la modificación normativa es el de preservar situaciones socialmente muy 
delicadas y que requieren un especial tratamiento normativo, pero es de todo 
punto deseable que estas actuaciones excepcionales, ya de por sí 
problemáticas, se realicen mediante procesos muy meditados y técnicamente 
adecuados, evitando así los efectos inesperados e indeseados que pueden 
llegar a generarse. Para ello, entendemos imprescindible acompañar a la 
normativa por la que se introduzcan las nuevas medidas extraordinarias con las 
actualizaciones precisas de la normativa vigente, de tal modo que no se 
produzcan contradicciones entre sus postulados que impidan de facto la 
ejecución de las medidas propuestas. 
 
V. Con respecto al suelo protegido y sus características naturales cabe 
destacar que, sin perjuicio de la capacidad de las distintas normativas 
autonómicas para regular los valores, aspectos y situaciones fácticas que 
deben motivar la especial protección de un suelo, sería recomendable 
establecer un mínimo común denominador sobre los ámbitos que demanden un 
régimen singularizado basado en la preservación del estado material del 
territorio. Esta exigencia no deriva tanto de la propia enumeración de los 
supuestos que fundamentan la especial protección del territorio, aspecto sobre 
el que se ha comprobado que existe un alto nivel de homogeneidad, sino 
principalmente por el diferente nivel de exigencia que se aprecia en unas 
normativas autonómicas frente a otras. 
 
En concreto, estimamos procedente la realización de un esfuerzo armonizador 
en la consideración de situaciones del territorio sobre las que no existe 
actualmente una apreciación uniforme, con la correspondiente diferencia de 







Tomando como ejemplo el citado aspecto de los suelos con riesgos naturales o 
tecnológicos, en la actualidad se aprecia el distinto tratamiento que reciben de 
los diferentes legisladores autonómicos, oscilando entre los que omiten su 
consideración, habilitan a los procesos planificadores para su consideración y, 
finalmente, los que exigen su especial protección tanto de forma genérica para 
todo el suelo rural como de forma específica para esta coyuntura del territorio. 
Esto supone, entre otras cuestiones no menos importantes, que los titulares de 
terrenos afectados por riesgos de cualquier tipo se encuentren en distinta 
situación jurídica en unos territorios frente a otros, al menos en lo que respecta 
a los efectos generales derivados de la especial protección del territorio. 
 
Entendiendo que el régimen singular de cada suelo va a depender de muchos 
factores, y principalmente de las condiciones particulares de cada caso 
concreto, pero sería deseable que al menos los efectos generales sean 
equiparables en los distintos territorios de España, con el objeto de armonizar 
en lo posible las situaciones fácticas que fueran similares, asumiendo las 
diferencias que inevitablemente los distintos supuestos van a contener en el 
régimen aplicable a cada suelo afectado por situaciones de riesgo. De nuevo 
esta pretensión no ha de entenderse como una crítica al ejercicio de las 
competencias de cada legislador autonómico, sino como una reflexión sobre la 
que fomentar la adopción de criterios uniformadores del tratamiento de 
cuestiones que requieren una regulación armonizada en todo el territorio 
nacional. 
 
VI. Al hilo de lo anterior, otra consideración que debe realizarse sobre los 
aspectos materiales de la protección del territorio es la ya apuntada necesidad 
de depurar los criterios que, al menos en sus aspectos más generales, no 
deberían requerir una protección suplementaria del territorio. Esta cuestión 
parte de la necesidad de adecuar los criterios y condicionantes por los que se 
debe aplicar un régimen singular a determinados territorios, que deberían 
igualmente restringirse a los aspectos más destacables que pueden apreciarse 
o localizarse en el suelo rural. Esta reflexión debe ser analizada no solo desde 
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el punto de vista de la propia sustantividad del régimen de especial protección, 
cuyas consecuencias no deberían extenderse a la totalidad del suelo rural 
porque, a mi juicio, con ello se difuminaría su sentido tanto jurídico como 
ambiental. Por el contrario, debe entenderse desde la perspectiva de la actual 
realidad del suelo rural común, que ha dejado de ser considerado como un 
suelo de reserva para posibles desarrollos urbanizadores y que, por lo tanto, su 
régimen no debe fomentar la alteración de sus condiciones naturales 
inherentes y su elenco de usos tradicionalmente autorizables. 
 
La conclusión de este razonamiento es que se debería limitar el régimen de 
especial protección a los valores, elementos y criterios que de forma 
generalizada se entienda precisa su especial protección o, cuanto menos, 
definir los criterios sobre los que determinados valores pueden derivar en la 
protección específica del territorio en el que se localicen. Como se ha analizado 
en el presente trabajo, elementos como el mero carácter agropecuario del 
territorio presentan muchos aspectos contrarios a esta consideración, aunque 
es cierto que, en determinadas ocasiones de excepcional valor o en los que se 
aprecie la concurrencia con otros elementos o valores, se podría entender 
justificada su consideración como determinante de la especial protección del 
territorio. 
 
En definitiva, si la normativa debe definir los elementos motivadores de la 
especial protección del territorio, la planificación debe determinar con 
suficiencia los criterios por los que se opta por esta decisión en un ámbito 
territorial concreto, por lo que su justificación debe acreditar la necesidad de 
someter el suelo a un régimen de especial protección, que como hemos 
analizado es suplementario a la regulación del suelo rural común que ya de por 
sí proscribe toda actuación contraria a su realidad material, siempre que se 
aplique de forma correcta o que, en todo caso, se fundamente una actuación 








VII. Junto con lo anterior, debemos hacer referencia a la necesidad de arbitrar 
un mecanismo de homogeneización que permita calibrar, al menos en lo 
posible, de forma genérica la presencia de valores de alto nivel de subjetividad 
en su apreciación. Esta reflexión se establece en función de las posibles 
divergencias que pueden presentarse a la hora de advertir en un proceso 
planificador la presencia de estos valores en el territorio y de establecer el 
régimen de preservación al que deben ser sometidos. 
 
Esta reflexión deriva de la existencia de un cierto grado de discrecionalidad en 
todo proceso de planificación, que como se ha analizado actúa en dos registros 
complementarios. En primer lugar, incide sobre la apreciación de los valores 
singulares de un territorio, y su grado de discrecionalidad vendrá modulado por 
la entidad de tales valores o elementos, oscilando entre una aplicación estricta 
de la condición reglada del suelo protegido en zonas de inequívoco valor 
ambiental, como serían los espacios protegidos, a otros supuestos en los que 
la entidad o incidencia de estos valores puede ser más discutible. Por otra 
parte, esta discrecionalidad en la planificación se aprecia en los procesos por 
los que se protegen especialmente suelos en los que la normativa no establece 
una exigencia en su tratamiento, por lo que la decisión del planificador presenta 
aspectos de amplio carácter subjetivo, a la hora de identificar los motivos por 
los que se protege el territorio frente a otros de condiciones asimilables.  
 
La cuestión es ciertamente compleja, pues como se ha analizado a lo largo del 
presente trabajo en valores como el paisaje (que como hemos visto puede 
presentarse de forma autónoma o principal, pero también como elemento 
coadyuvante para la apreciación de otros valores presentes en el territorio), el 
nivel de subjetividad que puede presentar su estimación puede determinar que 
ante situaciones esencialmente similares se ofrezcan soluciones muy 
diferenciadas, como de hecho es la propia declaración de especial protección 
de un entorno visual concreto frente a otro que no ostente tal declaración. 
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Ante esta realidad y teniendo en consideración que el elemento visual y 
paisajístico del territorio presenta un aumento progresivo de su importancia en 
la protección del suelo y que, como también se ha analizado, se ha de estimar 
como un elemento de consideración transversal del tratamiento del territorio en 
su conjunto, solo pueden realizarse algunas consideraciones que puedan servir 
como pautas a la hora de estimar la necesidad de establecer la especial 
protección de un territorio concreto. Estas pautas o criterios pasan por 
establecer unos requisitos mínimos a nivel paisajístico y visual aplicables a 
todo el suelo rural de cada territorio, con lo que se reservarían las medidas de 
protección concretas para los ámbitos que realmente tuvieran una identidad 
visual singularizada frente al resto o que, en su caso, el paisaje contribuyera a 
reforzar el resto de valores presentes en zonas concretas de los entornos 
rurales. 
 
A mi juicio, estas pautas o criterios generales de adaptación visual deben 
superar las menciones que realizan muchos instrumentos de planeamiento 
vigente, que suelen contener referencias muy imprecisas en referencia a las 
actuaciones autorizadas en el territorio como que “deberán adaptarse al 
entorno en el que se ubican” o que “deberán mantener la estructura tradicional 
de las construcciones presentes en el medio rural”. Estas expresiones, aun 
siendo formalmente válidas, no permiten establecer unos criterios genéricos de 
protección del entorno visual del territorio, por lo que la necesidad de proteger 
determinados ámbitos suele conllevar la necesidad de someter grandes áreas 
del territorio al régimen de especial protección, con las repercusiones que ello 
conlleva. 
 
En definitiva, entiendo que una correcta configuración del régimen general de 
los suelos rurales de régimen común de un territorio puede permitir una mayor 
especialización del tratamiento de los suelos protegidos y, por extensión, no 
generalizar los efectos legales de la especial protección del territorio a zonas 







determinaciones, podrían mantener un óptimo nivel de preservación y un 
adecuado nivel de uso conforme a su naturaleza rural. 
 
VIII. Por lo que respecta a los procesos de planificación, del análisis realizado a 
varios de ellos puede destacarse toda decisión adoptada en un proceso de 
planificación y en concreto la relativa a la delimitación de superficies sometidas 
a un régimen de especial protección, debe estar precedida de una suficiente y 
acreditada justificación, de tal modo que se elimine cualquier atisbo de 
arbitrariedad en la ordenación propuesta y, por extensión, en las medidas 
inevitablemente restrictivas que ello supone para la regulación de los suelos 
afectados. Como también se ha apuntado, esta exigencia no solo deriva de la 
necesidad de argumentar fehacientemente el régimen jurídico que se formula 
específicamente para un territorio concreto, sino que se requiere para la propia 
singularización del territorio mediante su consideración como especialmente 
protegido, debido a los efectos directos que por sí sola produce esta 
declaración y que evidentemente inciden en la esfera de intereses de sus 
titulares. 
 
Por ello, es preciso incorporar a todo proceso de planificación un exhaustivo 
análisis territorial que permita identificar los espacios que presenten una 
singularidad realmente destacable, a lo que se debe añadir una correcta y 
moderada ponderación de los criterios por los que se han de identificar los 
suelos protegidos, de tal modo que se realice una apropiada regulación de los 
ámbitos que realmente requieran un tratamiento singularizado, pero sin 
extender indebidamente los ámbitos de suelo protegido a zonas rurales que 
realmente no lo requieran. 
 
Para lograr este objetivo es preciso establecer una ordenación completa y 
plenamente operativa del suelo rural común del territorio planificado, de tal 
modo que se garantice la preservación de su integridad natural, asumiendo las 
medidas precisas para salvaguardar su entorno de los actos que pudieran 
alterarlo, salvo supuestos plenamente justificados como serían las 
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autorizaciones para usos extractivos. Con este modelo de actuación se 
posibilitaría una real delimitación de las zonas especialmente protegidas a las 
declaradas como tales por normas o instrumentos específicos, junto con las 
definidas en el propio proceso de planificación tras deducir de las conclusiones 
del análisis territorial su necesidad, por requerir un plus de protección que 
realmente no pueda conseguirse por medio de la regulación del suelo rural 
común. 
 
En resumidas cuentas, lo que se pretende es no extender indebida ni 
artificiosamente los efectos de la especial protección a ámbitos territoriales que 
realmente no lo requieran, tanto porque los valores naturales o circunstancias 
no se identifican en el entorno en una intensidad destacable, como porque sus 
características no requieran un régimen de protección singularizado del 
establecido en forma general para el suelo considerado común en el territorio. 
 
IX. En adición a lo anterior, pero tomando como referencia específica la 
salvaguarda de los espacios territoriales que requieran un régimen de 
protección singularizado y el mantenimiento de su integridad, se ha 
comprobado la necesidad y conveniencia de que los procesos de planificación 
sean sometidos al correspondiente proceso de evaluación ambiental, de forma 
que actúe a modo de procedimiento de verificación y contraste de las 
propuestas de nueva ordenación. 
 
Con respecto a la protección de los suelos rurales, este proceso de verificación 
ambiental se estima imprescindible para corroborar que las nuevas propuestas 
planificadoras no alteran el régimen de los territorios sujetos a un régimen 
singularizado, salvo que se acredite de forma coherente que la adopción de los 
nuevos criterios se encuentra plenamente justificada desde un punto de vista 
ambiental y legal. De este modo, como se ha analizado en este trabajo, la 
evaluación ambiental se configura como un elemento fundamental para 
garantizar que los procesos de planificación observan convenientemente los 







carácter reglado o de no regresión, y ello sin obviar las posibles excepciones a 
su aplicación que también han sido analizadas. 
 
Pero además de lo anterior, también se estima imprescindible el proceso de 
verificación ambiental para cotejar otros aspectos de los procesos de 
planificación que puedan incidir sobre elementos asociados a la protección del 
territorio, como son las propuestas de actuación que puedan incidir sobre 
suelos en los que se aprecien riesgos latentes sobre el territorio o, en otro 
caso, puedan afectar de forma indirecta a espacios naturales o singularmente 
reconocidos.  
 
Por todo ello, se debe concluir que la exigencia de someter los procesos de 
planificación a los diferentes sistemas de evaluación ambiental presenta una 
importancia capital en su tramitación administrativa, cuestión que ha sido 
reconocida expresamente por la normativa que de forma progresiva ha ido 
aumentando su nivel de exigencia y, especialmente, por la jurisprudencia que 
ha afirmado su obligatoriedad al determinar que se encuentran viciados de 
nulidad de pleno derecho los procesos en los que se haya omitido o, incluso, se 
haya realizado una evaluación incompleta o no adecuada.   
 
No obstante, cabe apuntar la necesidad de establecer mecanismos específicos 
para poder solventar las posibles discrepancias que pueden surgir en los 
procesos de verificación ambiental de los instrumentos de planificación, 
máxime en los supuestos en los que el órgano ambiental pertenece a una 
Administración distinta a la del órgano sustantivo, que pueden actuar bajo 
criterios radicalmente diferentes. Por ello, sería preciso afinar los sistemas 
legales por los que se puedan formular y plantear los posibles aspectos 
controvertidos sobre los que pueden discrepar los actores implicados en estos 
procesos, teniendo siempre presente los principios que deben prevalecer en 
todo proceso de verificación ambiental de esta naturaleza, pero igualmente que 
su aplicación debe venir presidida por la racionalidad y su coherente 
fundamentación.    
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X. Del análisis realizado también se desprende la realidad acreditada por la que 
se estiman mucho mejor regulados los territorios que han sido sometidos a un 
reciente proceso de planificación, al poder aplicar de forma efectiva los nuevos 
criterios recogidos en la normativa vigente. De este modo, aunque en muchos 
casos las nuevas exigencias de la normativa presentan una efectividad directa 
sobre la ordenación vigente, su correcta aplicación requiere de un proceso de 
planificación que pueda extender sus postulados sobre el territorio de forma 
integral. 
 
En el caso del suelo no urbanizable, esta realidad se plasma en la necesidad 
de reordenar los ámbitos de suelos protegidos, al objeto de adaptar su 
configuración a las nuevas exigencias legales y considerar su régimen de uso y 
utilización de acuerdo con la prioridad de preservación que se establezca en 
cada caso. Como se ha expuesto en el presente trabajo, las adaptaciones de 
antiguos instrumentos de planeamiento todavía vigentes se presentan en 
muchos casos meros procesos de asimilación de la nomenclatura adoptada por 
la correspondiente normativa autonómica o, en el mejor de los casos, como 
instrumentos que asocian ámbitos definidos conforme a la normativa estatal a 
los criterios de la nueva regulación, pero sin someter al territorio a un nuevo 
análisis que permita asumir decisiones realmente adaptadas a las exigencias 
de cada tipo de suelo. 
 
Por ello, se estima necesaria la realización de instrumentos de planeamiento 
adaptados a la nueva realidad normativa y, a su vez, el establecimiento de una 
adaptación progresiva de los instrumentos de planeamiento aprobados, con el 
objeto de procurar una adecuación lo más efectiva posible a la realidad del 
territorio y de las exigencias que la sociedad demande y se recojan en la 
normativa vigente. La consecución de este objetivo requiere el establecimiento 
de un sistema de evaluación de los distintos parámetros de la ordenación, que 
permita reconducir las medidas y acciones cuya efectividad no haya alcanzado 








Desde el conocimiento de la realidad de la Administración Local española 
actual, en la mayoría de los casos es notoria la ausencia de recursos y medios 
personales que presentan las entidades que la forman, con lo que se dificulta 
en mucho la posibilidad de abordar la ejecución de un proceso integral de 
planificación urbanística. Por ello, es preciso que el resto de Administraciones, 
fundamentalmente las Comunidades Autónomas, introduzcan las medidas 
adecuadas para colaborar en la redacción de estos instrumentos tan 
necesarios, no solo mediante el establecimiento de vías específicas de 
financiación, sino también mediante la simplificación de los procedimientos de 
aprobación, incluyendo la eliminación de trámites administrativos innecesarios 
y meramente reiterativos, que en muchas ocasiones son elementos de 
dificultad añadida a la ya de por sí compleja aprobación de un instrumento de 
estas características. 
 
XI. Al hilo de lo anterior es preciso traer a colación la reflexión también 
apuntada al analizar el proceso de planificación, que en lo que se refiere 
específicamente al tratamiento del suelo rural y la delimitación de ámbitos de 
especial protección hace concluir la preferencia de abordar su tratamiento 
urbanístico precedido de la correspondiente planificación territorial. Si bien esta 
preferencia no debe entenderse como una realidad imprescindible, debido a 
que hemos visto como algunos instrumentos de planificación urbanística 
realizan una más que aceptable ordenación del suelo rural sin contar con la 
previa aprobación de un instrumento de ordenación territorial de alcance 
subregional adecuado (como son los casos analizados de los PGOU de 
Córdoba o de Jerez de la Frontera), sin embargo sí supone una razonable 
aspiración derivada del contraste de otros instrumentos que realizados sin la 
base previa de un estudio de alcance territorial, presentan una regulación del 
suelo no urbanizable ciertamente bastante mejorable.  
 
Esta consideración parte de la premisa por la que una ordenación 
pormenorizada como la que se realiza en el ámbito urbanístico debe venir 
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precedida de una general y trasversal del territorio, de tal modo que los ámbitos 
de suelo rural cuya protección sea entendida como estructural y que, entre 
otras cuestiones, garanticen la conectividad de los espacios naturales de una 
determinada demarcación geográfica, presenten la debida uniformidad y 
continuidad. Con ello se debe garantizar la consideración de estas áreas 
estructurales de carácter ambiental desde un punto de vista regional o 
subregional, adoptando criterios de delimitación y protección igualmente 
generales que eviten la posible dispersión que puede producirse si su 
tratamiento se ciñe a términos municipales concretos y en ocasiones con 
tratamientos diferenciados. 
 
Con esta aspiración no se trata de priorizar la ordenación territorial sobre la 
urbanística y con ello la competencia de la Administración regional sobre la 
local, sino por el contrario, mantener los principios que inspiran las actuales 
normativas españolas sobre ordenación territorial, que propugnan la 
conveniencia de colmar el territorio nacional mediante instrumentos de 
planificación con un adecuado nivel de desarrollo, de tal modo que sus 
determinaciones estructurales vinculen a los instrumentos de planificación 
urbanística de los distintos ámbitos. Es evidente la preferencia de implementar 
los nuevos instrumentos sobre la base de una ordenación territorial ya 
desarrollada, aunque evidentemente pueda requerir ajustes posteriores, que 
adaptar la planificación urbanística a nuevos criterios impuestos por una 
planificación territorial que puede incorporar elementos y determinaciones 
diferentes y en algunos casos incluso contrapuestos. 
 
XII. Entrando en consideraciones materiales relativas al proceso de 
planificación sobre el suelo no urbanizable, es preciso apuntar a la acreditada 
necesidad de que los instrumentos de ordenación, fundamentalmente 
urbanísticos, introduzcan soluciones que puedan reconducir situaciones 
irregulares que por cualquier motivo se han consolidado en el tiempo, sin que 
hasta el momento se haya encontrado un mecanismo efectivo para la 







Con esta medida no se está fomentando una actuación planificadora en contra 
de los postulados del Tribunal Supremo, recogidos entre otras en la citada 
Sentencia de 27 de octubre de 2015 por la que se anula el PGOU de Marbella, 
al estimar que el objetivo pretendido de la planificación no era establecer los 
criterios de la ordenación del futuro de la localidad, sino fundamentalmente 
introducir soluciones a situaciones irregulares generadas hasta la fecha. Al 
contrario, lo que se postula es una actuación planificadora integral sobre el 
suelo no urbanizable, definiendo los criterios por los que las situaciones 
irregulares cuya restauración no fuera posible o pertinente por cualquier motivo 
pudieran reconducirse conforme a lo dispuesto por la normativa vigente y, en 
otro caso, disponiendo las medidas restauradoras que fueran preceptivas y que 
ambientalmente fueran demandadas. 
 
Este es sin duda el espíritu que ha presidido la introducción de los procesos de 
regularización extraordinaria a los que se ha hecho referencia anteriormente, 
pero desde la perspectiva de su tratamiento mediante los procesos de 
planificación, asumiendo la necesidad de establecer las medidas tendentes a 
reconducir las situaciones irregulares de los distintos ámbitos territoriales, ya 
sea mediante la revisión de los instrumentos vigentes o con ocasión de su 
nueva redacción. Esta conclusión se adopta al estimar que las citadas medidas 
regularizadoras de la situación jurídica de edificaciones y construcciones 
presentes en suelo no urbanizable, mediante su tratamiento individualizado o 
conforme a su inclusión en cualquiera de los tipos de asentamiento colectivo 
identificados, no colmarían la exigencia de regulación integral del territorio si no 
fueran acompañadas de las medidas rehabilitadoras que fueran procedentes 
en función de las exigencias ambientales o de las situaciones coyunturales que 
supusieran riesgo para los distintos ámbitos considerados. 
 
En el supuesto de las medidas ambientales la cuestión suele presentar 
aspectos generalmente bastante reglados conforme a la normativa aplicable, 
puesto que las medidas de restauración de la legalidad suelen posibilitar la 
acción pública frente a actuaciones irregulares que no pudieran consolidarse, 
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que salvo excepciones justificadas el nuevo planeamiento no podría solventar. 
Pero donde esta exigencia se torna más importante es a la hora de establecer 
las medidas de actuación para evitar situaciones como es la del riesgo de 
inundación del territorio, en que se sitúan muchas construcciones 
irregularmente ejecutadas y que con la normativa en la mano es imposible 
regularizar. Ante ello, se exige el establecimiento de medidas extraordinarias 
que eviten la eventual producción de daños humanos y materiales en zonas 
declaradas inundables, sobre todo ante el mantenimiento de construcciones 
que quedan en un limbo jurídico al no ser plenamente regularizadas por la 
nueva ordenación, pero por otro lado, tampoco sometidas a un proceso de 
restauración de la legalidad vigente. 
 
Para evitar cualquier situación de riesgo que desde un punto de vista racional 
pueda ser evitado, se requiere que el planeamiento identifique de forma 
indubitada los ámbitos de zonas que en estas condiciones pueden ser 
regularizados y los medios que deben afrontarse para tal finalidad. Al contrario, 
se deberían identificar los núcleos o construcciones que no pudieran ser 
regularizadas o cuya actuación correctora se estimara improcedente por 
cualquier causa, estableciendo los adecuados mecanismos de restauración de 
la legalidad habilitados para la Administración, incluidos los que supusieran 
medidas extraordinarias en los casos en los que los riesgos naturales 
acreditados sobre el territorio pudieran generar situaciones de peligro para la 
población. 
 
En resumidas cuentas, se requiere que el tratamiento del suelo rural sea 
efectivamente integral, evitando las situaciones en las que se encuentran 
actualmente muchas construcciones y núcleos surgidos irregularmente en 
suelo no urbanizable, que no encuentran cauce para su regularización 
conforme a la normativa vigente pero que, por otro lado, tampoco son objeto de 
una actuación coordinada para afrontar su restauración. Ante esta realidad, los 
procesos de planificación deben incorporar las soluciones precisas para poder 







complejas, incluyendo las medidas adecuadas para eliminar los posibles 
riesgos territoriales cuya reconducción se entienda improcedente.   
 
XIII. Dentro de esta regulación integral del suelo rural que se demanda de todo 
proceso de planificación, otro punto a destacar es la necesidad de adaptar 
adecuadamente los criterios de ordenación formulados en fase de propuesta a 
la efectiva realidad del territorio, sobre todo en lo que respecta a la delimitación 
de los ámbitos de espacios protegidos que se identifiquen en el propio proceso 
de planificación. Este requisito de actuación procedimental se fundamenta, 
como en general todos los ámbitos de los procesos de planificación, en la 
necesidad de justificar satisfactoriamente las decisiones adoptadas y con 
mayor exigencia las que presentan una incidencia tan acusada en los intereses 
de los ciudadanos como es la determinación de las superficies sometidas a 
regímenes de especial protección. 
 
Con arreglo a esta premisa y como se ha apuntado a lo largo de este trabajo, 
se requiere que los procesos de planificación establezcan una coherente 
zonificación de los suelos protegidos, evitando tanto su disminución no 
justificada, en aplicación de los principios analizados como el de no regresión 
del territorio, pero también el aumento de su extensión no debidamente 
justificada, para evitar la aplicación igualmente extensiva de los criterios 
restrictivos de los suelos protegidos a ámbitos que de forma ordinaria deberían 
permanecer en la categoría de suelo rural común dispuesta en el territorio. 
 
En la práctica actual se aprecia como el progresivo aumento de la importancia 
que han venido asumiendo las medidas y exigencias de protección ambiental, 
han favorecido un clima propenso a una excesiva protección de algunas zonas 
de suelo rural, en las que si bien ciertamente se aprecian valores naturales 
habituales en estos entornos, su importancia o amplitud difícilmente pueden 
sostener una declaración plenamente justificada por la que se establezca un 
régimen singularizado. Por ello, se ha de requerir la formulación de unos 
criterios de ordenación con una suficiente coherencia, de tal modo que no 
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propugnen el establecimiento de medidas de preservación que en algunos 
casos pueden estimarse como desorbitadas, incluida la de la propia 
declaración de suelos especialmente protegidos.  
 
Al contrario, como se ha sostenido anteriormente, una correcta formulación del 
régimen del suelo común del territorio que sea lo suficientemente versátil como 
para diferenciar las zonas del mismo en las que puedan autorizarse usos no 
tradicionales del territorio (incluidos los extractivos u otros similares que alteren 
la sustancia material del territorio), de las que deben ser excluidos, debe 
favorecer la no extensión indiscriminada de los ámbitos de suelos protegidos 
que deben ceñirse a los suelos que efectivamente deban incluirse en correcta 
aplicación de la normativa vigente. 
 
XIV. Pero incluso esta exigencia de adaptación de la ordenación a las 
características y circunstancias específicas del territorio debe aplicarse al 
propio ámbito de los suelos protegidos, que requieren una correcta regulación 
de su régimen de preservación al objeto de no restringir de forma excesiva las 
posibilidades de actuación por parte de sus titulares. 
 
Por ello, una correcta planificación del suelo rural protegido debe partir del 
análisis de las necesidades de protección o restauración del territorio, sobre las 
que deben implementarse las medidas de preservación que se impongan sobre 
el régimen común del suelo rural no sometido a protección singularizada. Estas 
medidas deben imponerse de forma motivada mediante la justificación de su 
finalidad y alcance, lo que debe recogerse en la fase de formulación de los 
criterios de ordenación relativos al suelo rural y a sus ámbitos protegidos. 
 
Como en el caso anterior, entiendo que la imposición de medidas 
proteccionistas no justificadas puede conllevar un exceso de rigor en el 
régimen singular aplicado al territorio, que puede suponer el establecimiento de 
restricciones a los derechos e intereses legítimos de los titulares de los 







proceso de planificación la necesidad de cada una de las medidas adoptadas, 
estableciendo los fines perseguidos efectivamente por cada una de ellas. Es 
comprensible que en muchos de los casos la justificación de la medida puede 
efectuarse con cargo a fines muy genéricos, como sería el mantenimiento de la 
realidad material del territorio, pero sería exigible que el planificador abordara 
un proceso de fundamentación de aquellas medidas que presentaran una 
mayor singularidad y, en todo caso, las que limitaran o excluyeran los usos 
tradicionalmente asociados a los suelos rurales. 
 
XV. En consonancia con lo anterior se debe añadir que en los procesos de 
planificación específicos de áreas protegidas, sobre todo en ámbitos de gran 
entidad superficial como son determinados tipos de espacios naturales, se 
debe establecer un correcto sistema de zonificación de tal modo que las 
atribuciones de medidas de preservación se localicen de forma proporcionada 
en toda su extensión, conteniendo un estándar de protección genérico para 
todo el ámbito y, a partir de este punto, aumentar las medidas restrictiva en 
función de la intensidad de los valores presentes en el territorio u otras 
consideraciones que específicamente lo demanden. 
 
Conforme se ha analizado al abordar los procesos de planificación sectorial de 
naturaleza ambiental, uno de los criterios con los que en la actualidad se debe 
modular el régimen de preservación de estos espacios naturales es el del 
desarrollo sostenible del entorno, ante el convencimiento general de que solo 
con una correcta formulación de las medidas de protección de estos espacios, 
que permita armonizar su prioridad de preservación con un régimen de 
tolerancia de usos de sus recursos, podrá garantizarse el arraigo de la 
población en las zonas cercanas a los grandes espacios protegidos. 
 
La comprobación de la realidad social actual del territorio nacional, derivada de 
muchos factores que han incidido de forma gradual en la distribución de la 
población por el territorio durante las últimas décadas, ha propiciado una 
progresiva y sostenida despoblación de las zonas rurales de amplias zonas de 
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España. Esta realidad se agudiza en las zonas próximas a los grandes 
espacios naturales protegidos, donde las medidas de protección establecidas 
en su interior e, incluso, en sus zonas colindantes, han propiciado una 
aceleración del proceso de despoblación ante la ausencia de perspectivas de 
actividad económica y, en definitiva, de prosperidad económica y social. Se ha 
demostrado que esta realidad, lejos de ser un estado ideal para los espacios 
naturales, es perjudicial para su mantenimiento, puesto que es deseable un 
determinado nivel de interacción humana con estos territorios que permita, 
entre otras cuestiones, garantizar un correcto proceso de evolución y una 
atención permanente ante los riesgos naturales que pueden presentarse, como 
son los incendios forestales. 
 
Pero el mantenimiento de la población en el entorno de estos espacios solo 
puede procurarse mediante la implementación de medidas que favorezcan la 
actividad económica y la creación de un cierto nivel de tejido industrial y 
comercial, para lo que se antoja inevitable el desarrollo de un régimen de 
autorización de uso y utilización de los recursos presentes en estas zonas, que 
pueda sostener la economía del entorno sin que se altere la realidad natural de 
estos espacios protegidos. 
 
En concreto, se deben fomentar los usos naturales tradicionales que no 
provoquen riesgos ciertos o previsibles de alteración de los ecosistemas 
presentes en el entorno, como son los forestales y ganaderos realizados 
conforme a los correspondientes instrumentos de planificación sectorial 
exigidos por la normativa vigente. Igualmente debe establecerse un régimen de 
autorización de los usos agrícolas, en este caso mediante la puesta en práctica 
de un necesario esfuerzo armonizador de las necesidades de las explotaciones 
agrarias con las exigencias establecidas para la protección de los entornos 
ambientales, sobre todo ante cuestiones de tanta incidencia como son el 
consumo de agua y el uso de productos fertilizantes y similares. De hecho, en 
la práctica se localizan en zonas próximas a espacios naturales grandes 







productividad e incidencia social, como sucede en las explotaciones de frutos 
rojos ubicadas en el entorno del Espacio Natural de Doñana, lo que genera no 
pocas tensiones sobre la utilización de los recursos y la posible afección que 
ello supone sobre los ecosistemas presentes, incluidas actuaciones penales 
frente a agricultores, funcionarios y autoridades municipales relacionadas con 
la ejecución de estas explotaciones. Es preciso introducir elementos que 
permitan disminuir la conflictividad existente en estas situaciones, lo que 
entiendo no puede realizarse mediante la mera exigencia de eliminación de 
unos cultivos que soportan una gran parte del tejido socioeconómico de la 
zona, sino aplicando soluciones que permitan adaptar las explotaciones al nivel 
de protección exigido para el entorno. 
 
Además de los usos anteriores, también deben fomentarse otros no 
tradicionalmente vinculados con los entornos rurales pero que han sido 
incluidos recientemente en los denominados usos ambientales, que son los de 
carácter turístico y de esparcimiento relacionados con los entornos protegidos, 
que deberán implementarse en la forma que su ejecución afecte lo menos 
posible a los ecosistemas presentes en los diferentes espacios naturales.  
 
En definitiva, lo que se debe proyectar es la necesidad de asegurar el 
desarrollo de las zonas cercanas a los espacios sometidos a un alto nivel de 
protección mediante la aplicación del criterio de sostenibilidad, entendido como 
el parámetro que debe ponderar la aptitud del terreno para soportar los 
distintos usos autorizables sobre el mismo, en base a la posible utilización de 
los recursos disponibles que no sufran agotamiento o que, en todo caso, sean 
recuperables en base a ciclos naturales sujetos a una estimación razonable. 
 
XVI. Sobre los procesos de planificación de los espacios naturales cabe 
introducir una reflexión adicional, relativa a la necesidad de evitar la excesiva 
complejidad que, en determinadas ocasiones, presenta la aplicación de sus 
regímenes de protección, al coexistir diferentes instrumentos de planificación 
vigentes sobre un mismo territorio. Como hemos analizado, por aplicación de 
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un principio de prevención ambiental, se ha de entender aplicable el régimen 
más restrictivo de los que regulen los ámbitos protegidos del suelo rural y, en 
concreto, de los espacios naturales sometidos a una regulación sectorial 
específica. No obstante, en ocasiones es demasiado compleja la tarea de 
determinar el régimen de aplicación prioritaria sobre un territorio, sobre todo 
cuando la amplitud del mismo determina la existencia de varias zonas con 
diferente alcance en su nivel de protección y sobre la que extienden sus 
efectos diferentes normas e instrumentos de planificación, que en algunos 
supuestos pueden contener criterios diferenciados o incluso contradictorios. 
 
Para evitar esta situación, se estima necesaria la reordenación de los sistemas 
de planificación existentes, de tal modo que se determinen de forma inequívoca 
los ámbitos regulatorios de aplicación preferente y, por consiguiente, se 
clarifiquen los elementos que conforman el régimen de protección de atención 
prioritaria sobre el territorio y sus diferentes zonas de protección singularizada. 
Con ello se garantizaría tanto la seguridad jurídica en la aplicación de la 
regulación preferente sobe los espacios protegidos, como la certidumbre en la 
actividad de los actores implicados en el desarrollo de actuaciones sobre estos 
territorios, depurando los diferentes niveles de protección para acreditar en 
cada momento el régimen aplicable a cada zona concreta, sin la necesidad de 
realizar un esfuerzo suplementario para identificar la regulación más restrictiva 
sobre la que plantear o resolver las cuestiones surgidas en la práctica. 
 
XVII. Además de la composición principal del régimen jurídico del suelo no 
urbanizable sometido a especial protección, que como se ha analizado se 
presenta como un elenco de restricciones sobre el régimen del suelo común 
que se disponga para el territorio rural no protegido, la singularidad del 
tratamiento normativo de estos suelos presenta una serie de aspectos 
derivados de distinta regulación sectorial y  que, con carácter general, suponen 
nuevos elementos restrictivos de la capacidad del suelo para desarrollar 








Estos efectos asociados a la especial protección del territorio que derivan de su 
declaración como tal, salvo excepciones muy puntuales, se producen con una 
misma intensidad sobre todos los suelos con la misma consideración jurídica, 
por lo que su nivel de afección no suele depender del grado de protección que 
se aplique sobre el territorio. Esta realidad supone que, a nivel práctico, 
muchas de las consecuencias derivadas de la consideración del suelo como 
sujeto a especial protección no se modulan con arreglo a la intensidad de los 
valores o criterios por los que se le otorga esta consideración, sino que 
presentan un alcance similar en aspectos relativos a cuestiones 
administrativas, pero también civiles e incluso penales. 
 
Por esta realidad, se estima preciso reiterar la exigencia de moderar tanto la 
identificación de ámbitos de suelos protegidos en los territorios sometidos a 
procesos planificadores, como también la extensión de la superficie de los 
mismos. Esta pretendida moderación no supone ninguna renuncia a preservar 
los valores que realmente sean merecedores de esta condición, sino al 
contrario, se propone la potenciación del régimen del suelo rural general con el 
afán de evitar la extensión los rigurosos efectos que se proyectan sobre los 
suelos protegidos más allá de lo razonable. 
 
XVIII. Incluso, para alcanzar este objetivo se estima procedente la propuesta de 
realizar una distinción normativa con la finalidad de diferenciar los niveles 
dentro la regulación de los suelos protegidos, de tal forma que los efectos 
directos asociados a la especial protección solo se atribuyan a los que ostenten 
un nivel superior. Con este tipo de medidas se podrían realizar diferencias de 
amplio calado en el régimen aplicable a los distintos tipos de suelos rurales, de 
modo que los procesos de planificación podrían diferenciar los ámbitos 
territoriales en función de las exigencias de protección que fueran precisas 
según sus condiciones naturales, atribuyendo de forma muy automatizada los 
efectos derivados en cada situación concreta. De este modo, la posible 
discrecionalidad en la actuación administrativa se centraría casi exclusivamente 
en la fase de diagnóstico territorial, verdadero núcleo central del proceso de 
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planificación, asimilando por el contrario elementos mucho más estandarizados 
para los efectos derivados de las decisiones adoptadas, incluyendo la 
regulación de los usos autorizables sobre los distintos suelos identificados.   
 
En definitiva, con estas demandas se reitera la exigencia de una correcta 
fundamentación de las medidas adoptadas en la ordenación territorial, de 
manera que la delimitación de espacios sometidos a especial protección venga 
precedida de un completo análisis del territorio y de la correcta aplicación de 
los criterios de ordenación previamente determinados, de forma que en la 
medida de lo posible se evite la aplicación de distintas soluciones a situaciones 
sustancialmente similares, derivadas de la introducción de elementos 
subjetivos en la consideración del territorio por encima de los niveles que se 
estimen razonables. 
 
XIX. A las anteriores consideraciones debemos añadir la exigencia de procurar 
una correcta regulación de los distintos tipos de suelo protegido identificados 
en los procesos de planificación, de tal modo que no se equiparen de forma 
indiscriminada los regímenes de suelos cuya realidad material y natural sean 
sustancialmente diferentes.  
 
Esta reflexión deriva de la constatación de la equiparación en la práctica de 
distintos tipos de suelos protegidos, provocando una identificación sustancial 
de los elementos regulatorios de suelos cuya justificación para ostentar tal 
condición es, por el contrario, muy diferente. De este modo, se debe evitar toda 
tendencia igualatoria de los suelos protegidos más allá de la que se derive de 
la normativa sectorial de directa aplicación, con el objetivo de establecer una 
verdadera regulación específica para cada tipo de suelo formulada en función 
de los valores o elementos identificados en el territorio. 
 
Mediante esta propuesta de actuación se pretende adaptar la regulación del 
suelo a los verdaderos motivos por los que se declaró su especial protección, 







esta medida, sin que con ello se provoque la imposición de limitaciones, cargas 
y restricciones no justificadas a los titulares de los terrenos afectados, teniendo 
en cuenta que toda medida que suponga una restricción suplementaria sobre el 
régimen del suelo común va a conllevar una inevitable repercusión económica, 
que se refleja directamente en el valor del terreno.  
 
Por ello, es preciso incorporar las medidas que puedan salvaguardar los 
derechos e intereses de los propietarios de estos suelos, mediante la inclusión 
de los usos que puedan ser desarrollados en los mismos en función de sus 
respectivas características, de tal modo que en los supuestos de vinculaciones 
de mayor entidad, como serían los casos de los espacios naturales protegidos, 
se determine la opción o, incluso obligación, de su expropiación por parte de 
los poderes públicos correspondientes con arreglo a un criterio de valoración 
justo y adecuado a las circunstancias de los territorios de semejante condición. 
Con ello no se pretende alterar la interpretación jurisprudencial por la que solo 
serían indemnizables los usos existentes previamente en el terreno y que se 
ven limitados por la nueva ordenación, pero sí se reclama una regulación más 
precisa de los procesos por los que se haga efectiva esta obligación 
administrativa en los supuestos en los que legalmente proceda. 
 
Estas medidas deben venir precedidas tanto de una mejor y más detallada 
regulación de los distintos tipos de suelos protegidos, que como se ha expuesto 
debe permitir una mejor delimitación de las condiciones de cada uno de ellos, 
pero también de un exhaustivo análisis territorial que permita introducir las 
correspondientes especificaciones que, dentro de los límites tolerados por la 
normativa vigente, pudieran incluirse en función de las concretas aptitudes de 
cada territorio.  
 
XX. Todas las conclusiones expuestas presentan, al menos a nivel general, 
una característica común relativa a la necesidad de que los poderes públicos 
competentes interioricen la necesidad de otorgar una regulación integral al 
suelo rural o no urbanizable, introduciendo además de un tratamiento 
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coherente de las exigencias normativas que requiere un ámbito tan complejo, 
las medidas precisas para garantizar una correcta interpretación de sus 
postulados, de forma que en la medida de lo posible se eviten diferencias 
sustanciales en la aplicación de la regulación vigente por los distintos 
operadores jurídicos. 
 
En el caso concreto de Andalucía, la regulación actual del suelo rural se 
concentra en unos pocos artículos de la LOUA, junto con otras medidas 
dispersas básicamente destinadas a los procesos de regularización 
extraordinaria que han sido analizados en el presente trabajo. Es evidente que 
una materia tan compleja y delicada como es el tratamiento del suelo no 
urbanizable merece una regulación mucho más específica y pormenorizada, 
estimando conveniente no solo ampliar el número de preceptos legales 
directamente destinados a su regulación sino, fundamentalmente, formular un 
completo desarrollo reglamentario que permita, entre otras muchas cuestiones, 
introducir un tratamiento adecuado a los suelos protegidos y a las 
consecuencias derivadas de esta condición para los mismos y sus titulares.  
 
XXI. Como conclusión final, debemos afirmar que la planificación es un 
mecanismo muy útil para la protección del territorio y de sus especiales 
condiciones naturales, siempre que el proceso de su formulación contenga los 
trámites precisos para analizar convenientemente el ámbito espacial objeto de 
análisis, de tal modo que sobre sus resultados puedan aplicarse de forma 
efectiva los criterios de ordenación que deben plantearse de forma previa, con 
el objetivo de conseguir una regulación adaptada a las distintas realidades del 
territorio planificado para la consecución de los fines pretendidos en cada caso 
concreto. 
 
Conforme a esta apreciación, se puede añadir que la figura de la planificación 
aplicada al tratamiento del suelo que se introdujo en España desde los albores 
de su regulación urbanística, a diferencia de lo que sucede en otros países de 







encorsetamiento que supone para la gestión de ámbitos de suelos urbanos y 
urbanizables, presenta sin embargo beneficios muy destacables para el 
tratamiento específico del suelo no urbanizable o rural y, especialmente, en lo 
que respecta a la delimitación de ámbitos sujetos a una protección 
singularizada. En efecto, de los instrumentos analizados podemos concluir que 
un proceso de planificación del territorio formulado con arreglo a unos 
parámetros coherentes y bien fundamentados, debe suponer una garantía para 
los objetivos de gestión de los entornos rurales que, en general, se centran en 
la preservación de estructura natural y en el uso racional de sus recursos 
conforme a criterios de sostenibilidad. 
 
Los motivos por los que se realiza esta reflexión final son los analizados en el 
presente trabajo, y que pueden ser resumidos en la facultad que se otorga al 
planificador para realizar una regulación de los entornos rurales adaptada a su 
propia realidad, incluyendo las medidas restrictivas que se entiendan 
procedentes para salvaguardar la integridad de los valores objeto de protección 
y, por otro lado, incluyendo los usos autorizados en función de la aptitud del 
suelo para albergar actuaciones de diversa naturaleza y ámbito. Por lo tanto, se 
estima muy favorable para una correcta gestión de los entornos rurales la 
posibilidad de establecer una normación propia y adecuada a la concreta 
realidad de cada ámbito territorial, frente a la aplicación de normativas 
genéricas que, aunque formuladas con toda corrección, adolecerían de la 
cercanía y proximidad de la que goza el instrumento de planificación de un 
ámbito territorial determinado. 
 
Esta consideración, con todos los matices apuntados, presenta perfiles 
realmente destacables en los supuestos en los que se delimitan ámbitos 
sujetos a especial protección, debido a que, por una parte, es el proceso de 
planificación el mejor posicionado para advertir la presencia de valores o 
elementos que, conforme a la realidad del territorio y la normativa vigente, 
requieran la especial protección del ámbito en el que se localicen. Por otra 
parte, también se ha de estimar como el medio más adecuado para establecer 
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el régimen concreto que deba ostentar cada tipo de suelo, en función de sus 
características y condiciones singulares, aunque siempre dentro del marco 
habilitado por la normativa vigente. Ambos supuestos, que no son sino caras 
de una misma moneda, derivan de la mecánica de todo proceso de 
planificación que requiere la ejecución de un completo análisis territorial, en el 
que se describan con la suficiente definición los diversos ámbitos existentes en 
el área espacial considerada y, fruto de esta labor, se individualicen los que 
presenten características comunes y se asignen las correspondientes 
categorías, entre las que se deben encontrar las que requieran el 
establecimiento de un régimen de protección suplementario al dispuesto con 
carácter general para cada clase de suelo. 
 
Lo anterior no supone que no existan ejemplos de planificación que no cumplen 
con estas exigencias o, simplemente, que no cumplen con las expectativas que 
legítimamente se generan ante la formulación de un proceso de planificación, 
ya sea porque el tiempo transcurrido desde su aprobación ha provocado la 
desviación de la realidad del territorio con la descrita y ordenada en el mismo o, 
incluso, por una deficiente redacción. Pero estos ejemplos, sin duda presentes 
en la realidad como se ha apuntado en el presente trabajo, solo deben ser 
tenidos en consideración como punto de partida para la reformulación de sus 
postulados, tanto mediante la necesaria adaptación de los instrumentos 
vigentes a la nueva realidad física y normativa, como mediante la 
reconsideración de los criterios de ordenación que se estimen sin efectividad o 
contraproducentes, cuestión esta última para lo que se estima imprescindible la 
inclusión de sistemas de evaluación y revisión de las determinaciones de estos 
instrumentos mediante criterios de análisis concretos y específicos, con un 
ámbito diferenciado de los meramente genéricos que se disponen para la 
exigencia de revisión integral conforme a las exigencias de la normativa 
aplicable. 
 
Finalmente, entiendo procedente resaltar la necesidad de generalización de los 







realizar una visión y ordenación del territorio desde un punto de vista 
transversal, de manera que puedan establecer las necesidades de adaptación 
de los instrumentos de planeamiento urbanístico vigentes sobre su ámbito 
territorial, incluyendo las consideraciones de ámbito geográfico superior que 
deban corregir las posibles disfunciones derivadas de la limitación territorial que 
puedan presentar. En todo caso, una correcta planificación subregional debe 
realizarse sobre la base de la realidad del territorio y sin contener elementos 
externos que puedan distorsionar sus determinaciones.  
 
A su vez, también se estima muy conveniente la generalización de los 
instrumentos de ordenación territorial específicamente formulados para áreas 
concretas y ambientalmente muy sensibles, como son los espacios litorales. 
Mediante la formulación de instrumentos de ordenación directamente 
orientados a estas áreas geográficas singulares, se debe conseguir la total 
adecuación de las medidas dispuestas a las necesidades reales de estos 
entornos, sobre todo en lo que se refiere a su preservación y, en lo posible, a 
su necesaria regeneración. No obstante, como se ha apuntado al tratar este 
tipo de instrumentos de planificación, la deseable tendencia proteccionista con 
la que deben ser formulados no debe obviar otras cuestiones que han de ser 
abordadas y que también deben ser consideradas en su justa medida, como 
son la solución de los problemas existentes y de difícil encauzamiento con la 
ordenación previa y, por otro lado, la necesidad de establecer ámbitos y medios 
de desarrollo socioeconómico que, si bien deben estar presididos por el 
parámetro de la debida sostenibilidad ambiental, puedan generar expectativas 
suficientemente satisfactorias para el entorno y sus residentes. 
 
En definitiva, es preciso avanzar hacia una normativa que contenga una 
regulación integral y coherente del suelo rural y de sus distintas categorías, lo 
que debe permitir la optimización de los procesos de planificación territorial y, 
por extensión, la introducción de una mejor y más efectiva ordenación de estos 
ámbitos, con el objetivo fundamental de la preservación de los espacios que 
requieran una consideración singularizada, sin obviar la necesaria adopción de 
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medidas de fomento del desarrollo sostenible en estos territorios. Mediante 
todo ello se debe aspirar a la progresiva armonización entre la adecuada 
protección de los entornos rurales, y la habilitación de estos suelos para el 
desarrollo de las actividades que permitan un uso del territorio ambientalmente 
sostenible y socialmente productivo.       
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STS 31.10.2003 Delito de prevaricación urbanística. 
STS 16.12.2003 Vivienda en suelo no urbanizable. 
STS 27.09.2004 Delito de prevaricación urbanística. 
STS 06.04.2005 Improcedente indemnización por protección del suelo. 
STS 27.04.2005 Extensión de las determinaciones del PRUG. 
STS 05.04.2006 Improcedente indemnización por espacio natural protegido. 
STS 26.10.2006 Valoración del suelo rural. 
STS 29.11.2006 Condena por construcción de caminos en suelo rural. 
STS 13.02.2007 Anulación de transmisión de finca. 
STS 12.12.2007 PORN y evaluación ambiental de proyectos. 
STS 26.11.2008 Protección visual de BIC. 
STS 26.03.2009 Anulación de transmisión de finca. 
STS 01.04.2009 Prohibición de uso minero en suelo protegido. 
STS 01.06.2009 Actividad de interés público en suelo no urbanizable. 
STS 28.07.2009 Indemnización por formulación de PORN. 
STS 24.09.2009 Suelo protegido por infraestructuras y valores agrarios. 
STS 25.09.2009 PORN indemnización a afectados. 
STS 02.11.2009 Suelo de protección de infraestructuras. 







STS 15.01.2010 Naturaleza reglada del suelo protegido. 
STS 18.02.2010 PRUG debe respetar normativa y planeamiento superior. 
STS 19.05.2010 Determinación de las zonas con riesgo de inundabilidad. 
STS 25.05.2010 Deficientes medidas compensatorias de proyecto en ZEPA. 
STS 19.07.2010 Planeamiento y dominio público por naturaleza. 
STS 14.10.2010 Uso extractivo en suelos protegidos. 
STS 03.11.2010 Uso extractivo en suelos protegidos. 
STS 17.12.2010 Uso cinegético de suelos protegidos. 
STS 21.01.2011 No procedente declaración de suelo no urbanizable. 
STS 04.02.2011 Falta de motivación del planeamiento. 
STS 15.02.2011 Instrumentos de planeamiento normas jurídicas. 
STS 02.03.2011 Incompatibilidad de actuación de interés general con los valores ambientales del suelo. 
STS 25.03.2011 Carácter reglado del suelo especialmente protegido. 
STS 13.05.2011 Falta de motivación en la especial protección del suelo. 
STS 19.05.2011 Límites del principio de autonomía local en la planificación. 
STS 20.05.2011 Actuación en suelo no urbanizable. 
STS 25.05.2011 Actuación de interés público en suelo no urbanizable protegido. 
STS 26.05.2011 Suelo no urbanizable inadecuado para el desarrollo. 
STS 22.06.2011 Suelo protegido por valores agrarios. 
STS 01.07.2011 Delito de prevaricación urbanística. 
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STS 09.11.2011 Nulidad de planeamiento por ordenación en contra 
de los estudios de inundabilidad. 
STS 30.11.2011 
 
Falta de motivación en la especial protección del 
suelo. 
STS 01.12.2011 Suelo no urbanizable protegido por valores agrarios 
STS 07.12.2011 Clasificación de vías pecuarias. 
STS 19.01.2012 Delimitación de paisaje protegido. 
STS 14.02.2012 No prohibición de usos mineros en planificación territorial. 
STS 15.02.2012 Publicación de instrumentos de planeamiento. 
STS 29.03.2012 Principio de "no regresión". 
STS 17.05.2012 No procede indemnización por especial protección del suelo. 
STS 18.05.2012 Impugnación indirecta de los PORN. 
STS 31.05.2012 Urbanización de vías pecuarias. 
STS 21.06.2012 Condiciones para la demolición de construcciones. 
STS 26.06.2012 Nulidad de plan por ausencia de evaluación ambiental. 
STS 29.06.2012 Posible suspensión de la demolición de actos irregulares. 
STS 05.07.2012 Nulidad de Actuación de Interés Regional en suelo protegido. 
STS 10.07.2012 Posible clasificación de espacio natural como SGEL. 
STS 20.09.2012 PRUG considerado como documento normativo. 
STS 16.11.2012 Usos extractivos en suelos protegidos. 
STS 22.11.2012 Delito de prevaricación urbanística. 
STS 16.01.2013 Autonomía local. 







STS 08.04.2013 Suelo protegido por inundabilidad. 
STS 21.05.2013 Delito de incendio forestal. 
STS 22.05.2013 Exclusión de usos extractivos en PORN. 
STS 24.05.2013 No procede expropiación por espacio protegido. 
STS 10.06.2013 Suelo de protección de infraestructuras. 
STS 17.06.2013 Revisión del planeamiento urbanístico. 
STS 19.09.2013 Consideración reglada del suelo especialmente protegido. 
STS 20.09.2013 Suelo no urbanizable no adecuado para el desarrollo urbano. 
STS 04.12.2013 Clasificación de vías pecuarias. 
STS 29.01.2014 Denegación de proyecto por afectar a Red Natura 2000. 
STS 30.06.2014 Sanción por uso indebido de espacio forestal. 
STS 17.07.2014 SNU discrecional para el planificador. 
STS 18.09.2014 Indemnización por declaración de espacio natural protegido. 
STS 30.09.2014 Evaluación ambiental en PORN y PRUG. 
STS 30.09.2014 Ampliación de protección establecida en los PORN. 
STS 14.10.2014 Suelo protegido por valores agrícolas. 
STS 24.10.2014 Justificación de las determinaciones del PORN. 
STS 25.11.2014 Usos extractivos en suelos protegidos. 
STS 10.12.2014 Fundamentación de proyecto de interés regional. 
STS 15.12.2014 Actuación de excepcional interés público del Estado. 
STS 26.01.2015 Suelos contaminados. 
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STS 09.02.2015 Delito de incendio forestal. 
STS 12.02.2015 Posible recalificación de suelo no urbanizable protegido. 
STS 17.02.2015 Nulidad de plan por ausencia de evaluación ambiental. 
STS 16.04.2015 Principio de no regresión del suelo protegido. 
STS 25.05.2015 Efectos de la nulidad del planeamiento. 
STS 25.06.2015 Alteración de usos forestales en terrenos incendiados. 
STS 27.10.2015 Nulidad PGOU de Marbella. 
STS 06.11.2015 Suelo protegido paisajístico, agrícola y vitivinícola. 
STS 20.11.2015 Valoración del suelo rural. 
STS 09.02.2016 No procede declaración de espacio natural protegido. 
STS 10.02.2016 Suelo no urbanizable. Hotel "El Algarrobico". 
STS 02.03.2016 Denegación de usos extractivos en ZEPA. 
STS 16.03.2016 Aplicación del principio de no regresión. 
STS 01.06.2016 Aplicación del ius variandi. 
STS 25.04.2016 Suelo no urbanizable de carácter reglado 
STS 05.05.2016 Suelo no urbanizable especialmente protegido. 
STS 18.05.2016 Alteración de usos forestales en terrenos incendiados. 
STS 26.05.2016 Principio de no regresión. 
STS 14.06.2016 PORN. 












Proyecto que afecta a espacio de la Red Natura 
2000. 
STS 19.07.2016 Improcedente declaración de espacio natural protegido. 
STS 19.09.2016 Extracciones mineras no en suelo especialmente protegido. 
STS 27.09.2016 No indemnización por prohibición de extracciones mineras. 
STS 14.12.2016  Delito contra el medio ambiente. 
STS 16.12.2016 ATC vs Red Natura 2000. 
STS 20.12.2016 Anula plan por ausencia de evaluación ambiental. 
STS 20.01.2017 Uso forestal en suelo no urbanizable protegido. 
STS 02.03.2017 PRUG sobre suelo no urbano. 
STS 29.03.2017 Insuficiencia del estudio de inundabilidad PGOU. 
STS 24.04.2017 PORN prevalece sobre PGOU. 
STS 04.07.2017 Suelo no urbanizable de carácter reglado 
STS 12.07.2017 Límite a la discrecionalidad planificadora. 
STS 20.07.2017 Bien jurídico protegido en los delitos urbanísticos. 
STS 13.09.2017 Delimitación de zonas inundables. 
STS 05.10.2017 Delito de incendio forestal. 
STS 31.10.2017 Límites del principio de autonomía local en la planificación. 
STS 07.11.2017 Improcedente indemnización por nulidad de protección SNU. 
STS 20.11.2017 Tramitación formal del PORN. 
STS 12.12.2017 Potestad de planificación de la Administración. 
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STS 18.12.2017 Red Natura 2000. 
STS 27.12.2017 Plan Director de Parques Nacionales. 
STS 18.05.2018 Valoración del suelo rural a efectos expropiatorios. 
STS 01.06.2018 Ejecución de demolición de construcciones. 
STS 18.06.2018 Necesidad de justificación de la alteración del uso forestal de suelos incendiados. 
STS 29.09.2018 Exigencia de sostenibilidad en la planificación. 
STS 18.10.2018 Vinculación entre planes territoriales y urbanísticos. 
STS 30.10.2018 Evaluación ambiental de instrumentos de planificación. 
STS 15.11.2018 Alteración de usos forestales en terrenos incendiados. 
STS 22.11.2018 Limitaciones singulares de usos que generan derecho a indemnización. 
STS 10.12.2018 Requisitos de la ordenación de la actividad cinegética. 
STS 28.01.2019 PRUG considerado como documento normativo. 
 
 
4. Tribunales Superiores de Justicia 
 
STSJ Madrid 30.04.1998 
 
Tramitación de construcciones en SNU. 
STSJ Madrid 29.04.1999 Uso agrícola del suelo protegido. 
STSJ Cantabria 01.06.1999 No exigible dictamen del Consejo de Estado en los PORN. 
STSJ Castilla-La Mancha 25.06.1999 Actividad industrial en suelo no urbanizable. 
STSJ Cantabria 18.01.2000 No procede especial protección del suelo. 
STSJ Cantabria 09.05.2000 Límites del control autonómico sobre el planeamiento urbanístico. 
STSJ Cantabria 19.05.2000 Límites del control autonómico sobre el planeamiento urbanístico. 







STSJ Cataluña 14.07.2000 Autorización de instalaciones ganaderas SNUEP. 
STSJ Cantabria 27.03.2001 Denegación de investigación minera en suelo protegido. 
STSJ Andalucía 25.06.2001 Motivación para la clasificación de suelo no urbanizable. 
STSJ Cataluña 17.09.2001 Delito de incendio forestal en espacio protegido. 
STSJ Andalucía 29.10.2001 Indemnización por declaración de espacio natural protegido. 
STSJ Cataluña 14.10.2002 Uso forestal en suelo no urbanizable protegido. 
STSJ Cantabria 08.11.2002 Permiso de investigación minera en suelo no urbanizable. 
STSJ Galicia 27.12.2002 Construcción vinculada al uso natural del suelo. 
STSJ Cataluña 28.02.2003 Principio de legalidad en tipificación de sanciones. 
STSJ Castilla-La Mancha 14.04.2003 Planificación cinegética. 
STSJ Comunidad Valenciana 28.05.2003 No exigible dictamen del Consejo de Estado en los PORN. 
STSJ Andalucía 23.06.2003 Expropiación por declaración de espacio protegido. 
STSJ Canarias 29.04.2004 Caducidad expediente BIC de yacimiento arqueológico. 
STSJ Castilla y León 13.12.2004 Uso extractivo prohibido en suelos protegidos. 
STSJ Cantabria 10.05.2005 Desestima protección especial de infraestructuras. 
STSJ Comunidad Valenciana 11.05.2005 Suelo protegido por valor científico. 
STSJ Madrid 17.01.2006 Restauración de la legalidad urbanística infringida. 
STSJ Comunidad Valenciana 12.06.2006 Suelo protegido por valores agrarios. 
STSJ Castilla y León 29.09.2006 Clasificación de suelos de la Red Natura 2000. 
STSJ Madrid 19.07.2007 No procede indemnización por especial protección del suelo. 
STSJ Cantabria 10.09.2007 Uso forestal en suelo no urbanizable protegido. 
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STSJ Castilla y León 30.11.2007 Suelo protegido por valores culturales. 
STSJ Andalucía 03.12.2007 Motivación para la clasificación de vías pecuarias. 
STSJ Cataluña 25.04.2008 Usos autorizables en suelo no urbanizable. 
STSJ Comunidad Valenciana 08.10.2008 Declaración de espacio natural protegido. 
STSJ Castilla y León 28.05.2009 Uso excepcional del suelo no urbanizable. 
STSJ Galicia 01.06.2009 Construcción de centro educativo en suelo no urbanizable. 
STSJ Baleares 23.07.2009 Restauración de la legalidad urbanística infringida. 
STSJ Extremadura 23.07.2009 Actuación en suelo rural precisa conexiones a las dotaciones. 
STSJ Comunidad Valenciana 06.11.2009 Distinción entre PORN y PRUG. 
STSJ Andalucía 23.11.2009 Prestación compensatoria por uso del SNU. 
STSJ Cataluña 28.01.2010 Construcción de naves sin actividad definida en SNU. 
STSJ Extremadura 11.06.2010 Canon urbanístico por uso excepcional del suelo rural. 
STSJ Comunidad Valenciana 12.07.2010 Desestima delimitación de suelo protegido por PRUG. 
STSJ Andalucía 29.07.2010 Actividad industrial en suelo no urbanizable. 
STSJ Cantabria 16.09.2010 Impugnación de los PORN. 
STSJ País Vasco 28.09.2010 Uso ganadero en suelo protegido. 
STSJ Aragón 01.12.2010 Suelo protegido por riesgo de inundación. 
STSJ Andalucía 02.12.2010 Uso ganadero en suelo protegido. 
STSJ Andalucía 09.12.2010 Actividad industrial en suelo no urbanizable. 








STSJ Andalucía 16.02.2011 Límites del control autonómico sobre el planeamiento 
urbanístico. 
 
STSJ Andalucía 03.03.2011 
 
Alojamientos colectivos de temporeros en SNU. 
STSJ Andalucía 23.05.2011 Autonomía local. 
STSJ Andalucía 26.09.2011 Implantación de usos en suelos protegidos. 
STSJ Andalucía 14.10.2011 Límites del control autonómico sobre el planeamiento urbanístico. 
STSJ Cataluña 24.10.2011 Valoración del suelo rural. 
STSJ Andalucía 04.11.2011 Clasificación de suelos de la Red Natura 2000. 
STSJ Canarias 23.12.2011 Beneficio económico en la cuantificación de sanciones. 
STSJ Andalucía 27.12.2011 Sanción por uso indebido de espacio forestal. 
STSJ Andalucía 02.02.2012 Segregación del suelo no urbanizable. 
STSJ Cataluña 10.02.2012 Nulidad de licencia en suelo protegido. 
STSJ Madrid 13.03.2012 Uso cinegético de suelos protegidos. 
STSJ Madrid 20.04.2012 PORN. 
STSJ Andalucía 28.05.2012 PORN. 
STSJ Comunidad Valenciana 23.07.2012 Procedente ampliación de ZEPA. 
STSJ Región de Murcia 05.10.2012 Delimitación de zona arqueológica. 
STSJ Andalucía 30.11.2012 Vivienda aislada en suelo no urbanizable. 
STSJ Andalucía 21.01.2013 Discrecionalidad administrativa en suelo protegido. 
STSJ Andalucía 15.02.2013 Suelo protegido por riesgo de inundación y erosión. 
STSJ Castilla-La Mancha 17.04.2013 Suelo protegido por valores ecológicos y científicos. 
STSJ Madrid 13.04.2013 Calificación de actividad en suelo protegido. 
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STSJ Castilla y León 10.05.2013 Suelo urbanizable colindante con Red Natura 2000. 
STSJ Andalucía 06.09.2013 Proyecto de Actuación en Zona Arqueológica. 
STSJ Madrid 20.09.2013 Restauración por daños ambientales. 
STSJ Andalucía 04.11.2013 Vivienda unifamiliar en suelo no urbanizable. 
STSJ Andalucía 18.11.2013 Uso agrícola en espacio natural protegido. 
STSJ Andalucía 05.12.2013 Compatibilidad de sanciones administrativas por distinto ámbito. 
STSJ Madrid 18.03.2014 Restauración por daños ambientales. 
STSJ Comunidad Valenciana 23.05.2014 Suelo protegido por infraestructuras. 
STSJ Andalucía 05.06.2014 Discrecionalidad en la planificación. 
STSJ Andalucía 06.06.2014 Vivienda en suelo no urbanizable. 
STSJ Cataluña 29.07.2014 Nulidad de planeamiento por omisión de estudio de inundabilidad. 
STSJ Andalucía 15.09.2014 Actividad extractiva en suelo no urbanizable. 
STSJ Madrid 01.10.2014 Restauración de la legalidad urbanística infringida. 
STSJ Cataluña 16.10.2014 Alojamiento colectivo de temporeros en suelo rural. 
STSJ Aragón 17.10.2014 Suelo protegido por riesgos tecnológicos. 
STSJ Castilla y León 28.10.2014 Suelo protegido por riesgo de inundación. 
STSJ Andalucía 29.10.2014 Non bis in ídem en el procedimiento sancionador. 
STSJ Andalucía 11.12.2014 Aplicación directa del PORN. 
STSJ Comunidad Valenciana 20.01.2015 Alcance de la evaluación ambiental. 








STSJ Cataluña 31.03.2015 Nulidad de planeamiento por ordenación en contra 
de los estudios de inundabilidad. 
 
STSJ Comunidad Valenciana 15.04.2015 
 
Nulidad de prohibición total de uso extractivo PORN. 
STSJ Canarias 18.04.2015 Deslinde de espacio protegido. 
STSJ Castilla y León 29.05.2015 Uso ganadero en suelo protegido. 
STSJ Comunidad Valenciana 30.06.2015 Plan de Ordenación de los Recursos Naturales. 
STSJ Andalucía 13.07.2015 Suelo protegido por valores paisajísticos. 
STSJ Andalucía 13.10.2015 Diferencia entre Proyecto de Actuación y licencia municipal. 
STSJ Comunidad Valenciana 27.11.2015 Evaluación ambiental en PGOU. 
STSJ Andalucía 14.01.2016 Alojamientos de temporeros en SNU requieren P. Actuación. 
STSJ Andalucía 22.01.2016 Suelo protegido por valores agrícolas. 
STSJ Andalucía 22.02.2016 Prestación compensatoria por uso del SNU. 
STSJ Canarias 06.04.2016 Suelo protegido por valores agrícolas. 
STSJ Aragón 13.06.2016 Uso cinegético de suelos protegidos. 
STSJ Castilla y León 15.07.2016 Vivienda en suelo rural. 
STSJ Andalucía 11.11.2016 Restauración de la legalidad urbanística infringida. 
STSJ Andalucía 05.12.2016 Suelo protegido por erosión y desplazamientos. 
STSJ Canarias 12.12.2017 Reserva Natural. 
STSJ Andalucía 15.12.2016 Necesaria motivación para recalificar suelo protegido. 
STSJ Castilla y León 27.12.2016 Uso ganadero en suelo protegido. 
STSJ Andalucía 06.02.2017 Motivación de actuaciones en suelo no urbanizable.  
STSJ Andalucía 08.02.2017 LIC no necesariamente suelo especialmente protegido. 
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STSJ Comunidad Valenciana 09.02.2017 Usos autorizables por PRUG. 
STSJ Castilla-La Mancha 22.02.2017 Interpretación restrictiva de usos en suelo rústico. 
STSJ Madrid 22.02.2017 Actividad calificada en suelo protegido. 
STSJ Asturias 28.02.2017 Anulación PGOU por riesgos naturales. 
STSJ Andalucía 31.03.2017 Suelo no urbanizable por valores paisajísticos. 
STSJ Cantabria 05.04.2017 Prevalencia del planeamiento territorial. 
STSJ País Vasco 21.04.2017 Descontaminación inviable para desarrollo urbanístico. 
STSJ Región de Murcia 24.04.2017 Espacios naturales protegidos. 
STSJ Castilla-La Mancha 26.04.2017 Necesaria publicación de planos de ordenación. 
STSJ Andalucía 11.05.2017 LIC condiciona el planeamiento urbanístico. 
STSJ Castilla y León 29.05.2017 Recalificación de suelo especialmente protegido. 
STSJ Región de Murcia 08.06.2017 Espacios naturales protegidos en el planeamiento. 
STSJ Islas Baleares 14.06.2017 Calificación de suelo como no urbanizable protegido. 
STSJ Andalucía 06.07.2017 Parcelación en suelo no urbanizable. 
STSJ Andalucía 20.07.2017 Plan de gestión ZEC no requiere zonificación. 
STSJ Cataluña 04.09.2017 Evaluación ambiental de instrumentos de ordenación. 
STSJ Andalucía 07.09.2017 Anula Plan de Protección del Corredor Litoral. 
STSJ Andalucía 21.09.2017 Anula Plan de Protección del Corredor Litoral II. 
STSJ Andalucía 21.09.2017 Anula Plan de Protección del Corredor Litoral III. 
STSJ Andalucía 21.09.2017 Anula Plan de Protección del Corredor Litoral IV. 







STSJ Región de Murcia 29.09.2017 Actuación de interés público en suelo no urbanizable. 
STSJ Castilla y León 20.10.2017 Vivienda aislada en suelo no urbanizable. 
STSJ Madrid 31.10.2017 Nulidad de limitaciones genéricas de usos. 
STSJ Cantabria 10.11.2017 Acción pública para impugnación del planeamiento. 
STSJ Cataluña 22.11.2017 Evaluación ambiental de Plan Especial Urbanístico. 
STSJ Región de Murcia 23.11.2017 Ampliación de zona de servidumbre de policía en cauce. 
STSJ Cataluña 28.11.2017 Nulidad de planeamiento por omisión de EAE. 
STSJ Comunidad Valenciana 01.12.2017 PRUG vinculante sobre planificación urbanística. 
STSJ Cataluña 07.12.2017 Red Natura 2000. 
STSJ Galicia 13.12.2017 Plan de gestión de espacio natural Red Natura 2000. 
STSJ Castilla-La Mancha 11.12.2017 Nulidad de instrumento de planificación general. 
STSJ Andalucía 14.12.2017 Protección de zona declarada como LIC. 
STSJ Madrid 15.12.2017 Nulidad de plan contrario a la evaluación ambiental. 
STSJ Andalucía 18.12.2017 Evaluación ambiental de Plan Especial. 
STSJ Andalucía 18.01.2018 Parcelación en suelo no urbanizable. 
STSJ Región de Murcia 19.01.2018 Uso agrícola del suelo protegido. 
STSJ Andalucía 25.01.2018 Nulidad de PGOU por omisión material de la EA. 
STSJ Castilla y León 25.01.2018 Nulidad de instrumento de planificación sectorial. 
STSJ País Vasco 12.02.2018 Nulidad de PGOU por omisión de informe sobre terrenos de alto valor agrológico. 
STSJ Cataluña 12.02.2018 Delimitación de usos forestales. 
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STSJ País Vasco 21.02.2018 Nulidad de Plan Parcial por ausencia de EA. 
STSJ Asturias 12.03.2018 Plan Territorial Especial del Suelo No Urbanizable de Costas. 
STSJ Madrid 26.03.2018 Nulidad de modificación PGOU por omisión de la EA. 
STSJ Comunidad Valenciana 12.04.2018 Afecciones a espacios de la Red Natura 2000. 
STSJ Andalucía 26.04.2018 Posible clasificación de espacio natural como SGEL. 
STSJ Andalucía 03.05.2018 Expropiación por declaración de espacio protegido. 
STSJ Canarias 14.05.2018 Anulación parcial de instrumento de planificación. 
STSJ Comunidad Valenciana 25.05.2018 Prohibición de alteración del uso forestal en terrenos incendiados. 
STSJ Galicia 31.05.2018 Nulidad de planeamiento por omisión de EAE. 
STSJ Cantabria 18.06.2018 Nulidad de PGOU por modificación no sometida a EA. 
STSJ Extremadura 19.06.2018 Suelo urbano consolidado compatible con zona RN 2000. 
STSJ Comunidad Valenciana 06.07.2018 Construcción de vivienda en suelo no urbanizable. 
STSJ Madrid 25.07.2018 Restauración de la legalidad urbanística infringida. 
STSJ Castilla-La Mancha 30.07.2018 Nulidad de procedimiento de ampliación de espacio protegido. 
STSJ Andalucía 20.09.2018 Principio de no regresión del suelo protegido. 
STSJ Comunidad Valenciana 15.11.2018 Uso agrícola del suelo protegido. 
STSJ Extremadura 20.11.2018 Valoración de suelos rurales. 
STSJ Andalucía 21.11.2018 Impugnación del PORN. 
STSJ Castilla y León 07.12.2018 Uso ganadero del suelo protegido. 
STSJ Aragón 18.12.2018 Indemnización por alteración del planeamiento. 







STSJ Madrid 27.12.2018 Regulación específica de los PORN. 
STSJ Galicia 15.01.2019 Competencia municipal en la ordenación visual del entorno. 
STSJ Región de Murcia 25.01.2019 Nulidad de Actuación de Interés Regional. 
STSJ Castilla y León 22.02.2019 Valoración de suelos rurales. 
 
 




Deslinde del dominio público marítimo-terrestre. 
SAN 04.07.2018 Restauración de daños ambientales. 
SAN 02.11.2018 Delimitación de la zona de servidumbre del DPMT. 
SAN 19.02.2019 Indemnización por alteración del planeamiento. 
 
 
6. Audiencias Provinciales 
 
SAP Palencia 13.10.1998 
 
Interpretación restrictiva de los tipos penales. 
SAP Cádiz 22.12.1998 Edificación a efectos penales. 
SAP Valencia 06.05.1999 Suelo no urbanizable a efectos penales. 
SAP Valladolid 01.12.2000 Interpretación restrictiva de los tipos penales. 
SAP Alicante 19.11.1999 Edificación a efectos penales. 
SAP Pontevedra 03.01.2007 Afección material precisa para delito urbanístico. 
SAP Málaga 30.11.2010 Construcción autorizable a efectos penales. 
SAP Valencia 22.11.2011 Delito de incendio forestal en espacio protegido. 
SAP Córdoba 24.01.2013 Delito urbanístico en caso de construcciones regularizables. 
SAP Jaén 01.02.2013 Interpretación restrictiva de los tipos penales. 
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SAP Alicante 28.02.2012 Construcción autorizable a efectos penales. 
SAP Valladolid 09.07.2014 Afección material precisa para delito urbanístico. 
SAP Madrid 14.07.2014 Declaración de suelo protegido a efectos penales. 
SAP Granada 13.07.2015 Prevaricación omisiva. 
SAP Sevilla 08.10.2015 Efectos penales de los asimilados a fuera de ordenación.  
SAP Castellón 14.01.2016 Construcción autorizable a efectos penales. 
SAP Cáceres 30.12.2016 Urbanización a efectos penales. 
SAP Sevilla 31.01.2017 Efectos penales de los asimilados a fuera de ordenación.  
SAP Murcia 14.03.2017 Demolición de construcción por sentencia penal. 
SAP Murcia 09.05.2017 Delito contra la ordenación del territorio. 
SAP Madrid 16.10.2017 Demolición de construcción por sentencia penal. 
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